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ADVERTENCIA. 


Muy  distantes  estamos  de  considerar  nuestras  facultades  al  nivel 
de  una  empresa  tan  ardua  como  la  de  formar  un  comentario  á  la  no- 
vísima Ley  Hipotecaria. 

Pero  tampoco  abrigamos  semejante  pretensión.  No  venimos  á 
enseñar,  sino  á  ayudar  al  estudio.  No  vamos  á  ofrecer  un  trabajo 
acabado»  siní).  una  obra  de  modestísimas  aspiraciones.  No  es  éste  un 
comentario,  sino  un  estudio  de  la  Ley;  destinado  á  amenizar  y  hacer 
más  inteligible  y  fácil  el  examen  de  sus  antecedentes  y  de  sus  con- 
cordancias, en  sí  mismo  demasiado  á1"ido.  Y  ese  examen  es  impres- 
cindible en  nuestro  caso,  porque  la  nueva  Ley  no  se  comprende, 
sino  mirada  al  través  de  las  disposiciones  legales  de  la  Península. 
Muchos  y  muy  ilustrados  jurisconsultos  han  comentado  éstas;  la 
nuestra  sale  ahora  por  la  vez  primera,  está  virgen  de  aventajadas 
plumas,  y  solo  esa  consideración  podría  decidirnos  á  emprender  la 
tarea  que  hoy  iniciamos. 

El  entusiasmo  juvenil  y  el  amor  al  estudio  nos  impulsan.  Si  alguien 
viene  con  mejor  derecho  á  la  palestra  en  que  vamos  á  situadnos,  nos 
haremos  un  deber  de  cederle  nuestro  puesto. 

Siendo  tales  las  aspiraciones  que  nos  guian,  bien  se  comprenderá 

porqué  no  le  hemos  dado  á  nuestra  obra  el  título  de  Comentario.  En 

una  nación  que  los  cuenta  tan  numerosos  y  excelentes  sobre  todos 

los  cuerpos  legales,  ese  solo   nombre   parecería   envolver  la  arro- 

]    gante  presunción   de   usurpar  un  puesto  entre  jurisconsultos  emi- 

Jjj   nentes.    Por  eso   hemos  buscado  á   nuestra  obra  un   título  senci- 

\}  lio,  y  que   indique   simplemente  lo  que   es.     La  hemos  llamado 

ík    Exposición^   ya  que  nuestra  tarea  no  ha  de  consistir   en  otra  cosa 

)    que  cu  exponer  la  ley  y  algunas  ideas  acerca  de  ella.  Y  para  de- 
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terminar  su  naturaleza  lé  hemos  agregado  el  epíteto  de  histórico- 
doctrinal^  porque  encierra  parte  de  historia  y  parte  de  doctrina.  Y 
porque  estamos  firmemente  convencidos  de  que  si  en  algún  estudio 
jurídico  no  puede  perderse  der  vista  el  aspecto  histórico  ni  por  un 
solo  momento,  es  en  el  de  la  nueva  Ley  que  poseemos. 

No  nos  proponemos,  pues,  hacer  un  trabajo  de  erudición,  sino 
una  obra  de  utilidad  inmediata.  Por  eso  evitaremos  constantemente 
profundas  investigaciones  filosóficas  y  excursiones  demasiado  lejanas 
por  el  campo  de  la  historia;  pero  tomaremos]  de  ambas  materias  lo 
suficiente  para  ilustrar  la  Ley.  Aspiramos  á  escribir  una  obra  prác- 
tica, nó  un  tratado  magistral. 

I^Y  como  no  creemos  que  la  ciencia  pueda  vincularse  jamás  en  una 
sola  persona  (y  mucho  menos  en  la  nuestra),  oiremos  todas  las  ob- 
servaciones que  se  nos  dirijan:  y  hasta  la  acerba  crítica,  si  por  acaso 
tenemos  la  desventura  de  tropezar  con  ella,  nos  hallará  serenos  y 
tranquilos.  Y  donde  erremos,  será  por  defecto^de  lajnteligencia,  no 
por  culpa  de  la  voluntad. 

He  aquí  sucinta,  pero  lealmente  expuestas  nuestras  intenciones  y 
programa.  El  público  ilustrado  será  juez  del  acierto  con  que  sepamos 
realizar  las  unas  y  llenar  el  otro. 


Mayo  de  1880. 


^.^^ 
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I. — Difícil  seria  precisar  el  origen  de  la  hipoteca;  ardua  tarea  la 
de  poner  en  claro  cuál  de  los  pueblos  antiguos  fué  el  primero  que 
la  arraigó  en  sus  leyes  ó  costumbres,  y  cuáles  fuesen  los  caracteres 
que  en  sus  principios  ofreciera.  Pero  nuestro  propósito  actual  no  ha 
de  llevarnos  tan  lejos,  que  no  conduce  al  fin  de  nuestra  obra  ni  seria 
propia  de  sus  angostos  límites  una  investigación  escrupulosa.  Basta 
á  nuestro  objeto  llegar  al  origen  próximo,  ya  que  no  primitivo  de 
la  legislación  nacional,  y  marcar  brevemente  las  vicisitudes  de  los 
diversos  tiempos,  para  delinear  mejor  el  sistema  que  hoy  nos  rige, 
para  comprender  todo  su  alcance;  auxiliando  con  la  historia  el  co- 
nocimiento de  la  importante  institución  cuyo  estudio  nos  propone- 
mos. 

2. — No  hemos  de  ser,  pues,  extensos  en  esta  reseña.  En  un  cuadro 
sinóptico  la  encerrariamos,  si  no  juzgásemos  que  algunos  detalles 
son  indispensables.  Señalaremos,  pues,  las  distintas  épocas  de  la  ins- 
titución hipotecaria,  y  lo  que  ha-  caracterizado  á  cada  una,  para 
llegar  brevemente  al  plan  moderno,  único  que  nos  ocupará  con 
extensión.  Dos  cosas  fijan  la  atención  al  tratar  de  esta  materia:  la 
hipoteca  y  el  Registro. 


.      ORIGEN  DE  NUESTRA  HIPOTECA. 

3. — Sin  pretender,  como  ya  hemos  sentado,  elevarnos  por  la  serie 
de  los  tiempos  hasta  la  hipoteca  primitiva,  podemos  en  cambio  de- 
signar el  pueblo  que  nos  la  trasmitió.  Directamente  la  recibimos  de 
los  Romanos,  como  todo  el  conjunto  de  sus  leyes;  pero  si  en  lo  ge- 
neral de  estas  fueron  aquellos  maestros,  en  lo  relativo  á  la  hipoteca 
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se  iniciaron  como  imitadores,  y  aun  bajo  cierto  punto  de  vista,  se 
les  pudiera  tachar  de  malos  imitadores.  Consta  que  la  tomaron  de 
los  Griegos,  y  la  palabra  misma  revela  su  procedencia.  Los 
Griegos  marcaban  las  casas,  que  se  habian  dado  en  garantía  de  al- 
guna obligación  con  columnas  ó  piedras  en  que  inscribían  el  nom- 
bre del  deudor,  la  cantidad  de  la  deuda  y  el  gravamen  de  la  finca. 
Por  ésto  hemos  dicho  que  á  los  Romanos  respecto  de  la  hipoteca  se 
les  podría  acusar  de  malos  imitadores;  pues  si  es  dudoso  el  que  en 
los  primeros  tiempos  adoptasen  ó  no  signos  externos  para  dar  á 
conocer  las  cargas  impuestas  sobre  los  predios,  es  notorio  que  des- 
pués no  los  usaban,  y  que  por  el  contrario  su  sistema  fué  el  de  la 
clandestinidad  absoluta,  sistema  que,  por  no  haberse  adoptado  en 
ningún  otro  pueblo,  se  designa  hoy  con  el  nombre  de  romano, — Como 
somos  de  los  que  creen  que  la  etimología,  además  de  responder  á 
una  necesidad  histórica,  aclara  y  fortalece  los  conocimientos,  no 
pasaremos  por  alto  la  de  la  voz  hipoteca.  Compuesta  de  dos  pala- 
bras griegas,  representa  el  acto  de  poner  una  cosa  bajo  de  otra,  idea 
que  expresa  con  notable  exactitud  la  naturaleza  subsidiaría  de  la 
hipoteca;  celebrada  para  garantizar  y  robustecer  otra  obligación.  En 
este  caso  la  etimología  sirve,  pues,  de  derrotero,  y  marca  la  acepción 
de  la  palabra. 


HIPOTECA  ROMANA. 

4. — No  conocieron  los  Romanos  de  los  primeros  tiempos  la  ga- 
rantía subsidiaria  de  la  prencja;  puesto  que  nada  tienen  que  ver  con 
ella  \a  pignoris  capto,  lí  ocupación  de  bienes  del  deudor,  ni  el  apre- 
mio personal,  ni  la  missio  in  possessionem  ó  prenda  pretoria,  que 
consistía  en  entregar  al  acreedor  la  administración  del  caudal  de  su 
deudor.  El  Pretor  romano,  funcionario  encargado  de  la  administra- 
ción de  justicia,  y  en  cuyo  oficio  se  atenía  mucho  mas  á  los  princi- 
pios de  la  equidad  que  á  las  severas  fórmulas  del  derecho  de  aquellos 
tiempc»s;  el  Pretor,  cuya  continua  y  gloriosísima  tarea  fué  la  de 
corregir  y  mejorar  la  Ley  civil,  formando  á  su  lado  un  derecho  con- 
suetudinario, que  al  fin  logró  sobreponerse;  el  Pretor  fué,  pues, 
quien  motivó  la  introducción  de  la  hipoteca  en  Roma. 

.5. — Hay  que  tener  en  cuenta  que  en  los  tiempos  primitivos,  el 
que  para  obtener  un  préstamo  necesitaba  ofrecer  una  garantía,  se 
veía  precisado  á  observar  la  severa  ritualidad  que  tuvo  el  Derecho 
Romano  en  sus  principios,  y  sin  cuya  ritualidad  los  actos  celebrados 
eran  ineficaces.  No  tenia  pues,  en  aquella  época  otro  medio  de  brin- 
dar garantía  que  vender  al  que  se  hacia  su  acreedor  el  todo  ó  parte 
de  sus  bienes  por  el  rito  de  la  mancipatio,  cuya  descripción  no  es  de 
este  lugar,  pero  interponiendo  la  cláusula  ác  fiducia  (confianza)  por 
la  que  el  comprador  se  obligaba  á  restituir  la  cosa  tan  luego  como 
se   le  pagéise  la  deuda.  Una  vez   otorgado  el  contrato,    el  acreedor 
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era  considerado  como  dueño  de  la  cosa,  y  aún  se  le  daba  la  reivindi- 
cación; si  bien  quedaba  obligado  á  cumplir  la  cláusula  de  fiducia^ 
en  el  caso  á  que  ella  se  contraía.  En  sustancia,  era  ésto  lo  que  co- 
nocemos hoy  con  el  nombre  de  pacto  de  retroventa. 

6. — Propendiendo  siempre  las  costumbres  de  lospueblos,  cuando, 
como  sucedió  entre  los  Romanos,  van  de  dia  en  dia  aumentando  los 
grados  de  su  cultura,  á  la  facilidad  y  senciHez  de  las  transacciones; 
llegó  el  acreedor  á  no  exigir  el  rito  de  la  mancipatio,  ni  la  subsi- 
guiente posesión  ó  casi  propiedad  que  se  le  daba,  y  á  contentarse 
con  la  entrega  de  un  objeto  que  retenia  hasta  que  se  le  pagara  la 
deuda.  Hé  aquí  el  contrato  de  prenda.  Pero  el  acreedor  no  tenia 
acción  alguna  que  le  hiciese  recuperar  la  cosa  si  por  acaso  la  perdia 
(i)  y  entonces  un  Pretor  romano  introdujo  una  acción  a  la  que 
debe  su  inmortalidad  y  que  recibió  su  nombre.  Llamábase  Servio 
ese  Pretor,  á  quien  algunos  confunden  con  el  jurisconsulto  Servio 
Sulpicio,  contemporáneo  de  Cicerón,  y  otros  le  distinguen  fundán- 
dose en  creer  que  aquel  perteneció  á  una  época  anterior  á  la  del 
ultimo.  Declaró  pues,  el  Pretor,  que  las  cosas  introducidas  en  un 
predio  rústico  quedarían  afectas  al  pago  del  precio  del  arrendamiento, 
con  tal  que  el  colono  lo  hubiese  consentido,  y  que  en  dicho  caso  el 
dueño  del  predio  pudiese  reclamarlas  aún  contra  terceros  poseedo- 
res. Esta  acción  se  llamó  Serviana  y  por  interpretación  extensiva 
(2)  de  los  jurisconsultos  (otra  de  las  grandes  fuentes  del  Derecho 
Romano)  se  dio  también  á  todo  el  que  tuviese  prenda  á  su  favor 
por  cualquier  causa  contra  los  terceros  á  cuyo  poder  pasase.  Y  esta 
acción  se  llamó  cnasi-serviana^  porque  fué  una  imitación  ó  exten- 
sión de  la  Serviana,  y  también  hipotecaria,  tomándola,  entonces 
probablemente,  del  idioma  griego,  por  la  exactitud  con  que  expre- 
saba la  idea,  y  por  la  necesidad  de  distinguir  la  nueva  acción  de  la 
pigncraticia,  que  nacia  también  de  la  prenda.  Por  lo  demás,  accio- 
nes hipotecarias  eran  en  todo  rigor  las  dos  denominadas  Serviana 
y  cuasi' serviana  aunque  la  primera,  á  causa  de  tener  su  nombre, 
propio  solia  absorver  el  genérico,  (. .  qtiod  commune  cst,  sibi proprium 
fecit,  observa  Vinnin  el  el  com,6  al  par.  7  tít.  69  libro  4?  de  la  Inst.) 
y  así  á  veces,  con  la  expresión  de  Serviana  se  designan  las  dos  espe- 
cies. De  aquí  surgió  pues,  la  introducción  de  la  hipoteca  en  Roma, 
éste  fué  el  momento  en  que  hizo  su  aparición  en  el  derecho  de  aquel 
pueblo.  Es  digno  de  observarse  el  que  esa  voz  jamás  tuvo  entre  los 


(i)  EH  que  desee  profundizar  esta  materia  puede  consultar  la  magnífica  obra  de  Or- 
tokn  titulada  Expiicacion  Histórica  de  la  Instituta  y  la  no  menos  célebre  de  Vinnio  que 
sirve  de  Comentario  al  mismo  cuerpo  legal,  aunque  aquella  tiene  sobre  ésta  la  ventaja  de 
que,  por  ser  mas  moderna,  ha  podido  aprovechar  los  preciosísimos  datos  contenidos  en 
Ub  Instituciones  de  Gayo,  ju  isconsullo  que  floreció  bajo  los  Emperadores  Antonino  Pió 
y  Már6>s  Aurelio;  y  cuya  obra,  perdida  por  espacio  de  siglos,  se  descubrió  accidental- 
mente en  los  prímeros  años  del  que  atravesamos.  Hallazgo  inapreciable,  al  que  debe 
nwstra  época  el  exclarecimiento  de  muchos  puntos  oscuros  y  aún  completamente  ignora- 
dosy  de  la  legislación  que  fué  madre  de  la  nuestra. 

(g)  Véase  Vinnio,  "com.  6  al  citado  par.  7  tít.  6^  libro  4?  lust.-Ortolan  sin  embargo 
pramta  la  acción  cuasi  serviana  como  obra  de  los  Pretores  que  sucedieron  á  Servio. 


Li. 
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Romanos  la  acepción  peculiar  que  hoy  la  distingue,  pero  á  fin  de 
que  ésto  pueda  comprenderse  bien;  necesario  es  comenzar  por  esta- 
blecer la  diferencia  que  á  partir  de  entonces  existió  entre  las  accio- 
nes pigfieraticia  é  hipotecaria^  consecuencias  ambas  de  la  prenda. 

7. — La  palabra  prenda^  según  nos  enseña  Gayo,  viene  de  puño, 
porque  las  cosas  dadas  en  prenda  se  entregan  con  la  mano,  Pignus 
apellatum  á  pugno;  quia  res  quce  pignori  dantur,  manu  traduntur: 
unde  etiam  videri potest,  verum  esse,  q^iod  quidam  putant^  PIGNUS 
PROPRIE  reí  MOBUis  constituí,  (par.  2?  Iey238,tít  16.  De  verbo- 
rum  significatione,  Whro  $0  Dig.)-Para  hacer  comprensible  esta  etimo- 
logía debemos  advertir  que  áeA  pignus  Tom?ino  (cuyo  parentesco  con 
pugnuSy  el  puño,  es  fácil  de  comprender)  tuvo  inmediata  deriva- 
ción la  voz  antigua  castellana  pennOy  ó  como  se  lee  en  las  Partidas, 
peñOy  cuyo  parentesco  con  puño  es  ya  tan  claro  como  el  que  nos  hace 
verGayo  en  lalengua  latina.  De  aquí  que,  se  usara  esta  voz  con  rela- 
ciona lacosa  que  se  entregaba  al  acreedor,  y  la  de  hipoteca,  cwditiáo  la 
garantía  se  conservaba  por  el  deudor  en  su  poder.  No  habla  pues 
distinción  según  la  ley  entre  la  cosa  mueble  y  la  inmueble;  y 
el  signo  de  la  diferencia  consistía  en  que  la  cosa  destinada  á  servir 
de  garantía  pasase  ó  no  á  poder  del  acreedor.  Cuando  pasaba  se 
llamaba  prenda^  si  por  el  contrario  la  conservaba  el  deudor  en  su 
poder,  tomaba  el  nombre  de  hipoteca.  Pero  ésto  no  era  una  nomen- 
clatura arbitraria:  fundada  en  la  naturaleza  de  las  cosas,  producía 
consecuencias  inmediatas.  Veámoslas  ligeramente. 

8. — Cuando  la  cosa  se  entregaba  al  acreedor,  como  ésto  se  hacia 
para  asegurarle  el  pago,  era  necesario  prever  y  ordenar  las  conse- 
cuencias ulteriores;  era  preciso,  en  primer  término,  obligar  al  acree- 
dor á  la  restitución  de  la  cosa  cuando  estuviese  pagado.  De  aquí  la 
necesidad  de  dotar  al  deudor  con  una  acción.  Era  indispensable 
también  proteger  al  acreedor  en  el  derecho  que  le  daba  el  contrato 
para  retener  la  prenda,  si  por  acaso,  perdiéndola  volvia  á  poder 
del  deudor;  y  reconocerle  el  derecho  á  la  indemnización,  si 
para  conservar  la  cosa  hubiese  hecho  algunos  gastos.  De  am- 
bas necesidades  surgió  la  acción  llamada  pigneraticia^  voz  que 
se  formó  irregularmente  del  sustantivo  pignus^  cuyo  genitivo 
pignoris  .pedia  que  se  hubiera  denominado  con  más  propiedad 
pignoraticia,  como  suele  usarse  en  castellano.  Y  dicha  acción  se 
dividió  en  dos  clases,  ó  mejor  dicho,  tomó  dos  nombres,  según 
los  dos  aspectos  que  podia  ofrecer,  ya  favoreciendo  al  deudor,  ya 
protegiendo  al  acreedor.  Cuando  aquel,  pagada  la  deuda,  reclama- 
ba á  su  antiguo  acreedor  la  devolución  de  la  cosa,  la  acción  pigne- 
raticia  tomaba  el  nombre  de  directa,  como  que  tendia  de  una  ma- 
nera inmediata  al  cumplimiento  del  contrato;  y  cuando  era  el 
acreedor  quien  la  entablaba,  ya  para  recobrar  la  cosa  del  deudor, 
pendiente  aun  la  deuda,  ya  para  reclamar  el  pago  de  lo  impendido 
en  ella,  la  acción  pig;neraticia  se  designaba  con  la  calificación  de 
contraria^  ya  por  distinguirla  de  la  otra,    ya  porque   no  se  trataba 
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sino  de  una  obligación  accesoria,  incidental,  y  que  en  sus  efectos  se 
oponía  realmente  á  la  directa,  por  cuanto  existia  marcada  contrarie- 
dla €n  los  ñoes  respectivos  de  una  y  otra.  Pero  no  )\abia,  propia- 
mente hablápdo,  dos  acciones,  sino  los  dos  aspectos  de  una  sola, 
que  por  su  tendencia  á  favorecer  alternativamente  á  dos  partes  con- 
tratantes, hatíiá  de  hacer  prevalecer,  según  el  caso,  el  interés  del 
uno  ó  el  del  ojro. 

9. — Si,  por  el  contrario,  quedaba  la  cosa  en  poder  del  deudor,  ya 
se  hacia  necesario  fijar  los  derechos  del  acreedor  para  con  el  tercero 
á  quien  el  deuoor.  podia  traspasarla,  so  pena  de  que  pudiesen  que- 
dar burlados  siip  derechos,  y  quebrantada  la  ley  del  contrato.  Pero 
acabamos  de  ver  que  en  los  primeros  tiempos  nada  se  habia  legis- 
lado acerca  de  eso,  y  si  algún  acreedor  se  resolvia  á  dejar  la  prenda 
en  manos  de  su  deudor,  era  sólo  por  la  confianza  personal  que  le 
inspirase. 

10. — Desde  los  tiempos  del  pretor  Servio,  pasaron  las  cosas  de 
otro  modo.  Ya  entonces  tuvieron  los  acreedores  en  virtud  de  la 
ampliación  de  que  hablamos  antes,  acción  contra  los  terceros  que 
estuvieran  poseyendo  la  cosa  afecta  al  crédito,"  y  esta  acción  la 
adquirían  pd^r  la  mera  convención,  sin  que  se  les  hubiera  dado  la 
posesión  de^a  cosa  (Ley  4,  tit.  i9  lib.  20  Dig.)  Introdujose  pues, 
al  lado  de  1¿^  antigua  acción  pigneraticia,  la  hipotecaria,  siendo 
aplicables  respectivamente  á  la  prenda  entregada  ó  simplemente 
constituida,  sin  tomar  en  cuenta  el  que  fuese  inmueble  ó  de  otra 
naturaleza.  La  obligación  pigneraticia,  dice  Vinnio,  no  nace  de  la 
constitución  de  U  prenda,  sino  de  su  entrega.  (Com.  2  al  4?  tit  1 5 
lib.  3?  Inst) 

II. — Distinguiase  pues;  en  esa  circunstancia  especialmente  la 
acción  moderna  y  pretoriana  de  la  antigua  y  del  derecho  civil;  y 
además  en  otra  accesoria,  aunque  constante;  en  que  la  acción  hipo- 
tecaría se  extinguia  por  .el  pago  de  la  deuda,  y  entonces  es  precisa- 
mente cuando  nacíala  acción  pigneraticia  (Vinnio,  com  3  al  §.  citado.) 

12. — Pero  aunque  no  declarada  expresamente  en  el  derecho  cons- 
tituido la  diferencia  que  hoy  hacemos  entre  una  y  otra,  ella  tendia 
por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  á  hacerse  visible  y  á  tomar 
puesto  en  la  ley.  De  aquí  ciertas  frases  aisladas  que  suelen  leerse 
en  ella,  expresivas  de  ser  lo  más  frecuente  el  que  la  hipoteca  re- 
cayera .  sobre  inmuebles,  y  al  contrario  la  prenda;  de  aqui  el  que 
Gayo  diga  en  el  párrafo  citado,  pignus  proprie  rei  mobilis  constituí, 
"con  propiedad  áe  establece  la  prenda  en  cosa  mueble";  lo  que 
indica  que  no  habia  tal  propiedad  en  concepto  del  jurisconsulto, 
cuando  se  constituía  sobre  un  inmueble:  de  ahí  el  que  también  nos 
diga  Jüstiniano  en  la  Instituía:  '*Con  el  nombre  de  prenda  se  de- 
signa la  cosa  que  en  el  acto  se  entrega  al  acreedor,  principalmente 
cuando  es  mueble,"  ( .  .pignoris  appellatione.  .  .  .contineri  dicimus, 
qufg  simul  etiam  traditur  creditori,  MÁXIME  SI  MOBILIS  Six). — Y 
en  efecto,  las  cosas  inmuebles,   como  no  se  prestan  á  la  tradición 

II 
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material,  como  por  su  propia  naturaleza  resisten  esa  entrega,  las 
más  de  las  veces  quedaban  en  poder  del  deudor;  al  revés  de  la  pren- 
da, en  la  que  era  lo  más  frecuente  que  pasasen  al  acreedor  por  evitar 
la  facilidad  con  que  podían  ser  sustraídas,  y  de  este  modo,  circuns- 
tancias del  orden  físico  venian  á  hacer  permanente  aq^üella  misma 
distinción  que  la  Ley  no  habia  querido  sancionar. 

13. — No  debemos  pasar  por  alto  al  tratar  de  esta  '.materia  una 
circunstancia  importantísima  en  el  orden  de  la  histofía;  un  hecho 
que  viene  á  poner  de  manifiesto  que  á  veces  el  progijfeso  no  es  sino 
la' reproducción  de  lo  pasado,  y  que  una  ley  poco,  atinada  es  capaz 
de  hacer  retroceder  á  un  pueblo  por  tiempo  indefinido  en  el  camino 
de  la  civilización. — En  los  tiempos  antiguos  de  Roma,  el  acreedor 
hipotecario  podía  dirigirse  contra,  el  tercero  poseedor  de  la  cosa,  sin 
necesidad  de  la  previa  excusión  en  los  bienes  del  deudor;  bastábale 
cuando  mas  requerir  á  éste,  si  se  liallaba  presente,  y  no  pagándole, 
se  dirigía  entonces  contra  el  poseedor  de  la  cosa.  Así  lo  ordenan  ex- 
plícitamente diversas  leyes  anteriores  á  Justiniano. 

14. — **Si  el  deudor  enajena  la  prenda,  es  potestativo  del  acreedor 
ejercitar  la  acción  personal  contra  el  deudor  directo,  ó  la  acción  real 
contra  el  poseedor  de  la  cosa.'*  (Distractis  a  debitore  ipignoribus, 
creditores  potesiatem  habcre,  iitnunuc  personali  obligatos  sibi,  an 
pignora  possidcntcs  in  rcm  actionc  convenire  velint^  non  cst  incerti 
iuris.) — Ley  14,  tit.  14,  lib.  89  Cód. 

15. — "No  puede  obligarse  al  acreedor  á  que  reclame  por  la  acción 
personal  contra  el  deudor,  y  omita  la  persecución  de  la  prenda." 
( Persecntione  pignoris  omissa,  debitores  actione  personali  convenire 
creditor  urge r i  non  potes t.) — Ley  24  ib. 

16. — "Está  en  vuestro  arbitrio  (i)  reconvenir  á  los  herederos  del 
deudor  por  la  acción  personal,  ó  á  aquel  á  quien  ellos  entregaron  la 
prenda,  por  la  Serviana;  si  no  es  que  tiene  á  su  favor  la  prescripción 
de  largo  tiempo:  ó  bien  á  unos  y  á  otro".  ( Est  in  arbitrio  vestro, 
personali  debitoris  heredes  actione,  an  entn,  qni  ab  his  distracta  sibi^ue 
tradita  pignora  tenet,  in  rem  Serviana,  si  non  longi  temporis  proes- 
criptione  munitus  sity  an  utrosque  conveniatis.)  Ley  14,  tit.  10?  lib. 
49  gód. 

17. — Y  en  fin  la  limitación  del  requerimiento  al  deudor,  antes  de 
dirigirse  contra  el  tenedor  de  la  cosa,  consta  de  la  ley  10  del  citado 
tit.  14,  pero  sólo  para  el  caso  de  que  el  deudor  estuviese  presente. 
Es  decir,  que  cuando  ésto  sucedía,  era  necesarioVequerirle  de  pago, 
porque  si  lo  efectuaba,  no  habia  para  qué  molestar  al  poseedor  de 
la  cosa;  limitación  inspirada  en  la  equidad,  y  de  la  que  ningún  per- 


(i)  La  presente  ley  es  un  rcscripUf^  ó  sea  una  de  aquellas  respuestas  de  los  Emperado- 
res á  las  con'iuUas  que  se  les  dirigían.  I  as  redactaban  en  términos  personales,  y  el  "lindóse 
al.  punto  consultado.  \jx  frase  vuestro  indica  que  el  soberano  dirige  la  palabra  á  los  que 
hablan  sometido  á  su  decisión  el  caso  práctico. 
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XI 
juicio  resultaba  al  acreedor.  Justiniano   en  su  Novela    (i)    cuarta, 
cap.  2?,  fué  el  que  estableció  la  necesidad  de  la  previa  excusión  con- 
tra el  deudor;   que  según  veremos   después,  de  allí  pasó  á  nuestro 
derecho  por  haberla  reproducido  el  Código  de  Partidas. 

i8. — También  es  digna  de  observarse  otra  circunstancia.  En  los 
primeros  tiempos  de  la  hipoteca,  ella  tenia  prelacion  sobre  todas  las 
demás  obligaciones,  como  quiera  que  producía  acción  real,  de  mejor 
clase  que  las  acciones  personales,  y  así  se  lee  en  el  Cód:  ''Los  acre- 
dores  con  prenda,  como  que  poseen  acción  real,  tienen  preferencia 
sobre  todos  los  privilegios  que  emanan  de  acciones  personales." 
{Eos  qui  acceperunt  pignora,  cum  in  rem  actionem  kabeant,  privi- 
Ugiis  ómnibus  qnce  personalibu  actionibns  compctunt,  prceferri  cons- 
tata— Ley  9?  tit.  i8,  lib  89-Lo  mismo,  pues,  que  en  nuestros  tiem- 
pos se  ha  mirado  como  una  innovación  de  la  Ley  Hipotecaria,  está 
en  la  ley  primitiva  por  que  se  rigió  la  hipoteca  y  es  absolutamente 
conforme  con  la  naturaleza  de  ésta.  La  historia  nos  enseña,  pues, 
que  la  tal  innovación  es  U7ia  antigilcdad  que  resucita,  y  son  ya  tres 
los  puntos  de  contacto,  ios  rasgos  de  identidad  entre  el  sistema  no- 
vísimo y  el  primitivo.  En  efecto,  hemos  visto  entre  los  Griegos  el 
sistema  de  especialidad  y  publicidad,  que  en  nuestros  tiempos  ha 
tomado  el  nombre  de  germánico,  usurpándole  á  aquel  pueblo  su 
indisputable  primacía;  y  acabamos  ele  encontrar  en  las  leyes  roma- 
nas anteriores  á  Justiniano  la  reclamación  contra  el  tercero,  sin  otro 
requisito  que  el  requerimiento  al  deudor,  y  aún  á  veces  sin  él;  y  la 
prelacion  de  la  hipoteca  'sobre  todos  los  demás  créditos.— ^Y  si  sa- 
liendo del  sistema  hipotecario,  echásemos  una  ojeada  por  el  conjunto 
del  derecho,  encontraríamos  en  la  institución  civil  del  matrimonio 
y  en  el  divorcio  romano  lo  que  ha  venido  á  constituir  el  ideal  de 
algunos  pueblos  modernos.  De  aquí  pudiera  deducirse  por  algunos 
que  la  ley  del  progreso  no  es  constante,  pues  á  ocasiones  parece 
voK^er  sobre  sus  pasos,  como  si  creyera  haber  marchado  con  dema- 
siada rapidez.  No  nos  envanezcamos,  pues,  con  la  teoría  de  los  ade- 
lantos modernos,  y  busquemos  siempre  con  serenidad  y  reflexión  lo 
que  pueda  representar  el  verdadero  progreso,  escudriñando  lo  an- 
tiguo como  lo  nuevo.  Todo  lo  que  ha  existido  tuvo  su  razón  de  ser, 
y  sólo  después  de  examinar  ésta  imparcíalmente,  podremos  decidir 
á  es  de  admitirse  ó  desecharse  una  institución  cualquiera. 

19. — Comenzó  á  introducirse  el  sistema  de  la  hipoteca  tácita,  por 
la  presunción  de  haber  intervenido  en  ciertos  contratos  en  que  crá 
costumbre  general  establecerla.  Y  como  quiera  que  la  hipoteca  fué 
un  pacto  pretorio,  extendido  después  por  los  jurisconsultos;  y  tanto 
aquellos  magistrados  como  los  que  ejercían  el  derecho  tendian  siem- 

(t)  Llamáronse  Nanclas,  porque,  terminada  ya  la  reunión  de  las  antiguns  Ijeyes  ert  el 
Coerpo  del  Derecho  formado  por  orden  de  Justiniano,  publicó  este  Emperador  varias 
constituciones  que,  como  vénian  á  aumentar  aquel,  y  eran  recientes,  fueron  denominadas 
Xffi'fllcTf  Coitstitniiones,  nuevas  Constituciones,  y  j)or  último,  les  quedó  solo  el  nombre 
de  Nm,\'las,  castellanizando  el  de  Novelice,  con  que  se  les  designaba  simplemente  en  latin. 
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pre  á  destruíf  el  formularísmo  de  la  ley  extricta;  valiéndose  para 
ello  los  Pretores  de  razones  de  equidad  y  los  jurisconsultos  á^  fic- 
ciones legales\  habia  logrado  así  introducirse  por  la  simple  convención 
un  contrato  que,  por  ser  constitutivo  de  un  derecho  real,  exigía 
dentro  de  la  severidad  de  los  principios,  la  tradición^  ó  entrega  de 
la  cosa,  (i)  Y  del  mismo  modo,  una  vez  quebrantado  ese  precepto, 
fué  ya  fácil  dejarla  en  el  olvido;  y  presumir  la  constitución  de  la 
hipoteca  cuando  ésta  no  se  habia  pactado  expresamente.  De  aquí 
nacieron  las  hipotecas  tácitas,  que, si  en  un  principio  pudieron  pa- 
recer á  sus  patrocinadores  basadas  en  la  equidad,  no  puede  negarse 
que  el  beneficio  piíblico,  el  bien  de  la  colectividad,  fué  olvidado  por 
completo,  aunque  por  un  ecror,  no  voluntariamente,  y  no  se  le  tuvo 
en  cuenta  para  poner  su  peso  en  la  balanza. 

20. — 'Por  otra  parte,  las  hipotecas  generales  nacidas  de  convención 
eran  también  conocidas;  según  sabemos  por  lo  que  dice  el  juriscon- 
sulto Gayo  en  un  •pasage  del  Digesto  (par.  i9,  ley  15,  tít  i9,  libro 
20.)  Parece  que  era  ya  en  aquella  época  cláusula  común  de  los  con- 
tratos; como  lo  ha  venido  siendo  hasta  el  presente,  en  que  Se  ha  pro- 
hibido su  inserción.  (2) 

21. — ^También  introdujeron  los  Romanos  entre  las  hipotecas  tá- 
citas algunas  privilegiadas,  tales  como  la  del  fisco,  la  de  la  mujer  por 
su  dote,  y  otras  que  por  haberse  trasmitido  hasta  nosotros  es  inne- 
ceSario  enumerar,  puesto  que  son  bastante  conocidas;  y  así  vemos 
que  del  sistema  de  especialidad  y  publicidad  de  los  Griegos,  y  de  la 
primitiva  prelacion  de  la  hipoteca,  se  viene  descendiendo  hasta  cons- 
tituir un  estado  de  verdadera  perturbación  en  la  propiedad:  un 
estado  en  que  se  despoja"  á  la  hipoteca  de  su  cualidad  esencial  y 
distintiva,  que  es  la  garantía;  para  convertirla  en  un  verdadero  con- 
trato aleatorio,  ó,  como  se  ha  dicho  por  alguien,  en  un  juego  de 
azar;  porque  jamás  podia  saber  el  acreedor  si  la  cosa  que  se  afec- 
taba á  su  crédito  se  hallaba  ó  no  sujeta  á  alguna  hipoteca  tácita. 

22. — Fué,  pues,  desconocido  entre  los  Romanos  el  Registro;  me- 
dio preventivo  eficacísimo  contra  los  fraudes  de  que  los  acreedores 
podian  ser  víctimas.  Pero  como  quiera  que  no  podía  ocultárseles  en 
toda  su  extensión  el  vicio  que  encerraba  aquel  sistema,  emplearon 
para  evitarlo  algunos  otros  medios.  Dos  nos  han  designado  los  his- 
toriadores del  Derecho;  de  efectos  mefameñte  civiles  el  primero,  del 
orden  criminal  el  otro.  La  constitución  del  Emperador  León,  que 
forma  la  ley  11,  tit.  18,  lib.  8?  del  Código,  ordenó  que  tuviesen 
eficacia  los  contratos  escritos  que  se  otorgaran,  ya  estuviesen  exten- 
didos por  los  mismos  contrayentes,  ya  por  notario,  ú  otra  cualquier 
persona;  siempre  que  contuviesen  las  firmas  de  los  interesados,  ora 
hubiesen  intervenido  testigos,  ora  no  llenasen  ese  requisito;  pero 
que,  cufindo   en  ellos  se  constituyese  prenda  ó  hipoteca,    tuviese 

(i)  Véase  el  párrafo  104  de  la  obra.  ^ 

(2)  ArU  38  dé  la  Instrucción  ¿eneral  sobre  documentos  sujetos  al  Registro. 
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prelacion  la  establecida  en  ¡Qstruaiento  público;  ésto  es,  ante  un 
magistrado  ó  Notario  público  (tabellio)  ó  bien  ante  tres  ó  mas  tes-' 
tigos  de  buena  opinión,  cuya  última  forma  denomina  cuasi  pública, 
(i)  Sin  ordenar,  pues,  directamente  que  para  constituir  prenda  ó 
hipoteca  se  necesitase  consignar  el  contrato  en  escritura  pública, 
ümitdse  el  Emperador  León  á  declarar  de  mejor  derecho  la  que  se 
«hubiese  hecho  constar  en  esa  fof ma,  lo  cual  era  ^n  verdad  estimular 
fuertemente  a  que  no  se  empleara  otra.  No  hay  duda  que  esa  dispo- 
sición no  llenaba  el  vado,  no  impedia  el  fraude  por  completo,  pues 
todo  lo  que  no  fuese  establecer  un  Registro  público  donde  se  hicie- 
sen constar  los  gravámenes  era  dejar  en  la  facultad  del  deudor  el 
ocultarlos,  ó  simularlos  cuando  no  existían;  pero  hay  que  tener  en 
cuenta  que  hasta  épocas  mucho  más  inmediatas  á  la  i^uestra^  y  por 
tanto  más  avanzadas  en  civilización,  se  vino  creyendp  quq  eca  un 
mal  ^sa  investigación  del  estado  de  las  fortunas  particulares;  y  que, 
en  tal  concepto,  1<^  Romanos*  habían  descartadp  de  la  institución 
hipotecaria,  al  tomarla  de  los  Griegos,  los  caracteres  de  especialidad 
y  publicidad  con  que  ellos  la  acompañaban.  (2)  La  constitución  de 
León  tendia  á  hacer  el  fraude  más  difícil,  y  representa  un  progreso, 
aunque  lento,  en  la  materia. 

23. — La  otra  disposición  á  que  nos  referíamos,  y  que  revistió 
carácter  penal,  fué  la  que  erigió  en  un  delito  bajo  el  nombre  de  este- 
lionato, el  acto  de  presentar  xomo  libres  bienes  gravados.  No  era  el 
estelionato  nombre  especial  de  ningún  delito,  sino  la  designación 
genérica  de  toda  especie  de  dolo  que  no  estuviese  comprendida  en 
ninguna  de  las  discutas  clases  de  delito.  Asi  nos  lo  enseña  el  juris- 
consulto Ulpiano,  (3)  y  la  etimología  de  esta  voz,  que  indicó  Cujas, 
(4)  es  la  siguiente.  Había  una  especie  de  lagarto  muy  astuto,  al 
que  daban  los  Romanos  el  nombre  de  stellio,  (acaso  por  las  man- 
chas semejantes  á  estrellas  que  decoraban  su  piel)  y  por  extensión 
se  aplicó  el  nombre  al  individuo  astuto  y  avezado  en  el  fraude,  (5) 
de  donde  salió  el  nombre  de  stellionatus,  que  después  pasó  á  desig- 
nar con  especialidad  el  hecho  de  que  aquí  tratamos,  considerado  ya 
como  un  delito,  que  se  pena  en  el  tit  34  lib.  9  del  Código. — Ya 
veremos,  al  referir  la  historia  nacional  del  sistema  hipotecario,  que 
una  disposición  análoga  fué  precursora  del  establecimiento  en  Es- 
paña d^l  Registro. 

24. — ^Tales  fueron,  pues,  los  únicos  medios  empleados  por  el  de- 
recho romano  para  impedir  los  males  que  naturalmente  había  de 
producir  la  falta  de  publicidad  de  las  hipotecas.  La  preferencia  con- 
cedida al  que  las  constituía  por  instrumento  público  y  la  obligación, 

(i)  Dicha  ley  II,  y  Sala,  Digestum  Romano  Hispanutn,  lib.  22,  tit.  4'.*,   par.  2. 

(2)  Algunos  autores  creen  que  los  Romanos  usaron  al  principio  los  signos  exteriores  • 
|KDa  marcar  los  gravámenes. 

(3)  Par.  I  de  la  ley  3,  tit  20,  lib.  47  del  Dig. 

(4>  Véase  Sala,  Dígeitum  Romano- Hispanum,  par.  i,  tit.  -20,  lib.  47. 
(SJ  Véase  sUllia^  segunda  acepción  en  el  Diccionario  latino  de  Valbuena. 
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sujeta  á  sanción  penal,  'de  n6  establecer  nueVo  gtavátneo  sin  revelar 
el  primero,  constituyeron  todo  el  sistema  empleado  'para  impedir 
aquel  fraude.  Y  aiín  así  áe  cometió  un  errof  ért  la  ley  dada  por  el 
Emperador  León,  y  fué  la  de  conceder  igual  fuerza  para  los- efectos 
de  la  hipoteca  al  iñstrumeftto  cuasi  público  qtie-al  púbiio.  Él  pri* 
mero,  cualquiera  que  fiifeseel  nd mero  y  respetabilidad  de  los  testigos 
no  podia  brindar  lA  garantía'  del  líltimoí  que  se  hallaba  en  un  archivó 
publico,  según  apárete  de  la  Novela  49,  (i)  en  qu<;  se  hace  constar 
esa  circunstancia  hablando  del  cotejo  de  letras,  para  establecer  la 
mayor  garantía  qáe  brindaban  bajo  ese  punto  de  vista.  Pero  en  el 
Código  (2)  aparece  que  también  para  el  efecto  del  cotejo  se  equipa* 
raba  ál  instrumento  'publicó  el  otorgado  ante  tres  ó- mas  testigos, -^r 
De  manera  que  ni 'aun  ese  medio  por  mas  que  hubiera  sido  largo  y 
molesto  tenía  el  prestamista  para  instruirse  de  ú  la  finca  estaba  ó  no 
gravada.  La  clandestinidad  era,  pues,  absoluta,  porque  la  investiga- 
ción acerca  del  estado  de  la  propiedad  privada»  se  consideraba  un 
mal.  .  •        ; 

25. — Vamos  á  concluir  esta  síntesis  histórica  de  la  hipoteca.  l*o- 
mana,  dando  ligera  idea  de  dos  instituciones  que,  sin  ser  la  hipoteca 
niisma,  tienen  alguna  analogía  con  ella»  y  suelen  llevar  su  nombfre. 
Vamos  á  tratar,  pues,  de  lo  qu<í  fué  entre  los  Romanos  lo  que  hasta 
nuestros  días  ha  llevado  las  denominaciones  de  hipoteca  Judicial  y 
prenda  pretoria, 

26.— La  segunda,  primera  en  elórden  cronológico,  se  llamó  en  el 
Derecho  Romano  pighoris  captó,  y  tuvo  dos  acepciones,  según  el 
distinto  orden  del  procedimiento.  E«  al  sistema  primitivo,  en  el  que 
se  llamó  de  las  acciones  de  ley,  caracterizado  por  formas  sevorísimas 
que  no  admitian  la!  más  ligera  modificación,  la  pigfioris  capio  fué 
una  excepción  de  carácter  privilegiado,  concedida  por  la  naturaleza 
de  ciertos  créditos,  y  que  consistía  en  apoderarse  de  una  cosa  cual- 
quiera del  deudor  y  ret^erlá  hasta  que  pagase.  Tenia  de  extraor- 
dinario que  podía  ejecutarse  dicho  acto  fuera  déla  presencia  del 
magistt-ado  (3);  pero'sólo  tenían  lugar  respecto  de  lo  que  se  debie- 
se á  un  militar  para  equipó  ó  alimentó  de  su  caballo;  por  razón  de 
ittipuestos  á  los  encargados  de  cobrarlos,  ó  ¡x^r  el  precio  de  compra 
de  una  víctima  empkadá  en  el  sacrificio,  (4)  ó  bien  por  alguna  otra 
causa  muy  análoga. 

27.— La  pi^noris  capia  tomó  bajo  el  úñtQtm,  formnla^^  {W^mzáo 
así  pot  la. /órmríla  en  que  debía  dcducirseia  de/nanda)  un  aspecto 
muy  distinto.  No  fué  ya  una  excepción  privilegiada,  sino  una  regla 
general  y  común,  nó- un  acto  extrajudicialy  ex?cnto  de  las  forlnas 
establecidas,  sino  sujeto  á  la  decisión  del  magistrado  y  á  las  reglas 


(1)  Cap.  i9  par.  2? 

(2)  Ley  20,  tit.  21,  lib.  4? 

(3)  Instituciones  de  Gayo,  coni.  4V  i>ár.  29. 

(4)  Id.  id.  par.  28.       '• 
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XV 
del  procedimiento.  Era  ©n  una  patebra  }a  que  hoy  llamamos  ^w¿¿zr- 
^í^.— Consistía  en  la.wupacioa  por  orden  del  magistrado  de  alguna- 
cosa  perteneciente  al?  deudor^,  cuando  había  hecho*  confesión,  de  la 
deuda  ó  se  hubiese  dictado  .sentcncjfei'.  contra  él;  ,y  si,,  pasados   dos 
meses  de  haberse  tomado  aquella-  prenda   pretoria  f^//]^/^/¿í  prce- 
tor'tnm)  no  pagaba,  se  vendía   la  cosa  y  se  satisfacía  con  eJ  precio, 
ai  acreedor,  restituyendo  al  deudor  el  remanente. si. existía,'  (i).  ^ 
adjudicándole  la  cosa  al  acreedor  si  no  habia  quÍQU  la  comprase;  y 
en  pste  caso  no^  podia  ya  reclamarle  al  deudor^  aada  más,  aunque  la  ^ 
prenda  no  cubriese  el  importe  de  la  deuda,    porque  en  el  hecho  dje 
contcHtarse  con  la  posesión  de  aquella  se  entendiaque  ^renunciaba  á 
toda  ulterior  reclamación.  (2)  .  .      ' 

28. — \j3Lmissio  in  possesioncm  reconocía  también  dos  formas.  O 
bien  erauiía  verdadera,  prenda  pretoria^  destinada  á  garantizar 
ciertos,  derechos,  y  ^  la  que  el  acreedor  no  adquiría  otra  co^a  que 
la  custodia  y  vigilancia  dolos  bienes;  ó  ya  era  una  verdadera  ocu- 
pación para  obtener  el  pago  y  seguida  de  la  venta  si  éste  no  se 
verificaba.— Bajo  este  último  punto  de  vista  se  asemejaba  á  \?í  pig- 
noris  capia;  que  acabamos  de  explicar:,  y  solo  se  distinguía  de  ella 
en  que  se  practicaba  con  la  universalidad  de  los  bienesry  por  causa 
de  insolvencia:  se  vendía  la  \  persona  jurídica  del  deudor;  y  el  que 
la  compraba  se  convertía  en  un  sucesor  universal  ni  mas  ni  menos 
que  un  -heredero.  Se  practicaba  contra. el  deudor  que  se  ausentaba 
sin  dejar  defensor  y  contra  les  bienes  del  que  fallecia  sin  dejar  he- 
redero. (3)  .Pero  esta: forma  desapareció  después,  según  nos  dice 
Justiniano,  (4)  y  ya  no  se-usó  sina  la,  ocupación  y  venjta,  para  obr 
tener  el  pago,  de  las  cosas  del. de udx^,  consideradas  individualmente, 
y  no  de  la  universalidad  -que  constituía  la  persona  jurídica. . 

29. — Estas  formas,  verdaderos  embargos,  ó  medios  judiciales  de 
hacer  efectivos  los  créditos  contra  determinada  persona,  nad^  tienen 
que  ver,  como  dijimos,  antes  (s),  con  la  prenda  ó  hipoteca  convencio- 
naL  Pero  la  circunstamjía  de  constituirse  también  par^.  asegurar, 
para  garantizar  otro  derecho,  y  el  haber  llevado  por  esa  misma  cau- 
sa los  nombres  de  prenda  pretoria  (pignus  prcetorítim}  é  hipoteca 
judicialy  aos  han  movido  .  á  tratar  también  esa  materia  qn  este 
lugar.       '  ' ,  .    ■ 

LA  HIPOTECA  EN.  ESPAÑA.. 


30.— Durante  la  dominación  de  los  romanos,  !a  hipoteca  española, 
no  podia  ser  otra  que  lá  hipoteca  romana.  Y  con  esa  dominación 
se  abre  en  la  Península  la  historia    dé  dicha  institución,   porque  se 

(O  Ley  31,  tit.  í9,  lib.  42  Dig. 

(2)  Par.  3  déla  ley  15,  tit.  I?  lib.  42  Dig. 

(3)  Gayo,  com   3.  par.  7&  íí 

(4)  Poemiodel  tit  12  Hb.  39.de  las  InSt. 

(5)  Par*  4xie  esta  Reseña,  ,   *        ;       ' 
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conoce  demasiado  poco  de  los  pueblos  que  primitivamente  la  pobla- 
ron para  poder  determinar  si,  en  forma  más  ó  menos  imperfecta,  les 
era  conocido  aquel  contrato.  Puede  decirse,  pue^,  que  la  hipoteca 
fué  romana  al  nacer  en  la  Península;  pues  ese  pueblo  fué  quien  la 
introdujo,  y  durante  todo  el  tiempo  de  su  preponderancia,  no  tuve, 
además,  ni  podia  tener,  caracteres  djstiiitivos,  peculiares.  La  hipo- 
teca verdadei'amente  nacional  comienza  con  la  expulsión  de  los  Ro* 
manos  y  el  establecimiento  en  España  de  otros  pueblos;  esto  es,  con 
el  reemplazo  de  la  primera  civilización  por  otra.— ^Sabido  es  que  los 
bárbaros  comenzaron  por  respetar  las  leyes  ycostumbres  de  los  ven- 
cidos, sabia  práctica  que  les  dictó  la  razón  natural  y  coronó  la  ex- 
periencia, realizando  la  amalgama  de  pueblos  que  ofrecian  entre  sí 
los  rasgos  distintivos  más  opuestos.  El  deYecho  personal^  frase  con 
que  se  designa  aquella  situación,  como  hoy  se  denomina  estatuto 
personal  al  conjunto  de  leyes  aplicables  al  individqo  que  vive  en  tie- 
rra extranjera  y  continúa  sujeto  en  lo  que  á  su  persona  se  refiere  a! 
deretho  constituido  en  el  país,  ése  derecho  personal,  llamado  tam- 
bién de  COSÍOS]  y  que  consistía  en  que  al  Romano  se  le  aplicase  siem- 
pre la  ley  romana,  y  las  del  vencedor  solo  sirviesen  para  sus  naciona- 
les; ese  derecho  fué,  pues,  la  regla  al  tiempp  de  establecerse  los  visi* 
godos  en  España.-^Y  á  partir  de  este  momento  hay  que  dividir  la 
historia  de  la  hipoteca  en  tres  períodos,  que  abrazan  el  sistema  an- 
tiguo, que  constituyen  la  época  intermedia,  porque  separan  el  siste- 
ma actual,  el  sistema  implantado  por  la  Ley  Hipotecaria,  del  sis- 
tema constituido  en  el  Derecho  Romano.  E^  época  intermedia  es 
la  que  dividimos,  pues,  en  tres  períodos,  siguiendo  el  plan  de  La 
Serna,  que  nos  parece  acertado,  por  cuanto  cada  uno  de  ellos  ofrece 
una  fisonomía  distinta  y  especial.— Son  esos  tres  períodos  los  si- 
guientes: 

31.— Primero.  Dominación  visigoda. — La  caracterizan  en  su 
primera  época  el  derecho  personal,  basado  al  principio  en  la  cos- 
tumbre, hija  de  la  necesidad  de  no  exasperar  á  los  vencidos,  rom- 
piendo rudamente  con  hábitos  seculares,  y  sancionado  más  tarde  por 
la  ley,  y  con  doble  sanción,  puesto  que  al  Código  del  sagaz  Eurico, 
dietiado  para  los  visigodos,  y  solo  á  ellos  aplicable,  siguió  á  corto 
intervalo  el  de  Alarico  ó  Breviario  de  AnianOy  nombre  que  recibió 
fñucho  después,  y  que  debe  su  origen  á  considerársele  un  compendio 
de  lo«  Códigos  romanos,  y  á  haberlo  suscrito  el  canciller  llamado 
Aniano;  cuyo  Código  «o  tuvo  mas  objeto  que  el  de  aplicarse  á  los 
subditos  de  procedencia  romana.  El  derecho  de  castas  fué  extin- 
guido por  el  Fuero  Juzgo,  primer  Código  que  rigió  en  España  con 
carácter  de  generalidad,  y  que  estableció,  puede  decirse,  la  unidad 
nacional  en  el  orden  de  la  ley.  No  observaron  los  visigodos  mas 
leyes  que  las  ya  expresadas.  El  derecho  de  castas  al  principio,  re- 
ducido á  gobernarse  por  sus  costumbres  propias  el  pueblo  conquis- 
tador, y  por  sus  leyes  escritas  el  vencido;  corroborado  después  ese 
orden  de  cosas  por  la  aparición  dé  dos  Códigos  especíales  t>ara  las 
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distintas  castas;  y  por  último,  la  unidad   legislativa  realizada  por  el 
Fuero  Juzgo,  tales  son  los   caracteres  constitutivos  del  primer  pe- 
ríodo. 

32. — Segundo. — Invasión  árabe,  ó  época  de  la  Reconquista. — 
La  caracteriza  la  completa  fractura  de  la  unidad  legal,  coa  la  crea- 
ción de  los  fueros  especiales.  En  ese  período  nos  concretaremos  á 
examinar  las  leyes  de  Castilla,  única  fuente  de  las  nuestras.  Renace 
en  él  la  hipoteca  romana,  aunque  con  la  sola  denominación  de  prenda, 
como  si  el  amor  á  la  memoria  de  aquel  pueblo  hubiese  llegado  has- 
ta el  punto  de  olvidar  la  vo/,  hipoteca,  por  no  ser  de  filiación  genui- 
namente  romana.  Se  reproducen  en  toda  su  confusa  muchedumbre 
las  hipotecas  calladas  ú  ocultas,  y  se  establece  su  división  en  las  tres 
clases  de  voluntarias,  legales  y  judiciales.  Tal  es,  en  resumen,  el 
aspecto  del  sistema  hipotecario  en  esta  época. 

33. — ^Tercero.  Desde  la  expulsión  de  los  árabes  hasta  el  orí- 
gen  del  actual  sistema,  ó  sea  época  de  la  upidad  nacional. — Sus  ca- 
racteres son:  la  distinción  entre  X^l  prenda  y  la  hipoteca,  y  el  ESTA- 
BLECIMIENTO DEL  Registro,  con  el  sistema  mixto  en  cuanto  á  la 
publicidad.  En  él  veremos  que  se  comenzó  por  anotar  solamente 
los  gravámenes,  y  se  acabó  por  inscribir  también  las  traslaciones  de 
dominio. 


PSIHEB  PEBIOBO. 

DOMINACIÓN     VISIGODA. 

34. — Hemos  dicho  ya  que  ef  derecho  de  castas  fué  el  que  rigió  la 
monarquía  visigoda  en  los  primeros  tiempos;  que  la  repugnancia  al 
extranjero,  instintiva  en  el  hombre  y  alimentada  además  por  el  odio 
del  vencido  y  el  desden  del  vencedor,  es  parte  para  hacer  difícil  el 
consorcio  de  los  pueblos,  que  no  se  allanan  con  facilidad  á  adoptar 
ajenos  usos.  Pero  hay  un  sentimiento  que  se  llama  amor,  y  acorta  y 
suprime  las  distancias,  convirtiendo  á  pueblos  enemigos  en  una  sola 
familia.  Así  como  las  electricidades  de  una  misma  especie  se  repelen, 
y  las  de  opuestas  se  buscan  y  confunden,  asilos  hombres  perpetúan 
el  odio  hacia  otros  hombres  por  medio  de  la  guerra,  y  el  enlace  de 
los  distintos  s&os,  obrando  á  la  inversa  sus  efectos,  extingue  y 
borra  inveterados  rencores.  El  matrimonio  es  en  el  orden  social  el 
poderoso  agente  que  causa  las  mezclas  y  confusiones  de  las  razas,  y 
en  todas  las  épocas  de  la  historia  se  ha  dado  el  espectáculo  de  des- 
aparecer el  pueblo  conquistador  y  el  conquistado,  á  impulsos  de  una 
nueva  generación,  producto  de  la  sangre  de  uno  y  otro.  Entonces 
queda  un  sólo  pueblo,  que  participando  de  los  que  le  precedieron, 
no  es  en  todo  rigor  ninguno  de  ellos;  y  no  hay  nación  en  Europa 
ni  en  América  que  no  nos  ofrezca  ejemplo,  y  á  veces  repetido,  de 
;  renovaciones  de  las  razas.  Así  pasó  entre  godos  y  romanos,  á 
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despecho  de  leyes  prohibitivas  (i)  que  ni  el  hijo  de  los  bosques  de 
Germania  se  mostró  indiferente  á  la  belleza  de  la  mujer  nacida  á 
orillas  del  Guadalquivir  ó  Manzanares,  ni  los  hijos  de  Iberia  á  los 
nuevos  y  especiales  atractivos  que  observaban  en  las  extran- 
jeras. Cuando  la  ley  se  empeña  en  forzar  las  voluntades,  trá- 
base una  lucha  en  que  aquella  es  quebrantada,  y  éstas  prevalecen; 
porque  de  nada  sirve  cerrar  obstinadamente  la  vía  legal  al  matrimo- 
nio mientras  la  naturaleza  pugna  .por  restablecer  su  imperio.  Por 
eso  cuando  el  Fuero  Juzgo  introdujo  el  derecho  de  matrimonio 
entre  ambos  pueblos,  (2)  sólo  causó  innovación  en  las  ideas;  que 
en  el  campo  de  los  hechos  no  hizo  sino  dar  fuerza  moral  á  la  reali- 
dad que  en  muchos  casos  parciales  existia. 

35. — El  Fuero  Juzgo  no  trata  de  la  hipoteca;  legisla  solo  acerca 
de  \2i  prenda,  y  aun  en  tal  materia,  son  sus  disposiciones  diminutas. 
Enciérralas  en  el  título  69  de  su  libro  $9;  y  las  reduce  á  prohibir 
que  el  acreedor  tome  prenda  sin  la  voluntad  de  su  deudor  (ley  i? 
del  citado  tit);  declarar  ladrón  al  que  dé  en  prenda  lo  ajeno  (ley  2?); 
conceder  una  moratoria  de  diez  dias  (3)  después  de  vencido  el  tér- 
mino, al  deudor;  (ley  3?)  ordenar  la  restitución  de  lo  que  sobre  del 
precio  de  la  venta,  después  de  pagado  el  acreedor;  y  establecer  pre- 
lacion  á  favor  del  que  primero  reclamase;  ordenando  una  distribu- 
ción proporcional,  si  se  presentaban  varios  (Ley  5?) 

36. — El  empleo  de  cierta  frase,  á  la  que  se  le  ha  querido  atribuir 
la  propia  acepción  moderna,  ha  hecho  pensar  á  algunos  que  el  Fue- 
ro Juzgo  aplicaba  también  la  palabra,  prenda  á  los  inmuebles.  Se 
lee  en  la  ley  3  lo  siguiente:  **E  si  el  sennor  del  penno  fuere  a  rayz, 
**dcvel  afrontar  que  pague  su  debda  e  tome  su  penno.*'  En  la  voz 
rayz  se  ha  creído  ver  la  designación  de  cosa  inmueble.  La  Serna 
contesta  á  esta  observación  citando  la  autoridad  de!  Diccionario  de 
la  lengua,  de  la  Academia  Española,  que  interpreta  aquella  frase  por 
la  ^^  junto  áy  deduciendo  que  la  ley  quiere  significar  la*  presencia 
del  dueño  en  el  propio  lugar  en  que  el  acreedor  se  encuentre;  la 
propia  disposición  sustancialmente  que  se  contiene  en  el  Código 
romano  (ley  10,  tit.  14,  lib.  89)  y  que  dejamos  citada  en  el  párrafo  17 
de  esta  Reseña. 

37. — Inútil  para  el  plan  de  nuestra  obra  seria  continuar  investi- 
gando las  declaraciones  del  Código  visigodo,  en  b*isca  de  preceptos 
que  pudieran  tomarse  por  precursores  del  actual  sistema.  Si  hemos 
hallado  notables  analogías  en  el  Derecho  Romano,  el  Fuero  Juzgo 
fué  demasiado  parco  en  la  materia  para  que.  pudiésemos  abrigar  la 
aspiración    de  hallar  en  él  mucho  más  de  lo  que    tenemos  indicado. 


(i)  La  ley  prohibía  el  matrimonio  entre  los  dos  pueblos,  según  la  ampliación  dada  en 
el  Código  de  Alarico  á  la  prohibición  consignada  en  el  de  Teodosio  del  enlace  entre  mujer 
romana  y  soldados  extranjeros. 

(2)  Ley  2*  tit.  I?  lib.  3? 

(3)  El  mismo  plazo  se  concedió  á  los  deudores  y  terceros  poseedores  sucesivamente  por 
los  artículos  127  y  128  de  la  Lev  Hipotecaria  primitiva. — El  221  de  nuestro  Reglamento 
le  señala  también  respecto  del  deudor  ausente,  pero  de  un  modo  potestativo. 
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Lo  hemos  dicho  ya;  el  período  jurídico  que  actualmente  nos  ocupa 
es  muy  pobre  en  lo  que  constituye  nuestro  estudio.  Pasemos,  pues, 
á  otro  en  que  podamos  encontrar  mayores  datos. 


SEOTJlfDO  PEEIOBO. 

INVASIÓN  ÁRABE,  O  ÉPOCA  DE  LA  RECONQUISTA. 

38. — A  despecho  de  la  invasión  agarena  y  dominación  de  los  ára- 
bes en  casi  toda  España,  continuaron  aquellos  de  sus  naturales  que 
se  sustrajeron  al  yugo,  en  la  observancia  de  sus  propias  leyes.  Y  el 
aislamiento  en  que  se  hallaban  unos  de  otros  los  pueblos  cristianos, 
cada  uno  entregado  á  sus  propias  fuerzas  y  recursos,  dio,  con  la  ne- 
cesidad de  la  defensa,  orígen  á  ciertas  concesiones,  que  haciéndose  ya 
álos  caballeros,  ya  á  los  abades,  ya  á  los  propios  pueblos,  vi- 
nieron á  producir  lo  que  se  llama  fueros,  y  se  distinguen  históri- 
camente en  provinciales  y  municipales,  bien  que  los  últimos  han 
felizmente  desaparecido,  y  los  otros  no  se  conservan  hoy  en  su  to 
talidad.  No  hemos  de  entrar  én  el  estudio  de  ellos,  que  ni  unos  ni 
otros  hacen  á  nuestro  propósito.  Hija  nuestra  legislación  de  la  de 
Castilla,  si  algún  punto  de  semejanza  pudiera  ofrecer,  con  la  de  al- 
guna otra  provincia,  seria  quizás  por  mera  coincidencia. 

39. — Hemos  visto  ya  que  el  Fuero  Juzgo  no  mencionóla  cosa 
inmueble  como  sujeta  á  la  prenda,  auque  se  la  supone  incluida  en 
ella.  El  período  que  ahora  examinamos  nos  brinda  más  claridad 
en  este  punto.  El  Fuero  Viejo  de  Castilla  designa  ya  especialmen- 
te las  cosas  inmuebles,  aunque  sin  usar  la  palabra  hipoteca.  La  pren- 
da pasaba  siempre  á  manos  del  acreedor,  y  se  constituia  sin  solem- 
nidades, bastando  la  prueba  testifical  hasta  el  grado  de  admitir  el 
dicho  de  los  pecheros  contra  el  de  los  nobles,  sin  embargo  de  que 
aquel  Código  tuvo  marcada  tendencia  á  aumentar  los  privilegios  y 
prerogativas  de  la  nobleza. 

40. — En  el  Fuero  Real,  obra  ya  de  Don  Alfonso  el  Sabio,  y  Có- 
digo precursor  del  de  Partidas,  no  es  de  esencia  que  la  prenda  pase 
á  manos  del  acreedor;  se  admiten,  por  el  contrario,  aunque  sin  darles' 
tal  nombre,  XdiS- hipotecas  legales,  garantía  de  obligación  aún  no  exis- 
tente; de  obligación  condicional;  y  que  se  establece  sin  convención 
alguna,  por  el  sólo  ministerio  de  la  ley,  en  los  bienes  de  aquellos  que 
administran  públicos  caudales;  como  en  los  del  Obispo  por  los  daños 
que  puedan  ocasionarles  á  la  Iglesia,  y  en  los  del  que  custodia  cosas 
públicas  ó  del  Rey,  sujetas  á  restitución.  También  existía  la  pren- 
da convencional  de  todos  los  bienes,  ó  sea  lo  que  hoy  llamamos 
hipoteca  general,  la  que  fué  de  hecho  ampliada,  llevada  á  todas  sus 
consecuencias  por  una  ley  del  Estilo,   [i]     Declaró  ésta  una  verda- 

[i]  Estilo,  en  una  de  sus  acepciones,  es  el  órde7i  y  método  de  actuar^  y  también  uso,  eos 
tumhre,  ptáct'ua.  De  aquí  que  se  llamasen  del  Estilo  las  leyes  que  constituyen  la  colección 
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dera  interdicción  contra  el  que  obligaba  sus  bienes  en  general,  ya 
lo  hiciese  como  principal  deudor,  ó  bien  como  fiador;  prohibiéndole 
enajenar  ninguno  mientras  subsistiese  la  deuda,  y  anulando  la  venta 
que  en  dicho  caso  se  hiciera.  Pero  esta  disposición  no  se  hacia  ex- 
tensiva á  la  hipoteca  legal;  y  á  la  verdad  que  en  esta  hubiera  sido 
duro  lo  que  en  aquella  podría  considerarse  como  forzoso  efecto  del 
convenio. 

41. — Apareció  el  Código  de  Partidas,  y  en  él  se  definió  la  pren- 
da en  la  siguiente  forma: 

Peño  es  propriamentc  aquella  cosa  que  un  orne  empeña  a  otro,  apo- 
derándole della,  e  mayormente  cuando  es  mueble.  Mas  segund  el 
largo  entendimiento  de  la  ley,  toda  cosa,  quier  sea  mueble,  o  rayz  que 
sea  empeñada  a  o  tr i,  puede  ser  dicha  Peño\  maguer  non  fuese  entrega- 
do della,  aquel  a  quien  la  empeñasscn. — Y  pasa  luego  á  dividir  la 
prenda  en  tres  clases,  que  se  han  denominado  convencional,  legal  y 
Judicial,  (Ley  1?,  tít.   13,  P  5?) 

42. — Ofrece,  pues,  esta  ley  dos  acepciones  de  la  palabra  prenda. 
Con  toda  propiedad,  lleva  ese  nombre  la  cosa  que  se  empeña  y  en- 
trega al  acreedor,  principalmente  cu^do  es  mueble  (véase  par.  12 
de  esta  Reseña.)  En  un  sentido  más  extenso  (según  el  largo  enten- 
dimiento de  la  ley)  toda  cosa  empeñada,  que  sea  mueble  ó  raiz, 
V\51E,D1£,  ser  dicha  peño,  aunque  no  se  entregue  al  acreedor. — Esta 
dualidad  en  el  significado  de  un  vocablo,  tan  opuesta  á  la  propie- 
dad científica,  es  la  consecuencia  necesaria  de  no  tomarse  la  voz 
hipoteca  en  el  sentido  que  le  damos  hoy,  como  ya  tuvimos  ocasión 
de  observar  en  la  parte  de  esta  Reseña  consagrada  á  la  hipoteca  ro- 
mana; exagerado  ese  inconveniente  en  el  Código  Alfonsino  por  la 
exclusión  que  en  él  se  hizo  de  aquel  término. 

43. — En  la  prenda  judicial  quedaron  refundidas  desde  entonces 
las  hipotecas  pretoria  y  judicial  de  los  Romanos;  y  la  que  entre  és- 
tos fué  hipoteca  tácita,  y  que  volvió  á  introducir  en  Castilla  el  Fue- 
ro Real,  gunque  como  privilegio  del  fisco  y  de  la  iglesia,  recobró  to- 
da su  antigua  importancia  y  extensión  por  las  leyes  de  Partidas. 
No  nos  detendremos  en  enumerar  sus  distintas  clases  y  especiales 
reglas,  por  cuanto,  además  del  motivo  que  para  no  hacerlo  así  ma- 
nifestamos antes  (par.  21);  en  la  parte  principal  de  la  obra,  y  al  ex- 
poner el  título  13  de  la  novísima  ley,  hemos  de  encontrar  oportuni- 
dad más  propia  que  la  actual  para  tratar  lo  que  de  esa  materia 
importe  á  nuestro  propósito. — Daremos,  pues,  punto  al  segundo  pe- 
ríodo en  este  lugar,  y  pasaremos  al  tercero,  mucho  más  rico,  mucho 
más  fecundo,  en  la  materia  que  estudiamos. 


destinada  á  exponer  el  ffiodo  dejuzí^ar  en  los  tribunales  de  la  Corte.  Dicha  colección  se 
componia  de  aoscientas  cincuenta  y  dos  leyes;  créese  que  fué  i)ublicada  en  tiempo  de  Don 
Fernando  4?  y  para  servir  de  interpretación  al  Fuero  Keal,  é  ignórase  si  con  carácter'  ofi- 
cial, ó  como  trabajo  privado  de  algunos  jurisconsultos.  Pero  muchas  de  sus  leyes  lo  son 
hoy  con  toda  propiedad,  por  haber  sido  trasladadas  á  la  Novísima  Recopilación. 
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TEBCEB  PEBIOBO. 

DESDE  LA   EXPULSIÓN  DE  LOS  ÁRABES  HASTA  EL  ORIGEN 

DEL   ACTUAL  SISTEMA. 

44. — En  este  período  reaparece  en  nuestros  Códigos  la  voz  hipo-- 
teca,  tan  injustamente  olvidada  en  los  anteriores,  y  viene  á  llenarse 
así  un  vacio  y  á  perfeccionarse  la  nomenclatura,  fijando  los  distintos 
usos  de  esa  voz  y  la  de  prenda.  Las  leyes  de  Toro  son  la  colección  le- 
gal que  vino  a  subsanar  la  falta,  pues  al  establecer  la  63  (hoy  5,  tít. 
89,  lib.  II  de  la  Nov.  Rec.)  el  término  por  que  prescriben  las  accio- 
nes, señala  el  de  treinta  años  cuando  en  la  obligación  hay  hipoteca. 
Necesario  fué,  pues,  en  el  primer  momento  admitir  esta  voz  en  la 
acepción  romana,  esto  es,  en  la  expuesta  pot  nosotros  en  el  párrafo 
7  de  esta  Reseña^  ó  sea,  en  el  de  la  cosa  empeñada  que  no  pasaba  á 
p«xler  del  acreedor;  pero  á  poco,  fijándose  por  el  uso  continuo  la  aten- 
don  en  que  eso  es  propio  de  la  cosa  inmueble,  vino  por  último  á 
quedar  definitivamente  establecida  la  propia  distinción  que  hoy  co- 
nocemos. Y  no  pequeña  parte  alcanzó  en  tal  resultado  la  institución 
del  Registro,  cuyo  estudio  nos  corresponde  hacer  ahora. 

45. — Fué  el  Registro  de  origen  alemán,  y  aún  arranca  del  siste- 
ma de  los  feudos,  según  opinión  autorizada.  Créese  que  lo  estable- 
cieron los  señores,  para  impedir  á  los  vasallos  el  fraude  en  los  tras-? 
pasos  de  dominio  y  constitución  de  servidumbres  é  hipotecas;  por- 
que perteneciendo  á  los  señores  feudales  el  dominio  directo  de  las 
tierras,  y  á  los  vasallos  solamente  el  útil,  les  exigián  aquellos  cierto 
derecho  ó  laudemio  por  todo  acto  de  enajenación  que  efectuasen. 
Y  para  estar  al  corriente  de  los  que  realmente  tuviesen  lugar,  orde- 
naron hacer  públicas  tales  enajenaciones,  y  que  de  ellas  se  tomase' 
nota  en  un  registro  que  se  llamaba  el  Libro  del  país,  y  estaba  adar- 
go de  un  oficial  público,  dependiente  de  la  casa  señorial 

46. — Llamábasele  el  Libro  del  país,  porque  en  él  estaban  consig- 
nados todos  los  dueños  de  la  tierra.  Allí  se  inscribían  las*circuns- 
tancias  del  feudo  ó  finca  que  se. trasmitía,  los  nombres  del  vendedor 
y  el  adquirente,  extensión,  naturaleza,  &c.,  del  predio.  Y  se  guardaba 
en  el  tribunal  feudal,  y  sala  especialmente  destinada  á  trasmisiones 
de  la  propiedad.  Sólo  el  que  consultaba  aquel  libro  antes  de  hacer 
la  compra  podía  adquirir  con  seguridad;  porque  no  era  válida  la 
enajenación  sino  cuando  la  efectuaba  el  que  en  dicho  registro  apare- 
ciese con  derecho  para  ello,  (i) 

47. — Este  hecho  histórico,  no  controvertido  en  cuanto  al  empleo 
que  del  registro  hicieron  los  señores  feudales  de  Alemania,  lo  está, 
en  cambio,  respecto  á  si  aquel  fué  invención  de  ellos,  ó  si  no  hicie- 
ron más  que  utilizarlo.  Pero  ya  arranque  su  origen,  en  efecto,  del 
régimen  feudal,  ya  lo  tenga  en  época  anterior,   es  conveniente  con- 

(i)  Discurso  del  Sr,  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  en  la  sesión  del  día  9  de  Enero  de 
1861,  Congreso  de  los  Diputados. 
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signar  que  en  los  siglos  IX  y  X  era  el  registro  de  la  propiedad  una 
institución  conocida  y  practicada  en  el  centro  de  la  Europa. 

48. — Sentado  esto,  veamos  ahora  su  introducción  en  España. 
Las  Cortes  reunidas  en  Madrid  en  1528  dirigieron  una  exposición 
al  Rey  D.  Carlos  I  (V.  de  Alemania)  pidiéndole  ordenase  que  los 
que  impusiesen  censos  ó  tributos  sobre  sus  bienes  estuviesen  obliga- 
dos á  hacerlo  registrar  ante  el  escribano  de  consejo  del  lugar  donde 
pasare,  dentro  de  los  treinta  dias.  A  esto  contestó  el  Rey  con  la 
disposición  que  hoy  forma  la  ley  2?,  título  15,  libro  i?  Nov.  Rec.  y 
por  la  cual  ordenó  que  los  que  pusiesen  censos  ó  tributos  sobre  fin- 
cas ya  gravadas  con  otros,  lo  manifestasen  á  los  acreedores,  bajo 
pena  de  satisfacer  el  duplo  de  lo  que  hubiesen  recibid/)  por  aquella 
imposición. — Esta  es  la  disposición  á  que  nos  referimos  en  el  párra- 
fo 23  de  esta  Reseña. 

49 — Pero  como  el  medio  escogitádo  por  el  Rey  no  remediaba  el 
mal,  insistieron  las  Cortes,  y  en  1539  dirigiéronle  nueva  peticio/i,  en 
la  que,  exponiendo  que  "se  excusarían  muchos  pleitos,  sabiendo  los 
"compradores  los  censos  y  tributos,  é  imposiciones  é  hipotecas  que 
"tienen  las  casas  y  heredades  que  compran,  lo  cual  encubren  y  ca- 
vilan los  vendedores,"  le  suplicaban  que  en  cada  ciudad,  villa  ó  lu- 
gar donde  hubiera  cabeza  de  jurisdicción  "haya  una  persona  que 
"tenga  un  libro  en  que  se  registren  todos  los  contratos  de  las  cuali- 
"dades  dichas,  y  que  no  registrándose  dentro  de  un  término,  no.ha- 
"gan  fé,  ni  pueda,  ni  se  juzgue  conforme  á  ellos  ni  por  ellos  sea 
"obligado  á  cosa  alguna  ningún  tercero  poseedor;  aunque  tenga 
"causa  del  vendedor,  y  que  el  tal  registro  no  se  muestre  á  ninguna 
''persona^  sino  que  el  registrador  pueda  dar  fé,  si  hayo  no  algún  tri- 
"buto  ó  venta  anterior  á  pedimento  del  vendedor." 

50. — Esta  petición  fué  más  feliz  que  la  anterior,  pues  motivó  lo 
que  hoy  es  ley  i?,  título  16,  libro  10  del  Código  ya  citado,  por  la 
que  se  establece  el  registro,  si  bien  no  en  la  propia  forma  que  las 
Cortes  ii)dicaban.  Vamos  á  apuntar  ligeramente  algunas  de  las  di- 
ferencias que  se  observan  entre  la  petición  de  dichas  Cortes  y  la 
disposición  del  soberano. 

51. — En  la  ley  i?  de  dicho  título  y  libro  se  transcribió  casi  lite- 
ralmente la  petición  de  las  Cortes,  á  la  que  ?.c  hace  alusión  mani- 
fiesta en  las  palabras  con  que  empieza.  Dicha  ley  fue  dada  á  nom- 
bre de  D.  Carlos  y  Y)'^  Juana  en  Toledo,  año  de  1539,  y  es  á  la  que 
alude  frecuentemente  la  Comisión  de  Códigos,  (l)  como  origen  y 
raiz  de  nuestro  actual  sistema.     Dice  así  la  referida  ley: 

52. — '' Por  quanto  nos  es  heeha  relaeion,  que  se  excusarían  muchos 
"pleitos,  sabiendo  los  que  compran  los  censos  y  tributos,  los  censos  e 
'^Jiipotecas  que  tienen  las  casas  y  heredades  que  compran,  lo  qual 
"encubren  y  callan  los  vendedores,  y  por  quitar  los  inconvenientes 
^'qne  de  estes  se  signejí,  mandamos,  que  en  cada  ciudad,   villa  ó  lu- 


f  I )    Véase  el  párrafo  82  de  esta  obra. 
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"gar  donde  hubiere  cabeza  de  jurisdicción,  haya  una  persona  que 
"tenga  un  libro  en  que  se  registren  todos  los  contratos  de  las  qua- 
'*l¡dades  suso  dichas,  y  que  no  se  registrando  dentro  de  seis  días 
^'después  que  fueron  IicchoSy  no  hagan  fe  ni  se  juzgue  conforme  á 
*'ellos,  ni  sea  obligado  á  cosa  alguna  ningún  tercero  poseedor,  aun- 
**que  tenga  causa  del  vendedor;  y  que  el  tal  registro  no  se  muestre 
**á  ninguna  persona,  sino  que'  el  registrador  pueda  dar  fé,  si  hay  ó 
"no  algún  tributo  ó  venta,  á  pedimento  del  vendedor." 

53. — Excepción  hecha  de  las  palabras  que  hemos  subrr.yado,  la 
anterior  pragmática  es  copia  exacta  de  la  petición  hecha  por  las 
Cortes,  salvo  algún  pequeño  cambio  material  de  redacción  que  no 
altera, el  sentido. 

54, — Pero  sí  lo  hace  menos  claro  el  haberse  apartado  la  pragmá- 
tica de  la  forma  usada  por  las  Cortes  al  decir  censos  y  tributos  im- 
posiciones ¿  hipotecas,  atendiendo  el  carácter  genérico  de  la  tercera 
de  dichas  voces,  omitida  en  la  pragmática.  Y  el  término  de  seis 
dias  que  se  asignó  para  registrar  los  contratos  en  que  se  imponian 
gravámenes  á  las  fincas,  fué  siíi  duda  breve  y  angustioso. 

55. — Ocúpase  La  Serna  en  su  Introducción  histórica  al  estudio 
de  la  Ley  hipotecaria,  en  hacer  constar  que  la  petición  de  que  aca- 
bamos de  hablar  se  hizo  en  las  primeras  Cortes  á  que  fueron  con- 
vocados solamente  los  Procuradores  de  las  ciudades  y  villas,  y  áque 
dejaron  de  asistir  la  nobleza  y  el  clero,  para  deducir  de  dicha  cir- 
cunstancia "el  origen  popular  de  la  ley,  y  que  nada  tuvo  de  feudal, 
"pues  que  ^^«/ jamás  los  magnates  pensaron  en  registros  para  ase- 
"gurar  sus  derechos  señoriales  ni  alodiales."  (i)  Pero  si  en  España 
fué  este  el  origen  del  Registro,  que  se  creó,  como  dice  muy  bien 
aquel  autor,  "en  interés  puramente  civil,"  la  historia  no  debe  pres- 
cindir por  eso  de  su  anterior  existencia,  y  es  indispensable  consig- 
nar el  empleo  que  de  dicha  institución  se  hizo,  antes  que  el  monar- 
ca austriaco,  á  instancia  de  unas  Cortes  populares,  le  expidiese 
patente  de   ciudadanía  en  las  tierras  españolas. 

56. — En  la  ley  transcrita,  con  la  que  se  abre  entre  nosotros  la 
historia  del  Registro,  se  encuentra  también  este  vocablo,  que  luego 
parece  caer  en  el  olvido,  juntamente  con  los  de  registrador  y  regis- 
trar, en  la  propia  acepción  en  que  hoy  se  usan.  (2)  Y  lo  mismo 
podemos  decir  de  la  palabra  liipotecaSy  á  tenor  de  lo  que  ya  hemos 
expuesto.     (Par.  44  de  esta  Resena.) 

57. — En  el  precepto  de  la  ley,  de  que  el  Registrador  pudiese  dar 
fé,  sólo  á  pedimento  del  vendedor,  se  observa  aún  la  tendencia  que 
hemos  hecho  notar  anteriormente  (  §  §  22  y  24),  en  vez  del  sistema 
de  franca  publicidad  que  impera  hoy  (3),  publicidad,  que,  si  no  ab- 
soluta, sino  limitada  á  los  que  tengan  interés  en  consultar  el   Regis- 

(i)  Alodiales  se  llamaban  los  bienes  libres  y  exentos  de  toda  carga  v  derecho. — Res- 
pecto al  úsX^vciBi  feudal  en  España,  puede  consultarse  el  título  26  de  la  ^,  4*. 

(2)  Véase  en  nuestra  obra  el  artículo  iV  de  la  I^ey  y  los  par.  32  y  161,  acerca  de  la,s 
voces  Registrador,  Registro  y  registrar. 

(2)    i^'culos  293  y  294  L.  H.  y  376  y  377  de  su  Reg. 
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tro,  es  sin  embargo  lo  que  basta  á  realizar  los  fines  de  la  Ley  (i). 

58. — El  gran  defecto  de  la  pragmática  que  examinamos  fué  la 
declaración  de  ineficacia  que  lanzó  contra  todo  documento  registra- 
ble  que  no  se  llevase  al  Registro  público  dentro  del  plazo  fatal  que 
se  asignó.  La  ineficacia  entre  las  partes  tiene  todos  los  inconve- 
nientes que  enumeró  la  Comisión  de  Códigos  al  limitar  sus  efectos 
á  terceros.  (2)  Y  quizás  el  acto  de  injusticia  que  envolvía,  contri- 
buyó en  gran  parte  á  su  desuso,  pues  es  un  hecho  evidente  que  di- 
cha ley  cayó  en  la  inobservancia,  según  sf  deniuestra  con  la  nueva 
petición  que  en  1348  dirigían  al  Rey  las  Cortes  de  Valladolid,  en 
la  que,  haciendo  caso  omiso  de  la  anterior  pragmática,  y  sentando 
como  hecho  de  actualidad  el  que  **muchas  personas  cautelosamente 
echan  censos  sobre  sus  h.aciendas  una  y  dos  y  tres  y  más  veces,"  le 
recuerdan  al  Rey  la  orden  de  que  **los  censos  no  se  puedan  echar 
sino  ante  los  escribanos  de  los  Ayuntamientos,"  y  llevando  estos  un 
libro  para  consignarlos  y  le  piden  que  haga  cumplir  dicha  orden. 
No  parece  que  se  refieran  aquí  las  Cortes  á  la  citada  pragmática, 
pues  en  ella  nada  se  habla  de  los  escribanos  de  Ayuntamientos, 
aunque  en  la  petición  dirigida  en  1528  por  las  Cortes  de  Madrid  se 
incluía  ese  punto,  que  no  comprendió  el  Rey  en  la  disposición  que 
sobre  aquella  dictó.  (Ley  2,  título  15,  libro  io9,  Nov.  Rec,  ya  ci- 
tada.) 

59. — Pero  ni  esta  petición  fué  atendida  por  el.  Rey,  ni  alcanzó 
mejor  suerte  la  que  con  igual  objeto  reiteraron  diez  años  más  ade- 
lante, en  1558;  y  así  la  pragmática  de  1539  siguió  en  inobservancia, 
ya  por  el  interés  de  las  personas  poderosas  y  cargadas  de  deudas  en 
ocultar  el  estado  real  de  su  fc»rtuna,  ya  por  falta  de  voluntad  en  sa- 
tisfacer el  derecho  de  alcabala,  que  rudamente  hacia  sentir  su  peso, 
y  como  consecuencia  de  todo,  el  sistema  de  la  clandestinidad  siguió 
imperando,  porque,  según  la  enérgica  expresión  de  La  Serna,  **la 
mano  fiscal  sofocó  la  institución  civil  de  los  registros." 

60. — Por  auto  acordado  del  Concejo,  de  8  de  Julio  de  1617,  se 
ordenó  que  en  los  títulos  de  registros  de  censos  se  dijera  que  los 
Escribanos  tomen  la  razón  y  registren  todos  los  censos  que' se  otor- 
garen desde  el  dia  de  la  data  del  título.  Pantoja  y  Lloret,  (3)  inter- 
pretan este  auto  en  el  sentido  de  que  desde  su  promulgación  tenia 
que  hacerse  por  escrito  el  contrato  en  que  se  impusiera  algún  gra- 
vamen, para  el  que,  según  la  pragmática,  bastal>a  la  forma  verbal 
ante  el  encargado  del  registro.  Fúndanse  dichos  autores  en  que  la 
pragmática  no  habla  de  documentos,  sino  sólo. de  contratos. 

61. — El  Concejo  de  Castilla,  en  1713,  dirigió  al  monarca,  que  lo 
era  á  la  sazón  Felipe  V,  nueva  excitación  para  obtener  el  alivio  de 
los  males  indicados,  y  entre  varias  medidas  de  carácter  penal  que 

[i]    Más  adelante  veremos  que  esta  es  unaflelasdiiereiicias  existentes  entre  los  dos 
sistemas  hipotecarios  modernos,  el  francés  y  el  alemán. 
(2;     Véase  el  par.  87  de  la  obra. 
(3)  Introducción  á  su  obra  L¿y  Hipotecaria  comentada  y  explicada,  IV, 
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proponía  contra  los  jueces  y  magistrados  que  descuidaban  el  cum- 
plimiento de  la  ley,  solicitó  también.  <^ue  los  registros  se  fijaran  en 
las  casas  capitulares,  y  que  los  escribanos  de  ayuntamientos  fuesen 
los  registradores,  nombrados  á  su  cuenta  y  riesgo  por  las  corpora- 
ciones municipales  después  de  un  severo  examen  y  prestación  de 
fianza.  ^ 

62.-^Obtuvo  esta  prepuesta  la  aprobación  soberana,  y  se  expidití 
entonces  la  ley  2?,  tit.  16,  lib.  io9  Nov.  Rec,  por  la  que  se  dispuso 
d  establecimiento  del  registro  en  los  Ayuntamientos  de  todas  las 
ciudades^  villas  y  lugares,  disposición  que  tenia  el  inconveniente  de 
aumentar  las  oficinas  de  un  rnodo  muy  superior  á  lo  que  requería  el 
servicio  público,  y  de  confiarla  á  manos  absolutamente  indoctas, 
como  lo  eran  los  esci:íbanos  de  concejo  en  una  época  en  que  no  se 
les  exigían  conocimientos  especiales. 

63* — En  fin,  el  mismo  Concejo  de  Castilla  elevó  al  Rey  Carlos 
Illen  14  de  Agosto  de  1767  unaconsulta-instruccion  que,  aprobada 
por  el  monarca  en  31  de  Enero  siguiente,  fué  publicada  en  Madrid 
á  5  de  febrero,  de  1768,  y  hoy  es  la  ley  3?  del  título  y  libro  ya  cita- 
dos de  la  Novísima  Recopilación.  Importantísima  fué  esta  pragmá- 
tica, por  cuanto  según  eUa  se  ha  venido  rigiendo  por  dilatado  pe- 
ríodo  el  sistema  hipotecario. 

64. — Comenzóse  en  ella  por  alterar  el  numero  de  registros,  pues 
en  vez  de  los  Ayuntamientos  de  todas  las  ciudades  y  villas  y  lugares , 
se  limitó  á  los  de  las  cabezas  de  partidos  (Núm.  i);  y  ordenó  además 
que  las  Chancillerias  y  Audiencias  formaran  listas  de;^^  las  cabeza^  de 
partidos  dónde  se  habían  de  establecer  Oficios  de  hipotecas,  y  de  las 
de  jurisdicción  en  que  juzgasen  conveniente  el  instalarlas,  aunque 
no  lo  fuesen  de  partido  (Núm.  14). 

65, — Se  ordenó  que  se  llevasen  registros  separados  de  cada  uno 
de  los  pueblos  del  distrito,  ya  en  un  scHo  libro  ó  en  muchos,  (i)  dis- 
tribuyendo los  asientos  por  años,  y  encuadernán^dolob  y  foliándolos 
en  la  misma  forma  que  los  Escriba?tos  lo  practicaban  con  sus  proto- 
colos, y  que  sí  las  hipotecas  estuviesen  en  distintos  pueblos,  se  ano- 
tará en  cada  uno  la  que  le  correspondiese.  Ya  en  ella  se  hace  uso  de 
la  voz  instrumentos,  y  se  sujetan  á  1^  toma  de  razón  aquellos  en  que 
se  hacen  imposiciones,  ventas  y  redenciones  dé  censos  ó  tributos,  ven- 
tas de  bienes  raices  ó.  considerados  tales,  que  a'onstare  estar  gravados 

con  alguna  carga y  en  general  todos  los  que  tengan   especial  y 

expresa  hipoteca  ó  gravamen,  con  expresión  de  eílos„  ó  su  liberación 
y  redención. — De  manera  que  el  Registro  no  podía. llamarse  en  rea- 
lidad de  la  propiedad  inmueble;  era  en  todo  rigor  y  según  se  le  de- 
nominaba, una  oficina  de  hipotecas,  comprendiendo  en  esta  palabra 
todos  los  gravámenes  que  pueden  afectar  la  propiedad. 

66. — ^Formula'  reglas  acerca  de  la  manera  en  que  debia^  efectuarse 
la  toma  de  razón,  y  define  lo  que  se  había  de  entender  por  bienes 

(]>  £1  artículo  244  de  la  Ley  vigente  lleva  ma^  adelante  este  precepto,  disponiendo  qut 
X  abn  on  libro  para  cqdm  término  municipal 

IV 
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raices  (Núm.  4,  5,  6  y  7.)  También  prescribe  que  se  lleve  un  libro 
índice  por  orden  alfabético,  pero  limitándolo  á  los  nombres  de  los 
imponedores  de  las  hipotecas,  ó  de  los  pueblos  ó,di$tritos  en  que 
estén  situadas.  Ordenó  que  se  guardasen  los  libros  de  registro  en 
las  Gasas  capitulares  (según  se  habia  ordenado  por  el  Rey  Felipe 
V);  y  declaró  sin  eficacia  para  el  efecto  de  perseguir  las  hipotecas, 
aunque  la  tuviesen  para  otros  fines  (Niims.  2  y  10)  los  instrumentos 
que  no  se  registrasen  dentro  de  seis  dias  si  se  otorgasen  en  la  capi- 
tal, ó  de  un  mes,  si  en  pueblo  del  partido. 

6t. — Otras  disposiciones   se  contenian  también  en   la.  citada  ley, 
análogas  á  las  que  rigen  hoy,  y  en  cuyo  examen   hemos  de  ocupar- ' 
nos  en  otra  oportunidad. 

68. — La  disposición  de  que  acabamos  de  hablar,  fué  la  que  al- 
canzó mayor  carácter  de  generalidad.  Limitada  la  fuerza-  de  las 
anteriores  al  territorio  de  los  antiguos  reinos  de  Castilfa,  extendióse 
esta  además  á  los  de  Aragón,  quedando  únicamente  Navarra,  á  cau^ 
sa  de  sus  leyes  especiales,  exenta  de  la  reforma. — También  en  Cata- 
luña se  establecieron  algunas  diferencias,  que  circunstancias  de  loca- 
lidad hicieron  necesarias.  Consignáronse  en  el  Edicto  de  1 1  de  Julio 
de  1774. 

69. — Ocurrió  con  la  ley  á  que  nos  referimos  lo  propio  que  con 
las  ai)teriores;  el  desuso  vino  á  ser  su  escollo.  Se  otorgaron  próro- 
gas  para  la  toma  de  razón  de  los  derechos  que,  según  aquella,  cadu- 
caban por  no  ser  anotados  eñ  término  de  seis  dias.  En  el  año  de 
I774  se  concedieron  dos  por  el  Concejo  [26  de  Febrero  y  i9  de 
Julio];  se  reiteroron  en  1782,  84  y  87,  cada  vez  por  dos  años,  y  la 
propia  medida  y  por  un  término  igual  se  repitió  en  1789.  En  el 
siglo  actual  se  han  dictado  oti*as  prórogas  para  los  títulos  sejetos  á 
la  tpma  de  razón  en  1816,  1825,1835,1850  [marzo  y  agosto], 
1853,  1855  y  en  fin  en  1860  [enero,  julio  y  diciembre]. 

70. — En  1829  se  dictaron  dos  decretos,  y  ambos  en  31  de  Di- 
ciembre, uno  imponiendo  ciertas  cargas  a  toda  clase  de  sucesiones, 
ya  lo  fuese  á  bienes  vinculados,  ya  herencia  de  bienes  libres,  gra- 
vando en  más  la  intestada'  que  la  testada,  y  llamando  á  la  Real 
Hacienda  después  de  los  parientes  del  cuarto  grado,  á  heredar 
á  los  que  falleciesen  sin  testamento.  El  impuesto  se  extendía 
hast^  comprender  las  donaciones,  mortis  causa  é  inter  vivos.  El 
otro,  que  es  el  que  citan  la  Serna  y  Canales  [i]  fué  el  que  esta- 
bleció un  ligero  impuesto  de  medio  por  cí>«/¿?  [palabras  textuales] 
por  las  ventas,  cambios,  donaciones  y  contratos  de  todas  clases  que 
contuviesen  traslación  de  dominio  directo  ó  indirecto  de  inmuebles. 
A  este  impuesto  se  le  designó  en  el  citado  decreto  con  el  nonibre 
de  derecho  de  hipotecas.    Le  acompañó   una  Instrucción   de  29  de 

[i]  El  primero  en  la  Introducción  histórica  de  su  obra,  La  Ley  Hipotecaria  comentada  y 
concordada  con  la  legislación  anterior  española  y  extrangera^  que  ya  hemos  citado  varías 
veces;  y  el  segundo  en  su  Historia  de  la  hipoteca  en  España^  que  sirve  también  de  Intro- 
ducción á  la  obra  titulada  Legislación  hipotecaria  española. 
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Julio  de  1830,  por  la  que  se  declaró  que  bajo  la  denominación  de 
bienes  inmuebles  se  comprendían  con  arreglo  á  la  pragmática  de  3 1 
de  Enero  de  1768,  o  sea  ley  3?,  tít  16  lib.  io9  de  la  Nov.  Rec.  no 
sólo  las  casas,  heredades  y  otros  de  esta  calidad  inherentes  al  suelo, 
sino  también  los  censos;  los  tributos,  los  oficios  y  otros  cualesquiera 
derechos  perpetuos  [i]  {Art  5?]  imponía  la  obligación  de;  pagar  al 
ad^uirente  [Art.  69]  quedando  las  propiedades  hipotecadas  al  pago 
[Art  79]  proTiibia  la  admisión  en  juicio  y  todo  efecto  legal  á  los 
contratos  que,  otorgados  pública  ó  privadamente,  careciesen  de  to- 
ma de  razón  previo  el  pago  del  impuesto  [Art.  8?]; '  se  ordenaba  á 
los  escribanos  y  notarios  hacer  la  prevención  en  el  instrumento  que 
otorgasen  [Art.  14]  y  en  fin  daba  la  Instrucción  carácter  de  gene- 
ralidad al  Real  Decreto,  demostrando  x}ue  debía  regir  también  en 
Ultramar  (Art  15).  A  partir  de  esta  época  asumió  el  Registro  de 
la  propiedad  un  carácter  fiscal,  y  comenzó  á  depender  del  Ministerio 
de  Hacienda. 

71. — Por  Real  orden  de  15  de  Julio  de  1833  se  ordenó  "que  des- 
de luego  se  proceda  á  la  enajenación  vitalicia-  de  las  Contadurías  de 
hipotecas  en  beneficio  de  la  Real  Caja  de  Amortízacioh,  según  está 
mandado  en  Real  orden  de  i9  de  Junio  de  1830  para  las  escribanías 
"de  Rentas  que  pertenecen  á  la  Real  Hacienda,  bajo  las  correspon- 
^'dientes  seguridades  por  parte  de  los  elegidos,  de  probidad,  siifi- 
''ciencia,  fianza  y  pago  d^  valimiento,  prffiriéndose  ppr  el-  tanto, 
"supuestas  las  mismas  condiciones,  á  los  escribanos  de  Áyuhtamíen- 
"tos,  ó  que  los  .mismos  Ayuntamientos,  como  dueños  por  la  ley  de 
"hacer  estas  elecciones  en  sus  escríbanos  de  cabildo,  satisfagan  el 
"propio  servicio  de  valimiento."  Las  salvedades  que,  respecto  de 
las  condiciones  exigibles  á  los  pretendientes,  enumera  esta  Real  or- 
den no  satisfacen  á  la  Serna  porque,  según  dice,  ni  las  dependencias 
de  Hacienda,  que  eran  las  que  habían  de  decidir,  ''tenían  competén- 
"cía  para  juzgar  del  mérito  relativo  de  los  licitadores,  ni  estos  se  so- 
"metian  á  ninguna  prueba  por  la  que  pudieran  conocerse:"  dice 
además  que  **se  venía  otra  vez  á  establecer  1^  regla  de  que  debía 
"ser  preferible  para  obtener  los  empleos  públicos  no  el  más  idóneo 
"sino  el  niás  rico"  [2]  porque  para  las  oficinas  de  Rentas  ;/r>  habia 
mayor  mérito  y  capacidad  que  el  mayor  precio  de  la  subasta;  califica 
de  hipocresia  el  respeto  que  parecía  darse  al  derecho  de  los  Ayun- 
tamientos, y  el  que  no  podían  ejercer  sin  satisfacer  el  servicio  de  va- 
limiento, y  concluye  enérgicamente  con  estas  palabras:  Sensible  es 
que  en  nuestra  historia  moderna  se  lea  esta  página  que  tan  poco  le 
favorece. — Por  reclamación  del  Ayuntamiento  de  Barcelona,  que 
se  quejaba  de  las  enajenaciones,  se  les  dio  otra  forma  (R.  O.  de  30 
de  Junio  de  1834)  admitiéndose  en  las  subastas  posturas  de  *arren- 

(i)  Así  lo  expresa  en  efecto  la  pragmática  citada  al  final  de  su  mí  mero  4.  De  sus  dis- 
posiciones en  general  hemos  tratado  (par.  63  al  67  de  la  presente  Reseña^) 

(2)  Alude  á  la  general  enajenación  de  oncios  públicos  que  se  denominan  des^e  enton- 
ces vendibles  y  tenunciabUs,  y  acerca  de  cuya  provisión  pueden  consultarse  las  reglas  en 
la  ley  12,  tít  89  lib.  7?  Nov.  Rec. 
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"damiento  anual,  porque   "se  podrá  quizás  sacar  más  ventaja  que 
"con  el   precio  pagadero   por  una  sola  vez,  facilitándose   al  mismo 
"tiempo  este  alivio  á  los  interesados  que  no  cuenten  al  contado  con 
"el  total  del  remate." 

72. — Con  motivo  de  no  ser  ya  necesaria  la  cualidad  de  escribano 
en  los  que  desempeñaban  los  cargos  de  Secretarios  de  A3'untamien- 
tos,  surgió  la  duda  de  si  deberían  seguir  teniendo  á  su  cargo  los  re- 
gistros de  hipotecas,  ó  si  habian  de  confiarse  estos,  para  mayor  se- 
guridad, á  personas  que  ejerciesen  la  fe  pública,  y  se  resolvió  por 
Real  Orden  de  7  de  Octubre  de  1836  que  ínterin  se  hiciese  el  arre- 
glo definitivo  de  los  oficios  de  hipotecas,  en  todos  los  pueblos  donde 
el  Secretario  respectivo  no  fuese  escribano,  se  encargase  del  oficio 
el  mas  antiguo  de  los  escribanos  de  numero. — Otras  disposiciones 
se  dictaron  sobre  el  impuesto  en  años  sucesivos. 

73. — De  mucho  mayor  importancia  fué  otro  decreto,  dado  en  23 
de  Mayo  de  1845  Y  ^^^  causó  considerables  reformasen  la  materia 
que  estudiamos.  Sujetó  al  derecho  de  hipotecas,  i9:  toda  traslación 
de  inmuebles  en  propiedad  ó  usufructo,  excepto  el  conocido  en  Ara- 
gón con  el  nombre  de  viudedad;  29:  todo  arriendo  ó  subarriendo  de 
los  'mismos  bienes;  3?:  toda  imposición  y  redención  de  censos  u  otras 
cargas  sobre  los  mismos.  Declaró  exentas  del  impuesto  las  heren- 
cias en  línea  recta  de  ascendientes  ó  descendientes  y  las  adquisicio- 
nes á  nombre  y  por  el  interés  general  del  Estado.  Pero  unas  y  otras 
sujetas  al  registro  que  ha  de  llevarse  para  toda  clase  de  traslaciones 
de  propiedad  ó  usufructo  [Art.  i9];  fijaba  el  importe  de  los  dere- 
chos en  cada  caso  [Art.  4?  al  1 3]  confiaba  á  los  encargados  de  los 
Oficios  de  hipotecas  las  oficinas  de  registro  para  la  cobranza  del  im- 
puesto ("Art.  i6J  ordenaba  que  dichas  oficinas  dependiesen  de  la 
Administración  de  la  Hacienda  pública  en  cada  provincia,  pero  su- 
jetas  á  la  inspección  de  la  autoridad  judicial  del  partido  f^Art.  17^; 
disponía  que  de  todos  los  actos  sujetos  al  impuesto  se  tornase  razón 
en  la  oficina  del  Registro  del  partido  en  que  se  halla.sen  las  fincas  en 
el  término  de  ocho  dias  si  sé  habian  celebrado  en  el  pueblo  donde 
existia  la  oficina,  y  el  de  un  mes  si  en  otros;  y  contándose  dichos 
plazos  desde  la  fecha  de  la  adjudicación  si  no  intervenía  juez,  y  des- 
de la  aprobación  de  la  fecha  y, partición  si  interviniese.  (^'Art.  i8.^ 
El  mismo  plazo  se  marcaba  para  presentar  á  la  toma  de  raz^n  las 
escrituras  hipotecarias,  las  cuales  no  devengaban  derechos,  y  los 
mandatos  judiciales  de  embargos.  ^Art.  ig).  Las  escrituras  en  que 
se  consignaran  contratos  registrables  debian  contener  la  cláusula  de 
nulidad  si  dentro  de  los  plazos  fijados  no  se  presentasen  al  registro 
las  copias  autorizadas.  Í^Art.  20^  Los  contratos  privados  quedaban 
también  sujetos  al  registro.  ("Art.  21^  El  pago  del  impuesto  habia 
de  pre(;eder  á  la  toma  de  razón.  f^Art.  23/  Se  dictaban  reglas  acer- 
ca del  modo  de  llevar  los  registros  í^Arts.  25  al  39^  y  se  sanciona- 
ban todas  estas  disposiciones  con  otras  de  carácter  penal.  f'Art.  40 
al  50/ 
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74-— El  decreto  de  26  de  Noviembre  de  1852  hizo  extensivo  el  pago 
del  impuesto  al,  usufructo  llamado  viudedad  [Art.  i9]  eximió  de  él  y 
del  registro  los  contratos  de  arriendo  y  subarriendo  (Art.  ¿9);  exigió 
la  escritura  pública^para  el  otorgamiento  de  todo  acto  sujeto  al  regis- 
tro (Art  17)  y  efectuó  otras  reformas,  entre  ellas  la  de  disponer  que 
ningún  escribano  otorgara  documento  alguno  sin  que  se  le  hiciese 
constar  haberse  registrado  el  anterior,  que  sirviese  de  fundamento 
al  contrato  pretendido.  (Arf  1 6).r— El  Rgal  decreto  de  19  de  Agos- 
to siguiente  suspendió  esta  ultima  disposición  hasta  que  se  revisase 
la  legislación  hipotecaria  (Art.  3?)  restableció  la  inscripción  de  los 
arriendos  y  subarriendos  Art.  ($9)  y  dispuso  que  la  escritura  publica 
sólo  se  exigiese  en  los  casos  en  que  lo  requieren  las  leyes  como  re- 
quisito de  validez.  (Art.  69) 

75.— Después  de  las  disposiciones  que  hemos  ido  enumerando, 
dióse  en  1855  ^^^i  Real  orden  por  lasque  se  ordenó  admitir  á  la  ins- 
cripción todos  los  documentos  públicos  y  privados  (i^  cualquiera 
que  fuese  la  época  de  su  otorgamiento,  puesto  que  esa  circunstancia 
no  altera  ni  varia  el  valor  legal  que  puedan  tetier  enjuicio) '  si  bien 
quedaban  los  otorgantes  sujetos  á  los  derechos  y  multas  en  que  hu- 
biesen incurrido.  Tres  prórogas  más  se  concedieron  para  el  Regis- 
tro durante  el  año  de  1860. 

76. — Hemos  terminado,  con  la  brevedad  que  nos  proponíamos, 
pero  sin  omitir,  á  lo  que  creemos,  dato  alguno  de  importancia,  el 
resumen  histórico  del  antiguo  sistema  de  hipotecas.  -  Vamos,  pues, 
á  entrar  en  el  moderno,  refiriendo  la  formación  en  la  Península  de 
la  Ley  Hipotecaria,  sus  modificaciones  y  enmiendas,  y  últimamente 
su  aplicación  á  Ultramar. 


LEY  HIPOTECAI^IA. 


SU  FORMACIÓN  Y  ENMIENDAS  POSTERIORES. 

jy. — Mucho  tiempo  hace  que  se  echa  de  menos,  en  España  ün  buen 
Código  Civil,  y  no  era  posible  que  semejante  falta  se  olvidase  al  re- 
cobrar la  Nación  la  plenitud  de  sus  derechos. — Así  fué  que  las  Cor- 
tes convocadas  en  1810  formaron  el  proyecto  de  adoptar  un  Código 
civil;  la  Constitucidñ  de  181 2  elevó  á  precepto  legal  ese  proyecto, 
que  con  alguna  variante  reprodujeron  las  de  1837  y  1845;  y 
aunque  no  se  procedió  desde  el  momento  á  su  formación  tam- 
poco se  paralizó  la  tarea  de  legislar,  muy  activa  en  lo  que  va  de 
siglo.  Formáronse,  pues,  el  Código  de  Comercio  (1829),  el  Penal 
[1848],  reformado  más  adelante  por  dos  veces  [1850  y  1870]  y  por 

(i)  Aunque  la  Serna  cita  sólo  los  documentos  públicos  al  hablar  de  esta  Real  Orden,  dada 
en  18  de  Octubre  (par.  206  de  su  Introducción  histórica)^  ella  comprendió  las  dos  clases 
i  que  nos  referimos  en  el  texto. 
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fin,  el  proyecto  del  anunciado  Código  Civil,  en  1851.  Grandes  ajplau- 
sos  ha  merecido  ese  proyecto,  y  se  ha  escrito  acerca  de  su  alcance  y 
de  su  interpretación  casi  tanto  como  si  fuera  ley  vigente;  pero  el  es- 
collo con  que  tropezó  y  que  hasta  hoy  le  ha  impedido  tomar  fuerza, 
ha  sido  la  legislación  foral.t — "Creo,  Señores  (nó  creo,  sino  que  desde 
luego  afirmo,)  decia  La  Serna  en  el  Senado  al  discutirse  el  Proyecto 
de  la  Ley  Hipotecaria,  en  la  sesión  del  22  de  Noviembre  de  1860, 
que  no  hay  dos  países  en  Europa,  ]>or  opuestas  que  sean  sus  costum- 
bres y  sus  leyes  civiles  donde  estas  sean  tan  divergentes,  como  lo  son, 
por  ejemplo,  las  de  Castilla  y  Airagon." — Sin  duda  por  esto  fue  que 
eñ  Real  orden  de  12'  de  Junio  de  1851  se  dispuso  la  publicación  del 
Proyecto  en  la  Revista  jurídica***EI  Derecho  Moderno,"  con  elfin,  de- 
cia, *'de  que  se  discuta  previamente  por  personas  competentes  para 
ello,  se  ilustre  y  prepare  la  opinión",  á  fin  de  'introducir  en  él  las 
alteraciones  y  mqoras  de  que  aun  pueda  ser  susceptible."  En  la  mis- 
ma se  fconsigna  que  la  legislación  foral  constituía  la  principal  dificul- 
tad, y  a  ella  se  debe  todavía  el  que  aquel  Código  no  haya  llegado 
á  regir. 

78 — Así  fué  que,  aplazada  indefinidamente  la  sanción  legal  del 
Proyecto,  y  comprendiéndose  por  el  Gobiei*no  la  urgencia  de  refor- 
mar la  legislación  hipotecaria,  á  la  qué  aquel  dedicaba  dos  de  sus 
títulos  (el  19  y  20  de  su  libro  3?]  [i]  dictó  el  Real  decreto  de  8  de 
,  Agosto  de  1855,  cuyo  preámbulo  es  la  mejor  y  mas  clai;a  explica- 
ción de!  por  qué  la  ley  especial  sobre  hipotecas  se  ha  sancionado 
antes  que  el  Código  general,  de  que  todavía  hoy  se  carece.  Por  esta 
razón,  no  nos  atrevemos  á  extractarlo^  sino  que  creemos  necesario 
ofrecerlo  íntegro  á  la  consideración  de  los  que  estudian  nuestra  obra. 
Dice  así: 

•  79— "Pocas  reformas  en  el  orden  civil  y  económico  son  de  mas 
"interés  y  urgencia  que  la  de  las  leyes  hipotecarias.  Las  actuales  se 
"hallan  condenadas  por  la  ciencia  y  la  opinión,  porque  v¡\  garantizan 
** suficientemente  la  propiedad^  ni  ejercen  saludable  influencia  en  la 
"prosperidad  pública,  ni  asientan  en  sólidas  bases  el  crédito  territó- 
"rial,  ni  dan  actividad  á  la  circulación  de  la  riqueza,  ni  moderan  el 
"interés  del  dinero,  ni  facilitan  su  adquisición  á  los  dueños  de  la 
"propiedad  inmueble,  ni  dan  la  debida  seguridad  á  los  que  sobre 
"aquella  ■  garantía  prestan  sus  capitales.  Hubieran  sin  duda  estas 
**consideraciofies  provocado  hace  ya  tiempo  la  reforma,  á  no  haberse 
"creído  que  el  Código  Civil  era  el  lugar  mas  oportuno  para  verificar- 

(i)  El  19  trata  de  ¿a  hipoteca^  ó  sea  parte  sustantiva  dfel  sistema  hipotecario,  su  natura- 
leza, sus  requisitos  y  sus  clases  ( Disposiciones  generales);  hipoteca  legal  {C2J^.  29);  hipoteca 
voluniatia  (cap.  3^)  efectos  de  la  hipoteca  (cap.  4?)  y  su  extinción  (cap.  5.  ®  ) — El  20 
tr^ta  del  Registro  público^  ó  sea  parte  adjetiva  del  sistema  y  se  divide  así:  cap.  i.  ^  Dispo- 
siciones generalas; — cap.  2.  ^  De  los  títulos  sujetos  á  inscripción; — cap.  3.  ®  De  las  perso- 
nen a  ue  deben  ó ptuden  requerir  la  inscripción; — cap.  4  °  modo  de  hacerla-cap.  5.  *^.  efec- 
tos de  la  inscripción -csí^.  6.^  su  extinción: — cap.  7.®  Déla  anotación  preventiva  ;--- 
cap.  8.  °  De  leu  subinscf  ipciones  ó  sea  registro  de  los  actos  que  modifiquen  otro  acto  inscri- 
to.-9.  o  De  la  teneduría  del  fegistro,  ó  sea  quien  debe  \\ty2^t\o,-DÍsposÍ€Íones  tranisiofias. 
En  Á  curso  de  la  obra  tendremos  oportunidad  para  tratar  muchas  deesas  disposiciones. — 
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"la  y  nada  habría  que  oponer  á  este  aserto  si  la  complicación  inevi- 
"table  de  la  obra  y  las  dificilísimas  cuestiones  que  tiene  que  resolver 
"en  la  diversidad  de  leyes  civiles  de  los  antiguos  Estados  que  han 
"venido  á  formar  la  monarquía,  permitieran  llevar  en  breve  término 
"á  las  Cortes  el  proyecto  de  Código  Civil. 

8o. — "Pero  en  la  imposibilidad  de  hacerlo,  no  debe  dilatarse  lo 
"que  requiere  tan  urgente  remedio,  y  que  es  indisf)ensable  para  la 
"creación  de  los  Bancos  de  crédito  territorial,  para  dar  certidumbre 
"al  dominio  y  á  los  demás  derechos  en  la  cosa,  para  poner  límites 
"á  la  mala  fe,  y  para  libertar  al  propietario  del  yugo  de  usureros 
"despiadados.  Una  ley  especial,  á  cuyo  proyecto  se  dedique  con 
"preferencia  la  Comisión  que  V.  M.  tiene  nombrada  para  formular 
"el  Código  Civil,  [i]  satisfará  necesidad  tan  apremiante,  sin  que 
"este  pensamiento  altere  de  modo  alguno  el  de  la  formación  de  los 
"Códigos,  no  haciendo  mas  que  anteponer  por  especiales  y  podero- 
"sos  motivos  lo  que  por  de  más  urgencia  no,  puede  dilatarse  sin 
"inconvenientes  gravísimos. 

•8i — **La  Comisión  ilustrada  y  celosa,  estudiará  los  trabajos  an- 
"teriores,  los  comparará  con  las  leyes  de  las  demás  naciones,  y 
**preparará  sin  duda  un  proyecto  digno  de  ser  llevado  á  las  Cortes 
"apenas  hayan  reanudado  sus  importantes  tareas,  y  de  recibir  la 
"sanción  de  V.  M.;  sirviendo  este  trabajo  de  base  y  punto  de  partida 
"para  plantear  reformas  vivamente  ansiadas  por  el  país,  algunas 
"iniciada^  ó  reclamadas  enérgicamente  por  sus  representantes. 

82 — Se  dispuso,  pues,  que  la  Comisión  de  Códigos  [véase  la  nota 
del  par.  anterior]  se  dedicara  con  preferencia  y  brevedad  á  la  for- 
mación de  un  proyectó  de  ley  de  hipotecas  ó  de  aseguración  de  la 
propiedad  territorial. — Y  por  R.  O.  dada  dos  dias  después  [10  de 
Agosto  de  1855]  se  dijo  por  vía  de  instrucción  á  la  Comiáipn  citada: 
"S.  M.  desea  que  la  nueva  ley  parta  del  principio  de  la  publicidad  á^ 
"las  hipotecas:  publicidad  pedida  por  las  Cortes  de  Toledo  de  1539 
"y  por  Ic^  de  Valladolid  de  1555,  y  elevada  á  ley  del  feino;  que 
"como  incompatibles  con  aquella  condición  no  se  reconozcan  para  lo 
sucesivo  hipotecas  generales;  que  tstaXAozcdL  formalidades  exteriores 
''para  la  traslación  de  la  propiedad  y  de  los  demás  derechos  en  la 
"cosa  y  que  se  medite  con  detención  sobre  la  conveniencia  ó  incon- 
"veniencia  de  suprimir  las  hipotecas  legales;  y  en  el  primer  caso 
"que  se  escojíten  los  medios  *de  conciliar  la  supresión  con  los  intere- 
"ses  que  antes  protegia  el  privilegio,  y  especialmente  con  los  de  las 
"mujeres  casadas,  los  menores  y  los  incapacitados.* -Cuatro  puntos, 
sometió  pues,  el  Gobierno  con  especialidad  al  estudio  de  la  Comi- 
sión; proponiendo  tres  de   ellos  como  bases  del  Proyecto,  y  el  otro 

(i)  La  comisión  general  fué  creada  en  19  de  Agosto  de  1S43,  y  suprimida  en  31  de  Tu- 
fio  de  1S46,  la  sección  del  Código  Civil  se  estableció  por  real  decreto  de  1 1  de  Siembre 
del  mismo  año,  jr  el  Proyecto  de  dicho  Código  fue  presentado  al  Gobierno  en  5  de  Mayo 
de  18$  I.— Pero  aquí  se  refiere  el  Ministro  á  otra  Comisión,  la  nombrada  por  Real  decreto 
de  21  de  Febrero  de  1855  para  la  formación  de  la  ley  orgánica  de  tribunales  y  del  Código 
de  Procedimientos  y  para  la  revisión  del  Proyecto  del  Coligo  Civil. 
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simplemente  á  la  meditación  de  aquella.  La  publicidad  de  la  hipo- 
teca, la  supresión  de  la  general;  y  las  formalidades  externas  para  la 
trasmisión  de  los  derechos;  fueron  las  bases  designadas  por  el  Go- 
bierno que  además  recomendó  se  meditara  sobr^  si  convendría 
suprimir  las  hipotecas  legales;  aunque  dejando  bien  á  las  claras 
comprender  que  él  se  inclinaba  á  la  supresión.  Este  fué  en  efecto  el 
criterio  que  adoptó  la  Comisión. 

83 — ^Terminó  ésta  el  trabajo  que  se  le  habia  encomendado,  y  lo 
presentó  al  Gobierno  acompañado  de  una  extensa  Exposición  de 
Motivos,  en  6  de  Junio  de  1860.  Suscriben  dicha  exposición  los 
Sres.  Z?.  Manuel  Cortina,  como  Presidente,  D,  Pedro  Gómez  de  la 
Serna,  D,  Manuel  Garda  Gallardo,  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D, 
Pascual  Bayarri,  D.  José  de  Ibarra,  D.  Juan  González  Acevedo  y 
D,  Alejandro  Diaz  Zafra,  como  Secretario. — El  Gobierno  lo  pre- 
sentó á  las  Cortes  en  sesión  de  4  de  Julio  de  1S60,  expresando  que, 
**Como  dato  importante  para  ilustrar  la  discusión,  acompaña  la  ex- 
"posicion  de  motivos,  que  estima  como  el  mejor  preámbulo  y  mas 
"autorizado  comentario  de  la  ley.  "-Nombró  el  Senado  una  comisión 
para  emitir  su  dictamen,  y  evacuado  comenzó  á  discutirse  en  aque- 
lla alta  Cámara  en  22  de  Noviembre  de*  1860. 

84 — Pero  antes  de  hacer  la  breve  reseña  que  nos  proponemos  de 
la  discusión  en  Cortes,  reseña  que  consideramos  de  importancia,  ya 
por  la  que  en  el  orden  de  la  ciencia  revestían  muchos  de  los  que  en 
ella  tuvieron  parte  activa,  ya  por  la  naturaleza  de  los  argumentos 
empleados  en  pro  y  en  contra  del  proyecto,  ya  por  las  manifestacio- 
nes que  como  consecuencia  del  debate  se  vio  obligada  á  hacer  la 
Comisión,  vamos  á  presentar  un  breve  examen  de  la  exposición  de 
motivos,  puesto  que  esta  pr^rcedió  á  aquella  en  el  orden  cronológico 
y  ofrece  además  mayor  unidad  y  mas  coherencia. 

85 — En  dos  partes  puede  considerarse  dividida  dicha  exposición. 
La  primera  que  abraza  los  motivos  fundamentales  ó  capitales  de 
la  Ley;  la  segunda  las  especiales  ó  particulares  de  casi  todas  sus  in- 
novaciones. Puede  decirse  que  la  una  es  síntesis  y  la  otra  análisis.  La 
Serna  examina  la  primera,  en  la  parte  de  su  obra  que  titula  'Trole- 
gómenos".  No  copiaremos,  prolijamente  dicha  exposición;  solóla 
reproduciremos  en  lo  mas  sustancial. 

86.— Refiere  la  Comisión  los  inconvenientes  del  sistema  á  la  sazón 
vigente;  la  obra  emprendida  para  la  reforma,  las  dificultades  de  esta, 
que  son  causa  de  que  nadie  "puede  confiar  en  su  trabajo;  bastante 
"gloria  es  la  de  emprenderlo  y  llevar  una  piedra  á  la  grande  obra 
"de  la  regeneración  del  derecho."  Agrega  que  en  la  materia  hipote- 
caria la  ciencia  no  ha  dicho  aun  su  pítima  palabra,  y  que  las 
naciones  de  Europa  están  divididas  en  el  modo  de  resolver  las  gran- 
des cuestiones  á  que  dá  lugar,  disputándose  el  terreno  dos  sistemas 
puestos  frente  á  frente;  á  saber,  "el  que  introdujo  el  Código  Civil 
"francés,  imitado  por  otros  muchos  pueblos;   y  el  que  nacido  en 
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"Prusia,  ha  llegado  á  obtener  en  sus  reglas  'capitales  tantos  partida- 
"rios  y  dominado  en  tantos  países.*' 

Sj. — Se  plantea  aquí  por  la  Comisión  la  cuestión  de  los  sistemas, 
exponiendo  los  dos  que  en  la  actualidad  dividen  las  opiniones.  Tres 
son  los  conocidos;  el  romano,  ó  de  absoluta  clandestinidad,  que  ha 
quedado  expuesto  en  la  primera  parte  de  esta  Reseña,  y  los  dos  que 
menciona  aquí  la  Comisión.  El  nacido  en  Prusia  fué  el  que  se  in- 
trodujo por  la  ley  de  1783,  ó  sea  la  ordenanza  del  gran  Federico  II, 
por  la  que  conforme  con  los  principios  de  publicidad  y  especialidad 
dominantes  en  Alemania,  estableció  en  cada  una  de  las  provincias 
un  registro,  en  el  que  debian  inscribirse  todas  las  propiedades  in- 
muebles. 

88. — Y  el  otro  sistema,  el  '^introducido  por  el  Código  Civil  fran- 
cés," constituía,  como  dice  la  Comisión,  un  sistema  mixtOj  que  con- 
siste en  combinar  el  de  las  hipotecas  especiales  y  publicas,  que  son 
las  que  se  establecen  por  voluntad  de  los  propietarios,  con  otras 
constituidas  por  ministerio  de- la  Ley,  y  que  subsisten  en  virtud  de 
ella  misma.  Las  disposiciones  del  Código  Civil  francés  á  que  aquí 
se  hace  alusión,  son  las  do,  los  artículos  2101^  y  2106,  por  las  que  se 
establecen  privilegios  entre  los  acreedores  sin  el  requisito  de  la  irs- 
cripcioij:  tales  eran  las  costas  judiciales,  los  gastos  funerarios,  los  de 
la  última  enfermedad,  los  salarios  de  los  criados  por  una  anualidad 
vencida  y  lo  que  se  deba  de  la  corriente,  y  las  provisiones  para  la 
subsistencia  del  deudor  y  su  familia  durante  seis  meses  si  eran  al 
pormenor,  y  un  año  si  al  por  mayor.  Además,  la  del  artículo  2135, 
por  la  que,  se  establece  hipoteca  legal  con  ifidependencia  de  toda 
inscripción  á  favor  de  los  menores  é  incapacitados  sobre  los  bienes 
raices  de  sus  guardadores,  y  de  las  mujeres  casadas  por  sus  dotes  y 
pactos  matrimoniales,  sobre  los  del  marido.  Este  es,  pues,  el  sistema 
mixto  á  que  alude  la  Comisión,  y  que  fué  también  el  vigente  en 
nuestras  leyes  desde  la  pragmática  de  1768,  que  dejamos  sustancial- 
mentc  extractada  en  el  par.  64  al  66.  Este  sistema  se  llama  mixto, 
porque  es  una  combinación  del  sistema  romano,  ó  de  clandestinidad 
absoluta,  y  el  llamado  germánico  (i),  6  de  absoluta  publicidad.  El 
sistema  mixto  se  ha  llamado  generahnente  sistema  francés  y  vamos 
á  establecer  las  principales  diferencias  entre  uno  y  otro. 

89. — Estas  son:  i?,  que  el  sitema  alemán  proclama  en  absoluto 
la  publicidad  y  la  especialidad,  y  el  francés  acepta  por  excepción  las 
hipotecas  tácitas  y  generales. 

2?  En  que  el  alemán  solo  autoriza  el  examen  de  los  libros  á  los 
interesados,,  y  á  presencia  del  registi'ador;  y  el  francés  permite  á  to- 
das' las  personas  indistintamente  consultarlos  y  sacar  las  notas  que 
quieran. 

90. — No  ha  seguido,  pues>  nuestra  Ley  extrictamente  ninguno  de 
los  dos  sistemas. — En  cuanto  á  lo  fundamental,  verdad   que  adopta 


(I)    Véase  el  párrafo  18  de  esta  Reseña. 
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el  sistema  alemán;  pero  la  publicidad  no  es  absoluta  por  hoy:  llegará 
á  serlo  en  el  porvenir.  Los  que  tenían  hipoteca  tácita  por  la  legis- 
lación antigua,  y  no  la  tienen  legal  por  la  nueva,  podian  dentro  del 
término  de  un  año  pedir  una  hipoteoa  especial  [Art.  347  y  353  L.] 
(i)  y  una  vez  constituida  é  inscrita  surte  sus  efectos  desde  la  fecha 
en  que  por  la  antigua  ley  comenzó  á  existir  (Art.  352  L)  (2);  y  ade- 
más subsisten  por  tiempo  indefinido,  ó  sea  mientras  no  se  extingan 
con  arreglo  á  la  antigua  ley,  ó  por  un  procedimiento  especial  que 
sólo  se  adoptaría  á  petición  del  deudor,  las  hipotecas  legales  cons- 
tituidas sobre  los  bienes  del  marido  ó  del  padre.  (Art.  354  y  355)  (3) 
— Por  hoy,  y  mientras  el  transcurso  de  largo  número  de  años  no 
traiga  la  extinción  de  esas  hipotecas  que  continúan  siendo  tácitas, 
no  podrá  decirse  que  impera  la  publicidad  absoluta  en  nuestra  Ley. 
Hasta  entonces,  será  un  sistema  mixto,  por  más  que  lo  de  tácito  so- 
lo exista  respecto  de  derechos  que  nacieron  antes  de  promulgarse  la 
actual  ley. 

91. — Planteada  la -cuestión  con  respecto  á  los  dos  sistemas  que  se 
disputaban  la'  preferencia,  y  después  de  recordar  que  el  vigente  en 
España  á  la  sazón  era  el  sistema  mixto,  proclama  la  Comisión  re- 
sueltamense  que  no  será  éste  el  que  se  adopte.  Aquí  debemos  repro- 
ducir sus  palabras: 

92. — *'Mas  la  Comisión,  que  por  regla  general  propende  en  todos 
**sus  actos  á  lo  histórico,  á  lo  tradicional;  y  que  no  cree  que  deben 
"las  leyes  cambiar  las  bases  del  derecho  antiguo,  sino  cuando  la 
''conveniencia  de  hacerlo  así  se  halle  plenamente  justificada,  y  que 
* 'reconoce  de  buen  grado  que  el  legislador  debe  progresar  conser- 
"vando  cuando  no  es  notoria  y  urgente  la  necesidad  de  echar  á 
atierra  la  obra  de  las  generaciones  que  pasaron  para  levantar  otra 
"más  adecuada  á  las  exigencias  de  la  época,  se  vé  hoy  obHgada  á 
"presentarse  como  innovadora,  á  pedir  que  nuestro  sistema  hipote- 
"cario  se  asiente  sobre  nuevas  bases,  y  que  para  ello  se  modifiquen 
"todas  las  leyes  que  se  refieren  á  las  hipotecas.  Profundo  debe  ser 
"el  convencimiento  de  la  Comisión,  cuando  á  pesar  de  su  religioso 
"respeto  al  derecho  nacional,  propone  que  esencial  y  radicalmente 
sea  reformado." 

"93. — Asienta  después  la  Comisión  que  la  reforma  no  debia  limi- 
tarse al  sistema  hipotecario,  sino  hacerse  extensivo  á  "asentar  la  pro- 
piedad territorial  y  todas  sus  desmembraciones  y  modificaciones  en 
bases  más  seguras  que  las  en  que  hoy  descansa."  Agrega  que  no 
podia  ser  de  otra  manera:  porque  la  condición  más  esencial  de  todo 
sistema  hipotecario,  es  la  fijeza,  es  la  seguridad  de  la  propiedad,  y 
que  si  no  se  hacen  constar  las  mutaciones  que  ocurren  con  el  domi- 
nio de  los  inmuebles  desaparecen  las  garantías  que  pudiera  tener  el 
acreedor  hipotecario.     "La  obra  del  legislador  que  no   estableciera 

(i)    361  y  368  de  la  nuestra,  pero  extendiendo  el  plazo  á  dos  años. 

(2)  366  de  la  nuestra. 

(3)  368  y  369  de  la  nuestra. 
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este  principio,  dice  la  Comisión,  no  sería  subsistente,  porque  caería 
abrumada  con  el  peso  de  su  descrédito." 

94. — "Así  se  ha  comprendido  entre  nosotros,  continua,  en  todos 
"tiempos  el  sistema  hipotecario,  desde  que  D.  Carlos  y  D?  Juana, 
"accediendo  á  las  peticiones  del  Reino  en  las  Cortes  de  Toledo  (i) 
"y  adelantándose  á  lo  que  más  de  ciento  treinta  años  después,  ideo 
**para  Francia  la  inteligencia  privilegiada  de  Colbert,  (2)  allegaron 
"en  1539  por  primera  vez  materiales  para  la  obra  que  ahora  se  trata 
"de  levantar  sobre  bases  m^s  sclidas.  Entonces  con  sabia  previsión 
"plantearon  el  doble  problema  que  se  ha  agitado  en  todas  las  Na- 
"ciones  que  modernamente  han  querido  reformar  la  legislación  hi- 
"potecaria;  el  de  adquirir  sin  temor  de  perder  lo  adquirido,  y  el  de 
"prestar  sobre  la  propiedad  raíz  con  la  seguridad    de  que   no  sería 

"ineficaz  la  hipoteca. Que  la  inscripción,  pues,  ó  la  transcrip- 

"cion  de  la  propiedad  inmueble,  debe  comprenderse  en  el  proyecto, 
"está  fuera  de  duda:  no  sería  reformar  nuestra  legislación  hipotecaria 
"en  sentido  progresivo,  sino  empeorarla,  ó  mejor  dicho,  anularla  por 
"completo,  si  se  prescindiese  de  que  la  primera  base  de  la  Ley  fuera 
"el  registro  de  la  propiedad."  ^ 

95. — Pasa  la  Comisión  á  examinaf  cuál  de  los  distintos  sistemas 
era  de  adoptarse,  y  declara  que  el  antiguo,  el  de  las  hipotecas  ocul- 
tas, hace  imposible  el  crédito  territorial,  **porque  equipara  la  condi- 
"cion  de  la  propiedad  gravada  con  créditos  superiores  á  su  valor  á 
"la  propiedad  libre  de  todo  gravamen,  y  en  ultimo  resultado  desna- 
"turaliza  la  hipoteca,  haciendo  que  en  lugar  de  buscarse  como  ga- 
"rantía  el  crédito  real  del  deudor,  se  prefiera  mas  bien  su  crédito 
"'personal,  (3)  Todas  las  Naciones  modernas  y  la  nuestra  lo  han 
"anatematizado;  por  esto  puede  decirse  que  su  causa  está  irremisi- 
"blemente  juzgada  por  la  historia,  por  las  leyes  y  pjr  la  con- 
"ciencia," 

96. — El  sistema  mixto  no  ofrece,  á  juicio  de  la  Comisión,  tantos 
inconvenientes,  porque  si  bien  conserva  algunas  hipotecas  ocultas, 
para  proteger  el  derecho  de  personas  desvalidas,  adopta  la  publici- 
dad como  una  de  sus  bases.  Sin  embargo,  no  es  aceptable.  **Amal- 
'*gama  de  dos  sistemos  que  se  excluyen,  pretende  en  vano  conciliar 


(I)    Véanse  los  par.  51  á  58  de  esta  Reseña, 

í2)  Alude  aquí  la  Comisión  al  famoso  edicto  de  1673,  expedido  bajo  el  reinado  de  Luis 
XIV  por  su  primer  mmistro  Colbert.  En  él  se  establecía  el  registro,  y  se  declaral^a  aue 
bs  acreedores  cuyos  créditos  hubiesen  sido  registrados,  serían  preferidos  respecto  de  los 
inmuebles,  sobre  los  cuales  hubieran  hecho  sus  anticipos,  á  los  demás  acreedores,  aunque 
focnm  anteriores  ó  privilegiados.  (Art.  21) — Este  edicto  fué  derogado  al  año  siguiente,  á 
csuisade  la  obstinada  resistencia  con  que  fué  acogido.  No  habia  sido,  sin  embargo,  el  pri- 
mer ensayo  del  sistema  que  se  hiciera  en  Francia.  En  1581,  bajo  Enrique  III,  se  sujetaron 
i  registro  publicólos  contratos  de  venta  y  arrendamiento  y  los  testamentos.  En  1606,  rei- 
nmdi  Enrique  IV,  el  célebre  ministro  Sully  renovó  la  tentativa,  pero  una  y  otra  vez  se  es- 
trelló la  reforma  en  la  oposición  de  los  grandes,  á  quienes  no  convenia  la  publicidad  de  los 
gravamen  rs,  porque  venía  á  matar  el  ficticio  crédito  que  les  servía  para  mantener  el  fausto 
y  dar  pábulo  á  su  vanidad. 

(3)  Véase  lo  que  acerca  de  dicho  sistema  dejamos  asentado  en  el  par.  21  de  esta 
Reteña. 
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"la  prudencia  y  circunspección  de  los  acreedores  con  los  azares  que 
**no  pueden  prever.  Con  él* nunca  está  seguro  el  acreedor;  en  los 
"momentos  mismos  en  que  contrata,  después  de  asegurarse  por  el 
"Registro  de  la  propiedad  de  que  su-s  garantías  son  buenas,  después 
"de  adquirir  por  el  Registro  de  Hipotecas  la  convicción  de  que  nin- 
"gun  otro  tiene  inscripto  un  crédito  que  pueda  anteponerse  al  suyo, 
"se  encuentra  burlado,  porqne  una  hipoteca  legal  desconocida  tal 
"vez  hasta  para  el  deudor  mismo,  viene  á  frustrar  sus  cuidadosas  in- 
"vestigaciones,  á  convertir  un  contrato  calculado  con  toda  previsión 

"y  prudencia  en  un  juego  de  azar. No  es  esto  discurrir  sobre 

"teorías;  la  experiencia  lo  ha  puesto  bien  de  relieve  en  la  larga  serie 

"de  años  que  ha  dominado  en  España: puede  asegurarse   que 

"hay  muchos  contratos  que  siendo,  en  rigor,  por  la  voluntad  de  los 
"contrayentes,  préstamos  con  hipoteca,  se  han  otorgado  como  ven- 
"tas  con  pacto  de  retro,  originándose  pérdidas  considerables  para  el 
"supuesto  vendedor,  y  dándose  lugar  'al  escándalo  de  que,  bajo  el 
"nombre  de  uñ  contrato  lícito,  tenga  fuerza  el  reprobado  pacto  de 
*^comiso  en  un  préstamo  con  garantía.  Y  es  que  dentro  de  la  Ley 
"no  hay  medios  para  que  el  acreedor  se-  libre  del  riesgo  de  que  se 
"convierta  en  ineficaz  la  hipoteca,  porque  el  más  detenido  y  profun- 
"do  estudio  de  la  legislación  en  materia  tan  difícil  y  el  examen  más 
* 'circunspecto  de  la  historia  de  las  fincas,  el  conocimiento  de  lasper- 
"sonas  qué  las  han  obtenido,  de  los  cargos  públicos  que  han  desem- 
"p^ñado,  de  las  empresas  en  que  han  tenido  intervención,  de  las  res- 
"ponsabilidades  que  en  el  orden  de  las  familias  pueden  haber  con- 
"traido,  no  alcanzan  á  poner  al  acreedor  á  cubierto  de  créditos  olvi- 
"dados  de  todos  ó  desconocidos,  y  cuya  existencia  no  puede  sospe- 
"char  ni  la  previsión  más  exquisita.  Por  esto  la  mayor  parte  de  las 
"Naciones  que,  á  imitación  de  Francia,  adoptaron  el  sistema  mixto, 
"lo  han  abandonado,  y  quizá  no  esté  lejana  la  época  en  que  quede 
"tan  desautorizado  como  el  de  la  hipoteca  oculta  que  tenian  los  ro- 
"manos." 

97. — "No  hay,  pues,  más  que  un  sistema  aceptable:  el  que  tiene 
"por  base  la  publicidad  y  la  especialidad  délas  hipotecas." 

98. — ^Tales  son,  pues,  los  dos  caracteres  distintivos  de  la  nueva 
ley  según  la  Comisión:  la  publicidad  y  la  especialidad.  Pronto 
veremos  que  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  n<)  se  mostró  conforme  con  esta 
calificación,  que  á  su  juicio  era  diminuta.  Mientras  tanto,  veamos 
cómo  explicó  la  propia  Comisión  esos  dos  caracteres  fundamentales 
de  su  propia  obra. 

99. — "Mas  como  es  necesario  fijar  bien  las  palabras  que  pueden 
"ser  de  distinto  modo  interpretadas,  debe  decir  la  Comisión  cómo 
"entiende  la  publicidad.  Consiste  ésta  en  que  desaparezcan  l:is  hi- 
"potecas  ocultas,  (i)en  que  no  puedan  perjudicar  al  contrayente  de 
*'buena  fé  ninguna  carga  que  gravite  sobre  la  propiedad  si  no  se  halla 


(i)    Art.  159  de  la  L.  H.,  (173  de  la  nuestra.) 
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"inscripta  en  el  Registro;  en  que  quien  tenga  derechos  que  haya 
"descuidado  inscribir,  no  perjudique  por  una  falta  que  á  él  solo  es 
"imputable  al  que,  sin  haberla  cometido,  ni  podido  conocer,  adquiera 
"la  finca  gravada  ó  la  reciba  como  hipoteca  en  garantí^  de  lo  que  se 
"le  debe  (i)  en  que  el  Registro  de  la  propiedad,  en  que  el  Registro 
"de  las  Hipotecas  (2)  se  franqueen  á  todo  el  que  quiera  adquirir  un 
"inmueble,  prestar  sobre  él,  comprobar  derechos  que  puedan  corres- 
"ponderle,  y,  para  decirlo  de  una  vez,  al  que  tenga  un  interés  legítí- 
"mo  en  conocer  el  estado  de  la  propiedad  y  sus  gravámenes.  (3) 
"No  son  de  temer  en  este  sistema  pesquisas  impertinentes  que  pue- 
"dan  alentar  las  malas  pasiones  y  convertir  en  daño  de  personas  de- 
**termínadas  los  secretes  de  su  crédito." 

ICO. — Fijada  ya  la  significación  de  la  palabra  publicidad,  expli- 
cado que  consiste,  I?,  en  que  desaparezcan  las  hipotecas  ocultas; 
2?,  en  que  no  perjudique  al  contrayente  de  buena  fé  q\  descuido  de 
quien,  poseyendo  un  derecho  real  sobní  la  finca  de  que  se  trate, 
omitió  la  inscripción  [es  decir,  que  no  haya  clandestinidad  ni  en  las 
hipotecas  legales  ni  en  las  condicionales];  3?,  en  que  los  libros  de 
Registro  se  pongan  de  manifiesto  á  los  interesados;  pásala  Comisión 
á  exponer  las  ventajas  que  ha  de  producir  este  sistema,  antes  de  tra- 
tar la  materia  de  la  especialidad,  el  segundo  de  los  caracteres  de  la 
Ley.     Tócanos  también  transcribir  en  este  punto  sus  palabras: 

1 01. — "Para  conocer  la  importancia  del  sistema  adoptado  por  la 
"Comisión,  debe  tenerse  en  cuenta  que  el  fin  de  la  legislación  hipo- 
"tecaría  es  asentar  el  crédito  territorial  en  la  base  de  la  .seguridad 
"de  la  hipoteca  y  del  pago  de  lo  ofrecido.  El  que  presta  con  hipo- 
"teca,  más  bien  que  á  la  persoha,  puede  decirse  que  presta  á  la  cosa: 
"el  valor  de  la  finca  hipotecada  es  la  causa  porque  entra  en  la  bbli- 
."gacion:  el  deudor  es  sólo  el  representante  de  la  propiedad;  al  pres- 
"tamista  nada  le  intereson  el  crédito,  el  estado  de  fortuna,  las  cuali- 
"da^es  morales  de  la  persona  á  quien  dás«  dinero,  porque  para  nada 
"las  tiene  en  cuenta;  lo  que  le  importa  es  que  la  finca  baste  á  reinte- 
"grarle  en  su  dia  de  lo  que  le  dio.  Su  crédito  no  es  un  crédito  per- 
'^sonal,  es  un  crédito  real;  no  depende  de  la  persona  del  deudor, 
"no  está  sujeto  á  sus  vicisitudes;  lo  que  importa  al  acreedor  es  que 
"la  hipoteca  no  desaparezca;  adherido,  por  el  contrario,  su  crédito  á 
'la  finca,  no  se  altera  por  la  pérdida  de  crédito  personal  de  su  dueño. 
"El  crédito  territorial  así  queda  suficientemente  garantido;  cada  uno 
"sabe  hasta  donde  alcanza  la  preferencia  que  puede  tener  sobre  los 


(I)    Art.  23  (51  de  la  nuestra. ) 

U)  La  ley  primitiva,  que  es  á  la  que  se  refiere  la  Comisión,  dividió  el  Registro  en  dos 
secciones:  una  titulada  z/^- /«  Propiedad  y  otra,  de  las  Hepoteeas.  (Arts.  226,  227  y  2 jo.)  A 
esta  división  se  alude  en  el  texto  con  las  palabras  el  Registro  de  la  Propiedad^  el  Registro  de 
las  Hipottcas^  teniendo  en  cuenta  al  distinguirlos  así  que  se  Levaban  en  libros  diferentes. 
Antes  se  observa  la  propia  distinción  ($  96.) — I^  ley  Reformada  suprimió  esa  división, 
(Art.  227),  en  loque  le  ha  se^ido  la  nuestra.     (Art.  241.) 

(3)  A  este  fin  se  dirigía  la  disposición  de  los  arts.  279  y  280  de  la  Ley.  (293  y  294  de 
k  nacstrsu) 
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'demás  acreedores;  está  en  el  mismo  caso  que  si  se  hubiese  señalado 
*'una  parte  del  precio  de  la  finca  para  el  dia  en  que  se  hiciera  el  pago, 
**y  esto  sin  temor  á  privilegios  de  hipotecas  desconocidas  por  él, 
*'puesto  que  nunca  podrá  perjudicarle  lo  que  no  constare  en  el  Re- 
"gistro.  Con  la  adopción  de  este  sistema,  los  capitales  tendrán  un 
"empleo  sólido  y  fácil,  el  propietario  gozará  de  un  crédito  propor- 
**cionado  á  su  verdadera  riqueza,  se  activará  la  circulación,  bajará 
**el  interés  del  ¡dinero  y  nacerán  nuevas  fuentes  de  riqueza  y  pros- 
''peridad." 

1 02. — Ocupase  la  Comisión  en  el  párrafo  transcrito  en  describir 
los  beneficios  que  el  nuevo  sistema  ha  de  producir;  pero  es  de  adver- 
tir que  esos  no  existirán  de  momento.  Todavia  subsistirán  por  algu- 
nos años  hipotecas  tácitas,  y  mientras  exista  una  sola  de  ellas  no  se- 
rá en  absoluto  una  verdad  lo  que  se  asienta  por  la  Comisión  en  las 
palabras  reproducidas.  Hasta  que  desaparezca  la  última,  á  tenor 
de  lo  que  en  el  '^  90  de  esta  Reseña  hemos  espuesto,  no  .será  rigo- 
rosamente exacto  que  para  el  prestamista  el  deudor  sea  sólo  el  re- 
fresentantb  de  la  propiedad]  que  el  crédito  no  dependa  de  la  persona 
ni  esté  sujeto  á  las  vicisitudes  del  deudor,  ni  que  cada  uno  sepa  has- 
ta donde  alcanza  la  preferencia  que  puede  tener  sobre  los  demás 
acreedores,  porque  se  halle  en  el  mismo  caso  que  si  se  hubiese  seña- 
lado una  parte  del  precio  de  la  finca  para  el  dia  £n  que  se  hiciere  el 
pago.  Estos  serán  los  efectos  definitivos  de  la  ley,  pero  no  comien- 
zan con  ella  su  existencia.  Los  que  presten  dinero  en  hipoteca  den- 
tro de  los  dos  primeros  años  de  regir  la  Ley;  van  corriendo  respec- 
'to  de  hipotecas  tácitas  los  propios  riesgos  que  por  la  anterior  legis- 
lación (^  citado);  los  que  lo  hagan  después  de  los  dos  años,  pueden 
correr  todavía  alguno,  si  sus  deudores  se  hallan  en  cualquiera  de  los 
casos  á  que  se  refieren  las  hipotecas  ocultas  que  subsisten. 

103. — Pasa  la  Comisión  á  tratar  de  la  otra  cualidad  distintiva  del 
sistema,  la  especialidad  de  la  hipoteca,  y  le  cedemos  también  acer- 
ca de  ese  punto  la  palabra: 

104. — ''Consecuencia  lógica  del  si.stema  de  publicidad  de  las  hí- 
"potecas  es  que  desaparezcan  de  nuestro  derecho  las  generales:  si 
''prevalece  el  principio  de  la  Comisión,  quedarán  desde  luego  refor- 
"madas  todas  las  leyes  que  las  prescriben  ó  autorizan  y  nada  signi- 
"ficará  la  cláusula  de  hipoteca  general  que  en  adelante  se  ponga  en 
"los  contratos  entre  particulares,  como  de  hecho  no  lo  ha  significado 
"desde  la  creación  de  las  Contadurías  de  Hipotecas,    (i)     La  hipo- 


(I)  La  ley  5?,  tit.  13,  P.  5?  permitía  expresamente  la  hipoteca  general,  y  aun  de  los 
bienes  futuros;  pero  desde  el  establecimiento  de  las  Contadurías  de  Hipotecas,  como  dice 
la  Comisión,  ó  sea  desde  la  pragmática  de  1768  (hoy  ley  3,  tit.  16,  lib.  loV  Nov.  Rec); 
cesó  realmente  de  tener  fuerza  de  hipoteca  ese  gravámen,*porque  dicha  ley  dispuso:  i?,  que 
se  tomase  razón  en  el  registro  de  los  instrumentos  que  tuviesen  especial  y  expresa  hipoteca 
ó  gravamen  t  de  lo  que  resulta  que  no  estaban  incluidas  en  la  obligación  del  registro  las  hi- 
potecas generales)  2?,  que  los  instrumentos  no  registrados  ns  hiciesnn  fé  para  el  efecto  de 
perseguir  las  hipotecas^  y  por  tanto,  no  podian  hacerla  las  generales,  puesto  que  no  se  re- 
gistraban.— De  aquí  la  práctica  de  que  la  hipoteca  general  convencional  no  surtiese.efecto 
contra  tercero,  y  á  eso  se  refiere  aquí  la  Comisión,  diciendo  que  no  eran  tales  hipotecas. 
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"teca  general,  aunque  se  limite  á  los  bienes  presentes,  y  no  se  ex- 
"tienda,  como  es  níuy  común  á  los  que  en  adelante  puedan  adqui- 
"rirse,  dá  por  resultado  la  falta  de  publicidad  en  la  hipoteca,  porque 
"en  tanto  puede  decirse  que  esta  es  publica,  en  cuanto  esté  inscrip- 
"ta  en  el  Registro  con  individual  expresión  de  la  finca  á  que  afecta 
"y  de  la  cantidad  á  que  se  extienda  la  garantía.  La  especialidad, 
•*pues,  de  la  hipoteca,  es  el  complemento  de  su  publicidad/' 

105. — "Aun  sin  esta  consideración,  que  en  el  sistema  adoptado  es 
"decisiva,  no  hubiera  dejado  la  Comisión  de  suprimir  las  hipotecas 
"generales,,  porque  su  misma  extensión  las  hace  ilusorias.  Por  lo 
"mismo  que  comprenden  todos  los  bienes  presentes  y  futuros  del 
"deudor,  éste  tiene  que  quedar  en  libertad  de  enajenarlos,  (2)  y  si 
"lo  hace  con  todos,  desaparece  la  garantía,  sin  que  haya  derecho  á 
"reclamar  contra  el  comprador,  viniendo  asía  hacer  nulo  en  realidad 
"el  derecho  en  la  cosa,  porque  hipoteca  que  no  sigue  á  la  finca,  cual- 
"quiera  que  sea  su  poseedor,  no  merece  llamarse  hipoteca." 

106.  —Expuesto  ya  lo  relativo  á  los  dos  caracteres  de  piíbticidad 
y  especialidad,  pasa  la  Comisión  á  otro  orden  de  consideraciones,  de 
las  que  algunas  reservamos  para  determinados  lugares  de  esta  Ley. 
pues  por  ahora  solo  nos  proponemos  tratar  de  lo  que  tenga  verda- 
dero carácter  de  generalidad. 

107. — Como  quiera  que  la  Ley  Hipotecaria  fué,  por  decirlo  así, 
una  rama  del  Código)  Civil,  desprendida  con  el  fin  de  que  no  partici- 
pase de  la  ruina  de  e.ste  cuando  la  oposición  á  que  dieron  vida  los  fue- 
ros de  las  provincias  hicieron  contemplar  como  inminente  su  pérdi- 
da, de  aquí  que  fuese  necesario  llenar  aquel  vacío  con  disposi- 
ciones que  no  caben  dentro  de  una  ley  extrictamente  hipotecaria. 
En  los  Códigos  Civiles  la  sección  de  hipotecas  ocupa  reducido  pues- 
to; como  lo  ocupaba  también  en  el  Proyecto  de  Código  de  que  hemos 
hablado  tantas  veces.  De  aquí  que  á  muchos  la  extensión  de  la  Ley 
les  pareciese  un  defecto,  y  que  la  censuraran  duramente.  La  Comi- 
sión se  creyó  en  el  debeí*  de  defenderla,  basándose  en  la  necesidad  de 
armonizar  sus  disposiciones  con  otras  que,^  debiendo  constar  en  un 
Código,  y  no  existiendo  éste,  fué  forzoso  introducirlas  en  la  propia 
Ley.     Hé  aquí  como  se  expresa: 

108. — *'Si  la  legislación  hipotecaria  estuviera  comprendida  en  un 
"Código  Civil  cuyas  partes  guardasen  entre  sí  la  unidad  y  corres- 
"pondencia  necesarias,  sin  duda  muchas  de-las  disposiciones  que  es-' 
**tán  escritas  en  el  Proyecto  no  se  encontrarían  en  el  título  del  Có- 
"digo,  consagrado  especialmente  á  las  hipotecas,  sino  que  estarían 
"diseminadas  en  toda  la  obra.  Si  existiendo  un  Código  civil  homo- 
**géneo  en  todas  sus  partes  se  tratara  para  completarlo  de  establecer 
"una  ley  especial  de  hipotecas,  tampoco  sería  necesario  dar  tanta  ex- 
"tension  á  la  obra;  en  el  Código  civil  se  encontraría  considerable  nií- 
"mero  de  las  disposiciones  á  que  se  dá  cabida  en  el  proyecto.     Si 


(2)    Véase,  sin  embargo,  lo  dispuesto  en  las  Leyes  del  Estilo  ($  40  de  esta  Reseña, 
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**aun  fuera  de  estos  casos,  la  Comisión  adoptara  los  principios  esta- 
"blecidos  en  nuestras  leyes  seculares,  y  respetando  lo  que  existe  se 
^'limitara  á  desenvolver  prácticamente  las  reglas  escritas  en  nuestro 
**ant¡guo  derecho,  seria  también  fundada  la  censura.  Pero  nada  de 
"esto  sucede;  el  proyecto  cambia 'profunda  y  radicalmente  en  sus 
"principios  cardinales  la  antigua  legislación  de  hipotecas:  casi  todas 
"las  disposiciones  que  hasta  aquí  han  regido  respecto  á  ellas,  sufren 
"en  mayor  ó  menor  escala  cambios  importantes:  el  derecho  civil  ex- 
"perimenta  alteraciones  trascendentales:  apenas  hay  una  de  sus  ins- 
"tituciones  á  que  no  afecte  la  innovación:  en  el  orden  de  la  familia  á 
"la  sociedad  conyugal  y  á  la  potestad  paterna;  en  el  de  tutelas  y  cu- 
"radurías  á  las  relaciones  entre  el  menor  ó  incapacitado  y  los  que  es- 
"tán  encargados  de  su  guarda;  en  el  de  la  propiedad  y  los  demás 
"derechos  en  la  cosa  á  su  adquisición,  su  conservación,  su'trasmision 
"y  sus  modificaciones;  en  el  de  las  sucesiones  al  respeto  á  la  vohm- 
"tad  del  testador  ó  á  la  disposición  de  las  Leyes;  en  el  de  contratos, 
"á  la  seguridad  del  cumplimiento  de  muchos  importantísimos." 

109. — Después  de  demostrar  la  Comisión  que  la  novedad  en  las 
disposiciones  de  la  Ley  y  su  oposición  con  las  que  entonces  regian,  ha 
hecho  necesaria  la  adopción  de  otras  de  carácter  general  que  se  ar- 
monicen con  la  reforma;  después  de  recordar  por  medio  de  una  enu- 
meración metódica  las  distintas  secciones  del  Derecho  civil  que  que- 
dan modificadas,  pasa  á  indicar  otros  órdenes  del  derecho  que  su- 
fren también  alteraciones,  y  designa  las  leyes  de  procedimiento  y  las 
administrativas  [por  razón  de  la  hipoteca  legal  á  favor  del  Estado, 
las  provincias  y  los  pueblos,  y  otras  disposiciones.] 

1 10. — También  se  ocupa  algo  la  Comisión  en  defender  el  método 
seguido,  pero  de  esta  parte  de  su  trabajo  trataremos  al  exponer  algu- 
nas de  las  objeciones  que  en  las  Cortes  se  hicieron  al  Proyecto. 

DISCUSIÓN  EN    CORTES. 1. SENADO. 

1 1 1. — Dijimos  antes  que  la  discusión  del  Proyecto  de  ley  comenzó 
en  el  Senado  el  22  de  Noviembre  de  1860,  y  sólo  nos  resta  ahora 
ofrecer  una  reseña,  aunque  lijera,  de  lo  que  en  ella  se  expuso;  pues 
mucho  de  lo  que  se  declaró  es  materia  digna  de  atención  y  estudio, 
y  por  otra  parte,  repetir  prolijamente  cuanto  allí  se  dijo  sería  impro- 
pio de  una  obra  como  la  presente,  en  que  debe  tomarse  lo  útil  de 
donde  quiera  que  exista,  y  desecharse  lo  conocido  y  trivial. 

112. — El  27  de  Noviembre  terminó  en  el  Senado  la  discusión  del 
Proyecto,  con  la  aprobación  del  mismo,  habiéndo.sc  interrumpido  la 
discusión  tan  solo  el  25,  por  ser  festivo.  Hicieron  uso  de  la  palabra 
los  Sres.  siguientes  por  en  el  orden  que  van  nombrados: 

Sres.  Huelvez. 

Gómez  de  la  Serna  [de  la  Comisión  de  informe.] 

Luzuriaga. 

Ministro  de  Gracia  y  Justicia  [Fernandez  Negrete.] 
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Rodríguez  Camalefío. 

Carramolino  [de'la  Comisión  de  informe.] 

Arrazola. 

Alvarez  [D.  Cirilo.] — También  de  la  Comisión. 

Sierra. 

Fernandez  Baeza  (de  la  Comisión.) 

113. — El  Sr.  Huelves  se  limitó  á  formular  una  petición  destinada 
á  obtener  el  alivio  de  los  multados  por  falta  de  inscripción,  fundada 
en  la  disposición  de  los  arts.  389  y  390  del  Proyecto  de  JLey.  Re- 
plicóle el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  que  eso  no  incumbia  á  la  comisión, 
puesto  que  no  era  de  la  ley. 

114. — Tomó  entonces  la  palabra  el  Sr.  Luzuriaga,  y  habló  prin- 
cipalmente de  la  necesidad  de  un  Código  Civil,  de  los  inconvenien- 
tes de  formar  aislada  la  Ley  de  hipotecas;  tachó  á  ésta  de  poco  me- 
tódica por  anteponer  el  tratado  de  inscripciones  al  de  hipotecas, 
debiendo  ser  al  contrarío,  y  de  tener  demasiada  extensión,  como 
resultaba  de  sus  *'cuatrocientos  y  tantos  artículos"  (i)  siendo  así  que 
**si  ocupase  la  parte  que  le  corresponde  en  el  Código  civil  no  pa- 
sarían de  ICO  sus  disposiciones,"  y  que  esto  es  la  consecuencia  nece- 
saria "de  la  mala  elección  de  sistema,  de  haber  querido  aislar  esta 
ley  y  que  no  figurara  en  un  Código."  (2)  De  varios  puntos  concre- 
tos de  la  Ley  trató  en  seguida  el  Sr.  Luzuriaga,  pero  esa  parte  de 
su  discurso,  como  todo  lo  que  se  refiera  á  determinadas  disposicio- 
nes, lo  reservamos  para  el  lugar  que  corresponda  .según  el  respectivo 
artículo,  en  la  parte  principal  de  nuestra  obra. 

115. — Contestaron  al  Sr.  Luzuriaga  los  Srcs.  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  [que  lo  era  á  la  sa,zon  el  Sr.  Fernandez  Negrete)  y  Gómez 
de  la  Serna.  El  Ministro  defendió  la  urgencia  de  reformar  la  ma- 
.  tena  de  hipotecas,  y  citó  el  ejemplo  de  varios  Estados  que  habian 
promulgado  Leyes  Hipotecarias  separadas  de  sus  Códigos.  (3)   Im- 

(i)    Tenia  la  L.  H.  de  1861,  416  artículos. 

(2)  Al  señalar  el  Sr.  Luzuriaga  los  graves  inconvenientes  del  sistema  ala  sazón  vigen- 

%  es  dedr,  el  de  las  hipotecas  ocultas.   pronunf^M  estas  notables  palabras:   " es  hasta 

tenerario,  en  el  estado  actual  de  nuestra  legislaciois  comprar  bienes  territoriales.  En  mi 
carrera  de  abogado,  nada  me  ha  costado  tanto  trabajo  como  decir  á  una  persona  que  bus- 
can mi  dictamen,  que  con  seguridad  adquiriese  una  finca,  y  digo  más:  nadie  puede  darlo 
con  seguridad  de  no  equivocarse,  porque  es  imposible  averiguar  si  ha  habido  un  tutor,  una 
nnijer  casada,  un  empeño  contra  el  Estado,  y  otra  porción  de  cosas:  imposible." — Hablan- 
<]o  después  de  la  necesidad  dp  un  Código  civil,  dijo  "que  el  mas  perito  no  puede  estar  se- 
gofo  de  que  conoce  todas  las  leyes  de  su  país  en  ninguna  materia,"  y  se  refería  directa- 
•wtóc  al  Sr,  la  Serna,  quien  contestó:  *'Me  ha  preguntado  S.  S.  si  sabia  todas  las  leves 
<feiBipaís.  No  tengo  esa  pretensión;  creo  que  el  que  la  tuviera  sería  un  loco....  — 
CoDsecoencia,  según  el  Sr.  Luzuriaga,  de  encontrarse  las  Leyes  dispersas  en  mil  volüme- 
nes.— Hemos  crcido  conveniente  reproducir  estas  palabras  por  la  luz  que  arrojan  sobre  lo 
<pit  es  nuestra  legislación.  « 

(3)  Los  Estados  que  citó  el  Sr.  Ministro  fueron:  República  francesa,  ley  de  ii  de 
BrnmArio,  a4o  VIL — Baviera,  ley  de  i?  de  Junio  de  1822. — Bremen,  ordenanzas  sobre 
hjreodas  é  hipotecas  de  i?  de  Mayo  de  1834. — Estados  Romanos,  reglamento  de  10  de 
?í<wiembrc  de  1834. — Sajonia,  1843. — Friburgo,  i?  de  Julio  de  1834. — Grecia,  1 1  de  Agos- 
to de  1836. — Lubeck,  1818. — Francia,  ley  de  transcripciones  de  1855,  cjue  completa  elCó- 
<fip)dv!i. — Bélgica,  ley  de  185 1  reformando  el  Código  en  la  materia  hipotecaria. — Milán, 
patente  del  Lombardo-Véneto,  1826. — Prusia,  Ordenanzas  de  Federico  II,  1783.— Wur- 
leabcrg,  ley  de  1$  de  Abril  de  1825.-— Ginebra,  Hanover,  Hesse  y  la  Baviera  Riniana, 
COD  proyectos  pendientes  de  reforma  hipotecaría. 

VI 
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pugnó  la  opinión  del  Sr.  Luzuriaga  respecto  al  orden  de  materias, 
expresando  que  por  ser  la  hipoteca  una  afección  de  la  propiedad,  era 
preciso  hablar  de  ésta  antes  que  de  aquella. 

1 1 6. — ^Y  en  cuanto  á  comprenderse  en  la  Ley  disposiciones  de  ca- 
rácter general;  observó  el  Ministro  que  así  sucedía  "por  lo  mismo 
que  es  una  rama  desgajada  del  gran  árbol  civil,"  pero  que  eso  signi- 
ficaba tan  sólo  que  "ahorraremos  en  el  Código  civil  lo  que  esté 
en  ley  la  hipotecaria."  ^ 

117. — El  Sr.  Gómez  de  la  Serna  .se  extendió  largamente  en  lo 
concerniente  al  Código  Civil,  cuya  aprobación  sostuvo  que  debía 
aplazarse;  é  ir  preparando  la  opinión  para  realizar  con  más  oportu- 
nidad ese  propósito.  Sentimos  que  la  ocasión  nos  vede  reproducir, 
siquiera  en  la  parte  que  á  ese  punto  se  refiere,  el  magnífico  discurso 
de  que  hablamos.  Pero  sí  en  los  debates  de  las  Cortes  pudo  tratar- 
se con  oportunidad  esa  materia,  y  aun  fué  sumamente  luminosa 
aquella  digresión,  rompería  la  unidad  en  nuestra  obra,  y  daría  pá- 
bulo á  una  justa  crítica.  -La  relaci<.»n  que  la  Ley  Hipotecaria  tiene 
con  el  Código  Civil  quedó  explicada  en  el  '^  80  de  esta  Reseña.  Vol- 
ver sobre  la  idea  ó  entrar  en  sus  pormenores  sería  un  lujo  excesivo, 
y  como  tal,  un  defecto.  Remitimos,  pues,  á  la  fuente,  esto  es,  al 
Diario  de  las  Cortes,  á  los  que  deseen  ilustrarse  más  en  la  materia. 

1 1 8. — Acerca  del  orden  seguido  por  la  Ley,  también  contestó  el 
Sr.  Gómez  de  la  Serna  á  Luzuriaga.  Después  de  explanar  la  idea 
emitida  por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  acerca  de  ser  la  hipo- 
teca sólo  una  desmembración  de  la  propiedad,  por  lo  cual  ésta  debe 
preceder  á  aquella,  pues  "hacer  otra  cosa  sería  alterar  el  orden  natu- 
ral de  las  ideas,"  cita  otra  consideración,  de  orden  secundario,  aun- 
que no  por  eso  privada  de  importancia.  "Es  regla  de  redacción  de 
"toda  ley,  y  especialmente  de  los  Códigos,  que  las  referencias  se  ha- 
*^gan  siempre  á  los  artículos  que  han  pasado  y  no  á  los  que  han  de 
"venir.  Algunas  veces,  creo  que  son  dos,  (i)  la  Comisión  ha  teni- 
"do  que  faltar  á  este  propósito,  porque  no  siempre  es  posible  llevar 
"estas  reglas  hasta  sus  ultimas  consecuenciais.  Pero  si  en  lugar  de 
"seguir  las  hipotecas  á  la  propiedad  y  á  los  demás  derechos  en  la 
"cosa  los  antecediera,  el  resultado  sería  que  tendrían  que  hacerse 
"continuas  referencias  á  artículos  de   que  no  se  hubiera  tratado." 

119. — También  se  ocupó  en  examinar  el  punto  relativo  á  la  mul- 
titud de  referencias  que  se  notan  eo  la  Ley,  y  acerca  de  ésto,  como 
nos  proponemos  no  omitir  nada,  dé  lo  que  conduzca  á  juzgar  del  ma- 
yor ó  menor  mérito  de  aquella,  le  dejamos  la  palabra. — Dijo  así: 

120. — "Se  repite  todos  tes  días,  cuando  por  omitir  referencias  in- 
"curren  (los  redactores  de  las  leyes)  en  repeticiones,  que  sqs  leyes  no 

(i)  No  sabemos  cuáles  serían  los  dos  artículos  de  la  Ley  de  1861  á  que  aludió  la  Serna, 
pues  si  en  el  20  y  34  se  hacía  referencia  á  artículos  colocados  mucho  después,  el  397  á 
410;  también  el  19  se  refería  á  otro  que  estaba  por  venir,  que  era  el  42  (50  en  la  nuestra); 
y  en  el  tit  13  se  hacían  varias  referencias  á  los  arts.  354  y  358  (368  y  372  en  la  nuestra) 
antes  de  insertarse  éstos. 
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•tienen  arte,  como  algunos  han  dicho  de  la  de  Enjuiciamiento  civil; 
"y  cuando  por  evitar  repeticiones  hacen  referencias,  se  les  increpa  y 
•'tacha  su  obra  de  defectuosa  y  de  difícil  lectura,  y  hasta  de  incoin- 
"prensible.  ¿Cuál  de  los  dos  sistemas,  pues,  debemos  seguir?  A  mi 
"modo  de  entender  el  de  las  referencias,  porque  dá  una  forma  más 
"artística  á  la  ley  y  la  hace  de  más  fácil  comprensión  á  los  que  la 
'estudian  y  meditan:  es  verdad  que  hay  que  buscar  las  referencias; 
"pero  simplifica  el  texto,  permite  generalizar  las  ¡deas,  evita  repe- 
**ticiones  innecesarias,  disminuye  el  texto  de  la  ley,  le  quita  el  aspecto 
"de  casuística,  y  en  lugar  de  producir  dudas,  las  impide.  De  otro 
"modo,  el  que  redacta  la  ley  tendría  que  repetir  innecesariamente 
"muchas  veces  las  mismas  disposiciones,  lo  cual,  si  se  hiciera  con  las 
"mismas  frases,  sobre  monótomo,  sería  desagradable,  supondría  en 
"el  concepto  de  algunos  pobreza  de  lenguaje,  y  si  se  cambiaba  el 
"modo  de  expresar  las  prescripciones,  dándoles  otra  redacción  dife- 
"rente,  se  perjudicaría  á  la  claridad,  y  á  la  recta  interpretación  sobre 
"todo,  porque  sería  frecuente  que  de  las  distintas  palabras  emplea- 
"das  para  expresar  la  misma  idea,  se  quisiera  deducir  diferencia  en 
"el  defecho/* 

121. — Concluyentes  son,  á  nuestro  juicio,  las  razones  que  aqui  da 
La  Serna  para  demostrar  la  superioridad  del  sistema  de  las  referen- 
cias sobre  el  de  las  repeticioneSy  en  la  redacción  de  las  leyes.  Cuando 
en  un  artículo  hay  que  recordar  la  disposición  mencionada  en  otro, 
no  debe  reproducirse  su  texto,  sino  citar  el  artípuló  á  que  se  alude, 
remitiendo  á  él  al  lector.  No  hay  que  decir  que  ésto  hace  difícil  la 
leciuray  porque  las  leyes  no  se  leen,  sino  que  se  estudian  y  meditan, 
y  á  los  que  esto  hacen,  se  les  facilita  su  tarea,  y  se  les  inspira  con- 
fianza demostrándoles  que  el  legislador  obedece  á  un  plan  uniformé, 
que  todas  las  partes  de  la  obra  se  completan  y  explican  lejos  de  con- 
tradecirse, y  que  responden  á  un  mismo  fin.  La  Ley  qiie  abunde  en 
continuas  referencias  lleva  en  sí  misma  la  demostración  de  su  unidad, 
y  sale  al  encuentro  de  cualquiera  contradicción  que  pudiera  impu- 
társele. Lejos,  pues,  de  considerar  ese  sistema  defectuoso,  creemoé 
que  es  el  único  aceptable^  y  que  donde  se  encuentran  los  vicios  es  en 
el  opuesto. — El  sistema  de  referencias  es  el  adoptado  en  la  Ley  Hi- 
potecaría. , 

122. — De  otro  cargo  defendió  también  al  proyecto  el  distinguido 
senador  cuyas  ideas  ofrecemos  en  extracto.  Habia  dicho  el  Sr.  Lu- 
zuríaga  que  era  demasiado  extensa;  y  á  esto  le  hace  observar  aquel 
que  en  el  Proyecto  de  Código^  Civil,  **á  pesar  de  que  en  el  título  de 
*1íi$  hipotecas  solo  esté  lo  que  á  ellas  especialmente  se  refiere,  á  pesar 
"de  que  no  trata  de  poner  en  relación  el  sistema  antiguo  con  el 
"nuevo;  á  pesar  de  que  comprende  solamente  la  parte  civil,  á  pesar 
"de  que  no  contiene  la  relativa  al  procedimiento  civil  y  críminal,  ni 
"la  relativa  al  Código  de  Comercio  y  á  la  administración,  y  á  pesar 
"de  que  no  establece  esa  multitud  de  reglas  que  se  ordenan  en  el 
"actual'  proyecto  para  pasar  del  antiguo  sistema  al  nuevo.. ..á  pesar 
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"de  todo  esto,    en  el  referido  proyecto   tenia  el  título  de  hipotecas 
"1 08    artículos." — Hemos  oido    repetir  mucho  este  cargo  contra  la 
Ley  nuestra,  y  por  esa  circunstancia  estimamos  útil  la  reproducción 
de  las  palabras  de  la  Serna  que  acaban  de  leerse.  En  el  Proyecto  de 
Código  civil,  en  efecto,  los  títulos  19  y.  20,  que  tratan  de  la  hipoteca 
y   el  Registro  comprenden  108  artículos  (del  1782   al  1889)  y  seis 
disposiciones  transitorias.  En  el  Código  Civil  francés  contenia  el  tí- 
tulo 18,  que  trataba  De  los  privilegios  c  hipoiecas^  112  artículos  (del 
2092  al  22Q3);  y  en  fin,  en  el  Código  Civil  Mejicano,  el  título  89  del 
libro  39,  consagrado  también  á  las  hipotecas,  y  donde  se  ha  aprove- 
chado mucho  la  Ley  Hipotecaria  española,  según  se  confiesa   en  la 
Exposición  que  precede  al  Código,  y  es  además  muy  fácil  de  com- 
probar,   abarca  la  materia    114  artículos   [del  1940   al    2053.] — Si 
nuestra  Ley  tiene  cuatro  veces  ese  numero,  débese,  como  dice  muy 
bien  la  Serna,  á  que  no  la  acompaña  el  Código,  por  lo  que  se  ve  en 
muchos   casos  precisada  á  suplir  su  falta;  á  lo  prolija  que  se  muestra 
en  establecer  el   tránsito  del  antiguo   sistema  al  nuevo,    y  en  fin,   á 
otras  disposiciones  que  establece  en  complemento  de  su  sistema. 
.    123. — Niega  la  Serna  que  la  ley  sea   casuística,  imputación   que 
atribuye  al  Sr.  Luzuriaga,  y  empezando  por  definir  el  término  dice 
**que  se  da  generalmente   el  nombre  de  casuísticas  á  las  leyes  que, 
**formadas,  digámoslo  así,  por  aluvión,  vienen  á  resolver  casos  par- 
ticulares," (\)  ci.ta  como  ejemplo  la  antigua  legislación  por  rescrip- 
tos (2)  y  agrega:  "Pero  mientras  se  den  reglas  generales,  mientras  es- 
*'tas  reglas  sean  de  casos  que  suelen  ocurrir,  de  casos  que  diariamente 
^'se  presentan  en  la  vida  práctica,  no  creo  que  pueda  decirse  que  hay 
**casuismo.  Yo  desde  luego  declaro,   que  si  se  me   convence  de  que 
''algún  artículo   de  la  ley  es  casuista,  diré  que   se  borre,  pero  estoy 
''firmemente  persuadido  de  que  no  hay  ninguno  que  lo  sea. 

124. — El  Sr.  Rodríguez  Camaleño  disertó  después  acerca  de  la 
necesidad  de  un  Código  Civil;  (^J  de  lo  inconveniente  que  sin  él  habría 
de  ser  la  ley  hipotecaria,  necesitada  de  416  artículos,  que  ni  aun  bas- 
tarían, porque  estaba  seguro  de  que  cuándo  llegase  á  ejecución  el 
Ministro  publicaria  un  reglamento,  y  que  "leyes  de  esta  clase,  dic- 
"tadas  de  esta  manera,  son  el  horrible  misterio  con  que  se  rodeaban 
"los  sacerdotes  del  paganismo  hablando  á  oscuras  con  los  adorado- 
"res  de  sus  ídolos." — Y  se  extendió  en  consideraciones  análogas. 
Los  Sres.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  y  Carramolino  fueron  los 
encargados  de  contestarle. . 

125. — El  Sr.  Ministro  dijo,  entre  otras  cosas;  y  haciéndose  cargo 
de  una  observación  que  atribuía  al  Sr.  Camaleño,  deque  los  traduc- 


(1)  Por  alm'ion  dice  la  Serna  que  se  forman  las  leyes  casuísticas,  aludiendo  á  que  se 
forman  separadamente,  á  medida  que  van  ocurriendo  los  caso§  particulares  para  [ue  se 
dictan,  y  á  semejanza  del  acrecentamiento  que  paulatinamente  dan  los  ríos  á  las  heredades 
vecinas,  que  es  10  que  se  llama  aluvión, 

(2)  Véase  la  nota  del  $  16  de  esta  Reseña» 

(3)  Sesión  del  dia  24  de  Noviembre. 
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torts  de  la  ley  debieron  sen  fieles  traductores  (i^  "Yo  reto  á  S.  S. 
**á  que  señale  el  origen  de  esta  le'y;  de  seguro  que  no  acepta  S.  S.  el 
'*reto.  ¿Cuál  es  el  origen  de  esta  ley?  Es  francés?  No:  esto  no  tiene 
"nada  de  francés.  La  Francia  acepta  principios  que  esta  ley  comba- 
nte. {2)  Es  alemán?  Cuál  es  la  ley  alemana?  En  Alemania  hay  21 
"leyíes  hipotecarias,  si  no  estoy  equivocado,  fundadas  sobre  la  tur- 
"quesa,  sobre  el  modelo  de  la  Ordenanza  de  Federico  II  de  1783. 
•'Yo  reto  á  S.  S.  á  que  me  diga:  ¿qué  ley  alemana  es  la  copiada? 
"Ninguna.  Naturalmente  la  nuestra  se  ,ha  de  parecer  algo  á  ella; 
**pero  nada  mas  que  parecerse.  La  humanidad  se  copia  recíproca- 
"mente;  la  ciencia  no  nace  de  repente  en  una  sola  cabeza:  es  preciso 
"tomar  antecedentes.  Hay  aquí  mucho  .del  sistema  alemán:  acaso 
"con  el  tiempo  haya  más  todavía;  hay  del  sistema  francés,  y  el  sistema 

"francés  puede  decirse  que  no  es  sistema" . 

126. — Y  explanando  la  propia  idea  entraba  el  Ministro  en  la  com- 
paración del  sistema  romano  con  el  germánico,  que  le  es  **comple- 
tamente  opuesta,"  y  decia  que  como  aquel  *'está  en  la  necesidad  de 
"proteger  al  desvalido,  naturalmente  la  ley  por  su  propio  ministerio 
"concede  efsos  derechos,"  mientras  que  el  germánico  descansa  en 
decirle  á  ese  desvalido;  "sean  cualesquiera  tus  derechos,  estos  no 
pueden  perjudicar  al  de  un  tercero";  y  deducía  que  no  había  en  la 
ley  copia  ni  plagio,  sino  que  ella,  *H:eniendo  en  cuenta  los  sistemas 
"que  dominan  en  el  mundo,  lo  que  hace  es  acojer  lo  más  á  propó- 
"sito  para  satisfacer  las  necesidades  del  pueblo  español". 

127. — Concluyó  el  Ministro  encareciendo  la  necesidad  de  no  pro- 
ceder con  apresuramiento,  sino  con  tino  y  prudencia,  en  la  reforma 
de  las  leyes,  y  son  tan  notables  sus  palabras  sobre  ese  punto  que 
creemos  conveniente  su  exacta  reproducción.  Fueron  éstas: 

128. — ''Señores,  los  códigos  no  se  han  hecho  mas  que  una  so- 
"la  vez  en  el  mundo:  es  verdad  que  lo  que  ha  hecho  la  Francia 
"no  se  conoce  en  ninguna  nación  del  mundo  desde  que  hay  historia: 
"es  difícil  que  vuelva  á  haber*otra  cosa  igual.  Hoy  se  discute  sobre 
"si  ha  sido  bien  ó  mal  hecho;  ya  hay  sobre  eso  escuelas:  no  será 
"malo  que  nosotros  podamos'  irnos  constituyendo  poco  á  poco  sin 
"necesidad  de  tener  la  presunción  de  que  de  una  vez  salga  consti- 
"tuida  una  nación  que  no  se  constituye  revolucionariamente;  porque 
"esa  es  la  cuestión;  es  más  fácil  constituir  cuando  no  hay  nada,  cuan- 
"do  todo  Se  ha  echado  abajo;  pero  eso  dé  echar  todo  abajo,  tampoco 
"ha  sucedido  mas  qu^  una  vez  en  la  historia  de  las  naciones. 

129.— :."¿Se  constituyó  Roma  de  una  vez?  Y  no  hablemos  de  toda 
"su  legislación  en  general,  sino  solo  de  so  legislación  hipotecaria; 
"si  no  estoy  equivocado,  tardó  setecientos  años:  desde  la  primera 
"resolución  del  pretor  Servio,    que  dio  al  locador  la  hipoteca  en  los 

(i)    Véase  loque  consignamos  en  el  $88  de  esta  J^eseifa. 

(2)  Creemos  que  quiso  hacer  alusión  á  las  siguientes  palabras  de  Rodríguez  Camaleño: 
"Habéis  adoptado  el  sistema-  francés?  Pues  vosotros  que  lo  habéis  admitido  aun  en  lo 
peor,  admitidio  en  Cío  que  más^  se  aproxima  en  la  práctica  á  la  Contitucion".  Referíase  el 
Sr.  Camaleño  al  sistema  que  se  sigue  en  Francia  de  discutir  las  leyes  en  el  Consejo  de  Estado. 
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''frutos  de  la  ñnca  que  arrendaba,  (i)  ^ta  Justíniano.  que  dio  la 
•'hipoteca  romana,  (2)  que  ha  dominado  en  Europa,  pasaron  mu- 
*'chos  años,  y  todavía  Justíniano  no  dejó  concluido  el  sistema  hipo- 
*tecário.  (sj  Ve  S.  S.  si  cuando  en  un  pueblo  esencialmente  legis- 
lador, como  lo  era  el  pueblo  romano,  se  necesitó  tan  largo  período 
'*de  tiempo  para  eso,  puede  exigirse,  á  no  ser  en  un  vértigo  revolu- 
*'cionario,  que  un  país  venga  á  constituir  su  legislación  de  una  sola 
**plumada,  bien  que  hoy  no  seria  tan  difícil  como  lo  fué  en  Francia, 
**porque  tenemos  el  ejemplo  de  otras  naciones  que  después  de  ellas 
'*se  han  ido  constituyendo;  pero  de  todos  modos  nunca  podría  ha- 
**cerse  de  un  modo  tan  precipitado." 

130. — Establece  el  Ministro  dos  ejemplos  muy  diversos  respecto 
al  modo  de  reformar  las  leyes,  citando  á  Ro,ma,  que  lo  hizo  en  siete 
siglos,  y  á  Francia,  que  se  constituyó  en  un  día,  y  hemos,  creído  de- 
ber recordar  esas  palabras,  ya  por  lo  elocuente  del  contraste,  ya  por- 
que sirven  para  explicar  el  por  qué.  la  Ley,  en  medio  de  sus  refor- 
mas, se  muestra  aún  conservadora,  y  el  por  qué  se  respetan  todavía 
los  derecho?  qíie  dejamos  citados  en  el  <^I02  de  esta  Reseña;  siendo 
así  una  refutación  de  las  objeciones  que  por  impacienda  pudieran 
hacerse  contra  ella. 

.  131. — El  Sr.  Carramolino,  de  la  Comisión,  se  limitó  á  defender 
el  sistema  seguido  para  la  formación  de  la  Ley,  exponiendo  que  por 
el  observado  antiguamente  en  España,  venja  á  resultar  que  eran  los 
^eles  de  fechos  (4)  los  que  la  redactaban;  é  insistió  mucho  en  que 
el  Sr.  Camaleño  no  había  impugnado  la  Ley  que  se  discutía. 

132. — ^Tomó  entonces  la  palabra  en  contra  del  Proyecto  el  Sr. 
Arrazola,  si  bien  consignando  que  votaría  á  su  favor,  pues  no  tra- 
taba de  combatir  **más  que  el  error,  el  embarazo,  lo  que  es  un  mal, 
lo  que  impide  sea  expedita  la  ley  y  la  acción  del  Gobierno"  y  que, 
como  padre  que  castigaba  á  su  hijo,  [pues  votando  la  ley  seria  ésta 
suya]  había  de  extenderse  algo  acerca  de  sus  imperfecciones.  Antes 
de  entrar  en  materia,  disertó  sobré  la  utilidad  de  la  codificación,  y 
sus  progresos  en  España. — El  discurso  del  Sr.  Arrazola  es  sin  duda 
uno  de  los  más  notables  que  durante  aquella  discusión  se  pronuncia- 
ron en  el  Senado.  [Sesiones  del  24  y  26  de  Noviembre.] 

133. — Entrando  en  el  examen  del  Proyecto  de  Ley  Hipotecaria, 
hizo  acerca  de  él  consideraciones  generales,  y  otras  contraídas  á  de- 
terminados artículos.    Tócanos  ahora  tratar  de  las  primeras. 

134. — Sentó  que  la  ley  era  de  necesidad  urgentísima  en  España. 
Y  como  par^  no  mostrarse  injusto  con  los  sabios  legisladores  de 


(1)  Véase  el  ♦  6  de  esta  /tesina, 

(2)  Párs.  19,  20  y  21  de  la  misma. 

C3)  Véase  lo  que  en  los  par.  13  á  18  dejamos  asentado  al  comparar  el  sistema  implan- 
tado por  ese  Emperador,  con  el  anterior  á  su  época.   • 

(4)  Según  Escriche  se  daba  e&e  título  en  los  lugares  donde  no  habia  escribano  públi- 
co^ al  funaonario  nombrado  i>or  el  Ayuntamiento  para  asistir  á  sus  sesiones  en  calidad  de 
secretario,  y  auxiliar  á  la  justicia  en  fa  de  escribano,  si  bien  no  podía  autorizar  las  escri- 
turas públicas. 
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otras  épocas,  expuso  que  tal  afirmación  no  significaba  el  que  antes 
se  careciese  de  toda  legislación  hipotecaria,  y  que  por  el  contrario, 
"Nuestra  antigua  legislación  encierra  luminosísimos  principios:  al- 
agunas de  sus  reglas  han  merecido  el  elogio  ó  el  recuerdo  honroso 
"de  la  Comisión,  [i]  y  otras,  el  de  los  ilustrados  autores  del  Pro- 
"yecto  de  Código  Civil/*  Elogió  á  la  Comisión  por  haber  tenido 
"el  buen  sentido,  el  tacto  delicado,  propio  de  su  experiencia  y  de 
la  suficiencia  de  sus  ilustrados  individuos,  de  no  maltratar  k  antigua 
legislación,"  y  estableció  un  paralelo  entre  la  antigua  sociedad  y  la 
moderna  para  demostrar  que  no  puede  esta  acomodarse  á  las  con- 
diciones de  aquella  en  cuanto  á  régimen  territorial. 

135. — Señaló  como  elementos  de  la  legislación  hipotecaria  el  regis- 
tro,  la  hipoteca  y  el  impuesto,  calificando  al  último  en  términos  acer- 
bos, y  sosteniendo  la  necesidad  de  separar  el  impuesto  del  registro, 
— Después  de  ponderar  la  gran  laboriosidad  que  habia  presidido  a! 
estudio  de  la  reforma  hipotecaria,  que  sobre  ella  se  habia  consultado 
á  todos  los  tribunales  del  reino,  incluso  el  Tribunal  Supremo,  y  que 
la  Comisión  habia  celebrado  160  sesiones,  pasa  á  designar  defectos 
generales  de  la  Ley,  y  le  señala  dos:  la  de  ser  reglamentaria,  y  cons- 
tituir una  especie  de  medio  código  civil. — Procede  luego  á  atenuar 
ambos  defectos,  recordando  respecto  del  primero  lo  dicho  por  Ja  Co- 
misión ea  su  Exposición  de  Motivos,  acerca  de  no  haberse  distingui- 
do todavía  '*lo  que  es  materia  de  la  ley  y  lo  que  lo  es  de  reglamento, 
"porque  uñas  cosas  tienen  en  sí  la  importancia,  y  otras  la  tienen  con 
"relación  á  las  circunstancias  del  tiempo,  del  lugar,  y  á  veces  sucede 
"con  las  circunstancias,  con  los  asuntos,  lo  que  con  la  vida  y  nutri- 
"cion  de  un  árbol,  que  tal  vez  pende  de  la  raiz  más  débil;  y  he  aquí 
"por  qué  esta  ley  nueva  es  como  una  rama  desgajada  de  un  tronco 
"poderoso  que  no  puede  llevarse  consigo  la  savia  que  le  alimentaba, 
"al  traerse  varias  porciones  del  tronco  del  código  civil."  (2) — Res- 
pecto del  segundo,  observó  que  la  ley  "es  en  efecto  una  parte  del 
"código  civil  que  se  nos  presenta  separada  de  su  centro  cual  rama 
"desgajada  de  su  tronco,"  y  que  como,  "Su  tiempo  ha  de  llegar  al 
"Código  civil:  entonces  ó  la  ley  se  lo  atraerá,  ó  él  tiene  que  atraer- 
"se  á  la  ley,  porque  han  nacido  para  estar  juntos."  (3) 

136. — Contestó  al  Sr.  Arrazola  el  Sr.  Alvarez,  pero  como  todo 
su  discurso  versó  ya  sobre  la  codificación,  ya  sobre  puntos  concre- 
tos de  la  Ley,  no  es  compatiblje  con  el  sistema  adoptado  por  nos- 
otros el  asignarle  un  puesto  en  la  presente  sección  de  nuestra  obra. 

137. — Declarado  suficientemente  discutido  lo  relativo  á  la  totali- 
dad del  Proyecto  de  Ley  Hipotecaria,  pasóse  á  la  discusión  por  ar- 
tículos del  proyecto  de  ley  de  autorización  al  Gobierno  para  plantear 
aquel,  y  tomó   la  palabra   el  Sr.  Rodríguez   Camaleño  para  objetar 

{i)     Por  ejemplo,  el  que  consij^namos  en  el  $  94  de  esta  Keseña. 

(2)     Alude  aouí  sin  duda  el  Sr.  Arra?:ola  á  las  manifestaciones  de  la  Comisión  que  pue- 
dei  irersc  en  el  J 108  de  la  presente  Reseña. 
(^)    Coincide  esta  idea  con  la  emitida  por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  (^i  16. ) 
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los  inconvenientes  de  la  inscripción  respecto  de  pequeñísimas  por- 
ciones de  tierra  que  en  Galicia  es  muy  frecuente  ver  formando  dis- 
tintas propiedades.  El  Sr.  Gómez  de  la  Serna  le  contestó,  limitán- 
dose a  dos  puntos,  i9,  que  la  Ley  no  declara  obligatoria  la  inscripción 
sino  que  la  deja  al  arbitrio  de  los  particulares,  y  2?,  que  el  arancel 
señalaba  para  esos  casos  muy  módicos  derechos,  (i)  Rectificó  pl 
Sr.  Camaleño  diciendo  que  podia  darse  el  caso  de  que  fuese  el  due- 
ño de  la  parte  mayor  quien  inscribiese,  sin  expresar  las  pequeñas 
que  á  otros  corresponden,  usurpándolas  de  esa  manera.  Le  replicó  su 
impugnador  que  había  un  art  'en  la  Ley  que  determinaba  cómo 
había  de  hacerse  la  inscripción  cuando  la  cosa  correspondiese  á  dos  ó 
más,  y  la  facultad  del  registrador  para  pedir  á  cada  uno  lo  que  le  co- 
rresponda. Que  por  tanto,  lejos  de  perjudicarse  el  pequeño  propietario 
quedaba  beneficiado  con  la  inscripción  que  hiciera  el  de  la  parte  ma- 
yor; porque  éste  se  veía  obligado  á  inscribir  el  derecho  de  los  demás 
al  propio  tiempo  que  él  suyo,  cuando  la  cosa  estuviese  en  comuni- 
dad; y  que  no  estándolo,  no  seria  ya  una  heredad,  sino  dos  ó  más 
heredades. 

138.-- *A  continMacion  usó  de  la  palabra  el  Sr.  Sierra,  pero  como 
sus  observaciones  se  redujeron  al  empleo  de  cierta  frase  que  le  sona- 
ba mal  en  el  proyecto  de  autorización,  no  tiene  importancia  para 
nuestro  objeto  lo  que  dijo.  I^  contestó  á  nombre  de  la  Comisión 
eUSr.  Fernandez  Baeza,  de  cuyas  palabras  por  igual  razón  sólo  de- 
bemos recordar  las  que  de  paso  dirigió  al  Sr.  Arrazola  sobre  los  per- 
juicios que  la  necesidad  de  la  inscripción  ocasionaría  á  los  pequeños 
propietarios.  Sostuvo  que,  por  el  contrario,  ellos  eran  los  más  fa- 
vorecidos y  los  más  interesados  en  el  planteamiento  de  1^  ley,  por- 
que los  crecidos  réditos  que  pagaban  por  los  préstamos  se  debía  á 
que  los  prestamistas  procuraban  indemnizarse  del  riesgo  .que  cv>rriah 
prestando  sobre  lo  que,  sin  saberlo  ellos,  estaba  muchas  veces  ya 
vendido  ó  hipotecado;  incpnv^niente  que  evitaba  la  Ley  nueva. 

T39. — Votáronse  en  seguida  ambos  proyectos,  y  el  de  la  Ley  Hi- 
potecaria fué  aprobado  por  104  votos  contra  11. 


DISCUSIÓN  EN    CORTES. lí. CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


140. — Mucho  más  prolongada  y  sostenida  fué  la  discusión  del 
Proyecto  de  Ley  en  la  Cámara  popular  que  en  la  alta.  Comenzó 
en  aquella  el  día  2  de  Enero  de  1861,  y  concluyó  el  14,  si  bien  con 
interrupciones  en  los  días  festivos  que  mediaron.  Puede  dividirse 
esa  discusión  en  tres  partes:  la  del  voto  particular  del  Sr.  García 
Gómez,  la  del  Dictáíncn  de  la  Comisión,  y  la  de  la  Enmienda  pro  • 
puesta  por  el  Sr.  Paz. 


(i)    Niim.  17  del  ¿Vráiicel  que  acompañó  á  la  I^y  de  1861. 
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141. — Los  Sres.   que  tomaron  parte  en  el  debate,   fueron   los  si- 
guientes: 

.    Sobre  el  voto  particular. 

Sres.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia. 
Ortiz  de  Zarate. 

García  Gómez  de  la  Serna  (de  la  Comisión  de  informe  y  autor  del 
voto.)  •  . 

Aurioles,  (de  la  misma  Comisión.) 
Saavedra  Meneses.  "^ 

Sobre  él  dictamen  de  la  Comisión. 

Sres.  Fuente  Alcázar. 

García  Lomas  [de  la  Comisión  dé  informe]. 

Garcia  Torres. 

Aurioles  [de  la  Comisión]. 

Ortiz  de  Zarate. 

Permanyer  [de  la  Comisión]. 

Alvarez  Bugallal. 

Ministro  de  Gracia  y  Justicia. 

Fages.   ' 

Marichalar. 

Olózaga. 

Sobre  la  enmienda  del  Sr.  Paz. 

Sres.  Paz. 

Ministro  de  Gracia  y  Justicia. 

Permanyer. 

142.  Abrióse  la  discusión  de  la  Ley  en  el  Congreso  con  la  del 
voto  particular  del  Sr.  Garcia  Gómez,  el  cual  fué  leido  en  la  sesión 
del  dia  2,  junto  con  el  dictamen  de  la  Comisión  nombrada,  [i]  y  á 
causa  de  haberse  ésta  dividido  en  la  cuestión  que  motivaba  aquel. 
— Dicho  voto  particular  en  su  parte  dispositiva,  fué  el  siguiente: 

(i)  i -as  Comisiones  que  sucesivamente  se  nombraron  en  ambas  Cámaras  para  dar  dic- 
tamen acerca  del  Proyecto  de  Ley  Hipotecaria,  fueron  compuestas  por  los  señores  siguien- 
tes: 


En  el  Senado. 

D.  Antonio  González.  (^Presidente). 

D.  Cirilo  Alvarez. 

D.  Francisco  James  Hevia. 

D.  Fascual  Fernandez  Baeza. 

D.  Juan  de  í>e villa. 

IX  naui  Martin  Carramolino. 

D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  {Secreíat io). 


jÉ^  El.  Congreso. 

D.  Manuel  Alonso  Martinez,  {Ptesidente). 

D.  Rafael  Monares. 

D.  Francisco  Permanyer. 

D.  Fidel  Garcia  Lomas. 

D.  Esteban  León  y  Medina. 

D.  Pedro  Nolasco  Aurioles. 

D.  Félix  Garcia  Gómez,  (Sectetario). 

VII 
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TÍTULO  ADICIONAL. 

Art.  417. — E\  fuero  común  es  el  único  competente  para  todos  los 
negocios  é  incidentes  que  puedan  promoverse  con  motivo  de  la  pre- 
sente ley. 

Palacio  del  Congreso,  27  de  diciembre  de  1860. — Félix  Garcia 
Gómez. 

143. — El  primero  que  lo  impugnó  fué  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  quien  tomó  la  palabra  tan  luego  como  el  Sr.  Garcia  Gómez 
hubo  terminado  el  discurso  con  que  le  apoyó.  Extractaremos  esa 
discusión,  porque  la  materia  de  los  fueros  tiene  más  de  general  que 
de  especial,  pues  aun  cuando  se  refiere  á  determinados  artículos,  es 
colectivamente,,  esto  es,  por  una  circunstancia  que  á  todos  ellos 
comprende,  y  como  no  hemos  de  exponer  toda  la  doctrina  al  tratar 
de  cada  uno,  ni  tampoco  de  presentarla  por  partes,  sigúese  que  de- 
bemos ofrecerla  completa  de  una  vez,  y  ningún  lugar  nos  pa- 
rece más  adecuado  que  el  presente. 

144. — El  Ministro  defendió  la  necesidad  de  los  fueros,  tomando 
como  ejemplos  de  fácil  demostración  los  delitos  contra  la  disciplina 
interior  de  la  Iglesia  y  las  ordenanzas  militares.  Adujo  también 
como  prueba  de  esa  necesidad  la  introducción  de  otro  fuero  especial, 
hijo  del  sistema  .constitucional,  el  fuero  par/amen  tarto,  declarando 
que  el  privilegio  de  los  Senadores  de  no  poc^er  .ser  juzgados  sino  por 
sus  iguales,  por  el  Senado  erigido  en  Tribunal,  constituye  un  verda- 
dero fuero  especial;  y  que  á  los  Diputados  se  les  ha  dado  más  que 
un  fuero,  se  les  ha  dado  una  inmunidady  que  en  muchas  ocasiones 
puede  ser  la  impunidad,  en  la  prohibición  constitucional  de  que  nin- 
gún Diputado  pueda  ser  juzgado  sin  la  autorización  previa  del  Con- 
greso. Distinguió  entre  los  fueros  esenciales,  que  son  los  que  deja 
referidos,  y  los  accidentales,  que  descansan  en  concesiones^  hijas  de 
las  circunstancias  [i]  ó  en  privilegios;  que  estos  últimos  eran  los  que 
podian  reducirse  ó  suprimirse  prudentemente,  y  que  el  Gobierno  te- 
nia el  propósito  de  presentar  esa  cuestión  en  el  proyecto  constituti- 
vo de  los  tribunales.  [2]  Por  cuyo  motivo  sostuvo  que  la  cuestión 
debia  tratarse  de  lleno  y  en  la  ley  de  Tribunales,  y  no  de  soslayo  y 
con  motivo  de  la  Hipotecaria. 

145. — ^Tomó   entonces  la  palabra  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate,  también 

(i)  y  trajo  como  ejemplo  lo  dispuesto  por  el  Rey  D.  Carlos  IV,  para  que  seiuzgase 
por  consejos  militares  á  los  que  robasen  en  cuadrilla,  [ley  8?,  tít.  17,  libro  12  de  la  Nov. 
Kec].  disposición  debida  á  la  inutilidad  de  los  esfuerzos  hecha  por  D.  Carlos  III  para  ex- 
tirpar por  los  medios  comune8j¿>l  bandolerismo.  [Art.  9  de  la  ley  5?  y  leyes  6*  y  7?  del 
mismo  tít.  y  lib.  ]  •  ' 

[2]  Ese  propósito  está  hoy  realizado  por  el  tít.  69  de  la  Ley  provisional  sobre'organiza- 
cion  del  Poder  Judicial  de  23  de  Junio  de  X870,  vigente  en  la  Península  desde  15  de  Se- 
tiembre del  propio  año. — Con  anterioridad  se  habia  promuls^do  el  Decreto  de  6  de  Di- 
ciembre de  1868,  declarado  con  fuerza  de  Ley  por  la  de  las  CórtCs  Constituyentes  de  20 
de  Junio  de  1869,  por  cuya  circunstancia  suele  llamársele  Z>^r/'í'/i7-Z^'^,  sobre  unificación 
de  fueros.  Se  hizo  extensivo  á  las  provincias  de  Ultramar  por  Decreto  de  i9  de  Febrero 
de  1869. 
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LI 
en  contra  del  voto  particular.  Dijo  que  se  oponía  tan  sólo  porque 
no  satisfacía  á  ninguna  de  las  dos  escuelas,  á  saber,  ni  la  que  pro- 
clama la  unidad,  ni  la  que  sostiene  la  diversidad  de  fueros.  Lo  pri- 
mero ocurría,  por  limitarse  la  enmienda  á  aplicar  el  fuero  común  en 
los  negocios  que  se  promovieran  con  motivo  de  la  Ley  Hipotecaria. 
Dijo  que  el  principio  de  la  unidad  de  fuero  requería  más  detalles  de 
los  que  contenia  el  artículo  adicional,  hacer  algunas  excepciones,  mar- 
car los  casos;  que  era  indispensable  una  ley  más  extensa,  más  lata, 
que  comprendiese  toda  la  doctrina  y  algunas  excepciones.  Que  sien- 
do lo  principal  el  prc.stamo,  la  Venta  ola  permuta,  y  el  Registro  lo- 
accesorio,  éste  debía,  seguir  á  aquellos,  y  no  al  revés,  pretendiendo 
que  todos  los  documentos  siguiesen  al  registro,   [i] 

146, — Sostuvo  también  que  '*si  el  registro  es  la  causa  del  fuero, 
"si  no  hay  excepción,  mañana  que  venga  un  documento  que  trate 
"de  bienes  eclesiásticos,  de  bienes  de  la  administración,  de  fianzas 
"délos  empleados,  de  otra  porción  de  circunstancias. .  resultará  que 
**todos  esos  pleitos  irán  al  fuero  común,  y  eso  es  imposible  admitir- 
"lo. . .  Sí  mañana  un  padre  quiere  que  su  hijo  siga  la  carrera  de  la 
"Iglesia,  y  le  está  permitido  por  las  leyes  el  derecho  de  fundarle 
"una  capellanía,  ó  patrimonio,  ó  congrua  sustentación  para  que  sea 
"eclesiástico,  si  se  suscita  un  pleito,  una  cuestión  sobre  e.sos  bienes, 
"¿se  arrancará  del  poder  eclesiástico,  de  la  justicia  eclesiástica,  el  de- 
"recho  de  juzgar  si  es  válida  ó  nula  aquella  fundación?  ¿Se  llevará 
"al  juez  de  primera  instancia  solo  por  el  hecho  de  que  aquel  docu- 
**mento  se  haya  registrado  en  el  oficio  de  hipotecas?  Así  sucedería 
**si  el  Congreso  admitiera  el  voto  particular  tal  como  ha  sido  escrito, ' 
'*nada  más  que  estableciendo  un  principio,  anunciándolo  con  el  ma- 
"yor  laconismo."  [2] 

147. — Y  más  adelante,  dice  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  lo  que,  de 
acuerdo  con  nuestro  propósito  de  referir  en  esta  parte  de  la  Reseña 
histórica  que  hemos  emprendido,  todo  lo  que  conduzca  á  formar 
juicio  acerca  de  la  Ley,  reproducimos  á  continuación. 

1^8. — "Yo  creo,  señores,  que  los  jurisconsultos  que  han  redacta- 
•*tado  esta  ley  hipotecaria  debieron  poner  sumo  cuidado  en  declarar: 
"primero,  si  admiten  la  unidad  ó  la  pluralidad  de  fueros.  Segundo, 
"si  han  admitido,  como  parece,  la  pluralidad  de  fueros,  porque  no 
*1ian  tenido  á  bien  abolirlos,  han  debido  marcar  cuáles  son  los  casos 
"que  dentro  de  esta  ley  pertenecen  al  fuero  común,  y  cuáles  los 
"otros  que  son  de  la  competencia  del  fuero  privilegiado.  Este  voto 
"particular  nos  proporciona  la  ocasión  más  fácilmente  que  si  hubié- 
"ramos  de  referirnos  á  explicaciones,  tanto  por  el  autor  del  voto  co- 

[i]    Esto  es,  que  cuando  no  se  registrasen  estuviesen  sujetos  á  la  diversidad  "de  fueros 

r  reconocía  el  derecho  comiin,  y  registrándose,  entrasen  en  la  unidad  que  pretendía  el 
.  García  Gómez. 

[2I  En  vez  de  esto,  que  temia  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate,  el  Decreto  sobre  unidad  de  fue- 
tos,  deque  hablamos  en  una  nota  anterior,  declara  que,  "Los  Tribunales  eclesiásticos  con- 
**tiDttarui  conociendo  de  las  causas  sacramentales,  beneficiaUs  y  de  los  delitos  eclesiásticos, 
'*con  arreglo  á  lo  que  dispyonen  los  sagrados  Cánones."  [Art.  2?] 
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**mo  por  la  comisión  y  hasta  por  el  Gobierno,  para  que  se  exclarez-    . 
"ca  dónde  comienza  el    límite  del   fuero  común,  y  dónde  concluyen 
"los  fueros  privilegiados  ó  especiales." 

149. — **Yo,  por  el  estudio  que  he  hecho  de  la  ley,  he  podido  com- 
**prender  que  puede  fijarse  una  regla  para  conocer  cuáles  negocios 
"son  del  fuero  común,  y  cuáles  del  fuero  privilegiado.  Para  mí, 
"pertenecen  al  fuero  común,  según  esta  ley,  todos  aquellos  breves 
"juicios  que  se  establecen  en  la  misma;  y  pertenecen  á  los  fueros 
"privilegiados  ó  pluralidad  de  fueros  todos  los  demás  negocios  que  no 
"tienen  un  juicio  sumarísimo,  sino  que  deben  seguirse  por  todos  los 
"trámites  que  las  leyes  han  establecido.  Esta  es  la  doctrina  que  yo 
"infiero  se  desprende  de  la  ley,  y  esta  doctrina  la  hallo  en  perfecta 
"armonía  con  lo  que  disponen  nuestras  actuales  leyes  vigentes  y  aun  • 
"las  antiguas.  Sabido  es  que  los  fueros  especiales  desaparecen  en 
"todo  juicio  sumario,  [1]  y  de  estos  hay  varios  en  la  ley  de  hipote- 
"cas.  [2]  Todos  los  juicios  en  que  se  crea  una  nueva  tramitación 
"son  sumarios;  son  más  que  sumarios,  sumarísimos,  y  por  esta  razón 
"pertenecen  al  fuero  común." 

150. — A  continuación  hace  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  un  detenido 
examen  de  los  casos  en  que  según  su  opinión  debia  seguirse  el  fue- 
ro común  y  de  los  que  en  que  por  el  contrario  debian  observarse 
los  especiales. 

151. — Replicóle  el  Sr.  Garcia  Gómez  de  la  Serna,  pero  con  mu- 
cha concisión;  reservándose  para  cuando  hubiesen  impugnado  el  vo- 
to particular  sus  compañeros  de  la  comisión. 

152. — Usó  entonces  de  la  palabra  el  Sr.  Aur¡ole.s,  miembro  de  la 
comisión,  el  cual  empezó  por  manifestarse  partidario  como  el  que 
más  de  la  unidad  de  fueros:  combatía  sin  embargo  el  voto  porque  en- 
tre otros  motivos  que  impedian  su  admisión  resaltaba  el  de  que  la 
idea  consignada  en  él  era  "absolutamente  estraña  al  objeto  de  la 
"Ley  Hipotecaria,  porque  corresponde  á  la  de  organización  y  atri- 
"buciones  de  los  tribunales  de  justicia,  y  sin  grande  incoherencia  no 
"podría  ingerirse  en  esta  Ley."  Declaró  que  en  tal  caso,  debia  el 
Sr.  Garcia  Gómez  proponer  "como  más  urgente,  como  más  necesa 
"rio,  como  más  eficaz  para  conseguir  el  objeto  de  la  Ley  Hipoteca- 
"ria  la  reforma  del  procedimiento  ejecutivo  que  se  instruye  con  el 
"fin  de  obtener  el  reintegro  de  lo«  créditos  garantidos  por  hipoté- 
ticas;" pues  esa  reforma  seria  ütil  para  todos  los  acreedores  hipote- 
carios, al  paso  que  la  del  fuero  produciría  cuando  más  "pequeña  y 
"apairente  ventaja  á  algunos  de  los  deudores  hipotecarios  que  hayan 
"de  ser  demandados  por  razonjde  su  clase  previlegiada  en  jurisdic- 
"ciones  privativas."  Esplicó  que  la  Ley  Hrpotecaria  no  hacía  alte- 
ración alguna  respecto  á  fueros  en  la  legislación  vigente;  que  en  los 

[i]  Véanse  los  artículos  636  y  692  ele  la  I.,  de  E.  C.  referentes  al  deshauLio  y  A  los 
interdictos. 

[2]  Más  adelante  veremos  que  los  Sres.  Garcia  Gómez  y  Aurioles  mencionan  con  es- 
pecialidad algunos. 
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asuntos  en  que  los  jueces  procedían  como  delegados  de  los  Regen- 
tes, no  habia  cuestión  de  fuero  porque  se  limitaban  á  ejercer  actos 
de  vigilancia  é  inspección;  que  en  los  de  jurisdicción  voluntaria  tam- 
poco puede  haberla  y  en  aquellos  en  que  haya  verdaderos  juicios 
contenciosos,  si  el  demandado  goza  de  fuero  privativo,  á  él  deberá 
acudir  por  necesidad  el  actor.  Manifestó  que  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate 
habia  padecido  una  equivocación  al  decir  que  las  anotaciones  pre- 
ventivas solo  podian  decretarse  por  los  jueces  ordinarios,  puesto  que 
dichas  anotaciones  cuando  procedan  de  juicio,  no  podrá  decretarlas 
otro  juez  que  el  que  conozca  de  la  demanda  á  que  la  anotación  se 
refiera. 

153. — Expuso  que  el  mayor  inconveniente  del  voto  particular 
consistía  en  los  términos  en  que  se  hallaba  concebido,  porque  de 
aprobarse,  resultaría  que  en  negocios  de  igual  naturaleza  y  entre  las 
mismas  personas  habría  que  acudirá  la  jurisdicción  ordinaria  ó  alas 
especiales,  según  el  origen  de  la  demanda  que  se.  incoara;  y  deman- 
dando á  un  militar  sobre  un  crédito,  cuando  no  fuese  hipotecario, 
habría  que  acudir  al  Juzgado  de  Guerríf,  y  siéndolo,  á  la  jurisdicción 
ordinaria. 

154. — El  Sr.  García  Gómez  tomó  la  palabra  para  defender  su  vo- 
to de  las  impugnaciones  que  se  le  acababan  de  hacer,  y  refiriéndose 
en  primer  término  á  la  cuestión  de  oportunidad,  contestando  la  ob- 
jeción de  que  la  materia  de  fueros  no  pertenecía  á  la  ley  de  hipote- 
cas, sino  á  la  de  procedimientos,  observó  que  la  ley  no  era  pura- 
mente hipotecaria;  que  comprendía  cosas  mas  importantes  que  el 
fuero,  como  lo  era  la  propiedad,  y  los  rnodos  de  adquirirla,  de  con- 
servarla y  de  perderla;  y  los  derechos,  los  intereses  de  familia,  ''que 
*^  lo  más  grande  y  santo  de  los  derechos  sociales,"  por  lo  que,  si 
se  había  introducido  en  cuestiones  de  tanta  gravedad,  bien  podía  in- 
troducirse también  en  la  de  fuerds. — Quede  los  416  artículos  que 
contenia  el  proyecto,  resultarían  también  inoportunos  los  350,  por- 
que la  cuestión  puramente  de  hipotecas  podría  comprender  sólo  70; 
y  si  aquellos  se  habían  considerado  oportunos,  porque  en  algún  mo- 
do se  rozaban  con  las  hipotecas,  también  ocurría  eso  con  los  fueros, 
y  de  ahí  .su  proposición.  '  Agregó  que  aun  podría  añadir  qge  la  ley 
entera  sería  inoportuna,  porque  no  debió  venir  sino  incorporada  en 
el  Código  Civil,  y  formando  uno  de  sus  títulos.  Sostuvo  que  no 
era  inoportuno  hacer  reformas  poco  á  poco,  pues  ese  era  por  el  con- 
trarío el  pensamiento  de  los  autores  del  proyecto  y  del  Gobierno. 
Que  la  cuestión  de  fueros  se  habia  resuelto  en  la  ley  de  deshaucío, 
en  la  de  juicios  verbales  y  en  el  Código  mercantil.  Y  con  el  mismo 
argumento  contestó  á  otra  objeción  del  Sr.  Auríoles,  relativa  á  ser 
la  unidad  de  fueros  opuesta  al  Concordato,  que  era  ley  del  Reino; 
mmifestando  que  esa  consideración  no  había  impedido  la  aprobación 
de  aquellas  leyes.  Y  que  tampoco  tenia  que  ver  con  la  cuestión, 
'^rque  no  puede  darse  que  un  eclesíá.stíco  sen  dador  ni  tomador  de 
•lüpotecas." 
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155. — Entrando  en  seguida  á  examinar  las  actuaciones  que  admi- 
tía el  proyecto,  y  discordando  de  lo  manifestado  por  el  Sr.  Aurioles, 
sentó  lo  siguiente: 

**Cuatfo  clases  de  g^ctuaciones,  á  mi  entender,  se  introducen  en 
**la  ley  hipotecaria:  una,  que  puede  llamarse  disciplinaria,  que  es  la 
*'que  se  refiere  á  los  registradores  y  modo  y  forma  de  llevar  los  re- 
"gistros:  otra  que  marca  las  relaciones  del  propietario  con  la  ley  en 
"todos  los  eventos  y  demás  circunstancias  en  que  se  encuentra  fren- 
**te  á  frente  con  ella,  y  podemos  llamar  interna:  otra,  que  se  refiere 
'*á  las  relaciones  de  los  que  van  á  inscribir  las  hipotecas  entre  sí,  en- 
**tre  estos  mismos  y  los  registradores,  y  entre  todos  estos  y  los  jue- 
**ces  que  pueden  preceptuar  las  anotaciones  é  inscripciones,  que  pe- 
ndemos llamar  contenciosa;  y  otra,  últimamente,  que  se  refiere  á  la 
''acción  real  que  nace  de  la  hipotecaria,  que  es  la  ejecutiva." 

156. — "De  estas  cuatro  clases  de  actuaciones  que  reconoce  la  ley, 
"las  dos  primeras  están  completamente  desaforadas;  en  la  tercera  se 
"produce  una  gran  confusión;  la  cuarta  queda  tal  como  está,  y  es 
"extraño,  porque  si  algo  era' necesario  desaforar  para  el  complemen- 
"to  y  fin  de  la  ley,  es  precisamente  la  cuarta;  y  si  hay  alguna  que 
"puede  tropezar  á  los  fueros,  es  la  segunda,  que  viene  desaforada, 
"la  segunda,  que  es  una  cuestión  mixta,  quiza  más  personal  que 
"real;  la  segunda,  que  obliga  al  eclesiástico  y  á  la  Iglesia  á  defender 
"su  justicia  ante  el  Juzgado  ordinario,  y  aquí,  siguiendo  los  princi- 
"pios  de  S.  S.,  tropieza,  perjudica,  obsta  al  Concordato.  ..." 

157. — Dijo  también  el  Sr.  García  Gómez  que,  siendo  el  objeto  de 
la  ley  el  crédito  territorial,  para  ello  era  necesaria  la  facilidad  en  el 
reintegro,  y  que  esta  facilidad  era  mayor  cuando  dependía  de  un 
solo  fuero  que  dependiendo  de  cada  uno  de  los  privilegiados  que 
existían  en  el  país.  Y  que  esto  convenia  á  los  mismos  aforados,  á 
quienes  era  difícil  muchas  veces  conseguir  dinero,  por  el  temor  de 
los  prestamistas  á  los  tribunales  especiales. 

158. — Explicó  que  en  la  actuación  que  él  llamaba  interna,  ó  sea 
la  referente  á  liberaciones,  [i]  y  á  inscripciones  sin  título;  [2]  el  úni- 
co juez  competente  era  el  ordinario,  y  que  así  el  militar,  el  eclesiás- 
tico, la  iglesia  misma,  tendrían  que  venif  ante  el  juez  común  y  el 
promotor  á  liberar  y  á  inscribir  en  dicho  caso,  y  concluía  que  era 
más  importante  ese  efecto  en  la  acción  real  hipotecaria. 

159. — ^Terminó  su  defensa  el  Sr.  García  Gómez  con  una  vehemen- 
te excitación  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  para  que  declarase  que 
aquella  era  una  cuestión  de  simple  justicia,  y  en  la  que  no  había  in- 
tereses del  Gobierno  que  defender. 

160. — El  Ministro  reasumió  los  motivos  por  que  se  combatía  el 
voto  particular,  diciendo  que  era  la  razón  que  el  mismo  Sr.  García 
Gómez  había  confesado;  esto  es,  la  de  haber  en  los  fueros  atribucio- 


nuestnu 


[i]    Arts.  347  á  388   [tít.  13]   de  la  Ley   de   1861,  361   4402  [tít.    también  13]  de  la 

lestnu 

[2]     Arts.  397  á  410  [en  el  tít.  14],  de  la  Ley  de  1861,  6?  á  loV  de  la  nuestra. 
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nes  esenciales  y  accidentales,  las  que  no  cabia  separar  sin  una  discu- 
sión directa  y  amplia,  á  la  manera  que  no  "se  descompone  un  metal 
compuesto  de  dos  materias  distintas  sin  fundirle  antes." 

i6i, — Volvió  entonces  á  usar  de  la  palabra  el  Sr.  Aurioles,  y 
aceptando  la  división  hecha  por  el  Sr.  Garcia  Gómez  de  las  cuatro 
clases  de  cuestiones  que  podian  surgir  del  proyecto  de  ley,  sostuvo 
que  no  existía  desafuero  en  cuanto  á  los  actos  de  inspección  y  vigi- 
lancia, lo  mismo  que  en  los  de  jurisdiccipn  voluntaria;  y  que  la  ra- 
zón de  no  existir  desafuero  es  que  no  habia  fuero  en  esa  clase  de 
actuaciones,  porque  el  fuero  solo  tiene  aplicación  á  las  contencio- 
sas. Y  que  en  lo  demás  la  ley  dejaba  intacta  la  cuestión  de  fueros, 
no  privaba  de  ellos  a  los  que  los  disfrutaban,  puesto  que  no  podian 
entenderse  derogados  sin  hacer  mención  expresa.  Refiriéndose  á 
los  ejemplos  citados  del  Código  de  Comercio  y  juicio  de  deshaucio, 
dijo  que  el  primero  no  habia  suprimido  al  fuero  eclesiástico,  ni  hecho 
otra  cosa  que  confirmar,  reproducir  y  aceptar  lo  ya  establecido  por- 
la  legislación  eclesiástica  y  por  la  civil;  puesto  que  la  misma  Iglesia 
habia  desaforado  á  los  eclesiásticos  que  se  dedicaran  *  al  comercio,  y 
esas  disposiciones  de  los  cánones  fueron  consignadas  en  el  Código 
de  Partidas;  y  en  cuanto  al  deshaucio,  era  cuestión  de  policía,  y  en 
los  asuntos  de  esta  clase  no  habia  fuero  para  nadie.  Contrayéndo- 
se, por  ultimo,  á  la  inconveniencia  de  ingerir  en  la  ley  hipotecaria 
la  cuestión  de  fueros,  dijo  el  Sr.  Anrioles: 

162. — ''Dígame  el  Sr.  Garcia  Gómez  en  cual  de  las  leyes  hipote- 
"carias  de  todo  el  mundo  civilizado,  porque  sólo  en  España,  vergüen- 
•*za  es  decirlo,  se   carece  de  una  ley  sobre  esta  materia,  de  un  siste- 

'*ma  completo. existe  ingerido   un  artículo  sobre   supresión  de 

*1os  fueros  especiales.'* 

163. — El  Sr.  Garcia  Gómez  rectificó,  y  conjo  hubiese  dicho  ante- 
riormente que  á  veces  era  necesario  apelar  de  un  juez  privilegiado  á 
otro  ordinario,  lo  que  negó  el  Sr.  Aurioles,  para  demostrarlo  dio 
lectura  al  art.  57  de  la  ley,  [i]  que  trataba  de  la  manera  de  obtener 
la  anotación  preventiva  en  una  testamentaría,  ante  el  juez  competente 
para  conocer  de  ella,  y  después  de  manifestar  que  ese  juez  podia  ser 
de  los  especiales;  leyó  la  última  parte  del  artículo,  que  dice:  "Esta 
providencia  Será  apelable  para  ante  la  Audiencia  del  territorio," 
con  vista  de  lo  cual  sostuve  que  habia  dentro  de  la  ley  "negocios  de 
*ios  que  se  llaman  contenciosos,  que  empezando  en  tribunales  pri- 
*ívilegiados,  tienen  que  apelarse  ante  los  tribunales  ordinarios."  [2] 

164, — De  nuevo  rectificó  el  señor  Aurioles,  y  pronunció  des- 
pués un  breve  direuaso  el  Sr.  Saavedra  Meneses,  poniéndose  inme- 
diatamente á  votación  el  voto  particular. — La  indisputable  habilidad 

[t]    65  de  la  nuestra. 

[2]'  La,  anidad  de  fueros,  establecida  en  estas  -provincias  mucho  antes  que  la  Ley  Hi- 
potecaria, impide  entre  nosotros  la  anomalía  que  censuraba  el  Sr.  Garcia  Gómez  en  la  ley 
peoinsalar  primitiva;  por  cuya  razón  no  ha  habido  para  que  modificar  la  redacción  del  ar- 
tfcdio  57,  que  por  el  contrario  se  ha  copiado  textualmente  en  el  65  de  la  nuestra. 
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con  que  lo  habia  defendido  el  Sr.  Garda  Gómez  no  le  libró  sin  em- 
bargo del  naufragio,  pues  fué  desechado  por  el  Congreso,  [i] 

1 65. -^Comenzó  entonces  la  discusión  sobre  la  totalidad  del  dic- 
támei]  de  la  Comisión,  por  el  que  se  proponia  la  promulgación  co- 
mo ley  del  proyecto  presentado  [Art.  i9]  y  que  comenzase  á  regir  el 
dia  que  el  Gobierno  señalase,  dentro  del  año  siguiente  á  su  promul- 
gación [Art.  2?] 

166. — La  inició  el  Sr/ Fuente  Alcázar,  manifestando  que  iba  á 
ocuparse  de  las  bases  en  que  se  fundaba  el  proyecto  de  ley  hipote- 
caria.— Comenzó  por  declarar  que  la  reforma  intentada  era  **nece- 
**saria,  imperiosa,  indispensable,  pero  hasta  cierto  punto  y  nada 
**niás,"  porque  la  legislación  española  en  esta  parte  **no  satisfacia  ni 
**podia  satisfacer  las  necesidades  de  la  situación  actual;  legislación 
"hija  de  otros  tiempos,  producto  de  sistemas  opuestos,  no  llenaba 
**las  imperiosas  exigencias  de  la  riqueza  agrícola,  antes  estancada, 
'**acumulada  en  poder  de  manos  muertas;  hoy  desestaiicada,  desa- 
**mortizada,  libre  de  aquellas  fuertes  ligaduras,  y  formando  el  patri- 
**monio  rico,  pero  dividido,  de  infinitos  propietarios  y  agriculto- 
**res. . ...;"  que  sin  embargo  era  la  reforma  sumamente  difícil,  tras- 
cendental y  complicada,  y  el  primer  obstáculo  que  habia '  de 
encontrarse  estaba  en  la  adopción  del¡¡wr¿//í?  para  realizarla,  á  saber, 
si  habia  tie  seguirse  *'el  sistema  de  las  leyes  especiales  y  ó  el  de  las  r¿?- 
" edificaciones,  el  ú<Xtvci<i  filosófico  ó  el  sistema  histórico^'  que  ambos 
habian  sido  defendidos  siempre  "con  talento,  con  valentía,  con  per- 
severancia, con  acierto."  Y  planteó  en  seguida  la  cuestión  decía-, 
rando  que  la  Comisión  habia  adoptado  el  sistema  histórico  ó  de  le- 
yes especiales,  y  que  él  enteijdia  que  el  que  debia  adoptarse  era  el 
filosófico  ó  de  codificaciones. 

167. — Sentó^que  **£l  sistema  de  especialidad j^y  de  publicidad, 
*tal  como  .se  ha  aceptado  en  el-  proyecto  de  reforma,  es  un 
'*si.stema  inadmisible|en  España  por  lo  radical  yjqxagerado."  Y 
para  demostrarlo  hizo  unaj  breve  reseña  histórica  de  la  institución 
hipotecaria;  recordando  que  esta  era  conocida  en  tiempo  de  Solón  y 
Demóstenes,  y  que.  tenia  un  signo  visible,  *'la  columna  ó  piedra 
donde  se  inscribía  el  nombre  del  deudor,  el  crédito,  la  cantidad  que 
ese  crédito  importaba,  y  el  gravamen  de  la  finca;"  que  ese  sistema, 
que  constituía  la  especialidad  y  \2í  publicidad  [2]  se  aceptó  también 
en  Ronfia,  pero  de  él  se  hizo  un  abuso* i^randc  y  perjudicial  á  los  in- 
tereses de  los  pobres,  y  la  consecuencia  fué  que  se  le  reemplazara 
por  el  de  la  clandestinidad;  que  la  invasión  de  los  godos  hizo  olvi- 
dar todas  aquellas  instituciones,  y  ninguno  de  sus  códigos  contiene 
nada  relativo  á  la  hipoteca  propiamente  dicha.  Que  después  de 
la  invasión  agarena,  reaparece  algo  en  el  Fuero  Viejo  de  Castilla  y 
en  las  Partidas. — Pero  entre  tanto,  en  Alemania,  donde  el  feudalis- 

\  i]     Sesión  del  tlia  3  do  Enero. 
[2]     Véase  el  par.  3  de  esta  Reseña. 
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mo  habia  tomado  gran  desarrollo,  los  señores,  en  vista  de  los  tras- 
pasos é  imposiciones  que  hadan  los  vasallos  sobre  tierras  en  que 
aquellos  tenian  el  dominio  directo,  crearon  un  registro  publico,  y 
aquí  reaparece  el  sistema  de  especialidad  y  publicidad,  [i]  Que  el 
sistema  romano  se  siguió  observando  en  la  mayor  parte  de  Francia, 
en  algunas  provincias  de  Alemania,  en  toda  Italia  y  en  España, 
mientras  que  el  germánico  imperaba  én  casi  toda  Alemania,  en  al- 
gunas provincias  de  Francia,  en  los.  Paises  Bajos,  en  Irlanda  y  en 
Escocia.  Que  después  sé  estableció  en  España  el  sistema  mixto,  y 
que  siendo  éste  sensato  y  prudente,  susceptible  de  desarrollarse  sobre 
buenas  bases,  y  aceptado  por  paises  muy  civilizados  de  Europa,  no 
había  por  que  preferir  otro  completamente  radical  y  estraño  á  nues- 
tras leyes  y  costumbres. 

i68. — Declaró  que  el  sistema  adoptado  no  serviría  para  desarro- 
llar el  crédito,  porque  se  oponia  á  una  de  sus  bases  nias  cardinales, 
la  buena  fCy  que  se  oponia  á  ella  porque  era  "un  sistema  de  trabas, 
de  requisitos  y  de  procedimientos,"  y  la  buena  fé  no  quiere  nada  de 
eso.  **La  palabra  del  hombre  honrado  puede  muchas  veces  más 
"que  todas  las  leyes  de  especialidad  y  de  publicidad,  y  el  crédito 
'personal  es  anterior,  precursor  al  crédito  territorial  y  al  público  de 
'*un  país,  y  sin  crédito  personal,  por  más  que  se  haga,  no  existe  ni 
"puede  existir  el  territorial  ni  el  público  de  un  país." — Olvidaba 
así  el  Sr.  Fuente  Alcázar  que  la  palabra*  del  hombre  honrado  no 
pierde  nada  de  su  valor  en  el  nuevo  sistema,  puesto  que  á  nadie  se 
le  prohibe  darle  crédito  ni  contratar  sobre  ella:  afiánzase  sólo  el  cré- 
dito territorial  para  que  brinde  suficiente  seguridad  á  aquellos  que 
lo  busquen  como  la  mejor  garantía;  y  en  cuanto  al  crédito  personal, 
no  es  susceptible  de  ser  legislado,  pc»rque  no  lo  es  de  sujetarse  á  re- 
gla, como  quiera  que  está  estrechamente  unido  al  individuo  en  quien 
se  deposite  la  confianza. 

169. — Dijo  que  la  prohibición  de  hipotecas  generales  perjudicaba 
al  crédito  territorial,  porque  era  contraria  á  la  libertad  de  contratar; 
que  se  hacia  mal  en  esperar  que  la  Ley  acabara  con  la  usura, 
porque  ésta  surgia  de  causas  ajenas  al  sistema  hipotecario;  como,  en- 
tre otras,  la  decadencia  de  la  agricultura;  que  con  la  exposición  uni- 
versal de  la  propiedad  inmueble  de  un  país,  se  consigue  sólo  abrir 
los  ojos  al  interés,  hacer  que  el  hombre  de  capital  comprenda  la 
desgracia  del  hombre  pobre,  aunque  honrado;  y  le  preste  á  mayor 
interés  que  el  que  le  hubiera  exigido  ignorando  su  situación  preca- 
ria. Que'por  consiguiente,  el  sistema  de  la  especialidad  y  la  publi- 
cidad, hcue  la  cansa  de  los  ricos  contra  los  pobres,  es  un  sistema  anti- 
popular, es  un  sistema  injusto. 

170. — ^Tachó  también  el  sistema  de  inmoral,  por  apoyarse  en  el 
impuesto  indirecto,  porque  *'trata  de  matricular  toda  la  propiedad 
**para  que  el  Gobierno  pueda,    cuando  quiera,  gravarla  con  mayo- 

[13    Véase  el  par.  45  de  esta  Reseña. 
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'*res  contribuciones/*  y  porque  todo  el  mundo  tiene  en  él,  derecho 
de  inquirir  y  averiguar  la  fortuna  ó  la  desgracia  del  propietario,  y 
que  *'un  sistema  que  se  propone  estos  objetos,  un  sistema  que  acep- 
**ta  estos  principios,  no  es  un  sistjsmaqüe  lleve  á  la  moralidad."  Y 
extendiéndose  en  consideraciones  acerca  de  dicho  impuesto,  dijo 
que  él  seria  causa  de  continuar  la  ocultación  que  la  ley  se  proponia 
extinguir.r— Que  también  se  contrariaba  el  sistema  de  especialidad 
y  publicidad,  con  la   admisión  que  se  hacia  de  hipotecas  tácitas.  ( i ) 

171, — Concluyó  sosteniendo  que  el  sistema  hipotecario  propuesto 
no  satisfacia  ni  á*los  partidarios  del  sistema  mixto,  ni  á  los  del  ra- 
dical; á  los  primeros,  porque  iba  mas  allá  de  loque  debia  ir,  siendo 
esencialmente  radical  en  muchas  cosas  que  afectan  á  la  familia;  y  á 
los  segundos,'  porque  conservaba  hipotecas  legales,  tácitas  y  genera- 
les en  algunos  casos.  Que  él  ignoraba  si  en  el  proyecto  habia  triun- 
fado el  principio  de  la  familia  ó  el  de  la  sociedad,  el  tradicional  ó 
el  radical;  y  que  esa  '^solución  dada  al  negocio,  solución  de  ser  ó  no 
''ser  á  la  par,  cuadra  perfectamente  con  las  demás  soluciones  pro- 
"pias  de  la  unión  liberal,  afirma  y  niega  al  mismo  tienipo."  (2) 

172. — Contestó  al  Sr.  Fuente  Alcázar  el  Sr.  Garcia  Lomas,  y  si- 
guiéndole en  la  reseña  histórica  que  del  régimen  hipotecario  hizo  el 
primero,  -negó  que  en  Roma  se  hubiese  adoptado  nunca  el  elemento 
de  publicidad  que  tuvo  entre  los  Griegos,  marcando  con  respecto  á 
aquel  pueblo  tres  períodos;  el  primero,  por  la  venta  de  bienes  mue- 
bles ó  inmuebles  que  hacia  el  deudor  á  su  acreedor,  bajo  la  cláusula 
áQfiducia\  (3)  el  segundo,  en  que  bastaba  la  posesión,  la  entrega, 
para  adquirir  la  acción  real;  y  el  tercero,  que  se  efectuó  por  medio 
del  Pretor,  y  en  que  se  adquirió  la  acción  real  sin  que  la  cosa  hu- 
biera estado  nunca  en  la  propiedad  ni  en  posesión  del  deudor.  (4) 
Sostuvo  que  la  reforma  hipotecaria  es  un  efecto  de  la  organización 
económica  actual;  .y  que  aquella  viene  á  ser  el  complemento  de  las 
leyes  de  desvinculacion,  "porque  no  solo  embaraza  á  la  circulación 
*'delas  fincas  su  vinculación  en  determinadas  familias,  sino  también 
*1a  circunstancia  de  los  gravámenes  ocultos  que  hacen  peligrosa  su 
"contratación." — Declaró  que  la  reforma  levantaba  el  crédito  terri- 
torial, porque  "ese  agente  maravilloso  de  producción  de  los  tiempos 
"modernos,  en  su  idea  más  sencilla  y  natural,  no  es  sino  confianza, 
"y  la  confianza  no  se  inspira  en  la  oscuridad;"  concluyó  con  una 
síntesis  brillante  de  la  Ley,  en  que  á  la  par  que  expuso  que  la  co- 
misión no  pretendía  que  aquella  fuese  la  última  palabra  en  el  senti- 
do de  la  perfección,    presentó  á  grandes  rasgos  los  principales  efec- 

[  I  ]    Véase  lo  dicho  en  los  párfs.  90  y  102  de  esta  Reseña. 

[2j  Esta  marcada  alusión  política,  en  momentos  de  discutirse  una  ley  de  interés  gene- 
ral,  hemos  creido  conveniente  no  omitirla,  porque  quizás  explique  una  parte  de  las  impu- 
taciones acumuladas  contra  el  sistema  del  provecto  por  el  Sr.  Fuente  Alcázar*. —Ella,  por 
lo  demás,  se  contrae  á  <^ue  en  la  época  de  la  discusión  y  aprobación  de  la  I>ey,  era  Presi- 
dente del  Gjnsejo  de  Mmistros  el  general  O'DonneU,  jefe  de  la  Union  liberal. 

[3]    Par.  5  de  esta  Reseña, 

[4]    Pars.  6  y  10  de  la  misma. 
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tos  qae  en  el  orden  del  crédito  territorial  y  en  el  alivio  de  las  clases 
pobres  había  de  producir  en  la  práctica.     Esa  liltima  parte  que  pue- 
de llamarse  el  epílogo  de  su  discurso,  es  acaso  la  mas  notable  é  im- 
portante. 

173. — Rectificó  el  Sr.  Fuente  Alcázar,  y  entre  otras  afirmaciones 
sostuvo  que  en  Roma*  se  practicó  la  especialidad  y  publicidad  de  la 
hipoteca. 

174. — Usó  luego  de  la  palabra  el  Sr.  García  Torres,  [i]  el  cual, 
después  de  anunciar  que  votaria  el  proyecto  de  Ley,  manifestó  que 
lo  iba  á  examinar  "bajo  el  aspecto  administrativo,"  y  en  tal  concep- 
to se  limitó  á  defender  los  intereses  fiscales,  perjudicados  en  varias 
disposiciones  de  aquel,  y  pidió  á  la  Comisión  se  sirviera  manifestar 
su  opinión  acerca  de  las  ideas  que  acababa  de  emitir. 

175. — Se  encargó  de  contestarle  por  la  Comisión  el  Sr.  Aurioles, 
el  que  manifestó  que  la  Hacienda  publica,  "saliendo  de  la  órbita  que 
ie  correspondía,  invadió  la  esfera  de  la  justicia  y  declaró  en  el  año 
"de  1830  absolutamente  nulos  los  contratos  en  que  se  devengaba  el 
"impuesto,  como  no  se  verificare  su  pago,  [2]  de  forma  que  intro- 
"dujo  una  novedad,    que  no  califico  en  este  momento,  respecto  á  lo 

"que  dispone  la  Pragmática  de  Carlos  III [3]  pero  de  todos  mó- 

"dos,  es  I9  cierto  que  por  este  proyecto  de  ley  lo  que  se  procura  es 
"separar  completamente  la  institución  del  registro  de  todo  loque* 
"concierne  á  la  exacción  del  impuesto,  pero  ésto  sin  perjudicar  ni  * 
"desatender  los  intereses  del  Tesoro,  sino  por  el  contrario,  prestan- 
"do  á  la  Hacienda  publica  todo  el  auxilio  que  puede  dársele  por  es- 
"taley.".  ...  Y  pasó  en  seguida  á  las  disposiciones  especiales  de  los 
artículos  citados  por  el  Sr.  Garcia  Torres,  y  cuyo  estudio  no  es  de 
este  momento. 

176.' — ^Tomó  entonces  la  palabra  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  para  pro- 
nunciar acerca  del  proyecto  de  ley  que  se  proponía,  un  discurso  en 
nuestro  concepto  el  más  completo,  el  más  acabado,  el  más  sólido  de 
cuántos  produjo  la  discusión  de  aquel  proyecto,  porque  fóé  también, 
á  nuestro  juicio,  aquel  en  que  mas  á  fondo,  más  concienzudamente 
se  estudió  la  Ley  en  cuestión  y  todo  lo  que  con  ella  pudiera  relacio- 
narse. Comenzó  ese  diputado  lamentando  lo  poco  que  en  el  reina- 
do actual,  [4]  tan  fecundo  en  reformas  políticas  y  administrativas, 
sebabia  hecho  en  \zs  jurídico-legales.  Y  refiriéndose  al  reinado  an- 
terior, manifestó  su  opinión  de  que,  si  Fernando  VII  hubiese  vivido 
algunos  años  mas,  habría  publicado  los  códigos  cuya  falta  se  hacia 
sentir  aún,  y  "en  una  época  de  gobierno  absoluto,  la  escuela  filosó- 
"fica  hubiera  vencido  á  la  escuela  que  vive  de  la  tradición,  ó  sea. la 
"escuela  histórica."     Expuso   que'  en  la  lucha  de  esas  dos  escuelas 

(i)    Sesión  del  4  de  Enero. 

f4>    Alude  aquí  el  Sr.  Aurioles  á  la  Instrucción  de  29  de  Julio  de  1830  (j>ár.  70  de  t%' 

8)    Véanse  los  párs.  63  á  66  de  estn  Resma, 
)    El  de  D»  Isabel  II. 
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consistía  la  principal  dificultad  que  había  impedido  la  gran  reforma 
codificadora,  porque  "la  escuela  histórica  quiere  conservar  los  fueros 
'^especiales,  y  la  escuela  filosófica  quiere  reasumirlos  todos  en  un  so- 
"lo  código,  y  sujetar  la  España  entera  á  unas  mismas  leyes;"  [5]  y 
que  él  no  veia  inconveniente  en  confeccionar  un  código  en  que  estén 
representadas  ambas,  como  opinaban  el  Sn  Paz  y  otros  Diputados, 
de  manera  que  se  refundiesen  en  la  ley  común  los  fueros  de  provin- 
cias como  Vizcaya,  Navarra,  Aragón  y  Cataluña,  pero  sólo  en  las 
cuestiones  puramente  de  forma,  y  en  cuanto  á  las  de  esencia,  como 
la  patria  potestad,  el  matrimonio  y  otras,  establecer  como  excepción 
aquellos  fueros,  y  luego  declarar  en  el  Código  que  los  hijos  del  país 
pudieran  optar  entre  la  legislación  de  su  distrito  ó  la  general;  y  así 
"se  pondría  á  prueba  cuál  de  las  dos  leyes  era  mejor  á  juicio  de  los 
"mismos  que  debian  sentir  sus  efectos.'  Partíendo  de  esta  idea, 
sentó  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  que  habia  debido  empezarse  por  el  Có- 
digo Civil,  porque  sin  él,  "es  imposible  que  se  hagan  los  demás." 
que  actualmente  se  iba  á  discutir  y  aprobar  una  ley  "que  no  tiene 
"caracteres  que  inspiren  respeto  al  pfiísni  á  los  Legisladores  que  sa- 
"ben  que  dentro  de  pocos  años  se  caerá  al  suelo  por  una  consecuen- 
"cia  natural,"  al  plantearse  el  Código  Civil;  y  agregó:  "Aquí  vienen 
"siempre  las  cosas  por  un  camino  que  no  es  el  racional,  y  como  to- 
"do  se  hace  de  una  manera  provisional,  de  aquí  que  no  tenga  fuer- 
*'za  y  vigor  lo  que  se  hace. ...  Es  un  gran  mal,  señores,  acostum- 
"brar  al  país  á  que  cada  cuatro  años  cambie  de  sistema  eh  las  cosas 
"mas  graves,  en  los  asuntos  mas  importantes.  Mas  vale  conservar 
"un  edificio  con  algunos  defectos  por  sus  años  de  existencia,  que  no 
"andar  construyendo  "uno  nuevo  todos  los  días.  Hacemos  con  las 
"leyes  lo  que  haria  uno  que,  teniendo  un  palacio  sólido,  aunque  an- 
**tiguo,  le  echase  abajo  para  levantarle  de  nuevo,  y  cuando  ya  fuese 
"llegando  al  tejado,  le  derribase  otra  vez;  de  modo  que  pasaría  la 
"vida  edificando  sin  tener  nunca  un  salón  en  que  descansar  con  mas 
"ó  menos  comodidad.  Yo  quisiera  que  hiciésemos  algo  sólido  y  es- 
"table,  que  pudiera  pasar  de  nuestra  generación  y  llegar  á  las  gene- 
"raciones  venideras. 

1^7. — Entró  en  seguida  á  examinar  el  proyecto,  y  dijo  que  los  dos 
rasgos  de  especialidad  y  publicidad  en  que  se  habia  hecho  consistir  la 
Ley  Hipotecaria,  tanto  por  la  Comisión  como  por  el  Senado,  eran  in- 
completos, porque  la  ley,  á  su  juicio,  contenía  seis  grandes  caracte- 
res que  formaban  su  fisonomía:  la  publicidad^  la  especialidad,  la  tasa^ 
la  divisibilidad,  la  modificación  del  sistema  antiguo  de  hipotecas  tá- 
citas legales,  y  la  preferencia  de  los  terceros  sobre  los  dueños,  ó  sea 
del  posador  sobre  el  propietario. — ^Y  pasó  á  tratar  de  cada  uno  de 
ellos. 

178. — Acerca  de  la  especialidad  y  publicidad  á\]o  c\\iq  trdXi  muy 
recomendables,  pero  que  lamentaba  una  tendencia  que  venia  "á  des- 


(I)     Véanse  los  párs.  77  á  79  de  esta  Reseña, 
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'*truir  lo  que  se  está  decantando  en  favor  de  la  desamortización.  Se 
"dice  que  una  de  las  grandes  conquistas  de  la  revolución  ha  sido  la 
"desamortización,  y  al  propio  tiempo  que  esto  se  dice  y  se  realiza 
"con  una  mano,  se  está  amortizando  con  la  otra.  Se  está  abusando 
"de  la  hipoteca  para  todo;  se  quiere  que  se  haga  todo  bajo  hipoteca, 
'*y  los  bienes  con  trabas,  con  cargas,  son  bienes  muertos.  En  la 
**tutela,  ei>  la  cúratela,  en  las  ñanzas  que  dan  los  empleados,  y  en 
"otros  casos  análogos,  se  exige  hipoteca  sobre  finca,  y  esto  es  matar 
"la  propiedad,  ó  si  no  matarla,  herirla  mortalmente.  ¿A  qué  con- 
"duce  esto  naturalmente?  A  separar  del  mercado  la  mayor  parte 
"de  la  propiedad,  á  ponerla  en  el  caso  de  que  no  pueda  circular,  y 
"hoy  se  quiere  mucha  circulación,  y  por  consiguiente  pocas  difícül- 
"tades.  El  que  afecta  fincas  raices  para  una  hipoteca  de  un  emplea- 
"do  ó  de  otra  cualquiera  fianza,  ya  se  ata  las  manos  qn  términos  que 
"si  al  dia  siguiente  encuentra  oportunidad  de  vender  con  ventaja  su 
"finca  ó  de  permutarla  con  gran  beneficio,  no  puede   hacerlo. 

179. — Bosquejó  los  males  c]ue  resultan  de  ese  sistema  manifestan- 
do que  á  veces  á  un  menor  se  le  nombran  sucesivamente  varios  cu- 
radores, porque  no  se  encuentra  ninguno  que  preste  la  fianza,  [i]  y 
el  menor  va  gastando  sus  bienes  en  diligencias  judiciales,  y  cuando 
se  obtiene,  es  sólo  imponiéndole  el  fiador  al  curador  un  interés  de  4 
ó  5  por  100.  **Y  ¿es  posible  que  un  tutor  y  curador  que  se  ve  pre- 
"cisado  á  pagar  ese  interés  no  trate  de  indemnizarse  de  alguna  ma- 
"ñera?  Esto  es  gravísimo,  y  es  menester  que  se  sustituya  la  verda- 
"dera  seguridad,  la  verdadera  fianza,  que  es  la  buena  reputación,  la 
"responsabilidad  general  y  la  responsabilidad  personal,  que  vale  mas 
"que  todo  esto.  Y  no  solamente  es  esto,  sino  que  el  primer  ban- 
'*quero,  Rotschil  mismo,  que  tiene  millares  de  millones,  no  puede 
"ser  fiador  de  una  miserable  tutela  de  2,000  reales,  porque  no  tiene 
"un  pedazo  de  tierra  que  presentar  al  Registro  de  hipotecas.'* 

180. — Sentó  que  tal  resultado  era  ridículo,  y  que  los  menores  es- 
tarían mas  protegidos  con  la  fianza  personal  que  con  la  hipotecaria; 
porque  el  fiador  hipotecario  sólo  responde  de  una  cantidad  limitada, 
y  el  personal  de  todo,  de  donde  resulta  que  si  un  tutor  roba  $12,000, 
de  eso  mismo  responde  el  fiador  personal;  mientras  que  con  la  hipo- 
teca, en  cuanto  de  ella  exceda  lo  robado,  impunemente  se  quedará 
aquel  con  el  resto;  y  sentó  la  conclusión  deque  la  fianza  asíexage- 
raida  es  inmoral.  [2] 

i8i. — ^Y  pasando  á  tratar  de  los  prestamistas,  expuso  que  elcrédu 

(i)  Las  fianzas,  fuera  de  los  casos  en  que  la  Ley  releva  de  ella  á  los  guardadores,  ítrán 
nimpte  hipotecarias,  (Art.  1265  de  la  L.  de  E.  C.) 

[?]  .aunque  estas  reflexiones  del  Sr.  Ortiz  de  Zarate  no  se  refieren  directamente  á  las 
<&^X)6¡ciones  de  la  Ley  Hipotecaria,  como  se  contraen  á  uno  d^  los  usos  que  se  hace  de  la 
láfeUca^  no  creemos  deber  prescindir  de  recordarlas  en  esta  obra.  Presentan  ellas  algu- 
iMsde  los  inconvenientes  de  la  fianza  hipotecaria,  aunque  se  quedan  muy  lejos  de  la  de- 
ttostoidon  que  con  ellas  se  intenta,  de  ser  la  fianza  personal  un  método  preferible.  De  aue 
BU  sistema  ofirezca  algunos  ioconvenientes  no  se  sigue  que  deba  adoptarse  otro  que  los 
presenta  mayores. 
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to  no  tiene  mas  base  que  la  moralidad;  y  que  él  habia  visto  acudir  un 
propietario  en  busca  de  quien  le  prestase  dinero,  ofreciéndole  hipo- 
teca, y  no  aceptarla  el  prestador,  "porque  reflexiona  que  si  es  hom- 
"bre  de  probidad  le  basta  su  honradez;  y  si  no,  de  nada  le  sirve  la 
"hipoteca  porque  nó  pagando  á  la  fecha  convenida  tiene  qué  acudir 
"á  los  tribunales"  y  "eso  de  andar  con  demandas,  con  quiebras  y 
"concursos  no  es  nada  grato.  Esto  hace  que  no  se  quieran  fincas  y 
"que  se  dé  un  millón  bajo  la  fianza  personal  del  vecino  con  solo  co- 
"nocer  su  probidad,  saber  que  su  situación  es  bueña,  y  constarle  por 
"lo  mismp  que  ha  de  pagarle  sin  juicios  y  sin  ruido."  Concluyó  que 
debia  ponerse  al  crédito  sobre  la  hipoteca, — Y  aquí  viene  á  coincidir 
el  pensamiento  del  Sr.  Ortiz  de  Zarate  con  lo  que  habia  dicho  ante- 
riormente el  Sr.  Fuente  Alcázar,  acerca  de  cuya  opinión  dejamos  ya 
expuestas  nuesttas  ideas,  [i] 

182. — Pasó  luego  el  Sr.  .Ortiz  á  tratar  de  {3.  divisibilidad,  cuyo 
carácter  anunció  que  iba  á  combatir,  por  ser  "nuevo  y  desconocido 
"hasta  ahora  en  España."  Expuso  que  hasta  entonces  habia  sido 
nn principio  eterno  que  el  que  tenia  una  hipoteca  sobre  varías  fincas 
tuviese  el  mismo  derecho  sobre  todas  y  cada  una  de  las  diferentes 
fincas  hipotecadas  para  reclamar  el  pago  de  todo  el  capital  ó  parte 
de  él  ó  los  réditos  (2);  y  que  á  la  sazón  se  echaba  por  tierra  ese 
principio  estableciendo  que  al  hipotecarse  varias  fincas  se  señalase  á 
cada  una  de  ellas  la  cantidad  de  que  hubiese  de  responder.  (3) — 
Que  esto  podría  aplicarse  á  los  paises  donde  hay  grandes  propieda- 
des, donde  hay  familias  cuya  ríiqueza  consiste  en  una,  dos,  ó  tres  fin- 
cas; pero  en  España  y  sobre  todo  en  Galicia  y  provincias  del  Norte 
era  imposible,  porque  no  se  encontraría  en  ellas  un  capital  de  4  á 
10,000  reales  sin  que  tenga  menos  de  30  á  50  fincas;  y  nadie  se  con- 
formaría con  prestar  una  cantidad  que  habría  de  recibir  después  en 
tantas  porciones,  y  demandando  á  todos  los  que  poseyesen  las  dis- 
tintas fincas.  Que  la  divisibilidad  iba  á  aumentar  un  mal  que  ya 
se  hacia  sentir,  el  de  sustituirse  las  hipotecas  con  ventas  en  pacto  Je 
retro,  ó  con  un  recibo  de  simple  depósito  en  vez  de  préstamo,  re- 
curso inventado  por  los  comerciantes  para  compeler  al  pago  á  sus 
deudores  por  el  temor  de  que  se  les  persiga  como  autores  de  un  de- 
lito. (4)-^Sentó  además  que  en  la  nueva  ley    habia  ese    principio  y 

Par,  168  de  esU  Reseña. 


Ley43,tít,i3,P.f  .  , 
Art.  119  de  la  L.  H.  peninsular,  133  de  la  muestra. 
[4]  El  que  se  apropiase  ó  distrajese  dinero  ó  efectos  recibidos  en  depósito  incurría  en 
el  delito  de  esta/a^  penado  en  el  art.  452,  inciso  i?  del  Código  Penal  de  1850,  vigente  en  la 
época  de  la  discusión  que  reseñamos.  Hoy  se  dispone  lo  mismo  por  el  art.  559,  incifo  5? 
del  que  rige  en  Cuba  y  Puerto-Rico. — Creemos  que  los  Tribunales  deben  tener  mucho 
cuidado  cuando  se  acuse  la  estafa  fundada  en  un  simple  vale  de  depósito,  y  no  aceptarla  en 
manera  alguna  cuando  no  exista  otra  prueba,  pues  la  codicia  y  dureza  de  un  acreedor  no 
puede  desnaturalizar  los  actos  privados,  ni  queorantar  la  Ley  suponiendo  un  delito  donde 
sólo  existe  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato  y  convirtiendo  así  en  pro  de  sus  intereses 
materiales  las  prescripaones  que  la  Ley  sólo  ha  creado  contra  los  verdaderos  delincuentes. 
Y  el  acreedar  á  quien  se  le  pruebe  el  empleo  de  ese  medio  puede  sin  duda  ser  perseguido 
como  autor  de  calumnia  [Art.  471  de  nuestro- Código  Penal]. 
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el  contra  principio  de  no  admitir  la  divisibilidad  posterior  al  contra 
to;  es  decir  que  hipotecada  una  gran  porción  de  terreno,  si  después 
por  razón  de  herencia  ó  por  tra  causa  cualquiera  se  hace  cuatro  ó 
seis  fracciones,  ya  la  ley  no  admite  esa  divisibilidad  (i);  y  que  no  se 
comprendía  porqué  se  admitía  en  un  caso  y  no  en  el  otro;  pues 
siendo  el  principio  malo,  como  él  lo  creia,  no  debia  admitirse;  y  si 
era  bueno,  debia  por  el  contrario  llevarse  á  todas  las  circunstancias. 

183. — ^Trató  en  seguida  dela^^w^,  **otro  de  los  grandes  caracteres 
de  esta  ley;**  sentando  que,  en  la  misma  época  en  que  se  habia  su- 
primido la  tasa  en  los  préstamos  á  interés,  en  que  se  habia  declarado 
un  gran  absurdo  fijar  límites  al  interés  del  dinero,  venia  a  estable- 
cerse que  la  hipoteca  ha  de  ser  del  triple  valor  de  lo  que  se  recibe. 
(2).  Sostuvo  que  en  ningún  caso  debía  fijarse  ese  límitfe,  que  era 
necesario  dejar  en  libertad  á  los  capitales,  por<Jue  aquella  circuns- 
tancia, **sobre  ser  de  difícil  aplicación,  puede  traer  fatales  consecuen- 
"cías.**  Que  no  debía  fijarse  tasa  á  los  que  contratan,  colocándose 
la  ley  entre  la  voluntad  de  las  dos  partes;  ^  y  que  eso  era  llevar  la 
centralización  hasta  la  familia.  Que  considerada  la  cuestión  bajo 
otro  aspecto,  tampoco  ql  triple  capital  es  bantante  garantía,  porque 
el  valor  de  una  finca  puede  variar  por  lo  mismo  que  depende  de  mu- 
chas circunstancias.  *'Una  fábrica  que  hoy  vale  $10,000,  porejem- 
"plo,  mañana  n  vale  i,03D,  porque  ofreciendo  grandes  esperanzas, 
"después  no  se  ven  realizadas." — Que  la  divisibilidad  y  la  tasa  te- 
nían el  inconveniente  gravísimo  de  que  se  retrotraían  álos  contratos 
yz,  otorgados,  y  que  no  habia  bastante  claridad  acerca  de  ellas,  pues 
no  constaba  si  se  referían  sólo  á  los  censos  ó,  comprendían  á  todos 
los  contratos,  /  pidió  explicaciones  sobre  ese  punto  á  la  comisión. 

184 — Entró  luego  á  tratar  de  la  modificación  de  las  hipotecas  tá- 
citas legales,  manifestando  que  el  sistema  seguido  no  era  radical,  si- 
no mixto,  pues  modificaba  las  hipotecas  tácitas  legales  sin  destruir- 
las, pues,  en  su  concepto,  siendo  esta  ley  solamente  una  ley  de  ter- 
ccríaSy  como  había  dicho  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  en  una  de 
las  reuniones  de  la  comisión;  no  teniendo  más  objeto  que  dar  á  los 
terceros  la  seguridad  de  que  nadie  vendrá  á  arrancarles  las  hipote- 
cas adquiridas,  sí  las  han  inscrito  en  el  Registro,  fuera  de  ese  caso 
quedaban  las  hipotecas  como  antes.  (3)  Que  no  solo  conservábala 
Ley  la  hipoteca  tácita,  mientras  no  venga  á  oponérsele  la  expresa, 
sino  que  también  conserva  la  hipoteca  tácita  sin  registro  en  *dos  ca- 

[i]     ArL  123  de  la  L.  H.  de  1861, 137  de  la  nuestra. 

(2)  Aludía  el  Sr.  Ortíz  de  Zarate,  segan  aclaró  en  la  rectificación  <que  se  \\6  obligado 
á  hacer,  á  la  disposición  relativa  al  que  á  la  publicación  de  la  Ley  tuviese  gravados  dife- 
rentes bienes  propios  con  un  censo  ó  una  hipoteca  voluntaría  cuyo  capital  no  se  hubiese 
dÍTÍ(Hdo  entre  ellos,  los  que  podrían  exigir  la  di\ásion  entre  los  que»bastasen  á  responder 
de  un  triplo  del  mismo  capital  [  Art.  383  L.  H.  de  1861,  397  de  la  nuestra]. 

[3]  L>eclaraba  la  Ley  de  i86í,  que  transcurrid^  un  año  no  surtiría  efecto  contra  tercero 
ninguna  hipoteca  legal  fio  inscrita  [Art.  351]. — En  la  nuestra  dos  años  (Art.  365.) — Pero 
hipoteca  que  no  surte  efectos  contra  tercero,  no  es  ya  hipoteca;  el  derecho  que  supone  el 
Sr.  Ortiz  de  Zarate  contra  el  deudor  de  hipoteca  tácita  por  la  ley  antigua,  seria,  si  existe, 
Pty^mcLl. 
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sos:  en  favor  del  fisco  pot  las  contribuciones  de  los  dos  últimos  años; 
en  favor  de  las  sociedades  de  seguros  por  las  cuota;s  de  las  dos  úl- 
timas anualidades  ó  dividendos. 

185. — Pasando  á  \?i  preferencia  del  tercero  sobre  el  propietario,  sesta 
de  las  circustancias  características  que  marcaba  en  la  ley,  la  calificó 
de  ^'principio  enteramente  opuesto  á  los  principios  y  á  las  acciones 
**legales",  y  expuso  que  hasta  entonces  era  un  axioma  que  el  dueño 
perseguía  la  cosa  donde  quiera  que  la  encontrase,  y  otro  axioma, 
que  nadie  podía  dar  lo  que  no  tenia;  y  que  en  lo  sucesivo  el  dueño 
sólo  podría  perseguir  la  cosa  mientras  no  se  pusiese  de  por  medio  el 
registro;  y  podría  darse  lo  que  no  se  tiene;  pues  un  poseedor  de  ma- 
la fé  vende  ó  regala  la  finca,  y  registrada,  nadie  tiene  derecho  á  per- 
seguirla. **Aquí,  señores,  se  levanta  sobre  la  propiedad  al  mero 
"poseedor  y  véanse  los  grandes,  los  innumerables  perjuicios  que  esto 
**puede  acarrear.  El  que  hoy  posee  unos  bienes  con  la  seguridad 
**de  que  no  eran  de  la  persona  que  se  los  vendió,  sino  que  se  los  ha- 
"bia  usurpado  á  otra  persona  que  él  conoce,  que  pudo  hacerse  de 
"los  documentos,  pero  que  teme  que  algún  dia  se  descubra  el  frau- 
"de  y  le  arranquen  aquella  fortuna,  ¿qué  hará?  Esta  ley  le  da  la 
"patente  mas  amplia  para  que  goce  aquellos  bienes  sin  cuidado  al- 
"guno.  Solo  con  suponer  que  los  grava  con  millones,  puede  estar 
"tranquilo,  vendrá  el  dueño  y  se  le  dirá;  no  ha  lugar  á  reclamación 
"ninguna,  estos  bienes  están  registrados.  El  dueño  no  es  nada  ante 
'"el  tercer  paseedor;  es  decir,  que  á  tina  formalidad  tan  tenue  se  le 
"da  mas  importancia  que  al  principio  de  propiedad." 

186. — En  seguida '  entró  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  en  el  examen  de 
determinadas  disposiciones,  de  cuya  parte  de  su  discurso  nos  ocupa- 
remos en  los  respectivos  lugares  de  nuestra  obra. 

187. — Le  contestó  por  la  Comisión  y  en  defensa  del  Proyecto  de 
Ley  el  Sr.  Permanyer,  (4)  comenzando  por  observar  que  "desde 
"que  el  gran  Bossuet  escribió  su  libro  inmortal  sobre  las  Va- 
'Criaciones,  han  quedado  para  siempre  en  el  terreno  de  la  con- 
"troversia  y  de  las  luchas  intelectuales  perfectamente  definidas 
**las  condiciones  que  son  peculiares  y  características  de  las  bue- 
"nas  y  de  las  malas  causas,"  que  él,  luego  de  haber  e.Kami- 
nado  la  reforma  hipotecaria  en  proyecto  creía  en  la  bondad  y  ex- 
celencia d,e  los  principios  sobre  que  estaba  cimentada;  pero  si  alguna 
duda  pudiera  caberle,  quedaría  desvanecida»  al  ver  lo  sucedido  du- 
rante el  debate  de  ella;  pues  en  favor  de  la  Ley  '*siempre  se  ha  de- 
**bido  observar  esa  misma  unidad  en  las  miras  y  en  los  medios  de 
"demostración." 

188. — Después  de  impugnar  la  maiú/estacion  del  Sr.  Ortiz  de 
Zarate  relativa  á  los  fueros  provinciales,  sosteniendo  el  Sr.  Pernan- 
yer  que  respecto  á  aquellos  'Viene  á  ser  fuero  provincial  también  el 
*'que  por  una  aprociacion  de  las  circunstancias,  y  casi  podría  decirse 


[  I )    Sesión  del  dia  7  de  Enero. 
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"de  localízacíon,  ha  merecido  el  alto  honor  de  ser  designado  con  el 
"nombre  de  Derecha  general  del  reino;"  y  que  era  preciso  estudiar 
cuál  de  esos  derechos  merecía  ser  privilegiado  ó  postergado  á  los 
demás  resi>ecto  de  cada  una  de  las  instituciones  del  derecho  civil, 
pues  proceder  de  otra  manera  "seria  partir  del  principio  de  que  de- 
"b¡4  darse  preferencia  á  la  institución,  al  sistema,  al  desenvolvimien- 
"to  jurídico  que  es  especial  de  algunos  puntos  del  reino,  condenando 
'los  sistemas  é  instituciones  de  otros  puntos,  sin  más  razón  que  la 
"de  haberse  dado  á  estos  el  nonfibre  de  provincias  y  residir  en  aque- 
"llos  la  capital  y  el  centro  de  la  gobernación  del  Estado;"  y  negando 
también  lo  aseverado  por  el  Sr.  Ortiz  de  que  la  ley  hipotecaria  vivi- 
ría poco  tiempo,  dijo  que  ella  **no  desaparecerá  cuando  se  haya  san- 
"cionado  un  Código  civil  completo,  á  menos  que  se  quiera  calificar 
"de  derogación  de  esa  ley,  y  decirse  que  equivaldrá  á  sepultarla  en 
"el  olvido  el  colocarla  en  el  lugar  que  la  corresponde  entre  otros  va- 
dnos títulos,  secciones  ó  tratados  que  comprenda  el  Código  general 
"de  la  nación." 

189. — Entró  en  seguida  á  examinar  los  seis  caracteres  que  el  Sr. 
Ortiz  habia  señalado  á  la  Ley,  é  hizo  observar  que  no  habia  cen- 
surado los  de  especialidad  y  publicidad;  pero  que  sí  tomó  de  ellos 
ocasión  para  lamentar  que  con  aquella  se  pretenda  amortizar  la  pro- 
piedad después  de  haberla  desamortizado  en  ptro  sentido.  A  esto 
contestó  que  la  ley  no  crea  las  hipotecas,  sino  las  regula,  y  que  si 
algún  abuso  existia  no  sería  efecto  de  la  ley,  sino  de  la  contratación 
particular;  y  respecto  á  las  fianzas  por  administración,  que  no  son 
más  frecuentes  hoy  que  en  tiempos  antiguos,  y  que  por  el  contrario 
es  característico  de  nuestro  derecho  actual  la  mayor  frecuencia  con 
que  se  apela  al  depósito  más  bien  que  á  la  hipoteca,  para  esa  clase 
de  garantías. 

.  Í90. — Respecto  de  ¿/m.y/W//¿¿a:¿/negó  completamente  que  la  Ley  la 
hubiese  adoptado,  dijo  que  por  el  contrario  sancionaba  la  indivisibili- 
dad como  carácter  esencial  al  derecho  de  hipoteca,  en  los  artículos 
121  á  129  [i];  que  el  hecho  de  ordenarse,  cuando  se  hipotequen 
varias  fincas,  que  se  señale  á  cada  una  la  porción  de  que  ha  de  res- 
pcHider,  no  pertenece  á  la  indivisibilidad,  sino  á  la  solidaridad,  por 
laqae  cuando  un  solo  crédito  se  asegura  en  garantía  con  varias  fin- 
cas» han  de  responder  todas  y  cada  una  por  el  todp  del  crédito  ase- 
gurado; y  esto  es  lo  que  la  Ley  prohibía  en  beneficio  del  propieta- 
rio, y  para  evitar  las  exigencias  del  capitalista,  que  pide  la  afección 
de  todas -cuando  con  una  sola  podria  bastarle.  Y  que,  por  último, 
ni  aun  la  solidaridad  cesa  mientras  los  bienes  permanezcan  en  poder 
dd  deudor,  pues  entonces  responden  todos  y  cada  uno  de  ellos. 

191. — Respecto  de  la  tasa,  negó  también  que  existiese  en  la  Ley 
cae  carácter,  puesto  que  ninguna  limitación  en  tal  sentido  se  ponia  á 


(1)    Es  más  bien  en  los  artículos   122  á  125  (136  á  139  en  la  nuestra)  donde  se  saado- 
ift  esc  pdndpio;  el  Sr.  Pennanyer  citaba  de  memoria. 

IX 
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las  hipotecas  convencionales,  y  que  respecto  de  las  legales,  reducidas  á 
especíales  y  expresas,  habrán  de  guardar  proporción  con  el  crédito 
asegurado,  porquj  de  otro  modo  seria  imposible  llevar  á  cabo  la  re- 
forma, y  que  esa  proporción  la  reservaba  la  ley  al  prudente  arbitrio 
judicial;  que  una  sola  vez  se  hablaba  del  triplo  como  medida  de  pro* 
porción,  y  esto  por  razones  eápecialísimas  perfectamente  expuestas 
por  la  Comisión  de  Códigos,  [i] 

192.— También  negó,  en  lo  relativo  á  la  modificación  de  las  hipote- 
cas llamadas  anteriormente  tácitas  y  legales,  que  fuese  mixto  el  siste- 
ma implantado  por  la  ley,  y  sostuvo  que  por  el  contrario  "la  reforma 
**en  este  punto  es  radical  cuanto  convenía  que  lo  fuese.  Subsisten  las 
"hipotecas  legales;  porque  deben  subsistir;  pero  desaparecen  ó  van 
*'á  desaparecer  pov  completo  las  hipotecas  generales,  las  hipotecas 

"tácitas,  los   gravámenes   ocultos *' — Las  palabras,  que   hemos 

subrayado  dejan  en  toda  su  fuerza  la  opinipn  impugnada,  del  Sr. 
Ortiz  de  Zarate,  que  se  armoniza  con  lo  que  dejamos  expuesto  en 
el  par.  102  de  esta  Reseña. 

193. — En  cuanto  SildL preferencia  del  tercero  sobre  el  propietario, 
sesto  y  último  de  los  caracteres  enumerados  por  el  Sn  Ortiz,  manifestó 
elSf.  Permanyer  que  aquel  habia  confundido  la  inscripción  con  el  títu- 
lo mismo.  [2]  "Supuesto  el  título,  la  inscripción  es  necesaria,  por- 
"que  sin  ella  de  p^da  sirve  aquel  contra  los  terceros  poseedores. 
"Pero  la  inscripción  sin  un  título  real  y  verdadero,  legítimo,  que  lo 
"sea  en  el  terreno  de  la  justicia  y  de  las  leyes  constituidas,  tampoco 
"sirve  de  cosa  alguna.  Por  manera  que  ese  caso  monstruoso,  que 
"de  tal  exactamente  le  calificaba  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate,  y  que  él 
"tan  justísimamente  también  deploraba,  será  iniposible  que  sobre- 
"venga  por  consecuencia  de  lo  que  se  dispone  en  la  ley." — En 
efecto,  manifestó  que,  si  bien  era  posible  que  se  inscribiese  un  título 
que  no  lo  sea  legítimamsnte  hablando,  y  que  haya  dado  en  la  apa- 
riencia derechos  á  un  tercero;  y  que,  reivindicándose  la  finca  de  ese 
tercero  por  el  verdadero  y  legítimp  dueño,  se  encuentre  éste  desar- 
mado por  la  falta  de  inscripción,  ésto  no  sucedería  "por  efecto  de 
"una  novedad  de  la  ley,  sino  que  es  consecuencia  genuina  é  inde- 
"clinable  del  gistema  de  publicidad,  tal  como  se  hallaba  ya  cstable- 
"cido  por  la  pragmática  de  Carlos  III;"  puesto  que  "desde  entonces 
"no  podia  entablarse  la  acción  reivindicatoria,  ni  la  persecutoria  del 
"gravamen  en  daño  ó  perjuicio  de  tercero,  sino  presentando  oportu- 
"namente  registrado  el  título  en  que  se  fundara  la  reivindicación."  (3) 
Entró  luego  á  contestar  las  observaciones  particulares  del  Sr.  Ortiz 
de  Zarate  acerca  de  determinados  artículos  de  la  Ley. 

194. — Rectificando  el  Sr.  Ortiz,  sostuvo  que  él  no  habia  inventado 
la  divisibilidad  de  la  hipoteca,  sino  que  la  consignaba  la  ley,  y  leyó 

( I )    Puede  verse  en  la  parte  de  nuestra  obra  en  que  se  trata  de  la  liberación. 

í2)    Véase  en  el  par.  185  el  ejemplo  propuesto  por  el  Sr.   Ortiz  de  Zarate. 

(3)  El  Tribunal  Supremo  limitaba  los  efectos  de  la  Pragmática  á  hacer  ineficaz  contra 
tercero  el  titulo  no  registrado  cuando  con  él  se  tratase  de  perseguir  el  graininun.  CSents. 
de  20  de  Nov.  de  1858,  5  de  Junio  de  i86q  y  29  de  Sct,  de  1865.) 
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los  artículos  119  á  121,  (i)  124  (2)  y  383  á  388,  (3)  en  los  que  se 
usaban  las  palabras  división  y  reducción  aplicadas  á  los  casos  que 
fl  habia  llamado  de  divisibilidad  y  tasa,  é  insistió  en  los  inconve- 
nientes prácticos  que  pfrecian. — Acerca  de  la  preferencia  del  tercero 
sobre  el  propietario  insistió  también  en  que^  habiendo  de  sacrificarse 
auno  de  los  dos,  él  estaba  por  sacrificar  al  que  '*ante  los  ojos  de  la 
'^justicia  y  de  la  razón  es  menos  digno  de  que  se  le  considere,"  ésto 
es,  al  tercero. — Y  en  el  examen  de  determinados  artículos,  refirién- 
dose á  las  anotaciones  preventivas,  dijo  que  él  las  habia  calificado 
de  fuero  común,  y  el  Sr.  Aurioles  de  pluralidad  de  fueros;  y  que 
creía  que  ambos  tenian  razón,  pues  en  unos  casos  eran  de'fuero  co- 
mún y  en  otros  de  pluralidad  de  fueros,  Asignó  á  esta  clase  los 
cinco  primeros  casos  del  artículo  42  de  la  Ley,  [4]  y  á  la  de  fuero 
com^n  los  cuatro  restantes. — Por  tres  veces  más  rectificaron  los  Sres. 
Permanyer  y  Ortiz  de  Zarate,  y  se  pasó  luego  á  discutir  el  Proyecto 
de  autorización. 

195.— El  Sr.  Alvarez  Bugallal  se  concretó  á  exponer  ciertos  in- 
convenientes de  la  f^jey,  que  sé  resuelven  en  determinados  artículos, 
asentando  la  proposición  general  de  que  la  Ley  llenaba  el  principio 
económico,  pero  desatendía  el  principio  moral. — Le  contestó  el 
Sr.  Aurioles,  concretándose  á  los  puntos  vindicados  por  el  Sr. 
Alvárez. 

196. — El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  trazó  entonces  uri  cua- 
dro histórico  de  los  cuatro  sistemas  hipotecarios  que  señaló,  el  roma- 
no, el  germánico,  el  francés  y  el  español. 

197. — El  Sr.  Fages  se  esforzó  en  demostrar  que  existia  contra- 
dicción entre  los  medios  y  el  objeto  de  la  Ley,  pero  también  se 
concretó  á  determinados  artículos. 

198.— Le  contestó  el  Sr.  Aurioles,  [5]  por  enfermedad  y  ausencia 
de  D.  Pascual  Bayarri,  [6]  que  era  el  encargado  de  hacerlo,  y  como 
también  se  redujo  á  puntos  concretos,  no  nos  cumple  seguirle  en  esté 
lugar,  como  tampoco  al  Sr.  Fages  ei>  la  rectificación  que  hizo. 

199. — Habló  entonces  el  Sr.  Marichalar,  ipanifestando  que,  tra- 
tada la  cuestión  en  el  terreno  económico,  en  el  filosófico  y  en  el 
político,  él  iba  á  tratarla  en  el  jurídico.  Se  halla  este  discurso  en  el 
propio  caso  que  los  anteriores. 

.200. — El  Sr.  Olózap^a  discurrió  acerca  del  modo  de  discutir  las 
leyes  y  de  los  trabajos  de  codificación,  y  el  Sr.  Permanyer  contestó 
i  sus  observaciones  á  la  vez  que  á  las  del  Sr.  Marichalar. 

201. — Puesto  á  discusión  el  artículo  2?  del  Proyecto  de  autoriza- 

(I  133  á  135  en  l^  nuestra. 

(3)  138  en  la  misma. 

(3)  yil  ^  4^2  ^'^  ^^  nuestra. 

(4)  Art.  50  de  la  nuestra. 
[5]  Sesión  del  día  II. 

[6]  Miembro  á  la  vez  que  de  la  Comisión  de  informe  del  Congreso,  de  la  de  Códigos 
(t.  por  83.) 
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don  [v,  par.»  165]  se  dio  lectura  á  la  enmienda  que  proponía  el  Sr. 
Paz.  [i] — Consistía  esta  en  adicioi^ar  el  proyecto  de  autorización 
disponiendo  que  los  Con ta^dores- Registradores' tjue  á  la  sazón  ejer- 
ciesen aquel  cargo  en  virtud  de  contrato  con  la  Hacienda,  continua- 
ran desempeñándolo  por  toda  su  vida  ó  hasta  ser  completamente 
indemnizados  (^Art*  3?^;  y  que  los  Contadores-Registradores  no 
incluidos  en  dicho  c^o  y  que  debiesen  cesar  en  sus  destinos,  fuesen 
admitidos  á  los  ejercicios  de  oposición  para  la  provisión  de  las  va- 
cantes ("Art.  49^-r-Con  estos  dos  artículos  quería,  pues,  el  Sr.  Paz, 
adicionar  el  Proyecto  de  autorización^  que  se  componía  de  dos 
f  véase  p«tr.  165  citado.^ 

202. — La  apoyó  el  mismo  Sr.  Paz  con  un  discurso  en  que  enca- 
reció la  injusticia  de  hundir  en  la  miseria  á  500  familiks,  los  derechos 
sacratísimos  de  los  que  ejercían  sus  cargos  á  título  de  propiedad  ó 
de  arriendo  vitalicio;  la  anomalía  de  exigirles  á  los  escribanos  cono- 
cimientos tan  eictensos  como  requería  lawedaccion  de  Jas  nuevas  es- 
crituras, y  negarles  la  capacidad  para  ser  Registradores,  exigiéndose 
á  éstos  el  título  de  abogados. 

203. — Contestó  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  que  siempre 
que  se  hacen  reformas  hay  derechos  é  intereses  lastimados;  que  el 
Gobierno  tiene  el  deber  de  indemnizar  los  primeros,  pero  no  los 
segundos;  y  que  los  actuales  contadores  de  hipotecas  servían  sus 
cargos  interinamente,  pues  cuando  en  1836  se  dio  nueva  fuerza  á  las 
'  leyes  de  3  de  Febrero,  se  juzgó  incompatible  el  cargo  de  contador 
'de  hipotecas  -con  el  de  secretario  de  Ayuntamiento  ^2)  y  se  dispuso 
que  sirviesen  aquel  cargo  los  escribanos  más  antiguos  hasta  que  se 
arreglase  el  sistema  hipotecario;  que  no  podían  aquellos  esperar  que 
el  arreglo  tardase  veinticinco  años,  y  ese  mismo  tiempo  había  dura- 
do 3u  interinidad.  Que  los  compradores  de  oficios  tenían  cerecha  á 
ser  indemnizados,  y  lo  serian. 

204.— El  Sr.  Permanyer  secundó  al  Ministro  explanando  las  con- 
sideraciones hechas  por  él,  y  alegó  además  la  ley  de  expropiación 
forzosa,  que  la  hipotecaría  no  había  derogado. 

205. — El  Sr.  Paz  rectificó  manifestando  que  la  interinidad  á  que 
se  referia  el  Ministro,  y  que  se  consignó  en  la  R.  O.  de  1836  cesó 
en  1845,  cuando,  al  arreglarse  el  negociado  de  hipotecas  se  nombra- 
ron en  propiedad  los  Coptadores-Registradores.  [3]' — Pero  á  instan- 
cia reiterada  del  Sr.  Permanyer  consintió  en  retirar  su  enmienda,  en 
vista  de  las  manifestaciones  de  que  serian  indemnizados  los  lastirata- 
dos  en  sus  derechos. 


206.' — Así  pasó,  pues,  la  Ley  Hipotecaria  de 'i  861  en  el  Senado 
y  Congreso,  sin  que  llegarla  introducirse  modificación  alguna  en  el 

(1)  Sesión  del  dia  14, 

(2)  Véase  par.  72.  ^ 
(3;    V.  par.  73  de  esta  Reseña. 
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Proyecto  formado  por  la  Comisión  de  Códigos.  Hemos  visto'  ya  que 
fué  terminado  por  la  Comisión  ese  proyecto  en  6  de  Junio  de  1860, 
presentado  por  el  Gobierno  á  las  Cortes  en  4  dé  Julio  del  mismo 
año,  y  discutido  en  ellas  en  sesiones  celebradas  desde  22  de  No- 
viembre, hasta  14  de  Enero  de  1861,  habiéjidose  promulgado  en  8 
de  Febrero  del  mismo  año.  También  manifestamos  [par.  165]  que 
por  el  Proyecto  de  autorización  se  facultó  al  Gobierno  para  señalar 
el  dia  en  que  ccWíienzase  á  regir,  dentro  del  año  siguiente  á  su  pro- 
mulgación. El  decreto  de  promulgación,  dado  en  8  de  Febrero  de 
1861,  no  pudo,  pues,  contener  otra  declaración  que  esa  misma.  Res- 
taba, por  tanto,  determinar  ese  día,  y  aunque  en  12  de  Junio  se  apro- 
bó por  la  Reina  la  Instrucción  sobre.  hA  maííera  de  redactar 

LOS  INSTRUMENTOS  PÚBLICOS  SUJETOS  Á  REGISTRO,  y  se  ordenó 
que  todos  los  notarios  y  escribanos  empezasen  á  observarla  desde  i9 
de  Enero  de  1862;  y  nueve  dias  después,  el  21  de  Junio,  se  aprobó 
también  el  Reglamento  pafa  la  ejecución  de  la  Ley,  'más  tarde,  por 
Real  orden  de  24  de  Diciembre,  circulada  á  los  Regentes  de  las 
Audiencias,  se  dejó  aquella  en  suspenso  por  no  poderse  * 'fijar  aun 
"el  dia  preciso  en  que  deba  empezar"  á  regir  la  L.  H.  que  tiene 
"intima  relación  con  la  Instrucción"  mencionada. — 'En  fin,  por  Real 
decreto  de  J I  de  Julio  de  1862  se  dispuso  que  comenzase  á  regir  la 
nueva  Ley  con  su  Reglamento  el  dia  l9  de  Enero  de  1863,  fecha  en 
que  efectivamente  quedó  planteada. 

207.- — Mientras  tanto,  dictáronse  diferentes  disposiciones  intima- 
mente unidaá  con  la  gran  reforma  inmediata.  Ademas  del  Regla- 
mento ó  Instrucción  de  que  ya  hemos  hablado,  se  dictaron,  el  Real 
Decreto  de  21  de  Junio  de  1861  estableciendo  la  Dirección  General 
del  Registro  de  la  Propiedad,  la  Real  orden  de  28  de  Junio  determi- 
nando los  pueblos  e;i  que  habían -de  qyedar  instalados  los  Registros, 
el  Real  decreto  de  12  de  Julio  declarando  revertidas  al  Estado  to- 
das las  contadurías  de  hipotecas  enagenadas  del  mismo,  la  Real  or- 
den de  4  de  Setiembre  sobre  oposiciones  de  aspirantes  á  auxiliares 
de  los  Registradores,  y  la  de  2  de  Noviembre  sobre  administración 
del  impuesto  de  hipotecas  al  etnpezar  á  regir  la  Ley,  Por  último, 
el  R.  D.  de  31  de  Enero  de  1862  sobre  toma  de  posesión  de  los  Re- 
gistradores nombrados. 

208. — Surgieron  algunas  dificultades,  como  era  natural,  al  plan- 
tearse la  Ley,  y  ellas  causaron  las  enmiendas  que  sucesivamente  se 
fueron,  introduciendo,  y  que  vamos  á  narrar. 

LEY  REFORMADA  DE  I869. 

209.— El  primer  obstáculo  con  que  tropezó  la  Ley  nueva  fué  el 
de  estimarse  insuficiente  el  plazo  de  un  año  concedido  para  la  ins- 
cripción de  los  derechos  que,  adquiridos  á  la  sombra  de  la  antigua 
ley,  se  deseasen  conservar  en  la  nueva;  lo  que  ocasionó  las  prórogas, 
primero  de  dos  años,  por  R.  D.  de  29  de  Diciembre  de  1863,  y  lue- 
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go,  hasta  que  se  diese  resolución  legislativa,  por  R.  D.  de  19  de  Di- 
ciembre de  1865.  También  se  quejaron  los  propietarios  de  las  di- 
ficultades con  que  luchaban  para  obtener  la  inscripción,  y  de  los 
gastos  que  ésta  les  ocasionaba.  En  vista  de  tales  reclamaciones,  (i) 
se  instruyó  expediente  sobre  reforma  de  la  Ley,  y  se  oyó  á  los  Re- 
gentes de  las  Audiencias,  como  inspectores  que  eran  de  los  Regis- 
tros, y  la  Comisión  que  formó  la  Ley  de  1861  propuso  un  proyecto 
de  Ley  adicional  á  la  misma,  en  11  de  Abril  de  1864,  sobre  el  cual 
se  oyó  también  á  los  Regentes.  El  Gobierno  presentó  otro  en  7  de 
Abril  de  1 866  sobre  proyecto  de  reforma  de  la  propia  Ley,  que  no 
llegó  á  discutirse,  porque  fué  retirado  en  4  de  Abril  de  1867. 

210. — Por  ley  de  29  de  Mayo  de  1868  se  autorizó  al  Gobierno 
para  plantear  el  crédito  territorial,  modificando  en  la  parte  necesaria 
las  leyes  hipotecaria  y  de  Enjuician^ento  Civil.  La  Revolución  de 
Setiembre  trajo  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  á  D.  Antonio  Ro- 
mero Ortiz,  quien  se  consagró  con  empeño  á  la  reforma,  proce- 
diendo, según  él  dice,  de  acuerdo  con  la  Comisión  Codificadora,  y 
presentó  luego  su  Proyecto  á  las  Cortes  Constituyentes  en  13  Mar- 
zo de  1869. 

211. — No  puede  hacerse  de  la  Ley  Reformada  un  análisis  tan  de- 
tenido como  el  que  hicimos  de  la  primitiva.  Ni  la  Exposición  de 
sus  motivos  ni  su  discusión  en  las  Cortes  se  prestan-  á  grandes  deta- 
lles; como  que  se  refieren  á  puntos  determinados  que  se  han  de  re- 
servar para  sus  respectivos  lugares.  Haremos  sin  embargo  un  ligero 
resumen  de  la  ultima. 

212. — Nombrada  la  comisión  para  el  examen  del  Proyecto,  pre- 
sentó el  dictamen  correspondiente  en  4  de  Noviembre,  con  el 
Proyecto  de  Ley  autorizando  al  Gobierno  para  su  planteamiento. 
Compusieron  la  comisión  los  Sres.  D,  ^Cirilo  Alvares,  Presidente^ 
D,  Manuel  Vicente  García,  D.  José  Hipólito  Alvarez  Borbolla  y 
D.  Vicente  Morales  Diaz,  Secretario. 

213. — Se  abrió  la  discusión  el  dia  i 2  de  Noviembre  con  una 
enmienda  propuesta  por  el  Sr.  Bueno  (D.  Juan  Andrés)  á  los  ar- 
tículos 303  y  308,  (2)  relativos  al  nombramiento  y  remoción  de  los 
Registradores.  No  nos  corresponde,  según  el  sistema  adoptado, 
entrar  en  el  análisis  de  la  discusión  de  este  proyecto  de  enmien- 
da, pero  si  indicaremos  que  él  Se  basaba  en  proveer  todas  las 
vacantes  por  oposición,  y  no  solamente  aquellas  en  que  no  hubiese 
Registradores  aspirantes,  como  ordena  el  art.  303  de  la  Ley  Reforr 
mada;  y  que  los  Registradores  que  hubiesen  obtenido  el  cargo  en 
virtud  de  oposición  fuesen  los  tínicos  á  quienes  se  aplicase  la  dispo- 
sición del  308. — Le  contestó  por  la  Comisión  el  Sr.  Morales  Diaz, 
y  sostuvo  que  la  oposición  no  siempre  es  útil,  porque  **es  medida  de 

[  I  ]  Vamos  siguiendo  en  estos  datos  la  Exposición  de  motivos  de  la  pe/arma  y  adici^H$s 
de  la  Ley  Hipotecaria,  que  precede  á  la  Ley  Reformada  de  1869. 

(2)  El  303  es,  con  algunas  diferencias,  el  317  en  nuestra  Ley;  y  el  308  equivale  al  322 
enla  misma. 
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"capacidad,  pero  nada  más,"  y  no  todos  los  puestos  exigen  sólo 
esa  medida. — La  enmienda  fué  desechada  por  83  votos  contra  25. 
214. — A  continuación  se  presentaron  otras  varias  enmiendas,  (i) 
habiendo  tomado  parte  en  la  discusión,  además  de  los  Sres.  Bueno 
y  Morales  DiaZy  ya  citados,  los  Sres.  Saavedra^  Garcia\  y  Curiel  y 
Castro;  el  primero  y  tercero  como  opositores,  y  el  segundo  por  la 
Comisión. — Todas  las  enmiendas  fueron  desechadas,  y  el  proyecto, 
de  autorización  quedó  aprobado,  (2)  y  sancionado  en  3  de  Diciem- 
bre se  promulgó  como  Ley  en  21  del  mismo. 

215. — Algunos  años  más  tarde,  en  15  de  Agosto  de  1873  se  dio 
una  Ley  sobre  el  modo  de  reponer  los  libros  de  Registro  inutiliza- 
dos ó  incendiados. — En  sesión  de  23  de  Marzo  de  1876  se  declaró 
por  el  Congreso  de  los  Diputados  la  incompatibilidad  entre  los  car- 
gos de  Diputado  á  Cortes  y  Registrador  de  la  Propiedad;  con  vista 
del  art  12  de  la  Ley  electoral,  y  no  obstante  los  esfuerzos  que  en 
sentido  contrario  hicieron  los  Sres.  Gómez  Rodríguez  y  Moragas, 
(3)  Registradores  de  la  propiedad  de  Arévalo  y  Barcelona. — Y  por 
ley  de  21  de  Julio  del  mismo  año  se  reformaron  los  arts.  297  y  303 
de  la  Ley,  referentes  al  ingreso,  vacantes  etc.  de  los  Registradores, 
no  sin  empeñada  discusión. 

216. — Presentada  la  moción  en  la  sesión  del  8  de  Mayo  de  1876, 
por  el  Sr.  Ministro  de  "Gracia  y  Justicia,  D.  Cristóbal  Martin  de 
Herrera,  y  tras  el  debate  de  otra  proposición  presentada  por  el  se- 
ñor Marqués  de  Itiicio,  presentó  su  dictamen  favorable  á  aquella  la 
Comisión  nombrada  en  el  Senado,  y  que  se  compuso  de  los  señores 
D,  José  Maria  Fernandez  de  la  Hoz^  Presidente;  D.  Domingo  B.  y 
Guillen;  D.  Antonio  Hurtado;  D.  Julián  Gómez  Ingtianzo;  don 
Amqro  López  Borreguero  y  D,  Policarpo  Casado;  y  desfavorable  á 
la  segunda  por  innecesaria;  ambos  en  26  de  Mayo. — Comenzó  4  dis- 
cutirse el  dictamen  de  la  primera  en  29.de  Mayo  y  propuesta  una 
adición  por  el  Sr.  Concha  Castañeda,  que  fué  aceptada  en  parte  por 
la  Comisión,  retiró  aquel  la  otra;  y  después  de  un  breve  debate  en- 
tre aquel,  y  los  Sres.  Casado  y  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  fué 
aprobado  el  proyecto.  El  dictamen  contrario  á  la  proposición  del 
Sr.  Marques  de  Inicio  fué  también  aprobado,  tras  una  discusión  en- 
tre éste  y  el  Sr.  López  Borreguero,  á  nombre  de  la  Comisión,  en 
sesión  de  30  de  Mayo. 

217. — Por  último,  en  sesión  de  16  de  Mayo  de  1877,  y  á  moción 
del  diputado  Sr.  Casanueva,  se  sancionó  la  Ley  que  se  ha  llamado 
de  17  de  Julio  de  aquel  año,  adicionando,  enmendando  ó  derogando 
los  artículos  21,  34,  355,  382,  398  y  4003402  déla  Ley  Hipotecaria.^ 

218. — A    continuación    de  cada    una  de  las*  leyes  de   que  hemos 

(2)  Sesión  del  16.  , 

(3)  Sesión  del  17. 

(2]  Antor  el  primero  de  unas  ''Observaciones  acerca  del  Proyecto  de  Ley  Hipoteca- 
ria,"  que  vieron  la  luz  en  la  Revista  general  de  Legislación  y  Jurisprudencia^  de  Madrid, 
tomos  17  y  18,  y  el  segundo  en  unión  del  Sr.  Pardo,  de  un  valioso  Repertorio  de  la  "No- 
tfsim  L«^laaon  Hipotecaria  anotada  y  concordada." 
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tratado  se  publicó  un  Decreto  modificando  el  Reglamento  en  el  sen- 
tido de  aquellas. 


Tales  son  las  reformas  hechas  en  la  ley  primitiva  de  1861,  todas 
las  cuales  se  han  tenido  presentes  al  redactar  la  nuestra.  Otras  mu- 
chas pudiéramos  citar,  pero  como  no  se  refieren  á  la  misma  Ley, 
sino  á  la  manera  de  aplicarla,  pertenecen  sin  duda  al  orden  regla- 
mentario. 
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LA  HIPOTECA  EN  LAS  ANTILLAS. 
SISTEMA   HIPOTECARIO   DE   CUBA. 

219. — No  es  susceptible  la  historia  del  sistema  hipotecario  entre 
nosotros  de  tan  extensa  división  como  la  que  dejamos  consignada 
al  tratar  de  la  Península.  Allí  distinguimos  el  sistema  antiguo  del 
moderno,  y  subdividimos  aquel  en  tres  períodos,  de  los  que  sólo  el 
último  puede  alcanzar  á  nuestra  Isla,  descubierta  poco  después  de  la 
expulsión  de  los  Árabes  de  España.  Basta,  pues,  con  distinguir 
las  épocas  por  los  sistemas,  y  con  esto  pueden  señalarse  tres  perío- 
dos legales. 

I? — Desde  el  establecimiento  de  los  españoles  en  la  isla  hasta  la 
instalación  de  los  registros  de  hipotecas. 

2? — Desde  dicha  instalación  hasta  el  planteamiento  de  la  Ley 
Hipotecaria. 

3? — Sistema  de  la  nueva  ley. 

PRIMER    PERIODO. 

220. — Descubierta  y  nuevamente  poblada  la  Isla  de  Cuba,  •fué- 
ronse  dictando  para  ella  disposiciones  especiales,  á  medida  que  las 
circunstancias  iban  indicando  la  necesidad  de  hacerlo.  El  Empera-  * 
dor  Garlos  V  ordenó  en  1545  que,  en  los  negocios  civiles  conio  en 
los  criminales,  se  guardasen  las  leyes.de  Castilla  á  falta  de  especial 
dettrminacion  dada  respecto  a  América  (L.  66^  tít.  15,  lib.  2?,  de 
la  Recopilación  de  Indias.)  Felipe  II  reiteró  la  disposición  del,Em- 
perador  su  padre,  estableciendo  qué  en  el  orden  de  observancia  de 
los  códigos  se  siguiese  el  prescrito  por  la  Ley  de  Toro,  debiendo  apli- 
carse también  el  procedimiento  [L.  2,  tít.  i9,  lib.  2?,  Rec.  citada.] — 
Tenemos,  pues,  desde  los  primeros  tiempos  la  legislación  de  Casti- 
lla como  supletoria  de  la  especial  de  Indias. 

X 
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221. — D.  Felipe  IV  siguió  el  ejemplo  de  sus  predecesores,  y  pro- 
mulgada en  España  en  1567  la  compilación  de  leyes  que  se  conoce 
con  el  nombre  de  Nueva  Recopilación,  la  mandó  observar  á  falta  de 
derecho  especial  [ley  i?,  tít.  i?.lib.  2?  R.  de  I.]— Y  poco  después, 
en  1626,  ordenó  el  propio  monarca  que  **no  se  ejecute  ninguna  prag- 

"mática  de  las  que  se  promulgasen. si  por  especial  Cédula 

''despachada  por  el  Consejo  de  Indias  [i]  no  se  mandase  guardar 
*'en  aquellas  provincias."  [L.  40,  tít.  y  lib.  citados.] 

222. — Tal  fué,  pues,  el  origen  de  que  las  leyes  dictadas  en  la  Pe- 
nínsula no  se  entiendan  aplicables  á  las  provincias  americanas,  mien- 
tras no  se  ordene  expresamente;  disposición  que,  vigente  aún,  nos 
ha  tenido  por  mucho  tiempo  y  aun  nos  tiene  parcialmente  separa- 
dos del  benéfico  influjo  de  leyes  que,  reclamadas  imperiosamente 
por  las  circunstancias  que  un  progreso  incesante  crea  y  fomenta,  no 
son  por  cierto  menos  titiles  ni  urgentes  en  Cuba  que  en  el  resto  de 
la  Nación.  Justa  en  el  fondo  esa  disposición  por  la  diversidad  de 
circunstancias  que  á  veces  hay  entre  ambos  paises,  ha  tenido  en  la 
práctica  el  funesto  resultado  que  acabamos  de  indicar. 

223. — La  multitud  de  cédulas,  ordenanzas,  instrucciones,  autos 
etc.  vigentes  enlos  diversos  territorios  que  constituian  entonces  los 
inmensos  dominios  españoles  en  América,  hicieron  pensar  en  una 
compilación  especial  á  semejanza  de  la  de  Castilla.  Desde  1552  se 
dirijieron  despachos  á  los  Vireyes  de  Nueva  España  [Méjico]  y  el 
Perú,  encargándoles  la  recopilación  de  las  disposiciones  que  existie- 
sen en  las  Audiencias  respectivas;  y  el  ningún  resultado  que  se  ob- 
tuvo convenció  al  Gobierno,  dice  un  escritor,  de  que  esa  obra  habia  de 
hacerse  en  Madrid.  Asilo  dispuso  D.  Felipas  II  en  1570,  encomendan- 
do al  Consejo  de  Indias  la  formación  del  Código  general  de  las  mis- 
mas. Por  de  pronto,  sólo  fué  concluido  y  promulgado  el  título  de  or- 
denanzas del  Consejo,  por  Real  Cédula  de  24  de  Setiembre  de  1571. 
En  fin,  después  de  varias  interrupciones  y  accidentes;  se  llevó  á  tér- 
mino el  trabajo,  y  fué  sancionada  la  Recopilación  de  Indias  por 
Real  Cédula  de  18  de  Mayo  de  í68o. 

224. — !Por  Ip  que  dejamos  dicho  se  presumirá  que  durante  es- 
te período  existió  la  hipoteca  sin  registro,  tal  como  la  hemos  exami- 
nado en  el  segundo  período  de  su  historia  en  la  Península.  Vigen- 
tes en  nuestro  pais,  aunque  con  el  carácter  de  supletorios,  el  Fuero 
Juzgo,  las  Partidas  y  demás  Códig^^os .  hasta  la  Nueva  Recopilación, 
claro  es  que  á  ellos  habia  de  ajustarse  el  contrato  de  hipoteca, 
siempre  que  se  celebrase,  y  con  todos  los  inconvenientes,  en  efecto, 
de  no  existir  un  registro  público,  á  no  haberse  dictado  en  la  misma 
Habana  la   disposición  de  que  inmediatamente  hablaremos. 


(i)    El  Consejo  de  Indias  fué  establecido  por  D.  Fernanda  el  Católico  en  1511,  y  des- 
de entonces  ceso  el  de  Caatilla  de  intervenir  en  los  asuntos  de  América.  El  mismo  Rey 
fundó  en  el  propio  año  {5  de  Abril)  la  Audiencia  de  la  Isla  Española  ó  Santo  t^omingo, ' 
la  primera  que  se  estableció  en  América. — Felipe  II  estableció  después  la  Cámara  de  In- 
dias, á  imitación  de  la  de  Castilla,  para  asuntos  especiales. 
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225. — Hemos  visto  ya  que  en  la  Península  se  ordenó  su  estable- 
dmiento  en  1539  (par.  S^J  Y  quedó  definitivamente  organizado  en 
1768  (par.  63/  No  seria  de  extrañar,  pues,  que  hasta  después 
de  esta  ultima  época  no  hubiese  tenido  lugar  su  instalación  en  Cu- 
ba, ya  que  la  Pragmática  de  1539  ni  aún  en  la  metrópoli  tuvo  exac- 
to cumplimiento  (pavs.  58  y  59).  Vamos  á  tratar,  pues,  de  su  fun- 
dación en  nuestra  Isla. 

226. — Al  llegar  á  este  punto  no  podemos  dejar  de  consignar  un 
hecho  importantísimo  en  la  historia  de  la  institución  que  examfna- 
mes;  y  cuya  omi.sion  en  autores  peninsulares  tan  respetables  como 
la  Serna,  Fernandez  Elias,  y  Galindo  y  Vera,  que  al  trazar  un  bos- 
quejo histórico  de  nuestra  hipoteca,  lo  han  pasado  en  silencio,  no 
debe  sorprender,  si  se  tiene  en  cuenta  qu€,  á  la  larga  distancia  en 
que  escribían,  no  era  posible  tener  á  la  vista  todas  nuestras  di.sposi- 
cioncs  locales, 

227. — El  Registro  de  hipotecas  se  estableció  en  la  Habana  en  d 
ano  de  1632;  según  lo  prueba  la  siguiente 

ACTA  DE  CABILDO. 

228. — Cabildo  de  2>i  de  Marzo  de  1632. — **En  este  cabildo  se  vio 
la  petición  presentada  en  el  Cabildo  pasado  de  18  de  este  mes  y 
año  por  el  licenciado  Fernando  Felipe  de  Tovar  procurador  general, 
cerca  del  remedio  que  pide  se  ponga  en  que  halla  libro,  cuenta  y 
razan  de  los  censos  é  hipotecas  que  tienen  las  haciendas  de  los  vecinos 
para  excusar  los  fraudes,  estelionatos,  pleitos  y  diferencias  que  se 
ofrecen  por  no  saber  de  las  dichas  hipotecas  y  censos  de  las  ha- 
ciendas, que  unos  compran  á  otros  para  que  las  puedan  poseer  los 
compradores  con  seguridad,  como  se  contiene  en  el  pedimento  que 
hizo  en  dicho  Cabildo. — Habiéndolo  visto,  conferido  y  tratado  de 
un  acuerdo  mancaron  que  para  que  lo  susodicho  tenga  remedio  y 
cesen  los  daños  c  inconvenie?ites  ptopueátos  por  el  dicho  procurador 
general,  SE  PREGONE  PUBLICAMENTE  EN  LAS' PLAZAS  Y  CALLES 
PUBLICAS  que  todas  las  personas,  vecinos  estantes  y  habitantes, 
mmasterioSy  cofradías,  Igl eslías  y  todas  las  demás  personas  que  tu- 
vieren y  poseyeren  por  suyos,  ó  como  administradores,  tutores  ó  cura- 
dores de  menores  ó  en  otra  manera,  censos,  bienes,  tributos  en  poca 
ó  en  mucha  cantidad,  los  manifiesten  dentro  de  2C  dias  primeros  si- 
guientes ante  el  presente  escribano,  declarando  la  cantidad  principal 
di  ellas  y  los  bienes  raices  sobre  que  están  impuestos  y  quien  las  posee, 
que  el  dicho  escribano  tenga  un  libro  en  que  asiente  las  dichas  ma- 
nifestaciones de  tributos  con  declaración  del  dueño  de  él  y  del  pagador, 
y  de  los  bienes  sobre  que  están  impuestos  y  del  escribano  ante  quien  pasa 
dial  tributo,  todo  con  mucha  claridad.  Y  para  que  en  lo  ade- 
biite  nKJor  se  asiente,  ordenaron  y  mandaron  que  ningún  escriba- 
fi» público  haga  y  otorgue  escritura  de  venta,  ni  de  tributo,  ni  hi- 
foÉecad^  casa,  solar,  estancia,  hato,  corral  ni  otra  hacienda  de  raices^ 
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que  ante  ellos  se  vaya  a  hacer  y  otorgar,  sin  que  primero  lleven 
testimonio  del  escribano  de  Cabildo  ó  de  quien  despachare  su  ofi- 
cio, donde  conste  que  la  hacienda  que  ansí  se  quisiere  vender  ó 
hipotecar  ó  imponer  sobre  ella  algún  tributo,  tiene  otro  censo  ó  hipo- 
teca para  que  .sabida  por  las  partes  mejor  consiga  sus  intentos,  so 
pena  que  el  escribano  público  que  de  otra  manera  lo  otorgare  incu- 
rra en  pena  de  cien  ducados,  la  mitad  para  la  cámara  de  S.  M.  y  la 
otra  mitad  para  obras  y  reparos  de  la  ciudad  demás  del  interés  de 
las  partes  que  en  lo  susodicho  ó  parte  de  ello  fueron  dañineadas,  lo 
cual  cuanto  á  la  dicha  manifestación  de  tributos  se  pongan  los  pre- 
gones al  pié  del  auto  y  las  notificaciones  á  los  escribanos  públicos 
que  son,  y  para  los  que  en  adelante  fueren  el  dicho  escribano  de 
Cabildo  tenga  la  obligación  cuando  se  presenten  á  ser  recibidos  al 
ejercicio  de  tal  oficio,  notificarle  este  auto  para  que  mejor  se 
cumpla,  el  cual  con  la  petición  del  dicho  procurador  general  se  pon- 
ga por  cabeza  con  las  notificaciones  y  pregones  en  el  libro  donde 
se  han  de  asentar  los  dichos  tributos  é  hipotecas,  y  ansí  lo  acorda- 
ron y  mandaron,  y  que  para  que  no  haya  exceso  en  los  derechos 
que  ha  llevar  el  escribano,  se  le  señalen  de  derechos  dos  reales  por 
cada  manifestación  y  dos  reales  por  cada  testimonio  que  diere,  y  no 
más,  so  la  pena  de  cuatro  tanto.  Y  lo  firmaron  en  el  libro  capitular, 
con  lo  que  se  acabó  este  Cabildo  lo  firmaron. — D.  Juan  Bitrian  de 
Viamonte. — D.  Juan  Chirinos. — D.  García  Fernandez  de  Córdoba. 
— Juan  Sánchez  Perera. — Alvaro  de  Luces  Caamaño. — Sebastian 
Calvo  de  la  Puerta. — Juan  de  Fuentes. — Ldo.  Fernando  Felipe  de 
Tovar. — ^Ante  mí. — ^Tomás  de  Torres,  escribano,  (i) 

229. — Fácil  es  de  observar  que  el  precedente  acuerdo,  ó  auto, 
como  en  el  mismo  se  le  llama,  abraza  dos  partes,  la  primera  relati- 
va á  los  gravámenes  existentes  en  aquella  fecha,  los  cuales  se  ordena 
manifestar  dentro  de  los  veinte  dias  primaros  siguientes  ante  el 
escribano  de  cabildo;  y  la  otra,  referente  á  los  que  en  adelante  se 
constituyesen,  y  acerca  de  los  cuales  ordena  que  exija  previamente 
el  escribano  autorizante  la  presentación  de  un  testimonio  del  de  ca- 
bildo en  que  consten  los  gravámenes  vigentes  sobre  la  finca  en 
cuestión,  siendo  de  notan  la  multa  con  que  se  conmina  al  escribano 
que  omitiese  tal  requisito. — Este   auto  fué  promulgado /^r  público 


(I)  Tomamos  este  notable  documento  de  las  Memorias/ de  la  Sociedad  PatrtéHca  de  ia 
Habana^  tomo  12,  1841,  pág.  299.  Los  Editores  advierten  que  deben  esa  curiosa  noticia 
al  Sr.  don  Laureano  José  de  Miranda,  que  conserva  muchos  papeles  antieuos  y  fidedignas 
pot  haber  tenido  la  constancia  de  requerir  los  originales  paya  cerciotafse  de  su  exactitud, — 
£sta  advertencia,  en  pluma  de  personas  tan  competentes,  corrobora  lo  diíídl  que  es  en  nues- 
tro país  la  reunión  de  datos  históricos,  aunque  éstos  emanen  de  corporaciones  que  tienen 
el  deber  de  guardar  y  conservar  la  relación  de  sus  actos;  y  alguna  experiencia  hemos  ad- 
qurido  personalmente  en  las  investigaciones  aue  con  motivo  de  la  presente  obra,  nos  hemos 
visto  en  la  necesidad  de  emprender.  La  falta  de  colecciones  gue  contengan  nuestras  dis- 
posiciones lep[islativas  especiales,  hace  sumamente  penoso  y  diñcil  á  las  veces  el  hallazgo 
ó  comprobación  de  un  hecho,  al  contrario  de  lo  que  ocurre  en  lo  tocante  á  la  Península.  Én 
esa  tarea  nos  han  sido  muy  útiles  los  buenos  ofícios  de  nuestro  laborioso  amigo  y  compa- 
ñero de  profesión  Sr.  D.  Nicolás  Lluy,  auien  gracias  á  su  continuo  esmero  en  compilar, 
ha  hecho  breve  y  £&cil  eb  varias  ocasiones  la  adquisición  del  dato  que  buscásemos. 
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fregón,  según  revela  el  mismo,  en  cuanto  á  la  manifestación  que 
exigía  á  los  poseedores  de  gravámenes,  y  notificado  personalmente 
á  los  escribanos  en  lo  referente  á  la  obligación  que  les  imponía, 
siendo  de  advertir  que  á  los  escribanos  que  ya  fungían  se  dispuso  no- 
tificarles entonces,  y  á  los  que  después  hubieran  de  recibirse,  en  el 
acto  de  verificarlo.  La  toma  de  razón  habia  de  comprender  la  expre- 
sión del  dueño  iiel  tributo,  ó  sea  del  que  tuviese  á  su  favor  el  dere- 
cho, y  la  del  pagador,  ó  dueño  del  fundo  gravado;  la  de  este  mismo 
fundOy  cantidad  asegurada  y  la  del  escribano  ante  quien  se  hubiese 
otorgado,  todo  con  mucha  claridad^  dice  el  auto.  Por  último  se 
ordenó  que  dicho  auto  con  la  petición  del  procurador  general  y  las 
notificaciones  y  pregones  que  se  dispuso  insertar  al  pié  del  mismo,  se 
pusiese /e?r  cabeza  en  el  libro  donde  se  habían  desasentar  las  mani- 
festaciones de  los  tributos  é  hipotecas;  medio  breve  y  sencillo  [y  sin 
duda  el  más  expedito,  atendida  la  escasez  de  los  medios  de  publici- 
dad] de  conservar  y  perpetuar  el  origen  y  el  texto  de  la  disposición 
que  acababa  de  dictarse. 

230. — Del  acta  que  precede  resulta,  pues,  que  á  instancia  del  pro- 
curador general  D.  Fernando  Felipe  de  Tovar,  encareciendo  los  incon- 
venientes y  fraudes  á  que  daba  lugar  la  falta  de  un  registro  publico 
en  que  se  consignasen  los  gravámenes  impuestos,  sobre  toda  clase 
de  fincas,  {hacienda  de  raices,)  se  estableció  por  el  Ayuntamiento  de 
la  Habana  el  registro  público  de  las  hipotecas  sin  que  precediera 
disposición  soberana,  anticipándose  en  ciento  cuarenta  y  seis  años  á 
la  Real  cédula  que  hizo  extensiva  á  las  provincias  del  Nuevo  Mun- 
do la  instalación  de  los  oficios  de  hipotecas,  realizada  por  completo 
en  la  Península  en  1768.  [i]  Esta  página,  sin  duda  honrosa,  de 
nuestra  historia  local,  merece  ciertamente  mencionarse  con  no  me- 
nor entusiasmo  que  el  demostrado  por  la  Comisión  de  Códigos  al 
reivindicar  para  España  la  iniciativa  en  Europa  de  ese  mismo 
registro,  haciendo  constar,  como  hemos  manifestado  oportunamen- 
te, [2]  que  la  pragmática  de  D.  Carlos  y  D?  Juana,  (que  desgra- 
ciadamente no  llegó  á  cumplirse),  precedió  en  más  de  ciento  treinta 
años  al  proyecto  que  para  la  Nación  francesa  intentó  realizar  la  pri- 
vilegiada inteligencia  de  Colbert. — Y  ese  acuerdo  del  Ayuntamiento 
de  la  capital  de  Cuba,  nos  í  xplica  satisfactoriamente  el  por  qué 
existen  hoy  y  pueden  consultarse  en  el  Registro  de  la  propiedad 
de  la  Habana,  asientos  que  datan  de  una  fecha  tan  remota  como  la 
de  1638.  (3) 


(1)  Véase  el  par.  63  de  esta  Rtseña, 

(2)  Véase  par.  94  de  la  misma. 

(3)  £1  primer  asiento  qae  se  halla  completo  en  el  libro  más  antiguo  de  los  que  existen 
lioy  en  el  Registro,  visible  al  folio  3,  pues  la  primera  hoja  ha  desaparecido,  es  el  que  á 
totrtinnacion  transcribimos,  con  su  misma  ortografía: 

En  veinte  y  Hno  de  febrero  de  mil  y  seiscientos  y  treinta  aflos 
ante  D.  Francisco  García  Escribano  pu?  de  esta  ciudad  simón  fer- 
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SEGUNDO   PERIODO. 

DB9DB  LA  IN8TAI«A0I0N   DBL  BBOISTBO  DB  HIP0TB0A8  HASTA   ISL 
PliAKTBAKIBKTO  DB  LA  LBT  HIPOTBOABLA 

231. — Por  Real  cédula  de  9  de  Mayo  de  1778  se  dispuso  "que 
"en  todos  esos  mis  dominios  (i)  se  anoten  indispensablemente  en 
"los  respectivos  oficios  de  anotadores  de  hipotecas  cuantas  escritu- 
"ras  se  otorgaren  con  hipotecas  expresas  y  especiales,  sin  excepción 
"de  ninguna,  como  son  los  censos  perpetuos  ó  al  quitar,  reducción 
"de  ellos,  \^ínculos  y  mayorazgos,  patronatos,  fianzas,  cartas  de 
"pago  de  éstas,  empeños,  desempeños,  obligaciones,  trapasos  de 
"bienes  raices,  de  censos  ó  juros  y  de  otras  cualesquiera  hipotecas 
"que  procedan  de  ventas,  cartas  de  dote,  donaciones  ó  posesiones, 
"por  herencia  ó  sentencia.  . . : . " — Basada,  pues,  esta  Real  cé- 
dula en  la  Pragmática  de  1768  (v.  par.  6$)  ordenaba  la  toma  de  ra- 
zón de  los  títulos  que  se  refiriesen  á  gravámenes,  no  de  los  demás. 
Y  se  ordenó  establecer  en  América  el  registro,  diez  años  después  de 
su  instalación  en  la  Península.  ¡Efecto  de  la  Real  disposición  de 
D.  Felipe  IV! 

232. — ^Todavía  sin  embargo-  no  comenzaron  á  funcionar  aquellas 
oficinas,  como  lo  prueba  otra  Real  cédula  de  16  de  Abril  de  1783, 
por  la  que  se  dispuso  proceder  desde  luego  al  establecimiento  de  los 
oficios  de  hipotecas  en  todas  ¡as  caberas  de  partidos,  (2)  encargando 
á  las  Audiencias  la  designación  de  los  pueblos,  de  los  términos  para 
la  presentación  de  las  escrituras  con  arreglo  á  las  distancias  y  de  los 


nandez  nleiton  vecino  della  otorgo  escriptuia  de  Reconocimiento  en 
favor  del  Hospital  Real  de  esta  ciudad  por  dueño  de  un  zenco  de- 
Simón  ferz.  legton    trescientos  Ducados  de  principal  questan  Ympuestos  sobreunaestan 
a  .  cia  déla  Granja  que  juan  de  vergara,   vecino  desta  dicha  ciudad 

El  Hospital  Rl       vendió  al  dicho  simón  ferz  leiton  en  el  término  de  luyano  Lindes 
-Conestancia  de  antonio  de  figueroa  Porlaunaparte  yporlaotra  cenes 


Estancia  tanda  de  melchorde  salasar  Vporotro  lado  estancia  de  frañc?  salga- 

do y  conotros  linderos.  Como  todo  Lo  susodicho  consta  Deun  tr.*''* 
delaescritura  de  Reconocimiento  original  firmado  Y  signado  de  di- 
cho Franc?  García  que  antemi  exsivio  {aqui  varias  palabras  qtu  nú 
hemos  podido  descifrar,  y  que  deben  componer  un  nombre  propio.  ] 
Relixiosso  conventual  y  procurador  de  dicho  Hospital  quemeíoen- 
trego  p**  tomar  Racon  ctesta  Kotra  palabra  ilegible)  el  qual  le  bolvi 
fho.  en  la  Havana  en  cinco  de  jumo  de  mili  y  seiscientos  y  treijita 
y  ocho  años. 

Franc?  Hidalgo 

[Sigue  una  níbrica]. 


(i)     Los  de  América. 

(2)  Como  en  la  Pragmática  referida  (par.  64) — La  Real  Cédula  de  1778,  se  publicó  cu 
la  Habífna  en  5  de  Agosto  por  el  Capitán  General  D.  Diego  Navarro  Garcia  de  Vallada- 
res, ante  el  escribano  de  Gobierno. 
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derechos  que  hubieran  de  satisfacerse  por  la  toma  de  razón.  Se  de- 
claró también  que  aquellos  oficios  serian  vendibles  y  que  como 
tales  se  rematarian  en  el  mejor  postor. 

233 — Por  Real  cédula  de  25  de  Agosto  de  1802  se  aprobó  y  se 
circuló  á  las  provincias  ultramarinas  la  Instrucción  que,  á  propues- 
ta del  Fiscal  de  Hacienda,  habia  adoptado  la  Audiencia  Pretorial 
de  Méjico  en  27  de  Setiembre  de  1784.  En  ella  se  contiene  el  sis- 
tema que  nos  ha  venido  rigiendo  hasta  el  planteamiento  de  la  nue- 
va Ley,  salvo  las  ampliaciones  que  respecto  á  títulos  inscribibles 
hizo  el'  Reglamento  de  1870,  combinado  con  la  instalación  de  los 
Registros  de  la  propiedad  en  las  dos  Antillas. 

234. — No  se  contienen  en  la  citada  Instrucción  los  pueblos  en 
que  se  creaban  los  oficios,  porque  ella  se  refiere  sólo  á  lo  que  era 
entonces  Nueva  España,  hoy  República  délos  Estados- Unidos  Me-  ' 
jicanos.  Se  dictaban  reglas  acerca  de  la  provisión  de  los  oficios 
[Arts.  i9  y  5?]  demostrando  una  de  ellas  [Art.  4?]  que  ya  se  habia 
empezado  á  tomar  razón  de  las  hipotecas  por  los  escribanos  de 
Ayuntamiento,  por  lo  menos  en  Méjico;  y  sobre  los  libros  de  regis- 
tro y  distribución  de  sus  asientos  [Art.  69]  presentación  y  término 
para  la  toma  de  razón  (7?)  copia  de  la  escritura  (89),  circunstan- 
tancias  déla  inscripción,  (9?)  nota  de  registro  (10)  cancelaciones 
(11)  apuntaciones  e.\trajudiciales  de  cargas  (12)  índices  (13)  dere- 
chos (14  y  15).  Se  prevenía  á  los  escribanos  y  justicias  ante  quie« 
nes  se  otorgaban  escrituras  de  hipoteca  especial  y  expresa  que  ad- 
virtiesen en  los  instrumentos  la  obligación  de  registrarlos  dentro  del 
término  señalado,  .só  pena  de  privación  de  oficio  si  omitiesen  ad- 
vertirlo (Art.  16)  y  á  los  escribanos  que  enviasen  relación  anual  de 
las  hipotecas  especiales  otorgadas,  para  que  se  guardase  en  las  es- 
cribanias  de  Ayuntamiento  (17)  que  en  las  casas  de  estos  se  guar- 
dasen los  libros  de  registro  (18)  se  designaron  los  jueces  para  cas- 
tigar las  faltas  de  los  anotadores  (19)  se  declaró  la  ineficacia  de  los 
instrumentos  no  registrados  á  tiempo,  para  el  efecto  de  perseguir  tas 
hipotecas (20  á  23)  y  la  facultad  de  registraren  cualquier  tiempo  án- ' 
tes  de  presentarlas  en  juicio,  las  otorgadas  antes  de  publicarse  la 
Real  cédula,  pero  prefiriendo  las  ya  registradas,  aunque  fuesen  pos- 
teriores (21)  y  que  sólo  se  registrarían  las  escrituras  é  instrumentos 
en  que  hubiese  hipoteca  expresa,  especial  y  señalada  de  bienes  raices 
tenidos  por  tales,  y. no  las  que  contuviesen  hipoteca  general  (22); 
se  dispionia    la   impresión    y   circulación    de    varias    disposiciones 

(24725). 

235. — Si  se  comparan  las  disposiciones  de  esta  Real  cédula  con 
las  de  las  Pragmática  de  la. Península  (Ley  3?  tít  16  lib.  10®  de  la 
Nov.  Rec.)  hallaremos  que  la  conformidad  entre  ambas  empieza  en 
dnúm.  69  de  aquella  con  el  i9  de  esta,  aunque  dicho  i9  es  mas  ex- 
tenso en  su  redacción. — Que  las  disposiciones  7*  y  21  de  la  Real  Cé- 
dala concuerdan  con  la  2*  de  la  Pragmática,  aunque  sin  contenerse 
en  ésta  la  prelacion  que  en  aquella  (21)  se  ordena  de  las  escrituras 
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registradas  antes  sobre  las  anteriores  registradas  después,  entre  laS 
otorgadas  antes  de  publicarse  la  Real  cédula. — Que  la  8*  de  la  R- 
C.  equivale  á  la  3*  de  la  Pragmática,  la  9*  (con  algunas  diferencias) 
ála4';la  io?á  la  S?  la  1 1^  ála6?;  la  12*  ala  7?;  la  13ra la 8';  las  í6  y 
20  ala  10;  la  17  ala  11;  la  18  ala  13;  la  19a  la  15;  la  22  no  estaba  ex- 
presa en  la  Pragmática,  y  la  23  no  hacia  más  que  ratificar  el  precepto 
de  la  20,  aunque  una  parte  de  su  texto  se  halla  en  la  10  de  la  Pragmá- 
.tica.     Por  ultimo,  las  24  y  25  son  análogas  á  la  14  de  ésta. 

236. — La  Real  disposición  de  29  de  Julio  de  1830  de  que  hemos 
hablado  en  el  par.  70,  rigió  también  en  Cuba,  gravando  las  enajena- 
ciones con  el  medio  por  ciento.  Igualmente  se  pagaba  la  alcabala 
que,  vigente  en  la  Península  desde  tiempos  remotos,  habia  sido  ob- 
jeto de  disposiciones  en  los  de  los  Reyes  Católicos  y  de  Felipe  II; 
y  en  20  de  Octubre  de  1849  se  dio  un  reglamento  para  la  exacción 
del  impuesto.  La  alcabala  estuvo  en  práctica  hasta  la  reforma  del 
sistema  tributario  en  1866. 

237. — En  Auto  Acordado  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  S  de 
Octubre  de  1846  se  dictaron  las  siguientes  disposiciones: 

i' — Que  los  escribanos  de  hipotecas  cumpliesen  puntualmente 
las  leyes  recopiladas  de  la  materia,  y  sobre  todo  las  disposiciones 
de  los  artículos  de  la  Real  cédula  circulada  á  Indias  en  25  de  Agos- 
to de  1 802,  excepto  la  asignación  de  derechos  al  anotador,  que  se 
regularía  por  los  aranceles  vigentes. 

2? — Que  cesase  absolutamente  la  práctica  de  anotar  las  interdic- 
ciones de  bienes,  ajustándose  á  la  ley  las.  garantías  de  fianza,  em- 
bargo y  secuestro. — Habíase  introducido  la  costumbre  de  prohibirse 
por  el  Juez  las  enajenaciones  bajo  el  más  leve  pretesto  de  parte  in- 
teresada, verdadero  abuso,  contrario  á  las  leyes,  y  la  Audiencia 
prohibió  que  se  anotasen  esas  interdicciones. 

3? — Que  también  cesase  la  hipoteca  de  esclavos,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  por  la  Real  Audiencia  de  Puerto  Príncipe  en  su  plan  de 
Aranceles  de  1838;  pero  que  se  siguiesen  dando  certificaciones  de 
las  ya  anotadas  hasta  i9  de  Enero  de  1848.  (Art.  5?) 

4? — Que,  •  mientras  S.  M.  no  tuviese  á  bien  dictar  las  base.s  que 
convengan  para  un  registro  general  de  toda  clase  de  instrumentos; 
el  Real  Acuerdo  no  estima  oportuno  hacer  extensivo  el  de  hipotecas 
al  de  simples  escrituras  de  traslación  de  dominio  y  debiendo  circuns- 
cribirse los  anotadores  á  tomar  razón  de  los  gravámenes,  y  á  llevar 
sus  libros  con  orden  y  claridad. 

238. — Por  otro  Auto  Acordado,  de  22  de  Nov.  de  1847,  sede- 
claro  que  las  anotaciones  hechas  hasta  el  5  de  Octubre  de.  1846  sub- 
sistían vigentes,  y  que  los  anotadores  debían  expedir,  aún  después 
del  i^  de  Enero  de  1848,  las  certificaciones  que  se  les  pidiesen,  mien- 
tras S.  M.  resolviese  la  consulta  del  art.  5?  del  Auto  de  1846.— Y  por 
el  de  6  de  Díc.  de  1847  se  dispuso  que  los  anotadores  arreglasen 
sus  libros'  del  registro  de  h\i^ottc7is  por  pueblos  y  términos  ó  pagos 
anotando  en  cada   uno  las  escrituras  en  que  se  impongan  graváme- 
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nes  á  ñncas  situadas  dentro  de  los  mismos;  únicas  de  que  tomarán 
rosón,  como  previenen  las  leyes  recopiladas,  y  que  los  escribanos  au- 
torizantes cuidasen  de  expresar  con  exactitud  los  linderos  y  demás 
señales  para  determinar  las  ñncas  gravadas. 

239. — En  fin,  por  otro  Auto  Acordado,  de  22  de  Febrero  de 
1849  se  resolvieron,  de  acuerdo  con  el  Ministerio  fiscal,  las  siguien- 
tes consultas  hechas  por  el  anotador  de  la  Habana.- 

I? — ¿Se  ha  de  tomar  razón  de  instrumentos  otorgados  en  esta  ciu^ 
dad  con  renuncia  del  fuero  del  domicilio,  y  sumisión  de  los  otorgantes 
á  las  justicias  de  la  misma,  estando  las  hipotecas  situadas  en  juris- 
dicción estraña? — Se  contestó  que  la  toma  de  razón  ha  de  efectuar- 
se siempre  en  el  oficio  en  cuyo  territorio  estén  situadas  las  fincas 
que  se  gravan;  porque  de  otro  modo,  "los  oficios  establecidos  cenias 
"capitales  absorverian  las  anotaciones  de  todos  los  demás  distritos, 
"y  que  al  paso  que  estos  serian  improductivos  para  los  anotadores, 
"se  harían  los  otros  tan  crecidos  y  voluminosos  que  ofrecería  gran 
"dificultad  á  los  interesados  su  reconocimiento;"  y  que  la  sumisión 
tiene  por  objeto  las  cuestiones  contenciosas  judiciales,  de  ningún  mo- 
do actos  cotno  el  de  la  toma  de  razón-,  "medida  preventiva  establecida 
principalmente  para  evitar  pleitos  y  otros  inconvenientes. 

2? — Cuando  en  las  escrituras  se  gravan  jincas  situadas  unas  en 
el  territorio  de  la  Habana  y  otras  en  jurisdicción  extraña,  ¿se  toma- 
rá razón  en  el  todo,  ó  en  la  parte  relativa  á  aquel  territorio,  ó  se  re- 
gistrará el  instrumento  por  medio  de  un  extracto  ajustado  á  su  te- 
nor?— Se  contestó  con  la  cita  del  art.  i?  de  la  ley  3?,  tít.  16,  libro 
10?  de  la  Nov.  Rec.  que  dice:. "Y  si  las  hipotecas  estuvieran  si- 
tuadas en  distintos  pueblos,  se  anotarán  en  cada  uno  las  que  le  co- 
rrespondan." 

3?,  4?  y  5^ — Se  referían  á  las  hipotecas  de  esclavos,  y  se  contes- 
tó que  sobre  los  esclavos  no  cabe  constituir  hipoteca,  á  no  ser  con- 
siderándolos como  parte  de  la  finca  que  se  hipoteca,  y  entonces  no 
hay  para  qué  expresar  sus  nombres,  sino  el  número, — Pero  que  sí 
debían  anotarse  las  constituidas  sobre  créditos  hipotecarios,  capitales 
puestos  á  censo,  oficios  y  otros  derechos  perpetuos  y  aún  los  frutos 
6  cosechas  cuando,  pendientes,  se  hipotecan  junto  con  la  finca. 

6^ — Cuando  los  escríbanos  omiten  designar  la  jurísdiccion  en  que 
está  la  finca,  y  sus  linderos,  ¿se  deberá  tomar  razón?  Se  contestó 
negativamente,  pero  se  hizo  recordar  á  los  escribanos  la  obligación 
en  que  estaban  de  consignar  aquellas  circunstancias.— He  aquí, 
poeSy  un  caso  en  que  se  suspendía  la  inscripción  en  el  sistema  anti- 
guo. 

T^f  8*  y  9* — Sobre  modo  de  llevar  los  libros. — Se  resuelve  con 
arreglo  al  Auto  Acordado  de  6  de  Dic.  de  1847,  q^^  como  los  ano- 
tadores pueden  enterarse  eh  las  Secretarías  de  gobierno,  de  las  ju- 
risdfcciones,  partidos,  pueblos,  y  aun  términos  y  pagos  comprendi- 
dos dentfo  de  sus  límites,   debian  formar   un  libro,  ó   bien   mas,  si 
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por  las  anotaciones  de  los  años  anteriores  no  lo  creyeren  bastante,  y 
abriendo  un  registro  para  cada  ptiéblo  y  colocando  estos  por  elórdefi 
de  partidos  y  jurisdicciones  anoten  en  el  correspondiente  á  cada  uno 
las  cargas  que  se  impongan  sobre  los  bienes  raices  en  él  situados.  Si 
algún  pueblo  se  adscribe  mañana  á  otro  distrito  hipotecario,  se  ce- 
rrará el  registro  de  él  en  los  años  sucesivos,  y  le  abrirá  aquel  á  quien 
se  agregue;  sí  se  pasa  de  una  capitania  6  jurisdicción  á  otra  dentro 
del  mismo  distrito,  no  hay  para  qué  hacer  alteración  hasta  que  ter- 
minado el  año  llegase  el  caso  de  formar  nuevo  libro.  Que  los  libros 
de  los  anotadores  no  están  comprendidos  en  el  Auto  Acordado  que 
se  dio  para -que  los  protocolos  se  formasen  por  cuadernillos  y  con 
los  pliegos  intercalados;  (i)  y  encarece  la  conveniencia  de  que  los 
libros  se  lleven  en  papel  blanco  en  vez  del  sellado,  aunque  pidiendo 
antes  informe  á  la  Real  Hacienda. 

240. — Por  Real  orden  circular  de  1 1  de  Set.  de  1 849  se  declaró: 
iT  que  los  contadores  de  hipotecas,  en  el  acto  de  la  presentación  de 
cualquiera  escritura,  están  obligados  á  librar  el  oportuno  recibo,  con 
expresión  de  Id^  fecha  y  hora,  en  que  aquella  se  haga;  y  2?  que  el 
registro  y  asiento  se  verificase  en  el  mismo  dia,  si  fuese  posible,  sin 
que  por  ningún  evento  pudiera  retardarse  más  allá  del  tercero,  bajo 
la  responsabilidad  del  contador. 

241. — En  Circular  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  12  de  í^nero 
de  1865,  (2)  con  motivo  de  consulta  hecha  por  un  Alcalde  mayor 
de  Puerto  Príncipe  acerca  del  orden  que  debiera  observarse  en  las 
tomas  de  razón  dé  las  escrituras  hipotecarias,  se  dispuso  uniformar 
la  práctica  dei  registro  y  anotación  de  hipotecas  en  los  términos  que 
expresa  el  art  3?  de  la  ley  3*,  tít.  16  lib.  10?  Ñov.  Rec,  (3)  cuyo 
tenor  no  da  lugar  á  duda  ni  interpretación;  sin  que  en  manera  al- 
guna se  saque  la  matriz  del  oficio  para  la  toma  de  razón,  ni  esta  se 
efectúe  por  ningnn  otro  medio  que  el  único  prescrito  en  la  citada 
Ley. 

242. — Por  Real  decreto  de  8  de  Febrero  de  1865  (4)  se  autorizó 
á  las  compañías  concesionarias  de  obras  públicas  para  la  emisión  de 
obligaciones  hipotecarias,  y  en  19  de  Noviembre  se  aprobó  el  Re- 
glamento para  la  ejecución  de  aquel,  (5)  fechado  éste  en  Madrid  á 
5  de  Agosto  de  1866;  y  con  la  propia  fecha  se  dictaron  las  disposi- 
ciones referentes  á  los  estados  que  habian  de  formarse. 

243. — Por  Real  Decreto  de  12  de  Febrero  de  1867,  (6)  se  refor- 


(i)    La  Real  cédula  de  1802  como  la  ley  recopilada,  prevenían  que  se  llevasen  los  li- 
bros como  los  protocolos  de  escribanos.     De  ahí  el  error  del  anotador. 
(%)     Publicada  en  la  Giueta  del  14. 

(3)  Art  8?  de  la  Real  Céeula  de  1802. 

(4)  Publicado  en  la  Gaceta  de  15  de  Marzo  del  mismo  año. 

(5J  Gactta  de  19  de  Noviembre  de  dicho  año. — Revista  de  Jurisprudencia  y  Adminis- 
tración, Habana,  tomo  1?,  (1866)  pág.  233. 

[6^  Se  mandó  cumplir  por  el  (S)biemo  Superior  Civil  en  8  de  Marzo  de  1867,  y  fué 
publicado  en  la  Gaceta  oe  Qoe  lAzxzo^^'Revista  de  Jurisprudencia,  tomo  i?  [2^  época] 
página  617, 
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mó  el  sistema  de  contribuciones  en  la  Isla  de  Cuba  suprimiéndose 
\d&  alcabalas  y  el  diezmo  etc.  (Art  i?)  y  reemplazándolos  con  otros 
impuestos  (Art.  3?)  y  conservando  los  derechos  procedentes  del 
rastro  dé  hipotecas,  cuyas  disposiciones  serian  objeto  de  una  me- 
dida especial  (Art.  4?)  Acerca  del  planteamiento  del  nuevo  sistema 
se  dictó  por  la  Intendencia  General  una  Circular  en  10  de  Marzo 
del  mismo  año.  (i)  En  22  de  Noviembre  de  1867  (2)  se  dictó  la 
Instrucción  para  la  investigación  del  proyecto  líquido  imponible  de 
la  propiedad  territorial  y  repartimiento  del  impuesto  directo. 

244. — En  26  de  Junio  de  1867  se  declaró  por  el  Sr.  Director  Ge- 
neral de  Administración  que,  mientras  no  llegase  la  medida  especial 
ofrecida  por  el  Gobierno  de  S.  M.  en  el  art.  4?  del  R.  D.  de  12  de 
Febrero  para  las  modificaciones  del  derecho  de  hipoteca,  se  obser- 
vase  acerca  de  ese  impuesto  el  Reglamento  de  los  Reales  derechos 
de  31  de  Agosto  de  1849,  que  lo  fijaba  en  el  medio  por  ciento  del 
precio  líquido  de  la  cosa  vendida  ó  permutada.  (3) 

245. — En  27  de  Julio  del  propio  año  se  comunicó  por  el  Ministe- 
rio de  Ultramar  á  la  Dirección  general  de  Admistracion  una  Real 
orden  aprobando  el  acuerdo  que  antecede,  y  otra  de  igual  fecha 
manifestando  "que  la  modificación  anunciada  en  la  regla  4!  del  Real 
"decreto  de  12  de  Febrero  último  respecto  al  derecho  de  hipoteca, 
"no  se  hará  esperar  por  mucho  tiempo,  estando  en  el  ánimo  del  Go- 
"biemo.  el  que  sea  tan  radical  que  al  hacer  desaparecer  las  trabas 
"que  pesan  solare  las  traslaciones  de  dominio,  entorpeciendo  sin  du- 
"da  el  desarrollo  de  la  propiedad,  venga  á  reducirse  el  derecho  y  su 
"recaudación,  á  lo  necesario  para  el  sostenimiento  del  Registro.  (4) 

246. — En  23  de  Octubre  se  circuló  álos  Alcaldes  mayores  una 
Real  orden  de  9  de  Setiembre  (5  j  pidiendo  una  nota  de  los  nom- 
Iwes  de  los  anotadores  de  hipotecas  del  territorio,  con  expresiop  de 
ser  sus  cargos  ^  vitalicios  ó  perpetuos,  circunstancias  de  todos,  edad 
de  los  vitalicios,  derechos  que  percibiesen,  y  cálculo  de  los  mismos 
aegun  la  ley  hipotecaria  y  arancel  de  la  Península,  entendiéndose  el 
r¿l  de  vellón  por  real  fuerte,  y  á  cuánto  podria  ascender  la  indem- 
nÍ2acíon  anulándose  las  ventas  de  esos  oficios. — Y  de  orden  del  Re- 
gente de  la  Real  Audiencia  se  pidió  informe  á  los  Alcaldes  mayo- 
res.— Como  es  fácil  comprender,  esta  Real  orden  tenia  en  mira  la 
aplicación  á  la  Isla  de  la  Ley  Hipotecaria  que  venia  rigiendo  en  la 
Peidnsula,  y  cuyos  beneficios  no  habían  sin  embargo  de  alcanzarnos 
hasta  trece  años  despue^. 

247. — Disposición  de  mucho  mayor  importancia  que  las  que  pre- 
ceden fué  el  Reglamento  pata  la  imposición  y  exacción    del  derecho 


Vio  la  luz  en  la  Gaceta  de  12  de  Marzo. 

Gauta  de2^,'-I^fínsta,  t  citado,  pág.  1219. 

Gacíía  del  2y  de  Jnmo—Jíavüía  ^tomo  citados,  pág.  775. 

Gacíta  de  28  de  Setiembre — Revuta  y  tomo  didios,  p^.  1117. 

Goiita  de  24  de  Octubre— i?mxAi  y  tomo  dichos,  pág.  1189. 
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sobre  traslaciones  de  dominio  de  la  propiedad,  (i)  de  lO  de  Octubre 
de  1870,  y  que  se  dispuso  comenzase  á  regir  en  i?de  Noviembre 
inmediato. — Este  decreto  sentó  las  bases  del  actual  sistema,  y  nece- 
sitamos examinarlo  con  algún  detenimiento. 

248. — En  la  Exposición  que  le  precede  se  encarece  la  convenien- 
cia de  la  "revisión  y  reforma  del  impuesto  hipoteeario,  ajustando  su 
"tasa  y  su  legislación,  en  cuanto  fuera  posible,  á  la  legislación  v¡- 
"gente  en  la  Península.  Dos  razones  muy  poderosas  había"  para 
ello:  "aumentar  los  valores  del  impuesto  é  ir  inoculando  en  la  Ad- 
"ministracion  económica  de  esta  previncia  la  legalidad  existente  en 
"la  Metrópoli  en  cuanto  pueda  ser  adaptable  á  Cuba  sin  perturbar 
las  condiciones  especiales  de  su  riqueza,  las  costumbres  de  sus  mo- 
cadores, las  formas  esenciales  de  I03  contratos  y  en  general  cuanto 
"pudiera  ser  contrario  á  los  intereses  individuales  y  colectivos." 

249. — El  impuesto  hipotecario  se  habia  estudiado  "armonizándo- 
"lo  y  relacionándolo  con  el  Registro  de  la  propiedad,  que  es  la  base 
'sobre  que  descansa  esta  contribución  y  el  seguro  que  garantiza  y 
"perfecciona  los  contratos,  por  los  cuales  se  niuda,  cambia,  per- 
"muta  ó  transfiere  el  dominio  sobre  los  bienes  inmuebles." 

250. — Se  recuerda  que  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  14  de  Setiem- 
bre (1870)  se  ha  publicado  el  decreto  que  "ha  de  servir  de  funda- 
mento al  Registro  de  la  propiedad  en  esta  Isla;"  y  se  declara  que  las 
leyes  del  impuesto  y  del  Registro  "coronarán  la  obra  mas  prove- 
"chosa  para  el  Tesoro  y  para  la  riqueza." 

251. — Y  pasando  á  dar  una  idea  del  contenido  de  la  nueva  dis- 
posición, se  dice  en  el  preámbulo  que  la  tarifa  adoptada  para  la 
exacción  del  impuesto  "representa  una  escala  aplicable  á  las  diver- 
"sas  maneras  de  adquirir  bienes  inmuebles  que  reconoce  y  permite 
"el  derecho,  según  las.  condiciones  morales  que  causan  la  traslación 
"del  dominio;  de  tal  manera  que  el  contrato  de  comprarventa  que 
"es  el  mas  frecuente  y  en  general  todas  las  adquisiciones  é  imposi- 
'^cioues  a  títulq  oneroso  están  gravadas  desde  el  uno  al  cuatro  por 
** ciento,  según  los  casos,  y  las  donaciones  por  cualquier  título,  del 
**uno  al  diez  por  ciento,  en  razón  á  que  las  donaciones  propter  nup- 
^^tias,  por  ejemplo,  no  seria  justo  gravarlas  con  el  miámo  tanto  por 
"ciento  que  las  que  se  hacen  entre  parientes  de  grados  lejanos  ó  en 
"favor  de  extraños  como  no  seria  justo  imponer  igual  tributo  á  las 
^^ herencias  de  los  cónyuges  é  hijos  naturales  legalmente  declarados, 
"que  á  las  sucesiones  de  extraños." 

25^. — Esto  en  lo  relativo  al  impuesto.  Respecto  del  Registro  se 
habian  establecido  "como  ventajas  reconocidas  en  nuestras  leyes 
"económicas  las  premisas  siguientes: 

I? — Que  las  dudas  y  controversias  entre  la  Administración  y  los 
"interesados  no  puedan  perturbar,  entorpecer  ni  demorar  los  fines 
"del  registro  hipotecario,  sino  que  á  reserva  de  la  resolución  qiie  en 

[i]  Tal  es  el  título  con  que  aparece.  Gactta  de  18  de  Octubre  dd  referido  alio  de 
1870. 
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"so  dia  pueda  recaer  en  los'  respectivos  expedientes,  se  ha  consig- 
'^nado  qne  los  documentos  objeto  de  consulta,  se  entreguen  en  el 
**mismo  plazo  que  si  no  la  hubiere,  [i]  para  que  surtan  los  efectos 
"del  derecho  que  á  su  dueño  correspondan. 

2? — "Que  cuando  sean  varias  las  oficinas  liquidadoras  en  cuya 
'jurisdicción  radiquen  los  bienes  trasmitidos,  se  deje  á  la  elección 
"del  contribuyente^  el  presentarlos  en  la  que  mas  conviniere.  [2] 

3? — "Que  si  por  defecto  ó  demora  de  la  Administración  pasan 
"los  términos  legales  sin  devolver  al  interesado  los  documentos  pre- 
"sentados  á  liquidación,  las  autoridades  locales  decreten  gubernati- 
"vamente  y  sin  mas  trámites,  la  entrega  del  documento  en  el  acto 
"dando  cuenta  á  la  Superioridad.  [3} 

4? — "Que  lo  mismo  se  exija  responsabilidad  á  los  funcionarios 
"públicos  por  tolerar  defraudación  del  impuesto  hipotecario,  como 
"por  exigir  que  se  pague  cuando  no  deba  pagarse.  [4] 

5? — <*Que  se  dé  fé  y  crédito  á  las  declaraciones  de  los  interesados 
"sobre  el  valor  de  las  cosas  trasmitidas  sin  perjuicio  de  la  acción  gu- 
'^bemativa  para  averiguar  si  ha  habido  ocultación  ó  defraudación.  [5] 

6? — "Que  en  ningún  caso  ni  por  motivo  alguno  pueda  la  Admi- 
"nistracion  postergar  las  liquidaciones  de  unos  documentos,  prefi- 
"riendo  á  otros.   [6] 

253. — ^Tales  son  Jas  bases  que  como  principales  en  el  nuevo  Re- 
^amento,  que  comenzaría  á  regir  desde  i9  de  Noviembre  de  1870, 
se  indican  en  su  preámbulo. — El  examen  minucioso  de  sus  disposi- 
ciones no  nos  pertenece,  por  cnanto  lo  relativo  á  los  derechos  fisca- 
les no  es  el  objeto  de  nuestra  obra,  y  lo  poco  que  se  refiere  al  Re- 
gistro de  la  propiedad  y  deque  no  queda  hecha  mención,  encontrará 
lugar  mas  adecuado  en  el  curso  de  nuestra  obra. 

254. — No  podehios  sin  embargo,  prescindir  de  la  indicación  de 
una  circunstaucia,  que  introdujo  notable  cambio  en  la  materia  de 
inscripciones. — Dispuso  el  Reglamento  que  no  se  admitiese  en  los 
juzgados  y  tribunaleSy  consejos  y  oficinas  del  Gobierno  ningún  do- 
cumento otorgado  con  posterioridad  á  la  fecha  de  aquel,  si  no  se 
habia  tomado  en  la  anotarla  hipotecaria  razón  preventiva  6  definiti- 
tw,(7)y  si  por  él  se  constituían,  trasmitían,  modificaban  ó  extinguían 
direchos  sujetos  al  pago  del  impuesto. -^^  como  los  derechos  ^sujetos 
\  á  ese  pago  eran  casi  todos  los  que  pudiesen  afectar  á  la  propiedad 

(i)  Art,  II  del  citado  Reglamenta 

(a)  Cuando  la  inscripción  de  los  documentos  deba  verificarse  en  varios  registros  de  la 

proinedad, la  liquidación  y  pago  de  todos  los  derechos  del  impuesto  se  hará  en  la  ofi- 

dna  liquidadora  donde  tn  primet  término  se  presente  el  documento  y  la  nota  puesta  por  ella 
Krá  válida  para  que  los  anotadores  respectivos  puedan  hacer  los  registros  que  correspon- 
dan á  su  demarcación.  (Art.  13  Reg.) 

(3)  Art  99  id. 

14)  Art».  35  jr  36. 

(X)  V.  disposiaones  de  los  artículos  9?,  14,  22  y  24, 

(6)  Art  89 

£7]  La  razón  preventiva  era  la  que  debia  tomarse  por  el  anotador  de  hipotecas,  míen- 
tas  ae  resc^viese  alguna  consulta  hecha  á  la  Administración  sobre  pagos  de  derechos 
[Art  II.] 
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inmueble;  (V.  la  Tarifa  del  impuesto)  Venia  esta  disposición  á  de- 
clarar inscribibles  títulos  que,  con  arreglo  á  la  Real  Cédula  de  1878 
y  Auto  acordado  de  1846,  (v.  pars.  226  y  232  de  esta  Reseña)  se 
hablan  hallado  hasta  entonces  excluidos  del  Registro  piíblico. — Esta 
fué  una  modiñcacion  importantísima  en  el  modo  de  ser  de  los  Re- 
gistros. 

255. — Declaróse  además  que  dichos  actos  ó  contratos  s<$lo  per- 
judicarían á  tercero  desíle  la  fecha  de  su  inscripción  [Art  26];  es- 
tableciendo así  entre  nosotros  la  base  fundamental  del  moderno 
sistema  hipotecario,  que  diez  años  mas  tarde  se  nos  ha  aplicado  en 
todo  su  desarrollo. 

256. — Por  Circular  de  la  Audiencia  de  31  de  Mayo  de  1871,  que 
se  publicó  en  la  Gaceta  de  3  de  Junio,  después  de  transcribirse  una 
comunicación  de  la  Intendencia  general  manifestando  que  el  Admi- 
nistrador de  Hacienda  habia  elevado  en  consulta  á  su  autoridad  un 
documento  en  que  el  Notario  ante  quien  se  otorgó  había  puesto  la 
nota  de  presentación,  [i]  sin  embargo  de  no  hallarse  sujeto  al  pí^go 
del  impuesto  hipotecario  según  el  Reglamento;  y  como  quiera  que, 
si  los  escribanos  lo  adoptaban  como  medida  general  con  todos  los 
documentos,  estuviesen  ó  nó  sujetos  al  pago  del  impuesto,  entorpe- 
cerían la  marcha  de  la  Administración  y  causarían  perjuicios  a  los 
particulares;  se  les  ordenó  que  observasen  extrictamente  lo  preve- 
nido en  los  arts.  26  y  27  Reg.,  poniendo  la  nota  sólo  en  los  casos  en 
que  deba  ponerse  según  dichos  artículos. 

257. — En  Circular  de  29  de  Mayo  de  1872,  publicada  en  la  Ga- 
ceta de  1 9  de  Junio,  con  motivo  de  una  consulta  hecha  por  el  ano- 
tador  de  hipotecas  de  Trinidad,  se  declaran  los  puntos  siguientes: 

I? — Que  el  plazo  concedido  para  presentar  las  escrituras  hipote- 
carias á  la  toma  de  razón  ha  de  empezar  á  contarse  desde  que  estén 
llenos  todos  los  requisitos  necesarios  para  su  presentación  en  la  ofi- 
cina de  hipotecas;  esto  es,  "que  el  plazo  para  la  liquidación  [según 
"el  decreto  de  10  de  Octubre  de  1870]  ha  de  contarse  antes  que  el 
"concedido  para  la  anotación"  [por  la  Real  Cédula  de  1802.] 

2? — Que  la  Anotaduría  de  hipotecas  ha  de  tomar  razón  *  después 
de  practicada  la  liquidación  y  sin  antelación  de  ninguna  otra  depen- 
dencia,— Se  consultaba  si  antes  de  anotar  las  escriturasen  el  registro 
de  hipotecas  debían  anotarse  en  el  de  la  propiedad. 

3?  y  último. — Que  ^'debiendo  existir  ya  en  los  libros  correspon- 
•'dientes,  la  constancia  de  los  gravámenes  y  censos  que  pesen  sobre 
"cada  finca,  no  es  necesario  que  se  exprese  ésta  en  las  escrituras  que 
"hayan  de  presentarse  á  la  toma  de  razón". 

258. — Recomendábase  al  propio  tiempo  á  los  anotadores  que  hi- 
ciesen "las  inscripciones  referentes  á  cada  finca  en  orden  sucesivo  ó 
«'de  continuación,  sin  perjuicio  de  que  se  cumpla  además  lo  preve- 


(i)  Esto  es,  la  advertencia  de  presentarlo  en  la  oficina  liquidadora  (Art  26  Reg*  del 
impuesto. 
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"nido  sobre   el  particular  en  el  art    1 6   de  la  Real   Cédula  de  25 
"de  Agosto  de  1802,  cuando  se  solicitare  inscripción  separada." 

259. — Por  Circular  de  la  Administración  Central  de  Rentas  y  Es- 
tadística de  29  de  Julio  de  1873,  [i]  se  dispuso  que  al  constituirse 
los  créditos  con  hipoteca,  se  pagase,  con  arreglo  al  art.  1 2  de  la  Ta- 
rifa el  J^  p.  3  si  la  hipoteca  se  constituia  sobre  finca  urbana,  y  ^\% 
si  sobre  rustica,  y  que  en  las  cesiones  de  dichos  créditos  se  estuvie- 
se al  orden  seguido  en  los  endosos  de  los  pagarés. -Por  otra  circular 
de  27  de  Agosto  [2]  se  declaró  que  la  precedente  disposición  era 
apiicable  á  los  documentos  anteriores  á  la  fecha  de  la  misma,  y  que 
con  arreglo  á  ella  debian  despactíarse  los  que  estuviesen  pendientes 
6  demorados  en  las  oficinas  liquidadoras. 

260. — Por  circular  de  la  Audiencia  de  28  de  Abril  de  1874,  pu- 
blicada en  la  Gaceta  de  i9  de  Mayo,  se  ordenó  que  los  oficios  de 
hipotecas  no  diesen  de  baja  en  sus  registros  ningún  censo  ó  carga 
con  que  esté  gravado  el  fundo,  mientras  el  interesado  no  presente 
la  carta  de  pago  que  acredite  el  ingreso  del  impuesto  de  capitali- 
zación. 

TERCER  PERIODO. 

Sistema  de  la  Ley  Hipotecaria. 

261. — Ya  hemos  visto  (par.  239)  una  de  las  medidas  preparato- 
rias para  la  aplicación  de  la  Ley  á  las  Antillas.  También  hemos  vis- 
to, al  exponer  el  Decreto  de  1 870,  la  creación  de  los  Registros  de 
la  Propiedad.  Vamos  á  tratar,  pues,  ahora  de  la  instalación  del  nue- 
vo sistema. 

262. — En  12  de  Setiembre  de  1870  se  expidió  por  el- Ministerio 
de  Ultramar,  que  lo  desempeñaba  a  la  sazón  D.  Segismundo  Moret 
y  Prendergast  un  decreto  estableciendo  en  cado  una  de  las  Islas  de 
Cuba  y  Puerto-Rico  una  Junta  informativa  para  plantear  el  estable- 
dmiento  en  ellas  de  la  Ley  Hipotecaria;  (3)  y  simultáneamente  un 
Registro  de  la  propiedad  en  cada  cabeza  de  partido  judicial  (Art 
5?)  declaranda  al  propio  tiempo  la  reversión  al  Estado  de  los  oficios 
de  anotadores  de  hipotecas  existentes  á  la  sazón  ^Art  9?) — "Sola- 
mente la  primera  parte  del  Decreto,  es  decir,  lo  referente  á  las  Jun- 
tas informativas,  es  lo  que  tuvo  cumplimiento,  no  así  lo  referente  á 
la  creación  tíe  los  Registros,  supresión  de  oficios,  é  indemnización 
á  los  Anotadores,  sin  duda  por  no  haberse  dictado  las  disposiciones 
complementarías  necesarias  al*  efecto,  y  que  se  anunciaban  en  su  úl- 
timo artículo."  ("4) — En  él  .se  prometió,  en  efecto,  que  por  el  Mi- 
msterío  de  Ultramar  se  dictarían  las  disposiciones  para  la  ejecución 
del  decreto.  . 

263. — Se  creaba,  pues,  en  cada  una  de  las  dos  Antillas  una  Junta 

a)  Vio  la  lüz  en  la  Gaceta  del  30. 

[a]  Pablicadaen  la  Gaceta  de  1 9  de  Agosto. 

(3)  Se  publicó  en  la  Gaceta  de  la  Habauay  pA  25  de  Noviembre. 

19  StojTck  y  Reig,  Legislación  Hipotecaria  y  del  Notariado,  tomo  i9,  pag.  XIV, 
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informativa  "para  plantear,  el  establecimiento  de  la  Ley  Hipotecaria 
"de  8  de  Febrero  de  1861,  con  la  reforma  verificada  en  la  misma 
"por  la  ley  de  21  de  Diciembre  de  1869*'  [Art.  l9);  se  disponia  que 
se  compusiesen  dichas  Juntas  de  los  Regentes  de  las  respectivas 
Audiencias  como  Presidentes,  del  Fiscal  y  un  magistrado  de  cada 
una  de  ellas;  de  dos  Letrados  de  eada  Colegio,  nombrados  por  los 
Gobernadores  superiores  civiles,  de  entre  los  que  pagasen  la  cuota 
mas  alta  de  contribución,  del  Administrador  principal  de  .Hacienda 
publica,  la  de  la  Habana,  y  del  Secretario  de  la  Intendencia  de  la 
misma,  la  de  Puerto  Rico;  y  como  Secretarios  de  las  Juntas  (i)  los 
de  las  respectivas  Audiencias  (Art.  i9).  Las  Juntas  informarían  al 
Gobierno: 

Sobre  las  modificaciones  aecidentales  ó  de  forma  que  conviniese  in- 
troducir en  la  citada  Ley  para  acomodarla  á  las  condiciones  locales. 

Sobre  la  clasificación  de  los  Registros  y  fianzas  de  los  Registra- 
dores. 

Sobre  los  Aranceles  áo,  derechos  que  estos  hubiesen  de  devengar. 

Sobre  \^  fecha  en  que  pudiera  ponerse  en  ejecución  el  nuevo  siste- 
ma  hipotecario  con  arreglo  al  estado  de  los  trabajos  preparatorios 
que  es  indispensable  hacer.  (^Art.  3?^ 

264. — Obtenida  la  información,  nombró  el  Gobierno  por  R.  D.  de 
15  de  Julio  de  1876  una  Conntision  de  jurisconsultos  que,  bajo  la  de- 
pendencia del  Ministerio  de  Ultramar  redactase  los  proyectos  que 
habían  de  aplicarse  á  Puerto  Rico.  Con  posterioridad  sé  amplió  la 
disposición  á  la  isla  de  Cuba,  por  R.  D.  de  22  de  Noviembre  de  1878. 

265. — ^Y  aquí  nos  corresponde  tratar  separadamente  de  lo  que 
pertenece  á  cada  una  de  las  dos  Antillas. 


Sistema  hipotecario  de  Puerto-Rico. 

266. — Las  Reales  disposiciones  de  1778,  1784  y  1802  fueron 
también  extensivas  á  la  Antilla  hermana,  como  quiera  que  com- 
prendian  á  todos  los  dominios  españoles  en  América.  Pero  se  dicta- 
ron además  en  ella  disposiciones  particulares  que  conviene  -recordcU-. 

(I)  El  Sr.  Stayck  y  Reig  consigna  los  nombres  de  los  que  en  ambas  islas  compusieron 
las  Juntas  informativas.  Fueron  estas: 


En  Cuba. 

D.  Joaquín  Calbeton,  P.  de  la  Audiencia. 

D.  Cayetano  Vida,  Fiscal  de  S.  M. 

D.  Segismundo  Carrasco  y  Moret,  Magis- 
trado. 

D.  Antonio  Nuñej,  Administrador  cen- 
tral de  H,  P. 

D.  José  Montoro.  )  au^^^^^ 

D.  ApoUnar  del  Rato.  |  Abogados. 

D,  José  Giralt,  Secretario  de  la  Audiencia. 
Se  instaló  el  19  de  Julio  de  1871,  y  dio 
dictamen  en  15  de  Diciembre  siguiente. 


En  Puerto  Rico 

D.  Enrique  Diaz  Otero,  P.  de  la  Audiencia. 

D.  José  Diz  y  Romero,  Fiscal. 

D.  Pedro  M.  Villar,  Magistrado. 

D.  Pedro  Saez.  \  ai^^j^ 

D.  José  R.  Becerra.  í^^g^^- 

D.  Luis  de  Sagredo,  2?  Jefe  de  la  Admlnis 
tracion  Económica. 

D.  Ricardo  de  Mendoza  y  Koselló,  Secreta- 
rio de  la  Audiencia. 

Se  instaló  en  20  de  Abril  de  1871  y  dio 
dictamen  en  16  de  Octubre  de  1874. 
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2tT, — Por  Auto  Acordado  de  i6  de  Enero  de  1838  dispuso  la 
Real  Audiencia  de  la  citada  Isla  que  se  crearan  ofícios  de  hipQtecas 
en  varios  partidos,  además  del  de  la  capital;  (\)  y  por  decreto  del 
Gobernador  Superior  de  la  misma,  se  ordenó  su  establecimiento  en 
todas  las  cabezas  de  partido,  y  que  los  anotadores  hubiesen  de  ser 
escríbanos.  (2) 

268. — Por  otro  Auto  s^cordado,  de  22  de  Diciembre  de  1854  cir- 
culó la  citada  Audiencia  reglas  que,  ajustadas  á  la  Real  Cédula  de 
1802.  se  referían  a  los  registros  de  hipotecas,  [3] 

269. — Por  otro  de  3  de  Febrero  de  1857,  (4)  reencargó  á  los  jue- 
ces la  obligación  de  visitar  en  Enero  de  cada  año  los  registros  de 
sus  distritos,  levantando  expediente  y  dando  cuenta  del  resultado  á 
la  Audiencia. 

270. — Estas  son  las  principales  disposiciones  que,  acerca  del  sis- 
tema antiguo  podemos  citar  relativas  á  Puerto  Rico.  Pasemos  ahora 
á  tratar  del  nuevo,  en  que  la  Antilla  hermana  nos  precedió,  si  bien 
por  brevísimo  periodo. 

Ley  Hipotecaria  de  Puerto  Rico. 

271. — La  Comisión  nombrada  por  el  Gobierno,  según  lo  manifes- 
tado en  nuestro  par.  264,  quedó  constituida  en  3  de  Agosto  de  1876, 
y  en  16  de  Noviembre  de  1878  tenia  ya  terminado  su  trabajo  acer- 
ca de  la  Ley  de  Puerto  Rico,  según  aparece  de  llevar  esa  ultima 
fecha  el  Dictamen  que  formuló  para  presentar  aquella  L.ey.  Suscriben 
dicho  Dictamen  D.  Salvador  de  Albacete,  Presidente,  D.  Bienvenido 
Oliver,  D.  Victorino  Arias,  D.  Rafael  de  la  Escosura  y  Escosura, 
^.  Ángel  Escobar j  D.  Apolinar  del  Rato,  D.  Escolástico  de  la\Parra, 
D.  Luis  Torres  de  Mendoza,  *D,  Carlos  Maria  Perier,  D.  Eduardo 
de  Castro  y  Serrano,  el  Duque  de  Veragua,  el  Conde  de  Rascón,  el 
Vizconde  de  San  Javier,  D.  Ednardo  Fiera,  D.  Juan  Stuyck  y 
Reig,  Secretario. — ^Total  quince  individuos,  doble  número  de  los  que 
compusieron  la  Comisión  que  redactó  la  Ley  peninsular  de  1861 
(v.  par.  83.) 

272. — A  semejanza  del  sistema  seguido  en  la  Exposición  de  mo- 
tivos de  la  Ley  de  1861,  la  Comisión  de  Puerto  Rico  divide¡su  Dic- 
tamen en  dos  partes,  la  primera  para  referir  generalidades,  y  la  se- 
gunda comprendiendo  el  examen  analítico  de  la  Ley.     Y  por  tanto, 

(i)  La  Sema,  Introdttccioxx  Histórica  á  la  Ley  Hipotecaria^  par.  222. — ^Aguirre  y  Mi- 
^^nwu  Qu  su.  OTtículoApticaeion  de  ¡a  nutz/a  L,  H.  á  las  provincias  de  Ultramar,  pabli- 
cado  en  la  Revista  General  de  Legislación  y  Jurisprudencia,  Madrid,  tomo  19,  pag.  01 . 

(2j  El  Sr.  Aguírre,  en  el  artículo  citado  en  la  nota  precedente,  atribuye  á  ese  decreto 
'wGobiemo  Superior  de  Puerto- Rico  la  fecha  de  28  de  Enero  de  1838;  el  Sr.  Fernandez  . 
EiÚK,  la  de  15  de  Febrero  del  mismo  año,  (Ap,  á  su  Ley  Hipotecaria,  pág.  21,)  la  Sema 
no  SKQciona  fecha.  No  tenemos  á  la  vista  la  disposición  de  que  se  trata,  pero  puede  suce- 
<fcr  que  de  las  dos  fechas  citadas  por  aquellos  autores,  una  sea  la  de  su  expedición  y  la 
oti^  \k  de  su  promulgación. 

(3)    Lo  citan  los  tres  autores  ya  nombrados. 

^)  AguiíTeyMiramon.  La  Sema  dice,  3  de  Agosto^ 
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hemos  de  seguir  en  su  exposición  el  mismo  plan  que  adoptamos 
respecto  de  la  Ley  de  la  Península,  insertando  en  esta  Reseña  lo 
que  tenga  carácter  de  generalidad,  y  reservando  lo  particular  para 
sus  respectivos  lugares. — Hé  aquí,  pues,  la  primera  parte  de  ese 
Dictamen: 

273. — **La  Comisión  nombrada  por  el  Gobierno  para  redactar  los 
''proyectos  necesarios  á  la  aplicación  en  Puerto-Rico  de  la  legisla- 
"cion  hipotecaria  de  la  Península,  al  tener  hoy  el  honor  de  elevar  á 
**V.  M.  eljde  la  ley  que  en  aquella  provincia  podrá  regir,  cree  de  su 
"deber  manifestarle  los  motivos  de  las  variaciones  introducidas  res- 
"pecto  de  la  vigente  en  la  mayoría  de  las  provincias  del  Reino,  va- 
"rktciones  cuyos  detalles  podrá  V.  E.  examinar  en  las  actas  de  las 
"sesiones  celebradas  por  la  Comisión,  que  también  se  elevan  á  su 
"superior  conocimiento.*' 

274. — "Al  constituirse  en  3  de  Agosto  de  1876,  se  indicó  por  la 
"Presidencia  que  importaba  fijar  determinada  y  precisamente  la  ór- 
"bita  y  límites  de  sus  a/ribuciones  á  fin  de  llenar  mejor  y  más  cum- 
"plidamente  su  cometido.  El  Gobierno,  por  medio  de  su  digno  re- 
"presentante,  el  Director  de  Gracia  y  Justicia,  Administración  y  Fo- 
"mento  del  Ministerio  de  Ultramar,  después  de  entregar  á  la  Comisión 
"el  expediente  en  el  que  constan  todos  los  antecedentes,  diligencias 
"é  informes  obtenidos  por  dicho  Centro  de  las  autoridades  y  altas 
"Corporaciones  de  las  provincias  de  Ultramar,  manifestó  que  el 
•'planteamiento  de  la  Ley  Hipotecaria  en  Puerto  Rico  era  de  nece- 
"sidad  urgente,  si  bien  con  modificaciones  inspiradas  por  la  condi- 
"cion  especial  á  la  manera  de  ser  de  la  propiedad  en  aquélla  provin- 
"cia;  habiendo  de  servir  además  como  base  práctica  para  que  una 
"vez  terminada  la  guerra  civil  en  la  isla  de  Cuba,  pudiera  llevarse  á 
"ésta  la  realización  de  tan  importante  reforma. 

275. — "Consultó  la  Comisión  al  Gobierno  en  dicha  sesión  inau- 
"gural,  si  habia  de  tomar  por  base  el  planteamiento  en  condiciones 
"de  analogía  con  el  Registro  de  la  Peninsula,  ó  aceptaría  modifica- 
"ciones  de  importancia,  no  en  la  parte  sustantiva  de  la  Ley,  sino  en 
"la  parte  de  aplicación,  en  la  que  parecian  inminentes  ciertas  altera- 
"ciones,  que,  si  aquí  habrían  de  hacerse  por  medio  de  proyectos  de 
"ley,  decretos  y  otras  disposiciones,  preferible  sería  llevarlas  á  Ul- 
"tramar  desde  luego  en  el  contexto  mismo  de  la  Ley;  y  autorizada 
"la  Comisión  para  introducir  cuantas  refojmas  creyese  necesarias  en 
"interés  y  utilidad  de  la  Isla  de  Puerto  Rico,  pues  todas  ellas  como 
"pareciesen  atinadas  las^aceptaría  el  Gobierno,  que  al  nombrar  la 
"Comisión  no  pensó  sino  en  el  afán  por  el  acierto  que  á  todos  sus 
"individuos  debía  animar,  comenzó  esta  sus  tareas  examinando  mi- 
"nuciosa  y  totalmente  los  antecedentes  del  asunto. 

276. — "En  sus  primeras  sesiones  se  ocupó  del  plan  que   hubiera 
"de  seguir  en  la  discusión,  acordando  que  fuese  por  artículos,  inno- 
"vando  en  el  texto  de  la  Península  cuanto   condujera  á  perfeccio 
"narlo,  y  Uevan'do  á  Puerto  Rico  las  reformas  aconsejadas  por  la  ex- 
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"periencía,  y  encaminadas  á  mejorar  la  Ley  Hipotecaria  vigente, 
"para  lo  cual  cada  uno  de  los  Sres.  Vocales,  ha  propuesto  en  el  cur- 
**so  de  los  debates  cuantas  enmiendas  juzgó  convenientes,  después 
'*de  un  detenido  estudio  y  de  uu  prolijo  examen  de  las  importantes 
"materias  objeto  de  la  ley. 

277. — **Siguiendo,  sin  embargo,  la  idea  del  Gobierno,  de  llevar  á 
"las  Antillas  la  legislación  de  la  madre  patria  para  asimilar  en  lo 
"posible  á  las  de  ésta  las  leyes  por  que  aquellas  hayan  de  regirse, 
**ha  respetado  en  general  el  sistema  hipotecario  que  tiene  por  base 
"la  publicidad  y  especialidad  de  las  hipotecas,  y  por  fin,  asentar  el 
"crédito  territorial  en  la  seguridad  de  las  mismas  para  el  pago  de  lo 
"ofrecido  con  su  garantía,  sistema  que  aceptado  por  la  Comisión  de 
"Códigos  en  su  proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  1860,  que  .comenzó 
"á  regir  á  los  dos  años,  se  practica  desde  entonces  con  éxito  en  la 
"Península. 

278. — **Ha  examinado  la  Comisión,  no  sólo  los  antecedentes  y 
"consultas  pedidos  á  Ultramar  por  el  Gobierno,  y  que  se  refieren  al 
"míxio  de  ser  de  la  propiedad  en  Puerto  Rico,  sino  también  todas 
"las  reformas  introducidas  en  la  ley  tomada  por  la  base  desde  su  pu- 
"blicacion  en  8  de  Febrero  de  1861,  y  su  modificación  en  21  de  Di- 
"ciembre  de  1869,  y  todas  las  alteraciones  que  desde  dicha  fecha  ha 
"sufrido  por  la  ley  de  21  de  Julio  de  1876,  el  Real  decreto  de  24 
"de  Octubre  del  mismo  año,  y  órdenes  y  disposiciones  posteriores 
'liasta  la  ley  de  17  de  Julio  de  1877,  ultima  novedad  en  la  ma- 
teria. 

279. — **Con  todos  estos  datos  ha  formado  el  proyecto  que  acom- 
"paña,  después  de  larga  y  detenida  discusión,  siendo  las  principales 
"alteraciones  que  la  han  motivado  respecto  de  la  vigente  en  gran 
"parte  del  Reino,  las  siguientes: ..." 

280. — En  cuanto  al  Reglamento  que  habia  de  regir  en  la  propia 
Antilla,  fué  el  segundo  de  los  trabajos  efectuados  por  la  Comisión, 
y  el  Dictamen  que  lo  acompañó  lleva  la  fecha  de  15  de  Febrero  de 
1879.  No  examinaremos  ahora  su  preámbulo,  pues  lo  reservamos 
para  lugar  más  oportuno  en  la  parte  principal  de  nuestra  obra. 

LEY  HIPOTECARIA  DE  CUBA. 

281. — Fué  el  tercer  trabajo  de  la  Comisión  Antillana,  y  que  pre- 
sentó con  fecha  14  de  Mayo  de  1879.  Daremos  del  Informe  que  la 
precedió  y  del  conjunto  de  la  ley  una  brevísima  idea.  Yparalo  último, 
nos  bastará  reproducir,,  en  la  parte  pertinente,  un  artículo  que  acerca 
de  ello  insertamos  en  la  Revista  del  Foro  de  esta  ciudad,  muy  pocos 
días  antes  de  que  tuviera  efecto  el  planteamiento  del  nuevo  sis- 
tema,    (i) 

282. — '*Nunca  es  más  necesario  el  estudio  de  lo  existente  que  cuan- 

[i]    Año  2?^  nthn.  42,  correspondiente  al  19  de  Abril  de  1880. 
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do  lo  vemos  llamado  á  desaparecer  en  breve  plazo.  Una  nueva  ley 
jamás  borra  de  una  sola  plumada  la  ley  antigua,  que  el  respeto  á 
•  los  derechos  adquiridos  les  dá  forma  y  nueva  vida  hasta  cierto  lími- 
te en  el  sistema  que  reemplaza  al  viejo;  y  hácese  preciso  por  esta 
circunstancia  conocer  la  extensión  de  esos  derechos  para  apreciar 
hasta  qué  punto  deben  respetarse,  y  hasta  cuál  ha .  llevado  el  legis- 
lador ese  respeto. 

283. — "Pero  nosotros  hoy,  en  vísperas  de  la  gran  transformación 
que  en  el  orden  del  derecho  va  á  operar  la  Ley  Hipotecaria  promul- 
gada para  nuestra  Isla,  cuando  contemplamos  el  vetusto  y  vicioso 
sistema  actual,  dando,  por  decirlo  así,  sus  ultimas  boqueadas,  y  que 
va  á  ser  ventajosamente  reemplazado  por  una  legislación  adecuada 
á  los  adelantos  de  la  época,  casi  no  tenemos  que  hacer  otra  cosa, 
para  calcular  esa  transformación  que  fijar  la  vista  en  la  que  se  ha 
efectuado  en  la  Península. 

284. — '*Si  en  otras  ocasiones  la  palabra  especialidad  aplicada  á 
nuestras  leyes,  ha  significado  restricción,  inferioridad,  con  respecto 
á  las  de  la  Penínsub,  en  el  caso  particular  de  la  Ley  hipotecaria,  esa 
misma  especialidad  implica  sólo  reforma  y  progreso.  No  podemos 
menos  que  aplaudir  esta  vez  la  obra  de  la  Comisión  y  del  Grobierno 
Supremo.  Se  nos  ha  dado  la  Ley  hipotecaria  de  la  Península,  no 
cercenada,  no  mutilada,  no  empequeñecida,  sino  por  el  contrario, 
revisada,  corregida,  mejorada.  Nuestra  Ley  se  compone  de  la  pe- 
ninsular primitiva^  da  1 86 1,  de  las  adiciones  y  reformas  hechas  en 
ella  por  la  de  1869;  de  las  enmiendfts  introducidas  después  por  Ley 
de  17  de  Julio  de  1877;  Y  de  numerosas  disposiciones  del  Supremo 
Gobierno  y  Resoluciones  de  la  Dirección  general  del  Registro,  que 
han  tenido  cómoda  y  provechosa  cabida  en  el  texto  legal,  enrique- 
cido así,  y  colocado  á  mayor  altura  que  el  de  la  Ley  que  hoy  rige 
en  la  Península.  Mucho  de  lo  que  allí  se  ha  tocado  en  la  práctica 
como  perjudicial  se  ha  removido;  todo  lo  que  la  experiencia  ha  se- 
ñalado allá  como  lítil  y  conveniente  se  ha  inteVcaladq  en  nuestra 
Ley.  A  veces  hasta  el  distinto  orden  material  de  los  asuntos  res- 
ponde á  la  reforma:  declaraciones  hay,  á.  las  que  se  ha  asignado  en 
nuestra  Ley  un  lugar  mas  adecuado  y  mas  lógico  que  el  que  se  les 
diera  en  la  Ley  de  la  Península. 

285. — "Notables  y  numerosos  cambios  produce  en  nuestro  dere- 
cho el  nuevo  régimen.  Al  cuerpo  legal  de  que  tratamos  le  viene 
muy  pequeño  el  título  con  que  se  le  designa  En  esta  ocasión,  el 
nombre  no  dá  idea  suficiente  del  asunto.  '*Bajo  el  modesto  título 
de  un  contrato,  dice  Gutiérrez  en  sus  Estudios  fundamentales  sobre 
el  Derecho  civil  español,  vamos  á  hablar  de  la  hipoteca,  vasta  y  com- 
plicada institución  jurídica,  que  ejerce  la  mayor  influencia  sobre  el 
derecho  de  propiedad."  Y  la  Comisión  de  codificación,  queriendo 
ofrecer  en  síntesis  el  cuadro  del  trabajo  que  se  habia  propuesto  rea- 
lizar, dice  en  su  informe: 

286.^^**TodoestáíntimamenteligadoconlaLey  dehipotecas,  á  todo 
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"afecta  gravemente  el  nuevo  sistema;  todo  ha  sido  sujetado  á  revisión, 

''todo  ha  sufrido  grandes  modificaciones* el  derecho  civil  las  ex- 

"perimenta  trascendentales:  apenas  hay  una  de  sus  instituciones  á  que 
"no  afecte  la  innovación:  en  el  orden  de  la  fahiilia,  á  la  sociedad  con- 
"yugal  y  á  la  potestad  paterna:  en  el  de  tutelas  y  curadurías,  á  las  re- 
"lac'ones  entre  el  menor  ó  incapacitado  y  los  cncaí  gados  de  su  guar- 
"da:  en  el  de  la  propiedad,  á  su  adquisición,  conservación,  trasmisión 
"y  modificaciones;  en  el  de  las  sucesiones,  al  respeto  á  la  voluntad 
"del  testador  ó  á  las  disposiciones  de  las  leyes:  en  el  de  contratos,  á 

*1a  seguridad  del  cumplimiento .  Y  no  son  solo  las  leyes  civiles 

"las  modificadas;  aunque  bajo  esta  denominación  se  comprendan  las 
"prescripciones  del  Código  de  Comercie»;  lo  son  también  las  de  pro- 

"cedimientos y  no  están  menos  interesadas   las   administrati- 

'*vas '' 

287.-"Vastoes,pues,  el  campo  para  los  estudios  y  las  observaciones 
en  la  reforma  que  hoy  se  implanta.  'Filón  riquísimo,  venero  inagota- 
ble en  el  espacio  de  las  investigaciones  jurídicas;  hallarán  en  la  nue- 
va Ley  los  amantes  del  Derecho  con'que  alimentar  constantemeríte 
su  afán  inextinguible.  Pero  nosotros  nos  hallamos  en  condiciones 
mucho  más  favorables  que  los  espaíjoles  de  la  Península  al  plantearse 
allí  aquel  sistema  en  1861.  No  vamos,  como  ellos,  á  tropezar  con- 
tinuamente con  las  graves  dificultades  de  una  legislación  que* em- 
pieza, puesto  que  gran  parte  de  esas  dificultadas  han  sido  ya  toca- 
das y  resueltas.  Se  nos  brinda,  pues,  se  entrega  á  nuestra  actividad 
y  á  nuestra  sed  de  reformas,  una  Ley  perfeccionada  eh  la  piedra  de 
toque  de  la  experiencia." 

Dictamen  de  la  Comisión  acerca  de  nuestra  Ley. 

288. — La  propia  división  que  hicimos  ob^rvar  [par.  85  de  esta 
Reseña)  respecto  de  la  Exposición  de  Motivos  con  que  se  acompa- 
ñó la  Ley  de  1861,  se  nota  en  el  Informe  que  sirve  de  preámbulo 
y  explicación  á  nuestra  Ley,  y  al  exponerlo  hemos  de  seguir,  por 
consecuencia,  el  propio  método  que  ya  hemos  adoptado  en  ocaciio- 
ncs  análogas  [par.  133.] 

289. — Empieza  la  Comisión  manifestando  que,íjal  cumplir  con  el 
encargo  que  le  fué  confiado,  "cree  que  está  en  el  caso  de  consignar 
los  fundamentos  de  las  modificaciones  más  importantes  que  ha  in- 
,*troducido  en  la  ley  de  la  Península;'*  pero  como  de  estas  modifica- 

"ciones  son  ya  conocidas lasque   la  Comisión  acordó   cuando 

'*trató  de  aplicar  la  ley  hipotecaria  á  la  prpvincia  de  Puerto-Rico," 
"y  las  mismas  razones  "que  hicieron  necesaria  la  adopción  de  aque- 
"Uas  novedades  para  la  pequeña  Antilla  existan  para  que  se  adop- 
'*ten  en  la  isla  de  Cuba,"  la  Comisión  expresa  que  limitará  su  tarea 
i  las  modificaciones  especiales  que  propone  "en  vista  del  estado  de 
la  propiedad  territorial  en  la  isla  de  Cuba." 

29a — "Inspirándose  la  Comisión  en  el  elevado  criterio  que  desde 
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*'el  principio  habia  adoptado  para  resolver  las  cuestiones  jurídicas 
'*de  las  provincias  de  Ultramar,  y  siguiendo  l^s  indicaciones  que 
"V.  E.  [i]  se  dignó  comunicarle  personalmente  al  reanudar  las  se- 
"siones  para  la  aplicación  de  la  ley  hipotecaria  á  la  grande  Antilla, 
"se  ha  dedicado  con  incansable  solicitud  al  examen  de  los  problemas 
'*de  más  importancia  que  están  relacionados  con  este  grave  asunto, 
"empleando  largas  sesiones,  como  lo  demuestran  las  actas  ^le  las 
"mismas,  testimonio  fiel  del  ímprobo  trabajo  que  en  tan  breve  tiem- 
"po  ha  empleado,  y  del  deseo  de  acierto  que  la  ha  animado  cons- 
"tantemente. 

291. — "La  Comisión  ha  creido  que  interpretaba  los  elevados  pró- 
"pósitos  del  Gobierno  de  S.  M.,  guardando  fielmente  los  •principios 
"fundamentales  de  la  especialidad  y  la  publicidad  de  las  hipotecas 
•'y  de  los  demás  derechos  reales  impuestos  sobre  los  inmuebles,  f2] 
"respetando  hasta  donde  ha  sido  posible  la  tradición,  y  en  los  casos 
"dudosos  armonizando  sin  violencia  lo  que  tienen  de  nuevo  aquellos 
"principios  con  las  singularidades  del  país.á  que  han  de  aplicarse. 
"Mas  cuando  esta  combinación  y  armonías  no  podían  obtenerse  fá- 
"cilmente,  inspirada  la  Comisión  en  el  noble  propósito  de  aproximar 
"las  épocas  y  no  ponerlas  en  pugna,  juzgó  de  su  deber,  después  de 
"hacer  constar  que  los  preceptos  de  la  ley  no  tienen  efecto  retroac- 
"tivo,  [3]  que  era  preciso  salvar  las  soluciones  que  iban  á  quedar  en 
"el  tránsito  de  lo  antiguo  á  lo  moderno,  con  más  laxitud  en  los  tér- 
**minos;  y  donde  esta  no  era  suficiente,  por  tratarse  de  instituciones 
"llamadas  á  desaparecer  en  breve  término  como  insostenibles,  con 
"disposiciones  transitorias. 

292. — "Como  quiera  que  sea  muy  difícil  que  las  disposiciones  le- 
"gales,  aun  las  más  sabiamente  redactadas,  obtengan  en  su  plantea- 
"miento  el  aplauso  de  todos,  la  Comisión  ha  tratado  de  evitar,  si  no 
"susceptibilidades,  que  hasta  este  punto  no  alcanza  la  previsión  hu- 
"maua,  cuando  menos  el  de  no  dar  al  olvido  el  respeto  á  los  intere- 
"ses  creados,  procurando  que  éstos  no  resulten  sacrificados  á  la  ne- 
"cesidad  generalmente  sentida  de  que  concluya  el  imperfecto  sistema 
"hipotecario  que  rige  en  aquella  Antilla,  á  fin  de  que  sus  habitantes 
"puedan  optar  á  las  inmensas  ventajas  que  dicha  ley  ha  de  propor- 
"cionar  á  la  propiedad  y  al  crédito  territorial,  no  solo  por  el  benefi- 
"cio  del  mayor  valor  que  va  á  comunicar  á  los  bienes  raices  ó  in 
"muebles,  sino  por  efecto  de  las  provechosas  mudanzas  que, 
"merced  á  su  influjo,  podrán  introducirse  en  la  organización  del  tra- 
"bajo  y  en  el  sistema  de  cultivo. 

293. — "Condiciones  favorables  hay  en  la  isla  de  Cuba  para  que 
"con  éxito  puedá^ desde  luego  asegurarse  que  el  pensamiento  de  lle- 


(1)  Este  informe  de  la  Comisión  va  dirigido  al  Ministro  de  Ultramar. 

(2)  Respecto  á  lo  en  que  consisten  ambos  caracteres,  nos  remitimos  á  lo  que.  acerca  de 
la  Exposición  de  motivos  de  la  Ley  de  1861,  dejamos  expuesto  en  los  parrs.  roo,  104  y 
105  de  esta  Reseña. 

(3)  Entendemos  que  alude  aquí  la  Comisión  al  art.  410  de  nuestra  Ley,  donde  en  efec- 
to se  coatiene  la  doctrina  de  la  no  retroactividad  de  la  Ley. 
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*Var  á  aquel  país  la  ley  hipotecaria,  que  es  uno  de  los  monumentos 
"de  gloria  que  más  enaltecen  la  jurisprudencia  española  moderna, 
"según  testimonio  de  propios  y  extraños,  será  recibida  con  bene- 
"plácito. **  El  resto  de  este  párrafo  y  algunos  de  los  que  le  si- 
guen se  refieren  á  las  haciendas  comunet as ^  materia  que  reservamos 
para  su  respectivo  lugar  en  el  curso  de  esta  obra. 

294. — Concluye  la  Comisión  manifestando  que  nuestra  isla  puede 
aprovechar  los  beneficios  de  la  nueva  ley  sin  mas  dilación  que  la  ¿jue 
exigiesen  Icis  medidas  preparatorias,  "teniendo  en  cuenta  la  cultura 
"general  de  la  grande  Antilla  y  los  vivos  deseos  manifestados  con  . 
"repetición  por  las  corporaciones  más  respetables  de  la  misma,  de 
"que  se  extendiese  á  aquella  parte  irñportante  del  territorio  español 
"una  de  las  reformas  más  trascendentales  que  se  han  llevado  á  cabo 
"modernamente  en  el  derecho  civil  patrio." 

295. — "La  tarea,  aunque  cimentada  en  trabajos  anteriores  y  pre- 
"cedida  por  la  que  dio  origen  á  la  ley  publicada  para  su  observancia 
*en  la  provincia  de  Puerto  Rico,  tenia,  sin  embargo,  como  V.  E. 
"anunció  muy  oportunamente,  dificultades  que  vencer,  y  para  alla- 
**narlas,  se  han  estudiado  detenida  y  concienzudamente  las  condi- 
"ciones  morales  y  sociales  de  actual¡d?id,  y  el  porvenir  de  aquella 
"rica  Antilla,  salvando  derechos  existentes  y  acomodando  la  nueva 
"ley  al  estado  de  la  sociedad  en  que  va  á  tener  aplicación,  para  que 
"sea  fructífera  eñ  sus  resultados.  Y  la  Comisión  concluye  abrigan- 
**do  la  grata  esperanza  de  que,  si  V.  E.  acepta  el  proyecto  que  es 
"adjunto  y  obtiene  la  sanción  de  S.  M.,  se  habrá  realizado  un  gran 
"progreso  en  el  estado  actual  de  la  familia,  de  la  propiedad  y  de  la 
"contratación  en  la  isla  de  Cuba,  y  se  habrá  dado  un  nuevo  paso  en 
"el  camino  de  la  asimilación  de  las  leyes  de  las  provincias  de  Ultra- 
"mar  con  las  de  la  Península.'- 

296. — Después  de  la  Ley,  formuló  la  Comisión  Antillana  el  De- 
creto para  la  toma  de  posesión  de  los  Registros  en  Puerto-Rico 
(Junio  I  i)  el  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  Ley  de  Cu- 
ha  (Junio  ig)  y  \dL  Instrucción  general  para  la  redacción  de  docu- 
mentos sujetos  á  registro  en  ambas  islas  (Julio  y.), 

297.' — El  nuevo  sistema  debia  comenzar  á  regir  en  i9  de  Enero 
de  1880;  pero  no  habiéndose  podido  efectuar  para  entonces  el  nom- 
bramiento de  los  nuevos  Registradores  de  Cuba,  se  aplazó  el  plan- 
teamiento en  ella  hasta  i9  de  Mayo,  por  Real  Decreto  de  19  de 
Diciembre  de  1879,  publicado  en  la  Gaceta  déla  Habana  áe^ 
17  de  Enero  siguiente. — En  la  expresada  fecha  de  i9  de  Mayo 
de  1880  ha  comenzado  efectivamente  á  regir  en  nuestra  isla. 
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CAPITULO  PRIMERO. 

DE    LOS   TÍTULOS    SUJETOS  Á  INSCRIPCIÓN. 

TEXTO  DE  LA  LEY. 

Artículo  i** 


Kn  todos  los  pueblos  cabeza  de  partido  judicial  de  la  isla  de  Cuba,  se 
establecerá  un  Registro  á  cargo  de  funcionarios  llamados  Registradores.  No 
podrán  suprimirse  ó  crearse  Registros,  sino  en  virtud  de  Real  decreto,  con 
audiencia  del  Consejo  de  Estado  en  pleno.  Los  Registros  comprenderán  la 
misma  circunscripción  territorial  que  el  partido  judicial  en  donde  se  hallen 
establecidos.  En  las  poblaciones  en  donde  haj'a  más  de  un  juzgado  de  primera 
instancia  no  se  establecerá  más  que  un  Registro.  Para  alterarse  la  circuns- 
cripción territorial  que  en  la  actualidad  corresponde  á  cada  Registro  deberá 
existir  motivo  de  necesidad  ó  conveniencia  pública,  que  se  hará  constar  en  ex- 
pediente, y  será  oido  el  Consejo  de  Estado. 

En  cada  Registro  se  inscribirán  los  títulos  relativos  á  las  fincas  situadas 
dentro  de  la  circunscripción  territorial.  Si  una  finca  estuviere  situada  en  la 
circunscripción  de  dos  ó  más  Registros,  se  inscribirá  en  todos  ellos. 


LEY  DE  1861. 

Articulo  I? 

En  todos  los  pueblos 
cabezas  de  partido  judi- 
cial se  establecerá  un  Re- 
Sistro  á  cargo  de  funcio- 
narios que  se  llamarán 
Registradores. 


CONCORDANCIAS. 

Ley  Beformada  de  1869. 
Articulo  I? 

Subsistirán  los  Regis- 
tros de  la  propiedad 
inmueble  en  todos  los 
pueblos  en  que  se'hallan 
establecidos.  No  podrán 
suprimirse  ni  crearse  Re 
gistros  sino  por  una  Ley. 
Para  alterarse  la  circuns- 
cripción territorial  que  en 
la  actualidad  corresponde 
á  cada  Registro,  deberá 
existir  motivo  de  necesi- 
dad ó  conveniencia  públi- 
ca, que  se  hará  constar 
en  expediente  y  será  oido 
el  Consejo  de  Estado, 


Ley  de  Puerto-Kco. 
Articulo  I? 

(Es  igual  al  de  la  nues- 
tra, sin  mas  diferencia  que 
la  de  leerse  provincia  de 
Puerto-Rico  donde  fiquel 
dice,  isla  de  Cuba.)  ' 
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I. — Este  artículo  contiene  varias  disposiciones.  Aunque  hemos 
de  examinarlas  separadamente,  nos  ha  parecido  que  debíamos  co- 
menzar por  transcribir  íntegramente  el  artículo,  para  evitar  que  se 
pierda  ó  debilite  su  sentido,  leyéndolo  por  partes.  Creemos  que 
ese  es  el  mejor  sistema,  y  lo  adoptaremos  también  en  todos  los  casos 
análogos. 

2. — La  primera  de  las  disposiciones  que  comprende,  es  que  se 
establecerán  Registros  en  todos  los  pueblos  que  sean  cabeza  de 
partido  judicial  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  donde  quiera  que  resida  un 
Juez  de  primera  instancia.  Esto  fué  lo  mismo  que  se  estableció 
primeramente  para  la  península,  y  por  tanto,  dicho  precepto  está 
conforme  con  el  artículo  primero  de  la  ley  peninsular  primitiva,  6 
sea  la  de  i86i.  El  i9  de  la  Reformada,  en  vez  de  estas  palabras,  dice: 
Subsistirán  los  Registros  de  la  propiedad  inmueble  en  todos  los  pue- 
blos en  que  se  hallan  establecidos.  Consiste  la  diversidad  en  que,  por 
Real  decreto  de  17  de  Junio  de  1867,  se  suprimieron  varios  partidos 
judiciales,  sin  alterarse  la  circunscripción  de  los  Registros,  que,  con 
arreglo  á  la  citada  ley  de  1861,  se  habían  estableciddo  en  las  cabezas 
de  partido  judicial.  Como  la  Ley  Reformada  no  creyó  conveniente 
introducir  alteración;  para  expresarlo  así,  ordenó  que  sub.sistieran 
todos  los  que  en  aquella  fecha  existian,  agregando  que  no  podrían 
suprimirse  sino  por  una  Ley.  Y,  por  consiguiente,  no  coinciden  hoy 
en  la  Península  los  Registros  de  la  propiedad  con  las  cabezas  de 
partido  judicial,  siendo,  por  el  contrario,  mayor  el  numero  de  aque- 
llos que  el  de  éstas. — En  otro  lugar  insertamos  la  enumeración  y 
clasificación  actual  de  nuestros  Registros. 

3. — No  podrán  suprimirse  ó  erearse  Registros  y  sino  en  virtad  de 
Real  deeretOy  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado  en  pleno, 

4. — No  podrán  suprimirse  ulerearse  Registros  sino  POR  UNA  LEV, 
dice  en  este  lugar  la  Reformada  de  la  Península. — La  razón  de  di- 
ferencia es  que,  conforme  á  un  artículo  de  la  Constitución  vigente, 
el  Gobierno  puede  aplicar  á  la  isla  de  Cuba  las  leyes  promulgadas,  ('» 
(^ue  se  promulguen  en  la  Península,  con  las  modificaciones  que 
estime  oportunas.  Como  quiera  que  este  j^recepto  constitucional 
impide  la  aplicación  directa  á  nuestro  país  de  toda  ley  dictada  en 
Cortes,  (i)  se  ha  dado  á  la  disposición  de  la  Ley  Hipotecaria  la 
forma  adecuada  á  la  facultad  que  aquel  precepto  atribuye  al  GobieriK». 

5. — Los  Registros  comprenderán  la  misma  eircunscripcion  territo- 
rial que  el  partido  judicial  en  donde  se  hallen  establecidos.  En  las 
poblaciones  en  donde  haya  más  de  un  juzgado  de  primera  instancia 
no  se  establecerá  inas  que  un  Registro. 

6. — Nada  decia  acerca  de  este  punto  la  Ley  peninsular  de  1861. 
ni  tampoco  la  Reformada.  Y  casi  hubiera  podido  suprimirse  en  In 
nuestra,  pues  al  decir  la  I>ey,  en  todos  los  pueblos  cabezas  de  partido 

Cl)  La  de  propiedad  intelectual,  promul^da  en  10  de  Enero  de  1879,  se  mandó  aplicir 
sin  embargo,  á  Cuba,  Puerto  Rico  y  Filipinas  por  su  artículo  56;  pero  esto  no  destniyc  I» 
que  por  regla  general  hemos  sentado  en  el  texto. 
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judicial  se  establecerán  Registros,  fácilmente  se  comprende  que  en 
cada  pueblo  que  tenga  esa  cualidad  se  establecerá  un  Registro.  Del 
mismo  modo  es  fácil  comprender  que  la  circunscripción  del  Registro 
ha  de  ser  la  misma  que  la  del  partido  judicial  en  que  se  encuentre, 
pues  no  habia  de  atribuirseles  á  unos  mayor  y  á  otros  menor  ex- 
tensión que  las  de  sus  respectivos  partidos,  sin  que  la  ley  expresa- 
mente lo  ordenase.  La  Comisión,  sin  embargo,  hízo  extensiva  á 
nuestra  Ley  esta  aclaración,  con  que  habia  ampliado  ya  el  texto  de 
la  de  Puerto  Rico,  para  evitar,  dice,  vaguedades  y  consultas.  Y  lo 
dispuesto  respecto  de  la  finca  que  comprenda  territorios  de  dos  6 
más  Registros,  está  en  consonancia  con  lo  que  disponía  el  art.  17 
del  Reglamento  peninsular.  Y  por  otra  parte,  tal  disposición  es  con- 
cordante del  art,  3?,  ley  4?,  tit.  16,  lib.  10  Nov.  Rec.  y  de  lo  dis- 
puesto entre  nosotros  por  auto  Acordado  de  la  Audiencia  de  22  de 
Febrero  de  1849. 

7. — Para  alterarse  la  cireunscripeio7i  territorial  gne  en  la  actua- 
lidad corresponde  á  cada  Registro,  deberá  existir  motivo  de  necesidad 
ó  conveniencia  pública,  que  se  hará  constar  en  expedicfitc  y  será  oido 
el  Consejo  de  Estado. 

8. — Ésta  disposición  es  copia  fiel  de  lo  que  en  este  lugar  ordena 
la  Ley  Reformada. — Para  la  traslación,  definitiva  ó  provisional  de 
la  capitalidad  del  Registro,  se  dictó  en  la  Península  el  Decreto  de 
28  de  Marzo  de  1874  por  cuyo  artículo  ii  se  ordenó  que  dicho 
Decreto  se  tuviese  como  adicional  al  Reglamento  general.  Y  con 
efecto,  se  ha  insertado  en  el  nuestro,  donde  forma  los  artículos  2?  al 
II,  sin  más  alteración  que  I:i  de  ordenarse  en  el  7?  (6?  del  Decreto) 
que  también  se  comunique  al  Ministerio  de  Ultramar. 

9. — Lo  contenido  en  el  ultimo  párrafo  de  este^^ftículo  concuerda 
con  lo  dispuesto  en  el  17  del  Reglamento  primitivo  de  la  Península, 
y  con  el  que  lleva  el  mismo  número  en  el  Reformado.  Entre  estos 
últimos  media,  sin  embargo,  la  diferencia  de  que  el  primitivo  lo  orde- 
naba respecto  de  las  fincas  que  radicasen  en  territorio  de  dos  ó  más 
partidos  judiciales,  porque  en  esa  época  eran  unos  mismos  los  terri- 
torios de  esos  partidos  y  los  de  los  Registros,  según  dijimos  ya; 
mientras  que  en  el.  R-^fo miado,  cuando  ya  esa  identidad  habia  des- 
aparecido, se  dice:  territorio  perteneciente  á  dos  ó  más  Registros,  en 
cuya  locución  ha  querido  imitarle  nue^ra  Ley,  quizás  con  el  fin  de 
ovitar  una  antinomia,  si  mañana  sobreviniese  entre  nosotros  igual 
nlteracion. 


DISPOSICIONES    COMPLEMENTARIAS. 

10. — Los  Registros  de  la  propiedad  de  la  isla  de  Cuba,  según  los 
enumera  y  clasifica  el  art.  t9  de  nuestro  Reglamento,  son  los  que  á 
continuación  expresamos,  si  bien  poniéndolos  por  el  orden  que  se 
insertan  en  el  cuadro  oficial  que  acompaña  á  nuestro  Reglamento. 
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.  REGISTROS  DE  LA  PROPIEDAD  DE  LA  ISLA  DE  CUBA. 

(Aríícolo  1?  de  su  Reglamento  Hipotícario,  Real  Decreto  de  4  de  Jolio  de  1819 
y  estado  oficial  adjunto.) 


PAETIDO  JUDICIAL 

QUE   COMPRENDE  CADA  UNO. 


AUDIENCIA  DUA  HABANA. 

HABANA 

BEJUCAL 

Guanabacoa 

San  Antonio  de  los  Baños 

Güines 

yanico _. 

PINAR  DEL  RIO 

GUANAJAY 

San  Cristóbal , 

MATANZAS 

CÁRDENAS 

Colon 

Alacranes 

SANTA  CLARA 

CIENFUEGOS 

SAGÚ  A  LA  GRANDE 

TRINIDAD 

San  Juan  de  los  Remedios ^. 

Sancti-Spíritus .'. 

AUDIENCIA  DE  mO  PRINCIPE. 

PUERTO  PRINCIPE 

SANTIAGO  DE  CUBA 

Holguin 

Bayanw 

Manzanillo 

Baracoa 


Clase 
'     del 
Registro. 


I? 

2» 
3? 

3^ 
3^ 
4? 

I? 

2a 
4^ 

1» 

3^ 
4? 

2« 
2? 
2^ 
2^ 

^■)- 

3^ 

2» 
2^ 
3'* 

4? 
4? 
4? 


Fianza 

que   le   está 

asignada. 


$  15.000 

,,  4.000 

„  3.000 

„  2.000 

,,  2.000 

,.  I.OOO 

$  10.000 

,,  4.000 

,,  I.OOO 

$  10.000 

,,  10.000 

,,  2.000 

,,  1.000 

$  8.000. 

,,  8  000 

„  5.000 

„  4.000 

„  3.000 

„  3.000 


8.000 
8.000 
2.000 

I.OOO 
I.OOO 
I.OOO 


Provincia  áque 

corresponde  cada 

Registro. 


>  Habana. 


í'PinardelRio. 


)■  Matanzas. 


>  Santa  Clara, 


Pro.  Príncipe. 

Santiago    de 
Cuba 


NOTA. — Sfíúalainos  con  la  letra  más  ucgra  los  nombres  de  los  Registros  de  la  primera  oloso; 
con  mayúsculas  los  úe  segnuda;  con  letra  oomnn  los  do  torcera,  7  con  |)ustRrdilla  los  do  onarta; 
encerrando  dentro  de  una  llave  los  que  corresponden  á  una  misma  proTÍncio. 

OTRA.— Sabemos  que  el  Bzomo.  é  Iltrao.  Sr.  Presidente  de  esta  Audiencia  ha  resuelto  nomi>rar 
Juez  Delegado  para  la  Inspección  del  Registro  de  la  propiedad,  en  las  poblaciones  donde  haya  más  de 
uno,  al  Decano. 

II. — Habrá  casos  en  que  sea  conveniente  trasladar  el  Registro 
de  la  Propiedad,  de  la  cabeza  del  partido  judicial  á  otro  pueblo 
del  mismo  partido;  ó,  como  dice  el  Reglamento,  alterar  la  capita- 
lidad del  Registro^  y  también  puede  ser  necesaria  la  traslación  de 
las  oficinas,  por  circunstancias  extraordinarias  que  impidan  al  Re- 
Ifistrador  el  libre  desempeño  de  sus  funciones.  Claro  está  que  en  el 
caso  de  conveniencia  han  de  observarse  reglas  más  escrupulosas,  á 
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fin  de  dejar  bien  demostrada  esa  conveniencia;  y.  que  la  capitalidad 
del  Registro  no  ha  de  mudarse  sino  dentro  de  su  propio  territorio; 
mientras  que,  cuando  la  traslación  de  las  oficinas  es  determi- 
nada por  la  necesidad,  no  sólo  se  emplea  un  procedimiento  más 
breve,  sino  que  aun  se  admite  el  que  salgan  del  territorio,  si  no  es 
posible  otra  cosa. 

12. — La  traslación  de  la  capitalidad  se  ha  de  sujetar  á  lo  dis- 
puesto en  los  siguientes  artículos  del  Reglamento: 

Artículo  2? 

La  capitalidad  de  los  Registros  de  la  propiedad  ó  el  lugar  en  que  residen  ac- 
tualmente las  oficinas  de  los  mismos,  no'  podrá  alterarse  sino  en  los  casos  y  pre- 
vias la?  formalidades  establecidas  en  los  artículos  siguientes. 

•  Artículo  3? 

El  Gobierno  podrá  acordar  la  traslación  de  la  capitalidad  de  los  Registros 
con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Qué  existan  motivos  de  conveniencia  pública  suficientemente  acre- 
ditados en  el  expediente  que  al  efecto  se  instruirá  en  la  Dirección  general  del 
Ministerio  de  Ultramar. 

Segunda.  Que  se  dé  audiencia  en  dicho  expediente  á  los  Ayuntamientos  de 
los  pueblos  comprendidos  en  U  demarcación  del  Registro  y  á  la  Diputación 
provincial. 

Tercera.  Que  el  Registrador  de  la  propiedad,  el  Juez  de  primera  instancia, 
la  Sala  de  Gobierno  de  la  Audiencia  respectiva,  q1  Gobernador  de  la  provincia 
y  el  Gobernador  General,  informen  sobre  la  utilidad,  ventajas  é  inconvenien- 
tes de  la  traslación. 

Cuarta.  Que  ^ea  oido  el  Consejo  de  Estado. 

Artículo  4? 

Acordada  la  traslación  de  la  capitalidad  de  un  Registro,  en  conformidad  á  lo 
prescrito  en  el  artículo  anterior,  el  Presidente  de  la  Audiencia  dictará  las  órde- 
nes oportunas  para  que  desde  luego  se  lleve  á  efecto,  procurando  que  tengan 
el  debido  cumplimiento  en  la  parte  correspondiente  y  con  las  modificaciones 
que  el  caso  exija,  las  reglas  que  se  expresan  en  los  artículos  7°,  8?  y  9?  de  este 
reglamento. 

13. — Y  la  traslación  provisional  de  las  oficinas  podrá  decretarse 
en  los  casos  y  forma  siguientes: 

Artículo  5? 

Procederá  la  traslación  provisional  de  las  oficinas,  cuando  los  Registradores, 
por  arcunstancias  extraordinarias,  ó  por  hallarse  amenazada  ú  ocupada  la  po- 
blación por  enemigos,  no  pudieren  desempeñar  materialmente  sus  funciones, 
ó  para  ejercerlas  tuviesen  que  reconocer  necesariamente  como  legítimos  actos 
ó  documentos  autorizados  por  aquellos. 

Fuera  de  estos  casos,  los  Registradores  no  estarán  obligados  á  salir  del  lugar 
de  la  residencia  de  su  oficina,  y  serán  acreedores  á  recompensas!,  continuando 
en  el  ejercicio  de  su  cargo  y  limitándose  á  él,  procurasen  la  conservación  y 
custodia  de  los  libros  y  documentos  del  Registro.  Esta  recompensa  será  consi- 
derada como  un  mérito  especial  á  los  efectos  de  la  regla  primera  del  articulo 
317  de  la  ley. 
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Artículo  ó® 

Los  Registradores  que  se,  encuentren  en  loa  casos  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  solicitarán  la  traslación  de  la  oficina  por  medio  de  oficio  que  diri- 
girán á  la  Autoridad  judicial  delegada  de  antemano  para  la  inspección  del  Re- 
gistro, á  fin  de  que  la  misma  designe  el  pueblo  ó  lugar  á  donde  deba  trasladarse. 
Dicha  Autoridad  lo  pondrá  inmediatamente  en  conocimiento  del  Presidente  de 
la  Audiencia,  indicando  al  propio  tiempo  el  lugar  que  crea  más  seguro,  á  fin  de 
que  dicho  Presidente  resuelva  lo  que  proceda.  Si  la  urgencia  del  caso  lo  exi- 
giese, podrá  la  Autoridad  delegada  designar  por  sí  misma  el  punto  á  que  deban 
trasladarse  las  oficinas,  á  reserva  de  dar  cuenta  de  ello  al  Presidente. 

Se  procurará  que  las  oficinas  no  salgan  del  territorio  comprendido  dentro  de 
la  circunscripción  del  Registro;  si  esto  no  pudiese  tener  lugar  y  hubiese  de 
verificarse  la  traslación  á  punto  de  diferente  territorio,  será  indispensable  la 
autorización  del  Presidente  de  la  Audiencia. 

Artículo  7® 

Acordada  la  traslación  provisional  de  un  Registro,  se  pondrá  en  conocimiento 
del  Gobernador  general  y  del  de  la  respectiva  provincia  y  se  anunciará  en  la 
Gaceta  de  la  isla  y  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  indicándose  el  dia  en 
que  ha  quedado  instalado  y  abierto  al  público  en  el  lugar  á  que  ha  sido  tras- 
ladado. 

Asimismo  se   dará  conocimiento  al  Ministerio  de  Ultramar. 

Artículo  8? 

La  traslación  se  verificará  siempre  á  cosía  y  bajo  la  responsabilidad  del  Re- 
gistrador, el  cual  podrá,  si  lo  creyere  indispensable,  impetrar  el  auxilio  de  las 
Autoridadjes  para  la  debida  custodia  de  los  libros  y  documentos  del  Registro. 

Observará  además  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Al  cerrar  el  Registro  el  dia  anterior  inmediato  al  en  que  comience 
á  verificarse  la  traslación  de  la  oficina,  extenderá  el  Registrador  la  diligencia 
de  cierre  en  la  forma  debida,  añadiendo  antes  de  la  fecha  las  siguientes  pala- 
bras.* ^''Y  no  volverá  á  abrirse  este  diario  hasta  que  se  haya  verificado  la  tras- 
lación de  la  oficina  al  pueblo  de en  el  que  continuará  establecido  provisio- 
nalmente este  Registro,  según  providencia  del *' 

Segunda.  Instalado  el  Registrador  con  su  oficina  en  su  nueva  residencia,  lo 
pondrá  en  conocimiento  de  la  Autoridad  designada  para  ejercer  la  delegación, 
la  cual  practicará  lo  más  pronto  que  sea  posible  una  visita  extraordinaria  que 
tendrá  por  único  objeto  inventariar  sumariamente  todos  los  libros  y  legajos  de 
que  se  componga  el  Registro,  áfin  de  hacer  constar  en  todo  tiempo  el  número 
y  estado  de  los  mismos  después  de  la  traslación,  pudiendo,  para  la  mayor  bre- 
vedad, referirse  á  la  última  visita  ó  inventario  si  de  éste  resultase  el  verdadero 
estado  de  la  oficina. 

Tercera.  Terminada  la  visita,  el  Delegado  seTialará  el  dia  en  que  debe  abrir- 
se de  nuevo  el  Registro,  mandando  al  mismo  tiempo  que  se  anuncie  con  la 
mayor  publicidad  y  con  la  debida  anticipación. 

Cuarta.  Si  resultase  haberse  extraviado  algún  libro  ©documento,  el  Delega- 
do procederá  á  lo  que  haya  lugar  con  arreglo  á  derecho,  teniendo  presente  lo 
dispuesto  en  el  título  XV  de  la  ley.  De  todos  modos,  y  cualquiera  que  sea  el 
resultado,  se  dará  conocimiento  al  Presidente  de  la  Audiencia. 

Artículo  9® 

Al  acordar  el  Presidente  de  la  Audiencia  la  traslación  provisional  de  un  Re- 
gistro, designará,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  los  artículos  282  de  la  ley  y 
350  de  este  reglamento,  la  Autoridad  judicial  que  haya  de  ejercer  la  delegación 
de  dicha  oficina. 
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Artículo  i  o. 

Tan  luego  cpmo  desaparezcan  las  circunstancias  extraordinarias  que  moti- 
varon la  traslación  provisional,  deberá  el  Registrador  ponerlo  en  conocimiento 
del  Presidente  de  la  Audiencia  por  conducto  del  Delegado,  á  fin  de  que  dicha 
Autoridad  le  faculte  para  restituirse  al  pueblo  de  la  cabeza  del  Registro.  Si  el 
Presidente  estimare  que  habían  desaparecido  aquellas  circunstancias,  le  auto- 
rizará para  ello;  debiendo  observarse  las  mismas  reglas*  prescritas  anteriormente 
para  la  traslación,  <:on  las  variaciones  que  en  los  asientos  del  Diario  motive  la 
reinstalación. 

Artículo  i  i. 

Se  considerarán  feriados,  y  durante  ellos  no  correrán  los  términos  fatales  es- 
tablecidos para  las  operaciones  del  Registro,  los  dias  comprendidos  desde  el 
siguiente  al  en  que  se  extendió  la  diligencia  de  cierre,  prevenida  en  el  artículo 
8°,  hasta  el  en  que  en  virtud  de  acuerdo  del  Delegado  se  abra  de  nuevo  el 
Registro  en  el  pueblo  á  que  hubiere  sido  trasladado. 

14. — Parece  duro  el  precepto  contenido  en  el  artículo  89  de  que 
la  traslación  haya  de  verificarse  d  costa  del  Registrador,  que  ningún 
interés  exclusivamente  personal  tiene  en  verificarla,  y  mucho  más 
cuando  se  vea  compelido  sólo  por  una  circunstancia  desgraciada  y 
que  afecta  á  la  causa  pública.  Pero  sí  es  muy  justo  el  otro  estremo 
del  precepto  relativo  al  Registrador,  de  que  la  traslación  haya  de  ha- 
cerse bajo  su  responsabilidad. 

15. — Como  se  ha  declarado  en  este  artículo  de  la  Ley  que  puede 
alterarse  la  circunscripción  territorial  de  los  Registros  previa  justifi- 
cación en  expediente  administrativo  de  que  así  lo  requiere  la  nece- 
sidad ó  la  conveniencia  piíblica,  pasa  el  Reglamento  á  formular 
para  esc  caso  disposiciones  más  explícitas  y  concretas. 

Se  ocupan    en  lo  relativo  á  esta  materia  los  artículos  12  al  25 
del  Reglamento,  que  vamos  á  examinar: 

Artículo  12. 

En  el  expediente  que,  conforme  al  artículo  i  ®  ,  de  la  ley,  deberá  instruirse 
para  alterar  la  circunscripción  territorial,  informarán  razonadamente  los  Re- 
gistradores interesados,  los  Jueces  y  los  Ayuntamientos  respectivos,  el  Gober- 
nador de  la  Provincia,  la  Diputación  provincial,  la  Sala  de  Gobierno  de  la 
.audiencia  respectiva,  y  el  Gobernador  general  de  la  isla. 

16. — Necesario  es,  cuando  se  trata  de  un  asunto  de  tan  grande 
interés,  oir  á  aquellas  personas  que  por  causa  de  sus  deberes 
oficiales  estañen  condiciones  de  conocer, todas  las  circunstancias 
t|ue  puedan  hacer  recomendable  ó  perjudicial  la  mudanza  proyec-  . 
tada.  La  enumeración  que  aquí  se  hace  es  completa,  pues  no  está 
íle  más  la  intervención  de  ninguno  de  los  llamados  por  este  artículo 
á  dictaminar,  ni  se  ha  omitido  tampoco  á  nadie,  entre  los  que  pue- 
den ¡lustrar  y  dirigir  con  acertadas  indicaciones  la  resolución  del 
Gobierno.  Se  observan,  sin  embargo,  algunos  vacíos,  en  los  que 
es  sensible  no  se  haya  fijado  la  atención  de  los   autores  del  Regla- 
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mentó.  Como  revisten  alguna  importancia,  no  creemos  supérfluo  ni 
trivial  indicarlos  someramente. 

17. — En  primer  término,  se  nota  que  no  se  dice  nada  relativo  á 
las  circunstancias  que  han  de  determinar  la  formación  del  expedien- 
te, que  aquí  se  da  por  i-niciado,  para  justificar  la  necesidad  ó  conve- 
niencia de  alterar  la  circunscripción  territorial  de  un  Registro.  ¿Se 
reserva  el  Gobierno  Supremo  decidirlo  en  cada  caso  que  se  presente? 
Esto  es,  á  la  verdad,  lo  que  habrá  de  suceder  en  último*  término, 
dado  el  silencio  de  la  ley  reglamentaria,  y  lo  que  sucede  siempre 
que  las  disposiciones  legales  omiten  precisar  los  casos  en  que  deba 
funcionar  la  acción  gubernativ^i.  Creemos,  sin  embargo,  que  podrán 
promover  la  formación  del  expediente  los  mismos  funcionarios  que 
han  de  informar  en  él,  y  además  los  vecinos  del  pueblo  ó  pueblos 
que  hayan  de  segregarse  de  un  Registro  para  incorporarse  en  otro, 
y  también  los  vecinos  de  éste  último;  y  no  agregamos  que  estarán 
en  igual  caso  los  del  partido  que  haya  de  sufrir  la  desmembración, 
porque  no  es  probable  que  sean  éstos  quienes  la  soliciten.  Sin  duda 
el  espíritu  legal  es  que  se  proceda  á  la  formación  del  expediente  tan 
luego  como,  por  un  medio  cualquiera,  llegue  á  noticia  del, Gobierno 
la  conveniencia  6  necesidad  probables  de  la  alteración,  porque  ya 
entonces  habrá  causa  suficiente  (que  no  deberá  desatender),  para 
abrir  la  amplia  información  con  que  debe  acreditarse.  Ahora  bien: 
una  vez  resuelta  la  formación  de  expediente,  ¿quién  deberá  iniciarlo? 
¿VA  Gobiern.)  Supremo,  ó  el  Gobernador  General  de  la  Isla,  á  reserva 
de  la  resolución  definitiva  que  aquel  ha  de  dictar?-Creemos  que  no 
está  en  las  atribuciones  del  Gobernador  General  disponer  la  forma- 
ción de  ese  expediente,  y  que  ha  de  limitarse  á  dar  cuenta  al  Go- 
bierno <le  lo  que  acerca  del  particular  haya  llegado  á  su  noticia, 
para  que  dicho  Gobierno  resuelva  acerca  de  la  formación  de  aquél. 
Así  nos  induce  á  opinar  el  Real  Decreto  de  9  de  Agosto  de 
1878,  por  el  que  se  fijan  las  atribuciones  del  Gobernador  General  de 
la  Isla  de  Cuba,  encomendándole,  entre  ellas,  la  de  vigilar  é  inspec- 
cionar todos  los  ramos  del  servicio  público  y  dar  cuenta  á  los  Minis- 
terios de  lo  que  advierta  en  los  asuntos  de  su  respectiva  competencia 
(Art.  2?,  núm.  2?,)  y  la  á^  proponer  al  Gobierno  cuanto  concierne  al 
fomento  de  los  intereses  morales  y  materiales,  siempre  que  no  caiga 
dentro  de  la  competencia  de  las  autoridades  municipales  ó  provin- 
ciales. (Art.  3?,  núm.  3?) 

18. — Sin  perjuicio  de  esta  facultad  que  no  puede  disputársele  al 
Gobernador  General,  como  delegado  en  la  Isla  del  Ministerio  de 
.  Ultramar,  del  que  dependen  los  Registros  (Art.  279  de  la  Ley),  no 
vemos  inconveniente  en  que  también  pueda  hacerse  llegar  por  con- 
ducto del  Presidente  de  la  Audiencia  la  pretcnsión  de  que  hablamos, 
á  la  Dirección  de  Gracia  y  Justicia,  Administración  y  Fomento,  del 
Ministerio  de  Ultramar,  que  por  ejercer  jurisdicción  sobre  aquellos, 
parece  llamada  á  intervenir  en  un  asunto  de  tanta  importancia,  por 
más  que  nada  se  contenga  acerca  de  este  punto  en  el  art.  281  de  la 
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Ley,  que  enumera  las  principales  de  sus  atribuciones.  Repetimos, 
pues,  que  en  nuestra  opinión  puede  utilizarse  cualquiera  de  los  dos 
conductos  indicados,  para  obtener  la  formación  del  expediente;  ésto 
es,  el  del  Gobernador  General,  que  como  delegado  del  Ministerio 
de  Ultramar,  lo  comunicará  á  éste;  ó  el  del  Presidente  de  la  Audien- 
cia, quien  puede  también  comunicarlo  á  aquel  Ministerio,  al  remitirle 
cl  estado  semestral  que  se  prescribe  en  el  artículo  286  de  la  Ley,  ó 
bien  anteriormente  y  por  medio  de  comunicación  directa,  si  lo  estima 
oportuno.  Y  de  los  dos  conductos  á  que  nos  venimos  refiriendo,  pre- 
feriríamos el  último. 

19. — ^¿Y  cuál  es,  en  fin,  el  motivo  de  conveniencia  ó  necesidad  que 
pueda  aconsejar  la  alteración  en  el  territorio  de  los  Registros?  Pe- 
ligrosa seria  la  enumeración  de  los  casos  posibles,  y  la  Ley  y  el 
Reglamento  han  hecho  perfectamente  en  omitirla,  pues  el  olvido  de 
cualquiera  de  los  que  puedan  estimarse  como  suficientes,  podria 
dar  margen  á  que  se  le  creyera  excluido.  Circunstancias  que  es  im- 
posible prever,  porque  dependen  de  acontecimientos  futuros,  de 
relaciones  mercantiles,  de  negociaciones  de  todo  género,  aún  de 
calamidades  públicas;  influyendo  unas  ú  otras  sobre  localidad  de- 
terminada, pueden  producir  en  un  momento  dado  la  necesidad  ó 
conveniencia  de  la  alteración  territorial.  Pero  el  que  con  más  fre- 
<ucncia  ha  de  ocurrir,  es  el  que  consiste  en  la  mayor  facilidad  de 
comunicaciones  de  un  pueblo  cualquiera  con  un  Registro  extraño, 
qu?  con  el  de  su  cabecera.  Si  esa  mayor  facilidad  llega  hasta  el 
punto  de  que  la  incorporación  al  Registro  más  vecino  produjese  pro- 
bablemente mayor  movimiento,  más  actividad  por  parte  de  los 
propietarios  para  inscribir  sus  derechos,  habrá  sin  duda  una  causa 
dfe  conveniencia  pública  que  debe  determinar  la  formación  del  expe- 
diente y  su  resolución  en  sentido  favorable  á  la  incorporación  pre- 
tendida. 

20. — Al  hablar  el  articuló  reglamentario  cuyo  estudio  nos  ocupa 
de  los  funcionaric»s  á  quienes  debe  oírse  en  el  expediente,  designa 
también  á  los  Registradores  interesados.  En  efecto,  el  uño  lo  está  en 
!a  segregación,  el  otro  en  que  ella  no  se  verifique,  pues  lo  que  supone 
aumento  de  honorarios  para  el  encargado  del  Registro  en  que  se 
trata  de  hacer  la  incorporación,  implica  pérdida  por  ese  mismo  con- 
cepto para  cl  que  lleva  el  Registro  en  el  partido  de  donde  ha  de 
segregarse  el  pueblo.  Muy  "acertada  es,  pues,  la  disposición  de  que 
seoiga  á  ambos,  pues  si  la  controversia  es  la  gran  fuente  de  la  verdad, 
es  casi  seguro  que  siempre  sean  de  contrario  parecer  aquellos  fun- 
cionarios, y  en  su  interés  directo  é  inmediato  está  el  no  ocultar  nada 
que  pueda  inclinar  la  balanza  en  el  sentido  de  sus  respectivas  pre- 
tcnsiones. Los  Jueces  respectivos,  como  Delegados  del  Presidente 
de  la  Audiencia,  y  encargados  de  la  inmediata  inspección  de  los 
Registros,  están  en  condiciones  de  conocer  las  ventajas  ó  perjuicios 
que  de  la  alteración  territorial  puedan  seguirse.  También  les  in- 
teresa á  los  Ayuntamientos,    por  lo  que  aquella  alteración  pueda 
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afectar  ála  prosperidad  colectiva  del  municipio;  á  la  Diputación  pro- 
vincial, porque  siendo  la  provincia  la  sun^a  ó  agregado  de  los  pue- 
blos que  la  componen,  no  debe  descuidar  la  corporación  que  está  á 
su  frente  nada  que  se  refiera  á  la  suerte  de  uno  sólo  de  dichos  pue- 
blos. En  fin.  deberá  oirse  también  al  Gobernador  de  la  Provincia,  a 
la  Sala  de  Gobierno  de  la  Audiencia  (y  nó  al  Presidente  de  ella 
individualmente^,  y  al  Gobernador  General  de  la  Isla.  Oidos  todos 
estos  funcionarios,  se  elevará  el  expediente  al  Gobierno  Supre- 
mo (y  creemos  que  quien  lo  eleve  será  el  Gobernador  General, 
que  lo  acompañará  entonces  con  su  informe),  y  se  resolverá  por 
Real  Decreto,  oyéndose  todavía  antes  de  dictarlo  al  Consejo  de 
Estado. 

Artículo  13. 

Cuando  por  virtud  del  expediente  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  haya 
de  agregarse  á  un  Registro  un  nuevo  pueblo  ó  partido  rural,  el  Gobernador 
General  de  la  isla  señalará  el  dia  desde  el  cual  deberán  presentarse  á  dicho 
Registro  los  documentos  relativos  á  fincas  situadas  en  el  pueblo  ó  partido 
agregado,  publicándose  con  la  conveniente  anticipación  en  los  periódicos  ofi- 
ciales de  la  isla. 

Para  llevar  á  efecto  la  agregación  indicada  se  obseí  varán  las  reglas  consigna- 
das en  los  artículos  siguientes 

21. — Resuelta  ya  por  Real  Decreto,  y  según  la  tramitación  que 
acabamos  d^  exponer,  la  alteración  solicitada  én  la  circunscripción 
territorial  de  los  Registros  (porque  serán  dos  por  lo  menos  á  los  que 
afecte),  desciende  el  Reglarnento  á  reglas  prácticas  para  precisar  la 
manera  de  que  se  introduzca  la  innovación  sin  que  se  sigan  de  ella 
los  perjuicios  que  podrían  originarse  si  no  se  tomaran  escrupuloiRS 
precauciones.  Al  efecto,  empieza  por  establecer  el  art.  13  que  el 
Gobernador  general  señalará  el  dia  desde  el  cual  todos  los  documen- 
tos que  se  refieran  á  fincas  situadas  en  el  pueblo  ó  partido  que  haya 
de  segregarse  de  un  Registro,  comiencen  á  presentarse  en  aquel 
dónde  la  incorporación  ha  de  tener  efecto,  á  fin  de  no  entorpecer 
con  nuevas  inscripciones  los  actos  previos  de  la  entrega. 

Artículo  14. 

El  Registrador  del  partido  á  que  perteneciere  el  pueblo  segregado  entregará 
los  libros,  documentos  y  demás  antecedentes  correspondientes  al  mismo,  des- 
pués de  cerrados  los  primeros  en  la  forma  que  se  dirá,  y  previa  la  formación  de 
un  inventario  que  exprese: 

El  número  y  clase  de  los  libros  que  se  entreguen. 

Copia  literal  de  la  diligencia  de  cierre. 

El  número  y  clase  de  los  demás  documentos  y  antecedentes  que  asimismo ¿c 
entreguen. 

La  fecha  de  la  entrega.  » 

Este  inventario  se  extenderá  por  duplicado,  firmarán  en  ambos  ejemplares  el 
Registrador  y  el  Juez  dé  primera  instancia  y  quedará  uno  de  ellos  en  el  Regis- 
tro del  pueblo  segregado,  remitiéndose  el  otro,  con  los  libros  y  papeles  de  su 
referencia,  el  Registrador  del  partido  á  que  se  incorpore  dicho  pueblo. 
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22. — El  Registrador  del  partido  que  sufre  la  segregación  proce- 
derá ante  todo,  á  formar  inventario  de  los  libros  y  documentos 
correspondientes  al  ptLeblo  segregado,  cerrando  previamente  dichos 
libros,  con.  interv^encion  del  Juez  de  primera  instancia,  que  firmará 
con  el  Registrador  el  inventario.  Las  palabras  libros  del  pneblose- 
pregado  solo  tienen  aplicación  cuando  ese  pueblo  constituya  término 
municipal,  puesto  que  en  cada  Registro  de  la  Propiedad  se  llevan 
tantos  libros  como  Ayuntamientos  comprende  (Art.  244  de  la  Ley . 
7  283  del  Reg.)  y  en  cada  uno  de  esos' libros  se  van  anotando  las 
fincas  según  la  numeración  en  guarismos  que  corresponda  al  orden 
riguroso  de  fechas  en  que  se  hayan  presentado  los  títulos  respectivos 
(Arts.  125  y  283,  segundo  párrafo,  del  Reg.);  sin  que  pueda, abrirse 
mas  de  un  libro  á  cada  Ayuntamiento  á  menos  que  el  Gobierno 
acordare  previamente,  y  por  razones  de  conveniencia  publica,  la 
división  en  dos  ó  más  secciones  (Art.  246  de  la  Ley);  de  manera 
que,  siguiendo  este  sistema  no  es  fácil  que  las  fincas  situadas  dentro 
de  un  pueblo  se  encuentren  separadas  de  las  de  otros  pueblos  del 
mismo  termino  municipal.  Por  tanto  la  entrega  de  libros  que  ordena 
este  artículo  sólo  puede  entenderse  del  caso  en  que  el  partido  se- 
gregado forme  término  n>unicipal,  ó  el  pueblo  componga  una  de  las 
secciones  en  que,  con  arreglo  al  artículo  246  de  la  Ley  se  haya 
dividido  el  término  municipal  á  que  corresponda.  En  cualquiera 
otro  caso,  no  se  llevará  á  cabo  entrega  alguna  de  libros,  pues  no  ha 
de  desprenderse  el  Registro  que  sufra  la  disgregación,  de  libros  en 
que,  junto  con  los  del  pueblo  segregado,  constan  asientos  relativos 
á  otros  pueblos  situados  en  el  territorio  que  conserva.  Creemos, 
por  tanto,  debe  aplicarse  á  los  libros  la  disposición  que  respecto  de 
los  índices  y  documentosTormulael  siguiente  artículo  reglamentario. 
V  que  tal  es  el  precepto  de  este  artículo  lo  demuestra  el  siguiente 
15,  al  ordenar  la  remisión  al  Registrador  del  partido  á  que  .se 
agregue  el  pueblo,  de  todos  los  documentos  que  se  refieran  exclu- 
sivamente á  fincas  situadas  en  SU  término  municipal.  Su  se  refiere 
en  esta  cláusula  al  pueblo  segregado,  é  implica  que  la  mente  de  la 
Leyes  que  aquel  se  traslade  de  un  Registro  á  otro  con  todo  su  tér- 
mino municipal.  Y  decimos  que  su  se  refiere  al  pueblo  segregado, 
porque  de  no  referirse  á  él  .se  refiriria  al  partido  en  que  ha  de  in- 
corporarse, puesto  que  la  construcción  gramatical  sólo  admite  uno 
de  los  dos  sentidos.  Y  no  se  comprendería  entonces  que  en  el  Re- 
gistro desmembrado  puedan  constar  documentos  relativos  á  fincas 
situadas  en  el  término  municipal  de  otro  Registro  y  por  tanto  fuera 
desu  circunscripción  territorial.  Por  ultimo,  la  misma  expresión  término 
municipal,  indica  que  el  Reglamento  se  refiere  al  pueblo  segregado 
y  no  al  partido  en  que  éste  haya  de  incorporarse,  pues  es  natural  y 
corriente  que  dicho  partido  comprenda  varios  términos,  como  lo 
prueba  el  que  constantemente  la  Ley  y  el  Reglamento  dan  por  esta- 
l>Iccida  la  división  de  los  libros  del  Registro  por  términos  municipa- 
les, división  que,  además  se  ordena  explícitamente  en  los  ya  citados 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


J2 

artículos  244  de  la  Ley*  y  283  del  Reglamento.  Y  s¡  alguna  duda 
quedase,  la  desvanecería  el  art.  16  que  con  sus  últimas  palabras,  el 
referido  término  municipal ,  se  refiere  con  toda  evidencia  al  consti- 
tuido por  el  pueblo  segregado.  Queda,  pues,  probado  que  la  palabra 
su  se  refiere  á  este,  y  por  tanto  que  lo  que  aquí  se  prevé  es  el  caso 
de  que  la  porción  segregada,  constituya  término  municipal.  Para  el 
evento  (quizás  poco  probable)  de  que  así  no  .se  verifique,  ya  hemos 
indicado  anteriormente  lo  que,  en  nuestro  concepto,  deberá  ob- 
servarse. 

23. — Por  último,  los  documentos  de  que  aquí  se  habla  son  en 
primer  término,  los  que  se  hallen  pendientes  de  despacho  por  ha- 
berlos presentado  sus  dueños  con  poca  anterioridad  á  la  operación 
de  entrega;  y  en  segundo,  los  que  el  artículo  322  del  Reglamento 
previene  á  los  Registradores  que  conserven  por  legajos  numerados 
y  según  su  fecha,  esto  es  las  cartas  de  pago  de  los  impuestos  .sobre 
traslaciones  de  dominio,  los  mandamientos  judiciales,  y  demás  do- 
cumentos públicos  y  privados  que  hagan  relación  á  fincas  situadas 
en  el  pueblo  susodicho. 

Artículo  15. 

Entre  los  documentos  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  se  comprenderán 
los  mandamientos  de  anotación  preventiva  y  las  copias  de  las  escrituras  de  can- 
celación. Todos  deberán  remitirse  al  Registrador  del  partido  á  que  se  agrega 
el  pueblo,  si  se  refieren  exclusivamente  á  fincas  situadas  en  su  termino^muni- 
cipal.  En  otro  caso  continuarán  archivados  en  el  primitivo  Registro. 

Asimismo  se  comprenderán  los  índices  referentes  á  los  libros  que  se  trasla- 
den, si  no  contuvieren  asientos  relativos  á  otros  libros  que  deban  permanecer 
formando  parte  del  antiguo  Registro. 

Si  dichos  índices  contuvieren  datos  relativos  á  otros  pueblos,  el  Registrador 
los  conservará  en  su  oficina;  pero  sacará  de  los  modernos  de  fincas  rústicas  y 
urbanas  los  datos  correspondientes  al  pueblo  segregado  y  los  remitirá  con  los 
libros  al  Registro  á  que  se  agrega,  el  cual,  en  vista  de  ellos,  hará  las  corres- 
pondientes adiciones  en  los  índices  á^Jincas  de  su  Registro. 

Este  último  funcionario  adicionará  también  los  áQ  personas ^  tomando  de  lo? 
libros  modernos  los  datos  que  sean  necesarios. 

En  igual  forma  adicionará  los  índices  antiguos,  valiéndose  para  ello  de  los 
mismos  libros  ó  de  las  relaciones  ó  extractos  de  inscripciones  antiguas  que  en 
su  lugar  se  le  remitan. 

24. — Por  índices  antiguos  se  designan  en  este  lugar  los  que  se 
refieren  á  inscripciones  anteriores  al  planteamiento  de  la  Ley,  según 
resulta  de  la  regla  general  formulada  en  el  artículo  491  del  Regla- 
mento. El  contexto  del  presente  es  de  por  sí  claro,  en  todos  los 
demás  puntos  que  comprende,  .salvo  alguna  errata  fácil  de  descifrar. 

Artículo  16. 

El  cierre  de  los  libros  correspondientes  al  pueblo  segregado,  se  verificará  el 
dia  que  señale  el  Presidente  de  la  Audiencia;  y,  si  no  pudiese  terminarse,  se 
habilitarán  las  horas  necesarias  de[  mismo  dia  y  de  los  siguientes,  aunque  sean 
feriados. 

Desde  el  dia  señalado  para  practicar  dicha  diligencia  no  se  hará  en  los  libros 
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de  dicho  pueblo  ninguna  operación,  ni  se  admitirá  ningún  documento  que  se 
presente  á  inscripción  referente  al  mismo  pueblo,  y  en  su  lugar  se  presentarán 
en  el  Registro  de  que  en  lo  sucesivo  ha  de  formar  parte. 

Los  documentos,  que  presentados  anteriormente  se  hallaren  pendientes  de 
despacho  en  dicho  dia,  serán  entregados  al  Registrador  de  este  último  partido 
para  que  proceda  conforme  á  la  ley  y  este  reglamento. 

\  ellos  acompañará  el  Registrador  á  que  perteneció  el  pueblo  segregado  co- 
pia literal  y  certificada  de  todos  los  asientos  áeWúirw,  relativos  á  documentos, 
presentados  en  los  treinta  dias  útiles  anteriores  al  de  la  diligencia  de  cierre, 
que  tengan  por  objeto  fincas  situadas  en  el  refendo  término  municipal. 

25. — Combinando  la  disposición  del  último  de  los  artículos  que 
acabamos  de  transcribir,  con  las  que  ya  hemos  examinado  del  14,  y 
con  las  que  se  leen  en  los  inmediatos  siguientes  hasta  el  20,  resulta 
que  las  distintas  operaciones  para  la  entrega  al  Registro  adquirente 
de  todo  lo  relativo  af  pueblo  segregado,  han  de  practicarse  por  el 
siguiente  orden: 

iV — Cierre  de  los  Ubros  que  correspondan  al  pueblo  segregado, 
con  habilitación,  si  fuere  preciso,  de  horas  extraordinarias  y  dias 
feriados,  y  en  la  forma  que  prescribe  el  art  17.  ' 

2? — Formación  de  inventario  en  la  forma  explicada  ya.  (Art.  14.) 

3? — Aviso  al  Registrador  del  partido  que  adquiere  el  pueblo  se- 
gregado por  el  Delegado  del  que  sufre  la  desmembración,  para  que 
se  presente  por  sí  ó  por  medio  de  sustituto  ó  de  Oficial  á  recojer 
bajo  recibo  los  libros  y  documentos.  (Art.  18.) 

4? — Entrega  de  dichos  efectos  al  Registrador  si  se  presentare,  ó 
en  su  defecto  al  Delegado  del  Registro  desmembrado  para  que  los 
remita  al  del  Registro  adquirente,  y  este  ijltimo  los  entregue  al  Re- 
gistrador respectivo.  (Art.  19.) 

26. — Un  inconveniente  grave  puede  ofrecer  en  la  práctica  la 
facultad  que  el  art.  16  confiere  al  Presidente  de  la  Audiencia  para 
señalar  el  dia  en  que  ha  de  efectuarse  ó  comenzar  el  cierre  de  los 
libros.  Como  desde  esc  dia  han  de  suspenderse  todas  las  opera- 
ciones relativas  á  documentos  que  se  presenten  y  correspondan  al 
pueblo  que  va  á  segregarsc,  se  irrogaría  notable  perjuicio  á  los  par- 
ticulares si  la  fecha  que  señalase  el  Presidente  fuera  anterior  á  la  que, 
según  el  art.  1 5  debe  designar  el  Gobernador  general  para  la  inscrip- 
ción de  aquellos  documentos  en  el  Registro  adquirente;  pues  no 
admitiéndolos  este  antes  de  la  fecha  expresada,  y  rechazándolos  el 
otro  Registro  por  haber  ya  comenzado  el  cierre,  quedarían  privados 
los  particulares,  aunque  momentáneamente,  de  uno  y  otro,  y  pasa- 
rían por  el  inconveniente  de  que  sus  títulos  apareciesen  inscritos  y 
surtiesen  efecto  contra  tercero  en  una  fecha  mas  ó  menos  distante 
del  momento  en  que  se  les  debió  admitir.  No  hay  duda  que  ésto  les 
inferiría  agravio  en  sus  derechos  y  aunque  ese  agravio  fuera  pequeño 
debería  evitarse;  pero  es  que  en  el  caso  supuesto,  puede  llegar  á  ser 
considerable.  Sin  embargo  de  que  el  Reglamento  concede  respectiva- 
mente las  facultades  referidas  á  dos  autoridades  de  las  que  ninguna 
puede  considerarse   superior  gerárquica  de  la  otra,    creemos  que  el 
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Presidente  de  la  Audiencia  debe  atender  á  la  fecha  designada  por  el 
Gobernador  para  señalar  la  de  su  cargo  en  igual  ó  posterior  dia, 
evitando  así  el  conflicto  que  deotro  modo  habia  de  producirse.  Y  cree- 
mos ésto  porque  del  artículo  13  se  deduce  que  al  Gobernador  General 
es  á  quien  se  le  ha  de  comunicar  el  decreto  de  segregación  y  además 
se  le  encarga  la  designación  por  medio  de  los  periódicos  oficiales,  de 
la  fecha  en  que  los  documentos  relativos  al  pueblo  segregado  han  de 
llevarse  al  Registro  adquirente;  lo  que  indica  que  esa  designación 
debe  servir  de  punto  de  partida;  y  como  su  objeto  evidente  es 
dejar  expedito  al  Registro  desmembrado  para  las  operaciones  de 
la  entrega,  es  muy  conforme  con  el  espíritu  de  esa  disposición  lo 
que  aconsejamos  respecto  á  que  el  cierre  de  libros  se  disponga  para 
la  misma  ó  posterior  fecha,  (i) 

2^. — Se  advierte  aquí  que  los  documentos  presentados  en  el  Re- 
gistro á  que  ha  pertenecido  el  pueblo,  con  anterioridad  á  la  fecha  en 
que  s|í^.suspendió  la  admisión,  se  entregarán  al  Registrador  adqui- 
rente. vEsta  disposición,  conforme  sin  duda  con  la  entrega  de  libros 
y  documentos. que  se  previene  en  el  14,  suscita  una  duda.-¿Inctirrírá 
en  responsabilidad  respecto  de  ellos  el  Registrador  que  por  causa  de 
las  operaciones  de  entrega,  hubiere  dejado  transcurrir  el  término  de 
quince  dias  que  señala  el  artículo  72  del  Reglamento,  sin  haber 
extendido  el  asiento  definitivo  que  corresponda? — Atendida  la  de- 
claración contenida  en  el  último  párrafo  del  artículo  que  examinamos, 
exigiendo  al  Registrador  del  partido  desmembrado  copia  certificada 
de  los  asientos  que  se  refieran  á  documentos  presentados  cu  los 
treinta  dias  titiles  anteriores,  es  claro  que  no  se  cuentan  en  el  tér- 
mino de  que  disfrutan  los  asientos  de  presentación,  los  dias  invertidos 
en  el  cierre  de  los  libros,  pero  sí  todos  los  anteriores  hasta  el  inme- 
diato al  en  que  haya  comenzado  dicha  operación;  y  por  consiguiente 
respecto  de  aquellos  que  hubieren  permanecido  sin  despacharse  en 
la  oficina  por  espacio  de  quince  dias,  vencidos  ya  al  procederse  a  la 
expresada. diligencia  de  cierre,  podrá  ejercitarse  el  recurso  de  queja 
que  establece  dicho  artículo  72,  al  solo  efecto  de  la  corrección  dis- 
ciplinaria que  habrá  de  imponerse  al  Registrador  si  no  justificare 
qué  motivo  la  dilación  un  impedimento  material  inevitable,  pero  no 
podrá  el  Delegado  ordenarle  que  haga  la  inscripción  porque,  según 
hemos  dicho  ya,  desde  que  comienza  la  diligencia  de  cierre  no  puede 
hacerse  operación  alguna,  y  porque  además,  ya  no  ha  de  practicarse 
la  inscripción  sino  en  el  Registro  á  dónde  ha  de  pasar  el  pueblo,  y 
sobre  aquel  no  tiene  jurisdicción  el  Delegado  del  que  ha  sufrido  la 
desmembración. 

28. — Es  notable  que  en  este  artículo  se  diga,  copia  certificada  de 
los  asientos  del  Diario  relativos  á  documentó's  presentados  en  los  trein- 
ta dias  ÚTILES   anteriores,   pues  como  el  objeto  indudable  es  que 

— r— — 

(i)  Véase  lo  que  acerca  de  la  opinión  aquí  consignada  exponemofi  en  el  párrafo  69  de 
esta  obra  al  comparar  la  disposición  A  que  nos  venimos  refiriendo  de  nuestro  artíailo  13 
reglamentario,  con  la  del  que  lleva  igual  número  en  el  Reglamento  de  Puerto  Rico. 
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conozca  coa  exactitud  el  Registrador  adquirente  cuáles  son  los 
asientos  que  están  todavía  en  vigor  (los  cuales  serán  sin  duda  los 
comprendidos  dentro  de  los  últimos  veinte  y  nueve)  induce  á  pensar 
que  deban  reputarse  hábiles,  y  no  naturales,  los  treinta  dias  que 
para  la  duración  de  los  efectos  de  dichos  asientos,  señala  el  artículo 
35  de  la  Ley.  Nótese  en  efecto  que,  de  entenderse  dias  naturales,  debió 
decirse  aquí:  **cop¡a  de  los  asientos  relativos  á  documentos  presen- 
tados EX  DIAS  HÁBILES  DENTRO  DE  LOS  TREINTA  ANTERIORES 
ctc.,-Pero  ya  nos  ocuparemos  en  examinar  este  punto  cuando  lle- 
guemos oportunamente  á  la  exposición  del  citado  artículo  25  de  la 
Ley. 

Artículo  17. 

La  diligencia  de  cierre  se  practicará  con  asistencia  del  Juez,  Registrador  y 
Promotor  fiscal,  extendiendo  estos  dos  últimos  al  dorso  de  la  portada  de  cada 
libro  una  certificación  en  que  conste: 

Primero.  El  número  total  de  folios  que  contenga  el  libro  y  su  estado  de  con- 
servación. > 

Segundo.  El  númtíro  de  folios  escritos  y  el  de  los  totalmente  en  blanco.    . 

Tercero.  El  número  de  folios  que  hubiese  con  claros  entre  unos  y  otros, 
aáientos  con  manchas,  tachaduras,  raspaduras  ó  interlineados,  ó  expresión  de 
no  hallarse  ninguno  con  dichas  circunstancias. 

Cuarto.  El  número  de  fincas  inscritas  y  el  de  los  asientos  relativos  á  cada 
un^de  ellas,  expresando  el  total  de  asientos  de  cada  tomo,  entendiéndose  tam- 
bién para  este  solo  efcpto  por  asiento  las  notas  marginales  y  de  referencia 
extendidas  en  las  hojas  correspondientes  á  cada  finca. 

El  Juez  examinará  la  certificación;  y,  si  la  hallare  conforme,  pondrá  el  Vis/o 
bueno  con  su  firma  y  rúbrica. 

Artículo  18. 

Tenninado  el  cierre  y  el  inventario,  dará  aviso  inmediatamente  el  Delegado 
al  Presidente  do  la  Audiencia,  y  éste  al  Ministerio  de  Ultramar,  y  lo  pondrá 
en  conocimiento  del  Registrador  del  partido  á  que  se  agrega  el  pueblo,  para 
que,  por  si  ó  por  medio  de  su  sustituto  ó  de  algún  oficial  del  Registro,  recoja 
dichos  libros  y  documentos  después  de  hallarlos  conformes  con  el  contenido 
del  inventario,  y  dará  el  oportuno  recibo  que  firmará  al  pié  del  duplicado  del 
mismo.  La  entrega  se  hará  á  presencia  del  Delegado,  ante  quien  hará  dicho 
Registrador,  ó  el  que  le  represente,  las  manifestaciones  oportunas  sobre  las 
diferencias  que  advirtiere  entre  el  resultado  de  los  libros  y  documentos  que  se 
le  entregan  y  el  contenido  del  inventario. 

29. — En  el  caso  de  que  haya  algunas  diferencias  entre  el  resulta- 
do de  los  libros  y  documentos  que  se  le  entreguen,  y  el  contenido 
del  inventario;  esto  és,  que  no  haya  exactitud  en  lo  que  esté  con- 
signado en  el  líltimo  en  cuanto*  al  niímero  de  folios  ó  á  su  estado,  6 
en  cualquiera  otra  de  las  circunstancias  que  debe  abrazar,  el  Regis- 
trador que  reciba,  ó  su  representante,  hará,  dice'  este  articulo, 
ante  el  Delegado,  las  manifestaciones  oportunas  sobre  las  referidas 
diferencias,  sin  duda  para  que  se  rectifique  inmediatamente  el  in- 
ventario, antes  de  procederse  á  la  dación  de  recibo  por  parte  del 
Registrador.  Guarda   silencio  este  artículo   acerca  de  lo  que   debe 
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hacer  el  ultimo  en  el  caso  de  que,  desatendiendo  sus  manifestacio- 
nes, no  se  haga  la  rectificación.  Pero  es  indudable  que  entonces  el 
Registrador  no  debe  hacerse  cargo  de  la  documentación,  y  sí  par- 
ticipar el  hecho  al  Presidente  de  la  Audiencia,  tanto  para  que  dicte 
la  resolución  que  proceda,  como  para  no  incurrir  en  las  diversas 
responsabilidades  con  que  le  conmina  el  artículo  19,  en  el  caso  de 
que  deje  trascurrir  quince  dia^,  á  contar  desde  el  aviso  que  hubiere 
recibido  del  Delegado,  sin  concurrir  al  acto  de  la  entrega. 


Artículo  19. 

El  Registrador  del  distrito  al  que  se  agregue  el  nuevo  puebio  deberá  recojcr 
los  libros,  documentos  y  antecedentes  relativos  al  pueblo  incorporado,  dentro 
del  término  más  breve  posible,  sin  que  nunca  exceda  de  los  quince  dias  si- 
guientes al  en  que  recibió  el  aviso  de  hallarse  terminado  el  inventario,  que 
podrán  prorogarsc,  mediante  justa  causa,  por  el  Presidente  de  la  Audiencia 
respectiva.  Si  trascurriese  dicho  término  sin  verificarlo  el  otro  Registrador,  los 
entregará  al  Delegado,  el  cual  los  remitirá  tomando  las  precauciones  conve- 
nientes, y  entregará  al  Delegado  del  Registro  á  que  se  incorpore  el  pueblo 
para  que  este  haga  la  entrega  al  Registrador;  todo  á  cuenta  y  riesgo  de  este 
último,  y  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que  pueda  incurrir  por  su  ne- 
gligencia y  de  la  corrección  áque  se  haya  hecho  acreedor,  que  le  impondrá  el 
Presidente  de  la  Audiencia. 

Artículo  20. 

que  el  Registrador  tenga  en  su  poder  los  libros,  documcn- 
del  pueblo,  lo  pondrá  en  conocimiento  del  Presidente  de  la 
ístando  además  el  tiempo  que  necesitare  para  adicionar  los 
tener  terminados  los  índices  ó  por  no  haber  recibido  los  li- 
iscribir  definitivamente  dentro  del  plazo  señalado  en  el  ar- 
reglamento,   procederá  con  arreglo  al   artículo  50,    número 

:ion  de  los  índices  que  éiquí  se  prevcc,  se  refiere  al 
ado  en  el  tercer  párrafo  del  artícu-lo  15.  Si  el  Regis- 
trador, en  vez  de  los  índices  correspondientes  álos  libros  del  pueblo 
agregado,  sólo  recibe  notas  relativas  á  los  mismos,  á causa  de  que  los 
índices  que  se  llevaban  en  el  antiguo  Registro  contenían  también 
asientos  contraidos  á  otros  pueblos,  se  verá  en  el  caso  de  adicionar 
los  índices  de  su  propio  Registro  con  las  notas  que  del  otro  se  le 
hayan  enviado;  y  por  eso  se  expresa  aquí  que  manifieste  al  Presi- 
dente de  la  Audiencia,  al  participarle  haberse  hecho  cargo  de 
aquellos  efectos,  el  tiempo  que  necesitare  para  hacer  esas  adiciones. 
31. — El  .segundo  precepto  de  este  artículo  indica  que  los  índices 
han  de  llenarse  simultáneamente  con  el  Registro,  puesto  que  se  in- 
dica en  el  como  impedimento  para  la  inscripción  definitiva,  el  no 
tener  terminados  los  índices.  En  efecto  se  reproduce  aquí  inciflen- 
talmente  y  para  un  caso  especial  una  disposición  que  se  dictó  como 
regla  general  en  la  Península.  Pero  antes  de  exponer  este  punto, 
necesario   es  anticipar  algunas   noticias  acerca  de  lo  que  con   toda 
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extensión  hemos  de  tratar  en  el  título  sexto  de  la  Ley;  porque  desde 
el  principio  de  ésta  se  vienen  usando  ciertos  términos  y  refiriéndose 
á  ciertas  circunstancias  que,  de  no  ser  conocidas  con  exactitud,  arro- 
jarían confusión  en  el  espíritu  del  que  por  primera  vez  la  estudia. 
Como  la  misión  de  todo  expositor  de  la  Ley  es  hacerla  perfecta- 
mente inteligible,  iremos  explicando  en  el  curso  de  la  obra  todo 
aquello  que  pueda  parecer  nuevo  á  los  no  familiarizados  con  el  sis- 
tema que  se  implanta.  Nos  detendremos,  pues,  en  este  lugar  un 
momento,  para  hacer  del  Registro  y  de  sus  libros  una  explicación, 
aunque  somera. 

32. — En  los  Registros  de  la  propiedad  se  mandan  establecer  por 
la  nueva  Ley  varias  clases  de  libros.  Los  dos  que  pueden  llamarse 
fundamentales,  porque  son  la  base  y  raiz  de  dónde  se  derivan  los 
demás,  ó  hicn oficiales ,  como  losdenomina  el  artículo  284  del  Regla- 
mento, son  el  libro  de  Registro  y  el  Diario  de  operacivnes.  En  aquel 
se  consignan  todos  los  cambios  en  la  propiedad  de  los  bienes  in- 
muebles, ó  en  cualquiera  de  los  derechos  cuya  suma  constituye  e.sa 
propiedad.  Es  decir,  en  él  se  asientan  todos  los  movimientos  de  la 
propiedad  inmueble.  Es  el  libro  capital,  el  libro  por  excelencia  de 
los  que  componen  el  Registro  de  la  propiedad,  y  aún  pudiera  de- 
cirse el  libro  línicOy  porque  en  él  se  contienen  los  demás,  en  él  se 
encierran  todos  los  datos  y  noticias  que  disgregados  después  van  á 
formar  los  demás  libros.  Por  eso  lleva  el  mismo  nombre  que  la  ofi- 
cina, ya  porque  este  nombre  expresa  perfectamente  la  idea,  ya 
porque  en  dicho  libro  está  reasumida  la  oficina  entera.  EWa  com- 
prende, él  la  abraza,  él  constituye  el  fin  de  la  oficina,  todo^y^s  de- 
más libros  no  son  otra  cosa  que  sus  auxiliares,  y,  por  regla  g<?j\cral, 
sus  extractos.  ^  V 

33. — El  Diario  de  operaciones  puede  decirse  que  le  sigue  ctqim- 
portancia.  Porque  si  el  libro  de  Registro  está  destinado  á  consigii^r 
todos  los  movimientos  de  la  propiedad  inmueble,  el  Diario  revela 
todos  los  títulos  que  se  han  llevado  al  Registro,  todos  aquellos  cuya 
toma  de  razón  se  ha  pretendido.  En  el  Diario  no  se  consignan  mas 
que  dos  operaciones;  el  acto  de  la  presentación,  que  constituye  el 
objetivo  del  libro,  que  forma  sus  verdaderos  asientos,  llamados 
asientos  de  presentación^  y  el  resultado  final  de  la  solicitud  de  toma 
de  razón,  que  se  hace  constar  por  medio  de  una  nota  al  lado  de  cada 
uno  de  aquellos,  para  cuyo  efecto  se  deja  en  el  Diario  y  antes  del 
asiento  un  margen  blanco:  nota  de  referencia  al  Registro,  haciendo 
constar  que  se  ha  tomado  en  él  razón  del  título,  con  expresión  del 
folio  en  que  se  encuentra;  ó  bien  de  haberse  rechazado  dicho  título 
por  algún  vicio  ó  defecto. 

34. — Las  operaciones  del  Diario  son,  pues,  de  dos  especies:  asien- 
tos de  presentación  y  notas  marginales. 

35. — Los  asientos  de  presentación  hacen  constar  los  títulos  que  se 
presentan  en  la  oficina  en  solicitud  de  toma  de  razón.  Constituyen 
una  firmísima  garantía  para   los  interesados;  porque  se    aseguran 
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por  ese  medio  de  que  su  petición  será  atendida,  de  que  el  Registra- 
dor tiene  que  resolver  sobre  la  admisión  ó  no  admisión  del  título; 
de  que  en  el  caso  de  la  no  admisign,  podrán  utilizar  contra  ella  los 
recursos  que  la  Ley  les  concede;  ésto  es,  apelación  para  ante  el 
Juez  de  primera  instancia,  nueva  apelación  de  éste  para  ante  el 
Presidente  de  la  Audiencia,  alzada  definitiva  para  ante  la  Dirección 
general  del  Ministerio  de  Ultramar.  (Art.  ^^  Reg.) 

36.-7Las  notas  marginales^  llamadas  así  porque  se  extienden  en 
el  margen  que  al  efecto  se  deja  delante  del  asiento  de  presentación, 
tienen  por  objeto  consignar  el  resultado  de  la  presentación  del  títu- 
lo, ó  sea,  la  resolución  que  acerca  de  él  ha  tomado  el  Registrador, 
ora  llevando  á  cabo  el  asiento,  ora  devolviendo  sin  efectuarlo,  el  tí- 
tulo en  cuestión.  La  sola  inspección  del  Diario  basta,  pues,  para 
tomar  conocimiento  de  los  títulos  llevados  al  Registro,  y  suerte 
que  le  ha  cabido  á  cada  uno. 

37. — El  orden  material  del  Diario  es  el  siguiente:  primero,'  un 
espacio  enteramente  blanco,  (destinado  á  margen,  y  que  luego  ha 
de  llenarse  con  la  nota  que  dejamos  referida);  segundo,  otro  espacio, 
señalado  con  rayas  horizontales  en  toda  su  extensión,  sobre  las  que 
se  escribirán  los  números  de  los  asientos,  de  modo  que  formen  entre 
sí  columna  vertical,  y  á  continuación  de  cada  número  el  asiento  de 
presentación  respectiva. — Este  se  extenderá  en  el  actb  de  ser  pre- 
sentado el  título  (Art.  252  de  la  Ley  y  63  del  Reglamento);  la  nota 
marginal,  una  vez  que  se  haya  hecho  en  el  libro  de  j^egistro  el 
asientotóorrespondiente,  ó  haya  resuelto  el  Registrador  no  admitir 
el  tít^áir  (Art.  305  al  308  Reglamento).  Los  asientos  de  presenta- 
ción tíe  escriben,  pues,  antes  que  las  notas.  Además  á  un  mismo 
asÍMto  pueden  corresponder  varias  de  las  últimas,  según  tendremos 
ocai^on  de  ver  mas  adelante. 

sK^8.-Si  son*solo  de  dosespecies  las  operaciones  que  se  consignan  en 
el  Diario,  la  toma  de  razón  en  el  Registro  es  mas  complicada.  En  él 
constan  inscripciones^  anotaciones  preventivas,  cancelaciones  y  notas 
marginales  (Art  24idelaLey.)  Creemos  indispensable  dar  aquí  una 
ligera  idea  de  cada  uno  de  esos  términos,  porque "su  uso  es  frecuen- 
tísimo en  toda  la  Ley,  y  si  reservásemos  enteramente  la  explicación 
para  el  citado  artículo  241,  que  es  donde  con  especialidad  se  trata  de 
ellos,  correríamos  el  riesgo  de  que  dicha  explicación  resultase  inútil 
6  tardía;  inútil,  porque  el  uso  continuado  de  aquellos  vocabloshubie- 
se,  hecho  comprender  con  exactitud  su  significación;  tardía,  porque  al 
contrario,  se  haya  formado  acerca  de  ellas  algún  concepto  erróneo. 
Sin  perjuicio  pues,  de  tratar  la  materia  con  toda  la  extensión  con- 
veniente en  aquel  lugar,  anticiparemos  aquí  lo  que  juzgamos  indis- 
pensable. 

39. — Las  inscripciones^  anotaciones  preventivas  y  cancelaciones  se 
comprenden  bajo  el  nombre  genérico  de  asientos  (Art.  285  Reg.) 
No  así  las  notas  marginales^  según  se  deduce  del  ya  expuesto  ar- 
tículo 17,  número  4?  del  Reglamento.  Despréndese  de  éste  que  las 
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notas  marginales  unas  veces  se  consideran  como  asientos  y  otras  no. 
En  efecto,  ya  observaremos  que  eJ  legislador  suele  usar  alguna  vez 
la  expresión,  asiento  de  nota  marginal  (Artículo  34  del  Reg.)  Pero 
nosotros,  para  evitar  esa  ambigüedad,  emplearemos  la  voz  asientos 
como  comprensiva  de  inscripciones,  anotaciones  preventivas  y  can- 
celaciones (ya  que  acerca  de  éstas  no  cabe  duda)  y  no  incluiremos 
las  notas  marginales  en  esa  denominación  genérica.  Expliquemos 
ahora  con  brevedad  lo  que  se  designa  en  cada  uno  de  esos  términos. 
40. — Se  entiende  por  inscripción  la  toma  de  razón  de  todo  título 
eu  que  se  adquiere  algún  derecho  real  ó  se  modifica  el  ya  existente; 
esto  és,  de  todos  los  que  se  enumeran  en  el  artículo  29  de  la  Ley,  y 
se  amplían   ó  aclaran  en  los  del  Reglamento   desde   el   26  hasta 

el  34. 

41. — Cancelaciones  el  asiento  que  tiene  por  objeto  declarar  ex- 
tinguido un  derecho  que  antes  se  consignó  en  el  Registro.  Es  el 
modo  legal  de  extinguir  una  inscripción,  pues  ésta  sigue  surtiendo 
efectos  respecto  de  terceros,  mientras  no  se  cancele  (Art.  91  de  la 
Ley)  (i)  aunque  entre  los  otorgantes  del  contrato  inscrito  se  hayan 
extinguido  los  derechos  que  nacieron  de  él.  Respecto  de  las  anotacio- 
nes preventivas,  aunque  no  consígnala  Ley  igual  declaración,  han 
de  cancelarse  tan  luegocomose  consumad  extinga  por  cualquiera  de 
los  distintos  medios  que  la  Ley  establece,  el  derecho  á  que  se  re- 
fiera.  (Artículo  187  del  Reglamento.) 

42. — La  anotación  preve?ttiva  es  una  inscripción  provisional,  á 
veces  de  un  derecho  que  está  en  duda,  otras  de  un  derecho  que  se. 
procede  á  hacer  efectivo  judicialmente;  ésto  es,  de  un  embargo.  En 
este  ultimo  caso,  viene  á  ser  lo  que  antes  se  llamaba  hipoteca  judicial. 
— fi!n  toda  anotación  preventiva  (y  esta  es  su  esencia),  hay  algo  de 
provisional  en  el  acto  mismo,  ó  de  eventual  en  el  derecho  á  que  se 
refiere. 

43. — Las  notas  marginales  las  hemos  explicado  ya  con  relación 
al  libro  Diario.  Las  del  libro  de  Registro  tienen  por  objeto  con- 
signar algún  hecho  relacionado  con  la  inscripción,  ésto  es,  ya  el 
cumplimiento  de  la  condición  suspensiva  bajo  el  cual  se  otorgó  el 
contrato  (Artículos  24  y  157  de  la  Ley);  ya  el  pago  de  alguna 
cantidad  por  cuenta  de  precio  ó  diferencia  cuya  entrega  se  aplazó 
(Artículo  24  de  la  Ley);  ya  en  fin,  algún  otro  hecho,  como  el  del 
artículo  42,  en  su  penúltimo  párrafo. — Y  también  hay  nota  margi- 
nal preventiva  (Artículo  173  del  Reg.) 

44. — Resulta,  pues,  que  así  como  en  el  übro  Diario  las  operacio- 
nes anotadas  se  comprenden. bajo  dos  denominaciones,  asientos  de 
presentación  y  notas  marginales,  así  también  en  el  libro  de  Registro 
se  abrazan  con  dos  denominaciones,  asientos  (que  ya  son  definiti- 

(l)  Aunque  el  artículo  91  citado  señala  dos  jnedios  de  extinguirse  la  inscripción,  el  se- 
^ndo  no  es  sino  la  sustitución  de  una  inscripción  por  otra,  y  en  el  sentido  genérico  en 
'[uc  aquí  tomamos  la  palabra  inscripción,  cabe  ilecir,  como  indicamos  en  el  texto,  que  el 
astrnío  de  inscripción  sólo  se  extingia  por  un  asiento  de  cancelación , 
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vos],  y  notas  marginales.  Estas  últimas  no  variati  de  uno  á  otro 
libro  su  nombre,*  ni  su  naturaleza  de  meras  referencias  ó  indicacio- 
nes al  contenido  de  los  asientos  principales. 

45. — Expuesto  ya,  si  bien  á  la  ligera,  lo  relativo  al' Diario  y  al 
Registro,  necesario  es  que  indiquemos  algo  respecto  á  los  demás 
libros,  porque  de  libros  y  de  su  entrega  tratan  los  artículos  del  Re- 
glamento que  venimos  examinando,  y  es  imposible  comprender 
bien  una  disposición  cuando  nos  es  desconocida  la  materia  á  que 
ella  se  refiere. 

46.-^ Además  de  los  libros  que  dejamos  descritos  se  llevan  en  cada 
Registro  dos  índices  (Artículo  290  del  Reglamento),  el  uno  para 
fincas,  que  comprende  dos  secciones,  la  de  las  rústicas  y  la  de  las 
urbanas.y  el  otro  ác  personas.  Ambos  se  forman  con  los  datos  del  li- 
bro del  Registro,  y  se  llevan  por  Ayuntamientos,  y  orden  alfabético. 

47. — También  se  lleva  otro  libro,  el  de  incapacitados,  por  orden 
alfabético.  Y  de  éste  no  puede  decirse  en  todo  rigor  que  sea  tomado 
del  Registro.  Se  destina  á  consignar  las  sentencias  que  enumera  el 
numero  4?  del  artículo  2?  de  la  Ley,  y  que  amplía  el  33  del  Regla- 
mento. Sin  perjuicio  de  hacer  en  el  libro  de  Registro  las  correspon- 
dientes inscripciones  si  posee  bienes  inmuebles  el  incapacitado,  se 
hará  en  todo  caso  un  breve  extracto  de  su  contenido  en  el  libro  es- 
pecial de  incapacitados  (Artículo  315  del  Reg.)  También  llevará  el 
Registrador  un  inventario  minucioso  de  los  libros  y  legajos  que  en 
existan  en  la  oficina. — Ahora,  ya  podemos  referirnos  al  transcrito 
artículo  20. 

48. — Los  libros  á  que  éste  y  los  anteriores  desde  el  14  se  refieren, 
ordenando  su  entrega  al  Registrador  adquirente,  son  exclusivamente 
los  de  Registro,  únicos  en  que  aquella  puede  tener  lugar,  puesto  que 
.se  llevan  abriendo  uno  á  cada  yíj//^«/¿z;«/V;//í?,  circunstancia  que,  res- 
pecto de  los  índices  de  fincas  y  personas  es  potestativa  del  Regis- 
trador, y  respecto  del  Diario  y  demás  libros  no  puede  tener  lugar, 
y  por  tanto  es  forzoso  que  permanezcan  en  el  oficio-del  primitivo 
Registro.  Para  suplir  ésto  en  lo  que  toca  al  Diario;  se  ordena  en  el 
artículo  16,  como  hemos  vistp  ya,  la  copia  literal  y  certificada  de 
sus  asientos  en  los  treinta  dias  anteriores  al  del  cierre;  para  que  el 
nuevo  Registrador  pueda  practicar  lo  conducente  con  los  documen- 
tos á  que  aquellos  se  refieren,  sin  lo  cual  no  podría  venir  en  conoci- 
miento de  lo  que  le  corresponda  hacer.  Y  quizás  no  esté  de  mas 
advertir  que,  si  los  artículos  reglamentarios  que  vamos  examinando, 
usan  constantemente  el  plural  libros,  sin  embargo  de  no  ser  mas 
que  de  una  especie  los  que  han  de  entregarse,  es  porque  el  libro 
Registro  del  Ayuntamiento  segregado  puede  componer  varios 
tomos  (Art.  288  del  Reglamento)  y  aún  dividirse,  como  ya  hemos 
dicho  (i)  en  dos  ó  mas  secciones. 

49. — Hemos   hablado  ya  del  caso  en  que  el  Registrador   aJqui- 


(1)    Párrafo  22  de  esta  obra. 
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rente  tenga  necesidad  de  adicionar  los  índices  de  su  propio  oficio 
porque,  en  vez  de  los  del  pueblo  segregado,  sólo  haya  recibido 
notas  sacadas  de  los  del  otro  Registro.  Como  quiera  que,  respecto 
de  los  libros*  índices,  si  bien  está  ordenado  que  se  lleven  por  Ayun- 
tamientos, (Art  291  del  Reg.)  no  así  el  que  estén  con  separación 
unos  de  otros,  (es  decir,  no  es  preciso  que  se  formen  tantos  índices 
como  Ayuntamientos  haya  en  el  territorio),  según  se  previene  res- 
pecto de  los  libros  de  Registro,  (Artículo  244  de  la  Ley)  de  aquí 
que  al  segregarse  un  término  municipal,  y  remitirse  al  Registro  ad- 
quirente  los  libros  de  la  ultima  clase  nombrada  correspondientes  á 
él,  pueda  ocurrir  la  imposibilidad  de  hacer  lo  mi^mo  con  los  índices 
respectivos,  porque  en  el  Registro  á  que  hasta  entonces  haya  perte- 
necido se  llevasen  en  un  mismo  libro  que  l(»s  correspondientes  á  otros 
términos  municipales  del  territorio.  Entonces,  como  ya  hemos  visto 
en  el  artículo  15,  quedarán  dichos  índices  en  la  oficina  del  Registro, 
y  se  enviarán  al  otro  los  datos  correspondientes  al  término  que  se 
le  incorpora,  para  que  con  ellos  se  adicionen  los  índices  de  su  propia 
oficina. 

50. — A  este  caso  se  refiere,  pues,  como  ya  hemos  explicado,  el 
artículo  20.  Y  agrega,  que  cuando  por  no  tener  terminados  los  ín- 
dices ó  por  no  haber  recibido  los  libros  no  pudiese  inscribir  el  Re- 
gistrador definitivamente  los  documentos  que  para  ese  efecto  se  le 
presenten,  relativos  al  pueblo  agregado,  procederá  á  tomar  den- 
tro de  los  quince  dias  en  que  por  regla  general,  consignada 
en  el  artículo  72  del  Reglamento,  debe  practicar  las  inscripciones, 
anotación  preventiva. 

51. — Respecto  de  los  índices,  es  cuestión  de  orden  y  de  método. 
— El  Registrador  debe  atender  sobre  todo  á  completar  sus  índices. 
Por  eso,  cuando  tenga  que  adicionar  los  de  su  oficina,  hará  en  los 
libros  de  Registro  del  pueblo  agregado,  que  haya  recibido  de  la 
otra  oficina,  anotación  preventiva  de  los  títulos  quo  deban  inscri- 
birse.-Este,  es,  pues,  uno  de  los  casos  de  la  anotación  preventiva,  los 
que  veremos  detallados  mas  adelante,  en  el  artículo  50  de  la  Ley,  y 
aquí  bastará  con  decir  que  en  este  caso  dicha  anotación  no  es  mas 
que  una  inscripción .  supletoria,  interina,  mientras  tanto  que  se 
remueve  el  inconveniente  accidental  y  pueda  extenderse  la  verda- 
dera inscripción  en  la  forma  correspondiente.  Como  quiera  que  la 
anotación  preventiva  cuando,  como  en  este  caso,  es  supletoria  de  la 
inscripción,  debe  caducar  á  los  sesenta  dias  de  su  fecha  (Artículo 
no  de  la  Ley  en  su  párrafo  primero)  si  dicho  tiempo  no  bastare 
al  Registrador,  deberá  pedir  próroga  (Artículo  195  del  Reglamento) 
por  otro  término  igual  (Artículo  lio  de  la  Ley,  segundo  párrafo); 
y  será  necesario  que  dentro  de  la  que  se  le  conceda,  verifique  la 
inscripción,  pues  transcurrida  sin  que  así  lo  haga,  quedará  cancelada 
la  anotación  '(Artículo  187  caso  n  del  Reglamento);  y  si  hubiere 
mediado  culpa  de  su  parte,  quedará  el  Registrador  incurso  en  la 
Jesponsabilidad  que  le   impone  el  artículo  327,  caso  primero,   de  la 
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Ley  (i)  Así  lo  establece  para  un  caso  análogo  el  artículo  56  del 
Real  Decreto  de  i?  de  Setiembre  de  1879,  publicado  en  la  Gaceta 
de  la  Habana  de  1 7  de  Octubre  del  mismo. 

52. — Si  se  le  han  remitido  los  libros  de  Registro  del  pueblo  in- 
corporado, y  solo  faltan  los  índices,  en  aquellos  deberá  el  Registra- 
dor practicar  la  anotación  preventiva  de  que  venimos  hablando, 
pero  si  se  verifica  el  segundo  de  los  casos  que  prevé  el  presente 
artículo  20  del  Reglamento,  ésto  es,  que  al  presentarse  documentos 
para  su  inscripción  no  se  hayan  recibido  en  él  los  libros  del  mismo, 
lo  que  sucederá  en  la .  mayoría  de  los  casos,  pues  el  cierre  de  esos 
libros  no  debe  preceder  al  dia  que  para  aquella  presentación  designe 
el  Gobernador  general,  por  el  grave  motivo  que  expusimos  en  el 
párrafo  26  de  esta  obra,  en  este  caso  el  Registrador,  después  de 
extender  'en  el  libro  Diario  de  su  oficina  el  asiento  de  presentación 
de  aquellos  títulos,  puede  aguardar  catorce  dias,  y  si  en  ese  tiempo 
no  recibiere  los  libros  ó  no  pudiere  completar  sus  índices,  cuando 
solo  notas  relativas  á  éstos  les  hayan  sido  entregadas  junto  con  los 
libros,  tomará  en  el  décimo  quinto  dia  la  anotación  preventiva. 

53. — Pero  ¿dónde  deberá  extender  ésta,  si  no  se  le  han  entrega- 
do todavía  los  libros  de  Registro  del  pueblo  incorporado? 

54. — El  artículo  325  del  Reglamento  prevé  la  falta  de  libros  en 
un  Registro  y  prescribe  el  modo  de  suplirla  con  libros  provisionales 
formados  al  efecto.  Necesario  será  aplicar  esa  disposición  en  el  caso 
de  que  tratamos,  y  practicar  lo  que  se  ordena  en  los  siguientes 
hasta  el  336  para  las  respectivas  operaciones,  que  terminan  con  la 
traslación  total  eje  los  asientos  provisionales  á  los  libros  talonarios. 
Creemos  sia  embargo  difícil  que  el  caso  se  presente  en  la  práctica, 
atendida  la  premura  con  que  hemos  visto  que  debe  procederse,  qon 
arreglo  á  los  artículos  14,  16,  17  y  18,  á  las  operaciones  de  cierre, 
inventario  y  entrega,  é  improbable  que  puedan  consumirse  en  ellas 
mas  de  catorce  dias;  pero  nunca  está  de  más  prever  eventuali- 
dades, y  por  eso  decimos  que  si  transcurriesen,  sin  recibirse  los 
libros  en  el  Registro  adquirente,  deberá  proceder  inmediatamente 
el  Registrador  á  la  formación  de  libros  provisionales  para  asentar  eií 
ellos  las  anotaciones  preventivas  que  ordena  el  presente  artículo. 

Artículo  21 

La  numeración  general  y  correlativa  que  tenían  los  libros  correspondientes  • 
al  pueblo  segregado  en  el  antiguo  Registro,  será  sustituida  por  la   que  les  co- 

(i)  Quizás  pequemos  de  nimios  en  señalar  los  casos  de  responsabilidad  en  que  puedan 
incurrir  con  arreglo  á  la  nueva  Ley,  los  Registradores.  Pero  es  preferible  que  esos  bene- 
méritos funcionarios,  llamados  á  resolver  las  mas  complicadas  cusstiones  de  Derecho, 
estableciendo  acerca  de  ellas  una  jurisprudencia  marcada  con  el  sello  de  la  ciencia,  yá 
constituir  una  distinguida  corporación  facultativa,  se  muestren  sumamente  escrupulosos 
en  apartar  de  sí  hasta  la  mas  remota  sospecha  de  descuido,  que  el  que  pudieran  ser  en 
algún  caso  blanco  de  exageradas  exigencias.  En  ellos  está  \ánculada  la  fé  pública  del  Re- 
gistro y  el  concepto  de  la  nueva  institución. — Nada  que  conduzca  á  levantar  á  la  mayor 
altura  posible  su  prestigio,  debe,  pues,  omitirse. 
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rresponda  en  el  nuevo  Registro,  llevando  el  primero  de  aquellos  libros  el  nu- 
mero siguiente  al  del  últimamente  abierto  en  esta  oficina,  .conservando  la  nu- 
meración especial  correlativa  del  término  municipal. 

55. — Los  libros  del  Registro  llevan  dos  numeraciones,  ambas  por 
orden  de  antigüedad,  ó  sea,  según  la  fecha  en  que  se  hayan  abierto; 
la  una  general  ó  colectiva,  que  hace  relación  á  los  demás  libros  del 
Registro,  la  otra  especial  y  concretada  á  cada  término  municipal. — 
El  presente  artículo  del  Reglamento  ordena,  para  evitar  dudas,  que  se 
sustituya  la  numeración  general  que  llevaban  los  libros  en  el  ante-  • 
rior  Registro  con  la  que  les  corresponda,  en  el  nuevo;  ó  seaponiéndo- 
se  al  primero  de  ellos  el  número  siguiente  al  del  último  que  se  haya 
abierto  en  la  oficina;  y  sin  alterar  la  numeración  correspondiente  al 
término  municipal,  pues  éste  ha  de  seguir  siendo  la  misma  en  el 
nuevo  Registro  que  en  el  antiguo. 

Artículo  22 

Se  rectificará  la  portada  de  los  libros  del  Registro  de  la  propiedad  pertene- 
cientes al  nuevo  pueblo,  añadiendo  sobre  la  cabeza,  al  principio  de  ella.-  **^^- 

gistro  d¿  la  propiedad  de (el  nuevo)  antes  de "  y  después  de  la 

última  línea  de  la  actual  portada:  **  Tomo. .  .del  Registro  de  la  propiedad  de, , 
[el  nuevo.] 

Artículo  23 

Los  recursos  gubernativos  contra  la  denegación  de  inscripción  hecha  por  el 
antiguo  Registrador  en  documentos  relativos  al  pueblo  segregado,  se  presen- 
tarán al  Delegado  del  nuevo  Registro,  y  al  mismo  se  remitirán  los  que  se  ha- 
llaren pendientes. 

56. — Todos  los  recursos  gubernativos  que,  al  tiempo  de  verificar- 
se la. entrega,  se  hallen  pendientes  de  resolución  ante  ^1  Juez  Dele- 
gado del  Registro  que  sufre  la  desmembración,  y  que  se  refieran  á 
documentos  relativos  al  término  segregado,  se  remitirán  á  la  deci- 
sión del  Delegado  á  que  corresponde  el  Registro  adquirente.  Los 
que  en  lo  sucesivo  se  entablen,  referentes  á  los  documentos  presen- 
tados en  el  primero  de  dichos  Registros,  dentro  de  los  últiftios 
treinta  dias  que  precedieron  á  la  entrega,  se  deducirán,  no  ya  ante 
el  Delegado  del  Registrador  que  dictó  la  providencia  recurrida,  sino 
ante  el  del  nuevo  Registrador. — Esto  es  tan  racional  que  debería 
entenderse  así  aunque  el  Reglamento  no  lo  dijera,  pero  es  de 
aplaudir  que  se  haya  consignado,  para  evitar  vacilaciones.  Debe- 
mos advertir  de  paso  que  aunque  este  artículo  dice  que  los  recursos 
se  envíen  al  Delegado,  esto  solo  debe  entenderse  mientras,  como» 
sucede  hoy,  ese  Delegado  sea  el  Juez  de  primera  instancia,  porque 
éste  mismo  es  el  que  debe  conocer  (Artículo  Ty  Reglamento)  de  los 
recursos  gubernativos  que  indicamos  en  el  párrafo  35  de  esta  obra  y 
que  tendremos  más  adelante  ocasión  de  exponer  detalladamente. 
Cuando  por  haberse  alterado  la  circunscripción  territorial  sea  Dele- 
gado algún  Juez  municipal,  creemos  que  la  remisión  de  los  re- 
cursos ordenada  en  el  artículo  que  examinamos,  deberá  hacerse  al 
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Juez  de  primera  Instancia  respectivo,  y  si  se  le  envía  al  Juez 
municipal  Delegado,  éste  debe  pasarlos  para  su  resolución  al  de 
primera  instancia. 

Artículo  24 

Cuando  la  cadsa  que  haya  motivado  la  segregación  de  un  pueblo  se  funde  en 
la  supresión  de  su  Ayuntamiento  para  incorporarlo  á  otro  perteneciente  á  dis- 
tinto Registro,  los  libros  correspondientes  al  Ayuntamiento  suprimido  conti- 
tinuarán  llevándose  en  la  misma  forma  que  antes,  considerándose  como  una 
nueva  sección  del  término  municipal  á  que  se  incorpoia. 

57. — Hasta  aquí  se  ha  venido  hablando  del  caso  en  que  un  tér- 
mino municipal  pase  todo  él,  á  territorio  de  diferente  Registro.  Se 
menciona  en  el  presente  artículo  el  de  que  se  efectiíe  la  traslación 
suprimiéndose  simultáneamente  su  Ayuntamiento.  En  ese  caso  los 
libros  que  le  correspondan  se  continuarán  llevando  separadamente, 
en  el  nuevo  Registro,  considerándose  el  pueblo  segregado  como  una 
sección  del  Ayuntamiento  á  que  se  agregue.  Se  amplía,  pues,  con 
un  caso  concreto  la  previsión  que  la  Ley  hace  en  su  artículo  246. 
En  este  caso  concreto  no  se  necesita  ya  acuerdo  previo  del  Gobiernp 
por  razones  de  conveniencia  pública,  para  constituirla  nueva  sección 
ni  abrir  el  nuevo  Registro:  basta  el  hecho  de  que  el  pueblo  agre- 
gado haya  tenido  hasta  entonces  Ayuntamiento  propio,  para  que 
constituya  sección  aparte  y  conserve  su  libro  especial  en  el  nuevo 
Registro. 

58. — Otra  observación  sugiere  este  artículo,  y  es  que  establece 
como  causa  para  trasladar  un  pueblo  de  un  Registro  á  otro,  la 
supresión  de  su  Ayuntamiento  y  su  incorporación  en  un  término 
municipal  qu<í  corresponda  á  distinto  Registro;  lo  cual  viene  á  ser-  ' 
vir  de  ampliación* al  artículo  i?  de  la  Ley,  determinando  uno  de  los 
motivos  de  necesidad  ó  conveniencia  piíblica  de  que  allí  se  habla  pa- 
ra alterar  la  circunscripción  territorial.  Pero  ¿deberá  considerarse  esa 
supresión  de  Ayuntamiento  y  la  incorporación  de  su  término  mu- 
nicipal en  otro  perteneciente  á  distinto  Registro,  como  causa  bas- 
tante eficaz  para  producir  por  sí  misma  la  agregación  de  aquel  á  éste? 
Sin  duda  que  nó,  i?,  porque  entonces  estaría  de  mas  el  expediente 
que  por  regla  general  establece  el  citado  artículo  1 9  de  la  Ley,  y  i 
desarrollan  los  ya  examinados  del  Reglamento  y,  patente  el  hecho,  i 
debería  resolvcrse.de  plano  la  traslación  al  Registro:  y  como,  á  pesar  f 
de  eso,  el  presente  artículo  no  declara  que  el  caso  á  que  se  refiere 
deba  considerarse  exceptuado  de  la  regla,  sigúese  que  tambien'en 
su  caso  se  ha  de  correr  el  expediente,  y  por  tanto  que  el  hecho  de 
que  se  trata  no  es  /for  sí  solo  causa  bastante  (aunque  sí  puede  ac- 
cidentalmente producirla),  para  la  traslación  al  otro  Registro;  y 
29  por  que  la  Ley  admite  (Art.  244)  que  un  término  no  se  encuen- 
tre en  su  totalidad  dentro  del  territorio  de  un  Registro. — Resulta, 
pues,  que  lo  que  se  declara  en  el  presente  artículo  reglamentario, 
es  que  la  incorporación  de  un  término  municipal  en  otro  de  distinto 
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Registro  pu  i  d^r  origen,  combinado  con  otras  circunstancias,  á 
que  también  se  haga  necesaria  ó  conveniente  la  traslación  del  pro- 
pio término  á  aquel  Registro,  sin  que  por  eso  pueda  prescindirse  del 
expediente,  para  poner  en  claro  las  demás  circunstancias  cuya  com- 
biaadon  con  la  primera  haya  de  producir  aquel  resultado. 

Artículo  25. 

La  disposición  del  artículo  anterior  será  aplicable  al  caso  en  que  la  agrega- 
don  tenga  lugar  á  un  Ayuntamiento  situado  en  la  misma  circunscripción  te- 
rritorial del  Registro. 

S9. — Esta  disposición  puede  decirse  que  es  incidental,  pues  de  lo 
que  aquí  se  venia  hablando  es  de  la  alteración  en  la  circunscripción 
territorial  de  los  Registros,  y  partiendo  de  lo  establecido  en  el  artí- 
culoi9  de  la  Ley.  El  que  acabamos  de  transcribir  del  Reglamentóse 
aparta  ya  de  esa  materia,  puesto  que  no  se  altera  la  circunscripción 
de  un  Registro  por  la  circunstancia  de  suprimirse  un  término' 
municipal  dentro  de  su  territorio. — Pero  sin  duda  se  ha  creido  mas 
adecuado  este  lugar  que  otro  cualquiera,  para  insertar  la  referida 
disposición;  sin  duda  se  creyó  que  el  orden  sucesivo  de  las  ideas 
que  se  han  venido  exponiendo  tocaba  ya  tan  de  cerca  la  materia 
de  este  artículo,  que  podia  formularse  á  continuación  de  ellas,  sin 
que  se  echara  de  ver  el  alejamiento  del  punto  de  partida.  Y  en  efecto, 
si  se  prescinde  de  él,  las  ideas  tienen  un  encadenamiento  lógico; 
pues  habiéndose  tratado  ya  del  modo  de  llevar  los  libros  del  término 
municipal  que  pasa  íntegramente  al  territorio  de  otro  Registro;  y 
de  lo  que  debe  practicarse  cuando  un  pueblo  pierde  su  Ayuntamien- 
to propio,  y  queda  cornprendido  en  la  demarcación  del  que  reside 
en  territorio  de  otra  de  aquellas  oficinas,  pareció  natural  referirse, 
para  completar  el  cuadro,  á  lo  que  ha  de  hacerse  cuando  esa  misma 
incorporación  tenga  lugar  sin  ocasionar  mudanza  en  la  circunscrip- 
ción de  los  Registros.  Esta  ha  sido  una  consecuencia  de  la  asociación 
de  ideas,  nacida  del  enlace  de  unas  disposiciones  de  la  Ley  con  otras. 
Por  lo  demás,  lo  preceptuado  en  este  artículo  sustituye  muy  venta- 
josamente las  reglas  que  para  la  Península  se  dictaron  en  Real  orden 
^  17  de  Setiembre  de  1868,  para  uniformar  el  modo  de  llevar  los 
>  de  un  términ'  municipal  que  se  incorporase  en  otro  del  mis- 
egistro. 
r. — Según  esa  Real  orden,  en  los  libros  del  Ayuntamiento  su- 
primido seguirían  practicándose  las  inscripciones  referentes  á  fincas 
situadas  dentro  de  la  demarcación  que  tenían  anteriormente,  hasta 
llenar  dicho  libro  ó  hasta  incluir  en  él  todas  las  fincas  que  existiesen 
en  la  referida  demarcación. — Si  se  hubiere  llenado  el  libro  sin  in- 
cluir todas  esas  fincas,  las  inscripciones  de  las  no  registradas  en  él, 
habían  de  llevarse  al  libro  del  Ayuntamiento  á  que  se  hubiese  agre- 
gado el  término  suprimido,  tomando  la  numeración  que  en  el  mismo 
les  correspondiese,  y  las  que  se  refirieran  á  fincas  inscritas  y^  en  el 
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antiguo  libro,  se  asentarían  en  éste,  á  continuación  de  las  anteriores, 
y  cuando  estuvieren  llenas  las  hojas  que  se  les  hubieran  destinado, 
se  llevarían  los  nuevos  asientos  de  cada  una  de  ellas  al  libro  de  su 
nuevo  Ayuntamiento,  tomando  también  en  este  caso  el  numero  que 
en  el  mismo  les  correspondiese,  en  vez  del  que  llevaran  en  el  antiguo, 
y  haciéndose  una  indicación  de  éste  y  del  nombre  del  Ayuntamiento 
suprimido,  á  que  antes  perteneciera.  También  se  preveía  el  caso  de 
que  los  Ayuntamientos  en  que  se  hubiesen  incorporado  otros,  con- 
servasen su  antigua  denominación,  (y  entonces  debía  continuarse  en 
sus  libros  la  numeración  correlativa),  y  el  de  que  varios  términos 
entrasen  á  constituir  uno  sólo,  con  nombre  distinto  del  que  cada  uno 
hubiese  llevado,  en  cuyo  evento  se  abriria  inmediatamente  un  nuevo 
libro,  coi\  el  numero  primero,  y  nombre  correspondiente  al  del  nue- 
vo Ayuntamiento,  practicándo*se  con  los  libros  de  cada  uno  de  los 
suprimidos,  lo  anteriormente  expuesto.  En  fin,  respecto  de  los  ín- 
dices correspondientes  á  los  libros-  respectivos,  debian  continuarse 
los  de  los  Ayuntamientos  que  conservasen  su  antiguo  nombre,  com- 
prendiendo en  ellos  las  fincas  de  su  antigua  demarcación;  y  las  de  la 
nueva  á  medida  que,  por  una  ú  otra  causa  de  las  dos  expresadas, 
fuesen  pasando  á  los  libros  de  su  nuevo  Ayuntamiento.  Y  en  el 
caso  de  tomar  éste  un  .nuevo  nombre,  y  de  abrírsele  por  consecuen- 
cia un  nuevo  libro,  se  haría  lo  mismo  con  el  índice;  es  decir  que 
con  éstos  habia  de  seguirse  en  todo  caso  un  plan  análogo  al  que  se 
observase  en  los  libros  principales. 

6i. — La  sencilla  regla  formulada  tan  concisamente  en  el  transcrito 
artículo  25  del  Reglamento  formado  para  la  aplicación  del  sistema 
de  la  nueva  Ley  en  nuestra  Isla,  hace  innecesario  formular  reglas 
tan  detalladas  para  cada  caso,  y  aleja  todas  las  complicaciones  que 
de  aquella  Real  orden  resultaban.  Con  su  solo  precepto  se  resuelven 
todos  los  distintos  casos  de  incorporación  de  Ayuntamientos,  porque 
todos  se  contienen  en  la  regla  general  del  texto.-La  diferencia  entre 
la  disposición  de  nuestro  artículo  y  las  de  la  Real  orden  extractada, 
consiste  sólo  en  que  al  conservar  aquella  en  todos  los  casos  los  li- 
bros del  Ayuntamiento  suprimido,  considerando  la  antigua  demar- 
cación de  éste  como  una  sección  nueva  y  distinta  del  término  en  que 
se  incorpora,  ha  evitado  las  incómodas  reglas  á  que  la  última  se  vio 
en  el  caso  de  acudir. 


REGLAMENTO  DE  PUERTO  RICO. 

Artículo  iV 

62. — Comprende  la  división  y  clasificación  de  los  Registros,  con- 
firmada después  por  Real  Decreto  de  28  de  Febrero  de  1879,  que 
fijó  además  la  fianza  respectiva  de  cada  uno.  En  el  cuadro  adjunto 
la  insertamos. 
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REGISTROS  DE  lA  PROPIEDAD  DE  U  ISLA  DE  PUERTO  RICO. 


(Artícílo  1?  de  so  Regljiaenlo  y  R.  D.  de  28  de  Febrero  de  1879.) 


PABTIDO  JUDICIAL 

QUE   COMPRENDE  CADA  UNO. 
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63. — En  todo  lo  demás  está  conforme  con  el  que  lleva  el  mismo 
numero  en  el  nuestro,  aunque  sin  contener  referencia  alguna  á  la 
Ley  en  cuanto  al  estnblecimiento  de  nuevos  Registros  ó  alteración 
en  el  territorio  ó  capitalidad  de  los  mismos,  y  refiriéndose  sólo  res- 
pecto de  dichos  puntos  á  lo  establecido  en  el  propio  Reglamento, 
sin  citar  con  especialidad  ningún  artículo. 

Artículo  2<» 

Exactamente  igual  al  nuestro. 

Artículo  3*» 

64. — Igual  también  hasta  la  regla  tercera,  que  se  modifica  en  el 
sentido  de  no  mencionar  la  ley  reglamentaria  de  Puerto  Rico  á  nin- 
guno de  los  dos  Gobernadores,  el  de  la  Provincia  y  el  General,  cuyo 
informe  es  en  la  nuestra  requisito  imprescindible. — La  cuarta  y  úl- 
tima es  también  igual. 

Artículos  4?  y  5? 

65. — Iguales  también  á  los  del  nuestro,  solo  que  el  5?  en  vez  de 
referirsig  á  la  regla  primera  del  artículo  317  de  la  ley,  lo  hace  á  la 
que  lleva  igual  número  en  el  3 1 1  de  la  de  Puerto  Rico,  que  es  su 
concordante. 
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Artículos  6?  y  7? 

66. — Iguales,  excepto  en  suprimir  el  de  Puerto  Rico  lo  referente 
al  Boletm  de  la  Provincia  y  al  Gobernador  de  la  misma,  en  el  úl- 
timo de  los  dos  artículos  citados.  Se  debe  esta  disposición  á  que 
Puerto  Rico  no  está  dividida  en  provincias,  sino  que  constituye  una 
sola. 

Artículos  8®  y  9? 

6t, — Iguales,  excepto  en  citar  el  9?  de  Puerto  Rico,  el  artículo 
276  de  su  Ley  y  329  de  su  Reglamento,  en  vez  de  los  282  y  350 
que  designa  respectivamente  el  nuestro. 

Artículos  10,  n  y  ir. 

68. — Iguales,  excepto  en  suprimir  el  12  de  T.  to  Rico  el  informe 
de  los  dos  Gobernadores  que  en  el  nuest/o  32  exig?  \ 

Artículo  13. 

69. — El  Reglamento  de  Puerto  Rico  confiere  al  Gobierno  Supre- 
mo la  facultad  que  el  nuestro  da  al  Gobernador  General  de  la  Isla, 
para  señalar  el  dia  en  que  han  de  comenzarse  á  presentar  en  el  Re- 
gistro que  adquiera  un  pueblo  segregado  de  otro,  los  documentos 
relativos  á  fincas  situadas  en  el  mismo. — Esta  diferencia  tiene  la 
importancia  de  hacer  imposible  en  la  isla  hermana  la  duda  cuya 
resolución  nos  propusimos  en  el  numero  26  de  esta  obra,  y  es  un 
argumento  más  en  apoyo  de  la  opinión  que  allí  sentamos,  pues  si 
el  espíritu  de  la  Ley  debe  estudiarse  en  sus  antecedentes;  habiendo 
precedido  la  de  Puerto  Rico  á  la  nuestra,  se  sigue  que  en  ésta  lo 
único  que  se  procuró  fué  delegar  en  el-  Gobernador  General  una 
atribución  que  originariamente  reside  en  el  Gobierno  Supremo. 

70. — Suprime  además  el  Reglamento  de  Puerto  Rico,  ó  mejor 
dicho,  se  agregaron  en  el  nuestro  las  palabras,  ó  partido  rural,  que 
se  leen  inmediatamente  después  de  la  de  pueblo, 

71. — Se  habla  en  el  de  la  pequeña  Antijla  de  la  Gaceta  de  Ma- 
drid, además  de  los  periódicos  oficiales  de  la  isla,  á  que  se  refiere 
exclusivamente  el  nuestro. — Y  son  todas  las  diferencias  que  se  ob- 
servan en  este  artículo. 

Artículo  14,  y  siguientes  hasta  el  19. 

72. — Sólo  este  último  (i)  ofrece  una  diferencia  con  su  concordante 
del  nuestro.  El  Registrador  que  ha  de  hacerse  cargo  de  los  libros 
y  documentos  del  pueblo  segregado,  tiene  para  presentarse  á  re- 
cojerlos   seis  días  (en   vez  de   los  quince   que  le   da  el   nuestro)  á 

( I )  En  el  artículo  14,  tal  como  se  insertó  en  la  Gaceta  de  Madrid  se  lee,  un  'término 
municipal  en  vez  de  ///  término  municipal,  como  dice  el  14  del  nuestro.  Y  en  el  16,  tercer 
párrafo  se  advierte  la  adidon  Hipoteca)  ia,  al  sustantivo  Ley  que  usa  el  nuestro» 
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contar  desde  el  siguiente  al  en  que  haya  recibido  el  aviso.  Y  conpío 
nada  se  prescribe  respecto  de  próroga  para  el  caso  en  que  dicho 
término  no  le  baste,  sigúese  que  es  fatal,  é  imprescindible  el  que 
dentro  de  él  concurra  po^  sí  ó  por  medio  de  su  sustituto  ó  de 
algún  Oficial  del  Registro,  á  aquel  acto;  pues  en  caso  con- 
trario, el  Registrador  del  partido  desmembrado  procederá  á 
hacer  la  entrega  á  su  Delegado  respectivo,  y  éste  al  del  adquirente, 
parándole  al  Registrador  tardío  los  perjuicios  que  en  este  articulóse 
determinan.  La  razón  de  la  brevedad  del  término,  y  de  no  ser  pro- 
rogable,  ó  mas  bien  la  de  haberse  ampliado  para  nuestra  Isla,  puede 
consistir  en  que  se  haya  considerado  que  la  menor  área  de  la  de 
Puerto  Rico  hace  que  las  distancias  entre  los  respectivos  pueblos 
sean  también  menores  que  en  muchos  de  la  nuestra,  y  la  mayor 
densidad  de  su  población,  causa  de  que  las  comunicaciones  no  sean 
en  general  tan  difíciles. 

Artículo  20. 

73. — Se  refiere  al  70  del  mismo  Reglamento,  en  vez  del  72  que 
menciona  el  nuestro,  y  que  es  concordante  de  aquel. 

74. — Los  siguientes  hasta  el  24  no  ofrecen  diferencia  alguna  con 
los  que  llevan  igual  numeración  respectivamente  en  nuestro  Regla- 
mento, y  el  que  debia  tener  el  número  25  en  el  de  Puerto  Rico 
aparece  como  un  segundo  párrafo  del  artículo  24;  pero  como  el  que 
le  sigue  lleva  el  núm.  26,  es  claro  que  fué  aquella  una  omisión  de 
ibprenta,  que  se  subsanó  al  promulgar  el  nuestro. 


COSSIOERACIONES  GINERAIES  ACERCA  DEL  ARTICULO  i?  DE  NUESTRA  LEÍ- 

75. — Un  célebre  jurisconsulto  inglés,  Jeremías  Bentham,  discur- 
rió la  división  de  las  leyes  en  sustantivas  y  adjetivas.  Precioso 
don  de  la  inteligencia  es  el  de  establecer  distinciones,  porque 
ellas,  cuando  son  acertadas,  destruyen  la  confusión,  alejan  el 
error,  y  nos  entregan  el  dominio  completo  de  la  verdad.  Fe- 
licísima fué  la  idea  de  Bentham,  y  tuvo  un  éxito  merecido;  así 
como  lo  obtuvo  antes  que  él  el  eminente  Grocio,  al  clasificar  los 
deberes  en  perfectos  é  Í7nperfectos,  Si  esta  última  teoría  sirvió  para 
sentar  de  una  manera  sólida  y  completa  la  diferencia  entre  el  Dere- 
cho y  la  Moral,  la  división  imaginada  por  Bentham  dá  clarísima 
idea  de  lo  que  se  propone  demostrar.  Hay  denominaciones  que  por 
sí  mismas  definen,  y  la  del  célebre  doctor  inglés  es  una  de  ellas. 
Entre  la  ley  que   establece  y  declara  determinados  derechos,  y  la 
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que  provee  los  medios  de  convertirlos  en  verdades  prácticas,  media 
una  diferencia  que  solo  puede  apreciarse  con  toda  brevedad  y  exac- 
titud por  medio  de  las  dos  palabras  que  Bentham  tomó  del  lenguaje 
gramatical,  como  habian  tomado  los  Romanos  la  palabra  persona 
del  arte  escénico,  para  darle  carta  de  naturaleza  en  el  tecnicismo 
legal.  La  representación  es  exactísima.  Sustantivo^  ésto  es,  prin- 
cipal, separado,  independiente,  que.  subsiste  por  sí,  que  vive  de  ^ida 
propia.  Adjetivo  y  es  decir,  agregado,  accesorio,  dependiente,  que 
vive  de  ajena  vida. — En  efecto,  son  leyes  sustantivas  las  que  regulan 
los  derechos  de  las  personas  en  la  sociedad  civil:  las  que  establecen 
por  ejemplo,  los  que  asisten  al  propietario  sobre  la  cosa  que  le  per- 
tenece; sidjetivas,  las  que  asignan  las  reglas  que  deben  observarse 
cuando  despojado,  verbi  gracia,  de  su  propiedad,  acude  á  la  auto- 
ridad civil  para  que  disponga  que  le  sea  restituida.  El  primero  de 
esos  derechos  es  sustantivo^  porque  subsiste  por  sí,  porque  es  inhe- 
rente al  hombre,  porque  tiene  vida  propia,  puesto  que  no  depende 
de  otro;  el  segundo,  el  de  acudir  á  la  autoridad  en  ésta  ó  en  la  otra 
forma,  es  un  derecho  adjetivo^  porque  es  agregado,  accesorio,  y 
vive  con  vida  ajena,  puesto  que  no  existiría  sin  que  existiera  el  otro 
derecho,  del  que  viene  á  ser  una  consecuencia,  un  accidente,  un 
complemento. — Son,  pues,  leyes  sustantivas  las  civiles,  las  mercan- 
tiles, las  penales;  adjetivas,  las  de  procedimientos,  lo  mismo  en  el 
orden  civil  que  en  el  penal.  Pero  no  se  crea  por  eso  que  ambos 
términos  están  perfectamente  deslindados.  Muy  difícil  es  precisar 
los  límites  de  las  cosas,  y  á  veces  se  confunden  aquellos  términos, 
Sucede  aquí  lo  mismo  que  expresaba  la  Comisión  de  Códigos  al 
exponer  con  feliz  oportunidad  que  **No  siempre  es  fácil  fijar  hasta 
'*dónde  debe  llegar  la  Ley  y  dónde  debe  comenzar  el  Reglamento". 
— Pues  bien,  lo  mismo  pasa  con  la  naturaleza  sustantiva  y  adjetiva 
de  las  leyes.  Distingufr  es  fácil;,  deslindar,  casi  imposible.  Una 
misma  ley  puede  ser  adjetiva  en  parte,  y  en  parte  sustantiva;  y  ésto 
ocurre  con  la  Hipotecaria. — Por  eso  el  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia, defendiendo  el  proyecto  de  i86i,  de  una  de  las  censuras  que  le 
dirigió  el  Sr.  Luzuriaga,  al  pretender  que  la  Ley  Hipotecaria  debía 
empezar  por  las  hipotecas  y  continuar  por  las  inscripciones  en  vez 
del  método  inverso,  que  era  el  adoptado,  decia  en  el  Senado  (sesión 
del  22  de  Noviembre  de  1860:)  **Creo  que  la  hipoteca  es  una  idea 
adjetiva,  que  tiene  que  estar  adherida  á  otra  idea  sustantiva]  entien- 
do que  la  hipoteca  es  un  derecho  que  se  pega  á  algo,  y  ese  algo  es 
el  que  hay  que  buscar  primero.  La  hipoteca  es  una  afección  á  la 
propiedad:  hay,  pues,  necesidad  de  definir,  de  declarar,  de  asegurar, 
de  asentar  la  propiedad  sobre  bases  sólidas." — Y  deducía  que  era 
bueno  el  método  observado. 

76.^— El  artículo  i9  que  acabamos  de  examinar  es  completamente 
adjetivo.  Todo  lo  que  se  refiere  en  la  Ley  á  Registros  é  inscripcio- 
nes tiene  esa  naturaleza,  porque  el  derecho  á  la  inscripción  es 
necesariamente  un  accesorio  del  derecho  mismo  que  se  inscribe.  Y 
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los  Registros  no  existirían,  ni  seria  por  consiguiente  necesaria  la 
escrupulosa  organización  por  que  se  rigen,  si  no  existiesen  los  de- 
rechos cuya  subsistencia  y  garantía  se  procuran  por  medio  de  la 
inscripción, 

^^, — Uno  de  los  primeros  jurisconsultos  que,  recien  promulgada 
la  Ley  de  1861,  emitieron  juicio  acerca  de  ella,  dijo  que  la  Ley 
constaba  en  realidad  de  cuatro  partes:  lo  relativo  á  inscripciones,  á 
hipotecas,  al  Registro,  y  tránsito  del  antiguo  al  nuevo  sistema,  ó  cómo 
él  dijo,  liberación  de  las  hipotecas  legales.  Si  admitimos  esta  clasifi- 
cación, tendremos  la  parte  lluramente  sustantiva  de  la  Ley  reducida 
á  su  título  5?,  la  meramente  adjetiva  al  69,  y  en  lo  restante,  in- 
tercaladas disposiciones  de  una  y  otra  naturaleza.  Y  aún  en  el  título 
5?  es  adjetiva  la  parte  que  se  refiere  á  la  manera  de  constituir  las 
hipotecas  legales,  y  en  la  materia  de  inscripciones  son  sustantivas 
todas  las  disposiciones  que  se  proponen  determinar  los  derechos  de 
terceros.  Existe  pues,  la  diferencia  en  la  naturaleza  misma  de  los 
preceptos  legales,  pero  no  en  el  orden  material  de  los  artículos.  Así 
se.  vé  que  el  presente  es  en  su  totalidad  adjetivo,  pero  ya  el 
segundo  empieza  á  ofrecer  carácter  mixto,  y  con  corta  diferencia 
todos  los  de  este  título  se  le  asemejan  en  esa  ambigüedad. — Los 
títulos  6?  al  12  de  la  Ley  son  sin  disputa  complementarios  del 
artículo  I?  porque  si  éste  no  hace  mas  que  mencionar  el  Registro, 
aquellos  lo  explican  en  todos  sus  detalles,  y  si  no  los  estudiamos  ac- 
tualmente, como  acabamos  de  hacer  con  los  veinte  y  cinco  primeros 
artículos  del  Reglamento,  es  porque  no  queremos  trastornar  el  orden 
establecido  por  la  Ley. 

78. — Una  sola  cláusula  contenía  la  primitiva  de  186 1,  como  se 
habrá  observado  en  las  Concordancias,  y  se  encierran  en  ella  dos 
preceptos.  El  uno,  que  se  establezcan  los  Registros  en  las  cabezas 
de  partido  judicial,  el  otro,  que  estén  á  cargo  de  funcionarios  espe- 
ciales llamados  Registradores,  Son  dos  asuntos  tan  íntimamente 
ligados  que  responden  á  una  misma  idea. — En  efecto,  el  número  de 
Registros  podria  ser  mayor  ó  menor  que  el  de  los  partidos  judicia- 
les, y  ya  hemos  visto  (párrafo  2)  que  en  la  Península  se  comenzó 
la  reforma  hipotecaria  igualándolos,  y  se  ha  concluido  por  alterar 
esa' igualdad.  Entre  nosotros  se  comienza  ahora  del  mismo  modo: 
se  suprimen  Registros,  ó  como  se  llamaban  hasta  aquí,  anotadurías 
de  hipotecas;  se  establecen  otros  donde  antes  no  los  ha  habido,  es 
decir,  se  crean  unos,  se  cierran  otros,  para  obtener  la  igualdad  con 
los  partidos  judiciales,  que  se  han  tomado  por  base;  pero  como  la 
misma  Ley  prevé  y  regula  la  alteración  territorial  cuando  se  crea 
conveniente,  en  los  artículos  1 9  de  la  Ley  y  reglamentarios  que  lo 
completan;  quizás  á  vuelta  de  pocos  años  estemos  como  en  la  Pe- 
nínsula, ó  en  orden  inverso;  ésto  es,  con  mayor  ó  menor  número  de 
Registros  que  cabezas  de  partidos  judiciales. 

79. — Como  quiera  que  sea,  ésta  es  una  cuestión  secundaria.  En 
la  institución  del  Registrador  es  donde  está  viva  la  Reforma,   por 
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mas  que  esa  institución  pueda  envolver  también  la  resolución  del 
punto  relativo  al  numero  de  Registros.  La  naturaleza  que  la  nueva 
Ley  atribuye  al  cargo  de  Registrador  hace  necesaria  su  dependen* 
cia  inmediata  del  poder  judicial;  y  si  bien  esta  dependencia  ha 
inspirado  sin  duda  la  idea  de  acomodar  la  división  territorial  de  los 
Registros  á  la  de  los  partidos  judiciales,  tampoco  es  indispensable 
que  ésto  se  efectué  con  precisión  matemática.  Si  en  el  sistema  de 
la  Ley,  al  lado  de  cada  Registrador  debe  haber  un  Juez  delegado, 
bien  puede  serlo  el  municipal,  donde  no  lo  haya  de  primera  instan- 
cía.  No  se  crea  por  ésto  que  apetecemos  la  alteración,  muy  distantes 
nos  hayamos  por  ahora  de  semejante  deseo:  creemos  por  el  con- 
trario que  el  mejor  sistema  es  el  de  hacer  iguales,  como  sucede 
hoy,  las  dos  demarcaciones  territoriales;  pero  no  llevamos  esa 
opinión  hasta  confundir  lo  accesorio  con  lo  principal:  si  mañana  el 
desarrollo  material  de  un  pueblo  exige  que  se  le  provea  de  un 
Registro  de  la  propiedad,  ó  la  insuficiencia  de  sus  transacciones 
no  permite  sostener  el  que  se  le  haya  dado,  y  en  uno  u  otro  caso  no 
existe  igual  razón  para  alterar  la  división  judicial,  rómpase  en  buen 
íiora  la  armonía,  que  las  leyes  sólo  pueden  ser  buenas  en  cuanto  se 
acomoden  á  las  circunstancias  de  los  pueblos. 

8o. — Impugnando  la  Serna  en  su  comentario  al  artículo  1 9  de  la 
Ley  de  i86i,  la  opinión  emitida,  anteriormente  de  que  debería 
imitarse  el  ejemplo  del  reino  de  Wurtemberg,  estableciéndose  un 
Registro  en  cada  pueblo  y  poniéndolo  á  cargo  del  Ayuntamiento, 
alega  entre  otras  razones  que  eso  seria  colocarlos  **bajo  la  mano 
inmediata  de  la  Administración  activa",  escollo  que  tan  prudente- 
mente ha  tratado  de  evitar  la  Ley;  confiriéndole  por  el  contrario  la 
intervención  al  orden  judicial.  Probablemente  se  referia  la  Serna, 
aunque  no  lo  nombra,  al  jurisconsulto  D.  Telesforo  Gómez  Rodrí- 
guez, (i)  que  asentaba  esa  opinión  y  citaba  el  propio  ejemplo  de 
Wurtemberg,  á  que  alude  la  Serna.  Por  lo  demás,  opi  namos  con 
éste,  y  mas  cuando  el  sistema  reclamado  por  Gómez  Rodríguez  se 
ensayó  y  con  desgraciado  éxito,  entre  nosotros;  y  en  una  época 
en  que  por  cierto  no  se  exigían  á  los  Registradores  las  condiciones 
especialísimas  que  hoy  son  imprescindibles.  Para  que  dichos  fun- 
cionarios puedan  ejercer  con  tino  la  preciosa  facultad  que  les  con- 
cede el  artículo  26  de  nuestra  Ley;  ampliando  el  texto,  aunque 
no  el  espíritu,  del  que  lleva  el  numero  18  en  la  Reformada,  y  es 
copia  del  de  la  primitiva,  necesario  es  que  estén  especialmente  con- 
sagrados á  las  funciones  propias  de  su  cargo  (lo  que  no  seria  fácil 
obtener  si  dependiesen  del  Ayuntamiento);  necesario  también  el  que 
sean  Letrados,  y  aún  Letrados  expertos,  porque  como  dijo  muy  bien 
la  Comisión;  **Todos  los  que  lean  la  Ley  con  detención,  se  conven- 
'^cerán   de  que  necesita   tener  muchos   conocimientos  jurídicos   el 


(l)    Vér.se  el  cap.  12  de  sus  Obsen'acioní's  al pioyecto  de  Ley  líipotecaria^  pág.  52,  tomt 
iS  dé  U  Revista  General  de  Legislación  y  Jurisprudencia,  de  Madrid. 
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"Registrador,  puesto  que  está  llamado  á  resolver  graves  y  compH- 
"cadas  cuestiones  de  derecho.".  Esta  sola  circunstancia  justifica  la 
independencia  que  se  le  da  al  Registrador,  y  el  que  sólo  la  autori- 
dad judicial  inspeccione  sus  actos,  pudiéndose  recurrir  de  sus  califi- 
caciones al  Juez  de  primera  instancia  (Art.  Ty  del  Reg.)  y  nó 
al  Delegado,  que  podrá  serlo  un  Juez  municipal  (Art.  282  del 
Reg.);  y  sin  duda  lo  será  el  dia  en  que  se  altere  la  organización 
actual  de  los  Registros,  y  dejen  de  tener  el  mismo  territorio  que 
corresponda  al  partido  judicial. 

81. — Y  aquí  hemos  de  citar  la  Exposición  de  motivos  de  la  Ley 
de  1861,  á  la  que  tendremos  que  recurrir  con  frecuencia  en  el  cur- 
so de  esta  obra,  por  cuanto  ella  explica  la  razón  de  las  reformas  que 
hoy  se  dan  á  nuestro  país. 

82. — Bajo  el  epígrafe:  *Tueblos  en  que  deben  establecerse  los 
Registros",  se  expresaba  la  Comisión  de  Códigos  en  los  términos 
siguientes: — **Nada  hay  que  justifique  variar  respecto  á  los  pueblos 
'*en  que  han  de  establecerse  los  nuevos  Registr(>s,  lo  que  ya  de  an- 
"tiguo  se  halla  dispuesto.  Cuando  hace  mas  de  tres  siglo?  se  crearon 
'ios  oficios  de  hipotecas,  se  ordenó  que  los  hubiese  en  las  ciudades, 
**villas  ó  lugares  donde  hubiera  cabeza  de  jurisdiccion\  posterior- 
"mente  el  Sr.  D.  Carlos  III  fijó  mascl  antiguo  precepto,  mandando 
''que  se  establecieran  en  los  pueblos  cabezas  de  partido,  que  es  lo 
"que  se  viene  observando  hasta  nuestros  dias.  Parecerá  tal  vez  á 
"algunos  excesivo  el  número  de  Registros  de  Hipotecas,  y  querrían 
"en  su  lugar  que  existieran  sólo  en  las  capitales  de  provincia,  ó 
"quizás  que  se  limitaran  á  aquellas  en  que  se  hallan  establecidos  los 
'Tribunales  superiores.  La  conveniencia  de  reducir  el  número  de 
"Registros,  la  facilidad  de  vigilarlos  y  de  elegir  las  personas  mas 
"idóneas  para  su  desempeño,  son  los  argumentos  que  pueden  opo- 
"nerse  al  sistema  adoptado.  La  Comisión,  sin  embargo,  no  ha 
"dudado  en  desechar  toda  innovación  respecto  á  este  punto:  ha 
"creido  que  lo  que  principalmente  debe  tenerse  en  cuenta  es  la  fa- 
"cilidad  de  los  que  hayan  de  hacer  las  inscripciones.  Alejar  los 
"Registros  de  los  que  han  de  acudir  á  ellos,  equivale  frecuentemente, 
'*y  con  especialidad  cuando  es  corto  el  valor  de  la  finca,  á  hacerlos 
"inaccesibles. — No  por  esto  dejarán  de  estar  encomendados  á  per- 
"sonas  capaces  de  comprender  en  toda  su  extensión  los  deberes  que 
"la  Ley  les  impone,  ni  de  estar  bajo  una  vigilancia  continua  y  eficaz; 
**las  disposiciones  que  al  efecto  establece  el  proyecto,  satisfacen 
"cumplidamente  estas  necesidades." 

83. — Hemos  creido  no  deber  suprimir  ni  una  palabra  de  las  que 
consagró  la  Comisión  de  Códigos  al  artículo  1 9  de  la  Ley.  La  Ex- 
posición de  motivos  es  el  comentario  mas  autorizado  de  ésta,  por 
que  revela  las  tendencias  y  propósitos  de  los  que  fueron  sus  autores; 
y  como  una  de  las  reglas  de  la  interpretación  legal  consiste  en  pe- 
netrar la  mente  del  legislador,  sigúese  que  es  imprescindible  en  el 
estudio  de  la  Ley  Hipotecaria,  el  prestar  atención  á  ese  espíritu  que 
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los  propíos  legisladores  quisieron  revelarnos,  adoptando  un  sistema 
sin  precedentes  en  nuestra  legislación. 

84. — Expresa  en  el  párrafo  transcrito  la  Comisión  de  Códigos  la 
razón  que  movió  á  sus  dignos  miembros  para  establecer  un  Regis- 
tro en  cada  cabeza  de  partido  judicial.  Y  para  ello  expone  alguna 
opinión  contraria  que  pudiera  presentarse  y  las  razones  que  le  ser- 
virían de  apoyo,  concluyendo  por  manifestar  las  que  le  han  impul- 
sado en  el  sentido  de  lo  que  la  Ley  declara.  Algo  de  arbitraria  tiene 
sin  embargo  la  materia  de  división  territorial,  y  bien  lo  demuestran 
las  razones  de  que  usa  la  Comisión.  Según  ella,  se  adoptó  ese  sis- 
tema, porque  era  el  preestablecido,  y  no  encontraron  ra/,on  alguna 
que  les  moviese  á  alterarlo.  En  igualdad  de  circunstancias,  se  atu- 
vieron á  lo  antiguo;  ésto  es  lo  que  se  desprende  de  las  razones  que 
dan.  Dos  opiniones  indica  contrarias  al  sistema  adoptado,  la  de  que 
los  Registros  se  limitaran  á  las  capitales  de  provincia,  ó,  aún  mas 
circunscrita,  á  aquellas  donde  residiese  una  Audiencia.  Combate  las 
dos  con  solidez,  pero  al  prever  que  á  algunos  pareciera  excesivo  el 
numero  de  Registros,  pasó  en  silencio  el  extremo  contrario,  ésto  es, 
el  que  á  otros  les  pareciese  pequeño. — En  cuanto  al  punto  que  pre- 
vino la  Comisión,  la  experiencia  le  ha  sido  favorable;  pues  según 
hemos  visto  en  el  parr.  2  de  esta  obra,  hoy  son  mas  numerosos  en 
España  los  Registros  que  los  partidos  judiciales;  prueba  patente  dé 
que  no  hubo  exceso  en  los  primeros,  cuando  ha  sido  necesario  con- 
servar los  que  se  establecieron. 

85. — Por  lo  demás,  si  para  adoptar  la  división  expresada,  siguió 
la  Comisión  los  precedentes  legales  que  enumera,  no  por  eso  puede 
decirse  que  respetó  lo  existente.— La  Real  orden  de  28  de  junio  de 
1 86 1,  dictada  para  preparar  y  facilitar  el  planteamiento  de  la  Ley, 
que  al  fin  tuvo  lugar  en  1 9  de  Enero  de  1863;  esa  Real  orden,  deci- 
mos, suprimió  veinte  Anotadurías  de  hipotecas  que  se  hallaban  en 
pueblos  que  no  eran  cabezas  de  partido,  y  creó  Registros  en  nueve 
cabezas  de  partido  donde  no  habia  Anotarías.  Por  último,  se  le 
conservó  á  Ceuta  su  registro,  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  dicha  Real 
orden,  por  otra  de  22  de  febrero  de  1862,  accediendo  á  solicitud  dé 
aquel  Ayuntamiento.  Estas  creaciones  y  supresiones  fueron  sin  em- 
bargo inútiles,  pues  ya  hemos  visto  que  á  los  cuatro  años  de  regir 
la  Ley,  volvió  á  alterarse  la  igualdad  terrítorial  entre  Registros  y 
Juzgados. 

86. — La  reforma  de  la  Ley  en  la  nomenclatura  no  es  capríchosani 
arbitraria;  es  la  representación,  eí  signo  de  los  nuevos  principios  que 
se  introducen. — La  denominación  de  registradores^  en  lugar  de  la 
de  contadores,  tiene,  según  la  Serna,  una  significación  muy  intencio- 
nada: es  la  expresión  completa  de  que  el  registro  es  civil  y  no  fiscal, 
de  que  no  es  una  contaduría  sujeta  á  la  Administración  para  la  regu- 
larizacion  y  recaudación  de  los  impuestos,  sino  una  oficina  estable- 
cida para  la  garantía  de  la  propiedad  y  de  los  demás  derechos  en  la 
cosa.  En  efecto,  la  Comisión  fijó  detalladamente  las  condiciones  que 
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deben  reunir  los  funcionarios  llamados  Registradores,  que  establece 
la  Ley  por  su  artículo  primero;  lo  delicado  de  sus  funciones,  aten- 
dido el  objeto  del  Registro,  y  que  por  ésta  causa  se  les  ponia  BAJO 
U  DEPENDENCIA  EXCLUSIVA  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia; 
(i)  y  si  bien  el  pago  del  impuesto  á  que  están  sujetos  los  actos  ci- 
viles debe  preceder  á  la  inscripción,  los  Registros  vendrán  de  este 
modo,  (decia  la  Comisión),  á  auxiliar  la  acción  fiscal,  pero  sin  ser  ab- 
servidos  por  ella, — Por  lo  demás  esa  palabra  no  es  completamente 
nueva  entre  nosotros.  Además  de  usarse  en  alguna  de  las  leyes 
antiguas,  muy  recientemente  se  le  expidió  patente  oficial  en  nuestra 
isla,  y  pareqe  que  se  quiso  familiarizarnos  con  ella.  Registros  de  la 
propiedad,  se  dice  con  repetición  y  referencia  á  las  Contadurías  de 
Hipotecas  en  el  Reglamento  de  lo  de  Octubre  de  1870,  para  la 
imposición  y  exacción  del  derecho  sobre  traslaciones  de  dominio 
(Artículos  12,  13  y  26) 


(1)  Los  Registros  de  Cuba  y  Puerto  Rico  dependen  del  Negpciado  del  Registro  de  la 
propiedad  y  del  Notariado,  aue  á  su  vez  depende  del  Director  de  Gracia  y  Justicia,  Admi- 
nistracion  y  Fomento  del  Ministerio  de  Ultramar  (Artículo  280  de  nuestra  Ley;  392  y 
593  ^  uuestro  Reg.) 
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TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  2® 


En  los  Registros  expresados  en  «á  artículo  anterior  se  inscribirán: 

Primero.  Los  títulos  traslativos  ó  declarativos  del  dominio  de  los  inmue- 
bles ó  de  los  derechos  reales  impuestos  sobre  los  mismos. 

Segundo.  Los  títulos  en  que  se  constituyan,  reconozcan,  modifiquen  ó  ex- 
tingan, derechos  de  usufructo,  uso,  habitación,  enfitéusis,  hipotecas,  censos, 
servidumbres  y  otros  cualesquiera  reales. 

Tercero.  Los  actos  ó  contratos  en  cuya  virtud  se  adjudiquen  á  alguno 
bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  aunque  sea  con  la  obligación  de  trasmitir- 
los á  otro,  ó  de  invertir  su  importe  en  objetos  determinados. 

Cuarto.  Las  ejecutorias  en  que  se  declare  la  incapacidad  legal  para  admi- 
nistrar ó  la  presunción  de  muerte  de  personas  ausentes,  se  imponga  la  pena 
de  interdicción  ó  cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  de 
las  personas,  en  cuanto  á  la  libre  disposición  de  sus  bienes. 

Quinto.  Los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes  inmuebles  por  un  pe- 
ríodo que  exceda  de  seis  años,  ó  los  en  que  se  hayan  anticipado  las  rentas  de  tres 
ó  más  años,  ó  cuando,  sin  tener  ninguna  de  estaá  condiciones,  hubiere  conve- 
nio expreso  de  las  partes  para  que  se  inscriban. 

Sexto.  Los  títulos  de  adquisición  de  los  bienes  inmuebles  y  derechos  rea- 
les que  poseen  ó  administran  el  Estado  ó  las  Corporaciones  civiles  ó  eclesiás- 
ticas, con  sujeción  á  lo  establecido  en  las  leyes  ó  reglamentos. 


LEY  DE  1861. 

Artículo  2<' 

En  el  Registro  expre- 
sado en  el  artículo  ante- 
rior se  inscribirán; 

Primero.  Los  títulos 
traslativos  del  dominio  de 
los  inmuebles,  ó  de  los 
derechos  reales  impues- 
tos sobre  los  mismos.  |¡^ 

Segundo.  Los  títulos 
en  que  se  constituyan, 
reconozcan,  modifiquen  ó 
extingan  derechos  de  usu- 
fructo,   uso,   habitación, 


CONCORDANCIAS. 

Ley  Beformada  de  1869. 
ArHcu¿0  2^ 

En  /os  J^ej(isfros  expre- 
sados en  el  artículo  ante- 
rior se  inscribirán: 

Primero 

Segundo 


Ley  de  Fuerto-Bico. 
Artículo  2^ 


(Exactamente   igual  al 
de  la  nuestra.) 
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enfitéusis,  hipotecas,  cen- 
sos, servidumbres  ú  otros 
cualesquiera  reales. 

Tercero.  Los  actos  ó 
contratos  en  cuya  virtud 
se  adjudiquen  á  alguno 
bienes  inmuebles  ó  dere- 
chos reales  aunque  sea 
con  la  obligación  de  tras- 
mitirlos á  otro  ó  de  inver- 
tir su  importe  en  objetos 
determinados. 

Cuarto.  Las  ejecuto- 
rías en  que  se  declare  la 
incapacidad  legal  para 
administrar,  6  la  presun- 
ción de  muerte  de  perso- 
nas ausentes,  se  impon- 
ga la  pena  de  interdicción 
ó  cualquiera  otra  por  la 
que  se  modifique  la  capa- 
cidad civil  de  las  perso- 
nas, en  cuanto  á  la  libre 
disposición  de  sus  bienes. 

Quinto.  Los  contratos 
de  arrendamiento  de  bie- 
nes inmuebles  por  un  pe- 
riodo que  esceda  de  seis 
años. 

Sexto.  Los  contratos 
de  arrendamiento  de  bie- 
nes inmuebles  en  que  se 
hayan  anticipado  las  ren- 
tas de  tres  ó  más  años. 


Tercero. 


Cuarto. 


Quinto.  Los  contratos 
de  arrendamiento  de  bie- 
nes inmuebles  por  un  pe- 
riodo que  esceda  de  seis 
años,  ó  los  en  que  se  hayan 
anticipado  las  rentas  de 
tres  ó  másanos^  ¿cuando^ 
sin  tener  ninguna  de  es- 
tas condiciones  f  hubiere 
convenio  expreso  de  las 
paf  tes  para  que  se  inscri- 
ban. 

Sexto.  Los  títulos  de 
adquisición  de  los  bienes 
inmuebles  y  derechos  rea- 
les que  posean  ¿adminis- 
tren el  Estado  ó  las  cor- 
poraciones civiles  ó  ecle- 
siásticas y  con  sujeción  á  lo 
establecido  en  las  Leyes  y 
Reglamentos, 


87. — En  los  Registros  expresados  en  el  artículo  anterior  se  inscri- 
birány  dice  la  Ley,  y  pasa  á  enumerar  los  títulos  que  se  compren- 
den en  esa  declaración,  ésto  es,  los  que  han  de  inscribirse..  Ño  se 
crea  sin  embargo,  que  la  inscripción  es  obligatoria,  forzosa;  la  Ley 
no  ha  querido  hacer  violencia,  no  ha  querido  ir  contra  aquella  regla 
de  que  las  obligaciones  de  hacer  ó  de  no  hacer  no  son  directamente 
exigibles,  sino  que  se  resuelven  por  la  indemnización.  Contradicto- 
ria de  ella,  opuesta  á  su  espíritu  y  tendencia  seria  la  de  que' la  ins- 
cripción fuese  forzosa,  y  el  derecho  constituido  en  un  país  debe, 
guardar  enlace  armónico  entre  todas  sus  partes,  lógica  entre  sus 
principios,  por  que  de  otro  modo  resultaría  inconciliable  y  no  podrian 
decidirse  los  casos  no  previstos,  por  reglas  análogas.  La  Ley  se  ha 
contentado,  pues,  con  ofrecer  fuertes  estímulos,  grandes  ventajas  á 
la  inscripción,  molestias  y  hasta  cierto  punto  perjuicios  á  los  que  no 
inscriban;  medios  indirectos  y  á  la  vez  eficaces  de  obtener  dicho 
resultado;  y  medios  que  no  repugnan,  como  repugnaría  la  violencia;  . 
medios  conformes  con  la  naturaleza  de  las  leyes,  que  al  declarar  y 
conceder  derechos,  pueden  señalar  determinadas  condiciones  para 
obtenerlos. 
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88. — Aunque  la  Exposición  de  motivos  no  trata  en  concreto  la 
cuestión  en  que  al  presente  nos  ocupamos,  resuélvela  incidentalmen- 
te  al  describir,  los  efectos  de  la  falta  de  inscripción.  Dice  con  ese 
motivo  que  los  que  quieren  que  el  Registro  sea  un  verdadero  censo 
de  la  propiedad  inmueble,  optarían  por  la  nulidad  de  todo  acto  no 
inscrito;  pero  que  la  Comisión  no  lo  ha  declarado  así,  porque  opina 
que  el  verdadero  objeto  de  los  Registros  es  mejorar  las  condiciones 
de  esa  propiedad,  asegurar  el  crédito  territorial  y  poner  coto  ¿frau- 
dulentos engaños.  Y  que  considerar  al  Registro  como  un  censo  de 
la  riqueza  inmueble  es  dar  intervención  directa  en  ellos  á  la  Admi- 
nistración y  conduce  irremediablemente  á  desconocer  su  carácter 
social^  económico  y  civil,  y  á  sacrijicar  lo  principal  a  lo  accesorio, — 
Estas  palabras  de  la  Comisión  al  rechazar  la  ¡dea  de  que  se  decla- 
rase nulo  todo  título  que  no  se  hiciese  constar  en  el  Registro,  es 
aplicable  en  gran  parte  á  la  cuestión  de  la  inscripción  forzosa,  puesto 
que  ella  se  confunde  en  el  resultado  con  aquella  declaratoria.  El 
tener  por  nulo  el  título  no  inscrito  seria  hacer  obligatoria  la  inscrip- 
ción. La  Comisión  nos  ha  explicado,  pues,  aunque  indirectamente 
el  porqué  no  se  ha  declarado  la  inscripción  forzosa.  Porque  el  verda- 
dero objeto  del  Registro  es  sólo  tnejorar  las  condiciones  de  la  propie- 
dad inmueble,  asegurar  el  crédito  tetritorial  é  impedir  los  fraudes. 
Como  la  inscripción  forzosa  no  es  necesaria  para  alcanzar  esos  re- 
sultados, de  aquí  que  la  Ley  no  haya  querido  adoptarla. — Uaa  razón 
de  moralidad  determinó  además  el  que  la  Comisión  no  aceptase  la 
nulidad  del  título  no  inscrito;  y  fué  el  que  esa  declaratoria  daria  por 
resultado  hacer  '^de  condición  mejor  al  que  pidiese  la  nulidad  por 
dicha  circunstancia;  burlando  su  solemne  compromiso  y  faltando 
á  la  buena  fe  y  á  la  lealtad  que  en  vez  de  debilitar  debe  procurar  el 
legislador  fortalecer  en  cuanto  alcance." 

89. — Pero  se  han  empleado  en  cambio  medios  indirectos  de  al- 
canzar el  fin  de  que  todos  los  títulos  se  lleven  al  Registro.  La  Ley 
desea  que  así  se  haga,  pero  no  quiere  imponerlo. — El  precepto  de 
suspender  la  inscripción  mientras  no  se  haga  constar  en  el  Registro 
el  derecho  del  trasmiten  te  (Art.  28  de  la  Ley),  y  la  prohibición 
de  que  se  admita  el  título  no  registrado  siempre  que  con  él  se  trate 
de  perjudicar  á  tercero  (ArL  13  de  la  misma,)  son  medios  indirec- 
tos y  no  pocos  eficaces. 

90. — ^Va  que  la  inscripción  no  es  obligatoria,  pudo  la  .Ley  decla- 
rar sin  derecho  para  pedirla  al  que  no  la  solicitase  dentro  de  cierto 
término.  Pero  respetando  el  principio  de  la  libertad  individual,  ni  aun 
eso  ha  querido  hacer.  El  que  sea  moroso  en  la  inscripción  no  pierde 
por  ese  solo  hecho  la  facultad  de.  obtenerla  cuando  la  solicite;  todo 
el  perjuicio  que  puede  reportar  es  el  de  ser  postergado  al  que  por 
error  contratase  con  el  que  aparecía  dueño  en  el  Registro,  acerca  de 
la  misma  cosa  cuya  adquisición  se  haya  dejado  de  inscribir.  Como 
ésto  constituye  un  riesgo  muy  positivo  y  realizable,  es  medio  efica- 
císimo  para  que  se  apresure   á  verificar  la  inscripción   todo  el  que 
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adquiera  un  derecho. — A  ésto,  pues,  limitó  la  Ley  los  medios  de 
fomentar  las  írtscripciones,  como  quiera  que  ya  se  habia  ensayado 
también  el  sistema  de  fijar  un  término  para  ellas,  y  el  número  inde- 
finido de  prórogas,  con  que  según  hemos  referido  en  la  Reseña 
histórica,  se  fué  haciendo  ilusoria  aquella  disposición,  habia  dejado 
bien  demostrada  la  ineficacia  de  semejante  medida.  Las  leyes  deben 
inspirarse  e  i  los  hechos  que  la  experiencia  acredita,  y  no  dar  al  ol- 
vido lo  que  ella  ha  puesto  en  evidencia;  por  eso  no  reprodujo  la 
moderna  Ley  un  precepto  que  con  anterioridad  sólo  habia  contri- 
buido al  desprestigio  del  legislador,  introduciendo  una"  situación  de 
constante  infracción  legal. 

91. — Como  quiera  que  el  efecto  inmediato  de  la  inscripción  es  que 
los  actos  en  que  ella  recae  puedan  perjudicar  á  tercero,  tenemos 
aquí  el  estímulo  mas  fuerte  que  para  promover  el  cumplimiento  de 
dicho  requisito  es  susceptible  de  emplearse.  No  puede  decirse  que 
la  Ley  abandone  al  arbitrio  de  los  particulares  la  inscripción,  cuando  . 
estimula  su  interés  de  una  manera  tan  enérgica.  No  podemos  pres- 
cindir de  consignar  en  este  lugar  la  declaración  contenida  en  el  art. 
31  de  nuestra  Ley  (23  de  la  peninsular);  el  gran  principio  de  la  Ley 
Hipotecaria  es  (\{xq  el  título  no  .mscripto  no  perjudica  á  tercero. — 
Mucho  se  ha  discutido  acerca  del  orden  adoptado  por  la  Ley  para 
tratar  de  las  distintas  materias;  en  las  mismas  Cortes  fué  censurado 
con  dureza,  según  hemos  indicado  anteriormente  respecto  de  un 
caso;  (i)  cualquiera  que  sea  la  opinión  que  en  el  particular  preva- 
lezca, creemos  que  á  la  cabeza  de  la  Ley  debe  figurar  en  todo  estu- 
dio que  de  ella  se  haga,  el  gran  principio  que  le  dá  la  vida  y  domina 
todas  sus  disposiciones.  Nos  habla  el  presente  artículo  de  la  inscrip- 
ción de  títulos,  y  lo  primero  que  ocurre  averiguar  es  cuál  sea  la 
utilidad  de  la  inscripción  y  cuál  su  alcance.  Si  no  apareciera  desde 
el  prim.r  momento  esa  utilidad,  no  se  comprenderia  que  la  Ley 
se  muestre  escrupulosa  en  dictar  reglas,  ni  se  apreciarian  éstas  lo 
bastante.  La  Ley  es  un  conjunto  de  disposiciones,  que  guardan 
estrechísimo  enlace  y  armonía:  ninguno  de  sus  preceptos  puede 
considerarse  aisladamente:  de  aquí  las  continuas  referencias  de  los 
unos  á  los  otros;  cada  artículo  parte  de  lo  dispuesto  en  los  demás,  y 
ya  expresa,  ya  tácitamente,  lo  dá  por  establecido.  El  método  exegé- 
tico,  que*consiste  en  seguir  la  Ley  paso  tras  paso,  no  puede  prescindir 
de  anticipar  ideas,  para  hacer  inteligibles  y  claras  las  disposiciones 
de  aquella  con  la  oportuna  cita  de  las  que  les  son  análogas.  Lógica 
hay  pues,  en  exponer  la  utilidad,  el  fin  inmediato  de  la  inscripción, 
en  el  momento  mismo  de  comenzar  el  tratado  de  ésta. 

92. — «La  Cc»mis¡on  ha  sido  muy  explícita  en  este  punto,  según 
puede  verse  en  el  preámbulo  de  su  Exposición  de  motivos. — Res- 
pecto de  terceros,  los  derechos  reales  en  tanto  se  considerarán  cons- 
tituidos ó  traspasados,  en  cuanto  conste  su  inscripción  en  el  Registro, 


(i)  Véase  el  par.  75  de  esta  obra 
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quedando  entre  los  contrayentes,  cuando  no  se  haga  la  inscripción, 
subsistente  el  derecho  antiguo. — Es  decir,  que  los  títulos  no  inscrip- 
tos se  tendrán  por  no  otorgados  respecto  de  terceros,  y  en  cuanto  á 
los  contrayentes,  existirán;  pero  rigiéndose  por  el  derecho  antiguo, 
y  nó  por  la  nueva  Ley.  En  una  palabra,  la  Ley  Hipotecaria  sólo 
tiene  aplicación  á  los  actos  que  constan  en  el  Registro;  y  esta  apli- 
cación tiene  lugar  en  su  caso,  lo  mismo  respecto  de  terceros  que  de 
los  propios  contrayentes.  Los  actos  que  aparecen  del  Registro  caen 
de  lleno  y  en  todas  sus  consecuencias  dentro  de  la  Ley  Hipotecaria: 
los  que  no  consten  en  él,  no  existen  para  dicha  Ley,  ya  se  trate  del 
interés  de  las  partes  (i),  ya  del  de  cualquiera  otro. 

93. — En  tal  virtud,  para  que  las  disposiciones  de  la  Ley  que  nos 
ocupa  sean  aplicables,  y  modifiquen  ó  deroguen  las  antiguas,  es 
indispensable  la  concurrencia  de  dos  circunstancias,  á  las  que  hay 
que  atender  sobre  todo^  para  no  ser  inducidos  á  equivocación.  El 
campo  en  que  gira  la  Ley  Hipotecaria  es  vastísimo;  ella  afecta, 
como  hizo  observar  la  Comisión  de  Códigos,  á  casi  todas  las  ramas 
del  Derecho;  pero  no  les  afecta  en  todos  los  casos:  hay  una  limita- 
ción. La  Ley  Hipotecaria  es  un  Código,  y  aun  suele  denominársele 
así,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  extensión  que  abraza;  no  lo  es,  en 
todo  rigor,  porque  no  se  extiende  á  todos  los  casos.  Dicta  reglas 
acerca  de  casi  todo  lo  que  puede  ser  materia  de  un  Código  general, 
pero  la  propia  materia  legislada  queda  á  veces  fuera  de  su  acción. 
Para  conocer  en  qué  casos  tiene  aplicación  la  Ley  Hipotecaria,  y 
en  cuáles  otros  subsisten  las  leyes  que  encontró  vigentes,  hay  que 
examinar  dos  cosas;  primera,  si  el  acto  de  que  se  trata  se  refiere  á 
cosa  inmueble;  segunda,  si  ese  acto  se  ha  hecho  constar  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad.  La  falta  de  uno  cualquiera  de  dichos  re- 
quisitos hace  inaplicable  la  nueva  Ley;  porque  las  cosas  muebles  se 
hallan  fuera  de  su  órbita,  y  los  actos  que  afecten  á  las  inmuebles  solo 
le  pertenecen,  según  la  declaración  terminante  de  la  Comisión  de 
Códigos,  (2)  cuando  consten  en  el  Registro. 

(i)  Y  por  eso  creemos  que  incurrió  en  grave  err9r  el  ilustre  Pan  toja  cuando,  al  llamar 
la  atención  sobre  la  enmienda  del  antiguo  derecho  que  realizaba  la  Ley  Hipotecaria  por 
sus  artículos  10,  11,  36,  37  y  38  causa  3"?  (ó  sean  18,  19,  44,  45  y  46,  causa  también  ter- 
cera, respectivamente,  de  la  nuestra);  enmienda  que  se  efectuaba  en  realidad,  según  de- 
muestra, por  una  inexacta  interpretación  del  derecho  antiguo;  y  consistía  en  snjetar.de  allí 
en  adelante  (hablaba  Pan  toja  déla  Ley  de  1 861)  á  rescisión  la  venta  de  cosa  inmuebre 
con  aplazamiento  del  precio,  si  éste  no  se  pagíiba  al  cumplirse  el  término  fijado;  concluye 
aquel  jurisconsulto  con  la  distinción  siguiente.  En  su  concepto,  si  el  aplazamiento  consta 
en  la  inscripción,  procede  la  rescisión  contra  tercero  en  virtud  del  citado  artículo  38  C46  de 
la  nuestra);  y  si  no  consta,  sólo  habrá  lugar  á  la  rescisión  citando  la  finca  permanezca  en 
poder  del  deudor.  Aquí  el  error  de  Pantoja.  La  I^y  Hipotecaria  no  puede  hjaber  derogado 
la  Ley  antigua  sino  en  los  casos  á  que  se  extienda  su  acción;  y  si,  en  cuanto  álos  dere<dios 
nó  inscritos,  queda  entre  los  contrayentes  subsistente  el  derecho  antiguo^  según  declaró  la 
Comisión  en  su  citada  Exposición  de  los  motivos  de  la  Ley  de  1861,  claro  es  que  cuando 
el  aplazamiento  del  pago  no  se  haj-n  hecho  constar  en  la  inscripción,  la  Ley  Hipotecaria 
no  le  alcanza  ni  aún  respecto  de  los  contrayentes,  y  hay  que  atenerse  extrictamente  á  la 
legislación  anterior  á  ella. — Véase  la  opinión  de  Pantoja  á  que  nos  referimos  en  el  tomo 
30.  pág.  341  de  la  Revista  Gaiet al  de  Legislación  y  yurisprudencia^  de  Madrid. 

(2)  Téngase  entendido  que,  siempre  que  digamos  simplemente  la  Comisión  de  Códigos^ 
nos  referimos  á  la  que  formó  la  Ley  de  1861.  Cuando  tratemos  de  alguna  de  las  que  han 
intervenido  en  las  posteriores  reformas  ó  en  su  aplicación  á  Ultramar,  lo  diremos  expre- 
samente. 
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94- — ^Es  muy  importante  es»!  distinción,  porque,  según  tendremos 
ocasión  de  ver  más  adelante,  existen  ciertas  disposiciones  en  la  le- 
gislación anterior  á  la  Hipotecaria  que,  dictadas  en  términos  gene- 
rales, esto  es,  sin  hacer  diferencia  entre  la  cosa  mueble  y  la  inmue- 
ble, quedan  ahora  modificadas  en  cuanto  á  las  segundas  se  refiere, 
y  subsisten  en  todo  su  vigor  respecto  á  las  primeras. — Así  hallare- 
mos que  los  acreedores  por  trabajo  personal,  á  quienes  la  liltima  le- 
gislación prefería  sobre  todos  los  demás,  y  que  se  postergan  hoy  á 
los  hipotecarios  en  virtud  dé  lo  declarado  por  el  art.  32  de  ésta  Ley, 
conservan  su  preferencia  i9,  respecto  délos  bienes  muebles  del  deu- 
dor; 2?.  sobre  los  que  no  estén  comprendidos  en  la  hipoteca,  y 
3?,  aún  contra  los  hipotecarios  que  no  hayan  inscrito  su  derecho. — 
La  regla  es,  pues,  inflexible:  la  Ley  Hipotecaria  solo  comprende  en 
sus  disposiciones  á  la  cosa  inmueble:  solo  proteje  al  que,  contratando 
acerca  de  esta^  ha  tenido  cuidado  én  inscribir  su  derecho.  Todo  lo 
demás  continua  rigiéndose  por  la  legislación  anterior. 

95. — Comienza  la  Ley  á  enumerar  los  actos  que,  según  su  siste- 
ma, deben  inscribirse,  en  él  orden  siguiente: 

Primero,  Los  títulos  traslativos  ó  declarativos  del  dominio  de  los 
inmuebles  ó  denlos  derechos  reales  impuestos  sobre  los  mismos. 

Aquí  tenemos  que  examinar  varios  puntos.  Y  el  primero  que 
se  ocurre  es  la  indagación  de  lo  que -se  entiende  por  titulo, 

96. — El  Reglamento  define  esta  voz,  y  con  la  ventaja  práctica 
de  que  dá  la  definición  bajo  el  punto  de  vista  hipotecario^  esto  es, 
extrictamenté  dentro  del  sistema  de  la  nueva  Ley. 

97. — Se  entiende  por  título'  ^k^k  TODOS  LOS  EFECTOS  DÉLA 
INSCRIPCIÓN,  el  documento  público  y  fehaciente^  entre  vivos ^  ó  pof 
causa  de  muerte,  en  que  funde  su  derecho  sobre  el  inmueble  ó  derecho 
real  la  persona,  á  cuyo  favor  deba  hacerse  la  inscripción  misma,  (i.) 
—Este  artículo,  que  es  el  35  de  nuestro  Reglamento,  lleva  el  nú- 
mero 69  en  los  de  la  Peninsula,  lo  mismo  en  el  de  la  Ley  Reformada 
que  en  el  primitivo. 

98. — Resulta  de  los  términos  de  la  definición: 

i9  Que  ella  alcanza- á  todos  los  efectos  de  la  inscripción,  y  por 
tanto  á  casi  todos  los  de  la  Ley  Hipotecaria. 

2?  Que  aquí  no  se  ha  tratado  de  definir  el  título  en  el  sistema 
general  del  Derecho,  sino  solo  dentro  del  criterio  que,  en  conformi- 
dad con  su  propio  espíritu  y  alcance,  ha  debido  adoptar  la  Ley  Hi- 
potecaria. 

3?  Que  no  basta  para  los  efectos  de  la  inscripción  el  carácter  de 
pibHco  que  revista  el  título,    sino  que  además  ha  de  sttr  fehaciente, 

4?  Que  también  ha  ú^  fundar  su  derecho  en  el  mismo  la  pér*^ 
sona  á  cuyb  favor  hubiere  de  practicarse  la  inscripción. 


(1)    El  segundo  párrafo  de  este  artículo  se  refiere,  más  que  á  la  materia  que  estudia- 
1MS,  i  la  forma  déla  inscripción,  y  pora  eselugar  la  reservamos. 
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5^  Qi*€  se  comprenden  en  la  palabra  título,  lo  mismo  si  se 
otorgai:en  entre  vivos  que  cuando  se  hicieren  por  causa  de 
muerte. 

99.-— Cada  uno  de  estos  puntos  dá  lugar  á  consecuencias  prácti- 
ca^ que  es  necesario  explanar  y  desarrollar. 

100. — -Las  palabras,  se  entiende  por  título  para  todos  los  efectos  de 
la  inscripción^  significan  que  se  dá  aquí  de  una  vez  y  para  cuantas 
pueda  leerse  en  la  Ley  la  palabra  título,  la  acepción  en  que  ella  la 
toma.  Ya  hemas  explicado  que  la  aplicación  de  la  Ley  Hipotecaria 
está  determinada  por  la  inscripción  del  título.  Resulta,  pues,  que 
se  sienta  aqui  la  acepción  general  de  ese  vocablo  en  la  Ley.  En  el 
lenguaje  de  esta,  ///i¿¿?  es  el  documento  revestido  de  las  cualidades 
que, se  determinan  en  el  artículo  35  del  Reglamento.  No  puede,  sin 
embargo,  prescindir  la  ley  en  lo  absoluto  del  tecnicismo  que  hasta 
hoy  h^  estado  en  uso,  y  ya  veremos  que  en  los  artículos  69,  7?  en 
su  inciso  5?,  y  11,  emplea  la  frase  título  escrito,  lo  cual  indica  que  re- 
conoce la  existencia  de  otros  que  carecen  de  esa  cualidad;  pero  es- 
ta circunstancia,  muy  lejos  de  desmentir,  corrobora  la  regja  sentada 
anteriormente,  pues  en  los  expresados  artículos  6,  7  y  11,  se  trata 
de  los  títulos  que  existan  al  ponerse  en  vigor  la  nueva  Ley,  y  es 
consiguiente  que  admita  por  necesidad  respecto  de  ellos  la  nomen- 
clatura antigua. 

10 1. — La  frase, /¿zm  tocbs  los  efectos  de  la  inscripción,  i.  \?Lvex 
que  general,  es  restrictiva.  Declara  que  la  definición  se  extiende  á 
todos  los  efectos  de  la  inscrij^cion,  pero  al  propio  tiempo,  que  no  in- 
nova nada  fuera  de  la  Ley  Hüpotecaria.  La  Ley  es  aquí  consecuen- 
te con  su  sistema.  Para  .el  título  inscrito,  todas  sus  disposiciones;  el 
no  inscrito  ó  no  inscribible,  queda  fuera  de  su  acción. — Veamos, 
pues,  qué  es  lo  que  se  entiende  por  titulo  en  el  orden  general  del 
Derecho,  para  establecer  la  comparación  con  lo  declarado  por  la 
nueva  I-rcy,  y  oigamos  ante  todo  acerca  de  esta  materia  á  la  Comi- 
sión de  Códigos. 

102. — Habla  ella  en  su  preámbulo  de  que,  volviendo  al  antiguo 
principio  establecido  por  D.  Carlos  y  Doñajuana,  y  seguido  por  los 
Felipes  2?  y  5?,  y  D.  Carlos  3?,  sehabia  establecido  en  la  Ley  que 
"la  falta  de  inscripción  .solo  puede  alegarse  por  los  perjudicados  que 
no'han  sido  parte  en  el  contrata  que  dejó  de  inscribirse,"  y  continua 
de  este  modo: 

103. — '*Y  aquí  debe  con  franqueza  exponer  la  Comisión  el  gran 
"cambio  que  acerca  de  este  punto  introduce  el  proyecto  en  los  prin- 
"cipios  generales  del  derecho  actual.  Nuestras  Leyes,  siguiendo  á 
."las  romanas,  adoptaron  la  diferencia  entre  el  título  y  el  modo  de 
"adquirir,  y  establecieron  que  el  título  solo  produjera  acción  perso- 
"nal,  pero  que  la  propiedad  y  los  demás  derechos  en  la  cosa,  y  por 
"lo  tanto,  las  acciones  reales  que  se  dan  para  reivindicarlos,  sólana- 
"cierande  la  tradición,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  la  po.sesion  de  lasco- 
"sas  inmuebles."     Y   establece   después  el  principio  á  que   ya  nos 
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hemos  referido,  (i.) — Veamos,  pues,  qué  se  entendía  por  titulo^  con 
trapuestoá  modo  de  adquirir,  en  el  antiguo  derecho,  y  qué  deberá  se- 
guirse entendiendo  en  todos  los  casos  á  que  no  se  extiende  la  acción 
de  la  nueva  Ley.  Además  de  llevarnos  como  por  la  mano  á  tratar  de 
esta  materia,  las  palabras  de  la  Comisión  que  hemos  reproducido, 
todavía  es 'frecuente  en  el  Derecho  Li  nomenclatura  á  qué  acabamos 
de  aludir,  y  la  misma  Ley  cuyo*estudio  nos  hemos  propuesto,  pie- 
senta  gran  mí  mero  de  casos  en  que  expresamente  emplea  el  tecni- 
cismo romanol 

104. — Distinguían  los  romanos,  como  causas  necesarias  para  ad- 
quirir el.dominio  de  las  cosas,  el  Híulo  del  modo  de  adquirir,  y  solía 
decirse  que  era  necesaria  la  concurrencia  de  anchas  para  que  la  ad- 
quisición se  verificase,  aunque  eso -no  era  exacto  siempre.  Titulo 
llamaban  al  acto  ó  contrato  de  donde  se  derivaba  el'  derecho;  al 
que  venía  á  engendrar  ese  derecho,  como  la  compra-venta  &c. 
En  virtud  del  contrato,  se  adquiría  el  derecho  á  la  cosa,  ó  sea 
la  facultad  de  exigir  la  entrega  de  esta,  ó  la  prestación  del  servicio 
que  se  hubiera  convenido;  mas  para  ser  considerado  dueñc»  se  nece- 
sitaba uu  acto  externo,  físico,  por  ejemplo,  la  tradición,  ó  entrega 
de  la  cosa.  Una  vez  efectuada  esta,  el  que  la  recibía  tenía  derecho 
en  la  cosa,  esto  es,  la  facultad  de  reclamar  la  cosa  contra  cualquiera 
que  le  estorbase  el  uso  6  posesión  de  ella.  Del  contrato  sólo  nacía, 
pues,  el  derecho  á  la  cosa,  esto  es,  la  relación  exclusiva  de  persona  á 
persona;  el  vínculo  jurídico  que  ligaba  á  la  una  para  con  la  otra  al 
cumplimiento  de  la  obligación  contraída.  De  la  tradición  nacía  el 
derecho  en  la  cosa,  estoes,  la  relación  directa  de  la  persona  á  la  cosa, 
ó  sea  el  vínculo  jurídico  por  el  que,  considerándose  desde  ese  mo- 
mento la  cosa  como  perteneciente  á  aquella  persona,  les  imponía  á 
los  demás  la.  obligación  de  respetar  su  derecho. 

105. — Constituía,  pues,  el  título,  el  acto  de  donde  emanaba  el  de- 
recho; el  modo  de  adquirir,  como  lo  indica  la  misma  frase,  era  él  ac- 
to mismo  de  tomar  la  cosa,  acto  que  variaba,  que  ofrecía  distintas 
especies  6  ánodos  de  ejecución,  según  las  circunstancias  ó  naturaleza 
de  la  cosa. 

106. — Clasificábanse  los  modos  de  adquirir  en  dos  grupos,  según 
se  derivaban  del  derecho  natural  ó  del  derecho  civil.  Y  los  del  de- 
recho natural  se  distinguían  á  su  vez  según  consistiesen  en  un  he- 
cho propio,  ocupación;  en  un  producto  de  nuestra  cosa,  accesión)  6 
c»  ta  trasmisión  que  otro  nos  hiciera  de  lo  que  le  pertenecía,  tradi- 
eim.  Los  modos  de  adquirir  de  derecho  civil  se  subdividían  tam- 
bieH  en  singulares,  6  por  los  que  se  adquirían  cosas  determinadas, 
poíaK>  \2.  prescripción,  y  universales,  ó  sea  que  conferían  un  conjun- 
to de  cosas,  como  la  herencia. 

107. — La  ocupación  consiste  en  el  acto  de  apropiarnos  una  cosa 
que  carece  de  dueño;  de  aquellas  cosas  que  los    Romanos  llamaban 


iW    Par.  92  de  esta  obra. 
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nnUius,  de  nadie.  Comprende  varias  especies,  la  caza,  por  la  que 
nos  hacemos  dueños  de  ciertos  animales,  aunque  con  las  limitaciones 
.que  suele  establecer  el  .Gobierno-,  la  pesca  y  la  invención  ó  hallazgo, 
porque  invención  viene  de  inventio,  o  sea  el  acto  de  encontrar,^  de 
hallar  una  cosa. — Además  la  ocupación  bélica,  ó  sea  por  medio  de 
la  guerra,  todavía  en  uso,  pues  vemos  á  las  paciones  apropiarse  bar- 
cos y  plazas  enemigas,  y  no  restituirlas,  ni  aún  después  de  celebra- 
da' la  paz.  Pero  los  romanos  la  reconocían  como  un  modo  de  ad- 
quirir, no  solo  por  la  nación,  sino  por  los  soJdados,  que  individual- 
mente adquirían  la  propiedad  por  ese  medio,  en  \ártud  de  suponerse 
que  las  cosas  del  enemigo ^lo  eran  de  nadie,  por  cuanto  los  enemi- 
gos estaban  fuera  del  derecho. 

1 08. — La  invención  era  de  dos  clases,  según  recayese  en  cosas 
que  no  hubiesen  tenido  nunca  dueño,  ó  en  las  que  habian  dejado  de 
tenerlo;  por  ejemplo,  la  de  piedras  preciosas  arrojadas  por  las  aguas 
del  mar  á  las  orillas,  y  la  de  tesoros.  Aquellas  pertenecían  por  De- 
recho romano  al  primero  que  las  encontraba,  como  toda  cosa  que 
careciese  de  dueño,  y  respecto  al  tesoro,  (entendiéndose  por  tal  el 
depósito  antiguo  de  dinero  de  cuyo  dueño  no  hay  memoria),  habia 
una  Constitución  del  Emperador  Adriano  que  le  daba  la  propiedad 
al  descubridor  si  lo  hallaba  en  terreno  propio,  y  lo  distribuia  por 
partes  iguales  entre  él  y  el  propietario  del  terreno  (aunque  éste  fuese 
el  Estado)  si  se  había  hallado  casualmente  en  terreno  ageno,  no  con- 
cediéndole nada  cuando,  en  este  ultimo  caso,  hubiera  practicado  ex- 
cavaciones en  su  busca.  E^ta  disposición  fué  reproducida  por  la 
ley  48,  tit.  28,  P.  3?  y,  corroborada  por  la  de  9  de  Mayo  de  1835, 
se  halla  todavía  en  vigor»  La  disposición  de  conceder  al  primer  ocu- 
pante la  propiedad  de  los  projluctos  naturales  del  mar,  se  trasladó 
también  á  la  Ley  5?  tit.  28,  Part.  3?,  y  por  elart.  3?  déla  citada  ley 
.  de  9  de  Mayo  de  1835,  se  declaró  exceptuada  de  las  pertenencias 
del  Estado.  Por  tanto,  rigen  entre  nosotros  las  dos  referidas  dispo- 
siciones, aunque  el  modo  de  adquirir  llamado  ocupación,  se  ha  res- 
tringido considerablemente,  en  cuanto  á  los  particulares  se  refiere,  por 
la  ultima  ley  citada. 

109. — La  accesión,  modo  de  adquirir  mucho  más  pertinente  al 
objeto  que  nos  proponemos,  por  cuanto  es  susceptible  de  recaer  en 
cosa  inmueble,  es  la  nueva  adquisición  que  se  hace  por  medio  de 
una  cosa  propia.  Es  de  dos  modos:  ^ox  producción A^  la  misma  co- 
sa, ó  por  incorporación  en  ella.  La  primera  se  llama  accesión  discre- 
ta, la  segunda  accesión  continua. — La  etimología  puede  también,  en 
este  caso  servirnos  de  auxiliar. 

1 10. — Accesión  es  palabra  compuesta  de  otras  dos,  rt¿/,  preposición 
latina  que  indica  aproximación,  y  cedo,  verbo,  (cuyo  supino  cessum 
forma  el  sustantivo  cessio,  cesión)  que  significa /¿ar^r/«^^r,  retirarse. 
Accesión,  es,  pues,  lo  que  hace  lugar  á  otra  eosa,  lo  que' sigue  su 
condición,  y  de  aquí  que  se  haya  dado  ese  nombre  á  los  frutos  de 
una  cosa,  y  á  lo  que  en  ella  se  incorpora,    porque  siguen  su  suerte, 
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su  condición.  Discreta  viene  de  discertw^  distíngitir,  separar:  de 
aquí  d  que  se  llame  accesión  discreta  á  la  que  no  forma  un  mismo 
cuerpo  con  la  cosa  principal,  sino  que  se  aparta  de  ella,  cónK^ilos 
frutos;  (f)  y  continua  á  la  que,  por.  el  contrario,  viene  á  formar  par- 
te de  la  cosa  principal. — ^También  se  dividía  la  accesión  qxí  natttrul^ 
industrial  y  mixta,  según  se  efectuase  por  la  sola  acción  de  la  na^- 
turaleza,  como  el  aluvión;  por  la  industria  del  hombre.,  como  Izad^ 
junción^  ó  por  la  acción  combinada  de  una  y  otra,  como  Ic^  frutos 
que  provienen  del  cultivo. — A  esta  ultima  division-alude  la  Ley  Hi- 
potecaria ( Art.  138,  numl  segundo)  al  referirse  expfesameiite  á  la 
accesionjtatural. 

I II. — Otro  de  los  modos  de  adquirir  era  la  tradición,  ó  entrega 
de  la  cosa,  palabra  derivada  del  verbo  trado,  entregar.  Podia  .ser 
verdadera,  que  consistía  en  la  entrega  material  de  la  cosa,  ó  ficta, 
que  se  verificaba  ya  poniéndola  al  alcance  de  aquel  á  quien  se  que- 
ría entregar  (longa  manu)  ya  autorizándole  para  retener  como 
dueño  la  que  habia  recibido,  y.  gr.  como  préstamo  (brevi  manu); 
ya  traspasando  el  dominio  de  una  cosa  y  conservándola  material- 
mente en  nuestro  poder;  ésto  es,  comenzando  á  poseer  á  nombre  de 
©tm  lo  que  antes  se  tuvo  como  cosa  propia  (eonstitutum  posseso- 
rium),  ya  en  fin,  entregando  algún  objeto  material  en  representación 
de  la  cosa  misma,  como  las  llaves  de  un  edificio  por  el  edificio  mis- 
mo ( simbólica), — Pero,  como  advierte  Ortolan,  no  habia  mas  que 
«na  especie  de  tradición:  la  nomenclatura  se  refiere  á  las  distintas 
maneras  de  efectuarla,  según  la  naturaleza  de  la  cosa  ó  las  circuns- 
tancias de  ella. 

'112. — Dadas  estas  breves  nociones  de  los  principales  modos  de 
adquirir,  no  entraremos  á  detallarlos,  porque  muchos  de  ellos,  como 
que  solo  recaen  en  cosa  mueble^  nos  colocarían  fuera  de  la  materia 
<Ajeto  de  nuestro  estudio,  y  ni  aún  los  que  se  refieren  á  cosa  in- 
mueble hemos  de  explicarlos  con  toda  la  extensión  que  lo  haríamos 
en  UQ  tratado  de  Derecho  Civil,  llenando  el  objeto  de  esta  obra  las 
Kgeras  nociones  apuntadas,  y  que  explanaremos  cuando  lo  requiera 
el  texto  legal  que  seguimos  paso  á  paso. — Baste  decir  que  la  inno- 
vación causada  en  esta  materia  por  la  Ley  Hipotecaria  es,  según 
veremos  con  más  detención  al  exponer  su  artículo  31,  que  no  baste 
hoy  la  tradición  para  adquirir  el  dominio.  Co/no  la  esencia  de  éste 
C8  la  facultad  de  reclamar  contra  cualquier  poseedor,  y  mientras  no 
ifiscríba  so  título,  él  no  surte  efecto  contra  tercero,  puede  "decirse 
coit  toda  propiedad  que  hoy  para  udquirir  el  dominio  es  indis- 
pensable la  inscripción.  La  diferencia,  pues,  entre  la  acepción  de  la 
pakbra  título  en  el  sistema  antiguo,  y  la  de  la  misma  en  el  moder- 
aos consiste  en  que,  con  arreglo  al  primero,  significaba  el  contrato 
ttómo  de  donde  nacía  A  derecho  (prescindiendo  de  que  se  hubiese 

(l>  Y  de  aquí  viene  también  el  llamar  discreto  al  sujeto  que  sabe  disceimir,  ó  distín- 
fkt  unas  cosas  de  otras. 
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Ó  no  escrito,  pues  muchas  veces  no  tenia  esa  forma),  y  con  sujeción 
al  segundo,  es  la  escritura  i5  otro  documento  público  en  qu^  se  con- 
signa el  acto  ó  contrato. 

w^,--^ Público  y  fehaciente,  dice  el  Reglamento  que  debe  ser  el 
documento  para  que  pueda  cjnsiderársele  títtilo  á  los  efectos  de  la 
inscripción.  En  cuanto  á  lo  de  público  se  refiere  á  las  tres  clases 
que  se  determinan  en  eFartículó  3?  de  la  Ley,  y  que  son! 

1?- — L,2l  escritura  pública.  Llámase  así  la  otorgada  ante  Notario 
público  y  se  comprenden  bajo  esa  denominación  lo  mismo  la  escritura 
matriz  que  las  copias  de  ésta.  (Reglamenta  del  Notariado,  arto?,  j 

2? — Las  ejecutorias.  En  la  exposición  del  caso  4?,  artíci^lo  2?  de 
la  Ley  las  examinaremos  con  la  debida  detención. 

3? — El  documento  auténtico,  que,  .según  se  define  en  el  art  36  del 
Reglamento,  y  con  vista  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  48,  párrafo 
inicial,  49  y  53  del  mismo,  es  el  expedido  por  funcionario  investido 
de  autoridad  pública,  6  por  lo  menos  de  facultad  para  certificar. — 
Viene  así  á  corroborarse  la  división  establecida  virtualmente  en  la 
ley  TÍ,  tit.  18,  P.  3?,  y  aclarada  por  Gregorio  López  en  la  glosa  í? 
á  dicha  ley. 

114. — ^Segun  asienta  el  comentador  citado,  se  dbtinguen  por  la 
expresada  ley  de  Partidas  tres  clases  de  instrumentos:  el  autentico, 
t\  público  Y  t\  privado.  Auténtico  se  decia  por  la  imposición  del 
sello  del  Rey,  ó  del  Arzobispo  ú  Obispo,  Cabildo,  Conde  ó  Rico  orne 
que  aya  Seña,  6  Concejo  (Ley  1 14,  id.  id.);  es  decir,  de  todo  el  que 
ejerce  alta  autoridad,  ya  propia,  ya  delegada.  Era  pues,  esencial  en 
el  instrumento  auténtico  la  imposición  del  sello,  signo  de  la  Auto- 
ridad que  lo  expedía;  y  del  sello  recibía  el  documento  su  auten- 
ticidad. Este  es  el  sentido  genuino  de  la  palabra,  y  que  conserva 
todavía  en  el  segundo  ejemplo  que  en  dicha  glosa  presenta  López; 
ésto  es,  el  del  documento  expedido  por  un  funcionario  sobre  materia 
perteneciente  al  cargo  que  ejerce /í7r  autoridad  pública.  Yá  aquí  no 
se  toma  en  cuenta  el  misnio  funcionario  que  directamente  otorga 
el  instrumento,  sino  la  parte  de  autoridad  pública  que  le  ha  sido 
delegada,  y  de  la  que  recibe  dicho  instrumento  el  carácter  y  deno- 
minación de  auténtico. — Este  sentido  es  el  que  se  usa  hoy  en  los 
referidos  artículos  de  nuestro  Reglamfento.-En  tercer  lugar  propone 
Gregorio  Lopéz  como  escritura  auténtica,  la  que  se  saca  de  un  ar- 
chivo público,  cuando  se  halla  constituido  por  autoridad  pública;  en 
cuyo  caso  es  evidente  que  se  conserva  también  la  propia  idea  que 
ya  hemos  ^.xpuesto.  Por  último,  señala  López  como  postrera,  espe- 
cie de  documentos  auténticos,  aquellos  qué  se  apoyan  en  la  obser- 
vancia en  que  por  largo  tiempo  han  estado,  ó  en  las  castumbres  del 
lugar.  Y  aunque  en  este  ejemplo  se  usa  ya  la  palabra  fuera  de  la 
acepción  referida,  no  es  difícil  advertir  <^e  en  ella  se  le  conserva, 
aunque  en  lenguage  figurado,  el  mismo  carácter  distintivo  de  auto- 
ridad, por  la  que  tienen  adquirida  los  documentos  que  se  hallan  en 
tales  casos. 
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115, — í^s  pues»- la  autoridad  publica  ¡n§e;parablé  del  carácter  au-. 
téntico  que  revista  un  documento;  y  para  que .  resahe  esta  circuns- 
tancia con  más  claridad  aún,  concluye  su  enumeración  Gregorio 
López  diciendo,  que  se  llaman  instrumentos//í¿//r¿?jlos  que  se  hacen 
por  mano  de  Notario  (tabellio);  y  que  son  /riW¿i^^  a,quellos  que  no 
son  auténticos,  ni  piiblicoSy  sino  escritos  por  un  particular»  por  quien 
no  desempeña^ ningún  oficio  publico  ( .  .nxqiie  ^unt  aiUhentica,  ñe- 
que fublu:a,  quasi  á  privato,  et  íwn  habe?tt€  officium  publicum  cons- 
cripta. )^Y  por  último,  la  propia  Ley  establece  la  distinción  con  las 
siguientes  palabras  que  comj)onen  su  final:  **E  &y  otra  Escriptura, 
que  llamun  Instrumento  publico,  qu*  es  fecho  por  mano  de  Escri- 
bano público  de  Concejo." 

1 1 6. — De  esas  tres  especies  de  documentos  que  se  refieren  en  U 
ley  citada  de  Partidas,  9ÓI9  dos  debeh  ser  objeto  del  presente  tra-. 
bajo.  Nos  estamos  ocupando  del  título  bajo  el  punto  de  vista  de  la 
inscripción,  y  en  ella  se  trata  sólo  de  los  documentos  públicos^  {x) 
Esta  es  denominación  genérica,  que  abraza,  como  vahemos  visto,  y 
para  los  efectos  de  la  Ley  Hipotecaria,  tres  especies;  las  escrituras 
publicas,  expresión  que  nada  tiene  hoy  de  ambigua,  según  la  defi- 
nición ya  reproducida  del  art  6^  del  Reglamento  para  la  aplicación 
de  la  Ley  del  Notariado,  y  concordante  de  la  del  17  de  esta;  los 
AocwrciQtítos  judiciales,  en  que  se  hallen  conúgmádiS  ejecutoria^  (2) 
y  por  último  los  documentos  auténticos,  en  los  que  se  comprenden 
también  algunos  de  \os  judiciales,  según  resulta  claramente  delconr 
texto  de  los  art.  3?  de  la  Ley  y  36  del  Reglamento. 

117. — Resulta,  pues,  que  el  documento  auténtico,  en  el.lenguage 
de  la  Ley,  es  una  clase  especial  del  documento  público,  voz  gené- 
rica según  ios  términos  de  la  definición  que  para  todos  los  efectos  de 
la  inscripción,  formula  el  artículo  35  reglamentario,  y  qn  la  que  es 
forzoso  considerar  comprendidas  las  tres  clases  que  enumera  el  3? 
de  la  Ley,  puesto  que,  refiriéndose  Cambien  &te  á  la  inscripción,  no 
puede  dejar  de  contenerse  en  aquella  regla. — Resulta  de  aqui  una 
diferencia' notable  entre  la  expresión  documento  público  por  el  dere- 
cho antiguo,  y  la  acepción  de  la  misma  en  la  moderna  Ley. 

118. — Según  la  citada  i?,  tit.  18,  P.  3?  el  instrumento /¿¿/¿ó?  era 
distinto  del  auténtico,  como  aparece  de  las  palabras  de  Gregorio 
LopeZj  que  después  de  enumerar  las  distintas  especies  de  aquel,  dice: 
"í?//«ip  ifllia)  instrumentos  se  dicen  públicos,  y  son  hechos  por-mano 

de  notario" ... etc.,  y  al  definir  después  el  instrumento  privado, 

empieza  diciendo:  '*el  que  no  es  auténtico  ni  público,''  lo  que  viene 
á  corroborar  la  distinción  anterior  entre  uno  y  otro. — Escrich,  des- 
poes  de  impugnar  la  opinión  de  Febrero,  reducida  á  expresar  que 
el  documento  auténtico  es  el  <3xpedido  por  funcionario  público  sobre 

{%)  'Más  adelante  veremos  que  en  \s&. anotaciones  preuctt^vas  se  admite  i  veces  el  do- 
omento  privado. 

(i)  Tambiei;!  veremos  en  las  anotaciones  '^^reventiims,  que  se  practican  éstas  por  medio 
^wtandamientes  Judiciales  que  no  son  ejecutorías. 
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un  hecho  suyo  privativo,  y  publico  el  que  se  otorga  ante  escribano, 
dando  así  á  comprender  que  el  auténtico  no  tenia  ó  podia  no  tener 
carácter  publico,  Escrich,  pues,  pasa  á  establecer  las  diferencias 
entre  el  documento  público  ó  auténtico^  y  el  privado.  Como  ésto 
parece  que  supone  identidad  entre  los  dos  primeros,  no  podemos 
convenir  con  su  opinión,  por  cuanto  no  se  ajusta  á  la  diferencia  cla- 
ramente establecida  por  Gregorio  López,  y  en  cuya  autoridad  se 
apoya  aquel  paraimpugnará  Febrero.  S^al  instrumento  simplemente 
publico,  6  sea  al  otorgado  ante  Notario,  se  le  ha  solido  denominar 
auténtico^  es  empleando  esa  voz  fuera  ya  de  su  acepción  jurídica. 
Auténtico  suele  usarse,  en  contraposición  de  apócrifo,  para  significar 
lo  que  lleva  el  sello  de  la  verdad;  y  en  este  sentido  está  bien  aplica- 
do á  una  escritura  que  no  sea  falsa  6  supuesta.  En  ese  propio  sen- 
tido suele  decirse  firma  auténtica.  Confúndese  esta  acepción  con  la 
líltima  de  las  que  cita  Gregorio  López,  y  que  dejamos  referida  en 
el  párrafo  114. 

119. — Pero  no  es  esa  la  acepción  legal,  que  debe  preservarse  con 
escrupulorso  Cuidado  por  los  tratadistas  del  Derecho.  Ya  que  no  pue- 
da evitarse  el  que  haya  voces  que  tengan  dos  acepciones,  una  técnica 
y  otra  general,  ni  que  ésto  suceda,  ya  por  falta  de  riqueza  en  el 
idioma,  ya  porque  convenga  conservar  la  identidad  á  fin  de  retener 
másdfácilmente  una  acepción  por  su  semejanza  con  la  otra;  necesario 
sin  embargo,  es  prevenir  la  forzosa  ambigüedad  que  de  ahí  resulta, 
usando  en  los  tratados  de  la  Ley  sólo  la  acepción  técnica,  ó  haciendo 
expresa  aclaración  en  el  caso  de  que  el  empleo  de  la  otra  llegue  á 
ser  indispensable.  Partiendo,  pues,  de  ese  principio,  continuemos 
explanando  nuestras  ideas. 

120. — En  la  nomenclatura  antigua,  eran  términos  distintos  y  se- 
parados los  documentos  públicos  y  los  auténticos.  En  la  de  la  nueva 
Ley,  público  es  término  genérico;  y  auténtico  constituye  una  sola 
de  sus  especies.  Hay  más  propiedad,  mayor  exactitud  en  la  última; 
porque  si  en  algunos  casos  puede  el  documento  auténtico  no'ser 
público,  ese  hecha  no  constituye  regla,  sino  excepción.  Además  de 
que  la  publicidad,  en  mayor  ó  menor  grado,  es  por  su  naturaleza 
propia  de  lo  que '  se  relacior^a  con  funciones  públicas,  puede 
decirse  que  todo  documento  auténtico  está  por  su  propia  naturaleza 
destinado  á  ver  la  luz  en  un  período  mas  ó  menos  prolongado. 

121  — Expuesto  ya  lo  que  debe  entenderse  por  documento  pú- 
blico, veamos  ahora  el  segundo  requisito  del  artículo  que  examina- 
mos, ésto  es,  la  circunstancia  de  fehaciente^  que  ha  de  unirse  á  la  de 
pública 

122. — Y ox  fehaciente  se  significa  que  el  título  ha  de  ser  de  los  que 
con  arreglo  á  derecho  constituyen  prueba,  ó  sea,  que  baste  para 
probar  el  derecho  objeto  de  la  inscripción. — Cuando,  al  exponer  el 
artículo  26  de  la  Ley,  nos  ocupemos  en  el  examen  de  las  circuns- 
tancias que  han  de  tener  presentes  los  Registradores  para  la  califi- 
cación de  los  títulos,   aparecerá  con  toda  claridad  la  doctrina  que 
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acabamos  de  indicar,  y  que  no  podríamos  desarrollar  aquí  sin  ex- 
ponernos á  traer.fuera  de  tiempo  mucho  de  lo  que  allí  hemos  de 
tratar,  y  que  tiene  íntimo  y  necesario  enlace  con  la  materia  del  pre- 
sente artículo.' — Nos  contentaremos,  pues,  en  este  lugar  con  repro- 
ducir lo  declarado  en  Resoluciones  de  30  de  Diciembre  de  1874  y 
15  de  Junio  de  1875. 

123. — **La  escritura  dé  descripción  de  bienes  no  es  con  arreglo  á 
lasi»eyes  y  4  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  el  documento  feha- 
ciente necesario  para  acreditar  el  dominio  de  los  inmuebles,  porque 
la  simple  manifestación  hecha  fuera  de  juicio  y  en  provecho  propio 
nunca  ha  constituido  prueba/' — Y  la  primera  deias  citadas  Reso- 
luciones, la  de  30  de  Diciembre  de  1074  apoya  uno  de  sus  conside- 
randos en  la  declaración  formulada  en  la  Exposición  de  Motivos  que 
precede  á  la  Ley  de  1861,  relativa  á  que  "el  Registro  debe  conté- 
"ner  las  obligaciones  que  produzcan  derechos  reales,  cu>^s  títulos 
'*tengan  valor  jurídico;  no  aquellos  á  que  las  L^es  niegan  fuerza 
*'coactiva."-Ambas  declaraciones  sirven  para  determinar  elvalof  de 
la  palabra /^/r^a>«/^/  y  el  porqué  la  Ley  no  se  conformó  con  la  de 
publico;  pues  si  todo  contrato  hecho  ante  Notario  ó  ciertos  funcio- 
narios tiene  esa  cualidad,  ella  no  basta  para  constituir  prueba  de  los 
hechos  que  con  aquel  puedan  relacionarse.  Las  resoluciones  citadas 
encierran,  por  tanto,  una  doble  enseñanza,  en  el  caso  que  resud^ven 
y  en  la  regla  que  formulan.  Fehaciente ^^^s,  pues,  el  título  que  ^ede 
servir  de  prueba;  el  que,  con  arreglo  á  las  leyes  vigentes,  puede 
utilizarse  como  medio  probatorio  del  derecho  que  se  pretende  ins- 
cribir. * 

124. — Las  palabras  entre  vivos  ó  por  causa  de  muerte  vienen  i, 
hacer  figurar  el  testamento  como  uno  de  los  títulos  sujetos  á  la  ins- 
cripción. No  todas  las  opiniones  están  acordes  acerca  de  la  conve- 
nienda  del  precepto.  Ha  habido  quien  sostenga  que  los  títulos  de 
sucesión  universal  no  deberían  llevarse  al  Registro,  y  aún  existen 
Cédigos  qué  resueltamente  niegan  su  admisión.  No.  deben  sin  em- 
bargo excluirle,  porque  aunque  se  quiera  alegar  la  ficción  de  la  Ley  ' 
de  que  la  persona  jurídica  del  difunto  continúa  en  el  heredero,  para 
deducir  de  ahí  que,  no  siendo  necesaria  la  posesión  para  que  la  tras- 
misión se  verifique,  no  hay  acto  atguno  externo  que  llevar  al  Re- 
gistro, en  semejante  argumentación  hay,  á  la  vez  que  un  sofisma, 
oa  resultado  práctico  que  tiende  á  cercenar  el  Registro;  y  á  hacerlo 
deficiente.  Verdad  que  para  adquirir  por  título  hereditario  no  se 
requiere  acto  alguno  externo,  porque  la  trasmisión  se  efectúa  por 
ministerio  de  la  Ley,  pero  ésto  no  impide  el  que  á  veces  exista  el 
acto  extemo,  ya  por  la  promoción  y  sustanciacion  completa  de  un 
juicio  sucesorio;  ya  porque,  habiendo  varios  herederos,  sea  necesario 
practicar  la  división  que  determine  hasta  qué  punto  sucede  cada  uno 
de  ellos  en  los  derechos  y  en  las  obligaciones  del  finado;  ya  porque, 
pudiéndose  renunciar  la  herencia,  es  necesario  que  de  algún  modo 
conste  á  los  demás  la  aceptación;    y  por  último,  porque  habría  de 
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dejarse  un  vacío  notable  en  el  Registro  si  no  se  consignaran  en  él 
las  adquisiciones  mortis  causa.  El  importante  Real  Decreto  de  23 
de  Mayo  de  1845  ^^  ^  Península,  base  allí  del  nuevo  sistema  hipo- 
tecario, y  el  Reglamento  de  10  de  Octubre  de  1870  entre  nosotros, 
son  los  precedentes  legales  que,  prescribiendo  lo  mismo  que  ahora 
se  dispone  efi  la  Ley  Hipotecaria,  vinieron  á  convertir  los  antiguos 
oficios  de  hipotecas  en  verdaderos  Registros  de  la  propiedad  inmueble. 

125. — Por  ultimo,  las  palabras;  en  que  fuiíde  su  derecho  sobre  el 
inmueble  ó  derecho  real,  sirven  de  complemento  á  la  idea  que  se 
viene  desarrollando- en  el  citado  artículo  35  de  nuestro  Reglamento, 
Todo  instrumento,  ya  entre  vivv)s,  ya  por  causa  de  muerte,  es  ins- 
cribible; basta  que  en  él  se  funde  el  derecho  que  haya  de  sujetarse 
á  la  inscripción.  El  artículo  reglamentario  es  el  resumen  del  artículo 
2?  de  la  Ley  y  bajo  ese  punto  de  vista  hubiéramos  podido  colocarle 
después  del  estudio  de  éste;  si  hemos  hecho  que  le  preceda,  es  por- 
que en  él  se  define  lo  que  es  título. 

126. — Sigue  diciendo  la  Ley:  *Íos  títulos  traslativos  ó  declarativos 
del  dominio." — La  palabra  declarativos  no  se  hallaba  en  la  Ley  pe- 
ninsular, fué  adición  introducida  en  la  de  Puerto  Rico  y  trasladada 
á  la  nuestra.  Examinémosla. 

127. — Nosotros  creemos  que  ese  vocablo  hacia  tanta  falta  en  el 
lugar  donde  se  le  ha  colocado,  que  no  comprendemos  su  omisión 
en  fa  Ley  peninsular.  No  es  lo  mismo  trasladad  que  declarar;  se 
traslada  el  dominio  que  está  en  alguien;  ó  sea,  el  que  existia  con 
anterioridad;  se  declara,  el  que  comienza  á  existir. 

128. — ^Título  traslativo  s<:rs.,  por  ejempl<5,  el  de  una  finca  que 
compramos.  Declarativo,  aquel  en  que  hagamos  constar  la  propie- 
dad sobre  el  edificio  que  por  nuestra  orden  y  á  nuestras  expensas 
ha  sido  levantado.  Y  también  aquel  que  sirva  para  probar  que  he- 
mos adquirido  una  propiedad  ^ov  prescripción. -^Y^n  la  nomenclatura 
roñíana  no  se  usó  la  expresión,  titulo  declarativo,  pero  es  porque 
ellos  no  daban  á  la  voz  título  la  acepción  que  le  dá  la  nueva  Ley. 
Y  si  por  regla  general  y  según  la  teoría  que  ya  explicamos,  (i)  para 
adquirir  el  dominio  eran  indispensables  el  título  y  el  modo  de  ad- 
quirir, habia  no  obstante  excepciones  de  esta  regla.  Así  en  el  edi- 
ficio que  se  levantaba  en  suelo  propio  rto  intervenía  el  título,  habia 
sólo  modo  de  adquirir,  que  era  en  este  caso  una  de  las  especies  de 
la  accesión  industrial,  y  tomaba  el  nombre  especial  de  edificación. 
Así  también,  en  el  acto  de  adquirir  alguna  cosa  por  la  usucapión 
ó  prescripción,  no  intervenía  título  (aunque  en  la  prescripción  ordi- 
naria era  indispensable  haber  entrado  en  la  cosa  cort  un  título  justo) 
sino  el  modo  de  adquirir,  singular  y  de  derecho  civil,  que  se  llamaba 
así.  En  el  sistema  de  la  Ley,  era  natural  la  distinción,  y  si  no  la 
vemos  observada  en  la  Península  es  ó  porque  se  consideró  que  todo 
título  es  bajo  cierto  punto  de  vista  traslativo,  ó  porque  es  ley  déla 


(i)  Par.  104  de  la  obra. 
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naturaleza  el  que  las  leyes  han  de  ser.  tanto  más  defectuosas  cuanto 
mas  cerca  estén  de  la  época  en  que  se  formaron.  Pero,  sea  ó  no 
indispensable  la  palabra  declarativos,  puédanse  ó  no  comprender 
(aunque  con  alguna  violencia)  en  la  voz  traslativos  losdiversos  casos, 
es  indudable  que  el  término  adicionado  en  la  nuestra  hace  más  clara 
y  precisa  la  redacción  de  la  Ley,  y  nos  eyita  algunos  rodeos  y  ca- 
vilaciones que  en  el  texto  de  la  peninsular  es  forzoso  se  presenten, 
para  la  inclusión  de  ciertos  títulos  que  indudablemente  se  contienen 
en  el  precepto  general.  Así  por  ejemplo,  la  sentencia  que  recaiga  en 
un  pleito  de  propiedad,  por  la  que  se  declare  que  ésta  pertenece  al 
demandante,  y  se  condeneal  poseedor  á  entregar  la  cosa,  es  sin  duda 
un  título  declarativo^  y  no  podría  llamársele  traslativo  sin  trastornar 
por  completo  el  tecnicishio  legal.  De  la  sentencia  no  puede 
decirse  que  traslada  el  dominio  del  poseedor  al  demandante,  pues 
lo  que  ella  establece  es  que  aquel  no  tuvo  nunca  ese  dominio.  Tam- 
poco se  puede,  yendo  más  lejos,  suponer  que  el  dominio  del  último 
poseedor  legítimo,  del  causa  dan  te  del  actor,  es  el  que  se  traslada 
por  ministerio  del  fallo,  á  la  persona  favorecida  en  él.  Esto  seria 
demasiado  sutil,  y  dejaría  una  laguna  en  el  orden  de  los  hechos. 
Además  la  inscripción  efectuada  por  el  desposeído  en  la  sentencia 
se  opondría  siempre  á  esa  ficción,  y  ocuparía  un  lugar  en  el  Regís- 
tro,  que  si  viene  á  transferirse  después  en  virtud  de  la  sentencia, 'es 
por  la  declaratoria  que  ella  hace  de  no  haber  sido  título  legítimo  el 
anteriormente  inscripto;  de  que  el  derecho  de  un  poseedor  anterior, 
interrumpido  por  una  usurpación,  es  el  que  viene  á  continuarse 
ahora  en  la  persona  del  designado  en  el  fallo.  Si  bajo  este  punto  de 
vista  pudiera  la  sentencia  ser  clasificada  de  título  traslativo,  habría 
sifenapre  en  esa  denominación  algo  de  figurado,  algo  de  violento, 
algo  que  no  se  vé  con  claridad  desde  la  primera  vista,  y  algo  que  se 
opone,  en  fin,  á  la  escrupulosa  exactitud  de  que  deben  revestirse  los 
términos  de  la  Ley.  Por  título  traslativo  se  ha  entendido  siempre  en 
el  Derecho,  el  acto  voluntario  por  el  que  una  persona  trasmite  á 
otro  alguna  facultad,  y  después  se  ha  hecho  extensivo  á  la  Sucesión 
intestada,  en  que  la  traslación  se  efectúa  por  ministerio  de  la  Ley. 
Pero  aquí  hay  algo  mas;  aquí  ha  surgido  una  duda  y  una  contro- 
venáa;  el  título  meramente  traslativo,  esto  es,  aquel  por  el  que  se 
a(it{ukip  inmediatamente  de  un  poseedor  anterior,  no  se  ha  estimado 
suficietite,  y  para  entrar  en  la  cosa,  ha  sido  necesario  un  juicio  con- 
tn^rctono. 

129. — ^Tan  violento  parece  en  efecto  llamar  título  traslativo  á  la 
seatencia,  que  los  Sres.  Pedrero  y  Surga,  (i)  comprenden  ese  caso 
cid  tercer  inciso  del  presente  artículo  2?  de  la  Ley.  Oporturtamente 
exuntnarémos  este  particular. 

130.— Los   expedientes  judiciales   que   se    establecen   por    los 

■        I  li  • 

(1)  D.  Eduardo  Pérez  Pedrero  y  don  José  Sidro  y   Surga,  Repertotio  de  ¡a  Legislación 
Hipoieca)  ia  de  España, 
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artículos  69  y   1 1    de   la   Ley,    son   también  títulos   declarativos. 

131. — Los  títulos  traslativos  son  todos  aquellos  que  tienen  por 
objeto  transferir  el  dominio  ú  otro  derecho  real.  La  compra-venta, 
la  donación,  la  dote  estimada,  la  donación  llamada  especialmente 
esponsalicia,  la  herencia,  el  legado  y  la  mejora  pueden  servir  de 
ejemplo.— -Es  de  advertir  que  todos  estos  títulos  son  susceptibles  de 
recaer  en  cosa  muéblelo  mismo  que  en  inmueble,  y  que  sólo  en  este 
ultimo  caso.es  cuando  los  toma  en  cuenta  la  Ley  que  examinamos. 

132. — Cou  razón  enumeran  los  Sres.  Pedrero  y  Surga  entre  los 
títulos  de  esta  clase  los  contratos  que  por  miítuo  consentimiento 
rescinden  obligaciones  anteriores,  tales  como  la  retro  venta,  la  de- 
volución de  la  cosa  por  cumplimiento  de  condición  resolutoria;  la 
revocación  de  donaciones  y  mejoras,  ó  su  restitución  por  inoficiosas. 
También  califican  de  título  traslativo  la  ejecutoria  en  que  se  declare 
la  rescisión  de  la  venta,  y  estamos  conformes  cor  esa  calificación, 
por  la  propia  razón  que  en  sentido  inverso  expusimos  antes,  (1) 
acerca  de  la  sentencia  dictada  en  pleito  sobre  propiedad.  Dijimos 
entonces  que  no  puede  estimarse  título  traslativo  la  sentencia  por  la 
que  se  declara  que  el  demandado  no  tenia  derecho  á  poseer,  y  en 
virtud  de  esa  misma  doctrina  reconocemos  aquella  cualidad  en  la 
sentencia  por  la  que  se  rescinde  algún  derecho.  La  rescisión  supone 
qufe  el  derecho  ha  existido  hasta  aquel  momento  en  el  poseedor  de 
la  cosa,  y  por  tanto  con  toda  propiedad  puede  decirse  que  en  ese 
instante  se  transfirió  al  que  por  la  rescisión  vino  á  adquirir  la  cosa. 
No  así  cuando  el  fallo  declara  la  nulidad  d.^1  acto  de  adquisición, 
porque  entonces  mal  puede  trasmitir  aquello  de  que  declara  que 
nunca  tuvo  existencia. 

133. — También  la  Serna  coloca  entre  los  títulos  traslativos  la 
expropiación  forzosa,  y  en  efecto,  lo  que  para  el  que  la  sufre  es  ver- 
daderamente expropiación,  constituye  adquisición  para  el  Estado. 
Toda  expropiación  es  á  la  vez  apropiación;  es  éste  uno  de  aquellos 
actos  que,  siendo  simples  en  sí  mismos,  ofrecen  dos  aspectos  y  toman 
opuestas  denominaciones  según  se  considere  ura  lí  otra  de  las  per- 
sonas cuyos  derechos  afecta. -Por  último,  los  contratos  innominados 
también  ofrecen  ejemplos  de  trasmisión  de  dominio. 

134. — Tanto  en  los  títulos  traslativos  como  en  los  declarativos  se 
comprenden  no  sólo  el  dominio  sino  también  cualquiera  otro  derecho 
real.  La  cesión  de  un  censo  ó  de  una  hipoteca  hecha  por  el  acreedor 
á  un  tercero,  y  la  sentencia  en  que  se  declare  con  lugar  la  acción 
confesoria  sobre  cosa  inmueble,  pueden  servir  de  ejemplos. 

135. — La  mente  de  la  Ley  al  usar  reunidos  ambos  términos,  para 
comprender  las  dos  clases  á  que  se  refieren,  en  la  necesidad  de  la 
inscripción,  ha  sido  sin  duda  evitar  las  sutilezas  á  que  pudiera  acu- 
dirse  para  burlar  sus  preceptos,  ó  la  vacilación  que  de  buena  fé 
pudiera  éxperintentarse.    Traslativo  ó  declarativo^  ha  dicho  la  Ley 


(1)  Par.  128. 
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para  que  se  eatíenda  bien  que  todo  título  del  que  se  derive  dominio^ 
ó  derecho  real  sobre  un  inmueble,  está  sujeto  á  inscripción,  y  así  lo 
corroboran  los  demás  incisos  de  este  artículo,  y  los  del  Reglamento 
que  en  su  lugar  respectivo  estudiaremos.  , 

136. — Continúa  la  Ley  enumerando  los  títulos  que  sujeta  á  la  ins- 
cripción, y  designa  en  segundo  término:  ,Z^í  títnlos  en  que  se  cons- 
tiiuyan,  reconozcan,  modifiquen  ó extingcm- derechos  de  usufruc(o,  u^^ 
haiitacion,  enfitéusis^  hipptecas^  censos,  servidumbres  y  otros  cuaies- 
qimra  reales, 

lij, — En  el  numero  primero  de  este  artículo  se  ha  hablado  con- 
juntamente del  dominio  y  demás  derechos  reales,  con  referenqia  a 
los  títulos  traslativos  ó  declarativos.  En  el  presente  no  se  trata  ya 
especialmente  del  dominio,  y  sí  mas  bien  de  todos  los  demás' defe- 
chos reales,  ósea  de  cuantas  desmembraciones  es  aquel  susceptible 
de  sufrir;  pero  con  referencia,  no  á  títulos  traslativos^  ni  declarativos, 
sino  ^o^s  de  otras  especies  y  denominaciones.  No  hay,  pues,  re- 
dtaae&^^<*^n  este  inciso  con.  relación  al  primero:  los  títulos  que  en 
él  se  enumeran,  son  distintos  de  los  contenidos  en  el  anterior,,  aun- 
que en  algún  caso  también  comprendan  el  dominio,  como  luego 
hemos  de  ver*  Los  traslativos  y  declarativos  lo  mismo  pueden  com- 
prender el  dominio  que  cualquiera  otro  derecho  real;  pero,  los  en 
que  ahora  vamos  á  ocuparnos,  se  rfefieren  con  más  frecuencia  que  al 
dominio,  á  los  demás  derechos  reales. 

138. — El  inciso  que  tenemos  á  la  vista  abrazados  partes.  En  la 
primera  distingue  varias  especies  de  títulos;  en  la  segunda  hace  lo 
propio  con  los  derechos  reales.  Aunque  la  claridad  ejcige  ese  orden 
el  texto  de  la  Ley,  nosotros  para  el  estudio  nos  vemos  obligados  á 
invertirle.  Primero  que  examinar  las  distintas  especies  de  los  títulos, 
es  esclarecer  las  de  los  derechos  reales  á  que  aquellos  se  refieren.  La 
Ley  parte  de  que  son  conocidos  los  términos  que  emplea:  el  que  se 
propone  explicarla  tiene  á  veces  que  alterar  el  orden  material  que 
aquella  observa. 

139. — En  la  enumeración  de  los  derechgs  reales,  se  notan  dos 
impropiedades,  la  una  nombrar  la  enfitéusis  con  separación  de  los 
censos,  siendo  como  lo  es,  una  de  las  especies  de  ésto;s:  la  otra,  del 
Biismo  género,  citando  el  usufructo,  el  uso  y  la  habitación,  separa- 
damente de  las  servidumbres,  en  las  cuales  >e  coniprenden.  La  I^y 
sacrifico  en  este  caso  la  propiedad  á  la  claridad,  teniendo  quizás  en 
cuenta  que  en  la  voz  censos  suelen  comprenderse  con  más  especia- 
lidad el  consignad V o  y  el  reservativo  por  ser  de  uso  más  frecuente, 
así  como  sucede  con  la  de  servidumbres,  que  con  más  frecuencia  se 
a{rf¡ca  á  las  reales  que  á  las  personales.  No  creemos  sin  embargo 
recomendable  esta  práctica:  entendemos  que  no  debe  la  Ley  pres- 
cindir del  tecnicismo  autorizado,  porqtie  ésto  ocasiona  confusión 
rwpecto  de  los  casos  en  que  no  sea  muy  precisa,  y  quizás  dé  lugar 
ásdgunas  dudas. — En  todo  rigor  pudo  suprimirse  la  enumeración  q\ie 
aquí  se  hace,   ya  porque  bastaba  con  decir,   cualesquiera  derechos 


Digitized  by  VjOOQ  IC, 


reales;  yk  porque  al  fihál  Vféiié  á-  expresarse  e^o  mi&mo,  como  si 
temiese  la  Ley  haber  dejado  incompleta  aqaella  enumeración;  y  en 
efetto  ndtase  la  falta  en  ella  déla  posesión  y'dei  ttamado  derecho «¿f 
superficie.  Pero  nosotros  los  íncl (tiremos  en  la  explicación  que  va- 
mos á  dar.  '  ...  .        • 

140. — Empieza  la  Ley  por  el  derecho  de  usufructo,  y  la  Serna, 
queriendo  presentar  reunidas  dos  cualidades  que  parecen  opuestas, 
para  «on^eguii-  por  ese  medio  fijarlas  más  firmemente  en  la  memoria, 
dice  que  el  usufructo  es  un  derecho  real  y  una  servidumbre  personal. 
En  efecto,  reviste  el  usufructo  amboá  caracteres  y  la  apárente  con- 
tradicción entre  esos  términos  sirve  sólo  para'  determinar  con  nías 
exactitud  la  naturaleza  de  cada  uno. ' 

141. — íSe  entiende  por  servidufftire  el  derecho  constituido  en  cosa 
ajena,  y  por  cuya  virtud  el  dueño  de  ella  está  obligado  á  sufrir  ó  no 
hacer  algo  en  beneficio  de  otro.  Es,  ^ues,  esencial  en  la  servidum- 
bre el  estar  constituida  en  una  cbsa,  por  cuya  razón  es  iie^njfce  tin 
derecho  reat  y  el  ofrecer  un  cáxkc\2tx péisivo,-  éíáto  es,  el-d^'l^fi^ietir 
eñ  simple  omisión  por  parte  del  dueño,  en  la  ab^encton  dé-un  he- 
cho que  sin  ella  sería  libre  de  efectuar,  6  en  la  permisión  por  su 
parte  de  queíotro  ejecute  alguna  cosa.  Las  servidumbres  pueden 
existir  á  favor  dé  persona  determinada,  ó  á  favor  directo  de  otra 
firica.  Én  el  primer  caso  se  llaman  pcrsoHHles,  y  reales  ó  prediales 
en  el  segundo,  (i.) 

De  aquí,  pues,  que  el  usufructo  sea  un  derecho  real  y  una  servi- 
dumbre/¿íríe^w^r/.  Es  derecho  real,  porque  lo  es  toda  servidumbre; 
y  entre  éstas  pertenece  á  la  clase  de  las  personales,  porque  forma 
parte  de  las  que  se  establecen,  no  en  consideración  á  una  finca,  y 
para  utilidad  de  está,  sino  directamente  en  favor  de  pensona  deter- 
minada.— El  usufructo  es  el  derecho  de  usar  y  ót  g07,Kt  de  la  cosa, 
es  decir,  de  apit>piarse  los  productos  de  ella.  Puede  constituirse  poi* 
cOiitrato  y  por  última  voluntad.  El  presente  artículo  declara  que, 
en  uno  d  otro  caso,  está  sujeto  á  inscripción,  puesto  que,  según  he- 
mos explicado  ya  con  vista  del  artículo  35  del  Reglamento,  en  la 
palabra  título  se  comprenden  los  documentos  <ytorgadOs  entre  vives 
y  por  causa  de  muerte,  '  . 

142. — El  uso  es  la  servidumbre  pefsonal  que  más  se  aproxima  al 
usufructo,  pero  se  distingue  de  él  en  que  solo  puede  tomarse  de  lá 
cosa  lo  necesario  para  lá  vida.  El  uso  en  este  sentido  técnico  ejt- 
cluye  el  ¿oct^  no  se  tiene  la  propiedad   de  los  productos. 


( I . )  El  profunda  pensador  Amoldp  Vinrao  nos  hace  observar  una  analogía  qne  deternii'- 
na  el  oríg^en  pcobable  de  la  voz  servidumbres  para  designai-  este  derecho.  .Dice  que  así  co- 
mo las  palabras  libertad  "^  setvidumbre  se  aplican  á  las  personas,  úsanse  también  respecto 
délas  cosa^,  aunaue  cnn  significado  "muy  diverso  \^lon^eálh  sigHi/icaiu,'\  El  esclavo  sirve 
á  su  señor,  y  se  dice  libre  aquel  que  no  tiene  dueño;  mientras  que  la  cosa  es  sirviente,  cuan- 
do además  de  su  dueño  hay  otro  que  la  aproveche,  y  con  el  que  se  comparten  los  setxficios 
debidos  al  dueño,  llamándose  libre  la  cosa  que  soldá  su  dueño  sirve. — Hay,  pues,  indu- 
dable analogía  entreuna  y  ótm  acepción,  aunqueen  castellano  la  hace  nvénos  perceptible  el 
uso  de  la  voz  esclavitud,  que  en  latin  3e  decía  setv.itftSt}<>  mismo'qu^  la  servidumbre  de  las 
cosas,  f  Véanse  sus  comentario^,  tit.  11 1,  libro  2?]      ' 
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143- — Ia,  Mbita^ion,  como  lo  itklica  su  nombre»:  ea  el  derecho.de 
kabiiar  en  casa  ajena.  .  Puede  arreadarseU  casa»  pero  eolo  se- tiene 
^  ella  derecho  á  la  parte  destinada  áhabitacion.-T-M4s  adelante,  al 
exponer  los  artÍQulos  1 2 i.y  I22.de  la  Ley,  tendr4nioft  ocasión  de 
ocuparnos  cpn  más  det^oimientoen  el  estjudio  de  las  tres  servidum- 
bres personales  qu€  .acabamos  de  mencionar. 

144.  La  C4fit£usis  constituye  una  de  las  más  importantes  des- 
membraciones del  dominio.  Causa  la  división  de  este  en  directo  y 
úíiL  La  palabra  enfttéusis  viene  de  un  yprbo  griego  que  significa 
plantar,  cultivar,  porque  su  origen  fué  la  nec^idad  d^, poner  en  pro- 
ducción los  terrenos  incultos  que,  por,  demandar  excesivos  gasto», 
no  encontrabfm  quien  los  tomase. en. :arrendamiei|to.  Introdújope, 
pues,  la  enfitéusis,  que  consiste  en  ceder  el  terreno  por  largp  tiempo 
ó  á  perpetuidad,  mediante  una  pensión  anual  llamada  canon,  adquir 
riéndose  por  el  concesionario,  que  toma  el  nombre  de  eaíiteMta,  casi 
todos  los  derechos  de  propietario^  quedando  solo  en  el  señor  anti* 
guo  el  derecho  de  cobrar  la  pensión,  sancionado  con  la  pena  de  co- 
miso en  que  incurre  el  enñteuta  si  por  tres  años  coiAsecutivos  deja 
de  pagar  el  canon  (ó  por  dos,  si  el  fundo  pertenece  á  alguna  igler 
sia);  y  el  de  ser  requerido  cuando  se  trate  de  vender  por  el  enñteu- 
ta el  predio,. á  fin  de  ser  preferido  si  quiere  recobrarlo;  además  del 
de  percibir  el  dos  por  ciento  del  precio  de  la  venta  (i)  cuando  la 
cosa  pasa  á  otro,  por  cualquier  título  que  no  sea  el  de  herencia-for- 
zosa ó  entrega  en  dote  auna  hva.  Estos  {derechos  que  posee  el 
dueño  primitivo  constituyen  el  dominio  directo^  ó  sea  la  facultad  de 
disponer  de  la  cosa,  que  reside  en  é,l,  aunque  con  las  limitaciones 
que  hemos  visto;  y  el  derecho  de  disfrutarla  hasta  el  punto  de  cons- 
tituir en  ella  gravamen,  que  constituye  "el  dominio  útil,  y  reside  en 
el  enfíteuta.  AL  principio^  el  contrato  en  que  se  constituye  este  de- 
recho, y  que  toma  el  mismo  nombre,  se  cpnfundia  por  unos  con  la 
compra- venta,  y  por  otros  con  el  arrendamiento;  y  con  razón,  pues- 
to que  con  ambos  tiene  puntos  de ,  contacto.  Se  asemeja  á  la  ven- 
ta, en  que  tí;ansfiere  dominio,  aunque  solo  en  m\a  parte;  al  arrenda- 
miento, en  que  el  objeto  principal  es  el  uso  de  la  cosa,  y  en  que  se- 
paga  una  cuota  periódicamente.  Por  eso  fué  preciso  que  el  Empe- 
rador Zenon  hiciese  de. él  una  especie  separada,  (2).evit;ando  así  p^ 
ra  lo  sucesivo  el  que  se  le  incluyese  en,  ninguna  de  las  otras. —J^n 
nu^tra  legislación  es  una  de  las  clases  del  derecho  real  que  toma 
el  nombre  de. censo»  Es  este  el  d€rechQ  de. cobrar  alguna pmsion^^Á 
cuyo  pago  está  afecta  algutm  fitica.  Son  tres  sus  especies:  el  enfi- 
téútico,  de  que  acabamos  de  hablar,  éiresignativo  y  el  consignati- 
vo, — Censo  reservativo  es  aquel  por  el  que  se  transfiere  la  cosa  me- 
diante el  pago  de  una  pensión  anual,  único  derecho  que  le  queda  al 
vendedor..    No  hay  aquí  desmembración  de  dominio,,  sino  tra^mi- 

(i.)    Ley  29,  tit.  8.*^  P.  5? — £n  algunas  provinci  .s  de  España  se  ha  establecido,  sin  em- 
bargo, pagar  mayor  canticíad,  y  aun  suele  llegar  al  décimo. 
(2.)    I>íyi»  t(t.66LUb.4.«'delCod. 
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Bion  de  éi  en  absoluto;  al  censuario  pasan  el  directo  y  d  éttl,  d  me- 
jor dich<y,  no  hay  térmiiios  habites  para  apreciaraquí  esta  distinción. 
£1  que  compra  una  cosa  á  censo  reservativo  es  tan  dueño  de  etla 
conlo  el  que  más  pueda  serla  Este  censo  no  es  más  que  una  com- 
pra-venta,  en  la  que,  en  vez  de  darse  el  precio  de  conládo,  se  cons- 
tituye una  pensión  anual.— El  c^nso  comignativi^  se  define^  derecho 
de  exi¿ir  una  pensión  impuesta  sobre  ^  bienes  determinados.  Se  dis- 
tingue, pues,  notablemente  de  los  otros,  porque  en  estos  se  entrega 
una  cosa  para  constituir  una  pensión,  y  en  aquel  es  un  capital  lo  que 
se  entrega  con  igual  fin.  Por  lo  demás,  la  etimología  facilita  á  los 
no' familiarizados  c!On  esta  nomenclatura,  el  medio  de  retener  la  di- 
ferencia. La  enfitéusis^  que  tierte  por  objeto  la  plantación  d  culti- 
vo, es  el  censo  en  que  se  traspasa  el  dominio  útil  por  ciertc»  tiempo 
d  para  siempre;  el  reservativo^  es  aquel  en  que  el  propietario  solo.se 
reserva  el  derecho  á  la  pensión,  pues  el  dominio  lo  traspasa  en  ab- 
soluto y  para  siempre,  sin  qtie  pueda  recuperarlo  ni  aún  por  la  falta 
de  pago;  y  el  consignativo,  aquel  en  que  se  impone  ó  c&nsigna  cier- 
to capital  en  finca  determinada,  para  que  ella  ^-esponda  del  pago  de 
la  pensión. 

"  145. — De  las  hipotecas  no  trataremos  en  este  lugar,  como  quiera 
que,  por  absorver  la  mayor'parte  de  la  Ley,  hemos  de  tener  en  ade- 
lante otiÉfóidnes  para  ello. 

1-46. — Las  servidumbres  reales  compM-enden  dos  especies,  las  rús- 
ticas y  las  urianas.  Rústicas  son  las  que  se  constituyen  sobre  el 
suelo  {fuoí  in  solo  consistunt;)  ésto  es^  con  entera  iiidependencía  del 
edificio  que  exista  6  pueda  existir  en  él,  como  la  de  paso;  urbana,  la 
que  se*  constituye  sobre  algún  edificio  {qua  in  superficie  cop$sistunt.) 
Aunque  las  primeras  se  llamaíi  así  de  rus,  el  campo»  y  las  segundas 
de  urh,  la  dudad,  no  significí^n  esas  voces  exclusión,  sino  simple- 
mente que  las  unas  son  más  frecuentes  en  el  campo  y  las  otras  en 
las  poblaciones.  Puede  existir,  no  obstante  lo  expresado,  servidum- 
bre urbana  dortde  no  hay  edificios,  si,  por  ejemplo,  entre  ¿os  sola- 
res contiguos  el  dtteflo  del  uno  está  obligado  á  no  edificar  mas  que 
•  hasta  cierta  altura.  La  idea  del  edificio,  aunque  éste  no  existe  to- 
davía, produce  en  este  caso  la  servidumbre  urbana,  (i.)  Las  ser- 
vidumbres rústicas  más  usuales  son  la  senda,  la  carrera  y  la  vía;  de- 
recho de  tránsito  por  el  fundo  del  vecino,  que  sólo  se  distingue  en 
la  ektensiort  que  se  le  dé  al  concederse.  Las  urbanas  son  muy  nu- 
merosas, y  basta  conocer  su  naturaleza  en  general  para  saber  deter- 
minar las  qufe  en  cada  caso  puedan  ofrecerse. 

i47;,-_La  otra  división  de  las  servidumbres,  en  continuas  y  día- 
continuas,  importante  para  los  efectos  de  la  prescripción,  no  hace  á 
nuestro  propositó. 

148.-— Hay  también  servidumbres  impuestas  por  la  Ley;  pero  ellas 
no  pueden  ser  objeto  de  inscripción;  i9,  porque  el  presente  artículo 


(i.)    Ortc^an,  Explicación  histórica  de  las  Inst.,  oom.  il  tit.  39,  lifaro  8? 
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y  los  demás  que  se  refieren  á  á$ta>  sólo  ^hablan  de;  los*  títulos  y  no  de 
los  dcrecbos  mismos;  2?,  porque  emanando  aquellas  de  iaX^y,  debeh 
ser  de  todos  conocidas,  y  su  aaiento  en  el  Registro  no  tendría  razón 
de  sen*')  •.,.,.*'  .    .      -  .     ■  , 

>i49.*i— He«É05  dichoyaque  uao  de  los  derechos  omitidos  ea  k 
enumeración  que  precede,  y  qi^e  es  necesario  consideran  comparen* 
didosfen  l^í  fra^  gedcral  de  oíros  cualesquiera^  reales,  esiel  á^  posesión, 

Pero  oonM>  quiera^ que  la  inscripción  dé  ésta-se .sujeta  á  reglas  es» 
pedales  por  el  artículo  6?  de  la  Ley,  y  lo  que  aquí  dijéramos  «os 
veríamos  en  el  caso  de  repetirlo  ó  recordarlo  allí,  es  preferible  re- 
servar para  entónees  e:5e  eatudio  en  toda  la  integridad  de  sti 
interés.  - 

.15a-— Lo  propio  decimos  del  llamado,  derecho  de  superficie,  el 
que  aca^  no- mencionaríamos  si  no  observásemosque  la  projpia  Ley 
lo  da  por  ettistente.  (Ntím.  5?  del  art.  I2i  de  lá  nuestra  y. del  iqf 
dc*Ja  penij>sular.):j  Y  en  vista  de  esto,  no  podemos  menos  de  con* 
siderar  comprendido  ese  derecho  en  la  frááe-  genérica  con  qué  ter* 
mina  d  intíso  que  estamos  exaAiinando.  El  derecho  de  superficiry 
Án  embat^Cs  ha  venida  reproduciéndose  de  unas  en  ótraa  de  núes-» 
tras  leyes,  sin  que  en  ninguna  se  encuentre  definido  ni  explicado, 
por, lo  dfue  es  forjioso  atenerr!ios  para  determihar  su  naturaleza,  á  la 
defínision  romana.  Según  ésta^  es  superficie  **todo  aquello  que  al- 
guno ha  edtíuíado  en  suelo  ajeno  con  el  pacto  de  poseerlo  á>  perpe- 
tiiidad;-0'por  largo  tiempo,  mediante  una  pensión  anual'!  (Omne  id 
qi$od' quist€B'dificatum  habéis  in  solo  alieno, ea  lege,  ut  sibi  inperpe^ 
Ummiatit  ad  íethpus  non  modicum  fruetuk^m  haberet\  pro*annui  so- 
larii  seté^  pentionis  proístatione)  ( i .)  Aunque  según  esta  definición 
qtte  Gutiérrez  y  Fernandez  no  hace  masque  reproducir  literalmen- 
te (2)  y  la  Serna  modifica  muy  poco,  (3)  parece  que  el  derecho  de 
superficie  no  es  más  que  una  especie  del  enfitéutico,  ofi*ece,  sin  em- 
bargo, no  poco  de  especial  y  de  notable,  como  tendremos  ocasión 
de  ver  cuando  lleguemos  en  el  curso  de  esta  obra  á  la  exfxjsicion 
del  citado*  art  131  de  nuestra  .Ley.  Ahora  debemos  contentamos 
con  deoii^  que  está  sujeto  á  inscripción,  segnm  lo  que  en  el  presente 
se  declara,  todo  título  en  que  se  constituya,  reconozca,  modifique, ó 
esctiaga  un  derecho  de  superficie.  Posr  lo  demás,  en  el  Proyecto  de 
Código  Civil  se  establecian  los  medios  de  extinguir  ese  derecho,  en 
c^soÉo»  estuviese  constituido  ya,  (ArL.  1563)  y  en  algún  otro  Códi- 
go Civtl^:el  déla  República  Mejicana,  (4)  por  ejemplo,  se  le  com- 
prende en  el  censo  enfitéutica  (Art.  3241),-  creemos  que  con  mu- 
dúsiina  razón. 

15 l.'-^Pdr  ultimo,  también  se  comprende  en  la  frase  final  á  que 


(f)'  í?ala  Digesto  Romano- Hispanum  ^  6<?,  título  t8,  libro  43. 

%%)  jCgd..E3pafiol  $  6V,cap.  5V,  lib.  2?  1 

(4>  EÍcmfn¿sde¿  derec^^v'úyipcníú  de  España,  libro  2'.',  $  296. 

(4)  Estoes,  eiiel  del  d^^pistrito  Federal  y  Tei^ritorio  dt  1^  Baja  California,  adoptado' 

leiiiá»|>oi:^algon»í  d«^k>||bt^osdehi'Féderadon, '    >  '^  : .  i  y  .,ó  t        .  ..  .<^^ —    ., 
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nos  hemos  referido,  el  mismo  dominio,  -segtin  expresa  el  art  29  del 
Reglamento,  y  en  efecto,  puede  ofrecerse  fácilmente  el  caso  en  el 
reconocimiento,  como  pasamos  á  examinar. 

152. — Dijimos  antes  que  el  presente  inciso  contenia  una  enume* 
ración  de  títulos  y  otra  de  derechos,  y  reservamos  aqoella  para  el 
fin.     Nos  toca,  pues,  examinarla  ahora. 

153. — El  acto  Ó  contrato  pyor  el  que  sufra  el  dominio  £Üguna  des- 
membración ó  coartación,  implica  al  mismo  tiempo  constitución  de 
algún  derecho  real  para  el  favorecido  en  aquella.  Si  damos  una  co- 
sa en  hipoteca  ó  concedemos  una  servidumbre,  por  esos  actos  se 
efectúa  respectivamente  la  constitución  de  un  derecho  real  Sucede 
á  veces  que  después  de  establecido,  surge  duda  ó  litigio  acerca  de 
él,  y  luego  ^e  conciertan  las  partes,  y  la  obligada  ratifica  ó  retonúce 
el  derecho  controvertido.  Otras  veces  se  varía  voluntariamente 
alguna  de  las  cláusulas  del  contrato,  haciendo  lo  que  en  derecho  co- 
mún se  llama  una  novaciony  por  la  que  puede  resultar  modificado  al- 
gún derecho  real.  También  puede  ocurrir  la  extinción  del  dereciio 
inscrito  antes,  por  ejemplo,  sí  el  dueño  del  predio  dominante  re- 
nuncia la  servidumbre.  Y  aquí  es  necesario  que  nos  detengamos 
un  momento. 

154. — -El  título  en  (Jue  se  consigne  la  extinción  de  un  derecho 
real,  puede  contener  al  propio  tiempo  la  adquisición  de  ese  mismo 
por  otra  persona.  Entonces  no  cabe  duda  en  que  habrá  de  exten- 
derse una  inscripción,  segfun  la  definición  que  de  esta  dimos  en  el 
par.  40i  consignándose  en  el  propio  asiento  la  cancelación  del  ex- 
tinguido (véase  Modelo  Oficial  niím.  VII)  y  poniéndose  "  además 
nota  al  margen  de  la  inscripción  en  que  éste  se  contenga  (Art,  2©8 
Reg);  pero  si.  el  título  en  que  se  declara  extinguido  un  derecho  no 
atiene  más  objeto  que  el  de  consignar  esta  extinción,  lo  que  corres- 
ponde extender  en  el  Registro  es  un  asiento  de  cancelación  (Pars* 
39  y  41  de  esta  obra.) — Sin  embargo,  el  presente  inciso  designa  en- 
tre los  títulos  sujetos  á  inscripción  aquellos  en  que  se  extingan  de- 
rechos reales.  También  el  artículo  204  del  Reglamento,  que  ex- 
presa la  forma  de  redactar  los  asientos  de  cancelación,  usa,  hablando 
de  ésta,  la  frase,  se  inscribirá,  lo  que  podría  inducir  á  imaginar  que 
en  la  voz  inscripción  se  comprenden  también  las  cancelaciones.  No 
es  así,  sin  embargo.  En  su  artículo  241,  final  del  segundo  párrafo 
del  242,  y  en  el  243,  hace  la  Ley  expresa  y  evidente  distinción  ca- 
tre  las  inscripciones  y  las  cancelaciones,  que  comprende,  junto  c©n 
las  anotaciones  preventivas,  en  el  nombre  genérico  de  asientos-,  idea 
que  se  continúa  después  en  el  artículo  285  del  Reglamento.  Fijenios 
de  una  vez  por  todas,  y  con  vi^ta  de  tales  precedentes,  la  acepción 
técnica  de  cada  uno  de  esos  términos. 

155. — El  artículo  241  dice:  ^'Contendrá  el  Registro  de  la  propie- 
dad las  inscripciones,  anotaciones  preventivas,  cancelaciones  y  notas 
de  todos  los  títulos  sujetos  á  inscripción,  segtm  los  artículos  2?  y 
5?'' — Que  aquí  se  quiere  dar  la  enumeración  cbtoipleta  de  todas  las 
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operactoaes  que  se  haa  de  hacer  constar  en  el  Regiátro,  es  induda- 
ble: á  nadie  puede  ocultársele  que  el  artículo  copiado  no  tíene  en 
mira  otro  propósito  que  el  de  dar  á  conocer  las  distintas  especies  y 
denominaciones  respectivas  de  los  actos  que  en  el  Registro  se  con- 
signan. Y  dada  esa  proposición  indiscutible^  obsérvese  que  entre  las 
cuatro  operaciones  que  se  enumeran  figuran  separadamente  las  ins- 
cripci0nes  y  las  cancelaciones.-^Son,  pues,  cosas  distintas.  Y  cuando 
se  emplea  luego  la  palabra  inscripción  en  singular,  no  es  por  cierto 
(aera  de  su  signiñcacion  especial  y  separada,  sino  dentro  de  ella 
misma.  En  los  títulos  sujetos  á  inscripción,  dice  la  Ley,  habrán  de 
considerarse,  de  tener  efecto,  cuatro  distintas  operaciones,  á  saber: 
la  inscripción  misma  sin  la  cual,  no  constando  la  ñnca  en  el  Regis- 
tso»  no  podría  ser  objeto  de  ningún  asiento  posterior;  (i)  la  anota- 
ción preventiva,  que  puede  pedirse  sobre  la  cosa  inscrita  contra  el 
duefio  de  ella,  en  garantía  de  algún  derecho  que  se  quiera  asegurar; 
la  cancelación,  que  puede  referirse  indistintamente  á  una  ú  otra  de 
la«  anteriores,  y  equivale  á  la  consignación  en  el  Registro  de  ha- 
berse extinguido  el  derecho  inscrito  ó  anotado;  y  por  ultimo,  la  nata^ 
que  por  extenderse  al  margen  del  asiento  principal  toma  el  nombre 
de  marginal.  (2)        , 

.156. — Hecha  esta  clarísima  distinción  en  el  artículo  241,  dice 
d^pues  el  242,  en  su  final:  "Todas  las  inscripciones,  anotaciones  y 
cancelaciones  posteriores  se  asentarán  á  continuación  sin  dejar 
claros  entre  unos  y  otros  asientos'' — Aquí  no  solo  se  conserva  la 
diferencia  establecida  ya,  sino  q«e  se  introduce  además  el  verbo 
asentar  como  genérico,  como  término  comprensivo  de  las  especies 
3fadadas  á  conocer.  La  propia  idea  se  manifiesta  en  el  siguiente  ar- 
ticulo 243.  **Los  asientos  relativos  á  cada  finca,  dice  se  numerarán 
correlativamente,  y  se  finnarán  por  el  Registrador  (3)  Y  es  indu- 
dable, que  en  la  palabra  asientos  se  entienden  aquí  los  de  las  tres 
especies  referidas. 

ff )  ÍHHripcióH  era  originariamente  el  grabado  que  se  hacia  en  piejlra  ó  metal  para  con- 
unfot  4  perpetuidad  la  itemoría  de  algún  hecho.  —De  aq«i  que  lleve  con  toda  propiedad 
esa  d^ominadon,  no  todo  asiento  que  en  el  Registro  se  haga,  sino  el  que  consigna  la 
adquisición  del  derecho,  porque  es  el  que  puede  originar  otros.  Estos  son  accidentales, 
cmytimndo  la  cancelación,  pero  como  el  único  objeto  de  ésta  es  extinguir  la  inscripción, 
j  Vfñ.  vez  extinguida,  puede  decirse,  que  es  como  si  nunca  hubiera  existido,  es  indudable 
que  la  inscripción  es  ef  asiento  principal,  el  fundamental,  siendo  todos  los  demás  sus  ac- 
cMorios  y  necesarias  referencias. 

aTknbien  se  Ustman  notas,  simplemente,  las  que  han  de  poner  los  Registradores  al 
cada  titulo,  expresando  haberlo  registrado  ó  que  lo  devuelven  por  defectuoso.  [Ar- 
ticuló 258  L.  y  203  Regí  y  las  que  presentan  las  partes  para  adiccionar  los  títulos  anti- 
tiM  [Alt  4fiÍD'Reg.  ];  pero  aquí  no  tratamos  sino  de  las  notas  que  se  ponen  en  los  libros 

(3)  Y  hé  aquí  un  dato  tnas  para  creer  qu%  como  indicamos  en  el  párrafo  39  de  esta  obra, 
\»H  motas  marginaUs  no  son  propiamente  asientos.  Los  asientos  se  numerarán,  dice  este 
irtftada  y  es  un  hecho  que  las  expresadas  notas  no  se  numeran.  Aunque  se  objetase  que  las 
em$agimes preventivas  se  señalan  con  letras  en  lup:ar  de  números  [  Art.  168  Reg.  ]  esta  no 
es  SÍ90  «na  cuestión  de  forma,  una  manera  especial  de  complir  respecto  de  ellas  la  preyen- 
cíati  de  la  Ley,  pero  es  indudable  que  las  notas  marginales  no  se  entienden  comprendidas 
cft  d  pvesepto  general  y  por  tanto  en  la  voz  asientos. 
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157.— Por  tíltimo  él  artículo  285  dd  Reglamefnto  se  ocupa  ea 
describir  la  forma  que  en  lo  material  ha  de  observarse  en  los  libros 
de  Registro;  y  dice  así: 
'  158.—***. . .  .después  de  un  margen  blanco. . :  .los. números  délas 
inscripciones  ó  las  letras  de  las  anotaciones  preventivas»  y  á  conti- 
nuación los  asientos  de  unos  ó  de  otras,  ó  de  las  camelacionesy-^Se. 
-expfesa,  pues  aquí,  de  absoluta  conformidad  con  lo  ya  declara- 
do por  la  Ley,  i9  que  la  inscripción  es  cosa  distinta  de  la 
cancelacfún\  z^'  que  una  y  otra  se  contienen  en  la  voz  genérica  de 
asientos. 

159. — Y  en  fin,  el  artículo  17  de  la  Ley  expresando- las  circuns- 
tancias que  han  de  contener  las  inscripciofies^  el  86  refiriéndose  con 
especialidad  á  las  anotaciones  preventivas  y  el  mismo  204  del  Re* 
glan?ento,  fijando  las  especiales  de  la  cancelación,  bien  claro  revelan 
y  confirman  que  son  tres  cosas  separadas  y  distintas,  ninguna  de  Itis 
cuales  se  contiene  en  las  demás. 

160.— Y  entonces,  ¿por  qué  la  Ley  en  el  presente  inciso  29  del 
artículo  2^  dice  que  se  inscribirán  los  títulos  -en  que  síé  extingan  los 
derechos  reales,  y  el  citado  204  del  Reglamento  usa  la  propia  frase 
refiriéndose  á  la  cancelación? 

i6j . — Porque  la  Ley;  incurriendo  en  el  lamentable  descuido  "á  que 
ya  hemos  aludido  censurándolo,  olvidó  por  un  mí>mento  el  tecnicis- 
mo que  ella  ])ropiíl  ha  creado,  ó  creyxS  poder  usar  el  .verbo  -ittscrHnr 
en  su  acepción  usual,  ésto  es,  en  la  que  le  asigría  el  Diccionario  de 
la  lengua.  La  propiedad,  el  método  exigian  sin*  embargo  el 
empleo  de  otra  palabra^  para  evitar  confusión.  Era  preciso  ñá  hablar 
en  el  inciso  segundo  de  los  títulos  en  que  se  cxíingtáen  derechos;  y 
preciso  también  variar  la  frase  en  el  citado  artículo  204. — I^os  can- 
celaciones, propiamente  hablando,  no  se  inscriben:-  se  asientan  ó  se 
registran:*  ^n  efecto,  la  primera  de  estas  dos  vo<5&sla  hemos  visto 
ya  usada  en  la  parte  final  del  artículo  242  que  ántefi'  transcribimos; 
la  segunda,  se  encuentra  empleada  en  el  penúltimo  párrafo  del  re* 
petido  204  del  Reglamento,  en  la  frase  siguiente;  *'Qiiaiido.  tenga 
que  registrarse,  dice,  una  escritura  de  cancelación  en  diferentes  Re* 
gistros  se  presentará  la  original. ..."  ect. — Usase  aquí  claramente 
lá  palabra  registrar  en  la  significación  de  consignar  un  acto  en  el 
Registro,  y  con  frecuencia  la  hemos  de  ver  empleada  en  adelante 
bajo  la  propia  acepción.  Registrar  y  asentar  son.  puc3,  lo$  términos 
que  han  de  usarse  como  genéricos,  y  los  únicos  que  con  propiedad 
pueden  servir  para  ella;  puesto  que  registrar  se  refiere  á  registn^ 
que  es  el  libro  donde  se  hacen  constar  aquello.^  actos,  •  y  asentar  á 
la  palabra  asientos  que  es  la  genérica,  según  hemos  demostrado. 
Quedan  los  términos  inscribir  y  nnotar  para  los  asientos  de  esas 
denominaciones  especiales,  y  esta  nomenclatura,  será  la  que  úpenlos 
constantemente  en  el  curso  de  la  obra,  bien  convencidos  de  que  clfei 
es  la  única  que  se  acomoda  al  sistema  general  y  á  las  disposiciones 
particulares  de  la  Ley.  -  '  i  >   .'  x,  .-iw.^.:. 
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i.63.-*<-Qtt^a(no&  áat^.  {x)^n  .  designar  á  cual  de  las  especies  de 
títulos  que  aquí  se  enumeran  puede  asignarse  el  dominto,..GoaQpren* 
dido  también  en  este  inciso,  según  explícitamente  lo  declara  el  ar- 
tículo 29^  del  Reglamento.  £s  evidente  que, no  está  contenido  en  los 
títulos  porque  se  consiituy€n^  derechos  reales;  pues  el  dominio  pro- 
piamente no  puede  con^tiiiiirse,  1^\  que  ya  lo  posee  puede  trasmitir- 
lo pqr  medio  de  un  acto  trasiíatiyo,  el  que  empiez^á  tenerlo  sin  que 
antes  haya  existido,  lo  adquiere  por  sí  mismo  (por  medio,  v.  gr.  de 
\^9CHpacign  d  la  accesión)  (0)  sin,  qne  medie  título  en  que  ^e  cons- 
tituya. El  dominio  para  n^cer  no  reconoce  mas  que  dos  forqíias,  la 
del  títulí>'  irasíativa^y  la  ^^Xdec^larisLiivOf  áque  se  refiere  el  inciso  i? 
Pero  sí |í^  susceptible^de  poneruíe  en  duda,  de  ocasionar  litigio,  y  por 
taotode  ^xr^cmoúdo  posíeriof mente  por  el  que  lo  haya  impugna- 
do, I^  Ley.  dedara  aquí,  que  loa, títulos  en-  que  se  reconozcan  los 
d^ochos  r^ies  están  sujetos  á  inscripción,  y  en  efecto  es  conveniente 
que  así  se  haga,  por  cuanto  eso  brinda  mayor  gamntía  al  feyQrecido 
en.el  rec^jvxümiento,  que. también  aveces  podrá  en  virtud  de  él 
adquirir  la  posesión  de  que  carezca.  Supongamos  qtie  uníndi^^idno 
poséeuna  cOsa  que  con)pró  de  quien  no  era  dueík>^  y  que^d^spues 
viene  el  legítimo  propietario  á -demandársela  en  juicio.  Con veivíidf) 
el  lenedoy  de  elU  de  que  es  perfecto  el  derecho  deloactoi;,  no  quieie 
turbad  .<-  en  sti  ejor cicio^  ni  exponerse  á  las  eventualidades  de  UtU  lir 
tigio  y  celebra  con  él  cierta  transacción  ó  convenio  eH  que,  mediante 
algunas  concesiones  ó  sin  ellas,  reconoce  el  dominio  que  el  otro  tiene 
sobre. il^iCos^  en  cuestioni.  y  se  la  entrega  pdra  que  la. posea  y  dis- 
frute libremente.  Hé  aquí  un  título  que  no  es  traslaktivo  de  dojrninio, 
«n  tíltilo  pqr  el  que  no  se  hace  otra  coaa,  quo  corroborar  unt  derpcho 
preexistente,  y  título  sin  embargo  que  no  sdlo  e¿  conveniente,  sino 
necesario JJevar  al  Registro,  por  cuanto  ha  servido. como  medio  de 
adquisiciou'  de  Ja  cosa  misma»  que  no  se  poseia  reaUueirter  Para 
aciaraSr  ll^  ideas,  supongamos  que  el  poseedor  cfbtuvo  la  -  cosa^pjor 
un  título  nulo,r  pero  inscrito  en  el  Registro  y  que  viene- /eJ  píopipta- 
ríaiegÁltimQ.  Kn  jesíecasí^í  es  indisp:ejatíable  la  inscripción  del  recono- 
cimiento, porque  él  ao  solo  represeaita  lá  corroboración  delun  título 
que  no  consta  en  el  RegifetrO  sino  al.pjK)>p¿o.tiemp<»  la  cancelación 
^  otfo  qt^e  aeconsigod  en  él  oportnnawmnte-  Sucede  aquí  lo  propio 
qiteteh.  laejecutoiria.sobre.pnipiedadi  Y á. este  caso. especialmente 
sevrsdoce  elartícuk)  JS  á^l  Reglamentó,  cuya  primera  parte  .trans- 
cribimos anteriormente  (3)  y  del  que  debemos  citar  en  la  actualidad 
la  segunda.  ;:      -  .»  :  ,  ,_.     t 

163. — Dice  que  cuando  algtino./¿?is^/í  masjde.tm  título u. Hen.por- 
.^úet^osiyendo  bienes  que  le  liaban'  sido  dispitadoc^  esté  ^>tanteuido  en 

{t)  iPir.tsi*  '  . 

ftH.Véaiiielos  |iárs..lo7«  109  ^  no.. 

(j*  £i)  la  notA  ^e)  pár..j93j  Uijjmos  que  reservábamos  ese  panto  para  cuando  tratásen[K>s 
tleTa  forma  de  la  inscripaon*  pero  no  hemos  podi'do  prescin(rir  de  tratarlo  aquí  incidental- 
ineirtey  p«q4ie  coprdtwrt  .«I  <j¿to|j4o  qut  "propotití^ 
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su  propiedad  por  transacción  ¿sentencia  ejecutoria,  deberán  inserí- 
birse  todos  los  títulos,  comprendiéndolas,  siendo  posible,  en  una  misma 
inscripcion^-^St  prevé,  pues,  aquí  un  caso  análogo  al  que  acabamos 
de  suponer,  y  en  vista  de  las  palabras  transcritas,  hemos  de  concluir 
que  d  sujeto  del  ejemplo  se  vería  en  el  caso  de  inscribir,  no  solo  el 
tituló  en  que  fundaba  su  propiedad,  sino  también  el  convenio,  y<}ue 
uno  y  otro  se  comprenderían  en  una  misma  inscrípcíon,  porque  en 
este  caso  es  posible. 

« 164.-7-ES  digno  de  observarse  que  aquí.se  impone  una  obligación.' 
El  Reglamento  dice:  deberán  inscribirse,  de  modo  que  si  la  inscríp- 
cíon misma  no  es  forzosa  como  hemos  demostrado  ya  ^en  el  par.  87 
sí  lo  es  para  el  que,  deseando  efectuarla,  posea  varios  títulos,  el 
practicarlo  con  todos.  Esto  responde  á  la  forma  de  la  inscripción, 
y  á  la  necesidad  de  presentar  el  título  completo.  Si  la  propiedad  ha 
sido  objeto  de  discusión,  es  sin  duda  porque  chocaba  con  algún 
otro  derecho  ya  existente,  ó  que  tal  se  suponía;  de  aquí  la  necesidad 
de  que  también  conste  en  el  Registro  este  segundo  título  que  viene  á 
corroborar  y  en  cierto  modo  á  completar  el  primero. 

165. — También  es  susceptible  de  presentarse  el  dominio  éntrelos 
títulos  porque  se  modiñcan  derechos  reales.  Si  se  otorga,  v.  gr.  una 
donación  bajo  una  ó  mas  condiciones  suspensivas,  es  este  un  título 
traslativo  de  dominio,  que  si  recae  sobre  un  inmueble,  ha  de  ins- 
cribirse en  el  Registro.  Ahora  bien,  si  con  posterioridad  se  otorga 
una  novación  de  contrato,  alterando  ó  suprimiendo  las  condiciones 
estipuladas,  es  indudable  que  queda  modificado  el  dominio  que  an- 
teriormente se  adquirió,  y  que  este  segundo  título  ha  de  '  llevarse 
igualmente  al  Registro,  según  lo  declarado  en  el  presente  inciso  del 
artículo  29  de  nuestra  I-,ey. 

166. — Pero  no  parece  posible  el  otorgamiento  de  un  título  en  que 
se  extinga  el  dominio,  sin  que  á  la  vez  se  transfiera.  Lo  que  para 
uno  es  extinción  de  propiedad  será  para  otro  adquisición  de  la  mis- 
ma, y  ni  aún  la  que  ocurra  por  destrucción  de  la  cosa,  se  sustraerá 
por  regla  general  á  esa  doctrina;  pues  extinguido  el  inmueble,  toda- 
vía quedará  el  suelo  para  el  propietario  de  ells^.    • 

167. — Continua  la  emuneracion  de  la  Ley. 

Tercero,  Los  actos  ó  contratos  en  cuya  virttid  se  adjudiqtien  á  al- 
guno bienes  inmuebles  ó, derechos  reales,  aunque  sea  con  la  obligación 
d¿  trasmitirlos  á  otro,  ó  de  invertir  su  importe  en  objetos  determina- 
éos, 

168. — Con  este  motivo  tenemos  que  examinar. 

1?— -Sentido  legal  de  la  palabra  adjudiquen, 

2? — Cuáles  son  loa  actos  y  contratos  comprendidos  en  este  inciso. 

169. — El  vocablo  adjudicar  viene  del  verbo  latino  adjudicare,  de- 
rivado áej'udex,  el  juez.  Es,  pues,  el  acto  judicial  por  el  que  se 
efectúa  la  aplicación  de  ciertos  bienes  á  determinada  persona,  ya  de- 
clarándole la  propiedad  en  ella,  ya  un  derecho  más  ó  menos  restrin- 
gido y  subordinado  á  ciertos  fines.     La  adj'udicatio  era  una  de  las 
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partes  de  que  constaba  la  fármula  por  medio  de  la  cual  dirímian 
^a&  litigeos  los  Romanos  en  la  segunda  época  del  procedimiento. 
Era  la  fórmula  una  instrucción  escrita  que  el  Pretor  daba  al  juez  pa-** 
ra  que,  según  lo  que  resultase  probado  en  el  litigio  que  se  hubiese 
llei^o  al  tribunal  de  aquel,  dictase  la  sentencia.  I^  a^fudicatio 
era  aquella  parte  de  Xb,  fórmula  por  la  que  se  daba  al  juez  la*  facultad 
de  atribuir  á  una  de  las  partes  uA  derecho  de  propiedad  que  perte* 
necia  á  la  otra,  (i.)  Usábase  de  ella  en  los  juicios  divisorios,  ó  se^ 
en  aquellos  en  que  se  trataba  de  dividir  la  herencia  (familia  ercis" 
cunda}  o  bien  una  cosa  que  se  poseyese  en  comunidad  (commun^- 
üvidunda);  ó  de  fijar  los  limites  entre  he/'edades  contiguas  (finium 
fegundorunt).  Como,  quiera  que  en  los  tres  casos  la  esencia  del  ne- 
gocio consistía  en  atribuirle  á  cada  uno  de  los  copartícipes  el  dofni-r 
nto  exclusivo  de  una  porción  determinada,  cH^aquí  que  el  juez  tu- 
viera la  facultad  de  designar  cuál  era  esa  porción,  de  hacer  esasatri^ 
buciones  de  dominio  para  lo  cual,  en  el  ultimo  de  los  casos  citados, 
á  veces  era  necesario  modificar  los  lindes,  existentes,  atribuyendo  á 
una  de  las  partes  terreno,  de  la  otra.  (2.)  De  aquí  que  la  adjudica^ 
tio  constituyese  un  moda  de  adquirir  la  propiedad,  traspasándose ésr 
ta  por  sentencia  judicial  de  una  á  otra  persona.  (3.)  Es  decir,  con- 
sistía la  adjudicación  en  que  venía  á  adquirirse  por  la  interposición 
del  ministerio  judicial  un  derecho  de  propiedad  que  la  ley  directa- 
mente no  atribuía.  Esta  .significación  se  conserva  aún  en  la  mayor 
parte  de  los  casos  en  que  se  usa  actualmente  esta  palabra,  y  vamos 
á  demostrarlo  con  algunos  ejemplos. 

170. — 1 9  En  el  juicio  ejecutivo,  cuando  sacada  á  remate  la  cosa 
embargada  no  encuentra  postor,  se  le  adjudica  al  acreedor,  si  lo. so- 
licita, por  los  dos  tercios  de  la  tasación.  (4.) — ^Tenemos  en  este  ca- 
so que  el  verdadero  título  de  dominio  es  la  declaración  judicial  por 
la  cual  se  aplican  al  acreedor  bienes  sobre  los  que  ciertamente  no 
tiene  derecho  alguno  de  propiedad.  Y  tan  evidente  es  esto,  que 
si  debe  otorgarse  iilmediatamente  escritura  de  venta  por  el  deu- 
dor propietario,  es  solo  en  cumplimiento  de  un  decreto  al  que  no 
puede  oponerse»  y  si  lo  omite,  el  juez  la  otorga  de  oficio.  (5.)  La 
escritura  no  es  en  este  caso  más  que  cuestión  de  forma,  y  el  cumpli- 
miento del  precepto  legal^  por  el  que  debe  observarse  dicha  forma 
en  las  adquisiciones  de  inmuebles;  pero  la  verdadera  adquisición  del. 
dominio  está  en  la  adjudicación.  Sin  embargo,  no  es  ella  en  esteca^- 
so  titulo  bastante  para  la  inscripción,  según  creemos.  Desde  el  tno- 
mentó  que  una  ley  (6)  establece  la  necesidad  deque  á  la  adjudicación 

(1.)    Ortolan.  Explicación  histórica  de  las  Instituciones,  tit.  6?,  lib.  IV. 

fU\    Id»  id. 

(}.)    \dí,  Genetalizacion  del  Derecho  RomanOy%  *i\* 

(4,*  Árt.  986  de  la  Ley  de  Eajuiciapiiento  Civil.— Véase  lo  que  en  el  par.  27  de  la  Re- 
s^  kittírica-  tenemos  expuesto  acerca  del  procedimiento  qu^  seguían  en  tales  casos  los 
R«naiios. 

(5.)    Art  989  de  la  Ley  citada. 

W.)    La  de  Enjuiciamiento  Civil  ya  citada. 
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de  que  tratatnoá  siga  la  es«eHtum  p\íbHca,.y  altja  toda  im|)08lbit?dad 
matíírial  su  pité;  ndb  la  falta  de  cottturrencía  posible  y  áutifrecueirte 
del  detidor  con  el  otorgamiento  de  ofido  por*  d  Juez^  tí&  creemos 
deba  elRegí^radóf  admitir*  come)  bastante 'pkrá  U  insferipcion  una 
ádjbdícáción  de  esa  clase.  Opinarnos»,  pué^  que  en  él  píesénté  in- 
ciso 3?  Aó  e^tá'cdmpreftdida  ésá  especie  de  adjudicacuín.  El  se  re- 
fiere á'  otras,  y  cotí  especialidad  á  á<:jjue}fós  en  que  por  no  -haber  ver- 
dadera trásmilsión  de  díomihío,  pudiera  dudar-se  acercíi  de  si  son  d 
nóirtlcVi6fbles/eil  Virtud  de  no  Constituir  tal  título  traslativo  de  do- 
miriíb.  (i.)  •  *V '  ci\  Kftl  virtud,  nosoti'os  entendemos  qufe  dKícha  inciso 
3?  w(!í  qéiiso  Om^vrender  otras  ádjudickciones  ;^ue  aquetfcfcs  pót  las 
qué  ño  sfe  verifica  traspaso  de  la  propiedad,  y  ésto'  lo  <XD>ttGbbV^ Ja 
pálábra"íí/f  ^?^«^,'  de.que  se  usa  ^A  aquel.  Fk  decir,  lerfiendo  presen- 
té'que  por  algunas 'adjíSdicaciortes  sé  traspasa  éWominio  y  por  otras 
n6, '  y  hálláíridosc  las  primeras  comprendidas  en  el  núrh.  r?;  como 
verdaderos  títulos  trasfetivós,  qai^o  la'  Ley  formular  declaración 
aceren  de  las' segundas,  y  lo  hizo  así  en  el  citado  inciso *>5Í*  Pero  la 
adjudtcadon  hecha  en  juicio  ejecutivo *constiruye  traspaso  de  domi- 
nio, y^^i  réq\!iefe,  como  hemos  visto  ya,  Ser' corroborada  por  la  es- 
critura póblica;  r(i  aún  en  el  caso  de  no  necesitarla;  sería  necesario' 
acudir  á  este  inc'feo  para  su  admisión  en' el  Registro.  t5n  sumía,  di- 
cha adjudicación  está  comprendida  en  el  primer  caso  de  este  ar- 
tículo; l9,  porque  no  ha  de  inscribirse  la  adjudicación  sola,  sino 
cuando  ést¿  <>torgada  la  escritura;  y  29,  porque  en  el  caso  de  no  ne- 
cesitarse ésta;  dicha  adjudicación  consítituiría  por  sí  sola  títul6  tras- 
lativo áe  dominio.  Parece,  sin  embttrgo,  que  en  el  presente  inciso  se 
comprenden  algunas  actos  que  tienen  este  lUtimo  carácter,  pero  res- 
pecto de  los  cuales  se  ha  querido  hacer  declaración  expresa  para 
alejar  toda  duda  que  acaso  pudiera  venir  al  ánimo  de  alguno.  '  En 
tal  caso'  se  encuentra  quizás  la  adjudicación  qué  entre  los  he- 
rederos se  efectúa  en  los  juicios  sucesorios,  la  cual  es  un  verdadero 
título  traslativo,  según  hemos  visto  at  exponer  la  acepción  de  esta 
voz  entre  los  Romanos  (per.  anterior);  pero  <iue  algunos  se  empe- 
ñarán en  comprenderla  también  en  este  inciso,  quizás  porque  les  pa- 
rezca que  la  palabra  actos  se  refiere  principalmente  á  ella,  atendido 
á  qu'e,  por  su  importancia  y  frecuente  uso,  debió  estar  más  presente 
que  otra  alguna  en  la  mente  del  legislador.  Es  decir,  que  habrá*al- 
gunOs  ejé'mplos  de  adjudicaciones  que,  aunque  podrían  cómoda- 
msnte  comprenderse  entre  los  títulos  traslativos  de  dominio,  desde 

(I)  V  por  eso  no  hemos  adoptado  el  método  de  Pedrero  y  Surga,  que  enumeran  entre 
los  actos  jcomprendidos  en  el  inciso  tercero  de  la  I-cy,  "i?  La  adjudicación  judicial  hecW 
al  acreedor  del  bien  inmueble'  del  deudor  en  pago '  ét  su  crédito.  2?  La  adítidication  "he- 
cha al  vendedor  en  el  pleito  sobre  mejor  derecho  en  la  cosa.  3?  La  adjudicación  hecha 
por  el  Juez  al  comprador  d«  la  cosa  vendida  en  pública  subasta.*'  Kl  acto  comprendido 
en  el  segundo  caso,  aunque  queramos  darle  el  nombre  de  adjudicación  (.en  nuestro  con- 
cepto no  con  propiedad)  lo  hemos  inclaido  ya  (par.  128.)  entje  los  títulos  v/<?fAm>/í?vtf.  si 
bien  Pedrero  y  Surga  se  vieron  en  la  necesidad  de  colocarlo  aquí  por  no  existir  cstn  dase 
en  el  texto  de  la  Ley  peninsular.  En  cuanto  al  i?  y  al  3?,  son  verdaderos  títulos  traj>- 
lativos.  '  .         '    '- 
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que  hay  un  inciso  en  la  Ley  especialmente  contraído  á  las  adjudica- 
ciones se  las  querrá  considerar  incluidas  también  en  él,  alegando  que 
así  lo  ha  querido  la  Ley  para  mayor  claridad. 

171. — 29  En  la  división  de  bienes  practicada  con  arreglo  al  ar- 
tículo 3?  de  la  Ley  de  19  de  Agosto  de  1841  sobre  desvinculacion 
de  capellanías  también  se  da  el  nombre  de  adjudicación  á  la  aplica- 
ción de  porciones  determinadas  entre  los  partícipes.  Se  observa 
aquí  la  propia  acepción  que  ya  expusimos  en  el  par.  169. 

172. — 3?  En  la  partición  que  se  efectúa  ea  los  juicios  sucesorios,  • 
adjudicación  es  el  acto  por  el  qite  se  aplica  á  cada  uno  de  los  herede- 
ros  en  pago  de  su  kader,  cierta  porción  de  bienes  lureditarios.  (La 
Serna  y  Montalvan,  ^^lementos  de  Derecho  Civil  y  Penal  de  Espa- 
ña, lib.  III,  par.  218.)  Divídese  en  judicial  y  extrajudicial,  según 
la  partición  se  efectúe  en  una  ó  en  otra  forma.  La  judicial  es  la 
verdadera  adjudicación,  que  hemos  explicado  ya.  La  extrajudicial 
ha  tomado  aquel  nombre  por  analogía,  impropiamente,  sin  diida 
porque  las  partes  vienen  en  cierta  manera  á  suplir  el  ministerio  del 
Juez,  pero  se  le  aplica  ya  universalmente  esa  denominación.  Así  ve- 
mos que  en  Real  Orden  de  5  de  Febrero  de  1 867  se  usa  respec- 
to de  las  hechas  en.  particiones  extrajudiciales,  si  bien  en  la  parte 
dispositiva  se  dá  otro  giro  á  la  frase,  como  si  no  se  quisiera  sancio- 
nar el  empleo  de  ese  término  en  la  Ley. 

173. — ^4?  En  la  división  de  bienes  amayorazgados  practicada  con 
arreglo  al  artículo  3?  de  la  Ley  de  1 1  de  Octubre  de  1820,  entre  el 
actual  poseedor  y  el  sucesor  inmediato,  se  llama  adjudicación  al  ac- 
to de  aplicar  á  cada  uno  de  ellos  lo  que  aparece  constituir  la  mitad 
de  dichos  bienes,  y  vemos  usada  esa  expresión  para  dicho  caso  en 
Resolución  de  la  Direction  general  de  20  de  Diciembre  de  1877, 
resultando  primero. — Pero  éste  es  un  caso  análogo  al  que  ponían  los 
Romanos  en  la  división  de  cosa  poseída  en  comunidad,  ^  dado  que 
han  adquirido  los  bienes  de  mayorazgo  este  carácter  desde  que  la 
Ley  les  atribuye  el  dominio  de  ellos  al  poseedor  actual  y  al  sucesor 
inmediato,  que  han  venido  así  á  convertirse  en  condueños,  de  bie- 
nes indivisos. 

174, — Queda,  pues,  probado  que  la  palabra  adjudicación  conser- 
va, por  lo  menos  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  la  propia  acepción 
que  le  dieron  los  Romanos,  significando  el  acto  de  aplicar  ^W/VíVi/- 
mente  la  propiedad  de  ciertos  bienes  á  determinada  persona,  ó,  se- 
gún la  expresión  de  Ortolan,  de  atribuir  á  una  de  las  partes  terreno 
á^  otvdi,  traspasándose  la  propiedad  por  sentencia  judicial  de  una 
persona  á  otra,  (i.) 

175, — ^Veamos  ahora  cuáles  son  los  actos  ó  contratos  á  que  se  re- 
fiere el  presente  inciso.  Y  lo  primero  que  conviene  acerca  de  este 
punto  es  deslindar  la  diferencia  entre  actos  y  contratos.  Lo  intenta 
la  Sema  (Ley  Hipotecaria  num.  15  de  este  título)  y  después  de  sen- 
'  ■  • 

(I  J    Véase  lo  dicho  en  el  par.  128  sobre  el  (alio  dictado  en  pleito  de  propiedad. 
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tar  que,  por  regla  general,  en  la  palabra  actos  se  comprenden  los 
contratos,  dice  que  cuando  se  contraponen,  como  aquí  sucede,  se 
comprenden  por  contratos  "las  obligaciones  que  nacen  del  consen- 
timiento manifestado  por  los  interesados,"  y  por  la  de  actos  "todos 
los  demás  hechos  civiles." 

176. — Lo  que  resalta  con  toda  claridad  de  la  simple  lectura  de 
este  inciso  es  que  declara  sujetas  á  inscripción  todas  las  adjudicacio- 
nes, ya  procedan  de  actos,  ya  en  especial  de  contratos.  Por  esto  he- 
mos creído  indispensable  fijar  el  sentido  de  la  palabra  adjudiccuion, 
como  que  sin  él  no  es  posible,  á  nuestro  juicio,  penetrar  cuáles  sean 
los  actos  y  los  contratos  que  según  el  presentfí  inciso  deben  inscri- 
birse. En  nuestro  concepto,  teniendo  en  cuenta  que  una  de  las  re- 
glas de  la  división  prescritas  en  la  Lógica  es  que  ninguno  de  los 
miembros  esté  contenido  en  otro,  y  que  no  es  presumible  que  el  le- 
gislador haya  querido  apartarse  de  un  precepto  tan  racional,  enten- 
deríamos que  el  inciso  tercero  se  aplica  sólo  á  aquellos  actos  ó  he- 
chos que,  teniendo  en  la  práctica  el  nombre  de  adjudicaciones,  no  se 
encuentran  comprendidos  en  ninguno  de  los  casos  del  art.  2?  que  le 
preceden  ó  siguen.  Por  eso  hemos  descartado,  como  dijimos  en  el 
par.  1 70,  y  en  su  nota,  la  que  se  hace  al  acreedor  en  pago  de  la 
deuda,  por  cuanto  es  indudable  que  constituye  título  traslativo; 
la  que  se  efectúa  á  favor  del  que  cumpra  una  cosa  en  pública  subas- 
ta, por  encontrarse  en' el  propio  caso,  y  la  sentencia  pronunciada  en 
pleito  sobre  mejor  derecho  (que  los  Sres.  Pérez  y  Surga  clasifican 
entre  las  adjudicaciones)  por  ser  un  título  declarativo,  según  hici- 
mos constar  en  el  par.  128.  Y  en  todo  rigor  también  eliminaríamos  la 
que  se  liace  entre  los  herederos,  ora  se  practique  judicial,  ora  extra- 
judicialmente  la  partición,  porque  es  indudable  que,  ya  se  atienda  á 
su  origen,  que  es  la  herencia,  ya  á  la  naturaleza  dé  las  acciones  di- 
visorias, según  lo  explicado  anteriormente,  siempre  tendremos  que 
será  traslativo  de  dominio  el  título  en  que  se  consigne  la  partición  y 
consiguiente  aplicación  de  bienes  entre  los  copartícipes. 

177. — Así,  pues,  de  los  diferentes  actos  que  varios  comentadores 
enumeran  como  comprendidos  en  el  inciso  que  examinamos,  nos- 
otros escojeriamos  los  siguientes:  « 

I? — La  aplicación  hecha  al  fiduciario  de  la  cosa  inmueble  que  le 
dejó  el  testador  con  encargo  de  trasmitirla  á  otro;  ó  bien  por  con- 
trato, y  con  igual  fin. 

2? — La  aplicación  que  se  haga  á  alguna  persona,  de  bienes  in- 
muebles, para  invertir  su  importe  en  objetos  determinados;  por 
ejemplo,  para  dotar  un  hospital  ó  levantar  un  hospicio,  ya  se  efectúe 
ésto  en  testamento  y  á  manera  de  fideicomiso,  ya  en  cláusula  esti- 
pulada en  un  contrato. 

178. — Y  en  nuesfro  concepto,  la  expresión  actos  ó  contratos  de 
que  usa  la  Ley  se  refiere  á  que  puede  tener  efecto  dicha  aplicación 
de  bienes  con  intervención  judioial  ó  sin  ella,  comprendiend9  el  pri- 
mer caso  en  la   palabra  actos  y  el  segundo  en  la  de  contratos.  Y 
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aunque  en  aquel  es  cuando  constituye  propiamente  adjudicación,  no 
puede  negarse  que  se  admite  también  en  el  uso  general  esa  voz  con 
aplicación  al  segundo. 

179. — Ocurre  preguntar  en  este  lugar  qué  clase  de  derecho  es  el 
que  se  adquiere  en  las  dos  especies  de  adjudicaciones  referidas;  dado 
que,  por  regla  general,  no  expresamente  formulada  en  artículo  al- 
guno de  la  Ley,  pero  que  se  desprende  con  claridad  de  su  texto 
en  general  y  de  la  Exposición  de  sus  motivos,  sólo  se  inscriben  los 
bienes  inmuebles  en  cuanto* son  objeto  del  dominio  ó  demás  dere- 
chos reales.  Ocurre,  pues,  preguntar  s!  adquiere  algún  derecho  en 
la  cosa  aquel  que,  en  testaniíento,  ó  por  contrato,  la  recibe  para  uno 
de  los  fines  expresados.  El  dominio  es  evidente  que  no  lo  tiene, 
porque  si  la  obligación  consiste  en  trasmitirlo  á  otro,  éste  será  quien 
lo  adquiera;  y  si  en  invertir  su  importe  en  determinado  objeto,  ten- 
drá la  obligación  de  vender  la  cosa,  en  cuyo  caso  saldrá  ésta  de  su 
poder,  y  quedará  luego  reducido  á  una  obligación  sobre  el  precio 
obtenido,  ésto  es,  sobre  una  cosa  mueble,  y  fuera  por  tanto,  de  la 
órbita  de  nuestra  Ley.  Tampoco  tiene  ningún  derecho  real  distinto 
del  dominio,  ni  aún  la  posesión,  pues  no  puede  atribuirse  el  carácter 
de  dueño,  y  no  resulta  revestido  con  otro  queJtl  de  la  tenencia  ma- 
terial, á  manera  de  un  depositario.  Y  en  efecto,  sabido  es  que  el 
fideicomiso  constituye  una  carga,  y  en  cuanto  al  que  acepte  esa 
propia  carga  por  contrato;  ó  bien  estipulará  algo  en  compensación 
de  ella,  ó  si  contrac  meramente  la  obligación  como  servicio  de  bene- 
ficencia ó  de  confianza,  el  contrato  será  unilateral  y  no*  le  producirá 
derechos  ni  ventaja.  Puede  suceder  que,  á  la  vez  que  se  le  impone 
cualquiera  de  las  obligaciones  ,  mencionadas,  se  le  conceda  algún 
derecho  real,  por  ejemplo,  el  disfrute  de  la  cosa  durante  cierto  tiem- 
po, pero  creemos  que  no  se  refiere  á  esa  eventualidad  el  presente 
inciso,  pues  desde  que  se  adquiriese  por  dicha  adjudicación  cual- 
quier derecho  real,  ya  seria  aquella  inscribible,  con  arreglo  al  inciso 
I?  ó  al  2?  .  . 

180. — Sentado,  pues,  que  por  regla  general  la  adjudicación  de 
que  se  trata  no  confiere  derecho  alguno  real  al  adjudicatario,  se  pre- 
guntará tal  vez,  ¿cuál  es  entonces  el  motivo  de  la  inscripción?  La 
recuesta  es  muy  sencilla.  La  Ley  se  propone  que  en  el  Registro 
conste  la  historia  íntegra  de  las  trasmisiones  de  inmuebles,  y  por  eso 
exige  (i)  que  se  haga  constar  la  adjudicación,  aunque  esté  llama- 
da á  ser  efímera.  La  cosa  detenida  por  el  adjudicatario,  se  trasmite 
én  dominio  á  aquel  á  quien  él  la^ entregue,  según  los  términos  de  su 
obligación,  y  entonces  ocurrirá  el  vqrdadero  traspaso  de  dominio, 
que  habrá  etectuado  el  propietario  anterior  por  medio  del  adjudica- 
tario, simple  agente  ó  instrumento  suyo  en  este  caso.  Y  además  de 
esa  necesidad  de  que  conste  en  el  Registro  la  adjudicación  para  que 
aparezca   la  legitimidad    con  que    venga  á  poseer  el  posterior  ad- 

(i)  La  exigencia  sólo  se  entiende  en  el  sentido  de  denegar  la  inscripción  posterior  que 
tnjga  origen  de  la  omitida,  mientras  ésta  no  se  practique  ( Art.  28  de  la  T.ey.) 
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quirente,  hay  la  razón  de  que  así  se  asegura  el  cumplimiento  de  la 
ultima  voluntad  ó  del  contrato  relativo  á  aquel  inmueble,  impidien- 
do que  el  fiduciario  defraude  la  confianza  en  él  depositada;  á  lo  que 
puede  agregarse  todavía  que  la  adjudicación  viene  á  ser  un  medio, 
un  detalle,  una  parte  misma  de  la  enajenación  que  realmente  verifica 
el  propietario;  sólo  que,  no  pudiendo  por  cualquiera  circunstancia 
consumarla  él  mismo,  se  vale  de  aquel  tercero.  Ahora  bien,  si  la 
enajenación  en  cualquier  forma  de  un  inmueble  es  inscribible,  tam- 
bién tiene  que  serlo  la  adjudicación  de  que  tratamos,  por  ser  en  este 
ejemplo  un  paso  previo.  La  enagenacion  es  generalmente  sencilla, 
consta  de  un  solo  acto,  el  cual  la  constituye  el  simple  paso  de  la  cosa 
directamente  del  poseedor  al  adquirente:  en  este  casó,  circunstan- 
cias especiales  la  han  hecho  complicada,  introduciendo  un  acto  más 
que  no  es  usual;  es  decir,  que  la  enajenación  se  descompone  en  dos 
hechos,  primero,  tránsito  de  la  cosa  á  un  medianero,  encargado 
de,  consumar  la  enajenación  tan  luego  como,  dehtro  de  condiciones 
previamente  señaladas,  pueda  consumarse^  •  y  tránsito  después  de  la 
misma  al,  que  definitivamente  ha  de  adpuirirla. 

i8i. — Creemos,  piJes,  que  éste  ha  sido  el  principal  motivo  de  la 
Ley  al  comprender  en  los  títulos  inscribibles  ese  acto  transitorio, 
fugaz,  que  no  transfiere  derecho  alguno  real,  pero  que  marca  sin 
embargo  un  paso  en  el  hecho  de  la  enajenación  y  señala  el  origen 
legítimo  de  la  propiedad  que  se  transfiere.  Sin  desdeñar,  pues,  los 
dos  motivos  con  que  la  Serna  trata  de  explicar  la  disposición  de  que 
■  tratamos;  sin  negar  que  ellos  hayan  influido  también  en  la  mente  del 
legislador;  como  lo  son,  el  no  dejar  incompleta  en  el  Registro  la  his- 
toria de  la  titulación,  y  el  deseo  de  evitar  el  fraude  á  que  pudiera 
el  adjudicatario  tender,  opinamos  que  existe  en  este  caso  un  mo- 
tivo caspaz  de  hacer  en  los  iJutores  de  la  Ley  mayor  presión  que  los 
citadon  por  aquel  comentador,  porque  responde  mas  directamente 
al  priscipal  objeto  del  Registro.  Tal  es  el  que  hemos  señalado, 
ésto  er,  la  necesidad  de  registrar  íntegramente  una  enajenación  que 
por  cicunstancia  accidental  se  descompuso  en  dos  actos,  la  de  que 
no  desaparezca  el  origen  legítimo  del  nuevo  adquirente,  cuando  lo 
que  con  el  Registro  se  procura  es  precisamente  asegurar  esa  prof)ia 
legitimidad. 

182. — Son  concordantes  de  los  casos  que  acabamos  de  examinar, 
los  siguientes  artículos  del  Reglamento. 

Artículo  29. 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  los  párrafos  primero,  segundo  y  tercero  del  ar- 
tículo 2."  de  la  ley,  no  sólo  deberán  inscribirse  los  títulos  en  que  se  constituyan, 
reconozcan,,  trasmitan,  modifiquen  ó  extingan  el  dominio  ó  los  derechos  reales 
que  en  dichos  párrafos  se  mencionan,  sino  cualesquiera  otros  relativos  á  dere- 
chos de  la  misma  índole,  como  adquisiciones  de  fincas  pertenecientes  á  la  mitad 
reservable  de  los  mayorazgos,  concesiones  definitivas  de  minas,  caminos  de 
hierro,  obras  públicas,  aguas,  pastos  y  otros  semejantes,  adjudicaciones  en 
pago  de  deudas   procedentes  de  concurso  de  acreedores  ó  juicio  de  quiebras, 
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concesÍQoes  de  berras  realengas,  6  bien  cualquier  acto  ó  contrato  legitinK>que, 
sin  tener,  nombre  propio  en  derecho,  modlñque  desde  luego  6  en  lo  futuro  al- 
guna'de  las  facultades  del  dominio  sobre  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales. 

183, — ^Este  artículo  equivale  al  i?  del  Risglamento  de  29  de  Oc- 
tubre de  1 870,  que  es  el  vigente  hoy  en  la  Península.  Pero  ha  sido 
adicionado  el  nuestro  con  Jas  cláusulas  obras  públicas adjudi- 
caciones en  pago  de  deudas  procedentes  de  concurso  de  acreedores  ó 
juicio  de  quiebras,  y  concesiones  de  tierras  realengas;  y  esto  se  ha 
hecho  "con  el  objeto  de  evitar  dudas  y  iVacilaciones  en  lo  sucesivo", 
según  manifiesta  la  Comisión  en  el  Informe  que  precede  á  aquel. 
Dicho  artículo  i9  fué  copiado:  sin  modificación  del  otro  Reglamen- 
to, fecha  12  de  junio  de  186 i,  que  acompañó  á  la  Ley  primitiva.— 
Los  demás  artículos  de  nuestro  Reglamento  de  que  antes  de  ahora 
hemos  hecho  mención,  unos  (2?  al  11)  concuerdan  con  el  Decreto  de 
28  de  Marzo  de  1874,  que  citamos  en  el  párrafo  8,  otros  (13  al  25 
yi?,)  han  sido  adicionados  en  el  nuestro.  En  cuanto  al  26,  que  pron- 
to tendremos  ocasión  de  examinar,  es  también  una  adición.  Y  por 
último  los  dos  inmediatos  anteriores  al  que  ahora  citamos,  es  decir, 
el  27  y  el  28,  concuerdan  respectivamente  con  el  3?  y  4?  del  Real 
Decreto  dictado  para  la  l'enínsula  en  1 1  de  "Noviembre  de  1 864, 
sobre  inscripciones  de  bienes  del  Estado,  que  muy  pronto  hemos 
de  estudiar. — Nos  ha  parecido  conveniente  esta  aclaración,  para 
que  no  se  extrañe  encontrar  en  el  artículo  29  la  primera  referencia 
que  hemos  hecho  al  Reglamento  peninsular. 

184. — El  29  que  actualmente  nos  toca  examinar,  es  uno  délos 
mas  importantes  del  Reglamento.  El  amplía  las  declaraciones  con- 
tenidas en  los  tres  primeros  números  del  artículo  2?  de  la  Ley  y, 
menester  es  reconocerlo,  sin  ir  ni  una  línea  mas  allá  de  su  espíritu. 
Declara  el  artículo  reglamentario  aquello  propio  que  en  su  silencio 
debería  entenderse,  pero  cuya  expresión  es  muy  conveniente  sin 
embargo,  porque  .sin  ella  seria  en  muchos  casos  controvertido.  La 
misión  del  Reglamento  es  interpretar  la  Ley,  y  á  ella  extrictamente 
se  concreta,  auríq^ue  llenándola  con  acierto,  el  mencionado  artículo. 
La  interpretación  extensiva  es  la  que  se  aplica.  Véamosla. 

^85. — Declara,  pues,  que  se  hallan  comprendidos  en  la  disposición 
del  art  2?  de  la  Ley,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  sujetos  á  inscripción  con 
arreglo  á  ésta,  además  de  los  títulos  en  que  se  constituyan,  reco- 
nozcan, trasmitan,  modifiquen  6  extingan  el  dominio  ó  los  derechos 
reales  que  en  los  párrafos  i?  2?  y  3?  del  artículo  2?  se  mencionan, 
cualesquiera  otros  relativos  á  derechos  de  la  misma  índole  y  pasa  á 
enumerar  por  vía  de  ejemplo  los  siguientes: 

1 86.  1 9-Las  adquisiciones  de  fincas  pertenecientes  a  la  mitad  reser- 
vable^delos  mayorazgos.  Esto  es,  las  adquisiciones  que  en  pleno  domi- 
nio hagan  los  inmediatos  sucesores  á  los  mayorazgos,  en  virtud  de  la 
ley  de  desvinculacion  de  1 1  de  Octubre  de  1820,  hecha  extensiva  á 
nuéstla  islacon  sus  aclaratorias  de  15  y  I9de  Mayoy28  de  Junio  de 
1 82 1,  y  19  de  Agosto  de  1841  por  Real  Decreto  de  31  de  Octubre 
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de  1863,  si  bien  sólo  en  lo  relativo  á  Mayorazgas  y  Fideicomisos, 
de  una  parte  de  los  bienes  de  que,  con  arreglo  á  la  fundación,  -  de- 
bían ser  meros  poseedofes.  Con  razón  se  cita  este  caso  en  el  Regla- 
mento, porque  no  se  hallaba  comprendido  en  el  texto  literal  de  la 
Ley.  El  sucesor  inmediato  en  un  mayorazgo,  al  ocurrir  la  muerte 
del  que  poseia  los  bienes  vinculados  al  ponerse  en  vigor  aquella  Ley 
adquiere  el  dominio  de  la  mitad  de  dichos  bienes  por  ministerio  de 
ésta,  y  nó  por  ningún  título  de  los  que  menciona  el*  artículo  2? 
Debe  sin  duda  inscribirse,  porque  se  trata  del  dominio  de  inmuebles, 
pero  no  ha  habido  título  traslativo  ni  declarativo,  y  por  consiguiente 
podia  ocurrir  la  duda  en  la  práctica.  Hay  que  tener  en  cuenta  que 
pueden  ocurrir  dos  casos:  el  que  á  la  muerte  del  último  poseedor  se 
halle  dividida,  es  decir  señalada,  determinada,  la  mitad  de  los  bienes 
amayorazgados;  ó  que  se  encuentren  estos  indivisos,  por  no  haber 
pensado  nunca  el  poseedor  en  enajenar  ninguna  parte  de  ellos,  y 
ser  por  tanto  innecesaria  la  división  que  para  dicho  caso  establece 
el  artículo  3?  de  la  citada  Ley  de  desvinculacion.-En  el  primer  caso, 
la  mitad  reservable  habrá  ya  sido  adjudicada  aunque  con  efecto  sus- 
pensivo, al  sucesor  inmediato:  en  el  segundo,  habrá  de  practicarse 
entonces  la  división,  pero  eso  no  altera  en  lo  mas  mínimo  el  domi- 
nio que  aquel  adquiere  sobre  la  dicha  mitad. 

187.  2? — Concesiones  definitivas    de  minas,   caminos  de  hierro^ 

obras  públicas^   agnas,  pastos  y  otros  semejantes. concesiones   de 

tierras  realengas. — No  hemos  de  examinar  ahora  cada  una  de  estas 
clases,  que  se  rigen  i>or  disposiciones  especiales;  baste  al  objeto  de 
la  Ley  Hipotecaria  el  saber  que  son  inscribibles,  como  quiera  que 
no  puede  dudarse  que  todos  los  términos  de  la  enumeración  consti- 
tuyen derechos  reales  mas  ó  menos  extensos,  ésto  es,  derechos  que 
cabe  ejercitar  contra  terceros,  contra  cualquier  poseedor  ó  detenta- 
dor de  la  cosa,  que  es  la  índole  de  los  derechos  reales. 

188.  3? — Las  adjudicaciones  en  pago  de  deudas  procedentes  de 
(ureedoret  ó  juicios  de  quiebras. 

189. — Acerca  de  este  punto  tendremos  que  examinar,  la  Resolu- 
ción de  13  de  Junio  de  1874,  porque,  refiriéndose  al  artículo  i9  del 
Reglamento  peninsular  y  á  varios  puntos  del  artículo  2?  de  la  Ley. 
es  necesario  tomar  en  cuenta  sus  declaraciones,  por  mas  que  e^ pre- 
cepto que  acabamos  de  transcribir  del  29  del  nuestro  sea  una  adi- 
ción al  contenido  de  aquel.  Véase  pues  la  expresada  Resolución 
bajo  el  rubro  Jurisprudencia  adjetiva,  correspondiente  á  este  ar- 
tículo. 

190.  4? — Cualquier  acto  ó  contrato  legítimo,  que  sin  tener  nombre 
propio  en  derecho,  modifique  desde  luego  ó  en  lo  futuro  alguna 
de  las  facultades  del  dominio  sobre  bienes  inmuebles  ó  dereéhos 
reales. 

191.— Aquí  es,  en  nuestro  concepto,  donde  se  contiene  la  mayor 
latitud  dada  al  precepto  legal.  Creemos  que  esa  latitud  llega  hasta 
declarar  inscribibles  .títulos  que  anteriormente  no  se  han  estimado 
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nunca  como  un  derecho  real.  En  efecto,  si  hubieran  de  aplicarse 
las  palabras  transcritas  á  los  actos  por  los  cuales  se  modifica  algún 
derecho  real,  estarían  completamente  de  más,  porque  todo  lo  que  á 
estos  se  refiere  se  declaró  ya  en  los  dos  primeros  números  del  art 
2?  de  la  Ley.  Difícil  es,  sin  duda,  encontrar  un  título  que  se  refiera 
á  algún  derecho  real,  y  que  no  sea  ni  traslativo  ni  declarativo,  ni 
por  él  se  constituya,  reconozca,  modifique  ni  extinga  esc  derecho,  y 
como  es  indudable  que  las  palabras  citadas  del  Reglamento  se  han 
puesto  para  producir  algún  efecto,  es  indiscutible  que  hay  que  lle- 
varlas más  allá.  Examinemos,  pues,  hasta  qué  punto  han  de  lle- 
varse. En  los  dos  primeros  números  del  presente  artículo,  se  ha 
tratado  de  los  derechos  reales,  ésto  es,  de  aquellos  derechos  que  has- 
ta ahora  se  han  venido  conociendo  con  esa  denominación;  en  el  ter- 
cero se  establece  la  inscripción  para  un  caso  en  que,  como  hemos 
visto,  no  se  engendra  derecho  de  e.sa  clase;  luego  hemos  de  ver  que 
en  el  cuarto  y  quinto  sucede  lo  propio;  y  por  último,  el  29  del  Re- 
glamento, aclarando  y  ampliando  el  texto  de  la  Ley  en  cuanto  á  los 
tres  primeros  casos  se  refiere,  después  de  enumerar  varías  especies 
de  derechos  reales  no  comprendidos  textualmente  en  aquellos,  ó  que 
por  lo  menos  podian  sugerir  dudas,  declara  que  también  es  inscribi- 
ble cualquier  acto  ó  contrato  que  afecte  á  alguna  de  las  facultades 
del  dominio.  Estudiemos  el  alcance  de  esta  declaración. 

192. — El  dominio  no  es  un  hecho  simple,  sino  muy  complejo;  no 
es  indivisible,  sino  susceptible  de  descomponer.se  y  modificarse  en 
multitud  de  formas.  Comunes,  aún  vulgares  son  las  desmembracio- 
nes á  que  se  dan  los  nombres  de  sennditmbre,  enfitéusis,  posesión, 
etc  Y  la  hipoteca,  que  sin  ser  una  desmembración  propiamente  di- 
cha, afecta  al  dominio,  le  grava,  le  modifica  en  cuanto  á  la  facultad 
de  disponer  de  la  cosa.  En  fin,  esos  mismos  derecho.s,  esas  desmem- 
braciones ó  afecciones  son  á  su  vez  susceptibles  de  modificarse,  de 
abrazar  menos  ó  más,  y  de  ofrecer  distintas  fisonomías  y  diversidad 
de  caracteres. 

193. — Además  de  esos  gravámenes,  clasificados  ya  y  marcados  con 
especiales  denominaciones,  pueden  celebrarse  entre  particulares  con- 
venios referentes  á  cosas  inmuebles,  en  los  que,  sin  constituirse  algunos 
de  los  derechos  conocidos  bajo  un  nombre  técnico  especial,  se  afecte,  se 
nuxiílíque  más  ó  menos,  ya  la  facultad  de  di.sponer  de  cosa  propia, 
ya  de  disfrutarla  en  mayor  ó  menor  grado.  Si  todos  esos  actos  no  se 
hallan  clasificados,  si  la  infinita  variedad  de  los  casos  posibles  en  la 
practica,  (y  determinada  esa  posibilidad  por  la  multitud  y  diversi- 
dad de  circunstancias  que  afectando  á  los  intereses  de  los  contrayen- 
tes pueden  influir  en  sus  estipulaciones),  es  tal,  que  ha  sido  necesario 
admitir  en  el  derecho  una  clase  cíe  contratos'  llamado  innominados, 
ésto  es,  si©' nombre  especial,  y  sólo  comprendidos  bajo  una  fórmu- 
la gmiéríca;  si  después  la  frecuencia  en  el  otorgamiento  de  alguno 
de  esto^  ha  dado  margen  á  que  se  invejite  para  ellos  el  nombre  es- 
pecial y  concreto  que  en  un  principio  no  se  creyó  posible  ó  necesario, 
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como  ha  ocurrido  en  \2, permuta  (í)  y  en  el  cambio^  (2)  fá  por  otra 
parte,  dentro  de  una  denominación  ya  especíñca  se  ha  solido  crear 
otra  más  espacial  y  restringida;  como  sucede  en  el  aval,  especie  de 
la  fianza  (Art.  475  del  Cod.  de  Com.);  si,  en  fin,  hay  también  contra- 
tos de  naturaleza  mixta;  como  los  de  trasporte  (3)  y  hospedaje^  (4), 
es  evidente  que  no  debe  creerse  nunca  que  una  clasificación  esté 
agotada,  y  que  la  Ley  no  debe  encerrar  dentro  de  los  límites  angus- 
tiosos de  una  nomenclatura  yá  formada,  el  sagrado  derecho  de  ce- 
lebrar contratos  en  toda  forma  lícita  ü  honesta.  Otra  cosa  sería 
falta  de  previsión  en  la  Ley,  dando  por  resultado  inmediato  la  in- 
justicia. Como  esta  misma  variedad  de  los  actos  ó  contratos  es 
aplicable  á  los  que  pueden  recar  en  cosa  inmueble,  y  á  los  fines  del 
Registro  corresponde  hacer  constar  todo  lo  que  á  aquellos  pueda 
tener  una  referencia  más  ó  menos  inmediata,  de  aquí  el  orden  ex- 
positivo de  la  Ley,  de  aquí  el  método  observado,  de  aquí  las  pala- 
bras que  sucesivamente  la  vemos  emplear.  Observemos  con  dete- 
nimiento sus  varias  disposiciones. 

'  i94.-^En  (el  número  i9-se  declaran  inscribibles  los  títulos  trasla- 
tivos y  declarativos  de  algún  derecho  real.  En  él  no  se  introduce 
innovación;  se  emplean,  por  el  contrario,  términos  usuales,  para  dar 

(1)  En  \7i permuta^  ¡wrque  desde  que  se  le  dio  este  nombre  dejó  propiamente  de  ser 
intwmifuido.  Suele  comprendérsele  en  la  fórmula  do  ut  des^  "doy  para  que  des;"  es  decir, , 
doy  una  cosa  en  cambÍQ  de  otra  cosa  [ley  5,  tít.  5,  lib.  19,  Dig.;  y  5'>,  tít.  6?,  P.  5»); 
llamábsmle  los  romanos  innominados  porque  la  acción  con  que  se  exigía  su  cumplimiento 
no  llevaba  el  mismo  nombre  del  contrato,  sino  la  denominación  genérica  de  infactnm^  6 
sea  de  aquellas  que,  como  en  los  contratos  innominados,  nacía  la  acción,  no  de  que  la  pro- 
dujera ssgun  derecho  el  convenio  mismo,  sino  de  concederse  por  equidad  cuando  la  cosa 
se  habia  entregado  en  virtud  de  lo  convenido;  es  decir,  que  la  acción  era  producida,  nopoi 
el  convenio  njismo,  sino  por  el  /n^c/w  de  la  entrega,  y  por  esto  se  llamaban  in/actum  las 
de  esta  clase. 

(2)  Cambio,  No  hablamos  aquí  del  ^contrato  que  con  este  nombre  designa  la  ley  de 
Partidas  citada  en  la  nota  anterior,  y  que  no  es  otro  que  \^  permuta.  Hablamos  de  est*». 
contrato  en  su  acejKáon  moderna,  en  aquella  por  la  que  se  signiñcael  acto  de  "recibir  di- 
"neroú  otras  cosas  estimables  en  dinero,  para  entregarlo  ó  hacerlo  entregar  en  otro  punto." 
(Marti  y  Eixalá,  Insiitucioftes  del  Derecho  Mercantil áe España,  %%  100  y  158.)  Este  con- 
trato, y^  sea  mercantil  porque  cumpla  con  las  condiciones  que  exige  el  Código  de  Comer- 
cio (Arts.  426,  558  y  503)  ya  de  derecho  común,  (Arts.  434  y  57o).  <»  sienH>re  un  contrato 
innominado  ido  ut  f acias)  por  el  que  se  dá  una  cantidad  de  dinero  ó  un  valor  cualquiera  en 
com])ensacíon  del  servicio  que  se  presta  entregando  una  cantidad  menor  en  otro  lugar. 
La  diferencia  entfe  lo  dado  y  lo  recibido  constituye  el  precio  del  servicio. 

(^)  El  contrato  de  trasporta,  ya  se  efectúe  en  la  forma  que  prescribe  el  art.  204  del 
Cod.  de  Com.,  ya  en  la  íorma  usual  y  ordinaria  á  que  se  referían  los  arts.  1542  á  1545 
dd  Proyecto  de  Código  Civil;  ésto  es,  obligándose  una  empresa  ó  un  individuo  á  trasladar 
personas  ó  cosas  de  un  lugar  á  otro  mediante  cierto  precio,  es  mixto,  porque  hay  en  61  do* 
especies  del  contrato  de  arrendamiento.  Interviene  arrendamiento  de  cosa  por  el  vehículo 
de  que  se  usa.  y  de  servicios  por  los  que  prestan  sus  conductores. — El  alquiler  de  un  coche 
ó  de  un  caballo  que  ha  de  dirijir  el  mismo  que  lo  toma,  es  simple  arrendamiento  de  c^isa; 
pero  el  trasporte  es  un  contrato  en  que  entran  combinados  otros  dos,  la  cosa  y  el  servicio. 
Por  eso  le  nemos  llamado  mixto. 

(4)  El  contrato  de  h^sped^e,  no  conocido  con  noriibre  esi>ecial  en  nuestra  legislación,  e» 
más  complicado  aún  que  el  ele  trasporte.  Es 'no  solo  un  arrendamiento  mbcto,  ésto  oü,  de 
-  cosa  y  de  industria,  sino  también  compra- venta.  Hay  afrendamiento  de  cosa  en  la  parte 
de  la  finca  oue  se  toma  por  habitación;  de  servicios,  en  los  que  prestan  los  óÉidos,  que  casi 
siempre  se  mcluyen-  en  el  ajuste;  interviene,  en  fin,  compra-venta  respecto  de  los  aliñantes 
que  se  consumen  po/  el  huésped.— El  Código  Civil  Mejicano,  que  hemos  citado  ya  antc- 
normente,  hace  consistir  el  contrato  de  hospedaje  en  la  prestación  de  albergue  y  idimentos  6 
solauente  de  albergue.     (Art  2659.) 
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á  conocer  con  claridad  la  materia  objeto  de  la  Ley  y  la  disposición 
que  ésta  formula.  Y  cómo  los  títulos  traslativos  y  Jos  declarativos 
no  son  exclusivos  del  dominio,  sino  que  con  igual  frecuencia  pue- 
den recaer  en  cualquiera,  otra  derecho,  así  *  se  consigna  explícita  y 
terminantemente.  ; 

195. — En  el  inciso  segundo  se  abra'/an  los  títulos  qtté,   de  una  ú. 
otra  manera,  en  cualquier  forma  posible,  afecten  á  cualquier  derecho 
real,  esto  es,  á  cualquiera  de  los  derechos  que  hoy  se  conocen  con 
tal  denominación  y  están  como  tales  clasificados  en  la  legislación 
hasta  hoy  en  práctica. 

196. — El  numero  3?  declara  inscribible  un  acto  que,  por  np  cons- 
titair  derecho  real,  se  tendría  probablemente  escrúpulo  en  admitir 
al  Registro  si  la  Ley  no  lo  ordenase  expresamente. 

197. — El  S?  se  refiere  á  un  derecho  que,  no  incluido  anteriormen- 
te entre  tos  reales,  pasa  hoy  á '  comprenderse  en  ellos.  Es  decir, 
convierte  la  nueva  Ley  en  real  un  derecho  que  antes  de  ella  era  solo 
personal. 

198 — En  fin,  por  el  número  4?  se  sujetan  á  inscripción  actos  ^\xx2,- 
mente  persona/es,  esto  es,  que  afectan  directamente  á  las  personas, 
pero  que  por  necesidad  han  de  influir  en  la  facultad  de  disponer  de  los 
inmuebles  que  al  presente  ó  en  lo  sucesivo  se  poseap. — Y  última- 
mente, el  sexto  se  concreta  á  hacer  extensivas  las  disposiciones  que 
preceden  á  las  adquisiciones  hechas  por  el  Estado  ó  por  corporacio- 
nes que  pudieran  atribuirse  una  exención  incompatible  con  los  fines 
de  la  Ley. 

199. — En  resumen,  el  artículo  2?  de  esta,  ordena  la  inscripción  de 
los  títulos  que  se  refieran;  i9  á  los  derechos  conocidos  en  la  ley  an- 
terior como  reales\  2?,  á  los  que  revisten  por  la  nueva  ese  carácter; 
3?,  á  algunos  que,  sin  revestirlp,  influyen  en  la  adquisición  ó  tras- 
misión de  aquellos. 

200. — Y  el  Reglamento,  llevando  la  letra  y  el  espíritu  de  la  Ley, 
hasta  sus  últimas  consecuencias,  declara  que  son  también  inscribi- 
bles, I?,  ciertos  actos  que  designa,  que  individualiza,  para  evitar  du- 
das, y  que  ciertamente  constituyen  derecho  real;  2?,  otros  que,  sin 
constituir  derecho  real,  por  lo  menos  sin  tener  un  puesto  señalado 
entre  los  que  hasta  aquí  han  formado  parte  de  esa  clase,  ni  entre 
los  que  introduce  la  Ley  nueva;  son,  sin  embargo,  inherentes  al  do- 
minio, elementos  constitutivos  del  mismo;  que  ni  pueden  existir  sin 
el  dominio  ó  un  derecho  real  al  que  estén  agregados;  ni  separarse 
sin  afectar  ese  dominio  ó  derecho,  sin  hacerle  perder  algo  de  su  in- 
tegridad; esto  es,  del  conjunto  ó  agregado,  de  la  suma  ó  total  de  fa- 
cultades cuya  reunión  le  astgna  puesto  separado  y  nombre  espe- 
cial *en  el  Derecho. 

301.*— Pai^a hacer  más  clara  esta  idea,'  descompongamos  el  dere- 
cho lAl,  tomando  como  ejemplo  el  dominio,  que  nos  ofrecerá  más 
claridad?^n  sus  elementos  más  sencillos,  en  sus  elementos  primiti- 
vas ó  fundamentales. 

10 
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202. — Ortolan  distingue  en  el  dominio  cuatro  derechos  diferen- 
tes: i9,  el  de  percibir  la  utilidad  de  la  cosa,  \os  frutos,  ts  decir,  los 
productos  que  nacen  y  se  reproducen  por  la  naturaleza  de  la  cosa, 
y  además,  todos  los  otros  productos  de  cualquier,  clase:  2?,  el  de 
aprovecharse  de  todo  lo  que  se  le  une  é  incorpora  íntimamente;  3?, 
el  de  modificarla,  dividirla  y  conceder  á  otro  derechos  reales  sobre 
fa  misma;  y  4?,  el  de  destruirla  y  consumirla  *'iíltimoacto  al  que  los 
jurisconsultos  romanos  han  llamado  abusiiSy  (de  ab,  privativo,  y 
usus)y  porque  es  una  manera  de  usar  que  hace  desaparecerla  cosa.*' 
(Véase  su  Generalización  del  Derecho  Romano,  ^  68.) 

203. — Bentham  á  su  vez  lo  descompone  del  siguiente  modo.  A 
su  juicio,  el  derecho  de  propiedad,  que  él  llama  derecho  integral^ 
comprende  otros  cuatro  derechos.     Son  los  siguientes: 

1 9 — Derecho  de  ocupación. 

2? — Derecho  de  exclusión. 

3? — Derecho  de  disposición,  ó  sea  de  transferir  el  derecho  inte- 
gral á  otras  personas. 

4^ — Derecho  do  trasmisión,  en  virtud  del  cual  el  derecho  integral 
se  halla  trasmitido  después  de  la  muerte  del  propietario,  sin  ninguna 
disposición  de  su  parte,  á  las  personas  á  quienes  ha  debido  desear 
poner  en  posesión  de  aquel  derecho.  \Jdea  general  de  ut{  Cuerpo 
completo  de  legislación,  cap.  XIV.) 

204. — Según  Bentham,  todos  esos  derechos  deben  tener  límites, 
y  diferentes  restricciones.  Y  solamente  cuando  se  posee  el  derecho 
entero  se  dice  tener  la  propiedad  de  la  cosa,  y  si  se  tienei  menos  que 
esto,  lo  que  se  dice  tener  es  un  derecho  que  se  puede  ejercer  sobre 
la  cosa  material,  como  un  derecho  de  caza,  un  derecho  de  paso,  un 
derecho  de  servidumbre. — Pasa  luego  el  jurisconsulto  á  examinar 
las  limitaciones  que  pueden  sufrirse  en  el  derecho,  y  establece  siete, 
que  afectan  á  la  sustancia,  al  uso,  al  lugar,  al  tiempo,  &c. 

205. -^-Y  ya  quedemos  citado  dosjdistintas  divisiones  ó  descomposi- 
ciones Aá  dominio,  imaginadas  por  otros  dos  eminentes  jurisconsul- 
tos extranjeros,  citemos  también  aun  escritor  nacional  y  contempo- 
ráneo, al  erudito  D.  Benito  Gutiérrez  y  Fernandez,  que  al  tratar  de 
\osderec/ios  reales,  so.  expresa  en  esta  forma: 

206. — **E1  dominio,  como  derecho  complejo,  es  susceptible  de  divi- 
'*s¡ones,  y  sus  fragmentos,  que  representan  diversas  utilidades  de  una 
*'cosa,  pueden  pertenecer  á  personas  diferentes:  tal  es  la  teoría  de 
'los  llamados  derechos  reales." 

'*Aunque  hemos  expuesto  los  principales  derechos  en  la  cosa,  no 
**nos  atreveríamos  á  decir  que  esta  reseña  comprenda  los  que  hay  ó 
*'pueda  haber  de  esta  clase.  Donde  exista  un  derecfw  que  debaper- 
**seguirse  en  la  cosa,  sin  preguntar  siquiera  el  nombre  de  quien  la 
"tiene,  que  tanto  vale  la  frase  sin  consideración  a  la  persona^  allí 
**hay  un  derecho  real."  {Estudios  fundamentales  sobre  los-  Códigos 
Españoles,  lib.  2?,  cap.  i9,  <^  4?,  art.  2?) 
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207- — Indeterminado  es,  pues,  el  número  de  los  derechos  rea- 
les; hay  tantos  de  estos  como  desmembraciones  posibles  del  dominio. 
Y  en  tal  concepto,  creemos  suficientemente  demostrado,  con  razones 
y  con  autoridade3,  que  para  sabef  si  un  derecho  cualquiera  es  inscri- 
bible, no  hay  que  averiguar  si  previamente  está  clasificado  como  de- 
recho real.  Esto  sería,  en  nuestro  concepto,  una  petición  de  prin^ 
cipio.  ¿Es  inscribible,  por  tal  ó  cual  •  disposición  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria?— He  aquí  la  úriica  cuestión  que  consideramos  pertinente,  la 
única  que  creemos  digna  de  ser  examinada  en  cada  caso. 

208. — Nosotros  entendemes^,  pues,  que  las  últimas  palabras  del 
art  29reglamentariose  refieren  á  toda  facultad  comprendida  en  el  do- 
minio ó  en  cualquier  derecho  real,á  toda  facultad  que  siendo  parte  de 
uno  de  esos  derechos,  sea  susceptible  de  separarse,  aunque  sea  acci- 
dental y  temporalmente,  y  de  ejercerse  por  persona  distinta  del  pro- 
pietario. , 

209. — Y  en  tal  virtud,  proponemos  las  dos  cuestiones  siguientes: 

I* — Es  inscribible  el  contrato  de  cesión  de  alquileres  de  una  finca 
urbana  por  cierto  tiempo  ó  haáta  cubrir  cierta  cantidad,  y  otorgado 
por  el  dueño  ó  el  usufructuario  de  la  finca? 

2? — ¿Es  inscribible  el  contrato  por  el  que  un  propietario  entrega 
cosa  inmueble  en  administración  á  su  acreedor,  bajo  deterrhinadas 
condiciones,  pero  con  el  pacto  principal  de  saldar  su  cuenta  con  los 
productos  de  la  cosa  administrada,  y  sin  que  se  le  pueda  retirar  ese 
derecho  mientras  no  salde  la  deuda  ó  infrinja  las  condiciones  del 
contrato? 

210. — Primera  cuestión. — La  facultad  de  percibir  los  alquileres  es 
sin  duda  parte  del  dominio;  el  que  cede  los  alquileres  de  una  finca 
concede  indudablemente  un  derechosobrc  la  cosa  misma,  un  derecho 
que  afecta  á  aquella  cosa.  Y  no  es  un  derecho  d  la  cosa,  porque  és- 
te consistiría  en  reclamar  del  propietario  la  entrega  de  la  cosa,  esto 
es,  de  los  alquileres;  mientras  que  por  la  cesión  el  acreedor  puede 
personarse  al  cobro.  Creemos,  sin  embargo^  que  conviene  dis- 
tinguir, para  que  la  idea  resalte  con  más  claridad.  Si  en  el  con- 
trato no  se  ha  hecho  más  que  autorizar  al  tercero  para  personarse  al* 
cobro  y  hacer  suyos  los  productos,  podría  dudarse,  quizás  parezca' 
que  esto  no  puede  constituir  derecho  real,  sino  simple  cesión  de 
crédito;  esto  es,  del  derecho  que  al  propietario  le  dá  el  contrato  de 
arrendamiento  para  cobrar  cierta  merced  del  inquilino,  si  bien  este 
derecho  recae  directamente  sobre  cosa  inmueble^  pero  si  á  esta  cesión 
va  anexa  la  facultad  de  deshauciar  por  falta  de  pago,  arrendar  lafin- 
ca,  alterar  el  precio,  y  todo  esto  por  un  período  determinado  ó  hasta 
cubrirse  de  cierta  suma,  no  podrá  negarse  .entonces  que  el  cesiona- 
rio adquiere  un  derecho  que  recae  sobre  la  cosa,  y  que,  por  no  tener 
relación  alguna  con  persona  determinada,  es  sin  duda  real  ó  en  la  co- 
sa. El  cesionario  dispone,  en  efecto,  de  ella,  aunque  sea  dentro  de 
ciertos  límites,  y  disfruta  sus  productos.  Tiene,  pues,  derecho  en  la 
cosa,  y  aun  ha  intervenido  tradición  desde  que  ella  se  haya  puesto 
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á  su  disposición;  y  el  acto  es  inscribible,  i9,  porque  no  puede  ne- 
garse que,  con  más  ó  menos  limitación,  ejerce  el  cesionario  una 
de  las  facultades  del  dominio;  2?,  porque  el  derecho  de  propiedad 
del  cedente.  queda  coartado  ó  modificado  en  cuanto  á  la  facultad  de 
disponer  de  la  cosa;  3?,  porque  si  nadie  puede  trasmitir  más  dere- 
chos de  los  que  él  mismo  tiene,  no  parece  justo  que  vendiendo  la 
finca  quede  perjudicado  el  cesionario;  4?,  porque  si  el  derecha  de 
percibir  los  frutos  es  hipotecable,  según  el  artículo  121,  inciso  2? 
de  la  Ley,  y  la  hipoteca  constituida  ha  de  llevarise  al  Registro^  no 
sabemos  por  qué  regla  se  impedirá  al  propietario  ceder  con  más  ó 
menos  latitud  su  derecho  á  percibir  los  frutos  de  su  finca.  Y  deci- 
mos ¿mpedirdf'porquG  si  se  le. niega  la  inscripción  se  le  niega  laena- 
g^nacion  de  tal  derecho.  Sin  la  inscripción,  el  dueño  podrá  ceder 
los  alquileres  que  haya  de  abonar  tal  ó  cual  inquilino  determinado, 
ó  en  general  cualquiera  que  con  dicho  carácter  la  ocupe,  pero  el 
derecho  mismo  á  percibirlos  no  podrá  enagenarlo.  En  resumen, 
el  propietario  cederá  su  acción  personal,  que  proviene  del  arrenda- 
miento celebrado  ó  que  en  lo  sucesivo  celebre  acerca  de  aquella  fin- 
ca, pero  no  el  derecho  en  ella  que  consiste  e»  percibir  alquileres  del 
que  quiera  ocuparla;  derecho  que  participa  del  usufructo,  sin  con- 
fundirse con  él,  porque  sin  duda  abraza  menos;  y  la  prueba  de  que 
abraza  menos  es  que  el  usufructuario,  que  no  puede  hipotecar  su  de- 
recho de  usufructo,  puede  hacerlo  con  el  de  percibir  los  frutos. — 
Y  aqui  consideramos  importante  y  aun  decisiva  ,1a  manifestación 
que  acerca  de  este  punto  hace  la  Comisión  de  Códigos.  Oigamos 
sus  palabras: 

211. — "Regla  general  es  que  el  usufructuario  no  pueda  enajenar 
"ni  la  cosa  de  que  no  es  dueño,  ni  el  mismo  derecho  de  usufructo, 
"que  como  personalísimo,  no  es  comunicable,  ni  trasmisible,  depeu- 
•*d¡endo  por  lo  tanto  la  duración  de  la  servidumbre  de  la  vida  del 
"usufructuario  ó  de  otra  limitación  que  se  haya  prefijado;  p^ro  puede 
^'enajenar  los  frutos  que  le  han  de  corresponder  mientras  exista  la 
'^servidumbre.  Consecuencia  de  ésto  es  que  la  hipoteca  quede  extin- 
.  "guida,  concluido  el  usufructo  por  un  hecho  ajeno  á  la  voluntad  del 
"usufructuario.*' 

212. — La  ley  20,  tít.  31,  P.  3?,  decia  lo  siguiente:  "E  este,  á  quien 
es  otorga  do  tal  usofruto  gana  todos  los  frutos  e  las  rentas  de  la  cosa 
en  quel  fué  otorgado,  e  puédese  aprovechar  de  los  frutos  della,  e 
venderlos  si  quisiere;  mas  la  cosa  en  que  ha  el  usofruto  non  la  puede 
enagenar  nin  empreñar."  Y  mas  adelante,  la  24  declara  que  "como 
"quíer  que  este  atal  que  ha  el  usofruto  en  la  cosa,  lo  podría  arren- 
"dar  á  otro,  si  quisiesse,  con  todo  esso,  el  de  recho  que  el  en  ella  avia, 
"non  lo  puede  enagenar." — Por  ultimo,  la  3?,  tit,  89  de  la  P.  5? 
dispone  que  "el  usufructo  de  heredad  ó  de  viña,  ó  de  otra  cosa 
"semejante,  puede  ome  arrendar;  prometiendo  de  dar  cada  año 
"cierto  precio  por  ella.  Pero  si  aquel  que  arrienda  el  usufruto  desta 
"manera  se  muriesse  non   devc  passar  el  derecho  de  usar  de  tal 
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"arrendamiento,  al  heredero  de  aqupl  vque  lo  avia  arrendado;  ante 
"dezimos,  que  se  torna  alseñor  dé  la  cosa:  ca  el  arrendamiento  de 
"tal  usufruto  es  de  tal  manera,  que  se  acaba   en  la  muerte  del  que 
"lo  tenia  arrendado/? 

213. — De  estos  precedentes  sacó  la  Comisión  toda  la  doctrina  que 
expone  acerca  del  usufructo.  El  usufructuario  ilo  puede  enajenar  la 
cosa  (Ley  2?,  tit.  3 1  P.  3?)  ni  el  mismo  derecho  de  usufructo  (Ley 
24  id.  id.);  pero  sí  los  frutos  que  le  han  de  corresponder  mientras 
dure  la  servidumbre.  Eaj»  última  facultad  la  dedujo  la  Comisión  de 
que  la  ley  dice:  *'gana  todos  los  fnitos.  .e  puede  venderlos  si  qui- 
siere" y  aunque  podría  dudarse  dé  si  se  refiere  sólo  á  los  frutos  per- 
cibidos ya,  viene  á  resolver  lá"  duda  la  ley  3?  ya  citada  por  la  que 
se  autoriza  el  arrendamiento  del  usufructo,  de  la  que  se  sigue  que 
es  trasmisible  el  derecho  de  percibir  los  frutos  que  mientras  dure  la 
servidumbre  hayan  de  obtenerse.  De  aquí  parte  para  establecer  la 
hipoteca  de  ese  derecho,  y  como  dicha  hipoteca  ha  de  inscribirse, 
seria  absurdo  suponer  que,  si  en  vez  de  hipotecar  vende  ese  derecho, 
la  venta  no  haya  de  inscribirse,  siendo  así  qué  no  sólo  adquiere  el 
comprador  un  derecho  que  ha  de  ejercitar  sobre  una  cosa,  sino  que 
además  el  derecho  real  de  usufructo  queda  modificado  y  por  tanto 
comprendido  en  el  (artículo  2?  núm.  2?  de  la  Ley)  hasta  el  punto  de 
no  poderse  ejercitar  por  el  mismo  usufructuario,  que  poseerá  desde 
entonces  el  dcrechoy  residiendo  en  otro  el  ejercicio  de  ese  mismo 
derectio,  • 

214, — ^Y  como  no  es  posible  que  la  plena  potestad  dominica  sea 
mas  limitada  que  ládel  que  sólo  posee  una  servidumbre  personal,  ni 
que  el  acto  otorgado  por  el  dueño,  sea  menos  eficaz  que  el  del  se- 
gundo, es  evidente  que'  el  señor  puede  también  dar  en  hipoteca  ó 
vender  ó  ceder  en  cualquier  forma  gratuita  u  onerosa  su  derecho  á 
percibir  frutos  ó  rentas  de  determinado  predio,  y  que  ese  acto,  una 
vez  otorgado,  es  inscribible.  En  efecto,  ni  se  comprendería,  que  sien- 
do inscribible  la  hipoteca  de  un  derecho,  no  lo  fuese  la  trasmisión 
definitiva  de  ese  mismo  derecho,  ni  podrá  alegarse  que  el  señor  esté 
impedido  de  hipotecar  el  suyo  á  percibir  frutos  ó  rentas,  en  virtud 
de  la  prohibición  del  artículo  I22,  inciso  19  de  la  Ley;  puesto  que, 
al  conceder  esta .  misma  al  usufructuario  aquel  derecho,  bien  claro 
demuestra  que  no  lo  considera  comprendido  en  esa  prohibición,  y 
con  fundamento;  pues,  siendo  un  contrato  sobre  frutos  futuros,  no 
puede  decirse  que  se  les  reputa  separados  ya  del  predio;  no  lo  están, 
puesto  que  no  existen  todavía,,  y  lo  qué  se  tiene  en  consideración  es 
la  aptitud  del  predio  á  J)roducirlos;  lo  que  se  trasmite,  el  derecho 
á  reclamarlos,  derecho  que  ha  de  ejercerse  sobre  la  misma 
finca. 

215.— En  cuanto  á  la  segunda  cuestión  que  hemos  propuesto,  la 
resolveríamos  también  en  sentido  afirmativo.  En  nuestro  concepto 
todo  acto  que  recaiga  en  cosa  inmueble;  y  por  el  que  se  coarte  en 
^o  la  potestad  de  disponer  que  reside  en  el  propietario,  debe  lle- 
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varse  al  Regfislro.  Y  vamos  á  dar  la  solución  esta  vez,  no  con  nues- 
tras propias  opiniones,  sino  con  ajena  doctrina. 

216. — D.  José  de  Ojesto  y  Puerto  se  presentó  á  concurso  volun- 
tario en  Junio  de  1870,  y  en  Octubre  del  propio* año  celebró  convenio 
con  sus  acreedores,  destinando  para  el  pago  de  todas  sus  deudas 
cuantos  bienes  y  derechos  le  pertenecian,  dándose  con  ellos  por  en- 
teramente pagados  los  acreedores,  y  conviniéndose  que  una  comisión 
compuesta  del  deudor  y  de  cuatro  de  aquellos,  que  serian  nombrados 
por  la  Junta,  general,  se  hiciera  cargo  de  todos  los  bienes,  documen- 
tos, libr9s  y  papeles  del  concurso,  con  facultad  de  proceder  á  la  venta 
de  los  inmuebles  y  derechos  reales  en  subasta  voluntaria  judicial, 
debiendo  concurrir  al  otorgamiento  de  las  escritmas  de  venta  el  deu- 
dor^ por  sí  ó  por  apoderado,  y  que  á  él  se  entregarla  el  sobrante  que 
hubiese  de  la  venta,  una  vez  cubiertas  todas  las  responsabilidades 
con  inclusión  de  gastos  y  demás.  Aprobado  el  convenio,  se  declaró 
terminado  el  concurso,  y  se  hizo  formal  entrega  á  la  comisión  nom- 
brad£^,  que  se  compuso  de  los  cuatro  acreedores  elegidos  en  junta 
general  y  de  D?  Petra  Diaz  de  Ajesto,  por  fallecimiento  del  deudor 
y  en  concepto  de  su  albacea  contadora  y  partidora.  Por  ultimo,  la 
comisión,  constituida  por  los  cuatro  acreedores  y  un  mandatario 
especial  de  la  albacea,  vendió  con  todas  las  formalidades  de  derecho 
á  D.  Domingo  de  Sarria  y  Valdespino  bienes  inmuebles,  sitos  una 
parte  en  el  partido  judicial  de  Ledesma,  y  otra  en  el  de  Peñaranda 
de  Bracamonte,  ambos  en  territorio  de  la  Audiencia  de  Valladolid. 
Previos  otros  actog  que  omitimos  por  no  hacer  á  la  cuestión,  se  pre- 
sentó la  escritura  de  venta  en  los  Registros  de  Peñaranda  y  Ledes- 
ma, y,  hecha  la  inscripción  en  el  primero,  fué  suspendida  en  el  se- 
gundo, por  notarse  el  defecto  de  no  estar  inscrita  la  finca  á  favor  de 
la  comisión  administradora  liquidadora  de  la  casa  de  Ojesto,  tomán- 
dose en  su  lugar  anotación  preventiva.  Interpuesto  recurso  guberna- 
tivo, declaró  la  Dirección  general  que  "examinadas  las  bases  y 
condiciones  del  citado  convenio  resulta  que  el  deudor  se  desprendió 
de  las  facultades  de  enajenar  libremente  ^ws^  bienes,  administrarlos  y 
de  percibir  sus  frutos,  en  beneficio  de  sus  acreedores,  todo  lo  cual 
modifica  la  capacidad  civil  del  dueño  para  disponer  de  dichos  bienes 
(i)  y  limita  los  derechos  inherentes  á  esta  cualidad,  adquiriéndolos 
en  su  consecuencia  la  comunidad  de  acreedores,"  y  que  bajó  este 
aspecto  si  bien  la  inscripción  del  convenio  en  el  Registro  hubiera 
sido  conveniente  y  provechosa  á  los  acreedores,  "de  ningtin  modo 
es  necesaria  á  ios  efectos  del  artículo  20  (2)  de  la  Ley,   supuesto 


{!)  Aunque  estas  palabras  parecen  referirse  al  número  4?  art.  29  de  la  Lcy^  y  al  art  4? 
del  Reglamento  peninsular  (ampliado  este  último  en  el  33  del  nuestro)  no  creemos  que  al- 
tere la  naturaleza  del  contrato  el  hecho  de  celebrarse  este  extrajud|cialmenle,  como  ea  el 
ejemplo  que  proponemos  en  el  texto;  puesto  que  el  art.  3^?  de  la  Ley  al  señalar  las  formas 
de  los  títulos,  no  concede  expresa  preferencia  ó  ninguna  sobre  otra. 

(2)  £quÍTale  al  28  de  la  nuestra,  aunque  este  ha  sido  considerablemente  ampliado. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


79 

que  estos  últimos  no  adquirieron  el  dominio  de  los  bienes  cedidos." 
tRes.  de  13  de  Junio  de  1874.  (i) 

217.— Como  quiera  que  el  caso  resuelto  por  la  Dirección  general 
tiene  grande  analogía  con  el  segundo  de  los  que  hemos  propuesto,  y 
aun  alguna  con  el  primero:  creemos  que  debe  estarse  en  ambos,  co- 
mo hemos  dicho,  á  la  afirmativa.  En  uno  y  otro  caso  se  despoja  el 
dueño  de  la  facultad  de  administrar,  y  de  percibir  los  frutos,  y 
esto,  según  declárala  Djreccion  general,  modifica  la  capacidad  civil 
para  disponer  de  los  bienes;  y  limita  los  derechos  inherentes  á  la 
cualidad  de  dueño;  adqairiéndolos  en  su  consecuencia  el  acreedor. 

Articulo  136  del  Reglamento. 

Cuando  en  alguna  testamentaría  ó  concurso  se  adjudiquen  bienes  inmuebles 
á  uno  de  los  participes  ó  acreedores  con  la  obligación  de  emplear  su  importe 
en  pagar  deudas  ó  carg^  de  la  misma  herencia  o  concurso,  se  incvibirán  dichos 
bienes  á  favor  del  adjudicatario,  haciéndose  mención  literal  de  aquella  obli- 
gación. 

218. — Concuerda  con  el  que  lleva  el  número  33  en  los  de  la  Pe-* 
nínsuia  y  1 30  en  el  de  Puerto— Rico.  De  absoluta  conformidad  su  pre- 
cepto con  el  de  la  Ley,  no  viene  más  que  á  completar  este:  i9,  esta- 
bleciéndolo con  especialidad  respecto  de  las  testamentarías  y  concur- 
sos, donde  con  mayor  frecuencia  puede  ocurrir  el  caso;  y  2?,  expre- 
sando que,  al  practicarse  la  inscripción  á  favor  del  adjudicatario,  se 
h^pi  mención  literal  de  la  obligación  que  sobre  él  pesa,  declaración 
que,  si  no  en  el  texto  de  la  Ley,  hallábase  patente  en  su  espíritu,  y 
conforme  con  la  circunstancia  segunda  de  su  art.  17,  que  al  prescribir 
la  necesidad  de  que  se  exprese  en  la  inscripción  la  naturaleza  y  con* 
(liciones  del  derecho  que  se  inscriba,  venia  á  establecer  indirectamen- 
te lo  mismo  que  aquí  se  determina. 

219. — Continuamos  reproduciendo  la  Ley.  Y  sigue  ella  enume- 
rando los  títulos  sujetos  á  inscripción. 

Cuarto.  Las  ejecutorias  en  que  se  declare  la  incapacidad  legal 
para  administrar  ó  la  presunción  de  muerte  de  personas  ausentfs,  se 
imponga  la  pena  de  interdicción  ó  cualquiera  otra  por  la  que  se  modi- 
fique la  capacidad  civil  de  leu  personas,  en  cuanto  a  la  libre  disposición 
de  sus  bienes, 

220. — Comenzaremos  por  transcribir  lo  que  acerca  de  este  inciso  ha 
dicho  la  Comisión  de  Códigos. 

"Después  de  expresar  en  los  términos  que  ha  creído  más  á  pro- 
opósito  los  títulos,  actos  y  contratos  que  deben  sujetarse  á  la  ins- 
"cripcfoñ  por  ser  traslativos  de  dominio,  ó  constitutivos  de  un  dere- 
"cho  real,  ha  añadido  la  Comisión  algunos  otros  documentos  cuya 
•'inscripción  ha  considerado  no  menos  necesaria.  A  esta  clase  co- 
"rresponden  ante  todo  las  ejecutorias  de  los  Tribunales  en  que  se 
"declara  la  incapacidad  legal  para  administrar,  ó  la  presunción  de 
"muerte  de  personas  ausentes,  se  impone  la  pena  de  interdicción  ó 

(i)  Véase  en  la  sección,  Jurispfudenaia  adjetiva  del  presente  artículo  2?  de  la  Ley. 

Digitized  by  VjOOQ  IC 


8o 

"cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  en  cuanto 
**á  la  libre  disposición  de  los  bienes.  Eáta  prescripción  era  nueva  en 
'^nuestras  leyes,  aunque  aceptada  ya  en  el  proyecto  del  Código  ci- 
"vil;  (i)  pero  su  simple  enunciación  la  justifica.  Para  adquirir  con 
"seguridad  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  no  basta  pue  el  ven- 
"dedor  ó  imponente  sea  dueño  de  ellas;  tampoco  es  suficiente  que 
"no  estén  los  bienes  afectos  á  otras  cargas:  es  además  necesario  que 
"el  que  enajena,  que  el  que  trasmite,  tenga  capacidad  civil  para  ha- 
"cerlo.  Solo  por  el  concurso  de  estas  circunstancias  podrá  estar 
"completamente  seguro  el  adquirente.  Si  la  Ley  no  atendiera,  pues, 
"á  que  la  capacidad  de  U  persona  constara  en  el  Registro,  su  obra 
"seria  incompleta  y  no  produciría  frecuentemente  el  efecto  apete- 
"cído." 

221.— Claramente  establece  aquí  fa  Comisión  el  motivo  que  les 
impulsó  á  introducir  en  el  Registro  público  de  la  propiedad  documen- 
tos cuya  admisión  carece  de  precedentes  en  nuestra  legislación.  Ver- 
dad que  invoca  la  autoridad  del  Proyecto  de  Código  civil,  obra  que 
goza  de  gran  Crédito  <n  la  Península,  y  á  cuyo  detenido  estudio  y  co- 
mentarios se  ha  consagrado  el  ingenio  de  uno  de  los  más  notables 
jurisconsultos  españoles,  el  Sr.  García  Goyena.  Pero  por  grande, 
por  respetiible  que  sea  el  concepto  que  en  lo  general  se  reconoce  á 
aquel  Proyectó,  no  es,  sin  embargo,  un  precedente  legal,  pues  cau- 
sas que  hemos  expuesto  en  la  Reseña  histórica  que  precede  á  esta 
obra,  han  impedido  hasta  hoy  que  se  promulgue  coo  fuerza  obliga- 
toria. Necesario  fué,  pues,  que  la  Comisión  explicase  la  razón  dé  \q 
innovado,  y  la  fimda  precisamente  en  lo  que  constituye  el  fin  esen- 
cial de  la  Ley  y  del  Registro:  en  el  desarrollo,  en  el  aumento  del 
crédito  territorial,  baáado  en  la  confianza  que  inspire  la  seguridad 
en  la  adquisición  de  los  inmuebles.  No  basta  para  ello,  como  dice 
muy  bien  la  Comisión,  que  el  trasmitente  sea  dueño  de  los  bienes, 
ni  que  ellos  estén  exentos 'de  otras  cargas;  preciso  es  además  la  ap- 
titud legal,  la  capacidad  civil  en  el  que  otorga.  Poner  al  aleante  de 
los  interesados  el  medio  de  cerciorarse  de  esa  capacidad»  es  sin  duda 


(i)  La  disposición  á  que  alude  aquí  la  Comisión  de  Códigos  es  la  siguiente: 

Están  igualmente  sujetas  á  inscripdo^n  las  sentencias  «jecutoHadK^: 

1 9 — En  que  se  declare  incapaz  á  una  persona  ó  se  la  nombre  curador,  en  conformidad  á 
lo  dispuesto  en  el  título  lo?,  lib.  i?  de  este  Código. 

2? — En  que  se  declare  la  presunción  de  muerte  del  ausente,  en  conformidad  al  art.  322. 

3? — En  q^e  se  ordene  la  separación  de  bienes  del  matrimonio  6  se  confiera  su  adminis- 
tración á  la  mujer,  ,  . 

'4? — En  que  se  dedare  una  quiebra,  6  se  admita  la  cesión  de  bienes  ó  se  ordene  su  se- 
cuestro ó  espropiacion. 

Todo  lo  dispuesto  e^  este  artíailo  se  entiende  para  el  caso  de  que  las  personas  cuya  ca- 
pacidad se  modifique  por  las  expresadas  proTÍdencias,  tengan  ó  lleguen  á  tener  inscrita  la 
propiedad  de  bienes  inmuebles. 

(Art,  1829  Proy.  de  Cod.  civil.  > 

El  título  10?,  lib.  I*?  del  mismo  Proyecto  de  Código,  á  que  se  hace  referencia  en  el  inc?. 
so  I?  del  artículo  que  precede,  es  el  que  trata  de  la  ctiraduHá^  y  én  él  »e  establece  la  trami 
tacion  del  juicio  sobre  declaración  de  incapacidad,  determinando  las  causas  porque  puede 
pedirse,  y  las  personas  que  tienen  derecho  á  promoverlo. — Y  el  art  322,  que  se  cita  en  el 
rndso  29,  designa-  los  casos  en  que  procede  declarar  la  presunción  de  muerte  del  ausente. 
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un  gran  paso  en  el  problema  de  adquirir  con  seguridad  completa,  y 
como  la  capacidad  civil  es  la  regla  general  en  las  personas,  basta  con 
asentar  en  el  Registro  los  casos  de  escepcion,  los  casos  en  que  aque- 
lla cualidad  se  pierde  ó  se  suspende.  Algunos  cargos  de  deficiencia 
se  han  imputado  con  tal  motivo  á  la  Ley,  básele  censurado  con  vi- 
^ov  y  con  empeño  el  haber  dejado  incompleto  su  sistema,  con  la 
omisión  en  el  Registro  público  de  la  incapacidad  que  pesa  sobre  los 
menores  y  las  mujeres  casadas.  En  efecto,  sólo  habla  la  Ley  en  este 
lugar  de  ejecutorias,  sólo  de  que  se  modifique  la  capacidad  civil:  y 
como  lo  primero  excluye  los  actos  extrajudiciales,  y  aún  no  pocos 
de  los  judiciales,  y  lo  segundo  supone  la  existencia  previa  de  la 
capacidad,  para  que  sea  luego  susceptible  de  modificarse,  se  ha  de- 
ducido razonablemente  de  aquel  texto  legal  que  no  están  incluidos 
en  su  disposición  los  actos  que  se  refieren  á  la  incapacidad  de  los 
menores  y  de  las  casadas. 

222. — Nosotros  creemos  que  si  toda  Ley  merece  acatamiento  y 
respeto,  ésto  no  debe  conducirnos  hasta  v-elar  sus  defectos.  La  cen- 
sura responde  á  un  deber  tan  imperioso  como  el  del  aplauso:  uno  y 
otro  deben  tener  por  móvil  el  bien  público.  Con  leyes  como  la  Hi- 
potecaria conquistan  los  poderes  la  gratitud  de  los  pueblos,  y  se*ob- 
tiene  una  prueba  material,  tangible,  de  lo  que  son  capaces  de  rea- 
lizar la  ciencia  y  el  talento  en  la  esfera  de  la  vida  práctica.  Perd  no 
hay  obra  exenta  de  defectos,  y  en  señalarlos  río  se  agravia  á  nadie; 
sírvele  al  legislador  de  ilustración  y  saludable  advertencia,  é  instruye 
á  los  pueblos,  los  mejora  y  los  prej)ara  á  mayores  reformas.  Notar 
defectos  en  la  Ley  cuando  realmente  existen,  implica  superior  grado 
de  cultura,  y  constante  é  indefinida  a.spiracion  de  progreso. — En  esta 
materia  conviene,  sin  embargo,  ser  muy  parcos;  nó  prodigar  el 
elogio,  pero  aún  menos  la  censura, 

223. — A  raiz  de  la  publicación  de  la  primitiva  Ley,  en  1861, 
dióá  luz  el  Sr.  Gómez  Rodriguez  en  la  acreditada  '^^evista  General 
de  Legislación  y  Jurisprudencia,"  de  Madrid,  una  serie  de  artículos 
que  tituló  "Observaciones  al  Proyecto  de  Ley  Hipotecaria,"  y  allí, 
después  de  encarecer  la  conveniencia  de  hacer  constar  en  el  Regis- 
tro lo  relativo  á  la  capacidad  de  las  personas,  expresábase  del  si- 
guiente modo: 

" pero  si  esto  es  justo,  y  ha  tenido  cuidado  de   aplicarse 

**cn  los  artículos  172  y  173  (i)  para  la  mujer  casada,  en  el  194  (2) 
"para  los  bienes  reservables,  y  en  el  202  (3)  para  los  bienes  perte- 
"necientes  al  peculio  de  los  hijos,  es  extraño  que  no  se  haya  hecho 
"lo  mismo  para  los  bienes  de  los  menores,  lo  cual  hubiera  sucedido 
"con  haber  mandado  registrar  los  discernimientos  de  tutores  y  cu- 
"radores  de  la  manera  prevenida  en  el  art.   1271  de  la  Ley  de   En- 

(1 )  186  y  187  de  la  nuestra. 

(2)  202  de  la  nuestra. 

(3)  216  de  la  nuestra. 

II 
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ajuiciamiento  civil.     De  este  modo   constaría   en  el  Registro  si  los 
"bienes  eran  pertenecientes  á  im  mayor  ó  menor  de  edad,  (r)  y  se 
"evitaría  el  peligro  de  contratar  con  una  persona  que  no  tenga  ca- 
"pacidad  para  verificarlo."     (Rev,  citada,  t.  17,  pag.  360.) 

224. — Casi  con  las  mismas  palabras,  y  con  citas  absolutamente 
idénticas,  se  expresan  los  Sres.  Pantoja  y  Lloret  al  comentar  este 
inciso.  También  la  Serna  dedica  tres  párrafos  á  exponer  y  justifi- 
car esta  omisión,  y  los  Sres.  Pedrero  y  Surga,  quizás  con  mejor 
acierto,  se  contentan  con  indicar  que  en  el  Registro  consta  qué  bie- 
nes son  de  menor,  sujeto  ó  á  la  patria  potestad,  ó  á  la  tutela  y  cu- 
raduría, y  pasan  á  determinar  los  casos  en  que  las  incapacidades 
del  menor  y  la  mujer  casada  habrán  de  sujetarse  /í?r  excepción^  á  lo 
que  en  el  presente  inciso  se  establece.     (2) 

225. — Y  en  efecto,  el  numero  4?  del  art.  2?  de  la  Ley,  en  combi- 
nación con  los  arts.  186  y  187,  208,  216  de  la  misma,  y  272  y  273 
del  Reglamento,  establecen  un  sistema  completo  y  por  medio  del 
cuál  no  es  posible  que  deje  de  constar  en  el  Registro  la  capacidad 
civil  de  las  persona^  que  poseen  inmuebles.  Nada  importa  que  to- 
das las  especies  de  incapacidad  no  se  hallen  comprendidas  en  aquel; 
nada  tampoco  que  algunas  no  se  asienten  en  el  libro  de  Incapaci- 
tados^ que  prescribe  el  artículo  313  de  nuestro  Reg.,  de  acuerdo  con 
una  orden  de  la  Dirección  del  Registro..  Lo  que  importa  es  que, 
como  decía  el  Sr.  Gómez  Rodriguez,  y  repitieron  Pantoja  y  Lloret, 
conste  en  el  Registro  si  los  bienes  inscritos  pertenecen  á  un  mayor 
ó  á  un  menor  de  edad-  Por  otra  parte,  es  natural  hacer  distinción 
entre  aquellos  á  quienes  la  Ley  no  ha  concedido  aun  la  facultad  de 
dirijirse  por  sí,  y  los  que,  poseyéndola  se  ven  privados  de  ella,  por 
desgracia  ó  deliiícuencia.  Estos  últimos  constituyen  la  clase  de  los 
Incapacitados,  á  los  que  exclusivamente  se  refiere  el  inciso  4?  art. 
2?  de  la  Ley;  los  primeros  son  simplemente  incapaces,  y  se  rigen 
por  disposiciones  especiales  que  hay  que  buscar  en  otros  lugares  de 
la  misma. 

226. — Pero  como  nuestra  legislación  especial  ha  sido  ampliada  en 
este  punto,  ya  en  la  letra  misma  del  artículo  de  nuestro  Reglamento 
que  concuerda  con  el  presente  inciso  de  la  Ley,  ya  en  las  palabras 
con  que  la  Comisión  explica  el' punto  ampliado,  en  el  Informe  que 
le  sirve  de' introducción,  creemos  conveniente  presentar  aguí  la  dis- 
posición reglamentaria  con  la  parte  del  Informe  que  se  refiere  áella, 
á  fin  de  abarcar  después  más  fácilmente  todo  lo  que  constituye  la 
materia  del  presente  inciso.     Veamos,  pues,  el  Reglamento. 


(i)  Consta  (V.  arts.  272  y  273  Reg,,  152  y  153  de  los  peninsulares.) — Pero  el  Sr.  Gó- 
mez Rodriguez  escribía  esas  palabras  en  1860,  y  se  refería  al  vacío  que  se  notaba  en  la  Lev, 
sin  que  le  fuera  posible  anticipar  que  habia  «íe  llenarse,-  aunque  en  distinta  forma  de  la 
propuesta  por  él,  en  el  Reglamento  publicado  en  12  de  Junio  de  1861. 

(2)  Según  los  autores  citados,  son  inscribibles  las  ejecutorías  ppr  las  que  se  íledare 
menor  sujeto  á  tutela,  ó  á  la  patria  potestad  al  que  estuvfe^econsiderado  como  mayor  y  sui 
íuris,  ó  bien  casada  á  la  mujer  que  disfruta  del  concepto  de  capacidad  completa. 
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Articulo  33. 

Las  sentencias  ejecutorias  que  deben  inscribirse,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  cuarto  del  artículo  2?  de  la  ley,  no  son  tan  solo  las  que  expresamente 
declaren  la  incapacidad  de  alguna  persona  para  administrar  sus  bienes,  ó  mo- 
difiquen con  igual  expresión  su  capacidad  civil  en  cuanto  á  la  libre  disposición 
de  su  caudal,  sino  también  todas  aquellas  que  produzcan  Icgalmente  una  ú  otra 
incapacidad,  aunque  no  la  declaren  de  un  modo  termmante,  como  las  provi- 
dencias que  contengan  la  declaración  de   quiebra  ó  el  concurso  de  acreedores. 

227. — Concuerda  con  el  4?  de  la  Península,  adicionándole  la  ex- 
presión como  las  providencias  qité  contengan  la  declaración  de  quie- 
bras ó  el  cofícnrso  de  acreedores. — Las  palabras  en  que  la  Comisión 
explica  esta  adición  son  las  siguientes: 

228. — **La  necesidad  de  hacer  públicos  por  medio  de  la  inscrip- 
"cion  en  el  Registro  todos  los  actos  judiciales  ó  extrajudiciales,  sin 
"excepción  alguna,  que  modifiquen  la  capacidad  civil  de  las  perso- 
"nas  que  tengan  á  su  favor  inscrito  algún  derecho  en  el  Registro,  y 
"la  importancia  y  trascendencia  que  tienen  las  providencias  judicia- 
"Ics  por  las  que  se  declara  en  quiebra  ó  en  concurso  algún  deudor, 
"sea  ó  nó  comerciante,  cuando  éste  posee  bienes  inmuebles  inscritos 
"á  su  nombre,  han  obligado  á  la  Comisión  á  declarar  comprendidas 
"en  el  párrafo  cuarto  del  artículo  2?  déla  Ley  las  providencias  judi- 
"ciales,    sean  ó  nó  ejecutorias,  que  contengan  dichas  declaraciones. 

229. — "La  justicia  que  encierra  la  medida  propuesta  es  tan  obvia, 
"que  sería  ocioso  molestar  la  atención  de  V.  E.  (i)  demostrándola: 
"bastando  dejar  consignado  que,  según  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Civil  dichas  providencias  producen  verdadera  incapacidad  en  el 
"deudor  que  ha  sicjo  objeto  de  ellas  para  administrar  sus  bienes,  (2) 

(1)  Se  dirije  la  Comisión  al  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Ultramar. 

(2)  Las  disposiciones  á  que  la  Comisión  se  refiere  son  las  siguientes: 


(Concursos) 


I 


(Quiebras) 


Art.  524. 
En  el  Juzgado  en  que  se  íleclare  el  con- 
«-urso  dictará  el  Juez  las  providencias  nece- 
sarias para  el  embargo  y  depósito  de  todos 
los  bienes  del  deudor,  la  ocupación  de  sus 
jbros  y  pa|>eles,  y  la  retención  de  su  co- 
rre«.ponííencia. , 


LEY    DE    ENJUICIAMIENTO   CIVIL. 

Titulo  adicional. 
Art.  13. 
Sin  perjuicio  de  la  reclamación  del  que- 
brado contra  el  auto  de  quiebra,  inmediata- 
mente que  este  se  provea,  se  comunicará  al 
Comisario  su  nombramiento  por  oficio  del 
Juez  de  primera  Instancia,  y  procederá  á  la 
ocupación  de  los  bienes  y  papeles  de  la  quie- 
bra, su  inventario  y  depósito. 


Código  de  Comercio. 

Art.   1,035. 

Kl  (juebrado  queda  de  derecho  separado 

é  inhibido  de  la  administración  de  todos  sus 

bienes  desde  que  se  constituye  en  estado  de 

quiebra. 

Art.  1,036. 
Todo  acto  de  dominio  ó  administración 
que  haga  el  quebrado  sobre  cualquiera  es 
pecie  y  jwrcion  de  sus  bienes  desjjues  de  la 
declaración  de  quiebra,  y  los  que  haya  he- 
cho posteriortnente  á  la  época  en  que  se  retro- 
tratmn  los  efectos  de  dicha  declaración^  sott 
nuu>s. 
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*'de  cuya  incapacidad  conviene  advertir  á  los  terceros  para  que  se 
^'abstengan  de  celebrar  contratos  de  enajenación  con  el  concursado 
"ó  quebraclo,  á  fin  de  evitar  que  los  acreedores  queden  defraudados 
'*por  una  enajenación  hecha  á  favor  de  quien  ignorase  el  estado  de 
"concurso  ó  de  quiebra  en  que  se  hallaba  el  trasniitente.  Poco  im- 
"porta  que  este  estado  sea  más  ó  menos  duradero,  provisional  ó  de- 
**finitivo;  (i)  pues  mientras  exista,  producirá  todos  sqs  efectos,  y 
"debe  producirlos,  para  que  no  sean  ilusorios  los  mandatos  de  los 
"Tribunales,  que  indudablemente  lo  serían  si  no  se^  advirtiera  á 
"los  terceros  del  auto,  declarando  la  quiebra  ó  el  contürso  por  me- 
"dio  de  la  inscifipcion  en  el  Registro.  Y  para  que  cfeta  advertencia 
"sea  completa,  se  propone  además  por  la  Comisión  que  pueda  ano- 
"tarse  preventivamente  (2)  la  demanda  del  acreedor,  solicitando  la 
"declaración  de  concurso  ó  de  quiebra  en  los  Registros  abiertos  á 
"las  fincas  inscritas  á  nombre  del  deudor  ó  en  el  libro  de  incapaci- 
"tados  si  careciere  de  ellas." 

230. — Reunidos  ya  el  texto  de  la  Ley,  el  del  Reglamento  en  la 
parte  que  le  hace  referencia,  y  las  Exposiciones  de  una  y  otra  Co- 
misión, vamos  á  tratar  de  señalar  con  exactitud  los  casos  compren- 
didos en  el  presente  inciso  4?  de  la  Ley. 

231. — Quedan,  pues,  sujetas  á  inscripción  en  el  Registro: 

I?     Las  ejecutorias  en  que  se  declare: 

Incapacidad  legal  para  administrar. 
Presunción  de  muerte  del  ausente. 
Pena  de  interdicción  ú  otra  análoga. 

(Art.  2?,  inciso  4?  L.) 


Si  el  quebrado  hiciere  oposición  al  auto 
de  quiebra,  se  formará  expediente  separado 

sobre  ella (Art.  5?  del  tit.  adicional  á 

la  L.  de  E.  C.) 

La  rehabilitación  del  (juebrado  correspon- 
de al  ju7gado  que  hubiere  conocido  de  la 
quiebra    (Ar.  1168  del  Cod.  de  Com.) 

l*or  la  rehabilitac  on  del  quebrado  cesan 
todas  las  interdicciones  legales  qíiCL  produce 
Ja  declaración  de  quiebra.  (Art.  1,174  del 
mismo.) 

Desde  la  primera  junta  general  de  aaee- 
dores  en  adelante,  puede  el  quebrado,  en 
cualquier  estado  del  ptocedimiento  de  quie- 
bra, hacerles  las  pro]X)sicionfts  de  convenio 
Que  á  bien  tenga  sobre  el  pago  de  sus  deu- 
das.  (Art.  1147  id.) 

Toda  proposicioa  formal  de  convenio  Iw 
de  ser  hecha  y  deliberada  en  junta  de  acree- 
dores    (Art  1,149.)    • 

(2)  Se  refiere  sin  duda  á  la  disposición  del  art.  144  del  Reg.,  que  carece  de  concor- 
dante en  el  de  la  Península.  Con  esta  adición  concuerda  el  caso  6V  art  187  de  aquel, 
adición  á  su  vez  de  su  correspondiente  art.  74  del  Reg.  peninsular;  y  también  las  adicio- 
nes de  nuestros  arts.  313  y  310,  sobre  sus  concordantes  iv  y  3V  de  la  orden  de  la  D.  G.  de 
13  de  Agosto  de  1863. 


( I )  El  deudor  puede  oponerse  á  la  de- 
claración del  concurso  dentro  de  los  tres 
dias  siguientes  al  en  que  le  haya  sido  notifi- 
cada. (Art.  531  L.  de  K.  C.) 

Er  el  auto  en  que  se  ordene  la  publica- 
ción del  resultado  definitivo  del  concurso  se 
declarará  la  rehabilitación  del  concursado  sin 
necesidad  de  instancia  suya,  ni  de  audien- 
cia de  ningún  género,  en  el  caso  de  haber 
sido  pagados  por  entero  los  créditos  y  de 
haberse  declarado  la  inculpabilidad  del  mis- 
mo concursado.     (Art.  571.) 

F^n  cualquier  estado  del  juicio  de  concur- 
«o,  pueden  hacer  los  acreedores  y  el  con- 
cursado los  convenios  que  estimen  oportu- 
,nos.     íArt.  611.) 
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2?  Las  providencias  que  produzcan^  aunque  no  la  declaren  ter- 
minantemente, 

Incapacidad  para  administrar. 
Incapacidad  para  la  libre  disposición  de  los  bienes. 

(Art.  33  iíeg.) 

3?  Todos  los  actos  judiciales  ó  extrajiidiciales  sin  excepción  al- 
guna, que  modifiquen  la  capacidad  civil  de  las  persones  que  tengan 
á  su  favor  inscrito  algún  derecho  en  el  Registro. ...  y  las  provi- 
dencias judiciales,  sean  ó  no  ejecutorias ,  que  declaren  la  quiebra  ó  el 
concurso.  (Infornle  de  la  Comisión  para  aplicar  la  Ley  á  las  An- 
tillas.) 

232. — Resulta,  pues,  de  aquí,  un  sistema  completo,  que  dá  por 
resultado  el  que  ninguna  clase  de  incapacidad  esté  exenta  del  Re- 
gistro. Como  dijo  muy  bien  nuestra  Comisión  en  su  Informe,  to- 
das las  providencias,  seaii  ó  nó  ejeciUorias\  todos  los  diCtos,  judiciales 
ó  extrajudiciales  referentes  á  incapacidad,  están  sujetos  al  Registro, 
tienen  allí  asignado  su  lugar.  E.xaminemos,  pues,  los  diferentes 
casos  de  incapacidad  civil,  e  indiquemos  el  lugar  de  la  Ley  que  le 
está  señalado  á  cada  uno. 

233. — Los  tratadistas  de  Derecho   privado  señalan  los  siguientes: 

1 9^  El  loco  ó  desmemoriado,  ó  desgastador  ie  sus  bienes  y  de  ma- 
nera que  le  es  defendido  del  Juzgador  del  lugar  que  non  use  dellos, 
(Ley  i^  tít.  4^7  5 V  tit.  11,  P.  5'^.) 

2?  El  menor  de  edad  que  tenga  guardador',  para  celebrar  con- 
tratos sin  el  otorgamiento  de  aquel.  El  que  no  tenga  tal  guardador 
puede  contratar  eficazmente,  aunque  quedándole  á  salvo  el  benefi- 
cio de  la  restitución,  (ley  5?  citada). — No  es  de  este  lugar  examinar 
si,  con  arreglo  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  .es  obligatorio  para 
los  menores  el  nombramiento  de  curador,  según  opinan  la  Serna  y 
Montalvan  y  Gutiérrez, 

3?  El  hijo  constituido  en  patria  potestad,  según  doctrina  deri- 
vada de  la  ley  6?  del  lib.  y  P.  citados  y  disposición  de  la  17,  tít.  r9 
lib.  io9  Nov.  Rec. 

4?  La  mujer  casada,  conforme  á  la  ley  55  de  Toro,  que  es  la  1 1, 
tit.  I?  lib.  10?  Nov.  Rec. 

234. — A  éstos  casos  hay  que  agregar  la  ejecutoria  de  presunción 
de  muerte  y  la  que  impone  pena  de  interdicción,  según  declara  ex- 
plícitamente la  Ley  Hipotecaria. 

235. — Las  ejecutorias  á  que  se  refiere  la  Ley  son  las  que  de- 
claren la  incapacidad  del  loco  ó  del  pródigo.  Y  es  indudable 
que  por  ejecutoria  se  entiende  en  éste  lugar  la  sentencia  qué, 
pronunciada  en  juicio  declarativo  civil  ordinario,  quede  firme,  ya 
por  estar  consentida  ó  bien  por  í;iaberse  confirmado  en  la  Superiori- 
dad. La  opinión  emitida  por  los  Sres.  Pedrero  y  Surga,  de  considerar 
comprendida  en  el  inciso  de  la  Ley  la  incapacidad  proveniente  del 
nombramiento  de  un  curador  ejemplar,  efectuado  según  la  tramita- 
ción de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  seria  más  admisible  entre  nos- 
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otros  que  cuandp,ellos  la  fnanifestaron,  atendida  la  ampliación  de  los 
preceptos  legales  por  las  palabras  de  nuestra  Comisión  que  antes 
reprodujimos.  Creemos  sin  embargo  innecesaria  la  adopción  de 
esa  medida,  porque,  ó  al  nombramiento  de  curador  ejemplar  sigue 
un  pleito  para  obtener  ejecutoria,  y  entonces  puede  tomarse  anota- 
ción preventiva  de  la  demanda  (Art.  50,  niímero  5^  de  la  Ley);  ó 
no  se  hace  gestión  ulterior,  y  en  eáe  caso  basta  al  efecto  dé  que  la 
incapacidad  sea  conocida  por  medio  del  Registro,  la  nota  que  al 
margen  de  la  inscripción  de  los  bienes  ó  derechos  del  menor  o  inca- 
pacitado que  los  posea,  se  pondrá  por  disposición  judicial  en  el  acto 
de  aprobar  la  constitución  de  la  hipoteca  si  el  guardador  ha  presta- 
do fianza;  ó  bien  al  discernirle  el  cargo  si  está  relevado  de  ella  ( Kvt 
272  y  273  RegJ 

336. — La  incapacidad  para  administrar  puede  provenir  pues,  de 
dos  causas,  la  locura  y  la  prodigalidad  una  y  otra  sólo  serán  obje- 
to de  inscripción  cuando  se  declaren  por  ejecutoria,  según  dicen  el 
inciso  4?  art.  2^.Az  la  Ley  y  el  art.  33  del  Reglamento,  pero  ésto  no  es 
más  que  un  defecto  de  redacción,  pues  según  ha  explicado  la  Co- 
misión en  su  Informe,  las  declaraciones  de  quiebra  y  concurso  deben 
entenderse,  sean  ó  no  ejeaitorias.  La  Comisión  al  ampliar  lo  dis- 
puesto ^para  la  Península,  debió  modificar  el  texto  en  el  sentido 
conveniente  para  evitar  la  contradicción  que  se*  nota. 

237. — En  este  caso  se  encuentra  comprendida  la  ejecutoria  en 
que  se  prive  al  marido  de  la  facultad  de  administrar  los  bienes  de  su 
mujer  (Art.  20  r  de  la  Ley  Hipotecaria,  confirmando  la  29,  tit  n 
P.  4?^;  por  la  dilapidación  de  sus  bienes,  cuando  no  haya  constituido 
hipoteca  dotal.   . 

238. — En  cuanto  á  la  presunción  de  muerte  de  ausentes  conviene 
tener  presente  la  ley  14,  tit.  14  P.  3*,  cuya^  palabras  reprodu- 
cimos:   '  ' 

239.— "Dubda  podría  acaecer  ligeramente,  de  algunos  ornes  que 
**andan  en  tierras  extrañas,  si  son  bivos  ó  muertos;  porque  aurian^a 
* 'contender  sus  parientes  en  razón  de  los  bienes  dellos,  razonando 
*'los  unos  que  son  mas  cercanos  del  parentesco,  e  que  deben  here- 
'*dar  lo  suyo,  que  es  muerto;  e  los  otros  que  quieren  contradezir  a 
"esto,  razonan  que  es  bivo.  E  por  ende  queremos  aqui  dezir,  en  que 
''m^mera  debe  el  Judgador.recebir  prueva  sobre  tal  contienda  como 
"esta.  E  dezimos,  que  si  aqael  de  cuya  muerte  dubdan,  dizen  que 
**en  extraña  c  luenga  tierra  es  muerto, -e  grand  tiempo  es  passado, 
"assi  como  diez  años  arriba;  que  ahonda,  que  prueven  que  esto  es 
"fama  entre,  los  de  aquel  logar;  e  que  publicamente  dizen  to- 
ados que  ,e3  muerto.  Ca  non  podría  ome  tan  ligeramente  aver 
"testigos,  para  probar  fecho  que  oviesse  contecido  en  tan  luen- 
"ga  tierra,  e  de  .tan  grand  tiempo,  e  mayormente  que  lo  ovies- 
"sen  visto  muerto  (5  soterrar;  mas  si  aquel  que  .dizenque  es  finado, 
"razonan  que  murió  de  poco  tiempo  acá,  assi  gomo  de  cinco  años 
**ayuso,  o  en^tal  tierra  de  que  sé  pueda  ligeramente  provar,  e  saber 
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"la  verdad;  estonce  debe  ser  probada  la  muerte  por  testigos  que  le 
"Vieron  muerto,  e  soterrar;  e  non  abondaria,  que  fuesse  probado  por 
"fama  tan  solamente." 

240. — Declara,  -pues,  esta  ley  dos  casos,  según  la  ausencia  sea  en 
luenga  y  extraña  fierra,  esto  es,  remota  y  de  difícil  comunicación,  á 
nuestro  juicio;  y  por  tiempo  de  diez  años  ó  mas;  ó  bien  en  tierra 
con  la  que  sea  breve  la  comufíicacion,  y  por  menos  de  cinco  años 
el  tiempo  transcurrido.  En  el  primer '  caso  es  cuando  admítela 
presunción  de  muerte,  pero  no  por  sí  sola^  sino  que  ha  de  robuste- 
cerse con  la  fama  publica  de  que  aquella  persona  ha  muerto.  En 
el  segundo  caso,  no  hay  presunción  y  la  muerte  ha  de  probarse. 
Con  motivo  de  lo  declarado  en  primer  término,  pregunta  Gregorio 
López:  **¿Y  qué  hacer  cuando  no  se  prueba  la  fama  publica,  sino 
la  simple  ignorancia  acerca  de  si  vive  ó  no  la  persona  largo  tiempo 
ausente?"  (Quid si  hoc  non-probet,  sed  iicsciturdc  vita  alicujus  jain- 
din  absentis? ) — Glosa  2  á  la  citada  ley.  Y  dándose  él  mismo  la  con- 
testación agrega.  "Según  costumbre,  se  entregarán  los  bienes  del 
ausente  á  sus  parientes,  previa  fianza." 

241. — La  declaración  de  Gregorio  López  está  hoy  elevada  á  la 
categoría  de  jurisprudencia  en  virtud  de  sentertcia  del  Tribunal  Su- 
premo de  13  de  Diciembre  de  1864.  Sentóse  en  ella  que,  **Es  una 
"costumbre  usada  de  antiguo  y  fielmente  guardada  que  cuando  se 
"ignora  el  paradero,  y  por  consiguiente  la  existencia  de  una  persona 
"largo  tiempo  ausente  ó  desaparecida,  y  no  existan  las  pruebas"  de 
su  muerte  *'se  otorgue  bajo  fianza  la  administración  judicial  de  los 
"bienes  del  ausente  á  los  parientes  mas  próximos  que  tuviesen  de- 
"recho  para  heredarle  ab-intestato." — Y  en  la  propia"  sentencia  se 
declaró  además  que:  **Cuando  se  trata  de  una  persona,  largo  tiempo 
"ausento  y  de  ignorado  paradero,  se  entienda  probada  su  defunción 
"acreditando  que  lia  cumplÍ5Ío  la  edad  de  cien  años,  ppr  ser  ésta  la 
"vida  máxirpa  que,  según  la  ley  26,  tit.  31,  P.  3?  (i)debe  presumir- 
"se  en  caso  de  incertidumbre."  Por  ultimo,  en  la  misma  y  otra  de 
27  de  Noviembre  de  1^69  se  declara  que  ''También  es  prueba  de 
"defunción,  según  la  ley  14,  tit.  14  P.  3?  cuando,  tratándose  de  una 
"persona .  que  se  supone  muerta  liá  mas  de  diez  años  en  estraña  ó 
"luenga  tierra,  se  acredite  que  esto  es  fama  en  aquel  lugar  ó  tierra, 
"y  que  públicamente  dicen  todos  que  es  muerta." 

242. — Resulta  de  esta  costumbre,  sancionada  por  la  jurispruden- 
cia del  Tribunal    Supremo,  y  de  la  Ley  de  Partidas  ya  citada,    que 
tenemos  en  nuestra  legislación  un  sistema  análogo  al  establecida  en 
el  cap.  I?,  tit.  4?  lib.  i9  del  Código  Civil  francés,  acerca  de  los  efec- 
,  tos  de   la  ausencia.  No  vamos  á  establecer   comparaciones  que  no 

íi)  Dicha  ley  trata  del  usufructo  concedido  á  alguna  ciudad  ó  villa,  y  le  da  la  duración 
d«  cien  años,  lo  a ue  explica  así:  "E  esto  es  por  esta  razón:  porque  el  usofructo  que  es 
"otorgado  señaladamente  al  Común  de  algún  lugar,  por  la  muerte  de  todos  se  pierde.  E 
"asmaron  los  Sabios,  que  en  el  tiempo  de  los  .cien  años  pueden  ser  muertos,  quantos  eran 
"nasddos  el  dia  que  fuésse  otorgado  el  usofructo." 
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serian  de  este  lugar,  pero  ha  sido  indispensable  la  indicación  somera 
del  asunto,  para  la  recta  inteligencia  de  la  disposición  legal  que  nos 
ocupa. 

243. — Existen,  pues,  dos  casos  posibles  con  relación  al  ausente: 
primero,  que  se  ignore  su  paradero,  y  por  consiguiente  su  existen- 
cia, y  entonces,  siendo  largo  el  tiempo  de  la  ausencia,  se  entregará 
la  administración  bajo  fianza  al  heredero  presuntivo;  segundo,  que 
además  de  prolongarse  su  ausencia  por  diez  años  á  lo  menos,'  con- 
curra la  .circunstancia  de  asegurarse  publicamente  que  há  muerto,  6 
bien  la  de  haberse  cumplido  cien  años  de  su  nacimiento.  Este  se- 
gundo caso  es  al  que  se  refiere  el  presente  inciso,  puesto  que  habla 
de  ejecutorias  y  presunción  de  ptuerte.  La  sentencia  que  se  dicte  con 
arreglo  a  lo. establecido  en  la  transcrita  ley  de  Partidas  es,  pues,  la 
que  en  este  número  se  sujeta  á  inscripción. 

244. — Pero  el' otro  caso,  el  primero, -al  que  se  contrae  Grego- 
rio López,  y  que  sanciona  el  Tribunal  Supremo,  el  que  .se  basa  en 
aquella, costumbre  ''usada  de  antiguo  y  fielmente  guardada",  por  la 
que  se  dan  en  administración  los  bienes  del  ausente  por  largo  tiem- 
po, á  sus  presuntos  herederos,  si  bien  .bajo  fianza;  ese  Caso  tampoco 
lo  creemos  excluido  de 'la  inscripción.  Verdad  que  no  adquieren  el 
dominio  los  heredaros  presuntos,  verdad  que.  tampoco  adquieren 
ningún  derecho  real  .determinado;  pero  tienen  en  cambio  la  posesión, 
la  facultad  de  administrar,. el  derecho  de  que  nadie  les  quite  la  te- 
nencia en  que  se  hallan,  la  esperanza  de  adquirir  definitivamente 
aquellos  bienes,  y  en  fin,  un  derecho  personal,  ésto  es,  propio  suyo, 
pues  si  por  una  parte  pare9e  que  poseen  á  nombre  y  en  represen- 
tación del  ausente,  por  otra  es  indudable  que  deben  esa  situación  á 
su  carácter  de  herederos  presuntos.  Ni  son,  pues*,  propietarios,  ni 
.simples  administradores:  poseen  por  ministerio  de  la  Ley,  en  virtud 
de  un  derecho  propip,  si  bien  la  propiedad  del  inmueble  se  consi- 
dera aún  residiendo  en  el  ausente;  y  por  último  sólo  la  vuelta  de 
éste  les  puede  imponer  la  obligación  de  restituir  la  cosa;  mientras 
que  la  no  vuelta  les  convertirá  ei^  dueños  absolutos  de  ella.  Opi- 
namo3,  pues,  qiae  ese  acto  debe  inscribirse,  y  que  está  comprendido 
'  en  el  inciso  3  .de  este  artículo,  como  adjudicación  hecha  con  obli- 
gación, aunque  condicional,  de  trasmitir  la  cosa  adjudicada  á  otro, 
ésto  es,  al  dueño  mismo,  si  se  presentare. 

245. — Pena  de  interdicción  ú  otra  análoga.  La  pena  de  interdic- 
ción civil  es  accesoria  á  las  de  cadena  perpetua  (i)  y  cadena  tem- 
poral durante  la.  condena,  (2)  y  por  tanto  estarán  sujetas  á  inscrip-. 
ción  las  sentencias  ejecutoriadas  que,  dictadas  en  juicio  criminal, 
impongan  aquellas  penas.  La  interdicción  civil  privará  qI  penado, 
mientras  la  estuviere  sufriendo  y  de  los  derechos  de  patria  potestad^  \ 


(1)  Art.  53,  inciso  a?  del  Código  Penal  para  las  provincias  de  Cuba  y  Puerto  Rico. 

(2)  Art,  55,  inciso  i9  del 'mismo. 
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tutela^  curaduría de  la  administración  de  bienes  y  del  derecho 

de  disponer  de  los  propios  por  actos  entre  vivos,  (i ) 

246. — La  inscripción  de  la  interdicción  no  ha  de  practicarse  sólo 
en  los  bienes  del  condenado,  sino  también  en  los  de  sus  hijos  que 
formen  parte  del  peculio  administrado  por  él,  y  en  los  de  su  mujer 
que  también  administre. 

247. — Notando  la  Serna  que  el  condenado  á  interdicción  muy 
rara  vez  podrá  engañar  ó  defraudar  á  otro,  por  la  circunstancia  de 
que,  siendo  aquella  una  pena  accesoria,  no  se  concibe  que  pueda 
creérsele  hábil  para  administrar  y  disponer  libremente  de  sus  bienes 
cuando  se  le  vé  privado  de  su  libertad  y  con  una  cadena  al  pié,  y 
caso  de  que  sucediera,  constituiría  ignorancia  del  derecho,  cuya  ale- 
gación no  es  eficaz  para  nadie,  propone  los  pocos  casos  en  que  es' 
útil  el  aviso  general  que  por  medio  del  Registro  ordena  la  Ley, 
acerca  del  estado  de  incapacidad  en  que  se  encuentra  el  penado. 
Estos  casos  son  dos:  que  se  haya  sustraído  por  medio  de  la  fuga  á 
la  pena  impuesta,  ó  que  haya  dejado  un  mandatario.  En  uno  y  otro 
aiso  podrían  ser  inducidos  á  error  los  particulares  y  moverse  á  con- 
tratar en  la  ignorancia  de  la  incapacidad  á  que  está  afecto;  y  para 
estos  casos  la  inscripción  en  el  Registro  es  el  único  medio  de  conju- 
rar el  peligro. 

248. — Además  de  señalar  la  ley  la  pena  de  interdicción,  agrega,  ó 
cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  de  las  per- 
sonas en  cuanto  á  la  libre  disposición  de  sus  bienes. — Prevé  aquí  el 
caso  de  que  se  dicte  alguna  nueva  disposición  de  carácter  penal,  que 
sin  ser  la  misma  interdicción  modifique  en  algo  aquella  capacidad,  y 
para  ese  evento,  quiso  anticipadamente  comprender  el  caso.  El  ca- 
rácter de  estabilidad  que  han  de  tener  las  leyes,  y  la  armonía  que 
debe  procurarse  siempre  con  el  conjunto  de  las  del  país,  determinó 
sin  duda  esta  declaración,  que  disipa  desde  el  momento  la  duda  que 
pudiera  ocurrir  en  adelante.  (2) 

Í49. — Las  tres  clases  de  ejecutorias  que  se  enumeran  en  el  inciso 
de  la  Ley  que  venimos  estudiando,  deben  consignarse  en  un  libro 
especial  de  incapacitados  que  se  ha  de  abrir  en  cada  Registro  (Art. 
313  Reg.).  Es  sin  duda  imi)ropio  que  en  él  se  asienten  las  que  de- 
claran la  presunción  de  muer.tc,  porque  éstas  no  contienen  declara- 
ción alguna  de  incapacidad.  El  presunto  muerto  no  está  incapaci- 
tado; si  el  hecho  del  fallecimiento  es  inexacto,  puede  presentarse  en 

(I)  Axt.  41  del  mismo- 

Í2)  Los  **re5.  Pedrero  y  Surga  colocan  en  este  lugar,  cómo  comprendida  en  la  frase  de 
la  Ley,  cualquiera  oh  a  [pena]  por  ¡a  que  se  modifique  h  capacidad  civil  de  lasper»onas,  en 
manto  á  la  libre  disposición  desús  bienes,  la  pérdida  de  la  dote  que,  con  arreglo  á  la  ley 
2J,  tit.  II  P.  4?  sufre  la  mujer  que  comete  adulterio.  No  lo  creemos  así  nosotros.  El  in- 
cii.0  dé  la  lev  habla  de  los  bienes  pYopios,  como  se  demuestra  en  la  frase,   sus  bienes,  y  la 


hijo»  de  ambos,  si  los  hubiere,  y  si  no  al  marido.  El  caso  es,  pues,  diverso. 
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cualquier  tiempo,  y  se  le  restituirá  sin  duda  en  el  goce  de  sus  de- 
rechos. Las  verdaderas  incapacidades  son  las  que  se  refieren  en 
primero  y  tercer- término  en  la  Ley;  y  en  el  Reglamento  por  su  art 
33.  Pero  no  pueden  omitirse  en  dicho  libro  aquellas  ejecutorias,  aten- 
dido lo  terminante  del  precepto  contenido  en  el  citado  artículo  313. 

250. — £1  concordante  de  éste  no  se  halla  en  el  Reglamento  pe- 
ninsular. Nuestro  artículo  reglamentario  se  formó  sobre  una  orden 
de  la  Dirección  general  del  Registro.  Desde  las  primeras  discusio- 
nes déla  Leydei86i  se  indicó  por  algunos  la  conveniencia  de 
formar  un  libro  especial  para  asentar  las  ejecutorias  referentes  á  las 
incapacidades  cuya  inscripción  se  ordenaba  en  la  Ley:  creían  otros 
mas  segura  la  inscripción  en  cada  uno  de  los  inmuebles  que  perte- 
necieran al  incapacitado.  Mientras  tanto,  fué  consultada  la  Direc- 
ción general  acerca  del  modo  de  inscribir  las  ejecutorias  de  inter- 
dicción civil  cuando  los  penados  carecían  de  bienes  inmuebles;  y 
entonces  la  Dirección,  teniendo  en  cuenta,  por  una  parte,  la  necesidad 
de  cumplir  el  precepto  de  la  ley  relativo  á  la  inscripción,  y  por  otra 
la  posibilidad  de  que,  adquiriendo  el  penado  después  de  la  condena 
bienes  de  aquella  clase,  pudiese  de  hecho  disponer  de  ellos,  ordenó 
que  los  Registradores  abriesen  un  libro  para  asentar  dichas  senten- 
cias, dictando  reglas  acerca  de  la  formación  de  ellos,  y  forma  de  ve- 
rificar los  asientos  (O.  de  la  D.  G.  de  13  de  Agosto  de  1863).  La 
Reforma  de  1869  no.  incluyó  sin  embargo  ese  particular,  no  adicio- 
nó la  ley  escrita  con  el  texto  de  dicha  orden,  como  ha  hecho  des- 
pués la  Comisión  que  formó  nuestro  Reglamento.  Este  es,  pues, 
otro  de  los  puntos  en  que  nuestra  nueva  legislación  hipotecaria  lleva 
ventaja  á  la  que  rige  en  la  Península. 

251. — También  se  inscribirán  en  el  libro  de  incapacitados,  además 
de  hacerlo  en  los  libros  de  Registro  si  las  personas  de  que  se  trate 
poseyeren  inmuebles,  los  autos  en  que  se  declare  el  concurso  ó  la 
quiebra.  El  precepto  del  art.  313  es  general,  y  comprende  todos 
los  autos  sobre  incapacidad,  sean  ó  no  ejecutorias,  á  que  se  refieren 
el  inciso  4?  de  la  Ley  y  el  art.  33  del  Reglamento.  Y  esta  es  otra 
de  las  reformas  hechas  sobre  el  texto  vigente  en  la  Península;  pues 
allí  se  habla  exclusivamente  de  ejecutorias  [Inciso  citado  y  art  4? 
de  su  Reglamento]  mientras  que  nuestra  Comisión  además  de  com- 
prender en  la  disposición  escrita  las  declaraciones  de  concurso  y  quie- 
bra, sin  embargo  de  que  pueden  motivar  oposición  por  parte  del 
deudor,  [véase  la  nota  del  par.  229]  dice  en  su  Informe,  las  provi- 
dencias judiciales,  sean  ó  ?io  ejecutorias,  alejando  toda  duda  con  el 
empleo  de  frase  tan  explícita. 

252. — 'Dijimos  antes  (par.  225)  que,  con  arreglo  á  la  Ley,  existe, 
un  sistema  completo  para  hacer  constar  en  el  Registro  todas  las  in- 
capacidades que  pueden  pesar  sobre  las  personas.  El  presente  in- 
ciso se  ocupa  sólo  en  enumerar  las  que  son  consecuencia  de  un?,  de- 
claración judicial.  Las  que  existen  por  ministerio  de  la  Ley  sobre 
los  menores  y  las  mujeres  casadas,  y  aún  sobre  los  dementes  que, 
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por  no  haberse  movido  litigio  acerca  de  su  estado,  no  han  dado  mar- 
gen á  ninguna  ejecutoria,  no  están  por  eso  menos  t  bien  guardadas. 

253. — Los  bienes  de  los  sujetos  á  curaduría  por  cualquier  causa 
se  hallan  comprendidos  en  la  disposición  reglamentaria  que  referi- 
mos en  el  par.  235,  en  virtud  de  la  cual  consta  respecto  á  ellos  la 
incapacidad  de  sus  dueños. 

254. — Los  de  los  hijos  constituidos  bajo  la  patria  potestad  se  en- 
cuentran en  la  disposición  del  art  216,  y  una  vez  inscritos  á  favor 
del  hijo  los  inmuebles  que  compongan  su  peculio,  no  podrán  gra- 
varse ni  venderse  por  sus  padres  sino  con  previa  autorización  judi- 
cial dada  en  expediente  de  utilidad  ó  necesidad,  con  arreglo  á  los 
trámites  establecidos  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  (Art.  102 
Reg.)  Ha  quedado,  pues,  derogada  la  ley  24,  tít.  13  P.  5?  según  la 
que  el  padre  podia  disponer  libremente  de  los  bienes  que  constitu- 
yesen el  peculio  de  los  hijos,  y  éstos  reclamar  luego  contra  los  ter- 
ceros, previa  renuncia  de  la  herencia  paterna.  Hoy  ni  existe  el  pe- 
ligro de  que  el  hijo  venda  los  bienes  adventicios  sin  poderlo  hacer 
legalmentc,  pues  ha  de  constar  esa  cualidad  en  la  inscripción  que  de 
ellos  se  hag;a,  ni  el  de  que  sea  rescindible  la  compra  de  aquellos  he- 
cha al  padre,  si  se  ha  observado  la  forma  que  prescribe  el  citado  ar- 
tículo de  nuestro  Reglamento.  La  incapacidad  legal  del  hijo  de  fa- 
milia respecto  de  la  parte  de  sus  bienes  que  forme  peculio  adven- 
ticio consta,  pues,  en  el  Registro,  y  ha  dejado  de  constituir  un  peli- 
gro para  los  terceros.  Y  es  sabido  que  á  este  punto  se  limita  la 
incapacidad  del  hijo  de  familia,  pues  si  se  trata  de  propiedades  que 
constituyan  los  peculios  que  se  llarhan  castrense  y  cuasi  castrense, 
tiene  respecto  de  ellos  la  consideración  de  padre  de  familia.  Acerca 
de  la  capacidad  de  aquel  para  contratar,  importa  mucho  tener  pre 
sentes  las  declaraciones  del  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  26 
de  Enero  de  1867  y  22  de  Octubre  de  1870,  especialmente  esta  líl- 
tima. 

255. — Por  ültimOy  la  incapacidad  de  la  mujer  casada  también  que- 
da patente.  Los  artículos  183,  186,  187,  202,  203  y  205  de  la  Ley, 
estableciendo  la  forma  de  inscribir  en  el  Registro  las  distintas  espe- 
cies de  bienes  pertenecientes  á  aquella,  y  la  que  ha  de  obser- 
varse en  la  enajenación  de  los  mismos,  ponen  á  los  que  puedan  ad- 
quirirlas á  cubierto  de  todo  peligro. 

256. — Continúa  enumerando  la  Ley  los  títulos  sujetos  á  inscrip- 
ción. 

Quinto.  Los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes  inmuebles  por 
m  período  que  exceda  de  seis  años,  ó  los  en  que  se  hayan  anticipado 
las  rentas  de  tres  ó  más  años,  ó  ctiando,  sin  ten$r  ninguna  de  estas 
condiciones,  hubiere  convenio  expreso  de  las  partes  para  que  se  ins- 
criban. 

257. — En  las  Concordancias  se  habrá  observado  que  la  ley  de  1861 
sólo  disponia  la  inscripción  de  los  arrendamientos  de  inmuebles  en 
dos  casos:  cuando  se  les  hubiere  fijado  un  término  de  más  de  seis 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


92 

años,  ó-anticipado  las  rentas  de  tres  ó  más.     Debemos,    pues,  refe- 
rirnos primeramente  á  aquella  situación,  por  la  que  se  introdujo  una 
verdadera  novedad  en  el  derecho  vigente,  y  después  á  la  ampliación 
efectuada;  puesto  que,  lo  que  digamos   acerca  de  una  y  otra  queda 
dicho  respecto  de  nuestra  Ley,  que  al  copiar  la   disposición  vigente 
en  la  Península,   ha  reproducido  las  dos  que  allí   sucesivamente  se 
implantaron.  Comencemos  por  transcribir  la  explicación  dada  por  la 
Comisión  de  Códigos,  según  acostumbramos  en  todos  aquellos  pun- 
tos que  ella  ha  creído  conveniente  exclareccr.  Hé  aquí  sus  palabras: 
258. — "Ni  los  arrendamientos  por  largo  espacio  de  años;  ni  aque- 
'*llos  en  que  se  hayan  hecho  considerables  anticipaciones,  son  gene- 
**radores  de  un   derecho   real,  quedando  siempre  limitados  á  una 
''obligación  personal.     De  aquí  ha  dimanado  la  doctrina  jurídica  de 
**que  solo  el  que  adquiere  el  dominio  en  virtud  de  un  título  univer- 
'*sal  está  ombligado  á  respetar  el  arrendamiento  hecho  por  su  antece- 
**sor,  pero  no  el  que  lo  hace  por  títulos  singulares,  (i)  Las  circuns- 
''tancias  particulares  que  concurren  en   estos  arrendamientos,   los 
"gastos  á  que  suelen   comprometer  á  los  arrendatarios,  y  la  protec- 
"cion  debida  á  la  buena  fé,  clave  del  crédito,    exigen  que  acerca  de 
"este  punto  se  modifique  el  derecho  antiguo.     Ya  se  había   encar- 
"gado  la  práctica  de  ir  allanando  el    camino  para  la    reforma,  con- 
"virtiendo  contra  los  cánones  recibidos,   en  una  especie  de  derecho 
"real  los  arrendamientos  de  que  se  tomaba   razón  en  los   Registros 
"de  Hipotecas.     Y  es  que  cuando  el  derecho  escrito   ó  la  doctrina 
"legal  no  alcanza  á  .satisfacer  una  necesidad,  .se  encarga  la  costum- 
"bre  de  llenarla;  y  cuando  esto  acontece,  toca  al  legislador  conver- 
"tir  en  ley  y  dar  forma  y  regularidad  á  lo  que  es  ya  una  necesidad 
"reconocida.     De  este  modo,  sin  perjuicio  del  dueño^  que  al  enage- 
"nar  y  traspasar  una  finca  no  pretende   burlarse  de  las  obligaciones 
"que  contrajo  con   los  arrendatarios,    sin    daño  del  comprador  de 
"buena  fé  que  entra  en  el  contrato  con  el  conocimiento  de  una  obli- 
"gacion  de  que  es  sucesor,  se  salvan  los  justos  derechos  de  los  arren- 
"datarios  en  los  casos  que  en  el  proyecto  se  prefijan." 

259. — "La  Comisión  no  debe  ocultarlo:  en  ellos  ha  establecido 
"implícitamente  un  verdadero  derecho  real. 

260. — "No  tiene  esto  nada  de  común  con  la  inscripción  .  de  los 
"arriendos  y  subarriendos  de  los  bienes  inmuebles  que  por  la  legis- 
"lacion  fiscal  se  han  introducido,  ya  para  hacer  efectivos  los  impucs- 
"tos  sobre  los  arrendamientos^  ya  después  de  suprimidos  los  im- 
"puestos  como  un  medio  de  perfeccionar  la  estadística  de  la  riqueza 
"raiz,  y  conseguir  un  repartimiento  más  equitativo  de  las  contribu- 
"ciones.  Según  queda  manifestado,  ni  una  ni  otra  considcra- 
"cion  cabían  en  el  proyecto,  si  la  Comisión  habia  de  ser  consecuen- 
"te  con  los  principios  que  proclama." 

(I)  Véanse  las  leyes  2?  y  19  título  8°  P.  5?  que  citamos  más  adelante  [^  $  262  y  27: 
respectivamente].  Sus  declaraciones  constituyen  sin  duda  la  doctrina  jurídica  á  que  i.e 
reñere  aquí  la  Comisión. 
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301. — La  ley  debe  sancionar  elevando  á  precepto  lo  quees  una 
necesidad  reconocida;  pertenecía  á  esta  clase  el  considerar  como 
derecho  real  el  arrendamiento  que  se  inscribiera  en  el  Registro.  Hé 
aquí  la  razón  de  la  mudanza,  según  nos  la  explican  los  que  fueron 
sus  autores.  Se  autoriza,  pues,  la  inscripción  cuando  concurre  algu- 
na de  las  circunstancias  que  se  enumeran;  lo  que  vale  tanto  como 
autorizar  al  arrendatario  en  dichos  casos  para  hacer  que  se  tome  razón 
en  el  Registro,  [Art.  14  de  nuestra  Ley,  69  de  la  peninsular]  y  una 
vez  hecho  esto,  surtirá  efecto  contra  tercero,  es  decir,  su  contrato 
será  respetado  por  <:ualquier  nuevo  adquirente  del  predio. 
.  262. — El  derecho  vigente  acerca  de  este  punto  al  tiempo  de  pro- 
mulgarse la  Ley  Hipotecaria,  era  el  establecido  por  la  ley  19,  título 
8?  de  la  R  5?,  que  dice  así: 

"A viendo  arrendado  algund  ome,  o  alogado  a  otro,  casa,  o  here- 
''damiento,  a  tiempo  cierto,  si  el  señor  del  la  k  vendiere  ante  que  el 
"plazo  sea  cumplido,  aquel  que  la  del  comprare,  bien  puede  echar 
**della  al  que  la  tiene  alogáda:  mas  el  vendedor  que  gela  logo,  te- 
*'nudo  es,  de  tornarle  tanta  parte  del  loguero,  quanto  tiempo  finca- 
"ba  que  se  devia  della  aprovechar.  Pero  dos  casos  son,  en  que  el 
"arrendador  de  la  cosa  arrendada,  non  podría  ser  echado  della,  ma- 
"guer  se  vendiesse.  El  primero  es,  si  fizo  pleyto  con  el  vendedor, 
"quando  gela  vendió,  que  non  le  pudiesse  echar  della  al  que  la  to- 
"viesse  logada,  fasta  que  el  tiempo  fuesse  complido,  a  que  la  logo. 
*'E1  segundo  es,  cuando  el  vendedor  la  oviesse  logada,  para  en  to- 
"da  su  vida  de  aquel  a  quien  la  logara,  o  para  siempre  también  del 
"como  de  sus  herederos.  Ca  por  qualquier  destos  casos  non  la  po- 
ndría enagenar,  para  poderle  echar  della  al  que  la  tenia  logada  o 
"arrendada;  ante  dezimos  que  debe  ser  guardada  la  postura." 

263. — Dos  eran,  pues,  los  casos  que  conforme  á  la  ley  de  Parti- 
das, concedían  al  arrendatario  el  derecho  de  permanecer  en  la  finca, 
aunque  esta  pasara  a  un  nuevo  dueño;  á  saber,  cuando  el  vendedor, 
en  cumplimiento  del  compromiso  contraído  con  el  arrendatario,  le 
imponía  á  su  causahabiente  la  obligación  de  respetar  el  contrato,  ó 
cuando  á  éste  se  le  habia  señaladp  por  término  el  de  la  vida  del 
arrendatario.  El  primer  caso  nada  tiene  de  especial,  venia  obhga- 
do  el  comprador  por  su  propia  estipulación;  pero  el  segundo  podía 
ocurrir  sin  conociníiento  y  nun  contra  la  voluntad  del  nuevo  adqui- 
rente. Consistía  en  que  por  dicho  arrendamiento  se  consideraba 
traspasado  el  dominio  lítil,  según  indica  Gregorio  López  en  su  glo- 
sa 7?  á  la  citada  ley;  y  ya  sabemos  que  el  efecto  del  derecho  real 
era  ser  eficaz  contra  todo  pcsceclor,  así  es  que  una  vez  constitui- 
do, obligaba  á  todo  ulterior  adquirente,  aunque  ignorase  el  con- 
trato. Sabido  es  que  cuando  Don  Alfonso  publicó  su  Código, 
no  existía  en  España  el  Registro. — Gregorio  López  se  propone 
acerca  de  esta  ley  la  cuestión  de  si  es  extensiva  al  arrendamiento 
otorgado  por  el  tiempo  de  diez  años,  y  con,cluye  que  no,  porque 
cuando  se  promulgó  aquella,  se  agitaba  ya  la  controversi^i  entre  los 
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intérpretes  acerca  del  '^  3,  ley  i,  título  18,  libro  43  Dig.,  (i)  enten- 
diendo algunos  glosadores  que  por  el  arrendamiento  de  diez  años 
se  adquiría  derecho  en  la  cosa,  traduciendo  de  este  modo  la  frase 
non  ad  modicnm  teinpus,  y  otros  que  la  determinación  de  ese  tiem- 
po correspondía  al  juez;  por  lo  que  opina  López  que  el  propósito 
de  la  ley  fué  adoptar  el  parecer  de  que  el  largo  tiempo  se  entendie- 
se cuando  el  arrendamiento  se  hubiese  celebrado  por  toda  la  vida 
del  arrendatario.  (2) 

264. — Resulta,  pues,  que  de  los  dos  casos  consignados  en  la  ley 
de  Partidas,  la  nueva  Hipotecaria  sólo  ha  tomado  el  último,  si  bien 
vistiéndolo  á  la  moderna,  esto  es,  acomodándolo  á  las  circunstan- 
cias y  prácticas  que  hoy  imperan.  Decimos  que  sólo  ha  tomado  el 
último,  porque  el  primero  (ó  sea  aquel  en  que  el  vendedor  pacte  con 
el  comprador  que  ha  de  respetar  el  arrendamiento  celebrado, 
no  lo  menciona  la  nueva  Ley  ni  debia  hacerlo,  pues  lo  que  por  di- 
cha estipulación  se  constituye  no  es  un  derecho  real  (3).  Tomó, 
pues,  la  Ley  el  segundo  caso  del  Código'Alfonsino,  el  del  arrenda- 
miento por  tiempo  largo,  y  reduciéndolo,  del  periodo  igual  á  la  vida 


(i)  El  párrafo  citado,  viene  hablando  del  derecho  de  superfidcy  y  de  la  acción  que  el 
Pretor  le  concedía  al  que  lo  reclamaba  con  justa  causa,  y  dice  así.  **Lo  que  manifiesta  el 
Pretor,  acerca  de  que,  si  se  pide  acción  de  superficie  la  dará  con  conocimiento  de  causa, 
debe  entenderse  en  el  sentido  de  que  se  le  negará  dicha  acción  real  al  que  haya  arrenda- 
do \2l  superficie  [véase  la  definición  de  esta  vo7.  en  el  párrafo  150  de  esta  obra]  por  cUrtú 
tiempo,  Y  á  la  veVdad  que,  con  conocimiento  de  cau^a  le  corresponde  la  acción  real  al 
que  arrendó  la  superficie  por  largo  tiempo."  {QuoJ  ait pnrtor:  Si  ACTio  DE  superficie 
roSTUlw^VBlTUR,  CAiSA  COdNiTA  DABO;  sic  intcHi¿:^eu(ium  esty  ut  si  ad  ienipus  quis  superñ- 
ciem  coftduxerity  ftei^etur  ei  in  rem  aciio.  Kt  sane  causa  cognita  ei,  qui  non  ad  moaicum 
tempus  conduxit  supeificiciiiy  in  rem  actio  compete t,) 

(2)  Es  recomendable  la  modestia  con  que,  después  de  consignar  una  opinión  tan  ra- 
cional y  fundada,  concluye  Gregorio  López:     "Pero  como  tengo  poca  confianza  en   mis 

opiniones  propias,  recomiendo  (jue  se  medite."  ( sed  quia  parum  fido  inventionibus 

mcis;  tu  cogita.) — Esto  prueba  que  el  ilustre  comentador  estaba  muy  distante  de  la  vul- 
garidad; y  que  tenia  presente,  lo  expuesto  que  se  halla  el  hombre,  aunque  sea  sabio,  á 
equivocarse. — ¡Qué  contraste  con  las  pretensiones  de  otros! 

(3)  La  Serna  cree  que  en  este  caso  hay  también  derecho  real.  \,Ley  Hipotecaria^  to- 
mo 1?  pag.  393].  Opinaníos  que  nó,  i9,  porque  en  nuestro  concepto  lo  demuestra  la  pro- 
pia circunstancia  do  ser  el  vendedor  c[uien  impone  la  obligación  al  comprador  al  tiempo 
de  hacer  la  venta,  siendo  asi  que,  si  hubiese  derecho  real,  residiría  en  el  arrendatario,  y 
podría  este  ejercitarlo  c  jntra  el  nuevo  dueño,  sin  necesidad  de  mas  convenio  que  el  cele- 
nrado  con  elvendcdo.-.  La  propia  estijjulacion  de  este  es  para  nosotros  concluyente  en  el 
sentido  de  que  deja  obligado  al  conijDrador  sólo  en  virtud  de  lo  pactado  con  el.  2?,  por«]ue 
si  el  comprador  vende  á  ¿.u  vez  dentro  del  plazo  del  arrendamiento,  y  no  estipula  nada  con 
el  nuevo  comprador,  creemos  indudable  que  este  podrá  cjeshauciar  al  inquilino,  puesto  que 
no  se  halla  el  nuevo  propietario  en  n i n gimo  de  los  casos  que  como  escepcion  señálala 
transcrita  ley,  y  sí  dentro  de  la  regla  general  que  ella  establece.  Y  no  se  nos  diga  que, 
obligado  ya  el  primer  comprador  á  sostener  el'contralo,  en  virtud  de  lo  pactado  con  el  ante- 
rior dueño,  no  pudo  trasmitirle  al  segundo  mas  derecho  que  el  que  él  propio  tuviese,  pues 
esa  regla  flaquea  respecto  del  vendecíor  que  se  halla  en  el  propio  caso,  y  sin  embargo,  dicha 
circunstancia  no  le  impide  al  primer  comprador  desalojar  al  inquilino,  si  no  se  pacta  expre- 
samente lo  contrario.  —Tampoco  estamos  de  acuerdo  con  la  Serna  respecto  d'-l  segimdo 
caso  de  la  ley  de  Partidas,  en  que  la  inscripción  haya  de  hacerse  entonces,  no  por  lo  que  es- 
te artículo  de  la  Ley  declara  con  relación  á  los  arrendamientos,  sino  por  lo  que  antes  or- 
dena respecto  de  los  actos  ó  contratos  en  que  se  constituye  derecho  real.  Nosotros 
creemos  que  todo  arrendamiento  que  se  inscriba  lo  ha  de  ser  en  virtud  del  presente  inciso. 
Y  por  regia  general,  [que  sólo  tendrá  rarísima  escepcion]  siempre  que  se  arriende /í?;'/W<7 
la  vida  del  arrenditario  habrá  estado  en  la  mente  de  las  partes  que  exceda  de  seis  años  el 
contrato. 
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del  arrendatario,  a  un  término  fijo,  y  no  el  de  los  diez  años  que  se- 
ñalaban los  glosadores  antiguos,  sino  sólo  el  de  seis,  lo  amplió  toda- 
vía con  el  de  menor  tiempo,  pero  en  que  se  hubiesen  anticipado  si- 
quiera las  rentas  de  tres  años,  y,  revestido  de  tales  condiciones,  lo 
declaró  derecho  real,  previa  su  inscripción  en  el  Registro,  puesto 
que  en  el  sistema  de  la  Ley  no  es  dable  prescindir  de  semejante  re- 
quisito. He  aquí,  pues,  trazado  en  dos  palabras,  el  cuadro  históri- 
co de  ese  derecho  real,  desde  la  acción  ;/V//que  le  concedía  el  Pretor 
romano  hasta  la  disposición  de  la  novísima  Ley. 

265. — Fuertemente  impugnada  fué  ésta  en  los  primeros  momen- 
tos, como  sucede  con  toda  institución  que  empieza.  Ya  Bentham 
se  hizo  cargo  de  censurar  esta  tendencia  general  en  uno  desús  céle- 
bres ejemplos  de  los  falsos  modos  de  raciocinar.  Combatiendo 
aquel  filósofo  la  repugnancia  instintiva  que  sienten  algunos  por  todo 
lo  que  es  nuevo,  concluye  con  la  siguiente  frase:  **No  existe  ins- 
titución, que  no  haya  sido  en  algún  tiempo  innovación.'*  (Principios 
de  Legislación j  cap.  13^. 

266. — Uno  de  esos  ataques  lo  recibió  la  Ley  del  Sr.  Ortiz  de  Za- 
rate (Congreso  de  los  Diputados,  sesión  del  dia  7  de  Enero  de 
1 861).  Refiriéndose  á  la  disposición  contenida  en  el  inciso  cuyo 
examen  estamos  haciendo,  lo  tachó  de  ridículo  por  dar  lugar  á  que, 
mientras  hacia  necesario  el  registro  del  arrendamiento  de  una  mise- 
rable bohardilla,  gelebrado  por  más  de  seis  años,  no  permitía  el  de 
un  palacio  ó  finca  que  produjera  millones,  si  no  estaba  en  aquel  ca- 
so. Y  establecía  comparación  entre  la  cantidad  de  500  ó  600  reales 
($25  á3o)  á  que  podía  a.scender  el  total  anticipado  en  aquella  por 
el  alquiler  de  tres  años,  y  el  que  en  uno  solo  producía  la  finca  no 
regístrable. 

267. — La  Serna  contesta  esta  objeccion  diciendo:  *'La  cantidad 
grande  que  se  paga  por  el  arrendamiento  de  un  palacio,  está  en  pro- 
porción de  la  que  se  satisface  por  una  choza,  guardando  relación 
con  el  capital  que  uno  y  otro  edificio  representan.  El  pobre  arte- 
sano que  para  ejercer  una  industria  alquila  una  tienda  mezquina, 
y  para  asegurarla  hace  anticipaciones  ó  contrata  por  un  crecido  nú- 
mero de  años,  porque  allí  acuden  los  consumidores  que  le  favorecen, 
no  es  menos  digno  de  protección  que  el  que  para  el  comercio 
en  mayor  escala  alquila  magníficas  tiendas  y  grandes  almace- 
nes: de  un  mismo  modo  deben  ser  protejidos  por  la  Ley  los  intere- 
ses y  los  derechos  de  ambos.  Lo  contrario  .seria  una  injusticia 
que,  dando  á  los  poderosos  una  protección  mayor  que  la  que  dis- 
pensara á  los  demás,  haría  odiosa  la  Ley,  la  desprestigiaría,  y  pro- 
movería una  necesaria  y  urgente  reforma."  (Ley  Hipotecaria,  tomo 
l9pág.  306). 

268. — Exactísimo  se  muestra  sin  duda  el  comentador  citado  en 
las  razones  que  alega  para  justificar  una  de  las  disposiciones  reco- 
mendadas á  las  Cortes  por  la  Comisión  de  que  formó  parte.  La  ma- 
yor fuerza  del  argumento  presentado   por  el  Sr.   Ortiz  de   Zarate 
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consistía,  sin  embargo,  en  que  para  conseguir  que  ,un  arrendamiento 
cualquiera-  fuese  admitido  en  el  Registro,  para  constituir  por  ese 
medio  un  derecho  real,  era  necesario  celebrarlo  por  seis  años  á  lo 
menos  ó  anticipar  las  rentas  siquiera  de  tres.  Es  decir,  que  recono- 
ciéndose en  él  un  derecho  real,  y  siendo  inherente  al  dominio  la  li- 
bre constitución  de  estos,  se  cohibia  sin  embargo  al  dueño;  se  le  obli- 
gaba al  empleo  de  cierta  forma  precisamente,  si  queria  constituir 
derecho  real.  Esta  falta  de  lógica  se  removió  en  la  Reforma  de 
1869,  adicionando  la  disposición  en  la  forma  que  ya  hemos  visto. 
Ha  desaparecido,  pues,  aquel  defecto,  y  hoy  tbdo  arrendamiento  de 
inmuebles  puede  inscribirse,  ya  porque  las  partes  lo  hayan  conveni- 
do así;  ya  porque  incida  en  algunos  de  los  dos  casos  de  la  Ley. 
Es  decir,  que  hoy  existen  dos  causas  para  que  un  contrato  de  esa 
especie  sea  registrable.  Puede  serlo  por  convenio  expreso  de  los 
dos  contrayentes,  ó  por  ministerio  de  la  Ley.  El  convenio  expre- 
so no  está  sujeto  á  regla:  siempre  que  á  los  otorgantes  les  plazca, 
pueden  acordar  que  se  practique  la  inscripción,  y  convertir  así  en 
derecho  real  la  tenencia  del  arrendatario.  Este  halla  en  dicha  for- 
ma mayor  garantía  que  en  la  de  estipular  con  el  dueño,  para  el  ca.so 
de  enajenar  el  predio,  que  le  imponga  al  adquirente  la  obligación 
de  respetar  el  contrato;  estipulación  que,  siendo  incumplida,  si  bien 
robustecería  la  acción  del  arrendatario  para  reclamar  perjuicios,  no 
le  libraría  del  deshaucío  si  lo  intenta  el  nuevo  dueño.  Por  otra 
parte  él  ministerio  de  la  Ley  tiene  lugar  (salvo  pacto  en  contra- 
rio) siempre  que  concurra  en  el  arrendamiento  la  circunstancia 
del  tiempo  ó  del  anticipo  en  la  cantidad  fijada,  y  por  tanto  el 
arrendatario  que  esté  en  cualquiera  de  dichos  casos,  puede  llevar  al 
Registro  el  contrato  siempre  que  se  haya  hecho  constar  en  escritura 
pública  (Art.  3?  de  la  Ley). 

269. — Una  duda  puede  sugerir  la  innovación  de  esta,  y  es  que, 
si  en  el  caso  de  no  haberse  inscrito  el  arrendamiento  en  que  podía 
efectuarse  tal  requisito,  conservará  el  arrendatario  el  derecho  á  in- 
demnizarse del  dueño,  que  se  deriva  de  la  repetida  ley  de  Partidas, 
y  de  la  interpretación  que  le  dá  Gregorio  López  en  la  glosa  4?  Pu- 
diera alegarse  en  contra  de  dicho  arrendatario,  que  habiéndose  mu- 
dado las  circunstancias  del  contrato  por  la  Ley,  y  teniendo  un  de- 
recho expedito  que  no  quise  ejercitar,  á  sí  solo  debe  culparse,  ó  en- 
tenderse por  su  omisión  una  renuncia  tácita.  No  cabe,  sin  embargo, 
esa  solución,  en  vista  del  espíritu  bien  patente  que  preside  á  la  Ley 
Hipotecaria.  Las  explicaciones  que,  con  referencia  á  lo  expuesto 
por  la  Comisión  de  Códigos,  dejamos  sentadas  en  los  párrafos  87  á 
93,  son  también  aplicables  á  este  caso.  De  todo  lo  que  allí  dijimos 
se  deduce  que  el  arrendatario  en  el  caso  que  suponemos  conserva 
expedito  el  derecho  de  la  antigua  Ley,  i9,  porque  los  actos  no  ins- 
critos se  rigen  por  la  anterior  legislación,  y  ésta  le  dá  derecho  á  in- 
demnizarse; 29,  porque  si  la  Comisión  ha  declarado  que  la  falta  de 
inscripción  de  un  título  no  le  priva  de  eficacia  entre  las  partes,  mu- 
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cho  menos  habrá  de  producir  ese  resultado  la  omisión  en  el  contrato 
de  una  cláusula  en  que  se  estipulara  la  inscripción. 

270. — Cuida  la  Comisión  de  manifestar  que  lo  dispuesto  por  ella 
en  la  nueva  ley  na  tieite  nada  de  comiiu  con  la  inscripción  de  los 
arriendos  y  sub-arriendos  de  los  bienes  inmuebles  que  por  ki  legis- 
lación fiscal  ^^  han  introducido  (v.  par.  260.)  -Alude  la  Comisión 
en  este  lugar  á  que  no  carecía  de  precedentes  en  el  orden  legal  la 
inscripción  de  los  arrendamientos  de  inmuebles,  ya  dispuesta  con  an- 
terioridad en  la  Península,  y  quiso  establecer  que  al  ordenarla  nue- 
vamente, se  inspiraba  en  móviles  más  altos  que  los  que  antes  habian 
determinado  igual  precepto.  El  Real  Decreto  de  23  de  Mayo  de 
1845,  declaraba  sujetos  al  derecho  de  hipotecas  en  todas  las  provin- 
cias del  reino  c  islas  adyacentes^  además  de  las  traslaciones  de  bienes 
inmuebles,  en  propiedad  ó  usufructo;  y  de  la  imposición  ó  re- 
dención de  censos  ú  otras  cargas,  todo  arriendo  ó  subarriendo  de 
los  mismos  bienes  (Art.  2V  del  R.  D.  citado.)  Levantáronse  quejas 
contra  esta  disposición,  que  establecía  un  nuevo  impuesto,  conside- 
rado como  un  pccargo  sobre  lo  que  se  pagaba  ya  por  razón  de  uti- 
lidades de  las  fincas,  y  iwé  suprimido  por  Real  decreto  de  26  de  No- 
viembre de,  185  2,  haciéndose  cesar  al  propio  tiempo  la  .toma  de 
razón,  pues  se  ordenó  estar  en  cuanto  á  ella  á  la  legislación  antigua. 
(Art.  2?  de  dicho  R.  D.)  Nuevamente  se  ordenó  la  inscripción,  sin 
restablecer  el  impuesto,  en  otro  Real  decreto  (el  de  19  de  Agosto 
Je  1853,  art.  5?);  y  por  último,  en  el  de  25  de  Noviembre  del  mis- 
mo año  se  derogó  también  esta  disposición. 

27 1- — Como  quiera  que  los  efectos  de  la  inscripción  se  drcuns- 
criben  á  los  terceros,  y  su  omisión  no  afecta  á  los  otorgantes,  de 
aquí  que  sea  innecesaria  para  d>-*jar  obligado  al  heredero  del  dueño. 
Si  el  propietario  de  la  finca  arrendada  fallece,  pues,  dentro  del  tér- 
mino del  arrendamiento,  no  estará  menos  seguro  el  arrendatario  en 
lapo.sesion  desü  derecho,  porque  el  heredero,  del  finado  estará  obli- 
gado en  los  propios  términos  que  éste,  lo  cual  se  verifica  lo  mismo 
cuando  el  contrato  sea  inscribible  [ésto  es,  cuando  se  halle  en  cual- 
quiera de  los  tfes  casos  de  este  inci.so]  que  cuando  no  lo  sea.  El 
heredero  es  la  continuación  de  la  persona  jurídica  de  su  causante, 
según  establece  como  regla  general  la  ley  i?,  tit.  3?,  P.  6?,  al  mani- 
festar que  el  heredero  queda  en  logat  de  aquel  que  lo  estable scio\' 
según  se  formula  también  al  tratar  de  los  contratos;  (l)  según  se 
asevera,  por  último,  especialmente  en  la  materia  de  que  tratamos. 

272. — En  efecto,  la  ley  2?  del  mismo  tit.  89,  P.  5?  declara  fex- 
tualmente  lo  que  sigue:  , 

Otro  sí  de  zimos  y  que  si  se  muriesse  el  señor  de  la  cosa  logada,  que 
d  heredero  es  temido  de  guardar  elpleyto^  según  que  lo  puso  el  finado ^ 
c  ándelo  aver  por  firme. 

(i)  La  ley  l?,  tit  il,  lib.  i?  del  Fuero  Real,  dice:  .SV  algún  orne  fie  io¿  pleito  derecho 
í>m  gtroj  el  que  hoeJase  lo  suyo,  quicr  sea  Jijt\  quitr  otro,  sea  tetiido  de  guardarle  así  anuo 
ti  que  le  fizo. 

13 
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2/3- — En  efecto,  el  heredero  del  contratante  no  es  tercero^  y  no 
le  alcanzan  ni  la  definición  dada  en  el  art.  35  de  la  Ley,  ni  las  ex- 
cepciones que  formula  el  31. 

274. — Es  concordante,  6  mejor  dicho,  complemento  de  la  dispo- 
sición que  nos  ocupa,  la  del  Reglamento  que  pasamos  á  examinar. 

Articulo  34. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  5?  del  artículo  2®  de  la  Ley  respecto  á  la  inscrip- 
ción de  los  contratos  de  arrendamientos  será  también  aplicable  á  los  de  sub- 
arriendo, subrogaciones,  cesiones  y  retrocesiones  de  arrendamientos,  siempre 
que  tengan  las  circunstancias  expresadas  en  dicho  párrafo;  pero  debiendo  ha- 
cerse en  tales  casos,  no  una  inscripción  nueva,  sino  un  asiento  de  nota  margi- 
nal á  la  inscripción  que  ya  estuviese  hecha  del  arrendamiento  primitivo. 

275. — Este  artículo  lleva  el  numero  5?^  en  el  que  hoy  rige  en  la 
Península,  y  que  no  alteró  en  nada  el  correspondiente  del  Regla- 
mento primitivo. 

276. — Una  vez  constituido  el  arrendamiento  de  inmuebles  con 
cualquiera  de  las  circunstancias  que  ya  hemos  examinado,  y  cons- 
tando en  el  Registro,  pueden  sobrevenir  en  él  alteraciones  que  afec- 
ten' al  derecho  en  cuanto  á  la  persona  que  pueda  ejercitarlo,  y  como 
podría  ocurrir  la  duda  acerca  de  si  el  nuevo  contrato  en  que  aque- 
lla se  consigne,  es  ó  no  registrable,  el  Reglamento  resuelve  la  cues- 
tión en  sentido  afirmativo. 

277. — No  por  ser  tan  breve, el  texto  del  transcrito  artículo  regla- 
mentario, deja  de  ofrecer  algi/ífas  cuestiones  y  dudas.  Procuraremos 
indicarlas  someramente. 

278. — Pero  antes  conviene  explicar  algo  acerca  de  los  actos  de 
que  aquí  se  trata  para  evitar  alguna  duda  que  podría  ocurrir  al 
establecer  las  diferencias  de  los  unos  con  los  otros. 

279. — Respecto  del  subarriendo  es  de  tenerse  en  cuenta  que  no 
hay  disposición  expresa  en  nuestro  derecho  que  lo  autorice  .sin  el 
consentimiento  del  dueño,  y  que  esto  parece  opuesto  á  la  potestad 
dominica.  El  que  usa  de  una  cosa  ajena  no  debe  entender  que  tiene 
sobre  ella  otras  facultades  que  las  que  expresamente  se  le  hayan 
concedido,  y  por  tanto  no  debe  atribuirse  la  de  subarrendar,  si  no 
está  explícita.  Aunque  autores  tan  respetables  como  Febrero  y  Es- 
criche  sostienen  la  afirmativa,  sólo  se  puede  alegar  en  pro  de  ésta  la 
ley  6?  tit.  65  lib.  4?  Cód.  romano,  qu^  no  tiene  fuerza  de  ley  entre 
nosotros,  y  la  27,  tit.  31,  P.  3,  que  trata  de  la  servidumbre  de  habi- 
tación; sin  duda  distinta  del  contrato  de  arrendamiento;  mientras 
que  en  sentido  prohibitivo  pueden  citarse  el  art  4?  ley  8?  tit  10 
lib.  10.  Nov.  Recop.  respecto  de  las  casas  de  Madrid,  el  Decreto  de 
las  Cortes  de  8  de  Junio  de  1 813,  y  alguna  otra  disposición. 

280. — Por  subrogación  se  entiende  el  acto  de  poner  una  persona 
ó  cosa  en  lugar  de  otra.  Puede  ser  pues,  personal  6  real.  Do  la  sub- 
rogación   real  ofrecen   ejemplos  los  artículos  202,    203  y  204  de  la 
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Ley.  La  subrogación  personal  puede]|ser  del  acreedor  ó  del  deudor, 
pero  se  comprende  que  el  presente  artículo  reglamentario  aplica  di- 
cha voz  á  la  primera,  no  sólo  porque  es  lo  mas  usual,  sino  porque 
la  segunda  está  comprendida  en  los  dos  últimos  casos.  La  cesión  y 
la  retrocesión  son  actos  en  que  un  tercero  se  subroga  al  deudor  ó 
arrendatario.  El  acreedor  puede  ser  subrogado  de  dos  modos;  por 
convención. expresa  en  que  ceda  á  un  tercero  sus  derechos  que  ema- 
nen del  arrendamiento,  como  en  nuestro  ejemplo  del  par.  210,  (i)  ó 
por  enajenación  de  la  finca  arrendada.  Pero  como  en  este  ultimo  caso 
la  subrogación  tiene  lugar  por  ministerio  de  la  ley,  y  como  conse- 
cuencia natural  de  dicha  enajenación,  creemos  que  no  se  trata  aquí 
sino  de  la  primera,  esto  es  que  sólo  respecto  de  ella  se  ha  de  poner 
el  asiento  marginal  que  aquí  se  prescribe.  En  la  enajenación  del  pre- 
dio opinamos  bastará  la  inscripción  especial  que  de  ella  se  haga. 

281. — Cajos  en  que  son  registrables  los  actos  de  las  especies  refe- 
ridas.— La  disposición  que'  examinamos  sugiere  acerca  de  este 
particular  dos  cuestiones:  i?  Son  registrables  todos  los  subarriendos 
etc,  que  se  refieran  á  un  arrendamiento  inscrito  ó  inscribible? — 2? 
lo  son  los  actos  de  aquella  especie  que  llenen  por  sí  mismos  las  cir- 
cunstancias del  inciso  5?  art.  29  de  la  Ley,  aunque  no  concurran 
esas  circunstancias  en  los  arrendamientos  á  que  se  refieren? — La  lec- 
tura atenta  del  transcrito  artículo  reglamentario  resuelve  las  dos 
cuestiones. 

282. — De  au  texto  se  desprende  que  sólo  son  registrables  los  ac- 
tos de  esas  especies  cuando  reúnan  los  dos  requisitos  siguientes:  i9 
que  tengan  las  circunstancias  expresadas  en  el  citado  inciso;  2?  que 
se  refieran  á  un  arrendamiento  ya  inscrito,  ó  sea  que  el  arrenda- 
miento á  que  se  refieren  pueda  inscribirse  y  lo  sea  previamente.    • 

283. — Aunque  por  la  colocación  de  la  frase,  siempre  que  tengan, 
inmediatamente  después  de  la  palabra  arrendamientos,  podriá  du- 
darse si  es  á  estos  á  los  que  se  refiere  dicha  frase,  fácil  es  compren- 
der que  el  verdadero  sentido  es  el  que  exponemos  en  el  párrafo 
anterior,  i9  porque  de  referirse  á  arrendamientos,  debió  agregarse  la 
palabra  cstos^  que  por  el  contrario  falta;  29  porque  seria  ilógico  con- 
ced^  á  contratos  accesorios  mas  derechos  -  que  al  principal,  de 
manera  que,  requiriéndose  para  éste  ciertas  condiciones,  se  pudiera 
pTKcindir  de  las  mismas  en  aquellos. 

"  284. — Supongamos,  en  efecto,  que  el  inquilino  de  un  predio  arren- 
dado por  siete  años  é  inscrito  el  arrendamiento  en  el  Registro,  lo 
stibarrienda  por  tre^,   sin  tomar  anticipo  alguno  ni   estipular  la  ins- 

{W  Allí  sostuvimos  que,  dentro  deljjtexto  del  art.  29  reglamentario  la  cesión  de  alquile- 
res oc  mi  inmueble  es  un  acto  inscribible.  Ahora,  dentro  del  34  resulta  claramente  que  es 
8*  foecho  real,  cuando  concurran  las  dos  circunstancias  que  indicamos  mas  adelante 
(pw*j^)  De  manera  que,  si  concurren,  el  c^so  estará  comprendido  en  el  inciso  5?  art  2? 
^teLey,  según  la  ampliación  hecha  en  el  34  del  Reglamento;  si  no  concurren,  se  hallará 
<*^¿rodd  inciso  2?  del  mismo  y  art.  29  del  Reglamento.  Tal  es  nuestra/ opinión,  reducida 
4fiie)  eo  uno  <\  otro  caso  ha'de  constar  en  el  Registro,  ya  por  nota  marginal  si  se  refiere 
^sróidamiento  inscrito,  ya  por  un  asiento  de  inscripción  especial. 
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cripcion.  ¿En  virtud  de  qué  derecho  pretendcria  el  subarrendatario 
que  se  registrase  un  contrato  que,  caso  de  haberlo  celebrado  direc- 
tamente con  el  propietario,  no  seria  registrable?  Cabe  conceder  á  lo 
accesorio  mas  de  lo  que  se  da  á  lo  principal?  Por  qué  la  condición 
del  subarrendatario  ha  de  ser  bajo  este  punto  de  vista  mejor  que  la 
del  inquilino  directo?  Ninguna  razón  hace  necesario  por  cualquier 
otro  concepto  la  constancia  del  subarriendo,  puesto  que  -él  no  cam- 
bia la  situación  legal  del  dueño  para  con  el  arrendatario,  y  lo  racio- 
nal es  que  este  disponga  de  su  derecho  en  los  propios  términos  que 
lo  adquirió,  ésto  es,  sujeto  al  Registro  si  se  cumplen  ciertas  condi- 
ciones; exento  de  él  en  otro  caso. 

285. — Opinamos,  pues,  que  el  subarriendo  lo  mismo  que  el  arren- 
damiento, solo  es  registrable  cuando  se  otorgue  por  mas  de  seis  años, 
se  anticipen  las  rentas  de  tres  ó  mas,  ó  se  pacte  expresamente,  }' 
que  el  efecto  de  su  asient>  en  el  Registro  será  constityir  derecho 
real  para  el  subarrendatario,  que  será  respetado  por  el  dueño,  por 
cualquier  nuevo  propietario  ó  por  aquel  á  quien  el  arrendatario  tras- 
mita su  derecho. 

286. — Pero  es  mucho  mas  patente  el  punto  relativo  á  que  los  sub- 
arriendos y  actos  análogos  sólo  son  registrables  en  cuanto  lo  sea 
también  el  arrendamiento  de  donde  toman  origen,  y  lo  demuestra. 
1?  el  que  en  caso  contrario  le  seria  posible  á  cualquier  arrendatario 
constituirle  á  un  tercero  un  derecho  real  que  él  mismo  no  tiene;  2^ 
que  así  lo  expresa  claramente  este  artículo  al  ordenar* que  el  suba- 
rriendo se  haga  constar  por  medio  de  una  nota  marginal  á  la  ins- 
cripción que  ya  estuviese  hecha  del  arre ndauíiento  primitivo;  en  cuya 
frase  se  ve  claramente  que  el  legislador  parte  de  que  el  acto  hace  re- 
ferencia á  un  arrendamiento  ya  inscrito. 

287. — Respecto  al  primer  punto,  no  estamos  solos  en  la  interpre- 
tación que  le  hemos  dado  al  texto  reglamentario.  Lo  mismo  Pedrero 
y  Surga  que  la  Serna,  al  exponer  la  disposición  reglamentaria  de 
que  tratamos,  dejan  comprender  que  la  entienden  en  el  sentido  de 
exigir  respecto  de  los  subarriendos  y  demás  actos  las  mismas  cir- 
cunstancias que  á  los  arrendamientos  señalad  inciso  S^art.  2?  déla 
Ley.  Y  el  referido  la  Serna  además,  inserta  en  la  segunda  parte  de 
su  obra  sobre  la  Ley  Hipotecaria,  (i)  el  formulario  de  una  escritura 
de  subarriendo,  acomodada  á  la-  opinión  que  consignamos,  ésto  es. 
registrable  por  sí  misma  y  referente  á  un  arrendamiento  inscrito. 

288. — El  precepto  de  hacer  constar,  nó  por  una  nueva  inscripción, 
sino  simplemente  por  una  nota  marginal,  los  subarriendos  etc, 
descansa  en  la  propia  razón  que  se  ha  alegado  para  no  declarar  ins- 
cribible todo  arrendamiento;  á  saber,  no  arrojar  confusión  y  dificul- 
tades en  <?I  Registro  con  la  multiplicidad  de  asientos,  privándole  de 
las  ventajas  de  comodidad  y  claridad  que  deben  ser  sus  distintivos. 
Inscrito,  pues,  un  arrendamiento  en  los  casos  en  que  procede,  bas- 
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tara  consignar  al  margen  las  alteraciones  que  ocurran  de  las  clases 
mencionadas  y  que  reúnan  las  circunstancias  dichas. 

289. — El  artículo  2?  de  la  Ley  que  hemos  venido  examinando, 
concluye  su  enumeración  así: 

6?  Los  títulos  de  adquisición  de  los  bienes  inmuebles  y  derechos 
reales  que  poseen  ó  administran  el  Estado  ó  las  Corporaciones  civiles 
ó  eclesiásticas,  con  sujeción  á  lo  establecido  en  las  leyes  ó  regla- 
mentos, 

290. — Este  caso  no  se  hallaba  expreso  en  la  Ley  de  186 1.  Se 
discutía  acerca  de'  si  estaba  ó  no  comprendido  virtualmente  en 
sus  disposiciones.  En  sentido  afirmativo  lo  resolvieron  los  Reales 
decretos  de  19  de  Junio  y  6  de  Noviembre  de  1863,  aclarados  luego 
por  el  de  11  de  Noviembre  de  1864.    (i) 

291. — El  presente  inciso  se  reduce,  pues,  á  hacer  extensivas  á  los 
bienes  y  derechos  reales  que  están  en  poder  del  Estado  por  cual- 
quier título,  la  inscripción  que  los  anteriores  declaran  respecto  de 
los  particulares.   Una  diferencia  hay,  sin  embargo,  para  los  últimos; 


REGLAMENTO  DE  CUBA. 

(Titulo  II.     De  los  tttuhs  sujetes  á  ins- 
cripción, ) 


(i)  Pord  R.  D.  de  19  de  Junio  de  1863  se  declaró  c\yiQ  podía  inscribirse  en  los  nuevos 
libros  del  Registro  de  la  propiedad  el  dominio  de  todos  los  bienes  y  derechos  reales  que 
perteneciesen  al  Estado  y  corporaciones  civiles  en  virtud  de  las  leyes  que  establecieron  la 
desamortización  eclesiástica  y  civil,  v  se  dictaron  algunas  reglas  para  la  inscripción.  El 
Real  decreto  de  6  de  Noviembre  del  mismo  año  fue  más  preciso,  y  el  de  1 1  de  Noviem- 
bre de  1864  lo  sustituyó,  aunque  trascribiendo  literalmente  la  mayor  parte  de  sus  artícu- 
los. Como  este  Real  Decreto  está  integramente  rtproducido  en  nuestro  Reglamento, 
pero  á  veces  en  artículos  muy  apartados,  hemos  creido  útil  insertarlo  aquí  en  su  totalidad, 
haciendo  las  oportunas  referencias  á  los  lugares  de  nuestro  Reglamento  con  nuc  concuerda, 
jwa  que  no  se  pierda  el  origen  histórico  ni  la  razón  inductiva  de  muchas  de  las  disposi- 
ciones que  hoy  nos  rigen. — Helo,  pues,  aquí: 

REAL  DECRETO 

DE  II    DE  X(»VIKMBRE  DE  1864, 

Para  ocurrir  á  los  inconvenientes  á  que 
ha  dado  lugar  mi  Real  decreto  de  6  de  No- 
viembre de  1863,  por  el  que  se  dictaron  re- 
glas para  la  inscripción  en  los  Registros  de 
k  propiedad  de  los  bienes  inmuebles  y  de- 
reáos  reales  que  poseen  ó  administran  el 
Estado  y  las  Corjiraciones  civiles  ó  ecle- 
siásticas, de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  mi  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  de 
acuerdo  con  el  de  Hacienda,  Vengo  en  de- 
cretar: 

Articulo  l9  Los  bienes  inmuebles  y  losde- 
redios  reales  que  poseen  ó  administran  el 
Estado  y  las  Corporaciones  civiles,^^  se  ha- 
den estepiuados  ó  deban  esceptuarse  de  la 
vtnia  coii  ixifegio  á  las  leyes  de  desamortiza - 
(ion  de  iV  de  Mayo  //^  1855  >»  1 1  de  Julio 
de  1856,  se  inscribirán  desde  luego  en  los 
Registros  de  la  propiedad  de  los  partidos 
en  que  radiquen. 

ArL  2?  Por  los  Ministdios  de  que  depen- 
dan las  corporaciones,  las  oficinas  ó  las  per- 
wnas  que  disfruten  ó  á  cuyo  cargo  estén  los 
bienes  expresados  en  el  artículo  anterior,  se 
ooonmicarán  á  las  mismas  las  órdenes  opor- 
tmas,  á  fío  de  que  reclamen  las  inscrípcio- 


Art.  43. 
Los  bienes  inmuebles  y  los  derechos  rea- 
les que  poseen  ó  administran  el  Estado  y 
las  Corporaciones  civiles,  se  inscribirán 
desde  luego  en  los  Registros  de  la  propie- 
dad de  los  partidos  en  que  radiquen. 


Arl.  44. 
Por  los  cent  tos  oficiales  de  la  *Jsla 

sea  ne- 
cesario. 
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dicha  inscripción  no  es  obligatoria,  según  hemos  tenido  ya  ocasión 
de  demostrar:  sí  lo  es  para  el  Estado,  según  se  desprende  de  la  for- 
ma preceptiva  que  se  ha  dado  á  los  artículos  43  y  44  del  Regla- 
mento. Y  no  podía  ser  de  otro  modo,  porque  el  Estado  que  pro- 
mulga la  ley  no  podía  dar  á  los  gobernados  el  mal  ejemplo  de  sus- 
traerse á  ella,  como  sucedería  si  se  eximiese  de  llevar  al  Registro 
sus  propios  bienes.  La  duda  que  se  indico,  pues,  respecto  á  ese 
punto,  y  que  la  Serna  se  consagró  á  disipar  en  su  comentario  al  ar- 
tículo 2?  de  la  Ley  de  1861,  se  halla  resuelta  en  sentido  justo  y 
racional  por  las  disposiciones  citadas,  cuya  parte  fundamental  se 
transcribió  en  la  Ley  Reformada  (inciso  69  del  artículo  2?)  y  en  su 
totalidad  ha  pasado  á  nuestro  Reglamento,  según  puede  verse  en  la 
nota  anexa  al  párrafo  anterior. 

292. — Aunque  la  Ley  dice  en  concreto  títulos  de  adquisición^  no 
se  crea  por  eso  que  excluye  ninguno  de  los  que  para  los  particu- 
lares se  enumeran  en  los  demás  incisos  de  este  artículo.  En  primer 
lugar,  es  de  advertir  que  aquella  frase  abraza  por  sí  sola  los  títulos 
comprendidos  en  el  inciso  i9  y  parte  délos  del  2?,  pues  los  traslativos 
y  declarativos  de  dominio,  y  aquellos  en  que  se  constituyan  otros 
derechos  reales,  son  sin  duda  títulos  de  adquisición.    Además,  sien- 


nes  correspondientes,  y  se  les  facilitarán  los 
documentos  y  noticias  que  para  ello  sean 
necesarias. 

Art.  3?  5>e  exceptúan  de  la  inscripción 
ordenada  en  los  anteriores  arlículos; 

i9— Los  bienes  que  pertenecen  tan  sólo 
al  dominio  eminente  del  Estado,  y  cuyo  uso 
es  de  todos,  como  las  riberas  del  mar,  los 
rios  y  sus  márgenes,  las  carreteras  y  cami- 
nos de  todas  clases,  con  exclusión  de  los  de 
hierro,  las  calles,  plazas,  paseos  j)iíblicos  y 
egidos  de  los  pueblos,  siempre  que  no  sean 
terrenos  de  aprovechamiento  común  de  los 
vecinos;  las  murallas  de  las  ciudades  y  pla- 
zas, los  puertos  y  radas  y  aialesquiera  otros 
bienes  análogos  de  uso  común  y  general. 

2?— Los  templos  actualmante  destinados 
al  culto. 

Ar*.  4O  Si  alguno  ó  alguna  parte  de  los 
bienes  comprendidos  en  « 1  artículo  anterior 
cambiare  de  destino  entrando  en  el  dominio 
])rivado  del  Estado,  de  las  provincias,  fle 
los  pueblos  ó  de  los  establecimientos  públi- 
cos, se  llevará  á  efecto  su  inscri|x:ion  desde 
luego,  si  hubieren  de  continuar  amortiza- 
dos; y  con  arreglo  á  los  artículos  14  y  si- 
guientes, si  deben  enagenarse. 

Art.  59  Siempre  que  exista  título  escri- 
to de  la  propiedad  del  Estado,  ó  de  la  Cor- 
poración en  los  bienes  que  deben  ser  ins- 
CTitos  con  arreglo  al  art.  i?,  se  presentará 
en  el  Registro  respectivo  y  se  exigirá  en  su 
virtud  una  inscripción  de  dominio  á  favoi 
del. que  resulte  dueño,  la  cual  deberá  veri- 
ficarse con  sujeción  á  las  reglas  estableci- 
das para  las  de  los  particulares. 


Art.  27. 

Se  exceptúan  de  la  inscripción  ordenada 
en  d  articulo  2?  de  la  Ley, 

iV  I^os  bienes  que  pertenecen  tan  solo  al 
domin'o  eminente  dtl  Estado,  y  cuyo  uso  es 
de  todos, 

.  ^ mientras  sean  de  ttso  eomun 

y  gencraly  y  salvo  las  servidumbres  estable- 
cidas por  las  leyes  en  las  riberas  del  mar  y 
en  las  márgeties  de  los  nos  navcf^bles, 

2?  Los  templos  púbUcos  destinados  .il 
culto. 

Art.  28. 


artículos  42  y  siguientes. 
Art.  45. 


.  y  con  arreglo  á  los 


con  arreglo  al  artículo  43 . 


..deberá  verificarse,  si  fuete  procedente. 

con  sujeción  á  las   reglas  establecidas  para 
las  inscripciones  de  los  particulares. 
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do  ésta  el  hecho  fundamental  y  originario,  es  también  el  sólo  en 
que  podía  caber  la  duda  más  suspicaz.  Una  vez  llevada  al  Regis- 
tro la  adquisición,  es  consiguiente  que  se  haga  constar  en  igual  forma 
toda  alteración  que  en  ella  ocurra,  con  especialidad  si  representa 
adquisición  para  algún  particular,  y  así  se  declara  explícitamente 
en  el  art  54  del  Reglamento. 

293. — Es  de  tenerse  en  cuenta  que  la  Ley  dice  poseen  ó  adminis- 
tran. El  Estado,  en  efecto,  á  ocasiones  posee  en  nombre  propio, 
como  un  individuo  cualquiera,  bienes  cuya  propiedad  le  pertenecen, 
y  otras  tiene  á  su  cargo,  á  manera  de  tutor  ó  mandatario,  cosas  cu- 
ya propiedad  es  de  otro.  Como  hemos  de  examinar  inmediatamen- 
te varias  disposiciones  que  sirven  de  complemento  á  la  que  acaba- 
mos de  transcribir,  de  ellas  resultará  claramente  la  idea  que  la  Ley 
se  ha  propuesto  expresar. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 


294. — Las  del  presente  artículo  son  de  dos  clases:  unas,  que  se 
refieren  á  determinados  incisos,  como  los  artículos  29,  33,  34  y  136 
del  Reglamento,  que  hemos  reproducido  en  los  párrafos    182,  '226 


Art,  6? 

Cuando  no  exista  título  escrito  de  la  pro- 
piedad de  dichos  bienes,  se  pedirá  una  ins- 
cripción de  posesión,  la  cual  se  verificará  á 
(ávor  del  Estado,  si  éste  los  poseyese  como 
propios,  o  á  favor  de  la  corporación  que  ac- 
tualmente los  poseyere,  ó  los  hubiere  po- 
seído hasta  que  la  Administración  los  tomó 
bajo  su  custodia. 

Art.  70 

Tanto  en  la  inscripción  de  dominio  como 
en  la  de  posesión,  \se  hará  siempre  constirr 
la  procetícncia  inmediata  y  el  estadp  actual 
de  la  posesión  de  los  bienes  inscritos. 
Art.  89 

Para  llevar  á  efecto  la  inscripción  de  po- 
>esion  el  Jefe  de  la  dependencia  á  cuyo 
cargo  esté  k  administración  ó  ^custodia  de 
las  fincas  que  hayan  de  inscribirse,  siempre 
que  por  su  cargo  ejerza  autoridad  pública  ó 
tenga  facultad  de  certificar,  expedirá  por 
dnj^cado  ana  certificación  en  que,  refirién- 
d(Kc  á  los  inventarios  ó  á  los  documentos 
ofídaks  que  obren  en  su  poder,  haga  cons- 
tar: 

l9  La  naturaleza,  situación,  medida 
^petficial,  linderos,  denominación  y  nu- 
men en  S1Í  caso,  y  cargas  reales  de  la  fin- 
ca ó  derechos  que  se  trate  de  inscribir. 

2?  La  especie  legal,  valc«r,  condicio- 
nes y  cargas  del  derecho  real  de  que  se 
trate,  y  la  naturaleza,  situación,  linderos, 
iKJmbre^  número  en  su  caso,  de  la  finca  so- 
bre la  cual  estuviere  aciuel  impuesto. 

5?    El  nombre  de  la  persona  ó  corpo- 


L 


Art.  46. 


Art.  47. 


Art.  48. 


Primero.. 


Segundo. 


Tercero. 
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274  y  21/  respectivamente,  y  otras  que  se  refieren  al  mismo  en  su 
eoniunto,  le  abrazan,  puede  decirse,  en  todas  y  cada  una  de  sus  dis- 
posiciones, sin  que  puedan  referirse  á  ningún  inciso  en  concreto. 
Las  de  la  primera  clase  son,  además  de  los  ya  citados,  los  siguien- 
tes artículos  reglamentarios: 

El  30,   que  concuerda  con    el  inciso. 3?  de  la  Ley. 

Los  43  á  45,  que  se  refieren  al 6?  ,,    „     „ 

El  79  y  9?  de  la  Instrucción  general  sobre   redac- 
ción  de   documentos   sujetos  al   Registro,   que 

concuerdan  con  los   incisos 2?  y  4? 

respectivamente,  y  á  la  que  por  ser  la  primera  vez  que  se  ofrece 
citarla,  la  hemos  querido  asignar  un  puesto  más  distinguido.  Por 
último  la  Real  orden  de  5  de  Febrero  de  1876,  concordante  del  ci- 
tado inciso  3? 

295.-— Son  pues,  complemento  del  artículo  2^  de  la  Ley: 

En  sus  tres  primeros  incisos Artículo  29  Reglamento. 

En  su  inciso  2°  especialmente. . .  „        7^  Instrucción. 

M        30  y    136   Reg.    y 
R.  O.  de  5  de  Febrero  de  1 867 

En  su  inciso  cuarto Art.  33  Reg.  y  9?  Inst. 


En  su  inciso  3?  en  particular. 


radon  de  quien  se   hubiere  adquirido  el 
inmueble  ó  derecho,  cuando  constare. 

4?  El  tiempo  que  lleve  de  posesión  el 
Estado,  provincia,  pueblo  ó  establecimien- 
to, si. pudiera  fijarse  con  exactitud  ó  apro- 
ximadamente. 

5?  El  servicio  público  ú  objeto  á  que 
estuviese  destinada  la  finca. 

Si  no  pudiera  hacerse  constar  algima  de 
estas  circunstancias  se  expresará  así  en  la 
certificación,  mencionando  las  que  sean. 

Estas  certificaciones    se  extenderán  en 
papel  del  sello  de  oficio,  quedando  su  minu- 
ta rubricatla  en  el  expediente  respectivo. 
Arr.  9? 

Cuando  el  funcionario  á  cuyo  cargo  estu- 
viere la  administración  de  los  bienes  no 
ejerza  autoridad  pública  ni  tenga  facultad 
para  certificar,  se  expedirá  la  certificación 
á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  por  el 
más  inmediato  de  sus  superiores  jerárqui- 
cos que  pueda  hacerla,  tomando  para  ello 
los  datos  y  noticias  oficiales  que  sean  indis- 
pensables. 

Art.  10. 

Los  dos  ejemplares  de  la  certificación 
expresada  en  el  artículo  8?  se  remitirán 
desde  luego  al  Registrador  correspondien- 
te por  el  funcionario  que  la  expida,  solici- 
tando la  inscripción  de  posesión  que  pro- 
ceda. 

Art.  II. 

Si  el  Registrador  advirtiere  en  la  certifi- 
cación la  fallíi  de  algún  requisito  indispen- 
sable para  la  inscripción,  según  el  artículo 
8?.  devqjverá  ambos  ejemplares,  advirtien- 


Cuarto . 


Quinto. 


Art.  49. 


Art.  50. 
.  artkuh  48 . 


Art.  51. 


.articulo  48 
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En  su  inciso  quinto „     34     „  ^ 

En  el  sexto „     43  al  45  Reg. 

f  Artículos  26  á  28  Reg. 

Ensu  conjunto I  35  en  su  párrafo  iV 

(^  54  á  60. 

296. — De  todas  estas  disposiciones  hemos  transcrito  ya  los  ar- 
tículos 29  (par.  182),  33  (par.  226),  34  (par.  274),  35  en  su  primer 
párrafo  (par.  97)  y  136  del  Reglamento  (par.  217).  No  hemos  re- 
producido aún  algunos  otros. que  concuerdan  con  los  incisos  exami- 
nados ya,  porque,  teniendo  íntimo  enlace  con  otros  que  habíamos 
de  reservar  para  este  momento,  hemos  creido  más  conveniente  pre- 
sentarlos reunidos. 


Jo  dicha  falta,  después  de  extender  el  asien- 
10  de  presentación  y  sin  tomar  anotación 
preventiva.  En  este  caso  se  extenderán 
nnevas  certificaciones  en  que  se  subsane  la 
falla  advertida,  ó  se  haga  constar  la  insnfi- 
ciencia  de  los  datos  necesarios  para  subsa- 
narla. 

Art.  12.  • 
Verificada  la  ¡nscrif)cion  de  dominio,  de- 
volverán los  Registradores  los  títulos  para 
ella  presentados  á  las  oficinas  ó  funciona- 
rios de  que  procedan.  Cuando  se  inscriba 
la  posesión,  conservarán  los  Registradores 
en  su  poder  uno  de  los  dos  ejemplares  de 
la  certificación  y  devolverán  el  otro  cqn  la 
nota  correspondiente  de  Registmdo,  etc. 

Art.  13. 
En  la  misma  forma  se  inscribirían  los 
bienes  que  posea  el  Clero,  ó  se  le  devuelvan 
y  deban  permanecer  en  su  po<ler  amortiza- 
dos; pero  las  certificaciones  de  posesión 
que  para  ello  fueren  necesarias  se  expedi- 
rán por  los  diocesanos  respectivos. 

Art.  14. 
Los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales 
<^ue  posean  ó  administren  el  Estado  ó  las 
Corporaciones  civiles  ó  eclesiásticas,  y  de- 
ban enajenarse  con  arreglo  á  las  leyes  de 
desamortizfltíon  no  se  inscribirán  en  los  Re- 
gistros de  la  Propiedad  hasta  que  llegue  el 
caso  de  su  venta  ó  redención  á  favor  de  los 
particulares,  aunqne  entre  tanto  se  trasfiera 
al  Estado  la  propiedad  de  ellos  por  conse- 
coencia  de  la  permutación  acordada  con  la 
Santa  Sede. 

Art.  15. 
Cuando  hajra  de  ponerse  en  venta  alguno 
<le  los  bienes  ó  de  redimirse  algimo  de  los 
derechos  comprendidos  en  el  artículo  ante- 
rior, el  Administrador  de  Propiedades,  y 
Herechos  del  Estado  en  aiya  provitfea 
radiquen,  buscará  y  unirá  al  expediente  de 
venta  ó  redención  los  títulos  de  dominio  de 
^icbos  bienes. 

Si  no  existieren  ó  no  pudieren  ser  halla- 
dos dichos  títulos,  se  hará  esto  constar  en 


Art   52. 

Art'  53.* 

el  diocesano. 

Art.  54. 

las  disposiciones 

videntes 

Art's's.    '   ' 

Económico  de  la  Ptxnfincia 

H 
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297. — ^Todos,^á  excepción  del  136,  corresponden  al  título  2  ?  del 
Reglamento,  que  lleva  el  propio  epígrafe  del  primero  de  la  Ley,  á 
saber,  De  los  títulos  sujetos  á  inscripción.  Vamos,  pues,  á  trans- 
cribirlos. 

ARTICULO  26. 

Serán  inscribibles  todos  los  bienes  inmuebles  y  los  derechos  reales  constitui- 
dos sobre  los  mismos,  sin  distinción  alguna,  ya  pertenezcan  á  particulares,  al 
Estado,  á  la  Provincia,  al  Municipio,  ó  á  corporaciones  civiles  ó  eclesiásticas. 

298. — Este  artículo  no  es  más  que  el  resiímen,  la  síntesis  de  los 
seis  casos  que  enumera  el  segundo  de  la  Ley.  Aclara  y  amplía  el 
texto  del  n-umero  sexto,  alejando  cualquier  duda.  No  sólo  las  pro- 
piedades del  Estado,  sino  también  las  de  laí5  Provincias  ó  los  Muni- 
cipios; no  sólo  los  títulos  de  adquisición,  sino  todos  los  que  se  refie- 
ran á  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  y  por  consiguiente  los 
acto^  de  enajenación  que  el  Estado  verifique,  ó  aquellos  en  que,  sin 
adquirir  ni  enajenar,  modifique  ó  altere  algún  derecho  real  ya  exis- 
tente, todos  ellos  están  comprendidos  en  el  precepto  de  la  inscrip- 
ción. 


el  referido  expediente  y  se  fexpedirá  por  el 
mismo  Administrador  la  certificación  du- 
plicada á  que  se  refiere  el  artículo  8?,  pi- 
diéndose y  extendiéndose  en  virtud  de  ella 
una  inscripción  de  posesión  antes  del  día 
señalado  para  el  remate,  ó  ánte¿  de  otorgar- 
se la  redención,  si  se  tratare  de  algún  cen- 
so, y  procediéndose  en  todo  caso  del  modo 
dispuesto  en  los  anteriores  artículos. 
Art.  1 6. 

Al  otorgarse  la  escritura  de  venta  ó  re- 
dención se  entregarán  al  comprador  ó  redi- 
mente  los  títulos  de  propiedad,  si  los  hu- 
biere, ó  el  duplicado  de  la  certificación  de 
posesión,  que  en  otro  caso  deberá  haber 
devuelto  el  Registrador,  según  lo  preveni- 
do en  el  artículo  12. 

Arl.  17. 

El  Estado,  abonará  á  los  Registradores 
los  honorarios  de  las  inscripciones  que 
mande  extender,  pero  cuando  se  refieran  á 
fincas  q^e  se  enajenen,  se  incluirá  su  im- 
pbrte  en  los  gastos  del  expediente  de  su- 
basta que  deben  abonar  los  compradores. 


Art.  18. 
Los  que  desde  el  dia  i9  de  Enero  de 
1863  hayan  adquirido  del  Estado  bienes 
desamortizados  ó  redimido  censos,  tendrán 
derecho  á  exigir  los  títulos  de  los  mismos, 
ó  en  su  defecto  la  certificación  de  pose- 
sión expresada  en  el  artículo  8V  con  la  nota 


flr//r«^48... 


Art.  $6. 


articulo  $2 

TITULO  14. — De  los  honotarw  de  los  Re 

gistradores.  * 
Art.  462. 
El  Estado^  la  Provincia  y  el  Municipio 
abonarán  los  honoi  arios  de  las  inscripciones 
que  mariden  extender  relai tiras  á  As  bienes 
ó  derechos  leales  que  sean  inscribibles  con 
ajreglo  al  artículo  26;. 


TITULO  2V  (ya  citado'. 
Art.  57. 
en  que  empiece  á  regir  lo 


ley. 


.  articulo  48 . 
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Se  exceptúan  de  la  inscripción  ordenada  en  el  artículo  2?  de  la  ley: 
Primero.  Los  bienes  que  pertenecen  tan  solo  al¡dominio  eminente  del  Es- 
tado, y  cuyo  uso  es  de  todos,  como  las  riberas  del  mar,  las  islas,  los  rios  y  sus 
naárgenes,  las  carreteras  y  caminos  de  todas  clases,  con  exclusión  de  los  de 
hierro,  las  caites,  plazas,  paseos  públicos,  y  egidos  de  los  pueblos,  siempre  que 
no  sean  terrenos  de  aprovechamiento  común  de  los  vednos,  las  murallas  de 
las  ciudades  y  pl?izas,  los  puertos  y  radas,  y  cualesq.|iiera  otros  bienes  análogos, 
mientras  seai>  de  uso  común  y  general,  y  salvo  las  servidumbres  establecidas 
por  las  leyes  en  las  riberas  del  mar  y  en  las  márgenes  d.e  los  rios  navegables. 
Segundo.     Los  templos  públicos  destinados  al  culto. 

299. — El  presente  artículo  concuerda  con  el  3?  del  Real  decreto 
de  II  de  Noviembre  de  1 864,  que  insertamos  en  la  nota  anexa  al 
párrafo  290.  Este  Real  decreto,  como  allí  hicmios  observar,  es  re- 
producción casi  textual  del  de  6  de  Noviembre  de  1863,  y  en  cuanto 
al  artícufo  3?,  con  el  que  concuerda  el  de  nuestro  Reglamento  que 
acabarnos  de  reproducir,  no  hay  variación  alguna  entre  ambos  Rea- 
les decretos,  mientras  que  sí  existe  alguna,  aunque  lijera,  con  nuestro 
artículo  reglamentario. 


del  Registrador  de  haberse  verificado  la  ins- 
cripdon  correspondiente. 

Para  este  efecto,  los  Administradores  de 
Propiedades  y  Derechos  del  Estado  man- 
daran inscribir  desde  luego  todos  los  biei 
nes  que  se  hallen  en  este  caso,  remitiendo 
los  tíínlos  de  dominio,  si  los  tuvieren,  ó  las 
certifícaciones  de  posesión. 
Art.  19. 

Los  compradores  de  bienes  desamortiza- 
dos y  los  redimentes  de  censos  también 
desamortizados  que  adquirieron  su  derecho 
antes  del'expresado  dia  IV  de  Enero  de  1863, 
pcxirán  inscribirlo  á  su  favor,  presentando 
lan  solo  la  escritura  de  venta  o  redención, 
ya  sea  ésta  de  fecha  anterior,  ya  posterior 
á  dicho  dia  en  que  empezó  á  regir  la  Ley  Hi- 
potecaria, 

Art-  20. 

Cuando  el  Estado  ó  las  Corporaciones 
civiles  adqojttan  algún  inmueble  ó  derecho 
reaV  los  GOTSuadores  de  las  provincias  ó 
jos  Directores  generales  de  los  ramos  bajo 
cuya  dependencia  ha  de  administrarse  ó 
poseerse,  cuidarán  de  (jue  se  recojan  los 
títulos,  de  propiedad,  si  los  hubiere,  y  de 
qoe  en  todo  caso  se  verifique  la  inscripción 
que  sea  posible,  bien  de  dominio,  ó  bien 
■  'Je  mera  posesión. 

Art.  21. 

Las  Autoridades  que  decreten  embargos 
de  bienes  inmuebles  en  expedientes  guber- 
nativos, los  harán  anotar  preven  ti  vameqíB^ 
¿■cayo  fin  dispondrán  se  presente  al  Re¿í¿. 
trador  respectivo  una  certificación  por  du- 
plicado, comprensiva  de  la  providencia  de 
embargo  y  de  las  demás  circunstancias  ne- 
cesarias para  las  anotadones,  según  el  ar- 
Wo  72  de  la  Ley  Hipotecaria. 


Económicos  de  las  provincias . 


hubiere 


Art.  58. 


en  que  empiece  d  regir  la  ley. 

,  inscribirlos , 


Art,  59. 


^l  yefe  central  del  ramo^ 


(titulo  5V — Délas  anotaciones  preventi- 
vas. ) 

Art.  147. 


, artículo  86  de  la  ley. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


io8 

300.— =-En  primer  lugar,  obsérvase  que  este  agrega  la  palabra 
islaSy  á  la  enumeración  que  aquellos  hacen  de  los  bienes  que  el  in- 
ciso f  9  exceptúa  de  la  inscripción.  Hay  islas  en  el  mar  y  en  los  rios, 
y  de  unas  y  otras  se  trata  con  especialidad  en  las  leyes,  (i)  y 
como  estas  declaran  propiedad  del  Estado  las  islas  formadas  y 
que  se  formen  en  la  zonn  marítima,  ó  en  las  rias  y  las  desembocaduras 
de  los  rios  consideradas  como  puertos  marítimos,  continuando  en  h 
clase  de  propiedad  privada  las  que  procediesen  de  haber  un  rio  cor- 
tado terrenos  de  esa  condición,  es  indudable  que  la  adición  hecha 
en  nuestro  Reglamento  responde  á  esa  declaración,  y  es  punto  que 
en  la  Península  se  dejó  de  consignar  expresamente  sin  motivo  jus- 
tificado. 

301. — Otra  de  Ids  adiciones  que  en  nuestro  Reglamento  se  intro- 
ducen es  la  cláusula  con  que  termina  el  inciso  primero  del  presente 
artículo,  salvo  las  servidumbres  establecidas  por  las  leyes  en  ios  ri- 


Art.  22. 

Las  Autoridades  cjne  gubernativamente 
decreten  la  adjudicación  á  la  Hacienda  de 
bienes  inmuebles  ó  derechos  /-cales  en  pago 

'  de  deudas,  procurarán  su  inscripción  de  do- 
minio á  favor  del  Estado,  disponiendo  que 
para  ellp  se  presente  al  Registrador  una 
certificación  comprensiva  de  la  providencia 
^  demás  circunstancias  necesarias  para  las 
mscripciones,  según  el  artículo  9?  de  la 
Ley  Hipotecaria. 

Art.  23. 
Si  en  los  casos  de  los  dos  anteriores  ar- 
tículos no  apareciese  inscrito  el  inmueble  ó 
derecho  á  favor  del  deudor  ó  cedénte,  y 
además  no  existiere  ó  no  fuere  habido  el 
título  de  adquisición  del  mismo,  la  Admi- 
nistración expedirá  la  certificación  expresa- 
da en  el  artículo  8?  con  referencia  al  expe- 
diente- de  embargo  ó  adjudicación  que  se 
hubiese  seguido,  y  con  ella  pedirá  %al  Re- 
í;istrador  que  extienda  la  certificación  que 

•  debe  preceder  á  la  inscripción  ó  anotación 
.í  f/vor  del  Estado. 

Art.  24. 
Si  después  de  enajenada  urui  finca,  ó  de 
redimido  un  censo  y  de  otorgada  la  corres- 
pondiente escritura,  sé  rescindiere  ó'aiKilare 
por  resolución  gubernativa  la  venta  ó  re- 
dención, se  pedirá  una  anotación  preventiva 
de  esta  resolución,  presentando  un  certifi- 
cado de  ella  por  duplicado,  en  el  cual  se 
harán  constar  además  las  circunstancias 
necesarias  para  la  anotación,  según  el  ar- 
tículo 72  de  La  Ley  Hipotecaria. 

Si  trascurriere  el  término  en  ♦que  según 
las  disposiciones  vigentes,  pueden  los  inte- 
resados reclamar  contra  estas  resoluciones 
por  la  via  contenciosa  sin  hacerse  tales  re- 


(Tiruix)  2?— ConUnúa;.   Art.  60. 


articulo  \*¡dt  laUv- 

Art.  61. 


. .  .f//  el  articuloi^ . 


[titulo  d'^—De  la  extinción  de  las  ifu 
cripciones  y  de  las  anotaciones  prevenüfas  | 
Art.   207. 


1 


,por  la  administt ocien  públ'ua 


.articulo  86  de  la  ley 


.  via  contcnciosO'admtnistrattva . 


(i)     En  el  Derecho  Romano  puede  consultarse  el  par  22,  tit.  i9  libro  2^  Inst. 

En  nuestro  Derecho  antiguo,  la  ley  27,  tit.  28,  P.  3? 

En  el  moderno,  el  art.  3?  de  la  Ley  de  3  de  Agosto  de  1866. 
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beras  del  mar  y  en  las  márgenes  de  los  rios  ftavegables^  cuya  cláusula 
no  se  lee  en  el  Reglamento'  Je  Puerto  Rico. 

302. — Nuestra  Comisión,  en  el  Informe  que  puso  a  la<:abeza  del 
Reglamento,  nada  nos  dice  acerca  de  este  punto  en  concreto,  y  eso 
que  bastante  explícita  fué  en  cuanto  al  sistema  que  en  general  había 
observado. 

303. — "El  novísimo  proyecto  de  reglamento,  díceres  un  conjunto 
"nietódicamente  ordenado  délas  diversas- disposiciones  promulgadas 
"en  distintas  épocas  para  la  ejecución  y  cumplimiento  de  la  legisla- 
"cion  hipotecaria  de  la  península,  con  las  modificaciones  aconséja- 
melas por  uria  ilustrada  experiencia  ó  impuestas  por  las  condiciones 
"del  país  á  que  debe  aplicarse. 

304. — "De  una  gran  parte  de  las  innovaciones  que  ofrece  el  ad- 
"junto  reglamento,  debidas  al  conocimiento  de  las  dificultades  que 
*'ha  producido  en  la  práctica  la  interpretación  de  la  Ley  Hipoteca- 
"ria  en  la  Península,  tiene  ya  anticipada  noticia  V.  E.,  porque  se  in- 
"cluyeron,  después  de  ser  amplia  y  detenidamente  discutidas,  en  el 
"reglamento  dictado  para  la  isla   de  Puerto  Rico  (i)   formado  por 


(titüix)  5?— Ya  citado.) 
Art.   148. 


.perteneciente  al  Estado 


.artículo  antecedente. 


damaciones,  el  Director  del  ramo  á  que  co- 
rresponda la  finca  6  derecho  procurará  ^u 
inscripción  de  dominio  á  favor  del  Estado 
ó  de  la  corporación  á  que  pertenezca,  si  hu- 
biere de  quedar  amortizado;  y  la  cancela- 
ción de  U  inscripción  del  contrato  anulado 
solamente,  si  dídia  ünca  ó  derecho  debiera 
enajenarse  con  arreglo  á  las  leyes. 
Ai't  25. 

Cuando  sea  declarado  en  auiebra  í^l  com- 
prador de  una  finqa  ó  derecno,  por  no  ha- 
Dcr  pagado  su  preció  en  los  plazos  corres - 
ponaientes.  se  anotará  preventivamente 
esta ' declaración,  procediéndose  para  ello 
Hel  mo4,o  estableado  en  el  artículo  prece- 
dente. 

Art.  26. 

Este  Reaf  decreto  se  comunicará  por  el 
Ministro  de  Orad^  y  Justicia  á  los  demás 
Ministerios,  los  ilttües  adoptarán  á  la  vez 
las  disposiciones  necesarias  para  su  cumpli- 
miento en  la  parte  que  á  cad^  uno  con- 
cierna. 

Art.  27. 

Queda  sustituido,  por  el  presente  ei  r.^en- 
Qonado  Real  decreto  de  6  de  Noviembre 
de  1863,  y  derogadas  las  demás  disposicio- 
nes  anteriormente  dictadas  para  la  mserip- 
dod  de  los  bienes"  del  Estaao. 

Dado  en  Palacio  á  1 1  de  Noviembre  de 
1864.  Está  rubricado  etc. — El  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,   Lorenzo  A* razóla, 

(I)  Las  pal4>ras  con  que  la  Comisión  para  aplicar  la  legislación  hipotecaria  á  las  An- 
tillas dá  cuenta  de  esas  innovaciones  al  referirse  á  Puerto  Rico,  son  las  siguientes: 

"....—  el  novísimo  proyecta  adjunto,  si  bien  reproduce  en  no  escasa  i)arte,  y  en  mu- 
idlos partipujares  totalmente,  el  reglamento  vigente  en  la  Península,  no  es  ni  con  mucho 
"ona  ndelísima  y  entera  nueya  edición  del  mismo. 

"La  Comisión,  aún  limitando  sus  propósitos  á  no  hacer  más  innovaciones  que  las  in- 
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"esta  misma  Comisión,  en  cuyos  trabajos  tomó  V.  E.  una  parte  tan 
"activa  y  principa^  dirigiéndolos  además  con  acierto,  como  Presi- 
"dente,  hasta  que,  por  la  voluntad  íJe  S.  M.  fué  elevado  á  los  Con- 
"sejos  de  la  Corona. 

305. — "Por  esta  razón  sabe  ya  V.  E.  qué  muchas  de  las  nove- 
edades  con  que  fué  ampliada  el  reglamento  de  la  Ley  .  hipotecaria 
"de  la  Península,'  al  aplicarlo  á  la  pequeña  Antilla,  deben  su  origen 
"á  preceptos  de  carácter  general  dictados  á  propuesta  de  Centros 
"oficiales,  tan  competentes  como  la  Dirección  general  de  los  Rcgis- 
"tros  y  del  Notariado,  ó  previa  conformidad  de  Cuerpos  tan  doctos 
"y  respetables  como  la  antigua  domision  de  Códigos,  el  Tribunal 
"Supremo  y  el  Consejo  de  Estado.  Por  igual  consideración  no  es 
"desconocido  á  V.  E.  que  las  restantes  alteraciones  introducidas  en 
"dicho  Reglamento,  y  qué  ahora  se  proponen  en  el  ,  proyecto  ad- 
"junto,  especialmente  en  cuanto  al  modo  de  llevar  los  libros  y  á  la 
"forma  de  lak  inscripciones,  cuyos  modelos  se  redactaron  todos  de 
"nuevo,  obedecen  al  principip  reconocido  por  los  más  entendidos 
"jurisconsultos  extranjeros,  según  el  cual,  el  éxito  de  un  buen  sk- 
"tema  hipotecario  no  depende  tanto  de  que  se  declare  obligatoria  la 
"publicidad  de  todos  lois  actos  relativos  á  los  inmuebles  por  medio 
"de^la  inscripción,  como  de  la  manerfi  de  practicar  ésta,  y  de  una 
"acertada  organización  del  Registro  de  la  propiedad  territorial." 

306. — Nada  nos  dice,  pues,  la  Comisión  en  su  Informe  respecto 
á  la  adición  que  en  este  artículo  se  nota,  pero  en  cambio  formula 
una  regla  general  para  todas  las  que  puedan'  encontrarse  en  el  Re- 
glamento. Nos  advierte  que  unas  son  el  resultado  de  die2  y  siete 
años  de  experiencia,  y  otras  debidas  á  circunstancias  de  localidad. 
Es  decir,  que  las  unas  podrian  incorporarse  en  el  texto  de  la  Penín- 
sula, porque  propiamente  constituyen  interpretación;  las  otras  son 
especiales.  Ahora  bien:  ¿á  cuál  de  estas  dos  clases  pertenece  la  que 
aotualmentje  nos  ocupa? 

307. — Indudablemente  á  la  primera,  porque  de  referirse  á  cir- 
cunstancias de  localidad,  habria  sido  necesaria  ía  explicación,  y  la 
Comisión  no  la  hubiera  omitido.     Las  servidumbres  de  que  aq\ií  se 

•*dispensables  requeridas  por  la  localidad  á  que  se  destinan  tales  reglas,  halló,  en  cuanto 
"empezaron  sus  estudios  acerca  áfi\  asunto,  que  el  texto,  tijx)  ó  modelo  era  deficiente,  y 
**que  debia  aumentarse  con  multitud  de  disposiciones  aclaratorias  verd^feramente  regla- 
"mentarlas  dictadas  por  el  Ministerio  de  Gfacia  y  Justicia  y  por  la  Ditéccion  General  del 
"Registro  de  la  propiedad  y  del  Notariado,  como  indispnensables  para,  llevar  á  mayor 
"grado  de  facilidad  y  preci$ion  la  práctica  de  la  Ley  Hipotecaria, 

306. — "Ha  utilizado,  pues,  la  Comisión  con  las  indispensables  respectivas  alteraciones, 
"estos  frutos  de  una  experienpia  de  más  de  diez  y  siete  años,  y  tomándolo^  como  adver- 
"tencias  y  lección,  los  ha  convertido  en  fórmulas  reglamentarías,  ampliándolos  con  algii- 
"nas  completamente  nueVas,  'con  otras  que  aún  sin  serlo  en  absoluto,  se  han  modifioulo 
"en  virtud  de  las  alteraciones,  algunas  muy  sustanciales,  contenidas  en  ¡p.  ley  para  cuya 
"aplicación  se  proponen,  y  con  trasposiciones  y  ordenamientos  de  artículos  que  inexcu- 
"sablemcnte  llevaban  consigo  los  que  ya  de  la  misma  Ley  proceden. 

"Trabajo  ha  sido  éste  ímprobo,  y  que  si  puede  ofrecer  aígim  error  que  la  práctica  des- 
"ctibra,  pues  no  hay  obra  humana- perfecta,  bien  habrá  de^íisculparse- teniendo  presente 
"en  cuan  breve  espacio  de  tiempo  la  Comisión  ha  revisado  más  de  330  artículos  y  aumen- 
"tado  130," 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


III 

trata  son  las  establecidas  en  los  arta.  142  y  152  de  la  Ley  sobre  do- 
minio y  aprovechamiento  de  las  aguas  de  3  de  Agosto  de  1 866. 
(i)  Sentamos  como  regla  general  (par.  148)  que  las  servidum- 
bres impuestas  por  la  Ley  nc»  están  sujetas  á  ipscripcion;  pero  hay 
que  exceptuar  las  que  son  objeto  de  una  concesión  especial,  por 
ejemplo,  las  que  se  declaran  en  la  antedicha  Ley.  I-»as  conce- 
siones de  aguas,  Ikvan  consigo  la  del  terreno  preciso  para  el  uso 
áque  se  destinen;  y  por  tanto  la  constitución  de  cierta^  servidum- 
bres que  vienen  á  formar  una  espede  de  lá  expropiación  forzosa. 
(Art.  196  de  la  citada  Ley.) 

308. — ^Otra  diferencia '  material  de  redacción  en  el  artículo  á  que 
nos  referimos  es  la  frase,  contenida  «n  el  inciso  segundo.  Los  templos 
actualmente  destinados  al  culto,  decia  el  Real  decreto  de  1 1  de  No- 
viembre de  1864;  los  templos  públicos  destinados  al  culto,  dice  nuestro 
Reglamento.  A  pesar  de  esa  distinta  redacción,  no  vemos  diferencia 
en  cuanto  á  la  parte  preceptiva,  .como  resultará  del  examen  aue 
continuamos  haciendo.  » 

Artículo  28.  .         ' 

Si  alguno  ó  alguna  parte  de  los  bienes  comprendidos  en  el  artículo  anterior 
cambiaren  de  destino,  entrando  en  el  dominio  privado  del  Estado,  de  las  pro- 
vincias, de  los  pueblos  ó  de  los  establecimientos  públicos,  se  llevará  á  efecto  «su 
inscripción  desde  luego  si  hubiesen  de  continuar  amortizados,  y  'con'  arreglo  á 
los  atticulos  54  y  siguientes  si  deben  enajenarse. 

¿09. — Concuerda  con  el  4?  del  Real  decreto  ya  citado,  con  la 
simple  diferencia  de  que,  en  vez  dé  referirse  al  artículo  14,  se  cita  el 
que  le  corresponde  en  nuestro  Reglamento. 

310. — La  Comisión  ha  consagrado  algunas  palabras  á  las  dispo- 
siciones .de  ios  precedentes  artículos,  y  siguiendo  el  sistema  de  no 
omitir  nada  de  lo  que  ella  ha  creido  conveniente  expresar,  las  inser- 
tamos á  continuación: 

311.— "Acerca  de  los  bienes  r^aices  y  derechos  reales  que  pueden 
"ser  objeto  d^  inscripción  en  los  Registros,  la  Comisión  propone 
**tan*íen  algunas  aclaraciones  que  impidan  todo  abuso  en  daño  de 
'los  particulares.  La  prohibición  de  inscribir  los  bienes  de  uso  comuñ 
"y  general  y  los  que  pertenecen  ál  dominio  eminente  del  Estado 
"debe  entenderse  subordinada  al  hecho  de  que  continúen  tajes  bíe- 
"nes  en  dicha  condición;  pues  no  conviene  alejar  del  Registro  y 
"privar  indefinidamente  de  los  beneficios  de  la  ley  Hipotecaria  á 
'*todos  aquellos  inmuebles  que  habiendo  sido  en  algún  tiempo  de 
"uso  y  aprovechamiento  común,  hayan  cambiado  por  cualquiera 
'*causa  de  destino  y  entrado  en  el  dominio  privado.  Si  estos  bienes 
"han  salido  indebidamente  del  dominio  público  del  Estado  ó  de  los 
'pueblos,   deber  es  de  los  funcionarios   encargados  de   velar  por  el 

(I)  Se  declaró  extensiva  alas  provincias  de  Ultramar  por  Real  Orden  de  8  de  Agosto  del 
nüsmo  año,,  se  modiñcó  en  varios  de  sus  articulos  por  Reíil  Decreto  sobre  bases  de  Obras 
pábUcas  de  20  de  Noviembre  de  1868,  mandado  aplicar  también  á  Cuba  en  27  del  mismo. 
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"cuidado,. conservación  yfoniento  délos  derechos  ¿intereses  de 
"aquellas  entidades  el  piomover  las  oportunas  reclamaciones  para 
"que  no  se  consume  un  acto  ¡legal  También  se  encierra  dentro  de 
"los  límites  de  lo  justo  la  prohibición  de  inscribir  los  templos  destí- 
"nados  al  culto,  pues  no  debe  alcanzar  á  los  lugares  religiosos  en 
"general  que  pertenezcan  al  dominio  privando;  los  cuales  son  y  con- 
"viene  que  sean  perfectamente  inscribibles  para  que  queden  ^segu- 
"rados  y  garantidos  los  fines  de  sus  fundadores." . 

312.-Í— Se  establece  claramente  por  la  Gdniision  diferencia  entre 
los  lugares  que  aunque  consagrados  á  fines  religiosos,  pertenecen  no 
obstante  al  dominio  privado,  y  los  templos  que  se  hallan  destinados 
al  culto.  Los, primeros  son  inscribibles  "para  que  queden  asegurados 
"y  garantidos  los  fines  piadosos  de  sus  fundadores,"  y  por  consi- 
guiente se  hallan  comprendidos  en  ese  caso  los  bienes  de  capellanías, 
según  se  declaró  por  Resolución  (i)  de  10  de  Mayo  de  187 1,  (2)  á 
consulta  del  Regente  de  la  Audiencia  de  Canarias,  sobre  negativa 
de  inscripción  en  el  Registro  de  una  venta  otorgada  por  el  diocesano, 
de  una  cosa  perteneciente  á  bienes  de  cierta  capellania;  con  cuyo 
motivo  resolvió  la  Dirección  que  se"  inscribiese  previamente  á  favor 
de  dicha  capellanía  la  cosa  enajenada,  y  que  una  vez  hecha  la  ins- 
cripción, podria  ottenderse  '  el  asiento  de  la  venta  si  no  tenia  la 
escritura  algún  otro  defecto. 

'313. — Por  el  presente  artículo  28  se  establecen  dos  disposiciones, 
partíehdo  de  dos  cásosí,  de  dos  distintas  situaciones  legales.  Los  bie- 
nes de  que  se  ha  tratado  en  el  artículo  27,  exceptuándolos  déla 
inscripción,  pueden  ipudar  de  estado-,  y  perdiendo  su  naturaleza  de 
públicos,  entrar  en  la  propiedad  particular  del  Estado,  la  provincia, 
etjCí  Tan  luego  como  ésto  suceda,  queda  afecto  á  la  necesidad  de  la 
inscripción;  pero  el  momento  en  que  ésta  haya  de  efectuarse  varía.  ■ 
Si  los  bienes  que  entran  el  el  dominio  privado  de  la  corporación, 
han  dé  continuar  en  él,  se  inscribirán  desde  ese  momento,  porque 
ncí  hay  motivo  alguno  para  demorar  el  cumplimiento  de  tal  requi- 

(1)  Para  evitar'dadas  en  una  obra  cuya  naturaleza  exige  la  repetición  de  c¡tas,^ad vertid 
mos  aue,  cuando  digamos  Resolución  debe  entenderse,  Sit  la  Dirección  general:  4^1  Regis- 
tro. A  las  decisiones  emanadas  del  Tribunal  Supfemo  no  les  daremos  ¿tro  nombre  que  cl 
de  Sentencias^ — Es  indispensable  prestar  gran  atención  á  esta  nomenclatura,  porqae  en  la 
interpretacioh  de  hi  legislación  hipotecaría  hay  multiplicidad  de  fuentes.  La  Direcck»!  Ge- 
neral, a£temáil  de  las  Resoluciones  dictadas  en  los  recursos  gubernr.tivos,  y  que  deben 
publicafse  en  la  Gaceta  áe  Madríd  y  de  la  Isla,  ^Art.  90  Reg.)  decide  los  casos  con- 
cretos de  consulta  sin  carácter  de  generalidad  íArt/281,  caso  3?  Ley)  lasque  tam- 
bién han  de  insertarse  en  las  Gacetas  de  Afadrid,  según  está  tiisouesto  respecto  de  la 
Península  pdt-  O.  de  18  de  Junio  de  1^74,  la  que  no  dudamos  se  hará  extensiva  á  esta 
Isla*  El  Ministerio  de  Ultramar  debe  dictarlas  disp>osiciones  de  carácter*  ^neral  que 
hagan  necesaHas  aquellas  resoluciones  (Art.  y  caso  citado  de  la  Ley).  Y  por  último,  el 
Tribunal  Suí3^emo,  en  ejercicio  de  la  alta  jurisdiccioil  que  le  está  confíada,  establece  tam- 
bién jurisprudencia  en  las  contiendas  entre  partes. — Véanse  la  yutisprudencia  adjetiva  y 
sustantiva  del  presente  artículor 

(2)  Attnqu¿  láa  resoluciones  no  tienen  fuerza  de  jurísprudencia  sino  desde  la  Orden  de 
18  de  junio  de  1874,  citada  en  la  nota  anterior  para  mayor  ilustración  del  asunto  y  con 
doctrina  autorizada,  hacemos  la  cita  á  que  se  refiere  esta  nota. 
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sito;  si  por  el  contrario  han  de  ponerse  en  venta,  entonces  se  efec- 
tuará la  inscripción  con  arreglo  á  los  artículos  54  y  siguientes  hasta 
el  60  del  Reglamento,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  con  sujeción  á  lo  que 
se  disppso  en  los  artículos  14  á  16,  18  á  20,.  22  y  23  del  Real  De- 
creto de  1 1  de  Novieníbre  de  1 864,  inserto  en  la  nota  del  párrafo 
290.  Es  decir,  que  en  tal  caso  no  se  practicará  la  inscripción  á 
nombre  del  Estado,  provincia  ó  municipio;  porque  como  íian  de 
agregarse  al  expediente  de  enajenación  los  títulos  de  dominio, 
{Art  55  Reg.]  es  más  breve  y  cómodo  reservar  Ic^  inscripción  para 
el  nuevo  poseedor,  á  quien  ^e  le  entregarán  aquellos  coa  todos  los 
requisitos  necesarios  para  que  pueda  ^ efectuarla.  Veremos,  pues,  los 
referidos  artículos,  ique  vienen  á  completar  la  materia  que  estamos 
examinando, 

314. — Pero  no  son  los  artículos  del  Reglamento  que  se  citan  en 
el  presente,,  los  únicos  que  se  refieren  á  la  materia  contenida  en  él. 
L(¿  dos  casos  que  declara,  se  desarrollan  más  adelanté  en  otros,  y 
necesario  es  que  los  examinemos  todos.  Hemos  yisto  ya  que  dichos 
doscasos  son,  el  que  la  inscripción  haya  de  efectuarse  desde  luego, 
ó  se  aplace  para  más  adelante,  según  la  propiedad  haya  de  conser- 
varse ó  trasmitirse.  De  la  forma  en  que  la  inscripción  puede  obte- 
nerse en  el  primer  caso,  tratan  los  artículos  43  a  45  del  Reglamento,  , 
que  á  continuación  transcribimos.  Concuerdan  coq  los  i9,  29  y  5? 
respectivamente  del  repetido  Real  decreto  de  1 1  de  Noviemr- 
bre  de  1864. 

Artículo  43. 

Los  bienes  innuiebles  y  los  dierecKos  reales  que  poseen  <5  administran  el 
Estado  y  las  Corporaciones  civiles  se  ins^wbirán  de$de  luego  en  los  Registros 
de  la  propiedad, de  los  partidos  en- que  radiquen. 

Artículo  44. 

Por  Ips  Centros  oficiales  de  la  isla,  de  ^ue  dependan  las  corporaciones, 
las  o^dtaa  ó  las  personas  que'  disfruten,  o  á  cuyo  cargo  estén  los  bienes 
ovt^r«^AM|^  el  artículo  anteítor,  se  comunicarán  ¿  los  mismos  las-  órdenes 


opoTtO|U#4£n  de  que  reclamen  las  inscripciones  correspondientes,  y  se  les 
(¿ilicAtlfP  documentos  y  noticias  que  para  ello  sea  necesario. 

Artículo  45. 

Siempre  que  exista  título  escrito  de  la  t>ropiedad  del  Estado  ó  de  la  Corpo* 
ración  en  los  bienes  que  deben  ser  inscritos,  con  arreglo  al  artículo  43,  se  pre-' 
mentará  en  el  Registro  respectivo,  y  se  exigirá  en  su  virtud  una  inscripción  de 
dominio  á  favor  del  que  resulte  dueño,  la  cual  deberá  verificarse,  sí  fuer€i  pro- 
cedente', i:on  sujeción  á  las  reglas  establecidas  para  las  inscripciones  de  los 
particulares.  ' 

315. — Ningún  privilegio  existe,  pues^  para  las  propiedades  de  la 
Administración  ó  de  las  corporaciones   que  de  ella   dependen.    Nc 

16 
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sólo  están  sujetas  á  la  inscripción,  sino  que  ésta  ha  de  ^efecttfarse  en  I 
la  propia  forma,  y  expuesta  á  la  propia   calificación,  que  la  de, los 
particulares.  El  principio  de  la  igualdad  ante  la  Ley  se  ha  llevado 
aquí  cor^  todo  el  figorispió  jurídico. 

316. — Establecida  ya  la  forma  de  obtener  la  inscripción  cu.ando 
ésta  haya  de  promoverse  poi'  la  Adnoinistracion,  pasa  el  Reglamento 
á  describir  el  procedimiento  que  la  misma  debe«2^doptar  para  facili- 
tar á  los  adquirentes  de  los  expresados  bienes,  en  el  caso  de  enaje- 
narlos, todo  lo  conducente  á  que.no  encuentren  dificultades  ni  estor- 
bos en  el  ^Registro  cuando  acgdan .  á  ha,cer  constar  allí  su  adqui- 
sición. 

317. — Al  efecto,  se  prevén  varios  casos,  y  se  retrotraen  los  bene- 
ficios de  las  presentes  disposiciones  á  los  que  hayan  adquirido  bienes 
de  las  clases  que  se  enumeran  en  el  artículo  26,  con  anterioridad  á 
la  novísima,  legislación.  Veamos  los  distintos.casos,  en^os  artículos 
54  al  (5o,  concordantes  de  los  que  llevan  los  números  14  á  16, 
18  á  20  y  22  respectivamente  del  referido  Real  decreto.  ^ 

Artículo  54. 

Los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  que  posea;i  ó  administren  el  Estado 
ó  las  Corporaciones  civiles  ó  eclesiásticas,  y  deban  enajenarse  con  arreglo  á  las 
disposiciones  vigentes,  no  se  inscribirán  en  los  Registros  de  la  propiedad  hasta 
que  llegue  el  caso  Je  su  venta  ó  redención  á  favor  de  los  particulares,  aun<)ue 
entre  tanto  se  trasñera  al  Estado  la  .propiedad  de  ellos  por  consecuencia  de  la  \ 
permutación  acordada  con  la  Santa  Sede.  1 

.  3 1 8. — La  permutación  acordada  con  la  Santa  Sede  a  que  se  refiere 
este  artículo  es  la  comprendida  en  elCpncordaío  de  25  de  Agosto  de 
1859,  publicado  -  por  ley  de  4  de  Abril  de  1860,  en  el  qué,  déspaes 
de  reconocer  la  propiedad  'de  la  Iglesia  .sobre  I03  bienes  que  por  el 
mismo  le  han  sido  devueltos,  (i)  se  acordó  sij  pcrmuts^cion  en  inscri)i- 
ciónes  intransferibles  del' 3  por  100  de  la  deuda  consolidada,  [Art 
4?];  cuya  forma  se  ratificó  en  el  Convenio  ley  de  iZfyj  [Art.  13 
y  14].  ^  -  / 

Artículo  55. 

Cuando  haya  de  ponerse  en  venta  alguno  de  los  bienes'  ó  de  redimirse  algu- 
nos de  los  derechos  comprendidos  en  el  artículo  anterior,  el  Administrador 
Económico  de  la  provincia  buscará  y  unirá  al  expediente  d¿  venta  ó  redención 
los  titulos  de  dominio  de  dichos  bienes, 

í  f)  Por  la  ley  ele  11  de  Octubre  de  1820  se  prohibió  días  Iglesias  y  comunidades  ecle- 
siásticas seculaíres  y  regulares  la  adqutsio^ide  bienes  inmuetlég  (Art  15)  y  la  imposición 
de  censos  y  tributos  sobre  los  mismos  (Art.  16).  Posteriormente  se  hicieron  algunas 
excepciones  (Leyes  de 27  de  Setiembre  de  1820  y  2  de  Setiembre  de  1841).  Por  la  de  3 
de  Abril  de  1845  se  devolvieron  á  la  Idesia'los  bienes  existentes,  7  en  el  Concordato 
de  185 1  se  le  reconoció  el  derecho  de  adijuirir  por  cualquier  título  legítimo,  y  aunque  por 
otra  ley  de  iv  de  Mayo  de  1855  se  volvieron  á  ¡íoner^n  venta  los  bienes  eclesiásticos,  se 
suspendió  aquella  por  Real  decreto  de  23  de  Setiembre  de  1S5Ó,  y  finalmente,  se  celebra- 
ron él  Concordato  y  Convenio  á  que  nos  referimos  en  el  texto; — Tales  son  .1¿$  disposicio- 
ciones  dicta'das  para  la  Península. 
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Si  no  existieren  ó  no  pudieren  ser  hallados  dichos  títulos,  se  hará  esto  cons- 
tar en  el  expediente  y  se  expedirá  por  el  mismo  Administrador  la  certificación 
duplicada  á  que  se  refiere  el  artículo  48,  pidiéndose  y  extendiéndose  en  virtud 
de  ella  una  inscripción  de  posesión  antes  del  dia  señalado  par^  el  refnate,  ó 
antes  de  otorgarse  lá  redención,  si  se  tratare  de  algún  censo,  y  procedi^ndose 
en  todo  caso  del  modo  dispuesto  en  lo?  anteriores  artículos. 

319. — El  precepto  k:ontenido  en  el  «primer  párrafo  del- presente 
artículo  tiene  una  razón  clarísima:  la  necesidad  de  justificar  el  do- 
minio del  Estado  sobre  los  bienes  de  cuya  enajenación  se;  trata;  para 
que  puedan  los  particulares  aspirar  á  su  adquisición  con  toda  la  ser 
guridad  apetecible. 

32a — El  del  segundo  párrafo  se  refiere  al  ^caso  en  que,  por  no 
e»stír  título  de  dominio  haya  tle inscribirse  la  posesión  que  disfru- 
te elEstido:  Se  contrae  al  artículo  48  del  Reglamento,  cuyo  estu- 
dio no  nos  corresponde  todavía,  por  cu  auto  es  complementario  del 
artículo  69  de  la  Ley,  y  para  ese  lugar  jo  resérvarpos. 

321.— Es  de  advertir,  sin  embargo,  que  ofrece  este  artículo  55 
una  adición  á  lo  declarado  en  el  28,  según  vimos  anteriormente.  Se 
dijo-allí  que  la  Inscripción  se  llevaría  á  efecto  desde  luego  si  hubiesen 
de  continuar  amortizados  los  bienes;  y  vemos  aquí  que,  cuando  no 
existen  los  títulos  de  dominio,  hay  qué  comenzar  también  por  la 
inscripción,  aunque. dicha  venta  vaya  á  efectuarse.  Resulta,  pues, 
que  cuando  los  bienes  haii  de  permanecer  amortizados,  la  inscrip- 
ción no  debe  dilatarse;  pero  que  si  han  de  venderse,  hay  que  dis- 
tinguir. Si  existe  el  título  dé  dominio,  bastará  con  entregarlo  al 
comprador;  si  no  existe,  habrá  de  inscribirse  previamente  la  posesión 
á  favor  del  Estado. 

Artículo  56. 

Al  otorgarse  la  escritura  de  venta  ó  redención,  sé  entregarán  al  comprador  ó 
redimenie  los  títulos  de  propiedad,  si  los  hubiere,  ó  ^1  duplicado  de  la  certifi- 
cación de  posesión,  que  en  otro  caso  deberá  haber  devuelto .  el  ^  Registrador, 
según  lo  prevenido  en  el  artículo  52.        .  _ 

322.-— La  disposición  á  que  se  contrae  el  presente  .artícuío  se 
refiere  á  la  vez  á  los  dos  casos  que  pueden  presentarse.  \  Esto  es,  al 
en  que,  por  no  haberse  de  proceder  á  la  venta^  se  haga  la  inscrip- 
ción de  dominio  á  favor  del  Estado  [Art.  28  Reg.]  ó  bien  ^que,  por 
haberse  de  efectuar  iaquella,  y  nO  existir  el  título  de  dominio,  haya 
de  solicitarse  la  inscripción  de  posesión  antes  de  la  venta  [Art.  55 
Reg.]  Lo  nnismo  puede,  pues,  colocarse  el  te^to  de  esa  disposición 
en  este'  lugar  que  con  las  demás  referentes  á  las  inscripciones  de 
posesión.  Dice  así: 

Artículo  52. 

Verificada  la  inscripción  de  dominio,,  devolverán  los  Registradores  los  títulos 
para  elU  presentados  á  las  oficinas  ó  funcionarios  de  que  procedan.  Cuando  se 
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inscriba  la  posesión,  conservarán  los  Registradores  en  su  poder  uao  de  los  dos 
ejemplares  de  lá  certiñcacion,  y  devolverán  el  otro  con  la  nota  correspondiente 
de  Registrado  etc,  \  ;. 

323. — Los -dos  ejemplares  que  aquí  se  mencionan  son  los  qiiese 
prescriben  en  el  artículo  48,  y  vienen  á  suplif  para  los  casos  en  que 
la  inscripción  se  hace  á  solicitud  de  la  Administración,  el  expediente 
original  y  la  copia  á  que  se  refiere,  respecto.de  los  particulares,  el 
articulo  8?  de  la  Ley,  en  su  segunao  párrafo.  De  dichos  dos  ejem- 
plares, uno  queda  en  poder  del  Registrador  y  el  otro  se  devuelve  á 
la  oficina  de  donde  proceda,  poniéndole  al  píe  la  npta'  de  haberse 
hecho  el  asiento  correspondiente.  ... 

Artículo  58. 

•  *  /  ,  "^     ^  .      ~       ■ 

Los"  compradores  de  bienes  desamortizados   y  los  redimentes  de  censos  tam 
bien  desamortizados   que   adquirieron   su   derecho  antes  del  dia  en  que  em- 
piece á  regir  la  ley,  podrán   inscribirlos  á  su   favor,  presentando  tan   solóla 
escritura  de  venta  ó  redención,  ya  sea  ésta  de  fecha  anterior,   ya  posterior  á 
dicho  dia.  '    * 

Artículo  59.  ,       •  '  ' 

Cuando  el  Estado  6  las  Corporaciones  civiles  adquieran  algún  inmueble  ó 
derecho  real,  los  Gobernadores  de  las  provincias- 6  el  Jefe  central  del  ramo  bajo 
cuya  dependencia  ha  de  administrarse  ó  poseerse,  cuidarán  de  que  sé  recojan 
los  títulos  de  propiedad,  si  los  hubiere,  y  de. que  en  todo,  caso  se  verifique  la 

inscripción  quesea  posible,  bien  de  dominio,  ó  bien  de  mera  posesión. 

'     .  'I 

Artículo  6o. 

'L?is  .autoridades  que  gubernativamente  decrétenla  adjudicación  á  la  Ha- 
cienda de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  en  pago  ele  deudas,  procurarán 
su  inscripción  ^ie  dominio  á  £avor  del  Estado,  disponiendo'  que  para  ello  se 
presente  al  Registrador  una  certificación  comprensiva  de  la  providencia  y  de 
las  demás  circunstancias  necesarias  para  las  inscripciones,  según  el  artículo  17 
4e  la  ley. 

324.-^El  contexto  de  los  anteriores  artículos  es  de  por  sí  claro. 
V  como  no  es  posible,  én  el  método  qne  observamos  de  acumular  á 
cada  artículo  de  la  Ley  los  del  Reglamentb  e  Instrucción  qye  le 
completan,  seguir  el  orden  nuxnérico  de  los  dos  últimos,  pues  r\o  es 
el  mismo  de  la  Ley;  vamos  á  presentar  áhpra  el  artículo  30;  ya  que 
el  28  nos  obligó  á  tíranscribir  inmediatamente  los  que  llevan  ios  nú- 
meros 43  á  45  y  54  á  60,  como  necesario  complemento  de  lo  que 
aquel  ordena.  He  aquí,  pue5,  el  referido  texto. 

'  Artículo  3a    . 

Los  bienes  pertenecientes  á  las  capellanías  colativas  que  declaran  extinguí ' 
das  él  convenio-ley  de  24  de  Febrero  de  '1S67  é  instrucción  del  25,  y  que  e^^ 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1941,  hecha  exten* 
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siva  á  Us  provincias  de  Ultramar  por  Real  decreto  de  31  de  Octubre  de  1S63, 
hubieren  sido  ^adjudicados  ó  se  adjudicaren  á  consecuencia  de  sentencia  firme 
dictada  por  los  Tribunales  ordinarios  enjuicio  en  que  el  Minií 
sido  ó  fuere  oido  en  representación  del  Estado,  podrán  inserí 
gistros  de  la  propiedad,  aunque  no  se  presente  el  traslado  d< 
terial  declai^tiva  de  haber  sido  exceptuados,  en  conformidad 
la  ley  de  ,1 1  de  Julio  de  1856,  siempre  que  se  llenen  los  dems 
venidos  en  las  disposiciones  vigentes., 

En  tddos  los  casos  no  señalados  en  el'  párrafo  anterior,  los  R 
penderán  la  inscripción  por  defecto  subsanable  de  dichos  bien 
se  presente  el  traslado  de  la  citada  arden  ministerial.      - 

325. — El  presente  artícijlo  nqs  obliga  'á  entrar  en  el  examen  de 
las  diátintás  disposiciones  que  cita,  como  único  medio  de  compren- 
der la  que  él  formula;  perb  comenzaremos  por  citar  la  concor- 
dancia, ya  que,  por  contener  aquel  una  ligera,  variante,  nos 
conviene,  para  establecer  la  diferencia,  tener  presente  el  teixto 
peninsular.  -. 

326. — El  decreto  de  22  de  Agosto  de  1874,  del  que  se  ha  tomado 
nuestro  artículo  reglamentario,  contiene  textualmente  todo  el  primer 
páfrafo  de  niy^stro  artículo  30,  menos  l¿i  referencia  que  éste  hace  al 
Real  decr^eto  por  el  que  se  declaró  extensiva  á  las  provincias  de  Ultra- 
mar la  ley  de  1 9 de  Agosto  de  184 1. — En  vez  de  contener  el  segundo 
pácrafo  de  nuestro  artfculo  3a,  d  Decrtto  citado  se  refiere  al  artículo 
15  del  Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871.  Por  éste  se  habia 
dispuesto  como  regla  general  la  presentación  de  la  orden  ministerial 
de  excepción,  de  cuyo  requisito  so  eximió  por  el  Decreto, de  1874,^ 
y  hoy  por  nuestro  Reglamento,  á  los  bienes  .  que,  adjudicado?,  ei\ 
virtud  de  la  citada  ley,  perteneciesen  á.  capellanías  extinguidas  en  el 
expresado  convenio. 

327.— ^Estamos,  pues,  en  el  caso  de  examinar,  aunque  con- toda  la 
brevedad  posible,  el  resumen  de  las  siguientes  disposiciones  dicíadas 
para  la  Península: 

I? — Ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  ^obre  Capellanías. 

2? — Ley  de  II  de  Julio  de  1856  sobre  venta  de  bienes  eclesiás- 
ticos, y  sií  concordante  ley  de  i9  de  Mayo  de  1855. 

3?— Convenio-ley  de  24  de  Junio  (i)  de  1867.    , 

4? — Reales  decretos  de  12  de  Agosto  de  1 871  y  22  de  Agosto 
de  1874,  sobre  inscripcipn  de  bienes. 

328. — Y  respecto  á  nuestra  isía:      .  '       . 

•    I?— Real  decreto  de  31  de  Octubre  de  1863  por  el  que  se  decla- 
ró vigente  ¿a  ley  de  ig'de  Agosto  de  1841. 


^i)  Aunque  el  artículo  30  de  nuestro  Reglamento  y  t\^i°  del  Real  decretó  de  22  de 
Agosto  de  1874,  señalan  el  24  de  Febrero  como  fecha  del  Convenio-1^,  la  en  que  este  apa- 
rece otorgado,  segun'se  publicó  en  la  Coleccicfn  Legislativa,  es  la  de  ig^ial  dia  del  nyes  de 
Junio,  y  la  Instrucción,  en  el  siguiente  2¿.  Adémá?,  la  Ley  con  cuya  autorización  procedió 
d  Gobiertio  á  la  celebración  y  aprobación  de  dl<;ho  Cohvemo  fué  dictada  en  7  del  propio 
mes  de  fimi^. 
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29— Articulólo  del  Reglamento  para  la  aplicación  de*  la  Ley 
Hipotecaría.  ,  '  . 

329. — Por  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  se  dispuso  que  los 
bienes  de x:apellanías  colativas  á  cuyo  goce  estuviesen  llamadas  cier- 
tas y  detérminacjas  familias,  se  adj indicasen  como  de  libre  disposición 
á  los  individuos  dé  eílas  que  fuesen  de  preferente  parentesco,  pero 
sin  diferencia  de  edad,  sexo,  condición  ó  estacjo  {Art  i?]  Se  esta- 
blecieron varias  reglas  y  sé  ordeno  aplicarías  á  las  capellánias  va- 
cantes entonces  y'á.  las  qué  fueren  vacando  [Art.  4?]í  pues  los  po- 
,seedores  á  la  sazón*  las  cóátinuárian  disfrutando  en  Ips  .términos  de 
'  la  fundación  [Art.  $9]  y  entendiéndose  la  adjudicación  coa  la  obli- 
gación de  cumplir,  pero  $in  niíancomunidad,  las  cargas  civiles  y 
eclesiásticas  á  que  estuviesen  afectos  [Art  11]/ 

330. — Esta  ley  fué  derogada  por  Real  decreto  de  30  de  Abril  de 
'  1852,  y  restablecida  por  el  de  6  d^  Febrero  de  1855..-  Con  poste- 
rioridad, en  1 9 -de  Mayo  del  propio  año  de  1855,  se  dio  una^ley, 
declarando  en  estado  de  venta,  con  arreglo  á  las  prescripciones  de 
la  misma,  y  sin  perjuicio  de  las  cargas  y  servidumbres  á  que  legíti- 
mamente estuviesen  sujetos,  todos  los  predios  rústicos  y  urbanos, 
censos  y  foros  pertenecientes  al  ^^stadp,  al  clero,  á  las  ordenes  mili- 
tares y  en  general  todos  los  que  perteneciesen  &  manos  muertas  *'ya 
estén  ó  no  mandados  vender  por  leyes  anteriores."  Exceptúa,  sin 
embargo,  por  su  artículo  2?,  de  lá'venta,  los  palacios,  fincas  destina- 
das al  servicio  publico  y  algunos  otros. 

33^i.*r— Una  nueya  ley,  do  15  dé  Junio  de  J856,  se  dio  para  aclarar 

la  precedente   y  la   de'  19  de  Agosto /de    1841,  y  por   último,  se 

pi-omulgó  la  de  í  i  Me  Julio  de  1856,  que  es"  la  que  se  cit^  en   núes- 

.  tro  artículo   30  reglamcAtario,    y  en   la   que  vamps  á   ocuparnos 

brevemente,  ^ 

'  332. — La  expresada  Ley  tuvo  por  objeto  modificar  las  disposi- 
ciones anteriormente  dictadas,  así  es  que  corTl^enza  por  anripliar  las 
excepciones  contenidas  en  la  de  i9  xle'  Mayó  de  1855,  y  eiítre  otras 
varias  reglas  en  que  amplía  ó  restri^igé  las  que  le  precedieron,  debe- 
mos citar  el  artículo  3?,  ya  que  a  él  con  especialidad  se  refiere  el  de 
nuestro  reglamento  que  estudiamos.  Por  dichd  artículo  39  se  de- 
claran comprendidos  entre  los  bienes  del  clero,  y  se  procederá  á  su 
venta,  todos  los  pertenecientes  o  que  se  hallen  disfrutando  indivi- 
-duos  ó  corporaciones  eclesiásticas,  á  excepción  de  aquellos  que  con 
arreglo  al  artículo  89  de  la  ley  de  1 5  de  Junio -del  8 56  formase  la  con- 
grua sustentación  de  los  mismos,  respetto  de  Jos  cuales  se  haría  uha 
conmutación- en  acciones  intrasmisibles  del  3  por  i ex?,  para' consti- 
tuirles una  renta  igual  al  producto  del  beneficio,  y,  por  el  mismo 
'  tiempo,  ,  .      . 

333— Un  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1856  suspendiólos 
efe¿tos  del  de  6  dp  Febrero  de  1855,  por  el  que  se  habia  restableci- 
do la  ley  de  i8i{i,  y  dejó. también  en  suspenso  los  juicios  y  recla- 
maciones quependiesen  ante  los  tribunales,  sobre  cualesquiera  cues- 
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tíones  referentes  á  capellanías  colativas.  Y  j>or  dltímo,  el  Convenio- 
ley  de  1 867  declaró  extinguidasf  unas  capellanías  y  subsistentes  otras, 
en  la  forma  que  más  adelante  exponemos.. 

334. — ResupiienÜo:  la  Ley  de  19  de*  Agosto  de  1841  d^retóla 
desvinculacion  de  las  capellanías,  adjudicando  ^n  concepto  de  libres 
los  bienes  en  que  se  hallaban  impuestos. — Esta  ley  estuvo  en  obser-  ^ 
vancia  hasta  que  en  17  de  Octubre  de  1851  se  publicó  como  ley  del 
Estado  el  Concordato  celebrado  con  la  Santa  Sede; .  en  cuya  virtud 
fué  aquella  derogada, por  Real  decreto  de  30.  de  Abril  de  1852,  re- 
trotrayéndose la  derogación  á  la  expresada  fecha  del  Concordato. 
Restablecida,  sin  embargo,  por  otro  Real. decreto  ei>  6  de  Febfero 
de  1855,  sirvió  de  base  á  lais  leyes  de  i9  dé  Mayo  del  mismo  año  y 
15  de  Junio  de  1856,  pero  quedó  en  suspenso  por  el  Real  decreto 
de  28  de  Noviembre' del  prqpio  año,  hasta  que  el  Convenio-ley- 
de  1867  v''^  ^  fij^^  1^  legislación  en  la  materia.^ 

335. — Estuvo,  pues.  Vigente  la  cita 
en  virtud  de,  eHa  adjudicaciones  legítin 
capellanías: 

I? — Desde  su  promulgación  hasta 
que  cesaron  sus  efectos  confornje  á  lo 
30  de  Abril  de  185^?.  ,  « 

2? — Desde  6  de  Febrero  de  1855, 
28  de. Noviembre  de  1856,  en  que  se. declaró  en  suspenso. 

336.-;— Ahora  bien:  el  Convenio-ley  celebrado  después , de  íodas  es-  • 
tas  diversas  disposiciones,  tenía  que  respetar  los  derechos  adquiridos 
ásu  3oinbra*,  y  así  lo  hizo,  sancionando  esos  derechos  y  declarando 
extinguidas  lasj  capellanías  cuyos  bienes  sehubiesen  adjudicado  jÓ  se 
adjudicasen  por  tribunal  competente  en 'virtud  de  reclamación- esta- 
blecida antes  de  1 7  de  Octubre  Concordato,  y 
en  que  cesaron,  como  ya  hemos  la  Ley  de  1841;- 
si  bien  con.  la  obíigacion  en  las  is  de  redimir- en 
el  tiempa,  modo  y  forma  que  s  Instrucción,  las 
cargas  de  carácter  puramente  ei  _  ,  .  :laracion  se  hi¿o 
respecto  de  las  capellanía  cuyos  bienes  fuesen  adjudicados  por  re- 
clamación hecha  después  del.  Real  decreto  de  30  de  Abril  de  1852. 
Y  declaró  subsistentes  dentro  de  las  condiciones  que  en  el  pfbpio 
Convenio  se  fijaron,  las  Capellanías  cuyos  bienes  no  hubiesen  sido 
reclamados  á  la  publicación  del  Real  decreto  de  28  de  Noviembre 
de  1856,  ó  sea  el, de  Suspensión. 

337-— -Y  por  consiguiente,  las  diversas,  disposicipnes  fueron  Jas  que, 
psira  mayor  claridad,  comprendemos  en  el  siguiente  cuadro. 
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Ley  i»  19  de  A^ofto  de    Lej  de  11  de  Julio  de  1866, 
'    1841.  " 


Se  ordenó  poi^  ella  la  adju 
dicacion  en  concepto  de  libres 


(Tuvo  por  objeto  modiñcar  ¿ 
la$   disposi«iot\es    contenidas 
en  las  leyes  de  i^  de  Mayo  de  ,   (Celebrado  entre  el  Nuncio 
^^}S  y  '5  de  Junio  dé  1856 de  S.  S.  y  el  Ministro  del 


de  los  bienes  de  eapellanias  sobre  (Usaff»orH%avi<m   ó'  sea 


colativas  á  cuyo  goce  est^ivie 
ran  llamada^  determinadas  h- 
milias. 


Fué 'derogada  por  Real  de 
creto  áe  je  de  -^oril  de  1852, 

restablecida '  ""-  ^  ''' 

Éebrero.  cíe 

por  las.'  que  se  citan  á  goati- 

nuacioti. 


OOHTEirl(ULET 
de  24  de  Jmdo  de  1867. 


Corona,  en  vintud  de  autoigiza- 


venta  de  bienes  pertenecientes  cion  dada  á  esta  ^n  Leyde.j 
á  manos  muertas. )  de  }uni(^  -  fbé  sancionado  y 

promulgado  -en  24  de  Jomo 
A-ríüuüf  2^  .      de-iSó;.) 

Declaró  extinguidas  las  ca- 

;Se  declaran  con^prendidos  pellahías  cuyos  bienes  se  ha- 

entre  los  bienes  del  clero,  y  se  va»  adjudicado  óst  adjudiquen 

procederá  á  ^u  venta,  todos  los  por  Tribunal  competente,  en 

por  el  de  6 'de  pertenecientes,  ó  <^úe  »e  ba- virtud  d^"  reclamación  hecha 

185  J,   ampliada  hen  disfrutando  los  individuos  según  la  L€?y  d*   19  de  Agos- 

.__  z  — *•  ^  corporaciones  eclesiásticas,,  to  íe  1841  ánfes  del  17  de  Oc- 

cualquiera  que  sea  su  nombre,  tlibre  de  185 1,  fecha  en  que 
origen  óxláusulade  su  funda-  se  publicó  el*  Concordato,  ó 
cion,  á  excepción  de  las  cape-  bien  con  postoioridád  íd  Real 
Uanías  colativas  de  sangre  ó  decreto  de  30  de  Abril  de 
patronatos  de  igual  naturaleza?  1852;  (i)  y 'subsistentes  aquc- 
pero  si  sus  productos  consti-  Has  cuyos  bienes  no  hubiesen 
tuyen  lA  congrua  sustentación  s¡do  reclamados,  á  la  publica- 
de  aquellos  en  los  términos  cion  del  Real  decreto  de  28  de 
expresados  eh  el  artículo  8  de  Noviembre  de  1856  (2)  y  so- 
la Ley  de  15-de  Junio  de  este  bre  los  cuaká,  por  consiguien- 


añ9,  (l)  se  emitirán  á  favor 


de  cada  un9  de  ellos  inserí p- Tribunales, 
eiones  intrasferibles  nominati-     (Arts.  3?  y  49) 
vas  de  la  renta  del  3  por  100, , 


éú  cantidad  bastante  á  produ-  «(i) 
cit  igual  renta  que  la  que  ac-|l84l: 


te,  no  pendo  juicio  ante  los 


Fué  el  que  derogó  la  to  j  dr 


tu,d¿ente  perciben,  cuyaj  ¡ns  La.»^*  %  T^rjSSZ  t 


cfipciones  quedarán  anuladas  ^355 
ala  muerte  de  los  mismos  ^imi! 
cuafid<f  Qbtengim  prebenda  jú 
otro  beneficio  eclesiástico. 

(Esta  ley  y  sus  antecedentes 
quedaron  en  suspenso  por  R. 
D.  de  28  Noviembre  de  1856; 
y  nada  se  hizo  después  hasta 
la  publicación  del  Convenio.) 


que  restabléeia,  la  jfv  df 


ri)    Dkse  aai  dicho  artioolo: 

Se  ^BXoeptúan  (de  la'  venta)  loa 
benefteioe  y  prebendas  de  loe  oa- 
bildoe  eelesiáaticos  que  oonstitü- 
yen  la  oongnuí  iuttéataoioa'  de 
1U8  individuos,'  durante  la  vida  de 
ésto»,  6  hasta  one  obtengan  pre- 
benda ú  otvo  Denelloio  eole«' 
tíoo.     ^ 

338. — CfMi  tales  antecedentes  se  publicó  en  la  Renínsula  el  Real 
decreto  de' 12  de  Agosto  de  1871,.  en  que  partiéndose  del  hecho  de 
corresponderle  á  la  potestad  civil  declarar  las  excepciones  conteni- 
das en  las  leyes  de  i?  de  Mayo  de  1855  y  li  de  Julio  de  1856,  [i] 

(I)  Partia  el  ReaJ  decreto  de  ese  hecho,  porque  las  Reales  órdenes  de  9  de  Febrero  de 
1842  y  17  de  Enero  de  1847  exigían  como  tequisitó  previo  la  declaración  gubernativa,  con 
relación  á  la  ley  de  2  de  Setiembre  de  1841,  y  este  requisito,  no  mencionado  en  el  fonvc- 
nio-Ley,  se  declaró  subsistente  por  el  Real  Decreto  que  citamos  én  el  tea^to,  y  por  ureso- 
lucion  de  w  de  Julio  de  1872. 
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se  dictaban  reglas  para  la  tramitación  de  las  solicitudes  que  produ- 
jesen los  que  se  creyeran  con  derecho  á  los  bienes  de  capellanías 
familiares  ó  de  sangre  y  memorias  piadosas.  De  conformidad  con 
dicha  doctrina,  se  previno  á  los  Registradores  que  cuando  se  les 
presentasen  á  inscripción  bienes  conmutados  por  los  Diocesanos,  la 
suspendieran  por  defecto  subsanable  mientras  no  les  fuese  presenta- 
do el  traslado  de  la  orden  ministerial  declarativa  de  haber  sido  ex- 
ceptuados en  cumplimiento  del  art.  3?  de  la  citada  Ley  de  1 1  de 
Julio  de  1856. 

339. — Con  posterioridad,  en  Real  decreto  de  22  de  Agosto  de 
1874,  se  vino  á  hacer  una  aclaratoria,  y  al  propio  tiempo  una  modi- 
ficación á  lo  dispuesto  en  el  anterior,  declarándolo  innecesario  cuan- 
do se  tratase  de  bienes  adquiridos  por  sentencia  firme  de  los  tribu- 
nales y  conforme  ala  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  porque  en 
dichos  juicios  la  audiencia  que  se  daba  al  Ministerio  público  en  re- 
presentación del  Estado  equivalía  á  la  orden  ministerial  prescrita 
para  los  demás  casos.-^— Véanse  en  el  siguiente  Cuadro  los  citados 
Decretos. 

EEALDEORETO 
de  24  de  Agosto  de  1874. 

Afí,   ^? 

Los  bienes  que  pertenecieron  á  las  cape- 
llanías colativas  que  declaran  extinguidas  el 
Convenio-Ley  de  24  de  Febrero  de  1867  c 
instrucción  del  2C  y  que  en  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  la  I^y  de  19  de  Agosto  de 
1841  hubieren  sido  adjudicados  ó  se  adjudi- 
caren á  consecuencia  de  sentencia  firme,  dic- 
tada por  los  Tribunales  ordinarios  en  juicio 
en  que  el  Ministerio  fiscal  ha  sido  ó  fuere 
oido  en  representación  del  Estado,  podrán 
inscribirse  en  los  Registros  de  la  propiedad, 
aunque  no  se  presente  el  traslado  ele  la  orden 
ministerial  declarativa  de  haber  sido  excep- 
tuados, en  conformidad  al  art.  3?  de  la  I^y 
de  II  de  Julio  de  i8j6,  siempre  que  se  lle- 
nen los  demás  requisitos  prevenidos  en  las 
disposiciones  vigentes. 

Arí.  2? 

En  todos  los  casos  no  señalados  en  el  pá- 
rrafo anterior,  los  Registradores  observarán 
lo  prescripto  en  el  art.  14  del  Real  Decreto 
de  12  de  Agosto  de  1871. 

340. — Viniendo  ahora  á  nuestra  legislación  local,  el  presente  artícu- 
lo 30  de  nuestro  Reglamento,  hace  referencia,  según  acatamos  de  ver: 

!? — A  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  sobre  desvinculacion  de 
capellanías,  y  por  la  que  se  ordenó  la  adjudicación  como  libres  de 
los  bienes  de  las  que  fuesen  vacando. 

2? — A  la  ley  de  1 1  de  Julio  de  1856,  por  cuyo  artículo  3?  se  de- 
clararon sujetos  también  á  la  venta  los  beneficios  que  estuviesen  dis- 
frutando individuos  ó  corporaciones  eclesiásticas,  exceptuando  sólo 
/íM  capellanías  colativas  de  sangre  y  patronatos  de  igual  naturaleza: 

17 


REALDECEBTO 
de  12  de  Agosto  de  1871 

Art,  14. 

Los  Registradores  de  la  propiedad  sus- 
penderán la  inscripción  por  defecto  subsana- 
ble  de  los  bienes  conmutados  por  los  diocesa- 
nos ( i )  mientras  no  se  presente  el  traslad» 
de  la  orden  ministerial  declarativa  de  haber 
sido  exceptuados  en  conformidad  al  artículo 
3?  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1856. 

(I)  Ls  redención  de  cargas,  la  oenmntaoion  de 
rentas  7  el  pago  del  importe  de  las  obligaoionoft 
renoidaa  7  no  cumplidas  todavía,  en  Jos  diversos 
caios  oue  se  expresan  en  los  artículos  precedentes 
•e  renfieará  entregando  al  respectivo  diocesano 
títulos  de  la  deuda  consolidada  del  3  por  100  por 
todo  sa  Tolor  nominal,  que  so  convertirán  en  mt* 
tripckmes  intrasferíbles  do  la  misma  deuda. 

(Alt.  8V  del  Convenio  Ley.) 

Verificada  la  entrega,  los  bienes  do  la  capellanía, 
corrftpondcrán  en  oaJidad  de  libres,  á  la  respeoti- 
r^Cunüia. 

KArts,  \iy  \^id.) 
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y  estableciendo  respecto  de  aquellos  que  la  ley  de  15  de  Junio  ha- 
bía exceptuado  •  por  su  art.  89  de  la  venta  y  ahora  quedaban  com- 
prendidos en  ella,  [esto  es,  los  beneficios  y  prebendas  de  cabildos 
eclesiásticos  instituidos  para  constituir  la  congrua  sustentación  de 
sus  individuos  hasta  su  muerte  u  obtención  de  otro  beneficio]  que 
se  emitirían  á  favor  de  cada  uno  de  dichos  individuos  inscripciones 
del  3  por  ICO  suficientes  á  producir  una, renta  igual  á  la  que  en  la 
actualidad  percibían.  Es  decir  que,  respectó  de  dichos  beneficios, 
los  bienes  quedaban  también  sujetos  á  la  venta,  á  fin  de  llevar  ade- 
lante la  desamortización  resuelta,  pero  esto  se  hacia  sin  perjuicio 
alguno  de  los  interesados,  pues  se  les  aseguraba  en  otra  forma 
igual  renta  y  por  el  mismo  tiempo.  Pero  las  capellanías  y  patro- 
natos pasivos  de  sangre  sí  se  exceptuaban  de  la  venta,  y  era  la  úni- 
ca excepción  que  se  admitía. 

39 — Al  Convenio^Ley  celebrado  con  la  Santa  Sede,  y  por  el  cual 
se  declararon  extinguidas  las  capellanías  y  patronatos  de  sangre  cuyos 
bienes  se  hubiesen  reclamado  por  la  ley  de  i8di,  y  fuesen  adjudi- 
cados por  Tribunal  competente,  (Art.  3")  y  subsistentes  las  que  en  28 
de  Noviembre  de  1856  no  hubieran  sido  aún  reclamadas.  (Arts.  4" 
y  12.) 

49-*Al  Real  decreto  de  31  de  Octubre  de  1863,  por  el  que  se 
hizo  extensiva  á  las  provincias  de  Ultramar  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1 84 1. — Pero  aquí  hay  un  grave  error  en  los  autores  del  Regla- 
mento, dimanado  de  lo  que  inmediatamente  vamos  á  exponer. 

341. — Dictáronse  en  la  Península  dos  leyes  en  la  propia  fecha  de 
19  de  Agosto  de  1841,  la  una  sobre  adjudicación  de  bienes  de  ca- 
pellanías, que  es  la  que  ya  hemos  ^expuesto;  la  otra  sobre  la  desvin- 
culacion  civil  decretada  por  la  ley  de  1 1  de  Octubre  de  r820,  supri- 
mida por  decreto  del  Rey  absoluto  en.  1 9  de  Octubre  de  18237 
restaurada  en  la  nueva  época;  constitucional  por  decreto  del  Gobier- 
no liberal  dado  en  30  de  Agosto  de  1836.  Para  sancionar  ese  acto 
gubernativo,  y  formular  al  mismo  tien)po  reglas  con  el  fin  de  resol- 
ver las  complicaciones'  que  surgian  de  tan  frecuentes  y  radicales 
cambios,  se  dictó  la  ley  de  I9  de  Agosto  de  1841,  que  nada  tiene 
que  ver  con  la  de  igual  fecha  sobre  Capellanías,  aparte  ser  idén- 
ticas sus  tendencias  y  análogos  sus  fines.  Existen,  pues,  en  la  Pe- 
nínsula dos  leyes  de  esa  fecha,  y  ambas  desvinculadoras,.  la  una  en 
el  orden  civil,  la  otra  en  el  orden  eclesiástico. — Y  es  el  caso  que  el 
Real  decreto  dictado  para  Ultramar  en  31  de  Octubre  de  1863,  y  al 
que  se  refiere  el  artículo  de  nuestro  Reglamento  que  venimos  exa- 
minando, aunque  es  exacto  que  declaró  vigente  entre  nosotros  la 
ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  como  se  dice  en  el  mismo,  se  refirió 
explícita  y  categóricamente  á  la  que  regía  la  desamortización  civil, 
y  de  ninguna  manera  á  la  que  llevó  ese  mismo  principio  á  los  bie- 
nes de  capellanías. 

342. — El  Real  decreto  citado,  se  publicó  para  que  comenzase 
á  regir  en  i9  de  Mayo  de  1864,  y  por  orden  del  Regente  del  Reino, 
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de  13  de  Setiembre  de  1869,  en  que  se  mandaba  publicar  de  nuevo 
y  se  reiteraba  su  cumplimiento,  vio  nuevamente  la  luz  en  la  Gaceta 
de  la  Habana,  de  10  de  Noviembre  del  referido  año. — Su  con- 
tenido es  el  siguiente: 

Art.  1 9 — Se  declaran  vigentes  en  Ultramar,  desde  i9  de  Mayo  de 
1864,  las  leyes  sobre  desvinculaciones  de  1 1  de  Octubre  de  1820  y  sus 
aclaratorias  de  15  y  19  de  Mayo  de  1821,  de  19  de  Junio  del  mis 
moy  la  de  19  de  Agosto  de  1841,  ÚNICAMENTE  EN  CUANTO  SE  RE- 
FIEREN A  LAS  VINCULACIONES  CIVILES  conocidas  generalmente  con 
el  nombre  de  Mayorazgos  ó  fideicomisos  ^  SIN  HACERSE  N0VEDAI>  EN 
CUANTO  Á  FUNDACIONES  ECLESIÁSTICAS  de  obras  pías,  de  benefi- 
cencia,  caridad  y  de  instrucción  pública  y  demás  de  análoga  natura- 
leza. , 

Art.  2? — Para  los  efectos  de*  la  citada  ley  de  19  de  Agosto  de  1841, 
el  período  de  tiempo  á  que  la  misma  se  refiere  en  sus  artículos  i?  y 
siguientes,'  como  la  anterior  época  constitucional,  se  computará  para 
las  provincias  de  Ultramar  desde  que  en  ellas  fue  respectivamente 
publicada  la  ley  de  ii  de  Octubre  de  1820  hasta  la  respectiva  pu- 
blicación en  las  mismas  del  Real  decreto  de  i9  de  Octubre  de  1823, 
ó  donde  este  no  hubiese  llegado  á  promulgarse,  de  la  Real  cédula 
de  II  de  Mar/.o  de  1824. 

Art  39 — El  período  señalado  en  los  artículos  99,  10?  y  siguien- 
tes de  la  misma  citada  ley  de  1841  se  computará  paralas  provincias 
de  Ultramar  desde  la  fecha  en  la  que  en  cada  una  de  ellas  se  publi- 
có el  Real  decreto  de  i9  de  Octubre  de  1820,  ó  en  su  defecto  la  Real 
cédula  de  1 1  de  Marzo  de  1824  hasta  i9  de  Mayo  de  1864. 

343. — Queda,  pues,  denjiostrado:  i9  que  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1 841  4  que  hace  expresa  referencia  el  Real  decreto  de  31  de 
Octubre  de  1863,  es  la  de  dcsvinculacion  puramente  civil;  29  que 
las  fundaciones  eclesiásticas  nó  sólo  no  fueron  incluidas,  sino  que 
expresamente  se  las  exceptuó,  y  39  que  por  tanto  los  autores 
da  nuestro  Reglamento  cayeron  en  error  al  tomar  una  por  otra  dos 
leyes  de  la  misma  fecha  y  aun  de  igual  tendencia,  si  bien  sobre  dis- 
tinto orden. — No  debe  extrañarse,  sin  embargo,  tal  equivocación, 
ella  se  explica  fácilmente  por  el  cúmulo  de  trabajos  y  atenciones  que 
pesaba  sobre  la  Comisión  revispra,  y  que,  como  ha  dicho  ella  misma 
con  laudable  previsión  en  sq  Dictamen  que  precede  al  Reglamento 
de  Puerto- Rico,  "Trabajo  ha  sido  ímprobo,  y  que  si  puede  ofrecer 
"algún  error  que  la  práctica  descubra,  pues  no  hay  obra  humana 
^'perfecta,  bien  habrá  de  disculparse  teniendo  presente  en  cuan 
"breve  espacio  de  tiempo  la  Comisión  ha  revisado  más  de  330  ar- 
"tículos  y  aumentado  130." 

344. — Hemos  creido  conveniente,  sin  embargo,  exponer  con  toda 
la  extensión  que  se  ha  observado  la  disposición  del  artículo  30 
reglamentario,  sin  embargo  de  hallarse  visiblemente  en  error, 
ya  por  esa  misma  circunstancia,  y  á  fin  de  no  aparecer  ligeros 
en  tal  imputación   respecto   de*  una   obra  que  por   todas  partes 
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(y  aun  en  el  propio  artículo  tachado)  revela  el  escrupuloso  cuidado 
que  en  su  desempeño  se  pusiera;  ya  porque  el  simple  hecho  de  de- 
signarse ciertas  leyes,  nos  ha  puesto  en  el  caso  de  explicarlas  para 
que  la  claridad  se  haga,  ya  porque  el  espíritu  de  asimilación  legisla- 
tiva con  la  Península,  que  hay  prevalece  en  elevadas  regiones,  puede 
dar  ocasión  á  que,  en  período  más  ó  menos  breve,  comiencen  á  re- 
gir entre  nosotros  las  distintas  disposiciones  que  nuestro  artículo  30 
menciona,  al  refundir  inadvertidamente  los  Decretos  que  para  la 
Península  se  dieron  en  Agosto  del  71  y  del  74,  con  referencia  á 
otras  disposiciones  que,  vigentes  allí,  para  nosotros  no  Jian  existido 
aun.  Llegado  aquel  caso,  la  letra  del  repetido  artículo  30  podrá 
tener  cumplido  efecto;  por  hoy  sobra  y  es  inaplicable  lo  que  en  el 
mismo  se  contiene,  (i) 

34-5. — ^Y  ya  que  nos  hemos  visto  precisados  á  citar  la  disposición 
vigente  sobre  desvinculacion  civil,  no  creemos  fuera  del  caso  algu- 
nas ligeras  indicaciones  que  faciliten  su  recta  inteligencia,  ya  como 
materia  útil  en  lo  referente  á  los  contratos  é  inscripciones  de  que 
pueda  ser  objeto,  ya  porque  no  carece  dé  complicación,  y  sus 
fuentes  están  en  la  Península.  Seremos  sin  embargo  sumamente 
parcos  en  detalles.    . 

346. — Por  el  artículo  i9  de  dicho  Real  decreto  se  declaran  vigen- 
tes las  leyes  de  desvinculacion  civil  desde  la  primitiva  de  1 1  de  Oc- 
tubre de  1820  hasta  la  ultima  disposición  aclaratoria,  que  lo  fué  la 
Ley  de  19  de  Agosto  de  1841. 

347. — Por  el  segundo  se  declara,  que  á  Ips  efectos  de  esta  última, 
se  entiende  ^or  anterior  época  constiíucioua/  entre  nosotros^  el  perio- 
do que  cursó  entre  la  promulgación  de  la  Ley  de  1820  y  la  del 
Real  decreto  de  i9  de  Octubre  de  1823  6,  donde  éste  no  hubiera 
llegado  á  promulgarse,  de  la  Real  cédula  de  11  de  Marzo  de  1824 
Requiere  este  punto  alguna  explicación. 

348. — La  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  á  que  nos  referimos,  dis- 
ponía respecto  de  la  Península  que  continuasen  en  vigor  las  leyes 
de  la  anterior  ¿poca  constitucional,  aludiendo  á  los  años  de  1 820  á 
23,  en  que  por  segunda  vez  rigió  la  Constitución  de  18 12.  Al  pro- 
mulgarse dicha  Ley  en  Cuba  hubiera  podido  variarse  la  expresión, 
diciendo  la  última  ¿poca  constitucional^  en  vez  de  la  anterior,  ya 
que  entre  nosotros  rigió  dicho  sistema  en  los  periodos  que  para  la 
Pertínsula  fueron  sus  dos  primeras  épocas,  y  no  existia  en  la  Isla 
cuando  el* Real  decreto  de  1863.  En  vez  de  ésto  se  explicó  la  frase 
y  se  determinó  el  periodo  que  aquí  debia"  entenderse.  En  efecto, 
durante  el  periodo  constitucional   de  que  gozó  nuestra  Isla  por  los 

[i]  No  creemos  pueda  ocurrirle  á  nadie  que,  en  el  hecho  de  citarse  dichas  leyes  en 
nuestro  Reglamento,  quedan  ya  vigentes  en  Cuba  y  Puerto- Rico,  iV  porque  el  Re^a- 
mento  no  es  ley,  ni  puede  introducir  derecho  nuevo,  2?  porque  la  parte  que  cil.i  de  las  le- 
yes expuesta  -,  es  adjetiva,  que  por  sí  sola  no  podría  existir,  3?  porque  es  claro  el  sentido 
de  que  solo  se  refiere  á  ellas  en  el  concepto  de  que  están  vigentes,  lo  cual  resaltaría  con 
evidencia,  si  la  duda  en  lo  general  pudiera  suscitarse,  de  la  frase  en  que  se  refiere  á  los 
bienes  que  hMeren  sido  adjttdicados,  lo  que  implica  la  previa  existencia  de  la  Ley. 
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añosdei820  á  23  estuvieron  vigentes  las  leyes  desvinculadoras, 
pero  ni  el  Real  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836  que  las  restable- 
ció, ni  la  ley  de  9  de  Junio  de  1835  que  tuvo  tendencia  á  ello,  rigie- 
ron en  el  pais,  surgiendo  de  esta  diversidad  de  circunstancias  *'la 
"necesidad  de  fijar  periodos  de  tiempo  distintos  de  los  que  reguló 
"la  de  19  de  Agosto  de  1841/'  (Preámbulo  del  citado  Real  decre- 
to de  1863). 

349. — Esto  sentado,  comienza  por  fijarse  como  equivalente  en 
Ultramar  á  la  anterior  época  constitucional  en  la  Península,  el  perio- 
do durante  el  cual  hubiese  estado  vigente  la  ley  de  1820,  ó  sea  des- 
de su  promulgación  hasta  la  del  Real  decreto  de  1823  ó  Real  cédula 
de  1824,  según  el  caso.— r Acerca  de  ésto  nos  limitaremos  á  indicar 
que  el  Real  decreto  de  i9  de  Octubre  de  1823  .declaró  nulos  y  de 
ningún  valor  todos  los  actos  del  Gobierno  llamado  contitucional;  y 
la  Real  cédula  de  11  de  Marzo  de  1824,  como  consecuencia  de  esa 
nulidad,  repuso  los  mayorazgos  y  demás  vinculaciones  en  el  ser  y 
estado  que  tenian  en  3  de  Marzo  de  1820  y  dispuso  la  restitución  de 
los  bienes  en  que  consistian,  á  sus  primitivos  poseedores,  previa  in- 
demnización á  los  que  hubiesen  adquirido  aquellos  bienes  por  compra. 

350. — Como  quiera  que  el  efecto  natural  del  Real  Decreto  de 
1823  es  el  restablecimiento  de  los  vínculos,  como  consecuencia  for- 
zosa de  considerarse  nulos  todos  los  actos  del  gobierno  constitucio- 
nal, uno  de  los  cuales  fué  la  supresión  de  aquello.s;  de  aquí  que  se 
fije  por  el  dd  1^63  la  fecha  de  la  promulgación  de  ^quel  como  tér- 
mino de  la  ley  desvinculadora;  y,  en  el  caso  de  que  no  hubiera  lle- 
gado á  promulgar.se  en  algún  punto  de  Ultramar,  debe  colocarse 
entonces  en  la  en  que^e  hubiere  promulgado  la  Real  cédula  que  á 
dichas  vinculaciones  se  refería  con  especialidad. 

351. — Y  por  último,  como  equivalente  del  periodo  que  para  la 
Península  señalaban  los  artículos  9?  y  io9  de  la  ley  de  1841,  ó  sea 
el  del  restablecimiento  de  los  vínculos,  se  designa  para  Ultramar  el 
que  cursó  desde  la  promulgación  del  Real  Decreto  ó  Cédula  en  su 
caso,  hasta  i9  de  Mayo  de  1864,  fecha  designada  en  el  referido 
Real  decreto  de  1863,  P^i'a  q^c  comenzase  á  regir  la  ley  desvincu- 
ladora en  el  orden  civil,  de  19  de  Agosto  de  1841.  , 

352. — ^Teniendo,  pqes,  en  cuenta  esta  diferencia  en  cuanto  á  los 
periodos  designados,  se  hace  llana ,  y  fácil  la  aplicación  de  la  citada 
Ley,  ya  por  los  Tribunales  de  justicia  en  las  contiendas  entre  partes, 
ya  por  los  Notarios  en  los  contratos  cuya  celebración  pueda  inten- 
tarse, ya  en  fin  por  los  Registradores  en  las  inscripciones  que  de  los 
últimos  se  pretenda.  En  los  límites  de  nuestra  obra  sólo  cabella  in- 
dicación de  la  fuente  de  donde  se  ha  de  derivar  la  solución. 

Artículo  32. 

La  obligación  de  trasmitir  á  otro  el  dominio  de  cualquier  inmueble  ó  dere- 
cho real,  ó  de  constituir  sobre  uno  ú  otro  algún  derecho  de  la  misma  índole, 
no  estará  sujeta  á  la  inscripción.  Tampoco  lo  estará  la  obligación  de  celebrar 
^  lo  futuro  cualquiera  de  los  contratos  comprendidos  en  los  artículos  anterío- 
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res,  á  menos  que  en  uno  ú  otro  caso  sea  garantida  dicha  obligación  personal 
por  medio  de  otra  real. 

353. — Así  como  respecto  del  artículo  26  dijimos  que  era  el  resu- 
men, la  síntesis  de  los  seis  casos  que  comprende  el  artículo  29  de  la 
Ley,  así  también,  aunque  en  sentido  inverso,  lo  podemos  decir  del 
que  precede.  Formulaba  aquel  una  regla  general  para  fijar  todos 
los  bienes -que  se  hallan  sujetos  á  inscripción,  y  establece  ésta  una 
particular,  excluyendo  de  aquel  requisito  algunos  contratos  acerca 
de  los  que  pudiera  vacilarse.  Esto  nos  ha  movido  á  tratar  la  mate- 
.  ría  en  este  lugar,  pues  si  bjen  el  presente  artículo  hace  referencia  á 
la  propia  materia  que  el  156  de  nuestra  ley,  más  bien  es  este  un  com- 
plemento de  lo  que  aquí  se  trata;  pues  dicho  artículo  toma  como 
base  lo  que  en  el  presente  se  establece.  Explicaremos,  pues,  en  este 
lugar,  la  declaración  del  artículo  presente,  y  cuando  lleguemos  á  la 
exposición  del  156  citado,  nos  bastará  una  simple  referencia  á  lo 
que  de  este  artículo  sea  necesario  recordar. 

354. — Dos  partes  se  contienen  en  el  texto  reglamentario.  En  el 
espíritu  de  la  primera  está  implícita  la  segunda;  y  no  puedq  negar- 
se que  hay  exceso  de  palabras;  porque  si  se  creyó  que  la  primera 
cláusula  no  era  bastante  explícita,  habría  bastado  á  precisar  la  ¡dea 
la  que  se  insertó  como  segunda.  Tal  como  está  redactado,  dicho 
artículo  dice  lo  siguiente: 

No  estarán  sujetos  á  inspripcion; 

i9 — La  obligación  de  otorgar  cualquier  contrato  traslativo  de  do- 
minio ó  constitutivo  de  derecho  real. 

2? — La  de  celebrar  en  lo  futuro  cualquiera  de  los  contratos 
inscribibles. 

355. — Es  de  notar  que  nuestro  Reglamento  dice:  cualquiera  de 
las  contratos  comprendidos  en  los  artículos  anteriores,  pero  en  esta 
frase  hay  desaliño  y  descuido.  Se  ha  copiado  del  artículo  3?  del 
Reglamento  peninsular,  sin  tener  en  cuenta  que  al  mudársele  de  lu- 
gar perdia  la  frase  su  oportunidad.  En  efecto,  allí  el  artículo  3?  dice: 
cualquiera  de  los  contratos  comprendidos  en  los  artículos  anteriores 
(Reg.  de  la  Ley  Reformada);  ó  bien,  en  los  dos  artículos  antétiores 
(Reg.  de  la  primitiva);  y  en  uno  y  otro  caso  se  refiere  á  lo  declarado 
en  los  dos  que  le  preceden;  esto  es,  en  el  i9,  que  equivale  á  nuestro  29, 
(v.  par.  182)  y  eu  el  segundo,  que  por  referirse  á  contratos  especia- 
les de  ciertas  provincias,  se  ha  suprimido  en  el  nuestro,  (i)  Refié- 
rese, pues,  á  contratos  inscribibles,  y  d^  aquí  la  oportunidad  de  la 
declaración.  La  obligación  de  otorgar  en  lo  futuro  algún  contrato 
inscribible  no  estará  sujeto  á  la  inscripción^  decia  el  artículo,  y  á  na- 
die se  le  ocurrirá  que  tal  aclaración  esté  de  más;  pero  no  puede  esta- 
blecerse lo  mismo  cuando  la  obligación  en  lo  futuro  se  refiera  á  un 


( I )  £1  artículo  2?  del  Reglamento  de  la  Ley  Reformada  se  refiere  además  á  las  actas 
de  los  Diocesanos  relativas  á  conpiutacion  de  bienes  de  capellanías  según  el  Convenio- 
Ley,  acerca  de  cuya  materia  creemos  haber  dicho  lo  bastante  con  referencia  al  articulo  30 
de  nuestro  Reglamento. 
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contrato  no  inscribible,  pues  en  tal  caso  no  sería  lógico  pensar  que 
debiese  constar  en  el  Registro.  Pues  bien:  de  los  seis  artículos  que 
preceden  en  el  título  2?  de  nuestro  Reglamento  al  que  en  este  mo- 
mento examinamos,  á  sólo  uno  [el  29]  es  aplicable  la  frase;  el  más 
inmediato,  que  es  el  31,  se  refiere  á  un  acto  exento  de  la  inscripción, 
y  por  eso  hemos  dicho  qu,e  al  mudarse  de  lugar  la  frase  á  que  nos 
referimos  perdía  su  oportunidad. 

356. — Pero  restituida  á  su  valor  verdacjero,  esto  es,  al  sentido  de 
la  obligación  futura  sobre  contrato  inscribible,  vamos  á  examinar  su 
alcance,  sin  perder  de  vista  lo  que  se  establece  en  nuestra  Ley,  to- 
mando por  base  lo  que  se  declara  aquí. — No  presumimos  el  acierto, 
sin  embargo:  tiene  la  cuestión  algo  de  metafísica,  y  mucho  de  oca- 
sionada á  confusión. 

357. — Trátase  aquí  de  la  obligación /«///r^:,  como  la  llama  la  Ley 
[Art  156]!  ó  sea  de  la  promesa  de  celebrar  un  contrato.  No  Hay 
obligación _/*7//«r^  sin  una  obligación  presente.  Nos  obligamos  hoy 
á  celebrar  en  lo  futuro  algún  contrato.  Desde  hoy  quedamos  obli- 
gados, pero  en  virtud  de  la  estipulación;  los  efectos  del  contrato  á 
que  nos  referimos  no  pueden  comenzar  hasta  que  el  mismo  se  otor- 
gue. Prometemos  casarnos,  por  ejemplo,  hé  aquí  una  obligación 
presente,  que  es  \dL  promesa,  y  otra////wr^,  el  matrimonio,  á  que  la 
promesa  se  refiere.  De  la  misma  manera  podemos  obligarnos  á 
comprar,  á  vender,  á  hipotecar,  y  en  general  al  otorgamiento  de 
cualquier  contrato  que  esté  sujeto  al  Registro. 

358. — Hay,  pues,' obligación  futura  cuando  en  vez  de  contraer 
una  obligación  cuyo  término  definitivo  es  la  entrega  de  una  cosa  ó 
la  prestación  de  un  hecho  simple,  sencillo,  concreto,  se  contrae  una 
obligación  cuyo  término,  ó  modo  de  cumplirse,  es  el  otorgamiento 
de  otra  nueva.  Propiamente  la  naturaleza  de  la  obligación  no  va- 
ria. Sabido  es  que  los  hechos  pueden  ser  materia  de  las  obligacio- 
nes; cuando  ese  hecho  que  se  promete  consista  en  la  celebración  de 
un  contrato  cualquiera,  intervendrá  la  oh\\g?iC\or\  futura,  con  cuya 
expresión  se  designa  el  hecho'  de  que.  hemos  prometido  celebrar  en 
lo  futuro  algún  contrato.  Esto  es  j^^  "^  y  simplemente  lo  que  se  in- 
dica en  dicha  frase.  Así  como  soni«í  dueños  de  comprar  y  vender 
de  presente,  también  lo  somos  de  obligarnos  á  ello  para  lo  futuro. 
Y  cabe  en  la  obligación  futura  el  ser  pura,  condicional  ó  á  tiempo 
cierto.  Siendo  yo  un  prop^ictario  que  cuento  con  cantidades  de  dinero 
que  deseo  colocar,  me  encuentro  un  individuo  que  por  su  parte  de- 
sea vender  algunas  casas,  y  le  prometo  comprarle  una,  sin  aclararle 
cuál  sea,  ó  sin  determinar  precio,  puesto  queden  cuanto  nos  hubié- 
semos puesto  de  acuerdo  acerca  de  la  cosa  y  del  precio,  ya  no  exis- 
tiría la  obligación  futura,  ya  no  habría  sino  una  obligación  presente, 
que  seria  el  contrato  de  compra-venta  ya  perfecto,  [i]     En  la  obli- 

[l]  Ley  6?,  título  qV,  P.  5'.' — Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  28  de  Enero  de 
1S68,  10  de  Julio  de  iS69>  20  de  Mayo  de  1873  y  otras. 
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gacion'de  comprar,  por  el  contrario,  puede  compelérseme  á  la  com- 
pra, en  virtud  de  la  ley  i?,  título  i9,  libro  io9  de  la  Nov.  Rec, 
dándoseme  á  escoger  entre  las  diversas  fincas  ^ue  poseyera  el  otro 
contrayente  en  el  momento  de  hacerle  la  promesa,  ó  bien  fijando 
pericialmente  el  precio  de  aquella  sobre  la  cual  versó  el  contrato,  si 
acaso  se  designó  individualmente.  La  obligación  futura  consiste 
pues  en  la  prestación  de  un  hecho  que  á  la  par  de  ser  el  término,  el 
cumplimiento  de  un  contrato,  es  nacimiento  y  origen  de  nuevas 
obligaciones.  Es  pues,  un  contrato  de  contrato;  un  convenio  que 
tiene  por  objeto  otro  convenio,  una  obligación  que  engendra  otra, 
porque  si  el  contrato  en  general  lleva  siempre  en  mifa  un  hecho  ó 
una  cosa,  en  esta§  ocasiones  no  es  ese  el  fin  directo  é  inmediato,  si- 
no que  media»  otro  contrato  que  viene  á  servir  de  puente  ó  interme- 
dio para  la  realización  de  lo  que  el  primero  tuvo  en  mira. 

359.— La  promesa  de  dar  es  hecho  simple,  y  simple  contrato,  que 
puede  celebrarse  en  forma  pura^  condicional  ó  á  plazo:  la  promesa 
de  celebrar  algún  contrato  es  la  que  envuelve  obligación  futura,  y 
también  puede  otorgarse  en  cualquiera  de  las  tres  formas  indica- 
das. 

360. — Es  pura  la  que  hemos  puesto  como  ejemplo,  seria  condi- 
cional diciendo  así:  Si  el  buque  despachado  para  Londres  llega 
sano  y  salvo,  te  compraré  una  casa.  Es  á  plazo  si  por  ejemplo  se 
dice:  Dentro  de  un  mes  te  compraré  una  casa. — Es  de  advertir 
que  en  estos  casos  la  condición  ó  el  término  afectan  á  la  promesa,  y 
nó  á  la  obligación  y;////r^,  que  cuando  se  contraiga  será  pura,  á  me- 
nos que  se  haya  estipulado  otorgarla  bajo  condición  ó  término,  lo 
que  también  podría  ocurrir. 

361. — La  misma  compra  seria  condicional  si,  estipulándose  todas 
las  condiciones  del  contrato,  determinando,  sobre  todo,  la  cosa  y  el 
precio,  se  dejan  en  suspenso  sus  efectos  hasta  ocurrir  un  hecho  que 
también  se  determina,  esto  es,  si  compareciendo,  ante  un  Notario  y 
otorgando  ante  él  escritura  común  de  compra-venta,  se  manifiesta 
en  ella  que  sólo  se  entenderá  celebrado  ese  contrato  si,  verbi-gracia, 
llega  á  salvo  con  su  cargameíio  'el  buque  despachado  para  Londres. 
En  este  caso  el  contrato  está  péttecto  por  el  consentimiento;  y  la  obli- 
gación contraída  aunque  nada  se  deba  ni  nada  pueda  pedirse  [como 
dice  la  Comisión  de  Códigos]  ó  bien,  au fique  no  ceda  ni  venga  el  dia 
[según  la  expresión  técnica  Romana],  hasta  el  momento  de  realizar 
el  hecho  al  que  el  contrato  fué  subordinado.  Pero  si  se  realiza,  el 
efecto  es  el  mismo  á  partir  de  ese  momento  que  si  el  contrato  se 
hubiera  celebrado  puramente;  nace  la  acción  para  pedir  su  cumpli- 
miento, y  lo  único  que  falta  por  hacer  es  la  mutua  entrega  de  la  co- 
sa y  el  precio  estipulados. 

362. — En  el  anterior  ejemplo  es  diferente.  Cumplida  la  condición 
deberán  los  contrayente?  acercarse  para  determinar  la  cosa  que  se 
vende  y  precio  de  ella,  ó  sea,  otorgar  la  nueva  obligación;  pues  si  des- 
de el  principio  fijaron  una  y  otra,  ya  la  obligación  quedó  otorgada,  y 
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entonces  lo  que  podrá  exigirse  es  su  reducción  á^púbüc^  escritura, 
[si  fue'  simple  pacto  el  qtje  njedió]  ó  su  corisurnacioii  por  la  rérípro- 
ca  entrega  de  la  cosa  y  el  preció  concertados. — Tal  es,  en  nuestro 
conceptQ,  la  teoría  que  sé  deduce  de  los  preceptos  generales  del  de- 
recho, y  que  sirv^  de  base,  en  nuestro  juicio,  á  la.  (Jeclaracion  del 
artículo'  156  de  nuestra  Ley,*  que  autorizando  el  que  se  garantice 
con  hipoteca  la  obligación  futura,  v  deterjninándo  los  efectos  qire 
debe  producir,  introduce  un  elemento  más  en  la  materia,  [i  j 

363. — 'Es  de  tener  en  cuenta,  qué  en  la  forma' de  obligación  fur 
tura,  no  es  inscribif>le  el  contrato  que,  hemos  puesto  por  ejemplo^ 
[Art  32  qi^e  examinamos]  y  sí  en  cuanto  se  le  déla  forma' candi ■♦ 
cionai  [Art.  24,  L.]       ^  c  *  ^ 

364. -p-Y  e^  indudable  que  no  puede  coñfuhtdirse  una  fornia  con  la 
otra:  Ob^gacion  condicional  e5  la  que.  nace  de  un  Contrato  perfec* 
to,  y  que  sólo  está  ^n  suspenso  hasta  la  realízéicion  de  cierto  hecho. 
Obligaciop /«///ríz  es  ja  que  nó  queda  constituida  desde  el  momen- 
to," si  «o- que  nos  obligarnos. á  constituirla,  á- Contraerla  en  adelante.  .' 
En  la  obligación  condicional  hay  a}go  de//////r¿?,  á  saber:  el  hecho 
de  que  pende  la  obligación;  pn  la ,  obligación  futura^  lo  futirro  es'  la 
misipa  obligación,  y  puede  no  haber  hecho  ninguno  de  qu^e  depea-  ^ 
da,  al  que  se  suborditie,  según  herttós  demostrado  ya  al  manifestar 
que  es  susjceptible  dcdividirse^  cójno  la  presente,  ^n  pura,  condic,io- 
nal  y  á  tiempo  cierto.  '  ;  '  /       - 

365. — Así;  pues,  ai\nque  en  la  qblígaeion  condicional  hay  algo  dé 
futuro,  aunque  d  hecho  á  que  se  ¿uborrdina  ha  de  %tt  ftitiiro  ó  incierto 
piara  que  ¿ea  condiciortalla  obligación;  porqué  en  el.  caso  de  estar  ya 
cumpÚdo,  aunque  los  contratantes  lo  ignorasen,  ó  en  9I  de  tratarse  <le 
un  hecho  que  necesariamente  ha  de  pcwrrlr,  ya  no  se  estimaría  condi- 
cional la  obligación  ^2]^ 'no- hay  que  copfiíndir  uri  detalle  con-'cl  to- 
do, la  parte  cbn  el  conjunto;  en  la  obligación  condicional,  I^.  conven- ' 
cien  existe,  la  obligo^Qiori  está  tti  suspenso^  mientras,  qite  en  la  obliga- 
ción futura,  la  convención  está  sólo  prometida,     .    '     ^      \ 

(1)  No  s^  crea  por  esto  qne  .soijip$  opuestoí;  á  la  lirestacioVí  de  ?sa  gOFantía.  í^i  de  ella 
flecimós  que  es  un  elementa  n\ás,  es  bajo  el  pjintó  de  vista  de  que  hace  más  difícil  el  es- 
tadio, i^»ero  coqio  responde  á  la  libertad  de  Contratarr  nada  pqdenios  alegar  en  contra  de 

(2)  ....  talcond'uion  c^nio  esta  qut  sé  face  por  palabras  del  tienipa  pasado  ó  del.  presente 
non  es  llamada  proprianienfe  condición,  pQf^ue  aquella  cosa  en  que,  la  ponen  nqn  es  <?;*  dub- 
da,  (Ley  2?,  tit..  49,  P.  (f.)—^Á  la  condición  de  tiempo  j^ado,  v.  gr.  si  tal  buque  ha 
llegado  á  tádiz,  sucede  que  nmjs^uer  aquel  que  íafcue  non  sabe  si  es  verdad  aquello  so  que 
face  Iti  iondieiofi^  luego  que  la /ate  fittca  ^pór  ello  obligadcFsi  esveidad;  ó  si  nofi,  finca  des- 
obligado. (Léy^i2.  tit.  II,  P.  5?j--És  decir,  que  ni  en  uno  ni  en  'otro  caso  la  obligación 
'lueda  en  suspenso,  sino  que  desde  el  momento  existe  ó  nó,  y  pgr  ta-qtgunp  hay  verdadera 
condición;  y  ^ólo  en  sentido  gramatical,  por  la  construcción  dada  á  la  frAse,  y  por  ser  el  . 
hecho  desconocido  al  otorgante,  pu6de 'decirse  qué  la  hay. '  Gutiérrez  y  Fernandez  esta- 
blece la  diferencia  con  elegsinte  exactitud  en  eslos  términos*  ^  **La  condición  futura  es  sus- 
pensiva cn"el  verdadero  sentido  de  la  palabra;  la  prepóstera,  on  sentido  impropio^  porqoíe 
se  ignora  él  acontecimiento." — Por  lo  demás,  las  dos  citadas  leyes  de  Partidas  establqcen 
con  mucha  claridad  que-el  hecho  de  la  condipon  ha  de  ser  futuro  é  incierto;  así  se  declarf 
también  pot  el  Derecho  Romano-  fpár,  69,  tit.  15,  lib.  i^  Inst.  y  par.  i,  ley  9,  tit/29  lib. 
46delDig.) 
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366. — Podrían  citarse  mucfios.  ejemplos   de  obligaciones  futuras. 
La  sentencia  del  Tribunal  Suprenio  de  .  16  de   Mayp  de    liífj  nos 
'  p^'esenta  uno  y  es  doble;  de  ella  aparece  que  eierta  persona  se  obli- 
gó en  documento  privado,  á  adquirir  en  pública  subasta  fincas  per- 
tenecientes á  propios  de  cierto  pueblo   que  se  venjlian  por   la  Ha- 
cienda; jr  lina  vez   adquiridas,    cederlas  bajo  •  condiciones  que  se 
determinaron/  á  un  harriero  de  vecinos.     Hé  aquí  un  caso  de  doble 
obligación' fu  tura;.  I?,  la^de  adcfuirir  ciertas  fincas  en  pública  subas- 
ta; 2?,  la  de  otorgar  ¿esipn  de  ellas   tan  luegq  como   estuviesen  ad- 
quiridas, (i)  "  En  este  caso,  la  obligación  primera*  ha  de' contraerse, 
con  ua  tercero,  como  base  y  rdSz  de  la  que  se  estipula  e¡fi  segundo 
térn\ino,  y  para  provecho  del  otro  contrayente.     Nada    importaría, 
pues,  que  s0  hubiera  fijado  en  dicho  cáf^o  la  finca  qué  fiiese   objeto 
del  contrato  y  el' precio  de  adquisición,    no   por  eso  dejaría,  de  ser 
obligación  fiítura;  ^pues  no  es  este'  el  supuesto  que  en   el   par.  358 
dejamos  indicado. 

367."»— Por  último,  para  completar   el  deslindé  y   distinción  entre 
,  ambas  obligaciones,  es  de  tenerse  présente: 

I?     Que  en  la  obligación  condicional  queda  perfecto  el  contrato, 
y  sólo  resta  por  nacer  \z.  acción,  mientras  que  en  \di  futura^  es  lacón- 
'     vención  misma  la   que  está   pendiente,    la  que   en  su  dia  habrá  de 
otorgarse.        ,         •  .  • 

2?  En  que  la"  oh\\^z.c\oti  condicional  ts  simple,  ó  bien  existe  sola; 
mientras  que  la  futura  necesita  acompañarse  de  otra  dbligacion  pre 
senté.  Me  obligo  hoy  á  contraer  en  determinado  tiempo  ó  circuns- 
tancia tal  otra  obligacipn.-^Esta  diferencia  es  un  efecto  de  la  ante- 
rior. Como  quiera  ^ue  en  la'  obligación  condicional  queda  el  aá:to 
jurídico :pQrkcto,  'y  sólo  /alta  que  ¿é  realice  el  hecho  para  saber  si  se 
puede  pedk  algb,  es  consecuencia  necesaria  que  aquella  sea  simple, 
sea  una  sola;  y  aunque  desde  el '  mon^ento  existe,  pende  de  un 
acontecimiento  futuro  el  que  llegue  ó  no  á  su  ser  exigible.  L.di  futura 
es,  por  el  qontrario,!  doble,  conipuesta' de  una  estipulación  presente 
y  Se  una  obligación  (^que.es  la  futura)  que  por  aquella  ofrecemos 
contraer.  En  la  primera,  ctímplida  la  condición  pecjimqs  el  cumplí- 
w//^^/¿?  del  contrato;  en  la  segunda,  realizada  también  la  condición, 
ó  vencido-  el  plazp,  si  ía  pron^ésa  se  hizo  bajo  condición  ó  término, 
y  en  otro  caso,  desde  luego,  lo , que  pódenlos  pedir  es  el  otorg^a- 
wí>«/¿?  del  contrato..  ^  ^ 


368. — La  INSTRUCCIÓN  GENERAL  SOBRE  LA  MANERA  DK  REDAC- 
TAR LOS  INSTRUMENTOS)  PÚBLICOS    SUJETOS  Á  REGISTRO  EN  l^AS 

ISLAS  DE  Cuba  y  Puerto  Rico,  es  Ta  última  <dc'  las  tres  entidades 

(i)  La  Serna  en  su  Diccionario  y  Jtormularbs  ix)ne  el  ejemplo  de  una  obligación  fu' 
tura,  condicional  para  el  que  la  cqntrae.  Nos  remitimof^  respecto- de  esto  á  lo  que  dejamos 
dicho  fen  el  par.  359.  »    ^ 
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que  componen  nuestra  legislación  hipotecaria.  La  Ley  establece  los 
preceptos  fundamentales;  el  reglamento  detalla  y  amplia;  la  Instruc- 
ción aplica  las  reglas  de  un,o  y  otro  á  la  redacción  de  los  instrumen- 
tos á  que  se  refieren;  deduce  de  tinas  y  otras  reglas  lo  que  en  aquellos 
ha  d^  elxpresátrse  ú  omitirse.      >         '         -  / 

'  369.— -Determinado  lo  fundamental;,  explicado,  luego  en  su  desa- 
rrollo práctipó;  precisada  tambieti  la  forma  d^  los  instrumentos,  sólo 
resta  el  formulario^  ultimó  paso  en  el  tqrreno .  de  1^  práctica  y  Ha- 
todo  á  traducir  en  hecho  real  y  detall^  diario  de  la  vida  las  di- 
versas disposiciones  que  se  han  ido  presentando.  ^so%  formularios  -- 
tienen  señalado  su  lugar  en  U  segunda  parte  de  esta  obra^  porque 
son  necesario  cq^nplemeAto  del  trabajo  que  i^os  hemos  propuesto  ' 
realizar,  Eór' ahora  nos  limitareitios  á.transcribir  los  artículos  de- la 
Instrucción  en  los  lugares  de. la  Ley  que  r^spectívahiente  le  com- 
peten. \.,      ^ 

370. — Compóriese  la'  Instrucción  ele  cuatro  partes  ó  captiuíos)  el 
primero  C9ñt'ieüe  las  Disposiciones  ¿enerales^  ó  l*eglas'  comunes  á  to- 
dos los  instrum'entos  registrables;  clsegundo  las  propias  de  los  instru- 
mentos notariales;  el  tercero/ lo  referente  alas  escrituras  de  hipoteca 
voluntaria;  , y  el  cuarto,  en  fin,  lo  que  hace  relación  á  aquellos  en 
que  se  constituyen' las  hipotecas  iiYipuestas  por  la  Ij.ey. 

.371.. — Vc\  precedida  de  un  Informe^  que  consideramos  convenien- 
te recordar,  pof  cuanto  eícplica  el  espíritu  que  dominó'á  sus  autores, 
y  siguiendo  el  métódow  observado  ya  con  la';  Ley  y,  el'  Reglamento» 
Oigamos,  pues,,  á  la  Comisión  que  lo  suscribe.       '       . 

372. — **Para  redacta^  éste  nuevo  proyectoi^a  teñido  presente  laCo-  . 
"misión,  además  délas  dos  instruo^iones  cjue  sobr,e  identiqa  materia 
**har>  estí^do  vigentes  en  la  Península  sucesivamente,  [i]  otras  dis^ 
"posiciones  de  carácter  general  d  pirticular  dictadas  para  resolver 
"casos  no  previstos  en  aquellas.  Al  mismo  tiempo  ha  procurado 
"coasignar 'en  dicho  proyecto  las'í'eg^las  más  esenciales  á  -que  debe^ 
"rán. atenerse  I6s  Notarios  de  Puerto-Rico  y  de  Cuba  para  íedactar 
"los  instrumentps  públicos  propios  y  peculiares  de  estos  territorios,"  ' 
"en  armonía  con  las  nuevas  prescripciones  introducidas  en  las  leyes 
"y  reglamentos  dictados  para  las  nombradas  islas. 
.373. — "En  presencia  de  todos  estos  antecedentes,  la  Comisión  ha 
"formulado  el  proyecto  de  instrucción,  inspirándose  en  dos  principios 
"fundamentales,. á: saben  primero,  tjue  todo  documento  publico  se 
"redacte. con  la  claridad,  método ^y  concisión  compatil^les  con  la 
''enumeración  de  las  circunstancias  necesarias  para' que  pueda  ser 
"inscrito;  y  segundó^  que  las  reglas  consignadas  en  el  proyecto  sean 
"obligatorias  á  todos  los  funcionarids  públicos  sin  distinción  alguna. 


U)  Esto  es,  la  de  12  de  Junio  d<í  1861,  que  acompañó  á  ía  Ley  del  mismo  -año,  y- la  de 
9  de  Noviembre  de  1S74,  posterior  en  tres  años-  á  la  Reforma  de  esa  Ley.  Según  más 
adelante  manifiesta  la  Comisión  para  aplicar  la  Ley  á  las.  Antillas^  la  Iristruceion  redactada 
para  estas  se  asemeja  más  á  la  primera  que  á  la  última  de  ^ás  peninímlares. 
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"que  autoricen  cualquier  documento  que  deba  inscribirse  en  los 
"Registros.   [;] 

374. — "Con  sujeción  á  estos  dos  principios  la  Comisión  ha  revisado 

^'las  instrucciones  promulgadas   en  la  Península,  habiendo  ¿ado  la 

"preferencia  ala  que  rigió  anteriormente,  eit  la  parte  qiie  trata  de  la 

"constitución  de  las  hipotecas  legaltis,  porque  sus  disposiciones  con- 

"cuerdartí  con  la  legislación  'Civil  hoy  vigente  eu  las  Antillas  sobre 

"los  derechos  de  los  cónyuges  y   sobre  la  patria  potestad;  cuya  le- 

"gislacion^  como  V.  E.  sabe  muy  bien,  es  la  misma  que  regia  en  la 

"Península  cuando  se  publioó  la  antigua  instrucción  y  ha  subsistido 

"hasta  las  inlportantes  y  ^gfaves  reformas  hechas  poi^la  moderna  ley 

"de  Matrimonio  ciV'il,  que  todavía  no  se  ha  aplicado  á  las  proviHoia*^ 

"de  Ultramar.    Y  d,^spues   de  haber  revisado  aquellos  ;dos  'textos 

"tipos  6  modelos,  la  Comisión  no  se. ha  limitado    a   reproducir  litc- 

'  "raímente  sus  artículos,    sino  que  h^  introducido  e^  casi  todos  ellos 

.  "importantes  modificaciones  de  forma  y  de  fondo,  redactando  algu- 

"rtos  del  todo  nuevos,  en  ar^nonía  con  las  alteraciones  introducidas 

**en  las  leyes  y  en  los   reglamentos  para  cuya  aplicación  se  propo- 

"nen.  ,  ,  '     : 

375.-:^"Como  elobjeto  del  proyecto  adjunto  se  encamina  principal- 

'    "mente  á  instruir  y  adoctrinar  a  los  funcionarios  públicos  que  autori- 

**zan  documentos  sujetoaá  registro  en  to<íos  los  requisitos  ycircuns- 

.    "tancias  que  exige  la  Ley  Hipotecaria,  la  Corrtisioñ  considera  innecc- 

"sario   molestar   á  V.  E.^  exponiendo    á  su, superior  ilustración  los 

**motivos  en  que  se  funda,  toda  vez  que  la  mayor  parte  de  las  dispo- 

"siciones  consignadas  en  el  mismo  son  una  reproducción  de  los  pre- 

"ceptos  contenidos  en  dicha  ley- y  su  reglamento." 

376. — La  Instrucción  ho  es,  pues,  más  que  un  manual  ó  prontuario 
de  las  disposiciones  contenidas  en  la  Ley*  y  el  Reglamento  acerca  de 
lo  relativo  á  redacción  de  instrumentos.  Es- un  simple  extracto  de 
lo  que  allí  se  contiene  acerca  de  eso;  un  resumen  para  que  los  fun- 
cionarios á  quiénes  concierne  no  tengan  el  trabajo  de  una  consulta 
.  detenicic^,  que  podria  á  las  veces  engendrar  errores.  Tal  es  el  objeto 
de  la  Instrucción,  y  esto  le  quita  toda  importancia  como  cuerpo  le- 
gal, ssi  bien  la  especialidad  del  fin  á  que  se  consagra,  hace  todavía 
más  necesario  su  estudio  y  conocimiento  á  las  personas  con  quienes 
-    habla.        , 

3 77.-T— No  hay  que  exponer  motivos,  «dice  la  Comisión,  y  en  efec- 

'    tó,  la  Instrucción  no   contiene  hada   nuevo,  nada  por   tanto  que  se 

pueda  motivar,  ningún  precepto  sustantivo:  todos  .se   derivan  de  la 

(I)  Esté <;í\rácler  general  obligatorio  es  ana  novedad  de  la  Instrucción  que  acompañad 
nuestra  l>ey.  La  de  la  Penfnsula  de  12  de  Junio  de  1861,  aunque  titulaba  uno  de  sus  ca- 
pítulos (el  2V)»  Disposirioncs  ¡¡[etterales ^ra  la  reducción  de  ¡os  mstmmentos públicos  sujeU^ 
4  regisitOj  no  coirfprende  en  él  un  sólo  artículo  que  no  haga  referencia  clara  é  indudable  á 
algún  acto  judicial,  ó  "extrajudkial  délos-  que  pasaban  ante  escribanos, .  de  d>:ule  resulta 
que  splo  á  estos  funcionarios  alcauTaban  sus  disposiciones,  y  en  la  de  9  de  Noviembre  de 
1874,  qte  es  la  vigente  hoy,  y  en  la  que  se  suprimió  la  división  por  capítulos,  se  habla 
constantemente  deíós  Notarios  y  alguna  vez  (Arts.  2?  y  58)  de  los  Escribanos  y,  Secreta- 
rios de  Juzgado. 
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Ley  ó  el  Reglamento,  y  el  motivo  único  de  aquella  ya  lo  exporte  la 
misma  Coiüision.  Brevedad,  claridad  y  facilidad  en  la  redacción 
de  documentos  para  los  funcionarios  á  quienes  está  cometido  en 
una  parte  el  cumplimiento  tJe  los  últimos.     .  ,     ' 

378. — ^Expuesto  ya  fel  Informe  de  la  Comisión  en  lo  que  tiene  de 
general,  y  reservando  lo  particular  á  sus  casos  respectivos,  vamos  á 
transcribir  Jos  artículos  que  hacen  relación  á  la  materia  del  presente. 
Son,  pues,  los  siguientes: 

Artículo  7? 

En  todo  instrumento  público  por  el  cual  se  constituya,  reconoz(pa,  modifique 
ó  extinga  un  derecho  real  que  tuviere  nombi'e  conocido  en  derecho,  sé  hará 
expresa  mención  de  este,  aunque  las  condiciones  estipuladas  por  los  otorgan- 
tes modifiquen  en  algún  punto  su  naturaleza,  y  le  aíribuyan  más  ó  m^nos  afec- 
tos que  los  propios  de  áu  íjndole,  con  arregló  á  las  leyes.        ' 

'     «  •  /  ( 

379.— Concuei*da  con  eb  14  de  la  Instrucción  vigente  en  la  Pe- 
nínsula, que  no  alteró  el  que  lleyaba  igual  niíniero  en  la  de  12  de 
Junio  de  1861. — En  los  párrafos  140  á  150  de  esta  obra  hemos  ha- 
blado de  los  principales  derechos  reales:  nos  remitimos,  pues,  á  lo 
que  allí  manifestamos, 

Artícu^Ovq9 

Los  testimonios  de   autos,  providencias  y  sentencias  qee  deban  inscribirse^ 
contendrán  necesariamente  la   fecha  en   que   se  notificaron  á  cada  una  xie  laá 
partes  litigantes,  con    una  diligencia  del  actuario   en  que  se  certifique;  que  ha 
transcurrido  el  térmiilo  señalado  pbr  la  ley  sin  haber  interpuesto  recurso  algu- 
no, ó  habiéndose  desestimado  el  que  hubiesen  utilizado.  ' 

Iguales  datos  deberán  comprenderlos  mandamientos  judiciales  cuando  en- 
diosase insértela  providencia  qiie  deba  inscribirse  ó  anotarse. 

Se  exceptúan-  de  Ip  dispuesto  en  este  articulo  las  providencias,  que  según  la 
ley  Hipotecaria  y"*  la  de  Knjuiciamiento,  deban  anotarsp,  sin  necesidad  deque  ' 
tengan  ^'li  carácter  de  ürmes  y  oonseptidas  por  las  partes. 

3^0. — Este  artículo  contiene  una  de  las  dif^posicioncs  que  carecen 
Je  precedente  expreso  en  la  legislación  vigente  en  la  Península,  y 
á  las  que  se  refiere- la  Comisión  de  las  Antillas  en  las  siguientes  pa- 
labras:  -  •  '  ,      \ 

"Algunas,  sin  embargo,  son  completamente  nuevas,  pop  más  que 
"en  el  fondo  constituyan  tan  sólo  la  declaración  de  doctrinas  virtual- 
"mente  conte^iidas  en  nuestras  leyes  comunes,  y  en  la  Hipot^ícaria 
"y  del  Notariado  singularmente.  -  A  este  naviero  pertenecen:  la 
"que  exige  que  los  testimonios  de  las  providencias  y  sentencias  que» 
"hayan  de  inscribirse  conterigg!n  la  fecha  en  que  .fVieren  notificadas 
"atada  una  de  las  partea,  con  unai diligencia  del. actuarlo  que  acre- 
"dite  haber  transcurrido  el  termina  señalada  por  la  ley  sin  haberse 
"interpuesto  recurso  alguno,  ó  habiéndose  desestimado  el  que  se  hu- 
"biese  «tizado,  . .  .*, ,  ." 

381. — En  efecto,; la  disposición  á  que  se  alude  está  conforme  con 
las  de  los  artículos  2?  de  la  Ley  en  su  inciso  4?,  y  33  del  Regla- 
mento en  cuanto  á  ejeaitorias,  y  respecto  ala  excepción,  con  lo  dis- 
puesto en  el  mismo  acerca  de  los  condirsos  y  las  quiebras,- y  con  lo 
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ordenado  en  el  caso  2?,  art.  50  de  la  Ley,  y  en  el  art.  953  de  la  Lev- 
de  Enjuiciamiento  Civil.         ,  ' 

382. — Ya  hemos  visto  (par.  25 1)  que  en  la  promoción  de  un  con- 
curso ó  de  una  quiebra,  hay  un  caso  en  qué  ha  de  registrarse  la  pro- 
videncia judicial  ^  sin  aguardarse  á  que  constituya  ejecutoria,  y  los 
demás  en  que  se  .verifique,  tendremos  ocasión  de  indicarlos  en  la  ex- 
posición del  artículo  50  de  la  Ley^  lugar  en  que  que.(íará  qompleta  la 
materia  á  que  se  refiere  el  presente  artículo  de  la'  Instrucción  gencríjil. 

333.-- rLa  ultima  concordancia  que  le  hemos  señalado  al  artículo 
2?  de  la  Ley,  es  la  Real  orden  de  5  de  Febrero  de  1867. — Acerca 
de  las  disposiciones  dictadas  en  la  Península  sobre  laplicacion  de  la 
Ley  Hipotecaria,  es  de  tenerse  en  cuenta,  que  habiéndose  hecha  pa- 
ra la  formación  de  nuestra  Ley  una  -  completa  revisión  de  todo  lo 
vigente  en  la  materia,  mudias  han  resiiltado  inútiles  por  haberse  re- 
fundido ya  en  el  texto  de  nuestra  Ley  ó  Reglamento,  y  otras  in- 
compatibles y  opuestas  al  sistema  para  nosotros  adoptado.  A  la 
primera  clase  podemos  asignar  por  via  de  ejiímplo  el  Real  Decreto 
dé  II  de  Noviembre  de  1864,  inserto  éh  la  nolja  del  párrafo  290  y 
el  Decreto  de  28  de  Marzo  de  1874,  á  que  hicimos  referenc4a  en  el 
183.  Y  como.mué3tra  de'Ia  segunda  clase  citaremos  la  R^al  orden 
de  17  de  Setiembre  de  1868  sobre  el  modo  de  Hevar  los  libros  de 
un  término  niunicipal  que  se  suprime,  cuyas  disposiciones  compara- 
mos [párrafos  60  y  61  de  esta  obraj  con-  la  que  fprmula  el  artículo 
25  de  nuestro  Reglañiento.  .  . 

384. ---Pero  quedan  otras  que,  ni  refundidas  en  nuestros  textos 
legales,  ni  opuestas  á  lo  que  en  ellos  se  dispone,  deben  considerar- 
se como  aclaratorias  y  reglamentarías,  y  por.tanto  de  cohvenipnte 
aplicación  al  ocurrir  alguno  de  los  casos  prácticos  acerca  délos  cua- 
les se  dictaron.  ,  En  este  último  grupo  -consideramos  comprendida 
la  referida  Real  orden  de  5  de  Febrero  de^i  867,'  cuyas  disposicio- 
nes yamos  á  reproducir  para  mayor  ilustracíonMe  los  Notarios. 

385.— Recayó  dicha  Real  disposición  á  instancia  hecha  para  que 
se  declarasen  admisibles  á  incrípcion  los  testimonios  notariales  de 
la3  adjudicaciones.practicadasextrajudibialnienteporlos  interesados, 
y  en  ella  se  ordenó:  '. 

I? — Que  pueden  protocolizarse  Izts  '  diligencias  originales  de  in- 
ventario, avalúo,  liquidación  y  partición  hechas  extf^judicial  y  pri- 
vadamente, siempre  que,  teniendo  los  interesados  capacidad  legal 
p^a  ello,  otorgueit  escritura  pública  de  aprobación,  conformidad  y 
ratificación  de  las  m¡sn\as. 

2? — Que  como  en  tal  caso  dichas  diligencias  han'  de  considerarse 
como  parte  integrante  de  la  escritura  matriz,  deben  l;iallarse  exten- 
didas en  papd  c(el  sello  9?  de  dos  real¡es.  (i) 

(1)  Y  en  Cuba,  ^n  el  que  corresponda  según  la  escala  propoccional  del  art.  6?,  caso 
9?  del  art.  8?,  y  i9  del  17  del  Decreto  de  Í9  de  Agosta  de  I070  reformando  la  legislación 
de  efectos  timbrados. 


^Digitized  ^y  VjOOQIC 


135 

3?— Que  los  testimonios  de  las  hijuelas  habrán  de  librarse  por  los 
Notarios  en  el  papel  que  corresponda,  como  si  se  hubieran  insertado 
las  diligencias  literalmente  en  la  escritura,  (i)       ' 

4? — Que  reuniendo  dichos  testimonios  los  requisi|:os  expresados, 
son  admisibles  á  inscripción  en  ios  Registros  de  la  propiedad, 

REGLAMENTO  DE  PUERTO  R\CO[ 

386-El  artículo  27. contiene  la  propia' adición  que  el  nuestro  en  la 
palabra  islaSy  y  sigue  al  Decreto  de  la  Península  (i  i  de  Noviembre 
de  1864)  en  lo  demás. 

El  29  sigue  al  i9  dd  de -la  Península,  sin  contener  la  adición 'he- 
cha en  el  nuestro. 

El  33  sigue  literalrtientcal  4"  del  de  la  Península. 

Y  los  correspodientes  á  los  demás  del  nuestro  que  hemos  repro- 
ducido, no  contienen  diferencia  alguna. 

JURISPRUDENCIA. 

387. — ^La  que^  existe  acerca  de  la  legislación  peninsular, .  y  que 
comenzará  á  existir  acerca  de  la  nuestra  cu  los  asuntos  contenciosos 
ó  gubernativos  á  que  dé  lugar  su  aplicación,  liay  que  cofñenzar  por 
ílistribuirla  en  dos  grandes  grupos.  Ya  hablamos  (párrafo  75)  de  la. 
.distinción  que  para  el  derecho  en  general-  ideó  Bentham  de  ^ej^es 
sustantivas  y  adjetivas;  y  haciendo  nosotros  Ja  aplicación  oportuna 
i  la  Ley  Hipotecaba,  hicimos  notar  que  de  uno  y  otro  carácter  par- 
ticipa (par.  76).  Cúmplenos  en  la  actualidad  completar  la  distin- 
ción, que  resalta  sobre  todo  en  la  jurisprudencia  establecida,  ^ues 
no  sólo  son  dos  Ks  fuent9s  de  donde  eyian^,  y  dos  también  las  cla- 
ses de  recursos  con  que. pueden  obtenerse;  sino  que  en  su  •  propia 
naturaleza.es  doble,  por  .^er  abiertíHixcnte  diversos  los  fines  que  se 
propone^      .      <  '       .  '   ^ 

388. — La  Dirección  general  resuelve  en  ultima  instancia  los  re- 
cur«)s  gubernativos  que  promuevan  los  interesados  ó,  en  su  caso, 
losNdtarios,  contra  la  negativa  ó  suspensión  ^e  algún  asiento  por 
parte  de  los  Registradores  (-/\.rtículo'28i,  inciso.  3?  de  la  Ley);  el 
Tribunal  Supremo,  dentro  de  su  órbita  y  procedimiento  establecido, 
puede  resolver  los  propios  casos  cuando  en  vez  de  recurso  guber^ 
nativo  se  eátablecc~demanda  ante  los  Tribunales  ordinarios  (Artícu- 
lo 80  déla  Ley)  siendo  la  dechiracion  en  dicho,  caso  obligatoria 
para  el  Registrador,  que  habrá  de  modificar  en  el"sent¡do'de  ella  la 
calificación; primera  (Artículo  ^2  Reg.).  .        . 

389. — Y  como  adeniás  el  propio  Tribunal  Sijpremo,  en  uso  de  la 
altísima  iurisdiccion  que  ejerce,  aplica  la  Ley  Hipotecaria  como  to- 
das las  demás,  en  las  contiendas  que  puedan  surgir  entre  particula- 
res acerca  de  los  derechos  que  establece,  tenemos  perfectamente 
deslindadas  Jas  dos  especies  'de  jurisprudencia  á-  que  la  hueva  legis- 
lación da  origen.     L:i  una,  que  puede  decirse /m>»/^,    relativa  á  la 

(i)    Caso  i?' del  artículo  17  citado.    > 
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inscripción  de  los  diversos  instrumentos,  esto  es,  á  si  es  ó  no  inscri- 
bible un  documento  cualquiera;  la  otra,  <iue  es  la  definitiva  6  prin- 
cipal, acerca  de  la  aplicación,  ó  recta  interpretación  de  la  Ley 
respecto  á  los  contraltos  que  comprende.  '  La  primera  versa  acerca 
de  si  el  documento  es  inscribible,  ó  sea,  si  debe  acomodarse  á  la 
Ley  Hipotecaria;  la  otra,  se  refiere  al, documento  inscrito,  al  que 
está  fuera  de  discusión  que  se  halla  dentro  de  la  Ley  para  decidir 
cómo  se  le  deben  aplicar  las  disposiciones  de  ella.  Lo  primero 
constituye-  derecho  adjetivo,  según  es  evidente  y  expusimos  en  el 
citado  párrafo  76;  lo  segundo  forma  parte  del  derecho  sustantivo,  ó 
sea  suma  de  facultades  principales  atribuidas  por  la  Ley  á  las  per- 
sonas. 

390.7— Nada  más  propio,  pues,  ni  más  exacto  que  distinguir  la 
jurisprudencia  en  las  propias  dos  clases  que  los  derechos  que  ha  de 
establecer,  y  no  hemos  vacilado  en  adoptar  esta  nomenclatura,  qne 
responde,  en  nuestro  concepto,  á  la  claridad  y  al  método. 

391. — Forman,  pues,  \oc\uQ\\dLmdiVnos  Jurisprudencia  adjetivad- 
la— Las    Resoluciones  de  la   Dirección    general  en    los  recursos 
gubernativos  contra  las  calificaciones  de  los  títulos  que    hagan  loi> ' 
Registradores.     Estas  pertenecen  por  regla  general  al  derecho  ad- 
jetivo. 

2? — Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  jc^  pleitos;  ofdinarioííj 
qué  versen  sobre  n^ateria  que  pueda  afectar  á  la  calificación  de  ud 
título,  esto  es,  ya  originando  asiento  en  el  Registro,    rechazado  án- 1 
tes,  ó  la  cancelación  ó  nueva  "inscripcio'n  de  alguno.     En   este  casu 
es  indiferente  que' se  haya  promovido  y  resuelto  ó  nó,  recurso  gu- 
bernativo acerca  del  propio  puato   cuestionado.     La  ejecutoria  del 
Supremo  es  la  que. habrá  de  cumplirse  en  el  Registro. . 

392, — Y  componen  \a  jurisprudencia.  sustantÍ7'a:  i 

i9 — [Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  en  los  asuntos  conten- 
ciosos y  ciertas  Resoluciones  de  la  Dirección  general  á  las  que  m\ 
puede  negarse  aquella  cualidad,  como  tendremos  ocasión  de  ver. 

393. — .La  jurisprudencia  adjetiva  se  refiere  á  título  que  se  pre- 
tende regir  por  la  Ley  Hipotecaria;  la  sustantiva,  á  la  manera  de 
aplicarle  ésta  á  los  que  indiscutiblemente  son  sy  objeto.  Pero  á  ve- 
ces se  hace  una  declaración  de  derecho  sustantivo  como  medio  de 
llegai*  á  la  cuestión.  Por  ejemplo,  se  declara  ¡a  validez  ó  nulidad' 
de  un  título  para  deducir  después  que  es  ó  no  inscribible. 

-    JURISPRUDENCIA  AbJETlVA. 
394; — Seguiremos  en  su  exposición  el  orden  de  las    materias  se- 
gún las  hemos  tratado., 

TÍTULOS  TRASLATIVOS  DE  DOMINIO, 
395. — Es  inscribible  la  escritura  por  la  cual  se  enajenar/  derecfioi 
á  recuperar  cierta  finca,  porque  si  bien  es  cierto  que.  por  la  escrituraj 
de  retroventa  el  dueño  primitivo  no  tiene  en   aquella  uií  dominio 
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absoluto,  lo  tíeiíe  en  cambio  Hmitado,  del  cual  podrá  usar  libremen- 
te, si  bien  deberá  preceder  la  liquidación  y  pago  por  quien  corres- 
ponda del  impuesto  que  debe  percibir  lá  Hacienda.  ■,  * 
(Res.  de  la  D.  G.  de  ly  de  /linio  de  1*64.)  (i) 


396. — Está  declaradíJ:   i9  que  conforme  á  la  doctrina  de   la  Ley 
Hipotecaria,  wnsignada  expresamente  en  el  artículo  i9  del  Regla- 
mento general  vigente^  (2)  son  inscribibles  las  adquisiciones  de  fin- 
cas pertenecientes  á  la  mitad  reservable  -de  los  mayorazgos   hechas 
por  inmediatos  sucesores  á  los  mismos,  y  todos  los  demás   actos  y 
contratos  que  sin  tener  ^nombre  propio  en  derecho,  modifiquen  des- 
de luego  ó  en  lo  futuro  algun^  de  las  facultades  del  dominio  sobre 
bienes  inmuebles  ó  derechos  reales;  2?  que  una  vez  inscrita^  á  favor 
del  poseedor  inmediato  las  fincas  que  componen  la   mitad  reserva- 
ble,  es  evidente  que  tiene    derecho  á  quo  se   iqscriban    también  los 
I    contra,tos  celebrados  por  el  mismo,  mc)dificando    desde  luego  y  para 
t  k futuro  las  facultades  y  derechos  que  las  leyes  de    desvinculacion 
^   le  conceden  como  sucesor  inmediato;  3?  que  se  modifican  esénciaU 
mente  dichas  facultades,  cuando  se  obliga  por  título  ó  causa  onero- 
sa á  no  enajenar,    hipotecar  xii  en  manera  alguna   comprometer  los 
\  derechos  qua  tiene  á  las  fincas  que  constituyen  la  mitad   reservable, 
L  ni  la  propiedad  de  ellas,  ;ii  sus  rentas,  *<par?i  que, así  estás,  mientras 
r  5  viva,  'se  empleen  todas  en    elsostenimiento  de  entrambos  cónyu- 
¡   ges,  de  su  hija  y  demás  hijos  legítimos,  y  que  despufes  de  su  muerte 
pasen  íntegramente  á  ser  propiedad  de  dichos  sus  hijos/' 
{JR.es.  de  la  I?.  G.  de  20  de  Diciembre  de  1877.)  ,   »    * 

\  TÍTULOS  EN  QUE  SE  CONSTITUYEN  Ó  TRASMITEN 

''  \  DERECHOS    REALES.  ' 

397. — Los  contratos  en  (jue  se  adquiere,,  trasmite  ó  impone  el 
derecho  de  aprovecharse  por  cualquier  concepto  de  las  aguas  que 
nacen  de  una  finca  ó  en  ella  existen,  modifican  desde  lu,ego  ó  ^n  lo 
futuro  alguna  de  las  facultades  del  dominio,  sobre  los  bienes  inmué-  ■» 
bles  y  están  por  lo  tanto  comprendidos  en  la  disposición  del  artícu- 
lo 2?  '      '  '    ^ 

•  (Res.  de  la  D.  G.  de  27  de  Enero  de  1864).  (3) 


398. — La  providencia  favorable  recaída  en  el  interdicto  de  adqui- 
rir es  documento  inscribible,  puesto  que  reconoce  un  derecho  *íV¿  re, 

[i]    Moráis  y  Pardo,  tercera  ejdicion,  pág.  146,  'doctrina  4?  de  la  nota. — Solo  están 
coleccionadas  las  Resoluciones,  desde  fines  de  1873.  ', 

[2]    29  del  niíestro. 

iZ)  Moragas  y  Pardo  pág.  150  doctrina  primera  de  la  nota. 

18 
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habiendo  sido  preciso  p^ra  dictarla  que  el  interesado  haya  acredi- 
tado que  ningún  ofro  posee  á  título  de  dueño  ó  usufructuario  los 
bienes  <3e  que  se  trata,  legados  en  testamento,  {i) 

(Res.. de  laD.  G,  de  30  de  Noviembre  de  ^&7i). 


399. — Presumiéndose  por  nuestro  derecho  civil  comunes  de  am- 
bos cónyuges  los  bienes  adquiridos  durante  el  matrimonio,  disuelto 
éste,  el  marido  sólo  conserva  el  carácter  de  condueño  respecto  de  la 
mitad  de  los  mismos,  por  lo  que  sólo  con  relación  á  éstos,  es  inscri- 
bible 14  escritura  en  que  se  hipotequen  todos  á  la  seguridad  de  cré- 
dito-préstamo.— Estando  autorizados  los  condueños  por  la  ley  55, 
tit.  59  P.  5?  para  enajenar  la  parte  que  les  corresponda  en  la  cosa 
común,  aún  cuando  no  se  halle  dividida,  lo  están  por  consiguiente 
para  hipotecarla  con  arreglo  á  los  artículos  106,  1Ó7  y  108  de  la 
Le}'^  Hipotecaria.  (2), 

(Res.  de  la  D,  G.  de  8  de  Enero  dt  1878). 


400. — No  es  inscribible  la  venta  hecha  por  rrtujer  cacada  después 
de  la  disolución  del  matrimonio  de  la  mitad  de  los  bienes  compra- 
dos y  ganados  dura,ntc  el  mismo,  si  no  consta  inscrito  á  nombre  de 
la  mujer  cldereclio  que  le  corresponde  sobre  los  expresados  bienes. 
Para  los  efectos  del  Registro,  la  mujer  casada  debe  considerarse 
como  persona^  distinta  del  ;iiar¡do  durante  el  matrimonio,  y  muy 
particularmente  después  de  su  disolución.  (3)     ,       . 

(Res.  de  24  de  Abril  ile  1879). 


401. — La  escritura  de  descripción  de  bienes  no  es  con  arreglo  á 
las  leyes  y  á  la  jurisprudencia  de  ios  tribunales  el  documento  feha- 
ciente necesario  para  acreditar  el  dominÍ9  de  los  inmuebles,  porque 
la  simple  manifestación  hechk  por  una  persona  fuera  de  juicio  y  en 
provecho  propio  nunca  ha  constituido  prueba. — Tampoco  la  rela- 
ción Jurada.   \j\\ 

(Resoluciones  de   30  de  Diciembre   de  1874  y    15  de   Junio  de 

1875). 


(i)  Moragas  y  Pardo,  pag.  151,  doctrina  segunda  de  la  nota. 

(2)  120,  121  y  f22  de  la  nuestra. — Esta  segunda  c\octrinaes  de  derecho  siisiantivo, 

(3)  Aunque  esta  declaración  se  refiere  á  un  título  traslativo  de  dominio,  la  coloca  ^.los 
en  este  lugar  porque-puede  considerarse  compleme^ntaria  de  la  que  inmediatamente  le  prc- 
cede  en  nuestro  texto. 

(4)  Por  referirse  á  la  propia  mtoteria-que  la  que  inmediatamentele  sigue,  colocamos  esta 
doctrina  en  el  lugar  en  que  ajmrece. 
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402. — La  escritura  de  declaración  de  bienes  hecha  por  el  herede- 
ro usufructuario  es  iníícribiblé  en  cuanto  reconoce  y  acepta  dichos 
bienes  como  de  la  hefencia,- aunque  no  hayan  ocurrido  á  su  otorga- 
miento los  herederos  propietarios. 

(Res.  de  \^  de  Febrero  de  1878). 


403, — El  derecho  concedido  por  la  legislación  yígente  á  todo  pro- 
pietario de  minas,  es  un  derecho  de  naturaleza  real,  dé  índole  seme- 
jante á.  los  designados  por  vía  de  ejemplo  en  los  artículos  2?  de  la 
Ley  Hipotecaria  y  i9  (i)  del  Reg,  y  por  tanto  es  inscribible. 

(^Res.  de>8  de  Julig  de  1878]. 


-  404- — Si  resulta  que  el  deudor  se  desprendió  de  las  facultades  de 
enajenar  libremente  siis  bienes;  administrarlos  y  de  percibir  sus  fru^ 
tos  en  beneficio  de  sus  acreedores,  todo  lo  cual  modifica  la  capa- 
cidad civil  del  dueño  para  díspoper  de  dichos*  bienes,  y  limita  los 
derechos  inherentes  á  esta  cualidad,  la  Inscripción  de  este  convenio 
en  el  Registro  hubiera  sido  conveniente  y  provechosa  á  los  acreedo- 
res, pero  de  ningún  modo  es  necesaria  á  los  efectos  del  artículo  20 
de  la  Ley,,  (2)  supuesto  que  estos  últimos  no  adquirieron  el  dominio 
de  los  bienes  cedidos. — El  carácter  de  albacea  testamentaria,  conta- 
dora y  partidora  de  los  bienes  dq  3u  marido;  exige  necesariamente 
que  se  inscriba  en  el  Registro,  bien  el  derecho.de  vender  los  bienes 
para  pago  de  deudas,  si  especialmente  le  hubiera  facultado  para  elío 
el  testador,  con  arregJo  á  la  docfrína  que  establece  el  numero  3?  del 
artículo  2?  de  la  L.  H.,  bien  la  institución  hereditaria  á  favor  de 
los  herederos  testamentarios  ó  abintestato,  porque  dicha  Ley  no  sólo 
impone  la  obligación  de  inscribir  los  títulos  traslativos  de  dominio, 
(3)  y  ^^  herencia  es  otro  de  elloSy  sino  que  ordena  expresamente  en 
el  Nartículo  23  (4)  esta  inscripción  á  fin  de  que  pueda  perjudicar  á 
teVcero  derttro  de  los  cinco  años  siguientes  á  su  fecha,  ésto; tSy  para 
que  transcurrido  ese  plazo  pueda  el  heredero  inscrito  impedir  la  ins- 
cripción de  otro  título  hereditario  e?i  favor  de  pershna  distinta;  y  para 
qu€  los^  que  hubieren  adquirido  las  fincas  obtengan  de  esta  manera  la 
debida  seguridad  en  el  dominio  x  posesiofi  de  ellas, 

(Res.  de  li  de  Junio  de  1874/  [5]' 

( 1 )  29  del  de  Cuba. 

(2)  Esto  es,  para  denegar  la  inscripción  dé  la  venta  hecha  con  arreglo  al  convenio  por 
una  comisión  de  acreedores  y  el  heredero  del  deudor.— El  artículo  20  que  aquí  se  cita  es 
en  nneslra  Ley  el  28.        .         ,  '      '  -        ' 

--  '  ,      I.      •. 

(3)  Esta  frase  impone  la  obligación,  se  limita  al  efecto  de  surtir,  los  que  son  propio^  de 
la  Ley.  Impone  la  obli^aaon  de  inscribir^  én  cuanto  sin  (Jicho  reqifisito  no  se  producen  lo> 
efectos  contra  terceros.  < 

(4)  31  de  la  nuestra,  •> 

(5)  Es  la  misma  que  citamos  ya  en  el  párrafo  216  de  esta  obra. 
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JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA.      - 

405. -La  Dirección  geheral  no  puede  prescindir,  en  la  decisión  de  los 
recursos,  de  ciertos  puntos  de  cíerecho  sustantivo.  La  Ley  Hipotecaria 
no  quiere  queconsteri  en  d  Registro  actos  que  sean  niilo¿,  y  esto  escausa 
de  que  exija  á  los  Registradores  la  calificación  de  los  documentos.  No 
sieni.pre  serán  las  formas  ¿'^r/r/z/.v^^j,  como  dice  el  aA.  18  d.^  la  Ley  pe- 
ninsular, las  que  causen  el  defecto,  porque  la  declaración  del- 65,  en  la 
reforma  de  1869,  bien  á  las  claras  demuestra  que  la  calificación  del 
Registrador  no  ha  de  detenerse  en  elías,  sinq  avanzar  hasta  las  in- 
irífisecas,  penetrar  «ji  lo  que  constituye  el  fomioy  la  esencia  del  con- 
trato ó  acto.  En  cuánto  se  trata  de  la  esencia,  rije  el  derecho  sus- 
tantivo, ya  sea  el  establecido  por  la  propja.Ley  Hipotecaria  cuando 
se  ffate  de  calificar  un  documento  que. tenga  por  base  otro  que  ha 
sido  previamente  inscrito,  como  sucede  en  la  Resolución  de  14  de 
Julio  de  1 87 5;  acerca  á^  peciilios,  ya  verse  sobre  las  circunstancias 
esenciales  que  señaian  las  leyes  cómmies.  De  aquí  resulta,  pues,  que 
no  es  yá  solo  el  Tribunal  Supremo  quien  formula  declaraciones  de 
derecho  sustantivo,  si  bjen  es  indudable  que  en  caso  de  discordancia 
debe  ser  la  doctrina  de  este  la  que  prevalezca,  porque  así  lo  dispone 
la  propia  ley  (A'rt.  36  Reg.  pen.,  92  del  nuestro). — Eí  recurso  guber- 
nativo Qontra  la  negativa  de  inscripción  de  los  Registradores  se  esta- 
bleció por  Real  ^rden  de  17  de  Marzo  de  1864,  dada;  con^  consulta  de 
la  Comisión  de  Codificación,  y  pasó  luego  al  Reglamento  de 'la  Ley 
Reformada  (Art.  57)  de  donde  lo  tomó  el'  nuestro  (^^rt  Tj\.  La 
primitiva  Ley  de  1861  sólo  hablaba  de  acudir  á  los  Tribuiíales  QArts. 
19  y  66\\  la  citada  Real  orden  concedió  el  recurso  gubernativo,  de 
que  hablamos  en  ej  par:  75,  agregando  que,  con  Independencia  de 
^él,  se  podría  acüdíl*  á  Iqs  Tribunales  para  ventilaria  validez  y  con- 
siguiente inscripción  d^  las  escrituras,  ó  la  eficacia  de  las  obligacio- 
nes que  en  .ellas  se  contuviesen. 

406.— Establecido,  pues,  el  recurso  desde  esa  época,  adoptado  más 
tarde  como  disposición  reglamentaria,  en  ia  Reforma  de  1 869,  no  se 
publicaban,  sin  embargo,  las  resoluciones  con  que  se  les  ponia  térmi- 
.  no>  Tii  muchas  veces  se  fundaban.  Dió^  contal  m9tivo  la  orden 
de  18  de  Junio  de  1874;  por  la  que  el  Presidente  del  Toder  Ejecu- 
tivo de  ja  República  se  propuso  completar  el  sistema,  ó  más  bien 
reducir  á  la  práctica  lo  que  hasta  .entonces  no  íiabia  feido  más  que  un 
propósito  realizado  á  medias.  ' 

4Ó7. — La  expresada  orden  alegó  la  in^portAnciade  la  uniforme  apli- 
cación en  todos  los  Registros  de  la  Ley  Hipotecaria;  y  que  la  facultad 
concedida  por  ésta  á'la  Dirección  General  de  resolveren  última  ins- 
tancia las  cuestiones  relativas  al  Registro  de  la  propiedad  (r)  obcdc- 

(i)  No  todas,  sin  embargo.  Véansfe  respecto  déla  Península  art.  66,  L.  Ref.  y57 
Reg.,  y  acerca  de  nuestra  Isla,  art.  .80  L.  "y  77  Reg.,  que  conceden  aquella  facultad  á  la 
Dirección,  y  los  arts.  103  L.  Ref.  y  117  de  la  nuestra,  que  establecen  para  otro /^aso  d  re- 
curso de  casación,      '  g 
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ció  al  pensamiento  expresado  en  las  'exposiciones  de  motivos  de  las 
leyes  de  8  de  Febrero  de  1861  y  21  de  Diciembre  de  1869  de  for- 
mar con  dichas  resoluciones  *'una  jurisprudencia  tan  general  como 
"ajustada  al  espíritu  .de  la  ley*  complemento  necesario  del  precepto 
"escrito  del  legislador*'  [i]  evitando  la  diversidad  de  prácticas  que 
"tanto  contribuye  al  desprestigio  de  la^  leyes  y  de  los  funcionarios 
"encargados  de  su  aplicación/'  [2}  Y  con  tales  premisas  .ordenó 
que  las  resoluciones  definitivas  que  díctase  la  Dirección  general  con 
arreglo  al  art  267,  num  3?  de  la  L.  H.,  (3).  ya  en  los  expedientes 
de  consulta,  ya  en  los  recursos  giilDernativos,  fuesen  fundadas,  con- 
signándose eri  párrafos  separados  los  hechos  y  dortrínás  legales  que 
los  motivan  y  quo  se  insertasen  en  la  Gaceta  de  -Madrid.**— El  art. 
90  de  nuestro  Reglamento  reproduce  el  precepto  relativo  á  la  pu- 
blicación, agregando  que  también  ha  de  .hacerse  en  la  Gaceta, á^  la 
Habana.  '  y 


408. — Las  comunidades  religiosas  pueden  constituir  ó  adquirir 
créditos  hipotecarios  según  sentencia  de  13  de  Setiembre  -de  1867; 
y  los  acto^  y  contratos  que  otorguen,  .surten .plenos*  efectos  en  el 
orden. civil,  siempre  que  hayan  sidQ  autorizados  por  quien  tenga  la 
representación  natural  y  legítima  de  la  comunidad  religiosa  á  cuyo» 
nombre  se  Qtorgan,  aunque  no  conste  liaberse  obtenido  licencia  su- 
perior. 

[Res.  de  15  de  Agi3sto.de  1871].   • 


'409. — El  padre  no  puede  trasmitir  el  dominio  de  los  bienes  ins- 
critos en  el  Registro  de  4a  propiedad  á  favor  de  sus.  hijos,  pero  de 
esta  doctrina  no  se  deduce  que  tales  bienes  sean  absolutamente 
inalienables.  Uno  de  ,  los  casos  en  que  procede  la  enajenación 
de  los,  bienes  raices  del  peculio  de  los  hijos  no  emancipados,  es- 
téñ  ó  no  inscritos  en  el '  Registro,  es  cuando  la  autoridad  judi- 
cial, á  instancia  d^  un  acreedor  de  éstos  y"  en  el  coiVesppridiente 
juicio  ejecutivo  decreta  el  embargo  y  venta  en  pública  subas- 
ta de  los  bienes  del*  hijo  de  familia  para  el  pago  de  créditos  que  se 
halle  obligado  á  satisfacer. 

''     '    {Res.  ele  i/^de  Julio c^e  xijs) 


(i)    Palabras'  textuales  de  la  Comisión  de  1860. — Véase  la  parte  de  su  Exposición  que 
tniU  De  la  Dirección  é  Inspección  de  los  Re^stros, 

(2)  Copiision  de  1869,  últimos  pái^rjifos  de  su  Exiwsicion. ' 

(3)  Corresponde  al  281,  casa  también  tercero,  de  la  nuestra. 
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TEXTO  DE  LA  LEY 
.   Articulo  3?    * 


Para  ique  puedan  ser  inscritos  los  títulos  expresados  en  el  artículo  anterior, 
deberán  estar  consignados  en  escritura  pública,  ejecutoria  ó  documento  autén- 
tico, expedido  por  autoridad  judicial  ó  por  el  Gobierno  ó  susagcntes,  en  la  for- 
ma que  prescriben  los  reglamentos.  •  '^ 


.  LEY  DE  1861. 

Artícul<K2r 

Para  que  puedan  ser 
inscritos  los  títulos  expre- 
sados en  el  artículo  ante- 
rior, deberán  estar  con- 
signados  en  escritura  pú- 
blica, ejecutorias  ó  docu- 
ínentos  auténticos  expé- 
didqs  por  el  Gobierno  ó 
sus  agentes  en  la  forma 
que  prescriban  los  reglar 
mentón; 


CONCORDANCIAS. 

•   ' 

Ley  Beformada  ele  1869r 
Articulo  3? 


escritura  pública,  ejecuto- 
ria ó  documento  atíténti- 
tico  expedido  por  autori' 
dad  judicial  ó  por  el  Go- 
bierno ó  sus  agentes  en  la 
fotma  (\\i^  prescriben  los 
Reglamentos. 


Erojeoto  de  Código  Cüvil. 
AfíiculpiS2i. 

'-  Sólo  podrán  inscribirse 
los  títulos  que  consten  de 
escritura  pública,  y» las 
providencias  judiciales 
que  consten  de  certifica- 
ciones expedidas  en  forma 
auténtica. 


LEY  DE  PUERTO  BIOO. 
Articulo  3?  . 


.  (Igual  al  de  la  nues- 
tra). 


410. — Por  el  artículo  antí^rior  se  determinó  cuales  son  los  títulos 
que  se  hallan  sujetos  á  inscripción^  trátase  ahora  de  la  forma  que  se 
ha  de  observ^ar  en  fcllos  para  conseguir  qup  se  les  admita  en  el  Re- 
gistro. No  basta,  pues,  qiic  el  instruniento  sea  fegistrable*  por  la 
naturaleza  del  contrato  ó  acto  que  en  el  consta,  necesario  es,  ade- 
más, que  .revista  c'eterminada  forma,  Corresponde,  pues,  exami- 
nar aquí  el  motivo  de  lo  que  en  tal  sentido  st  dispon^,  ya  en  el  or- 
den-racional,  ya  en  el  de  los  antecedentes  .legales. 

411. — La  Comisión  de  Códigos,  al  referirse  á  este  punto,  se  ex- 
presó en  los  términos  siguientes:  ' 

*'Sólo  han  sido  hasta  aquí  objetos  de  inscripción  los  títulos  cuya 
**autenticidad  aparecía  desde  luego:  los  doqumentos  privados  no 
'**soIían  admitirse  en  los  Registros."  Cambiar  en  este  punto  y  por 
**regla  general  lo  existente,  empeoraría  en  vez  de  mejorar  la  condi- 
'*cion  de  la  propiedad  y  del  crédito  ierritorial:  no  debe  recibir  el  sello 
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"de  un  archivo  publico  más  qye  lo  quo  no  deje  dudas  de  su  legiti- 
**midad.  Por  esto  la  Comisión,  siguiendo  en  parte  lo  propuesto  en 
**el  proyecto  del  Código  civil,  propone  que  sólo  puedan  ser  inscrip- 
•*tos  los  títulos  consignados  en  escritura  pública,  en  ejecutorias  ó  en 
"documentos  auténticos,,  expedidos  en  forn^a  legal  por  el  Gobierno 
**ó  por  su's  agentes."  - 

412. — Busca  la  Comisión  apoyo  para  sus  preceptos  en  la  legisla- 
ción anterior,  y  cita  dos  precedentes,  la  legislación  antigua,  á  laque 
ha  hecho  ya  ot^as  referencais,  }'-  el  Proyecto  de  Código  Civil,  qu,e 
aunque  no  llegó  á  tener  fuerza  legal,  es.  considerado  como  el  ver- 
dadero origen  dé  la  moderna  Ley  tíipotecaria.-— Los  documentos 
privados,  en  efecto,  se  hallaban  por  esas  dos  legislaciones  excluidas 
del  Registro,  íiunque  no  así  por  la  que,  al  redactar  la  Comisión  su 
Proyecto  de  ley,  estaba  en  fuerza!         ' 

413. — Por  las  leyes  recopiladas  el  instrumenta  que  habia  de  pre- 
sentarse para  la  tom'a  de  razón 'en  el  Oficio  de  hipotecas  era  **la  pri- 
mera copia  que  diere  el  lí^cribano  que  la  hubiera  otorgado,"  ó  bien 
la  nueva  que  por  pérdida  ó  extravío  de  un  instrumento  antiguo,"  se 

hubiere  sacado. con  autoridad  de  Juez  cofnpetente"  (Par.  3  de 

la  ley  3?,  tit.  16,  lib.  lO?  Nov.  Rec);  de^manera  *'Que  quando  no 
haya  escrituras,  no  tiene  lugar  el  registro,  porque  no  tiene  que  ver 
con  la  pragmática  de  registros  de  hipotecas,  que  trata  de  escrituras, 
y  no  de  acciones;"  (Par>  2  de  la  ley  4?  del  propio  tit.  y  Kb.)  $egun 
esta  ley,  el  acreedor  censualista  podia  compeler  al  censatario,  cuan- 
do no  hubiese  escritura,  á  su  otorgamiento,  y  una  vez  efectuado,  te- 
nia, lugar' el  registro.  .  ^ 

414.— ^En  cuanto  al  Proyecto  de  Código,  ya  se  habr.á  visto  en  las 
Conco'rdatrcicis,  lo  qtie  disponía.— ^Pero  el  Real  Decrefo  de  ^3  de 
Mayo  de  1845,  q^^  y^  hemos  citado-  [par.  124]  cómo  base  eji  la 
Península  del  moderno  slstefna  hipotecario,  vino  á  causar  innova- 
ción en  esle  punto,  autorizando  [inciso  '4?  de  su  art.  29J  la  inscrip- 
ción de  I0&  contratos  privados.  También  entré  nosotros  se.  promul- 
gó disposición"  idéntica,^  [Art.  34  del  Reglamento  dé  10  de  Octubre 
de  1 870]  aunque  en  palabras  no  tan  terminantes. 

415.-:— No  habría  podido,  sin  embargo/ la  .Comisión  seguir  el  últi- 
mo precedente,  sin  chocar  con  la  más  sana  doctrina.  Ya  ^esde  an- 
tiguos tiempos  el  Código  del  Rey  sabio  recomendaba  quelps  con- 
tratos de  ventas  y  permutas  de  bienes  inmuebles  se  otorgasen  por 
medio  de  Escribano,  llagando  hasta  declarar  que  el  dociimento  pri- 
vado en  tales  casos,  ó  carta,  como'oHí  se  llama,  non  vale  para  pro- 
var  con  ella  cumplidametite^  como  quier  qtie  faga ,  alguna  presunción 

[Ley  114,  tit.  18,  P.  3?].  . 

416. — Establecido  ya  qu^  los  documentos  para  ser  inscritos  es 
forzoso  que  tengan  el  carácter  de  públicos!  y  refiriéndonos  á  la  de- 
finición que  de  la  voz  tUulo  tenemos  dada  y  explicada  [pan  97  al 
125  de  esta  obra}  sólo  nos  resta  advertir  que,  en  la  disposición  de 
los  artículos  6?  al  11  de  la  Ley,  nos  ocupáremos  en  examinar  el  va- 
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lor  y  efectos  de  los  docuiílentos  privad?)s  en.qüe,  con  anterioridad á 
la  Ley  Hipo.tecaria,  se  hayan  consignado  contratos  de  los  que  $egun 
ella  quedan*  sujetos  á  inscripción.  Allí  indicarémps  lo  pertinente  de 
lo  que  dispuesto  so^ré  ese  puíito  en  la  Ley  Reformada,  se  l)a  omi- 
tido 6n  la  nuestra,  y  trataremos  de  determinar  lo  '  que,  ea  vista  de 
esa  diferencia;  es  de  obsérvaráe  en  nuestra  isla.'  ., , 

4i7.-^Hemos  manifestado  ya  lo  que  tiebe  entenderse  por  escri- 
tura, pública  [par.  I  í  6];  pero  es vnecesaricí  que  ahora  expongamos 
con  ¿guna  priás  extensión  lo  que  entónges  ,  no  hicimos  más  que  ia- 
sinuar.'  A  ello  nos  convida  y  nos  requiere  la  matei;ia  qye  actual- 
mente c:paminamos.  'Para  poner  en  claró  qué  ¿e  entiende  con  toda 
propiedad  por  Qscrit^ra  pública,  lógico  es- acudir  á  laley  respectiva, 
ala  legislación  del  Notariado. 

4 1 8.  r— ^^  entiende  poy  escritura  pública,  *  además  de  la  escritura 
matriz,  las  copias  de  cstajnisma,  expedidas  con  las  Jx)fm(!,lida4es  de 
derec/io  £Art..67  Reg.  del  Nofariadp].    '         ... 

419Í — Sé  declara,  pues,  ^qui,  que  hay  dos  especies  de  escritura 
pública,  i^,  la  escritura  matriz;  2^ j  las  copias  dcésta,  fexpédida^con 
las  formalidades  de  derecho.-^-^Con'éste  motivo  eá  necesario  indicar 
los  puntos  siguientes:      .  ^  ^ 

''r?  .  Qué  es.lí>  que  se  entiende  por  escritura  inatriz,       • . 
''2?.    Cuáles  son  Xd^fi copias  dé  que  aquí  se  habla.' 
'  3V     Cpn'qüé  formalidades 'han  de  expedirse  dichas  copias,  (r) 

420.-'— rjfí  escritura  matriz  la  original  "que  el  Notario  hade  redac- 
■  tar  sobre  el  ¿ontrato  o  acto  sometido  a  su  autorización,  firmada  por 
los  otorgantes,  por  los  testigos  instrumentales,  ó  de  conocimieato  en  su 
caso,  y  firmada  y  signad^  por  ei  mismo  Notario. 

^^     )  '  (Art  17  deiá  Ley  del  Nptariadp). 

,  42 1 . — El  texto  que  prep^de  no  se  limita  á  definir,  sino  que  des- 
cribe, no  sólo  dice  lo  que  es  escritura  ifiatris^,  sino  que  se  ocupa  en 
enurnera'r  todas. las  formalidades,  que ^ha  de  contener.  Y  como  su 
insercioa  en  el  cuerpo  de  la  "Ley  14  eleva  á  la  categoría  de  precepto 
obligatorio,  resulta. que,  faltando  uno  cualquiera  de  los  requisitos 
que  se  expresan,  no  es  ya  escritura  niairi^,  '  • 

422,-— Ct7///r¿z/í?¿(¿2:¿:/<?'d¡ce  la  Ley,  porque  también  se  comprende 
en  la  definición  >el  t^stafhento,  el  codtcilp,  y  la  donación  mórtts  causa. 

.  423, — E^ primera  copia  el  traslado  de  la  escritura  matriz  que  tit- 
nederectio  á  gbiener  por  primera  vez  cada  Uno  de  los  otorghntes. 

.    ,      -     .  '       .  .         ^     [Art.  citado]. 

424. — Y  s6n  segundas  ó  ulteriores  copias  las  que,  después  de  la 
primera,  obtenga  cualquiera  de»  los  interesados,  eh  la  forma *que  de- 
termina la  propia  Ley,  y  es  la  sigufente:  , 

(i)  domo  escribimos  más  bien  para  Icfs  profanos  q\ie|)ara  lt)s  peritps  eh  derecho,  cree- 
mos no  deber  ikescindir  en  cierlos  casos  de  detalles  qüe  pai^  los  .úítiúios  serian  ¿upérfluos. 
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^2$, ^^No  podrán  expedirse  segundas  ó  posteriores  copias  de  la  es- 
critura matriz^  sino  en  virtud  de  mandato  judicial^  y  con  citación  de 
los  interesados  ó  del  Ministerio  fiscal^  cuando  se  ignoren  estos  o  estén 
aumentes  del  pueblo  en  que  esté  la  Notaría. 

426. — Será  innecesaria  dicha  citación  en  los  actos  unilaterales^  y 
aún  en  los  demás  cuando  pidan  la  copia  todos  los,  interesados  [Art. 
18  de  la  citada  Ley] — ^Tampoco  lo  será  el  mandamiento  judicial 
cuando  no  lo  sea  la  citación,  f  Art.  72  del  Reglamento.) 

427. — Resulta,  pues,  que  se  entiende  por  escritura  pública: 

I? — La  escritura  matriz.  ,    ^ 

2? — Las  primeras  copias  de  la  misma. 

39 — Las  segundas  ó  posteriores,  las  que  se  expedirán  en  virtud 
de  mandato  judicial  y  citación^  en  los  casos  en  que  así  proceda  se- 
gún la  ley. 

428. — Sólo  las  copras  han  dé  llevarse  al  Registro,  puesto  que  las 
matrices  no  pueden,  por  regla  general,  ser  extraídas  del  edificio  en 
que  se  custodien  ni  aún  por  decreto  judicial  ú  orden  superior  (Art 
32  de  la  propia  Ley  del  Notariado);  de  manera  que,  á  los  efectos  del 
presente  artículo  3?  de  la  Ley  Hipotecaria,  sólo  se  entienden  por  es- 
critura pública  las  copias  de  la  matriz,  ya  sean  primeras,  ya  segundas 
ó  posteriores,  con  tal  que  en  la  expediéion  de  éstas  se  hayan  observa- 
do en  su  caso  las  reglas  que  se  determinan  en  el  transcrito  artículo  18 
de  la  repetida  Ley  del  Notariado,  (i) 

429. — ^También  se  comprenden  en  la  clase  de  escrituras  públicas 
las  otorgadas  por  los  Vice-Cónsules  (2)  ó  Cancilleres  (3)  y  legalizadas 
por  el  Cónsul  respectivo.  (4)  Anteriormente  estaba  dispuesto  res- 
pecto á  los  Consulados  españoles  establecidos  én  el  extranjero,  que 
"los  Cancilleros  de  los  Consulados,  mientras  lo  son,  se  reputarán 
"Notarios  con  fe  pública  en  lo  judicial  y  escriturario  dentro  del  dis- 
"trito  de  aquellos,  y  los  documentos  que  autoricen,  harán  fé  en  jui* 
"do  y  fuera  de  él  en  la  demarcación  del  Consulado,  y  legalizadas 
"por  el  Cónsul,  en  todo  él  Reino."  [5]^ 

430. — Ejecutorias, — Es  indudable  que  aquí  se  designa  con  esta 
Yoz'una  forma  determinada  del  documentp  que  está  sujeto  á  ins- 
cripción, y  que  no  se  tr^tá  de  la  efecutória  como  sinónimo  de  sen- 
tencia contra  l$i  que  no  cabe  ya  recurso  alguno.  Es  más  bien  "el 
"despacho  que  se  libra  por  los  tribunales  de  las  sentencias  que  no 
"admiten  apelación  ó  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  á  fin  de 
•'que  puedan   llevarse   á  efecto^"   (6)   ó  bien,    **el  documento  pú- 

(1)  Aanque  no  creemos  completas  esas  definiciones,  por  cuanto  es  forzoso  considerar 
también  como  esct  i  furas  públicas  lascadas  que  levantan  los  Notarios,  y  los  testimonio^  qvfe 
«piden,  no  es  del  caso  entrar  en  el  juicio  crítico  de  aquellas. 

(2)  Art.  94,  inciso  1 9  de  la  Ley  de.  31  de  Mayo  de  1870,  Orgánica  de  la  carrerm  con- 
sular. *  ■ 

(3)  Art.  96,  iuciso  i?  de  la  misma. 

(4)  Art.  07,  inciso  lo?  de  la  citada  Ley, 

(5)  Art  22  del  Real  Decreto  de.  29  de  Setiambre  de  1848. 

[6]    Escriche,  Diccionarfo  Razonadb  de  Legislación  y  Jurisprudencia. 
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"blíco  y  solemne  én    que  se  consigue  una  sentencia  firme."(i) 

431. — Documento  auténtico. — En  los  párrafos  n3  á  120  hemos 
examinado  ya  esta  clase  dé  documentos,  sólo  nos  resta  ahora  com 
pletar  la  materia,,  con  la  definición  que  da  nuestro  Reglamento. 

Articulo  36. 

Se  considerarán  documentos  auténticos  para  los  efectos  de  la  ley  los  que, 
sirviendo  de  títulos  al  dominio  ó  derecho  real,  estén  expedidos  por  el  Gobierno 
d  por  Autoridad  ó  funcionario  competente  para  darlos,. y  deban  hacer  fé  por  sí 
solps.  -  ' 

432. — Él  Reglamento  peninsular  déla  Ley  Reformada  dicelo 
propio  exactamente^que  el  nuestro,  ampliando  el*  texto  del  primitivo 
en  una  parte,  y  restringiéndolo  en  otra.  En  efepto,  aquel  decia  sen- 
cillamente, expedidos  por  autoridad  competente  para  darWs^  pero 
ag^-egaba,  por  vía  de  ejemplo  y  aclaración:  "A  este  numero  perte- 
"neoénr  entre  otros,  los  docuñientos  en  que  se  otorga  la  concesión 
"definitiva  de  las  minas  ó  de  los  caminos  de  hierro  y  las  certifica- 
aciones  de  los  actos.de  conciliación  ó  verbales,,  ^n  que  por  convenio 
"de  las  partes  se  constituya  algún  derecho  real  sobre  bienes  deter- 
"minados"  (Kx\.:  Í9) — Ambos  ejemplos  se  suprimieron  en  la  nueva 
redacción  dada  á  éste  articuló,  y  á  la  verdad  que  respecto  del  pri- 
tQero  habia  redundancia,  pues  díeclarado  en  el  artículo  i9  (29  eti  el 
nuestro]  que  son  inscribibles  las  concesiones  definitivas  de  las  minas 
y  los  caminos  de  hierro,  es  consiguiente  que  los  documentos  en  que 
aquellas  se  otorgan  se  consideren  con  la  forma  necesaria  para  la  ins- 
cripción, pues  disponer  otra,  cosa  seria  hacer  ilusoria  el  derecho  de- 
clarado. En  cüanti»  al  segundo  ejemplo,  esto  es,  á  las  certificaciones 
de  loSy  actos  de  conciliación  erí  que  se  establezcan  derechos  feales, 
cábela  duda,. de  si  son  6  no  bastantes  para  la  inscripción,  y  vamos á 
examinarla. 

433. — En  primer  térnjino  existe  una  keal  orden  de  13  de  Diciem- 
bre de  1  Í67y  recaída  á  consulta  [2]  del  Registrador  de  la  propiedad 
de  Sanlúcar  la  -  Mayor,  que  consideramos  útil  reproducir  íntegra- 
mente.    Dice  así: 

434. — "Visto  el  expediente  instruido  con  motivo  de  la  consulta 
"del  Registrador  de  la  propiedad  de  Sanlúcar  la  Mayor  sobre  si  pue- 
"de  íncribirse,  para  perjudicar  á  tercero,  ^  una  hipoteca  voluntaria 
"constituida  en  un  acto  de  conciliación  sift  haberse  otorgado  escri- 
"tura  ptíblicsj:  '^ 

435.— "Considerando  que  estando  prevenido  en  el  artículo  146 
"de  la  Ley  Hipotecaria  (  3)en  armonía  con  nuestras  antiguas  lé- 
'*yes,  {4]  que  la  hipoteca  voluntaria  para  pe;>judicar  á  tercero  debe 

(l>    Art  668  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  kicjicial,  vigente  en  la  Peínsula. 

(2)  Art  276  de  la  Ley  primitiva,  y  de  la  Reformada,  y  290  de  la  nuestra;  221  Re- 
glamentos'peñinsulares  y  373  del  nuestro. 

(3)  160  de  la  nuestra. 

(4)  "La  I?,  tít.  16,  lib,  10,  Nov.  Rec.  qiie,  según  se  cfeé,  ge  referia  sólo  á  las  escrituras 
públicas,  y  la  3*  del  mismo  tít  y  lib.  donde  claramente  se  establece  tal  precepto. 
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"convenirse  6  maadarse  consf ituir   en  escritura  pública,  no  es  per- , 
"mitido  á  los  particulares  alterar  la  forma  de  la  constitución  de  ta- 
'*Ies  hipoteca^:         '  .... 

436. — "Considerando  que  si  bi^n  los  certificados  de.  los  actos  de 
"conciliación  son  inscribibles,  según  lo  declarado  en  el  artículo  ,89 
"del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  citada^  L^  Hipotecaria,  fi] 
"es  indispensable  para  que  t^iga  lugar  la  inscripción  que  la  obliga- 
"cion  se  haíya  constituido  legalmente,  lo  que  no  sucede  en  el  Caso 
"de  que  se  trata<  si  bien  lo  convenido  en  aquellos  actos  producirá  el 
"efecto  de  quedar  los  interesados  obligados  al  otorgamiento  de  la 
"escritura  constituyendo  la  hipoteca:, 

437.' — "La  Reina  [Q.  D.  G.]  oída  la  Sección  de  Estado  y  de  Gra- 
"cia  y  Justicia  del  Conseja  de  Estado,  y  de  conformidad  con  lo  pro- 
"puesto  por  y.  I.  se,  ha  servido  declarar  gue  /os  certificados  de  los 
''actos  de  conciliación  no  son  documentos  bastantes  pam  inscribir  las 
''hipotecas  voluntarias  convenidas  en  dichos  actos,  siendo  indispen- 
"sable  para  ello  que  la  constitución  de  tales  hipotecas  se  verifique 
"en  escritura  pública. 

"Lo  que  de  Real  orden  comunico  etc**  . 

438. — Resbélvése,  pues  en  la  Real  orden  qye  precede,  no  sei*  bas- 
tante para  la-  incripcion  de  una  hipoteca  vx>luntaria,  \^  certifica- 
ción (}el  acto  de  conciliación  en  que  se  hubiese  constituido;  y  que, 
aun  cuando  dicho  acto  tiene  eficácia'legal,  es  soló  al  efect9  de  eom- 
peler  al  otorgamiento  de  la  escritura  pública  en  que  se  constituya 
la  hipoteca.  Es  decir,  que  la  constitución  de  ese  acto  en  el  conve-, 
nio  se  eStima,  no  como  constitución  legal  de  Igi  hipoteca,  sino  como 
obligíicion  ó  promesa  de  efectuarla.  Y  ^  funda  La  doctrina  en  que 
la  Ley  ordena  expresamente  que  la  hipoteca  voluntaria  sólo  perju- 
dique á  tercero  cuandp  se^  ot9rgue  ea  escritura  pública,  y  9omo 
quiera  que  los  particulares  no  pueden  alterar  á  su  albedr^o  las  for- 
mas establecidas  por  la  Ley,  de  aguí^que  la  hipoteca  voluntaria  sólo 
se  considere  constituida  cuando  aparezca  en  escritura  pública.  La 
certificación  del  acto- conciliatorio  no  es -una  escritura  pública  [véa- 
se párrafo  418]  y  por  tanto,  el  precepto  np  le  alcanza. 

439.— No  sucede  lo  propio  con  la  hipoteca  legal,  que  se  puede 
constituir  judicialmente  [Artículo  179  ae  la  Ley]  bastando  enton- 
ces para  la  inscripción  la  ejecutoria  que  se  di(;te,  según  se  deduqe: 
i"  de  que  al  exigir  la,  Ley,  la  escritura  pública  bita  únicamente  la 
hipoteca  voluntaria;  2?  de  lo  que  se  ordena  reápecto  á  la  inscripción  de 
la  sentencia  [Artículo  246,  incisos  7?  y  8?Reg.];  3?  de  que  laRésolu* 
cien  de  19  de  Marzo  de  1879  declaratoria  de  ser  por  sí  misma  títu- 
lo inscribible  según  los  números  i  y  3  art.  2?;L,ey  Hipotecaria,  lá 
ejecutoria  recaída  en  pleito  en  que  se  ejercita  el  dominio,  es  aplica- 

.[i]  Se  refiere  en  éste  lugar  la  Real  Orden  al  Reglamento  de  la  Ley  de  i8¿i.  Hemos 
visto  ya  (par  432)  que  ni  el  Reformado  ni  el  nuestro  han  reproducido  la  frase  á  que  aquí 
«alude  I 
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ble  por  identidad  de  razón  á  la  qutí  recaiga  en'^juicio  en  que  se  ejer- 
cite cualquier  derecho  real  como  lo  es  el  de  hipoteca  legal.  Tam- 
bién se  constituyen  por  actas  Judiciales  [Artículo  208,  incisos  2?,  5, 
y  6?  de  la  Tley  y  258  y  269  Keg.] 

440. — Ahora  bien:  la  certificación  del  acto  de  conciliación  en  que 
se  traspase  el- dominio  de  un  inmueble  ó  se  constituya,  algún  dere- 
cho éobre  él,  que  no  sea  d  de  hipbt(?ca .  voluntaria  ¿es  por  sí  sola 
tituló  inscribible?  En  éste  punto  debemgs  examinar,  i?  omisión 
de-  lo  'declarado  acerca  de  él  por  el  Reglamenta  prtmitiA^o^  en 
los  Reglamehtos  "posteriores;  2?,  efecto  le^al  del  convenio  celebrado 
en  actos  de  esa  especie;  3?  forma  en  que  puede  verificarse  lá  ins- 
cripción.   '  •       '   ' 

441, — Debemos  comenzar  por  exponer  que,  en  nuestro  concepto, 
la  omisión  que  se  nota  en  el  Reglamento  de  la  Ley  Reformada,  y 
«n  el  de  la  nnestra,  acerca  de  ^er  documentos  inscribible^  las  certifi- 
caciones'de  que  hablamos,  t^ó  implica  en  manera  alguna,  la  afirma- 
ción contraria,  ó  sea  la  ríegacidn  de  dicha  cualidad.  Ya  indicamos 
[par.  432]  que  d  documento  á  que  se  refiere  el  primero  de  los  ci- 
tados ejemplosHo  seguimos  considerando  inscribible,  y  que  debió 
suprimirse  por  innecesario-  en  virtud  de  constarle  dicha  cualidad  de 
la  declaración  formulada  en  el  artículo  29  reglamentario.  ,  Y  ahora 
agregamos  que  otro -motivo  déla  supresión  puede  haber  sido  el  con- 
siderar impropio  de  una  obra  legislativa  la  presentación  de  ejemplos, 
por  ío  menos  en  la  forma  adoptada  en  dicho  artículo,  y  mas  en  su 
lugar  en  un  tratado  didáctico,  Regla  qiie,  si  en  obsequio  de  la  cla- 
ridad pudo  infringirse  al  plantearse  la  ley  por  vez- primera,  no  debia 
continuar  en  ^1  olyjdo  al  hacerse  completa  revisión  del  Reglan:iento. 
Sí  alguna  duda  cabe  acerca  de  esto,  obsérvese  que  el  documepto  dd 
primer  ejemplo  continua  siendo  inscribible  después  de  la  siípresion, 
y  dígase  luego  si  puede  suponerse  que  esto  signifique  derogación  de 
lo  que  fué  omitido  en  la  nueva  redapcion. 

442.— Sentado  estOj,  ejxattiinemos  ahora  el  valor  legal  de  tales  ac- 
tos; La"Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  declara  que  contra  lo  convenido 
en  el  acto  de  cóndñacion  solo  se  admitirá  la  demanda  de?-nulidaá  fun- 
dada en  las  propias,  causa^  que  producen  la  nulidad  de  los  contratos, 
é  int€:rponiértdola  ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido  dentro 
de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  lacdebracion  del  acto  [Art  2  i  7]  y 
que  se  Uevará  á- efecto  de  la  manera  y  en  la*- forma  prevenida  para 
Ja  yecucion  délas  sentencias.  [Art.  218].  Resulta,  pues,  que  lo 
convenido  ert  un  acto  de  conciliación*  ^iene  la  propia  fuerza  de  una 
ejecutoria.  Y  por  tainto,  que  siendp  un  acto  por  sí  mismo  eficaz,  no 
puede  estar  exento  del  Registro.  La  línica  duda  versaría  acerca 
de  si  es  bastante  i>ara  dio  la  certificación,  como  documento  público 
y  solemne,  ("Art.  280,  inciso  3°  de  la  Ley  de  Enjuidamientp  Civil^; 
ó  si  es  indispensable  un  mandamienta  judicial  [Art  263  de  la  Ley 
Hip.] 

443, — Planteada  así  la  cuestión,  veamos  las  dos  faces  que  presen- 
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ta. — Puede  sostenerse  la  opiaion  de  que  el  convenio  celebrado  en 
acto  de  conciliación  es  inscribible: 

i9-^Pot-que  siendo  perfectamente  Válido  y  eficaz  seg^il  la  Ley, 
no  debe  estar  excluido  del  Registro  cuando  se  contraiga  á  cosa  in- 
mueble. 

2? — Porque  "el  certificado  en  que  se  haga  constar  es  documentó 
auténtico,  pegun  el  art.  36  Reg. 

3? — Porque  el  Reglamento  peninsular  de  186 1  lo  conjprendia^x- 
presamente,  y  la  supresión  posterior  no  implica  derogación,  sino  mas 
bien  que  la  aclaración  se  ha  creidójnneqesaria.-^— Según  esta  opinión 
el  acto  seria  tegistráble  desde  su  otorgamiento,  en  la  (brma  de  certi- 
ficado, prescindiendo  de  que  se  estíibleciera  ó  no  demanda  de. nuli- 
dad, la  cual  sin  duda  podriíi  también  llevarse  al  Registro  por  medio 
da  una  anotación  preventiva,  y 'excluyéndose  solamente  la  constitu- 
ción de  hipoteca  voluntaria  en  virtud  de  lo  declarado  ya  ("par  438^ 
y  la  de  cehso  por  haber  de  constar  también  en  escritura  publica,  (i) 

444. — Puede  sustentarse  también  que  el  convenio  de  que  habla- 
mos no  es  por  sí  propio  registráble;  que  hay  que  aguardar  á  que 
tome  otra  forma  para  llevarlo  al  Registro,  por  la  razón  de  que  no  se 
adapta  á  ninguna  de  Ids  tres  que  designad  presente  artículo. 

44.5. — El  acta  en  que  se  consigna  elconvenio,  y  el  certificado  en 
que  á  instancia  de  parte  se  compryeba,  no  son  escrituras  públicas 
(V:  par.  428.; 

446. — ^Tatyipoco  ejecutorias. — Pues  .aunque  la  Ley  de  E.  C.  les  dá 
para;  su  ejecución  fuepa  de  tales,  esto  se  entiende  sólo  cuando  dentro 
de  los  ocho;  dias  siguientes  no  se  interpone  dertianda  de  nulidad,  [2] lo 
cual  dári3.  por  resultado:  i9  que  la  inscripción  po  se  haria  como  con- 
venio, uno  como  ejecutoria;  2?  que  en  consecuencia,  no  serja  ins- 
cribible en  el  acto,  sino  pasados  los  ocho  dias.  en  el  momento  de 
procederse  á  su  ejecución,  y  en  la  forma  de  mandamiento  judicial, 
no  en  la  de  certificado  (Art.  263  Ley)  [313^  que  aun  esto  seria  difícil 
de  establecer  desde  que  el  Tribunal  Sqpren^o  tiene  declarado  qué 
las  providencias  para  llevar  á  cabo  el  acto  de  conciliación  son  de 
mera  sustantaciotiy  [4]  lo  cual  haría  muy  difícil  de  fija^r  en  la  práctica 
el  momento  enque  el  acto  se  convierte  en  registráble. 

Cl)  Que  el  censo  ha  de  otorgaifse  por  escritura  pública  lo  tíene<  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo en  sentencias  de  10  de  Diciembre  de  1850,  9  de  Marzo  de  1861,  y  9  de  Abril  de 
1864.  La  seminda  de  estas  sentencias  cita  en  su  apoyo  las  leyes  3?  tit.  14,  r.  i*  y  28  tit.  &9 

de  la  5*  Dicha  ley  3*  dice:  "E. .  tal  enagenamiento  como  este devese  fater  por  carta 

**de  ¿crivaho  público,  6  del  Señor  jue  lo  cU^*  y  la  Í8  que  también  se  cita,  declara  que 
**tid  plcyto  como  este  debe*ser  ifecho  con  placer  de  ambas  las  partes,  cpor  escrito:  ca  de 
"otra  guisa  non  valdria." 

(2)  No  resulta  coa  claridad  de  la  Ley  si  no  ha  dé  cumplirse  el  convenio  hasta  ver  si, 
dentro  del  término  de  8  dias,  se  interpone  la  demanda  de  nulidad;  pero  el  Tribunal  Su- 
premo lo  ha  declars^o  asi  en^entenína  de  9  de  Dic.  de  1873,  cuyo  primer  considerando 
adiciona  y  aclara  la  de  ló  de  Noviemibre  de  1860,  de  cuyo  contexto  parecia  desprenderse 
lo  contrario. 

(3J  Y  es  evidente  el  error  de  Canales  al  declarar  inscribible  el  certificado  de  tina  ejecuto- 
ria, doctrina  abiertamente  opuesta  al  precepto  del  art  Í49  de  la  Ley  Reformada. 

(4)    Sent.  de  16  de  Octubre  de  1875. 
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447- — ^Tampoco  es  documento  auténtico^  porque  si  parece  llenar 
las  condiciones  del  artículo  36  reglamentario,  no  así  las  del  3?  de  la 
Ley,  por  cuanto  este  declara  que  el  documento  autentico  ha  de  estar 
expedido  por  autoridad  judicial,  ^^ox  el  Gobierno  <5  por  sus  agentes, 
en  ninguno  de  cuyos  casos  se  encuentra  el  Secretario  del  Juzgado 
municipal,. que  expide  Ips  certificados--^Y  tampoco  podría  en  ^1  pri- 
mer momento  expedirse  mandamiento,  i9«  porque  no  hay  providen- 
cia judicial  que  le  sirviera  de  base;  2?  porque  dicho  mandamiento 
sólo  podría  dictarse  dentro  de  un  juicio,  ó  en  la  vía  de  apremio  al 
entrar  en  ella  el  convenio  Referido,— rDe  dónde  se  sigue  qué  éste  no 
es  inscribible  por  sí  mismo,  y  que  es  indispensable  reducirlo  á  escri- 
tura públida  o  por  lo  menos  esperar  á  que  tome  fuerza  de  ejecutoría 

.JURISPRUDENCIA. 

l'  ,       ■ 

448.— --La  cofrespondiente  á  este  ¿irtíp.ulo  es  exclusivamente  de  la 
clase  que,hemos.llamado  c^djetivfi. 

449. — Certificaciones.-^ÍÍo  $on  títulos  auténticos  registrables 
los  certificados  de  los  acuerdos  ^n  virtud  de  los  cuales  algunos  Ayun- 
tamientos hacian  repartos  dé  terrenos  de  propios,  acuerdos  qtfe  no 
constan  mas  que  por  una  nota  de  los  Secretarios  de;  dichas  corpora- 
ciones. (Res.  de  la  DirJ  Gen.  áe  25  de  Agosto  de  1863).  (i). 

450.^ — Por  Resolución  de  la  Dh-eccion  gei^eral  del  Registro  de  la 
propiedad  se  declaró  con  fecha  25  de  Fj^rero  de  1863  que  siendo 
las  certificaciones  libradas  por  los  Secretaríos  de  Ayuntamientos  en 
las  obligaciones  contraída^  por  los  particulares  á  favor  de  los  Pósi- 
tos, doQumentos  de  un  valor. legal  indubitable,  según  la  Real  Orden 
circular  sobre  Pósitos  de  28  de  Enero  ^e  i8Í52,  expedida  por  el  Mi- 
nisterio <}e  la  Gobernación,  y  debiendo  además  considerarse,  si  están 
arregladass  a  las  formas  legales,  como  documentos  auténtigos  regis- 
trables, según  la  ley  Hipotecaria  procede  la  inscripción  de  dichas 
certificaciones.  (2) 

451. — Testamenio  militar, — El  otorgado  en  papel  simplet  firmado 
por  el  militai*,  según  dispone  la  Iey8?tit.  18  líb,  10?  Nov.  Rec. 
constituye  documento  privadojio  inscribible,' pero  adquiere  el  carác- 
ter de  auténtico  desde  el  momento  en  que  la  autoridad  judicial, 
previas  las  oportunas  diligencias,  ordena  su.  protocolización  en  el 
Archivo  de  un  Notario  público. 

(Res.  de  la  D.  G.  de  30  de  Mayo  de  1877.) 


(i)  No  conocemos  el  tejrto  deesa  Resolución,  que  át^  los  Sre^.  Moragas  y  Pardo,  en 
su  obra  ya  citada,  doctrina  octava  de  la  nota  puesta  á  la  pég.  158,  y  el  Sr.  Moreno  y.  Gil  de 
Borja,  doctrina  segunda,  nota  de  lapág.  142. — No  están  coleccionadas  todas  las  Resoluciones. 

(2)  Moragas  y  Pardo,  nota  citada. — ^Abella,  Legislación  hipotecaria,  segoúfk  edidon, 
Madrid,  pág.  2S5. 
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452.-^No  deben  considerarse  cómo  documentos  inscribilples  los 
otorgados  por  razón  de  privilegio  ante  los  Párrocos  6  Vicarios  de 
hospitales:  para  serió  és  necesario  que  ^e  reduzcan  antes  á  escritura 
pública. 

(Res.  de  la  Ü.  G.  de  á;  de  Octubre  de  l863.>  [i] 


453. — Na  afecta  á  la  validez  de  una' escritura  pública  la  falta  de 
la  primera  hpja,  cuando  contiene  toda  lá  parte  dispositiva,  y  está 
revestida  de  todos  los  requisitos  y  Aolenínidades  necesarias  para  ser 
calificada  de  subsistente  y  éfiíaz,  sih  que  se  haya  intentado  contra^ 
ella  prueba  de  .'falsedad. 

[Sentencia,  de  19  de  Febrero  de  1866.] 


454. — E^  testamento  muncupativo  (Jue  un  Escribano  .otorgue 
por  sí  y  ante  sí,  (2)  con  testigos,  no  estando  comprendido  en  el 
protocola  ni  signado,  po  puede  decirse  celebrado  por  escritura  pu- 
blica en  toda  forma  y  con  los  requisitos  debidos  para  que  por  sí 
pueda  probar  legalmente  la  ultima  voluntad  del  testador.  Dicho 
testamento,  si  se  estima  como  ordenado  por  cédula^  necesita  segün 
la  ley  i?  tit.  18  lib.  16  de  la  Nov.  Rec.  de  Escribano  público  y  tres 
testigos  á  lo  menos,  vecinos  dcj  lugar  en  que  se  hiciere,  o  de  cinco 
de  e^tos,  también  vecinos,  no  concurriendo  ^quel.  La  circunstancia 
de  ser  Escribano  el  testador  no  pyede  hacer  prescindir,  para  elevar 
á  escritura  pública  ^stc  testamento,  que  es  igual  al  hechor  de  palabra, 
de  recibir  declaración  á  los  testigos  y  al  Escribano  en  su  caso,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1,382^  1,383  y  1387  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  Civil.  .     '        ' 

(^Sentencia  de  25  de  Mayo  de- 1,866.) . 


455. — La  circunstancia  d^  escribir  un  heredero  ó  un  albacea  fi- 
duciario el  testamento  en  que  se  le  nombra,  no  induce  por  sí  sola 
nulidad  si  no  concurren  otras  que  prueben  haberse  falseado  la  vo-: 
luntad  del  testador.  '  . 

(Sentencia  de  24  de  Diciembre  de  1864). 


h)  Jdoreno  y  Gü  de  Borja,  pág.  14a,  nota. — Moragas  y  Pardo,  pág.  lóo^nota; 
(2)  El  Notario  cuando  no  establezca  mas  que  obligaciones  propias,  puede  Mr  también 
otorgante  con  la  ante  firma  por  mi  y  ante  mi. .  * .  (Regí  del  Not.,  art.  65. ) 
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456. — Particiones.  [Véase  la  Real  Orden  que  insertamos  en  el 
par.  385.] 

Las  escrituras  públicas  de  partición  de  herencia  no  pueden  ser 
inscritas  si  no  se  acompaña  á  ellas  el  testamento  ó  en  su  caso,  el 
testimonio  de  la  declaración  iudicial  de  herederos,  6  se  insertan  estos 
documentos  en  la  misma  escritura  de  partición  bajo  la  fé  del  Nota- 
rio autorizante  (R.  Ó.  de  5  de  Setiembre  de  1867.) 

457. — Es  ineficaz  en  juicio  un  documento  público  qufe  no  esté 
unido  ni  foliado  en  el  protocolo  del  Escribano  que  lo  autprizó,  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley  i?,  tit.  23,  lib.  10  de  la  Nov. 
Rec.  f^i)  y  á  las  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  (2) 

(Sentencia  de  9  de  Junio  de  1868.) 


458. — Las  firmas  de  los  testigos  instrumentales  no  son  necesarias 
para  la  validez  de  un  testamento  otorgado  antes  de  la  publicación 
de;  la  Ley  del  Notariado,  ni  lo  son  hoy  sino  en  el  caso  previsto  en  el 
art.  75  del  Reg,  para  la  ejecución  de  dicha  ley  de  28  de  Mayo  de 
1862.  (3) 

(Sentencia  de  7  de  Diciembre  de  1869.) 


459. — La  escritura  de  venta  á  censo  feservativo  redimible  de  una 
casa  perteneciente  á  una  capellanía  colativa,  sacuda  á  pública  subas- 
ta, es  inscribible,  siempre  que  se  inscriba  previamente  á  favor  de  la 
capellanía  el  dominio  ó  la  posesión  de  la  cosa  enajenada.  La  inscrip- 
ción de  posesión  se  hará  en  su  caso,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  Real  Decreto  de  u  de  Noviembi'e  de  1864,  (4)  ó  según  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  397  y  siguientes  de  la  Ley  Hipotecaria  Refor- 
mada. (S)  . 

("Res.  de  la  D.  G.  de  10  de  Mayo  de  1871.;;  (6) 

( 1 )  "Mandamos  que  cada  uno  de  los  Escribanos  haya  de  tener  y  tenga  un  libro  de  proto- 

**colo,  enquadernado  de  pliego  de  papel  entero y  que  no  las  den  signadas,  sin  que 

* -primeramente  se  asienten  en  el  dicho  libro  y  protocolo . ...  so  pfcna  que  la  escritura  que  de 
**otra  manera «e  diere  signada,  sea  en  sí  nin^ma^\.  (Ley  i*,  tit.  23,  lib.  10  Nov,  Rec) 

(2)  "Para  que  los  documentos  públicos  y  solemnes  sean  eficaces  en  juicio  es  predáo, 
"Que  los  que  hayan  venido  al  pleito  sin  citación,  se  cotejen  con  sus  originales ^  previa  dicha 
"atacion,  á  no  ,ser  que  la  persona  á  quien  xperjudiquien  haya  prestado  á  ellas  asentimiento 
"expreso."  (Art.  281  Ley  de  E.  C. 

(3)  Estoes,  cuando  los  otorgantes  no  supieren  hacerlo.  (Art.  75  Reg.  pen.  cilado,  55 
del  nuestro.) — Pero  hoy,  por  el  art-  66  del  nuevo  Reglamento  del  Notariado  en  Ja  Penínsu- 
la, se  dispone  como  regla  general  que  todos  los  testigos  firmen  el  instrumenío,  cuya  disposi- 
ción se  declaró  extensiva  áesta  Isla  por  R.  O.  de  iS  de  Junio  de  i8;r7,  y  mandada  observar 
por  el  Tribunal  Pleno  de  esta  Audiencia  en  4  de  Agosto  del  propio  ano,  se  insertó  en  la  Ga- 
ceta de  la  Habana  de  8  del  mismo.  En  virtud  de  ese  art,  66  del  Reglamento  peninsular  de- 
clarado  vigente  en  Cuba,  quedaron  enmendados  el  art.  55  y  la  última  parte  del  53  de  nues; 
tro  Reglamento  del  Noíhriado. 

(4)  Lo  hemos  reproducido  integro  en-ia  nota  del  par.  290  de  esta  obra,  colocando  k  su 
frente  los  artículos  Ñde  nuestro  Reglamento  con  que  concuerda. 

(5)  6?  al  II  de  la  nuestra. 

(6)  Véase  el  texto  de  ella  en  Moragas  y  Pardo,  obra  citada,  nota  á  la  pág.  433.-^Es  la 
propia  Resolución  á  que  nos  referimos  en  el  par.  312  de  esta  obra. 
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460- — Las  particiones  de  herencia  en  que  haya  bienes  inmuebles* 
practicadas  extrajudicialmente  antes  de  regir  la  vigente  ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  y  en  las  cuales  se  hallen  interesados  menores  de 
edad  ó  incapacitados,  bajo  cualquiera  de  los  conceptos  expresados 
en  el  arL  406.  de  dicha  ley,  (i)  podrán  ser  inscritas  en  el  Regis- 
tro de  la  'propiedad,  aunque  no  hayan  sido  aprobadas  judicial- 
mente; siempre  que  para  ello  concurran  los  demás  requisitos  ne- 
cesarios. (2)  Si  las  particiones  se  hubiesen  ejecutado  de3pues  de 
regir  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  no  podrán  ser  inscritas  si  no 
se  ha  obtenido  licencia  judicial  para  llevarlas  á  afecto,  ó  han  sido 
aprobadas  judicialmente. — Si  los  testadores  con  solo  herederos  vo- 
luntarios, hubiesen  dispuesto  que  no  se  obtenga  la  licencia  ó  apro- 
bación judicial,  podrá  inscribirse  la  partición  sin  este  requisito — (^) 
Tampoco  será  preciso  e^te  requisito  para  el  referido  efecto,  si  los 
herederos,  sean  necesarios  ó  volunjtarios,  menores  de  edad  ó  inca- 
pacitados, hubieren  sido  representados  en  la  partición  por  sus  padres 
en  virtud  de  la  patria  potestad.  '        • 

[Decreto  de  6  de  Noviembre  de  1868.] 


461. — La  orden  de  6  de  Noviembre  de  1868  f4j  que  declara  ño 
ser  necesaria  la  aprobación  judicial  para  la  inscripción  de  las  parti- 
ciones de  herencia  cuando  los  herederas  mejores  han  sido  represen- 
tados por  sus  padres,  supone  la  posibilidad  legal  deque  estos  tengan 
la  representación  de  sus  hijos,  por  no  existir  intereses  opuestos  entre 
ellos,  pues  habiéndolos,  deben  estar  representados  por  curadores  ad 
litem^  conforme  á/la  práctica  de  los  tribunales,  y  sortieterse  la  parti- 
ción á  la  aprobación  judicial,  según  lo  declarado  [por  regla  general] 
en  la  precitada  circular. 

^Rés.  de  9  de  Marzo  de  1875.) 


4$2.— rLas  operaciones  de  inventario,  avalúo  y  división  del  cau- 
dal común,  extendidas  en  documento  privado,  son  inscribibles  y 
adquieren  el  carácter  de  documento  público  desde  el  momento  en 
que  el  Juzgado  las  aprueba  á  petición  de  los  interesados,  y  éstos 
consienten  el  auto  judicial,  porque  no  hay  disposición  alguna  que 
les  imponga  el  deber  de   autorizar  en  forma  dé  escritura  pública  la 

(i)  Estoes,  ya  como  herederos,*)  ya  como  legatarios  departe  alícu&ta,  ya  como  cónyuge 
snpérstite.  (Art.  406  de  la  L.  de  E.  C.  .  ' 

(2)  Esto  es,  si  además  de  la  falta  de  licencia  judicial,  no  tuviesen  defbcto  que  impida  la 
inscripción.  .  ^ 

(3)  La  prohibición  impuesta  por  el  testador  de  que  intervenga  la  justicia  en  su  testa- 
mentaria obliga  solamente  á  los  nerederos  voluntarios,  como  lo  consigna  el  art.  496  de  la 
L.  de  E.  C.  y  no  álos  derechos-habientes  necesariqs  en  el  caudal.  (Sent  de  3  de  Noviem- 
bre  de  1876.)^— La  docírina  que  copiamos  en  el  texto  está,  pues,  conforme  con  la  Ley  y  con 
lajarispmdencia. 

(4)  Véas^  la  doctrina  inmediata  precedente. 

20       • 
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división  de  bienes,  ni  les  prohiba  adoptar  los  acuerdos  que  estimen 
convenientes  sobre  el  modo  de  practicar  las  operaciones  de  testa- 
mentaria cuando  no  procede  el  juicio  necesario,  antes  bien  la  ley  i? 
tít.  1 9  lib.  I  o?  de  la  Nov.  Rec.  (i)  y  los  artículos  492  y  493  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  les  conceden  tal  derecho.  (2).  Esto 
no  obstante,  el  Registrador  podrá  exigir  las  copias  fehacientes  del 
testamento  y  memoria  testamentaria,  la  partida  de  defunción  y  los 
documento3  que  acrediten  la  capacidad  de  las  personas  que  han 
aceptado  y  rectiñcado  la$  operaciones  de  testamentaria. 

(Res.  de  la  D.  G.  de  15  de  Nov.  de  1875). 


463.-*-Las  declaraciones  de  herederos  hechas  por  medio  de  in- 
formación ad perpetuam  no  causan  estado,  ni  deben  inscribirse  por 
no  ser  título  éuficígnte  para  acreditar  la  adquisidion  del  derecho  de 
herencia  intestada,  el  cual  sólo  puede  justificarse  al  efecto  de  su  ins- 
cripción en  el  Registro,  previos  los  trámites  señalados  en  los  artícu- 
los 368  al  375  de  la  Ley  de  E,  C,  para  obtener  la  declaración  de 
herederos  abintestato.  (3). 

(Res.  de  la  D.  G.  de  15  de  Oct.  de  1875). 

464. — Cualquiera  que  sea  la.  doctrina  que  prevalezca  sobre  la  na- 
turaleza jurídica  de  los  actos  de  partición,  ya  ^e  les  considere  trasla- 
tivos de  dominio  de  cada  parte  adjudicada  á  un  condueño,  ya  como 
declarativos  de  dominio  sobre  esas  mismas  porciones,  los  referidos 
actos,  deben  verificarse  por  todos  los  que  sean  condueños,  6  por'sbs 
legítimos  representantes  ó  causahabientes,  debidamente  acreditada  su 
personalidad,  para  que  tales  actos  sean  válidos  y  puedan  inscribirse 
en  el  Registro. — Respecto  á  Ips  que  intervienen  como  herederos  de 
otros,,  es  necesaria  la  inscripción   previa  á   favor  de  los  mismos  del 

(i)  "..'  mandamos  que  valga  la  obligación  y  contrato  que  fuere  hecho,  en  cualquier 
"* 'manera  que  parezca  que  uno  se  quiso  obligar  á  otro." 

(Ley  citada  en  el  texto^. 

(x)  En  cualquier  estado  del  juicio  voluntario  de  testamentaria  pueden  los  mteresados 
separarse  de  su  seguimiento  y  adoptar  los  acuerdos  que  esJtimen  convenientes.  (Art.  492). 
Cuando  lo  solicitaren,  deberá  el  Tuez  sobreseer  en  el  juicio  y  poner  á  disposición  de  los  he- 
rederos los  bienes,  sin  mas  restricción  que  la  establecida  respecto  al  juicio  necesario  de 
testamentaria,  para  los  casos  de  haber  menores,  auseptes  ó  incapacitados. — (Art.  493  L- 
de  E.  C). 

(3)  Con  posterioridad  á  esta  Resolución  se  promulgó  la  Ley  de  17  de  Julio  de  1877, 
por  la  que  se  adicionó  el  art.  21  de  la  Ley  Reformada^  eximiendo  de  la  necesidad  de  los 
anuncios  en  las  herencias  ab-intestato  á  los  que  sucedan  como  parientes  colaterales  dentro 
del  4.'°  grado,  cuando  no  excediese  de  2,000  pesetas  el  valor  de  los  bienes  inmuebles,ó 
derechos  reales  correspondientes  al  mayor  inietesado  (esto  es,  al  interesado  por  mayor  su- 
ma) en  dicha  herencia;  y  eximiendo  también  de  dicho  requisito  á  los  ascendientes  y  descen- 
dientes legítimos,  cualquiera  que  sea  el  valor  de  lo  que  á  cada  uAo  correspondu. — ^Esta 
disposición  ha  pasado  de  la  ley  peninsular  á  la  nuestra,  (Art.  29)  con  la  sola  diferencia  de 
elevarse  la  cantidad  fijada  en  aquella  á  5,000  pesetas  ó  sean  1,000  pesos.  Y  por  consi- 
guiente la  Resolución  que;  motiva  esta  nota  sólo  puede  aplicarse  ya  á  las  herencias  intesta- 
das que  se  reclamen  por  personas  de  las  que  la  ley  llama  después  de  I6s  colaterales  del 
cuarto  gradk),  ó  por  estos  cuando  el  valor  de  los  iimiuebles  que  correspondan  á  alguno  de 
ellos  exceda  de  mil  pesos. 
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título  por  el  cual  hayan  adquirido   el  derecho  hereditario,  Ó  sea  del 
testamento  ó  ultima  voluntad  en  que   se  les  instituyó   herederos,© 
declaración  judicial  en  su  defecto,  y  que  mientras  esto  no  se  verifi- 
que no  puede  tener  efecto  la  inscripción. 

(Res.  de  la  D.  G.  de  26  de  Nov.  de  1875). 

465. — I-ras'  escrituras  de  venta  mandadas  otorgar  por  los  jueces 
municipaks,  en  cumplimiento  de  lo  convenido  en  acto  de  conciliación 
entre  una  madre,  á  nombre  de  sus  hijos,  y  el  acreedor  de  éstos,  es 
inscribible  siempre  que  la  providencia  se  dicte  dentro  del  procedi- 
miento que  las  leyes  establecen  para  la  ejecución,  de  sentencias)  pro- 
cedimiento que,  en  el  caso  de  que  se  trata  se  siguió  con  arreglo  al 
art  218  de  la  Ley  de  E.  C.  De  lo  que  no  puede  dispensarse  el 
acreedor  es  de  que  los  menores  inscriban  á  su  nombre  las  fincas  da- 
das en  pago,  porque  la  ley  exije  esta  previa  inscripción,  y  no  distin- 
gue entre  las  diversas  maneras  de  adquirir  el  dominio. 

(Res.  déla  D.  G.  de  11  de  Nov.  de  18^6).  (i). 

466. — No  es  válida  ni  inscribible  con  arreglo  á  la  legislación  vi- 
gente, la  escritura  de  venta  en  que  el  Notario  autorizante  se  coloca 
en  lugar  del  comprador  aceptando  en  su  nombre  todos  los  derechos 
trasmitidos  por  el  vendedor.  [2].      . 

[Res.  de  la  D.  G.  de  25  de  Enero  de  1877]. 

467. — Las  certificaciones  que  libren  los  Ingenieros  Jefes  de  Mon- 
tes de  una  provincia  con  referencia  á  documentos  oficiales  que  obren 
en  su  poder  son  inscribibles,  porque  ejercen  verdadera  autoridad  en 
el  servicio  facultativo  que  les  está  confiado,  y  tienen  atribuciones 
para  certificar    [3]  acerca  de  los  hechos  y  documentos  que  consten 

(i)    Moreno  y  Gil  de  Borja,  pág.  148  noU.- 

(2)  Se  alegan  en  la  Resolución  las  disposiciones  de  la  Ley  del  Notariado  que  prohibe 
á  los  Notarios  autorizar  contratos  que  contengan  disposiciones  á  su  favor  (Art.  22  en  la 
nuestra)  ó  en  que  sea  otorgante  algún  pariente  suyo  (Id.  id. )  ó  testigo,  pariente,  escribien- 
te ó  criado  de  aquel  (Art  2i)  declarando  nulo  todo  instrumento  en  que  ^se  contravenga 
cualquiera  de  esas  prohibiciones  (Art.  27)  y  sin  efecto  la  disposición  favorable  al  pariente. 
ÍArt.  28). 

En  el  caso  motivo  de  la  citada  Resolución,  el  Notario  expresó  que  aqsptabala  compra  á 
nombre  del  comprador  por  ausencia  de  este,  y  el  mismo  comprador  fué  quien  estableció  el 
recurso  contra  la  negativa  del  Registrador  y  sosteniendo  la  efiáicia  de  la  escritura.  Es  de 
notarse  en  esta  Resolución  que  declara  nulo^  aun  cuando  sólo  sea  para  los  efectos  del  Re- 
gistro (Arts.  26  y  80  L.  y  81  "Reg).  un  instrumento  no  calificado  de  tal  en  el  texto  literal 
oe  la  Ley  del  Notariado.  Por  lo  demás  la  legalidad  y  aun  la  consiguiente  ineficacia  de  tal 
instrumento  resalt^i  del  espíritu  de  dicha  ley  del  Notariado,  del  carácter  de  imparcialidad 
Quc  constantemente  atribuye  á  los  Notarios,  carácter  incompatible  con  la  cualidad  de  man- 
aatarios  de  una  de  las  partes,  y  por  último  de  algunas  disposiciones  del  Reglamento  Nota- 
rial, como  la  de  que  el  Notario  no podtá  Ufmar  pafte  en  los  contratos  en  que  intervenga 
por  razón  de  su  cargo  (Art.  27)  y  en  la  misma  autorización  que  le  concede  de  ser  otorgan- 
te, con  la  antefirma /<?r  mi  y  ante  m{,  y  sólo  cuando  no  establezca  mas  que  obligaciones  pro- 
piasóáe  sus  parientes.     (Art.  65). 

(3)  Para  llevar  á  efecto  las  inscripciones  á  nombre  del  Estado  se  requiere  una  certifica- 
ción del  Jefe  de  la  dependencia  siempre  que  ejerza  autoridad  pública  ó  tenga  facultad  para 
certificar,  según  lo  dispone  el  art.  89  del  R.  D.  inserto  en  la  nota  del  par.  290,  á  cuya  dis- 
posición alude  la  Resolución  citada;  y  á  la  que  se  adapta  el  art  48  de  nuestro  Reglamento. 
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en  su  oficina,  según  real  orden  del  Ministerio  de  Fomento,  comu- 
nicada al  de  Gracia  y  Justicia  en  i6  de  Mayo  de  1877,  de  confor- 
midad con  el  dictamen  de  la  Junta  consultiva  de  Montes. 

(Res.  de  la,  D.  G.  de  2  de  Octubre  de  1877). 


TEXTO  DE  XA  LEY- 
Articulo  4? 

No  se  consideran  bienes  inmuebles  para  los  efectos  de  esta  ley,  los  oficios 
públicos  enajenados  de  la  Corona,  las  inscripciones  de  la  Deuda  pública,  ni  las 
acciones  de  Bancos  y  Compañías  mercantiles,  aunque  sean  nominativas,  ni  las 
de  Sociedades  comunes,  cualquiera  que  sea  su  clase. 


LEY  DE  1861. 

Artículo  4? 


CONCORDANCIAS. 

I167  Beformada  de  1869. 
Articulo  4? 


..  .los  efectos  de  esta  ley. . 


Ley  de  Puerto  Bioo. 
Aftículo  ifí' 

(I^al  al  de  la  nuestra). 


No  se  consideran  bienes 
inmuebles  para  los  efectos  de 
la  ley  los  oncios  públicos  ena- 
l^enados  de  la  Corona,  las 
inscripciones  de  la  Deuda 
bública,  ni  las  acciones  de 
oancos  y  compañías  mercan- 
tiles, aunque  sean  nominati- 
vas. 

468. — Con  motivo  de  este  artículo  tenemos  que  examinar,  su  ra- 
zón inductiva  y  su  resultado  práctico.  La  razón  inductiva  nos  la 
explicará,  como  de  costumbre,  la,  Comisión  de  Códigos.  Acerca 
del  resultado  práctico  recordaremos  uno  de  los  discursos  pronun- 
ciados en  las  Cortes. 

•469. — Hé  aquí  como  explica  el  presente  artículo  la  referida  Co- 
misión: 

'  476.— "No  corresponde,  á  la  Ley  de  Hipotecas  definir  y  clasificar 
"las  diferentes  clases  de  bienes  que  comprende  por  regla  general  la 
"división  de  estos  en  muebles  y  raices.  Pero  no  podia  desentender- 
"se  la  Comisión  de  resolver  algunas  dudas  con  que  en  la  práctica 
"vendría  á  tropezarse:  esta  es  la.  causa  por  que  debe  dar  alí^unas 
"explicaciones.  ,  Sabrdo  es  que  los  oficios  pilblicos  enagenados  de 
"la  Corona  se  equiparaban  en  la  práctica  á  los  bienes  raices,  que 
"sobre  ellos  se  imponian  censos,  y  que  se  los  grababa  con  hipotecas 
"á  ciencia  y  paciencia  del  legislador.  [iJEsto  que  en  los  tiempos  en 
"que  dominaban  otras  ¡deas,  no  parecia  extraño,  en  la  actualidad 
"sería  un  anacronismo.  Cuando  está  universalmente  reconocida  la 
"necesidad  de  qué  vuelvan  al  Estado  todos  los  oficios^  piiblicos; 
"cuando  ya  muchos  de  estos  oficios  han  revertido  á  él;  cuando  para 
"la  supresión  de  otros  pende  solo  la  cuestión  del  mocfo  de  indemni- 

(I)    Ley  3*,  tít.  16,  lib.  10?  Nov.  Rec. 
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''zar  á  sus  dueños;  cuando  ya  hay  presentados  á  las  Cortes  proyec- 
'*tos  de  Ley  proponiendo  la  reversión  de  los  que  subsisten,  no  pa- 
•'rece  propio  de  una  Ley  nueva  dar  cabida  á  abusos  injustificables, 
"que  partian  de  la  ficción  de  que  el  desempeño  de  un  oficio  publico 
"era  igual  al  derecho  de  propiedad  en  una  finca,  y  que  debia  ser 
"igualado  á  él  en  los  efectps;  unida  esta  consideración  á  la  conye- 
"niencia  de  no  aumentar  las  dificultades  para  la  reversión  de  estos 
"oficios  á  la  Corona,  de  la  que  con  tanto  perjuicio  del  país  fueron 
"desmembrados,  ha  movido  á  la  Comisión  á  proponer  que  para  los 
"efectos  de  la  Ley  no  se  consideren  tales  oficios  como  bienes  in-  • 
"muebles." 

471. — Cuando  se  medita  una  reforma,  seria  absurda  la  adopción 
desmedidas  que  la  embarazasen:  1^  reversión  á  la  Corona  de  los  ofi- 
cios enagenados  estaba  resuelta,  de  aauí  que  la  Ley  Hipotecaria  los 
excluya  de  su  órbita,  para  impedir  qiie  nuevos  derechos  adquiridos 
legítimamente  vengan  á  crear  una  dificultad  mas  para  aquella  re- 
versión. Esto  es  lo  único  que  se  propone  la  nueva. Ley,  y  no  dar 
una  definición  agena  á  sm  índole,  propia  solo  de  un  Código  Civil. — 
Y  en  cuanto  á  los  demás  bienes  que  también  excluye  el  presente 
artículo,  la  Comisión  se  expresa  así: 

472.-^-* 'Menor  dificultad  se  presenta  respecto  de  las  inscripciones 
•'de  la  Deuda  publica,  acciones  de  Banco  y  de  Compañías  mercan- 
*tiles.  Desde  luego  aparece  que  cuando  estos  títulos  ó  acciones  son 
"al  portador,  no  pueden  ser  objeto  de  inscripción,  porque  tampoco 
*1o  son  de  endoso;  en  el  terreno  del  derecho  constituyente,  parece 
''que  debe  reputarse  como  dueño  el  que  los  posee  y  presenta,  si 
"los  ha  adquirido  en  forma  legal,  y  su  carácter  distintivo  está  en  que 
"inmediatamente  que  se  adquieran,  su  propiedad  quede  prescrita  d« 
"derecho,  impidiendo  que  sobre  ella  pueda  reclamarse.  Los  títulos 
"ó  acciones  nominativas.no  están  a  la  verdad  en  el  mismo  caso;  sólo 
"el  que  legítimamente  las  adquiere  del  que  es  su  dueño,  tiene  ver- 
"dadero  dominio  de  ellas;  y  como  á  veces  son  la  representación  de 
"derecho  en  bienes  inmuebles,  podría  dudarse  si  realmente  les  co- 
"rrespondia  esta  clasificación.  La  Comisión  ha  creído  que  la  índole 
"de  las  Sociedades  por  acciones  se  opone  á  darles  semejante  carác- 
"ter;  cualesquiera  qui?  sean  los  objetos  de  las  asociaciones,  el  carác- 
"ter  comercial  prevalece  en  ellas:  aglomerar  las  formalidades  para 
"su  trasmisión,  es  desnaturalizarlas.  Podrán  poseer  bienes  inmue- 
"bles,  pero  aunque  por  ser  estos  de  la  Sociedad  son  de  todos  los  so- 
"cios  en  común,  no  puede  en  rigor  decirse  que  están  representados 
"por  las  acciones:  las  acciones  sólo  representan  una  parte  alícuota  de 
"todo' el  capital  social  sin  determinación  de  los  bienes  en  que  con- 
"siste^  ya  sean  raíces,  ya  muebles,  ya  cosas  incorporales." 

473. — Propónese  aquí  la  Comisión  declarar  la  razón  de  la  ley 
nueva  al  negar  la  cualidad  de  inmuebles,  á  ciertas  acciones  que  ve- 
nian  considerándose  con  ese  carácter,  y  para  demostrar  que  propia- 
mente no  les  pertenece,  examina  sus  diferentes  clases. 
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474- — La  Serna,  á  quien  sigue  Canales  casi  literalmente  en  este 
punto  como  en  otros  muchos,  refiere  como  antecedente  histórico  que 
''desde  el  tiempo  de  los  Reyes  Católicos  comenzaron  á  introducirse 
"(en  España)  los  juros ^  llamados  así  porque  eran  unas  concesiones 
"que  obtenían  ^^ox  juro  de  heredadlos  que  ofrecían  voluntariamente 
"caudales  al  Estado  á  censo  abierto,  pagaderos  sobre  los  productos 
"que  daban  las  rentas  de  la  Corona,  asegurando  su  cumplimiento 
"con  el  sagrado  de  la  palabra  real;  eran  una  especie  de  censos  sobre 
"las  rentas  del  Estado,  y  á  su  pago  solian  en  un  principio  consa- 
"grarse  rentas  especiales."  A  causa  de  la  gran  semejanza  entre  los 
juros  y  los  censos,  se  consideraron  aquellos  como  bienes  inmuebles, 
atribuyéndoseles,  aunque  con  evidente  inexactitud,  la  propia  natu- 
raleza que  á  los  censos, — Opiniones  modernas  los  despojaron  de  ese 
carácter,  innovación  que  fué  adoptada  por  la  Ley  Hipotecaria  de 
1 86 1.  Y  no  debe. echarse  en  olvido,  siquiera  sea  para  comprender 
mejor  las  palabras  que  hemos  transcrito,  de  la  Comisión  de  Códigos, 
que  la  ley  de  30  de  Marzo  de  1861,  conforme  con  la  doctrina  que 
aquella  sentara,  declaró  exentos  de  reivindicación  los  efectos  al  por- 
tador expedidos  por  el  Estado,  por  Corporaciones  administrativas  ó 
por  compañías  autorizadas  al  efecto.  El  que  los  adquiría  en  la  forma 
legal  era  desde  ese  momento  su  dueño;  la  posesión  de  buena  fé  se 
equiparó  al  dominio,  y  á  la  verdad  que  la  ley  se  ajustó  á  la  na- 
turaleza de  los  títulos  al  portador  y  que  si  no  puede  esta  circunstancia 
legitimar  el  hurto  ni  el  fraude,  legitima  sí  toda  tenencia  en  que  esos 
vicios  no  concurran,  y  no  se  necesita  lapso  alguno  de  tiempo  para 
que  el  adquirente  en  forma  legal  sea  reputado  dueño.  En  una  pa- 
labra, si  la  cosa  mueble  se  adquiere  por  prescripción  de  tres  años, 
según  la  regla  general  de  la  ley,  en  esta  clase  de  acciones  la  pres- 
cripción es  instantánea. 

475. — Las  acciones  de  minas  fueron  declaradas  bienes  inmuebles 
por  Circular  de  la  Dirección  General  de  contribuciones  directas  de 
9  de  Marzo  de  1853,  pero  se  suspendió  esa  disposición  por  Real 
orden  de  22  de  Abril  siguiente. — La  adición  que  se  nota  en  el  pre- 
sente artículo  4?  de  nuestra  Ley  Hipotecaria,  en  las  palabras  ni  las 
de  sociedades  comunes  cualquiera  que  sea  su  clase,  tuvo  por  objeto 
comprender  entre  las  sociedades  que  no  son  mercantiles,  las  de  mi- 
nas, según  observa  con  oportunidad»  el  Sr.  Stuyck  y  Reig.     (i) 

476.— Examinando  la  Serna  la  distinción  de  los  bienes  en  mue- 
bles é  inmuebles,  hace  observar  que  según  la  ley  de  Partidas  (2),  los 

( 1 )  En  su  obra  titulada  Legislación  Hipotecaria  y  del  Notariado  de  las  provincias  de 
Cuba  y  Puerto  Rico, 

(2)  **Muebles  son  llamadas  todas  las  cosas  que  los  ornes  pueden  mover  de  nn  Jugar  á 
"otro;  e  todas  las  que  se  pueden  ellas  por  sí  mover  naturalmente;  e  las  que  los  ornes  pne- 
*'den  mover  de  un  lugar  a  otro,  son  assi  como  paños,  ó  libros,  6  civera,  ó  vino,  ó  olio,  o  lo- 
adas las  otras  cosas  semejantes  destas,  e  las  que  se  mueven  por  sí  naturalmente  son  assí 
* 'como  los  caballos  é  las  muías  é  las  otras  bestias  e  ganados,  e  aves,  e  las  otras  cosas  seme- 
"jantes."  (Ley  4?,  tit,  29  P.  3?) — Las  que  no  se  hallen  en  ninguno  de  estos  casos  son 
inmuebles,  dice  Gutiérrez  y  Fernandez,  "comprendiendo  en  una  definición  negativa  todos 
los  objetos  deque  hablan  otras  leyes." 
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frutos,  una  vez  separados,  son  muebles,  mientras  que,  según  el  art- 
III  de  la  Ley  Hipotecaria  (125  en  la  nuestra)  tienen  la  considera- 
ción de  inmuebles,  puesto  que  son  comprendidos  en  la  hipoteca  cons- 
tituida sobre  el  predio,  los  frutos  cogidos,  pero  no  levantados  ni  al- 
macenados.— Sin  duda  á  esta  circunstancia,  á  la  ve?  que  á  lo  decla- 
rado en  el  presente  artículo  4?,  se  refería  en  la  Cámara  de  diputados 
el  Sr.  Ortiz  de  Zarate,  cuando  en  la  sesión  del  4  de  Enero  de  1861, 
se  expresaba  así: 

.477. — **. vá  á  haber  otro  inconveniente,  yes   que  truncamos 

"el  Código  Civil  en  la  gran  división,  en  la  calificación  que  hace  de 
"bienes  muebles  y  de  bienes  inmuebles. 

478. — "El  Código  ha  declarado  cuáles  son  bienes  muebles  y  cua- 
tíes bienes  inmuebles,  y  viene  una  ley  y  dice:  lo  que  el  Código  Civil 
"prescribe  no'  vale  nada;  estos  son  bienes  mueblóos  y  estos  son  bienes 
"inmuebles.  Mañana  vendrá  un  testamento,  una  disposición  testa- 
"mentaria,  y  dirá:  *'lego  á  N.  mis  bienes  muebles;"  y  la  ley  hipote- 
"caria  dirá:  son  estos,  y  por  el  Código  Civil  serán  otros  di.stintos. 
"¿Por  qué  no  se  aclara  esto?  ¿Porqué  no  se  respeta  la  división  del 
"Código  civil  en  este  punto?"^ 

479. — No  podemos  menos  de-  reconocer  el  gran  talento  y  copia 
de  razones  con  que  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  en  dos  discursos,  sin  duda 
de  los  más  notables  que  se  pronunciaran  en  las  Cortes  acerca  de  la 
Ley  Hipotecaria,  examinó  á  grandes  y  elocuentes  rasgos,  usando  á 
la  vez  (Je  la  síntesis  y  del  análisis,  las  varías  disposiciones  del  Pro- 
yecto. Pero  en  el  punto  concreto  á  que  acabamos  de  referirnos  no 
le  vemos  [y  acaso  sea  un  error  de  nuestra  parte]  tan  sólidamente 
apoyado,  tan  nutrido  de  razón  como  en  otros  muchos  casos  de  los 
que  presentó  en  su  magnífico  trabajo,  y  á  uno  de  los  cuales  nos  re- 
ferimos ya  en  los  párrafos  266  á  269  de  esta  obra.  Y  al  contemplarlo 
en  este  punto  menos  fuerte  que  de  costumbre  se  nos  vienen  á  la 
memoria  las  siguientes  palabras  que  pronunció  en  la  propia  ocasión 
de  que  tratamos:  **.... el  objeto  de  impugnar  esta  ley,  pues  al 
"fin  la  daré  mi  voto  á  su  tiempo,  es  el  de  provocar  explicaciones  y 
"que  se  hagan  comentarios,  que  creo  los  necesita  en  bastante  can- 
"tidad."  ^       * 

480. — ^Y  no  nos  parece  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  tan  provisto  de  ra- 
zón en  este  caso  como  en  otros,  porque,  á  nuestro  juicio,  la  dificul- 
tad que  propone  no  lo  es  en  el  terreno  de  la  práctica.  El  presente 
artículo  dice  explícitamente  al  excluir  los  bienes  á  que  se  refiere, 
que  no  se  considerarán  inmuebles /^r^  los  efectos  de  esta  ley,  esto  es, 
para  llevarlos  al  Registro,  el  cual,  según  la  explicación  que  ya  dimos, 
[par.  92  de  esta  obra]  es,  si  se  nos  permite  una  expresión  gráfica,  la 
única  puerta  por  donde  se  penetra  en  el  recinto  de  la  nueva  Ley. 
Y  en  cuanto  al  art.  ni,  citado  por  la  Serna,  y  que  lleva  el  numeró 
125  en  nuestra  Ley,  es  de  notar  que  no  hace  directamente  la  califi- 
cación de  ser  inmuebles  los  frutos  cogidos  y  no  levantados,  sino  que 
se  Umita  á  comprenderlos  en  la  hipoteca   del   predio",  y   aunque  no 
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puede  negarse  en  vista  de  tal  declaración  que  los  considera  inmue- 
bles, supuesto  que  un  artículo  anterior  (io6  en  la  ley  citada  por  la 
Serna  y  120  en  la  nuestra j,  declara  que  sólo  son  susceptibles  de  hi- 
poteca los  bienes  inmuebles,  tampoco  cabe  perder  de  vista  el  que  lo 
^ultimo  es  consecuencia  extricta  de  lo  primero,  y  no  puede  llevarse 
más  allá;  y  por  consiguiente,  que  los  frutos  cogidos  y  íio  levantados 
sólo  son  inmuebles  en  cuanto  pueden  ser  reclamados  como  parte, 
como  accesión  del  derecho  de  hipoteca  constituido  sobre  el  predio. 
Y  en  uno  y  en  otro  caso  queda  perfectamente  fijado  elpunto  deque 
los  bienes  que  la  Ley  Hipotecaria  ha  convertido  de  muebles  en  in- 
muebles ó  al  contrario,  sólo  se  apartan  de  la  naturaleza  que  las  leyes 
comunes  les  confieren  en  cuanto  caiga  dentro  de  la  órbita  precisa  y 
definida  de  la  nueva  ley. 

481. — Volviendo  ahora  al  caso  propuesto  por  el  Sr.  Ortiz  de  Za- 
rate, explicaremos  por  qué  la  dificultad  qu.e  supone  no  lo  es,  á  nues- 
tro juicio,  en  el  terreno  de  la  práctica.  Cuando  en  una  disposición 
testamentaria  se  diga:  **lego  á  N.  mis  bienes  muebles,"  la  naturaleza 
de  éstos  ha  de  fijarse  con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  porque  el  caso 
de  aplicación  de  la  Ley  Hipotecaria  no  llegará  hasta  el  momento  en 
que  se  lleven  al  Registro  los  que  sean  susceptibles  de  inscripción, 
,  momento  en  el  que  ya  se  habrá  determinado  en  litigio  ó  por  ave- 
nencia de  las  partes,  cuáles  hayan  sido  los  bienes  que  en  la  mente 
del  testador  tuvieron  la  consideración  de  muebles. — ^Y  si,  en  cam- 
bio, en  el  terreno  dé  la  doctrina  puede  repugnar  esta  diversidad  de 
criterio,  ella  tiene  su  natural  explicación  en  los  motivos  ya  expues- 
tos en  este  libro;  es  decir,  en  las  causas  que  han  impedido  la  sanción 
legal  del  Proyecto  de  Código  civil  (%  yy  á  80  de  nuestra  Reseña 
históficd)  y  en  la  imposibilidad  racional  expuesta  por  la  Comisión 
de  Códigos  (par.  480  de  esta  obra)  de  adoptar  lo  que  en  las  antiguas 
leyes  se  oponia  á  la  reforma  implantada. — Verdad  es  que  el  Proyec- 
to de  Código  Civil  establece  lo  contrario  que  la  Ley  Hipotecaria 
respecto  á  los  oficios  enajenados  de  la  Corona,  que  aquel  declara  in- 
muebles (Art.  380,  núm.  9);  pero  si  se  hubiese  adoptado  como  ley 
y  refundídose  en  él  la  hipotecaria,  cualquiera  de  los  dos  sistemas  que 
hubiese  prevalecido,  habría  hecho  desaparecer  la  contradicción,  la 
anomalía  que  lamentaba  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate. 

482. — La  única  disposición  complementaria  que  podemos  seña- 
larle al  presente  artículo  es  la  del  siguiente  de  nuestro  Regla- 
mento: 

Artículo  31. 

Con  arreglo  á  los  artículos  4"  y  122  de  la  ley,  no  son  inscribibles  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  los  actos  y  contratos  relativos  á  las  acciones  en  que  se 
haya  dividido  el  capital  de  las  Compañías  mercantiles,  cualquiera  que  sea  su 
especie  y  denominación,  cuyas  acciones  se  trasmitirán,  mientras  aquellas  no 
se  hallen  definitivamente  disueltas,  con  arreglo  á  la  legislación  mercantil 
vigente. 
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483. — ^Es  copia  textual  de  la  parte  dispositiva  de  la  Real  ÓFdén 
de  17  de  Abril  de  1876  recaída  á  consulta  del  Registrador  de  la 
propiedad  de  Villanueva  y  Geltrií  sobre  si  eran  inscribibles  los  actos 
traslativos  ó  modificativos  de  las  acciones  en  que  se  hallase  dividido 
el  capital  de  las  sociedades  mercantiles,  cuando  no  fuesen  anónimas. 
Dadaba  el  Registrador  citado  si  la  disposición  del  art  4?  de  la  Ley 
peninsular  (véase  su  texto  en  las  Concordancias)  era  aplicable  átoda 
Sociedad  mercantil  ó  comprendía  sólo  á  las  anónimas;  resolvieron  la 
consulta  en  este  ultimo  sentido,  y  por  tanto,  en  el  de  ser  inscribibles 
las  acciones  que  "motivaban  la  consulta,  el  Juez  de  primera  instancia 
y  el  Presidente  de  la  Audiencia,  y  elevada  á  la  Dirección  General 
del  Registro,  suspendió  esta  1^  providencia  y  consultó  al  Gobierno, 
quien  resolvió  lo  que  dejamos  expuesto,  fundándose  para  ello  en  que 
el  art  4?  de  la  ley  no  distingue,  y  en  que  el  108  (122  de  la  nuestra) 
al  prohibir  que  se  constituya  hipoteca  sobre  ciertos  bienes  que  no 
considera  inmuebles  incluye  en  esa  prohibición  las  acciones  de  Com- 
pañías mercantiles  de  cualquier  especie  (Núm.  4?  del  artículo  cita- 
do); y  en  "que  la  inscripción  de  las  acciones  de  sociedades  mer- 
"cantiles  en  general  es,  además,  contraria  á  los  principios  fundamen- 
"tales  de  la  citada  ley,  porque  perteneciendo  el  dominip  y  adminis- 
"tracion  de  los  bienes  raices  que  forman  el  capital  social  á  las  mis- 
"mas  compañías,  consideradas  como  personas  distintas  de  los  socios, 
•*y  representando  las  acciones  de  estos  sólo  una  parte  alícuota  de 
'todo  el  capital,  sin  determinación  de  los  bienes  en  que  consiste,  ya 
"sean  raices,  ya  muebles,  ya  cosas  incorporales  (r)  la  inscripción^ 
"de  los  inmuebles  debe  hacerse  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art. 
"9?,  numero  5?  de  dicha  ley  (2)  á  nombre  de  la  compañía  ó  socie- 
"dad  mercantil,  la  cual  es  la  única  persona  jurídica  que  reúne  laca- 
opacidad  necesaria  para  disponer  de  ellas  (3),  cuya  inscripción,  una 
"vez  practicada,  constituye  un  obstáculo,  según  el  JRegistro,  para 
"inscribir  el  dominio  del  todo  ó  parte  del  inmueble  á  favor  de  un 
"socio  mientras  este  no  presente  el  correspondiente  título  traslativo 
"otorgado  por  la  misma  compañía  ó  por  sus  legítimos  represen- 
"tantes."  .  ^ 

484. — Se  declaró  pues,  con  expresión  de  que  sirviera  de  regla 
general  en  lo  sucesivo,  que,  con  arreglo  á  los  artículos  4?  j  108  ufe 
la  y^y  Hipotecaria^  no  son  inscribibles  en  el  Registro  de  la  propiedad 
loe  actos  y  contratos  relativos  á  las  acciones  en  que  se  haya  dividido 
el  capital  de  las  Compañías  mercantiles  ^  cualquiera  que  sea  su  espe- 
cie y  denominación^  cuyas  acciones  se  trasmitiMn  mientras  aquellas 
no  se  hallen  definitivamente  disueltas ^  con  arreglo  á  la  legislación 
tHercantil  vigente. — Como  se  vé,  las  propias  palabras  empleadas  en 
nuestro  art  31  reglamentario,   salvo  el  referirse   este  al  art.  122  de 

(1)  Palabras  de  ta  Comisión  que  reprodujimos  en  el  par.  47a. 

(2)  Art.  17,  número  también  5?  de  la  nuestra. 

(3)  Esto  es,  la  única  persona  que  se  halla  en  aptitud  legal  de  disponer  de  ellas. 
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nuestra  ley,  que  es  el  que  corresponde  al  io8  de  la  peninsular,  que 
citaba  la  Real  orden. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  s? 

También  se  inscribirán  en  el  Registro  los  documentos  ó  títulos  expresados 
en  el  artículo  2?,  otorgados  en  país  extranjero,  que  tengan  fuerza  en  Espa&x 
con  arreglo  á  las  leyes,  y  las  ejecutorias  de  la  clase  indicada  en  el  número  cuar- 
to del  mismo  artículo,  pronunciadas  por  Tribunales  extranjeros,  á  que  deba 
darse  cumplimiento  en  el  Reino,  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

CONCORDANCIAS. 


LEY  DE  1861. 

Afticulo  5? 
(Igual  al  de  la  nuestra. ) 


Ley  Reformada  de  1869. 

Artículo  5<» 

(No  sufrió  modificación  al- 
guna). 

Ley  de  Paerto  Bico. 

Artículo  5? 
(También  es  iguaL) 


Proyecto  de  Código  Ofril 
Articulo  1822 

Para  que  puedan  inscrilnr- 
se  las  escrituras  otorgadas  en 
país  extranjero  se  requiere  el 
consentimiento  del  propieta- 
rio de  los  bienes  sobre  qoe 
recae  la  inscripción,  ó  en  sn 
defecto  un  mandato  jodidal. 

Exceptúense  de  esta  dispo- 
sición las  escritoras  otorga- 
das ante  los  cónsules  de  S.  M. 

£n  cuanto  á  los  títulos  qae 
se  funden  en  sentencias  dic- 
tadas en  país  extranjero,  se 
observará  lo  dispuesto  en  el 
art  32. 

Ordena  éste  observar  d  prin- 
cipio de  reciprocidad  respecto 
de  las  sentencias  dictadas  por 
los  Tribunales  extranjeros, 
para  su  cumplimiento  en  Es- 
paña, salvas  las  reglas  v  usos 
admitidos  para  poneiias  en 
ejecución. 


485. — Expuestas  en  el  art  2?  de  la  Ley  las  distititas  clases  dejos 
títulos  sujetos  á  inscripción,  trátase  ahora  de  los  que  se  otorgan  en 
el  extranjero,  y  el  presente  artículo  los  divide  en  dos  grupos:  títulos 
otorgados  entre  particulares,  y  ejecutorias.  Una  regla  distinta  for- 
mula para  cada  uno  de  esos  grupos:  respecto  á  los  primeros,  serán 
inscribibles  cuando  tengan  fuerza  en  España  con  arreglo  á  las  leyes; 
tocante  á  las  segundas,  cuando,  con  arreglo  á  la  Ley  de  Enjuicia- 
mento  Civil,  deba  dárseles  cumplimiento  en  el  Reino. — Acerca  de 
las  disposiciones  del  presente  artículo,  se  expresa  la  Comisión  de 
Códigos  en  la  íbtma  siguiente: 
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486. — "Otra  cuestión  importante  y  nueva  en  nuestra  Patria  debía 
"resolver  la  Comisión,  á  saber:  si  han  de  ser  inscriptos  los  docu- 
*'jnentos  ó  títulos  otorgados  en  el  extranjero,  que,  á  haberse  cele- 
"brado  en  España,  estarían  sujetos  a  la  inscripción.  No  puede  en 
'^nuestros  dias  el  legislador  áesentenderse  del  derecho  internacional 
"privado,  que  menos  importante  en  otros  tiempos,  hoy,  gracias  al 
''aumento  de  la^  comunicaciones  siempre  crecientes  entre  todos  los 
"pueblos  civilizados,  á  los  enlaces  de  familias  extranjeras  con  nacio- 
"nales,  á  la  multiplicación  de  las  empresas  industriales  y  agrícolas, 
**jr  al  cosmopolitismo,  si  así  puede  decirse,  de  la  edad  presente,  no 
"debe  pas^  olvidado,  como  tampoco  quedar  en  incierto  los  intere- 
"ses  que  proteje.  La  soberanía  del  legislador  está  en  verdad  limi- 
"tada  por  las  fronteras:  este  principio,  que  no  obsta  á  que  los  ex- 
"tranjeros  entren,  pasen  y  se  establezcan  en  el  territorio  de  una 
"Nación  que  no  es  la  suya,  á  que  ejerzan  en  ella  su  industria  ó  su 
"comercio,  á  que  adquieran  bienes,  y  a  que  sucedan,  ya  en  virtud 
"de  disposición  testamentaria,  yá  por  llamamientos  de  la  Ley,  con 
"subordinación  siempre  á  las  restricciones  que  en  cada  caso  se  ha- 
"Ucui  establecidas  por  las  legislaciones  especiales  de  cada  pueblo,  es- 
"tá  limitado  por  razones  de  conveniencia  universal  de  todas  las  na- 
"dones.  El  derecho  escrito  es  en  verdad  escaso  por  do  quiera  eií 
"disposiciones  referentes  á  las  personas,  á  los  bienes  y  actos  de  los 
"regnícolas  en  el  extranjero  y  de  los  extranjeros  en  el  Reino;  pero 
"motivos  de  utilidad  que  ninguna  Nación  ha  desconocido,  han  he- 
"cho  que  en  cada  Estado  se  dé  a  las  leyes  extranjeras  efectos  más  ó 
"menos  extensos,  efectos  que,  escritos  pocas  veces  .  en  las  Leyes, 
'lian  venido  á  formar,  con  la  repetición  de  actos,  la  jurisprudencia 
"de  los  Tribunales. 

487. — "Los  principios  de  este  derecho  internacional,  formulados 
"por  ilustres  escritores,  desenvueltos  en  gran  parte  por  la  práctica 
'judicial,  sancionados,  aunque  en  menor  escala,  por  algunos  trata- 
"dos  entre  las  diferentes  Potencias  de  Europa  y  de  América,  y  co- 
"menzados  á  escribir  con  timidez  y  concisión  en  las  leyes,  van  ya 
"formando  un  derecho  consuetudinario,  que  más  pronto  6  más  tarde , 
"(incluirá  por  dominar  en  todas  las  Naciones  civilizadas.  No  será 
"España  la  que  más  tarde  en  entrar  en  este  camino:  la  historia  de 
*lo  pasado  es  el  pronóstico  para  lo  futuro. 

488. — "Cuando  nuestra  patria  estaba  fraccionada  en  pequeñas 
"monarquias,  y  estas  monarquías  lo  estaban,  por  los  estatutos,  ya 
'^vinciales,  ya  municipales,  por  los  fueros  y  por  las  costumbres; 
'^omndo  en  medio  de  este-  desconcierto  general  se  empezaba  á  sen- 
**fe  la  necesidad  de  fijar  reglas  para  los  conflictos  ocasionados  por 
*^do8  6  mas  legislaciones  diversas,  pero  que  la  ciencia  no  habia  com- 
•^ndido  aún  esta  necesidad;  cuando  los  grandes  jurisconsultos  de 
%  escuela  de  Bolonia,  sin  conocer  el  vacío,  dejaban  al  siglo  siguien- 
**te  y  á  Baldo  y  Bartolo  la  gloria  de  llevar  la  primera  piedra  á  la 
"ciencia  del  derecho  internacional  privado,  D.  Alfonso  X^  adekn- 
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"tándose  á  su  época,  fijaba  como  legislador  los  principios  que  hoy 
"prevalecen  en  Europa,  [i] 

489. — "Al  renacer  en  España  en  este  siglo  el  espíritu  cadificador 
**que  animó  al  Rey  Sabio,  las  mismas  han  sido  sus  tendencias.  En 
"diferentes  disposiciones  del  Gobierno,  [2]  en  el  proyecto  de  Códi- 
"go  Civil,  [3]  en  la  Ley  vigente  de  Enjuiciamiento  para  los  nego- 
"cios  civiles,  {4]  ha  predominado  la  idea  de  escribir  en  las  Leyes 
"los'  principios  que  recomienda  la  Ciencia  y  que  van  siendo  práctica 
"general  de  las  Naciones. 

490. — "Fiel  la  Comisión  á  estos  antecedentes,  que  tiene  también 
"muy  en  cuenta  en  el  proyecto  de  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
"en  cuya  redacción  se  ocupa,  no  ha  creido  que  debia  prescindir  de 
"ellos  en  el  de  Hipotecas.  Por  esto  propone  que  los  títulos  otorga- 
"dos  en  pais  extranjero  que  tengan  fuerza  en  España  con  arreglo  á 
"las  Leyes,  y  las  ejecutorias  pronunciadas  por  Tribunales  extranje- 
"ros,  á  que  según  lo  prescrito  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
"deba  darse  cumplimiento  en  España,  se  inscriban  en  el  Registro 
"correspondiente,  siempre  que  debieran  inscribirse  los  mismos  do- 
"cumentos  si  contuvieran  actos  celebrados  ó  sentencias  pronuncia- 
"das  en  el  Reino.  La  Comisión  confia  en  que  si  su  propuesta  me- 
"rece  la  aprobación  del  Gobierno,  resultará  de  ello  el  mismo  ó 
"quizá  mayor  beneficio  á  los  nacionales  que  á  los  extranjeros.  De 
"otro  modo,  todos  los  actos  de  comunicación  ó  de  trasmisión  de  la 
"propiedad  ó  de  constitución  de  un  derecho  real,  verificados  en  el 
^extranjero  por  extranjeros  ó  regnícolas  que  se  refieran  á  bienes  s¡- 
"tos  en  España,  aunque  con  arreglo  á  nuestras  leyes  fueran  aquí 
"válidas,  no  podrian  inscribirse,  ni  aparecerían  tampoco  en  el  Re- 
"gistro  las  incapacidades  para  enajenar  que  obrando  dentro  de  sus 
"atribuciones  y  derechos  indisputables,    impusieran  los  Tribunales 


(i)  Alude  aquí  la  Comisión  á  lo  que  se  establece  en  dos  leyes  de  Partidas.  La  15,  tí- 
tulo I?  de  la  Partida  i*  dice  así: 

"Todos  aquellos  gtu  son  del  señorío  •  del  fazedot  de  las  leyes ^  sobre  que  las  el  pone,  son 
tenudos  de  las  obedecer  e  guardar,  e  juzgarse  por  ellas,  e  no  por  otro  escrito  de  otra  ley 
fecha  en  ninguna  manera;  c  el  que  la  ley  faze,  es  tenudo  de  la  fazer  complir.  E  eso  misnu 
decimos  de  les  otros  que  fueren  de  otro  señorío^  que  ficiesen  elpleyto  o  postura  y  o  yerro  en.,  la 
tierra  do  se  juzgue  po}  las  leyes:  ca  maguer  sean  de  otro  lugar  non  pueden  ser  escusados  de 
estar  a  mandamiento  dellas,  pues  que  el  yerro  ficiesen  onde  ellas  han  poder:  e  aunque 
sean  de  otro  señorío,  non  pueden  ser  escusados  de  se  juzear  por  las  leyes  de  aqael  seño- 
río, en  cuya  tierra  oviessen  fecho  alguna  destas  cosas..-.'' 

Y  la  15,  tít.  15,  P.  3*  que  trata  de  las  pruebas,  dice  así: 

**É  si  por  aventura  alegase  ley  ó  fuero  de  otra  tierra  que  fuesse  de  fuera  de  nuestro 

señorío,  mandamos  que  en  nuestra  tierra  non  aya  fuerza  de  prueva,  fuetas  ende  en  con- 
tiendas que  fuessen  entre  ornes  de  aquella  tierra,  sobre  pleyto  o  postura  que  oviessen  fecho 
en  ella,  o  en  razón  de  alguna  cosa  mueble  o  rayz  de  aquel  logar.  Ca  estonce,  maguer  es- 
tos estraños  contendiesen  sobre  aquellas  cosas  antcl  Juez  de  nuestro  Señorío,  bien  pueden 
recebir  la  prueva  o  la  ley  oel  fuero  de  aquella  tierra,  que  alegaren  antel,  e  devese  por 
ellar  averiguar,  e  delibrar  el  pleyto " 

'     {2)    Pronto  nos  referiremos  á  una  de  las  más  importantes. 

(3)  Además  del  art.  1822,  transcrito  en  las  Coneofdanaas,  se  refieren  á  hi  materia  que 
se  menciona  en  el  texto,  los  arts.  6?  al  10  y  26  á  32  del  Proyecto. 

(4)  Véase  fft  art,  182  del  que  más  adelante  tratarém*os. 
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"extranjeros,  conforme  á  las  reglas  del  estatuto  personal^  por  el  que 
"se  gradúa  la  capacidad  civil  de  las  personas,  á  subditos  suyos  que 
"tuvieran  en  nuestro  país  bienes  inmuebles,  que  siempre  son  regi-. 
•*dos  por  el  estatuto  real^  6  lo  que  es  lo  mismo,  por  la  Ley  del  suelo 
"en  que  se  hallan." 

491. — Extensa  se  mostró  en  este  lugar  la  Comisión  de  Códigos, 
no  obstante  lo  cual,  hemos  qreido  deber  reproducir  íntegramente  sus 
palabras,  tanto  porque,  todos  aprecian  la  Exposición  de  Motivos 
"como  el  más  autorizado  comentario  de  la  ley,"  según  la  frase  con 
que  el  Gobierno  la  recomendó  á  las  Cortes,  [i]  como  porque  tam- 
I  bien  juzgamos  oportunas  y  adecuadas  al  contenido  del  presente  ar- 
tículo, las  doctrinas  que  en  el  pasaje  transcrito  se  desarrollan. — Des- 
;  pues  de  exponer  16  que  tardó  la  ciencia  en  adoptar  los  principios 
I  que  hoy  rigen  en  las  Naciones  acerca  de  los  subditos  de  otras,  y  en 
los  que,  aun  en  la  actualidad  se  muestra  deficiente  la  ley  escrita, 
abandonando  gran  parte  del  terreno  á  la  doctrina,  después  de»  tribu- 
tar un  recuerdo  á  la  previsión  del  Rey  Sabio,  y  de  indicar  lo  que  en 
el  sentido  de  las  ideas  modernas  se  habia  establecido  en  las  leyes 
más  recientes,  pasa  la  Comisión  al  punto  de  actualidad,  y  trata  de 
explicar  la  ventaja  práctica  que  habrá  de  seguirse  de  adoptar  la  dis- 
posición que  propone. 

492. — Encuentra  la  Serna  sumamente  justo  el  recuerdo  tributado 
por  la  Comisión  á  D.  Alfonso  X,  y  yendo  ayn  más  adelante  que 
ella,  proclama  como  más  dignos-  de  alabanza  que  Bartolo  y  Baldo, 
al  "gran  legislador  del  siglo  XIII  y  los  sabios  que  en  su  vasta  em- 
presa le  auxiliaron  al  establecer  como  ley  lo  que  ni  aun  era  doctrina 
para  los  jurisconsultos  más  sabios  de  la  época." — No  habia  además 
precedente  alguno  que  seguir,  dice  el  autor  citadoy  ni  habia  nacido 
todayia  Bartolo  de  Saxo  Ferrato,  que  en  el  siglo  siguiente  proclamó 
la  regla  de  locus  regit  actum;  y  es  en  vano  buscar  en  la  legislación 
de  Roma  principio  ni  doctrina  de  donde  aquella  pudiera  derivarse, 
no  obstante  el  afán  con  que  algunos  pugnan  por  "encontrar  en  el 
''derecho-modelo  ioáo  lo  que  el  trascurso  de  los  siglos  ha  ido  aña- 
adiendo  á  la  obra  inmortal  délos  jurisconsultos  romanos." — La  glo- 
ria de  haber  sentado  por  primera  vez  esa  doctrina  pertenece,  pues, 
íntegra  al  autor  de  las  Partidas. 

493. — Indispensable  es  exponer  en  este  punto,  aunque  con  la 
brevedad  que  acostumbramos,  siempre  que  se  trata  de  doctrinas 
generales,  los  principios  que  constituyen  lo  quesuele,  si  bien  con  im- 
propiedad, denominarse  derecho  internacional  PRIVADO. — El  Dere- 
cho que  los  romanos  llamaron  dt  gentes,  y  al  que  Bentham  tuvo  la 
gloria  de  designar  con  el  nombre  hoy  universalmente  adoptado  de 
internacional,  es,  puede  decirse,  el  derecho  civil  de  las  Naciones;  ps 
decir,  el  que  establece  las  relaciones  de  cada  Nación  con  las  demás, 
considerando  cada  Estado  como  una  persona  jurídica  con  derechos 


(i)    Par.  83  de  nuestra  Restñd  histórica. 
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y  deberes  respecto  de  los  otros.  Ese  derecho  es  á  las  Naciones  lo 
que  el  civil  á  los  particulares,  fuera  de  no  existir  una  autoridad  co- 
mún que  dé  á  sus  leyes  fuerza  coactiva. — No  siempre  el  Derecho 
internacional  considera  á  las  Naciones  como  entidades  colectivas; 
consecuencia  es  de  sus  teorías  que  se  vea  precisado  á  establecer  las 
relaciones  entre  el  subdito  de  un  Estado  cualquiera,  y  las  leyes  de 
otro  Estado  en  que  resida  ó  posea  bienes  6  intereses  de  cualquier 
clase.  De  aquí  la  división  del  Derecho  internacional  en  público  y 
privado,  como  algunos  dicen,  ó  en  primario  y  secundario,  como  otros 
proponen,  con  mayor  exactitud,  á  nuestro  juicio.  Si  el  Derecho 
internacional  en  su  parte  primitiva,  fundamental,  en  la  única  que 
ocurre  á  la  imaginación  al  nombrársele,  es  una  parte  del  Dere- 
cho  público,  hay  marcada  impropiedad,  grave  contradicción  en  sub- 
dividir  una  rama  clasificada  ya,  para  atribuirle  á  una  de  sus  secciones 
opuesta  naturaleza  á  esa  clasificación.  El  derecho  internacional  es 
siempfe  público:  llámasele  primario,  esto  es,  primitivo,  fundamental, 
cuando  se  aplican  sus  principios  de  Nación  á  Nación;  y  secundario, 
ó  sea  derivativo,  cuando  se  aplican  entre  un^  Nación  y  el  subdito 
de  otra;  pero  en  ambos  casos  reviste  naturaleza  de  público,  ya  por- 
que siempre  se  considera,  siquiera  sea  solo  de  una  parte,  la  entidad 
Nación,  ya  porque  de  la  otra,  aunque  á  primera  vista  sólo  se  perci- 
ba un  subdito  extranjero,  esto  es,  un  particular,  en  él  se  refléjala 
Nación  de  que  forma  parte,  y  esa  Nación  es  la  que  se  respeta 
por  la  otra.  No  se  trata  aquí  sencillamente  de  aplicar  á  un  particu- 
lar cualquiera  las  leyes  de  un  país;  se  aplican  primeramente  los  prin- 
cipios del  derecho  público,  la  ley  común  de  las  Naciones,  al  indivi- 
duo de  una  de  ellas,  y  bajo  este  punto  de  vista  es  derecho  público 
el  internacional  aun  en  su  segundo  aspecto.  Lo  es  en  el  terreno  de 
loa  principios,  lo  es  también  dentro  de  un  buen  sistema  de  clarifica- 
ción.— Ofrece  además  esta  nomenclatura  la  ventaja  de  indicar  la 
naturaleza  de  ambas  clases,  llamando  al  uno  primario,  esto  es  pri- 
mitivo, fundamental,  porque  si  no  considerásemos  la  entidad  Na- 
ción, no  podríamos  llegar  á  la  idea  derivativa  de  subdito  extranjero; 
y  al  otro  secundario,  porque  expresa  esta  idea  derivativa. 

494. — Se  da  el  nombre  de  estatutos  al  conjunto  de  leyes  aplicables 
á  los  extranjeros.  Y  se  distinguen  tres  clases,  personal,  real  y  for- 
mal. El  estatuto  personal  es  el  que  se  aplica  al  estado  civil,  y  se 
llama  así,  porque  se  refiere  directamente  á  Xs.  persona.  El  estatuto 
personal,  dice  la  Serna  gráfica  y  elegantemente,  sigue  al  hombre  á 
donde  quiera  que  va,  y  le  sujeta  á  la  ley- del  país  á  que  pertene- 
ce, (i^  Por  él  se  determina  si  uno  es  nacional  ó  extranjero,  si  está 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  si  es  padre  ó  hijo  de  familia, 
si  es  hijo  legítimo  ó  Hegítimo,  mayor  ó  menor  de  edad;  se  fijan  la 
naturaleza  y  extensión  dé  la  pátría  potestad,  lo  relativo  á  la  guarda 


{i)    Elementos  de  Derecho  Civil  y  Penal  de^  España,  Tít.  preliminar,  par.  36. — Ley  ffi' 
poteeatia,  com.  3  al  art.  5? 
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de  menores  ó  incapacitados,  las  reglas  á  que  debe  sujetarse  el  matri- 
monio, la  disposición  de  los  bienes  muebles,  la  de  adquirir  y  trasmi- 
tir por  testamento  ó  abintestato.  En  todas  estas  materias  está,  pues, 
sujeto  á  la  ley  de  su  país  el  extranjero  residente  en  tierra  española, 
y  á  las  de  España  el  subdito  de  ésta  que  se   halle  en  el  extranjero. 

495. — ^El  estatuto  real  es  la  ley  que  regula  la  propiedad  inmueble, 
sin  consideración  directa  á  la  persona.  Y  decimos  directa,  porque 
iadirecta  siempre  la  hay.  Todo  derecho  tiene  por  necesidad  un  ob- 
jeta y  un  sujeto;  el  objeto  es  la  cosa,  corporal  ó  incorporal,  á  que 
afiscta;  el  sujeto,  la  persona  á  quien  pertenece.  Pero  la  naturaleza 
de  los  estatutos  consiste  en  que,  según  la  materia,  la  especie  que 
constituya  los  derechos,  así  prevalezca  para  determinar  la  regla  que 
haya  de  aplicárseles,  ya  la  consideración  de  la  persona,  ya  la  de  la 
cosa,  ya  la  del  acto  celebrado.  El  estatuto  real  es,  pues,  el  aplica- 
ble á  los  derechos  sobre  cosas  inmuebles,  y  la  regla  es  que  ellas  se 
rigen  por  la  ley  del  país  en  que  están  arraigadas,  y,  por  decirlo  así, 
como  clavadas  en  su  suelo.  La  regla  enunciada,  como  antes  dijimos, 
por  Bartolo,  es,  locus  regit  actum;  esto  es,  el  lugar  prevalece 
.sobre  el  acto,  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  el  acto  relativo  á  cosa  inmue- 
ble se  rige  por  la  ley  del  país  en  que  ésta  se  halla  situada. 

496. — Estatuto  formal  es  el  que  se  aplica  á  los  actos  verificados 
en  país  extranjero.  Estos  actos  pueden  ser  judiciales  ó  extrajudi- 
cides.  Hablaremos  ahora  de  los  últimos,  reservando  los  primeros 
para  la  segunda  parte  de  este  artículo. 

497- — Los  contratos  y  cuasi-contratos  están  sujetos  á  ciertas  for- 
malidades, de  las  que  unas  se  refieren  á  la  eficacia  misma  de  la  obli- 
gación, y  otras  á  la  manera  de  declarar  ó  hacer  constar  la  voluntad 
de  los  contrayentes.  Las  primeras  constituyen  la  esencia  del  con- 
trato, las  segundas,  la  forma,  ó  el  modo  de  celebrarlo.  El  estatuto 
formal,  como  su  nombre  lo  indica,  sólo  se  aplica  á  la  forma,  al  mo- 
do con  que  se  otorga  el  contrato,  y  en  esa  materia  rige  la  propia 
regla  que  en  el  estatuto  real.  Locus  regit  actum,  es  decir,  que  la  for- 
ma del  contrato  ha  de  determinarse  con  arreglo  á  la  legislación  del 
^  píus  en  que  se  celebre;  y  por  tanto,  el  funcionario  que  haya  de  au- 
toritario, el  numero  y  capacidad  de  los  testigos  que  intervengan,  la 
daae  de  papel  en  que  se  extienda,  etc.,  serán  las  que  determine  la 
Ity  vigente  en  el  lugar  del  otorgamiento. 

498, — En  cuanto  á  lo  que  se  llama  solemnidades  internas  de  los 
contratos,  aquellas  que  constituyen  su  esencia  y  determinan  su  efi- 
cada»  no  se  rigen  en  ningún  caso  por  el  estatuto  •  formal,  sino  por 
cadquiera  de  los  otros,  según  su  naturaleza.  Las  que  hagan  relación 
á  iis  personas  de  los  otorgantes  se  regirán  por  el  estatuto  personal; 
lasque  se  refieran  á  cosa  inmueble  por  el  real. — Si  v.  gr.  un  ruso  y 
ua  francés  otorgan  en  París  un  contrato  por  el  que  uno  de  ellos  ven- 
de al  otro  su  derecho  hereditario  en  los  bienes  de  un  pariente  suyo 
q«e  acaba  de  fallecer  en  España,  habrá  que  examinar,  en  primer 
táminoi  si  los  otorgantes  tenian  capacidad  para  obligarse  en  el  mo- 
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mentó  de  celebrar  el  contrato,  lo  cual  se  determinará  con  exámcfl 
de  la  legislación  rusa  respecto  del  ruso,  y  del  Código  Civil  de  Fran- 
cia respecto  del  francés;  en  segundo,  validez  del  contrato  mismo,  lo 
que  se  determinará  también  con  vista  de  ambas  legislaciones  respec- 
tivamente, si  se  trata  de  cosas  muebles,  es  decir,  que  en  la  ley  res- 
pectiva se  examinará  si  el  uno  puede  trasmitir  y  el  otro  adquirir 
la  cosa  de  que  se,  trato,  porque  no  pese  prohibición  alguna  sobre 
ellos;  y  si  lo  que  se  trasmite  es  cosa  inmueble  sita  en  España;  sólo 
la  ley  española.  Últimamente  se  observará  si  en  la  forma  del  con- 
trato se  ha  observado  la  ley  francesa  (apuesto  que  fué  París  el  lugar 
del  otorgamiento  j  y  por  tanto  si  la  escritura  en  gue  se  haya  consig- 
nado el  contrato  se  ha  ajustado  á  las  reglas  á  que  se  acomodan  en 
Francia  las  de  su  clase. 

499. — No  se  trata  aquí  de  los  contratos  otorgados  ante  los  agen- 
tes de  España  en  el  extranjero,  porque  á  ellos  no  es  aplicable  el  es- 
tatuto formal,  sino  las  leyes  españolas,  y  han  de  celebrarse  con  los 
propios  requisitos  que  si  se  celebrasen  en  España;  por  cuya  razón 
hemos  comprendido  tales  documentos  en  la  definición  de  escrituras 
públicas  que  dimos  (véase  par.  429)  al  exponer  el  art.  3?  de  la  Ley 
que  examinamos. 

500. — Por  lo  que  antes  hemos  dicho  tocante  al  doble  aspecto  de 
la  Ley,  en  cuanto  afecta  á  las  cosas  y  á  las  personas;  y  aún  pudiera- 
ramos  decir  triple,  en  cuanto  se  relaciona  con  los  actos,  ó  la  forma 
de  otorgarlos,  se  comprenderá  fácilmente  que  en  la  práctica  se  tro- 
piece á  ocasiones  con  dificultades  para  determinar  si  un  acto  cual- 
quiera debe  regirse  por  este  ó  el  otro  de  los  estatutos.  Un  poder, 
V.  gr.  otorgado  en  Francia  para  gestiones  que  han  de  hacerse  en 
España,  se  regirá  por  la  ley  francesa  en  cuanto  á  su  forma  extema, 
esto  es,  á  laque  constituya  la  escritura  en  que  se  contiene,  por  la  de 
la  Nación  á  que  pertenezca  el  otorgante  en  cuanto  á  la  capacidad  de 
este,  y  por  las  españolas  respecto  á  los  actos  que  haya  de  verificar  el 
mandatario  en  España.  Si  la  escritura  de  París  contiene  la  venta  de 
un  inmueble  sito  en  España,  ha  de  estarse  en  cuanto  á  éste  áia  ley 
española,  pero  si  se  trata,  por  el  contrario,  de  un  testamento,  de  im ' 
derecho  sucesorio,  puede  dudarse  si  es  aplicable  el  estatuto  personal, 
como  que  se  trata  de  un  derecho  inherente  á  la  persona,  ó  el  real 
por  recaer  ese  derecho  en  cosa  inmueble. — Sucede  aquí  lo  que  con 
otras  muchas  doctrinas  que  al  compararlas  se  distinguen  perfecta- 
mente en  el  orden  especulativo,  en  el  terreno  de  la  teoría,  y  al  apli- 
carlas se  hace  difícil  realizar  esas  teorías  porque  tienden  á  confundirse 
en  el  terreno  práctico.  Algo  dijimos  acerca  de  este  punto  en  el  par. 
75  de  esta  obra. 

SOI. — En  vista  de  I9  expuesto,  no  podemos  dejar  de  hacer  men- 
ción en  este  lugar,  de  una  sentencia  del  Tribunal  Supremo,  muy 
importante  para  el  estudio  de  la  materia  que  accidentalmente  nos 
ocupa.     Se  dictó  en  6  de  Junio  de    1873,  en  pleito  seguido  ante  el 
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Juzgado  de  Lonja  en  la  ciudad  de  Palma,  y  Audiencia  de  ésta,  sobre 
nulidad  de  un  testamento. 

502. — D.*  Basilio  Canut  y  Choussat  depositó  ante  el  Canciller  del 
Consulado  de  Francia  en  Palma  de  Mallorca,  con  autorización  del 
Cónsul,  un  pliego  cerrado,  expresando  ser  su  testamento.  En  el  se 
titulaba  francés  y  habitante  en  dicha  ciudad,  é  instituía  á  su  mujer 
Df  Josefa  de  Arjona  heredera  universal  de  cuantp  poseía  y  pudiera 
poseer. 

503. — D?  Elena  Choussat,  madre  de  D.  Basilio  estableció  deman- 
da contra  la  viuda  de  éste,  pidiendo  la  nulidad  del  testamento,  y  la 
dedaratoría  de  haber  fallecido  intestado  su  hijo,  ó  en  otro  caso,  ino- 
ficioso dicho  testamento,  y  con  lugar  también  la  sucesión  intestada, 
condenando  de  todos  modos  á  la  viuda  á  entregar  á  la  demandante 
b  tercera  parte  de  los  bienes  dejados  en  Mallorca  y  la  cuarta 
de  los  que  tuviese  en  Francia.  Alegó  que  D.  Basilio  Canut,  aunque 
fiancés  de  nacionalidad,  estaba  domiciliado  en  Palma  y  casado  con 
mujer  española  ;  que  por  esa  circunstancia  y  la  de  que  los  franceses 
resKlentes  en  España,  si^querian  otorgar  testamento,  debian  sujetarse 
alas  formas  prescritas  en  nuestras  leyes,  no  podian  otorgarlo  ológrafoy 
como  lo  había  hecho,  sino  nuncupativo  ó  cerrado;  que  faltando 
á  dicho  testamento  las  solemnidades  legales  para  su  validez,  según 
las  leyes  del  país  del  otorgamiento,  era  nulo,  y  se  abria  la  sucesión 
intestada;  que  además  lo  seria  por  carecer  de  una  solemnidad  inter- 
na esencial  en  Derecho  Romano,  (i)  cual  lo  es  la  de  que  no  podia 
prescindir  D.  Basilio  de  instituir  nominalmente  á  su  madre  ó  deshe- 
redarla Con  justa  causa,  so  pena  de  inoficiosidad  del  testamento;  (2) 
que  el  estatuto  real,  ó  sea  la  ley  del  país  en  que  estuviesen  situados 
tes  bienes,  era  el  que  regia  para  la  adquisición^  trasmisión  y  distri- 
bución de  los  mismos,  y  por  consiguiente  la  sucesión  de  D.  Basilio 
receto  de  los  que  tenia  en  Mallorca  quedó  sujeta  á  la  legislación 
vigente  en  ella,  según  la  cual,  la  madre  debió  ser  instituida  he- 
redera cuando  menos  en  la  porción  legítima  (3)  y  aun  cuando  su 
hijo  hubiese  dejado  bienes  en  Francia,  debería  con  respecto  á  ellos 
.  suceder  su  madre  en  la  cuarta  parte.  (4) 

504. — D?  Josefa  Arjona  impugnó  la  demanda  exponiendo  que  el 
padre  de  su  esposo,  natural  de  Francia,  casó  en  Mallorca  con  la  de- 
mandante, que  también   era  francesa;  que  nacido  de  esta  unión  D. 

(t)    El  Derecho  Romano  rige  en  la  provincia  de  Mallorca. 

It)    Novela  115,  cap.  4? 

(D    Que  es  la  tercera  parte  según  la  ley  romana. 

(4)  Las  liberalidades  hechas  por  actos  entre  vivos  ó  por  testamento  no  podrán  exceder 
tieli  mitad  de  loa  bienes,  si  en  delecto  de  hijos  deja  el  difunto  uno  6  muchos  ascendientes 
oeida  una  de  las  líneas  paterna  y  materna;  y  de  tres  cuartas  partes,  si  sólo  deja  aseen- 
teles  en  una  línea  (Art.  915  del  Código  Civil  francés. — De  aquí  que  D*  Elena  Choussat, 
dMpoes  de  sentar  el  principio  de  que  la  trasmisión  de  inmuebles  se  rige  por  la  ley  del  país 
ttiqaese  encuentran,  reclíunase  la  tercera  parte  de  los  situados  en  Mallorca,  como  legíti- 
^"  —  le  señalaba  la  ley  romana,  y  la  cuarta  de  los  situado$  en  Francia,  con  arreglo  al 
Civil  de  este  país. 
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Basilio,  conservó  siempre  su  cualidad  de  francés,  y  como  tal,  se  ha- 
llaba inscrito  en  las  matrículas  del  Consulado  y  del  Gobierno  Civil; 
que  contrajo  luego  matrimonio  con  la  demandada,  la  que  siguió  so 
condición;  que  el  testamento  lo  otorgó  según  la  ley  francesa,  depo- 
sitándolo en  el  Consulado,  que  era  como  si  lo  hubiese  hecho  en  la 
casa  del  Cónsul  y  por  consiguiente,  en  Francia,  pues  las  casas  con- 
sulares se  reputan  como  parte  de  la  Nación  á  que  el  Cónsul  perte- 
nece, (i)  que  por-  tanto  la  forma  usada  era  legal,  y  la  preterición 
tampoco  era  causa  de  nulidad  según  el  Código  Civil  francés  (2);  por 
lo  que  era  evidente  que  no  podia  abrirse  la  sucesión  intestada, — 
Practicada  la  prueba  que  se  juzgó  pertinente  al  hecho  de  ser  ex- 
tranjero el  D.  Basilio,  recayó  el  fallo  de  primera  instancia,  que  fué 
confirmado  por  la  Audiencia,  declarando  válido  el  testamento  otor- 
gado por  D.  Basilio  Canut  y  Choussat,  y  absolviendo  de  la  demanda 
á  su  viuda.  Interpúsose  recurso  de  casación,  en  el  que  se  citó  como 
infringida,  entre  otras  muchas  leyes  y  doctrinas,  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  6  de  Noviembre  de  1867,  (3)  por  cuanto  en 
la  recurrida  se  afirmaba  que  la  institución  de  heredero  como  forma- 
lidad del  testamento,  se  rige  por  el  estatuto  personal. 

505. — Después  de  varias  doctrinas  relativas  á  los  diversos  funda- 
mentos del  recurso,  se  declara  por  el  Tribunal  Supremo  que  el  de- 
recho de  testar  y '  como  que  se  refiere  á  la  capacidad  del  individuo^  es 
uno  de  los  que  corresponden  al  estatuto  personal,  y  que  en  tal  virtud, 
el  subdito  francés  de  quien  se  trata  pudo  hacer  válidamente  testa- 
mento ológrafo,  con  arreglo  á  los  articulos  969,  970  y  999  del  Có- 
digo Civil  francés;  (4)  y  que  si  bien  es  cierto  que  la  trasmisión  de 
unos  á  otros  de  la  propiedad  inmueble  ó  raiz  debe  regirse  por  el  esta- 
tuto real  siempre  que  se  trate  únicamente  de  determinadas  fincas  que 
hayan  sido  adquiridas  en  virtud  de  un  título  particular,  esta  doctri- 
na no  tiene  aplicación  cuando  se  impugna  una  disposición  testamen- 
taria,  en  la  cual  está  comprendido  el  conjunto  ó  universalidad  de  los 

(1)  Véase  lo  dicho  en  el  par.  429  acerca  de  las  escrituras  otorgadas  ante  los  Cónsules 
españoles  en  el  extranjero. 

(2)  Las  disposiciones  hechas  entre  vivos  ó  por  causa  de  muerte  que  excedan  de  la  par- 
te disponible,  podrán  reducirse  á  ella,  al  tiemjío  de  abrirse  la  herencia.  [Art.  920  del  Có 
digo  Civil  íruicés.  ] 

(3)  En  ella  se  declaraba  la  competencia  de  im  tribunal  extranjero,  sólo  respecto  á  m  c" 
didas  preventivas,  en  el  juicio  mortuorio  de  un  subdito  español,  fallecido  en  él,  y  se  soste* 
nia  la  de  los  tribunales  españoles  para  conocer  de  las  cuestiones  jurídicas  que  afectasen  á 
lo  intrínseco  del  testamento,  porque  estas  pertenecían  **al  Tribunal  del  país  de  donde  era 
«'ciudadano  el  testador  y  lo  son  sus  herederos." 

(4)  El  testamento  podrá  ser  ológrafo,  ó  en  escritura  pública,  ó  en  forma  mística.  (ArU 


'^í 


[  testamento  ológrafo  no  será  válido  sin  que  todo  él  se  halle  escrito,  fechado  y  firmado 
de  mano  propia  del  testador:  no  está  sujeto  á  ningtma  otra  formalidad.  [Art  970.] 

Uti  firancés  aue  se  halle  en  país  extraño  podrá  hacer  sus  disposiciones  testamentarias  cb 
eíipritura  privada,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art,  970,  ó  en  escritura  pública  con  las  for- 
malidades prescritas  en  aquel  país.  (Art  999.) 

(Código  Civil  franca) 
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bienes  hereditarios  cuya  especie  y  naturaleza  ni  aun  son  conocidas^ 
porque  en  esté  caso  tas  leyes  aplicables  son  las  del  estatuto  personal, 

506. — Además  de  esta  sentencia  se  han  pronunciado  otras  por  el 
Tribunal  Supremo  acerca  de  esta  materia.      ^ 

507. — En  6  de  Noviembre  de  1867  se  declaró  que  *'Es  regla  ge- 
"neral  admitida  por  las  Naciones,  con  ligera  excepción,  que  el  esta- 
"tuto  personal,  no  mediando  un  tratado  especial^  debe  regir  todos 
*los  actos  que  se  refieran  en  lo  civil  á  la  persona  del  extranjero,  su- 
'*bord¡nándose  á  las  leyes  vigentes  en  el  pais  de  que  es  subdito,  y 
"decidiéndose  por  él  todas  las  cuestiones  dé  aptitud,  capacidad  y 
"derechos  personales; /<7r^tt^  en  otro  caso  se  introduciria  la  pertur- 
"bacion  y  la  facilidad  de  burlar  las  disposiciones  de  las  leyes  patrias 
\  "que  protejen  los  derechos  de  los  subditos  al  mismo  tiempo  que  les 
'  **nnponen  las  correlativas  obligaciones." — Y  en  la  misma  se  deciá 
que,  '*Pe  la  mutua  conveniencia  de  las  naciones  al  experimentar 
"los  males  que  necesariamente  surgian  de  no  admitir  los  efectos  de 
'*las  leyes  extranjeras,  ha  venido  el  derecho  internacional  privado 
"que  tiene  el  carácter  de  consuetudi^nario  y  comprende  el  conjunto 
**de  disposiciones  que  según  afectan  á  las  personas^  á  las  cosas  y  á  las 
^'formas,  se  distingue  con  los  nombres  de  estatuto  personal,  real  y 
"formal." — Coñtiénese  aquí  una  verdadera  definición  y  división  de 
\  la  materia.  ^ 

508. — En  21  de  Enero  de  1874  se  declaró  que:  '*Segun  los  prin- 
"cipios  del  derecho  internacional  privado,  la  eficacia  de  I03  contra- 
"tos  ó  actos  que  afectan  directamente  la  propiedad  inmueble  se  re- 
"gulan  por  la  ley  del  estatuto  real." — Según  puede  verse  en  la 
j  sentencia  extractada  en  el  par.  505,  esta  doctrinaba  sido  modificada 
en  el  sentido  de  aplicarse  únicamente  á  las  adquisiciones  por  título 
I  singular. 

509- — En  23  de  Octubre  de  1873    se  declaró  que  *'Es  un  princi- 
I  "pió  de  derecho  internacional  que  las  cuestiones  relacionadas  con  la 
'  "posesión  y  propiedad  de  bienes  raices  é  inmuebles  deben,  ven tilar- 
"se  ante  los  Tribunales  en  donde  aquellos  se  hallan  sitos." 

Sio. — En  27    de  Noviembre  de    1868  se  resolvía  que,    "La  ley 

,  "personal  de  cada  individuo  es  la  del  pais  á  que  pertenece,   la  cual 

!  "le  sigue  á  donde  quiera  que  se  traslade,  regulando-sus  derechos  per- 

\  ^^umales,  su  capacidad  de  trasmitir  por  testamento  y  abintestato,  y  el 

'^régimen  de  sú  matrimonio  ó  familia^ 

SU- — ^Y  por  último,  en  8  de  Junio  de  1874  se  declaró  que,  "El 
"estatuto  formal  es  absolutamente  diverso  del  real,  y  por  consiguien- 
**teno  tienen  aplicación  á  éste  las  leyes  por  que  se  rige  aquel." — En 
eíecto,  el  estatuto  formal  no  puede  confundirse  con  ninguno  de  los 
otros;  los  ocasionados  á  confusión  son  el  real  y  el  personal,  únicos 
que  constituyen  <ierechos  sustantivos. 

512.— Sentadas  estas  doctrinas  generales,  veamos  ahora  cuáles 
son  los  documentos  ó  títulos  que,  otorgados  en  .el  extranjero,  tienen 
fiíerza  en  España  con  arreglo  á  las  leyes.     Ante  todo  debemos  ma- 
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nifestar  que  la  frase  en  España  y  deja  fuera  de  duda  que  eslalegish- 
cion  peninsular  á  la  que  se  refiere  este  artículo.  En  efecto,  España 
no  es  la  nación  española.  Por  España  se  ha  entendido  siempre  la 
región  geográfica  que  se  extiende  al  Sur  de  la  Europa,  formando 
parte  de  la  Península  ibérica,  y  que  tiene  por  límites  el  Atlántico, 
la  Francia,  el  Mediterráneo  y  Portugal. — Veamos,  pues,  la  ley  vi- 
gente en  España^  ó  como  se  dice  vulgarmente  en  nuestra  Isla,  en 
la  Península. 

513. — El  Real  decreto  de  17  de  Octubre  de  1851  había  fijado  las 
reglas,  para  que  los  contratos  públicos  y  notariados^  otorgados  en 
el  extranjero  puedan  tener  fuerza  en  España. 

Son  las  siguientes: 

I? — Que  el  asunto,  materia  del  acto  <5  contrato  sea  lícito  según 
las  leyes  de  España. — Otra  cosa  implicaría  una  gran  desigualdad, 
haciendo  de  mejor  condición  los  documentos  otorgados  en  el  ex- 
tranjero que  los  que  lo  sean  en  Espaía;  y  además  enseñaría  á  los 
nacionales  el  modo  fácil  de  burlar  la  ley. 

2? — Que  los  otorgantes  tengan  aptitud  y  capacidad  legal  para 
obligarse  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  pais. — Conforme  con  las  doc- 
trinas del  estatuto  personal,  que  ya  hemos  expuesto  (§  494.) 

3? — Que  en  el  otorgamiento  se  hayan  observado  las  formulas  es- 
tablecidas en  el  pais  donde  se  han  verificado  los  actos  ó  contratos. — 
Conforme  esta  regla  con  la  del  estatuto  formal,  que  expusimos  en 
el  par.  497. 

4?' — Que  cuando  los  actos  ó  contratos  contengan  hipoteca  de  in- 
muebles sitos  en  España,  se  tome  razón  en  los  respectivos  registros 
de  los  pueblos  en  que  estén  situados,  dentro  de  tres  meses  si  los  ac- 
tos hubieren  tenido  lugar  en  Europa,  de  nueve  sien  América  ó 
África,  y  de  un  año  si  en  Asia. — Conforme  este  precepto  con  la  le- 
gislación que  regia  en  aquella  época,  y  asignaba  plazos  determina- 
dos para  la  inscripción  de  los  actos  sujetos  á  registro,  según  los  di- 
versas disposiciones  citadas  en  nuestra  Reseña  histórica  [pars.  70 
á  75];  ha  sido  derogado  por  la  Ley  Hipotecaria  que  no  hace  obli- 
gatoria la  inscripción  sino  de  un  modo  indirecto.  En  cualquier 
tiempo  podrá,  pues,  inscribirse  el  título,  con  t^  que  no  exista  en  el 
Registro  algün  asiento  que  lo  contradiga. 

5? — Que  en  el  pais  del  otorgamiento  se  conceda  igual  validez  á 
los  actos  y  contratos  otorgados  en  los  dominios  españoles. — Este 
precepto  se  considera  derogado  por  el  art.  282  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  que  al  establecer  que,  "Los  documentos  otorgados 
'*en  otras  nacioneá  tendrán  igual  fuerza  que  los  que  lo  sean  en  Es- 
*'paña,  si  reúnen  todas  las  circunstancias  exigidas  en  aquellas,  y  las 
"que  ademas  requieran  las  leyes  españolas  para  su  validez;"  nada 
dice  acerca  de  la  reciprocidad,  y  como  quiera  que  la  establece  ex- 
presamente al  hablar  de  las  sentencias,  se  deduce  ^ue  respecto  de 
los  contratos  se  propuso  derogar  aquella  regla. 

514. — Además  del  decreto  que  acabamos  de  extractar,  y  que  se 
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cfiere  á  los  documentos  otorgados  fuera  de  España,  se  dio  otro  [17 
Je  Noviembre  de  1852]  por  el  que.se  fijó  la  situación  jurídica  de  los 
íxtranjeros  residentes  en  España,  sometiéndolos  á  las  leyes  y  Tri- 
bunales de  esta  para  el  cumplimien-to  de  obligaciones  contraidas 
pentro  ó  fuera  de  ella  á  favor  de  subditos  españoles  [Art.  29]  de- 
plarándolos  á  la  vez  con  derecho  á  que  los  Tribunales  españoles  les 
(administren  justicia  en  las  demandas  que  entablasen '  sobre  obliga- 
ciones contraidas  ó  que  deban  cumplirse  en  Españ^  <5  sobre  bienes 
pitos  en  territorio  español.     [Art.  32].  , 

515. — Igual  declaración  hace  la  Ley  de  Extranjería  para  las  pro- 
vincias  de  España  en  Ultramar ^  de  4  de  Julio  de  1870,  y  que  se 
•romulgó  en  nuestra  Isla  en  16  de  Agosto  del  mismo,  y  se  repro- 
lajo  en  la  Gaceta  de  la  Habana  de  20  de  Setiembre  de  1878. — Su- 
jeta á  los  extranjeros  á  las  leyes  y  Tribunales  españoles  en  todas  las 
demandas  que  por  ellos  ó  contra  ellos  se  entablen  sobre  obligaciones 
á  íavor  de  españoles  ó  sobre  propiedad  ó  posesión  de  bienes  sitos  en 
territorio  español  [Art.  42]  y  en  las  que  se  sigan  entre  extranjeros 
ifobre  obligaciones  contraidas  ó  cumplideras  en  España,  [Art.  43]. 

516, — Nos  corresponde  tratar  ahora  de  los  actos  judiciales,  á  que 
ambien  se  refiere  el  presente  artículo.  Para  ello  declara  inscribi- 
tles  las  ejecutorias  de  la  clase  indicada  en  el  numero  4?  del  art.  29 
de  la  Ley,  pronunciadas  por  Tribunales  extranjeros,  á  que  deba  dar- 
$e  cumplimiento  en  el  Reino  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento 
Civil. — Resulta,  pues,  que  de  las  ejecutorias  pronunciadas  por  Tri- 
bunales extcanjeros  sólo  pueden  inscribirse  en  nuestros  Registros 
las  que  se  refieran  á  la  incapacidad,  y  de  ningún  modo  las  que 
declaren  derechos  sobre  inmuebles  sitos  en  España  ó,  según  nuestra 
ley,  en  esta  Isla.  La  razón  aparecerá  al  exponer  los  requisitos  que, 
para  dar  cumplimiento  á  las  ejecutorias  extranjeras,  exige  la  Ley 
¿e  Enjuiciamiento  Civil,  á  cuyas  disposiciones  se  remite  exclusiva- 
imente  en  esta  materia  la  Ley  Hipotecaria. 

517. — Las  sentencias  pronunciadas  en  p  lises  extranjeros  tendrán 
en  España  la  fuerza  que  establezcan  los  tratados  respectivos.  [Ar- 
tículo 922  de  la  L.  de.  E.  C] 

518. — Sucede  entre  las  Naciones  respecto  del  derecho  interna- 
donal,  lo  misnío  que  entre  los  particulares,  con  respecto  al  derecho 
común.  La  ley  establece  reglas  generales  que,  salvo  lo  que  tengan 
de  prohibitivas,  rigen  sólo  cuando  no  hay  pacto  en  contrario,  en  el 
silencio  de  los  contrayentes,  pues  en  muchos  casos  pueden  estos  de- 
rogarlas por  convenio  expreso.  Los  tratados  son  á  las  Naciones  lo 
que  los  contratos  á  los  individuos;  los  tratados  son  verdaderos  cofi- 
tratos  internacionales^  esto  es,  pactos,  estipulaciones,  en  que  los 
contrayentes,  las  personas  jurídicas  que  adquieren  ó  se  obligan,  son 
los  diversos  Estados  que  componen  la  gran  comunidad  universal. 
Tan  obligatoria  debe  ser  para  ellos  la  exacta  observancia  de  los  tra- 
tados, que  el  precepto  transcrito  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  habria 
de  cumplirse  aunque  ella  lo  hubiese  pasado  en  silencio,  pues   en  tal 
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supuesto  se  habrían  entendido  aplicables  sus  disposiciones  s61o  para 
el  caso  en  que  no  hubiese  tratados.  Mas  bien  que  declarar  una  obli- 
gación, puede  decirse  que  la  Ley  no  hace  mas  que  reconocer  en  este 
punto  un  derecho  preexistente  y  aun  superior  á  la  órbita  en  que 
ella  gira,  por  tratarse  de  un  principio  de  derecho  publico  y  univer- 
sal. La  santidad,  la  inviolabilidad  de  los  tratados  es  la  primera  ba- 
se de  la  civilización,  por  mas  que  vergonzosos  espectáculos  nos  ha- 
yan venido  á  demostrar  algunas  veces  que  los  contratos  entre  Na- 
ciones se  hallan  tan  expuestos  al  fraude  y  á  la  mala  fé  como  los  que 
se  otorgan  entre  particulares;  con  la  manifiesta  desventaja  de  no 
existir  una  autoridad  común  que  pudiera  restablecer  el  orden  per- 
turbado. 

519. — A  falta  de  tratados,  se  dará  en  España  á  las  sentencias  ex- 
tranjeras la  propia  fuerza  que  en  el  país  de  donde  proceden  se  les 
dé  por  la  Ley  á  las  pronunciadas  en  España.  (Art  923  de  dicha 
Ley.) 

520. — Si  la  ejecutoria.es  de  Nación  donde  la  jurisprudencia,  niega 
eficacia  á  las  sentencias  de  los  Tribunales  españoles,  tampoco  tendrá 
aquella,  fuerza  en  España.  (Art.  924.) 

521. — Si  no  se  estuviere  en  ninguno  de  los  casos  anteriores  con 
el  país  de  que  proceda  la  ejecutoria,  esto  es,  si  no  hay  con  ella  tra- 
tados, ó  nada  disponen  acerca  de  la  materia,  s\  nada  ordenan  tam- 
poco sus  leyes,  si  en  fin. la  jurisprudencia  nada  establece  contra  la 
eficacia  de  las  ejecutorias  españolas,  se  dará  cumplimiento  á  la  ex- 
tranjera, con  tal  que  reúna  las  siguientes  circunstancias: ' 

I? — ^Que  se  haya  dictado  acerca  de  acción  personal. — Si  se  ha 
ejercitado  acción  real,  no  podrá  reclamarse  el  cumplimiento  de  la 
sentencia  en  España,  porque  si  la  cosa  ;es  inmueble,  sólo  son  com- 
petentes los  tribunales  españoles,  porque  se  trata  de  cosa  adherida  al 
territorio,  y  si  sobre  mueble,  desde  el  momento  que  se  hallen  en 
España,  se  las  considera  bajo  el  amparo  de  sus  leyes. 

2? — Que  no  se  haya  dictado  en  rebeldía. — Obedece  esta  regl^  al 
doble  fin  de  impedir  que  Tribunales  extranjeros  conozcan  de  deman- 
das contra  subditos  españoles  que  no  hayan  pisado  nunca  territorio 
extraño,  y  al  de  conservar  los  derechos  que  nuestras  leyes  conceden 
á  los  condenados  en  rebeldía  para  ser  oídos  cuando  acrediteé  que 
una  fuerza  mayor  les  impidió  la  comparecencia  en  su  oportuni- 
dad, [i] 

3? — Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se  haya  procedido, 
sea  lícita  en  España. — Hemos  visto  ya  [par.  513,  regla  i?]  que 
también  se  exige  esta  circunstancia  en  los  documentos  que  se  otor- 
gan en  el  extranjero;  y  si  es  necesaria  respecto  de  contratos  que  han 
de  veatilarse  en  los  Tribunales  españoles,  claro  está  que  no  podría 
prescindirse  de  ella  en  las  sentencias  pronunciadas  por  Tribunales 
extranjeros,  puesto  que  la  razón  de  admitir  estas,  según  recuerda 


(I)  Art  1 194  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
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oportunamente  la  Comisión  de  Códigos  [véase  par.  490]  es  que  se 
cua^)lan  los  referidos  actos  ó  sentencias  como  si  fuesen  actos  celebra- 
dos 6  sentencias  prenunciadas  en  el  Reino.  Y  por  tanto  no  se  les  pue- 
de conceder  más  que  á  las  que  se  pronuncian  en  éste,  y  sobre  todo 
en  cuanto  á  las  sentencias,  á  las  que  se  exigen  mayores  requisitos 
que  á  los  contratos,  .por  la  razón  que  mas  adelante  expresaremos. 

4? — Que. la  ejecutoria  reúna  los  requisitos  necesarios  en  la  nación 
en  que  se  haya  dictado  para  ser  considerada  como  auténtica  y  los 
que  las  leyes  españolas  requieren  para  que  haga  féen  España,  [i] — 
Análogo  es  este  precepto  al  del  art.  282.de  la  propia  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, quei4íejamos  citado  en  el  par.  513,  regla  5?  y  acerca  de 
uno  y  otro  hemos  de  examinar  las  solemnidades  externas  que  deben 
observarse  en  los  documentos  extranjeros  para  que  pueda  reputár- 
seles auténticos. . 

522. — Como  quiera  que  el  cumplimiento  délas  ejecutorias  de 
Tribunales  extranjeros  sólo  puede  decretarse  por  el  Tribunal  Su- 
premo, cualquiera  que  sea  el  caso  en  que  se  encuentren,  de  los  que 
quedan  expuestos  [Art.  926  al  929  de  la  L.  de  E.  C.];  el  Registra- 
dor no  tendrá  nunca  que  aplicar  las  reglas  que  dejamos  detalladas: 
para  proceder  á  la  inscripción  le  basta  averiguar  si  la  sentencia  con- 
tenida en  el  documento  que  se  le  exhiba,  es  ó  no  ejecutoria  en  terri- 
torio  español,  y  no  puede  tener  dicho  carácter  mientras  no  se  lo  haya 
declarado  el  Tribunal  Supremo. 

523. — Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  se  reducen  unas  veces 
al  caso  de  los  documentos  públicos,  y  otras  al  de  las  ejecutorias.  El 
documento  en  que  se  haga  constar  un  nombramiento  de  curador,  es 
ejemplo  de  lo  primero;  si  por  el  contrario  pide  un  hijo  que,  en  vir- 
tud de  emancipación  obtenida  en  el  extra^ijero  se  le  entreguen  I0.5 
bienes  sitos  en  España  que  usufructuaba  su  padre,  aunque  no  puede 
decirse  que  se  trate  del  cumplimiento  de  una  ejecutoria,  tiene  con 
este  caso  grande  analogía,  y  parece  lo  mas  racional  acudir  al  Tribu  - 
oal  Supremo  para  que  ordene  su  cumplimiento.  Tanta  mayor  fuerza 
tiene  esta  opinión  cuanto  la  jurisdicción  voluntaria  no  ofrece  iguales 
garantías  que  la  contenciosa,  y  se  debe  desplegar  cautela  para  ad- 
mitir sus  consecuencias  prácticas  en  cuanto  pudiese  irrogar  perjuicio 
á  otros. 

524.— Por  los  requisitos  que  hemos  ido  exponiendo  acerca  de  con- 
tratos y  sentencias,  se  habrá  echado  de  ver  que  la  Ley  se  muestra 
mas  exigente  coa  las  ultimas  que  con  los  primeros.  Es  la  razón,  que 
aquellos  constituyen  actos  privados  de  la  vida  civil,  que,  aunque 
otí»gados  en  el  extranjero,  no  hay  riesgo  en  admitirlos  dentro  de 
ci^t^  condiciones;  mientras  que  las  sentencias  constituyen  actos  de 
autoridades  extranjeras,  respecto  de  las  que  seria  depresivo  á  la 
soberanía  nacional  admitirlas  sin  previo  examen.  Por  eso  entre  nos- 
otros es  exclusivamente  el  Tribunal  Supremo  quien   puede  decidir 

(I)   Art  925  de  la  L.  de  E.  C. 
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si  ha  de  dárseles  ó  no  cumplimiento,  evitando  así  que  á  veces  pu- 
diera redundar  este  en  menoscabo  de  la  dignidad  é  independencia 
de  la  Nación. 

525. — Otro  délos  requisitos  que  han  de  tener  los  documentos 
otorgados  en  el  extranjero  es  la  legalización,  requisito  de  que  no 
están  exentos  ni  aún  los  celebrados  en  territorio  nacional,  puerto 
que  para  hacer  fé  fuera  del  territorio  de  la  Audiencia  á  que  perte- 
nezca el  Notario  autorizante,  necesitan  de  ese  medio  de  autenticidad 
[Art.  30  de  la  Ley  y  74  al  ^^  del  Reg.  Not]  Los  otorgados  end 
extranjero  serán  legalizados  en  la  forma  que  prescriba  la  ley  del  país 
respecto  del  funcionario  que  lo  autorice,  pero  además  el  Cónsul  espa- 
ñol de  la  localidad  ha  de  certificar  de  la  firma  de  la  autoridad  que 
en  él  intervenga. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

526. — La  única  que  podemos  señalar  es  la  siguiente  delJRegla- 
mento. 

Artículo  37. 

Los  documentos  otorgados  en  el  extranjero  sólo  podrán  inscribirse  despoes 
de  ser  ofícialmente  traducidos  por  la  oficina  de  la  interpretación  de  lenguas  ó 
por  cualquier  otro  funcionario  que  pstra  ello  esté  competentemente   autorizado. 

No  podrán  inscribirse  las  sentencias  dictadas  por  Tribunales  extranjeros  has- 
ta que  el  Tribunal  Supremo  disponga  su  ejecución,  conforme  á  lo  determinado 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

527. — Es  el  9?  del  Reglamento  peninsular.  La  redacción  del  mis- 
mo artículo  en  el  Reglamento  primitivo  solo  diferia  sustancialmente 
de  la  actual,  en  que  n(»  contenia  las  palabras,  ó  por  cualquier  otro 
funcionario  que  para  ello  esté  competentemente  autorizado.  Se  debió 
esta  adición  á  lo  molesta  y  embarazosa  que  resultó  en  la  práctica  la 
necesidad  de  acudir  precisamente  á  la  oficina  de  Interpretación  de 
Lenguas,  no  obstante  los  traductores  reales  é  intérpretes  jurados 
que  existían  en  algunos  pueblos. 

528. — La  Real  orden  de  i9  de  junio  de  1863  habia  ordenado  va- 
rias reglas  relativas  á  las  escrituras  redactadas  en  latín  ó  en  dialectos 
provinciales;  saliendo  así  al  encuentro  del  vacío  que  echaba  de  ver. 
la  Serna  en  el  Reglamento  primitivo,  por  referirse  solo  á  documen- 
tos otorgados  en  el  extranjero.  Creemos  que^aunque  mucho  menos 
frecuentes  entre  nosotros  esos  casos,  existe  la  posibilidad  material  de 
que  ocurran  por  haberse  otorgado  antes  de  la  vigente  Ley  del  nota- 
riado [i]  en  alguna  de  las  provincias  donde  se  usaba  el  latin  ó  algún 
dialecto   provincial  en   los  instrumentos   públicos,   y  referirse  á  in- 


(I)  Los  instrumentos  públicos  se  redactarán  en  lengua  castellana (Art.  25  de  la  L.).. 

Cuando  se  hubiere  de  insertar  documento,  párrafo,  frase  ó  p{4abra  de  otro  idioma  6  dia- 
lecto, se  extenderá  inmediatamente  su  traducción,  o  se  explicará  lo  que  el  otorgante  ú 
otorgantes  entienden  por  la  frase,  palabra  ó  nombre  exótico.  (Art  51  Reg,  del  Not) 
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muebles -sitos  en  nuestra, Isla.  •Menos  pro.bable  es,  á  nuestro  juicio, 
que  se  presenten  escrituras  tan  antiguas  que  sólo  puedan  entenderse 
por  peritos  paleógrafos,  según  previo»  aquel  comentador  y  se  resol- 
vió en  la  citada  Real  orden.  Atendida  la  época  'del  descubrimiento, 
opinamos  que  es  difícil  la  ocurrencia  dé  casos  análogos  entre  nos- 
otros. •      ,  ;        • 

529. — Como  quiera  que  sea,  dicha  Real  orden  disponía  que  cuando 
se  presentasen  al  Registro  documentos  otorgados  en  latín  ó  dialecto 
provincial,  se  acompañasen  con  la  correspondiente  copia  castellana, 
hecha  por  el  interesado  ó  por  quien  éste  quisiere,  en  papel  común 
y  sin  méis  requisitos,  salvo  el  caso  en  que  el  Registrador  quisiera 
prescindir  de  la  copia,  y  no  la  pidiese  al  interesado;  [i]  cuando  se  ins- 
cribiera mediante  dicha  copia  esta'  debia  firm*arse  por  el  interesado 
ó  por  quien  haya  firmado  ef  asiento  de  presentación  en  el  Diario,  y 
conservarse  eh  un  legajo  especial  titulado:  '^Copias  de  documen- 
"tos  antiguos  escritos  en  latín  ó  dialectos  y  registrados  después  del 
"i9  de  Enero  de  1863"  [2]  Si  se  hubiesen  de  registrar  dichos  docu- 
mentos en  país  en  que  no'  se  hablase  el  idioma  ó  dialecto  en  que  se 
hayan  redactado,  [3]  deben  los  interesados  presentarlos  al  Juez  de. 
primera  instancia  para  qtfe  por  su  conducto  se  remitan  á  quien  deba 
traducirlos  á  fin  de  que  los  traduzca,  principiando  la  traducción  á 
continuación  del  original,  y  una  vez  liecha  la  devolverá  al  Juez, 
quien  pondrá  nota  firmada  que  acredite  ser  el  documento  devuelto 
por  el  traductor  autorizado,  y  los  entregará  al  interesado  para  que* 
pueda  acudir,  á  inscribirlos  en  el  Registro.  Cuando  los  documentos 
antiguos  fuesen  ininteligibles  por  la  forma  de  letra,  abreviaturas, 
clase  de  pergamino  ú  otras  causas,  se  deberá  hacer  la  versión  por 
an  perito  paleógrafo,  mediante  las  propias  formalidades  ya  expues- 
tas. 

JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

530. — Según  lo  dispuesto  por  el  art.  62  del  reglamento  general 
del  Notariado,  [4]  los  Notarios  puedei!,  conociendo  el  idioma  fran- 
cés, insertar  un  poder  con  la  traducción  hecha  por.ellos,  en  una  es- 
critura de  venta  que  ha  de  ser  inscrita? 

[Resolución  de  la  D.  G.  de  20  de  Febrero  de  1879.]  (5) 


531. — El  citado  art.  62  no  se  o^gne  á  lo  preceptuado  en  el  9?  del 

(1)  Se  salva  aquí  la  voluntad  del  Registrador,  que  puede  conocer  por  s(  píopio  la  lengna 
«nanese  halle  redactado  el  documento,  ó  tener  persona  de  su  bonñanza  que  la  interprete. 
**s  de  advertir  que  no  se  exige  la  copia  sino  para  satisfacer  al  Registrador,  y  que  la  au 
^ffUiddad  hay  que  buscarla  en  el  documento  mismo. 

Ü)  En  nuestros   Registros  habria  de  reemplazarle  esa  fecha  por  la  de  l''  de   Mayo  de 

looO. 

<3^  Este  es  el  único  caso  posible  entre  nosotros. 

(4)  Es  el  51  del -nuestro,  que  en  la  parte  pertinente  hemos  reproducido  en  la  nota  del 
par.  528. 

<5^  Stuyck  y  Reig,  obra  citada,  pag.  407  del  tomo  i?,  nota. 

23 
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Reglamento,  [i]  que  se  refiere  á  los  documentos  otorgados  end 
extranjero  que  hayan  de  inscribirse  en  los  Registros  de  la  propie- 
dad. ,      . 

(Id.  id.  id.; 


532. — El  Notario  obra  legalmente  traduciendo  el  poder,  sin  que 
tal  apreciación  obste  al  derecho  que  el  Registrador  pueda  tener  para 
exigir  una  traducción  mas  auténtica,  si  no  estima  suficiente  la  veri- 
ficada por  el  Notario. 

fid.  id.  id.] 

REGLAMENTO  DE  PUERTO  RICO. 

533. — No  ofrece  divergencia  alguna  con  el  nuestro,  respecto  de 
los  artículos  31,  complemento  del  4?  de  la  Ley,  y  37,  que  lo  es  del 
5?  de  la  misma.      • 


Hasta  aquí  se  ha  ocupado  la  Ley  á  los  títulos  escritos,  ya  se  ha- 
yan otorgado  en  la  Nación,  ya  en  el  extranjero  Pasa  ^hora  á  esta- 
blecer Iqs  modos  de  suplir  la  falta  de  aquellos  3^  aunque  la  Ley  trata 
de  ambas  materias  bajo  el  mismo  epígrafe,  nosotros  para  mayor  cla- 
ridad, haremos  de  la:  segunda  un  capítulo  aparte. 


[i]  Que  corresponde,  como  hemos  dicho  ya  en  el  tcx,to,  al  37  del  nuestro.  El  Re^- 
meato  de  que  aquí  se  trata  es  el  de  la  Ley  Hipotecaría. 
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.CAPITULO    SECUNDO. 

DEL  MODO  DE  SUJ»LIR  LA    FALTA  DE  TÍTULO  ESCRITO. 


TEXTO  DE  LA  LET 


Artículo  6? 


Todo  propietario  que  careciere  de  título  de  dominio  escrito,  cualquiera  que 
sea  la  época  en  que  hubiere  tenido  lugar  la  adquisición,  deberá  inscribir  su  de- 
Te<;ho  justificando  previamente  su  posesión  ante  el  Juez*  de  primera  instancia 
del  lugar  en  que  estén  situados  los  bienes,  con  audiencia  del  Promotor  ñscal 
del  mismo,  y  citación  de  los  propietarios  colindantes,  si  tratare  de  inscribir  el 
dominio  pleno  de  alguna  ñnca,  y  con  la  del  propietario  ó  la* de  los  demás  par- 
ticipes en  el  dominio  si  pretendiere  inscribir  un  derecho  real. 

Si 'los  bienes  estuvieren  situados  en  pueblo  ó  término  donde  no  resida  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  del  partido,  podrá  hacerse  dicha  información  ante  el 
Juez  de  baz  respectivo,  con  audiencia  del  Regidor  Síndico,  en  todos  los  casos 
en  que  deberla  ser  oido  el  Promotor  fiscal  del  partido. 

La  intervención  del  Ministerio  fiscal  y  del  Regidor  Síndico  se  limitará  á  pro- 
curar que  se  guarden  en  el  expediente  las  formas  de  la  ley.  • 

CONOOBBANCIAS. 


EBT  DE  1861. 
^rí.  397. 

Elpropietarío  que  careciere 
de  titulo  de  dominio  escrito, 
jebera  inscribir  su  derecho 
jvstifictiido  previamente  su 
posesión  ante  ¡el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del-  In^  en 
qne  estén  situados  los  bienes, 
con  audiencia  del  Promotor 
fiscal,  si  tratare  de  inscribir 
el  dominio  pleno  de  alguna 
finca,  j  con  k  del  propietario 
ó  la  de  los  demás  partícipes 


Ley  Reformada  de  1869. 


ante  el  Trienal 

departido  del  lugar 

del  Piscal  del  mismp, 

si  tratare 


Proyecto  de  Código  0i7il> 

(TÍT.    3CX.) 

Disposiciones  transitorias 
3^ 


Kl  que  haya  adquirido  an- 
tes de  la  promulgación  de  es- 
te Código  el  derecho  de  pro- 
piedad ú  otro  sobre  bienes 
inmuebles  y  carezca  de  titulo 
auténtico,  podrá  hacer  inscri- 
bir su  derecho  en  virtud  de 
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en  el  dominio,  si  pretendiere 
inscribir  un  derecho  real. 

Si  los  bienes  estuviesen  si- 
tuados en  pueblo  ó  término 
donde  no  resida  eljue^  de 
prí^iera  instancia,  p>odrá  ha- 
cerse dicha  información  ante 
el  Juez  de  paz  respectivo,  con 
audiencia  del  síndico  del 
ayuntamiento  en  todos  los  ca- 
sos en  que  debiera  ser  oido 
el  Promotor  ñscal. 

La  intervención  del  Pro- 
motor ó  el  síndico  se  limitará 
á  procurar  que  se  guarden  en 
el  expediente  las  formas'de 
la  ley. 


-....-.-, 

..^.. .......  ............. 

Tribunal  del  partido, 

el  ymz  municipal  Tcspecúvót 
con  audiencia  atí fiscal  muni- 
cipal  

el  Fiscal  del  partido, 

del 

Ministerio  fiscal 

TEXTO  fiE  LA  LEY. 

Artícuix»  7? 


una  información  ó  providai- 
cia  judicial  que  deberi  dic- 
tarse con  citación  del  minis- 
terio fiscal  cuancTo  se  trate  de 
la  propiedad;  y  del  propieta- 
rio cuando  se  trate  oe  los  de- 
más derechos  reales. 


Kn  la  instrucción  del  expediente  á  que  se  refiere  el  precedente  artículo^  se 
observarán  las  siguientes  reglas: 
.  Primera.     El  escrito  en  que  se  pida  la  admisión  de  la  información  expresará: 

I?  La  naturaleza,  situación,  medida  superficial,  linderos,  nombre  y  cargas 
reales  de  la  finca  cuya  posesión  se  trate  de  acreditar. 

2?  La  especie  legal,  valor,  condiciones  y  cargas  del  derecho  real  de  cuya 
posesión  se  trate,  y  la  naturaleza,  situación,  linderos  y  nombre  de  la  finca  so- 
bre la  cual  estuviere  aquel  impuesto. 

3**  El  nombre  y  apellidos  de  la  persona  de  quien  se  haya  adquirido  el  in- 
mueble ó  derecho.  « 

4?    El  tiempo  que  se  llevare  de  posesión. 

5?  La  circunstancia  de  no  existir  título  escrito',  ó  de  no  ser  fácil  hallarlo  en 
el  caso  de  que  exista. 

Segunda.  La  información  se  verificará  con  dos  ó  más  testigos,  vecinos  pro- 
pietarios del  pueblo  ó  término  municipal  en  que  estuvieren  situados  )os  bienes. 

Tercera.  Los  testigos  justificarán  tener  las  cualidades  expresadas  en  la  an- 
terior regla,  presentando  los  documentos  que  las  acrediten. 

Contraerán  sus  declaraciones  al  hecho  de  poseer  los  bienes  en  nombre  propio 
el  que  promueva  el  'expediente  y  al  tiempo  que  haya  durado  la  posesión,  y  se- 
rán responsables  de  los  perjuicios  que  puedan  causan  con  la  inexactitud  de  sus 
deposiciones.  • 

Cuarta.  El  que  trate  de  inscribir  su  posesión  ptcsenfará  una  certificación 
del  Alcalde  del  pueblo  en  cuyo  término  municipal  radiquen  los  bienes,  autori- 
zada^ además  por  el  Regidor  Síndico  y  Secretario  del  Ayuntamiento;  y  si  algu- 
no de  los  dos  primeros  no  supiese  firmar,  lo  hará  por  él  otro  individuo  de  la 
misma  Municipalidad.  En  esta  certificacioh  se  expresará  claramente,  con  refe- 
rencia á  los  padrones  de  riqueza,  relaciones  juradas  ó  planillas  que  presenten 
los  contribuyentes,  ú  otros  datos  de  las  oficinas  municipales,  que  el  interesado 
págala  contribución  á  título  de  dueño,  determinándose  la  cantidad  con  que 
contribuye  cada  finca  si  constase;  y  no  siendo  así  se  manifestará  únicamente 
que  todas  ellas  se  tuvieron  en  cuenta  al  fijar  la  última  cuota  de  contribución 
que  ^e  hubiese  repartido. 

En  los  pueblos  en  que  existan  Comisiones  especiales  para  la  evaluación  de  la 
riqueza  inmueble  y  repartimiento  de  la  qpn tribu cion,  deberá  acudirse  á  las  mis- 
mas para  obtener  la  certificación  á  que  se  refiere  el  anterior  párrafo,  la  cual  se 
firmará  por  el  Presidente  y  Secretario,  y  por  el  Regidor  Sindicó  del  Ayunta- 
miento si  perteneciere  á  dichas  Comisiones. 

Si  no  hubiere  pagado  ningún  trimestre  de  contribución  por  ser  su  "ádquisi* 
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don  reciente,  se  dará  conocimiento  ^del  expediente  á  la  persona  de  quien  pro- 
ceda el  inmueble  ó  á  sus  herederos, *á  fin  de  que  manifiesten  si  tienen  algo  que* 
oponer  á  sfi  inscripción . 

Si  el  que  la  solicita  fuere  éieredero  del  anterior  poseed9r,  presentará  el  últi- 
mo recibo  de  contribución  que  éste  haya  satisfecho,  ú  otro  documento  que¿icre- 
dite  el  pago.  ,  • 

Quinta.  Si  los  dueños  de  los  terrenos  colindantes,  ó  el  partícipe  en  la  pro- 
piedad ó  en  los  derechos  de  una  finca  que  deban  ser  citados,  estuvieren  ausen- 
tes y  se  supiese  su  paradero,  el  Juzgado  les  citará  por  medio  de  oficio  si  se  ha- 
llaren en  la  isla  de  Puerto-Rico,  y  éste  se  dirigirá  por  conducto  del  Ministerio 
de  Ultramar  si  se  encontraren  en  la  Península  ó  en  las  demás  posesiones  ultra- 
marinas. •  Si  la  residencia  fuese  en  algún  punto  de  .  nación  extranjera,  el  oficio 
se  diríjirá  por  el  mismo  conducto  oficial  al  Cónsul  de  la  nación  donde  se  halla- 
ren, á  no  ser  que  la  residencia  fuere  en  ambas  Américas,  en  cuyo  caso  se  diri- 
girá directamente  al  Cónsul  respectivo,  señalándoles  para  comparecer,  por  si  ó 
por  medio  de  apoderado  el  término  que  juzgue  necesario,  séguti  la  distancia,  y 
que  no  podrá  ser  menoV  de  sesenta  dias,  contados  desde  U  fecha  de  la  notifi- 
cación. 

Si  se  ignorase  su  paradero,  sé  les  citará  por  medio  de  edictos  en  los  periódi- 
cos ofici5es  de  la  isía^  y  por  término  de  sesenta  dias;  y  si  trascurridos  estos  tér- 
minos no  comparecieren  loa  citados,  el  Juzgado  aprobará  el  expediente  y  man- 
dará hacer  la  inscripción  del  derecho,  sin  perjuicio  del  que  corresponda  á  dichos 
dueños  colindantes  ó  participe,  expresándose  que  estos  no  han  sido  oidos  en  la 
información. 

La  inscripción  en  tal  caso  expresará  también  dicha  circunstancial 

Sexta.  Cualquiera  que  se  crea  con  derechq  á  los  bienes  ó  parte  de  ellos  cu- 
ya inscripción  se  solicite,  mediante  información  de  posesión,  podrá  alegarlo  an- 
te el  Tribunal  competente  en  juicio  ordinario. 

La  interposición  de  esta  demanda  y  su  inscripción  en  el  Registro  suspenderán 
el  curso  del  expediente  de  información,  y  la  inscripción  del  piismo  si  estuviere 
ya  concluido  y  aprobado. 


LEY  PE  1861. 

Art,  398. 


CONCORDANCIAS. 

Ley  Befonnada  de  1869^ 

*  Art,  398. 

En  la  instrucción  del  expe- 
diente á  que  se  refiere  el  pre- 
cedente artículo  se  observa- 
rán las  siguientes  reglad.     ^ 


£1  escrito  en  que  se  pida 
laidmision  de  la  información 
de  qne  trata  el  artículo  ante- 
rior expresará: 

Primero.     La  na^raleza, 

situación,  medida  su^fícial, 

linderos,  nombre,   número  y 

cvgas  reales  de  la  finca  cuya^ 

.  posesión  se  trate  de  acreditar. 

Segundo.  La 'especia  le- 
gil,  valor,  condiciones  y  car- 
gas del  derecho  real  de  cuya 
poseáon  se  trate,  y  la  natu- 
r^eza,  situación,  linderos, 
nombre  y  número  de  la  finca 
sobre  la  cual  estuviere  aquel 
impuesto. 

Tercero.  El  nombre  y  ape- 
llido de  la  persona  de  quien 


Primera. . 


Ley  de  17  de  Julio  de  1377- 


Artículo  69 


y  se  sustituirá  la  regla 

4*  del  art.  ^98  de  la  misma  (i) 
con  la  siguiente: 

El  ciue  trate  de  inscribir  su 
posesión  presentará  una  cer- 
tificación del  Alcalde  del  pue- 

(1 )  B8U>  es,  de  la  Ley  Hipote- 
caria. 
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se  hayaadqairido  el  inmueble 
ó  derecho. 

Cuarto.  £1  tíempo  que  se 
llevare  de  posesión. 

Quinto.  La  circunstancia 
de  ní^existir  título  escrito  6 
de  no  ser  fácil  hallarlo  en  el 
caso  de  que  exista. 

Arí,  399. — La  información 
prevenida  en  el  articulo  397  se 
verificará  con  dos  ó  más  testi- 
gos vecinos  propietarios  del 
pueblo  ó  término  en  que  estu- 
vieren situados  los  bienes. 

Arí.  400, — Los  testigos  de 
que  trata  el  artículo  anterior 
justificarán  tener  las  cualida- 
des en  él  referidas  presentan- 
do los  documentos  que  la 
acrediten:  contraerán  sus  de- 
claraciones al  hecho  de  poseer 
los  bienes  en  nombre  propio 
el  que  promueva  el  expedien- 
te, y  al  tiempo  que  haya  du- 
rado la  posesión,  y  serán  res- 
ponsables de  los  perjuicios 
indebidos  que  puedan  causar 
con  la  inexactitud  de  sus  de- 
posiciones. 

Arí.  401. — El  c^ue  tl^te  de 
inscribir  su  posiaon  presen- 
rá  tanthim  el  recibo  •  ael  últi- 
mo trimestre  de  contribución 
territorial  que  haya  satisfecho. 


Si  po  hubiere  pagado  nin- 
guno por  ser  su  adquisición 
reciente,  se  dará  conocimiento 
del  expediente  á  la  persona 
de  quien  proceda  el  inmueble 
ó  á  sus  nerederos,  á  fin  de 
que  manifiesten  si  tienen  algo 
que  oponer  á  su  inscripción. 

Si  el  que  la  solicita  fuere 
heredero  del  anterior  posee- 
dor, presentará  el  último  re- 
cibo de  contribución  que  este 
.haya  satisfecho. 

Aft.  402.— Si  el  partícipe 
en  la  propiedad  ó  ep  los  de-, 
lechos  de  una  finca  que  deba 
ser  citado  estuviere  ausente, 
el  Juez  le  señalará  para  com- 
parecer por  sí  ó  por  medio  de 
apoderado  el  término  dbe 
juzgue  necesario  según  la  dis- 
tancia. 

Si  se  ignorare  su  paradero 
6  si  transcurrido  dicho  térmi- 
no no  compareciere  el  citado, 
se  aprobará  el  expediente  y 
mandará  hacer  la  ihscripcion 
del  derecho,  sin  perjuicio  del 
•  que  corresponda  á  dicho  par- 
tícipe, expresándose  que  éste 


....... ..•.••.^. 

blo  en  cuyo  término  mnaki-' 
pal  radiauen  los  bienes,  uto- 
rizada  aaemás  p^r  el  Re^^dor 
Síndico  y  el  Secretario  dd. 
Ayuntamiento  y  si  alguno  de 
los  dos  primeros  no  supiese 
firmar,  lo  hará  pcnr  ^  otro  ia- 
dividtto  del  Municipio-  Ei 
esta  certificación  se  exprésala 
claram'ente.  con  referencia  i 

l%" 

" w 

Seguida. — La  información 
se  verificará. .••.•••••• .... 

Ins  amiJI^rí^Tni^ntos,  rfttantn^ 

4  otros  datos  de  las  oiiciiia> 

municipales,  c^ue  el  interesado 
paga  la  contribución  á  tftnlc 
de  dueño,  determinándosela 
cantidad  con .  que  contríbafc 
cada  finca,  si  constase,  y  n» 
siendo  as¿  se  manifestarátni- 
camente  que  tod^s  ellas  se  ta- 
vieron  en  cuenta  al  fijar  la  úl- 

Tercera. — Los  testigosjus- 
tificarán , 

.... .f ...4 

que  se  hubiere  repartido. 

Ea  los  pueblos  enaue  exis- 
tan Comisiones  espenales  pa- 
ra la  evaluación  de  la  riqueza 
inmueble  y  repartimiento  de 
la  contribución  deberá  arui^ir. 

.....^..L. 

'"•*"*' 

se  á  las  mismas  para  obtener 
la  certifjpadqn  á  que  se  refiere 
el  anterior  párrafo,  la  «pial  se 
.firmará  por  el  Presidente  y 
Secretario,  y  por  el  Reidor 
Síndico  del  Ayuntamiento  ú 
perteneciere  á  dichas  comisio* 
nes. 

...............    ...     ....... 

Cuarta •. 

....  ó  un  documento  bastante 
para  acreditar  qde  ha  realiza- 
do dicho  pago. 

Si  no  hubiere  pagado  nin- 
gún trimestre  de  contribución 

. 

, 

• --: - • 

..............   .        tí  otro 

documento  '  que  acredite  d 
pago. 

Quinta..... 

• 

...... ...... .I..el  Juzgado 

ó  elTribunal 

• 
• 

. 

.7 el  Juz- 

gada ó  el  Tribunal  aprobará 
el  expediente. ............. 
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no  ha  sido  oido  en  la  infor- 
mack». 

La  inscrípdpn  en  tal  caso 
expresará  también  dichas  cir- 
cunstancias. 

Art,  403. — Cualquiera  que 
se  crea  con  derecho  á  los  ble- 
oes,  cujra  inscripción  se  soli- 
óte mediante  inforipacion  de 
posesión,  podrá  alegarlo  ante 
ci  JueE  compeleilte  enjuicio 

La  interposición  detesta 
demanda  y  su  inscripción  en 
el  Reeistro  suspenderán  el 
curso  áéi  expediente  de  infor- 
mación, ó  la  inscripción  del 
mismo  si  estuviere  ya  cOn- 
dnido  y  aprobado. 


Sexta, 


.  Tribunal. 


183 


'• 


TEXTO  DB  LA  LEY.  • 

•  Artículo  89  .    ^ 

Siendo  suficiente  la  información  practicada  eíi  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
tículo anterior,  y  no  habiendo  oposición  de  partelegítima  ó  siendo  desestimada 
la  que  se  hubiere  hecho,  el  Juzgado  aprobará  el  expediente  y  mandará  extender 
en  el  registro  la  inscripción  solicitada,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  de- 
recho. 

El  poseedor  que  haya  obtenido  la  providencia  expresada  en  el.  párrafo  ante- 
rior presentará  en  el  Registro,  solicitando  la  inscripción  correápondiente,  el 
expediente  original  que  deberá  habérsele  entregado  para  este  efecto,  pudiendo 
acompañar,  si  desea  conservarla,  una  copia  del  mismo  en  papel  común,  que  co- 
tejada por  el  Registrador  y  puesta  nota  de  conformidad,  si  la  hubiere,  le  será 
devuelta,  quedando  archivado  en  todo  caso  el  original.. 


LEY  DE  1861.' 

Art.  404. 


CONCORDANCIAS 

ley  Beformada  ia  1869. 
^^.399.(1). 


Siendo  suficiente  la  infor- 
mación practicada  en  la  forma 
prevenida  en  los  anteriores 
artkulos,  y  no  habiendo  opo- 
sición de  parte  legítiiha,  ó 
siendo  desestimada  la  que  se 
hubiere  hecho  el  Jifez  aproba- 
rá el  expediente  y  mandará 
extender  en  el  Registro  la 
inscripción  solicitada  sin  per 
juicio  de  tercero  de  mejor  de- 
recho. 

Art,  405. ^El  poseetjor  que 
baya  obtenido  la  providencia 
ecpr&ada  en  el  artículo  ante- 
rior, presentará  en  el^  Regis- 
tro el  expediente  original  que 
deberá  habérsele  entre^do 
para  este  efecto,  y  soliatará 
en  su  virtud  la  inscripción 
correspondiente. 


elanUfún  articulo» 


.el  Tribunal. 


,  párrafo  antaior. 


*  (1)  Sólo  copiamos  de  este  ar- 
tiouío  los  dos  primeroi  párrafos, 
<|ue  son  los  que  se  corresponden 
oon  el  art  8?  ue  nueitra  L^. 


Ley  dé  Puerto  Bioo. 
AU,  6?  jj/  89 

(No' ofrecen  diferencia  con 
Ja  nuestra.) 

.      AH,   7? 

(En  vez  del  segundo  pá- 
rrafo  de  la  regla  4*  de  la 
nuestra,  dice  lo  siguiente: ) 


También  podrá,  acudirse, 
para  obtener  la  certificación 
á  que  se  refiere  el  párrafo  an- 
terior, á  la  Administración, 
central  de  Contribuciones  de 
la  isla,  en  cuvo  caso  el  docu- 
^lento  estará  autorizado  en 
debida  forma. 
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THXTODELALEY. 

Artículo  9? 


Los  Registradores  ánt^s  de  inscribir  alguna  finca  ó  derecho  en  virtud  de  las 
informaciones  prescritas  en  los  tres  artículos  anteriores,  examinarán  cuidadosa- 
mente el  Registro,  para  averiguar  si  hay  en  él  algún  asiento  relativo  al  mismo 
inmueble,  que  pueda  qúefiár  total  ó  parcialmente  cancelado  por  consecuencia 
de  la  misma  inscripción. 

Si  hallaren  algún  asiento  de  adquisición  de  dominio  ó  posesión  no  cancela- 
do, que  esté  en  contradicción  con  el  hecho  de  la  posesión  justificada  por  infor- 
mación judicial,  suspenderán  la  inscripción,  harán  anotación  preventiva  si  la 
solicita  el  interesado,  ^  remitirán  copia  de  dicho  asiento  al  Juez  que  haya  apro- 
bado la  información. 

£1  Juez,  en  su  vista,  y  con  citación  y  audiencia  de  las  personas  que  por  dicho 
asiento  puedan  tener  algún  derecho  sobre  el  inmueble,  confirmará  ó  revocará 
el  auto  de  aprobación,  dando  conocimiento  en  todo  caso  de  la  providencia  que 
recayere  al  Registrador,  á  fin  de  que,  en  su  vista,  lleve  á  efecto  la  inscripción,  • 
ó  cancele  la  anotación  preventiva.         • 

Si-las  personas  que  hubieren  de  ser  citadas  estuvieren  ausentes,  se  llevarán 
previamente  á  efecto  las  formalidades  exigidas  para  la  citación  en  la  regla  quin- 
ta del  artículo  y? 

Si  el  Registrador,  hallare  algún  asiento  no  cancelado  de  censo,  hipoteca  ó 
cualquier  derecho  real  impuesto  sobre  la  finca  que  ha  de  ser  inscrita,  procederá 
á  la  inscripción  de  posesión  solicitada,  en  virtud  de  información  judicial;  pero 
deberá  hacer  en  ella  mención  de  dicho  asiento. 


COKCOBDAKCIAS. 


LEY  DE  1861. 

/í^.  407.  . 

Los  Reristradores  antes  de 
incribir  alguna  finca  ó  dere- 
cho en  virtud  de  informaciones 
examinarán  cuidadosameilte 
el  Registro  para  averiguar  si 
hay  en  él  algún  as  jento  relati- 
vo al  mismo  inmueble,  (jue 
pueda  qiledar  total  ó  parcial- 
mente cancelado  por  conse-- 
cuencia  de  la  nueva  inscrip- 
ción. Si  hallaren  algún  asien 
to  de  adquisición  de  dominio 
no  cancelado,  que  esté  en 
contradicción  con  el  hecho  de 
la  posesión  justificada,  sus- 
penderán la  inscripción,  harán 
una  anotación  preventiva,  y 
remitirán  cóp-a  de  dicho  asien- 
to al  Juez  que  haya  aprobado 
lá  información,  ta  Juez  en 
su  vista  comunicará  el  expe- 

'  diente  á  la  persona  que  po^ 
dicho  asiento  pueda  tener  al- 
gún derecho  sobre  el  inmueble 
y  con  su  audiencia  corfirmará 
ó  revo(»rá  el  auto  de  aprobá- 

,  cion,  dando  conocimiento  en 
todo  caso  de  1^  providencia 


LejBdfonnacdade 

An,  402. 


las  informaciones  prescritas 
en  los  artículos  397,  398  y 

399  examinarán 

•-""  -" ..f.. ,.-*.. 

•••••f V • 

9  ••-• 

...../.. 

El  Juez  ó  el  Tribunal  en 
su  vista 

•  "■••  •••  •*■  •••-••  ••..  ••  •• 

t 

: k 


Ley  de  17  de  Julio  de  1877. 
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hue  recayere  al  Registrador, 
I  fin  de  que  en  su  vista  lleve 
I  efecto  la  inscripción  ó  cañ- 
óle la  anotación  preventiva. 


Si  el  Registrador  hallare 
m  asiento  de  censo,  hipo- 
i  ó  cualquier  derecho  real 
«lesto  sobre  la  fin«a  que 
ide  ser  inscrita,  y  no  cance- 
*  >,  lo  mencionará  en  la  ins- 
don  que  estendiere.  ^ 


Si  en  el  caso  del  párrafo 
primero  se  hubiere  solicitado 
la  inscripción  de  posesión 
en  virtud  de  certificación,  el 
Registrador  la  denegará  y 
devolverá  el  documento  al  in- 
teresado, á  fin  de  que  si  quie- 
re promueva  el  recurso  gu- 
bernativo ó  judicial  ó  solicite 
la  cancelación  del  asiento  de 
dominio  si  fuere  procedente. 

Si  el  Registrador  hallare 
algún  asiento  no  cancelado  de 
censo,  hipoteca  ó  cualquier 
derecho  real  impuesto  sobre 
la  finca  que  ha  de  ser  inscri- 
ta, procederá  á  la  insctipcion 
de  posesión  solicitada^  ya  sea 
en  virtud  de  infotmacion  judi- 
cial ó  de  certificación;  pero  de- 
berá hacer  en  ella  mención  de 
dicho  asiento. 


Ley  de  17  í  e  JuKo  de  1877. 

ArtieMlo^. 
Quedan  derogados  los  ar- 
ticuíos  400  y  401  (1)  y  eljpá- 
rrafo  4?  del  402  de 
Hipotecaria,  (i) 


la  Ley 


(1)  El  ort.  400  de  la  Ley  Rotor- 
mada  sefialaba  una  nueva  trami- 
tación para  las  insoripoioues  de 
posesión,  por  medio  áe  una  oer- 
tifioaolon  del  Ayuntamiento,  do 
venir  pagando  la  contribución 
en  concepto  de  dueño.    Podía, 

f)uefl,  usarte  de  esta  forma  ó  de 
a  que  determinaba  el  art.  397.— 
La  ley  de  1877  á  que  nos  referi- 
mos en  el  cuadro  derogó  el  cita- 
do art.  400,  ol  401  (qu<j  se  refería 
&  un  detalle),  y  ol  párrafo  4?  del 
402  que  hacía  alusión  á  aquel,  y 
dispuso  que  la  oertlfioacion  ael 
Ayuntamiento  fuese  Indispensa- 
ble en  todo  oxpedieite  de  po90- 
sion. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  i  o. 

Las  inscripciones  de  posesión  expresarán  todas  las  circunstancias  referidas  en 
|1  articulo  7?,  y  además  los  nombres  de  los  testigos  que  hayan  declarado,  el  re- 
altado  de  sus  declaraciones,  él  de  las  demás  diligencias  practicadas  en  el  expe- 
liente, la  opinión  del  Ministerio  ñscal,   y  las  circunstancias  peculiares    de  la 
ipcion,  según  su  especie,  en  cuanto  constarc*n  del  mismo  expediente. 
£1  tiempo  de  posesión  que  se  haga  constar  en  dichas  inscripciones  como  tras- 
arrído,  cuaudo  estas  se  verifiquen,   se  contará' para  la  prescripción  que  no  re- 
|aiera  justo  título,  á  menos  que  aquel  á  quien  esta  perjudique  no  lo  contradiga, 
fn  cuyo  caso  deberá  probarse  dicho  tiempo  de  posesión  con  arreglo    al  derecho 
omun. 

Las  inscripciones  de  posesión  perjudicarán    ó  favorecerán  á  tercero  desde  su 
cha;  pero  solamente  en  cuanto  á  los  efecioó  que  atribuyen  las  leyes  á  la  mera 

sion. 

La  inscripción  de  posesión  no  perjudicará  al  que  tenga  mejor  derecho  á   la 
TOpiedad  del  inmueble,  aunque  su   título  no  haya  sido  inscrito,  á  menos  que 
L  prescripción  haya  convalidado  y  asegurado  el  derecho  inscrito.     Entre  las 
tes  surtirá  efecto  la  posesión  desde  que  deba  producirlo  conforme  al  dere- 
cho común. 
Lo  dispuesto  en  los  anteriores  artículos  sobre  las  inscripciones  de    posesión 
\  será  aplicable  al  derecho  hipotecario,   el  cual  no  podrá  inscribirse  sino  me- 
nte la  presentación  de  título  escrito. 


CONCORD  ANOTAS. 


LE7  DE  1861. 

^r^.  406. 

La  inscripción  que  se  haga  expresará  to- 

\  las  circunstancias  referidas  en  el  artíco- 

>  398,  y  además  los  nombres  de  los  testigos 


LET  SEFORMADA  DE  1869. 
Art.  399. 


.en  la  regla  primera  del  art.  398. . . 
24 
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aue  hayan  declamado,  el  resoltado  de  sus 
declaraciones,  el  de  las  demás  dili|;encias 
practicadas  en  el  expediente,  la  opinión  del 
ministerio  ñscal,  y  las  circunstancias  pecu- 
liares de  la  inscripción,  seg^n  su  especie, 
en  cuanto  constaren  del  mismo  expediente. 


I    , 
Artículo  408. 

La  inscripción  hecha  en  virtud  de  justifi- 
cación de  posesión  perjudicará  ó  favorecerá 
á  tercero  desde  su  fecha  y  solamente  en 
cuanto  á  los  efectos  que  atribuyen  las  leyes 
á  la  mera  posesión. 

Artículo  409* 

La  inscripción  de  posesión  no  perjudicará 
en  ningún  caso  el  que  tenga  mejor  derecho 
á  la  propiedad  del  inmueble,  aunque  su  ti- 
tulo no  naya  sido  inscrito. 

Entre  las  partes  surtirá  su  efecto  la  pose- 
sión desde  que  deba  producirlo,  conforme 
al  derecho  común. 

Artículo  410. 

Lo  dispuesto  en  los  anteriores  artículos 
sobre  las  inscripciones  de  posesión  no  será 
aplicable  al  derecho  hipotecario,  el  cual  no 
podrá  inscribirse  sino  mediante  la  presen- 
tación del  título  escrito. 


■(') 


Artículo  403.  [2] 


El  tiempo  de  posesión  que  se  haga  cons- 
tar en  dichas  inscripciones  como  transcom- 
do,  cuando  éstas  se  verifiquen,  se  contarS, 
para  la  prescripción  que  no  requiera  justo 
título,  á  menos  que  aquel  á  quien  esta  per- 
judique no  le  contradiga,  en  cuyo  caso  de- 
berá probarse  dicho  tiempo  de  posesión  om 
arreglo  al  derecho  común. 


Las  insnipciones  de  posesión  perjudicaxáü 
ó  favorecerán  á  tercero  desde  su  fecha,  peté 
solamente". 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
•Artículo  II. 


Todo  propietario  que  careciere  de  título  escrito  de  dominio,  cualquiera  que 
sea  la  época  en  que  hubiere  tenido  lugar  la  adquisición,  podrá  inscribir  dicho 
dominio,  justificándola  con  las  formalidades  siguientes: 

Primera.     Presentará  un  escrito  al  Juez  de  primera  instancia  del  partido  en 

(i)  Es  el  tercer  párrafo  el  que  aqtd  se  inserta;  los  dos  primeros  pueden  consultar- 
se en  las  Concordancias  del  Art  89 

(2)  •  Suprimimos  el  primer  párrafo,  por  hacer  alusión  á  las  dos  especies  de  prooe^ 
dimiento,  que  refundió  en  uno  solo  la  Ley  de  1877. 
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aue  radiquen  los  bienes,  ó  al  del  en  que  esté  la  parte  principal,  si  fuere  una 
finca  enclavada  en  varios  partidos,  refiriendo  el  modo  con  que  los  haya  adqui- 
rido y  las  pruebas  legales  que  de  esta  adquisición  pueda  ofrecer,  y  pidiendo 
que,  con  citación  de  aquel  de  quien  procedan  dichos  bienes  ó  de  su  causa-ha- 
bieiite,  dueños  de  las  fincas  colindantes  y  del  Promotor  fiscal  del  partido,  se  le 
admitan  las  referidas  pruebas  y  se  declare  su  derecho. 

Segunda.  £1  Juez  dará  traslado  de  este  escrito  al  Promotor  fiscal;  citará  á 
aquel  de  quien  procedan  los  bienes  ó  su  causa-habiente,  si  fuere  conocido,  á 
los  dueños  de  las  fincas  colindantes  y  á  los  que  tengan  en  dichos  bienes  cual^ 
qnier  derecho  real;  admitirá  todas  las  pruebas  pertinentes  que  se  ofrezcan  por 
d  actor,  por  los  interesados  citados  ó  por  el  Promotor  fiscal  del  partido,  en  el 
término  de  ciento  ochenta  dias,  y  convocará  á  las  personas  ignoradas  á  quienes 
pueda  perjudicar  la  inscripción  solicitada,  por  medio  de  edictos  que  se  fijarán 
en  parajes  públicos  y  se  insertarán  tre§  veces  en  los  periódicos  oficiales  de  la 
isk,  á  fin  de  que  comparezcan  si  quisieren  alegar  su  detecho. 

Si  los  que  hubieren  de  ser  citados  estuvieren  ausentes  se  seguirá  para'  las  ci- 
taciones el  procedimiento  establecido  en  la  regla  quinta  del  artículo  7® 

Tercera.  Trascurrido  dicho  plazo,  oirá  el  Juez  por  escrito,  sobre  las  recla- 
maciones y  pruebas  que  se  hubieren  presentado,  al  Promotor  fiscal  y  á  los  de- 
nlas que  hayan  concurrido  al  juicio,  y  en  vista  de  lo  que  alegaren  y  calificando 
dichas  pruebas  por  la  crítica  racional,  declarará  justificado  ó  no  el  dominio  de 
los  bienes  de  que  se  trate.  ^ 

Cuarta.  £1  Promotor  fiscal  ó  cualquiera  de  los  interesados,  podrá  apelar  de 
esta  providencia;  y  si  lo  hiciere,  se  sustanciará  el  recurso  por  los  trámites  esta- 
Uecidos  para  los  incidentes  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Quinta.  Consentida  ó  confirmada  dicha  providencia,  será  en  su  caso  título 
bastante  para  la  inscripción  del  dominio. 

Sexta.  Cuando  el  valor  del  inmueble  no  excediere  de  cinco  mil  pesetas, 
( 1,000  pesos)  será  verbal  la  audiencia  que  según  la  regla  tercera  debe  prestar- 
se por  escrito  al  Promotor  fiscal  y  á  los  interesados,  y  la  apelación  en  su  caso 
seguirá  los  trámites  establecidos  para'  estos  recursos  en  los  juicios  de  menor 
cuantía. 


CONCORDANCIAS. 


LET  SEPOBHADA  DE  1869. 
Art,  404. 


El  propietario  que  careciere  de  titulo 
escrito  de  dominio,  podrá  inscribir  dicho 
dominio,  justificando  su  adquisición,  con  las 
formalidades  siguientes: 

Primera.  Presentará  un  escrito  al  Tri- 
iKi&al  del  partido  en  que  radiquen  los  bie- 
MS,  ¿  al  del  en  que  esté  la  parte  principal, 
s  fiíere  una  finca  enclavada  en  varios  parti- 
á«¿  refiriendo  el  modo  con  que  los  haya 
riqpirido  y  las  pruebas  legales  que  de  esta 
adquisición  pueda  ofi-ecer,  y  pidiendo  que, 
eon  citación  de  aquel  de  quien  procedan 
díclK»  bienes  ó  de  su  causa-habiente  y  del 
Fiscal  del  Tribunal  del  partido,  se  le  ad- 
mitan las  referidas  pruebas  y  se  declare  su 
der«dio. 

Segunda.  El  Tribunal  dará  traslado  de 
«te  escrito  al  Fiscal;  citará  á  aquel  de 
qoíeB  procedan  los  bienes  ó  su  causa-ha- 


Proyecto  del  Oddigo  CíyíI- 

[Véase  lo  que  ordenaba  en  sus  Disposi- 
ciones transitorias  citadas  en  las  Concor- 
dancias del  artículo  69] 
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biente.  si  fuere  conocido,  y  á  los  aue  tendrán 
en  ellos  cualquier  derecho  real;  admiti- 
rá todas  las  pruebas  pertinentes  que  se 
ofrezcan  por  el  actor,  por  los  interesados 
citados  ó  por  el  Fisód  del  partido,  en  el 
término  de  ciento  ochenta  dias,  y  con- 
vocará á  las  personas  ignoradas  á  quienes 
pueda  perjudicar  la  inscripción  solicitada, 
por  medio  de  edictos  que  se  fijarán  en  pa- 
rajes públicos  y  se  insertarán  tres  veces  en 
el  Botetin  oficialy  á  fin  de  quecomparezcan 
si  quisieren  alegar  su  derecho. 

Tercera.  Trascurrido  dicho  plazo,  oirá  el 
Tribunal  por  escrito,  sobre  las  reclamaciones 
y  pruebas  aue  se  hubieren  presentado,  al- 
Fiscal  y  á  los  demás  que  hayan  concurrido 
al  inicio,  y  en  vista  délo  que  alegaren  y 
calificando  dichas  pruebas  por  la  crítica 
racional,  declarará  justificado  ó  no  el  domi- 
nio de  I03  bienes  de  que  se  trate. 

Cuarta.  El  Fiscal  ó  cualquiera  de  los 
interesados,  podrá  apelar  de  esta  provi- 
dencia; y  si  lo  hiciere,  se  sustanciará  el 
recurso  por  los  trámites  establecidos  para 
los  incidentes  en  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil. 

Quinta.  Consentida  ó  confirmada  dicha 
providencia,  será  en'  su  caso  titulo  bastante 
para  la  inscripción  del  dominio. 

Sexta.  Cuando  el  valor  del  inmueble 
no  excediere  de  750  pesetas,  será  verbal 
la  audiencia  que  según  la  regla  tercera 
debe  prestarse  por  escrito  al  Fiscal  y  á  los 
interesados,  y  la  apelación,  en  su  caso, 
seguirá  los  trámites  establecidos  para  estos 
recursos  en  los  juicios  de  menor -cuantía. 

LEY  DE  PUERTO  RIOO. 

Artículos  9,  10  y  i  i. 

(No  ofrecen  diferencia  alguna  con  la  nuestra.) 

534. — Por  primera  vez  agrupamos  distintos  artículos  de  la  Ley 
para  estudiarlos  conjuntamente.  Se  hallan  tan  intimamente  unidas 
las  disposiciones  de  los  que  preceden  inmediatamente  á  est?is  líneas, 
que  hemos  creido  necesario  no  separarlos,  porque  solo  combi- 
nando sus  preceptos  nos  puede  ofrecer  ese  estudio  toda  la  clariclad 
necesaria. 

535. — Trátase  aquí  del  modo  de  obtenerla  inscripción  cuando  no 
se  tiene  título  escrito;  y  se  establecen  dos  procedimientos  con  muy 
distintos  efectos  para  casps  también  diversos.  Como  se  habrá  ob- 
servado en  las  Coticordancias,  estos  artículos  se  hallan  al  final  de 
la  Ley  peninsular,  y  nuestra  Comisión  los  hizo  mudar  de  sitio.  Las 
disposiciones  que  contienen  han  sido  objeto,  1 9  de  la  primitiva  Ley 
de  1 86 i;  2?  de  la  Reforma  hecha  en  1869;  3?  de  la  nueva  reforma 
parcial  efectuada  por  la  Ley  de  17  de  Julio  de  1877.  Tenemos, 
pue»,  que  hacer  hablar  á  tres  Comisiones  de  Códigos,  á  saber»  líS 
dos  peninsulares  y  la  Antillana. 
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536. — La  de  1 86 1  se  expresaba  así:  . 

"La  Comisión  no  podia  hacer  caso  omiso  de  un  hecho  demasiado 
"general,  por  desgracia,  en  nuestra  patria.  Este  es  la  falta  de  títu- 
*Íos  que  tienen  muchos  para  acreditar  la  propiedad  ú  otros  derechos 
•*reales  que  legítimamente  les  corresponden.  Debido  es  esto,  ya  á 
'ia  subdivisión  excesiva  del  suelo  en  algunas  de  nuestras  provincias, 
**ya  á  las  guerras  civiles  y  extranjeras  que  han  ensangrentado  el 
"territorio  español,  ya  á  los  incendios  y  ruinas  que  en  la  serie  de  los 
"siglos  han  tenido  lugar,  ya  al  poco  esmero  en  la  conservación  de 
"los  archivos,  ya  por  último,  á  la  incuria  de  los  propietarios.  Pero, 
"cualesquiera  que  sean  las  causas,  no  puede  desconocerse  que  estp 
"falta  de  titulación  hace  desmerecer  mucho  á  la  propiedad,  la  cual 
"aparece  sospechosa  ó  insegura,  y  por  consiguiente  falta  del  valor 
"que  sin  tales  circunstancias  tendría  á  los  ojos  de  los  que  deseando 
"adquirirla  creyeran  poder  hacerlo  sin    riesgo. 

.537. — "De  aquí  resuíta  la  necesidad  de  procurar  que  á  la  titula- 
"cion  perdida  ó  nunca  formada  reemplace  una  titulación  nueva,  la 
"cual,  si  bien  no  podrá  inspirar  desde  luego  tanta  confianza,  ni  tener 
"tanta  eficacia  como  los  verdaderos  títulos  de  propiedad,  acreditará 
"la  posesión,  y  con  el  transcurso  del  tiempo  y  con  llegar  á  ser  mas 
"antigua  que  la  prescripción  mas  larga,  será  tan  buena  y  tan  segura 
"como  la  titulación  mas  completa.  Este  es  uno  de  los  puntos  mas 
"interesantes  de  la  Ley. 

538. — "No  puede  dudar  la   Comisión   cuál  debe   ser  el  principio 

"de  esta  titulación  nueva.     Por  mas  que  las  informaciones  de  testi- 

"gos  sean  poco  apreciables,  tratándose  de  cuestiones  sobre  derechos, 

"son  frecuentemente   las  únicas  pruebas  posibles  cuando  se   ha  de 

'acreditar  la  existencia  de  un  hecho.     Admítese,  pues,  este  modo 

"de  probar  en  la  imposibilidad  de  otro  mejor,  por  no  existir  la  titu- 

"lacion  antigua  y  por  haber  desaparecido   las  huellas  para  encon- 

"traria.     Con  esmerada  diligencia  ha  procurado  la  Comisión  fijar  la 

"forma  y  requisitos  de  estas  informaciones,  declarando  que  su  obje- 

**to  es  hacer  constar  la  posesión  en  que  está  el  reclamante  del*  dere- 

•*V3io  que  desea  inscribir,  señalar  los  documentos  que  han   de  pre  • 

"sentarse,  la  autoridad  ante  quien   debe  promoverse  el  juicio,  con 

'audiencia  del  Promotor  fiscal,  ó  del  síndico  del  Ayuntamiento  en 

*'su  caso  si  se  trata  de  la  inscripción   del  dominio,  y  con  la  del  pro- 

**t)ietario  y  de  los  demás  partícipes  en  la  propiedad  si  se  quiere  jus- 

**tfficar  la  posesión  de  un  derecho   real,    el  número  de  testigos,  sus 

*^cualidades,  el  modo  de  probarlas,  la  extensión  de  sus  declaraciones, 

*1a  responsabilidad  en  que  incurren  por  la  inexactitud  de  sus  dichos, 

"d  modo  de  salvar  los  derechos  de  los  partícipes  que  estén  aúsen- 

*ÍJí«,  la  forma  de  establecer  las   reclamaciones  contra  la  inscripción, 

"la  dase  de  juicio  en  que  han  de  ventilarse,  la  resolución  de  los  ex- 

**pedientes,  y  las   circunstancias   que  debe  tener  la  inscripción   de-» 

"cretada  por  el  Juez. 

539. — í*Pero   no  contenta  la  Comisión  con  estas  precauciones, 
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"propone  que  los  Registradores,  antes  de  hacer  inscripciones  en  vír- 
"tud  de  información,  examinen  \ cuidadosamente  el  Registro  para 
''asegurarse  de  las  relativas  á  la  finca,  que  por  consecuencia  del  nue- 
**vcy  asiento  puedan  quedar  total  ó  parcialmente  canceladas;  que  si 
**de  esta  averiguación  resulta  algún  asiento  de  adquisición  de  domi- 
**nio  no  cancelada  que  se  halle  en  contradicción  con  el  hecho  justi- 
"ficado,  suspendan  la  inscripción,  tomando  una  anotación  preventi- 
"va,  hasta  que,  enterado  el  Juez  y  oida  la  persona  que  en  el  asiento 
''aparezca  interesada,  confirme  ó  revoque  el  auto  de  aprobación; 
"mas  si  solo  resulta  haber  un  asiento  no  caducado  de  censo,  de  hí- 
"poteca  ó  de  otro  derecho  real  impuesto  sobre  la  finca  que  ha  de 
"inscribirse,  entonces  que  se  haga  expresión  de  él  en  la  inscripción 
"que  se  extienda. 

540. — "Cree,  pues,  la  Comisión,  que  ha  hecho  lo  posible  para  que 
"la  nueva  titulación  no  tenga  por  base  la  sorpresa  ó  el  despojo,  y 
'para  que  los  derechos  bastardos  no  se  sobrepongan  á  los  legítimos, 
"al  satisfacer  la  necesidad  por  todos  reconocida  de  establecer  los 
"medios  para  que  toda  propiedad  que  carezca  de  títulos  pueda  lle- 
"gar  á  obtenerlos. 

541. — "Mas  estas  informaciones,  por  mas  que  se  haya  procurado 
"rodearlas  de  cuantas  precauciones  son  posibles  para  que  correspon- 
"dan  á  su  objeto,  no  pueden  favorecer  ni  perjudicar  á  terceros  sino 
"desd^  la  fecha  de  su  inscripción:  por  ella  no  toma  la  posesión  mas 
"importancia  ni  mas  valor  que  el  que  las  Leyes  le  atribuyen,  ni 
"se  perjudica  siquiera  al  verdadero  propietario,  aunque  no  tenga 
"inscripto  su  título:  todos  los  derechos  conservan  su  antigua 
"naturaleza:  la  cabeza  de  la  nueva  titulación  solo  podrá  de  pronto 
"producir  efecto  contra  los  que  tengan  títulos  mas  débiles,  y  solo 
"con  el  trans  curso  del  tiempo,  si  no  aparece  alguno  que  acredite 
"mejor  derecho  será  un  título  verdadero  de  propiedad,  porque  la 
"posesión  continuada,  el  concepto  público  de  dueño  y  el  lapso  de 
"una  larga  serie  de  años  concluyen  por  introducir  la  presunción 
"juris  et  de  jure,  de  que  el  poseedor  es  dueño  de  la  cosa,  abriendo 
"la  puerta  aun  sin  título  ni  buena  fé  á  las  prescripciones  extrad^- 
"dinarias. 

542. — "A  poco  que  se  medite,  nadie  desconocerá  que  no  puede 
"ser  extensivo  á  la  hipoteca  este  modo  supletorio  de  justificar  los 
"demás  derechos  reales;  en  todos  ellos  hay  posesión,  y  el  hecho  de  la 
"posesión  es  lo  que  se  prueba  por  la  información:  en  la  hipoteca  la 
"cuestión  no  es  de  hecho,  porque  el  acreedor  hipotecario  no  posee; 
"consiste  solo  su  derecho  en  ser  reintegrado  con  el  valor  de  la  finca 
"sobre  que  ha  prestado." 

543. — En  algunos  de  los  párrafos  transcritos  no  hace  la  Comisión 
otra  cosa  que  parafrasear  la  Ley;  pero  hay  tres  de  grande  impor- 
tancia por  las  declaraciones  que  encierran.  El  que  hemos  reproducido 
en  el  párrafo  537  es  precioso  para  fijar  los  efectos  de  las  inscripcio- 
nes de  posesión;  de  su  contexto  resulta  que  sólo  se  obtiene  por  ellas 
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la  prescripción  extraordinaria,  sirviendo,  por  decirlo  así,  de  mero  re- 
gistro de  los  hechos  para  precisar  el  momento  desde  el  cual  ha  de 
empezar  á  contarse;  cuya  idea  se  corrobora  plenamente  en  otro  pá- 
rrafo, el  que  lleva  en  nuestra  obra  el  núm.  541,  donde  se  dice,  como 
para  alejar  toda  duda,  que  por.la  inscripción  tw  toma  la  posesión  mas 
importancia  ni  mas  valor  que  el  que  las  leyes  le  atribuyen,  y  que  to- 
dos los  derechos  conservan  su  antigua  naturaleza.  Estás  declaracio- 
nes vienen  á  arrojar  completa  luz,  y  tendremos  ocasión  y  muy  pron- 
to de  volver  sobre  ellas,  para  determinar  los  efectos  que  la  posesión 
produce  en  nuestro  derecho.  También  es  importante  el  último  de 
los  párrafos  reproducidos,  en  cuanto  da  la  razón  de  no  admitirse 
las  informaciones  de  posesión  respecto  de  la  hipoteca.  En  ésta, 
no  existe  el  hecho  de  la  posesión;  mal  podría,  pues,  justificarse  su 
'  existencia. 

544. — Referíase  la  Comisiqn  en  las  palabras  que  dejamos  repro- 
ducidas á  lo  dispuesto  por  la  ley  de  1861  en  sus  arts.  397  á  410, 
que  insertamos  en  las  Concordancias.  Antes  de  que  tratemos  de 
las  reformas  de  dicha  ley,  exige  el  buen  método  que  nos  ocupemos 
algo  en  las  disposiciones  antiguas:  sus  defectos  nos  mostrarán  la  ra- 
zón de  las  enmiendas,  y  nos  presentarán  completo  y  acabado  el  jui- 
cio crítico  de  ellas. 

545. — Quejábase  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  de  un  vacío  que  notaba  en 
la  Ley,  al  establecer  las  informaciones  de  posesión.  Hemos  hablado 
ya  de  algunas  otras  observaciones  contenidas  en  el  notable  discurso 
de  ese  diputado,  (par.  266  a  268  y  476  a  481)  y  vamos  ahora  á 
referír  una  de  las  más  importantes.  Decia  el  ¡lustrado  impugnador 
que  al  lado  de  las  informaciones  de  posesión  debia  admitir  la  ley  la 
información  de  propiedad,  como  se  propuso  en  el  Proyecto  de  Có- 
digo Civil;  (i)  pues  el  si.stema  adoptado  en  aquella  tenia  el  inconve- 
niente de  convertir  en  meros  poseedores  á  verdaderos  propietaríos; 
y  "que  no  hay  razón  ninguna  para  que  el  propietarío  dejé  de  serlo, 
"para  que  el  hijo  á  quien  le  falte  un  documento,  cuando  todo  el 
*^undo  sabe  que  aquella  finca  la  construyó  su  padre,  el  cual  murió 
"jüi  testar,  y  que  por  ser  el  hijo  heredero  forzoso  la  adquirió;  por- 
"que  no  tenga  título,  no  es  justo,  repito,  que  ese  individuo  deje  de 
"$er  hoy  propietario  para  convertirse  en  mero  poseedor." — Referíase 
el  Sr  Ortiz  de  Zarate  á  que  el  Proyecto  que  en  aquellos  momentos 
se  discutía,  y  que  al  fin  se  elevó  á  ley,  no  admitía  más  que  la  justi- 
ficación de  posesión  á  los  que  no  exhibiesen  título  escrito  de  dominio. 
El  ejemplo  que  propuso  era  sin  duda  bastante  para  convencer  de  la 
oefidencia  del  Proyecto  de  Ley  y  de  la  necesidad  de  ampliarlo  con 
la  información  de  propiedad;  pero  no  por  eso  se  vio  el  Sr.  Ortiz  fa- 
vorecido por  el  éxito.  El  Sr.  Permanyer  le  replicó  y  aunque  no  pudo 
resolver  la  dificultad,  para  la  que  no  habia  otro  medio  que  la 
amidiacion  propuesta  por  aquel,    no  juzgamos  ocioso  reproducir  al- 


<n   Véanse  las  Concordancias  al  art.  69  de  la  Ley,  en  esta  obra. 
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gunas  de  sus  palabras.  Dijo  el  Sr.  Permanyer  (i)  que,  cuando  falta 
título  real  y  escrito,  no  se  puede  ser  propietario  sino  de  una  pres- 
cripción, y  como  quiera  que  esta  no  puede  fundarse  legalmente  sino 
efl  el  hecho  de  la  posesión,  de  aquí  que  sea  este  hecho  el  que  se 
acredite-en  las  informaciones.  Y  replicando  á  una  nueva  objecioa 
del  Sr.  Ortiz  de  Zarate,  que  por  el  empeño  con  que  insistió  en  st 
opinión  demostró  que  su  contradictor  no  habia  logrado  convencerle, 
agregó  el  Sr.  Permanyer,  *'que  una  inscripción  que  ha  recaído  sobre 
"el  hecho  de  una  posesión  no  puede  perjudicar  á  un  tercero  que 
''aparezca  luego  con  un  mejor  título  que  este,"  y  que  sólo  se  hsária 
tratado  *'de  suplir  la  falta  del  título  escrito." — Pero  si  sólo  de  eso  se 
trató,  los  hechos  fueron  más  lejos  que  la  voluntad  legisladora,  pues 
realmente  ocurría  en  la  práctica  lo  que  afirmaba  el  Sr.  Ortiz  de  Za- 
rate. El  poseedor  inmemorial  á  quien  las  leyes  daban  el  dominio, 
si  por  la  falta  de  título  escrito  acudia^á  la  información,  esta  le  surtía 
con  arreglo  a  la  Ley  los  efectos  de  la  mera  posesión,  sin  que  le  sir- 
viera acreditar  su  tenencia  inmemorial,  pues  sólo  desde  la  fecha  de 
la  inscripción  surtia  éáta  sus  efectos.  (Art.  408) — La  Reforma  de 
1869  se  encargo  de  dar  la  razón  al  Sr.  Ortiz  de  Zarate. 

546. — La  Comisión  autora  de  esta  Reforma,  en  su  Exposición  de 
motivos,  se  expresó  así: 

"Al  formársela  Ley  de  1 861  se  tuvo  en  consideración  que  en 
"España  muchos  propietarios  carecen  de  titulación  escrita;  y  creyoi- 
"do  conveniente,  sin  embargo,  que  llevaran  su  derecho  al  Registro 
"publico,  se  establecieron  las  inscripciones  de  posesión,  las  cuaks^ 
"no  perjudican  los  derechos  de  los  terceros,  aunque  no  hayan  ádo 
"inscriptos:  de  manera  que  estos  derechos  quedan  á  salvo  hasta  que 
"la  prescripción  convalida  el  del  que  inscribió  la  posesión,  aunque 
"los  bienes  pasen  á  terceros  en  virtud  de  títulos  universales  ó  singu-  3 
"lares  que  sean  registrados " 

547. — Y  más  adelante,  dice  la  propia  Comisión: 

"También  en  el  proyecto  adjunto  se  procura  facilitar  las  inscrip 
"ciones  de  posesión,  reproduciéndose   lo  que  ya  se  estableció  Cjat  d  ■ 
"Real  Decreto  de  25  de  Octubre  de  1867;  esto  es,   que  puedan  ÍIKI- 
"rificarse  obteniéndose  certificación  del  respectivo*  Ayuntamiento, 
"que  acredite  paga  el  interesado,  á  título  de  dueño,  la  contribución 
"p«r  los  bienes  que  ha  de  inscribir.  (2)    Además  de  esto,  se  faculta 

(1)  Sesión  del  día  8  de  Kncro  de  i86i. 

(2)  Por  el  Real  decreto  citado  se  dispuso  en  efecto  que:  *'I^s  propietarios  de  bienes 
''inmuebles  que  por  carecer  de  título  escrito  pretendan  inscribir  su  posesión  en  el  R^^istro 
'•publico;  podrán  verificarlo  instruyendo  el  expediente  prevenido  en  los  artículos  397  y  si- 
*jg^jicntes  de  la  Ley  Hipoiecsiña^  0 prsefiíanao  una  cotificacion  del  Alcalde  del  pueblo  en 

"cujt)  término  municipal  radiquen  los  bienes de  la  cual  resulte *--  que  d 

"interesado  paga,  á  título  de  dueño,  contribución  por  dichos  bienes." — A  partir  de  enti- 
ces, hubo  dos  procedimientos  para  obtener  las  inscripifenes  de  posesión,  áelecdon  dd  ifcí 
teresado,  á  saber:  ó  la  prueba,  testifical  ante  la  autoridad  judicial  y  con  audiencia  dd  >&■ 
nisterio  público,  que  prevenía  la  Ley  de  1861;  ó  bien  la  certificación  municipal  que  ««c- 
tableció  por  este  Keaí  decreto,  y  que  bastaba  por  sí  sola  para  la  inscriiKion.  [ArticakiS4? 
y  5?  del  mismo.] — La  Ley  Reformada  sancionó  ese  orden  de  cosas  [Artíc.ilos  400  y  ^oiiXf 
la  de  17  de  J^lio  de  1877  refundió  ambos  procedimientos  en  uno  sólo,  acumulándolos  4i» 
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**á  los  que  carecen  de  título  de  dominio  escrito  para  justificarlo  é 
'inscribirlo,  mediante  la  instrucción  del  oportuno  expediente. " 

548. — Por  último,  fijada  ya  la  disposición  legal  por  la  Ley  de  1877, 
"última  novedad  en  la  rnateria,*'  según  dijo  la  Comisión  de  Códigos 
ca  el  preámbulo  de  la  Ley  de  Puerto-Rico,  creyó  aquella  convenien- 
te introducir  una  innovación  más,  trocando  el  orden  material  de  los 
artículos. 

549. — No  explicó  nuestra  Comisión  en  el  preámbulo  de  nuestra 
Ley  las  modificaciones  que  le  son  comunes  con  la  de  Puerto-Rico, 
porque,  indicadas  ya  respecto  de  ésta,  se  contentó  con  remitirse  á 
su  manifestación  anterior.  En  la  nuestra  se  expone  solamente  lo 
qtie  le  es  peculiar.  Fuerza  nos  es,  por  tanto,  acudir  al  Informe  que 
precede  á  la  ley  de  la  isla  hermana,  para  hallar  la  razón  de  la  mu- 
(baza  á  que  nos  referimos. 

550. — Va  siguiendo  la  Comisión  el  orden  de  los  asuntos,  y  bajo 
d  rubro  de  Títulos  sujetos  á  inscripcioUy  se  expresa  así: 

'Tratan  de  esta  materia,  que  con  la  del  párrafo  anterior  (i)  cons- 
**tituye  el  título  /,  los  artículos  del  2?  al  12,  siendo  hasta  el  5V  los 
''mismos  de  la  ley  de  la  Península  con  lijerás  modificaciones  que 
"los  aclaran.  La  Comisión  ha  creído  más  propios  de  este  título  los 
"artículos  de  la  iey  referentes  al  procedimiento .  para  las  inscripcio- 
"nes  de  las  informaciones  posesorias,  que  llevan  en  la  misma  los 
"números  del  397  al  410,  y  los  ha  colocado  en  este  lugar  con  las  re- 
"formas  de  la  ley  de  17  de  Julio  de  1877,  en  armonía  con  las  nece- 
''sidade?  de  localidad  respecto  á  citaciones  de  propietarios  colindan- 
"tes  y  partícipes  en  el  dominio,  ausentes.  Al  determinar  que  los 
^'que  soliciten  las  inscripciones  de  posesión  justifiquen  su  pretensión 
"en  el  concepto  de  contribuyentes,  se  ha  arreglado  para  exigir  la 
*'presentacion  de  los  respectivos  documentos,  al  sistema  que  se  sigue 
"en  aquella  AntUla  en  el  repartimiento  y  exacción  del  impuesto 
"territorial." 

551.-^— La  simple  lectura  del  'artículo  69,  su  rápida  comparación 
Odií  el  II,  y  el  examen  del  10,  bastan  á  fijar  los  efectos  legales  de  la 
ínicripcion  que  por  aquel  se  establece.  Entre  la  que  se  obtiene  por 
medio  del  uno  ó  del  otro,  hay  grandes 'diferencias,  que  no  solo 
afectan  á  la  forma,  sino  también  al  fondo.  Trataremos  de  enu- 
merarlas. 

I? — En  cuanto  á  los  efectos,  la  inscripción  que  concede  el 
artículo    6?   no   supone   necesariamente  justo  título,    ni   por   con- 


Mio»  de  prnel>a  (Art.  6V),  esto  es,  haciendo  que  los  míe  pretendan  inscribir  la  posesión, 
hl|n.de  suministrar  la  prueba  d¡s[)ue.sta  en  la  antigua  ley,  y  la  del  pago  de  las  contribu- 
yónos por  medio  de  certificación  municipal,  de  mooo  que  desde  entonces,  en  vez  de  cons- 
Wit  ésta  un  procedimiento  scpatf^o,  ha  venido  á  ser  tan  solo  una  de  las  condiciones  del 
WWEíproceduniento.  Tal  es  el, sistema  actual,  con  arreglo  al  art.  398  de  la  Ley  vigente 
«  kTenínsula,  { 7*.*  de  la  nuestra. )     . 

(1)  El  párrafo  anterior  trata  de  los  Pueblos  en  que  deben  estableterse  los  Regishos,  y  lo 
qMicerca  de  este  punto  e.xpresó  la  Comisión  Antdlana,  quedó  ya  expuesto  por  nosotros 
CB  el  párrafo  6  de  nuestra  obra. 
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siguiente  habilita  para  la  prescripción  ordinaria;  ni  surte  otros 
efectos  que  los  que  atribuyen  las  leyes  á  la  mera  posesión,  (Art  la) 
Por  consiguiente,  no  perjudicará  al  que  tenga  mejor  derecho  á  la 
propiedad  del  inmueble,  aunque  su  título  no  esté  inscrito.  (Id.)  H 
que  se  acoje  al  art  69  queda,  pues,  considerado  como  mero  poseedcH*, 
y  jamás  el  derecho  de  posesión  ha  sido  más  fuerte  que  el  de  propiedad 
Aquel  puede  ser  corroborado  por  la  prescripción,  y  esta  facultad  se 
conserva  por  la  nueva  Ley. — La  inscripción  que  se  haga  con  arreglo 
al  artículo  1 1  es  una  inscripción  de  dominio,  tan  completa,  perfecta 
y  eficaz  como  las  que  .se  efectúan  por  medio  de  la  presentación  en  el 
Registro  de  un  título  cualquiera,  v.  gr.,  de  una  escritura  de  compra- 
venta. Y  queda  sujeto  el  asiento  á  las  mismas  causas  de  anulación 
que  los  demás,  y  por  consiguiente  á  las  que  puedan  proceder  de  un 
título  afiteriormente  inscrito,  ó  á  todas  aquellas  que  consten  clara- 
mente del  Registro.     [Art  42  L.] 

2? — En  cuanto  á  la  tramitación,  difieren  notablemente  ambos  casos; 
1 9,  en  que  por  el  art  69  todo  es  taxativo,  y  por  el  1 1  se  invocan  las 
reglas  comunas  del  derecho;  29;  en  que  por  aquel  basta  citar  la  per- 
sona de  quien  se  haya  adquirido  el  inmueble  ó  derecho,  y  por  el  se- 
gundo hay  que  probar  cumplidamente  la  adquisición  del  derecho; 
39,  en  que  por  el  art.  69  la  prueba  es  testifical  y  documental,  pero 
una  y  otra  limitadas,  no  sólo  en  cuánto  á  la  cualidad  de  los  tes- 
tigos, que  han  de  ser  propietarios,  sino  también  en  lo  que  ha  de  ser 
objeto  de  sus  declaraciones:  el  >í:^¿:A¿?  de  la  posesión;  y  aun  en  la  manera 
de  acreditar  aquella  cualidad,  que  es  por  medio  de  documentos;  y  la 
prueba  documental  de  la  posesión  es  la  certificación  del  pago  délas  con- 
tribuciones, mientras  que  por  el  art  1 1  se  admitirán  todas  las  prue- 
bas pertinentes  que  se  ofrezcan;  49,  en  que  debe  citarse  á  los  colin- 
dantes cuando  se  trate  de  la  posesión  como  dueño;  ó  al  dueñx),  cuando 
de  la  posesión  de  un  derecho  real;  y  por  el  art  1 1  á  los  colindantes  y 
partícipes  y  al  causante;  $9,  en  que  el  expediente  de  posesión  dÁe 
suspeftderse  por  la  reclamación  de  cualquier  extraño,  deducida  ante 
Juez  y  en  forma  competentes;  y  no  así  el  de  dominio;  69,  en  que  d 
Promotor  fiscal  se  limita  en  el  primer  caso  á  procurar  que  se  guaite 
la  forma  de  la  Ley,  y  en  eJ  segundo  alega  y  articula  prueba;  y  7?,  en 
que  para  las  inscripciones  de  posesión  se  recomienda  con  especiali- 
dad á  los  Registradores  que  examinen  cuidadosamente  si  hay  algún 
asiento  de  prooiedad  relativo  al  mismo  inmueble,  y  nada  se  les  dice 
respecto  á  las  ciel  art  11,  en  las  que  habrán,  por  consiguiente,  de 
ajustarse  á  las  reglas  generales  de  la  Ley,  y  en  especial  á  las  esta- 
blecidas en  el  art.  28  de  la  misma. — ^Todas  estas  diferencirs  de  tra- 
mitación deben  condensarse  en  una  fundamental,  y  es  que  lo^  ex- 
pedientes de  posesión  son  actos  á^  jurisdicción  voluntaria  [Art  41 
Reg];  y  los  de  dominio  constituyeiji,  seguido  demuestra  el  contexto 
del  art.  i  \,  juicios  contradictorios,  con  término  de  prueba  y  alegatos 
de  bien  probado,  ó  por  lo  menos  audiencia  verbal,  cuando  el  valor 
del  inmueble  no  exceda  de  mil  pesos. 
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3? — En  cuanto  á  la  extensión^  se  diferencian  también,  porque  los 
expedientes  de  posesión  admiten  la  justificación  relativa  al  dominio 
pleno  á  la  vez  que  la  referente  á  cualquiera  otro  derecho  |*eal  que  no 
sea  el  de  hipoteca,  mientras  que  los  de  dominio  sólo  tratan  de  éste, 
y  parece  que  los  que  hayan  adquirido  legítimamente,  aunque  sin 
título  escrito,  cualquier  derecho  real,  no  pueden  aspirar  sino  á  la 
inscripción  de  posesión. 

4? — En  cuanto  al  Juez  competente,  se  distingue  además  el  uno 
del  otro,  pues  los  expedientes  de  posesión,  cuando  el  inmueble 
radique  en  lugar  que  no  sea  el  de  la  residencia  del  Juez  de  primera 
instancia,  podrán  sustanciarse  ante  el  Juez  municipal;  y  el  empleo 
de  ese  término  demuestra  que  dicha  competencia  es  alternativa  con 
la  del  de  primera  Instancia,  pudiendo  en  dicho  caso  el  interesado 
acudir  á  cualquiera  de  los  dos.  En  caso  de  que  lo  haga  al  Juez 
municipal,  sustituirá  al  Promotor  fiscal  el  Síndico  del  'Ayuntamien- 
to.— En  los  expedientes  de  dominio  habrá  de  acudirse  precisamente 
al  Juez  de  primera  instancia. 

552. — Indicadas  ya  las  diferencias  entre  uno  y  otto  caso,  sólo  nos 
resta  desarrollarlas  para  completar  el  estudio  de  esta  materia.  Co- 
menzaremos por  lo  que  constituye  el  fondo ^  por  los  efectos  legales  de 
ano  y  otro,  y  nos  mueve  á  seguir  este  orden  la  consideración  de 
que  nadie  adopta  un  procedimiento  cualquiera  sin  saber  á  dónde  le 
ha  de  conducir,  de  lo  que  se  sigue  que,  aun  cuando  invirtamos  el 
orden  material  de  los  artículos,  debemos  comenzar  por  establecer 
f  y  deslindar  los  distintos  efectos  legales  de  uno  y  otro  procedimiento. 

553. — Con  sólo  observar  que  el  art.  69  y  sus  complementarios 
hasta  el  io9  se  limitan  á  establecer  las  inscripciones  de  posesión^  y 
que  el  1 1  declara,  pdr  el  contrario,  como  resultado  definitivo  del 
procedimiento  que  detennina,  la  inscripción  del  dominio,  compren- 
derá todo  el  que  tenga  la  noción  jurídica  de  ambas  ideas,  que  no  es 
indiferente  la  elección;  que  se  debe  optar  por  el  art.  1 1  siempre  que 
se  pueda  probar  por  cualquiera  de  los  medios  que  reconoce  el  dere- 
cha [i  J  la  adquisición  legítima  de  la  propiedad;  y  sólo  cuando  ésta 
nd  pueda  probarse,  cuando  no  sea  posible  suníinistrar  prueba,  sino 
sobre  el  hecho  concreto  de  la  posesión,  entonces,  más  bien  que  pri- 
varse de  todo  título,  deberá  aceptarse  el  posesorio  que  conceden  los 
arts.  69  al  io9  de  la  Ley. — ^El  art.  38  del  Reglamento,  en  su  segun- 
do párrafo,  parece  invertir  este  orden,  parece  suponer  que  el  que 
está  en  aptitud  de  acojerse  al  art.  1 1  pueda  en  algún  caso  preferir  la 
iafintnacion  posesoria;  pero  no  creemos  esto  verosímil,  ni  admitimos 
que  el  casó  ocurra  sino  por  excepción. 

S54. — ^Dado,  pues,  el  evento  de  que  sea  el  art.  69  el  tínico  medio 
que  le  quepa  al  propietsipp  para  hacer  constar  en  el  Registro,  siquiera 
«r  parte,  el  derecho  qué  le  asiste,  examinemo.«  detalladamente  los 
bcíieficios   que   reportará  de  la  inscripción   en   dicha  forma.     Son 


(i)    Véase  el  artículo  279  de  la  L.  de  £.  C. 
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los  que»  expresa  el  artículo  io9  en  sus   párrafos   segundo  al   cuarta 

555. — Se  empieza  por  establecer  que  el  tiempo  que  se  haga  cons- 
tar en  la  inscripción  como  transcurrido  al  tiempo  de  efectuarla,  se 
cowXzxÍl para  la  prescripción  que  no  requiera  justo  título,  á  menos 
que  aquel  á  quien  esta  perjudique  no  lo  contrjadiga;  que  respecto  de 
terceros,  la  inscripción  les  perjudica  desde  su  fecha,  pero  sólo  en 
cuanto  á  los  efectos  que  las  leyes  atribuyen  á  la  mera  posesión.  Con 
este  motivo  tenemos  que  examinar: 

I? — Qué  se  entiende  por  mera  posesión,  y  cuáles  son  sus  efectos 
con  arreglo  á  las  leyes  comunes. 

2? — -Cuáles  son  las  prescripciones  que  no  requieren  justo  título,  y  á 
cuál  de  ellas  se  puede  aspirar  por  medio  de  la  inscripción  de  posesión. 

556. — La  ley  2?,  tit  30,  P.  3?,  establece  dos  clases  de  posesión 
con  las  siguientes  palabras: 

** Ciertamente  dos  maneras  y  a  de  possesion.  La  vna  es  natural, 
*'e  la  otra  es  por  otorgamiento  de  derecho,  a  que  llaman  en  latín  ci- 
"vil.  E  la  natural  es,  quando  ome  tiene  la  cosa  por  sí  mismo  cor- 
**poralmente,  assí  como  casa,  o  su  Castillo,  ó  su  heredad  o  otra  cosa 
'^semejante,  estando  en  ella.     E  la  otra  que  llaman  civil  es,  quando 

''algund  ome  sale  de  casa,  de  que  él  es  tenedor,. non  con  enten- 

* 'dimiento  de  la  desamparar,  va^s  porque  non  puede  ome  siempre  estar 
''en  ella.  Ca  estonce,  maguer  non  sea  tenedor  de  la  cosa  corporal- 
**mepte,  ^eerlo  ha  en  la  voluntod,  e  en  el  entendimiento,  e  valdrá 
"tanto  como  si  estuviesse  en  ella  por  si  mismo." 

557.-^ — Se  establece  en  esta  ley  la  diferencia  entre  la  posesión  na- 
tural y  la  civil,  haciendo  consistir  la  primera  en  la  tenencia  material 
de  la  cosa,  y  la  segunda  en  la  que  se  ejerce  por  medio  de  la  volun- 
tad. La  ley  anterior  [i?  de  dicho  tit]  habiafMinido  la  posesión, 
tenencia  derecha  que  ome  há  en  las  cosas  corp&mks  con  ayuda  del  * 
cuerpo  e  del  entendimiento.  De  manera  que  para  la  posesión  com- 
pleta se  necesitan  ambos  elementos,  la  ocupación  fisica  y  la  volun- 
tad de  retenerla:  desde  que  estos  elementos  se  disgregan,  ha  lugar/ 
á  las  dos  clases  de  posesión,  llamándose  natural  la  constituida  pQT 
el  acto  físico,  y  civil  la  que  se  apoya  en  ki  voluntad. — Las  demás 
leyes  de  este  título  enumeran  las  persogas  que  obtienen  lá  posesión 
para  otra  á  quien  representan;  como  el  hijo  para  su  padre,  y  el  man- 
datario para  el  mandante  (ley  3?)  el  guardador  para  el  huér¿ano  ó 
loco,  y  el  recatidador  de  tributos  para  la  municipalidad  de  que  de- 
pende (ley  4?);  y  las  maneras  de  obtenerla  y  de  perderla. — Empero, 
estas  leyes,  muy  importantes  en  la  jurisprudencia  práctica  y  en  el 
derecho  constituido,  no  bastan  para  inculcar  con  la  perfección  nece- 
saria la  noción  jurídica  de  la  posesión. 

558. — El  jurisconsulto  alemán  Savigny  aíjlh|LSta  hoy  el  que  ha  lo- 
grado exponer  con  mayor  acierto  una  matépi^lan  complicada  y  di- 
fícil; y  pronto  haremos  una  breve  síntesis' éé  sus  doctrinas,  ya  que 
son  las  adoptadas  por  todos. — Anticipemoé^^éntras  tanto  algunas 
ideas  generales. 
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559- — La  posesión  en  sentido  jurídico  se  basa  en  un  hecho  mate- 
rial, la  detentación,  ó  sea,  según  dicho  autor,  aquel  estado  en  que  no 
solo  es  físicamente  posible  al  poseedor  ejercer  su  influencia  en  la  co- 
sa poseida,  sino  también  alejar  toda  influencia  extraña.  Así  como 
la  propiedad  es  la  posibilidad  legal  de  disponer  de  una  cosa  con  ex- 
clusión de  toda  otra  persona,  la  detentación  constituye  el  ejercicio 
de  la  propiedad,  de  manera  que  estas  dos  situaciones  vienen  á  cons- 
tituir los  extremos  de  una  escala  cuyo  término  medio  es  la  ¡dea  de 
posesión.  La  posesión  descansa  en  una  ficción,  porque  al  que  posee 
se  le  reputa  dueño  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  y  pgr  consi- 
guiente, entre  la  detentación,  ó  capacidad  física  de  disponer  de  la  co- 
sa, y  la  plenitud  de  los  derechos  sobre  ella  que  constituyen  la  pro- 
piedad, existe  la  circunstancia  del  origen  justo,  del  origen  legítimo 
de  la  detentación,  origen  que  puede  ser  sin  embargo,  más  ó  menos 
legítimo,  que  puede  tener  tal  carácter  sólo  para  el  ocupante,  en  vir- 
tud de  un  error,  pero  que,  desde.el  momento  en  que  existe,  sin  que 
haya  Uegíido  la  oportunidad  de  apreciarlo,  por  no  oponérsele  ningún 
otro  derecho,  la  Ley  debe  respetarlo  y  amparar  en  lá  tenencia  de*  la 
cosa  al  que  ostenta  aquel  origen.  En  esto  consiste  la  posesión,  sus- 
ceptible luego  de  dividirse  y  subdividirse,  de  tomar  diversos  nom- 
bres, de  envolver  distintos  derechos,  según  se  halle  más  inmediata  á 
la  verdadera  propiedad,  ó  más  remota  de  ella. — Como  quiera  que  el 
legislador  no  debe  exponerse  nunca  voluntariamente  á  cometer 
una  injusticia,  de  aquí  que  la  idea  de  (\nQ  puede  ser  propietario,  sirva 
para  establecer  la  consecuencia  de  que  debe  considerársele  tal  mién- 
.  tras  otra  cosa  no  se  pruebe. 

560. — La  gradación  es,  pues,  la  siguiente:  Detentación,  ó  disposición 
fisica  de  la  cosa;  Posesión,  ó  sea  detentación  con  algún  derecho,  real 
en  sí  mismo  ó^sólo  aparente,  pero  protegido  por  la  Ley  á  causa  de 
esa  apariencia;  Propiedad,  ó  sea  facultad  plena  para  disponer  de  la 
cosa  con  arreglo  á  la  Ley. — Cada  una  de  esas  ideas  es  susceptible  de 
.abrazar  más  ó  menos  extensión,  de  ampliarse  ó  de  restringirse,  de 
complicarse  con  varios  elementos  ó  de  descomponerse  en  otros.  Sólo 
la  detentación  es  en  sí  misma  indivisible,  pero  puede  existir  como 
hecho  aislado,  ó  acompañado  de  cualquiera  de  los  otros:  esto  ultimo 
es  lo  más  frecuenté. 

561. — Usase  dividir  la  posesión  en  varias  clases.  La  que  ijiás  se 
aproxima  á  la  propiedad  es  la  denominada  civil  ó  Jurídica  (i)  Pue- 


(í)  Savigny  las  distingue,  llamando  civil  á  la  que  definimos  en  el  texto,  y  que  en  su 
teoría  es  una  de  las  dos  especies  en  que  divide  \vi  jurídica,  nombre  que  dá  á  la  detentación 
acompañada  de  la  intentiOf  (véase  cuarto  de  nuestros  requisitos  en  el  texto.)  Posesión /m- 
'ó¿ífB  es,  pues,  según  Savigny,  toda  la  que  produce  algún  efecto  legal,  y  propiamente  la 
significación  de  esta  frase  se  limita  á  la  reunión  de  la  detentatio  con  la  inUntio,  llamándose 
«w/ cuando  además  reúne  otras  condiciones.  (Tratado  de  la  posesión  según  los  principios 
del  Derecho  Romano,  $7.^ — Pero  como  quiera  que  esta  nomenclatura  está  extríctamente  ba- 
nda: I?  en  los  textos  del  Derecho  Romano,  que  Savigny  cita  y  explica;  2?,  en  la  razón 
hitíórica  de  que  los  Romanos  distinguian  el  derecho  civil  áeXpretorio^  por  lo  ^ue  denomi- 
naban/ofj^jjw  civilis  á  la  que  surtia  el  efecto  civil  de  la  usucapión,  á  diferencia  de  la  que 
sób  estaba  amparada  por  los  inUtdictos,  que  tenían  por  origen  el  Edicto  del  Pretor  [Véase 
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de  definirse,  la  detención  legitima  de  una  cosa  corporal  a  nombre  pro- 
pio y  en  concepto  de  dueño, — A  pesar  de  que  las  definiciones  se  con- 
sideran con  razón  difíciles,  á  pesar  de  la  máxima  romana,  Omms 
definitio  injure  civili  periculqsa  est  {ley  202,  tít.  17,  Hb.  50  Dig); 
aventuramos,  sin  embargo,  la  definición  anterior;  porque  creemos 
que  definir  es  el  mejor  medio  posible,  cuando  no  el  único,  de  dar  á 
conocer  bien  una  cosa;  y  que  la  gra;i  dificultad  de  acertar  en  una 
empresa  no  remedia  la  necesidad  que  exista  de  intentarla,  [i]  Si 
además  se  considera  que  aquello  que  no  se  define  habrá  necesaria- 
mente de  explicarse,  y  que  la  explicación  no  podrá  ser  otra  posa  que 
la  definición  dada  con  muchas  palabras,  no  se  nos  tendrá  segura- 
mente á  mal  que  empecemos  por  definir,  y  continuemos  por  expli- 
car los  términos  usados  en  la  definición. 

562. — Detención. — La  posesión  se  basa  en  el  acto  físico,  [2]  ver- 
dad que  este  puede  ejercerse  por  otro,  pero  ya  es  una  disgregación 
del  hecho  jurídico  de  la  ^josesion^  una  descomposición  déla  ¡dea 
fundamental,  la  trasmisión,  en  fin,  á  otra  persona  de  uno  de  los  ele- 
mentos que  componen  aquella.  Así  se  verifica  v.  gr.  cuando  un 
apoderado  nuestro  ocupa  físicamente  la  cosa  de  que  nosotros  dispo- 
nemos. En  este  caso,  él  es  quien  ejercita  el  acto  físico,  y  en  nos- 
otros reside  el  derecho  de  posesión. 

563. — Legítima. — Si  no  tenemos  causa  justa  para  poseer,  sino 
hemos  adquirido  la  cosa  en  virtud  de  un  justo  título,  no  tendremos 
ya  la  posesión  perfecta^  que  es  aquella  por  la  que  podemos  a.spírar  : 
á  la  prescripción  ordinaria  de  la  cosa.   [3]  ' 

564. — De  una  cosa  corporal. — Porque  las  incorporales  no  se  po- 
seen propiamente,  aunque  sí  son  objeto  de  una  cuasi-posesion,  (4) 


Instituciones  de  Gayo,  com.  4?  ^^  139  y  141 1;  de  aquí  que,  deiando  en  t©do  su  valor  d  mag- 
niñeo  trabajo  y  laboriosas  investigaciones  ael  jurisconsulto  alemán,  no  creamos  indispensa- 
ble seguir  puntualmente  su  doctnna  para  la  explicación  que  damos  en  el  texto,  si  bien  la 
utilizaremos  en  algún  caso,  cuando  nos  ofrezca  mayor  claridad. 

[  I  ]  Vinnio  dice  que  es  difícil,  pero  no  imposible,  definir  la  posesión  en  general,  y  ea 
cuanto  á  la  civil,  la  define  sustandalmente  como  nosotros  en  nuestro  texto:  Ctviliter pasH- 
det  qui  aninio  el  cogitatione  domini  possidet  jtisia  ex  causa  et  bonafide,  {Select.  Quast,  lifab 
2?,  cap.  35. ) — Como  se  vé,  nuestra  definiaon  casi  no  es  otra  cosa  que  la  versión  cast^lana 
déla  precedente. 

[2]  Así,  se  lee  en  la  ley  i",  tít.  30,'  P.  3*  **Ca  las  cosas  que  non  son  corporales.... 
propriamente  non  se  pneden  poseer,  nin  tener  corporalmente . .  -"  Y  la  6*  del  mismo  tít 
y  Part.  dice  así:  "Ganar  queriendo  algund  ome  alguna  possesion  de  CastiDo,  ó  de  cmsa  ó 
de  otra  cosa  qualquift*,  ha  menester  que  fa^a  dos  cosas.  La  vna  que  haya  voluntad  de  k 
ganar.  La  otra,  que  la  entre  por  sí  corporalmente,  é  la  tenga,  6  otro  alguno  por  el  en  sn 
nombre-  E  si  alguna  destas  dos  cosas  le  falleciesse,  non  la  podría  ganar." — De  manera 
que  lo  que  decimos  en  el  texto,  respecto  á  c}ue  el  acto  físico  es  la  base  de  la  posesión,  no 
sólo  es  exacto  en  las  doctrinas  admitidas,  sino  también  en  el  derecho  vigente. 

[3]  La  Ley  18,  tít.  29,  P.  3?  hablando  del  modo  de  adauirír  las  cosas  raices  por  pres- 
cripaon,  exige  entre  otros  requisitos  que  se  haya  recibido  la  cosa  fissi  como  por  compra  6 
por  donadlo,  ó  por  cambio,  ó  pot  manda,  ó  por  alguna  otra  razón  derecha. 

[4]  La  citada  ley  i?,  tít.  30.  P.  3*,  tratando  de  las  cosas  incorporales,  dice  aue  'Stsm» 
do  dellas  aquel  á  quien  pertenece  el  vso,  e  consintiéndole  aquel  en  cuya  heredad  lo  ha,  es 
como  manera  de  possessionJ*"* — (^ueda,  pues,  demostrado  que  no  hacemos  en  el  texto  nna 
distinción  caprichosa  y  arbitraria,  sino  que  seguimos  nuestra  ley,  que  admite  como  mame- 
ra  de  posesión  aquello  mismo  que,  conforme  á  las  teorías  romanas,  se  ha  llamado  fictn 
pos'sessio^ 
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Inmediatamente  nos  ocuparemos  en  la  explicación  de  esta,  que  tam- 
bién se  halla  comprendida  en  los  artículos  déla  Ley,  referentes  á  las 
inscripciones  de  posesión. 

565. — A  fiambre  propio. — Esto  es,  sin  llevar-  representación  de 
otro,  sino  poseyendo  para  nosotros  Mismos j  en  una  palabra,*  no  co- 
mo administradores,  no  como  delegados  de  otro,  sino  como  dueños; 
es  decir,  como  si  fuésemos  dueños  de*  la  cosa,  y  aparte  la  convicción 
íntima  que  podamos  tener  de  ser  ó  no  justa  nuestra  posesión.  Lo 
esencial  en  este  requisito,  no  es  el  convencimiento,  ^ino  la  intención 
maniñesta;  no  el  acto  interno  por  el  que  formulamos  un  juicio,  sino 
la  forma  externa  de  nuestra  conducta.  Ejercemos  sobre  la  cosa  ac- 
tos de  dominio?  nos  presentamos  á  los  ojos  de  los  demás  como  pro- 
pietarios?— Pues  no  se  va  más  allá,  no  se  escudriña  nuestra  concien- 
cia, no  se  pretende  indagar  la  opinión  que  tengamos  acerca  de 
nuestro  derecho:  basta  la  manifestación  externa  para  tener,  según 
ella,  la  intención  del  dominio  (animus  dominandi),  esto  es,  queremos 
ser  dueños,  tenemos  la  voluntad  [acompáñenos  ó  no  el  derecho]  de 
serlo. — Esto  es  lo  que  se  entiende  por  la  posesión  á  nombre  pro- 
pio, [l] 

566. — En  concepto  de  dueño, — Esta  circunstancia  es  en  cierto  mo- 
do inversa  de  la  anterior,  porque  consiste  precisamente  en  el  acto  de 
conciencia,  en  el  acto  interno  de  que  aquella  prescindia,  en  la  creen- 
cia, en  el  convencimiento  íntimo  de  que  somos  dueños,  y  aquí  se 
prescinde  también  de  que  concurra  ó  no  el  derecho  mismo,  para 
atender  exclusivamente  al  acto  de  conciencia,  pues  basta  que  estenios 
en  el  concepto  de  ser  dueños,  aunque  no  exista  realmente  el  hecho 
por  el  que  hubiésemos  podido  serlo,  como  sucede  v.  gr.  con  el  que 
crea  que  se  le  ha  hecho  donación  de  una  cosa,  sin  que  tal  donación 
haya  existido. — Esta  es  la  posesión  que  se  llama  de  buena  fe\  y  aun- 
que puede  estar  desprovista  át  justa  causa,  [2]  tiene  que  estar  acom- 
pañada de  la  intención,  que  homos  explicado  en  el  párrafo  preceden- 
te, pues  no  seria  admisible  la  opinión  de  ser  dueño  en  quien  no 
ejerciese  actos  de  dominio  sobre  la  cosa  <^ue  posee  y  que  cree  de  su 
p^9tenencia, 

$67. — Vemos,  pues,  que  la  definición  comprende  todas  las.cir- 
cnnstancias  de  que  es  susceptible  la  posesión,  todas  aquellas  que 
constituyen  la  noción  perfecta  de  ese  derecho;  todas,  en  fin,  las  que 


(I)  Para  que  se  vea  que  también  se  halla  éxtiictamente  ajustada  á  la  Ley  la  distinción 
«pe  establecemos  entre  la  tenencia  de  una  cosa  d  nombre  propio^  ó  en  representación  de 
otio,  Idéase:  I?,  la  ley  3*,  tít.  30,  P.  3?,  que  refiriéndose  á  los  hijos,  siervos  y  personeros, 

fice:    **Ca  en  qual  cosa  quier  que  alguno  destos  sea  apoderado  en  nombre  del  pa- 

<lre,  Ó  del  señor,  ó  de  aquel  cuyo  Personero  es,  }^ana  la  tenencia  el  oiroy  en  cuyo  nombre 

le  apoderaron  della  tan   bien  como  si  el  mismo  la  tuviese ;"  2?,  la  22,  tít.  29,  P.  3*» 

qncal  declarar  que  el  arrendatario  no  puede  prescribir  la  cosa  arrendada,  lo  explica  así: .. 
**E  esto  es,  porque  non  es  tenedor  por  si,  mas  en  nombre  de  quien  la  tiene  arrenda- 
dt,  6  alegada."  La  propia  razón  se  lee  en  la  ley  i*,  tít.  8?,  lib.  ii,  JVov.  Ree. — Existe, 
pttCSy  también  en  el  derecho  constituido  la  distinción  establecida  por  nosotros  respecto  ¿u 
^ííracr  la  cosa  á  nombre  propio  ó  ajeno. 

(1)   La  ley  14,  tlt  29,  P.  3?  trata  de  esta  posesión,  con  buena  fé  ^  sin  justa  causa. 
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son  indispensables  para  aspirar  á  la  usucapión  ó  prescripción  de  la 
cosa  por  el  tiempo  ordinario. — Hemos  definido,  pues,  la  posesión 
civil^  plena,  perfecta,  sin  que  le  falte  un  detalle,  sin  que  le  sobre  tam- 
poco circunstancia  alguna.  Vamos  ahoro  á  descomponerla,  á  con- 
templar las  desmembraciones  de  que  es  susceptible. 

570. — Desde  el  simple  acto  físico  de  la  detentación  hasta  el  com- 
plejo en  que  vienen  á  combinarse  todas  las  circunstancias  que  aca- 
bamos de  exponer,  presenta  la  posesión  distintas  fases,  que  se  abrazan 
conjuntamente  en  la  denominación  genérica  de  posesión  fiaturai 
Esto  es,  sin  duda,  una  impropiedad;  no  debería  llamarse  natural  si- 
no la  posesión  más  sencilla,  el  acto  puramente  físico,  que  es  el  que 
constituye  la  noción  fio  jurídica:  desde  que  la  posesión  entra  más  <> 
menos  en  la  vida  del  derecho,  desde  que  la  Ley  la  reconoce  y  la 
ampara  dentro  de  estos  ó  aquellos  límites,  no  debería  ya  denominar- 
se natural;  es,  sin  duda,  desde  ese  momento  una  posesión  legal,  más 
ó  menos  amplia;  pero  no  se  encuentra  en  el  C¿?r///íy//m  ninguna  de- 
nominación intermedia;  usase  sólo  la  frase  posesión  natural  en  oposi- 
ción á  \di  posesión  civil;  y  ya  estuviese  más  ó  menos  alejada  de  ésta, 
ya  compuesta  en  mayor  ó  menor  numero  de  los  elementos  que  cons- 
tituyen la  última.  Los  Romanos  no  se  mostraron  pródigos  en 
nombres,  y  compruébalo  la  multitud  de  términos  inventados  después 
por  los  Intérpretes  para  designar  diferencias  que,  exitentes  en  la  ley. 
no  se  hallaban  expresamente  clasificadas  en  la  nomenclatura.  Aún 
puede  decirse  que  se  mostraron  en  ella  deficientes,   [i] 

571. — Para  denominar  natural  una  posesión  basta  que  no  reúna; 
los  cuatro  requisitos  de  la  llamada  civil,  (2)  pero  es  muy  raro  que 
sólo  consista  en  el  acto  físico  de  la  detentación,  y  puede,  por  el  con- 
trario, aproximarse  más  ó  menos  á  la  posesión  civil,  de  donde  pro- 
vienen los  distintos  nombres  que  recibe.  Si  consideramos  la  del 
depositario,  encontraremos  sólo  la  posesión  de  hecho,  material,  á 
nombre  ajeno,  pero  con  justa  causa.  Esa  posesión  ó  más  bien  de- 
tentación, no  dá  derecho  alguno,  pues  habrá  de  restituirse  la  cosa 
tan  luego  como  la  pida  el  deponente.  Lo  mismo  ha  de  decirse  del 
comodatario  y  locatario,  cuya  posesión  no  les  confiere  derecho,  pues 
aunque  tengan  el  de  retener  y  usar  la  cosa  por  cierto  tiempo,  este 
derecho  no  nace  de  la  posesión  sino  del  contrato.  De  los  que  se 
encuentran  en  cualquiera  de  los  tres  casos  referidos,  esto  es,  de  los 
depositarios,  comodatarios  y  arrendatarios,  es  frecuente  decir  que 


(i)  Muchos  ejeinplos  pudieran  citarse  para  demostrar  esa  deficiencia  de  la  nomencla- 
tura romana,  Li  ambigüedad  del  fus  j^ntiunt,  por  significar  unas  veces  el  derecho  natu- 
ral y  otras  el  internacional:  la  AcXjiis  civiie,  tjue  nnas  veces  se  toma  como  derecho  positíro 
f^iV,  tít.  2'.\  lil).  1?  de  las  Inst. )  y  otras  como  opuesto  al  pretorio;  la  de  la  voz  pi¿^tus,  en 
sus  tres  acepciones,  pueden  servir  entre  mil  más,  para  probar  esta  calificación. 

(2)  Savigny  advierte  que  la  expresión  natnralis  possessíó  tiene  un  doble  significado, 
expresando  siempre  una  idea  negativa,  y  difiriendo  en  la  extensión  de  esa  negativa.  Caan- 
do  se  opone  á  la  posesión  civil  designa  toda  detentación  que  no  reúna  las  circunslr^nch. 
de  aquella;  pero  otras  veces  se  opone  á  toda  posesión  jurídica,  aún  á  la  que  sólo  se  am^om 
con  los  interdictos.  En  este  caso  la  possessio  natnralis  supone  toda  detentación  sin  inimo 
de  dominio,  ya  sea  justa,  ya  injusta.     (TraL  de  lapos  ^*j,) 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


20I 
no  poseen.  Pero  cuando  esto  se  dice,  es  con  referencia  á  la  posesión 
qué  Savigny  llama  jurídica,  ó  sea  la  que  se  ejerce  con  ánimo  de  do- 
minio. Por  lo  demás,  hay  que  contarlos  entre  los  poseedores,  pues 
no  sólo  poseen  físicamente,  sino  que  su  posesión  qs  Justa  y  la  ley 
ampara  el  ejercicio  de  su  derecho  dentro  de  los  límites  del  contrato. 
Si  la  consideramos  en  el  ladrón  ó  usurpador,  (i)  que  posee  á  nom- 
bre propio,  aunque  dolosamente,  es  decir,  con  áfiimo  de  dominio^ 
aunque  con  evidente  mala  fe,  se  nos  presenta  la  posesión  con  dos 
caracteres:  el  hecho  y  la  intención:  en  el  que  se  cree  donatario  sin 
serlo,  presenta  €í  hecho  y  \?i  intención  y  la  buena  fé^  pero  sin  justa 
causa,  porque  en  realidad  le  falta  el  título  que  cree  tener. — En  el  que 
haya  adquirido  v.  gr.  por  compra,  pero  sabiendo  que  el  que  le  ven- 
dió nc»  podía  hacerlo,  tendríamos  hecho^  intención  y  justo  titulo'^  pero 
sin  buena  fe.  (2)  El  que  tuviese  intención,  justa  causa  y  bue?ta  fe\ 
sin  el  hecho  actual  de  la  detentación,  no  tendría  la  posesión;  (3)  de 
modo  que  de  todas  las  circunstancias  que  puede  presentar  ésta  la 
única  esencial  es  el  hechOy  la  detentación  de  la  cosa,  ya  personal- 
mente, ya  por  medio  de  otro. 

572. — Acabamos  de  explicar  la  posesión  con  relación  al  dominio, 
y  hemos  de  acomodar  luego  esas  teorías  á  los  demás  derechos  rea- 
les, ya  que  los  efectos  determinados  por  el  art.  10  de  la  L.  H.,  son 
generales,  y  como  puede  ver^e  fácilmente,  desde  el  art.  69  se  viene 
partiendo  del  supuesto  de  que  las  informaciones  de  posesión  pueden 
referirse  lo  mismo  á  la  propiedad  del  fundo  que  á  cualquiera  otro 
derecho  real;  y  por  consiguiente,  que  no^solo  comprenden  al  que  de- 
tenta el  predio  con  ánimo  de  dueño ,  sino  con  cualquiera  otro,  v.  gr. 
con  el  de  usufructuario.  Lo  propio  sería  con  el  que  se  denominara 
enfiteuta,  pues  el  art.  69,  á  cuyos  casos  y  no  á  otros  se  refieren  los 
efectos  que  establece  el  10,  comprende  claramente  aquel,  ya  en  el 
hecho  de  establecer  dos  grupos,  uno  con  el  dojuinio  pleno,  y  otro 
con  un  derecho  real  cualquiera,  esto  es,  todo  lo  que  no  sea  dominio 
pleHo;  ya  con  disponer  que  en  este  último  caso  se  cite  al  propietario 
ó.¿  &s  demás  participes  en  el  dominio,  no  pudiendo  dudarse  que  en 
esta  última  frase  se  comprende  el  caso  en  que  el  dominio  de  la  finca 
se  halle  dividido  en  las  dos  especies  de  directo  y  útil. 

573. — Resulta,  pues;  que  el  presente  árt.  10  se  refiere  á  las  ins- 
cripdones  en  virtud  de  justificaciones  posesorias  que  hayan  tenido 
por  objeto:  i9,  acreditar  que  se  posee  como  en  pleno  dominio  alguna 
finca;  29,  acreditar  la  posesión,  no  como  en  pleno  dominio,  sino  como 


(ij    Véase  la  definición  de  usurpación  en  el  Código  Penal.     [Art.  545.] 

(2)  En  el  propio  caso  se  hallaría  el  que  hubiese  comprado  de  quien  podia  legítima- 
Htóite  vender,  ])ero  creyendo  lo  contrario  el  comprador.  Este  carecería. en  tal  caso  de  bue- 
na fi,  Pero  tal  eventualidad  carece  de  consecuencias  en  el  terreno  del  derecho,  porque  la 
crmmni  fiecha  al  dueño  que  además  de  serlo  esté  en  aptitud  legal  de  enajenarla,  no  podria 
ser  dcstniídxi  por  nadie,  y  no  llegando  por  consiguiente  el  caso  de  aplicar  las  teorías  de  la 
pítscripcion  ni  las  de  la  percepción  de  frutos,  tampoco  el  de  calificar  labuenaómala  fé  del 
íliic  puede  decirse  que  adquirió  el  dominio  sin  saberlo. 

(3)  En  este  caso  pueden  encontrarse,  el  que  pierde  la  posesión  por  cualquiera  de  los 
'iistintos  modos  que  las  leyes  determinan,  y  el  que  entabla  el  interdicto  de  adquirir. 

26 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


202 

un  dominio  más  ó  menos  restringido,  y  ya  sea  el  directo^  ya  el  útíl; 
ó  bien  la  posesión  de  cualquier  derecho  real  distinto  del  domimo,. 
V.  g.,  una  servidumbre.  .Estos  son  los  dos  grupos  que  determinad 
art.  69,  y  que  se  comprenden  expresamente  y  con  la  debida  distin- 
ción en  el  7?  al  señalar  los  requisitos  i9  y  2?,  los  que  no  cabe  acu- 
mular en  el  procedimiento,  sino  que  son  alternativos,  ó  sea,  que  cada 
uno  rije  para  un  caso  distinto;  y  á  cuyo  supuesto  se  refieren  los 
demás  artículos  intermedios,  hasta  que  el  10  viene  á  abrazar  ambos 
grupos  y  ambos  casos  en  una  declaración  general. — Examinemos 
los  dos  puntos  principales  de  esta  declaración;  reservando  para  más 
adelante  los  accesorios^  los  subalternos,  los  que  pueden  considerarse 
de  detalle. 

574. — Los  dos  puntos  principales  que  resultan  de  lo  declarado  eo 
el  art  10  son  los  siguientes: 

1 9 — El  tiempo  de  posesión  que  se  haga  constar  en  la  inscripción 
de  ésta,  se  contará  para  la  prescripción  que  no  requiera  justo  títuh. 
— Aquí  debemos  estudiar,  según  prometimos  en  el  par.  555,  la  ma- 
teria de  la  prescripción  que  no  exige  el  justo  título  para  cumplirse,  ya 
respecto  del  dominio  pleno,  ya  respecto  de  los  demás  derechos  reales. 

29 — Las  inscripciones  de-  posesión  perjudicarán  á  tercero  solamen- 
te en  cuanto  á  los  efectos  que  las  leyes  atribuyen  á  la  MERA  POSESIÓN, 
— Aquí  hemos  de  procurar  establecer  cuáles  son  estos  efectos,  bajo 
el  propio  doble  aspecto  que  en  el  caso  anterior,  es  decir,  ya  con  re- 
lación al  dominio,  ya  con  referencia  á  los  demás  derechos  reales. 

575. — ^Y  como  es  indiferente  invertir  el  orden  del  texto  legal,  y ' 
aun  á  veces  conviene  para  fijar  mejor  las  ideas,  vamos  á  empezar 
por  establecer  los  efectos  de  la  mera  posesión,  poniendo  á  ésta  ante 
todo  en  relación  con  el  dominio,  pues  esa  es  su  teoría  fundamental, 
y  una  vez  determinada,  son  fáciles  las  aplicaciones  á  cada  uno  de 
los  demás  derechos  reales.  Hasta  este  momento  hemos  hecho  muy 
poco  ó  ningún  uso  de  la  teoría  de  Savigny  acerca  de  la  posesión, 
con^o  quiera  que  sólo  nos  referíamos  á  doctrinas  en  que  están  con- 
testes los  jurisconsultos  más  autorizados.  Pero  se  hace  ya  indispen- 
sable apoyarnos  en  ella  como  base  de  las  nuevas  explicaciones  en 
que  entramos.  Hasta  ahora  hemos  tenido  que  hablar  de  la  pose- 
sión en  general,  como  único  medio  de  poder  llegar  á  la  m^ra  posesión, 
cuya  explicación  dejamos  planteada  en  el  citado  par.  555. — Proce- 
demos, pues,  á  presentarla. 

576. — Todas  las  definiciones  de  la  posesión,  según  el  juriscon- 
sulto alemán,  "cualquiera  qué  sea  la  diferencia  que  preáenten  eU  la 
•'expresión  y  en  erfondo,  tienen  por  base  un  punto  común,  sobre  el 
"cual  debe  fundarse  toda  observación  en  esta  materia.  Todas  reco- 
í'nocen  en  la  posesión  de  una  cosa  aquel  estado  en  el  cual  no  solo  eS 
"físicamente  posible  al  poseedor  ejercer  su  influencia  en  la  cosa  po- 
"seida,  sino  también  impedir  toda  influencia  extraña.  Así  es  como 
"el  batelero  posee  su  batel;  pero  no  el  agua  sobre  que  navega,  aim- 
"que  se  sirva  de  ambos  para  conseguir  su  objeto. 
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577- — "Este  estado,  que  se  llama  la  detentación  y  que  sirve  de 
"base  á  toda  idea  de  posesión,  no  es  de  modo  algúi\o  en  sí  mismo 
"objeto  de  la  ley,  ni  su  noción  es  una  noción  jurídica;  pero  inmedia- 
"tameilte  se  observa  una  relación  entre  una  y  otra,  que  la  hace  ob- 
"jeto  de  la  ley.  En  efecto,  siendo  la  propiedad  la  posibilidad  legal 
"de  disponer  de  una  cosa  á  nuestra  voluntad,  y  con  exclusión  de  la 
"de  cualquiera  otro,  la  detentación  constituye  el  ejercicio  de  la  pro- 
"piedad,  y  es  el  estado  natural  que  corresponde  al  estado  legal^  la 
"propiedad."     (Trat.  de  lapos.,  §  i9j 

578. — Establece  Savigny  una  noción  no  jurídica  de  la  posesión, 
un  estado  meramente  natural,  que  se  llama  detentación,  y  más  ade- 
lante (obra  citada,  §  7)  vuetve  á  referirse  á  aquella,  determinando 
además  sus  relaciones  coii  la  noción  Jurídica  de  la  misma  posesión. 
Del  conjunto  de  sus  doctrinas  resulta  que  en  la  deficiente  y  confusa 
clasificación  romana,  pueden  señalarse  dos  especies  de  posesión  na- 
tural, y  otras  dos  áe  posesión  jurídica ,  ó,  hablando  con  más  propie- 
dad, aunque  conduzca  ál  mismo  resultado,  la  frase  posesión  natural 
tiene  dos  acepciones,  y  otras  dos  pueden  atribuirse  á  la  posesión 
jnrídica'y  (i)  abrazando  cada  una  de  estas  frases,  no  dos  distintas  es- 
pecies, sino  el  género  entero  y  una  de  sus  especies,  debiendo  por 
consiguiente  tomarse  el  término  con  más  ó  menos  extensión  según 
el  objeto  que  en  cada  caso  se  haya  propuesto  la  ley.  En  una  pala- 
bra, la  possessio  naturalis  designaba  en  una  acepción  (y  entonces 
con  propiedad)  ese  estado  natural  que  Savigny  denomina  detenta- 
ción, acto  físico  y  que  no  engendra  noción  alguna  jurídica;  y  en  otra 
significación,  toda  posesión  que  no  sea  la  perfecta,  la  que  conduce  á 
la  usucapión,  la  que  se  denomina  civil,  en  virtud  de  otro  defecto  de 
aquella  viciosa  nomenclatura,  ^2)  defecto  que  consiste  en  que  una  mis- 
ma palabra  designe  el  género  y  una' especie  determinada,  originando 
así  tanta  confusión,  tanta  hipótesis,  tanto  absurdo  como  el  que  se  ob- 
serva en  los  comentadores  de  aquel  derechp,  que  á  veces  se  engol- 
fan en  Ins  más  laboriosas  y  sutiles  distinciones  por  el  uso  de  una  voz 
ambigua  en  algún  pasaje  de  la  ley.  Es  un  hecho  evidente  que  los 
romanos  descuidaron  la  propiedad  de  los  términos,  olvidando  con  fre- 
cuencia que  ellos  son  los.  indispensables  conductores  délas  ideas. — La 
posesión  jurídica,  por  su  parte,  designa,  según  Savigny:  i?,  la  que  reu- 

(i)  Savigay  no  dice  que  la  frase /í;j¿rjíí7;íy/mí/írfl  se  encuentre  en  los  textos  romanos: 
^  mírodoce  el  término  para  hacerse  más  inteligible.  Las  expresiones  cuj'O  sentido  se 
pnq»aiie  desentrañar  en  el  par.  7  son  las  dt,  possessio  naturalis,  possessio  ^Avcí^tTíí^n^^  y 
fttsesiio  crvilis.  Asigna  á  la  primera  las  dos  acepciones  que  presentamos  en  el  texto,  á  la 
jortóca  propuesta  por  él  las  dos  que  también 'exponemos;  y  á  \^  possessio  simple  otras  dos, 
uaa  eqmvalente  á  la  detentatio^  y  otra  á  esta  con  el  ánimo  ó  sea  las  mismas  dos  ^  que  la 
possessio  naturalis,  de  donde  resulta:  primero,  qiie  la  única  expresión  de  siguificacion  de- 
terminada era  la.  possessio  civílisy  que  significaba  siempre  la  que  conduce  á  la  usucapión,  y 
segQiKk),  que  pudiendo  designar  con  las  otras  dos  las  dos  restantes  especies  de  la  pose- 
sión, no  lo  hadan  los  romanos  así,  porque  dándole  á  cada  una  un  doble  sentido,  unas  ve- 
ces SQD  equivalentes  y  otras  contrapuestas. 

(2)  Véase  la  nota  primera  del  par.  561  donde  explicamos  por  qué  se  denominó  civil  esta 
poseáon. 
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ne  todos  los  requisitos  para  aspirar  á  la  usucapión;  2?,  la  que,  sin  reu- 
nirlos,  se  ampara  con  los  interdictos.  Y  en  resumen,  por  posesión  na- 
tural se  entiende,  ya  la.simple  detentación,  ya  la  especie  más  sencilla, 
menos  completa  de  la  posesión  jurídica;  y  por  ésta,  ya  la  que  con- 
duce á  la  usucapión,  ya  la  especie  superior  ó  más  complicada  de  la 
posesión  natural.  Y  por  consiguiente,  hé  aquí  el  uso  de  estas 
voces: 

Srmple   detentación.        ^ 
'  Detentación  con  ánimo  >    Posesión  natural 

de  dominio.  ) 

Detentación  con  el  pro- 
pio ánimo,  y  además, 
con  buena  fe  y  justo 
título.  {Posesión  civil.) 

579. — Donde  se  vé  que  el  término  medio  forma  á  la  vez  parte  de 
dos  clases  opuestas,  de  dos  proposiciones  extremas,  de  una  negación 
y  de  una  afirmación;  cuando  debia  ccnsistir  la  negación  en  el  acto 
natural  que  excluyese  toda  noción  jurídica;  y  la  afirmación,  en  el 
estado  de  plenitud  legal  que  abarcase  todos  los  derechos  posibles  de 
la  posesión. 

580. — El  término  medio,  ó  sea  la  detentación  con  ánimo  de  domi- 
nio, es  por  consiguiente  á  la  vez  posesión  natural  y  posesión  jurídi- 
ca, lo  primero  si  se  opone  ó  quiere  distinguir  de  la  plenitud  del  de- 
recho; lo  segundo,  si  se  toma  en  cuenta  que  las  leyes  le  atribuyen 
determinados  efectos.  Y  como  las  frases  natural  y  jurídica  son  por 
su  naturaleza  contradictorias,  calcúlese  cuánta  confusión  hubo  de 
arrojar  en  la  materia  la  necesidad  del  empleo  alternativo  de  dos  opues- 
tas dienominaciones  á  un  mismo  estado,*  á  una  propia  situación.  Así 
se  comprende  que  los  trabajos  de  eminentes  jurisconsultos  no  ha- 
yan producido  otro  resultado  en  el  transcurso  de  siglos  que  aumentar 
las  dificultades  del  asunto,  hasta  que  en  nuestros  días  el  jurisconsulto 
Savigny  ha  sabido,  según  opinión  general,  desentrañar  el  oculto 
sentido  de  ciertos  pasajes,  hacer  completa  luz  y  restituir  á  expre- 
siones harto  impropias  su  verdadera  significación. 

581. — Como  quiera  que  este  defecto  de  la  clasificación  romana  no 
ha  sido  corregido  en  nuestras  leyes,  subsiste  en  todo  su  vi^;or  la 
confusión  de  ideas,  y  la  disputa  de  los  comentadores  acerca  de  su 
verdadera  significación;  en  tanto  grado,  que  el  erudito  Gutiérrez  y 
Fernandez,  después  de  una  breve  exposición  de  las  principales  opi- 
niones, ha  abrazado  la  teoría  de  Savigny  como  solución  de  las  difi- 
cultades.    (\) 

5g2. — Esto  supuesto,  procuraremos  ya  desentrañar  el  sentido  de 
las  siguientes  palabras  de  la  Ley: 

Las  inscripciones  de  posesión  perjudicarán  ó  favorecerán  á  ¿:rcero 
desde  su  fechan  pero  solafnente  en  cuanto  á  los  efectos  que  atribuyen 

(I)     Códigos  EspañoUs,  lij),  U,  cap.  3? 
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las  leyes  <¡l  la  mera  posesión. — Menester  es  no   separarnos  un  punto 
de  este  texto,  guía  necesario  en  nuestras  investigaciones. 

583. — Esta  declaración  de  la  ley  comprende  dos  puntos:  prime- 
ro, determinar  la  fecha  en  que  las  inscripciones  posesorias  co- 
mienzan á  existir  para  ó  contra  los  terceros;  segundo,  fijar  la  exten- 
sión de  sus  efectos  respecto  de  los  misnios. 

584- — El  primer  punto  no  pertenece  á  la  cuestión  en  qué  ahora 
nos  ocupamos;  el  segundó  cae  de  lleno  en  ella. 

585. — ¿Quienes  son  terceros  relativamente  á  las  inscripciones  de 
posesión? — El  art  35  de  la'Ley  dice  <\\x^  para  los  efectos  de  ésta  se 
considera  como  tercero  aquel  que  no  haya  intervenido  en  el  acto  ó 
contrato  inscrito. — Por  ejemplo,  una  persona  vende  á  otra  un  predio 
propio  de  ajjuella:  fuera  del  comprador  y  del  vendedor,  son  terceros 
con  relación  á  dicho  contrato,  todas  las  demás  personas.  Inútil  es 
decir  qu3  no  se  reputa  como  tal  al  heredero  del  contrayente,  en  vir- 
tud de  la  doctrina  inconcusa  que  establece  la  identidad  jurídica 
entre  el  heredero  y  su  causante,  según  dejamos  sentado  en  los  §§  27 1 
á273. 

586. — En  tal  concepto,  suponiendo  un  poseedor  distinto  del  pro- 
,pietario,  y  que  haya  inscrito  su  posesión  con  arreglo  á  los  arts.  69  y 
J^  de  la  Ley,  ¿el  propietario  deberá  considerarse  tercero  respecto  de 
ella? — Muévenos  á  presentar  esta  cuestión  la  definición  misma  del 
art  31  de  la  Ley,  ya  que  no  puede  decirse  respecto  de  las  inscrip- 
ciones de  posesión  que  el  propietario  haya  intervenido  en  el  acto 
inscrito,  esto  es,  en  el  acto  mismo  de  la  posesión  de  que  otro  se 
apoderó. 

587. — Pero  si  la  palabra  intervenido  no  puede  tener  en  este  caso 
la  propia  significación  exactamente  que  en  la  generalidad  de  los  he- 
chos posibles,'  y  la  misma  que  en  nuestro  anterior ^^  ejemplo  dé  la 
.  compra- venta,  todavía  puede  aplicársele  sin  violentar  su  verdadera 
significación.  Verdad  es  que,  poV  regla  general,  el  propietario  no 
habrá  dado  la  posesión  al  que  después  la  inscribió,  porque  de  ser 
así,  á  éste  le  asistirían  derechos  superiores  á  los  que  la  Ley  le  reco- 
noce; (i)  pero  en  cambio,  habrá  abandonado  la  posesión  del  fundo, 
dando  así  lugar  á  que  otro  le  ocupase,  ó  se  habrá  dejado  expulsar 
del  mismo  por  la  violencia  ó  la  astucia;  (2)  y  omitiendo  en  uno  ü 
otro  caso  toda  reclamación  judicial,  habrá  dado  origen  á  la  posesión 
que  otro  reclama,  y  bajo  este  j3unto  de  vista  no  puede  ya  conside- 
rarse extraño  á  ella;  cae  dentro  de  la  regla  común  que  castiga  la 
negligencia  ó  abandono  del  propietario  con  la  prescripción  de  sus 
derechos.  No  hay,  pues,  duda  acerca  de  que  el  dueño  está  exclui- 
do de  la  cualidad  de  tercero^  porque  además  de  las  razones  expues- 
tas, es  de  recordarse  lo  dicho  por  la  Comisión  de  Códigos  al  expla- 

(1)  Téngase  presente  que  hablamos  aquí  de  la  posesión  jurídica,  ó  sea  la  que  está 
acompañada  del  ánimo  de  dominio^  la  cual,  transferida  por  el  verdadero  dueño,  constituye 
el  dominio. 

(2)  Leyes  14,  tit.  30  y  29,  tit  29,  P.  3?       ' 
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nar  los  efectos  de  estas  informaciones,  á  saber,  que  todos  los. derechas 
conservan  su  antigua  naturaleza,  (par.  551.) — Las  inscripciones  de 
posesión^  á  diferencia  de  las  demás  inscripciones  que  establece  la 
Ley,  no  innovan,  no  modifican  el  derecho  hasta  hoy  vigente,  hacen 
constar  el  hecho  de  la  posesión  á  nombre  propio,  ó  sea  la  detenta- 
ción con  el  ánimo  de  dueñOy  y  conservan  lo  mismo  al  poseedor  que 
al  verdadero  propietario,  si  es  distinto  de  aquel,  en  la  propia  situa- 
ción jurídica  que  le  atribuyen  las  antiguas  leyes.  Contra  el  segun- 
do surtía  efecto  la  posesión  desde  que  comenzaba  materialmente,  y 
esto  mismo  declara  la  nueva  Ley,  al  establecer  que^/  tiempo  que  en 
la  inscripción  posesoria  se  haga  constar  como  transcurrido^  se  contará 
para  la  prescripción,  qt^  no  requiera  Justo  título,  y  como  solóse 
prescritíp  contra  el  dueño,  resulta  con  toda  claridad  que  á  éste  le 
perjudica  la  posesión  desde  que  empieza  realmente;  á  diferencia  del 
tercero  para  el  que  no  existe  sino  desde  que  se  inscribe;  de  cuya  com- 
paración y  diversos  efectos  resulta  evidente  que  el  duefío  no  tiene  la 
consideración  de  tercero.  Además  así  aparece  claramente  de  la  distin- 
ción que  se  establece  por  el  art.  43  de  la  Ley. — Por  último,  se  concede 
á  aquel  el  derecho  de  impugnar  la  inscripción  posesoria  respecto  del 
tiempo  en  ella  consignado,  esto  es,  la  facultad  de  desmentir,  de  contra- 
decir que  haya  transcurrido  ese  tiempo,  y  en  tal  caso  deberá  este  pro- 
barse con  arreglo  al  derecho  común.  En  efecto,  como  las  declaraciones 
de  los  testigos,  llamados  por  la  regla  segunda  del  art.  7?  á  justificar  el 
hecho  posesorio,  pueden  ser  falsas  relativamente  al  tiempo  anterior 
de  posesión,  y  como  quiera  que  la  propia  Ley  lo  prevée  al  conmi- 
narlos con  responsabilidad  para  ese  evento;  de  aquí  que  al  propieta- 
rio le  sea  lícito  negar  el  hecho  del  transcurso  de  tiempo  anterior,  y 
que  en  tal  caso  quede  este  sujeto  á  los  medios  probatorios  comunes, 
ó  sea  á  I03  que, enumera  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  su  ar- 
tículo 279.  En  cuanto  al  tiempo  corrido  desde  la  inscripción  poseso-  . 
ria,  perjudica  al  dueño  con  máá  razón  aun  que  á  los  terceros;  el  ante- 
rior á  ella,  el  que  por  ser  anterior  se  consignó  en  la  inscripción,  con  el 
único  fin  de  fijar -el  momento  en  que  la  prescripción  habia  empezado,  y 
por  tanto  exclusivamente  para  perjudicar  al  dueño,  es  sometido  á  nue- 
va prueba,  desde  que  el  dueño  lo  niegue. — Surge  la  duda  de  si  bástala 
simple  negativa  del  que  se  presenta  como  propietario  ó  si  será  preciso 
que  articule  á  su  vez  prueba  en  contrario,  pudiendo  en  tal  supuesto 
usar  la  que  le  convenga  entre  las  que  él  derecho  vigente  sobre  proce- 
dimientos admite.  Parece  más  acomodado  al  tenor  literal  de  la  Ley  el 
primer  supuesto,  y  más  conforme  á  la  razón  jurídica  el  segundo;  pero 
ya  examinaremos  esta  cuestión  en  otro  lugar  del  capítulo  presente. 
588. — Acabamos  de  explicar  lo  que  es  tercero,  y  vamos  á  entrar 
ahora  en  la  segunda  parte  del  precepto  transcrito  de  la  Ley.  No  se 
establece  aquí  como  resultado  general  de  la  inscripción  posesoria  el 
surtir  los  efectos  de  la  mera  posesión.  Establécese  sólo  con  reladon 
expresa  y  directa  á  los  terceros;  es  decir,  que  para  éstos  la  inscrip- 
ción posesoria  surtirá  Ips  efectos  de  ia  mera  posesión,    ¿Y  solo  para 
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ellos?  Y  entonces,  ¿cuál  es  la  situación  legal  del  poseedor  para  con 
aquel  que  pueda  presentarse  á  reclamar  el  dominio  y  á  impugnar  su 
prescripción? — Trataremos  de  resolver  estas  dificultades. 

589. — Las  inscripciones  posesorias  tienen  por  objeto  reemplazar 
*1a  titulación  perdida  ó  nunca  formada"  con  una  titulación  nueva,  que 
aunque  "no  podrá  inspirar  desde  luego  tanta  confianza  ni  tener  tan- 
ta eficacia  como  los  verdaderos  títulos  de  propiedad,"  dá,  sin  em- 
bargo, ciertos  derechos  y  si  no  concede,  tampoco  niega  la  cualidad 
de  propietario,  sino  que,  reconociendo  el  carácter  actual  de  posee- 
dor, previa  justificación,  se  abstiene  de  pronunciar  sobre  lo  demás, 
por  falta  de  los  datos  que  para  ello  serian  indispensables.  El  que 
inscribe  su  posesión  podrá  ser,  ya  un  verdadero  propietario,  que  ha- 
ya descuidado  hacer  constar  por  escrito  su  adquisición,  ya  por  el 
contrario  un  dueño  vigilante  qué  haya  perdido  en  una  desgracia 
cualquiera  el  instrumento  en  que  aquella  constaba,  ya  en  fin,  un 
mero  detentador  que  tenga  por  verdadero  origen  d.-  sus  derechos 
actuales- un  acto  de  usurpación  violenta  ó  clandestina,  (i)  una  in- 
trusión más  ó  menos  ilegal.  Ante  eventualidades  tan  diversas,  la 
Ley  nada  declara,  ni  resuelve:  acepta  el  hecho  actual  que  se  le  pre- 
senta demostrado,  lo  hace  consignar  en  el  Registro,  y.  reserva  los 
derechos  de  cada  uno,  para  que  el  porvenir  decida,  ya  corroborando 
y  sancionando  el  presunto  derecho  que  se  inscribe,  ya  por  el  contra- 
rio, destruyéndolo  con  la  prueba  de  su  ilegal  procedencia,  y  reivin- 
dicando para  otro  el  derecho  pretendido. — He  aquí,  por  qué  la  Ley 
declara  los  efectos  de  la  mera  posesión  solo  respecto  á  terceros;  por- 
que son  los  únicos  que  deben  ignorar  la  verdadera  situación  legal 
del  poseedor  inscrito,  y  por  tanto  aceptar  el  hecho  tal  como  se  les 
presenta.  En  cuanto  al  poseedor  anterior,  esto  és,  al  que  haya  poseí- 
do el  mismo  predio  áqtes  que  el  que  luego  ha  inscrito  su  posesión, 
y  los  que  de  él  tengan  causa,  se  hallarán  siempre  con  respecto  al 
poseedor  inscrito  en  una  situación  bien  definida,  aunque  sea  ignora- 
da de  los  demás,  pero  de  la  cual  ellos  mismos  no  deberán  en  ningún 
caso  prescindir.  En  efecto,  ó  el  poseedor  anterior,  á  quien  supon- 
dremos verdadero  dueño,  porque  de  no  serlo,  nos  veríamos  obliga- 
dos á  seguir  ascendiendo  por  la  serie  de  ios  poseedores  hasta  hallar- 
lo; ó  el  dueño,  decimos,  traspasó  su  propiedad  al  actual  poseedor 
inscrito,  y  entonces  seria  una  absurda  inconsecuencia  de  la  Ley  el 
disponer  que  la  posesión  inscrita  fuese  para  aquel  una  mera  posesión; 
ó  por  el  contrario,  fue  despojado,  por  el  mismo,  y  en  ese  evento 
conserva  imprescriptible  su  dominio  [2]  ó  bien,  fué  despojado  por 
un  poseedor  intermedio  que  luego  fué  causante  del  inscrito,  y  en  tal 
virtud  éste  podría  ser  respecto  del  propietario  un  tercero  con  el  go- 

(1)  No  usamos  acjuí  esta  jialabra  en  la  acepción  que  le  dá  el  Código  Penal  vigente,  im- 
pÜGUido  violencia  ó  intimidación,  sino  en  su  significación  más  generíd. 

(2)  La  ley  1%  tít.  8?,  li)).  11,  Nov.  Rec.  declara  que  los  que  han  hurtado  ó  forzado 
nnacosa  no  pueden  adquirí  ría  .por  ningún  tiempo,  aunque  muchos  autores  sostienen  que 
cabe  d  inmemorial. 
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ce  de  la  prescripción  ordinaria.  Estas  tres  tan  distintas  situaciones 
en  que  puede  encontrarse  el  anterior  dueño  del  fundo  respecto  dd 
poseedor  inscrito,  impide  que  la  Ley  le  aplique  una  misnia  regla,  lo 
considere  en  una  sola  y  determinada  situación;  y  por  esR)  al  señalar 
los  efectos  de  la  mera  posesión  á  la  inscripción  posesoria,  los  con- 
creta á  los  terceros,  porque  el  dueño  anterior,  ó  dueño  actual  si  no 
perdió  ni  traspasó  el  (iominio,  mantendrá  la  situación  que  por  la  ley 
le  corresponda,  en  la.que  será  restablecido  de  heqho  tan  luego  como 
aparezcan  las  pruebas  (i) 

590. — Por  último,  la  expresioa  deque  páralos  terceros  surtirá  la 
inscripción  de  que  tratamos  los  efectos  de  la  mera  posesión,  debe  en- 
tenderse en  el  sentido  de  que  aquellos  no  han  de  reconocer  en  el 
poseedor  inscrito  un  derecho  de  propiedad  que  no  se  sabe  si  tiene, 
pero  sí  el  de  posesión  que  aparece"  del  Registro;  y  por  tanto,  que  los 
terceros  cederán  al  poseedor  inscrito  siempre  que  ostenten  un  dere- 
cho más  débil  que  el  de  la  posesión,  y  se  le  sobrepondrán,  cuando 
lo  obtengan  más  fuerte,  como  seria,  por  ejemplo,;'  la  misma  propie- 
dad trasmitida  á  título  singular  (2)  por  el  verdadero  dueño. 

591. — Sólo  nos  resta  ya  exponer  el  sentido  que,  á  nuestro  juicio, 
debe  darse,  á  la  frase  de  mera  posesión,  que  usa  este  artículo. 

592. — Adoptando  la  nomenclatura  de  Savigny  para  dar  claridad  á 
las  ideas,  diremos  que  no  cabe  duda  de  que  la  Ley  significa  con  dicha 
frase  la  unión  del  acto  físico  de  la  detentación  con  el  ánimo  de  due- 
ño, ó  sea  lo  que  aquel  autor  VídSCid^  posesión  jurídica,  en  la  primera  de 
sus  acepciones,  importando  poco  para  el  caso  que  la  detentación  sea* 
personal  ó  por  medio  de  representante,  como  sucedería  v.  gr.  si  el 
que  pretende  justificar  la  posesión  tiene  dada  en  arrendamiento  la 
finca.  Para  demostrar  que  es  esta  posesión  jurídica  á  la  que  se  re- 
fiere la  Ley,  bastan  muy  pocas  palabras. 

593. — Es  evidente  que  la  justificación  no  se  limita  al  acto  físico  de 
la  detentación,  puesto  que  lo  contrario  aparece  de  las  reglas  3?  y  4? 
del  art.  7?  de  la  Ley.  En  ambas  se  exige  la  justificación  de  que  la 
posesión  es  en  nombre  propio,  á  titulo  de  dueño;  y  como  quiera  que, 
no  sólo  se  exigen  expresamente  los  dos  requisitos  de  poseer,  y  de 
que  se  posea  d  titulo  de  dueño,  sino  que  se  excluyen  los  demás,  se- 
gún resulta  del  precepto  contenido  en  la  citada  regla  tercera  de  que 
á  esos  puntos  contraerán  los  testigos  sus  declaraciones,  es  decir,  que  • 
á  ellos  las  limitarán,  y  del  otro  precepto  contenido  en  el  Reglamen- 
to [Art.  40]  por  el  que  se  prohibe  exigir  al  que  promueva  el  expe- 

(i)  Puede  suceder  que  el  dueño  despojado  venza  enjuicio  al  poseedor  inscrito,  y  reco- 
bre su  fundo;  y  también  es  posible  que  un  dueño  anterior  pretendiendo  reivindicar  el  fon- 
do de  que  se  supone  despojado,  sea  confundido  por  el  poseedor  inscrito,  que  en  aquella 
ocasión  pueda  pfobar  su  dominio  sobre  la  cosa,  .y  nó  antes  por  circunstancias  accidentales. 
Kn  uno  y  otro  c  so,  la  Ley  rcstablecéria  en  su  verdadera  situación  á  ambos  contendientes, 
según  el  resultado  de  las  pruebas. 

(2)  Hemos  dicho  ya  que  el  sucesor  universal  ó  heredero  del  dueño,  no  está  compren- 
dido entre  los  terceros  de  que  habla  la  I^ey.  Por  esto  suponemos  que  la  aflquisicini  cH 
tercero  haya  sido  por  título  singular,  sin  embarj^o  de  que  taitibien  pue<le  dai-^e  el  caso  de 
que  un  tt-irctv  sea  después  hercdav  del  dueño  ó  contrayeiite,  en  cuyo  caso  desaparecería  d 
primer  carácter  al  revestir  el  segundo. 
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diente  posesorio  el  título  de  adquisición  de  la  finca  ó  derecho,  es 
evidente  que  en  dichas  informaciones   sólo  se  procura  demostrar  la 
existencia  de  dos  elementos,  á  saber,  el  elemento  físico  que  consti- 
tuye la  detentación,  [la  que  puede  ejercerse  por  medio  de  otro]  y  el 
elemento  moral,  que  consiste  eñ  la  intención,  en  el  ánimo  de  proce- 
der como  dueño,  y  en  el  hecho  de  venir  ya  procediendo  como  tal  y 
que  la  reunión  de  ambos  elementos,  una  vez  comprobada,  y  hecha 
constar  en  el  Registro,  sufte  los  efectos  que  en  el  art.  io9  se  declaran. 
594. — Si  la  teoría  de  Savigny  acerca  de  la  posesión  nos  ha  servido, 
pues,  para  dar  claridad  á  nuestras  explicaciones,  no  por  eso  nos  cree- 
mos exentos  de  probar  que  la  interpretación  que  presentamos  se  aco- 
moda á  las  antiguas  leyes,  fuente  que  no  ha  de  perderse  de  vista  en  el 
estudio  de  las  inscripciones  posesorias,  ya  que  á  ellas  se  refieren  en 
términos  explícitos,  no  sólo  las  palabras  de  la  Comisión  de  Códigos 
en  que  se  trata  de  explicar  su  efecto  (pars.  537  y  541)  sino  el  misnio 
art.  10  de  nuestra  Ley.     Diremos,  pues,  que  los  dos   elementos  de 
¡lecho  é  intención  que  en  ellas  se  toman  en  cuenta,  son  los  mismos 
que  para  ganar  la  posesión  declara  necesarios  la  ley  6?,  tít.  30  P.  3?-, 
cuyas  palabras  consignamos  en  la  nota.del  par.   562.     Por  tanto,  de 
acuerdo  con  los  términos  de  esta  ley,  que  exige  como  elementos  de 
la  posesión,    que  aya  voluntad  de  la  ganar  y  que  la  entre  corporal-  ' 
mente-,  de  acuerdo  con  doctrinas  inconcusas  que  rigen  la  materia,  ha 
usado  la  Ley  Hipotecaria  de  la  frase  mera  posesión ,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
.  mo,  nuda  ó  simple  posesión,  esto  es,  lo  más  sencillo,  lo  menos  com- 
plejo que  pueda  comprenderse  y  significarse  con  la  palabra  posesión^ 
oséala  simple  posesiona  nombre  propio  (v.  par.  565)  puesto  que 
la  posesión  civil  es,  en  rigor,  un  hecho  complejo;  un  hecho  en  el  que 
existen,  además  de  la  posesión  (i),  circunstancias  extrañas  á  ella,  co- 
•  mo  la  buena  fé  y  ú  justo  titulo;  circunstancias  que,  si  bien  modifican 
la  naturaleza  jurídica  de  la  posesión,  no  son  la  posesión  misma, — Por 
mera  posesión  ha  significado,  pues,   la  Ley,  aquel  estado  en  que  la 
posesión  se  presenta  sola,  es  decir,  separada  de  todacircunstancia ex- 
traña.— Únicamente  podría  hacerlo  dudar,  y  restringir  los'efectos  de 
esta  y  otras  de  las  antiguas  leyes  el  requisito  que  exige  por  el  inciso  3? 
de  su  regla  primera,  nuestro  art.  7?;  á  saber,  que  se  manifieste  el  nom- 
hre  y  apellidos  de  la  persona  de  quien  se  haya  adquirido  el  inmueble  o 
derecho.  Esto  hace  pensar  que  el  propósito  de  la  Ley  haya  sido  excluir 
de  las  informaciones  posesorias  á  todo  el  que   no  haya  «entrado  con 
causa  legítima  en  la  posesión,  si  bien,*  admitiendo  la  imposibilidad  de 
justificarla  ''por  no  existir  la  titulación  antigua  y  por  haber  des- 
aparecido  las  huellas  para  encontrarla,"  según  las  palabras  de   la 
Comisión  (par.  538)   se  contenta   con  exigirles  la  designación  ex-* 
presa  del  causante,  sin  llevar  más  allá  sus  precauciones,  y  como  sim- 
ple advertencia  ó  amonestación   de  buena  fé.     De  tal  conjetura  re- 
sultaría: I?,  que  se  introduciría  en   la  posesión  un  elemento  más  de 

f  I }    Hemos  dicho  3ra  que  los  Romanos  designaban  ese  estado  con  la  ^^sUtíüan^  possessio, 
dando  así  á  entender  que  constituía  la  posesión  pro{Hamente  dicha. 
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los  que  exigen  las  antiguas  leyes,  ampliando  la  ya  citada  6*  tít  30» 
P.  3?  y  aproximándola  á  la  18,  tít.  29,  de  la  misma,  cuyas  declara- 
ciones y  efectos  son  muy  diversos;  y  viniendo  así  á  exigir  en  toda 
posesión,  aunque  de  una  manera  implícita,  Ajusto  titulo;  y  2?,  que 
el  medio  excojitado  seria  de  todo  punto  ineficaz,  y  adecuado  sólo 
para  burlar  la  Ley;  pues  como  no  ¡se  obliga  á  la  justificación  de  tal 
extremo,  y  aun  es  ella  incompatible  con  el  procedimiento  que  se  ob- 
serva [Regla   3*  art.  7^   L.  y  art.  40  Reg.]  incurre  en    ridículo  d 
precepto,  estimulando  al  {)oseedor  á  que  suponga  un  nombre  cual- 
quiera como  el  de  su  causante,  y  llene  así  dolosamente  un  requin- 
to acerca  del  cual  sabe  muy  bien,  que  ni  ha  de  versar  la   prueba,  xa 
le  ha  de  acarrear  más  beneficios  que  los  que   sin  él  le  concedían  las 
leyes,  y  muy  especialmente  la  21,  tít.  29,  de  la  P.  3?  [i]     Induce, 
sin  embargo,  á  esta  creencia  todo  el  contexto  de  la  explicación  que 
acerca  de  los  arts.  397  á  410  de  la  primitiva  Ley  nos  ofreció  la  Co- 
misión de  Códigos  [Véanse  nuestros  párrafos  536  á  542],  y  princi- 
palmente aquellas  palabras  con  que  comienza:     "La   Comisión  no 
podia  hacer  caso  omiso  de  un  hecho   demasiado  frecuente  en  nues- 
tra patria.     Este  es  la  falta  de  títulos  que  tienen  muchos  para  acre- 
ditar la  propiedad  ú  otros  derechos  reales  que  LEGÍTIMAMENTE   Us 
*  corresponden^ — Trátase  aquí,  no  de  los  que  han  entrado  en  la  cosa 
con  más  ó  menos  derecho,  sino  de  los  verdaderos  dueños   que  están 
en  la  imposibilidad  de  justifica^  ese  carácter.  Más  adelante  (en  nues- 
tro ptir.  537)  se  continua  la  misq^a  idea:     "De  aquí  resulta  la  nece- 
sidad- de.  procurar  que  á  la  titulación  perdida  ó  nunca  formada  reem- 
place" ..--.-    &c. — La  palabra  perdida  supone  la  anterior  exis- 
tencia del  título;  la  expresión  nunca  formada^  si  la  enlazamos  con  la 
de  incuria  de  los  propietarios  y   que  el  párrafo  anterior  .designa  como 
una  de  las  causas  de  la  presente  falta  de  titulación,  la  veremos  sig- 
nificar que,  pudiendo  formarse   dicha   titulación,  no  se  hizo  así  por 
incuria  de  los  propietarios,  que  no  cuidaban  de  consignar  por  escri- 
to las  adquisiciones  que  hacian.     En  corroboración   de  este  sentido 
que  créenlos  exacto,  obsérvese  que  aquí  se  emplea  la  palabra  reem- 
plazar, y  como  lo  que  nunca  ha  existido  no  puede  reemplazarse,  si- 
gúese que  el  sentido  de   la  locución  es  el  siguiente:     "La  titulación 
nunca  formada,  (esto.es,  el  titulo  (2)  que  existió,  pero  sin  consig- 
narse  nunca  por  escrito)  debe   reemplazarse,"   etc.    En   cuyo  caso 
lo  que  la  Ley  declara  es  que   §1  título  verdadero,  pero  tácito,  digá- 
moslo así,  con  que  el  adquirente   entró  en  la  posesión,  no  cabe  hoy 
reemplazarlo  en  otra   forma  que  por  medio   de  un  instrumento  au- 
téntico en  que  la   autoridad  judicial  le^  reconozca  \z.  posesión; pa  que 
está,  ai^torizándole  para  llevarla  al  Registro.    Es  decir,  que  partién- 
dose del  concepto,  de  la  condición  indispensable,  siñe  qua  mm,  de 

(i)  Expondremos  esta  ley  al  tratar  en  el  presente  capítulo,  de  las  prescripcioató  ex- 
traordinarias. 

(2),  Según  advertimos  en  el  par.  100,  aquí  ha  de  tomarse  la  palabra  tíluU  en  la  ac^ 
ci  on  romana  (par.  104)  y  no  en  la  que  le  da  la  Ln  H.  en  el  art  35  de  su  Reglamento. 
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que  los  actuales  poseedores  son  verdaderos  dueños^  se  les  exime,  sin 
embargo,  de  probarlo,  en  virtud  de  que,  por  causas  que  son  de  pú- 
blica notoriedad,  se  encu^tran  muchos  en  la  imposibilidcid  de  su- 
ministrar esa  prueba.  No  se  trata,  pues,  del  que,  como  resueltamente 
deda  la  Ley  de  Partidas,  por  qual  manera  quier  oviesse  la  tenencia: 
la  Ley  nueva,  por  el  contrario,  sólo  concede  los  beneficios  de  la  po- 
sesión teniendo  en  cuenta  la  existencia  de  muchos  verdaderos  pro- 
pietarios que  no  pueden  probar  esa  cualidad;  pero  la  Ley  no  quiere 
que  disfruten  de  esos  beneficios  los  meros  poseedores ^  como  lo  son 
aquellos  que  carecen,  no  ya  de  título  escrito^  sino  de  título  de  adqui- 
sición. Por  último,  otras  frases  de  la  Comisión,  tales  como  la  de,  . 
"por  no  existir  la  titulación  antigua  y  por  haber  desaparecido  las 
huellas  para  encontrarla"  (par.  538),  y  aún  la  de  que  por  la  informa- 
ción "no  toma  la  posesión  más  importancia  ni  más  valor  que  el  qué 
las  leyes  le  atribuyen"  (lo  cual  no  excluye  el  que  pueda  tomar  me- 
nos) corroboran  el  propio  sentido  que  atribuimos  á  la  Ley,  en  cuya 
intención,  en  cuyo  espíritu  no  se  encierra  el  conceder  los  derechos 
inherentes  á  la  posesión  sino  únicamente  á  aquellos  que,  siendo  x^dX- 
mttíit  propietarios,  están  privados  de  los  necesarios  medios  de  justi- 
ficación.- La  Comisión  de  la  Ley  Reformada  parte  del  propio  concep- 
to [par.  546.] — En  una  palabra,  j^  quiere  que  sean  originariamente 
dueños,  para  que  puedan  ser  de  aquí  en  adelante  poseedores;  pero  co- 
mo no  se  les  podria  exigir  la  prueba  sin  echar  por  tierra  todo  el  sis- 
tema, se  les  exige  una  simple  manifestación,  que  queda  reducida  á 
mera  fórmula,  y  significa  sólo  que  la  Ley  no  aprueba  la  posesión 
que  no  se  muestra  desde  su  origen  pura,  que  no  quiere  hacerse  cóm- 
plice de  lo  que  puede  estar  basado  en  un  acto  de  usurpación,  y  que, 
en  la  imposibilidad  de  exclarecer  el  origen,  rechaza  sobre  la  con- 
ciencia del  poseedor  todo  lo  que  pueda  manchar  aquel  origen.  La 
Ley,  pues,  no  admitiria  el  derecho  de  posesión  si  no  existiesen 
muchos  propietarios  á  quienes  no  es  posible  concederles  otro:  ésto 
es  lo  que  se 'deduce  de  las  explicaciones  que  dá  la  Comisión  de  Có- 
digos.— Razón,  y  mucha,  tenia,  pues,  el  Sr.  Ortiz  de  Zarate  al  decir 
que  esta  Ley  daba  por  resultado  el  convertir  en  poseedores  á  ver- 
daderos propietarios. 

595- — No  estamos  en  manera  alguna  de  acuerdo  con  este  sistema, 
que  k  nuestro  modo  de  ver,  tiende  á  confundir  é  involucrar  dos  de- 
rechos de  naturaleza  muy  distinta*  como  lo  son  la  posesión  y  el  do- 
mnio^  y  que  á  más  tiene  el  inconveniente  de  no  ver  realizado  su 
propósito  por  la  fácil  burla  que  se  le  puede  hacer,  sirviendo  así  solo 
para  demostrar  una  intención  á  la  vez  infundada  é  impotente.  Nadie 
podría,  según  esta  doctrina,  alegar  en  adelante  para  apoyar  su  pose- 
sión las  declaraciones  de  la  ley  21,  tít.  29,  P.  3?,'só  pena  de  verse 
privado  del  Registro;  y  como  quiera  que  en  ninguna  parte  de  la  Ley 
ni  de  la  Exposición  de  Motivos  se  indica  la  derogación,  no  obstante 
haber  habido  ocasiones  para  ello,  sigúese  que  la  contradicción  es  mera 
consecuencia  del  sistema  establecido,  y  que  acaso  no  estuvo  en  la 
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mente  de  los  autores  de  la  Ley. — Veremos  más  adelante  la  variadon 
que  en  esto  ha  introducido  un  Decreto  del  Gobierno. 

596. — La  posesión  viene- considerándose  desde  la  cuna  del  Dere- 
cho como  una  cosa  distinta  de  la  propiedad   y   como  la  verdadera 
fuente  de  ésta;  engendrándola  cuando   la  acompañan  determinadas 
circunstancias,  manteniendo  vida  aparte  y  especial  fisonomía  cuando 
esas  circunstancias  no  concurren.     Las  Leyes   de  las  Doce  Tablas 
discernían  la  propiedad  al  que  poseyese  la  cosa  mueble  por  espacio  de 
un  año  ó  la  inmueble  por  el  de  dos.  (i)  Justiniano  concedió  la  prescrip- 
ción al  que  poseyese  sin  título  por  espacio  de  treinta  años;  la  propia 
declaración  hace  la  repetida  ley  21,  tít.  29  de  la  P.  '3?,  y  corrobora  la 
ley  recopilada,  que  al  prohibir  varias  de  las  prescripciones  que  auto- 
rizaba la  ley  de  Partidas,  por  ese  mismo  hecho  dejó  en  toda  su  (iKS- 
za  las  demás.     La  posesión  es  en  su  idea  primitiva  el  ejercicio  de  la 
propiedad;  por  ella  se  adquiere  esta  inmediatamente  cuando  la  cosa 
en  que  recae  no  pertenece  á  nadie,  ó  cuando  nos  la  entrega  el  ver- 
dadero dueño;  lógico  es,  pues,  que  se  adquiera  por  ella  algún  dere- 
cho cuando  la  cosa  pertenece  á  otro,  pero  ha  sido  abandonada,  y  de 
aquí  la  prescripción. — El  Rey  Sabio  señaló  en  un  lugar  de  su  Códi- 
go los  requisitos  necesarios  para  ganar  la  posesión,'  (2)  y  en  otro  los 
que  habían'  de  concurrir  para  ganar  la  propiedad.  (3)     Estableció, 
pues,  indudable  diversidad  entre  una  y  otra,  y  ese  sistema,  no  con- 
tradicho antes  de  ahora   por  ninguna  ley,   debia  ser  considerado  vi- 
gente, tanto   más  cuanto   la  institución  es   una  de  las  bases   en  que 
descansa  todo   el  sistema  del  derecho  privado. — Desearíamos  equi- 
vocarnos, pero   creemos  que  la   Ley  Hipotecaria  de  1861  no  aplicó 
bien  las  doctrinas  de  la  posesión  que  interpretaron  mal  sus  autores, 
y  que   esa  interpretación  no  hubiera  impedido  sin  embargo  el   que 
aquellas  se  continuaran  aplicando  en  toda  su  pureza,  sin  la  tenden- 
cia que  claramente  revelaba  el  requisito  tercero  del  art.  398,  repro- 
ducido más  tarde  en  la  Ley  Reformada  (regla  primera  del  mismo)  y 
en  la  nuestra.  [Art.  7?]     No  gustamos  de  dirigir  censuras  á  la  Ley, 
por  eso  cuando  nos  vemos  precisados   á  ello,  nos  esforzamos  en  la 
demostración.     Así  lo  haremos  también  en  este  caso:  acabamos  de 
exponer  la  teoría  de  la  posesión  según  opiniones  generales  y  segon 
la  doctrina  especial  de  Savigny:  vamos  ahora  á  compararla  directa- 
mente con  la  propiedad,,  para  que  con  toda  evidencia  resalte  la  dife- 
rencia que  entre  ambas  hace  nuestro  derecho  constituido;  vamos  tam- 
bién á  separar   la  posesión'  de  la  tenencia  con  arreglo  á  la  distinckm 
que  entre  ambas  establecen  las   leyes  de  Partidas.    Esperamos  que 
no  se  nos  tache  de  difusos,  pues  adeniás  de  la  razón  que  acabamos 
de  indicar,  tenemos  para  proceder   así  la  de  que  la  materi^i^  que 
nos  estamos  ocupando,  es  uno  de  los  puntos  más  interesan!^,  de  la 
Ley  y  cpmo  dijo  la  Comisión  de  Códigos.  (4)    . 

(i)  Vstis  auctoritas fundi  biennium,  cettrarum  remm  annus.  (Tabla  6*^ 

(2)  Ley  6»,  tít.  30,  P.  3» 

(3^  Leyes  9»  y  18,  tít.  29,  P.  3»  . 

(4)  Véase  al  final  de  nuestro  $537. 
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S97- — ^  empecemos  por  consignar  la  etimología,  porque  ella  ín- 
dica la  naturaleza  de  la  posesión,  y  dá  por  eso  mismo  clara  idea  de 
lo  que  la  distingue  y  separa  de  la  propiedad.  Poseer,  en  latin  possz-  ■ 
dere,  equivale,  como  hace  notar  Vinnio,  (i)  á  posse  sedere,  esto  es, 
estar  en  la  posibilidad  física  (po^e)  de  permanecer,  de  establecerse 
(sedere)  en  el  fundo,  y  por  tanto  posee  un  terreno,  el  que  puede  á 
su  voluntad  entrar,  salir,  regresar,  y  del  mismo  modo  quedarse  en 
él  y  retenerlo.  Esta  etimología,  que  era,  según  Vinnio,  de  los  gra- 
máticos, es  aceptada  por  el  propio  autor  para  explicar  por  qué  en 
derecho  se  puede  adquirir  la  posesión  si  se  nos  proporciona  la 
posibilidad  de  apoderarnos  de  la  cosa,  poniéndola  á  nuestra  vista, 
aunque  no  la  toquemos  con  las  manos  ni  con  los  pies;  y  por  qué  se 
conserva  la  posesión  ya  adquirida,  mientras  conservemos  la  facultad 
y  posibilidad  de  regresar,  permanecer  ó  retirarnos.  (2) — De  confor- 
midad con  el  significado  de  la  voz  en  sí  misma,  se  encuentra,  pues, 
la  acepción  jurídica;  por  lo  que  se  toma  la  posesión  en  el  sentido  de 
posibilidad  material  de  disponer  de  la  cosa,  así  cómo  la  propiedad 
es  la  posibilidad  legal  de  ese  mismo  acto.  Hemos  explicado  ya  que 
en  el  derecho  antiguo  no  se  podía  por  regla  general  adquirir  la  pro- 
piedad sin  obtener  previamente  la  posesión  [pars.  104  á  ni],  pero 
una  vez  adquiridas  una?  y  otra,  era  mucho  más  fácil  perder  la  pose- 
sión que  la  propiedad,  y  de  aquí  que  con  mucha  frecuencia  se  pre- 
senten separadas,  siendo  desde  ese  momento  indispensable  fijar  los 
canfcteres  propios  y  peculiares  de  la  posesión. 

598. — Cuando  decimos  que  un  individuo  se  halla  en  posesión  de 
una  finca,  no  significamos  f  por  ello  que  sea  el  dueño,  ni  tampoco 
que  lo  sea  otro.  Afirmamos  solamente  que  dispone  de  la  cosa  como 
dneñOy  circunstancia  que  puede  estar  acompañada  ó  separada  del 
verdadero  derecho  de  propiedad.  Así  lo  entendió  también  la  ley 
de  Partidas,  de  cuyas  disposiciones  y  términos  usuales  resultan  tres 
denominaciones  para  tres  distintas  situaciones.  El  Código  Alfonsino 
establece  diferencias  entre  la  propiedad,  la  posesión  y  la  tenencia,  y 
vamos  á  tratar  de  fijarlas  con  toda  la  brevedad  compatible  con 
nuestro  constante  propósito  de  no  parecer  difusos,  y  con  la  necesi- 
dad de  presentar  claras  las  doctrinas. 

599. — En  el  par.  556  comenzamos  á  exponer  la  ley  de  Partidas 
y  reservamos  para  más  adelante  la  explanación  del  texto,  por  cuan- 
to era  en  ella  indispensable  el  conocimiento  general  de  las  teorías 
admitidas  acerca  de  la  posesión. — Nos  corresponde  ahora  continuar 
90  examen. 

600. — ^Lo  primero  que  parece  resultar  del  Código  Alfonsino  es 
que  considera  la  posesión  como  tenencia  legitima  [ley-i?,  tít.  30,  P. 
3>,  qoc  citamos  en  el  par.  557].  Parece,  pues,  que  en  el  lenguaje 
de  ella  no  se  llama  posesión  á  la  detentación  con  ánimo,   que  expli- 

(1)  StUci,  QwBsL  lib.  2?,^cap.  35. 

(2)     ¿míe  facultatem  et  poUstaietn  redeundi,  insistetidi  al  que  insidendi  habemtis, 

C Autor  citado  en  el  texto.) 
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camos  en  el  par.  565,  sino  que  con  ambas  cualidades  ha  de  combi- 
narse el  justo  título.  Tendríamos  en  tal  concepto  un  requisito  más 
de  los  que  designaban  los  Romanos  con  la  palabra  possessio,  y  de  los 
que  indica  Savigny  con  la  frase  úq  posesión  Jurídica^  en  su  acepción 
más  sencilla  (Véase  nuestro  par.  5/8).  Pasa  luego  la  ley  á  establecer 
que  ciertamente  dos  maneras  y  de  posscssion  (par.  556)  ó  sea,  que  la 
posesión  se  divide  en  dos  clases;  natural  la  una,  y  por  otorgamiento 
de  derecho  la  otra;  de  cuyas  expresiones  se  deduciría  que  la  una  sigue 
al  orden  natural,  y  la  otra  es  mera  creación  de  la  Ley,  si  no  se  ad- 
virtiera respecto  de  la  primera,  que  se  viene  partiendo  de  la  defini- 
ción dada  anteriormente  (tenencia  legitima)]  y  que  los  ejemplos  que 
presenta  la  ley  suministran  algo  más  que  el  acto  puramente  natural. 
*'E  la  ftaturales,  quando  ome  tiene  la  co^di por  sí  mismo  torporalmen- 
/^,assi  como  casa,  o  su  Castillo,  o  su  heredad,  o  otra  cosa  semejante, 
estando  en  ella.'' — Combinando  las  expresiones  corporalmente  y  es- 
tando en  ella  y  con  las  de  su  castillo,,  su  heredad,  resulta  que  aquí  se 
presenta  como  posesión  natural  la  que  á  la  vez  se  ejerce  con  el  áni- 
mo y  el  cuerpo,  y  que  no  sería  posesión,  ni  aun  natural,  la  que  con- 
sistiera en  retener  una  cosa  para  otro.  Esta  interpretacio.n  se  robus- 
tece con  vista  de  lo  que  declara  la  ley  5?  (tít.  y  P.  citados):  "La- 
bradores o  yugueros,  o  los  que  tienen  arrendadas,  o  alogadas  cosas 
ajenas,  como  quier  que  ellos  sean  apoderados  de  la  TENENCIA  de- 
Has;  pero  LA  VERDADERA  PÓSSESSIÓN  es  de  aquellos  en  cuyo  nom- 
bre tienen  el  heredamiento.''  La  propia  declaración  se  reitera  en  la 
ley  1 1,  tít.  io9  de  la  P.  7?,  que  dice  así:  "Alogando,  o  emprestando, 
o  encomendando  vn  ome  a  otro,  alguna  cosa  señalada,  como  quier 
qucl  que  la  tuviere  en  alguna  destas  maneras,  se  puede  servir  e 
aprovechar  della  fasta  el  tiempo  que  señalaron  que  la  tuviesse;  con 
todo  esso,  el  señorío,  e  la  possession  de  la  cosa,  siempre  Jifica  en 
salvo  al  señor  della,  porque  aquel  que  la  tiene  por  alguna  destas 
razones,  non  la  tiene  por  sí,  mas  en  nome  de  aquel  que  gela  dio  en 
guarda,  o  a  loguero."  Es  decir  que  según  esta  interpretación  re- 
sultaría: 1 9  que  no  hay  posesión  sin  tenencia  legítima^  esto  es,  sin  un 
título  que  autorice  al  tenedor  para  considerarse  dueño;  2?,  que  una 
vez  que  concurra  este  título,  y  por  tanto  exista  la  posesión,  ésta  será 
natural  cuando  el  poseedor  esté  dentro  de  su  finca,  y  civil,  cuando 
salga  de  ella  accidentalmente,  y  sin  intención  alguna  de  abandonar- 
la; y  3?  que  el  acto  físico  de  retener  una  cosa  para  otro  no  es  pose- 
sión, sino  tenencia.  Y  por  consiguiente,  que  la  posesión  es  la  de- 
tentación fundada  en  un  justo  título,  distinguiéndose  en  natural 
(esto  es,  real  y  efectiva);  cuando  se  ocupa  físicamente  la  cosa; 
y  civil,  ó  sea,  por  otorgamiento  de  derecho,  (esto  es,  supuesta  por 
yxndi  ficción  jurídica),  cuando  la  abandonamos  tan  solo  físicamente; 
porque  en  tal  caso,  aunque  el  interesado  no  sea  tenedor  corporal, 
seerlo  lia  en  la  voluntad  e  en  el  entendimiento,  y  basta  esa 
circunstancia  para  que  la  Ley  conceda  á  la  posesión  ficta  la 
misma  fuerza  que  á  la  real. — ^Y  como  la  tenencia  es  el  acto  pufa- 
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mente  físico,  pasa  la  ley  3?  á  establecer  que,  Tenencia  é possession  de 
las  cosas  puede  ganar  todo  orne  por  si  mismo,  que  aya  sano  entendi- 
miento,- — Es  decir,  puede  obtener   fisicamente  la   tenencia,  y  por  su 
medio  la  posesión,  si  aquella  descansa  en  un  justo  título.  Parece  con- 
tradecir esta   conclusión  la.  segunda  parte  de  la  ley,  en  que  se  dice 
que  cuando  un  hijo,  siervo  ó  personero  es  apoderado  en  alguna  cosa 
á  nombre  del  padre,  del  señor  ó  del  mandante,  (esto  es,  se  le  entre- 
ga alguna  cosa  para  uno  de  los  últimos)  gana  la  tenencia  el  otro,  en 
cuyo  nombre  lo  apoderaron  della,  tan  bien  como  si  el  mismo  la  tuvie- 
sse, — Parece  que  aquí  debió  decirse  posesión  en  vez  de  tenencia,  según 
lo  hace  en  un  caso  semejante  la  ley  \^  ya  citada;  debiendo  entenderse, 
que  aunque  el  hijo,  siervo  ó  personero  adquiere  la  tenencia,  la  verda- 
dera posesión  corresponde  á  aquel  cuya  representación  ejercen;  pero 
no  se  ha  hecho  así,  porque  la  ley  3?  no  trata  de  la  tenencia  separada 
de  la  posesión,  como  la  5?,  sino  de  cuando  ambas  están  unidas,  de  * 
manera  que  en  la   intención  del  padre,    señor  ó  mandante  no  entra 
sola  la  idea  de  posesión,  sino  además  la  de  tener  físicamente  la  cosa* 
en  su  poder,  de  manera  que  la    tenencia  corporal    del  representante 
es  sólo  momentánea.     Se  desprende  este  sentido,  no  solo  de  las  pa- 
labras con    que  empieza  la  Ley,   tenencia  c  possession  pnede  ganar, 
no  sólo  de  encontrar  después  la  de  tenencia  donde  parece  á  primera 
vista  que  debió  usarse  la  dq  posesión,  sino  además,  de  la  compara- 
ción entre  este  caso  y  el   de  la  ley  5?. donde  se  atribqye  la  tenencia 
á  los  arrendatarios  y  la  posesión  al  dueño;  como  quiera  que  aquellos 
necesitan  la  tenencia  de  la  cosa,  para  ejercitar  sus  derechos  en  virtud 
del  contrato,  y  que  en  el  señor  reside  la  posesión,  aunque  sólo  la  civil, 
según  la  definición  de  la  ley  i?  y  distinción  de  la  2? — En  el  propio 
caso  que  el  primer  ejemplo,  se  encuentra  el  segundo  que  en  la  cita-, 
da  ley  3?  se  refiere,  diciendo  que  '*si  el  fijo  gana  ^n  su  nombre  te-* 
"nencia  de  alguna  cosa,  de  mientra  que  esta  en  poder  de  su  padre, 
"que  non  sea  de  aquellas  que  son  llamadas  castrense,  vel  quasi  cas- 
"trense  peculium,  que  non  tan  solamente  gana  el  fijo  tal  tenencia  co- 
*'mo  esta,  mas  aun  el  padre  por  razón  del  vsofructo  que  ha  de  haber 
"en  su  vida,  en  las  ganancias  átales  que  el  fijo  faze.  . .  ."-^Es  decir 
que  al  ganar  el  hijo  la  tenencia  de    una  cualquiera,  de  las  cosas  que 
constituyen  su  peculio  adventicio,  al  propio  tiempo  que  él  la  obtie- 
ne el  padre  por  razón  del  usufi-ucto  que  en  ella  le  pertenece;  donde 
se  vé  respecto  del    padre  la  prof5ia   .significación  que   acabamos  de 
indicar,  esto  es,  el  acto  físico  como  medio  de  ejercicio  de  un  derecho, 
siendo  el  sentido  de  esta  segunda  declaración  de  la  ley,  que  el  propio 
acto  de  entrar  el  hijo  corporalmentc  en  la  cosa,  le  sirve  al  padre  para 
adquirir  el  usufructo  y  la  tenencia  misma  que  es- condición  indispen- 
sable de  aquel,  ó  sea,  que  al  ocupar  el  hijo  la  cosa  en  su  propio  nom^ 
bre,  adquiere  al  mismo  tiempo  la  propiedad  para  sí,  y  el  usufiructo  y^ 
la  tenencia  para  el  padre.     Ya  se  ha  visto  en  el  ejemplo  anterior  de 
la  propia  ley  que  la  tenencia  puede  adquirirse  por  medio -de  otro. 
601. — La  ley  4?  establece  que  el  guardador  de  huérfano,  de  loco 
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ó  desmemoriado^  ó  del  que  fuese  desgastador  de  sus  bienes  gana  la 
tenencia  para  aquel  á  quien  tiene  en  su  guarda;  y  el  Oficial  del  Co- 
mún de  alguna  ciudad  ó  villa  para  la  colectividad  á  quien  representa. 
Pero  esta  tenencia,  es  simplemente  tal  ¿ó  debe  ser  considerada  como 
verdadera  posesión? — Mas  adelante  tendremos  quizas  ocasión  de 
examinar  este  punto. 

602. — De  la  ley  5?  tratamos  accidentalmente  al  exponer  la  3? 
(par.  600)  por  cuanto  corroboraba  lo  que  explicamos  en  lo  relativo 
á  la  tenencia  del  arrendatario.  La  segunda  parte  de  esta  ley  decla- 
ra que  '^aquellos  que  tienen  a  feudo  algún  heredamiento,  ó  han  ende 
•  **el  vsofructo  dello  o  lo  tienen  a  censo,  dando  cosa  cie/ta  por  ello 
"cada  año,  si  fueren  apoderados  de  aquellos  heredamientos,  ganan 
^Ha  possession  dellos,  pero  en  salvo  finca  el  señorío  á  sus  dueños:  de 
''manera,  que  estos  átales  por  tal  tenencia  como  esta  non  ganan 
*^Ha  propiedad  dellas,  quanto  tiempo  quier  que  las  tengan." 

603. — A  primera  vista  parece  que  esta  ley  se  propone  establecer 
tiiferencia  entre  la  ocupación  física  ejercida  por  el  arrendatario,  y  la 
que  ejerce  er  que  tiene  en  la  cosa  un  derecho  real;  llamando  ala 
primera  simple  tenencia  y  á  la  segunda,  posesión,  Gregorio  López, 
sin  embargo,  no  acepta  esta  doctrina,  puesto  que  pone  á  la  frase 
ganan  la  possession,  la  siguiente  glosa:  De  naturali  intellige,  nam 
civilis  est  apud  proprietariimt,  et  directum  dominum, — Es  decir  qtie 
lo  mismo  el  feudatario  que  el  usufructuario  ó  enfiteuta  (i)r  tienen 
sólo,  según  GregorioJLopez,  ¡Jlajposesion  natural)  pero  esto  se  en- 
tiende sin  duda  dentro  de  la  nomenclatura  romana, que  ya  hemos 
expuesto  [pars.  570  y  57 1];  y  atendida  la  declaración  conque  termi- 
na la  ley,  de  que  por  tal  tenencia  como  esta  non  ganan  la  proprie- 
dad,  puesto  que,  desde  que  la  posesión  no  conduzca  á  la  usucapión 
de  la  cosa,  no  puede  ya  denominarse  civil  en  el  lenguaje  de  los  ro- 
manos (§  578).  Parece  sin  embargo  que  esta  ley  ha  querido  esta- 
blecer distinción  entre  la  tenencia  del  arrendatario,  y  la  del  que  po- 
see un  derecho  real,  llamándole  á  la  segunda  posesión;  por  masque 
sea  una  posesión  especial  y  que  no  conduce  á  la  usucapión,  pero  que 
nace  de  un  derecho  propio,  porque  se  ejerce  con  independencia  dtl 
propietario,'  algo  en  fin,  como  lo  que  Savigny  denomina  posesión 
derivada  [Obra  citada,  §<§  23  á  25.] 

604. — La  ley  6?  parece  también  apartarse  de  la  definición  que  da 
la  I?,  al  señalar  como  único  requisito  para  ganar  la  posesión, 
que  ?1  que  desee  obtenerla  "faga  dos  cosas.  La  vna  que  aya  volun- 
**tad  de  la  ganar.  La  otra,  que  [la  entre  por  sí  corporalmente,  e  la 
"tenga  o'otro  alguno  en  su  nombre." — Según  esto,  bastarían  dichos 
dos  requisitos,  aunque  no  se  tuviese  el  título,  para  ganar  la  posesión, 
conforme  á  lo  que,  como  doctrina  general  dejamos  sentado-  en  el 
<§  565.     Pero  armonizando  lo*que  aquí^se  declara  con  lo  que  expu- 

(I)  Entendemos  que  la  frase,  los  que  tienen  la  cosa  *'á  censo,  (lando  cosa  dcrtapor 
ella  cada  año,"  se  renere  exclusivamente  4  los  enfiteutas,  pues  los  que  pagan  censos  coo- 
signativcs  ó  reservativos  son  verdaderos  dueños  (V.  par.  144.) 
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simos  al  referir  la  citada  ley  if  (par.  600)  resulta  que  la  que  ahora 
examinamos  se  contrae  á  la  manera  de  obtener  Ta  posesión,  una  vez 
adquirido  el  titulo,  [Véase  <^  104].  Es  decir,  que  si  se  otorgaba  . 
V.  gr.  un  contrato  de  compra-venta,  cuyo  ejemplo  pone  al  final  la 
presente  ley  6?,  todavía  el  comprador,  para  ganar  la  posesión,  nece- 
sitaría llenar  los  dos  requisitos  que  en  aquella  se  establecen.  En  su 
s^[unda  parte  pone  esta  ley  un  ejemplo  de  adquisición  sin  entrar 
corporabnente  en  la  cosa;  y  otros  de  la  misma  clase  se  refieren  en  las 
7?,  8?  y  9?,  en  cuyo  examen  no  entraremos,  por  comprenderse  la 
materia  de  ellas  en  la  explicación  que  de  las  distintas  formas  de  la 
tradición  expusimos  en  el  par.  1 1 1.^— Sólo  recordaremos  lo  que  re- 
cientemente dijimos  (par.  597)  de  que  estas  maneras  de  adquirir  la 
posesión  están  conformes,  con  la  etimología  ya  explicada  de  la  voz 
possidere  (posse  sedere)  de  manera  que  equivale  á  la  entrada  corporal, 
.  el  hecho  de  ponerla  á  nuestra  disposición  de  tal  modo  que  podamos 
efectuar  aquella  tan  luego  como  queramos  hacerlo. 

605.— rLa  ley  10?  trata  de  la  posesión  adquirida  por  entrega  dq 
un  mandatario,  ó  por  sentencia  judicial  recaida  en  pleito  de  propie- 
dad, y  agrega  después  que  el  que  roba  una  cosa  ó  la  entra  por  fuer- 
za, "como  quier  que  el  sea  tenedor,  non  ha  por  ende  la  verdadera 
possessiony — Según  esta  ley  el  ladrón  no  es  poseedor,  por  más  que 
tenga  la  cosa  para  sí,  en  lo  cual  se  aparta  de  la  ley  romana  y  de  la 
explicación  que  hemos  dado  anteriormente;  (par.  565)  pero  se  aco- 
moda á  la  definición  de  la  ley  i?  (pars.  SS7  y  600)  esto  es,  á  la  te- 
nencia derecha. 

606. — Por  ultimó,  la  ley  1 1  declara  que  cuando  se  compra  una 
cosa,  y  esta  $e  entrega  al  comprador  sabiéndolo  el  señor  y  no  opo- 
niéndose, gana  aquel  la  posesión,  tan  bien  "como  si  el  señor  gela 
"oviesse  entregado  por  sí  mismo." — Aquí  .se  habla  sin  duda  de  la 
entrega  hecha  sin  mandato  expreso  del  dueño,  pues  el  caso  del 
mandato  se  declara  en  la  10  de  que  ya  tratamos,  y  por  tanto  vol- 
veremos sobre  esta  ley  1 1  cuando  nos  toque  tratar  de  la  19,  tít  23, 
P.  3?  que  se  refiere  á  la  prescripción  en  un  caso  análogo. 

607. — X^  ley  13,  tít  io9  de  la  P.  7?  declara  que  el  acreedor  tie- 
ne la  posesión  en  la  cosa  dada  en  prenda,  sancionando  la  creencia 
general  que  así  lo  establecia. — De  las  diversas  leyes  de  Partidas  que 
acabamos  de  ^xponer  resulta: 

I? — Que  Xa,  posesión  necesita  descansar  en  un  justo  título. 

2? — Que  la  palabra  tenencia  se  refiere  unas  veces  al  acto  mera- 
mente físico  (leyes  S?  en  su  primera  parte,  10?,  al  final,  del  tit  30, 
P.  3?,  II,  tit.  io9  P.  7?  y  2,  tit.  89,  P.  3?)  y  otras  á  \^ posesión, 
como  en.  la  frase  verdadera  tenencia,  qué  equivale  á  verdadera  pose-  , 
tion  {leyes  6?,  tit.  89  y  10?,  al  principio,  tit.  30,  P.  3?,  y  13,  tit.  io9 
P.  7?Xó  ganar  tenencia  por  %iasi2X posesión  [leyes  6?  y  1 1,  tit  30, 
P.  3?)^ — No  queremos  citar  otras  en  que  se  encuentra  esa  voz  en  una 
tí  otra  de  ambas  acepciones,  porque  creemos  que  los  ejemplos  cita- 
dos bastan  para  demostrar  que  las  dos  le  corresponden. 
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608. — Acabamos  de  exponer  el  vocabulario,  digámoslo  así,  em- 
pleado por  las  leyes  de  Partidas,  como  quiera  que  juzgamos  indis- 
pensable su  conocimiento  para  la  consulta  de  un  Código  de  uso  tas 
frecuente;  pero  emplearemos  más  bien  la  nomenclatura  generalmeatc 
admitida,  por  cuanto  nos  parece  que  brinda  más  claridad. 

609. -r-Entrarémos  ahora  á  examinar  los  efectos  de.  la  mera  pose- 
sión, y  los  expondremos  bajo  los  tres  puntos  de  vista  siguientes: 

I? — Respecto  á  la  conservación  de  la  misma  posesión.  Esté  es 
sin  duda  el  primer  efecto  que  produce;  pues  el  que  ha  adquirido  ta 
posesión  una  vez,  se  entiende  que  la  conserva  mientras  no  ocurra 
alguna  dé  las  causas  que  la  ley  señala  'para  su  pérdida.  [Ley  12, 
tit.  30,  P.  3?]  — Luego  veremos  el  valor  de  esta  regla,  que  parece  á 
primera  vista  trivial. 

2? — Respecto  al  uso  de  los  interdictos.  Compréndense  aquí  los 
de  retener  y  recobrar,  únicos  que,  según  Savigny,  merecen  el  nom-' 
bre  de  posesorios,  puesto  que  el  de  adquirir  sólo  pertenece  al  que 
aun  no  ha  entrado  en  la  posesión. — Veremos  que  en  este  punto  no 
distan  mucho  nuestras  leyes  de  las  romanas. 

3?  —Respecto  de  la  prescripción.  Y  aquí  serán  objeto  de  nuestro 
examen  solólas  extraordinarias,  puesto  que  laordinaria  necesita  justo 
título,  y  por  ahora  sólo  tratamos  de  lamerá  posesión;  aunque  aquella 
también  tendrá  cabida  en  ^1  presente  capítulo,  al  examinar  en  el  ar- 
tículo 1 1  las  inscripciones  de  dominio  sin  título  escrito  que  por  él  se 
establecen. 

610.; — Hemos  visto  ya  en  la  ley  6?  lo  que, se  necesita  para  adqui- 
rir la  posesión;  es  decir,  la  combinación  del  elemento  físico  con  el 
elemento  moral,  ó  sea  la  ocupación  con  el  ánimo.  La  ley  12  empie- 
za á  tratar  de  los  modos  de  perderla,  y  se  expresa  así: 

**Despues  que  ha  ome  ganado  la  tenencia  de  alguna  cosa,  siempre 
**se  entiende  que  es  tenedor  della,  quier  la  tenga  corporalmente,  quier 
"non,  fasta  que  la  desampare  con  voluntad  de  la  non  auep  ca  como 
**quier  que  todavía  non  la  tenga  corporalmente  la  cosa,  siempre  pue- 

"de  ser  tenedor  della  en   su  voluntad " — :Y   agrega    la  ley.  que 

puede  retenerse  la  cosa  no  solo  por  sí  mismo,  sino  por  personero, 
labrador,  criado,  etc.  El  objeto  de  esta  ley  es  sin  duda  hacer 
patente  que  el  abandono  físico  de  una  cosa  no  basta  á  hacer  pierder 
la  posesión  mientras  otro/  cualquiera  ocupe  aquella  á  nombre  del  que 
se  retiró,  y  que  por  consiguiente  hay  que  examinar  si  este  uljtiino 
quiso  realmente  dejarla  de  su  poder.  Esta  regla  es  importante  para 
los  casos  que  después  explica  la  ley  13,  siendo  el  primero  de  ellos 
que  el  arrendatario  abandone  maliciosamente  el  predio  para  que  otro 
le  ocupey  haga  perder  al  señor  la  posesión;  por  cuyo  solo 'hecho  no 
la  pierde  sin  erab^go^  mientras  no  tenga  lugar  su  ocupación  por 
otro  (ley  17). — No  debe,  pues,  tomarse  la  ley  12  como  regla  gene- 
ral, según  á  primera  vista  pudiera  creerse,  pues  de  ella  se  dedudria 
que  sólo  se  pierde  la  posesión  obtenida  cuando  al  abandono  físico  se 
une  el  acto  de  la  voluntad,   siendo  así  que,  por  el  contrario,  basta 
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uno  cualquiera  de  los  dos  para  producir  la  pérdida;  es  decir,  que  así 
como  la  posesión  se  adquiere  por  la  unión  de  los  dos  elementos, 
así  se  pierde  cuándo  la  unión  desaparece;  lo  que  puede  ocurrir,  ya 
porque  falte  uno  solo  de  ambos  elementos,  ya  porque  los  dos  falten 
simultáneamente. — Que  por  el  solo  cambio  de  la  voluntad  píiede  ce- 
sar la  posesión,  lo  declara  la  ley  9?  del  propio  título  que  venimos 
examinando,  al  establecer  que,  cuando  uno  vende  á  otro  alguna  fin- 
ca que  le  pertenece,  y  se  la  toma  en  arrendamiento  al  mismo  com- 
prador sin  entregársela  antes,  ó  bien  se  reserva  el  vendedor  el  usu- 
fructo de  la  misma  en  el  acto  de  la  enajenación,  en  uno  y  otro  caso  *'gana 

*'la  possession  de  la  cosa  aquel  a  quien  es  enagenada bien  assi 

''como  si  ftiesse  apoderado  corporalmenie  della^ — Donde  se  vé  clara- 
mente que  el  mero  acto  de  la  voluntad,  sin  hecho  alguno  físico,  ha 
bastado  para  trasladar  la  posesión  del  uno  al  otro,  y  por  consiguiente 
para  que  cese  [i]  en  ella  el  que  tenía  y  ha  continuado  luego  te- 
niendo la  cosa  materialmente  en  su  poder.  Esta  conclusión  se  ha- 
ce todavía  más  cierta  por  la  declaración  con  que  termina  la  ley: 
'*Esto  mismo  sería,  si  aquel  que  enagenava  la  cosa,  dixesse:  Otor- 
"go  que  de  aquí  adelante  tengo  la  possession  della  en  vuestro 
"nombre.'' 

611. — Demostrado  ya  que  la  posesión  puede  cesar  por  el  mero  . 
acto  de  la  voluntad,  no  acompañado  de  acto  alguno  físico  ^ue  modifi- 
que en  lo  más  mínimo  el  acto  también  físico  de  la  detentación, 
como  se  verifica  por  medio  déla  especie  de  tradición  ficta  que  se  de- 
nomina canstitutum possessorium,  [pars.  precedente  y  ni];  veamos 
ahora  los  casos  en  que  cesa  porqué  haya  dejado  de  existir  el  ele- 
,  mentó  físico. — Se  reducen  á  dos  clases,  segnn  proceda  la  causa  de  la 
naturaleza  misma,  ó  de  hecho  ajeno.  Esta  segunda  la  reservaremos 
para  cuando  tratemos  la  posesión  bajo  el  punto  de  vista  de  los  in- 
terdictos. 

612. — La  ley  14  plantea  esa  materia  en  los  términos  siguientes: 

"Bien  assi  como  son  ciertas  maneras,  porque  los  ornes  ganan  te- 
"ncncia  de  las  cosas;  assi  son  otros  casos  qiertos,  porque  las  pueden 
''perder,  después  que  las  ovieran  ganado.  E  son  estos.  El  primero 
**es  por  avenida  de  rios,  o  por  acrescimiento  de  mar,  que  se  apode  - 
**iassen  de  la  cosa,  de  que  alguno  fuesse  tenedor,  de  manera  que  la 
"cobriesse  toda,  assi  que  el,  nin  otro  por  el  non  pudiesse  fincar  en  la 

*1¡enencia " — Supriniimos  los  dos  casos  restantes  de   que  habla 

esta  ley,  por  referirse  el  uno  á  cosa  mueble  y  ser  el  otro  desusado 
«I  nuestra  época. 

613. — Refiriéndonos,  pues,  al  primero,  trataremos  de  explicar  la 
tazón  de  Jo  que  aquí  se  declara.  Hemos  visto  ya  [par.  604]  que 
lapoi^esion  puede  adquirirse  por  una  ficción  legal*  como  sucede  siem- 

(l)  Propiamente  no  puede  decirse  que  se  pierde  la  posesión  por  el  solo  acto  de  la  vo- 
faottac^  el  que  desampara  ó  abandona  MXiderecho,  más  bien  ^^  perderlo,  lo  renuncia  6  tras- 
poa.  Perder  implica  contradicción  de  la  voluntad,  y  por  eso  usamos  en  el  texto  la  pala- 
ora  ¿vjar. 
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pre  que  8e  considera  hecha  la  entrega  de  la  cosa  sin  que  aquel  áqtden 
se  traspasa  la  haya  tomado  en  sus  manos  si  es  mueble,  ú  hollado 
con  sus  pies  si  es  inmueble.  Dijimos  también  que  esta  ñccion  áe  fiín* 
da  en  que  vale  lo  mismo  apoderarse  de  la  cosa  que  ponerse  en  con- 
diciones de  apoderarse  de  ella  tan  luego  como  se  quiera.  La  fícdon 
legal,  lo  es,  pues,  sólo  en  el  sentido  de  suponer  consumado  lo  que 
realmente  no  lo  ha  sido,  pero  no  contraría  al  orden  natural,  antes  se 
apoya  en  él,  y  tiene  por  tínico,  objeto  eximir  de  un  requisito  materiid, 
que  por  lo  mismo  que  su  posibilidad  es  tan  evidente,  no  se  conce- 
biría que-  la'^ley  exigiese  su  realización  física. — Lo  contrario  ocurre  en 
el  caso  que  nos  presenta  la  ley  14:  la  posibilidad  ha  cesado  por  com- 
pleto, hasta  el  punto  de  que  el  tenedor  de  la  cosa  se  ha  visto  ó  ha  po* 
dido  verse  en  la  precisión  de  abandonarla  para  no  perecer.  La  cosa, 
pues,  ha  dejado  de  ser  poseida,  y  necesario  es  que  la  Ley  reconozca d 
hecho,  so  pena  de  que  el  hecho  se  sobreponga  á  la  ley.— *<íDe  qué 
serviría,  en  efecto,  que  la  ley  declarase  que  el  tenedor  continúa  pose- 
yendo? ¿Qué  efectos  se  derivarían  de  tal  declaración?  ¿Podría  día 
estimarse  siquiera  como  una  ficción  legal? — En  manera  alguna,  por- 
que las  ficciones  han  de  asemejarse  á  la  realidad,  y  ninguna  seme- 
janza, sino  por  el  contrario,  completa  oposición,  habría  entonces 
entre  la  declaración  de  la  ley  y  la  realidad  del  hecho. 

614. — Además  de  esta  razón  tan  persuasiva,  hay  otra  dentro  dd 
orden  puramente  jurídico. — El  cauce  de  un  rio  no  es  susceptible  de 
dominio  privado,  y  por  tanto  desde  que  invade  la  cosa  y  la  ocupa 
en  su  totalidad,  la  absorve,  se  la  adhiere,  la  hace  formar  parte  de  sí' 
propio,  y  por  consiguiente  le  comunica  su  naturaleza.  Los  terrenos 
que  se  extienden  bajo  las  aguas  de  un  rio  no  son  propiedad  privada; 
lógico  es  pues,  que  dejen  de  serlo  aquellos  que  son  ocupados  y  pu- 
biertos  por  las  mismas.  Sucede  aquí  lo  propio,  aunque  en  orden 
inverso,  que  en  los  modos^  de  adquirir  por  aluvión  ó  fuerza  de  rio. 
Las  corrientes  naturales,  al  ejercer  su  influjo  físico  en  las  tierras 
contiguas,  influyen' también  en  el  derecho,  dando  y  quitando  la 
propiedad  de  aquellas. 

615. — Aquí  no  se  trata  sin  embargo  de  la  propiedad,  pues  la  ley 

agrega  que  en  dicho  caso,  "como  quier  o^^  pierde  la  teneucia 

^^en  salvo  le  fincfi  el  señorío  al  que  la  pierde,  para  poderla  demandar 
"á  quien  quier  que  la  falle." — El  sentido  de  esta  declaración  es  que, 
si  las  aguas  que  cubrieron  la  heredad  se  retiran  y  la  dejan  nueva- 
mente en  seco,  nadie  podrá  ocupar  aquella  sino  á  nombre  del  po- 
seedor anterior,  pues  en  otro  caso  éste  podrá  desalojarlo,  por  cuanto 
conserva  el  derecho  de  propiedad.  En  efecto,  la  propiedad  se  conser- 
va sin  necesidad  dql  elemento  físico,  á  diferencia  de  la  posesioQi  de 
la  que  es  aquel  parte  integrante;  y  la  ocupación  física  no  confiere  la 
propiedad  sino  cuando  recae  en  cosa  nullius.  Ahora  bien,  la  cosa 
invadida  y  abandonada  luego  por  un  rio  no  se  hace  nullius^  porq^ae 
no  toman  ese  carácter  las  que  son  abandonadas  á  consecuencia  de 
una  calamidad,   y  sin  intención  en  el  propietario  de  renunciar  á  sit 
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derecho.-De  aquí,  pues,  que  en  el  caso  á  que  nos  referimos,  se  pier- 
da la  posesión,  por  cuanto  deja  de  existir  el  elemento  físico,  y  no  la 
propiedad,  porque  se  retiene  el  ánimo, 

6i6. — ^Téngase,  pues,  presente,  que  la  regla  de  la  ley  2?,  repetida 
en  la  12,  respecto  á  conservarse  la  posesión,  siempre  que,  maguer 
non  sea  tenedor  de  la  cosa  corporalmente^  seerlo  ha  en  la  voluntad  e 
en  el  entendimiento,  se  entiende  solo  cuando  otro  tiene  la  cosa  en 
nuestra  nombre,  ó  por  lo  menos  cuando  nadie  la  ha  ocupado  todavía, 
ó  no  lo  sabemos  nosotros  (ley  13,)  porque  tan  luego  como  el  acto 
físico  deja  de  pertenecemos,  esto  es,  de  estar  á  nuestra  disposición, 
la  posesión  está  perdida;  lo  que  no  significa  sin  embargo  que'  deje 
de  haber  medios  para  recuperarla.  Esta  doctrina  aparecerá  mas  clara 
con  el  estudio  de  los  interdictos,  en  cuya  materia  nos  corresponde  ya 
penetrar.  .  • 

617. — Efectos  de  la  mera  posesión  respecto  al  uso  de  los  interdic- 
tos.— ^La  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  dispone  acerca  de  esta  mate-, 
na  lo  siguiente:  •* 

Los  interdictos  solo  pueden  intentarse: 

1 9  Para  adquirir  la  posesión, 

2?  Para  retenerla. 

3?  Para  recobrarla, 

(Art  691.) 

618. — Las  otras  dos  especies  de  interdicto  que  determina  la  ley, 
á  saber,  los  de  obra  nueva  y  obra  vieja,  no  hacen  á  nuestro  propó- 
sito; y  aun  de  los  tres  citados,  íiemos  de  eliminar  el  de  adquirir,  i? 
porque  para  ejercitarlo  se  necesita  de  un  título  superior  al  que  con- 
ceden las  inscripciones  de  posesión;  2?  porque  en  estas  se  trata  de 
la  posesión  ya  adquirida. — Veremos  sin  embargo,  algún  caso  en  que 
dicho  interdicto  puede  relacionarse  con  las  inscripciones  posesorias. 
— Hacen,  pues,  mas  directamente  á  nuestro  propósito  los  interdictos 
de  retener  y  recobrar,  cuyos  efectos  expondremos  brevemente. 

619. — Opinan  losSres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  (i)  qpe  el  inter- 
dictó de  retener  sólo  compete  al  que  tiene  la  posesión  fundada  en  el 
legítimo  titulo  á^  propietario  6  usufructuario,  ésto  es,  al  que  tiene 
la  tenencia  derecha  de  la  cosa,  y  no  á  los  meros  detentadores  ó  á  los  . 
que  aoseen  en  nombre  de  otro,  como  los  arrendatarios  y  comodata- 
rios. Muévele  á  juzgar  así  que  la  Ley  habla  sólo  de  posesión  al  tra-  . 
tardel  interdicto  de  retener  (Art  710)  y  de  posesión  ó  tenencia 
cuando  trata  del  de  recobrar  (Art.  724).  Contra  esa  opinión  de  Man- 
fe«i  pudiera  aducirse:  i9  que  los  detentadores  á  quienes  ampara  la 
ley  21,  tit  29,  P.  '^,  por  qual  manera  quier  que  oviessen  la  tenencia, 
no  deben  estar  privados  de  aquel  interdicto,  sin  embargo  de  que  no 
cuentan  con  legítimo  título  de  dueños;  2?  la  prescripción  del  artículo 

(i)  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  comentada  y  explicada. 
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7i6  relativa  á  que  solo*^'son  admisibles  en  este  juicio  las  pruebas  que 
tengan  por  objeto  acreditar  la  posesión  6  no  posesión  del  que  haj^a 
promovido  el  interdicto.  .**  etc.,  de  donde  se  desprende  que  estáfl 
fuera  de  cuestión  las  que  se  refieran  á  la  adquisición  legítima;  y  3?  qtie 
la  diferencia  que  se  observa  entre  el  uso  exclusivo  de  la  voz  posesión 
en  el  interdicto  de  retener  y  el  alternativo  de  posesión  6  tenencia  en 
el  de  recobrar,  se  explica  perfectamente  entendiendo  aquel  aplicable 
sólo  al  que  posee  á  nombre  propio,  aparte  el  derecho  que  para  ello 
tenga,  y  el  ultimo  á  ese  mismo  y  además  á  sus  arrendatarios,  como- 
datarios, personeros,  ó  á  cualquiera  que  á  nomBre  de  él  tenga  la  finca. 
-—Esta  diferenciase  explicaría,  i9  racionalmente,  por  ser  mayor  la 
odiosidad  del  despojo  consumado  que  la  del  simple  conato,  y  por  la  uti- 
lidad de  reprimir  instantáneamente  aquel,  aun  .sin  esperar  instruccio- 
nes del  propietario,  que  no  podrá  menos  de  querer  la  reparación  del 
daño  que  se  le  haya  causado;  2?  jurídicamente,  6  .sea  bajo'  el  punto 
de  vista  técnico,  por  el  uso  en  el  segundo  de  la  palabra  tenencia  que, 
según  hemos  visto  en  el  pan  607  equivale  unas  veces  á  posesión  y 
otras  al  simple  acto  físico,  esté  ó  no  acompañado  del  derecho  á  po- 
seer, y  como  es  evidente  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  no  la  usa 
aquí  (Art.  724)  en  la  primera  acepción,  porque  están  contrapuestas 
ambas  voces,  es  indudable  que  la  emplea  en  la  segunda,  y  por  tanto 
comprendiendo  á  los  arrendatarios,  comodatarios  etc.,  etc.  Y  encon- 
trado ya  un  punto  de  diferencia,  no  hay  necesidad  de  buscar  mas 
si  no  resulta  claro  que  la  Ley  se  propuso  establecer  varios;  y  por 
tanto,  explicado  que  la  palabra  posesión  y  tenencia  son  distintas,  no 
hay  inconveniente  en  admitir  que  en  la  primera  se  designa  la  que  se 
tiene  por  sí  y  en  la  segunda  la  que  se  ejerce  por  otro. 

620. — Manresa  opina  que  pueden  admitirse  en  dicho  juicio  los 
títulos  de  propiedad,  porque  prueban  la  posesión  civil,  y  nosotros 
también  lo  creemos,  pero  sólo  en  cuanto  justifiquen  que  se  adquirió 
la  posesión,  y  no  aparezca  por  -ninguna  otra  prueba  qne  se  perdió 
después,  en  cuyo  caso  serian  aquellos  ineficaces  para  probar  que  se 
posee  aun,  pues  la  regla  de  que  el  que  una  vez  adquiere  la  posesioil 
se  entiende  que  la  conserva  mientras  no  llegue  uno  de  los  casos  por 
que  se  pierde  no  favorecería  en  dicho  caso  al  actor.  Con  esta  restric- 
ción adoptamos,  pues,  la  opinión  de  Manresa,  y  creemos  que  así  mo- 
dificada se  ajusta  exactamente  á  la  ley;  de  manera  que  las  pruq¡>as 
versarán  sobre  el  hecho  de  la  posesión,  y  por  tanto  la  exhíbicioa  de 
títulos  no  será  indispensable,  pero  deberá  admitirse  cuando  ellos  sir- 
van para  justificar  ese  hecho. 

621. — Los  poseedores  inscritos  tienen  sin  duda  el  uso  del  inter- 
dicto de  retener,  i?  porque  surtiendo  efectos  la  inscripción  contri 
terceros,  es  evidente  que  uno  de  esos  efectos  ha  de  ser  el  que  res* 
peten  la  posesión;  2?  porque  sólo  deja  de  perjudicar  al  que  tenga 
mejor  derecho  á  la  propiedad  del  inmueble,  y  por  tanto  no  autorfea 
á  nadie  para  turbarles  en  la  posesión;  y  3?  porque  seria  un  absurda 
que  la  Ley  se  ocupase  tan  minuciosamente  en  exclarecer  su  posesión 
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é  inscribirla  en  el  Registro,  para  dejarla  después  á  merced  del  que 
quisiera  turbarla. — Creemos,  pues,  que  si  el  interdicto  de  amparo 
tm  correspondido  siempre,  no  obstante  la  respetable  opinión  de  Man- 
resa,  á  todo  el  que  posee  á  nombre  propio,  sea  ó  no  legítima  su  te- 
aeocia,  mucho  mas  le  pertenece  hoy  al  que  inscriba  la  posesión  con- 
forme á  la  Ley  Hipotecaria. 

622. — Y,  en  cuanto  al  de  recobrar,  la  latitud  de  la  Ley  impide 
toda  cuestión:  basta  la  tenencia  de  la  cosa.  Y  por  tanto,  no  solo  el 
que  posee  como  propietario  absoluto,^ sino  el  enfiteuta,  el  usufruc- 
tuario, que  usan  el  de  retener,  -y  además  el  inquilino,  el  colono,  el 
comodatario  etc.  tienen  el  uso  de  ese  interdicto.  Pero  ahora  nos 
cumple  examinar  los  casos  en  que  este  procede,  esto  es,  cuándo  debe 
entenderse  ocurrido  el  despojo  que  dá  vida  y  nombre  á  este  interdicto. 

623. — Llega  el  momento  de  que  expongamos  la  ley  17  de  Parti- 
das, cuya  examen  reservamos  anteriormente. — Dice  así: 

"En  perder  tenencia  de  las  cosas,  ha  departimiento  entre  las  que 
"son  muebles,  e  las  que  son  rayz.  Ca  si  ome  es  tenedor  de  alguna 
"cosa  que  sea  rayz,  non  pierde  la  tenencia  della,  si  non  por  vna  des- 
atas tres  maneras.  Lá  primera  es,  si  lo  echan  della  por  fuerza.  La 
*'segunda  es  si  la  entra  otro  alguno  non  estando  el  delante,  e  quan- 
*'do  viene  después,  non  lo  reciben  dentro  en  ella.  La  tercera  es, 
"quando  oye  que  alguno  entro  la  cosa  de  que  el  era  tenedor,  e  non 
**qu¡ere  ir  alia,  porque  sospecha,  que  non  lo  querrán  dexar  entrar 
"en  ella,  o  que  lo  echarían  ende  por  fuerza,  si  la  entrasse.  Empe- 
oro, como  quier  que  pierde  la  tenencia  por  alguna  destaá  tres  ma- 
guerás, en  salvol  finca  poder  para  demandar  en  juyzio,  e  avñ  el  se- 
"ñorio  della.     Mas  si  la  cosa  fuesse  mueble " 

624. — De  las  palabras  de  esta  ley  se  deduciría  que  establece  to- 
dos los  casos  por  que  se  puede  perder  la  posesión  de  las  cosas  rai- 
ces, pero  fácil  es  observar  que  no,  puesto  que  solo  trata  de  la  priva- 
ción de  ella  por  hecho  ajeno.  Ya  hemos  visto  en  la  ley  14  (párrafo 
612),  otro  de  las  modos  de  perder  la  posesión,  por  invasión  de  un 
ño— La  presente  ley  declara  tres  casos  más:  i9  cuando  el  po- 
seedor es  lanzado  por  la  fuerza;  29,  cuando  durante  su  ausencia,  en- 
tra otro  en  la  finca,  y  rechaza  de  ella  al  poseedor  que  intenta  regre- 
sarj  3?  cuando  sabiendo  el  poseedor  que  otro  ha  entrado  en  la 
finca,  se  abstiene  de  presentarse  por  temor  de  que  lo  rechacen. — 
Hemos  explicado  ya  que  el  ánimo  basta  para  conservar  la  posesión, 
qwe  entonces  toma  el  nombre  de  civil,  pero  es  necesario  que  no  ha- 
ya nada  en  el  orden  real  que  se  oponga  á  ese  ánimo,  ó  lo  que  es  lo 
núsmo,  que  al  ánimo  se  junte  la  posibilidad  de  realizarlo,  como  su- 
cede, no  sólo  cuando  otro  detenta  la  finca  á  nombre  del  poseedor, 
sino  también  cuando  el  que  la  detentaba  á  nombre  de  éste,  la  aban- 
dona para  que  otro  la  ocupe  y  le  quite  la  tenencia  (ley  13);  pues 
por  ese  solo  hecho  no  la  pierde  aquel,  sino  que  conserva  la  posesión 
mientras  la  cosa  esté  vacia,  pero  si  al  abandono  sigue  la  entrada  de 
otro  que  luego  rechaza   al  poseedor,  ó  bien  éste  sabiéndolo   se  abs- 
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tiene  de  presentarse,  acabamos  de  ver  (ley  17)  que  pierde  el  último 
la  posesión,  lo  cual  ha  de  entenderse  respecto  de  la  civil,  pues  la 
natural  la  pierde  en  cuanto  sale  de  la  fínca,  aunque  sea  con  ánimo  de 
volver  (ley"  2?) 

625. — Cualquiera  de  los  tres  casos  de  la  ley  17  de  Partidas  cons- 
tituye despojo,  y  da  lugar  al  interdicto  do  recobrar  (Art  724  de  la 
L.  de  É.  C);  y  si  no  se  establece  ni  tampoco  la  demanda  rei- 
vindicatoría podrá  en  algún  caso  el  detentador  adquirir  el  derecho 
á  no  ser  molestado  (ley  21,  tít.  29,  P.  3?)  y  nó  en  todos,  porque 
cuando  haya  habido  verdadera  yiolencia,  lo  prohibe  la  ley  lí, 
tít.  8  lib.  1 1  Nov.  Rec. 

626. — En  cuanto  al  interdicto  de  adquirir,  es  indudable  que  pue- 
de ejercitarlo  el  heredero  del  poseedor  inscrito,  y  que,  cuando  lo 
entable  un  heredero  cuyo  causante  no  haya  inscrito  su  derecho,  se 
acomodará  el  caso  completamente  á  la  legislación  anterior,  según 
las  doctrinas  ya  explicadas  (par.  92). 

627. — Efectos  de  la  mera  posesión  respecto  de  la  prescripción— 
No  tenemos  que  tratar  aquí  de  la  prescripción  ordinaria,  puesto  que 
el  mismo  art.  io9  nos  está  diciendo  que  las  inscripciones  posesorias 
sólo  aprovechan  para  la  prescripción  que  no  requiere  justo  titulo. 
Dos  son  las  que  se  hallan  en  este  caso  con  relación  al  dominio,  la 
llamada  de  treinta  años  y  la  inmemorial, 

628. — Hay  dos  casos  de  prescripción  por  treinta  años  en  nuestro 
derecho.  La  que  establece  la  ley  19,  tít.  29  de  la  P.  3?,  verdadera 
prescripción  de  dominio,  sobre  cosa  raiz  y  que  tiene  lugar  por  ma- 
la fe  del  que  la  enajena,  y  ausencia  del  verdadero  dueño,  y  la  áe  la 
ley  21,  del  mismo  título  y  Part.  que  no  contiene  prescripción  de  do- 
minio.— ^Vamos  á  examinarlas  brevemente.     . 

629. — La  ley  18  del  tít.  y  P.  citados  establece  la  regla  general 
para  la/prescripcion  de  las  cosas  raices.  Consiste  en  que  medien, 
buena  fé  ^n  el  que  dá  y  en  el  que  vtcíhQ,  justo  título  y  posesión  de 
diez  años  en  el  segundo,  si  el  señor  está  en  la  misma  provincia,  ó 
veinte,  estando  fuera  de  ella. — Inútil  es  advertir  que  aquí  se  parte  de 
que  tanto  la  cosa  como  la  persona  sean  capaces  de  prescripción:  no 
es  nuestro  objeto  entrar  ahora  en  un  tratado  completo  de  la  materia, 
sino  solo  determinar  la  clase  de  prescripción  que  corresponde  álos 
que  inscriban  la  posesión  con  arreglo  á  la  Ley  Hipotecaria. 

630. — Cuando  falta  la  buena  fé  en  el  que  enajena,  porque  sabe 
que  no  tiene  derecho  para  hacerlo,  hay  que  distinguir.  Si  el  dueño 
está  presente  y  sabe  la  enajenación,  se  prescribe  la  cosa  por  el  tiem- 
po ordinario,  porque  su  aquiescencia  tácita  suple  la  buena  fé  que  le 
falta  á  aquel;  si  está  ausente,  sólo  por  treinta  años  se  prescribe. 
(Ley  19  citada.) — ^Tampoco  este  caso  corresponde  á  nuestro  propósi- 
to actua'l,  puesto  que  en  él  concurre yW/í?  título, 

631. — La  ley  21,  tít.  29  de  la  P.  3?  es  la  que  nos  compete  exa- 
minar, y  comenzaremos  por  transcribirla  en  su  parte  principal. 

**Treynta  años   continuadamente,  ó  dende  arriba,  seyendo  algún 
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"orne  tenedor  de  alguna  cosa,  por  qual  manera  quier  que  oviesse  la 
"tenencia  que  non  le  moviessen  pleyto  sobre  ella  en  todo  este  tiem- 
*'f^9  gStfiaíla  y  a,  maguer  fuesse  la  cosa  furtada,  ó  forjada  ó  robada; 
*'e  mágu^^  que  el  señor  della  gela  quisiesse  demandar,  dende  ade- 
*1ante  noa  seria  tenudo  de  responderle  sobre  ella,  amparándose  por 
^'este  ti«||Po.  Pero  si  acaesciesse,  que  el  fuesse  desapoderado  de 
"la  teaertCia,  perdiéndola,  o  en  otra  manera,  non  le  finca  derecho 
"para  poderla  demandar  en  juyzio  a  aquel  a  quien  la  fallasse;  fueras 
"ende  si  aquel  que  la  tuviesse,  la  oviesse  furtada,  o  forjada  o  roba- 
"da  a  el  mismo,  o  la  oviesse  recebido  del  en  manera  de  empresta- 
*'mo,  o  de  loguero.  Ca  estonce  bien  lá  podría  demandar  e  cobrar. . . 
"Otrosí  dezimos,  que  quando  alguno  fuere  tenedor  a  buena  fe  de 
"alguna  cosa  que  sea  rayz,  por  treyrita  años,  o  mas,  cuydando  que 
"era  suya,  o  que  fuera  de  su  padre,  o  que  la  oviera  por  otra  razón 
"derecha;  que  la  puede  ganar  por  este  tiempo;  e  ampararse  por  el 
;  sjfcontra  todos  quantos  gela  quisieren  demandar;  e  si  acaesciesse,  que 
'*perdiesse  la  tenencia  della,  puédela  demandar  á  quien  quier  que  la 
"falle;  fueras  ende,  si  Isl  fallasse  al  verdadero  dueño  della.  Ca  es- 
"tonce,  si  el  señor  la  cobrasse  sin  fuerza,  e  sin  engaño,  e  pudicbse 
"¡wobar  el  señorío  que  auia  sobre  aquella  cosa,  non  sería  tenudo  de 
"gela  dar." 

631. — 'Trat^  esta  ley  de  la  posesión  en  que  se  ha  entrado  sin  títu- 
l<r^  y  cae  por  consiguiente  de  lleno  en  la  materi-i  que  estudiamos. 
Dos  casos  principales  establece:  cuando  además  del  título  le  falta  al 
tenedor  de  la  cosa  btceiía  fe^  y  cuando  tiene  esta  sin  aquel.  Toma  en 
cuentcí  ambas  situaciones  para  atribuirle  á  cada  una  distintos 
derechos;  pero  en  ninguna  de  las  dos  concede  la  prescripción 
del  dominio,  como  quiera  que  no  están  llenos  los  requisitos  que  para 
efectuarla  se  determinan  en  la  ley  18. 

632. — Decimos  que  esta  ley  pertenece  á  la  materia  que  estudia- 
mos, porque  habrá  de  aplicarse,  ya  á  las  informaciones  posesorias 
que  puedan  promoverse  invocándola,  ya  á  la  situación  legal  de  los 
poseedores  inscritos,  para  determinar  el  derecho  que  pueda  asistirles 
si,  perdida  la  posesión  real  de  la  cosa,  se  presentan  judicialmente  á 
reclamarla. — Que  se  pueden  promover  informaciones  posesorias  en 
virtud  de  esta  ley,  es  indudable,  1 9  porque  ella  misma  declara  el 
derecho  á  poseer,  aunque  estableciendo  cierta  gradación,  á  saber  el 
iñ  cí^nÜJiuar  poseyendo  en  el  primer  caso  á  que  la  ley  se  refiere;  el 
de  f€cobrar  ademas  la  posesión  perdida,  en  el  segundo;  y  como  ese 
derecho  no  puede  ser  excluido  del  Registro  en  el  sistema  de  la.  nue- 
va Ley,  es  consiguiente  que  puede  y  debe  inscribirse;  y  2?  porque 
íBÍ  lo  declara  expresamente  el  preámbulo  del  Decreto  de  10  de  Fe- 
brero de  1875,  d^l  que  más  adelante  t/ataremos. 

633. — Aquí  se  agita  de  nuevo  la  cuestión  relativa  á  los  efectos  de 
la  pérdida  de  la  posesión,  cuestión  que  nos  proponemos  tratar,  cuan- 
do en  el  efJtSmen  analítico  de  los  artículos  6?  al  1 1  de  la  Ley,  que  ha  de 
seguir  al  estudio  general  en  que  ahora  nos  ocupamos,  nos  correspon- 

29 
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da  la  exposición   de  lo  dispnesto  en  el  9?    Por  ahora,  nos  limitaré* 
mos  á  fijar  la  extensión  de  lo  declarado  en  la  transcrita  li 

634. — Las  palabras  de  ésta,  por  qiial  manera  quür  q\ 
tenencia  y  y  maguer  fuesse  la  cosa  furtada  o  forjada  o  rabí 
sus  preceptos  una  latitud  que  hay  que  restringir  considerabfcroeatfc 
En  primer  lugar,    es  de  advertir  que   no  ha  de   aplicarseá  los  que 
tengan  la  cosa  á  nombre  de  otro,  como  el '  arrendatario,  pues  la  si^ 
guiente  ley  22  declara  que   aunque  éste  deje  de  pagar   la  renta  du- 
rante treinta  años  ó  más  tiempo,  nó  puede  ganar  la  cosa.*     "E  esto 
**esj  porque  non  es  tenedor   delta  por  sí,  mas  en    nombre  de  quien 
la  tiene  arrendada  o  alogada/'^De  manera  que  aunque  la  presente 
ley  favorece  al  forzador  de  la  cosa,  no  así  al  que   habiendo  entrado 
en  ella  como  arrendatario,   se  quiera  después  atribuir   la  propiedad, 
siendo  sin  duda  la  razón  que  respecto  de  aquel  el  dueño  puede  tjtp 
citar  los  recursos  legales  para  recobrar  la  posesión  que  se  le  ha  qi 
tado,  y  de  no  ejercitarlos  se  entiende  que  los  renuncia,    y  res[ 
del  segundo  no  debe  presumirse  sino  que  el  dueño  ignora  el  ca&P 
bio  de  voluntad  de  su  representante,  y  entiende   que  continúa  en  la 
posesión  por  medio  de  él,  aunque  haya  prescrito  la  acción  para  re- 
clamarle una  parte  de  los  alquileres. — Savigny  sostiene  sin  embargo 
que  la  posesión   se  pierde  por  la  infidelidad  del  representante  que 
quiera  tener  la  cosa  para  sí,    tan  luego  como   dicha  infidelidad  sea 
conocida  del  poseedor  {Ttat.  de  lapos,  %  33);  pero  como  lo  que  (i&c 
la  ley  de  Partidas  es  que  no  la  prescribe  por  ningún  tiempo,  bien 
puede  aceptarse  aquella  doctrina  sin  que  por   eso  se  destruya  ésta. 

635. — La  otra  limitación  que  hay  que  hacer  en  el  tej^to  de  la  trans- 
crita le}'  21  es  la  declarada  en  las  .leyes  i?  y  2?,  tít  89  lib.  1 1  Nov: 
Hec.  La  i?  dispone  que  no  se  puedan  defender  por  tiempo  los  que 
tengan  una  cosa  forzada,  ni  los  que  la  hayan  rocibido  á  empeños  ó 
encomienda,  ó  en  arrendamiento. — Esta  ley  reproduce,  pues,  en  una 
parte  la  limitación  de  la  21  que  encerraba  la  22  de  Partidas,  y 
la  amplía  en  otra;  siendo  también  mucho  más  explícita.  La  2?  pro- 
hibe la  prescripción  al  que  tenga  la  cosa  hurtada  ó  escondida  y  ú 
que  posea  bienes  que  le  pertenezcan  en  comunidad  con  otro.^ 

636. — Resulta,  pues,  que  sólo  puede  disfrutar  los  beneficios  de  la  ■ 
ley  21,  el  que  desde  su  entrada  en  la  cosa  la  haya  tenido  como  su- 
ya, aunque  sin  título,  pero  sin  ejercer  violencia  para  adquirirla,  v. 
gr.  cuando,  como  supone  la  ley  13,  tít.  30,  P.  3?  [v.  par.  610]  el 
arrendatario  abandone  maliciosamente  el  predio,  y  un  terceroto 
ocupe.  En  ese  caso,  aunque  el  arrendador  conserva  la  posesión 
hasta  que  tenga  lugar  uno  de  los  tres  casos  que  determina  la  \%  dd 
mismo  tít.  y  P.^(v.  par.  623)  esto  no  impedirá  que  la  tenencia  ^sx 
que  mientras  tanto  se  halle  el  ocupante,  le  cond^^ca  á  los  efectos  de 
la  citada  ley  2 1  si  logra  mantenerse  en  ella  treinta  años,  sin  que  le 
muevan  pleito  en  todo  ese  tiempo  (que  non  le  mouiessen  pleyto  sohn 
ella  en  todo  ese  tiempo,)  Es  de  notar  que  esta  ley  usa  sólo  la  pala- 
bra tenencia^  y  como  ésta  se  distingue  esencialmente  de  la  pósesioft  ^ 
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aje  de  las  Partidas  [par.  607]  se  deduce:  i?,  que  ella  no 
i  lo  que  luego  declara  la  ley  íj  del  siguiente  tít.  30,  por- 
que el  señor  conserva  la  posesión  sin  la  tenencia,  y  que 
echa  ar ocupante  para  adquirir  con  el  transcurso  de  trein- 
derecho  de  conservar  la  tenencia  en  que  esté,  en  los  tér- 
minos qae  explica  la  primera  parte  de  la  ley  (-par.  630);  sin  que  le 
competa  el  de  recobrarla  en  la  forma  que  expresa  la  segunda  parte 
de  la  misma  (v.  el  propio  par.)  ppr  cuanto  le  falta  la  creencia  de  ser 
dueño,  qué  constituye  la  buena  fé. 

637. — La  ley  de  9  de  Mayo  de  1835  sobre  propiedades  del  Esta- 
do, (i)  que  ya  hemos  tenido  ocasión  de  citar  anteriormente  (par.  108) 
ha  introducido  en  la  materia  de  posesiones  sin  título  algunas  modi- 
ficaciones del  derecho  antiguo,  que  pasamos  á  indican 

638. — Era  regla  general  que  las  cosas  que  á  nadie  pertenecen 
(nullius)  son  del  primero  que  las  ocupa,  y  usábase  distinguir  dos 
,1fcos,  á  los  cuales  se  aplicaba  sin  embargo  la  propia  regla.  Decíase, 
pues,  que  las  cosas  podiau  no  pertenecer  á  nadie  porque  no  hubie- 
seu  tenido  nuuca  dueño,  como  en  el  caso  de  la  ley  5?,  título  28,  P. 
3?;  6  porque  el  dueño  las  hubiese  abandonado  con  intención  de  no 
conservar  su  propiedad,  como  se  vé  en  los  ejemplos  de  las  leyes  49 
y  so  del  propio  tít.  y  P.  Pero  lo  mismo  en  un  caso  que  en  otro,  por 
medio  de  la  ocupación  se  hacian  instantáneamente  del  que  la  efec- 
tuase. Examinemos  esta  doctrina  por  el  Código  de  Partidas,  esco- 
jiendo  la  ley  donde  se  presenta  la  regla  general  relativa  á  la  adqui- 
sición de  los  inmuebles.    P2s  la  50  citada,  que  se  expresa  así: 

639. — '*Desámparando  algún  orne  alguna  su  cosa  que  fuesse  rayz, 
"porque  se  non  pagasse  dcUa,  luego  que  della  saliessc  corporalmen- 
**tc,  con  intención  que  non  quisiesse  que  fuesse  suya  dende  adelan- 
"te,  quien  qüier  que  primeramente  la  entrasse,  ganaría  el  señorío 
"della.  Mas  si  el  non  salie^se  della,  maguer  dixesse  que  non  quería 
*'que  fuesse  suya  dende  adelante,  con' todo  esso,  en  quanto  el  la  tu- 
quíese assi,  non  ganaría  el  señorío  della,  fasta  que  corporalmente  sa- 
'iiesse  della,  e  desamparasse  la  tenencia.  Otrosí  dezimos  que  si  al- 
agan orne  desamparare  alguna  su  cosa,  que  non  osasse  yr  á  ella  por 
"miedo  de  enemigos,  ó  de  ladrones,  que  ninguno  non  la  puede  en- 
"trar;  e  maguer  la  entrasse,  non  ganaría  el  señorío  della.  Ca  como 
"quiér  que  este  atal  desamparasse  la  tenencia  corporalmente,  con  to- 
"do  esso  retiene  en  su  voluntad  el  señorío  de  la  cosa.  E  porende  non 
"deoe,  nin  puede  ninguno  entrarla." 

640.— Comienza  esta  ley  por  sentar  la  regla  vigente  en  Derecho 
Romano  por  la  que  se  adquirían  las  cosas  que  no  eran  de  nadie,  y 
establfece  que  para  qué  pudiesen  ser  objeto  de  ocupación  lasque 
constituían  la  proj^dad  de  alguien,   era  indispensable  la   unión  de 

(t)  Scdfidaró  extensiva  á  esta  Isla  por  Real  orden  de  23  de  Julio  de  1835,  y  mandada 
ctnnpUr  y  publicar  por  el  Gobierno  Qeneral  en  4  de  Setiembre  de  1838,  se  publicó  efecti- 
\-amcnle  en  el  Diario  de  la  Habana ^  correspondiente  á  los  días  7,  o  y  9  de  Octubre  del 
citado  año  1838. 
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dos  circunstancias:  el  abandono  voluntario  del  dueño,  y  el  áaimode 
no  tener  la  cosa  más  en  su  propiedad.  Ni  el  abandono,  irf  ú  4siiao 
bastaban  aisladamente,  como  expresan  con  toda  claridad  tól  Ai" 
ejemplos  que  inserta  la  ley  á  continuación  de  la  regla.  No  ^ánínio, 
porque  la  permanencia  del  señor  en  la  cosa  lo  desmiente,  6  por  16 
menos  aplaza  sus  efectos;  nó  el  abandono,  porque  la  fuerza  mayor 
que  lo  cause  no  puede  privar  de  un  derecho,  y  por  consigutente  sid 
señor  abandona  la  cosa  por  temor  ¿e  enemigos  ó  ladrones,  aunque 
por  ello  pierde  fti  tenencia,  y  aun  puede  perder  la  posesión,  según 
lo  explicado  en  el  par.  624,  conserva  Xti  propiedad,  Claro  es  que  el 
que  entre  en  la  cosa,  podrá  aspirar  á  los  beneficios  de  la  ley  21,  como 
anteriormente  (par.  636)  dejamos  expuesto. 

641. — ^Tal  era,  pues,  la  regla  general  del  derecho  antiguo  á  que 
nos  referimos  al  exponer  que  en  él  habia  introducido  algunas  modi- 
ficaciones la  ley  de  9  de  Mayo  de  1835,  7  ahora  vamos  á  indi< 
esas  modificaciones. 

642. — La  primera  es,  la  de  atribuir  al  Estado  la  propiedad  de  los' 
bienes  semovientes,  muebles  é  inmuebles  que  estuvieren  vacantes  y 
sin  dueño  conocido  por  no  poseerlos  individuo  ni  corporación  algunef^ 
(Art.  1 9,  nüm.  i9);y  también  los  detentados^  ó  poseídos  sin  titulo  legi- 
timo, f  Art.  3?]  Es  decir,  que  los  que  podian  ser  objeto  de  ocupación 
con  arreglo  á  la  última  ley  transcrita  de  Partidas,  pertenecen  hoy 
en  propiedad  al  Estado.  Este  puede  reivindicar  los  detentados,  "con 
arreglo  á  las  leyes  comunes"  (Art.  3?  citado)  y  debiendo  el  Estado 
"probar  que  no  es  á\x^Xío\^^\^\vcío  el  poseedor  ó  detentador,  sin  que 
estos  puedan  ser  compelidos  á  la  exhibición  de  títulos,  ni  inquieta- 
dos en  la  posesión  hasta  ser  vencidos  enjuicio."  [Art.  4?]  Sin  em- 
bargo ^'la  prescripción  con  arreglo  á  las  leyes  comunes  excluye  las 
acciones  del  Estado,  y  cierra  la  puerta  á  sus  reclamaciones  contra 
los  bienes  declarados  de  su  pertenencia  en  esta  ley."  (Art.  11) 

643. — Resulta,  pues,  de  las  disposiciones  de  la  citada  ley  de  1835: 

I? — Que  ha  quedado  derogada  la  ley  50,  tít.  28,  P.  3?^,  y  que  los 
bienes  abandonados  por  sus  dueños  pasan  instantáneamente  á  la  pro- 
piedad del  Estado  (Art  i9),  num.  i9]  quien  puede  ocuparlos  desde 
luego  pidiendo  la  posesión  real  corporal  ante  el  Juez  competente, 
que  la  mandará  dar  en  la  forma  ordinaria.  [Art:  69] — Es  evidente 
que  no  puede  ya  tener  lugar  la  adquisición  por  medio  de  la  ocupa- 
ción para  ningún  particular,  puesto  que  la  cosa  ha  dejado  de  ser 
nulliuSj  para  convertirse  en  propiedad  del  Estado,. y  por  tanto  el 
que  la  ocupe,  no  ocupa  una  cosa  nulliuSy  sino  una  cosa  del  Estado. 

29 — Que  si  á  pesar  de  lo  dispuesto,  entra  un  particular  á  ocupar 
para  sí  una  cosa  abandonada  voluntariamente  por  su  dueño,  s¡  tien 
no  puede  hacerla  suya  en  virtud  de  la  citada  lejL50,  comenzará  sí  á 
prescribirla  contra  el  Estado;  prescripción  que^o  se  efectuará  por 
el  tiempo  ordinario  que  determina  la  ley  18,  tít  29,  P.  3?,  por  cuan- 
to el  ocupante  carece  de  buena  fé  y  justo  título;  á  saber,  de  buena 
fe,  porque  sabe  que  la  propiedad  es  del  Estado,  de  justo  título,  'p«tv .; 
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que  la  ^upacion  ha  cesado  de  serlo  para  los  particulares  en  los  casos 
que'expfesa  la  ley  de  1835;  pero  sí  puede  realizarse  en  los  términos 
qtte  estaídece  la  ley  21,  tít  29,  de  la  P.  3?.  (Art  11) 

5? — Que  dentro  del  término  de  los  treinta  años  que  señala  la  ci- 
tada-ley 21,  podrá  el  Estado  reclamarle  al  detentador  la  cosa,  don- 
de quiera  que  estuviere  (Art  5?)  pero  cargando  con  la  obligación 
de  probar  la  no  propiedad  del  poseedor,  y  conservando  este  la  po- 
sesión hasta  el  fin  del  litigio  [Art.  4?]  que  se  sustanciará  por  la  ju- 
risdicción ordinaria.  (Art.  17) 

4? — Que  una  vez  transcurridos  los  treinta  años  referidos,  el  Estado 
será  rechazado  por  el  detentador,  en  los  términos  que  explica  la  pro- 
pia ley  21. — Y  si  el  detentador  vendiere  el  fundo  dentro  del  referido 
plazo,  el  comprador  ó  su  legítimo,  sucesor  no  solo  tendrán  el  tiempo 
I   que  falte  para  adquirir  el  derecho  de  la  citada  ley  21,  sino  que  además 
Líomenzarán  un^  nueva  y  más  eficaz  prescripción  por  la  ley  19  de 
fn^artidas,  en  cuya  virtud  á  los   treinta  años  de  la  enajenación,  gana- 
rán el  verdadero  dominio  de  la  cosa,  no  pudiendo  usucapirla    por  el 
tiempo  ordinario,  por  perjudicarles  la  mala  fé  del  enajenan  te,"  á  tenor 
de  las  citadas  leyes  18  y  19,  tít.  29  P.  3? 

644. — Hemos  creido  útil  la  mención  que  acabamos  de  hacer  de  la 
L$y  de  mostrencos,  ó  sea,  la  de  9  de  Mayo  de  1S35,  por  cuanto  sus 
diq)osicienes  habrán  de  invocarse  más  de  una  vez  á  favor  ó  en  con- 
tra de  los  que  hayan  inscrito  la  posesión  con  arreglo  á  los  artículos 
I  6?  á  9?  de  la  Ley  Hipotecaria,  y  respecto  de  los  terceros 
que  de  ellos  traigan  causa. — Debemos,  antes  de  dar  por  terminada 
;  esta  materia,  recordar  que  según  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
I  16  de  Marzo  de  1875,  "el  Estado  no  adquiere  el  dominio  de  los  te- 
"rrenos  vacantes  en  virtud  de  justo  título  especial,  como  los  parti- 
"culares,  sino  á  falta  absoluta  de  derecho  en  estos  para  apropiarse 
*'tales  terrenos;  y  por  consiguiente,  no  puede  como  ellos  oponer  titu- 
'V(t?í  á  titulas  y  discutir  en  juicio  los  de  los  poseedores  de  diclios 
•Herrenes." — Parece  deducirse  de  esta  y  otras  doctrinas  de  la  propia 
sentencia  que  la  acción  del  Estado  se  extingue  en  el  detentador,  sin 
extenderse  á  los  sucesores  singulares  del  tnismo,  porque  ya  éstos 
ostentan  un  justo  título.  De  entenderse  así  la  Ley,  es  inaplicable  en 
su  ultima  parte  el  caso  4?  de  nuestro  par.  643,  yes  evidente  que 
tai  doctrina  considera  al  Estado,  no  al  nivel  de  los  particulares,  co- 
mo parecía  ser  el  espíritu  de  la  Ley  de  mostrencos,  sino  en  inferior 
céadicion. 

645. — C9mo  es  fácil  deducir  de  las  doctrinas  que  preceden,  los 
poseedores  inscritos  conforme  á  la  nueva  Ley  Hipotecaria,  no  pue- 
dcaa  aspirar,  entre  los  beneficios  de  las  diversas  leyes  que  hemos  ex- 
puesto, sino  á  los  de  la  ley  21,  tít.  29,  P.  3?,  que  consisten  en  que, 
s¡  retienen  la  tenr|fccia  durante  treinta  años  consecutivos,  no  podrá 
después  desalojarlos  el  dueño;  pero  su  derecho  es  tan  precario,  que 
9gJo  lo  conservan  mientras  retengan  la  cosa  en  s^i  poder,  y  si  la  per- 
dieren por  accidente,  no  podrán  recobrarla,  salvo  que  tengan  buena 
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fe,  en  cuyo  caso  podrán  reclamarla  de  cualquiera  que  no  sea  el  due- 
ño de  ella;  y  por  consiguiente,  es  claro  que  en  virtud  de  dicha  ley  no 
adquieren  en  ningún  caso  el  <¿?/»/«íV?.  Otra  cosa  da  á  entender  la 
Comisión  de  Códigos  al  manifestar  que  la  titulación  concedida  por  las 
informaciones  posesorias,  **con  el  transcurso  del  tiempo  y  con  llegar  i 
ser  más  antigua  que  la  prescripción  mas  larga^  será  tan  buena  y  tan 
segura  como  la  titulación  más  completa/'  [V.  párrafo  537]. 
— Parece  que  la  Comisión  habla  aquí  dé  la  adquisición  perfecta 
del  dominio  por  rtiedio  de  la  prescripción,  y  ya  que  no  encontramos 
aquella  en  la  ley  2 1 ,  pasemos  á  tratar  de  lo  que  se  llama  prescrip- 
ción inmemorial,  á  la  que  además  parece  referirse  en  concreto  la  Co- 
misión en  sus  palabras,  "mas  antigua  que  la  prescripción  mas  larga." 
y  en  estas  otras:  *ia  posesión  continuada,  el  concepto  publico  de 
**dueño  y  el  lapso  de  una  larga  serie  de  años  concluyen  por  intro- 
**ducir  la  presunción /z/m  ét  de  jure^  de  que  el  poseedor  es  dueño  - 
**de  la  cosa. . . ." 

646.— 7 Vamos  á  tratar,  pues,  de  la  prescripción  inmemorial,  de- 
terminando: I?,  qué  se  entiende  por  ella;  2?,  en  qué  cosas  recae;  3?, 
cómo  debe  probarse. 

647. — Es  requisito  esencial  á  esta  clase  de  prescripciones  una  lar- 
guísima y  pacífica  posesión  de  origen  remoto,  á  que  no  alcance  la 
memoria  de  los  hombres  y  sin  noticia  de  hecho  alguno  contrario  á 
ella.  (Sent.  de  21  de  Junio  de  1864). — No  hay  que  confundiré! 
modo  de  probar  el  origen  y  principio  de  un  hecho  antiguo,  como 
en  el  caso  de  la  ley  29,  tít.  16,  P  3?  [i]  con  la  prueba  de  la  inme- 
morial, en  que  lo  que  se  acredita  es  que  no  hay  memoria  de  su  prin- 
cipio. Esta  distinción  establece  Sancho  Llamas,  com.  29  á  la 
ley  41  de  Toro. 

648. — La  po.sesion  que  la  ley  15,  tít.  31  de  la  P.  3?  exige  para 
ganar  por  tiempo  inmemorial  las  servidumbres  discontinuas,  es  aque- 
lla que  ha  durado  tanto  tiempo  que  non  se  puedan  acordar  los  ornes 
cuanto  há  que  la  empezaron  á  usar.  Sent.  de  24  de  Óct.  de  1 874. 
No  tiene  lugar  cuando  se  sabe  la  procedencia  de  las  fincas  y  las  per- 
sonas que  las  han  poseido.  (Sentencia, de  15  de  Octubre  de  1866). 
— Gregorio  López  cita  para  el  modo  de  pt  obar  el  tiempo  inmemo- 
rial la  ley  28,  tít.  3?  lib.  22  Dig. '  Trata  esta  del  caso  en  que  se  "pro- 
cura averiguar  si  hay  memoria  de  que  una  labor  se  haya  efectuado, 
y  declara  que  lo  que  en  dicho  caso  se  averigua  no  es,  que  alga- 
no  recuerde  la  fecha  en  que  se  hizo,  porque  puede  ocurrir  que  na- 
die la  recuerde,  sino  que,  en  opinión  de  todos,  no  hayáp    visto  ni 


( I )  Esta  ley,  que  se  refiere  al  testimonio  de  oidas^  admite  estCclase  de  prueba  cuando 
alguno  se  querella  de  que  hacen  daño  en  su  heredad  aguas  que  corren  de  un  lugar  faedi9 
por  mano  del  hombre,  cuando  la  labor  es  tan  antigua,  que  no  existe  nadie  que  la  \kKfk 
visto  hacer. 
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oido  decir  cuándo  se  efectuó  la  labor,  ni  sepan  de  nadie  que  lo  haya 
visto  ni  oido. — Consiste,  pues,  la  prueba  del  tiempo  inmemorial  en 
que  se  haya  perdido  el  origen  del  acontecimiento.  Y  se  halla  con- 
forme esta  acepción  con  la  que  señala  á  la  voz  inmemorial  el  Dic- 
cionario de  la  Lengua. 

S49. — Respecto  á  las  cosas  en  que  recae,  G.  López  agita  la  cues- 
tión de  si  pueden  adquirirse  por  ella  las  cosas  de  uso  público,  como 
las  plazas  y  calles  (glosa  1  á  la  ley  7?  tít.  29  P.  3?);  se  opone  á  que 
los  señores  puedan  adquirir  por  ese  medio  de  los  vasallos  ciertos  ser- 
vicios que  enumera  (glosa  2  á  la  ley  6?  tít.  25,  P.  4?  y  admite  que 
por  ella  se  adquiera  el   feudo  [glosa  3  al  final  de  la  ley  10?,  tít.  26, 

P.4?] 

650. — -También  se  adquieren  por  posesión  de  tiempo  inmemorial 
las  ciudades,  villas  y  lugares  [ley  4?]  y  el  derecho  de  llevar  imposi- 
ciones [ley  7^]  pero  no  alcabalas  [ley  9?-]  ni  la  jurisdicción  real  [ley 
4?  citada.] — Todas  del  tít.  89  lib.  1 1  Nov.  Rec. — Y  además  las  ser- 
vidumbres discontinuas,  según  resulta  de  la  ley  ya  citada  15,  títujo 

31P.  3?  . 

651. — El  modo  de  probar  la  posesión  inmemorial  consta  de  leyes 
recopiladas.  La  ley  4?  tjt.  89  Hb.  1 1,  exige  la  prueba  "según  y  co- 
mo y  con  las  calidades  que  la  ley  de  Toro  requiere."  Y  la  i?  títu- 
lo 17,  libro  io9,  que  fué  la  41  de  Toro,  tratando.de  los  ma- 
yorazgos, exige  **que  los  testigos  sean  de  buena  fama,  e  digan  que 
"ansi  !o  vieron  ellos  pasar  por  tiempo  de  cuarenta  años,  e  assi  lo  o- 
"yeron  decir  á  sus  mayores  e  ancianos  que  ellos  siempre  asi  lo  vie- 
"ran  é  oyeran,  é  que  nunca  vieron  ni  oyeron  decir  lo  contrario  é  que 
"dello  es  pública  voz  é  fama,  c  común  opinión  entre  los  vecinos  y 
"moradores  de  la  .tierra." — Resulta  de  esta  ley:  i9  que  los  testigos 
han  de  ser  dé  buena  fama;  29  qae  su  testimonio  ha  de  extenderse 
hasta  los  40  años  por  ciencia  propia,  y  al  tiempo  anterior  por  refe- 
rencia; 39  que  han  de  tener  por  lo  menos  cincuenta  años  y  medio, 
para  que  esas  condiciones  puedan  cumplirse,  á  tenor  de  lo  dispuesto 
en  la  ley  9?  tít.  16,  P.  3?  Gregorio  López  afirma  que  la  costumbre 
inmenaorial  tiene  fuerza  de  título,  pero  admite  como  prueba  con- 
traria la  confesión  de  parte,  esto,  es,  la  de  haber  entrado  los  mayo- 
res en  la  posesión  sin  título  alguno,  si  bien  se  haya  cumplido  des- 
pués la  inmemorial  (glosa  2  á  la  ley  6?  tít.  25,  P.  4?] 

652. — Llamas  y  Molina  hace  notar  que  por  esta  ley  se  introdujo 
lo  que  llaman  los  expositores  segundas  oidaSy  que  consiste  en  decía- . 
rar  que  los  mayores  á  quienes  se  ha  oido  decir  lo  de  que  se  trata,  lo 
habian  oido  á  su  vez  á  los  que  les  precedieron;  puesto  que  anterior- 
mente "ningún  canon  ni  ley  cxigia.este  requisito  para  probar  la 
inmemorial"  [com.  28  á  la  citada  ley  41  de  Toro]. 

653.— *-Puede  sostenerse  que  por  la  prescripción  inmemorial  se  ad- 
quieren todas  las  cosas  exentas  de  las  demás  prescripciones,  sin  que 
haya  excepción  alguna,  '*en  razón  á  que  se  pierde  el  origen  de  la 
"posesión  y  la  norticia  de  la  procedencia  y  dominio  primitivo  de  la 


L 


Digitized  by  VjOOQIC* 


232 

*'cosa,  adjudicándose  en  consecuencia  al  tenedor  por  reputarse  na- 
tatoriamente suya,  sin  nada  que  lo  contradiga;  y  así,  ni  aun  se  pue- 
"de  determinar  qué  es  lo  que  se  prescribe,  ni  si  en  verdad  hay  pre*í 
**cripcion  ó  no."  [i] 

654. — Determinadas  ya  las  especies  de  prescripción  sin  título,  y 
establecido  que  al  poseedor  inscrito  le  corresponde  sin  duda  la  de  h 
ley  21,  tít.  29,  P.  3?  veamos  ahora  sí  también  puede  invocar  *  la  ffl- 
memorial.  Empecemos  po.r  consignar  que,  si  en  el  momento  de  la 
inscripción,  puede  justificar  aquella,  deberá  acogerse  al  art.ii.por 
■  el  que  se  le  admiten  todas  las  pruebas  legales  que  de  su  adquisición 
pueda  ofrecer,  y  una  vez  justificada  la  posesión  inmemorial  en  los 
términos  de  la  ley  de  Toro,  hoy  recopilada,  obtendrá  la  inscripcicm 
del  dominio.  Pero  acerca  de  ésto  debemos  examinar,  i?  si  se  le 
admitirá  esa  prueba  de  su  adquisición;  2?  si  habiendo  efectuado  ya 
la  inscripción  posesoria,  cabe  el  que  la  convierta  en  inscripción  de 
dominio,  por  haber  cumplido  dpspues  los  requisitos  de  la  inmemon 
rial:  '  • 

655.— Las  dos  cuestiones  que  acabamos  de  indicar  las  trataremos 
en  el  curso  de  este  capítulo. 

656. — Los  que  obtienen  la  posesión  sin  título  sólo  contar 
rán,  pues,  por  regla  general  con  la  precripcion  inmemorial  coino 
modo  de  ganar  el  dominio;  si  bien  á  los  treinta  años  adquimla 
el  derecho  á  coutiftuar  poseyeudo,  según  la  primera  parte  de  la 
ley  2 1,  si  tuvieren  mala  fé;  y  aun  el  A^  recobrar  la  posesión,  si  la  per- 
dieren teniéndola  buena,  según  la  ultima  parte  d'e  la  misma,  y  por 
consiguiente  contra  todo  el  que  no  sea  el  dueño  verdadero.-Empero, 
á  tenor  de  lo  que  indicamos  en  el  par.  589,  su  posición  con  respecto 
al  verdadero  dueño  puede  ser  muy  distinta,  pues  si  compró  á  un 
detentador  con  conocimiento  del  dueño  prescribirá  por  el  tiempo 
ordinario;  (ley  19,  tit.  29,  P.  3?);  y  por  el  de  treinta  si  el  dueño  no 
lo  supiere  (id.  id.  id).  En  cualquiera  otro  caso,  le  compete  la.pres- 
cripcion  de  dt)minio  por  tiempo  inmemorial,  pues  aunqiíe  ninguna 
ley  lo  ordena  expresamente,  se  deduce  la  afirmativa  i?  de  que  si  por 
él  sé  adquieren  cosas  pertenecientes  al  Estado  [leyes  citadas  4?  y  7^ 
del  tit.  8?  lib.  i;  Nov.  Rec]  con  mayor  razón  podrán  adquirirse  las 
de  los  particulares;  y  2?,  porque  la  regla  aplicada  á  los  bienes  d^  ma- 
yorazgos por  la  ley  i?  tit.  17  lib.  10?  del  mismo  Código  debe  am- 
pliarse por  razón  de  analogía. 

657.-*-Un  vacío  se  nota  en  la  ley,  y' es  la  de  si  puede  convertirsCi 
la  inscripción  posesoria   en  inscripción  de  dominio,    una  vez  que  sc 
alcance   este   por   medio  de  la   prescripción,  á  tenor  de  las   expli- 
caciones que  da    la  Comisión — Si   después  del  término     señafca- 
do   por  la  Ley  se  presenta   el  dueño  judicialmente  contra  el  posee* 


(i)     Juan  Francisco  de  Funes,  Influencia  de  ia prese npcicfi  de  ttceionesen  la prescripékB 
dt  las  cosas.     Habana,  1840 — (Página  14).  •'■• 
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dor,  no  hay  duda  que  será  repelido,  y  que  la  sentencia  en  que  se  le 
condene  podrá  llevarse  al  Registro  [Art  2?  núm.  i"  L.  y  35,  par. 
segundo  Reg.]  pero  no  por  ella  habrá  ganado  el  dominio  si  sólo  se 
apoyó  él  poseedor  en  la  ley  21,  y  por  tanto  si  la  cosa  vuelve  al  due- 
ño sin  fuerza  ni  engaño,  como  declara  la  misma  ley,  el  dueño  podrá 
entonces,  á  pesar  de  los  treinta  años  decursados,  llevar  su  título  al 
registro,  y  la  justificación  de  cómo  ha  vuelto  la  finca  á  su  poder,  y 
obtener  asi  la  inscripción  del  dominio  que  siempre  retuvo,  pero  de 
cuyo  ejercicio  se  vio  antes  privado. 

658. — Es  dudoso  sin  embargo,  que  dentro  del  sistema  establecido 
por  la  Ley  Hipotecaria  para  las  inscripciones  posesorias,  haya  lugar 
reservado  para  la  prescripción  inmemorial  á  favor  del  que  una  vez 
inscribió  la  posesión.  Las  circunstancias  que  la  inscripción  ha  de  con- 
signar respecto  al  tiempo  que  dura  la  posesión  y  designación  de  la 
persona  de  quien  se  adquirió  la  finca,  nos  parecen  obstáculo  insupe- 
rable para  que  el  mas  considerable  lapso  de  tiempo  que  pueda  su- 
ponerse después  de  la  inscripción,  autorice  á  ningún  Tribunal  para 
fallar,  ni  á  nadie  para  creer  que  la  posesión  ha  durado  tanto  que  non 
u puedan  acordar  los  ornes  qtianto  ha  que  la  empezaron  á  usar^  se- 
gún la  expresión  de  la  ley  de  Partidas,  ni  que  sea  bueno  el  dicho  de 
los  testigos  referente  á  que  ansí  lo  vieron  ellos  pasar  por  tiempo   de 

cuarenta  años  é  asst  lo  oyeron  decir  á  sus  mayores  e  ancianos 

e^e  NUNCA  VIERON  NI  OYERON  DECIR  LO  CONTRARIO  e  que  dello 
es  pública  voz  etc.. — La  consignación  de  la  fecha  y  del  cau- 
sante en  el  Registro  impedirá  que  por  todo  el  curso  de  los  siglos 
se  borre  de  la  memoria  de  los  hombres  el  momento  preciso  en  que 
se  adquirió  la  posesión  y  la  persona  de  quien  se  hubo,  y  hará  impo- 
sible la  adquisición  del  dominio  por  el  poseedor  si  para  ello  no  hay 
otro  medio  que  la  prescripción  inmemorial.  No  vemos  otro  sin  em- 
bargo dentro  de  las  leyes  vigentes,  salvo  el  que  dejamos  indicado  en 
el  párrafo  656. — Resulta,  pues,  que',  ó  el  poseedor  se  encuentra 
en  la  posesión  inmemorial  en  el  momento  de  ponerse  en  fuerza  la 
Ley  Hipotecaria,  y  en  este  caso  el  beneficio  que  debe  pretender  es 
el  de  la  inscripción  del  dominio  con  arreglo  al  artículo  11,  ó  no  la 
ha  alcanzado  aun,  y  entonces,  de  acojerse  á  la  inscripción  posesoria, 
queda  para  siempre  excluido  de  aquella,  y  por  tanto  del  verdadero 
dominio  d«  la  cosa.  Esto  es  lo  que  resulta,  á  nuestro  juicio,  del  sis- 
tema implantado  por  la  nueva  ley,  aunque  no  dudamos  ver  en  ade- 
lante corregida  tal  anomalía,  ya  por  una'  nueva  ley,  ya  pop  la  juris- 
prudencia. 

659. — No  es  la  innovación  que  acabamos  de  exponer  la  única  que 
cansan  en  el  derecho  hasta  hoy  vigente,  las  disposiciones  de  la  Ley 
que  examinamos  referentes  á  informaciones  y  subsiguientes  inscrip- 
ciones posesorias.  Mayor  todavía  es  la  trascendencia  de  la  que  in- 
mediatamente pasamos  á  consignar.  Hemos  visto  ya,  en  la  ley  19, 
tít  29  de  la  P.  3?,  que  la  enajenación  hecha  de  malafé  no  impide  la 
prcscripeioii,  sino  .sólo  la  prolonga,  y  ni  aiín  ésto  ultimo  cuando  el 
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señor  tuviere  noticia  de  la  tal  enajenación,  pues  su  ulterior  silencio 
suple  entonces  el  requisito  que  faltaba  para  la  prescripción  ordinaria. 
Si  aplicásemos  esta  regla  á  los  que  hayan  causa  [por  título  singular] 
de  poseedores  inscritos,  hallaríamos  que  estos  podrían  en  todo  caso 
y  en  más  ó  menos  tiempo  adquirir  por  medio  de  la  prescripción  el  do- 
minio de  la  cosa. — Hallaríamos,  pues,  que  por  el  título  v.  gr.  de  la 
compra-venta,  una  vez  inscrito,  quedarían  desde  el  momento  subro- 
gados al  causante  que  inscribió  su  derecho  en  cuanto  á  los  efectos 
de  la  mera  posesión  que  él  disfrutaba,  pero  que  además  comenzarían 
desde  aquel  instante  una  nueva  y  más  eficaz  prescripción,  la  del  ver- 
dadero dominio,  y  que  ésta  podrían  alcanzarla  por  el  tiempo  ordi- 
nario en  dos  casos,  á  saber,  por  la  ley  i8  si  el  poseedor  inscrito  vea- 
dedor  tuvo  buena  fé,  [i]  por  la  19  si  teniéndola  mala,  el  dueño 
verdadero  supo  la  enajenación,  y  calló;  ó  por  el  extraordinario  de 
treinta  años,  según  la  propia  ley  19,  si  no  consta  que  el  señor  su- 
piese la  enajenación. — Resultaría,  por  tanto,  que  sin  perjuicio  déla  pres- 
cripción que  ya  corría  para  el  poseedor  inscrito  enajenante,  es  á  saber, 
la  déla  ley  21,  la  cual  continuaría  corriendo  hasta  completar  d 
tiempo  para  el  comprador,  tendría  este  una  nueva,  especial  suya  y 
de  mejor  condición,  á  partir  desde  su  propia  adquisición.  Tal  era  el 
plan  de  las  antiguas  leyes,  pero  este  plan  ha  quedado  por  completo 
trastornado  con  las  disposiciones  de  la  nueva  ley. 

660. — Según  el  art.  10  de  que  tratamos,  las  inscripciones  de  po- 
sesión perjudicarán  ó  favorecerán -á  tercero  solamente  en  cuanto  á  los 
efectos  que  las  leyes  atribuyen  á  la  mera  posesión. — Y  por  consi- 
guiente, el  tercero  que  compre  la  heredad  inscrita,  sólo  adquiere  los 
efectos  de  la  mera  posesión :  su  título  de  nada  le  aprovecha,  porque 
sólo  se  toma  en  cuenta  el  del  causante,  y  queda  completamente  sub- 
rogado á  éste  en  la  posesión  precaria  que  inscribió. 

661, — Y  no  se  crea  que  es  esta  una  interpretación  en  que  hay  de 
nuestra  parte  algún  error.  La  Comisión  Reformadora  de  1869  fué  bas- 
tante explícita: 

'*Al  formarse  la  ley  de  186 1 se  establecieron  las  inscrip- 

**c¡ones  de  posesión,  las  cuales  no  perjudican  los  derechos  de  los 
''terceros,  aunque  no.hayan  sido  inscriptos;  de  manera  que  estos  de- 
"rechos  quedan  ¿  j¿r/í/¿?  hasta  que  la  prescripción  convalida  r/ <¿f/ 
''que  inscribió  la  posesión  y  aunque  los  bienes  pasen  á  terceros  en  vir* 
"tud  de  títulos  universales  o  singulares  que  sean  registrados " 

662, — lEl  paso  á  un  tercero  de  la  cosa  afecta  á  la  posesión  inscri- 
ta no  altera,  pues,  su  condición  jurídica:  los  derechos  pendientes 
q^iedan  á  salvo  hasta  que  la  prescripción  convalida  el  del  mismo  que 
inscribió  la  posesión.  Y  por  consiguiente  los  terceros  adquirentes 
suceden  al  que  inscribió  en  los  propios  derechos  que  éste  tenia,  90 
adquirir  otro  alguno,  y  continúan  la  propia  prescripción  que  corda 
para  él,  sin  comenzar  otra  por  su  parte.  Las  leyes   18  y  19  que  he- 

(i)  La  buena  fé  se  presume  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario  (Sents.  de  38  de  }tA, 
de  1860,  27  de  Marzo  de  1868,  15  4e  Febrero  y^S  de  Noviembre  de  1870.)  *     ,* 
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mos  expuesto,  quedan,  pues,  fuera  de  cuestión  en  las  inscripciones 
posesorias.  Nadie,  ni  aun  el  tercero  por  título  singular,  podrá  aco- 
jerse  á  ellas. — Sin  duda  lo  que  ha  tenido  en  cuenta  la  ley  al  estable- 
cerlo así,  es  la  circunstancia  de  que  por  medio  del  Registro  pueden 
los  terceros  instruirse  siempre  del  estado  de  cada  inmueble,  y  el  que 
prefiera  adquirir  de  un  simple  poseedor  á  comprarle  á  un  propieta- 
rio, á  él  sólo  debe  atribuir  las  consecuencias;  pero  no  hallamos  esta 
razón  tan  concluyente  como  á  primera  vista  pudiera  creerse.  Verdad 
que  la  Ley  sólo  ampara  á  los  terceros  cuando  obran  de  buena 
fe.  pero  ¿está  probado  acaso  que  no  la  tenga  el  que  compre 
á  un  poseedor  inscrito? — La  ley  21  citada  tantas  veces  admite  que 
el  detentador  pueda  tener  buena  fe;  la  Comisión  de  Códigos  habla 
constantemente  de  propietarios  que  carecen  de  título  escrito,  ¿cómo 
pues,  considerar  que  los  terceros  carezcan  de  buena  íé?  ¿No  puede 
el  tercero  haber  partido  del  hecho  notorio- y  consignado  además  por 
la  Comisión  de  esa  frecuentísima  falta  de  titulación,  y  cornprarle  al 
poseedor  inscrito  en  el  firme  convencimiento  de  que  es  un  verdade- 
ro propietario  privado  de  los  medios  de  justificarlo?  ¿No  puede  ade- 
más haber  tomado  informes  minuciosos  que,  cualquiera  que  sea  su. 
valor  legal,  le  produ7xan  la  convicción  de  que  aquel  es  verdadero 
dueño?  ¿No  encuentra  también  en  el  Registro  un  título  que,  si  bien 
no  declara  el  dominio  del  causante,  tampoco  se -lo  niega?  Y  pudien- 
do  creerle  con  igual  razón  lo  uno  que  lo  otro,  ¿por  qué  ha  dejado  de 
aplicarse  en  este  caso  la  regla  jurídica  de  que  la  buena  fé  se  presume 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario? — Nosotros  creemos  que  los  de- 
rechos que  procura  la  Ley  dejar  á  salvo  quedarían  suficientemente 
garantidos  con  sólo  agregar  al  espacio  de  tiempo  del  poseedor  ins- 
crito los  diez  ó  veinte  años  que,  á  contar  desde  la  adquisición  del 
tercero,  serian  necesarios  para  la  prescripción  ordinaria,  la  que  ade- 
más no  tendría  efecto,  según  la.ley  19,  cuando  se  probase  quehabia 
habido  mala  fé  en  el  poseedor  inscrito  enajenante. 

663. — Del  examen  que  acabamos  de  hacer  de  los  efectos  que  es- 
tablece el  art.  10  de  la  Ley  Hipotecaria  comparados  con  los  de  an- 
tiguas leyes,  ha  resultado: 

I? — Que  los  dos  requisitos  de  hecho  é  infencion  que  ha  de  acredi- 
tar el  que  promueva  la  información  posesoria  [Art.  7?,  reglas  3?  y 
i^]  se  acomodan  á  lo  dispuesto  en  la  ley  6?,  tít.  30,  P.  3?,  donde  se 
e$¿blecc  la  necesidad  de  los  mismos  para  ganar  la  posesión. — Y 
aunque  esta  ley  parte  de  la  definición  que  da  la  i?  [par.  557]  y  por 
tanto  de  que  se  tenga  título,  hemos  explicado  ya  detalladamente  por- 
qtie  la  Ley  en  sus  arts.  6^>  y  7?  se  limitai  á  la  prueba  posesoria. 

2?*-Que  el  otro  requisito,  prescrito  en  el  num.  3?  de  la  regla  i? 
de  dicho  art.  7?,  si  bien  parece  ajustado  (y  es  la  única  explicación 
quede  él  puede  dars  -,  á  nuestro  juicio,)  á  la  definición  de  la  voz po- 
seswu  que  dá  la  ley  i?,  título  30,  P.  3?,  juega  mal  dentro  del  sistema 
establecido  por  la  nueva  Ley,  y  aún  se  opone  á  lo  dispuesto  en  otras 
leyes  de  Partidas,  tales  como  la  21,  tít.  29,  P.  3?,  en  la  que,  si  bien 
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se  usa  la  palabra  tenencia^  de  conformidad  con  el  lenguaje  de  la  ley 
(v.  par.  607)  se  designa  inequívocamente  aquello  mismo  que  en  la 
nomenclatura  usual  se  comprende  en  el  término  general  de  posesido 
y  á  lo  que  llamaban  simplemente /í?íí^wí¿7  los  Romanos. — Y  es  tan 
to  más  notable  la  desviación  que  aquí  se  nota  entre  lo  dispuesto  por 
la  Ley  y  las  doctrinas  comunes  de  la  posesión»  cuanto  en  otro 
lugar  [Art.  10,  párrafo  tercero]  adopta  aquella  esa  misma  nomen 
datura  usual  para  determinar  los  efectos  de  las  inscripciones  pose- 
sorias. 

3? — Que  las  formas  impuestas  á  las  mismas  por  las  circunstancias 
3?  y  4?  del  art.  7?,  y  que  han  de  consignarse  en  el  Registro  [Art  lO, 
primer  párrafo]  colocan  al  poseedor  inscrito  en  la  imposibilidad  de 
acreditar  la  posesión  inmemorial»  según  se  determina  ésta  por  la  ley 
15,  tít.  31,  P,  3?.  y  conforme  al  modo  que  para  probarla  establece 
la  41  de  Toro,  hoy  i?,  tít.  17,  lib.  10  de  la  Nov.  Réc. 

4? — Que  los  terceros  poseedores  de  los  predios  cuya  posesión  se 
haya  inscrito,  son  excluidos  de  todas  las  prescripciones  que  requie- 
ren justo  título,  no  obstante  tenerlo,  y  subrogados  á  los  poseedores 
que  inscribieron. — Con  lo  cual  queda  suprimida  respecto  de  los 
predios  que  se  inscriban  como  poseidos,  la  gradación  que  establecían 
las  leyes  18,  19  y  21,  tit.  29,  P.  3?  referentes,  la  primera,  á  la  pres- 
cripción ordinaria,  ppr  concurrencia  de  todos  los  requisitos  necesa- 
rios; la  segunda,  á  la  prescripción  de  dominio  por  igual  xS  mayor 
tiempo  del  ordinario,  y  á  causa  de  faltar  la  buena  fe  en  el  enajenan- 
te, y  admitiendo  dos  órdenes  por  conocimiento  ó  ignorancia  del 
propietario;  y  la  tercera,  á  la  prescripción  de  mas  ó  ménós  de  los  de- 
rechas dominicales  en  la  posesión  sin  título^  y  constituyendo  otros 
,  dos  órdenes,  según  la  buena  ó  mala  fe  del  tenedor  de  la  cosa. — De 
estas  tres  leyes,  las  dos  primeras  son  inaplicables  á  los  terceros  ad- 
quirentes  de  la  posesión  inscrita;  rompiéndose  así  la  gradación,  y 
aplicándoseles  únicamente  el  estrefno  de  la  escala;  esto  es,  la  ley  qae 
menos  derechos  concede. 

*  664. r-Los  efectos  3?  y  4?  de  los  que  acabamos  de  exponer,  dan 
por  resultado  la  mejoría  de  condición  bajo  un  aspecto,  para  los  que 
no  inscriban  sus  derechos  en  el  Registro  y  para  sus  óausa-habientés. 
El  poseedor  sin  título  que  no  inscriba  puede  aspirar  en  su  dia  á  la 
prescripción  inmemorial;  el  que  le  comprase  la  finca  puede  aspitar 
á  su  vez  á  la  prescripción  ordinaria  ó,  por  la  menos,  á  la  de  ia 
ley  19. — De  manera  que,  sin  el  requisito  que  para  la  inscripcioft 
de  todo  título  exige  el  art.  28  de  la  Ley,  mayor  beneficio  encoa- 
trarian  los  poseedores  de  que  se  trata  en  dejar  sus  deredios 
como  hasta  aquí,  y  por  lo  mismo  á  la  sombra  de  la  antigua  legis- 
lación [par.  92];  pero  lo  que  mas  bien  cabe  decir  es  que  la  Ley 
Hipotecaria  no  ha  tomado  en  cuenta  en  este  caso  derechos  que,  san- 
cionados por  la  antigua  Ley,  podían  conservarse  en  la  nueva  sin  p^ 
gro  ni  trastorno  de  ninguna  de  sus  doctrinas.  Repetimos  que,  se|^ 
esperamos,  ese  inconveniente,  ese  defecto,  esa  anomalía  será  cortt^ 
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gida  por  ley  ó  jurisprudencia* — ^Y  nos  llama  sobre   manera  la  aten- 
eion  el  que  ninguno  de  los  autores  que  hasta  hoy  han  comentado  la 
L^y  [por  lo  menos  entre  los  que  conocemos]  haya  tratado  de  excla- 
recer un  punto  tan  importante* 

665. — Pasemos  ahora  á  los  derechos  reales  distintos  del,  dominio, 
á  los  que  han  de  aplicarse  indistintamente  los  efectos  determinados 
en  el  artículo- io9 

66Í5. — En  los  párs.  192  á  207  estudiamos  la  naturaleza  de  los 
derechos  reales,  y  demostramos  que  su  número  es  indeterminado, 
llegando  á  sentar  la  conclusión  de  que  .hay  tantos  de  ellos  como 
desmembraciones  posibles  del  dominio  [par.  207].  En  tal  concepto, 
admitimos  que  todos  se  comprenden  por ,  regla  general  en  las  dispo- 
siciones de  los  arts.  6?  y  7?  de  nuestra  Ley.  Pero  contrayéndonos 
con  especialidad  á  los  que  enumeran  con  nombres  especiales  los  au- 
tores, como  son  el  dominio,  las  servidumbres,  el  derecho  hereditario, 
el  censo,  la  prenda  y  la  hipoteca;  veamos  cuáles  entre  ellos  son  sus- 
ceptibles de  la  posesión  que  se  autoriza  en  los  referidos  artículos. 
Del  dominio  trata  el  art  1 1;  el  derecho  hereditario  no  es  suscepti- 
ble de  posesión,  y  en  cuanto  á  la  cosa  misma  en  que  recaiga,  puede 
prescribirse  por  las  reglas  comunes;  la  prenda  no  {Pertenece  á  nues- 
tro objeto,  por  referirse  sólo  á  las  cosas  muebles:  el  censo  no  se  ad- 
,  quiere  por  prescripción:  nos  restan,  pues,  tan  sólo  las  servidumbres 
y  la  hipoteca. — Pero  esta  última  la' esceptúa  expresamente  el  art. 
10?  [párrafo  último}  de  la  inscripción  posesoria,  declarando  que  el 
derecho  hipotecario  sólo  puede  inscribirse,  presentando  el  título  es- 
crito en  que  .se  haya  constituido;  lo  cual  está  por  otra  parte  conforme 
con  el  precepto  del  art.  160  de  la  Ley  en  cuanto  á  hipotecas  volun- 
tadas, y  con  las  del  179  y  208,  inciso  2?'  déla  misma,  respecto  á  las 
legales. — La  Comisión  no  creyó  sin  embargo  innecesario  explicar  la 
razón  de  la  exclusión,  y  adujo  la  que  dejamos  consignada  en  el  par. 

542. 

668.: — En  efecto,  el  derecho  hipotecario  no  es  susceptible  de  po- 
sesión, porque  no  se  ejerce  por  medio  de  actos  sucesivos,  sino  de  una 
KÜa,  vez:  constituido  por  el  contrato,  nada  tiene  que  hacer  el  acree- 
dor hasta  que  llegue  el  caso  previsto  para  poder  reintegrarse  con  la 
cosa  ofrecida  en  garantía.  Mientras  tanto,  ni  hay  posesión,  puesto 
qiie  la  cosa  no  está  en  su  poder,  ni  aun  cuasi  posesión  [v.  par.  564  y 
sxk  nota];  puesto  que  no  media  acto  alguno  de  su  parte  que  pudiera 
mponerla.  Por  eso  los  Romanos  consideraban  adquirido  el  derecho 
m  ]&  cosa  por  la  simple  constitución  de  la  hipoteca  en  virtud  á¿t 
WSitTBXo  [1]  haciendo  así  con  ella  una  escepcion  de  la  regla  general 
SQgiiin  la  que  solo  se  adquiría  el  derecho  real  por  la .  entrega  de  la 


66$. — Veamos,  pues,  la  cuestión  en  las  servidumbres,  que  puedea 
lervir  además  de  tipo   ó  modelo  para  los  demás  derechos,   que 


(t)  Par.  10  de  nxxestTíL  /íesdia  A fsíán¿'a. 
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sean  snscq>tíbles   de    la   cuasi  posesión,   en    la   propia  forma  que 
ellas. 

669. — Hablamos  anteriormente,  aunque  en  sumario,  de  las  servi- 
dumbres, y  explicamos  su  división  en  reales  y  personales,  y  la  sub- 
división de  las  primeras  en  rústicas  y  urbanas  [pars.  141  y  146]  re- 
servando para  lugar  mas  adecuado  su-otra  división  en  continuas  y 
discontinuas  [par.  147]. — Tócanos  llenar  ese  vacío  ahora  que  nos 
ocupamos  en  el  estudio  de  la  prescripción. 

670. — Llámanse  servidumbres  continuas  aquellas  cuyo  uso  es  ó 
puede  ser  incesante,  porque  proviene  de  la  naturaleza  y  no  del  hom- 
bre, como  la  de  luces;  y  discontinuas,  aquellas  cuyo  uso  requiere 
algún  hecho  actual  del  hombre,  porque  á  éste  no  se  le  puede  supo- 
ner siempre  en  acción,  [i]  Tal  es,  por  ejemplo,  la  de  senda. 

671. — Los  requisitos  para  adquirir  unas  y  otras  por  medio  de  la 
prescripción  son  los  que  determina  la  ley  15,  tit.  31,  P.  6?.  que  dice 
así: 

**De  tal  natura  seyendo  la  seryidumbre  que  fiziesse  ser\'icio  á  otri 
^'cotidianamente,  sin  obra  de  aquel  que  la  recibe;  assi  como  si  fuesse 
**aguaducho  que  corriesse  de  fuente  que  naseiesse  en  campo  de  al- 
**guno,  o  otra  semejante  della;  si  el  vezino  se  sirue  desta  agua,  re- 
**gando  su  heredad  diez  años,  estando  su  dueño  en  la  tierra,  e  non 
**lo  contradiziendo,  o  veynte,  seyendo  fuera  della:  e  esto  fiziesse  a 
"buena  fe,  cuydañdo  que  auia  derecho  de  lo  fazer,  e  non  por  fuerza, 
**nin  por  ruego  que  ouiesse  fecho  al  dueño  de  la  fuente,  ó  del  campo 
**por  do  passaua,  ganaria  por  este  tietnpo  tal  seruidumbre.  . . .  Mas 
**las  otras  seruidumbres  de  que  se  ayudan  los  omes,  para  aprouechar. 
**e  labrar  sus  heredades,  e  ^us  edificios,  que  non  vsan  dellas  cada 
"dia,  mas  a  las  vezes,  e  con  fecho,  assi  como  senda,  o  carrera,  ó  vía, 
"que  ouiesse  en  heredad  de  su  vezino;  o  en  agua  que  viniesse  vna 
"vez  en  la  semana,  o  en  el  mes,  o  en  el  año,  e  non  cada  dia;  tales 
"seruidumbres  como  estas,  e  las  otras  semejantes  dellas,  non  se  po- 
"drian  ganar  por  el  tiempo  sobredicho;  ante  dezimos,  que  quien  las 
"quisiere  auer  por  e.>ta  razón,  ha  menester  que  haya  vsado  dellas, 
"ellos,  ó  aquellos  de  quienes  las  ouieron,  tanto  tiempo  de  que  non 
"se  puedan  acordar  los  omes,  quanto  ha  que  lo  comenzaron  á  vsar.*' 

672. — Además  del  tiempo  requiérese  la  buena  fé  para  la  adquisi- 
ción de  las  servidumbres,  y  no  se  exige  la  existencia  real  del  título: 
en  esto  se  distingue  de  la  prescripción  del  dominio.  Gregorio  López 
[glosa  5I  afirma  que  cuando  el  señor  presente  sabe  el  uso  que  se  está 
haciendo  de  su  cosa,  se  presume  que  el  otro  usa  de  un  derecho  que 
le  pertenece. 

673.-Las  únicas  servidumbres  susceptibles  de  adquirirse  por  pres- 
cripción son  las  reales:  las  personales  necesitan  el  otorgamiento  del 
propietario  [leyes  20  y  27J;  pero  todas  se  pierden  por  el  no  uso,  dfe 


(i)  Gregorio  López,  glosa  9  á  la  ley  15,  tit.  31,  P.  3*. — Gutiérrez  y  Fernandez  aca>ta 
la  propia  distinción,  (Cód.  Españoles,  lib.  2V,  cap.  4?  $4?,  art.  2?)  que  además  se  fonror- 
ma  con  la  ley  citada. 
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más  ó  menos  tiempo  según  el  caso  [leyes  i6  y  24|;  menos  la  de  ha- 
bitación,   que  sólo  se  extingue  por  la  muerte  ó  la  renuncia  del  que 
la  haya  adquirido  [ley  ay] — ^Tit  3Í  de  la  P.  3* 

674.— Hemos  comenzado  el  estudio  de  los  arts.  6?  al  11  de  la  Ley 
estableciendo  la  comparación  entre  las  dos  especies  de  inscripciones 
á  que  pueden  aspirar  los  que  parecen  de  título  escrito;  hemos  mani- 
festado (par.  552)  la  razón  que  nos  inducía  á  adoptar  ese  método, 
en  vez  de  la  exposición  consecutiva  de  materias  por  el  propio  orden 
de  la  Ley;  tócanos  ahora  restablecer  ese  orden,  y  entrar  en  el  exa- 
men de  cada  una  de  las  disposiciones  de  dichos  artículos;  esto  es, 
tratada  la  cuestión  de  fondo,  estudiar  las  de  detalle,  que  aunque  no 
sin  duda  de  tanta  trascendencia,  son  sin  embargo  indispensables 
para  completar  la  materia. 

675. — Art.  6? — Dos  adiciones  se  observan  en  su  primer  párrafo 
sobre  el  texto  de  ambas  leyes  peninsulares,  según  se  habrá  notado 
eo  las  Concordancias.  Constituye  una  la  expresión,  cualqniera  que 
sea  la  época  en  que  hubiere  tenido  lugar  la  adquisición,  intercalada 
en  nuestro  artículo. — Su  explicación  es  toda  una  historia. 

676. — Con  vista  de  la  Ley  de  1861  y  de  la  Reformada  de  1869, 
cuyas  disposiciones  referentes  á  inscripciones  posesorias  puedan  ver- 
se en  las  Concordancias,  y  además  en  nuestro  par.  527  y  su  nota, 
comenzó  á  introducirse  diversa  práctica  en  los  Registros  de  la  Pro- 
piedad de  la  Península.  El  contexto  no  muy)  explícito  de  los  arts. 
397  á  410  de  la  primera,  reducidos  en  la  segunda  á  formar  los  arts. 
l^^  á  403;  la  circunstancia  de  hallarse  en  ambas  incluidos  en  el  tit. 
14,  destinado  en  unión  del  13  y  15  á  determinar  el  tránsito  del  anti- 
guo sistema  al  nuevo,  y  quizás  también  otras  razones,  (i)  hicieron 
pensar  á  muchos  que  las  informaciones  posesorias  solo  podian  pro- 
moverse por  los  que  hubiesen  adquirido  la  posesión  con  anterioridad 
al  planteamiento  de  la  Ley  de  186 1;  al  paso  que  otros  las  creían 
aplicables  de  igual  manera  á  las  adquisiciones  posteriores  á  esa  fecha; 
y  nos  parece  que  estos  últimos  se  ajustaban  menos  á  las  disposicio- 
nes de  la  Ley  Hipotecaria  que  á  las  del  derecho  antiguo;  en  otros 
términos,  que  los  primeros  se  sujetaban  á  la  letra  de  la  Ley,  y  los 
ttitímos  se  atenían  á  lo  que  debía  considerarse  su  espíritu,  aunque 
viablemente  opue.sto  á  todas  las  apariencias  que  resultaban  de  la 
Ley,  tal  como  se  encontraba  redactada  y  distribuida. 

'S'iy. — Con  el  fin  de  poner  término  á  esa  diversidad  de  opiniones 
y  de  prácticas,  se  dictó  por  el  Gobierno  Supremo  el  Decreto  de  10 
de  Febrero  de  1875,  en  el  que,  aparte"  de  resolverse  la  cuestión  en 
su  parte  dispositiva  en  el  sentido  de  la  interpretación  más  amplia, 
se  esforzó  el  Gobierno  en  el  preámbulo  por  demostrar  que  esta  era 
la  verdadera  interpretación  que  dentro  de  la  ley  cabía  aplicar.  Con- 
fesamos que  no  nos  convencen    las  razones  que   alegó,  dentro  de  la 


(Véase  lo  expuesto  en  nuestros  pars.  594  y  595. 
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Ley  de  1861,  aunque  es  muy  distinta  nuestra  conclusión  con  res- 
pecto á  la  de  Cuba,  como  pronto  hemos  de  ver. 

6/^8. — Despueá  de  declararse  en  el  preámbulo,  que  **la  facultad 
'^concedida  á  los  propietarios  de  bienes  para  inscribir  et  hecho  de  la 
''posesión  á  falta  de  título  escrito  no  está  limitada  á  los  que  poseiai) 
"antes  del  1°  de  Enero  de  1863,  (i)  como  erróneamente  st  ha  creidí^, 
*'sino  que  comprende  á  todos  los  propietarios,  cualquiera  que  sea  ta 
**época  en  que  hayan  adquirido  los  bienes,  asi  los  que  lo  eran  al  plan- 
otearse  el  sistema  hipotecario  como  los  que  lo  fueren  en  lo  suce- 
*'s¡vo;'*  se  pasa  á  exponer  que  fueron  dos  las  razones  fundamentales 
que  guiaron  al  legislador  en  la  inscripción  de  la  mera  posesión,  y 
que  se  consignaron  en  la  exposición  de  motivos  de  la  Ley  de  1861. 
La  primera,  la  necesidad  de  facilitar  la  inscripción  á  los  propieta- 
rios que  hubiesen  perdido  sus  títulos;  (2)  la  segunda,  el  carác- 
ter jurídico  de  la  posesión  (3)  que  ''es  otro  de  los  modos  de  ad- 
**qu¡rir  la  propiedad,  y  constituye  un  verdadero  título  de  ella  sólo 
**con  el  transcurso  del  tiempo,   según  la  doctrina  de  la  Ley  21,  tít 

"29  de  la  Partida  3?,  (4)  sobre  la  prescripción  extraordinaria " 

y  por  último,  se  declara  que,  en  otro  caso,  "el  que  adquiriese  eldo- 
^'minio  por  inscripción  fundada  en  la  posesión  obtenida  después  del 
"I?  de  Enero  de  1863,  nunca  podria  hacer  valer  contra  tercero  el 
"derecho  que  le  concede  la  ley  de  Partidas,  lo.  cual  envolveria  cier- 
"tamente  una  notoria  injusticia." 

679.— Las  razones  que  dio  el  Gobierno  para  demostrar  que  la 
verdadera  interpretación  de  la  Ley  era  la  que  atribuía  la  facultad  de 
inscribir  la  posesión  á  todos  los  que  en  época  anterior  ó  posteriora 
la  Ley,  la  hubiesen  adquirido,  son  las  que  á  continuación  inser- 
tamos, porque  si  pudieron  alegarse  y  concedérseles  valor  dentro  de 
la  Ley  peninsular,  en  la  nuestra  obran  con  fuerza  incontestable 
Decia  así  esa  parte  del  preámbulo: 

. . : "Al  tratar  de   las  reglas  que  han  de  observarse  en  la  ins- 

"truccion  de  las  informaciones  posesorias,  se  preven  casos  como  el 
"de  ser  reciente  la  adquisición  (5)^  y  de  que  la  finca  tengdL  nümen>  en 
"el  Registro,  de  que  el  legislador  no  se  hubiera  preocupado  si  sólo 

(1)  Es  la  fecha  en  que  comenzó  á  regir  !a  Ley  Hipotecaria  de  1861. 

(2)  Véase  nuestro  par.  536. 

Í3;  Se  alude  sin  duda  aquí  á  lo  que  manifestó  la  Comisión  en  el  párrafo  que  lleta  el 
número  J41  en  nuestra  obra. 

(4)  Es  muy  frecuente,  aunque  también  inexacto,  decir  que  la  ley  21,  tít  29,  P.  3?  con- 
fiere la  propiedad.  Hemos  visto  esa  afirmación  aun  en  sentencias  del  Supremo.  Pera 
cualquiera  que  sea  la  locución  con  que  se  expresen  los  efectos  de  dicha  Ie)%  no  por  eso 
es  menos  cierto  que  ella  niega  el  derecho  de  reclamarle  la  cosa  al  irerdadcro  dueño^út^ 
aun  pasados  los  treinta  años,  la  recobrase  sin  engaño.  Por  tanto  es  incuestionable  que  no 
es  la  propiedad  lo  que  por  ella  se  adquiere. 

(5)  Esta  circunstancia,  (|ue  en  la  Ley  de  1861  no  tenia  valor  alguno  para  demo$tx«r1o 
que  se  pretende,  ni  lo  tendría  tampoco  en  la  nuestra,  si  la  considerásemos  aislada,  lo  tOBrií 
muy  crandc  al  trasladarse  literalmente  de  aquella  ala  I^y  Reformada  (Segando  párrafódc 
la  regla  4*  del  art  398);  pues  al  admitir  que  el  poseedor  no  hubiese  pagado  ningún  tríme^ 
tre  de  contribución  por  ser  su  adouisicion  reciente,  como  quiera  que  ésto  no  podía  ocurw 
sin  que  esa  adquisiaon  fuese  en  algunos  años  posterior  al  IV  de  Enero  de  1863,  daramct- 
te  dejó  establecido  lo  que  deduce  eT  preámbulo  que  citamos. 
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"debieran  inscribirse  las  posesiones  adquiridas  anteriormente;  así  co- 
"mo  tampoco  se  hubiera  incluido  en  la  vigente  ley  (i)  eí  art.  400 
"que  reprodujo  las  disposiciones  del  Real  decreto  de  28  de  Octubre 
"de  1867,  que  concedió  á  los  particulares  los  medios  que  el  decreto 
"de  1 1  de  Noviembre  de  1 864  habia  establecido  para  que  el  Est^ido 
"y  las  corporaciones  inscribiesen  la  posesión  de  sus  bienes.  (2)  Ni  se 
"habrían  dictado  los  artículos  7?,  42  y  47  del  reglamento  general,  (3) 
"que  por  el  hecho  de  ser  reglamentarios  suponen  la  existencia'de  un 
"principio  legal  que  aplican  á  casos  particulares,  y  que  gor  hallarse 
"Comprendidos  en  los  títulos  i?  y  3?  (4)  no  pueden  entenderse' limi- 
"tadojs  al  período  de  transición.  (5)  Finalmente,  el  artículo  7?  de  la 
-'ley  de  15  de  Agosto  de  1873  (6)  no  se  hubiese  redactado  en  los 
'términos  en  que  aparece  á  no  ser  inscribible  la  posesión  en  cual- 
"qtiier  tiempo  comenzada." 

680. — Concluye  el  Gobierno  procurando  disipar  el  temor  de  que 
los  particulares  dejasen  de  otorgar  documentos  públicos  porque  pre- 
firiesen obtener  la  inscripción  de  la  mera  posesión  por  medio  de  in- 
i>nDaciones;  alegando  las  grandes  diferencias  que  establecen  los  ar-- 
tículos  34  y  403  {7)  entre  aquellas  y  las  que  se  obtienen  por  medió 
de  títulos,  y  que  por  tanto  sólo  serían  utilizadas  las  primeras  por 
los  que  realmente  carezcan  de  los  últimos. 

(i)    Se  refiere  el  Decreto  á  la  Ley  de  1869,  que  era  la  vigente  en  esa  fecha, 

(a)  Del  art  400  de  la  Ley  Reformada  hemos  hablado  en  las  Concofdancias  del  art.  9?, 
d  Real  Decreto  de  25  de  Octubre  de  1867  lo  mencionamos  también,  por  haberlo  citado  la 
Ejqiosicion  de  motivos  de  la  Ley  Reformada  (par.  547  y  su  nota);  y  el  Decreto  de  li  de 
Noviembre  de  1864,  lo  reprodujmios  íntegro  en  la  nota  del  par.  290,  y  entendemos  que  la 
disposición  á  que  aquí  se  alude  es  la  del  artículo  8?  (48  de  nuestro  Reg. )  La  analogía  en- 
tre ¿mbos  decretos  consistió  en  que  así  como  el  último  permitia  al  Estado  y  corporaciones 
iascribfr  la  posesión  por  medio  de  un  certificado,  así  también  lo  concedió  á  ios  particulares 
el  de  1867.  Pero  derogado  éste  por  la  Ley  de  17  de  Julio  de  1877,  según  hicimos  observar 
en  los  lugares  citados,  su  disposición  no  na  llegado  á  regir  en  Cuba. 

f3^    Equivalen  respectivamente  al  38  (primer  pártafo);  146  y  150  en  el  nuestro. 

(4)  En  el  nuestro,  en  los  títulos  2?  y  5? 

(5)  Juzgamos  muy  importante  como  regla  de  interpretación  de  la  Ley  la  que  aquí  nos 
dáel  Gobierrto  de  que  todo  precepto  reglamentario  supone  la  existencia  de  un  principio  legal 
que  aquel  aplica  d  casos  pafticulates. — De  esta  manera,  el  Reglamento  puede  servir  de 
ms  auxilio  éi^la  interpretación  de  la  Ley,  para  resolver  por  él  algunos  casos  dudosos.^- 
Sín  esta  premisa,  el  argumento  que  aquí  se  aduce  resultarla  contraproducente,  pues  si  el 
llagar  que  ocupaban  en  el  Reglamento  las  disposiciones  de  cjue  se  trata,  tenian  la  signifi- 
cadon  que  se  le  atribuye,  era  precis^  deducir  todo  lo  contrano  del  que  seles  habia  asigna- 
do en  la  Ley,  y  como  eñ  caso  de  contradicción  es  ésta  la  que  debe  prevalecer,  y  no  el 
^    '    nento,  se  llegaría  á  una  conclusión  opuesta  á  la  que  se  establece. 


(6).  La  Ley  de  15  de  Agosto  de  1873  dictaba  reglas  para  rehacer  los  libros  de  Regís- 
tift  Inutilizados  ó  destruidos  por  incendio  ú  otro  accidente.  Los  15  artículos  de  que  se 
Oanmotnia  ípnnan  en  nuestra  Ley  el  título  15. — Suponemos  que  las  disposiciones  á  que 
Ú9Ít  d.  Gobierno  son  las  de  los  artículos  2?  (413  en  nuestra  L.  H.)  4?  C415  id.)  7?  (418 
íd^jttodas  las  cuales  son,  á  nuestro  juicio,  equívocas  ó  contraproducentes  respecto  de  la 
éf^&csíiÁon  que  aquel  les  dá.  Pero  el  7®  (ó  418)  que  cita  espedalmente,  concede  sin  du- 
dtlft  inscrípaon  ]>or  medio  de  información  de  ])osesion  ó  dominio,  pero  respecto  de  dere- 
áíO^injcfiptos  anteriormente f  y  previa  justificación  de  la  pérdida  ó  destrucaon  de  los  ori- 
gbmles  ó  matrices  de  sus  títulos, 

f  7)    42  y  10?  en  la  nuestra. 

31  . 
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68 1. — Sé  declara  en  el  citado  Decreto  que  los  dueños  y  poseedo- 
res de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  á  escepcion  del  de  hipo- 
teca, adquiridos  con  posterioridad  al  i?  de  Enero  de  1863,  podrán 
inscribir  la  posesión  material  ó  de  hecho  con  arreglo  á  la  Ley  Hipo- 
tecaria [Art  I"];  y  también  el  dominio  adquirido  después  de 
la  propia  fecha,  con  arreglo  al  artículo  404  de  la  misma  Ley 
[Art  2?] 

682. — La  adición  hecha  en  el  artículo  6?  de  nuestra  Ley  es,  pues, 
de  importancia.  Implica  la  refundición  en  él  del  Decreto  que  aca- 
bamos de  exponer.  Y  como  además  el  artículo  6?  forma  parte  del 
título  primero  de  la  Ley,  y  no  de  ninguno  de  los  que  regulan  el 
tránsito  del  viejo  sistema  al  nuevo,  [i]  en  virtud  de  la  trasposición 
que  efectuó  la  Comisión  Antillana  [v.  par.  550};  resulta  que  dentro 
de  nuestra  Ley  es  indudable  que  las  informaciones  posesorias  se 
aplican  indistintamente  á  la  posesión  adquirida  antes  6  después  de 
ponerse  ella  en  vigor. 

683! — La  otra  adición  que  se  nota  en  el  texto  de  nuestra  Ley  e#j 
la  de  citar  á  los  propietarios  colindantes;  disposición  que  conduce  a^ 
poner  un  -impedimenfo  más  al  fraude,  y  por  consiguiente  á  obtener 
también  una  garantía  más  de  acierto. 

684. — En  el  segundo  párrafo  se  usa  la  expresión  Juez  de  paz,  hoy 
impropia:  debió  decirse,  como  en. la  Reformada  de  la  Península, 
Juez  municipal,  nombre  con  que  se  designa  actualmente  aquel  fun- 
cionario, en  virtud  de  haberlo  dispuesto  así.  la  Ley  provisional  para 
la  aplicación  del  Código  Penal  [Regla  i?] 

685. — Art.  7? — Se  contiene  en  él  toda  la  tramitación  que  ha  de 
obseArarse  en  las  informaciones  posesorias.  Calcado  sobre  el  artículo 
398  de  la  Ley  vigente  en  la  Península,  ha  acomodado  como  esta  en 
párrafos  las  disposiciones  que  en  la  de  1861  comprendían  diferentes 
artículos.  Ninguna  variación  sustancial  se  ha  hecho  en  la  redacción 
de  aquel;  sólo  se  han  refundido  las  disposiciones  de  la  Reformada 
en  la  nueva  forma  que  le  dio  la  de  i?//.  Advertido  ésto,  examine- 
mos sus  disposiciones. 

686. — Empieza  determinaíido  las  circunstancias  que  han  de  ex- 
presarse en  el  escrito  en  que  se  promueva  la  informacic^,  y  desde 
luego  se  advierte  que  las  enunciadas  en  los  incisos  i?  y  2?  son  alter- 
nativas, ó  sea  que  las  del  i?  se  refieren  2^1  caso  en  que  se  pretenda 
justificar  la  posesión  del  pleno  dominio,  y  las  del  segundo  al  en  que 
se  trate  de  probar  la  posesión  ó,  mejor  dicho,  la  ctmsi  posesión  de 
otro  cualquiera  de  los  derechos  reales.  Por  lo  demás,  dichas 'Ctr.-. 
cunstancias  se  acomodan,  en  cuanto  puede  haber  conformidad  en- 
tre ambos  casos,  á  las  que  exige  como  requisito  geíieral  de  todas 
las  inscripciones,  el  articulo  17  de  la  Ley. — Para  mejor  demostraii6, 
insertamos  el  siguiehte  cuadro. 


(i;    Que  5ón  en  nuestra  Ley  el  13  y  14, 
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Artículo  7? 
(Regla  primera.) 

El  escrito  en  que  se  pida  la  admisión  de 
la  informadón  e]q>resará:, 

1 9  La  naturaleza,  situación,  medida  su- 
perficial, linderos,  nombre  y  cargas  reales 
de  la  finca  cuya  posesión  se  trate  de  acre- 
ditar. 

2?  La  especie  legal,  valor,  condiciones 
y  cargas  del  derecho  real  de  cuya  posesión 
se  trate,  y  la  naturaleza,  situación,  linderos 
y  nombre  de  la  finca  sobre  la  cual  estuviere 
aquel  impuesto. 


39  £1  nombre  y  apellidos  de  la  persona 
de  quien  se  haya  adquirido  el  inmueble  ó 
derecho. 

4?  El  tiempo  que  se  llevare  de  pose- 
sión. 

5?  La  circunstancia  de  no  existir  título 
escrito,  ó  de  no  ser  fácil  hallarlo  en  el  caso 
de  que  exista. 


Artículo  17. 


Toda  inscrip^on  .que  se  haga  en  el  Re- 
gistro expresu^  las  circunstancias  siguien-  ' 
tes: 

Primera.     I^  naturaleza,  situación  y  Un- 

deros  de  los  inmuebles. y  su  medida 

superficial,  nombre  y  número,  si  constaren 
del  título. 

Segunda.  La  naturaleza,  extensión,  con- 
diciones y  cargas  de  cualquiera  especie  del 
derecho  que  se  inscriba,  y  su  valor  si  cons- 
tare del  titulo. 

Tercera .• 

Cuarta 

Quinta 

Sexta.  El  nombre  y  apellido  de  la  per- 
sona, si  fuere  determinada,  y  no  siéndolo 
el  nombre  de  la  corporación  ó  persona  jurí- 
dica de  quien  procedan  inmediatamente  los 
bienes  ó  dereoios  que  deban  inscribirse. 

Sétima 

Octava 

Novena ^.....c^ * 

Décima * 


687. — Las  circunstancias  cuya  supresión  se  advierte  en  la  parte 
del  precedente  Cuadro,  destinada  al  artículo  17,  son  las  que  no  guar- 
dan relación  con  las  que  especialmente  determina  el  artículo  7?  De 
estas  últimas,  las  contenidas  en  los  particulares  4?  yS?  no  tienen  equi- 
valencia en  el  artículo  17,  porque  son  especiales  de  las  inscripciones 
posesorias. 

688. — Vemos,  pues,  que  por  la  circunstancia  primera  del  artículo 
17  se  exige  en  la  inscripción  la  naturaleza,  situación  y  linderos  de  la 
ñnca;  y  además  la  medida  superficial,  nombre  y  número,  si  constaren 
del  titulo:  Por  esta  distinción  se  echa  de  ver  que  los  tres  primeros 
requisitos  son  más  importantes  que  los  tres  últimos,  pues  manifies- 
tamente se  forma  con  todos  ellos  dos  grupos,  y  el  segundo  sólo  se 
exige  en  la  forma  condicional.  Todos  ellos,  se  prescriben  también 
en  el  inciso  primero,  regla  primera  del  artículo  7?,  á  escepcion  del 
número,  que  no  puede  tener  lugar  sino  cuando  se  trate  de  una  fin- 
ca urbana  [Art.  118,  reglas  2?  y  3?  Reg.]  ^  Se  prescribe  además  en 
dicho  inciso  la  ekpresion  de  las  cargas  reales  que  pesen  sobre  la  finca, 
de  conformidad  con  la  circunstancia  segunda  del  artículo  17,  que 
también  la  exige. 

689. — Cuando  la  posesipn  que  se  trata  de  acreditar  no  es  la  de 
una  finca  en  pleno  dominio,  sino  la  de  cualquier  otro  derecho  real 
que  se  tenga  sobre  ellas,  los  requisitos  que  han  de  expresarse  en  el 
escrito  son  los  contenidos  en  el  inciso  2?  del  art.  7?,  á  saber,  la  es- 
pecie legal,  él  valor,  condiciones  y  cargas  del  referido  derecho,  y 
respecto  de  la  finca  en  que  se  supone  impuesto,  su  naturaleza,  si- 
tuación, linderos  y  nombre.  Obedece  la  (diferencia  que  se  nota  entre 
los  dos  incisos,  á  que  por  el  primero  es  objeto  de  la  posesión  y  por 
consiguiente  de  la  inscripción   pretendida  la  finca  misma,  y  por  el 
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segundo,  el  objeto  de  la  posesión  y  de  la  inscripción  es  un  derecho 
á  que  aquella   está  afecta,  por  lo  que  los  requisitos  que  han  de  ex- 
presarse son  los  que  directamente   recaen  sbbre   el  derecho,  y  en 
cuanto  á  la  finca,  los  que  basten  para  determinar  cuál  sea  ésta. 

690. — Se  exige,  pues,  respecto  del  derecho  cuya  posesión  se  trata 
de  acreditar  y  de  inscribir  que  se  exprese  su  espacie  legal,  esto  es,  si 
es  servidurtibre,  ó  cuál  otra  de  las  especies  de  derechos  reales,  su 
valor,  y  además  sus  condiciones  y  sus  cargas,  porque  la  no  expre- 
sión de  ellas,  cuando  existan,  dejaría  mal  determinado  ^uel  derecho; 
y  respecto  de  la  finca,  como  quiera  que  no  puede  existir  un  deredio 
real'sin  una  cosa  á  que  afecte,  manda  laLey  qne  se  exprese  su  natu- 
raleza, ésto  es,  si  es  rústica,  ó  urbfeina  (Art.  117,  regla  i?  del  Reg.), 
su  situación,  sus  linderos  y  su  nombre,  porque  esas  circunstancias 
bastan  para  evitar  su  confusión  con  otras.  Suprímese,  pues,  en  este 
caso,  la  expresión  de  la  medida  superficial  y  cargas  reales  de  dicha 
finca,  que  en  el  del  inciso  i?  son  indispensables,  y  en  el  del  segundo, 
superfinos,  por  cuanto  afecta  al  que  posee  como  dueño,  pero  no  hy|| 
cumbe  al  que  posee  un  derecho  real.  Por  lo  demás,  las  circunstai^P 
cias  del  inciso  2^,  regla  prímera  del  art  7^,  se  armonizan  con  las  dd 
inciso  también  segundo  del  art.  17. 

691. — ^La  circunstancia  del  inciso  3?  se  acomoda  á  la  sesta  del  art 
17,  paridad  que  no  debia  existir  por  no  haberla  en  los  casos  á  que 
respectivamente  se  refieren  dichos  artículos,  y  ocasionar  en  los  -ex- 
pedientes posesorios  una  verdadera  perturbación  (v.  nuestros  pars. 
594  y  595).  Creemos,  pues,  que  no  debe  ser  exigido  con  demasiada 
severidad  por  los  Jueces  ante  quienes  se  promuevan  las  informacio- 
nes, puesto  que  ellas  pueden  fundarse  en  la  ley  21,  tit  29,  P.  3?,  que 
no  exige  aquella,  y  en  la  cual  se  apoya  el  Decreto  cuyas  disposido- 
nes  referímos  en  los  pars.  6tj  á  681,  y  cuyo  Decreto  se  ha  refun- 
dido en  el  texto  de  nuestra  Ley  [par.  682]  Dada  la  interpretación 
que  sirvió  de  base  á  ese  Decreto,  no  cabe  suponer  que  el  requisito  á 
que  nos  referimos,  contenido  en  el  núm.  i9,  regla  i?  del  art  7?,  se 
haya  designado  por  la  Ley  de  otro  modo  que  como  regla  general, 
pera  no  como  circunstancia  imprescindible. 

692. — Las  circunstancias  4?  y  5?-  (Art  7?)  son  las  que  vienen  á 
determinar  la  naturaleza  de  la  inscrípcion  que  se  pide;  son,  puede 
decirse,  la  esencia  del  caso;  son  las  que  demuestran  que  se  trata  de' 
una  información  á^  posesión.  Nada  hay,  pues,  en  el  art  17  que  se  le 
asemeje.  Las  demás  circunstancias  de  este  tíltimo,  las  que  hem^ 
suprimido  en  el  cuadro  precedente,  se  han  de  aplicar  también  á  las 
inscripciones  de  posesión,  como  veremos  mas  adelante. 

693. — La  información  se  havÁcon  dos  o  más  testigos,  vecinos  pro- 
pietarios del  pueblo  ó  término  municipal  donde  se  hallaren  los  bie- 
nes. El  minímum  es,  pues,  de  dos  testigos,  y  sin  duda  no  se-  ha 
señalado  mayor,  como  lo  disponia  la  ley  recopilada,  en  ^itencion  í 
■  las  condiciones  que  se  les  exigen,  y  que  podria  dificultar  la  infomia- 
cion  en  muchos  casos,  si  el  numero  pasase  de  dos.  Las  cualidades  dft 
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vecinos  y  propietarios  han  de  justificarlas  los  testigos  por  medio  de 
documentos;  creemos  que  para  la  primera  bastará  la  cédula-  de  ve- 
cindad, expedida  por  autoridad  competente  (Decreto  de  29  de  No- 
viembre de  1879,  Gac  del  30)  y  para  la  segunda,  una  certificación 
del  Registro  de  la  propiedad  en  que  se  hagan  constar  los  bienes  que 
en  él  aparezcan  ser  de  la  propiedad  de  aquellos  (Art  295  L.  y  379 
y  380  Reg,);  pues  cualquiera  otra  forma  tiene  sus  inconvenientes; 
á  escepcionde  cuando  la  propiedad  sea  pecuaria  ó  de  otra  especie, 
en  cuyo  caso  la  certificación  debe  darse  por  el  funcionario  que  por 
razón  de  su  empleo  esté  en  mayor  aptitud  de  conocer  todo  cambio 
que  sobrevenga  en  la  especie  de  propiedad  que  el  testigo  se  atribu- 
ya. Esto  creemos  que  es  lo  que  debe  practicarse  para  llenar  con  la 
ddíida  escrupulosidad  el  transcrito  precepto  de  nuestro  art.  7? 

694,^ — La  certificación  municipal  qué  se  exige  por  la  regla  cuarta, 
si  bien  es  una  garantía  mas,  no  debe  estimarse  por  sí  sola  como 
suficiente,  razón  por  que  creemos  acertada  la  enmienda  que  respec- 

l^ftde   ese  punto  hizo  en  la   Ley  Reformada  la  de  17   de  Julio  de 

'^P^7;  y  que  se  ha  seguido  en  la  nuestra. 

695. — Lo  que  se  dispone  relativo  al  modo  de  suplir  la  falta  de 
pago  de  la  contribución,  por  ser  reciente  la  adquisición  de  la  finca, 
tiene  los  propios  inconvenientes  de  inoportunidad  en  el  precepto  y 
facilidad  de  burlarlo  que  respecto  del  inciso  3?  de  la  regla  primera 
hemos  expuesto  anteriormente. 

696. — La  regla  quinta  es  meramente  procesal,  y  no  necesita  ex- 
plicaciones. . 

697. — La  sesta  explica  la  razón  de  la  Ley  al  disponer  las  citacio- 
nes que  determinan  el  art  6?  y  la  regla  5?  del  7?  Es  para  que  las 
personas  á  quienes  s^  hace  tengan  conocimiento  de  la  pretensión  de- 
ducida, y  puedan  oponerse,  si  asi  lo  juzgasen  conveniente.  La  opo- 
sición se  deducirá  en  juicio  ordinario  y  ante  Juez  competente,  6  sea 
siempre  el  de  primera  instancia,  aunque  la  información  se  siga  ante 
el  municipal.  La  reclamación  será  la  de  propiedad  de  la  finca  en  cues- 
tión, ya  se  extienda  esa  propiedad  á  toda  lá  finca,  ya  á  una  parte 
de  ella;  según  lo  demuestra  el  contexto  de  esta  regla. 

698. — La  demanda  interpuesta  é  inscrita  en  el  Registro  suspen- 
derá el  curso  del  expediente  posesorio   en  cualquier  estado  en  que 

;  se  halle,  dice  el  ultimo  párrafo  de  este  artículo;  pero  es  indispensa- 
We  además  que  llegue  á  conocimiento  del  Juez  que  actúa,  y  es  no- 
tatrfe  que  la  Ley  no  haya  prescrito  la  forma  de  efectuarlo.  De  esa 
(Wtiision  resulta  que,  tan  luego  cbmo  viniere  á  conocimiento  del  Juez 
por  cualquier  medio,  suspenderá  la  tramitación  y  si,  por  ignorarlo, 
da  d  auto  de  aprobación  y  el  interesado  acude  al  Registro,  el  Re- 
gistrador no  debe  efectuar  la  inscripción  si  al  examinar  cuidadosa- 
mmte  el  Registro,  según  le  ordena  el  art.  9?  de  la  Ley,  encuentra  el 
a^nto  que  acusa  la  interposición  de  lademanda.-Por  lo  demás,  la  ra- 

\    zoftdel  precepto  no  aparece  clara,  dado  que  la  misma  inscripción  po- 

[  aesoria»  no  perjudica  á  quien  tenga  mejor  derecho  sobre  el  inmueble, 
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seguft  la  declaración  del  artículo  10?,  y  siendo  así,  ¿i  qué  susp 
derla  por  virtud  de  la  demanda? — Sin  duda  porque,  descansandol 
inscripciones  posesorias  en  la  presunción  de  ser  dueño  aquel  que  | 
encuentra  en  una  posesión  no   disputada,  la  presunción  debe 
desde   que  nace  controversia,  y  nada  aconseja  entonces  alterar 
situación  de  la  cosa  ya  en  litigio. 

699. — Debemos  repetir  en  este  lugar  con  relación  á  la  frase  in 
cripcion  que  el  presente  articulo  aplica  á  la  demanda  interpuesta,  I 
que  expusimos  en  los  pars.  154  á  161  acerca  del  recto  uso  de  i 
voz,  recto  uso  que  la.  misma  Ley  que  lo  establece  suele  echar ; 
guna  vez  en  olvido.  La  pretendida  inscripción  de  que  aquí  se  trata  ( 
la  anotación  preventiva  que  de  dicha  demanda-  puede  hacerse  < 
arreglo  al  art  50^  inciso  i9,  de  la  Ley;  y  cuya  anotación  es  indi 
sable  no  omitir,  si  se  quiere  producir  el  efecto  de  suspender  el  cur 
del  expediente  posesorio, 

700. — Es  concordante  de  la  regla  cuarta  del  presente  artículo, 
siguiente  del  Reglamento. 

Artículo  38. 

£1  propietario  <|ue  careciere  de  título  escrito  sólo  podrá  justificar  la  po 
para  el  efecto  de  inscribir  su  derecho,  por  medio  del  oportuno  expedienta  i 
tniido  con  sujeción  á  los  artículos  6?  y  7?  de  la  ley. 

Cuando  los  interesados  no  pudieren  por  cualquier  motivo  presentar  tu  i 
expediente  ios  documentos  mencionados  en  el  articuló  7?  de  la  ley,  ó  caancj 
resultare  claramonte  de  estos  que  pagó  la  contribución  á  título  de  dueño  uij 
persona  distinta  de  la  que  pretede  justificar  la  posesión,  lo¿  Registradorr' 
denegarán  la  inscripción,  sin  perjuicio  de  que  el  interesado  haga  uso,  si  lo  e 
tima  oportuno,  del  derecho  consignado  en  el  artículo  1 1  de  la  ley  paraacredit 
la  adquisición  del  dominio. 

701. — Concuerda  con  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículo 
3?  y  4?  del  Real  Decreto  de  20  de  Mayo  de  1878,  dictado  para  I 
ejecución  de  la  Ley  de  17  de  Julio  de  1877. — Hemos  visto  anterioij 
mente  que  por  la  ley  del  861  bastaba  para  justificarla  posesio 
presentar  satisfecho  el  ultimo  recibo  de  contribución  territorial^  adel 
más  de  la  prueba  de  testigos;  (V.  Concordancias  del  art  7?)  y  qu 
después,  y  á  fin  de  aplicarles  á  los  particulares  (v.  par.  679)  el  bea^ 
ficio  que  atribuia  ál  Estado  el  Decreto  de  iide  Nov.  de  1864, 
dio  el  de  25  de  Octubre  de  1867,  po^  ^1  V^^  se  estableció  (par.  54| 
y  su  nota)  que  pudiera  justificarse  la  posesión,  por  medio  de  los  1 
mites  que  señalaba  la  L.  H.,  ó  bien  por  medio  de  certificación  mt 
nicipal  en  que  constase  que  el  interesado  pagaba,  á  título  de  dueficj 
contribución  por*los  bienes  de  referencia  (id.  id.);  que  este  doble  ] ' 
tema,  alternativo  y  á  elección  del  interesado,  se  conservó  en  la  " 
Reformada,  y  que  por  último,  la  de  1877  ^í^o  de  ambos  pr 
mientos  uno  sólo  (id.  id.)  De  conformidad,  pues,  *  con  esta  lUtifl 
disposición  vino  el  R.  D.  de  1878  á  que  nos  referimos,  y  que  en  | 
piedad  no  es  otra  cosa  que  el  Reglamento  de  la  Ley  de  1877,  y  áí 
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laró.  por  su  artículo  3?  lo  propio  en  sustancia  que  se  determina  en 
I  primer  párrafo  de  nuestro  art.  38,  ó  sea  que  sóh  se  podría  inserí- 
r  la  posesión  del  que  carezca  de  título  escrito  -  por  los  medios  de- 
igtíados  eu  los  arts.  397  y  398  de  la  Ley  (69  y  7?  en  la  nuestra); 
recepto  que  conduela  á  derogar  la  dualidad  establecida  antes,  y  que 
n  nuestro  Reglamento  sirve  también  piu-a  declarar  que  no  existe 
tro  medio  alguno  dé  inscribir  la  posesión  que  el  designado  en  la 
-ey;  y  por  el  art  4?  ordenó  lo  mismo  que  se  expresa  en  el  se- 
undo  párrafo  de  nuestro  citado  art  38,  sin  otra  mudanza  que  la 
ae  es  consiguiente  en  las  referencias,  que  por  nuestro  artículo  re- 
lamentario  se  hacen  á  nuestra  Ley,  y  por  el  Decreto  citado  á  los 
rtículos  correspondientes  de  las  Leyes  de  1877  y  1869. 
702.— iOtra  diferencia  se  advierte  sin  embargo  entre  ambos,  y  es 
i  d«  aparecer  omitida  en  nuestro  art'  38  la  declaración  del  Real 
)ecreto, -reiterando  la  escepcion  contenida  en  la  regla  cuarta  del  art 
98  de  la  Ley  Reformada  (Regla  también  4?  de  nuestro  art  7?);  re- 
al caso  en  que,  por  ser  la  adquisición  reciente  no  se  haya  pa- 
lo, ningún  recibo  de  contribución,  ni  sea  por  consiguiente  posible 
resentar  la  certificación  que  como  regla  general  se  exige  en  la  mis- 
regla  cuarta.  Por  el  contrario,  nuestro  art  38  está  en  su  segundo  • 
rrafo  redactado  en  términos  que  hacen  aparecer  imprescindible  en 
lo  caso  la  presentación  de  ¿os  doetímentos  mencionados  en  el  firt,  7? 
la  Uy,  esto  es  de  la  Certificación  que  debe  darles  el  Ayuntamiento 
la  Comisión  especial -en  su  caso,  ó  bien  del  justificante  de  haberse 
tísfecho  la  contribución  por  el  causante  difunto;  únicos  docujmen- 
cuya  presentación  exige  á  los  interesados  el  art  7?,  pues  otros, 
í  se  mencionan  en  la  regla  tercera  del  mismo,  se  refieren  á  los  tes- 
aos.— Hay,  pues,  marcada  contradicción  entre  lo  que  dispone  el 
7?  de  la  Ley  y  lo  que  preceptúa  el  38  del  Reglamento,  pues 
ordena  á  los  Registradores  denegar  la  insdripcion^  siempre  que 
interesados  no  pudieren  por  cualquier  motivo  presentar  en  el  ex- 
enté los  expresados  documentos,  al  paso  que  aquel  los  autoriza 
no  presentarlos  y  suplir  su  falta  por  otro  medio,  en  uno  de  los 
en  que  no  pueden  presentarlos.  No  creemos,  sin  embargo,  que 
n  Registrador  aplique  literalmente  el  texto  del  artículo  regía- 
lo á  que  nos  referimos,  puesto  que  su  contradicción  con  la 
es  evidente;  pero  de  todos  modos,  como  esa  contradicción  sólo 
explica  con  vista  del  texto  legal  que  sirvió  de  modelo  á  nuestro 
[lo  reglamentario,  y  como  no  dejaremos  de  encontrar  defectos 
en  el  curso  de  esta  obra,  se  demuestra  una  vez  mas  que, 
dijimos  en  otra  ocasión,  para  la  recta  intergretacion  de  nues- 
Ley  no  puede  perderse   de  vista  el   texto  peninsular,  [i] — Por 

[{1}  Este  es  el  mas  poderoso  de  los  motivos  que  nps  impulsaron  á  escribir  la»presente 

.  creyendo' firmemente  en  virtud  de  él  que  ninguno  de  los  Comentarios  escritos  en  la 

Mola  puede  llenar  cumplidamente  el  vacio  respecto  de  la  nuestra.  Esta  última  requie- 

I  dada  un  estncUo  especial  en  que  se  tome  de  la  múltiple  legislación  que  rige  ó  ha  re- 

>ea  Espafia  desde  1 861,  lo  que  pueda  aplicarse  á  nuestro  país,  ó  explique  la  razón  de 

i  Ley;  y  se  deseche  lo  enteramente  inútil. — ^Tal  es  la  tarea  que  procuramos  realizar. 
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lo  demás,  la  omisión  padecida  en  este  lugar  por  la  Comisión  A^th 
llana  se  explica  fácilmente:  consistió  en  transcribir  á  la  letra  el  ait- 
4?  del  Real  decreto  de  lo  de  Mayo  de  1878,  sin  advertir  que,  no. 
habiendo  hecho  lo  propio  con  el  3?  que  por  el  contrario  sólo  se  C3^ 
tracto,  habia  de  resultar  en  el  nuevo  texto  el  defecto  que  acabamos 
de  señalar.  No  es  sin  embargo,  ^1  tínico  de  esa  clase  en  que  aqu^ 
incurrió:  ya  hemos  tenido  ocasión  de  señalar  otro  mas  grave,  en  d 
art.  30  de  nuestro  Reglamento  (v.  par.  343]  y  en  adelante  señálacé- 
mos  otros,  y  en  especial  uno,  también  mas  grave  que  el  prese!^ 
en  el  art.  105  reglamentario.  Nuestra  Ley  y  nuestro  Reglamento  bai 
salido  sin  duda  mas  perfectos  que  sus  modelos  de  la  Península,  de 
manos  de  la  Comisión  Antillana;  pero  es  temeraria  pretensión  la  de 
que  una  obra  humana  sea  perfecta,  y  algunas  veces  incurrid  aqueBa; 
en  errores. 

703. — El  art  7^  del  Reglamento  que  acompañó  á  la  Ley -de  1861 
declaraba  simplemente  que  el  propietario  que  careciese  de  tííuh 
escrito  de  su  propiedad,  inscribiria  el  derecho  que  se  le  declarase 
providencia  judicial,  con  arreglo  al  art.  398  de  la  Ley:  esto  es,  ^ 
posesión. — El.de  la  Ley  Reformada  amplió  los  términos  de  aqu< 
expresando  que  el  propietario  que  careciese  de  título  escrito  de  do- 
minio, inscribiría  el  derecho  que  tuviese  con  arreglo  á  lo  estabUcO^ 
en  ^/título  i/^de  la  ley]  comprendiendo  asilos  dos  casos  de  posesión 
y  dominio,  de  conformidad  con  la  innovación  hecha  por  la  Ley 
Reformada,  referente  á  admitir  las  justifícaciones  del  ultimo. 
El  Reglamento  de  la  Ley  de  1877,  ^  sea  el  citado  Real  Decreto  de 
2ode  Mayo  de  1878,  sólo  modificólo  referente  á  las  inscripciones  de 
posesión,  y  por  tanto  el  art  7?  del  Reformado  quedó,  no  derogado^ 
sino  ampliado  con  las  declaraciones  contenidas  en  los  arts.  3?  y  4? 
de  dicho  Real  Decreto. — Pero  al  redactarse  nuestro  Reglamento,  la 
Comisión  Antillana  transcribió  sólo  el  de  1878;  por  eso  es  que  nues^. 
tro  artículo  38  trata  únicamente  de  la  inscripción  posesoria,  siendo 
así  que  debia  referirse  también  á  las  de  dominio  por  medio  deinfor» 
macion,  como  el  7?  del  yigente  en  la  Península,  Y  por  tanto  sufre 
una  equivocación  el  Sr.  Stuyck  y  Reig  al  señalar  como  concordias 
cia  del  art  38  de  nuestro  Reglamento  el  7?  del  de  la  Península,  mcr 
dificado  por  los  3?  y  4?  del  R.  D.  de  187^.  La  única  concordaoda 
es  la  de  los  dos  últimos;  el  art  7?  del  Reglamento  peninsular  seooú** 
tió  en  el  nuestro,  aunque  indebidamente,  y  si  esto  fué  lo  que  qfáask 
significar  el  Sr.  Stuyck,  el  explicarlo  requería  algo  mas  que  la  aoiir 
cilla  indicación  de  una  concordancia. 

704. — Art.  89-Cuando  la  información  practicada  sea  suiídMlc^ 
ésto  es,  cuando  por  los  dos  medios  que  ella  establece,  ó  sean,  laudi&^ 
posición  de  los  testigos  que  previamente  acrediten  las  cuaUdadiH 
exigidas,  y  la  certificación  del  pago  de  impuestos  ú  otros  de  losmCh* 
dios  supletorios  de  ella,  resulte  probado  que  el  promovente  pc^áf^^ 
nombre  propio  la  finca  ó  fincas  de  que  se  trate;  cuando  además,  |MI 
haya  medisido  oposición  de  parte  legítima,  ó  se  desestimase  la. 
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se  hubiese  hecho,  el  Juzgado  aprobará  el  expediente  y  .mandará  ha- 
cer la  inscripción,  con  la  cláusula  que  aquí  se  determina. 

705. — Si  no  tuviésemos  otra  fuente  de  interpretación  que  la  pro- 
pia Ley,  entenderíamos  que  la  oposición  á  que  se  refiere  el  presente 
artículo,  es  1^  misma  que  se  autoriza  por  la  regla  sesta  del  intne- 
díate  anterior;  siendo  en  tal  caso  el  sentido  de  lo  que  aquí  se  decla- 
ra que,  cuando  nadie  haya  interpuesto  y  anotado  preventivamente 
en  el  Registro  demanda  en  Juicio  ordinario  reclamando  algún  dere- 
cho sobre  la  finca  á  que  se  refiere  la  información;  ó  bien,  cuando 
interpuesta  y  anotada  aquella,  y  declarado  en  suspenso  el  expedien- 
te posesorio,  haya  recaído  ejecutoria  desestimando  la  demanda,  se 
procederá  por  el  Juez  á  aprobar  el  expediente  y  ordenar  la  inscrip- . 
clon.  Pero  nos  impide  opinar  de  esa  manera  el  contexto  del  si- 
guiente: 

Artículo  40  del  Reglamento. 

■  En  el  expediente  para  acreditar  la  posesión  no  se  podrá  exigir  del  que  lo 
promueva  que  presente  el  titulo  de  adquisición  de  la  ñnca  ó  derecho,  ni  se  ad- 
mitirá otra  oposición  de  parte  interesada  que  la  que  se  contraiga  exclusiva- 
mente al  hecho  de  poeser  en  nombre  propio.  La  cuestión  de  derecho  no  podrá 
ventilarse  sino  en  juicio  ordinario.       •  ^ 

706.^— Se  determina  en  él  explícitamente  una  oposición  relativa  al 
hecho  de  la  posesión,  y  que  ha  de  sustanciarse  dentro  del  expedien- 
te en  que  ésta  se  ventila;  oposición  distinta  de  la  que  implique  cues- 
tión de  derecho,  y  que  ha  de  sustanciarse  en  juicio  ordinario.  La 
disposición  de  nuestro  art.  40  es  literalmente  la  del  327  del  Regla- 
mento vigente  en  la  Península,  que  siguió  al  que  llevaba  igual  nu- 
mero en  el  de  1S61,  suprimiendo  solo  la  frase  de  referencia,  que  el 
último  contenia  inmediatamente  después  de  las  palabras  y«i^¿?  ordi- 
nario ,  á  saber,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art,  403  de  la  Ley, 
Esta  frase  se  creyó  quizás  innecesaria,  por  cuanto  ninguna  duda  po- 
día caber  acerca  de  que  el  juicio  ordinario  que  en  el  citado  artículo 
se  menciona,  es  el  mismo  que  se  establece  en  el  403  de  la  Ley,  (7? 
de  la  nuestra). 

707. — De  lo  dispuesto  en  el  artículo  reglamentario  se  deduce  que 
si  alguno  se  personase  en  el  expediente  posesorio  á  negar  que  el 
promovente  posea,  ó  que  lo  haga  á  título  de  dueño,  el  Juez  deberá 
admitir  las  gestiones  que  se  dirijan  á  probarlo,  sin  que  eso  estorbe 
la  libre  acción  del  segundo  para  llenar  los  requisitos  del  art.  7?,  y 
sin  que  sea  admisible  discusfon,  puesto  que,  aparte  de  que  eso  le 
daña  aspecto  contencioso  al  expediente,  sólo  se  trata  de  la  justifica- 
ción de  im  hecho,  y  no  cabe  otro  medio  de  exclarecerlo  que  la  prue- 
ba en  form^  legal.  No  se  trata,  pues,  del  derecho  de  propiedad,  ni 
átto  del  mejor  derecho  á poseer;  sino  al  simple  hecho  de  si  el  promo- 
vente tiene  ó  nó  la  posesión.  En  cuanto  se  plantee  la  cuestión  de 
dervchOy  deberá  el  Juez  negarse  á  sustanciarla,  previniendo  al  oppsi- 

32 
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tor  que  cumpla  las  prescripciones  de  la  regla  sexta  del  art  7?;  y  en 
tanto  que  no  lo  verifique,  llevar  adelante  el  expediente  posesorio,  y 
resolverlo  en  el  sentido  que  sea  procedente  según  el  resultado  de 
las  pruebas.  Y  creemos  que,  siempre  que  haya  lugar  á  la  más  lige- 
ra duda  acerca  de  si  es  ó  nó  cierto  el  hecho  de  la  posesión,  deberá 
desestimarse  la  pretensión  del  promovente;  como  sucedería,  por 
ejemplo,  si  el  opositor  ministrase  prueba  de  testigos  contradiciendo 
lo  declarado  por  los  que  aquel  presentara. 

708. — Una  omisión  se  nota  en  éste  artículo,  y  es  la  del  recurso 
que  deba  egercitarel  piomoventesi  la  providencia  que  el  Juez  dicte, 
declara  no  ser  suficiente  la  .información.  Ya  notaron  esta  omisión 
en  el  art  404  de  la  Ley  de  1861  los  Sres.  Pantoja  y  Lloret,  y  ex* 
presaron  su  opinión  de  que  esa  providencia  era  apelable  en  la 
propia  forma  que  determina  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  (Artícu- 
lo 713)  respecto  de  aquella  que  declara  no  haber  lugar  al  interdicto  de 
retener,  en  el  que  encontraban  dichos  autores  grande  analogía  coa 
los  expedientes  posesorios.  Posteriormente  la  Dirección  general 
declaró  [Res.  de  9  de  Oct.  de  1878]  que  los  expedientes  posesorios 
debían  considerarse  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  lo  cual  se  ha 
reproducido  en  nuestro  Reglamento  [Art.  41];  y  por  tanto  creemos 
indudable  que  las  providencias  dií:tadas  en  ellos  son  apelables  en  la 
forma  que  determinan  las  reglas  10?  á  13?  del  art.  1,208  de  la  cita- 
da Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Esta  interpretación  resuelve  también 
la  otra  duda  que  indicaban  los  autores  citados  acerca  de  quién  de- 
bia  conocer  de  la  apelación  cuando  fuese  el  Juez  municipal  quien 
entendiese  en  la  información.  Es  claro  que  en  todo  caso  la  Audien- 
cia [Regla  10?  del  citado  art.  1208] 

769.-^El  segundo  párrafo  de  este  artículo,  amplia  su-  concordain- 
te  en  el  texto  peninsular,  con  lo  relativo  á  la  co^ia  del  expediente 
que  puede  acompañar  el  interesado,  al  efecto  de  conservarla  coft  la 
nota  ^e  conformidad  puesta  por  él  Registrador.  Por  lo  demás  el 
precepto  se  conforma  con  lo  que  disponía  el  art.  4*^  del  Real  Decreto 
de  25  de  Octubre  de  1867,  ^.^^  hemos   citado  anteriormente. 

710. — Art.  9?. — Los  asientos  que  pueden  quedar  totalmente 
cancelados  por  consecuencia  de  la  inscripción  posesoria  son  todcs 
los  de  posesión  que  puedan  existir  en  el  Registro  acerca  del  mismo 
inmueble;  y  parcialmente  los  mismos,  cuando  el  que  se  trate  última- 
mente de  inscribir  sea  un  derecho  real  que  en  aquellos  no  aparezca. 
— En  cuanto  á  los  asientos  de  dominio  á  que  se  refiere  el  párrafo 
segundo,  es  indudable  que  no  quedaría  cancelado  por  el  posesorio 
que  indebidamente  se  inscribiera,  pues  siendo  esta  segunda  inscrip- 
ción opuesta  al  espíritu  del  artículo  28,  no  dudamos  que  prevalece- 
ría aquel,  (i) 

711. — El  segundo  párrafo  de  este  artícute  declara  lo  que  el  Regfe- 


[i]    Véase  la  Resolución  de  22  de  Febrero  de  1878,  inserta  Ten  la    J-nrisprucUnci^  ax^* 
tíva  de  los  presentes  artículos  de  la  Ley. 
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trador  debe  hacer  cuando  halle  en  el  Registro  algún  asiento  no  can- 
celado de  dominio  ó  posesión  que  contradiga  la  que  aparece  justifica- 
da en  el  expediente  presentado  para  la  inscripción;  ésto  es,  cualquier 
asiento,  ya  de  dominio,  ya  de  posesión  como  en  dominio,  sobre  la 
misma  finca  á  que  se  refiera  el  expediente;  pues  la  posesión  de  un 
derecho  real  sobre  aquella,  que  pueda  existir,  no  dará  lugar  á  la  sus- 
pensión ordenad?i  en  ^ste  párrafo,  porque  se  rige  por  lo  dispuesto  en 
el  ultimo. 

713. — La  anotación  preventiva  (i)  que  en  este  caso  se  concede  al 
que  solicita  la  inscripción,  se  acomoda  á  lo  establecido  en  el  art.  50, 
núm.  9?  de  la  Ley;  ya  que  no  puede  considerarse  comprendida  en 
el  89,  p6r  cuanto  la  inscripción  á  nombre  de  otro  de  la  finca  cuya 
inscripción  se  pretende,  se  considera  por  regla  general  como  defec- 
to insubsanable  (Art.  28  L.  y  146, .  regla  i?  Reg.)j  y  no  tendrá 
aquella  la  duración  ^ue  señala  el  art.  1 10  de  la  Ley;  sino  la  que  de-  • 
termina  el  art  80  de  la  misma,  en  su  segundo  párrafo,  esto  es,  el 
tiempo  que  tarde  el  Juez  en  comunicar  al  Registrador  la  resolución 
que  haya  dictado. 

713. — Dispone  el  tercer  párrafo  de  este  artículo  que  el  Juez,  en 
vista  de  la  copia  del  asiento  que  contradice  la  posesión,  y  que  le  ha- 
brá remitido  el  Registrador,  procederá  con  citación  y  audiencia  de 
los  que  resulten  favorecidos  por  dicho  asiento,  á  confirmar  6  revocar 
el  auto  de  aprobación.  Las  palabras  citación  y  audiencia  indican 
que  el  Juez  deberá  citarlos^  y  oirlos  si  se  presentaren;  pero  si  no  lo 
hicieren  así,  deberá  sin  embargo  resolver  acerca  del  asunto.  La  re- 
solución no  podrá  ser  otra  que  la  de  confirtnar  ó  revocar  el  auto  de 
aprobación,  y  aquí  surge  naturalmente  la  cuestión  que  sigue: 

714. — ¿Cuándo  deberá  el  Juez  confirmar  el  auto  de  aprobación 
del  expediente,"  no  obstante  el  asiento  que  contradice  la  posesión? — 
Cuándo  deberá  por  el  contrario  revocarlo? — Si  examinamos  con  cui- 
dado las  disposiciones  que  preceden,  hallaremos:  i?,  que  siempre 
que  se  promueva  una  cuestión  de  derecho,  ésta  se  reservará  para  el 
juicio  ordinario  (Art.  40  Reg.);  2?,  que  sólo  cuando  ae  hayadeduci- 
do  la  demanda  y  héchose  constar  en  el  Registro,  se  suspenderá  el 
expediente  posesorio  (Art  7?,  regla  6?  L.);  y  3?,  que  en  dicho  ex- 
pediente sólo  se  admitirá  la  oposición  que  .se  refiera  al  hecho  de  la 
posesión  (Art  40  citado).  Estas  prescripciones  bastan,  en  nuestro 
concepto,  para  desatar  la^  dificultades  indicadas. 

715. — Creemos,  pues,  que  la  citación  y  audiencia  de  las  personas 
á  cuyo  favor,  aparezca  el  asiento  referido,  prestada  como  aquí  se  or- 
dena dentro  del  expediente  posesorio,  no  puede  tener  otro  objeto 
que  el  de  poner  en  claro  el  hecho  mismo  de  la  posesión;  de*  manera 
que  si  las  personas  referidas  prueban  en  ese  instante  la  no  posesión 
dd  promovente,  deberá  el  Juez  revocar  el  auto  de  aprobación,  se- 
gún dejamos  expresado  en  el  par.  707  fespecto  de  un  caso  análogo, 


[a]    Véase  su  explicación  en  el  par.  42  de  esta  obra. 
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y  no  obstante  el  resultado  favorable  de  la  justíñcacion  anteríoc; 
puesto  que  la  posterior  lo  ha  desmentido;  pero  si  de  la  audienda 
dada  á*  dichas  personas,  resulta  por  el  contrarío  confírmado  el  hecho 
de  la  posesión,  se  conñrmará  aquel  auto,  no  obstante  cualquiera  ma^ 
nifestacion  de  su  mejor  derecho  que  puedan  hacer,  puesto  que  sólo 
se  trata  de  la  posesión,  y  no  cabe  suspender  el  curso  del  expediente 
que  á  ella  se  contrae  sino  en  la  forma  establecida  por  la  citada  regla 
sexta  del  art.  /? — El  resultado  será,  pues,  que  si  el  que  aparece  due^ 
ño  ó  poseedor  en  virtud  del  asiento,  ha  perdido  después  la  poseáon 
poj  cualquiera  de  los  modos  que  dejamos  referidos  en  los  párrafos 
6iO  á.615,  y  623  de  esta  obra,  y  el  que  promovió  el  expediente  po- 
sesorio ha  entrado  después  en  la  cosa,  el  Juez  confirmará  el*auto  ía- . 
vorable  á  éste,  sin  perjuicio  de  que  el  favorecido  en  el  asiento,  de- 
duzca en  juicio  la  acción  que  le  corresponda,  y  aun  disfrute  dd 
beneficio  de  suspender  la  inscripción  posesoria,  «si  acude  á  pedir  la 
ahotacion  preventiva  de  su  demanda  antes  que  aquella  se  haya  efec- 
tuado.— Pero  en  el  caso  de  que  la  pérdida  de  la  posesión  haya  ocu- 
rrido por  cualquiera  de  las  tres  causas  que  determina  la  ley  de  Paií- 
tidas  que  citamos  en  nuestro  par.  623;  y  que  por  tanto,  proceda  d 
interdicto  de  despojo  (v.  par.  625);  creemos  que  la  anotación  dd 
mismo,  no  podrá  negársele  si  la  pide,  puesto  que  aquel  se  dirige  Íl 
la  declaración  de  un  derecho  real  (Art  50,  núm.  i9  L.),  y  obtenida 
surtirá  sin  duda  el  propio  efecto  expresado. 

716. — En  cuanto  al  evento  de  que  el  asiento  hecho  previamente 
en  el  Registro  sea  también  posesorio,  es  más  clara  aun,  á  nuestro 
juicio,  la  solución  que  antecede.  El  que  no  tenga  otro  título  sobre 
^1  inmueble  que  la  mera  posesión,  aunque  ésta  se  halle  inscrita,  ú 
bien  disfruta  del  interdicto  de  despojo,  á  tenor  de  la  doctrinas  ex- 
plicadas [par.  625  citado];  carece  de  toda  acción  cuando  haya  per- 
dido la  posesión  material  por  la  causa  que  determina  la  ley  12,  títu- 
lo 30  P.  3?  (v.  párs.  612  á  616);  por  cuanto  ella  le  reserva  tan  sclh 
el  derecho  de  propiedad,  de  que  carece  el  mero  poseenor;  y  eí  iot^- 
dicto  de  recobrar,  ponforme  al  art.  724  de  la  L.  de  E.  C,  sólo  le 
compete  cuando  haya  sido  despojado  de  la  posesión,  y  no  puede 
suponerse  despojo  en  la  pérdida  ocurrida  por  obra  de  la  naturaleza 
y  no  del  hombre. 

717. — Esta  es  la  cuestión  relativa  á  la  pérdida  de  la  posesión,  ob% 
tenida  sin  título,  á  que  nos  referimos  en  el  pan  $33;  y  acerca  de 
ella,  sostenemos  que,  si  el  mero  poseedor  pierde  la  tenencia  msáB^ 
ríal  de  la  cosa  por  invasión  de  un  rio,  y  al  dejarla  est^  nuevamo^ 
en  seco,  la  ocupa  otro  para  sí,  aquel  no  podrá  reclamársela,  ni  ea 
virtud  de  la  citada  ley  12,  tít  30  P,  3?  por  cuanto  carece  del  u* 
ñorío,  que  es  lo  tinicp  que  aquella  le  reserva;  ni  por  medío^del  iii>* 
terdicto  de  recobrar  y  en  virtud  del  art  724  de  la  L.  de  É.  C*  p<* 
cuanto  en  el  caso  propuesto^  no  ha  existido  el  despojo  que  presufi^ 
ne  aquel.  Pero  sí  podrá  reclamarla  por  la  ley  21,  tít  29  de  la  misioa 
Partida,  si  habiendo  cumplido  los  treinta  años  de  tenencia  que. 
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necesarios  para  acojerse  á  ella,  tiene  además  buena  fé;  pues  en  tal 
situación,  la  ley  dice  que  podría  reclamarla  '*á  quien  quier  que  la 
**Wle,  fueras  ende  si  la  fallasse  al  verdadero  señor  della." — Y  por 
consiguiente,  si  no  lo  es  el  que  entró  la  cosa  invadida  por  el  rio,  ten- 
drá que  restituirla  al  poseedor  anterior  que  se  halle  en  el  caso  ex- 
puesto, y  se  la  reclame  en  juicio  ordinario. 

718. — Las  doctrinas  que  preceden  demuestran  el  escrupuloso  cui- 
dado que  ha  de  observarse  pof  los  Jueces  en  la  audiencia  que  pres- 
ten con  arreglo  al  presente  artículo,  y  que  deben  desatender  todo  lo 
que  no  se  refiera  al  hecho  posesorio.  Por  ultimo,  ocurre  la  duda  de 
lo  que  deberá  resolver  si,  citadas  las  personas  de  que  .se  trata,  no 
comparecen.  Entonces,  parece  lógico  que,  en  virtud  de  la  renun- 
cia tácita  que  esto  implica,  juzgue  el  Juez  por  el  conjunto  de  lo  ac- 
tuado y  del  a?iento,  y  resuelva  confirmando  ó  revoc?irido  d  auto, 
según  lo  estime  procedente.  Y  en  uno  y  otro  caso,  queda  á  salvo 
el  derecho  de  ambas  partes  para  ejercitarlo  en  juicio  ordinario. 

7i9.-^Por  el  párrafo  quinto  y  último  ordena  el  presente  artículo 
que  cuando  el  Registrador  hallare  algún  asiento  no  cancelado  de 
censo,  hipoteca  ó  cualquiera  otro  derecho  real  sobre  la  misma  finca, 
procederá  á  extender  la  inscripción  posesoria  solicitada,  si  bien  ha- 
ciendo constar  en  ella  dicho,  asiento.  La  razón  es  clara;  el  derecho 
que  la  Ley  concede  de  inscribir  la  posesión  por  medio  de  informa- 
cion¿,  no  puede  perjudicar  á  los  que  posean  un  derecho  real  ins- 
crito, cuando  ni  aun  perjudica  á  los  que  lo  tienen  por  inscribir.  De 
aqol  que  deba  hacerse  mención  de  él  en  la  inscripción  posesoria, 
aunque  en  el  expediente  de  donde  se  toma,  no  se  mencione;  apli- 
cando así  á  este  caso  la  regla  8?  del  art.  117  del  Reg. 

720. — Art.  id? — El  primer  párrafo  de  este  artículo  es  meramen- 
te adjetivo,  por  cuanto  se  limita  á  expresar  las  circunstancias  que 
deben  hacerse  constar  en  la  inscripción  posesoria.  Los  demás  son 
sustantivos,  puesto  que  determinan  los  efectos  de  dichas  inscripcio- 
nes.— Hemos  examinado  ya  detenidamente  esos  efectos,  por  lo  que 
sólo  nos  restan  muy  pocas  palabras  que  agregar  referentes  al  citado 
artículo.  . 

721. — La  última  frase  del  primer  párrafo,  relativa  á  que  se  hagan 
constar  las  circunstancias  peculiares  á^  la  inscripción,  según  su  especie, 
alude  á  lo  manifestado  ya  respecto  á  la  diversidad  de  derechos  sus- 
ceptibles de  informaciones  posesorias,  y  á  las  reglas  que  para  los 
distintos  casos  se  contienen  en  los  artículos  17  y  21  de  la  Ley. 

7^2*. — El  texto  del  segundo  párrafo  es  copia  literal  del  que  ocupa 
d  propio  lugar  en  el  art.  403  de  la  Ley  Reformada.  Esta  lo  tomó 
á«u  vez  del  art.  6^  del  Real  decreto  de  25  de  Octubre  de  1867, 
9Ók)  que  este,  en  vez  de  la  cláusula  final,  qije  comienza  con  la  frase 

iminos  que,  contenia  la  siguiente:  . ''á  menos  que  aquel  á  quien 

**6*a  perjudique  presente  en  contrario  prueba  valedera  ajuicio  de  los 
^JHbunales'^  La  innovación  hecha,  pues,  en  la  disposición  de  ese 
Real  decreto  por  la  Ley  Reformada  y  seguida  por  la  nuestra  re- 
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suelve  la  cuestión  que  planteamos  y  aplazamos  para  este  lugar  ca 
nuestro  párrafo  587.  Basta  la  simple  negativa  de  aquel  á  quiett 
perjudique  la  prescripción  para  que  el  poseedor  inscrito  se  vea  obli- 
gado á  probar  con  arreglo  al  derecho  comun^  ó  sea  por  los  medios 
probatorios  que  en  el  juicio  ordinario  se  admiten  f^Art.  279  de  la  L 
de  E.  C.)  el  tiempo  de  posesión  que  en  la  inscripción  se  haya  hecho 
constar  conio  transcurrida  ál  efectuarla. — No  es  posible  llevar  más 
lejos  el  desamparo  en  que  se  deja  á  los  poseedores  inscritos,  ni  la 
pobreza  del  medio  que  la  nueva  Ley  les  concede. 

723. — ^Y  no  cabe  sin  embargo  duda  en  que  tal  es  el  precepto 
que  aquí  se  establece,  porque  además  de  inclinar  á  esa  solución  la 
modificación  hecha  en  el  texto  del  Decreto  de  que  acabamos  de 
hablar,  y  la  palabra  contradiga^  que  se  aplica  á  la  mera  negación,  lo 

corrobora  nías  la  frase  con  que  el  párrafo  termina: deberá  pr^ 

bar  se  dicho  térmifto  de  posesión Si  lo  que  ha  de  ser  objeto  déla 

prueba  es  el  tiempo  que  se  haya  estado  en  la  posesión,  ¿quién  ha 
de  practicarla  sino  aquel  á  quien  interesa,  esto  es,  el  poseedor  ins- 
crito? 

724. — Opina  Canales  que  lo  declarado  en  el  seguixdo  párrafo  de 
este  artículo  [ó  sea  del  403  de  la  Ley  peninsular]  sólo  tiene  aplica* 
cioil  al  caso  de  que  aquel  á  quien  perjudique  la  prescripción  sea  un 
tercero,  de  manera  que  sea  éste  también  el  que  tenga  derecho  á 
contradecir  el  tiempo  de  posesión  anterior  á  la  inscripción  y  que  se 
ha  hecho  constar  eñ  ella,  y  el  efecto  de  esa  contradicción,  que  el  po- 
.^eedor  no  pueda  aprovechar  dicho  tiempo  anterior;  y  que  en  cam- ' 
bi(y cuando  trate  de  hacer  valer  las  prescripciones  contra  el  dueño 
de  la  finca,  podrá  unir  aquel  tiempo  al  que  transcurra  después  de 
la  inscripción.  Pero  hay  error  evidente  en  esta  opinión,  pues  el  pro- 
pio art.  7?  [403  en  la  Ley  Reformada]  declara  que  las  inscripciones 
perjudicarán  á  tercero  desde  su  fecha,  y  no  hay  por  tanto  lugar  á 
que  en  ningún  caso  se  pretenda  hacer  valer  contra  ellos  el  tiempo 
anterior  á  la  fecha  de  la  inscripción;  por  lo  que  es  claro  qué  el  cita- 
do segundo  párrafo  sólo  tiene  aplicación  respecto  del  propietario,  y 
en  ese  propio  sentido  lo  interpretamos  en  el  par.  587. — Por  lo  de- 
más, Canales  se  funda  para  sostener  esa  opinión  en  que,  **la  circuas- 
"tancia  de  haberse  admitido  también  en  la  reforma  la  prescripción 
"que  no  reqaeria  justo  título  és'la  que  ha  motivado  que  el  artículo 
**[en  cuestión]  haya  hecho  la  indicada  adición,'*  pero,  á  nuestro  jaK 
cío,  también  en  esta  premisa  padeció  error  Canales.  El  art  403  de 
la  Ley  Reformada  está  calcado  sobre  el  69  del  Real  decreto  de  25 
de  Octubre  de  1867,  según  tenemos  expuesto  [par.  722]  y  claro  es- 
que  un  Real  decreto  puede  interpretar  una  Ley,  pero  no  introducir 
en  ella  modificaciones,  de  donde  se  sigue  que  la  declaración  coa* 
signada  en  él  se  consideraba  conforme  con  la  Ley.  Y  á  nuestro  nao- 
do  de  ver  no  sin  razón,  pues  señalados  los  efectos  de  la  mera  pose- 
sión á  las  inscripciones  posesorias  por  el  art.  408  de  la  Ley  de  1S61» 
claro  es  que  uno  de  esos  efectos  debia  ser  el  de  la  prescripción  aiíi 
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ítulo,  y  claramente  lo  declaró  la  Comisión  en  la  Exposición  de  los 

lotivos  de  aquella  [v.  rnuestros  pars.  537  y  54 1];  de  manera  que, 
a  nuestro  concepto,  tanto  las  declaraciones  del  referido  Real  decreto 
orno  las  adiciones  que  en  el  sentido  de  ellas  se  hicieron  en  la  Ley 
orla  Reforma  de  1869,  obedecieron  más  bien  al  deseo  de  hacer 
claros  y  explícitos  los  preceptos  legales  que  al  de  causar  en  ellas 
na  innovación  que  por  otra  parte  no  aparece,  puesto  que  nada  de 
}  que  se  agregó  era  opuesto  á  las  disposiciones  de  la  Ley  primitiva, 

prueba  de  ello  es  que  nada  de  lo  que  ésta  declaraba  eñ  esa  máte- 
la fué  suprimido  en  la  reforma. 

725. — La  declaración  de  que  entre  las  partes  surtirá  efecto  la  po- 
esion  desde  que  deba  producirlo  conforme  al  derecho  común,  la  en- 
enden  Pantoja  y  Lloret  en  el  sentido  de  que  el  que  la  tenga  podrá 
i^nerde  la  finca,  hipotecarla  etc.  y  una  vez  inscritos  los  contratos, 
artirán  sus  efectos  entre  las  partes. — Creemos  sin  embargo  que  no 

ésta  la  interpretación  que  corresponde,  pues  eso  no  habia  necesi- 
ad  de  decirlo;  los  que  contraten  con  el  poseedor  después  de  inscrita 

posesión  vienen  como  terceros,  y  por  tanto  en  la  condición  que 
ja  el  tercer  párrafo  del  presente  artículo  [Art.  408  L.  primitiva]; 
esotros  creemos  que  aquí  se  alude  á  los  que  tengan  contratos  pen- 
ientes  con  el  poseedor  al  tiempo  de  inscribir  la  posesión;  respecto 
e  los  cuales  ésta  surtirá  sus  efectos,  nó*  desde  la  fecha  de  la  inscrip- 
ción, como  respecto  á  los  terceros,  sino  desde  la  que  resulte  aplican- 

0  al  caso  en  que  se  encuentren  las  reglas  generales  del  derecho; 
uesto  que,  es  indiferente  en  este  caso  que  los  contratos  se  hallen  ó 
ó  inscritos,  porque  contra  los  poseedores  de  la  clase  a  que  nos  refe- 
mos  surten  efectos  los  títulos  aunque  no  se  hayan  inscrito.  De 
onde  resulta  que  la  situación  de  los, poseedores  inscritos  para  con 

[uellos  á  quienes  pueda  afectar  su  posesión  es  la  siguiente: 
1 9 — Respecto  del  propietario.   Disfrutan  contra  él  y  para  los  efec- 
de  la  prescripción,  además  del  tiempo  transcurrido  desde  la  ins- 
ripcion  posesoria,  del  anterior  á  ella  que  conste  en  la  misma,  salvo 

1  caáo  de  que  él  lo  contradiga,  en  cuyo  evento  quedarán  sujetos  los 
oscedores  á  la  obligación  de  probar  el  tiempo  que  haya  decursado, 
uyz  prueba  harán  conforme  á  las  reglas  ordinarias  de  procedi- 

Icnto. 

2? — Respecto  del  tercero.  Disfrutan  de  los  efectos  de  la  mera 
osesion,  y  sólo  á  contar  desde  la  fecha  de  la  inscripción.  Los  efec- 
<ie  la  mera  posesión  hay  que  apreciarlos  bajo  los  tres  puntos  de 
ista  de  su  conservación,  uso  de  interdictos  y  derecho  de  prescrip- 
¡on,  en  los  términos  que  dejamos  explicados,  á  partir  del  par.  609, 

3? — Respecto  de  aquellos  con  quienes  hayan  celebrado  algún 
oatrato  antes  de  inscribir  su  derecho,  tienen  el  goce  recíproco  del 
íempo  de  posesión  que  corresponda  según  las  reglas  generales. 
1  han  constituido  v.  gr.    una  servidumbre,  la  posesión  se   contará 

los  efectos  de  ésta  desde  que  se  constituyó  la  servidumbre,  y 
sto  lo  mismo  para  un  contrayente  que  para  el  otro. 
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726. — Tales  la  opinión  que,  después  de  detenido  estudio  y  com- 
paración de  las  diversas  disposiciones  de  los  artículos  69  al  io9,  y.  de 
las  mismas  con  sus  análogas  promulgadas  en  la  Península  desde 
1861  bástala  fecha,  hemos  creído  deber  sustentar.  Si  no  hemo» 
acertado,  cúlpese  nuestra  falta  de  capacidad,  cúlpese  también  algo 
la  dificultad  de  la  materia;  pero  nunca  nuestra  falta  de  deseo  ni  peque- ' 
ñez  voluntaria  de  nuestros  esfuerzos. 

727. — Art.  II. — Antes  de  entrar  en  el  examen  de  las  diversas 
disposiciones  del  presente  artículo,  hemos  de  examinarlo  en  su  con- 
junto, según  practicamos  respecto  de  las  inscripciones  posesorias  al 
comenzar  este  capítulo. 

728. — Dejamos  sentado  en  el  par.  100,  y  con  motivo  de  la  acep- 
ción que  allí  hicimos  observar  que  tiene  la  palabra  título  dentro  dd 
sistema  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  en  los  artículos  69,  79  y  u, 
se  daba  á  esa  palabra  una  acepción  distinta,  y  conforme  á  la  del  de- 
recho antiguo,  que  explicamos  en  los  párrafos  104  y  105.  Esta  doc- 
trina que  hemos  recordado  ya  anteriormente,  hay  que  tenerla  muy 
presente  para  las  explicaciones  que  van  á  seguir. 

/29. — El  que  haya  adquirido  un  inmueble  por  compra,  donación, 
permuta  etc.  sin  que  se  le  haya  otorgado  título  escrito,  está  en  apti- 
tud de  acojerse  al  presente  artículo  y  obtener  por  el  procedimiento 
que  él  determina,  la  inscripción  del  dominio  que  le  pertenece,  siem- 
pre que  le  sea  posible  probar  cumplidamente  el  acto  de  adquisición, 
y  que  éste  se  efectuó  con  todos  los  requisitos  legales. — Ño  asíel 
que  solo  tenga  un  título  hereditario,  pues  éste  no  le  basta  para  la 
adquisición  del  dominio,  á  menos  que  pruebe  que  su  causante  lo 
poseía.  Así  resulta,  1 9  de  la  doctrina  que  establece  la  identidad 
jurídica  entre  el  heredero  y  su  causante;  [i]  29  del  espíritu  que  se 
revela  en  la  nueva  Ley  [Art  28  y  7?,  par.  ult  de  su  regla  cuarta] 
y  del  precepto  literal  de  su  Reglamento  [Art.  137]  3*  de  jurispru- 
dencia establecida  por  el  Tribunal  supremo  [2]. 

730. — Ocurre  desde  luego  si  podrán  aspirar  á  los  beneficios  de 
este  artículo:  i?  los  que  hayan  ganado  una  cosa  poría  prescripción 
ordinaria;  29  los  que  justifiquen  posesión  inmemorial  de  ella;  39  los 
que  posean  título  escrito  que  no  revista  ninguna  de  las  formas  que 
señala  el  art.  3?  de  la  Ley;  49  los  que  hayan  adquirido  legítima- 
mente un  derecho  real  distinto  del  dominio,  sin  que  conste  por 
titulo  escrito. 

731.— Primer  caso. — Sabido  es  que  por  la  compra- venta,  la  dona- 
ción &c.  no  siempre  se  adquiere  el  dominio,  pues  éste  sólo  tiene  la- 
gar cuando  es  el  verdadero  dueño  y  con  libre  disposición  quien  otor- 
gue esos  contratos;  de  manera  que  si  compramos  v.  gr.  de  quien  no 
es  dueño,  aunque   nosotros  creamos  que  lo  es,  la  buena  fé  si  b¡^ 

(i)    Véase  nuestros  pars  271  á  273. 

(2^    Véase  bajo  el  rubro  Jurisprudencia  sustantiva,   correspondientes  á  los  utfcábl 
que  estudiamos. 
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nos  autoriza  para  prescribir,  no  nos  libra  de  restituir  la  cosa  á  su 
dueño  si  la  reclama  antes  dé  completarse  el  tiempo  de  aquella.  En 
tal  virtud  no  puede  decirse  en  todo  rigor  que  el  que  inscribe  una 
escritura  dfe  compra-venta,  permuta  etc.  ha  adquirido  el  dominio. 
Inscribe,  sí,  un  título  de  dominio^  porque  así  se  llaman  los  que  son 
capaces  de  traemitirlo,  pero  puede  rescindirse  ó  anularse  en  adelante 
[Art  41  de  la  Ley]  — En  tal  concepto,  el  que  haya  adquirido  v.  gr. 
por  compra- venta  y  sin  título  escrito  una  finca  muchos  años  antes 
del  planteamiento  de  la  nueva  Ley,  y  pueda  justificar  la  adquision 
legítima  de  la  misma,  ¿podrá  hacer  constar  al  propio  tiempo  que  ha 
pasado  el  necesario  para  la  prescripción  ordinaria,  y  por  tanto  que 
en  virtud  de  ella  le  pertenece  indisputable  el  dominio  de  la  cosa? — 
Indudable  es  que  no:  i9  porque  la  ejecutoria  estimando  la  prescrip- 
ción, no  podria  darse  sino  con  audiencia  de  aquel  a  quien  pudiese 
perjudicar,  y  no  á  instancia  del  poseedor,  y  contra  persona  descono- 
cida, que  podria  ser  una  de  aquellas  contra  las  que  no  corre  la  pres- 
cripción; en  otros  términos,  no  cabe  fallar  «na  demanda  no  interpues- 
ta, ni  imponer  silencio  al  que  no  es  demandante;  2"  porque  el 
beneficio  que  pueda  reportarle  al  poseedor  el  tiempo  transcurrido 
desde  que  compró,  no  lo  pierde,  por  cuanto  en  el  Registro  se  ha  de. 
consignar  la  fecha  en  que  tuvo  lugar  la  adquisición  legítima.  Bás- 
tale, pues,  en  dicho  caso  al  comprador  la  ejecutoria  en  que  se  decla- 
re probado  el  contrato  que  efectuó  en  forma  legal,  y  la  fecha  en  que 
se  otorgó,  para  que  la  inscripción  le  surta  los  mismos  efectos  que  le 
produciría  la  del  título  escrito  que  en  su  dia  debió  otorgarse.  Este, 
es,  pues,  el  efecto  de  las  justificaciones  que  establece  el  presente  ar- 
tículo. El  que  compró  sin  escritura  pública  y  se  presente  luego  á  jus- 
tificar esa  compra,  obtiene  por  medio  de  la  ejecutoria  que  recaiga  una 
inscripción  idéntica  á  la  que  hubiera  obtenido  con  la  inscripción  del 
título  escrito;  y  si  este  fué  otorgado  con  veinte  ó  más  años  de  ante- 
lación á  la  Ley,  no  por  eso  puede  declararse  en  la  ejecutoria  que  ya 
se  ha  prescrito  la  cosa,  pues  tal  declaración  sólo  procede  cuando  Ue- 
gne  el  caso  de  que  alguien  se  la  dispute,  como  quiera  que  sin  ese 
hecho  se  desconocen  las  circunstancias  especiales  que  puedcm  con  - 
cmriry  determinar  ó  nó  la  prescripción. 

752. — Segundo  caso.-Otro  aspecto  toma  la  cuestión  cuando  loque 
se  alegue  por  el  que  pretenda  acojerse  al  art  11,  sea  Xdiprescripcionin" 
menwriaL  En  el  par.  653  dejamos  consignadas  las  palabras  que  un 
escritor  usó  respecto  de  aquella,  palabras  que,  deducidas  rigorosa- 
mente de  los  preceptos  legales,  vienen  á  establecer  que  la  llamada 
inscripción  inmemorial  no  es  tal  prescripción.  Conclusión  que  hoy 
está  elevada  á  jurisprudencia  por  el  Tribunal  Supremo  (pars.  647 
y  648);  pues  declarado  que  consiste  aquella  en  haberse  perdido  el 
origen  de  la  posesión^  mal  puede  llamarse  prescripción  cuando  le 
falta  lo  que  en  esta  es  esencial,  esto  es,  la  constancia  de  que  la  cosa 
era  ajena  cuando  se  empezó  á  poseer;  la  existencia  de  una  persona 
contra  quien  la  prescripción  esté  corriendo.  Para  evitar,  pues,  la  an- 
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tífrasis  que  resulta  en  la  expresión,  prescripción  inmemorial,  atendido 
también  el  significado  de  esta  última  voz  en  nuestra  lengua  (v.  par. 
648  citado);  usaremos  la  át posesión  inmemorial,  que  por  su  propie- 
dad y  exactitud  nos  parece  hallarse  al  abrigo  de  toda  impugnación. 

733. — Diremos,  pues,  que  si  una  persona,  alegando  encontrarse 
en  la  posesión  inmemorial  de  un  predio,  pretende  acojerse  á  los  be- 
neficios del  art  1 1,  y  justificar  esa  posesión  dentro  del  procedimien- 
to que  él  establece,  no  vemos  razón  para  desechar  su  solicitud. — 
Pudiera  objetarse,  i9  que  el  presente  artículo  prescribe  la  citación 
del  causante,  y  en  el  caso  supuesto  es  imposible;  2?,  el  propio  efecto 
que  en  el  párrafo  372  hemos  señalado  á  esta  clase  de  inscripciones, y 
que  no  es  otra  que  el  de  la  que  se  hiciese  del  contrato  cuya  justifi- 
cación se  solicita;  por  cuya  razón  parece  opuesto  á  la  índole  de  es- 
te artículo  una  declaratoria  irrevocable  de  dominio,  como  habría 
de  serlo  aquella  en  que  se  diese  por  justificada  la  posesión  inme- 
morial, y  que  cerraria  la  puerta  á  toda  reclamación  de  propiedad 
que  en  lo  sucesivo  pudiera  hacerse  contra  el  inmueble  á  que  se  re- 
fiera.— Contestaremos,  á  lo  i9  que  la  citación  del  causante  sólo  debe 
hacerse,  según  la  regla  segunda,  si  fuere  conocido;  cuya  salvedad 
aleja  todo  escrúpulo  de  que  se  tenga  por  requisito  imprescindible 
aquella  citación,  y  á  lo  2?  que  el  espíritu  á  que  obedece  el  art  1 1  no 
es  á  formar  un  título  irrevocable,  sino  simplemente  un  título  sufi- 
ciente para  la  inscripción,  título  que,  desde  que  no  se  sujetan  los 
efectos  de  su  inscripción  á  reglas  especiales,  han  de  regirse  por  las 
que  son  generales  á  las  inscripciones,  y  por  tanto  quedan  también 
afectas  á  la  revocación  (Art  41  de  la  L.);  sin  que  perjudique  al  que 
pueda  ser  verdadero  propietario,  i9  porque  la  sentencia  no  daña  al 
que  no  es  parte  en  el  juicio,  2?  porque  la  inscripción,  destinada  á 
surtir  efectos  contra  los  terceros,  no  afecta  la  condición  legal  del 
dueño  legítimo  del  inmueble  ó  derecho  [Art.  43  de  la  L.];  3?  por- 
que según  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  para  la  prescripción 
inmemorial  se  necesita  buena  fé,  lo  que  dá  por  resultado  que,  aún 
estimada  en  la  sentencia  la  posesión  inmemorial  é  inscrita  aquella 
con  arreglo  al  art.  1 1,  todavía  pueda  el  propietario  reclamar  la  cosa 
probando  que  el  que  inscribió  ó  sus  causantes  entraron  con  mala  fé 
en  la  posesión.  Y  por  consiguiente,  opinamos  que  la  posesión  innae- 
morial  debe  aceptarse  en  la  práctica  como  uno  de  los  modos  de  ad- 
quisición legítima  á  que  se  refiere  este  artículo,  mucho  mas  cuando : 
quedafia  privado  de  sus  beneficios  el  que,  teniendo  aquella,  se  limi- 1 
tase  á  inscribir  la  mera  posesión.  [V.  par.  658.] 

734. — ^Tercer  caso. — :Los  que  posean  titulo  escrito  de  su  ad- 
quisición, pero  en  la  forma  de  documento  privado  ¿quedarán  exclui- 
dos del  Registro? — ^¿Cuál  es  el  procedimiento  que  deben  observar  si 
se  les  adn^ite  á  la  inscripción  de  su  derecho? 

73$. — A  primera  vista  resalta  que  los  que  se  hallen  en  ese  caso 
no  podrán  acudir  al  Registro  para  inscribir  directamente  su  docu- 
mento privado,  puesto  que  el  precepto  del  art  3?  de  la  Ley  es  ter 
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minante;  y  si  intentan  acojerse  al  ii,  lo  primero  que  advierten  es 
que  este  habla  con  los  que  carezcan  de  título  escrito^  en  cuyo  caso 
no  se  encuentran  los  del  supuesto.  Estarán  pues,  excluidos  por  el 
uno  y  por  el  otro?  ¿Se  hallarán  en  peor  condición  que  los  que  no 
poseen  documento  alguno? 

736. — La  Ley  Reformada  introdujo  en  la  Península  un  procedi- 
miento especial  para  la  inscripción  de  las  adquisiciones  de  bienes  in- 
muebles 6  derechos  reales  'Verificadas,  declaradas  ó  reconocidas  por 
"contratos  privados,  apeos  ó  prorateos  de  la  misma  especias,"  antes  de 
la  publicación  de  aquella  f'Art.  405  j  y  declaró  que  las  posteriores  al 
I?  de  Enero  de  1863  [X\  "o  podían  ser  inscritas,  si  bien  "los 
"referidos  contratos  privados,  apeos  ó  prorateos  podrán  presentarse 
"en  juicio  donde  fuere  necesario,  á  fin  de  que  los  contratantes  obten- 
"gan  ejecutoria  ó  escritura  que  acredite  su  derecho  y  pueda  este  ser 
"inscrito"  [Art  409].  Ambos  preceptos  se  han  omitido  en  nuestra 
Ley,  y  si  tal  omisión  implica  forzosamente  la  imposibilidad  de  ob  • 
servar  entfe  nosotros  el  procedimiento  especial  que  determina  el  art. 
405  de  la  Ley  vigente  en  la  Península,  cabe  muy  bien  la  duda  res- 
pecto á  la  doctrina  que  formula  el  409. — La  razón  es  clara:  un  pro- 
cedimiento judicial  determinado  no  puede  aplicarse  sin  una  ley  que 
lo  ordene;  una  doctrina  puede  y  debe  por  el  contrario  aplicarse,  si 
en  el  silencio  de  la  Ley  acerca  de  ese  punto,  se  acomoda  á  los  prin- 
cipios generales,  al  conjunto  de  la  legislación. 

737. — No  explicó  la  Comisión  Antillana  en  el  preámbulo  de 
nuestra  Ley  ni  en  la  de  Puerto-Rico ,  la  razón  de  la  omisión;  y  éste 
silencio  indica  que  no  creyó  hacer  notable  alteración,  para  que  fuese 
preciso 'consignar  la  razón  de  ella,  y  que  ésta  podia  suplirse  por  las 
doctrinas  generales  del  derecho. 

738. — En  tal  virtud,  y  aplicando  la  anterior  doctrina,  creemos 
que  los  que  se  hallen  en  dicho  caso  podrán,  acojiéndose  al  art  11, 
justificar  la  adquisición  por  los  medios  qne  este  establece,  mucho 
mas  cuando  las  palabras  de  éste,  cualquiera  que  sea  la  época  en  que 
hubiere  tenido  lugar  la  adquisición,  tienen  igual  explicación  y  orí- 
gen  que  Ja  propia  frase  usada  en  el  art.  6?,  y  que  dejamos  expuestos 
con  referencia  á  éste  en  el  par.  682.  Para  desvanecer  el  último  escrú- 
pulo que  contra  esta  opinión  nuestra  pudiera  suscitarse,  alegan- 
do que  el  art.  1 1  se  contrae  exclusivamente  á  los  propietarios  que 
carezcan  cíe  título  escrito,  diremos  que  equivale  á  no  tener  título  es- 
crito^ el  que  se  haya  extendido  en  forma  distinta  de  las  que  la  Ley 
por  su  art.  3?  prescribe  para  la  inscripción.  La  Ley  ha  entendido  sin 
duda  por  título  escrito  el  que  lo  esté  en  forma  competente;  y  la  Co- 
misión Antillana,  que  mudó  el  texto  y  auri  el  numero  del  artículo 
de  la  Ley  Reformada  en  nuestro  art.  1 1;  acomodándolo  así  al  Decre- 
to de  10  de  Febrero  de  1875,  si  suprimió  inmediatamente   después 

(i)  De  aquí  se  deduce  que  el  procedimiento  era  aplicable  sólo  á  las  adquisiciones  ante- 
riores á  esa  propia  fecha,  á  pesar  de  que  el  artículo  405  dice:  antes  de  la  publicación  de 
eitaliy  (que  era  la  Reformada.) 
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las  disposiciones  de  los  que  llevaban  en  aquella  los  nums.  405  á  409» 
fué  sin  duda  porque  entendió  que  éstas  se  hallaban  yirtualn^ente 
contenidas  en  la  nueva  forma  dada  por  nuestro  art.  1 1  á  lasjustiñca- 
Clones  de  dominio  sin  título  escrito.  Por  ultimo,  si  se  tiene  en  cuenta 
que  en  dichas  justii'icaciones  se  admiten  todas  las  pruebas  legales  de 
la  adquisición,  como  quiera  que  éstas  no  pueden  ser  otras  que  las 
que  enumera  el  art  279  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  entre 
las  cuales  se  hallan  los  documentos  privados,  se  corrobora  más  y 
más  la  interpretación  que  dejamos  expuesta. 

739. — 4?  caso.  En  nuestro  par.  551,  núm.  89,  indicamos  como 
una  de  las  diferencias  que  se  advertían  entre  las  inscripciones  pose- 
sorias y  las  del  art.  ii,  la  de  expresarse  en  aquellas  que  compren- 
dian  también  los  derechos  distintos  del  dominio  y  no  hacerse  igual 
expresión  respecto  de  las  últimas.  Nos  corresponde  ahora  examinar 
si  esa  circunstancia  implica  diversidad:  esto  es,  si  las  justificaciones 
de  adquisición  legítima  autorizadas  por  el  art.  1 1  han  de  limitarse  i 
las  que  se  hagan  á  título  de  dueño,  ó  hacerse  extensivas  á  la  adqui- 
sición de  cualquier  derecho  real,  salvo  en  este  caso  los  de  hipoteca 
y  censo  por  las  razones  que  anteriormente  expusimos  [par.  443,  nú- 
mero 3?] 

740. — Opinamos  lo  último,  porque  no  vemos  razón  alguna  paca 
establecer  diferencia  al  efecto  de  la  inscripción  entre  la  adquisidon 
legítima  de  una  propiedad  y  la  de  una  servidumbre,  ambas  sin  do- 
cumento público;  (i^  y  á  favor  de  la  identidad  de  efectos  existe  la 
regla  jurídica  relativa  á  la  igualdad  de  razón  legal;  y  porque  adc» 
más,  de  la  <:omparacion  detenida  entre  las  justificaciones  de  la  mera 
posesión  autorizadas  por  los  art.  6?  y  7?,  y  las  establecidas  por  el  11, 
se  deduce  que  lo  que  distingue  un  caso  de  otro  es  sólo  la  circuns* 
tancia  de  que  haya  ó  nó  medios  para  probar  la  adquisición  legítima. 
Para  cuando  sea  esto  posible  rige  el  £irt.  11,  parja  el  evento  de  que 
no  lo  sea,  el  69  é  intermedios,  por  los  cuales  se  justifica  sólo  el  he- 
cho de  la  posesión,  y  bajo  ese  punto  de  vista  es  indiferente  que  €l 
derecho  á  que  se  aspire  sea  el  de  dominio,  ú  otro  cualquiera  de  los 
reales. 

741. — Entraremos  ahora  en  el  análisis  del  artículo  á  que  nos  ve* 
nimos  refiriendo. 

742. — La  adición  que  se  advierte  en  el  primer  párrafo  al  texfe) 
del  que  le  corresponde  en  la  Ley  de  laPenínsulala  dejamosexpltcftr 
da,  aunque  incidentalmente,  en  nuestro  par.  738.  Dijimos  allí  quek 
era  aplicable  lo  expuesto  con  referencia  al  art.  6?  en  nuestro  par.  i^ 

743.-Las  disposiciones  de  la  regla  primera  son  muy  importanbi^ 
y  su  referencia  al  modo  con  que  se  hayan  adquirido  los  bienes  y  átat 
pruebas  legales  que  de  esta  adquisición  pueda  ofrecer  el  interesada 
determinan  con  precisión  que  en  esta  clase  de  justificaciones  se  aA^ 
mitirán  todos  los  modos  legítimos  de  ganar  la  propiedad  y  todos  tal 
—  • 

(I)  Véase  la  explicación  de  la  fn^e  documento  público,  en  loa  párs.   113  y  115.  -* 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


76% 

medios  de  prueba  que*  reconozca  el  derecho  vigente  de  procedi- 
mientos. La  petición  que,  según  el  precepto  con  que  termina,  debe 
formular  el  promovente,  es  que,  con  citación  de  las  personas  que  el 
artículo  designa,  se  le  admitan  las  referidas  pruebas  y  se  declare  su 
derecho.  Esto  es,  qué  una  vez  probado  el  acto  legítimo  por  medio 
del  cual  adquirió  la  ñnca,  se  le  declare  judicialmente  el  djerecho  que 
en  virtud  del  mismo  le  corresponda;  y  por  consiguiente  los  que  ema- 
nen de  él  según  su  naturaleza.  Por  tanto,  si  justifica  que  compró  la 
finca,  la  sentencia  le  reconocerá  todos  los  derechos  inherentes  al 
título  mismo,  y  por  consiguiente,  aun  inscrito  su  derecho,  podrá 
ser  despojado  de  la  finca  por  el  propietario  de  ella  si  no  tenia 
tal  carácter  el  que  se  la  vendió.  La  sentencia  que  recaiga  e$,  pues, 
ejecutoria  en  cuanto  declara  >q[ue  hubo  adquisición  por  título  legíti- 
mo, pero  no  alcanzará  á  revalidar  el  título  si  en  sí  mismo  es  ineficaz. 

744. — La  regla  segunda  demuestra  que  la  persona  con  quien  ha 
de  sustanciarse  el  juicio  contradictorio  que  aquí  se  establece,  el  que 
hace  por  consiguiente  de  demandado  y  es  el  Promotor  fiscal,  puesto 
que  sólo  respecto  de  él  se  ordena  que  dé  el  Juez  traslado  del  escrito 
que  se  determina  en  la  regla  primera.  En  cuanto  á  los  demás,  solo 
se  expresa  que  se  les  mande  citar,  que  se  les  admitan  las  pruebas 
pertinentes  que  ofi'ezcan,  que  se  les  oiga  lo  que  aleguen  con  el  re- 
sultado de  todas.  Creemos,  sin  embargo,  que  tampoco  han  de  des- 
atenderse las  alegaciones  de  derecho  que  hagan  impugnando  el  es- 
crito del  demandado;  pero  la  importancia  del  precepto  referido 
colfeiste  en  que,  una  vez  practicada  la  citación  de  todas  las  personas 
que  aquí  se  designan,  en  la  forma  que  también  se  determina,  básta- 
la, si  aquellas  no  se  presentan,  sustanciar  el  juicio  con  el  Promotor 
Fscal,  para  que  la  sentencia  definitiva  sea  título  suficiente  al  efecto 
déla  inscripción. 

745. — ^La  regla  tercera  aplica  al  resultado  total  de  la  prueba  mi- 
oistrada  el  principio  de  la  crítica  racional  que  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  establece  con  referencia  á  la  prueba  testifical  (Artículo 
317). — Concluye  con  el  precepto  de  que  el  Juez  declarará  justifica- 
do ó  no  el  dominio  de  los  bienes  de  que  se  trate.  Pero  repetimos 
que  la  palabra  dondnio  no  ha  de  tomarse  aquí  en  su  sentido  riguro- 
so y  exacto,  sino  en  el  más  frecuente,  en  el  que  se  acostumbra  apli- 
car á  todo  el  que  ostenta  un  justo  título,  sin  excluir  por  eso  que  di- 
dio  título  pueda  en  lo  sucesivo  invalidarse.  Lo  que  en  el  caso  del 
art»  1 1  se  trata  de  exclarecer  no  es  presisamente  que  el  postulante 
tenga  el  dominio,  sino  que  ha  adquirido  la  cosa  por  título  legítimo  y 
o^Ntz  de  trasmitirlo. — Así  como  en  la  información  posesoria  lo 
éflico  que  se  procura  exclarecer  es  el  hecho  de  la  posesión  á 
QOittbre  propio,  en  los  expedientes  de  dominio  se  trata  de  probar 
d  hecho  de  haber  intervenido,  en  la  adquisición  de  la  cosa 
im  contrato  ó  acto  legítimo.  Probada  la  existencia  de  éste,  y  no 
apareciendo  ninguna  causa  que  pueda  invalidarlo,  está  cumplido  el 
objeto,  y  dd^  atarse  la  sentencia  en  los  términos  que  prescribe  la 
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regla  tercera;  sin  qu9  aquella  obste  en  ningún  tiempo,  mientras  no 
se  complete  el  que  corresponda  para  la  prescripción  (Art  43  de  la 
heyj  al  dueño  verdadero  para  entablar  la  eorrespondíente  demanda 
reivindicatoría  y  obtener  con  ella  la  restitución  del  inmueble,(Artíca- 
lo  41  L.)  si  no  ha  pasado  á  poder  de  un  tercero  (Art  42)  antes  que 
aquella  se  anotara  preventivamente  (Arts.  50,  num.  i?,  y  85.) 

746. — La  regla  cuarta  se  limita  á  establecer  el  recurso  de  apela- 
ción, y  la  forma  en  que  la  segunda  instancia  ha  de  sustanciarse. 

747. — La  quinta  declara  que  consentida  ó  confirmada  dicha /f»- 
videncia,  será  en  su  caso  título  bastante  para  la  inscripción  dd  do- 
minio.— Cada  una  de  las  frases  que  subrayamos  dá  lugar  á  alguna 
observación. 

748. — Las  palabras  consentida  d  confirmada  pdireccn  significar  qoc 
el  recurso  de  casación  no  tiene  lugar  respecto  de  estos  juicios,  pues 
de  tenerlo  era  preciso  expresarlo,  así  como  se  hizo  con  el  de  apela- 
ción, á  lo  que  se  agrega  que  la  disyuntiva  usada  no  es  aplicable  en 
ninguno  de  sus  extremos  á  la  ejecutoria  del  Tribunal  Supremo  en 
que  se  estime  ó  desestime  un  recurso  de  casación.  Es  de  creerse 
además  que  no  procede,  i9,  porque  en  este  juicio  no  se  trata  más 
que  de  la  justificación  de  un  hecho,  y  el  Tribunal  Supremo  sólo  co- 
noce del  derecho;  2?,  porque  la  sentencia  dictada  en  este  juicio  no 
impide  la  demanda  rei vindicatoria  del  que  se  crea  perjudicado,  ni  la 
del  promovente  para  que  se  le  otorgue  escritura  publica,  y  por  tanto  no 
se  halla  dentro  de  la  regla  del  recurso  que  sólo  se  dá  en  los  i^ego- 
cios  que  no  pueden  volver  á  incoarse;  3?,  porque  este  procedinwcn- 
to  implica  solo  un  beneficio  para  suplir,  al  efecto  de  la^inscrípdoa, 
la  falta  de  título  escrito,  y  aunque  se  le  dá  la  forma  contenciosa,  no 
hay  verdadero  litigio;  y  4?,  porque  siendo  por  su  naturaleza  una 
concesión  especial,  una  manera  de  privilegio,  no  cabe  llevarlo  más 
allá  de  lo  que  la  Ley  expresamente  determina. — Pero  en  todo 
caso,  al  poseedor  desfavorecido  en  la  sentencia  que  el  Tribunal  Supe- 
rior dicte,  declarando  no  justificado  el  dominio,  le  queda  el  recurso 
de  la  inscripción  posesoria. 

749. — En  su  caso  dice  la  Ley  que  será  la  sentencia  título  bastan* 
te  para  la  inscripción;  es  decir,  cuando  declare  justificado  el  donri* 
nio. 

750. — La  palBhrá  providencia  no  se  usa  aquí  en  el  sentido  técid- 
co  que  le  dá  la  Ley  orgánica  de  Tribunales  [Art  668]  vigente  ea 
la  Península,  sino  en  el  que  se  emplea  en  otros  lugares  de  la  Ley 
Hipotecaria  [Arts.  96  y  263]  y  á  veces  en  la  de  Enjuiciamiento  Qiifl 
[Arts.  65,  66y  7s]t  significando  cualquiera  resolución  dictada  pord 
Juez. 

75 1. — Por  último,  vuelve  á  usarse  en  este  lugar  la  palabra  domi'^ 
nio,  y  nada  tenemos  que  agregar  á  lo  ya  expuesto  acerca  dd  senlí* 
do'en  que  debe  tomarse. 

752. — La  regla  6?  dá  á  estos  juicios  el  carácter  de  menor  cuantíl^ 
ya  convirtiendo  en  verbal  la  audiencia  dispuesta  por  la  ro^ía,  tero»» 
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ra,  en  annonía  con  lo  que  ordenan  los  Arts.  11447  ^^5^  déla.  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  ya  en  señalar  explícitamente  la  tramitación 
propia  de  aquellos  asuntos  en  la  segunda  instancia;  cuando  el  valor 
del  inmueble  no  exceda  de  mil  pesos,  de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  el  art  1133  L.  de  E.  C.  y  2?,  núm.  i^  de  la  Instrucción  para 
su  aplicación  á  Cuba  y  Puerto-Rico. 

753. — En  el  par.  551  dejamos  sentadas  las  principales  diferencias 
éntrelas  informaciones  posesorias  y  las  justificaciones  del  art.  11, 
en  cuanto  lo  permitía  la  naturaleza  de  las  cuestiones  hasta  allí  pre- 
sentadas. Terminado  ya  el  estudio  de  unas  y  otras,  debemos  fijar 
algunas  más,  á  manera  de  resumen  y  cotíiplemento. 

754. — La  sustanciacion  establecida  por  el  art.  11  es  en  todo  rigor 
una  información  como  la  del  art.  7?,  si  bien  mucho  más  amplia  en 
la  forma,  y  más  eficaz  en  sus  efectos.  La  segunda  pertenece  á  la 
jurisdicción  voluntaria,  no  así  la  primera,  porque  se  le  ha  dado  la 
forma  contenciosa,  aunque  no  constituye  verdadero  litigio,  puesto 
que  no  se  trata  en  ella  de  dar  ni  quitar  derechos,  sino  sólo  de  averi- 
guar si  la  adquisición  de  una  finca  ha  tenido  lugar  por  algún  medio 
legítimo;  prueba  de  simple  AecAo  en  el  primer  caso;  A^  Aecho  jurídico 
en  el  segundo,  y  por  consiguiente  en  ambos  prueba  de  AecAo^  que  eso 
es  lo  que  tienen  de  común,  y  esa  circunstancia  una  de  las  razones 
que  determinan  el  que  no  sea  admisible  el  recurso  de  casación.  El 
objeto  de  la  información  posesoria  es  suplir  lá  falta  de  un  título  cuya 
existencia  no  consta,  y  surte  los  efectos  de  la  mera  posesión;  el  de  la 
just^cacion  establecida  por  el  art.  1 1  es  por  el  contrario  suplir,  en 
un  título  cuya  existencia  consta,  la  omisión  de  no  haberse  otorgado 
en  forma  auténtica,  y  surte  los  efectos  que  correspondan  á  ese  mis- 
mo título,  cuando  posee  cualquiera  de  las  condiciones  y  formas  que 
determinan  los  arts.  2?  y  3?  de  la  Ley;  ésto  es,  los  efectos  propios  de 
h, posesión  civil  {^kx.  561)  salvo  la  buena  fé^  que  puede  ó  no  tenerse, 
pero  que  se  presume  mientras  no  se  pruebe  que  fué  mala  [par.  659,  no- 
ta].-No  los  del  dominio,  porque  la  inscripción  no  convalida  los  actos 
que  por  la  ley  son  ineficaces  [Art.  41  L.]  y  como  puede  resultar  más 
adelante  que  lo  fuese  el  acto  justificado  de  la  adquisición,  el  que 
inscriba  su  derecho  por  virtud  de  la  sentencia  obtenida  por  el  art.  1 1 
sólo  adquiere  en  definitiva 'el  derecho  á  prescribir  [Art.  43  L.];  pues 
la  sentencia  se  Hmita  á  declarar  que  aquel  ha  justificado  el  dominio 
[Art  II,  regla  tercera]  ésto  es,  que  ha  entrado  en  la  posesión  de  la 
cosa  por  medio  de  un  título  traslativo,  ó  sea  por  cualquiera  de  los 
actos  que  enumera  el  art  2?  de  la  Ley  [Incisos  i^  2^  3"?  y  S?]  aun- 
que sin  ninguna  de  las  formas  del  art  3?,  una  de  las  cuales  viene  á 
revestir  después  en  virtud  de  la  sentencia. 

755. — ^Se  deduce  de  la  anterior  doctrina  que,  cuando  en  la  justi- 
ficación ministrada,  aparezca  que  existió  realmente  un  acto  capaz 
de  trasmitir  el  dominio,  pero  viciado  en  su  origen,  la  sentencia  debe 
ser  desfavorable  al  promovente.  Si  aparece  v.  gr.  que  compró  á  mu- 
jer casada  sin  intervención  de  su  marido,  ó  que  contrató  con  perso- 
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na  apta,  pero  mediando  fuerza  6  engaño,  no  se  debe  autorizar  h 
inscripción,  se  ha  de  declarar  por  el  contrario  no  justificado  el  do- 
niinio. — Porque^  si  bien  es  cierto  que  ni  la  nulidad  en  el  primer  ca- 
so ni  la  rescisión  en  el  segundo  han  de  declararse  de  oficio,  sino  á 
instancia  de  parte  legítima  y  en  juicio  competente,  y  no  lo  es  el  que 
establece  el  art.  1 1  por  ser  un  juicio  especial,  contraído  á  determina- 
do objeto,  ésto  es,  al  efecto  de  la  inscripción;  y  que  no  cabe  por 
consiguiente,  llevarlo  más  allá,  apartándole  de  ese  objeto  especial 
que  la  Ley  le  declara;  es  de  advertirse  que  la  declaración  que  pro- 
ponemos no  establece  directamente  la  nulidad  ó  rescisión,  sino  que 
se  limita  á  resolver  acerca  de  lo  pedido,  ésto  es,  acerca  de  si  es  ó  no 
legítimo  el  acto  de  adquisición.  No  puede  ser  legítimo  un  acto  en. 
que  se  infringe  la  ley,  ni  suministrársele  por  el  Juez  un  título  parala 
inscripción.  El  juzgador  no  declarará  en  ese  fallo  que  la  propiedad 
pertenece  á  otro,  no  privará  tampoco  de  la  posesión  al  que  la  tenga; 
pues  lo  uno  y  lo  otro  sólo  procede  dentro  del  juicio  que  podrán  esta- 
blecer ó  no  los  perjudicados;  pero  sí  resolverá  decidiendo  acerca  de  la 
petición  que  ante  él  se  ha  deducido,  que  el  promovente  no  ha  justi- 
ficado su  dominio;  ésto  es,  su  adquisición  en  forma  U¿a¿  de  la  finca 
en  cuestión. 

756 — Si  en  vez  del  supuesto,  resulta  probada  la  existencia 
del  acto  traslativo,  y  se  manifiestan  sospechas  más  ó  menos  fuertes 
contra  su  legitimidad,  esto  es,  dudas  acerca  de  si  medió  ó  no  algún 
vicio  en  el  contrato,  opinamos  que  el  Juez  debe  resolver  favorable- 
mente al  actor,  puesto  que  ni  la  inscripción  impide  á  los.peijudica-  , 
dos  el  ejercicio  de  las  acciones  rescisorias,  ni  cabe  discutir  en  el  jui- 
cio de  que  se  trata  las  causas  que  puedan  ó  no  viciar  la  adquisición. 
— De  manera  que,  si  el  vicio  es  patente,  el  Juez  debe  fallar  contra  el 
promovente;  porque  en  otro  caso  vendría  á  darle  autenticidad  á  un 
acto  nulo;  pero  si  ese  vicio  está  en  duda,  si  sólo  puede  depurarse 
por  medio  de  una  controversia,  el  Juez  no  ha  de  tomarlo  en  cuenta; 
apreciando  el  hecho  de  la  adquisición,  que  aparece  probado,  resolve- 
rá en  el  sentido  de  su  inscripción,  pudiendo  luego  aquel  á  quien  ifl^ 
terese  ejercitar  su  derecho.  Opinamos  así,  porque  no  puede  esfee 
juicio  convertirse  en  declaratorio  de  derechos,  puesto  que  no  se  qer- 
cita  acción  alguna  directa,  sino  simplemente  se  ofrece  la  justificadon 
de  un  hecho,  cuya  existencia,  una  vez  probada,  habilita  parala»»* 
cripcion,  la  que  no  impide  la  alegación  y  prueba  en  otro  juidode 
causas  que  puedan  hacer  aquel  ineficaz. 

757. — Fácil  es,  pues  de  comprender  que  la  sentencia  de  que  ha- 
blamos no  causa  ejecutoria,  y  que  por  consiguiente  cabe  contra  dL 
título  que  en  virtud  de  ella  se  ha^a  inscrito:  i?,  la  acción  reiviádi^ 
catoria  del  verdadero  dueño  del  inmueble,  si  fué  ajeno  al  acto  pQT 
el  que  éste  se  trasmitió;  2?  las  de  rescisión  ó  nulidad  que  suijaa  éA 
contrato  mismo  ó  de  sus  circunstancias;  las  que  sin  embargo  no  se 
podrán  hacer  efectivas  contra  tercero  sino  en  el  caso  que  hemos  9|» 
dicado  (pas,  747).  También  puede  darse  que  el  promovent^^  cujñi 
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solicitud  de  justificación  se  haya  desestimado,  establezca  demanda 
ordinaria  contra  su  causante  para  obligarle  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura publica  ó  para  obtener  una  verdadera  declaratoria  de  su  de- 
recho dentro  de  las  formas  mas  amplia  del  juicio  ordinario;  y  aún 
que  promueva  nueva  justificación,  si  la  primera  no  le  dio  resultado 
favorable  por  falta  de  concurrencia  de  alguna  de  las  personas  que, 
debian  dar  mayor  fuerza  a  la  prueba  pretendida,  ó  por  otro  motivo 
análogo. 

758. — Es,  pues,  de  tenerse  en  cuenta  que  las  llamadas  inscripcio- 
nes de  dominio  toman  ese  nombre,  i9,  porque  es  el  derecho  que 
atribuyen  !os  títulos  á  aquellos  que  lo$  presentan;  2?  porque  confie- 
ren todas  las  facultades  propias  del  mismo  en  tanto  que  no  aparezca 
causa  legal  que  los  anule  ó  revoque.  Pero,  rigorosamente  hablando, 
ni  en  el  sentido  del  art.  11  ni  en  el  del  art.  Í2?  y  cualesquiera  otros 
de  lá  Ley,  se  trata  del  verdadero  dominio.  Este  depende  de  mil  cir- 
cunstancias que  pueden  afectarle,  que  pueden  ó  no  producirlo,  pero 
qué  en  la* mayoría  de  los  casos  son  ignoradas,  y  que  no  son  suscep- 
tibles de  encerrarse  en  una  regla  general.  Lo  que  se  inscribe,  pues, 
tanto  por  el  art.  1 1  como  por  medio  de  la  presentación  de  un  título, 
cualquiera  no  es  realmente  el  dominio,  sino  la  posesión  civil,  lo  que 
no  impide  darle  el  nombre  de  aquel,  porque  ^se  nombre  responde  á 
las  aspiraciones  del  poseedor,  y  á  la  opinión  general  de  los  demás 
acerca  de  su?  derechos.  Aspiraciones  y  opinión  que  si  pueden  que- ^ 
dar  destruidas  en  algún  caso,  en  los  más,  se  ven  confirmadas  por  *Ia 
experiencia,  de  donde  resulta  justificado  el  uso  de  un  vocablo,  exac- 
to en  la  inmensa  mayoría  de  los  casos  prácticos. 

759. — Pero  como  el  uso  frecuente  y  aun  constante  no  debe  ha- 
cemos perder  de  vista  la  Verdadera  naturaleza  de  las  cosas,  nos  ha 
parecido  conducente  á  la  mejor  inteligencia  del  asunto,  la  indica- 
ción de  los  particulares  que  preceden,  y  que  ahora  reasumiremos  en 
los  términos  que  siguen: 

I? — Las  inscripciones  de  dominio  que  se  hacen  en  virtud  de  las 
disposiciones  de  la  Ley  Hipotecaria  no  confieren  por  regla  general 
otros  efectos  que  los  de  la  posesión  civil. 

2? — Las  inscripciones  que  se  hacen  en  virtud  de  los  títulos  á  que 
se  refieren  los  arts.  2?,  en  su  inciso  i?  y  11  se  llaman,  no  obstante, 
de  doníiniOf  porque  los  títulos  en  que  se  apoyan  tienen  por  objeto 
la  trasmisión  de  aquel,  aunque  accidentalmente  y  por  causas  pe- 
cuüares  de  cada  caso,  pueden  no  trasmitirlo. 

3* — Las  inscripciones  que  se  llaman  especialmente  posesorias  [ar- 
tículos 6**  al  10.  ®  de  la  Ley)  son  las  que   confieren  solamente  los 
derechos  de  la  mera  posesión,  ó  sea,  de  la  posesión   sin  título.  No 
porque    necesariamente  se   carezca  de  él,  sino  simplemente  porque    / 
no  consta  su  existencia. 

760. — ^Tales  son  nuestras  opiniones,  nuestras  ideas  acerca  de  los 
artículos  de  la  Ley  que  acabamos  de  citar.  La  interpretación  que  en 
cada  caso  hemos  presentado  es  la  qué  creemos  haber  deducido  ra- 
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cional  y  jurídicamente  del  estudio  que  por  medio  del  análisis  y  la 
síntesis  alternativamente,  acabamos  de  hacer.  No  desconocemos  que 
la  materia  es  ardua,  ni  que  nuestras  fuerzas  son  escasas:  motivos  por 
los  que  no  podemos  estar  exentos  de  temor  respecto  á  errores  en  que 
hayamos  podido  incurrir. 

Disposiciones  complementarias. 

761. — Son  numerosas  las  que  corresponden  en  nuestro  Regla- 
menta á  los  artículos  6?  al  1 1  de  la  Ley,  que  han  sido  objeto  del 
precedente  estudio. — Abrazan  artículos  que  se  refieren  á  las  inscrip- 
ciones posesorias  á  nombre  del  Estado,  y  otros  á  las  que  se  hacen 
por  los  particulares. — Son  los  siguientes: 

Referentes  á  particulares  Arts.       38   á  42* 

131 
Referentes  al  Estado,  clero,  ect.  „         46  á  53 

SS  y  57 
59  á  61 

762. — De  ellos  hemos  reproducido  ya  los  siguientes:  Art  38' 
(par.  700),  40  rpar.  70S);  52  (par.  322);  55  (par.  318);  59  7  60  (par. 
223. — ^Y  hemos  de  insertar  ahora  los  demás,  con  dos  Reales  órdenes 
que  son  también  concordantes  de  los  expresados  artículos  de  la  Ley. 

Artículo  39. 

Se  entenderá  que  carece  de  título  escrito  para  el  efecto  de  inscribir  su  pose- 
sión, con  arreglo  á  los  artículos  6**  y  siguientes  de  la  ley,  no  sólo  el  que  real- 
mente no  posea  dicho  título,  sino  también  el  propietario  que,  teniéndolo,  no 
pueda  reclamar  inmediatamente  su  inscripción  por  haberlo  de  traer  de  punto 
distante  del  lugar  en  que  deba  hacerla,  ó  por  cualquiera  otra  causa  que  le  obli- 
gue á  dilatar  su  presentación.  Esta  circunstancia  podrá  hacerse  constar  en  el 
expediente  y  en  la  misma  inscripción. 

763. — Corresponde  al  326  de  ambos  Reglamentos  peninsulares.- 
Se  deduce  del  presente  .artículo  que  la  inscripción  á  que  se  refiere  es 
interina,  y  podrá  reemplazarse  por  la  de  dominio  tan  luego  como  se 
presente  el  título  que  en  el  primer  momento  no  se  tuvo.  Véase  la 
Resolución  de  22  de  Febrero  de  1878,  inserta  en  nuestra  yurisfiít- 
dencia  adjetiva. 

Artículo  41. 

Los  expedientes  judiciales  de  posesión  que  tuvieren  por  objeto  la  inscripción 
de  una  ñnca  ó  de  varías,  cuando  el  valor  de  todas  ellas  no  exceda  de  mu  qui- 
nientas pesetas  (trescientos  pesos)  devengarán  por  derechos  judiciales  diez  pe- 
setas (dos  pesos). 

Si  el  valor  de  la  ñnca  ó  ñncas  excediese  de  mil  quinientas  pesetas  (trescientos 
pesos),  y  no  pasare  de  cinco  mil  pesetas  (mil  pesos),  devengarán  por  dichos  ib- 
techos  veinte  pesetas  (cuatro  pesos). 
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Cuando  el  valor  de  las  fincas  exceda  de  cinco  mil  pesetas  f  mil  pesos)  sé  pa- 
garán los  derechos  con  arreglo  al  Arancel  judicial. 

Los  derechos  que  se  devenguen  en  dichos  expedientes,  cuando  fueren  ins* 
truidos  en  los  Juzgados  municipales,  se  distribuirán  por  mitad  entre  los  Jueces 
y  los  Secretarios  de  los  mismos. 

En  los  expedientes  de  esta  clase  como  de  jurisdicción  voluntaria  no  se  nece- 
sitará la  asistencia  de  Procurador  ni  Abogado,  y  se  usará  papel  de  oficio  si  el 
valor  de  la  finca  ó  fincas  no  excede  de  cinco  mil  pesetas  (mil  pesos),  y  de  dos 
pesetas  cincuenta  céntimos  (cincuenta  centavos  de  pesos)  si  excediese  de  dicha 
cantidad. 

764. — Concuerda  con  el  art.  329  del  Reglamento  vigente  en  la 
Penmsulay  que  amplió  el  que  llevaba  igual  número  en  el  de  1861.- 
El  nuestro  está  adicionado  con  el  último  párrafo,  que  se  refiere  á  la 
dase  de  papel  que  ha  de  emplearse,  y  al  uso  de  Abogado  y  Procu- 
rador, y  modificado  en  cuanto  á  las  cantidades,  que  no  son  las  con- 
tenidas en  aquel. 

Artículo  42. 

Siempre  cfue  deba  aplicarse  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior  respecto  á  la 
cuantia  de  derechos,  lo  pedirá  el  interesado,  acompañando  á  su  solicitud  una 
relación  jurada,  en  que  exprese  el  valor  de  cada  una  de  las  fincas.  Si  este  se 
hubiere  disminuido  con  perjuicio  de  los  funcionarios  á  quienes  corresponda  la 
percepción  de  los  derechos,  podrán  estos  hacer  las  reclamaciones  que  estimen 
justas  ante  quien  corresponda,  pero  sin  suspender  la  práctica  de  la  información 
solicitada. 

765. — Corresponde  al  330  del  Reglamento  peninsular,  del  que  es 
copia  exacta.  El  que  llevó  igual  número  en  el  primitivo  nada  decía 
acerca  de  la  disminución  del  valor  real  de  la  finca;  y  no  podemos 
menos  de  aplaudir  lo  que  para  este  caso  se  establece,  salvando  el 
derecho  de  los  funcionarios  perjudicados,  pero  sin  que  por  dicha 
causa  pueda  suspenderse  el  curso  del  expediente.  Este  precepto  es 
análogo  al  del  art  350  de  la  Ley,  por  el  quie  se  concede  la  vía  de 
apremio  á  los  Registradores  para  el  cobro  de  sus  honorarios,  sin  que 
la  falta  de  pago  sea  motivp  para  detener  la  inscripción. 

Artículo  131. 

^ 

Las  inscripciones  que  deban  verificarse  para  acreditar  el  dominio  ó  la  pose- 
sión que  se  hayan  justificado  por  los  medios  establecidos  en  el  articulo  6?  y  si- 
guientes de  la  ley,  se  acomodarán  á  las  reglas  que  para  las  inscripciones  en 
general  determinan  la  ley  y  este  reglamento,  y  además  expresarán  las  circuns- 
tancias particulares  que  convengan  á  cada  caso,  según  resulten  de  los  docu- 
mentos presentados  al  Registro  para  obtener  la  inscripción. 

766. — Es  copia  del  que  lleva  el  núm.  333  en  el  Reglamento  pe- 
ninsular vigente,  sin  mas  alteración  que  la  correspondiente  á  la  re- 
ferencia que  en  él  se  hace  á  la  Ley  respectiva. -^Concuerda  el  nues- 

(I)  Pag.  113. 
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f^68 
tro  con  el  primer  p4rr^fo  del  art  ip.  ?  de  Ja  t^,  y. hace  extensiva 
su  declaración  á  las  inscripciones  que  procedan  del  art  1 1,  á  lasque 
aquel  no  se  refiere. 

767. — En  los  pars.  207  á  324  hemos  presentado  muchos  délos 
artículos  reglamentarios  que  se  refieren  á  inscripciones  á  nombre  del 
Estado  ó  corporaciones  que  de  él  dependen,  cuyos  bienes  se  hallan 
también  sujetos  al  precepto  de  la  inscripción,  como  allí  hicimos  ob- 
servar.— ^Tócanos  ahora  hablar  de  las  inscripciones  de  posesión  que, 
por  falta  de  título  escrito,  han  de  hacerse  á  nombre  de  dichas  per- 
sonas jurídicas.  Viene  hablando  el  Reglamento  de  aquellas  en  que 
existe  título  [Arts.  43  á  45]  y  trata  luego  de  lo  que  es  matcílii  de 
nuestro  estudio  actual. 

Artículo  46. 

Cuando  no  exista  título  escrito  de  la  propiedad  át  dichos  bienes,  se  pe<firá 
una  inscripción  de  posesión,  la  cual  se  veriñcará  á  favor  del  Estado,  si  este  los 
poseyere  como  propios^  ó  á  favor  de  la  Corporación  que  actualmente  los  pose- 
yere ó  los  hubiere  poseído  hasta  que  la  Administración  los  tomó  bajo  su  custo- 
dia. 

Artículo  47. 

Tanto  en  la  inscripción  de  dominio  como  en  la  de  posesión,  se  hará  siempre 
constar  la  procedencia  inmediata  y  el  estado  actual  de  la  posesión  de  los  bienes 
.  inscritos. 

'  768. — Concuerdan  respectivamente  con  los  artículos  6.  ^  y  7-^ 
del  Real  Decreto  de  11  de  Noviembre  de  1864,  que  insertamos  ín- 
tegro y  concordado  en  nuestro  Reglamento  en  la  nota  correspon- 
diente al  par.  290;  Real  decreto  que  nos  hemos  visto  en  la  necesidad 
de  citar«distintas  veces. 

Artículo  48. 

Para  llevar  á  efecto  la  inscripción  de  posesión  el  Tefe  de  la  dependencia  i 
cuyo  cargo  esté  la  administración  ó  custodia  de  las  nacas  que  hayan  de  iúscá- 
birse,  siempre  que  por  su  cargo  ejerza  autoridad  pública  o  tenga  íaculud  de 
certiñcar,  expedirá  por  duplicado  una  certíñcacion  en  que,  reñriéndose  álos 
inventarios  ó  á  los  documentos  oficiales  que  obren  en  su  poder,  haga  constar. 

Primero.  La  naturaleza,  situación,  medida  su])erñcial,  linderos,  denomina- 
ción y  cargas  reales  de  las  fincas  ó  derechos  que  se  trate  de  inscribir. 

Segundo.  La  especie  legal,  valor,  condiciones  y  cargas  del  derecho  real  de 
que  se  trate,  y  la  naturaleza,  situación,  linderos  y  nombre  de  la  finca  sobre  la 
cual  estuviere  aquel  impuesto. 

Tercero.  El  nombre  de  la  persona  ó  corporación  dé  quien  se  hubiere  adqui- 
rido el  inmueble  ó  derecho,  cuando  constare. 

Cuarto.  £1  tiempo  que  lleve  de  posesión  el  Estado,  provincia,  pueblo  ó  es- 
tablecimiento, si  pudiera  fijarse  con  exactitud  ó  aproxirrftidamente. 

Quinto.  ELservicio  público  ú  objeto  á  que  estuviere  destinada  la  finen. 

Si  no  pudiera  hacerse  constar  alguna  de  estas  circunstancias  se  expresará  así 
en  la  certificación,  met^cionando  las  que  sean. 

Estas  certificaciones  se  extenderán  en  papel  de  oficio,  quedando  su  minaia 
rubricada  en  el  expediente  respectivo. 
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769. — Corresponde  al  ar4c^l9t8.t^  .4el  Real  decreto  áque  acaba- 
mos de  referimos. — Las  circunstancias  que  debe  contener  la  certifi- 
cación se  acomodan  á  las  que  respectp  de  los  partícaU^res  previene 
el  art  7%  ®  de  la  Ley,  pero  agregando  respecto  de  la  tercera  que 
sólo  se  expresará  cuando  constare^  lo  que  no  creemos  constituya  un 
privilegio  para  las  personas  de  que  aquí  se  trata,  sino  mas  bieh  una 
exacta  interpretación  análoga  á  la  que  dejamos  consignada  en  nuestro 
par.  6gx\  y  en  lo  relativo  á  la  cuarta,  otra  salvedad  semejante. 

770. — En  fia  el  requisito  exigido  por  el  i.nciso  5.  ^  regla  i?  del 
art  7.  ^  de  la  Ley  se  sustituye  con  otro,  debido  á  la  fñáole  áel 
asunto;  siendo  innecesario  aquel,  cuando  ya  el  precepto  parte  de  que 
no  exista  título  escrito. 

Artículo  49. 

Cuando  el  funcionario  á  cuyo  cargo  estuviere  la  administración  de  los  bienes 
no  ejerza  Autoridad  pública  ni  tenga  facultad  para  certificar,  se  expedirá  la 
certificación  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  ÍF>or  el  más  inmediato  de  sus 
superiores  Jerárquicos  que  pueda  hacerlo,  tomando  para  ello  los  datos  y  noti- 
cias que  sean  indispensables. 

Artículo  50. 

Los  dos  ejemplares  de  la  certificación  expresada  en  el  artículo  48  se  remiti- 
rán desde  luego  al  Registrador  correspondiente  por  el  funcionario  que' la  "ex- 
pida, solicitando  la  inscripción  de  posesión  que  proceda. 

771. — Corresponden  respectivamente  al  9?  y  io9  del  R^aJ  decre- 
to.— Respecto  de  los  dos  ejemplares  de  qjie  aquí  se  trata  véase  lo 
dicho  en  nuestro  par.  323. 

Artículo  5 1.  ' 

Si  el  Registrador  advirtiera  en  la  certificación  la  falta  4P  algún  requisito  in- 
dispensable para  Ja  inscripción,  según  el  articulo  48,  ^dpyolverá  ambos  ejempla- 
res, advirtiendo  dicha  falta  después  de  extender  el  asiento  de  presentación  y 
sin  tomar  anotación  preventiva.  En  esté  caso  se  extenderán  nüevaS  certifica- 
ciones en  que  se  subsane  la  f^ilta  advertida  ó  se  haga  constar  la  insuficiencia  de 
los  datos  necesarios  para  subsanarla. 

772.-:-El  precepto  que  aquí  se  establece  es  conform,e  á  las  reglas 
generales  de  la  Ley  respecto  de  las  circuostancia?  que  debp  contener 
la  ii^cripcion,  (i)  y  por  consiguiente  el  título  que  para  ello  se  pre- 
sente, (2)  y  de  la  necesidad  de  subsanar  la  omisión  cometida;  (3)  pero 
ha  parecido  conveniente  contraer  esas  doctrinas  al  caso  especial  de 
que  se  trata. 

773.— El  artículo  52  lo  reprodujimos  ya  en  nuestro  par.  322,  ad- 
virtíendo  que  lo  mismo  pertenecía  á  la  materia  en  que  nos  ocupába- 
mos entonces,  que  á  la  actual. 

(1)    Artículos  17  y  38. 

.¿2)    Artículo  29  de  ia  Ley  en  su  Drimer  párr^ifo  y  i?  jil  S?  de  la  Instrucción. 
\Z)    Artículos  27,  30  y  79  de  la  Iaj,  74  Reg.  y  4^  ínstrucdorí. " 
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Artígui-o  53. 

En  la  misma  forma  se  inscribirán  los  bienes  que  posea  el  clero,  ó  se  k 
devuelvan  v  deban  permanecer  en  su  poder  amortizados;  pero  las  certi- 
ficaciones de  posesión  que  para  ello  fueren  necesarias  se  expedirán  por  e. 
diocesano. 

774. — Concuerda  con  el  artículo  13  del  Real  decreto  citado,  y 
encierra  un  precepto  aplicable  sin  duda  á  los  casos  de  titulación  ó 
falta  de  ella  que  sé  determinan' para  el  Estado. 

Artículo  57. 

Los  que  desde  el  dia  en  que  empiece  á  regir  la  Ley  hayan  adquirido  del  Es- 
tado bienes  desamortizados  ó  redimido  censos,  tendrán  derecho  á  exigir  los 
titulos  de  los  mismos,  en  su  defecto  la  certificación  de  posesión  expresada  en  el 
artículo  48  con  la  nota  del  Registrador  de  haberse  verificado  la  inscripción  co- 
rrespondiente. 

Para  este  efecto,  los  Administradores  Económicos  de  las  provincias  manda- 
rán inscribir  desde  luego  todos  los  bienes  que  se  hallen  en  esce  caso,  remitien- 
do los  títulos  de  dominio,  si  los  hubiere  ó  las  certificaciones  de  posesión. 

775. -^Concuerda  cou  el  artículo  18  del  Real  decreto  referido. — 
Su  objeto  es  mejorar  la  condición  de  los  particulares  que  adquieran 
del  Estado  los  bienes  ó  derechos  que  se  mencionan,  para  que  pue- 
dan inscribir  su  derecho,  mediante  la  previa  inscripción  á  favor  del 
Estado,  y  sin  la  cual  no  podrían  efectuarlo,  en  virtud  de  lo  que  dis- 
pone el  art.  28  de  la  Ley. 

^76. — El  Real  decreto  concordante  se  refería  á  los  que  hubiesen 
adquirido  del  Estado  desde  i?  de  Enero  de  1863,  retrotrayendo  así 
sus  disposiciones,  dictadas  en  11  de  Noviembre  de  1864,  á  la  fecha 
en  que  habia  empezado  á  regir  la  Ley  Hipotecaria.  Como  nuestro 
Reglamento  se  ha  publicado  junto  con  la  Ley,  la  variante  del  texto  se 
acomoda  á  esa  circunstancia.  Este  es  el  origen  de  la  incorrección  que 
se  nota  en  la  frase,  los  que  desíie  el  dia  en  que  empiece  etc.  hayan  ad- 
quirido,  pareciendo  referirse  la  voz  desde  á  lo  porvenir,  y  la  expresión 
hayan  adquirido  á  lo  pasado.  Debió  decirse  adquieran^  ya  que  la 
construcción  del  periodo  no  permite  entender  que  deba  retrotraerse 
la  disposición  de  este  artículo  á  las  adquisiciones  anteriores  á  la  Ley, 
caso  á  que  se  refiere  el  58,  que  dejamos  transcrito  en  el  par.  323. 

Artículo  61. 

Si  en  los  casos  de  los  dos  anteriores  artículos  no  apareciere  inscrito  el  inmue* 
ble  ó  derecho  á  favor  del  deudor  ó  cedente,  y  además  no  existiere  6  no  fneic 
habido  el  título  de  adquisición  del  mismo,  la  Administración  ^expedirá  la  oert^ 
ficacion  expresada  en  el  artículo  48  con  referencia  al  expediente  de  embail^ 
ó  adjudicación  que  se  hubiere  seguido,  y  con  ella  pedirá  al  Registrador  qiteci» 
tienda  la  certificación  que  debe  preceder  á  la  inscripción  ó  anotación  á  fimr 
del  Estado. 
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JTJ. — Los  dos  artículos  áque  se  hace  referencia  en  éste  los  hemos 
insertado  también  en  el  citado  par.  323. — El  presente  artículo  con- 
cuerda con  el  23  del  referido  Real  decreto. 

778. — En  los  artículos  48  y  55  se  ha  determinado  el  modo  de  pro- 
ceder en  los  casos  de  inscripción  á  favor  del  Estado,  cuando  no  exis- 
tan ó  no  puedan  hallarse  los  títulos  de  dominio  de  este.  Se  trata 
en  el  presente  del  caso  en  que  la  finca  6  derecho  adquirido  por  el 
Estado  no  apareciere  inscrito  á  nombre  del  causante,  ni  fuere  habido 
el  título  de  adquisición  del  mismo.  En  este  caso,  como  según  la 
regla  del  artículo  28  de  la  Ley,  no  puede  inscribirse  á  favor  del  Es- 
tado sin  la  previa  justificación  del  derecho  de  aquel,  se  extenderá  una 
certificación  en  la  misma  forma  que  el  artículo  48  previene  para  las 
inscripciones  posesorias,  cuya  certificación  se  referirá  al  expediente 
de  adjudicación  ó  *  embargo,  puesto  que  no  hay  asiento  ni  título  á 
que  pudiera  referirse,  y  se  pedirá  al  Registrador  que  con  vista  de 
ella  extienda  la  certificación  que,  según  el  artículo  60  reglamentario, 
debe  preceder  á  la  inscripción  de  dominio  ó  á  la  anotación  preven- 
tiva, que,  según  el  caso,  debe  efectuarse  á  favor  del  Estado.  Claro 
es  que  las  circunstancias  expresadas  en  la  certificación  que  la  Admi- 
nistración expida  en  dicho  caso  han  de  limitarse  á  lo  que  consta  del 
expediente,  y  de  ahí  la  necesidad  de  que  el  Registrador  expida  otra; 
en  que  habrá  de  insertar  las  que  falten  de  las  que  el  art.  17  de  la 
Ley  señala;  y  claro  es  también  que  el  Registrador  sólo  podrá  hacer- 
lo cuando  el  inmueble  conste  en  el  Registro,  pues  no  constando,  co- 
mo tampoco  se  acompaña  el  título,  no  tendrá  de  donde  tomar  los 
datos  que  falten. — Y  si  el  inmueble  consta  á  favor  de  otra  persona, 
deberá  denegarse  la  inscripción.  [Art  146,  regla  i?  Reg.-] 

779. — ^Entendemos,  pues,  que  el  presente  artículo  se  refiere  al  caso 
deque,  no  poseyendo  la  Administración  eltítuk»  del  causante,  ni  cons- 
tando en  el  expediente  gubernativo  que  se  haya  inscrito  dicho  título, 
se  presuma  que  conste  sin  embargo  en  el  Registro,  en  cuyo  caso,  y 
nó  en  otro,  podrá  suplir  el  Registrador  las  circunstancias  que  falten, 
expidiendo  por  sí  la  certificación  completa  qne  habria  debido  expe- 
dir la  Administración  si  hubiese  tenido  los  datos  necesarios;  y  lo 
entendemos  así  porque,  aun  cuando  su  contexto  no  es  del  todo  cla- 
ro, creemos  que  cualquiera  otra  interpretación  que  se  le  diera  cho- 
caría, ó  con  la  imposibilidad  material  de  llevar  á  la  práctica  el  pre- 
cepto, ó  con  la  oposición  de  derminados  artículos  de  la  Ley  ó  el 
Reglamento. 

780. — Por  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  1863,  recaída  á 
eiq)ediente  que  se  instruyó  á  instancia  del  Conde  de  Sobradiel  en 
qne  manifestaba  la  dificultad  de  cumplir  la  prescripción  del  art 
399  de  la  Ley,  por  no  existir  en  el  pueblo  de  su  nombre  ningún  ve- 
tino  que  fuese  propietario,  y  sí  todos  colonos  suyos;  estimándose 
que  "es  indispensable  dar  alguna  latitud  á  los  preceptos  de  la  Ley, 
"estableciendo  como  casos  de  excepción**  aquellos  que  la  ley  no 
ptido  prever,  "como  excepciones  que  son  de  la  naturaleza  común  de 
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''los'hecfi'óis;"  se  díspUso  que  cuando  para  suministrarse  la  infanHa- 
cíofi  posesoria,  no  existan  testigos  vecinos  propietarios  del  lugar  en 
que  estuvieren  situados  los  bienes ,  ,conforme  prescribe  por  regla  gene- 
ral el  drt,  3*99  de  la  misma  (y^  de  la  nuestra),  pueda  verificarse 
aquella  con  testigos  propietarios  del  vecindario  más  inmediato  en  ^ 
puedan  encontrarse. 

^8 1. — Y  por  otra  Real  orden  de  26  de  Abril  de  1867,  á  consulta 
dé  un  Registrador  sobre  lo*  que  debe  entenderse  por  Pueblo  á  los 
efectos  del  art  399  de  la  Ley  de  J  861  (398  de  la  Reformada  y  7* 
de  la  nuestra),  se  resolvió  que  **debe  entenderse  por  por  Pueblo  el 
conjunto  de  vecinos  sujetos  á  un  mismo  Ayuntamiento'*'  y  por  con- 
siguiente que  son  testigos  hábiles  para  las  informaciones  de  que  trata 
el  artículo  referido,  "los  que  sean  vecinos  y  propietarios  de  cualquie- 
ra de  las  localidades  enclavadas  en  el  término  municipal  del  pueblo 
ó  Ayuntamiento  en  qne  estén  situados  los  bienes;*'  lo  cual  se  enten- 
dería sin  perjuicio  de  lo  resuelto  en  la  Real  orden  plrecedente  para  el 
caso  en  que  no  haya  testigos  vecinos  y  propietarios  del  lugar  en  que 
estén  situados  los  bienes,  que  puedan  deponer  sobre  el  hecho  de  la 
iriforniaciori. 

782! — Qué  la  segunda  de  las  Reales  órdenes  que  preceden  se 
tomó  en  cuenta  al  redactarse  nuestra  Ley,  lo  demuestra  la  palabra 
municipal  referida  á  término,  con  que,  siguiendo  en  ésto  á  la  Ley 
Reformada  (art.  398,  regla  2?)  se  adicionó  el  texto  de  la  primitiva. 
Y  en  cuanto  á  la  primera,  creemos  que,  en  el  caso  de  no  existir  en 
el  término  municipal  donde  se  hallen  los  bienes,  vecinos  propietarios 
que  puedan  deponer  como  testigos  en  la  Information  posesoria  de 
que  se  trate,  deberá  practicarse  lo  que  aquella  dispone. 


KEGLAMEirTO  DE  PUEETO-EICO. 

783. — En  sus  artículos  38  á  40  no  ofrece  divergencia  alguna  con 
el  nuestro. 

784. — En  el  41  ofrece  varias,  ya  relativas  al  importe  de  los  dere- 
chos exigibles  que  son  cinco  pesetas  para  el  caso  en  que  el  nuestro 
Reglamento  señala  diez,  y  dies  cwdináo  el  ultimo  señala  veinte;  ya  en 
omitir  la  declaración  hecha  en  el  ultimo  párrafo  del  nuestro  acefta 
deque  en  los  expedientes  posesorios,  ''cvfpto  de  Jurisdicción  volunteaná 
no  se  fiecesitará  la  asistencia  de  Procurador  ni  Abogado;  ya  por  tíltímb 
en  señalar  el  papel  de  una  peseta  y  veinticinco  céntimos  para  el  pro* 
pió  caso  en  que  el  nuestro  señale  doble  valor. 

785. — Los  demás  artículos  correspondientes  á  los  nuestros  soa 
¡guales;  pero  el  131  de  nuestro  Reglamento  lleva  eí  número  125  ¿i 
el  de  Puerto-Rico. .  ' 
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JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA. 

I. 

Posesión. 

787. — Con  arreglo  á  la  ley  21,  tít  29  de  la  P.  j?  la  posesión  de 
30  años  ó  más,  continuos,  es  un  título  legal  de  adquisición  de  dominio 
(Sent  de  26  de  Febrero  de  1867).— El  que  posee  una  cosa  quieta 
y  pacíficamente  por  más  de  30  años  gana  su  dominio^  conforipe  á 
la  ley  21,  tít  29  de  ia  P.  3?  [Sent.  de  28  de  Octubre  de  1870].  (i) 


788. — Al  dejarse  sin  efecto  el  auto  de  reintegro  y  no  imponerse 
las  costas  del  interdicto  en  el  concepto  de  que  el  supuesto  despojado 
Hevando  más  de  un  año  y  dia  de  posesión  estaba  amparado  por  la 
ley  3?,  tít.  8?  lib.  11  de  la  Nov.  Rec  se  infringe  el  texto  claro  y  ter- 
minante de  la  misma,  que  además  de  buena  fe  requiere  título,  si  la 
Sala  reconoce  no  existir  en  el  despojado  este  requisito. — Si  bien  pu^- 
dc  proponerse  el  interdicto  de  despojo  por  el  mero  tenedor  de  la  cosa 
corporal  ó  incorporal,  es  de  su  cuenta  y  riesgo  responder  oportuna- 
mente de  haber  obrado  sin  la  fuerza  de  un  derecho  capa^^oeTíacer- 
se  valedero  en  el  juicio  contradictorio  que  subsigiff  íífí^ffi^^qs^ 
sin  las  condiciones  que  escudan  al  que  posee.  crirfári^e|¿¥¿^alS"e¿ 

g¡^j¿U  11-    ..IDífrcrf]-:  i  'TOO  'i  olfiOTn 

[Sent.  de  2>  áeWWá^'^l  "'^  '^"f ' 
übnoifiDí  9np  r>'ioa-it)q  í;I  ro  ^Honinnoí 

789.  —  La  cláusula,  .pn^en'uiciS'^^árcíro^  á^^mef^"^^  aerécho, 
comprende  á  Ibs  que  lo  TeBgan '~!¿tíaSf,^y-labre  las  puertas  del  juicio  á 
los  que  se  encuentren  en  este  caso,  toda  vez  que  sus  acciones  no  se 

hallen  prescritas.  (2)  

[Sent  de  15  de  Enero  dé  1867]. 

.»Kq£b.nj;4'jíí  iv¿  no  sDüldKi^'j  ^f^  .4  y  I  ob  QH  Sú  Jt  vol  r>J— 4^Q\ 

,3ibBq  m  üb  ktjijI  oup  o  r.\\y¿  £il*5ijp  dKfir.[)iijD  .f.r.iri  o  aoñH  o^  -ium" 
loq  innr.^  «b-juq  í;I  oup  iq^cSÍ^Wfft^.-^**'^^^  *í^^<^l  ^^■í-JÍ<J^>fí  ^^^  l'^'^P  *^*| 
o^HDÍííinp  r,íy^  RoííiKiJO  riobut  jnJfK^D  i-j -loq  -jíí-ijnr.qmn  o  oqrrrjh  oíh-j" 

[Sent  de  16  de  Oct  de  1858].  ,    .,  — 

^oftsoj^  3horj«|''0    io<|  oup  lo  /¡iííko  •■^iBÜjioto  ol)OíJí|  ofí  orj['  oíí-mk?  .!r,OT  írttíoon  r.I  üMito 

■*" —  ala  ley  21,  tít.  29,  P.  3*  y  lo  dicho  en  nuestro  par.  d^ac^^p^fl^JoS  ^WÍ)9f  q*» 

'oíj«  í^^rF5^^^i«^.Wrq^  >?^49C¥^^ 

ros'      -  ....  .r        .   . 
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791» — Las  acciones  reales  y  mixtas  prescriben  á  los  treinta  años, 
según  las  leyes  5?,  tít  8?  lib.  1 1  de  la  Nov.  Rec.  y  2i,  tít  29  de  la 

P.  3?  (i) 

[Sent  de  21  de  Set  de  1866]. 


792. — La  posesión  inmemorial  no  se  justifica  suficientemente  con 
testigos,  el  mayor  de  55  años,  por  más  que  digan  que  asilo  han  visto 
durante  el  tiempo  de  qtie  pueden  dar  razón-.  [2]  puesto  que  tal  testimo- 
nio no  alcanza  á  demostrar  que  el  uso  de  la  servidumbre  escede  de  la 
memoria  de  los  hombres  más  ancianos;  y  que  no  hay  ninguno  que  ten- 
ga conocimiento  de  su  origen,  ó  sea,  según  exige  la  ley  15,  tít  31  de 
la  Partida  3?,  tanto  tiempo  de  que  non  se  puedan  acordar  los  ornes  quan- 
to  ha  que  lo  comenzaron  á  usar, 

[Sent.  de  9  de  Nov.  de  1865]. 


793.— ^El  dueño  ó  señor  que  mencionan  las  leyes  relativas  á  la 
prescripción  no  es  ni  puede  ser  el  dueño  absoluto  de  hecho  y  de  de- 
recho definido  en  la  ley  i?,  tít,  28,  P.  3?  (3)  sino  que  es  necesaria- 
mente y  por  la  suposición  misma  de  aquellas  leyes^  el  dueño  mera- 
mente de  derecho,  privado  de  -la  disposición  de  la  cosa,  como  que 
está  privado  de  su  posesión,  que  está  en  el  prescribente;  ó  en  otros 
términos,  es  la  persona  que  teniendo  derecho  á  la  posesión  de  una 
cosa,  consiente  que  otro  la  posea. 

[Sent  de  8  de  Nov.  de  1870]. 


794. — La  ley  21,  tít  29  de  la  P.  3?-  establece  en  su  segunda  parte 
que  "quando  alguno  fuere  tenedor  a  buena  fe  de  alguna  cosa  raíz 
"por  30  años  ó  más,  cuidando  que  era  suya  ó  que  fuera  de  su  padre, 
"ó  que-  la  hobiera  por  otra  derecha  razón  que  la  pueda  ganar  por 
"este  tiempo  e  ampararse  por  el  contra  todos  cuantos  gela  quisiesen 
"demandar;  et  si  acaeciesse  que  perdiese  la  tenencia  della,  puédela 
"demandar  á  quien  quier  que  la  falle,  fueras  ende  si  la  fallasseai 

(i)  Por  la  citada  ley  21  no  se  adquiere  el  dominio,  pero  sí  puede  admitirse  que  se  pres- 
cribe la  acción  real,  puesto  que  no  puede  ejercitarse  contra  el  que  por  espacio  de  30  años 
haya  tenido  la  cosa.  La  citada  ley  causa,  pues,  escepcion  en  la  regla  de  que  d  dominio 
dura  tanto  como  la  acción  revindicatoria  de  donde  nace. 

(2)  Véase  nuestro  par.  651 

(3)  Define  esta  ley  el  señorío,  poder  que  orne  ka  en  su  cosa  de fazer della^  e en  ella  loque 
quisiere  según  Dios  e  segund  fuero.  Lo  divide  en  tres  clases,  uno,  que  pertenece  ¿  los  Em- 
peradores y  Reyes;  otro  á  los  particulares  sobre  las  cosas;  y  otro  á  los  mismos  sobre  ios 
derechos,  (dommio  útil.) — El  segundo,  que  es  el  que  incumbe  á  nuestro  propósito,  lo  de- 
fine: poder  que  onu  ha  en  las  cosas  muebles  y  o  rayz  de  este  mundo  en  su  vida,  e  después  desM 
muerUpassa  á  sus  Aeredefos,  o  a  aquellos  a  quien  la  enajenasse  mientras  biuiesse. 
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**verdadero  dueño  della,  ca  entonce^  si  el  señor  la  cobrase  ¿t  podiesse 
'apretar  el  señorío  que  había  sobre  aquella  cosa,  non  seria  tenudo  de 
''gela  dar,  [Sent.  de  14  de  Febrero  de  i874].^Tratábase  en  este 
pleito  de  ciertos  terrenos  pertenecientes  á  un  vínculo,  y  ocupados 
en  1694  por  el  Estado  para  el  ensanche  délas  fortificaciones  de  Bar- 
celona. Mandadas  derribar  éstas  por  R.  O.  de  12  de  Agosto  de  1854, 
|y  que  se  vendiesen  en  beneficio  de  la  Nación  los  terrenos  donde  se 
hallaban,  promovió  el  que  era  á  la  sazón  poseedor  del  vínculo  expe- 
diente de  jurisdicción  voluntaria  para  justificar  dicha  cualidad,  y  el 
¡hecho  de  haberse  ocupado  los  terrenos  referidos  por  las  fortificacio- 
nes de  la  plaza  sin  indemnización  alguna,  no  obstante  las  reclama- 
ciones de  sus  antecesores.  Con  mérito  de  este  expediente,  y  des- 
iinde  de  los  terrenos  en  cuestión,  pidió  la  posesión  de  ellos  por  me- 
dio del  interdicto  de  adquirir,  y  otorgada  y  publicada  por  edictos, 
Badie  se  opuso  á  ella  en  el  término  de  la  Ley,  por  lo  que  se  le  am- 
paró en  la  misma.  Ejercitó  luego  el  Ministerio  fiscal  la  acción  rei- 
vindicatoría á  nombre  del  Estado,  fundándose  en  haber  ganado  éste 
Ja  propiedad  por  prescripción;  y  desestimada  en  ambas  instancias, 
interpuso  recurso  de  casación,  citando  entre  otras,  como  leyes  y  doc- 
trinas infringidas,  la  21,  título  29,  P.  3?,  "según  la  cual,  30  años 
•"de  posesión  continua  producen  el  dominiOy  á  pesar  de  los  vicios  de 
*que  la  cosa  adolezca."  A  ésta  cita  contestó  el  Tribunal  Supremo 
pitando  la  segunda  parte,  antes  transcrita,  de  aquella  Ley,  en  la  que 
establece  que  si  el  poseedor  de  buena  fé  pierde  la  tenencia,  pue- 
de demandar  la  cosa  á  cualquiera  que  no  sea  el  verdadero  dueño, 
lues  si  éste  la  cobrase  y  Pediese  probar  el  señorío  que  h?ibia  sobre  la 
cosa,  no  estaria  obligado  á  restituirla,  y  declaró  que  eso  era  preci- 
samente lo  que  había  ocurrido  en  aquel  caso. — Esta  jurisprudencia 
corrobora  plenamente  lo  ya  expuesto  acerca  de  que,  cuando  el  Tri- 
unal  Supremo  establece  que  por  la  repetida  Ley  2\  se  gana  el 
hminio,  usa  de  una  locución  convencional,  más  ó  menos  impropia, 
)cro  que  no  altera,  como  no  podia  alterar,  las  disposiciones  de  la  ci- 
tada ley. 


795. — Las  cosas  poseidas  á  nombre  de  otro  rto  prescriben  por 
itíngun  tiempo,  ni  tampoco  la  acción  que  corresponde  al  dueño  para 
redamarlas,  porque  en  otro  caso  seria  ilusorio  aquel  derecho. 

(Sent.  de  29  de  Setiembre  de  1877.) 


796. — No  puede  considerarse  como  justo  título  para  el  efecto  de 
-  prescripción  el  de  sucesión,  pues  es  indispensable  un  título  sin- 
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guiar.  [Sent.  de  i6  de  Noviembre  de  1871.] — ^En  la  sentendaí  dd 
Tribunal  Supremo  de  16  de  Noviembre  de  1871,  no  se  establece  es 
absoluto  el  principio  de  que  la  sucesión  no  sea  justo  título  para  ga» 
nar  la  prescripción,  sino  que  cuando  el  causante  del  heredero  no  lo 
tuvo  válido,  no  puede  merecer  este  concepto  el  de  sucesión,  siendo 
entonces  indispensable  un  título  singular.  (Sent  de  3  de  Octubre 
de  i8;8.) 


m. 

Informaciones  posesorias. 

797.-— Lá  información  posesoria  que  sirvió  para  la  inscrípdoa  de 
unos  bienes  en  el  Registro  de  la  propiedad,  es  suficiente  |>rueba  dñ 
dominio,  mientras  no  se  presente  otra  más  robusta  en  contrarío.  X«ai 
sentencia  que  así  no  lo  estima  infringe  los  artículos  279  á  281  ck  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.     (Sent  de  16  de  Enero  de  1868.^ 

798. — ha,  facultad  de  inscribir  el  hecho  actual  de  la  posesión  cor- 
responde á  todos  ios  que  posean  fincas  6  derechos  reales,   excepto, 
el  de  hipotecas,  á  título  de  dueños,  cualquiera  que  sea  el  origen  ju- 
rídico de  la  adquisición. 

(Res.  de  29  dé  Octubre  de  1878.) 


JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

799.^-*Es  improcedente  la  inscripción  de  posesión  á  favor  de  bt 
mujer,  cuando  consta  de  la  certificación  del  amillaramiento  que  00 
es  dicha  persona  la  que  paga  la  contribución  territorial  á  título  de 
dueño,  sino  otra,  aunque  sea  su  marido;  y  conforme  á  lo  dispuesto 
e;i  la  regla  quinta  del  art.  400  de  la  Ley  Hipotecaria,  (i)  debe  de- 
negarse la  inscripción  en  este  caso,  sin  que  sea  posible  hacer  exc^^ 
don  alguna,  toda  vez  que  la  Ley  no  la,  establece,  ni  debe  aJuiftgM 
tratándose  de  disposiciones  que  tienen  el  carácter  de  privUegiadtt'Pl 
extraordinarias,  las  9uales  han  de  interpretarse  siempre  en  1 
restrictivo.  (2) 

[Res.  de  23  de  Noviembre  de  1876.] 


{i^    Dicho  precepto  Ha  pasado  al  art.  38  de  nuestro  Reglamento.  .   ^  j 

(2)    Alude  aquí  U  Resolución  al  sistema  de  inscribir  la  posesión  por  ^  tak)  ino4l^&'  ^^ 
la  certxfícacion  municipal,  derogado  luego  por  la  Ley  de  XS77.  -         fr' 
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800.— Ett  la^  certififcadónei^  dfc  posesión  debe  áé^í^nárse  el  tiem- 
po que  lleva  el  interesado  poseyendo  ó  pagando  contribución  á  tí- 
tulo de  dueño.     Es  defectuosa  aquella  en  que  nó  se  exprese. 

(Res.  de  18  de  Mayo  de  1877J 

801. — Cuando  no  puede  cumplirse  lo  mandado  en  el  art.  401  de 
la  L  H.,  (i)  bastará  una  certiñcacion  ^:q>resiva  de  que  nadie  paga 
contríbucio»  por  la  findá,  á  título  de  dueño. 

(Réfl;  d«  4  de  Set  de  illa)  {2). 


802.— Ldá  éjfpédienles  posesorios  á  que  no  se  acompañan  las  cer- 
tificaciones acreditativas  de  que  los  intei-esados  satísfocen  la  contri- 
bución á  título  de  dueños,  ni  siquiera  se  expresa  eñ  las  presentadas 
la  circunstancia  de  no  estar  amillaradas  las  ñncas  á  nombre  de  per- 
sonas distintas,  no  son  inscribibles,  toda  vez  que  los  requisitos  exi- 
gidos por  el  art.  69  de  la  Ley  dé  17  de  Julio  de  1877  y  la  Híp.  de 
su  referencia  [3]  tienen  el  carácter  de  necesarios  al  efecto  de  poder 
verificar  las  inscripciones  de  posesión. 

[Res.  de  29  de  Enero  Se  1878]. 


803. — El  obstáculo  qtíe  iláce  de  hallareé  inscrita  una  finca  á  favor 
de  persona  distinta  dd  Estado,  no  ptiede  desaparecer  mediante  la 
certificación  de  posesiort  librada  poí  el  Jefe  de  la  Administración 
económica  á  favor  del  misnáo  [4]. 

(Res.  dé  2i  de  Abril  de  1788.) 

TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo   12. 

EL  poseedor  de  algún  derecho  real  impuesto  sobre  finca  cuyo  duefio  no  hu- 
Utjet  inscrito  sn  propiedad  al  empezar  á  regir  esta  ley, .  podrá  solicitar  la  ins- 
cripción de  su  derecho  por  los  medios  que  se  expresarán  en  el  reglamento,  y 
Oka  anotación  preventiva  del  derecho  del  propietario,  conforme  al  número  no- 
veno del  artículo  50  de  esta  ley,  hasta  tanto  c^ne,  citado  el  duefto  del  inmueble, 
se  presente  á  impugnar  la  anotación  ó  á  inscnbir  su  propiedad  en  el  ténnino  de 
tremta  dias. 

(i)  Re^4^d0l«]rt  ^^bjmkLeV  Reforniadáy  dd  79enlaiiu<»tra. 
(2)    La  Serna  t.  2?  pa^.  X016.  Moreno,  pag.  319^  nota. — Entendemos  que  lo  declara- 
do  en  esta  Resolución  es  inaplicable  hoy*  (V.  primer  par.  de  dicha  regla  cuarta.r 
(3;    Entre  fto^dtros  lámcamente  la  tHtima,  por  venir  ya  reftiiídida  en  ella  la  Ley*  de 

14}  Véanse  elart  4S  de  nuestro  Reglamento,  inserto  en  el  par.  768  y  lo  expuesto  por 
nosotros  en  d  p6r.  yjffc 
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£1  dueño  de  la  finca  gravada  ao  podrá  impugnar  esta  inscripción,  sino  soli- 
citando á  la  vez  la  de  dominio,  con  la  presentación  del  título  correspondiente 
ó  testimonio  de  haber  incoado  expediente  contradictorio  para  la  dedaracioa  ju- 
dicial de  dicho  dominio. 

Si  el  dueño  del  inmueble  estuviere  ausente,  se  llevarán  previamente  á  efecto 
las  formalidades  exigidas  para  la  citación  en  la  regla  quinta  del  artículo  7?  y 
el  término  empezará  á  contarse  desde  la  notificación. 


IE7  DE  1861. 


COKOORDANCIAS. 

Ley  Befomada  de  1869. 

Articulo  410. 


[No  contenia  ninguna  dispo- 
sición especial  acerca  de  este 
caso,  pero  e$a  omisión  se  habia 
suplido  en  su  Reglamento,  co* 
mo  veremos  mas  adelante.] 


El  poseedor  de  algún  cen- 
so,  foro,  hipoteca  ú  otro  de- 
recho real,  impuesto  sobre 
finca  cuyo  daefío  no  hubiere 
inscrito  su  propiedad  al  pu 
blicarse  esta  ley,  y  que  reque- 
rido se  negare  á  inscribirla, 
podrá  solicitar  dicha  inscrip- 
ción por  los  medios  que  se 
expresarán  en  el  reslamento 
para  la  ejecución  de  Ta  misma 
ley,  ó  los  establecidos  en  el 
art.  407  de  ella,  firmando  en 
su  caso  la  decUuracion  de  hie- 
nas el  censualista '  ó  dueño 
del  derecho  real  en  nombre 
delpropietarío. 

m  dueño  de  la  finca  grava- 
da no  podrá  impugnar  esta 
inscripción  sino  solicitando  á 
la  vez  la  de  dominio,  con  la 
presentación  del  título  corres- 
pondiente ó  testimonio  de 
haber  incoado  expediente 
contradictorio  para  la  decla- 
ración judicial  de  dicho  do- 
minio. 


Ley  de  Pnerto-Sioo. 

Articulo  la. 
[Igual  al  de  la  nuestra.] 


804. — ^Establecida  ya  la  manera  de  procederse  ala  inscripción  de 
los  derechos  reales,  por  los  que  sean  poseedores  de  ellos  en  virtud 
de  título  de  alguna  de  las  clases  que  determina  el  art.  3?  y  por  los 
que,  á  falta  de  ese  título  puedan  justificar,  ya  la  posesión,  ya  la  ad- 
quisición legítima  de  aquellos  por  los  medios  que  respectivamente 
señalan  los  artículos  7?  y  1 1,  se  pasa  aquí  á  tratar  de  lo  que  debe 
observarse  cuando  el  poseedor  del  derecho  real  que  desea  inscribir- 
lo, se  encuentra  con  que  el  propietario  del  fundo  no  ha  hecho  ins- 
cribir su  derecho  de  propiedad.  Como  quiera  que,  con  arreglo  á  los 
arts.  28  y  241  de  la  Ley,  no  puede  admitirse  la  inscripción  de  un 
derecho  íeal  sin  que  pretedala  de  propiedad,  y  como  tampoco  cabe, 
por  otra  parte,  dejar  al  que  posee  un  derecho  cualquiera,  á  merced 
de  la  diligencia  6  incuria  del  que  posea  otro  derecho,  aunque  éste 
sea  el  de  dominio,   de  aquí  que  el  presente  artículo  establezcan 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


«79 

medio  de  que  aquel  obtenga  la  inscripción,   aunque  el  dueño  no  se 
preste  á  efectuar  la  que  á  él  le  corresponde. 

805*. — Dos  declaraciones  se  hacen,  la  primera  relativa  á  la  inscrip- 
ción del  derecho  del  promovente;  la  segunda  á  la  de  la  propiedad. 
La  inscripción  del  derecho  del  promovente  se  hará  en  la  forma  que 
determine  d  Reglamento;  la  del  propietario  se  iniciará  por  medio 
de  una  anotación  preventiva,  hasta  tanto  que  el  dueño  se  presente, 
ya  simplemente  á  inscribir  su  propiedad;  ya  además  á  impugnar  la 
del  promovente. — No  se  dice  aquí  qué  deberá  practicarse  cuando  el 
dueño  no  comparezca,  y  como  además  se  hace  expresa  referencia  al 
Reglamento,  debemos  buscar  en  él  la  solución  de  lo  que  aquí  apa- 
rezca oscuro. — Hé  aquí  el  texto  de  las  disposiciones  reglamentarias 
que  se  refieren  al  caso. 

Artículo  no. 

Todo  el  que  tenga  ^  sa  favor  algún  derecho  real  de  los  comprendidos  en  los 
números  segundo,  tercero,  quinto  y  sexto  del  articulo  2?  de  la  ley  sobre  bienes 
inmuebles  ajenos,  podrá  cerciorarse  por  los  Registros  de  si  consta  ó  no  su  ins- 
cripción. Si  esta  no  se  hubiese  verificado,  á  pesar  de  hallarse  inscrita  la  propie- 
dad del  inmueble  á  favor  de  su  dueño,  podrá  solicitar  la  inscripción  del  derecho 
en  asiento  separado  .mediante  la  presentación  de  su  título,  ó  valiéndose  de  cual- 
quiera de  los  medios  establecidos  en  el  tituló  I  de  la  Ley. 

Si  no  resultare  inscrito,  ni  el  derecho  real  de  que  se  trate,  ni  la  propiedad  del 
inmueble  á  que  afecte,  podrá  el  que  tenga  á  su  favor  el  expresado  derecho  pre* 
sentar  desde  luego  su  título  para  que,  haciéndose  de  él  asiento  de  presentación, 
se  tome  anotación  por  defecto  subsanable  y  requerir  después  al  dueño  del  in- 
mueble que  inscriba  su  propiedad  dentro  del  termino  de  treinta  dias. 

8o6.-Se  establecen  en  este  artículo  varios  casos,  i9  que  la  propie- 
dad del  inmueble  conste  inscrita  en  el  Registro. — En  tal  evento  el 
poseedor  del  derecho  real  sólo  tiene  que  pedir  la  inscripción  de  su 
derecho,  el  cual  se  hará  en  asiento  separado,  según  lo  que  dispone 
para  todos  los  casos  en  que  se  trata  de  actos  diferentes,  el  art.  242 
de  la  Ley.  Y  el  modo  de  obtener  esa  inscripción  es  la  presentación 
de  su  título,  si  lo  tuviere  de  alguna  de  las  especies  y  formas  que  de- 
terminan los  arts.  2?  y  3?  de  la  Ley,  ó  empleando  cualquiera  de  los 
medios  establecidos  en  el  titulo  I  de  la  misma;  ésto  es,  la  información 
posesoria  con  arreglo  á  los  arts.  69  y  7?,  ó  la  prueba  de  su  adquisición 
Intima,  con  arreglo  al  art.  11. — Este  caso  no  corresponde,  pues,  á 
la  materia  que  estudiamos,  ni  puede  considerarse  su  resolución  com- 
plemento del  art  12,  pues  éste  supone  que  la  propiedad  no  conste 
Inscrita. 

807. — 2?  que  no  resultare  inscrito  ni  el  derecho  real  de  que  se  tra- 
te ni  la  propiedad  del  inmueble  á  que  afecte^  y  es  de  advertir  que 
sólo  puede  constar  aquel  sin  que  conste  esta,  en  las  inscripciones 
hechas  con  anterioridad  al  diá  en  que  empezó  á  regir  la  Ley  Hipo- 
tecaria, pues  dentro  de  las  disposiciones  de  ésta  no  cabe  efectuarlo, 
según  hemos  expuesto  ya. — De  todos  modos,  el  promovente  pre- 
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se^t^  en  dicho  caso  su,  ttíula  paia  qt^e  $e  extienda  fl  asient»  ék 
presentación  y  la  anotación,  preventiva  por  defecto  stibaanaUe^  y 
haifá  i^equerir  dieapMCs  al  propietario  para  que  ac4da,  á  inscribir  so 
propie^^d.  e^  el  término  de  treinta  días. 

808. — Resulta,  pues,  que  el  presente  artículo  reglamentario  com- 
prende dos  casos,  y  formula  respectivamente  dos  disposidoae^  á 
saber^  si  la  propiedad  del  inmueble  se  halla  inscrita,  el  tenedor  dd 
derecho  real  puede  obtener  la  inscripción  de  éste,  ya  preseataado^ 
titilo  si  lo  tiene,  ya  supliéndola  en  la  forma  de  los  artículos  69  al 
1 1  de  la  Ley;  y  si  no  consta  inscrita  dicha  propiedad,  podrá  obtener 
anotación  preventiva  de  su  propio  derecho  mediante  la  presentadoii 
de  ^  títujo. — ^Y  entendemos  que  con  esta  frase  se  designa,  no  solo 
el  título  que  desde  su  principio  se  haya  otorgado  en  la  forma  que  la 
Ley  establece,  sino  el  judicial  de  posesión  ó  de  dominio  que  sirve 
para  suplir  la  falta  de  aquel. — Otra  cosa  la  consideramos  inadmisi- 
ble, porque  ni  puede  privarse  al  promovente  en  el  caso  de  no  hallarse 
inscrita  la  propiedad,  del  derecho  de  suplir  la  falta  de  título  escrito 
que  se  le  concede  expresamente  cuando  aquella  lo  está^  siendo  así 
que  dicha  circunstancia,  como  referente  á  un  derecho  ajeno,  no  pue- 
de darle  ni  quitarle  el  suyo;  ni  cabe  tampoco  que,  al  promover  la 
información  judicial  de  su  propio  derecho,  promueva  á  la  vez  la  del 
derecho  del  propietario,  porque  ésto  sólo  puede  efectuarse  cuando» 
según  disponen  los  artículos  12  de  la  Ley  y  112  reglamentario,  se 
haya  requerido  al  dueño  y  éste  haya  dejado  pasar  treinta  dios 
sin  presentarse  á  inscribir- su  dominio  ni  á  impugnar  la  inscrip- 
ción solicitada  ppr  el  promovente.  Y  por  tanto,  cuando  éste  caresca 
de  título  escrito,  y  la  propiedad  del  inmueble  no  se  halle  inscrita  en 
el  Registro,  deberá  aquel  comenzar  por  el  expediente  posesorio  6 
de  dominio,  presentar  después  en  el  Registro  el  expediente  original 
ó  la  ejecutoria  en  su  caso,  y  obtener  la  anotación  preventiva  de  s» 
derecho,  haciendo  requerir  al  dueño  inmediatamente  después;  y  si 
éste  no  se  presen^a^^  ni  pudiere  ser  habido  su  título  de  propiedad^ 
deberá,  el  promovente  formar  nuevo  expediente  parac  la  justificado» 
de  ésta. 

809.— Resulta  de  lo  expuesto  i9  que  el  presente  artículo  es  amr- 
plemento  del  7?  y  del  11  en  alguno  de  los  distintos  casos  que  esta»» 
blece,  y  2?  que  se  hace  preciso  determinar  qué  duración  tendi4eft 
este  caso  la  anotación  preventiva,  pues  no  puede  ser  la  misma  cuaiis>- 
do  sea  posible  presentar  el  título  escrito  del  dueño  que  cuando  lugrsl 
de  suplirse  su  falta  por  medio  de  expediente  judicial. — Re^tt8(B0Í| 
este  segundo  punto,  creemos  que  Ja  anotación  preventiva  dc^úoiri 
trata  no  se  rige  por  la  regla  general  del  artículo.  bhOsúf^la-IaejQ&d 
por  ninguna  de  las  que  determina  el  artícnia  SA^dle^V3fl^i|ia^sitt#l 
por  las  especiales  que  prescriben  los  zx\Á^^^'^'2nÁ'¿h\A  d^ApgM^ 
mentó,  que  no  señalan  termino  de,d^^pn,4>^ft¿fe^lnc  noD  ecí^^á 
.    810.— Concuerda  el  present^,arí(eytoi6o«;lc¿)(Í§>ftpri^^  píw«l 
fosdel  artículo  318  del  l^fti^e^^p  i^fbrj9^dd£o«j^}W4l>i^^ 
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que  la  de  suprimirse  en  el  nuestro  las  palabras,  antes  del  dia  i^  de 
Émro  de  1863,  referentes  en  el  segundo  á  los  que  tengan  á  su  favor 
algún  derecho  real.  Esta  supresión  obedece  sin  duda  al  propio  espí- 
ritu que  dictó  las  adiciones  hechas  en  los  artículos  6?  y  1 1  de  la  Ley, 
y  cuya  razón  expusimos  en  los  párrafos  68^  y  742.  Significa,  pues, 
que  tendrá  igual  aplicación  á  los  derechos  reales  adquiridos  antes 
que  d9spues  de  ponerse  en  vigor  la  nueva  Ley,  siguiendo  el  espíritu 
del  ya  referido  Decreto  de  10  de  Febrero  dé  1875. — El  Regla- 
mento primitivo  en  su  artículo  317  y  primer  párrafo  del  318,  con- 
cuerda también  con  el  artículo  1 10  del  nuestro,  pero  además  de  la 
frase  á  que  nos  hemos  «referido  ett  el  Reformado,  discrepaba  del 
nuestro  en  seSalar  como  linico  medio  de  suplir  la' falta  de  título  el 
determinado  en  el  artículo  397  de  aquella  Ley,  ó  sea  la  información 
posesoria,  como  quiera  que  en  esa  época  no  se  hallaban  autorizadas 
todavía  las  justificaciones  de  propiedad. 

811. — Continua  nuestro  Reglamento  explanando  la  tramitación 
que  ha  de  observarse  en  el  caso  del  segundo  párrafo  del  art.  lio. 

* 

Artículo  i  i  i. 

El  requerimiento  se  hará  constar,  bien  por  acta  notarial,  ó  bien  acudiendo  el 
tenedor  del  derecho  real  con  una  solicitud  extendida  en  papel  del  sello  8?  al 
Juez  Municipal  del  domicilio  del  propietario  del  inmueble  gravado,  pidiendo  se 
ordene  á  éste  que  dentro  del  término  de  treinta  4ias,  á  contar  desde  el  siguiente 
al  de  la  notificación,  inscriba  la  propiedad  del  inmueble;  bajo  apercibimiento 
de  que  no  verificándolo  ó  no  impugnando  dentro  de  dicho  término  la  inscrip- 
ción solicitada  se  verificará  esta  cual  corresponda. 

El  dueño  de  la  finca  gravada' no  podrá  impugnar  esta  inscripción  sino  solici- 
tando á  la  vez  la  de  dominio  con  la  presentación  del  titulo  correspondiente  ó 
testimonio  de  haber  incoado  expediente  contradictorio  para  la  declaración  judi- 
cial de  dieho  dominio. 

La  solicitud  con  el  decreto  y  diligencias  practicadas  se  devolverán  al  que  la 
hubiere  interpuesto. 

Si  el  dueño  del  inmueble  no  tuviese  domicilio  conocido  ó  se  ignorase  su 
paradero  se  le  citará  en  la  forma  prevenida  en  la  regla  quinta  del  artículo  7? 
de  la  ley. 

812. — Concuerda  su  primer  párrafo  con  el  tercero  del  artículo 
318  del  Reglamento  Reformado,  con  alguna  variante  sin  impor- 
tancia. ,  *  ' 

813.— Su  segundo  párrafo  es  la  reproducción  innecesaria  del  que 
oeopa  ese  lugar*  en  el  artículo  12  de  la  Ley;  y  que  concuefda,  como 
allí  hicimos  observar,  con  el  párrafo  también  segundo  del  artículo 
410  de  la  Ley  reformada.  No  nos  explicamos  esta  repetición  sino 
por  una  equivocación  material;  lo  dicho  en  la  Ley  está  de  más  en  el 
R^aménto,  y  especialmente  cuando  no  s'e  hace  otra  cosa  qué  re- 
producir literalmente  su  texto.  Además,  el  precepto  por  su  natu- 
raleza- es  más  propio  de  la  Ley  que  del  Reglamento;  ha  sido  sin  duda 
ua  «ror  material  el  que  ha  causado  la  inserción  en  éste  de  una  de- 
claración contenida  ya  en  aquella. 

36 
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8Í4. — En  el  tercer  párrafo  vuelve  á  concordar  con  el  Reglamento 
de  la  Península  (Art.  citado,  par.  cuarto). 

815. — El  cuarto  párrafo  se  acomoda  á  lo  dispuesto  en  el  tercero 
del  art  12  de  nuestra  Ley,  sin  concordante  en  la  de  la  Península. 
Es  una  adición  que  no  se  explica  en  el  Informe  que  precede  á  la 
Ley,  pero  es  sin  duda  útil  aplicar  á  este  caso  la  forma  de  dtaciofi 
prevenida  en  el  artículo  7? — Esto  en  cuanto  á  la  declaración  del  ar- 
tículo 12;  respecto  á  la  repetición  del  precepto  en  el  artículo  in 
reglamentario,  hay  que  decir  lo  propio  que  en  la  del  segundo 
p^rafo. 

ArtÍCüIX)  112.  . 

Transcurridos  los  treinta  dias  sin  que  el  dueño  del  inmueble  gravado  hubiese 
impugnado  la  inscripción,  solicitando  á  la  vez  la  de  dominio,  del  modo  y  con 
los  requisitos  que  exige  el  párrafo  segundo  del  artículo  anterior,  el  que  tuviere 
á  su  favor  el  derecho  real  podrá  presentar  los  documentos  necesarios  para  hacer 
la  inscripción,  ó  acudir  al  Juez  donde  exista  el  Archivo  en  que  se  encuentren 
para  que  mande  sacar  copia  de  ellos  previa  citación  del  dueño  del  inmueble 
gravado,  y  que  se  entreguen  al  solicitante:  en  defecto  de  dichos  documentos 
podrá  justificar  el  dominio  ó' la  posesión  del  propietario  del  inmueble  por  cual- 
quiera de  los  medios  establecidos  al  efecto  en  el  título  primero  de  la  ley. 

8 1 6.  Concuerda  con  el  quinto  párrafo  del  artículo  318  del  Regla- 
mento peninsular,  con  variantes  sin  importancia. — La  referencia  que 
el  nuestro  hace  al  párrafo  segundo  del  anterior  artículo  estaría  mejor 
hecha  al  artículo  12  de  la  Ley,  por  la  razón  qne  ya  hemos  expuesto. 
Y  como  los  términos  del  presente  son  bastante  claros,  no  necesitan 
explicación  alguna. 

Artículo  113. 

Presentado  en  el  Registro  alguno  de  los  documentos  anteriores  con  aqud 
en  que  conste  el  requerimiento  sd  propietario,  el  Registrador  extenderá  el  asien- 
to de  presentación,  y  verificará  la  inscripción  dentro  del  término  señalado  en  el 
artículo  72  si  el  acto  no  devengare  algún  derecho  fiscal;  pero  si  lo  devengare 
sus{>enderá  aquella  hasta  que  sea  satisfecho. 

El  documento  de  requerimiento  quedará  archivado  en  el  Registro,  y  se  dará 
certificación  de  él  al  interesado  que  la  solicite. 

Inscrito  el  inmueble  gravado,  se  convertirá  en  inscripción  definiva  la  anota- 
ción preventiva  del  derecho  real. 

817, — Concuerda  con  los  párrafos  sesto,  sétimo  y  octavo  del  refe- 
rido artículo,  pero  en  el  texto  peninsular  él  artículo  que  se  cita  en 
vez  del  72  es  el  16.  '      . 

818. — La  manera  de  convertir  en  inscripción  definitiva  la  añóta* 
ciort  preventiva  que  primeramente  se  tomó,  está  regulada  con  preci- 
sión en  el  art.  189  reglamentario,  llevando  á  la  práctica  ia  forma  que 
dan  por  existente  los  artículos  57  (último  párrafo),  ^6  y  84  déla 
Ley,  cuya  reproducción  no  es  de  este  lugar,  por  lo  que  nos  conten-" 
tamos  con  la  presente  indicación. 
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Artículo  114. 

Si  se  hubiese  tomado  anotación  preventiva  de  los  referidos  títulos,  conforme 
al  artículo  i  lo,  sólo  por  defecto  subsanable,  se  convertirá  aquella  en  inscrip- 
ción definitiva,  cuando  alguno  de  los  interesados  lo  reclame,  siempre  que  pre- 
sente de  nuevo  los  títulos  anotados,  y  en  estos  ó  en  otros  documentos  feha- 
cientes conste  la  prueba  exigida  en  el  artículo  28  de  la  ley,  y  del  examen 
del  Registro  resulte  que  el  dominio  no  está  inscrito  á  favor  de  persona 
alguna. 

819. — Concuerda  con  el  décimo  y  último  párrafo  del  citado  art. 
318  del  Reglamento  peninsular  vigente. 

820. — Podría  dudarse  á  primera  vista  si  el  artículo  lio  á  que  el 
presente  se  refiere  es  el  que  lleva  ese  numero  en  la  Ley  ó  en  el  Re- 
glamento; dado  que  aquel  trata  igualmente  de  la  anotación  prev^-. 
tiva  por  defecto  subsanable  del  título.  Pero  sin  duda  es  el  Regla- 
mento, ya  porque  éste  siempre  que  se  refiere  á  la  Ley  lo  dice 
expresamente,  ya  porque  el  artículo  iio  reglamentario  se  refiere  en 
concreto  al  caso  mismo  que  aquí  se  viene  explanando. 

821. — ^Y  parece  que  no  hay  en  este  caso  término  fijo  para  la  du- 
ración de  la  anotación  preventiva,  porque  se  observa  que  el  presente 
artículo  dice:  **la  anotación  preventiva  se  convertirá  en  inscripción 
definitiva  CUANDO  alguno  de  los  interesados  lo  reclame,"  y  esto 
^parece  significar  que  se  hará  la  conversión  en  cualquier  tiempo  que, 
se  reclame  por  cualquiera  de  los  interesados,  con  tal  que  presente 
los  documentos  necesarios  para  ello. 

822. — La  anotación  preventiva,  en  efecto,  no  puede  tener  en  este 
caso  la  duración  que  determina  el  artículo  no  de  la  Ley,  porque  el 
plazo  que  este  señala  como  suficiente  para  subsanar  cualquier  defecto 
del  mismo  título,  podría  no  serlo  para  la  inscripción  de  la  propiedad, 
ya  por  no  tener  el  promovente  á  su  disposición  los  títulos  de  ella,  ya 
¡porque  pretenda  suplirlos  por  medio  de  un  expediente  judicial,  cuyo 
■  corso,  y  especialmente  el  de  dominio,  puede  exceder  de  los  ciento 
ochenta  dias  que  allí  se  designan  como  máximum.  Creemos,  pues, 
que  constituye  escepcion  de  la  regla  de  caducidad  establecida  en  el 
número  undécimo  del  artículo  187  del  Reglamento,  y  que  á  seme- 
janza de  los  casos  á  que  se  refiere  el  artículo  80  de  la  Ley  en  sus 
párrafos  segundo  y  cuarto,  tendrá  también  en  este  caso  la  anotación 
preventiva  una  duración  indeterminada. 

823. — Llama  desde  luego  la  atención,  que  el  presente  artículo  ad- 
mita como  suficiente  para  convertir  la  anotación  en  inscripción  los 
'propios  documentos  que  presentados  desde  el  primer  momento,  se- 
un  d  artículo  lio  reglamentario,  sólo  sirvieron  para  tomar  esa 
Msma  anotación  preventiva  por  defecto  subsanable;  y  aunque  se 
grega  que  esto  será  si  en  ellos  ó  en  otros  documentos  fehacientes 
onsta  1^  prueba  exigida  en  el  artículo  28  de  la  Ley,  no  se  compren- 
^á'prímera,  vista  esta  salvedad  pprque,.ó  constaba,  ya  esa  prueba 
Q  d  momento   de  tomarse  la  anotación  preventiva  y  entonces,  en 
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vez  de  ésta  parece  que  debió  practicarse  la  inscripción,  ó  ha  sido  adi- 
cionada después  en  los  mismos,  y  en  tal  caso  debería  determinársela 
forma  en  que  ésto  pudiese  tener  lugar,  siendo  así  que,  por  el  contrario, 
los  anteriores  artículos  no  hablan  de  ninguna  adición  á  aquellos  docu- 
mentos, sino  sólo  de  la  presentación  del  título  de  dominio  ó  de  la 
nianera  de  suplir  su  falta.— La  explicación  ilos  la  dá  el  examen  de 
los  dos  párrafos  con  que  termina  el  art.  318  del  Reglamento  penin- 
sular, y  su  comparación  <:on  el  presente  del  nuestro. . 

824. — Estos  dos  párrafos  declaran,  que  las  disposiciones  conteni- 
das en  los  artículos   20  de  la  Leiy  y  Reglamento  peninsulares  serán 
aplicables,  cuando  los  interesados  lo  soliciten,  á  los  títulos  que,  pre- 
sentados antes  del  I?  de  Enero  de  187 1  (fecha  en   que  comenzó  á 
regir  la  Ley  Reformada)  no  hubiesen  sido  inscritos  por  ¿a  sola  causa 
de  no  hallarse  anteriormente  inscripto  el  dominio  ó  derecho  real  ¿ 
favor  del  que  lo  hubiese  transferido  ó  gravado,  siempre  que  tampo- 
co se  hallase   inscrito  á   nombre  de  otro,  y  resulte  de   los  referidos 
títulos^  que  habrán  de  presentarse  nuevamente  al  Registro^  ó  de  otros 
documentos  fehacientes  que  el   transferente   ó  gravante   adquirió  el 
dominio  antes  de    i?  de  Enero  de    1863  f  fecha  en  que  comenzó  á 
regir  la  Ley  de  1861). — Era  el  caso  que  por  la  Ley  primitiva  ("Art 
20)  se  ordenaba  suspender  la  inscripción  de  todo  título  cuando  no 
constase  previamente  inscrito  el   derecho  del  otorgante,  si  bien  po- 
día subsanarse  esta  falta  verificando  en  cualquier  tiempo  la  inscrip- 
ción omitida,  ya  con  la  presentación  del  título  correspondiente,  ya 
por  medio  de  la  información  posesoria.  La- Ley  Reformada  introdu- 
jo una  modificación  en  este   artículo  permitiendo  en  aquel  caso  la 
inscripción  siempre  que  el  dominio  no  inscrito   previamente  á  favor 
del  otorgante,    tampoco  lo  estuviese  á   nombre  de   otro,  y  además 
constase  que  aquel  lo  adquirió  antes  del  i9  de  Enero  de  1863.  Te- 
niendo  presentes   ambas  disposiciones  el   referido   artículo  318  del 
Reglamento,  establece  por  el  párrafo  noveno,  cuya  disposición  aca- 
bamos de  exponer, -que  los  poseedores  de  un  derecho  real  que  hayan 
solicitado  su  inscripción  dentro  del  período  que  medió  desde   i*  de 
En^ro  de  1863  hasta  igual  fecha  de  1871,  y  á  los  que,  en  cumpli 
miento  del  citado  artículo  20  de  la  Ley  de  1861,  se  hubiese  suspen- 
dido la  inscripción  por  no   constar  hecha  la  del  dominio,   puedan, 
acojiéndose  á  Ja  disposición  de  la  Ley  Reformada,  presentar  nueva- 
mente los  títulos  y  si  de  ellos  ó  de  otro  documento  que  acompañen 
resulta  que  el  causante  adquirió  el  dominio  antes  de   i9  de  Enero 
de  1863,  se  efectuará  entonces  la  inscripción.    Este  precepto  era  de 
una  justicia  evidente,  i9  porque   teniendo  derecho  á  la  inscripdott 
los  que  pudiesen  llenar  las  condiciones  del  artículo  20  reformada,  J! 
presentasen   en  adelante  sus  títulos,  no   existia  razón  alguna^pax^ 
excluir  á  los  que  los  hubiesen  presentado  ya;   2?  porque  teniaida 
derecho  estos  últimos  por  la  ley  de   1861  á  subsanar  .en  cualquier 
tiempo  la  falta,  no  podia  privárseles  de  la  nueva/y  más  fácil  {<3ieisak 
que  para  ella  doptaba  la  Ley. — Nótese,  pues  que  si  el  art  318  cítaidoi 
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hablaba  de  presentar  nuevamente  los  títulos  era  para  el  fin  de  que  se 
acogiesen  á  los  efectos  de  la  Ley  Reformada  los  que  hubiesen  visto 
rechazados  sus  títulos  en  virtud  de  la  primitiva.  Y  en  tal  concepto 
esa  disposición  se  omitió  en  nuestro  Reglamento. 

825. — Pero  el  último  párrafo  de  dicho  artículo,  refiriéndose  al 
propio  supuesto  que  el  noveno,  ordena  que,  si  se  hubiese  tomado  ano- 
tación preventiva  de  los  referidos  títulos  sólo  por  la  falta  antedicha 
se  convertirá  aquella  en  inscripción  definitiva  cuando  alguno  de  los 
interesados  lo  reclame  siempre  que  presente  de  nuevo  los  títulos  anota- 
dos, y  en  estos  ó  en  otros  documentos  fehacientes  conste  la  prueba  exi- 
gida en  el  artículo  20  de  la  Ley  y  y  del  examen  del  Registro  resulte 
que  el  dominio  no  está  inscripto  á  favor  de  persona  alguna. — Se  ob- 
serva desde  luego  que  nuestro  artículo  114  reglamentario  no  es  Qtra 
cosa  que  la  copia  literal  del  párrafo  transcrito,  y  vamos  á  examinar 
ahora  el  valor  de  semejante  disposición  en  el  Reglamento  penin^lar, 
y  el  que  le  corresponde  en  el  nuestro. 

826. — El  Reglamento  peninsular  prevée  el  caso  de  que  los  títulos 
á  que  nos  venimos  refiriendo  se  hubiesen  anotado  preventivamente, 
lo  cual  podia  hacerse  en  virtud  del  artículo  42,  número  octavo,  de  la 
Ley  primitiva,  dado  que  el  artículo  20  de  la  misma  consideraba  la 
falta  referida  como  subsanable,  y  era  útil  para  el  interesado  efec- 
tuarla, por  los  efectos  que  á  la  anotación  preventiva  atribuian  los 
artículos  ^J,  70  y  71  de  la  propia  Ley,  [i]  y  resuelve  que,  si  se  ha 
tomado  dicha  anotación,  el  cumplimiento  por  el  interesado  de  las 
condiciones  exigidas  en  la  Ley  Reformada,  surtirá  el  efecto  de  con- 
vertir dicha  anotación  en  inscripción  definitiva. 

827. — Como  quiera  que  este  caso  no  es  legalmente  posible  entre 
nosotros,  puesto  que  el  poseedor  á  que  se  viene  refiriendo  nuestro 
Reglamento  desde  su  artículo  no,  obtendrá  desde  el  primer  mo- 
mento la  inscripción/  ó  por  lo  menos  la  anotación  preventiva  hasta 
tanto  que  cite  al  propietario,  y  esta  citación  ha  de  dar  siempre  por 
resultado  la  inscripción  de  la  propiedad,  pues  todos  los  casos  se  hallan 
resueltos  en  ese  propio  sentido  por  los  artículos  ni  á  113,  resulta 
que  el  presente  1 1 5  se  refiere,  no  á  la  anotación  preventiva  de  que 
trata  el  Reglamento  peninsular,  sino  á  la  que  ha  podido  hacerse 
en  virtud  del  artículo  no  del  nuestro,  determinando  que  en  el  caso 
de  haberse  efectuado,  y  de  no  comparecer  dentro  de  treinta  dias  el 
propietario  requerido,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  112,  bastará  para 
obtener  la  conversión  en  inscripción  de  la  anotación  referida  la  prue- 
ba que  se  haga  con  la  nueva  presentación  de  los  títulos  anotados  ó 
con  otros  documentos  fehacientes  de  que  el  propietario  adquirid  su 
derecho  antes  de  la  fecha  en  que  comenzó  á  regir  la  Ley,  que  es  la 
prueba  exigida  en  el  art.  28  á  que  aquí  se  hace  referencia.  Y  por 
consiguiente  cuando  se  pueda  suministrar  esta  prueba,  estará  dispen- 
sado  el  poseedor  de  que  se  trata,    de  la  obligación  de   presentar  el 


fi]    Artículos  81,  84  y  85  respectivamente,  de  la  nuestra. 
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título  de  dominio,  6  de  suplirlo  en  la  forma  que  preceptuad  112 
citado  y  bastará  que  requiera  al  dueño  y  transcurran  los  treinta  días 
para  que,  si  no  ha  comparecido,  y  presenta  entonces  el  poseedor 
aquella  prueba,  se  practique  la  inscripción  de  su  derecho,  ó  se  con- 
vierta en  inscripción  definitiva  la  anotación  preventiva  que  se  hubiere 
tomado,  Y  en  este  caso  como  quiera  que,  según  el  att.  242  de  la 
Ley,  la  primera  inscripción  que  se  Haga  de  una  finca  en  el  Registro 
ha  de  ser  la  de  propiedad,  en  el  art.  109  del  Reglamento  se  previe- 
ne que  en  el  caso  que  acabamos  de  expoüíef  se  hagan  dos  inscrip- 
ciones, empezando  por  la  de  dpminio. 

828. — Resulta,  pues,  que  en  todo  caso  ha  de  ser  citado  el  propie- 
tario del  inmueble,  y  si  no  comparece  dentro*  de  los  treinta  dias,  sólo 
después  de  pasado  ese  término  podrá  el  promovente  [Art  1 12  R] 
adop^r  el  medio  que  aconsejen  las  circunstancias  del  caso,  entre  los 
varios  que  establecen  el  propio  art.  y  el  1 14  del  mismo.— Continua 
el  Reglamento. 

Artículo  115. 

Si  el  dueño  del  inmueble  gravado  impugnare  dentro  del  término  de  los  trein- 
ta dias  siguientes  al  del  requerimiento  la  inscripción  solicitada,  presentando  el 
título  correspondiente  para  que  se  inscriba,  ó  el  testimonio  de  haber  incoado 
expediente  contradictorio  para  la  declaración  judicial  de  dicho  dominio,  el  Re- 
gistrador pondrá  una  nota  marginal  en  el  asiento  de  anotación  preventiva  del 
derecho  real,  expresando  que  el  dueño  del  inmueble  ha  hecho  la  impugnación 
en  virtud  de  cualquiera  de  aquellos  actos.  El  tenedof  del  derecho  real  podrá 
deducir  contra  el  opositor  la  acción  correspondiente,  ó  pedir  al  Juez  de  prime- 
re  instancia  del  partido  en  que  esté  sito  el  inmueble  que  el  dueño  de  este  for- 
mule su  demanda  en  un  breve  térmfno,  y  que  si  este  transcurriese  sin  pre- 
sentarla ordene  la  conversión  de  la  anotación  preventiva  del  derecho  real  en 
inscripción  definitiva.  Entablada  la  demanda,  podrá  disponerse,  á  petición  de 
parte,  la  anotación  preventiva  de  la  misma.  ^ 

829. — Concuerda  con  el  art.  320  del  Reglamento  peninsular,  y  no 
necesita  explicaciones,  por  ser  su  disposición  bastante  clara. 

Artículo  ii6. 

Las  costas  y  gastos  causados  para  obtener  la  inscripción  del  inmueble  gra- 
vado serán  de  cuenta  del  dueño  del  mismo;  y  si  perteneciere  á  dos  ó  más  per- 
sonas, el  Registrador  ó  el  interesado  que  los  hubiere  satisfecho  podrá  reda- 
marlos de  cualquiera  de  los  condueños,  salva  la  acción  de  este  para  repetir,  d© 
los  demás  la  parte  que  á  prorata  les  corresponda  satisfacer. 

830. — Concuerda  con  el  319. — El  Reglamento  de  1861  sólo  con- 
tenia, en  vez  de  las  numerosas  disposiciones  que  acabamos  de  exa- 
minar en  el  Reformado  y  en  el  nuestro,  tres  artículos,  el  317  que 
contiene  la  propia  declaración  de  nuestro  1 10,  el  318,  donde  se  de- 
clara que,'  no  hallándose  inscrita  la  propiedad,  y  tomada  anptacion 
preventiva  del  título  constitutivo  del   derecho,  sé  exija  al  dueño  la 
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inscripción  del  suyo,  y  si  éste  no  pudiese  presentar  los  títulos  ni  in- 
ditar  e!  lugar  en  que  se  hallen,  podrá  el  interesado  promover  el  ex- 
pediente posesorio  para  obtener  la  inscripción  de  aquel;  ó  en  otro  caso 
presentando  los  documentos  necesarios,  ó  acudiendo  al  Juez  para 
que  los  haga  traer  á  costa  del  propietario.  Con  vista  del  título  que 
haya  presentado  el  reclamante  para  la  inscripción  del  derecho  del 
propietario,  el  Juez  oyendo  á  ambas  partes  en  juicio  verbal,  dictarla 
de  plano  la  providencia;  siendo  las  costas  y  gasitos  de  cuenta  del 
propietario  que  se  hubier^  resistido  á  pedir  la  inscripción.  (Art.  319). 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

831. — Además  de  los  artículos  del  Reglamento  que  dejamos  re- 
producidos, existen  dos  Reales  órdenes  dictadas  para  la  Peníi\^ula, 
referentes  al  caso  comprendido  en  elart.  12  de  la  Ley. 

832. — La  primera,  de  7  de  Junio  de  1866  dispone  que  los  dueños 
directos  que  no  hayan  podido  inscribir  sus  títulos  porque  no  lo  ha- 
yan verificado  los  dueños  útiles,  (i)  podrán  presentar  sus  títulos  en 
los  respectivos  Registros  para  que  se  tome  la  anotación  preventiva 
establecida  en  el  art.  318  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  L. 
H.  (2),  "y  se  comprenderá  en  un  solo  asiento  todo  el  terreno  que 
"pertenezca  á  un  mismo  término  municipal.  Que  la  referida  anota- 
"cion  preventiva  se  convertirá  en  inscripción  en  cualquier  tiempo  que 
«'desaparezca  el  motivo  que  ha  impedido  ésta,  y  entonces  se  hará  la 
/conversión  haciéndose' los  oportunos  asientos  de  dicho  dominio  di- 
'recto  en  cada  uno  de  los  registros  particulares  de  las  fincas  en  que 
"recae,  si  son  varios  por  pertenecer  el  dominio  útil  á  dos  ó  mas  per- 
"sonas." 

833. — Por  la  otra,  de  24  de  Octubre  de  1867,  se  declaró  que,  los 
que  á  la  publicación  de  la  Ley  tuviesen  un  derecho  inscrito  sobre 
bienes  no  inscritos  tampoco,  no  pueden  reclamar  que  el  dueño  ins- 
criba su  dominio  sin  obtener  antes  la  anotación  preventiva  del  título 
en  qué  se  h^  consignado  el  derecho  real  por  el  tínico  defecto  de  no 
haberse  verificado  la  inscripción,  de  dominio  de  los  bienes  á  que  afec- 
ta el  referido  derecho,  "de  manera  que  si  se  hubiera  tomado  la  ano- 
"tacion  preventiva  por  el  expresado  defecto,  y  al  mismo  tiempo  por 
"otras  subsanables  que  tuviera  aquel  título  deberán  subsanarse  éstos 
"últimos  antes  de  formalizarse  contra  el  dueño  de  los  bienes  la  re- 
"damacion  judicial  ya  indicada." 

Reglamento  de  Puerto-Rico. 

834. — Nuestro  art.  110  es  en  aquel  el  107. 

835. — El  108,  equivalente   á  nuestro  iii,  no  contiene  los  párra- 

(l)  La  inscripción  del  dominio  útil  debe  preceder  á  la  del  dojninio  directo.  (Art.  108  Reg.) 
f2)  Es  el  de  1861  al  que  aquí  se  hace  referencia  (V.  par.  830.  j 
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fos  segundo  y  cuarto,  acerca  de  cuya  inserción  en  el  nuestro,  expu- 
simos los  inconvenientes  que  presenta,  en  nuestros  pars.  813  y  815 

836. — El  109  sigue  á nuestro  112,  y  el  lio  á  nuestro  113,  supri- 
miendo la  distinción  acerca  de  los  actos  que  devengan  ó  no  impues- 
tos, por  no  existir  en  ella  el  artículo  á  que  se  hace  referencia,  y 
que  es  en  el  Reglamento  de  Puerto-Rico  el  70,  en  vez  del  72  del 
nuestro. 

837. — Los  demás  artículos  no  ofrecen  otra  diferencia  que  la  de 
llevar  en  aquel  Reglamento  los  nums.  iii  -á  113,  en  vez  de  114  á 
116,  que  les  corresponde  en  el  nuestro. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  13. 

Desde  que  empiece  á  regir  esta  ley  no  se  admitirá  en  los  Juzgados  y  Tribu- 
nales ordinarios  y  especiales,  en  los  Consejos  y  en  las  oficinas  del  Gobierno  nin- 
gún documento  ó  escritura  de  que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  Registro,  por 
el  cual  se  constituyeren,  trasmitieren,  reconocieren,  modificaren  ó  extinguieren 
derechos  sujetos  á  inscripción  según  la  misma  ley,  si  el  objeto  de  la  presenta* 
clon  fuere  hacer  efectivo  en  perjuicio  de  tercero  el  derecho  que  debió  ser  ins- 
crito. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  podrá  admitirse  en  perjuicio 
de  tercero  el  documento  no  inscrito  y  que  debió  serlo,  si  el  objeto  de  la  presen- 
tación fuere  únicamente  corroborar  otro  titulo  posterior  que  hubiere  sido  ins- 
crito. 

También  podrá  admitirse  el  expresado  documento  cuando  se  presente  para 
pedir  la  declaración  de  nulidad  y  consiguiente  cancelación  de  algún  asiento 
que  impida  verificar  la  inscripción  de  aquel  documento. 


CONCORDANCIAS. 


Ley  de  1861. 

Aftículo  396. 

Desde  la  publicación  de 
asta  lev  no  se  admitirá  en  los 
Júzgaos  y  tribnnales  ordi- 
narios y  especiales,  en  los 
Consejos  y  en  las  oficinas  del 
Gobierno,  ningún  documento 
ó  escritura  de  que  no  se  haya 
tomado  razón  en  el  Registro; 
si  por  él  se  constituyeren, 
trasmitieren,  reconocieren, 
modificaren  ó  extinguieren 
derechos  sujetos  á  inscripción 
según  la  misma  ley. 


Ley  Seformada  de  1869. 

Arikulo  396. 


por  el  cual  se  constituyeren. 


.,  si  el  objeto 


Ley  de  Puerto-Bioo. 

ArL  13. 
(Igual  al  de  la  nuestra.] 
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de  la  presentación  luerie  ha- 
cer efectivo  en  perjuicio  de 
tercero  el  derecho  que  debió 
ser  inscrito. 

No  obstante  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  anterior,  podrá 
admitirse  en  perjuicio  de  ter- 
cero el  documento  no  inscri- 
to, y  que  debió  serlo  si  el 
objeto  ae  la  presentación  fue- 
re únicamente  corroborar  otro 
título  posterior  que  hubiere 
sido  inscrito. 

También  podrá  admitirse 
el  expresado  aocumento  cuan 
do  se  presente  para  pedir  la 
declaración  de  nulidad  y  con 
siguiente  cancelación  de  al- 
gún asiento  ^ue  impida  veri- 
ncar  la  inscnpcion  de  aquel 
documento. 


Reglamento  de  10  de  Octu- 
bre de  1870  para  la  imposición 
'  exacción  de  los  derechos  so- 
fre  traslaciones  de  la  propiedad 
en  la  Isla  de  Cuba. 

Art.  25. 
No  se  admitirá  en  los  ji|zga- 
dos  y  tribunales,  en  los  conce- 
|os  y  en  las  oficinas  del  Go- 
Dierfto  ningún  documento  otor- 
gado con  posterioridad  á  la 
lecha  de  este  reglamento  de 
que  no  se  ha  tomado  razón  pre- 
ventiva ó  definitiva  en  la  ano- 
taría hipotecaria,  por  el  <jue  se 
constituyeren,  reconoaerén, 
modificaren  ó  extinguieren  de- 
rechos sujetos  al  pago  del  im- 
puesto. 


838.-EI  presente  artículo  no  pertenece  ya  al  modo  de  suplirla  falta 
de  título  escrito,  sino  que  es  común  a  todas  las  diversas  especies  de 
títulos  sujetos  á  inscripción  de  que  acabamos  de  tratar.  Cierra  digna- 
mente el  título  I?  de  la  Ley,  pues  después  de  exponerse  las  diferen- 
tes condiciones  con  que  puede  verificarse  la  inscripción,  establece  y 
sanciona  esas  disposiciones,  privando  eje  eficacia  contra  tercero  aque- 
llos títulos  con  los  que  no  se  haya  cumplido  el  prec.epto  legal. 

839. — Acertada  estuvo  la  Comisión  en  trasponer  este  precepto 
colocándolo  en  el  título  1 9  de  la  L^y,  en  vez  de  uno  de  los  líltimos 
que  ocupaba  en  la  peninsular. — Y  como  se  habrá  observado, 
la  redacción  sigue  á  la  que  tenia  en  la  Ley  Reformada,  que  amplió  el 
texto  de  la  primitiva. 

840. — Se  establece  por  este  artículo  una  regla  general,  la  no  ad- 
misión del  título  inscribible  y  no  inscrito  cuando  se  trate  con  él  de 
perjudicar  á  tercero,  y  á  continuación  se  determinan  dos  escepciones. 

841. — La  regla  general  es  consecuencia  del  sistema  á  que  obede- 
ce la  Ley.  El  título  no  inscrito  no  puede  perjudicar, á  tercero;  de 
aquí  que  no  se  le  admita  en  ningún  Juzgado  ni  oficina  cuando  tal  es 
su  objeto.  Pero  cuando  el  fin  es  otro,  cuando,  por  ejemplo,  el  que 
inscribió  su  título  de  dominio  al  empezar  á  regir  la  Ley,  sin 
que  constase  inscrito  el  del  causante,  vé  luego  impugnado  su 
derecho  por  una  persona  que  le  disputa  la  cosa,  puede  traer  al  juicio 
ese  título,  no  obstante  no  haberse  inscrito,  para  probar  la  legitimi- 
dad díel  suyo.  Del  mismo  modo  el  que  compró  de  un  dueño  verda- 
dero y  no  pudo  inscribir  su  título  porque  se  hallaba  inscrito  el 
inmueble  á  nombre  de  otro,  en  virtud  de  un  título  falso  ó  nulo,  pue- 
de presentar  aquel  ante  los  Tribunales  para  pedir  la  nulidad  y  can- 
celación del  asiento,  como  medio  de  obtener  la  inscripción  de  su  de- 
recho. 

842. — La  Comisión  de  Códigos  al  referirse  á  la  disposición  qu^  ci- 
tamos, dice  así: 

37 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


290  ,  V 

'Tero  la  mas  firme  garantía  del  cumplimiento  de  la  Ley,  tanto 
"respecto  á  los  derechos  antiguos  como  á  los  nuevos  que  se  consti- 
"tuyan,  está  en  la  prohibición  que  expresamente  se  establece  de  ad- 
*'mitir  en  los  Juzgadqs,  Tribunales  ordinarios  y  especiales,  en  los 
"consejos  y  en  las  oficinas  del  Gobierno  ningún  documento  de  que 
"ao  se  haya  tomado  razón,  si  por  él  se  constituye,  ^  trasmite,  reco- 
"noce,  modifica  ó  extingue  derecho  sujeto  á  inscripción.  De  seguro 
"que  cuando  todos  vean  que  esta  prescripción  es  una  verdad,  que  no 
"queda  como  hasta  aquí  en  amenaza  la  ineficacia  de  los  títulos  no 
"registrados,  (i)  que  los  Tribunales  aplican  con  todo  rigor  la  Ley, 
"serán  mas  diligentes  en  apartar  de  sí  Jas  perjudiciales  consecuencias 
"que  una  omisión  culpable  puede  ocasionarles." 

843. — Mas  adelante,  en  la  exposición  del  art.  31  de  la  Ley,  trata- 
remos con  mas  extensión  esta  materia.  Al  objeto  del  presente  artí- 
culo bastan  las  indicaciones  hechas. 


DISPOSICIONESXOMPLEMENTARIAS. 

844. — Lo  son  algunas  de  nuestro  Reglamento  é  Instrucción.  Co- 
menzaremos por  aquel. 

Artículo  62  del  Reglamento. 

La  prohibición  de  admitir  en  los  Tribunales,  Consejos  y  oficinas  documentos 
no  registrados,  comprendida  en  el  artículo  13  de  la  ley,  se  llevará  á  efecto, 
aunque  dichos  documentos  no  se  puedan  ya  registrar  por  el  que  quiera  hacer 
uso  de  ellos,  siempre  que  con  los  mismos  se  trate  de  acreditar  cualquier  dere- 
cho procedente  del  acto  ó  contrato  á  que  se  refieran,  pero  no  cuando  se  invo- 
quen por  un  tercero  en  apoyo  de  un  derecho  diferíante  que  no  dependa  de  dicho 
acto  ó*  contrato. 

Fuera  de  este  caso  y  de  los  establecidos  en  el  artículo  13  de  la  ley,  los  Tnba- 
nales,  Consejos  y  oficina»  devolverán  á  los  interesados  los  instrumentos  no  re- 
gistrados que  presenten,  como  otorgados  sin  los  requisitos  que  la  ley  exige,  y 
no  permitirán  que  quede  de  ellos  testimonio,  copia  ni  extracto  en  los  autos  ó 
expedientes. 

Los  Notarios  harán  mención  en  los  documentos  que  deban  inscribirse  ác  h 
obligación  de  presentarlos  en  el  Registro  y  de  lo  dispuesto  en  el  referido  art  13 
de  la  ley. 

845. — La  Comisión  Antillana,  en  el  preámbulo  de  nuestro  Re|^- 
mentó,  explica  este  precepto  con  las  siguientes  palabras: 

''Refiérese  una  de  las  innovaciones  introducidas  á  fijar  y  comple* . 
**tar  el  sentido  del  árt.  13  de  la  Ley,  que  prohibe  admitir  en  los  Tri- 
**bunales   y  oficinas   escrituras  ó   documentos  no    registrados  y  de 
''acuerdo  con  la   letra  y  el  espíritu    del  mismo,  se  declara,  que  este  ■ 
"prohibición  debe   entenderse  limitada  á  los  títulos  en  que  seCDD- 

(i)  Véase  el  par,  69  de  nuestra  Jiesdia  hUtMca, 
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"signen  actos  6  contratos  relativos  á  inmuebles,  siempre  que  se  trate 
"de  acreditar  cualquiera  modificación  verificada  en  el  estado  jurídico 
"de  los  mismos;  pero  no  regirá  dicha  prohibición  cuando  se  invo- 
"quen  dichos  documentos  por  un  tercero,  en  apoyo  de  un  derecho 
"diferente  que  no  se  refiera  á  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales. 
"Y  como  esta  prohibición  tiene  en  sí  misma  grande  eficacia,  y  con- 
"tribuye  poderosamente  á  la  realización  de  los  fines  del  sistema  h¡- 
"potecario,  la  Comisión  la  ha  llevado  hasta  sus  ultimas  consecuen- 
"cias,  proponiendo  que  los  documentos  no  registrados  se  devuelvan 
"á  los  interesados  sin  que  quede  de  ellos  testimonio,  copia,  ni  ex- 
"tracto  en  los^  autos  ó  expedientes,  aun  cuándo,  con  arreglo  á  la 
"Ley  Hipotecaria  no  puedan  ya  ser  inscritos." 

846. — Considera  nuestra  Comisión  el  precepto  contenido  en  el  ar- 
tículo 62  como  una  innovación,  pero  debe  considerarse 'tal,  sólo  res- 
pecto del  Reglamento  actual  de  .la  Península  y  del  de  Puerto-Rico. 
Por  lo  demás,  en  nada  se  diferencia  el  referido  artículo  del  333  del 
primitivo,  ó  sea  el  de  1861,  fuera  de  leerse  en  éste  último  la  palabra 
escribanos  en  vez  de  la  de  Notarios,  y  el  núm.  396  en  vez  de  13,  del 
artículo  respectivo  de  la  Ley. 

847. — El  contexto  del  presente  demuestra  con  claridad  que  se 
introduce  un  caso  más  de  escepcion  sobre  los  dos  que  señala  el  ar- 
tículo 13  de  la  Ley,  a  la  no  admisión  del  título  inscribible  y  que  np 
se  inscribió.  Este  nuevo  caso  de  escepcion  es  cuando  un  tercero  lo 
invoque  para  apoyar  un  derecho  que  no  emana  de  dicho  acto  ó  con- 
trato, sino  que  éste  viene  á  servir   como  un  medio  de  probar  aquel. 

848. — Creemos  que  et  espíritu  del  mismo  es,  que  si  aquel  que  ob- 
tiene un  título  de  dominio  y  no  lo  inscribe,  quiere  hacerlo  valer  á 
tiempo  que  el  predio  se  halla  inscrito  ya  á  favor  de  un  tercero,  no 
se  admitir^  en  juicio  su  título  no  registrado,  no  obstante  que  ya  no 
podría  tampoco  hacerlo,  y  sí  se  le  admitirá  ese  propio  título  á  un 
tercero  si  con  él  appya  un  derecho  cualquiera  que  en  el  mismo  se  le 
reconozca,  y  que  sea  independiente  del  acto  mismo  que  se  dejó  de 
inscribir.  Tal  era  la  explicación  que  el  artículo  333  del  Reglamento 
primitivo  venia  á  hacer  del  precepto  expresado  en  forma  demasiado 
absoluta  por  el  art  396  de  la  Ley,  pero  al  insertarse  en  nuestro  Re- 
glamento realmente  se  introduce  un  caso  más,  y  venimos  á  tener  los 
aguientes: 

849. — En  la  regla  general  de  que  no  se  admitirá  en  Tribunales  ni 
oficinas  para  el  efecto  de  perjudicar  á  tercero,  el  documento  regis- 
trare que  no  se  registró,  hay  que  contar  las  siguientes  escepciones: 

1? — Cuando  se  trae  á  juicio  para  corroborar  un  documento  pos- 
terior y  que  haya  sido  inscrito,  como  en  el  caso  que  exponemos  en 
nuestro  par.  841. 

2? — Cuando  se  funde  en  él  una  demanda  de  nulidad  de  un  asien- 
to-hecho en  el  Registro. 

3? — Cuando  se  invoque  por  un  tercero,  esto  es,  por  persona  dis- 
tinta de  la  que   debió  solicitar  la  inscripción;  ya  como  fundamento, 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


292 

ya  como  medio  probatorio 'de  nn  derecho  qtie  no  sea  consecuencia 
precisa  del  acto  no  registrado. — Si  hubiese  sido  consecuencia  preci- 
sa, el  que  tuviese  á  su  favor  ese  derecho  podría  obtener  la  inscrip- 
ción (Art.  14  L.,  caso  ultimo);  y  no  obteniéndola,  no  podría  después 
reclamar  ese  derecho  contra  ningún  tercero  (Art.  31  L.) — La  Co- 
misión dice,  sin  embargo,  en  el  párrafo  transcrito  que  la  dispo.si<ñoa 
reglamentaria  se  aplica  sólo  cuando  se  invoca  un  derecho  que  no 
se  refiera  á  inmuebles. 

Artículo  468  del  Reglamento. 

Los  documentos  que  según  la  Ley  Hipotecaría  necesitan  inscribirse,  para 
perjudicar  á  tercero,  son  únicamente  los  que,  al  tiempo  de  empezar  á  regir  ^ 
cha  ley,  constituyan  el  título  y  la  prueba,  bien  de  la  adquisición  del  dominio  6 
del  derecho  por  los  que  en  aquella  época  posean  el  uno  ó  el  otro,  ó  bien  de  la. 
constitución  del  mismo  derecho,  cuando  éste  consiste  en  la  desmembración  del 
dominio.  Todos  los  demás  documentos  (^ue  ni  sean  el  título  de  constitudoa  de 
un  derecho  subsistente  ni  el  de  la  adquisición  de  éste  por  su  actual  poseedor  y 
que  en  su  consecuencia  nu  pueden  perjudicar  á  tercero,  sino  en  cuanto  corro* 
boren  otro  título  posterior,  aunque  pueden  inscribirse  á  voluntad  de  los  intere- 
sados, no  necesitan  serlo  para  su  admisión  en  los  Consejos,  Tribunales  y  ofí^ 
ñas  del  Estado. 

850. — Refiriéndose  la  Comisión  Antillana  á  la  adición  hecha  en 
nuestro  Reglamento  de  un  nuevo  título,  que  es  el  XV,  dice  acerca 
de  lo  dispuesto  en  el  presente  artículo,  lo  siguiente: 

**Entre  las  disposiciones  que  comprende  el  nuevo  título,  la 

"más  interesante  es  la  que  declara  ert  obsequio  de  los  particulares  que 
"tienen  una  larga  y  complicada  titulación,  y  de  acuerdo  con  la  tetra 
"y  espíritu  de  la  Ley,  que  sólo  deben  llevarse  al  Registro  los  títulos 
"ó  documentos  que  al  tiempo  de  empezar  á  regir  aquella,  constítu- 
"yan  el  estado  jurídico  de  la  propiedad  inmueble,  bastando  por  con- 
*' siguiente  inscribir  los  títulos  que  acrediten  el  derecho  de  los  actuaUs 
'^dueños,  sin  que  sea  necesario  hacerlo  de  los  que  justifiquen  el  dere- 
"cho  de  sus  causantes."' 

851. — Las  palabras  subrayadas  tienen  un  gran  valor, -'porque  de- 
jan fuera  de  duda  cuáles  son  los  títulos  que  al  empezar  á  regir  kt 
nueva  Ley,  están  en  el  caso  de  ser  inscritos:  tales  son  los  des- 
los  actuales  dueños,  no  los  de  suá  causantes:  éstos  últimos  lo  seián 
también  si  lo  pidieren  los  interesados,  pero  tal  inscripción  no  »  vte^ 
cesaría. 

852. — Este  artículo  carece  de  concordancia  en  la  legislación  cpie-' 
está  ó   ha  estado  vigente   en  la  Península,  y  no  se  insertó  tampooo 
su  declaración  en  el  Reglamento  de  Puerto-Rico.     El  Sr.  Stuyck  y 
Reig  le  señala  como  precedente  el  art.  2?  del  proyecto  de  \^  i 
cional  á  la  hipotecaria  de  1 1  de  Abril  de  1864,   que  no. llegó  á  i 
narse  como  ley. 

853.-r-Debemos  citar  también  como  complemento  del  presMBfe" 
artículo  de  la  Ley,  el  siguiente 
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Artículo  13  db  la  iNSTRUcaow. 

En  todo  documento  público  sujeto  á  Registro  deberá  consignar  el  funciona- 
rio que  lo  autorice  (jue  sin  veriñcarse  la  inscripción  no  perjudicará  aquel  á  ter- 
cero, ni  será  admitido  en  los  Juzgados  y  Tribunales,  Consejos  y  oficinas  del 
Gobierno,  si  el  objeto  de  la  presentación  fuese  hacer^  efectivo,  en  perjuicio  de 
tercero,  el  derecho  que  debió  ser  inscrito,  salvo  los  dos  casos  de  excepción  que 
comprende  el  articulo  13  de  la  Ley  Hipotecaria. 

854. — No  causa  novedad  en  nuestra  legislación  vigente,  pues  la 
propia  obligación  se  imponia  á  los.  escribanos  por  el  art.  26  del  Re- 
glamento de  1870,  que  hemos  citado  ya  varias  veces.  También  con- 
sterna una  disposición  análoga  el  cap.  10  de  la  ley  3?,  tít  16,  lib,  10 
de  la  Nov.*  Rec. 

REGLAMENTO   DE   PUERTO-RICO. 

855. — ^No  existe  en  él  ninguna  de  las  disposiciones  que  constitu* 
yen  en  el  nuestro  los  arts.  62  y  468. — En  cuanto  á  la  Instrucción, 
rige  una  sola  en  ambas  Antillas. 

JURISPRUDENCIA    SUSTANTIVA. 

856. — La  falta  de  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  y 
aún  de  anotación  preventiva  de  una  escritura  de  venta  judicial  pro- 
duce la  ineficacia  en  jaicio  fiara  terceras  personas  del  título  conteni- 
do en  la  misma  escritura. 

(Sent  de  1 9  de  Junio  de  1868.) 


857. — ^La  falta  de  inscripción  ó  de  anotación  previa  de  un  título 
traslativo,  sólo  lo  vicia  en  cuanto  perjudica  intereses  de  tercero. 
,  (Id.,  id.,  id.) 


858. — Con  arreglo  á  los  arts.  23,  27  y  396  de  la  L.  H.  reforma- 
da, (i)  la  falta  de  inscripción  de  un  título  sugeto  á  Registro  y  su  no 
admisibilidad  en  los  Juzgados  y  Tribunales,  solamente  pueden  ser 
redamadas  por  tercero  á  quien  ese  título  perjudique. 

(Sent.  de  14  de  Nov.  de  1872.) 


859. — Una  sentencia  que  resuelve  la  cuestión  de  foodo  debatida 
«ftlos  autosi  ó  sea  la  de  si  había  ó  no  lugar  á  la  demanda  de  terce- 

(i)    Arts.  31»  35  y  13  respectivamente¡de  la  nuestra. 
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ría,  no  puede  infringir  los  aírts.  2?  y  396  de  la  L.  H.  (i)  que  tratan 
únicamente  de  los  títulos  sujetos  á  inscripción  y  de  la  necesidad  de 
ese  requisito  en  los  casos  que  el  ultimo  "expresa,  para  que  sean  ad- 
misibles en  juicio,  sin  que  sus  disposiciones  se  extiendan  a  decidir 
acerca  de  los  derechos  que  sobre  la  cosa  litigiosa  puedan  asistir  en 
cualquier  concepto  á  la¿  partes  contendientes. 

(Sent  de  21  de  Feb*  de  1877.) 


860. — Si  ciertos  testamentos,  no  registrados,  los  presentaron  los 
demandantes  con  objeto  de  acreditar  la  serie  de  instituciones  here- 
ditarias que  se  habian  hecho  en  sus  ascendientes  hasta  el  que  falleció 
últimamente,  y  no  para  pedir  la  declaración  de  nulidad  y  consi- 
guiente cancelación  de  algún  asiento  que  impida  verificar  la  inscrip- 
ción de  dichos  documentos,  su  admisión  en  juicio  no  está  compren- 
dida en  la  excepción  establecida  en  el  páh  3?  del  art  396  de  la  Ley 
Hipotecaria.  (2) 

[Sent.  de  8  de  Febrero  de  1877.] 


Íi)    Arts.  2?  y  13  de  la  nuestra. 
2 1    Entendemos  que  la  adición  hecha  al  texto  de  nuestro  Reglamento  por  d  art  ^ 
hace  que  sean  admisibles  en  nuestros  Tribunales  los  documentos  á  que  se  refiere  esta  do^ 
trina. 
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CAPITULO  TERCERO. 

DE  LA   FORMA   DK  LA  INSCRIPCIÓN. 

TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  14. 

La  inscripción  de  los  titulos  en  el  Registro  podrá  pedirse  indistintamente: 

Por  el  que  trasmita  el  derecho. 

Por  el  que  lo  adquiera.  . 

Por  quien  tenga  la  representación  legítima  de  cualquiera  de  ellos. 

Por  quien  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho  que  se  deba  inscribir. 


CONCORDANCIAS. 


LETDE1861. 

Aft,  6? 
(Igual  al  14 de  la  nuestra.) 


Ley  Beformada  de  1869. 

Art.  6° 
(No  sufrió  modificadon. ) 


Ley  de  Pnerto-Bico. 

Art,  14. 
(Como  en  la  nuestra.) 


861. — Se  establece  aquí  qué  personas  son  las  que  pueden  pedirla 
inscripción,  y  acerca  de  esta  materia  creemos  que  lo  que  mas  puede 
ilustrarla  és  una  observación  hecha  al  presente  artículo  por  el  Sr. 
Ortiz  de  Zarate  y  la  contestación  que  le  dio  el  Sr.  Permanyer  á  nom- 
bre de  la  Comisión  del  Congreso. — Dijo  así  el  Sr.  Ortiz   de  Zarate: 

"Uno  de  los  artículos  que  ordena  y  señala  quién  puede  pedir  el 
"registro  no  es  en  mi  concepto  bastante  claro.  Se  dice  que  pidan  el 
"registro  las  personas  interesadas  ó  sus  representantes  legítimos. 
¿Entiende  la  comisión,  entiende  el  Gobierno  por  representante  legí- 
"timo  una  persona  autorizada  por  medio  de  un  poder  en  regla?  Sí,  ó 
"nó?  Parece  que  me  dicen  que  sí;  entonces  voy  á  atacar  esa  dispo- 
"sicion,  porque  la  considero  gravosísima.  Hasta  ahora  no  ha  habido 
"necesidad  para  hacer  el  registro  mas  que  de  la  presentación  del  do- 
"cumento.  (i)  Cuando  los  interesados  vivian  fuera  de  la  capital  ó  del 

(i)  La  Jey  3*,  tit.  16,  lib.  io9  Nov  Rec,  dcda  que  el  instrumento  que  se  había  de  exhi- 
bir en  el  Oficio  de  hipotecas  era  la  primera  copia  que  diese  el  escribano  ^uc  Jo  hubiese 
otorgado,  y  como  esta  copia  no  se  daba  sino  á  las  partes,  se  cntendia  autorizados  para  pe- 
dir la  inscripción,  lo  mismo  el  trasmítante  que  el  adquirente,  persomUmente  ó  por  medio 
de  otro,  y  la  simple  presentación  del  documento  en  el  registro  se  estimaba  prueba  sufi- 
ciente de  que  el  qu^  lo  presentaba  era  mandatario  del  interesado. 
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"pueblo  donde  existía  el  Registro  de  hipotecas,  enviaban  á  un  ami- 
"go  que  iba  á  la  cabeza  del  partido,  el  cual  llevaba  el  documento, 
"pedia  el  registro,  pagaba  los  gastos  al  escribano,  y  quedaba  todo 
"hecho;  no  se  exigua  poder  ni  debe  exigirse;  porque  seria  gravosísi- 
"mo  obligar  á  los  interesados  para  un  trámite  tan  sencillo  á  otorgar 
"un  poder  á  favor  de  una  tercera  persona:  basta  que  vaya  el  intcre- 
"sado  ó  cualquiera  persona  en  su  nombre;  llevando  el  documento 
"creo  que  es  bastante  autorización,  es  una  autorización  tácita,  por- 
"que  á  no  haber  autorizado  el  dueño  de  la  ñnca  á  la  persona  que 
"lleva  el  documento,  no  sé  le  hubiera  entregado.  Por  consiguiente, 
"si  el  espíritu  de  la  ley  es  que  se  pida  personalmente  ó  por  apode- 
"rado  en  forma  el  registro,  creo  que  es  perjudicial  y  gravoso  en  la 
"mayor  parte  de  los  casos. 

862. — La  contestación  del  Sr.  Permanyer  acerca  de  este  punto  fué 
la  siguiente: 

"El  Sr.  Ortiz  de  Zarate  comprenderá  sin  duda  en  su  recto  é 

"ilustrado  criterio  que  como  cuestión  de  íntima  confianza,  también 
"entre  el  Registrador  y  las  personas  interesadas  en  la  inscripción  dd 
"título,  si  este  fuere  presentado  por  un  amigo  de  dicho  Interesado, 
"podrá  continuar,  deberá  continuar  sucediendo  en  Jo  sucesivo  lo  que 
"ha  acontecido  hasta  aquí,  y  debe  acontecer  por  neceisidad.  Pero  esto 
♦'el  Registrador  lo  hará  bajo  su  personal  y  esclusiva  responsabilidad, 
''sometiéndose  á  las  resultas  de  un  error,  de  un  esceso  de  confianza 
<'que  deposite  en  ciertas  y  determinadas  personas.  Por  lo  demás, 
''empero,  la  ley  no  debia  abandonar  un  punto  tan  importante  y  esen- 
«*cial  al  arbitrio  ó  capricho  de  los  interesados  en  todo  caso  de  no  po- 
**der  ellos  presentar  sus  títulos  por  sí  y  personalmente  á  la  inscrip- 
•'cion  en  el  Registro." 

863. — Los  inconvenientes  de  exigir  un  poder  al  que  pida  la  ins- 
cripción como  mandatario,  los  puso  de  manifiesto  el  Sr.  Ortiz  de 
Zarate:  el  espíritu  de  la  Ley  al  dictar  este  artículo  fué  lo.  que  se  pro- 
puso revelar  el  Sr.  Permanyer.  Y  combinando  sus  explicaciones  con 
los  preceptos  del  Reglamento  relativos  á  este  particular,  los  que  per- 
miten que  el  mandato  sea  verbal  y  auft  tácito,  nuestra  conclusión  es 
que  la  inscripción  podrá  concederse  á  todo  el  que  la  piday  presente 
los  documentos  necesarios,  sin  que  por  concederla  incurra  en  res- 
ponsabilidad el  Registrador,  salvo  el  difícil  caso  de  que  se  pruebe 
que  tenia  conocimiento  de  que  el  que  pidió  la  inscripción  lo  h«o 
contra  la  voluntad  del  interesado  ó  por  lo  menos,  sin  su  conocimiento, 
hallándose  presente;  y  que,  por  otra  parte,  solamente  los  ^compren- 
didos  en  este  artículo  podrán  exigirle  al  Registrador  la  inscripcicm, 
si  se  negare  á  hacerla.-Este  es  el  término  medio  que,  á  nuestro  juido 
resuelve  las  dificultades  que  dimanan  entre  el  precepto  restrictivo 
de  la  Ley  y  el  muy  amplio  del  Reglamento. 

864. — Los  artículos  del  Reglamento  á  que  acabamos  de  aludúraoa 
los  siguientes: 
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Artículo  63. 

En  el  acto  dt  ser  presentado  un  título  en  el  Registro  se  extenderá  el  asiento 
de  presentación. 

Artículo  64. 

Los  Registradores  incurrirán  en  responsabilidad  negándose  á  admitir  la  pre- 
sentación de  todo  título  por  persona  autorizada  para  ello. 

865. — La  responsabilidad  de  que  aquí  se  trata  sólo  puede  ser  exi- 
gida por  el  que  se  halle  en  alguno  de  los  casos  determinados  en  el 
art  14  de  la  Ley,  y  que  se  encuentra  comprendida  en  el  núm.  i9  del 
art  327  de  la  misma,  cuyo  precepto  no  hace  mas  que  reproducir, 
para  alejar  toda  duda, 'el  presente  artículo  reglamentario. 

Artículo  65. 

Se  entiende  por  representante  legítimo  del  interesado  en  una  inscripción, 
para  el  efecto  de  pedirla,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  14  de  la  ley,  aquel 
que  deba  representarle  con  arreglo  á  derecho  en  todos  los  actos  legales,  como 
el  padre  por  el  hijo  que  esté  bajo  su  potestad,  el  marido  por  la  mujer,  el  tutor 
ó  carador  y  el  mandatario,  aunque  el  mandato  sea  verbal  ó  tácito. 

Se  tendrá  por  mandatario,  para  los  efectos  de  presentar  documentos  en  el 
Registro  y  solicitar  la  inscripción,  cualquiera  persona  á  quien  el  interesado 
confiera  este  encargo. 

866. — Es  copia  literal  del  art.  1 1  del  Reglamento  vigente  en  la 
Península.  El  que  llevó  igual  número  en  el  primitivo  no  contenia  la 
declaración  que  forma  el  segundo  párrafo. 

867.-Las  palabras  z/^/¿¿í/  ó  tácito^  y  aún  mas  la  definición  de  man- 
datario, que  contiene  la  segunda  parte  de  este  artículo,  son  bastante 
explícitas  para  determinar  que  no  se  debe  pedir  poder  6  autorización 
especial  al  que  presente  el  título  á  nombre  de  otro,  pues  la  sc»la  pre- 
sentación de  dicho  título  hace  suponer  el  mandato  verbal  ó,  por  lo  me- 
nos, tácito;  y  sólo  cuando  el  Registrador  tenga  motivos  para  presumir 
que  se  hace  contra  la  voluntad  de  los  interesados,  deberá  rechazar 
el' título,  como  sucedería,  v.  gr.  si  ló  presenta  quien  sea  enemigo  de 
alguna  de  las  partes.  Por  lo  demás  los  Registradores,  como  advierte 
muy  bien  la  Serna,  no  deben  hacer  difícil  lo  que  conviene  facilitar, 
ni  dar  demasiada  amplitud  á  una  restricción  que  reconoce  por  origen 
y  tiene  por  objeto  salir  al  encuentro  de  abusos  que  es  de  creer  se 
presentarán  muy  raras  veces,  y  que  estrechamente  interpretada  ven- 
dría á  convertir  en  daño  de  los  interesados  lo  que  se  ha  introducido 
en  su  beneficio. 

868. — Lá  palabra  indistintamente  de  que  usa  este  artículo,  de- 
muestra que  no  hay  prelacion  alguna  entre  las  personas  que  se  enu- 
meran. Y  por  tanto,  que  no  solo  puede  pedir  la  inscripción  el  ad- 
quirente,  sino  con  igual  derecho  el  trasmitente,  el  que,  sin  ser  el  uno 
ni  el  otro  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho  que  se  deba  inscribir, 
ó  el  que  ejerza  la  representación  legítima  de  cualquiera  de  los  dos 
primeros. — ^Acerca  de  este  particular  ocurre  la  duda  de,  si  compi'aa* 
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do  V.  gr.  un  guardador  una  finca  para  un  menor,  y  omitiendo  pedir 
la  inscripción,  podrá  q\  menor  pedirla  por  sí,  constándole  al  Regis- 
trador que  el  guardador  no  quiere  hacerlo.  Decimos  constándole  al 
Registrador,  porque  según  lo  que  ya  dejamos  expuesto,  la  sola  pre- 
sentación del  título  por  el  menor  debe  hacer  presumir  que  ha  habido 
un  mandato  verbal  ó  tácito  de  aquel,  pero  no  siendo  así,  ¿deberá 
concederse  la  inscripción?  Opinamos  que  sí,  i?  porque  así  lo  induce 
la  palabra  indistintamente,  que  emplea  este  artículo;  2**  porque  si  la 
inscripción  no  es  por  regla  general  obligatoria,  el  espíritu  de  la  Ley 
comprende  sin  duda  á  los  que  pueden  pedirla  ü  omitirla  en  benefi- 
cio propio,  pero  no  á  los  que  tienen  la  custodia  de  ajenos  intereses, 
y  que  están  en  el  deber  de  promoverlos  con  eficacia,  como  el*  guar- 
dador respecto  del  menor.  Examinemos  ahora  con  especialidad  los 
distintos  casos  que  la  Ley  señala.  La  inscripción  se  podrá  pedir 
indistintamente: 

869. — Por  el  que  trasmita  el  derecho, — Aunque  lo  mas  general 
será  que  pida  la  inscripción  el  adquirente,  por  ser  el  mas  interesado, 
no«por  esto  podria  negársele  el  mismo  derecho  al  trasmitente,  pues 
también  tiene  interés  en  que  se  practique:  i9  para  no  responder  en 
lo  sucesivo  de  las  cargas  que  afectan  al  dominio;  29  para  asegurar 
algún  derecho  que  sea  consecuencia  de  la  enajenación,  v.  gr.  el  pago 
de  una  pensión  alimenticia  que  se  haya  estipulado  ó  el  de  la  parte 
aplazada  del  precio  (Art.  46  de  la  Ley,  nüm.  3?);  39por  motivos  de 
buena  fe,  para  hacer  constar  su  verdadera  situación,  y  que  no  sean 
inducidos  á  error  los  que  pudieran  contratar  con  él. 

870. — Por  el  que  lo  adquiera. — Este  es  sin  duda  el  mas  interesado 
por  regla  general;  pues  lo  está  grandemente  en  todos  los  casos,  i9 
para  evitar  una  segunda  enajenación  que  maliciosamente  pudiese 
hacer  el  vendedor,  y  que  no  podria  revocar  si  se  inscribe  antes  que 
la  suya  (Arts.  de  la  Ley,  25,  28  en  su  cuarto  párrafo,  31  en  el  f)ri- 
mero,  y  46  en  su  causa  cuarta);  29  para  impedir  los  nuevos  gravá- 
menes que  también  con  malicia  pudiese  imponer  el  vendedor  sobre 
la  propia  finca  vendida,  y  que  también  perjudicarían  al  adquirente  si 
se  inscriben  antes  que  sn  propiedad  ^rt.  3 1  citado  y  42  L);  39  si  el 
adquirente  lo  es  sólo  de  una  hipoteca  ó  un  censo,  para  no  perder  su 
derecho  si  la  finca  pasa  á  un  tercero  [Art.  31  repetido]  ni  la  prela* 
cion  respecto  de  los  nuevos  gravámenes  que  pueda  el  propietario 
imponer  sobre  la  misma  finca  (Art.  34  L.] 

871. — Por  quien  tenga  la  representación  legítima  de  cualquiera  de 
ellos. — Opina  Canales  que  este 'caso  no  deberia  ocupar  el  tercer  lu- 
gar, sino  el  último,  porque  tal  como  está  se  refiere  solo  al  que  tenga 
la  representación  le^jítima  del  trasmitente  6  adquirente,  siendo 
así  que  también  deberia  comprender  al  representante  del  que  tenga 
interés  en  la  inscripción.  No  vemos  inconveniente  en  que  se  sopla 
este  error  material  de  la  Ley,  aplicando  la  propia  regla  al  últin» 
nombrado,  ya  que  sin  duda  existe  la  misma  razón  en  un  caso  q^ 
en  otro. 
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872. — Por  lo  demás,  hay  que  considerar  incluidos  en  la  clase  que 
expresamos  al  tutor  ó  curador,  al  marido,  al  padre  con  respecto  al 
peculio  adventício  de  su  hijo,  al  padre  adoptivo,  al  apoderado^  ya  lo 
sea  especial  para  el  otorgamiento  del  acto  que  debe  inscribirse,  y  en 
el  que  debe  considerarse  implícita  la  facultad  de  pedir  la  inscripción,  . 
salvo  el  caso  de  exclusión  expresa;  ya  lo  sea  con  poder  general  de 
administración,  por  igual  motivo .  Además  el  albacea,  el  administra- 
dor judicial  y  el  depositario,  porque  todos  estos  tienen  una  repre- 
sentación mas  ó  menos  extensa,  en  cuyo  desempeño  puede  alguna 
vez  hacerse  necesaria  la  inscripción,  según  se  corrobora  además  con 
el  espíritu  de  las  declaraciones  hechas  en  la  Resolución  de  13  de 
Junio  de  1874.  [V.  par.  404.] 

873. — Por  quien  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho  que  se  deba 
inscribir.— \^o  primero  que  ocurre  acerca  de  este  punto  es  determi- 
nar la  clase  de  interés  de  que  aquí  se  trata;  la  Serna  opina,  que  es 
únicamente  el  material,  y  por  el  contrarió  Pedrero  y  Surga  sostie- 
nen que  basta  el  de  afección.  Estamos  de  acuerdo  con  el  primero  de 
dichos  autores,  pues  la  interpretación  lata  de  esta,  frase  podría  re- 
sultar en  perjuicio  de  los  directamente  interesados,  ocasionando  que 
bajo  el  pretesto  de  afección  se  obtuviese,  quizás  por  un  enemigo  en- 
cubierto, la  inscripción  que  aquellos,  por  razones  especiales,  v\o 
quisiesen  ó  no  debiesen  practicar  aún. 

874. — Son  varios  los  que  pueden  tener  interés  en  la  inscripción 
de  un  derecho  real  cualquiera.  Prescindiendo  de  los  que  adquieren 
algún  derecho  real,  sin  ser  partes  en  el  contrato  que  se  los  propor- 
ciona, porque  de  este  caso  trata  en  particular  el  siguiente  artículo 
de  la  Ley,  podemos  señalar  los  casos  siguientes; 

I* — El  que  adquiera  un  derecho  real  subordinado  al  principal  que 
en  el  contrato  se  constituye,  puede  pedir  la  inscripción  de  éste. — 
Si  el  derecho  que  él  adquiere  es  independiente  del  otro,  le  bastará 
pedir  el  suyo,  no  en  virtud  del  caso  que  examinamos,  sino  por  el 
segundo  del  presente  artículo,  es  decir,  como  adquirente. 

2? — El  que,  hallándose  en  el  caso  del  art.  15  de  la  Ley,  observe 
que  el  Notario  ha  omitido  cumplir  con  lo  que  éste  le  ordena,  podrá 
promover  directamente  la  inscripción,  sin  perjuicio  de  exigirle  á 
aquel  funcionario  la  responsabilidad  que  proceda. 

3? — El  que  adquiera  un  derecho  no  real,  que  se  subordine  al  he- 
cho de  la  inscripción  v.   gr.  si  no  adquiere  el  derecho  de  reclamarlo 
*  hasta  que  la  inscripción  se  verifique,  ó  hasta  cierto  plazo  que  ha  de 
contarse  desde  la  fecha  de  la  inscripción. 

4* — El  que  tenga  un  derecho  eventual  á  la  propiedad  del  inmue- 
ble, subordinado  al  del  adquirente. 

5^ — El  que  lo  tenga  de  cualquiera  otra  clase,  ya  directo,  ya  indi- 
recto, como  el  acreedor,  el  fiador  ó  el  gestor  de  negocios  (negotiorum 
gestor)  del  adquirente. — La  Serna  coloca  á  éste  ultimo  en  la  terce- 
ra clase,  en  virtud  del  mandato  presunto  con  que  se  le  considera 
revestido,  pero  como  el  artículo  reglamentario  que  amplia  el  14  de 
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la  hty,  sólo  habla  del  maadato  expreso  y  dd  tácito,  es  {nduddd^ 
que  no  llega  hasta  el  presunto,  por  lo  que  juzgamos  mas   acertado 
cómo  lo  han  juzgado  también  los  Sres.  Pedrero  y  Surga,  considerarij 
le  comprendido  en  la  cuarta  clase,  como  interesado  en  la  ¡nscripdo 
para  evitar  la  responsabilidad    que  por  negligencia  u  omisión  de  sd 
parte  puede  reclamarle  el  propietario. 


DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

875. — Además  de  los  artículos  del  Reglamento  ya  reproducidos,! 
se  reducen  á  esta  materia  los  siguientes: 

Artículo  66  del  Reglamentó. 

Cuando  la  persona  que  solicite  dicha  inscripción  lo  haga  en  concepto  de  re- 1 
presentante  ó  mandatario  del  que  con  arreglo  al  artículo  14  de  ía  ley  tenga  de^l 
recho  para  pedir  aquella,  se  consignará  en  el  asiento  de  presentación  el  nombre | 
del  mandante,  y  si  el  mandato  fué  verbal  ó  escrito. 

876. — Concuerda  con  el  art  2?  <}e  la  Real  orden  de  29  de  Juliol 
de  1875,  dictada  para  la  Península. 

Artículo  67. 

Los  OñcialeS)  Auxiliares  y  dependientes  del  Registro  de  la  propiedad  no  po- 1 
drán  presentar  ningún  documento  para  su  inscripción  en  el  Keg^stro  en  con- 
cepto de  mandatarios  de  los  interesados. 

Artículo  68. 

Para  que  los  Oficiales,  Auxiliares  y  dependientes  del  Registrador  puedan  ñr-* 
mar  en  concepto  de  testigos  los  asientos  de  presentación,  deberá  el  Registra- 
dor asegurar  bajo  su  responsabilidad  que  en  el  momento  de  extenderlos  no  era 
fácil  haUar  en  la  población  otras  personas  que  pudiesen  ñrmar  corno  testigos. 

877. — Concuerdan  con  los  arts.  i9  y  3?  de  la  Real  orden  citada. 

REGLAMENTO  OE  PUERTO-RICO. 

I 
878. — Los  arts.   63  á  68   del  nuestro  llevan  en  el  de  la  Isla  her- 
mana los  números  62  á  6y  respectivamente,  á  consecuencia  de  ha-i 
berse  intercalado  en  aquel  el  que  citamos   en  el  par.  855.    No  hay 
otra  diferencia. 

JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

879. — Debe  admitirse  á  inscripción  el  título  presentado  por^tttCfl 
se  dice  mandatario,  no  del  adquit  ente  ni  trasmitente,  sino  de  un  tef- 
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cero  desconocido;  y  tambtea  d  otorgado  con  doscientos  años  de  an- 
telación y  presentado  por  quien  no  aparezca  tener  interés  efectivo 
en  asegurar  el  derecho  que  se  deba  inscribir;  en  virtud  del  art.  1 1 
del  Reglamento  (i)  que  permite  la  presentación  á  cualquier  man- 
datario expreso  ó  tácito. 

(Res.  de  II  de  Agosto  de  1863).      {2) 

880. — No  son  admisibles  los  documentos  remitidos  por  el  correo 
al  Registrador,  puesto  que  debe  haber  persona  determitada  que  los 
presente  en  hora  hábil  y  firme  el  asiento  de  presentación. 

(Res:  de  S  de  Abril  de  1864). 


881.— La  entrega  de  títulos  hecha  por  el  actuario  después  de  un 
recurso  gubernativo  equivale  á  la  presentación  de  los  mismos  en  el 
Reglamento. 

(Res.  de  14  de  Abril  de  1875). 


JURISPfíUDENCIA  SUSTANTIVA. 

882. — La  inscripción  de  los  títulos  de  adquisición  de  bienes  in- 
muebtes  ó  derechos  reales  constituidos  sobre  los  mismos  es  un  de- 
recho de  naturaleza  civil  que  compete  á  quien  tenga  interés  en  ase- 
gurar su  adquisición  con  arreglo  á  la  Ley  Hipotecaria;  (3)  de  cuyo 
derecho  no  puede  ser  privado  sin  habérsele  oido  y  vencido  en  juicio, 
salvo  el  caso  de  que  los  Registradores  declaren  improcedente  la 
inscripción. 

(Res.  de  15  de  Marzo  de  1878). 


883. — Presentada  en  el  Registro  la  escritura  d^  constitución  de 
hipoteca  para  su  inscripción,  no  puede  ser  privado  de  este  derecho 
en  virtud  de  auto  dictado  en  juicio  ejecutivo,  sin  audiencia,  citación 
ni  conocimiento  de  la  persona  á  quien  en  su  caso  habia  de  perjudicar 
d-cumplimiento  del  auto. 

[Id.  id.  id.] 

[i]  Se  amplió  en  el  Reglamento  Reformado,  y  es  en  el  nuestro  el  art.  65,  según  he- 
mos ▼isto  ya. 

[2]  Como  hemos  dicho  ya,  las  Resoluciones  sólo  e$tén  coleccionadas  oñcialmente 
desde  1874.  Debemos  la  anterior  á  la  obra  del  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna  sobre 
Ley  Hipotecaria,  se^nda  parte.  Apéndices  [pág.  1,083.] 

[3]  Presentaída  luia  escritura  de  hipoteca  á  las  once  del  dia,  Uc^  á  ks  doce  del  mismo 
OH  mandamiento  de  embargo  sobre  el  propio  inmueble,  y  al  siffmente  otro  mandamiento 
para  suspender  la  inscripción  de  aquella  escritura.  A  consulta  del  Registrador  se  declaró 
b  áoetrizia  q«e  hMertamos  en  el  texto. 
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TEXTO  DE  LA  LET. 


Artículo   15 

Cuando  en  los  actos  ó  contratos  no  sujetos  á  inscripción  se  resefve  cualquier 
derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  á  personas  que  no  hubieran  sido  parte  en 
ellos,  el  Notario  que  autorice  el  título,  ó  la  Autoridad  que  lo  expida,  si  no  mediare 
aquel  funcionario,  deberá  exigir  la  inscripción  del  referido  derecho  real,  siempre 
que  el  interés  de  dichas  personas  resulte  del  título  mismo  ó  de  los  documentos 
o  diligencias  que  se  hayan  tenido  á  la  vista  para  su  expedición. 

Si  los  actos  ó  contratos  estuvieren  sujetos  á  inscripción,  deberá  hacerse  en 
esta  expresa  mención  del  derecho  real  reservado  y  de  las  personas  á  cuyo  fe- 
vor  sehubiere  hecho  la  reserva. 


LET  DE  1861. 

Art.  7? 


CONC^ORDANCIAS. 

Ley  Reformada  de 
Art.  7? 


La  inscripción  de  los  actos 
ó  contratos  en  oue  se  reserve 
cualquier  derecho  á  personas 
que  no  hayan  sido  parte  en 
ellos,  se  deberá  exigir  por  el 
escribano  que  autorice  el  tí- 
tulo ó  por  la  autoridad  que 
lo  expida,  si  no  mediare  aquel 
funcionario,  siempre  que  el 
interés  de  dichas  personas 
resulte  del  título  mismo,  ó 
de  los  documentos  ó  diligen- 
cias que  se  hayan  tenido  á  la 
vista  para  su  espedicion. 


Cuando  en  los  actos  ó  con- 
tralos  no  sujetos  á  inscripción 
se  reserve  cualquier  derecho 
real  sobre  bienes  inmuebles  á 
personas  que  no  hubieren  si- 
do parte  en  ellos,  //  Notario 

que  autorice 

o  la  autoridad 

. . .  .debefá  exigir  la  inscrip- 
ción del  referido  derecho 
real,  siempre  que  el  interés. 


Ley  de  Pnerto-Bioo. 

ArL  14. 
[Como  en  la  nuestra.] 


Si  los  actos  ó  contratos  es- 
tuvieren sujetos  á  inscripción, 
deberá  hacerse  en  ésta  ex- 
presa mención  del  derecho 
real  reservado  y  de  las  per- 
sonas á  cuyo  favor  se  hubie 
re  hecho  la  reserva. ' 


884. — El  presente  artículo  se  contrae  á  asegurar  los  derechos  rea- 
les sobre  bienes  inmuebles  establecidos  á  favor  de  perdona  que  no 
haya  sido  parte  en  el  acto  ó  contrato  respectivo.  Dos  casos  esta- 
blece, refiriéndose  el  primero  á  los  Notarios  y  el  segundo  á  los  Re- 
gistradores. El  primero  lo  constituye  el  contrato  no  sujeto  á  ins- 
cripción; el  segundo,  el  que  lo  esté,  y  en  uno  y  otro,  se  habla 
exclusivamente  del  favorecido  en  él  que  no  «ea  parte,  pues  si  lo  es 
puede  reclamar  la  inscripción  como  adquirei)te  del  derecho.  [Ar- 
tículo 14  L.  caso  segundo]. 

885 — Cuando  el  contrato  no  sea  inscribible,  el  Notario  6  la  Au- 
toridad que  expida  el  documento,  está  obligado  á  gestionar  la  ins- 
cripción del  derecho  real  á  favor  del  tercero. — Si  lo  es,  no  tienen 
que  cuidarse  de  ello,  pues  como  se  presume  que  las  partes  obtendrán 
la  inscripción;  se  limita  la  Ley  á  ordenar  al  Registrador  que  en  ella 
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haga  constar  el  derecho  real  reservado  y  la  persona  á  cuyo  favor  se 
ha  constituido.  Una  vez  hecha  esta  mención,  aquel  derecho  surti- 
rá efecto  contra  tercero  [Art.  37  L.]  aunque  coft  la  restricción  de 
que. no  libra  al  interesado  de  pedir  la  inscripción  especial  y  separada 
de  su  derecho.   [Id.] 

886. — No  sabemos  por  que  se  establece  la  primera  de  las  dispo- 
siciones referidas,  pues  aunque  su  objeto  ostensible  es  el  beneficio 
del  tercero  que  quizás  ignore  el  derecho  que  se  le  reserva,  su  resul- 
tado práctico  es  hacer  obligatoria  la  insci;¡pcion  en  el  caso  referido. 
Y  no  vale  alegar  que  la  Ley  tuvo  en  cuenta  la  ignorancia  de  hecho 
del  tercero  para  suplirla  y  evitar  que  redunde  en  su  perjuicio,  por- 
que á  ésto  podría  contestarse,  i?,  que  esa  ignorancia  debía  suplirse 
directamente  ordenando  que  se  le  hiciese  saber  personalmente  si  fue- 
se posible,  ó  por  la  forma  procedente,  y  nó  ejerciéndose  por  él  un  ac- 
to que  debe  ser  libre,  y  constituyendo  realmente  una  negotioruffiges- 
/¿?  especial;  2?,  que  tal  como  se  halla  redactado  este  artículo  obliga 
al  Notario  ó  funcionario  respectivo  á  exigir  la  inscripción  aunque  le 
conste  de  una  manera  no  oficial  que  el  tercero  tiene  conocimiento 
del  derecho  que  se  le  reserva.  Y  aun  en  el  caso  de  que  le  conté, eso 
mismo  de  una  manera  oficial,  v.  gr,  ya  sea  que  suscriba  el  instru- 
mento como  testigo  de  él  ó  de  conocimiento  el  mismo  tercero  á  cu- 
yo favor  se  hace  la  reserva,  y^  que  en  el  propio  instrumento  conste 
de  una  manera  ú  otra  que  el  tercero  sabe  la  reserva  ¿deberá  sin  em- 
bargo exigirse  la  inscripción  de  esta  por  el  funcionario  respectivo? 
Si  nos  atenemos  á  la  letra  de  la  Ley,  contestaremos  afirmativamen- 
te, porque  ésta  solo  toma  en  cuenta  el  que  aquel  sea  ó  no  parte  en 
el  acto  ó  contrato;  si  atendemos  al  espíritu  probable.de  este  artícu- 
lo y  al  manifiesto  de  tod^  la  Ley,  la  respuesta  será  negativa,  porque 
debe  permitirse  al  tercero  que  conoce  su  derecho,  ejercitar  6  nó  el 
de  inscripción  que  le  conceJe  la  Ley,  De  mas  está  decir  que  nos 
inclinamos  mas  áesta  opinión  que  á  la  primera. 

887, — Se  habrá  observado  en  las  Concordancias  que  era  muy  va- 
ga la  redacción  del  precepto  á  que  nos  referimos,  en  la  Ley  primitiva. 
Ni  se  establecía  distinción  entre  los  contratos  registrables  y  los  que 
no  lo  fuesen,  ni  se  determinaba  la  naturaleza  que  habia  de  tener  el 
derecho  reservado  á  favor  de  tercero,  para  que  existiese  la  obliga- 
don  que  se  imponia.  Esta  última  omisión  era,  ^in  embargo,  de  po- 
ca tj-ascendencia.  pues  era  forzoso  que  el  derecho  reservado  fuese 
real  y  sobre  cosa  inmueble  para  que  pudiera  efectuarse  la  inscrip- 
ción que  aquí  se  ordena,  pero  no  por  eso  dejaba  de  incurrir  la  Ley 
en  un  defecto  de  lenguaje,  que  se  corrigió  en  la  Reformada,  estable- 
ciéndose además  una  distinción  muy  conforme  con  el  sistema,  de  la 
Ley  y  con  la  distinta  naturaleza  que  los  contratos  son  susceptibles 
de  revestir.  .  Por  lo  demás  esta  segunda  parte  tiene  un  inconvenien- 
te: cuando  el  contrato  e.s  registrable,  y  no  lo  registran  las  partes;  el 
derecho  reservado  al  tercero  queda  también  expluido  del  Registro, 
pues  á  este  caso  no   se  extiende  la  exigencia  de  inscripción    que  se 
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impone  de  ofício.  Puede  además  sobrevenir  una  diñcultad  práctia 
en  el  caso  á  que  se'J'refiere  el  segundo  párrafo  del  presente  artículo. 

888. — Sí  dos  personas  pactan  entre  sí  dividiéndose  por  título  de 
transacdon  ó  de  herencia  una  ó  mas  fincas»  y  reservan  al  propio 
tiempo  á  un  tercero  un  derecho  real  cualquiera  sobre  una  finca  de 
la  propiedad  de  uno  de  los  otorgantes,  pero  no  comprendida  entlie 
las  que  han  sido  objeto  de  la  división  ¿en  cuál  de  las  dos  formas  dd 
presente  artículo  deberá  efectuarse  la  constancia  en  el  Registro  de 
aquel  derecho?  El  caso  r\p  se  encuentra  en  ninguno  de  los  dos  que 
señala  este  artículo,  por  lo  méiios  en  ¿a  letra  del  mismo;  pues  si  bien 
se  trata  de  un  acto  sujeto  á  inscripción  y  por  tanto  procedería  apli- 
car el  segundo  párrafo,  no  es  posible  sin  embargo,  porque  la  ins- 
cripción principal  no  se  refiere  á  la  finca  sobre  la  cual  se  res«rva  d 
derecho,  sino  á  otras,  y  es  claro  que  en  la  inscríp>cion  de  una  finca, 
no  se  ha  de  hacer  constar  una  circunstancia  que  sólo  afecta  á  una 
finca  diversa  [ArL  242  L.] — Creemos,  pues,  que  en  dicho  caso 
debe  procederse  á  la  inscripción  de  oficio,  según  ló  dispuesto  para 
cuando  el  contrato  ^o  es  registrable,  porque  realmente  no  lo  es  d 
de  que  hablamos  respecto  de  la  finca  en  cuestión,  y  como  no  ha  de 
quedar  en  el  vacío  el  derecho  del  tercero,  porque  eso  lo  prohibe  d 
presente  artículo,  sigúese  que  se  ha  de  llenar  el  precepto  de  la  Ley 
en  la  única  forma  posible,  ó  sea,  pn  la  del  caso  primero.  Y  por  consi- 
guiente, el  caso  que  proponemos  se  halla  en  la  letra  del  segundo 
párrafo  del  presente  artículo,  pero  en  el-  espíritu  del  primero.  Por 
ultimo,  si  el  Notario  ó  funcionario  respectivo  no  lo  hiciese  así,  cree- 
mos que  el  Registrador,  cuando  se  le  lleve  el  título  para  inscribir  d 
derecho  principal,  deberá  suplir  aquella  omisión,  haciendo  en  asien- 
to separado,  según  corresponde  para  el  caso  primero,  la  inscripdoii 
del  derecho  que  al  tercero  se  reserva. 

889. — Debemos  por  último  manifestar  que  la  palabra  persinua 
debe  entenderse  en  su  acepción  jurídica,  y  por  tanto  como  expreá- 
va  de  todo  ser  capaz  de  derechos  y  de  obligaciones^  tenga  ó  no  existen- 
cia en  el  orden  material.  Y  que  al  designarse  genéricamente  á  la 
Autoridad  que  expida  el  título  se  comprende  con  especialidad  a! 
Tribunal  que  en  el  fallo  definitivo  haga  declaración  de  reserva  de 
un  derecho  real  sobre  cosa  inmueble  á  favor  de  quien  no  haya  siáo 
parte  en  el  litigio. 

DISPOSICIONES   COMPLEMENTARIAS. 

890.— La  materia  del  presente  artículo  se  amplía  en  el  Régfc* 
mentó  é  Instrucción,  cuyos  artículos  correspondientes,  comenzando 
por  el  primero,  son  los  que  siguen: 

Artículo  69  del  Reglamento. 

Para  asegura:r  la  inscripción  en  el  caso  del  artículo  15  de  la  ley,   el  NoUti^ 
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la  Autoridad  ó  funcionario  que  expida  ó  autorice  el  título  en  que  se  reserve  el 
derecho  de  tercero  remitirá  directamen!e  al  Registrador  los  documentos  nece- 
sarios para  hacer  dicha  inscripción. 

Los  gastos  que  ocasione  la  remesa  de  los  referidos  clocumentos  serán  de  cuen- 
ta de  lt)s  otorgantes  del  acto  ó  contrato  en  que  se  haya  consignado  la  reserva 
del  derecho  del  tercero. 

Cuando  el  acto  ó  contrato  que  contuviere 'dicha  reserva  se  autorizase  en  el 
extranjero,  el  Agente  español  diplomático  ó  consular  remitirá  el  documentó  6 
documentos  al  Minbterio  de  Estado^  el  cual  los  pasará  al  de  Ultramar  para,  el 
curso  correspondiente. 

Si  el  acto  ó  contrato  á  que  se  refiere  el  párrafé  anterior  se  autorizase  en  cual- 
quier punto  de  ambas  Aipéricas,  el  Agente  español  respectivo  remitirá  el  do- 
cumento ó  documentos  al  Gobierno  General  de  la  Isla,.el  cual  los  pasará  al  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  del  territorio  para  el  curso  correspondiente. 

El  Registrador,  en  su  vista,  hará  la  inscripción,  si  el  acto  ó  contrato  no  estu- 
viere sujeto  á  impuesto,  procediendo,  respectaal  cobro  de  sus  honorarios,  según 
lo  prevei^ido  en  el  artículo  350  de  la  ley. 

Si  debiere  pagarse  impuesto,  el  Registrador  estenderá  el  asiento  de  presenta- 
ción y  no  verificará  la  inscripción  hasta  haberse  efectuado  el  pago  de  ^quel. 

Cuando  el  acto  ó  contrato  se  refiera  á  bienes  situados  en  territorio  de  di- 
ferentes Registros,  el  Registrador  remitirá  de  oficio  al  que  corresponda  el  do- 
cumenio  objeto  de  la  inscripción,  después  de  extender  en  el  suyo  el  asiento  de 
presentación,  dando  el  correspondiente  aviso  al  interesado;  en  igual  forma  pro- 
cederán los  dem'ás  Registradores  hasta  el  último. 

891.— Concuerda  con  el  art.  12  del  Reglamento  peninsular  vi- 
gente, sólo  que  en  éste  se  leen  las  palabras  Ministerio  de  Estado  y 
de  Gracia  y  Justicia,  donde  aquel  dice  Gobernador  General  y 
Presidente  de  la  Audiencia^  y  la  referencia  á  la  Ley  es  en  su  art  336, 
en  vez  del  350  que  el  nuestro  cita  y  no  se  contiene  además  el  cuar- 
to párrafo  del  nuestro, — El  Reglamento  primitivo  contenia  disposi- 
ciones sustanci^lmente  iguales,  á  escepcion  de  las  contenidas  en  los 
párrafos  segundo  al  cuarto  de  nuestro  artículo  rjsglaxnentario,  que  se 
othitieron  en  aquel  y  se  adicionaron  después  en  el  reformado,  con 
escepcion,  como  ya  hemos  dicho,  del  cuarto,  que  es  especial  n,uestro, 

892. — Acerca  de  la  palabra  remitirá  debemos  recordar  la  doctri- 
na sentada  en  la  Resolución  que  citamos  en  nuestro  par.  880,  la  que 
demuestra  que  la  remisión  de  que-  aquí  se  trata  debe  hacerse  por 
medio  de  mandatario  [v.  par.  867.]  Y  la  voz  directamente  y  que  se 
haga  bajo  la  responsabilidad  del  funcionario  que  la  ordena,  y  no  por 
conducto'  de  los  otorgantes,  á  menos  que  éstos  misnlo^  hag^  de 
mandatarios  de  aquel.  ,      . 

893. — La   declaración  de'pertenecer  á  los  otorgantes  los  gastos 
que  ocasione  la  remesa,  corrobora  la  indicación  de  la  Serna  que,  co" 
mentando  el  art.  7?  de  la  Ley,  opinaba  que  el  funcionario  no  estaba 
obligado .  á  anticipar  esos  gastos,  'Sino  qt^  debian  satisfacerlos  las 
partes. 

894, — El  curso  correspondiente  á  que  se  refiere  el  párrafo  tercero 
es  sin  duda,  del  Ministerio  de  Ultramar  al  Gobernador  General  de  la 
Isla  de  Cuba,  de  éste  al  Presidente  de  la  respectiva  Audiencia,  y  de 
éste  finalmente  al  Registrador  en  Cuya  circunscripción  sfe  halle  la 
finca.     Así  por  lo  menos  se  deduce  de  la  gradación  establecida  por 

39 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


los  artículos  de  la  Ley  279,  280,  281  [inciso  5*]^  íBa  y  287.     Ad^^ 
mát  se  aclara  en  parte  este  precepto  en  el  párrafo  cuarto. 

895. — El  art.  350  de  la  Ley  á  que  alude  el  presente,  conceded  los 
Registradores  p^ra  la  exacción  de  sus  honorarios  la  vía  de  apremie 
y  solidariamente  cuando  la  obligación  del  pago  afecta  á  varios. 

896.— La  frase  no  verificará  la  inscripción .  hasta  haberse  efectua- 
da ei  pago  áA  impuesto  podriá  inducir  á  la  errónea  creencia  de  quí, 
pagado  en  cualquier  tiempo,  surte  efectos  el  asiento  de  presentadoo. 
No  es  asi,  sin  embargo,  pues  lo  contrarío  dispone  el  art.  260  de  h 
Ley,  y  aunque  éste  se  refiere  á  la  inscripción  que  sé  haga  á  instan- 
cia de  parte,  y  no  á  favor  de  un  tercero  que  acaso  ignore  la  adqui- 
sición que  ha  hecho,  entendemos  que  para  refutarse  excluido  este 
caso  del  efecto  general  de  los  asientos  de  presentación,  se  necesitabi 
un  precepto  explícito.  El  Registrador,  sin  embargo,  deberá  suplir 
esta  omisión  ptt>curando,  en  cuanto  sea  racionalmente  posible,  que 
llegue  á  noticia  del  interesado  lo  que  le  concierne  á  ña  de  que,  si  le 
conviniere  obtener  la  inscripción,  deuda  á  hacer  el  pago  eorrespon* 
diente  á  la  Hacienda. — y  es  de  notar  que,  aunque  en  este  caso  se 
hace  flaquear  la  regla  que  declara  la  inscripción  potestativa,  y  por 
el  contrarío  se  con)¿íerte  en  forzosa,  se  mantiene  al  propio  tiempo  en 
toda  su  severidad  el  precepto  que  protejé  los  intereses  del  fisca 

Artículo  71  del  Reglamento. 

^      Los  Registradores  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de  que  al  anotar  ó  insorí- 
bir,  tú  su  CASÓ,  los  actps  ó  contratos  á  que  se  reñereel  attlculo  anterior,  seba- 

ri  en  el  asiento  expresa  mención  del  ¿erecho  real  reservado  y  de  las*  personas 
cuyo  favor  conste  la  reserva. 

897.-— Concuerda  con  el  13  del  Reglaíiíento  reformado,  y  noexir 
tia  ninguna  disposición  análoga  en  el  primitivo,  pues  según  hidnM]^ 
observar  anteriormente,  el  caso  á  qué  d  nuestro  se  refiere,  fué  adi- 
cionado en  la  Reforma  de  1^  Ley. 

898.— obsérvase  un  error  material  en  este  artículo,  el  de  osar  la 
frase,  el  articuló  anterior,  con  referencia,  no  al  inmediato  anterior, 
que  es  el  70»  sino  al  69,  -que  ya  reprodujimos. — Dimana  dicljio  error 
de  haberse  transcrito  literalmente  el  ^rt  13  del  Reglamento  penin- 
sular, donde  se  emplea  aquella  frase  con  referencia  al  12. 

899.-^De  lluevo  se  habla  aquí  de  un  caso,  de  responsabilidad  tk 
que  puede  incurrir  el  Registrador.  Ese  caso  ilo  se  halla  éntrete 
que  enumera  el  art  327  de  la  Ley,  pero  sin  duda  le  es  aplicable  k 
disposición  del  331,  combinada  con  la  tlel  332,  y  esta  es  la  re^póB-. 
sabilidad  á  que  aquí  se  alude,  sin  perjuicio  de  la  general  que  eatlb- 
blece  el  356  de  la  misma  y  ampUan  él  a|42  [caso  5?]  y  443  del  kt^ 
glamento. 

900. -^Por  último  con  relaeibh  á  la  nüatería  del  art  15  de  la  Ley, 
«e  encuentra  en  la  Instruocion  el  siguiente 

Artículo  12. 

£1  Notario  que  autorice  documento  público  «n  que  ••  dedare  ó  leierve  dügm 
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derecho  real  4  favor  de  tercero^  el  cual  podría  ser  peijudicado  ei  aquel  no  se 
registrase,  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  reglamento  dictado  para  la  ejecución  de 
la  ley  Hipotecaría,  y  podrá, exigir  del  Registrador  d  correspondiente  recibo. 

£<te  recibo  será  su&cienté  para  exigir  dé  los  otorgantes  d  pago  de  los  dere- 
chos devengados  por  el  Notario. 

901.— El  contexto  del  presente. artícelo  hace  comprender  que  su 
dis|k)étcion  sólo  es  apiieable  á  los  Notarios,  y  no  á  los  demias  fun- 
cionarios que  puedan  expedir  el  titulo  in.^cribible,  pues  se  habla  con 
e^cialidad  de  aquellos,  no  obstante  encontrarse  el  presente  artí- 
culo  en  la  parte  de  lá  Ins^úccion  destinada  á  foilnular  las  disposi- 
ciones'generales. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO-RICO. 

902. — Nuestro  art  69  es  en  él  68  [v.  par.  878]  y  la  óni^  dife- 
rencia relativa  al  contenido  del  mismo,  en  la  de  no  hablarse  del  pa- 
go del  impuesto,  en  armonía  con  lo  que  yá  hemos  explicado  [v.  pá- 
nrafo  836.]  Otra  diferencia  material  es  la  de  citaiw  el  aft.  344  de 
ta  Ley  en  vez  Üel  350. 

903. — El  art.  71  es  en  Puerto- Rico  el  69,  por  no  existir  en  su 
Reglamento  el  70  del  nuestro.  * 

JURISPRUDENCIA    SUSTANTIVA. 

•% 

904. — La  doctrina  consignada  en  el  art.  7?  [i]  es  aplicable  no 
sólo  á  los -jetos  o  contratos  en  que  se  reserva  algún  derecho  á  per- 
sonas que  rio  han  sido  parte  en  ellos,  sino  también  á  los  que  versen 
sobre  bienes  ó  derechos  respecto  á  los  cuales  haya  terceros  interesa- 
dos, por  ^emplo:  la  venta  de  una  finca  gravada  con  un  censo.   [2} 

[Res.  de  22  de  Diciembre  de  1862.] 

TEXTO  DE  LA  LEY. 
.    Artículo  i6.  - 

Cada  una  de  las  fincas  aue  se  Inscriban  por  la  primera,  ve^  en  los  nuevos 
Registros  se  señalará  con  i>umero  diferente  y  eorreiativo. 

Las  inscrificionesr  correspondientes  á  cada  anearse. señalarán  con  otra  nuine- 
xKkHi  correlativa  y  especial, 

CONCORDAN O I A9. 


LET  ]>E  1881. 
.      Art.  8? 

Cada  una  de  las  ñncas  que 
se  inscriban  por  primera  vez 
m  Us  niuvfis  RegUiios^  se 
sefialará  con  ni&merD  diferen- 
te y  correlatiyo. 

US  tnscripdones  corres- 
pondieiites  a  cada  finca  se 
4ilslÉrÉii  ooQ  otra  numera- 
ém  oooeUáÍTa  j  especial. 


'       Art.  8? 


t«z,  se  señalará 


.por  pnmera 


Se  eonsiderarán  ^como  «na 
soh  finca  para  el  eíecto  de  su 
inscripción  en  el  Registro, 
bajo  an  solo  número:  (3).% 


Ley  dé  Fnerto-Itíop. 

Art,  16. 
(Igual  al  de  la  nuestra)* 


Art  15  de  nuestra  Ley.  . 

Chan  esta  doctrina  los  Sres,  Mor^^  y  Stuyck.  • 

Suprimimos  lo  restante  de  este  art.  que  expondremos  al  tratar  de  nuestro  art. 
fío. 


IQ7 
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905. — No  requiere  explicaciones  el  presente  artículo:  el  precepto 
que  contiene  es  de  aquellos  cuya]  fazoi^  y  extensión  Se  comprenden 
con  solo  enunciarlos.  Por  lo  demás,  c^irece  de  precedentes  en  nues- 
tro derecho,  y  tínicamente  el  proyecto  de  Código  Civil  [Art  1857], 
habia  formulado  una  disposición  de  igual  tendencia  á  la  que  revela 
el  presente  artículo.  Como  es  fácil  observar,  Responde  esta  regla  á 
la  claridad  y  buen  orejen  que  debe  existir  en  el  Registro,  pero  gcaso 
no  esté  de  más  advertir  que  la  palabra  especial  no  ha  de  entenderse 
preceptiva  de  que  sean  distintas  las  clases  de  numeración  en  uno  y 
otro  caso,  sino  simplemente  en  el  sentido  de  qué  se  corresponda  eatre 
sí  la  de  las  fincas,  y  también  entre  sí  la  de  las  inscripciones  de  cada 
una,  sin  que  las  dos  serie'a  tengan  relación  la  una  con  la  otra.  Prác- 
ticamente lo  veremos  al,  exponer  los  artículos  107  y  125  reglaii^en- 
tarios. 

'       DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS.  . 

906. — El  Reglamento  amplia  y  detalla  el  precepto  legal  en  los  si- 
guientes artículos: 

^    .  Articulo  'io6.. 

Las  inscrip<;iones  relativas  á  cada  ñ^ca.se  numerarán  por  el  ^Hj^n  con  qae 
se  hicieren.  '     •  .  .  , 

*  r 

907. — Concuerda  con  el  23  del  Reglamento  Reformado.  El  del 
primitivo  contenia  además  regla§  para  el  registro  especial  de  Hipo- 
tecas que  debia  llevarse  con  separación  del  de  la  Propiedad  [Artícu- 
lo 226  de  su  Ley]  sistema  quie  ño  rige  hoy. — El  precepto  reglamen- 
tario adiciona  con' oportunidad  la  Ley,  expresando  lo  que  sin  duda 
estaba  en  el  espíritu  de  ella,  pues  al  disponer  la  numeración  co- 
rrelativa de  li^s  inscripciones  sin  duda  comprendia,  aunque  implíci- 
tamente, que  se  numerasen  por  el  orden  en  que  se  fuesen  extendien- 
do; pero  como  la  perfección  de  la  Ley  está  en  dejar  lo  menos  que 
sea  posible  á  la  acción  individual,  aplaudimos  la  aclaración  hecha  en 
el  Reglamento. 

Articulo  107  DEL  Reglamento.       / 

Se  inscribirán  bajo  un  solo  número,  sí  los  interesados  lo  solicitiiren,  conside- 
rándose como  una  sola  fihca,  c<fn  arreglo  al  artículo  16  de  la  ley  y  páralos 
efectos  que  el  mismo  CíCpresar 

Primero.  Las  propiedades  rústicas  conocidas  con  los  nombres  de  haciendas, 
cafetales,  ingenios,  vegas,  estancias,  sitios,  potreros,  etc.,  que  formen  un  cuer- 
po de  bienes  dependientes  ó  Unidos,  <íon  uno  ó  más  edificios  y  una  ó  varias  pie- 
zas  de  terreno  con  arbolado  ó  sin  él,  aunque  estas  no  linden  entre  ^  ni  con  el 
edificio,  con  tal  que  pertenezcan  al,  mismo  cuerpo  de  biepes,  y  aun  cuando 
afecten  al  mismo  gravámenes  ó  derechos  reales  correspondientes  á  una  soU 
persona  ó  á  vzrisLSprp  indiviso,  y  se  componga  de  distintas  suertes  ó  porciones 
dadas  en  enfitéusis.  Para  los  efbctbs  de  la  inscripción  se  considerará  jjínico  el 
señorío  directo,  aUnque  sean  varios  los  qu^>  á  titulo  de  dueSos  directos^  cofareo 
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rentas  ó  pensiones  de  una  fínca,  siempre  que  ésta  no  se  halle  dividida  entre 
ellos  por  el  ipismo  concepto. 

Segundo.  Toda  finca  urbana'^'y  todo  edificio,  aunque  pertenezca  en  porcio- 
nes señaladas,  habitaciones  ó  pisos,  á  diferentes  dueños,  en  dominio  pleno  ó^ 
menos  pleno. 

Tercero  Todo,  edificio  ó  albergue  situado  fuera  de  ppblad<i,  con  todas  sus 
dependencias  y  anejos,  como  corrales,  cobertizos,  palomares,  etc.,  aunque  per- 
tenezca á  yarios'dueños  ^f  o- indivisa  y  esté  afecto  á  gravámenes  ó  derechos  rea- 
les correspondientes  auna  ó  varias  personas,' y  se  ^halle  dividido  ,en  suettes  ó 
porciones  dadas  en  enfitéusis. 

Cuarto.  Las  piezas  de  tierra  colindantes  que  pertenezcan  á  un  mismo  dueño, 
aunque  no  tengan  albergue  alguno  ni  sean  de  idéntica  procedencia  ú  origen,  y 
hayan  llegado  ál  último  adquirente  por  diversos  título^. 

Cuando  el  derecho  real  o  gravamen  que  afecte  al  cpnjunto  de  finca^^á  que  se 
refiere,  el  número  primero  estuviere  dividido  en  fracciones  y  se  determinaren 
las  fincas  gravadas  con  cada  fracción,  estas  podrán  inscribirse  con  separación 
de  las  demás  y  con  número  diátinto,  aunque  formsftdo  grupo  entrt  s(  todas  Ids 
que  queden  afectas  á  una  misma  fraccioh  del  gravamen. 

Si  cualquiera  de  las  agrupaciones  de  fincas  que  puedap  inscribirse  baja  un 
sdo  número,  conforme  á  lo  /dispuesto  en  este  artículo,  estuviere  enclavada  en 
los  términos  de  dos  ó  más  Ayuntamientos,  se.  inscribirá  en  él  Registro  especial 
de  cada  uno  de  ellos  la  parte  correspondiente  al  mjsmo,  e^fp mesándose  al  final 
de  la  inscripción  que  las  fincas  objeto  de  ella,  en  unión  con  las  dem^  cuyos  nú- 
meros, folios  y  libros  se  citarán,  constituyen....  (el  ingenio,  cafetal^  vega,  es- 
tancia, etc.,)  é  indicando  el  nombre,  si  I9  tuviere,  ó  e^i  otro  caso  la  denominzT- 
cion  con  que  fuere  conocida  dicha  agrupación. 

908.— Lá  concordancia  del  presente  artículo  no  se  encuentra  solo  en 
el  Reglamento,  sino  ademasen  la  Ley  peninsular  reformada.  Obede- 
ce sin  diida  la  trasposición  alas  tazones  genei^les  que  acerca  de  las 
novedades  hechas  en  el  Reglamento  de  Puerto-Rico  expuso  la. Co- 
misión Antillana  en  ¿1  preámbulo  del  mismo.  Hablando  de  ellas, 
incluyó  las  "trasposiciones  y  ordenamientos  de  artículos  que  ¡nexcu- 
"sablemente  llevaban,  consigo  los  que  yá  de  la  misma  Ley  proce- 
"den;"  alego  que  la  Ley  Hipotecaria  peninsular  contiene  muchos, 
muchísimos  preceptos  "meramente  reglamentarios^  cosa  no  extraña, 
"lo  uqo,  porque  es  menester  convenir,  aunque  sea  doloroso,  en  que 
"no  hay  en  la  generalidad  de  los  casas  hábito  ni  noción  bastante 
"definitiva  para  encerrar  en  los  límites  del  precepto  inmutable  y  que 
"debiera  ser  muy  permanente  de  la  Ley,  lo  que  á  ella  prihcipal  y 
"casi  exclusivamente  le  incumbe,  dejando  su  desarrollo  y  lo  que  ha- 
"ya  de  ser  flexible  .para  los  Reglamentos,  y  lo  otro  porque  dicha 
"Ley  hábi4  de  tener,  y  tiene  en  efecto,  n^ucho  de  adje^tiva,  y  no  es- 
"fácil  en  lo  que  al  procedimiento  sé  refiere  fijs^r  con  exactitud  donde 
'lia  de  cóacluir  su  mandato  y  donde  ha  8e  empezar  el  del  Regla- 
amento."'  [i]  y  explicó  la'  Comisión  que  habia  aplicado  á  ese  pun- 
to "el  criterio  de  que  se  ocupaba  de  un  conjunto  que.  abarcado  en 
"absoluto;  es  completo,  ya  sean  sus  disposiciones  objeto  de  la  Ley 
"Hipotecaria,  ya  del  Re^lamenso,  para  aplicarla,  y  por  tanto,  que 
"al  someterla  aJ   análisis  y  á  la  crítica  no  debe  juzgarse   separada- 

(4)    Véase  lo  dicho  por  la  Comisión  peninsular  ("par.  75.; 
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'^mente,  ni  con  la  mira  de  discernir  lo  que  en  rigor  de  prindpioi 
"teóricos  debería  pertenecer  á  cualquiera  de  las  dos  fórmulas  pit- 

"cepti vas  .para  que  tuviesen  «na  cientiñca  é  intachable  división " 

— Parecióle^  pues,  mas  propio  lugar  á  nuestra  Comisión  el  Regla- 
mento que  la  Ley  para  la  disposición  de  que  se  trata^  y  veríficiS  la 
trasposición,  ampliando  además  esa  parte  del  art  8?  de  la  ultima 
con  el  322  del  Reglamento  Reformado.  Uno  y  otra  soñ,  pues,  ftieii- 
tes  de  nuestro  art  107  reglamentario. 

909. — El  párrafo  primero  de  este,  tí  que  establece  la  proposición 
general  que  ha  de  distribuirse  luego  en  diferentes  incisos,  correspon- 
de ai  mismo  sistema  en  el  art.  322  del  Reg.  pen. — El  ndm.  i?  es 
copia  del  mismo  en  el  citado  artículo,  solo  qu^  éste  habla  dé  cortijos, 
labores,  masías,  dehesas,  cercados,  torres,  caseríos,  granjas.  Jugares, 
casales  y  cabanas,  dondeel  nuestro  nombra  cafetales,  ingenios,  ve* 
gas,  estancias,  sitios  y  potreros,  y  antepone  á  la  enfitiusis  el  foro,  que 
no  lo  menciona  el  nuestro.  Además  nuestro  artículo  agrega  lo  re- 
ferente al  señorío  directo,  tomándolo  del  num.  segundo  del  art  8? 
de  la  L.  Rd*.,  y  trocando  en  la  palabra^f^n  las  de  farol  ó  lugar  que 
idlí  se  usan. 

910.— El  número  2?  de  nuestro  artículo  eS  copia  del  tercero  del 
art  8?  de  la  Ley  peninsular,  y  está  además  confórme  en  sustancia 
con  el  propio  núm.  del  citado  art  322  reglamentario. — ^El  3®  óguc 
al  mismo  de  dicho  art  322,  suprimiendo  las  palabras  tinados  y  /«- 
ñeras  en  la  primer^  parte  del  mismo  y  la  átforo  que  precede  á  en- 
fiteusis* — El  cuarto  y  los  dos  últimos  párrafos  del  presente  art  107 
siguen  á  los  del  repetido  322,  haciendo  sólo  en  el  último  de  los  cita- 
dos párrafos  la  variante  que  corresponde  en  las  palabras  del  paren* 
tesis,  que  en  el  nuestro  son  ingenio,'' cafetal^  etc.,  etc 

91 1. — ^Trátase  aquí  de  determinar  las  tierras  ó  edificios  que  deb^i 
considerarse  como  una  sola  ñnca,  á  fín  de  cumplir  el  precepto  dd 
artículo  16  de  la  Ley,  inscribiéndolas  bajo  un  solo  número.  Como 
quiera  que  hay  fincas  compuestas  de  dos  ó  mas  porciones  de  tierra 
y  de  dos  ó  mas  edificios,  era  de  preverse  la  dificultad  que  eo  la 
práctica  habia  de  ocurrir,  y  por  ésto  se  dan  reglan  para  determinailo. 
Estos  detalles  son  sin  duda  propios  de  un  Reglamento^  y  no  puede 
negarse  que  nuestra  Comisión  obró  acertadamente  al  asignarles  éste 
lugar,  refundiendo  lo  que  se  hallaba  distribuido  en  la  Ley  y  R^gb* 
mentó  peninsulares.  El  Reglamento  primitivo  no  fué  tan  exptfd^ 
si  bien  tampoco  puede  ochársele  en  cara  que  olvidase  la  inat^ck» 
pues  consagró  á  ella  sus  art.  321  y  322. 

9x2. — El  caso  iV  del  artículo  que  examinamos  se  reduce  en  álti» 
mo  análisis  á  la  declaración  del  art  322  del  Reglamento  primitiyo^ 
concerniente  á  "toda  finca  rústica  que  aunque  esté  formada  por  di* 
"versas  suertes  de  tierra  no  contí^as  componga  una  sola  labor  m 
^^heredamiento,  sea  conocida  en  su  totalidad  con  un  nombre  y  perte- 
"nezca  á  un  solo  dueño  ó  á  varios  pro^indiviso/* — ^Tres  eran  las  dr- 
cunstandas  requeridas  para  que  (fistíntas  porciones  de  tierra'  sefm- 
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diesen  considerar  como  una  sola  fínca»  á  saber^  la  de  componer  entre 
sí  una  sola  heredad,  ésto  es,  hallarse  festinadas  todas  á  una  misma 
clase  de  cultivó;  ser  conocidas  en  su  totalidad  con  un  Hombre^  esto 
es,  el  genérico  que  sirva  para  designar  esa  clase  de  cultivo,  y  perte  - 
necer  á  un  mismo  dueño  ó  á  varios  prO'indivüo\  porque  sólo  en  este 
ca^.  puede  hacerse  la  inscripción  total  a  nombre  del  misoio  ó  de  los 
mismos  individuos.  Es  esencial  que  la.  inscripción  como  una  sola 
fiaca  se  pida  por  el  interesado,  pues  si  este  quisiese  por  el  contrario 
hacer  de  una  spla  finca  varias  y  fuere  esto  materialmente  posible,  no 
se  le  puede  coartar  una  facultad  que  es  inherente  al  dominio. 

913.— Fácil  es  comprobar  que  á  los  tres  requisitos  que  acabamos 
de  .indicar  se  reduce  toda  la  enumeración  del  inciso  que  examina- 
mos. La  unidad  de  las  tierras  está  indicada  en  nuestro  artículo  con 
las  palabras,  ctl  mismo  cuerpo  de  bienes  y  frase  cuya  claridad  deja  sin 
duda  mucho  que  desear,  pero  que  se  explica  no  obstante  por  el  con- 
junto de  la  cláusula.  La  unidad  del  nombre  y  el  ser  este  genérico 
está  bien  determinada  en  las  palabras:  **Las  propiedades  rústicas  co- 
^'nocidas  con  tos  nombres  de  haciendas,  cafetales '  etc.,  etc.  La  unidad 
del  dominio  está  explícitamente  exigida,  y  no  puede  caberle  duda  á 
nadie,  en  la  última. cláusula  de  este  párrafo,  referente  al  señorío  di- 
recto, 

914. — ^En  el  segundo  párrafo  se  declara,  con  igual  carácter  de 
potestativo  para  los  interesados,  nó  en  forma  preceptiva,  que  toda 
finca  urbana  y  todo  edificio  se  inscribirá  como  una  Sola  finca,  aun- 
que pertenezca  por  partes  señaladas  á diferentes  dueños.  En  este  caso 
la  unidad  de  la  finca  ha  prevalecido  en  la  mente  de  la  Ley  sobre  la 
pluralidad  posible  en  muchos  casos  del  dominio. 

^xt^.^^Toda  finca  urbana  y  todo  edificio^  dice  la  Ley  haciendo  así 
imposible  cualquier  duda.  Tocia  finca  urbana^  ésto  es,  toda  finca  si^ 
tuada  en  la  ciudad;  todo  edificio,  ésto  es,  ya  se  halle  en  la  misma, 
ya  en  el  campo.  Pero  según  Resolución  de  S  de  Marzo  de  i86j, 
debe  entenderse  ^ox  finca  urbana,  la  casa  que  no  está  aislada  en  el 
campo,  sino  unida  á  un  grupo  de  edificios,  y  por  rústica,  la  casa  de 
campo  accesoria  á  una  heredad,  ó  el  huerto  que  se  halle  dentro  de 
poblado.  Por  regla  general  debe  entenderse  por  finca  urbana  la  que 
fiá¿  principalmente  destinada  á  habitación;  y  por  rústica  la  que  esté 
pfincipalmeme  conssigrad3L  al  cultivo,  de  manera  que  respectp  de  la 
pitnera  un  jardin  ó  huerto  seria  sólo  un  accesorio  de  la  finca,  y  res- 
pecto de  la  segunda  lo  seria  la  casa  <]e  vivienda  que  generalmente 
existe  en  ellas  para  albergue  ó  comodidad  de  las-  propietarios  ó  de 
los  trabajadores.  Prescindiendo  de  ese  fin  principal  á  que  la  finca  se 
d^tine,  ha  declarado,  no  obstante,  la  Dirección  General .  que  debe 
reputarse  urbana  la  finca  que,  aun  cuando  esté  en  el  campo,  se  halle 
uaida  á  un  grupo  de  edificios,  y  rústica  el  huerto,  aunque  esté  dentro 
de  poblado;  y  entendemos  que  esto  último  solo  tendrá  efecto  cuando 
el  huerto  no  esté  agregado  á  una  casa  habitación,  ya  por  hallarse  ma- 
terialmente separado,  ya  por  pertenecerá  distinto  duefio^  de  manera 
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que  nó  pueda  considerarse  parte  y  accesorio  de  aquella.  En  cuanto  i 
edificio,  se  designa  sin  duda  en  él  toda  construcción  que  compone 
un  todo  en  el  orden  material,  cualquiera  que  sea  su  distribución  ¡a-  * 
terior;  y  el  fin  ó  fines  á  que  esté  consagrado,  y  por  tanto,  un  palacio 
6  una  choza,  u,n  teatro  ó  una  fábrica  de  cualquier  clase.  Todo  edifi-  . 
ció,  cualquiera  que  sea,  pues,  su  destino,  el  numero  de  sus  pisos  <5 
el  de  sus  propietarios;  y  bien  se  encuentre  en  la  ciudad  ó  en  el  cam- 
po, deberá  reputarse  una  sola  finca  para  los  efectos  del  Registro  é 
inscribirse  bajo  un  sólo  número,  si  lo  piden  los  interesados, 

916. — La  declaración  del  inciso  tercero  parece  contradecir  la  tloc- 
trina  de  la  Resolución  antes  citada,  pues  no  distingue  entre  la  unión 
con  otros  edificios  y  el  aislamiento,  y  como  aquella  recayó  á  la  Ley 
de  1 861,  y  las  disposiciones  áque  nos  referimos  son  posteriores,  no 
vacilamos  en  asegurar  que  en  caso  de  contradicción  visible,  es  aque- 
lla la  que  debe  desecharse. 

917. — El  caso  cuarto  no  ofrece  dificultad  alguna  en  cuanto  á  su 
inteligencia,  y  reputamos  ignalmente  claros  los  dos  párrafos  con  que 
termina  este  artículo. 

Artículo  125. 

Para  numerar  1  as  ñncas  que  se  inscriban  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo i6  dala  ley,  se  señalará  con  el  número  primero  la  primera  cuyo  dominio 
se  inscriba  en  los  nuevos  Repstros,  y  con  los  números  siguientes  por  orden  ri- 
guroso de  fechas  las  que  sucesivamente  se  vayan  inscribiendo  en  los  mismos 
términos. 

Dicha  numeración  se  hará  siempre  en  guarismos. 

918. — Concuerda  con'el  19  del  Reg;lamento  peninsular  vigente. — 
El  primitivo  decia  número  uno  donde  este,  núm.  primero,  y  no  con- 
tenia lo  referente  á  que  la  numeración  se  haga  en  guarismos. 

919. — De  la  comparación  del  precepto  contenido  en  este  artículo 
con  el  del  107,  resulta  que  la  distinción  establecida  en  el  16  de  la 
Ley,  entre  la  numeración  de  las  fincas,  y  la  de  las  inscripciones  co- 
rrespondientes á  cada  una,  queda  cumplida  con  solo  usar  para  las 
primeras  el  número  cardinal,  que  no  prohibe  el  art  107,  y  para  las 
segundas  el  ordinal  que  prescribe  el  presente,  de  manera  que,  aun 
adoptando  en  aquellas  la  propia  numeración  en  guarismos  prevenida 
para  Stas,  no  será  el  mismo  sistema.  Por  tanto,  el  ó/den  que  ha  de 
llevarse  en  el  Registro,  es  v.  gr.  Finca  núm,  i,  inscripción  primefé 
etc.,  etc.  (Véanse  los  Modelos  oficiales,  Ap,  i9) 

Artículo  132. 

Cuando  se  divida  una  finca  señalada  en  el  Registro  con  su  número  Corica- 
pondiente,  se  inscribirá  con  número  diferente  la  parte  que  se  separe  á  feívor 
del  nuevo  dueño:  pero  haciéndose  breve  mención  de  esta  circunstancia  al  laár- 
gen  de  cada  una  de  las  inscripciones  antigua,  y  refiriéndose  áls^  nueva. 

Cuando  se  reúnan  dos  fincas  para  formar  una  sola,  se  inscribirá  esta  €<m  W 
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nuevo  número,  haciéndose  mención  de  ello  al  margen  de  cada  una  de  las  ins- 
crip.ciones  anteriores  relativas  al  dominio  de  las  fincas  que  se  reúnan.  En  la 
nueva  inscripción  se  hará  también  referencia  de  dichas  inscripciones  así  como 
de  los  gravámenes  que  las  mismas  fincas  reunidas  tuvieren  con  anterioridad. 

920. — Concuerda  con  el  24  del  Reglamento  peninsular,  que  no 
alteró  en  este  punto  el  primitivo. — Y  su  contesto  es  también  claro, 
pero  los  casos  de  su  aplicación  se  determinaron  con  precisión  en  la 
doctrina  que  insertamos  en  la  Jurisprudencia  adjetiva  (par.  924.^ 
Res.  de  16  de  Dic.  de  i876.-Con  vista  de  dicha  Resolución  y  de  la 
de  10  de  Mayo  de  1878,  (par.  925.)  del  presente  artículo  y  del  107 
resulta: 

I? — Que  porciones  separadas  de  tierra  pueden  formar  una  sola 
finca  y  producir  una  sola  inscripción,  conforme  al  caso  i9  de  dicho 
art.  107,  3Í  se  reúnen  los  requisitos  que  expusimos  en  los  pars.    912 

7913. 

2? — Que  también  pueden  formarla  las  piezas  adquiridas  por  di- 
versos títulos,  si  son  colindantes  y  de  un  mismo  dueño  (^Art.  107, 
caso  4?^ 

3? — Que  si  en  este  ca.so   se  hallan  inscritas  separadamente 
constituir  una  sola  finca  es  preciso  que  el  dueño    manifieste 
nemente   su  volunlad  en  instrumento  público,    .según  el  artíc 
de  la  Ley.     (Res.  de  16  de  Dic.  de  1876.) 

4? — Que  no  es  bastante  el  que  se  encuentren  en  un  mismo 
no  municipal  ni  pertenezcan  al  propio  dueño,  cuando  no  tien 
tre  sí  la  relación  que  une  lo  accesorio  con  lo  principal,  y  en  tal  su- 
puesta no  seria  eficaz  el  requisito  anterior.     (Res.  de  10  de  Mayo 
de  1878.) 

Reglamento  de  Puerto-Rico. 

921. — Los  artículos  106,  107  y  125  del  nuestro  son  en  aquel  los 
103,  104  y  119. 

JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 
Unidad  de  fincas. 

922. — Mientras  una  finca  esté  pro-indiviso,  sin  distinción  alguna 
entre  las  diversas  causas  que  puedan  originar  el  condominio,  se  ex- 
tenderá un  solo  asiento  para  inscribir  cada  título  que  otorguen 
conjuntamente  todos  los  condueños,  doctrina  que  confirma  el  art. 
24  del  Reg.  (i)  al  disponer  que  cuando  se  divida  materialmente  una 
finca,  deberá  inscribirse  bajo  un  número  diferente  y  en  asiento  sepa- 
rado la  parte  que  se  segregue  para  formar  otra  finca.  La  diferencia 
entre  el  condominio  por  partes  iguales  tácitamente  señaladas,  y  el 
que  lo  es  por  parte  proporcionales  ó  alícuotas  expresamente  deter- 
niinadas;  diferencia  que  se  establece  para  deducir  que  los  títulos  re- 
lativos al   primero  han  de  inscribirse  en  un   solo  asientO;  y  los  refe- 

(i;  Art.  132  del  de  Cuba. 

40 
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rentes  al  segundo  haciendo  tantas  inscrípciones,  bajo  un  sólo  núme-    , 
ro,  cuantos  sean  los  condueños,  está  en  abierta  contradicción  con  las 
disposiciones  de  la  ley  y  el  reglamento  y  con  los  principios  del  de- 
recho. 

(Res.  de  12  de  Octubre  de  1874.) 

923. — Para  resolver   las  dudas   que  puedan  surgir   en  cada  caso  \ 
respecto  de  lo  que  se  entienda  por  finca,  es  preciso  tener  presente 
que  el  espíritu  y  fin  de  la  Ley  se  dirije  principalmente  á  conservar 
en  el  Registro  la  unidad  territorial  de  las  fincas  para  darlas  á  conocer 
cou  más  facilidad. 

(Res.  de  24  de  Nov.  de  1876.] 

División  á  agrupación  de  fincas. 

924. — Tanto  para  formar  de  una  finca  dos  ó  mas,  como  para  cons- 
tituir una  sola  con  varias  inscritas,  uo  bastan  ni  que  el  dueño  las  di- 
vida en  suertes  ó  porciones  mas  ó  menos  arbitrarias,  ni  que  una 
misma  persona  adquiera  sucesivamente  varias  fincas  distintas,  sino 
que  es  indispensable  además  que  exista  un  hecho  generador  de  una 
nueva  finca^  cual  es  en  el  primer  caso,  la  segregación  de  cierta  par- 
te en  favor  de  un  nuevo  dueño,  y  en  el  segundo,  la  reunión  ó  aglo- 
meración territorial  de  diferentes  inmuebles  ó  raices  inscritos  con 
número  distinto,  verificada  mediante  documento  publico,  en  que  el 
dueño  haga  constar  solemnemente  su  voluntad. 

(Res.  de  16  de  Dic.  <íe  1876). 

Agrupación  de  fincas. 

925. — El  hecho  de  hallarse  .situadas  varias  porciones  de  tierra 
dentro  de  un  mismo  termino  municipal,  y  pertenecer  á  un  solo  due- 
ño, no  basta  por  sí  solo  para  considerar  como  una  sola  finca  todas 
aquellas  porciones,  sin  que  baste  tampoco  para  suplir  esta  imposibi- 
lidad el  que  el  propietario  aplique  un  nombre  arbitrario  á  dichas 
porciones,  porque  de  admitir  semejante  subterfugio,  se  falseaiía  por 
completo  el  espíritu  y  fin  de  la  Ley  hipotecaria,  que  se  dirige  prin- 
cipalmente á  conservar  en  el  Registro  la  unidad  territorial  de  las 
fincas  para  darlas  á  conocer  con  mas  facilidad. — Al  autorizarse  «x  d 
par.  i9  del  art.  322  del  Reg.  [,i]  la  inscripción  de  las  .suertes  de 
tierra  que  forman  parte  de  una  finca  rústica,  tuvo  por  objeto  su  apE- 
cacion  á  las  fincas  rusticas  de  alguna  importancia  que  tienen  como 
dependientes  entre  sí,  con  el  propósito  de  no  separar  la  unidad  te- 
rritorial de  la  finca  principal  con  la  que  formen  aquellas  una  sola 
labor  ó  cuerpo  general  de  bienes  conocido  con  un  nombre. — Siendo 
este  el  sentido  propio  de  las  palabras  cuerpo  general  de  bienes,  [ij, 

(i)  107  del  nuestro. 

(2;  Art  322,  caso  i9  Reg.  Reí.,  I07  i9  del  nuestro. 
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labor  ó  JteredamientOy  (i)  conforme  á  dicho  artículo  322,  no  puede 
dárseles  un  sentido  distinto  cuando  esta  Dirección  lo  consignó  en 
Res.  de  3  de  Marzo  de  1877,  (2)  ni  suponer  que  se  autorice  la  ins- 
cripción de  diferentes  propiedades  rústicas  que  eñ  un  término  mu- 
nicipal posea  una  persona,  cuando  no  exista  entre  ellas  relaciones  de 
dependencia  que  unan  lo  accesorio  con  lo  principal. — El  Notario,  á 
los  efectos  del  art.  22  de  la  Instrucción  (^3^1  debió  advertir  al-  otor- 
gante que  no  podian  reputarse  con  arreglo  á  la  L.  H.  y  su  Reg. 
como  una  sola  finca  las  27  suertes  de  tierra  inscritas  en  concepto  de 
fincas  distintas  é  independientes  en  el  antiguo  Registro,  y  que  tenia 
que  practicarse  la  distribución  de  capital  y  réditos  entre  las  fincas  ó 
suertes  de  tierra.  (^)  y  en  caso  de  que  el  interesado  se  opusiere, 
consignar  la  manifestación  en  el  instrumento,  en  observancia  del  art. 
5?  de  dicha  Instrucción,  (5  j  y  á  fin  de  salvar  su  responsabilidad. 

(.Res.  de  10  de  Mayo  de  1878.) 

926. — Según  la  doctrina  de  la  Ley  y  su  Reg.  el  Registro  debe 
llevarse  abriendo  uno  particular  á  cada  finca,  lo  cual  excluye  el  que 
se  inscriban  bajo  un  mismo  número  fincas  independientes  entre  sí, 
aun  cuando  se  hallen  dentro  de  un  termino  municipal  y  pertenezcan 
á  un  sólo  dueño. — Si  bien  el  artículo  322  del  Reg.  [6]  en  conso- 
nancia con  el  precepto  del  artículo  8?  de  la  Ley  [7]  autoriza  la  ins- 
cripción bajo  un  solo  número  de  varias  porciones  de  tierra,  este 
mandato  está  subordinado  á  que  las  fincas  formen  un  sólo  cuerpo 
de  bienes  y  se  conozcan  bajo  un  solo  nombre,  y  que  los  interesados 
en  su  inscripción  soliciten  expresamente  que  se  comprendan  como 
una  sola  fincadichas  porciones  y  se  inscriban  bajo  uií  solo  número. 

(Res.  de  3  de  Marzo  de  1877). 

TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  17. 

Toda  inscripción  que  se  haga  en  el  Registro  expresará  las  circunstancias  si- 
guientes: 

Primera.  La  paturaleza,  situación  y  linderos  de  los  inmuebles,  objeto  de  la 
iascripcion,  ó  á  los  cuales  afecte  el  derecho  que  deba  inscribirse,  y  su  medida 
saperfícial,  nombre  y  número,  si  constare  del  título. 

Segunda.  La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y  cargas  de  cualquiera  es- 
pecie del  derecho  que  se  inscriba,  y  su  valor,  si  constare  del  título. 

Tercera.  La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y  cargas  del  derecho,sobre  el 
cual  se  constituya  el  que  sea  objeto  de  la  inscripción. 

Cuarta.  La  naturaleza  del  título  que  deba  inscribirse  y  sa  fecha. 

(i)  Usaba  esta  frase  el  art.  322  del  Reglamento  primitivo. 
(3)    Véase  par.  926. 

S50  de  la  nuestra. 
I  ^  trata  aquf  de  una  hipoteca  y  se  aplica  la  disposición  contenida  en  el  art.  133  de 
Ruestra  Ley. 
(S)  Art.  21  de  la  nuestra, 
(o)  107  del  nnestro. 

(7)  En  la  nuestra  no  se  contiene  tal  precepto,  que  pasó  íntegro  al  art.  107  reglamenta- 
rio^ 
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Quinta.  £1  nombre  y  apellido  de  la  persona,  si  fuese  determinada;  y  no  sién- 
dolo, el  nombre  de  la  corporación  ó  el  colectivo  de  los  interesados  á  cuyo  &vor 
se  hace  la  inscripción. 

Sexta.  El  nombre  y  apellido  de  la  persona,  ó  el  nombre  de  la  corporación  ó 
persona  jurídica  de  quien  procedan  inmediatamente  los  bienes  ó  derechos  que 
deban  inscribirse. 

Sétima.  £1  nombre  v  residencia  del  Tribunal,  Notario  ó  funcionario  que  au- 
torice el  título  que  se  haya  de  inscribir. 

Octava.  La  fecha  de  la  presentación  del  título  en  el  Registro,  con  expresión 
de  la  hora. 

Novena.  La  conformidad  de  la  inscripción  con  la  copia  del  título  de  donde 
se  hubiere  tomado;  y  si  fuere  este  de  los  que  deben  conservarse  en  el  oficio  del 
Registro,  indicación  del  legajo  en  que  se  encuentre. 

Décima.  La  fecha  de  la  inscripción  y  firma  entera  del  Registrador. 


CONOORDANOIAS. 


Ley  de  1861. 

Articulo  9? 

Toda  inscripción  que  se 
haga  en  el  Registro  expresa- 
ralas  circunstancias  siguien- 
tes: 

Primera.  La  naturaleza,  si 
tuacion,  medida  superficial, 
linderos,  nombre  y  número, 
si  constaren,  de  los  in 
bles  objeto  de  la  inscripción, 
6  á  los  cuales  afecte  el  dere 
cho  que  deba  inscribirse. 

Segunda.  La  naturaleza, 
valor,  estension,  condiciones 
y  cargas  de  cualquiera  especie 
del  derecho  que  se  inscnba. 

Tercera.  La  naturaleza,  es- 
tension, condiciones  y  cargas 
del  derecho  sobre  el  cual  se 
constituye  el  que  sea  objeto 
de  la  inscripción. 

Cuarti^.  La  naturaleza  del 
título  que  deba  inscribirse,  y 
su  fecha. 

Quinta.  El  nombre  y  ape- 
llido  de  la  persona  á  cuyo  fa- 
vor se  haga  la  inscripción. 


Sesta.  El  nombre  y  apelli 
do  de  la  i>ersona  de  quien 
procedan  inmediatamente  los 
tienes  ó  derechos  que  se  de- 
ban inscribir. 

Sétima.  El  nombre  y  re- 
sidencia del  juez,  escribano  ó 
funcionario  aue  autorice  el 
título  que  se  naya  de  inscri- 
bir. 


Ley  Seformada  de  1869. 

Ariiculo  9? 


Primera.  La  naturaleza,  si- 
tuación y  linderos  de  los  in- 
muebles objeto  de  la  inscrip- 
ción, ó  á  los  cuales  afecte  el 
derecho  aue  deba  inscribirse, 

su  medida  superficial,  nom- 
ire  y  número,  si  constaren 
del  título. 

Segunda.  La  naturaleza, 
estension,  condiciones  y  car 
gas  de  cualquiera  especie  del 
derecho  que  se  inscriba,  y  sr* 
valor  si  constare,  del  título. 


. .  .persona,  ú  fuese  determi 
naaa,  y  no  siéndolo^  el  nom- 
bre de  la  corporación  ó  colec- 
tivo de  los  interesados^  á  cuyo 
favor  se  hace  la  inscripción, 


..ó  el  nombre  de  la  corpo- 
racion  ó  persona  jurídica . . 


...Tribunal^  Notario  ó- 


Ley  de  Pnerto-Bioo. 

Art.xi, 
(Igual  ti  de  la  nuestra.] 
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Octava.  La  fecha  de  la  pre- 
sentadon  del  titulo  en  el  Ke- 
eistro,  con  expresión  de  la 
hora. 

Novena.  La  conformidad 
de  la  inscripción  con  la  cOpia 
del  título  de  donde  se  hubie- 
se tomado,  y  si  fuere  este  de 
los  que  deben  conservarse 
en  el  ofído  del  Registro,  in 
dicadon  del  legajo  donde  se 
encuentre. 


cuentre. 


m  qu£  se  en- 


927. — La  pragmática  de  1768,  ó  sea  ley  3?,    tíL  16,  libro  10?  de 
la  Nov.  Rec.  declaraba  en  su  cap.  4  las  circunstancias  que  sé  habían  . 
de  hacer  constar  en  el  registro,  y  decia  lo  siguiente: 

"La  toma  de  razón  ha  de  estar  reducida  á  referir  la  data  ó  fecha 
del  instrumento,  los  nombres  de  los  otorgantes,  su  vecindad,  la  cali- 
dad del  contrato,  obligación  ó  fundación;  diciendo  si  es  imposición, 
venta,  ñanza,  vínculo  lí  otro  gravamen  de  esta  clase,  y  los  bienes 
raices  gravados  ó  hipotecados,  que  contiene  el  instrumento,  con 
expresión  de  sus  nombres^  cabidas,  situación  y  linderos  en  la  misma 

forma  que  se  exprese  en  el  instrumento. "     Resultan,  pues,  entre 

las  circunstancias  de  la  ley   recopilada   y  las  de  la   Hipotecaria  las 
siguientes  semejanzas: 

I? — La  situación  y  linderos  de  los  inmuebles,  su  medida  superfi- 
cial ó  cabida  y  sus  nombres.  En  estas  circunstancias  la  tínica  dife- 
rencia que  se  advierte  es  que  la  Ley  recopilada  se  refiere  en  todas 
ellas  á  lo  que  conste  en  el  instrumento,  en  lo.  cual  le  siguió  la  Ley 
de  1 86 1,  pero  la  Reformada  sólo  contiene  la  referencia  en  cuanto  á 
las  dos  últimas  y  al  numero. 

2? — La  naturaleza  del  título  y  s\xfecha\  6  sea,  \di  calidad  del  con- 
trato  y  la  data  6  fecha  del  instrumento. 

3? — Los  nombres  de  los  otorgantes. 

928. — El  Real  Decreto  de  23  de  Mayo  de  1845,  que  como  hemos 
dicho  ya,  introdujo  en  la  Península  las  bases  del  nuevo  sistema  hi- 
potecario, -determinaba  las  circunstancias  que  debían  hacerse  cons- 
tar en  la  inscripción,  en  los  términos  siguientes: 

I? — \ja^  fecha  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  todo  acto  com- 
prendido en  el  mismo,  la  del  testamento,  si  se  trata  de  herencias, 
la  del  fallecimiento  del  ultimo  poseedor,  la  de  la  cuenta  y  partición 
desús  bienes,  y  la  de  la  aprobación  judicial  de  ésta  si  la  hubiere. 

2? — El  nombre  y  el  lugar  de  la  residencia  del  escribano  ante  quien 
se  haya  otorgado  la  escritura  ó  testamento,  ó  practicado  las  diligen- 
cias de  adjudicación  de  bienes. 

3? — Los  nombres  y  vecinda4  de  los  otorgantes  ó  interesados. 

4? — La  calidad  ó  naturaleza  del  contrato,  con  expresión  de  si  es 
publico  ó  privado, 

59 — El  inmueble  que  es  objeto  del  contrato,  con  expresión  de  su 
siiuaciofi,  cabida,  linderos,  valor  y  cargas  que  sobre  sí  tenga. 
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69 — La  liquidación  del  derecho  y  la  fecha  del  recibo  de  su  pago, 
(Art  29.) 

929. — De  los  requisitos  que  se  contenian  en  el  referido  Real  de- 
creto hemos  subrayado  los  que  le  son  comunes  con  la  Ley  Hipote- 
caria. Y  en  cuanto  á  nuestro  Reglamento  de  1870,  np  determina- 
ba las  circunstancias  que  se  habian  de  expresar  en  la  inscripción. 

930. — Al  discutirse  la  Ley  de  1861,  se  hicieron  á  su  art  9?  las 
siguientes  objeciones. 

El  Sr.  Arrazola,  en  el  Senado,  refiriéndose  á  la  consignación  de  la 
hora  en  que  se  presentase  el  título,  y  recordando  las  disposiciones 
de  los  arts.  26  y  28  [i]  se  quejaba  de  que  la  nueva  ley  dispusiese 
sólo  su  constancia  ^n  el  registro  y  en  la  certificación  que  se  diese 
cuando  la  legislación  antigua  ordenaba  consignarla  á  la  presentación 
y  delante  del  interesado.  [2]  A  la  contestación  del  Sr.  Alvarez  de 
que  le  servia  de  resguardo  el  certificado  que  podría  pedirse  al  Re- 
gistrador tan  luego  como  se  sospechase  algún  cambio  en  dicha 
hora,  replicó  el  Sr.  Arrazola  [3]  que  debería  exigirse  la  anotación 
de  la  hora  en  el  momento  de  presentar  el  título. 

931. — También  el  Sr.  Fages  hizo  en  el  Congreso  observaciones 
que  merecen  anotarse  acerca  del  presente  artículo.  [4]  Dijo  que  la 
multitud  de  circunstancias  que  ise  exigian  en  los  títulos  podia  en  al- 
gunos casos  embarazar  el  otorgamiento  de  la  escritura,  y  puso  d 
ejemplo  de  dos  propietarios  que  otorgasen  en  la  Corte  con  urgencia 
una  obligación  hipotecaria  sobre  bienes  sitos  en  provincia  muy  dis- 
tante; y  en  la  imposibilidad  de  precisar  la  cabicla  y  linderos  de  los 
pequeños  predios  objeto  de  la  hipoteca.  Que  en  tal  situación,  la 
escrítura  no  podría  otorgarse;  siendo  así  que  debiendo  existir  la  es- 
pecialidad y  publicidad  en  el  Registro,  bastaría  consignar  en  éste 
aquellas  circunstancias  sin  exigirlas  además  en  el  título,  tomando 
entre  tanto  una  anotación  preventiva.  Le  contestó  el  Sr.  Aurioks 
[5]  que  1^  expresión  de  la  cabida  y  linderos,  además  de  necesaria 
estaba  ya  ordenada  por  la  Pragmática  de  1768  (6);  y  que,  cuando 
no  se  contengan  en  la  escrítura  se  tomará  anotación  preventiva  de 
ésta,  para  dar  tiempo  á  los  interesados  de  subsanar  la  falta;  que  por 
lo  demás  dichas  circunstancias  deben  constar,  no  sólo  en  el  Registro 
sino  también  en  la  escritura,  para  que  no  pueda  la  finca  ser  confun- 
dida con  otrci,  á  lo  que  replicó  el  Sr.  Fages  que,  si  bien  en  ákho 
caso  la  ley  concedía  anotación  preventiva,  era  solo  por  defect»  sub- 
sanable  de  la  escrítura,  y  exigiéndose  el  otorgamiento  de  otra,  á 
costa  del  escríbano,  y  en  el  caso  de  que  se  trata,  no  hay  culpa  as- 
ese funcionarío,  sino  ignorancia  en  los  interesados.     Que   de  todas 


( 1 )  54  y  36  de  la  nuestra. 

(2)  Sesión  del  26. 

(3)  Sesión  del  27  de  Noviembre  ¿e  1860. 
14)     Sesión  del  dia  9  de  Enero  de  1 861. 

Sesión  del  dia  11  del  mismo. 
Véase  en  nuestro  par.  927, 
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m  meras,  serían  necesarias  en  dicho  caso  dos  escrituras,  y  esto  sin 
duda  dificultaba  la  contratación. 

932. — El  párrafo  inicial  del  presente  artículo  no  está  bien  redac- 
tado, porque  no  es  exacta  la  declaración  que  contiene.  Las  cir- 
cunstancias que  en  él  se  enumeran  sé  contienen  por  regla  general  en 
todas  las  inscripciones,  sin  perjuicio  de  adicionarse  con  otras  en  los 
casos  que  inmediatamente  enumeran  los  arts.  i8á23  de  la  Ley. 
Bajo  este  punto  de  vista  no  habría  inexactitud  en  la  frase  á  que  nos 
referimos,  pues  si  las  únicas  inscripciones  especiales  contuviesen  más 
circunstancias  de  las  que  aquí  se  enumeran,  eso.  no  impediría  que 
todas  contuviesen  las  que  ahora  se  determinan.  Pero  es  el  caso  que 
también  hay  algunas  que  contienen  menos,  como  sucede  en  las  ins- 
cripciones r¿?//m^í  [Art.  248  á  250  de  la  Ley  y  118,  119  yi26 
Reg.)  y  por  tanto,  creemos  que  el  párrafo  de  que  tatamos  ha  debido 
redactarse  así:  Toda  primera  inscripciotí  que  se  haga  deuna  finca  en 
el  Registro  contendrá  etc.,  etc.  La  primera  inscripción  de  cada  fin- 
ca ha  de  contener  en  efecto,  todas  las  circunstancias  referidas;  las 
demás  no  se  hallan  en  ese  caso. 

933. — El  inciso  primero  ó,  usándola  frase  de  este  artículo,  la  cir- 
cunstancia prímera,  comprende  seis  particulares,  tres  que  necesaria- 
mente han  de  expresarse  en  la  primera  inscripción  que  se  haga  de  la 
finca;  tres  mas  que  será  obligatorio  para  el  Registrador  expresar,  si 
se  contienen  en  el  título;  pero  que  no  son  esenciales,  y  por  tanto 
cabe  fwescindirse  de  ellos  por  los  otorgantes.  Los  tres  primeros  son 
la  naturaleza,  la  situación  y  los  linderos  de  la  finca;  los  otros,  la  me- 
dida  superficial,  el  nombre  y  el  numero.  Es  claro  que  los  tres  príme- 
ros  individualizan  la  finca,  evitando  su  confusión  con  cualquiera 
otra;  y  qne  los  tres  últimos,  si  bien  facilitan  la  determinación  de 
aquella,  no  son  indispensables  para  evitar  esa  confusión,  es  decir, 
que  es  preferible  expresarlos,  pero  su  omisión  no  debe  ser  un  obstá- 
culo á  la  inscripción,  puesto  que  sin  ellos  la  finca  queda  bien  deter- 
minada. En  este  sentido  se  modificó  en  la  Ley  Reformada  el  art.  9?, 
que  en  la  primitiva  solo  permitia  prescindir  del  nombre  y  numero 
de  la  finca,  originando  los  inconvenientes  que  acertadamente  indicó 
el  Sr.  Fages,  en  las  palabras  que  anteriormente   transcribimos  [par. 

931.J 

934. — Nos  ahorra  el  trabajo  de  explicar  lo  que  debe  entenderse 
por  naturaleza,  situación  etc.,  así  como  la  forma  en  que  haya  de 
efectuarse,  lo  explícito  que  el  Reglamento  se  muestra  en  este  pun- 
to.— ^Dice  así: 

Artículo  117.- 

Para  dar  á  conocer  con  exactitud  las  fincas  y  los  derechoff'que  sean  objeto  de 
las  inscripciones,  ejecutarán  los  Registradores  lo  dispuesto  en  el  artículo  17  de 
la  ley  con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

Primera.  La  naturaleza  de  la  finca  se  expresará  manifestando  si  es  rústica  ó 
urbana,  y  el  nombre  con  que  las  de  su  clase  sean  conocidas  en  ia  provincia  p 
lugar. 


L 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


320 

Segunda.  La  situación  de  las  ñncas  rústicas  se  determinará  expresando  d 
término,  partido  ó  cualquier  otro  nombre* con  que  sea  conocido  en  el  lugar  en 
que  se  hallaren,  sus  linderos  por  los  Cuatro  puntos  cardinales,  la  naturaleíadc 
la  finca  Colindante,  y  cualquiera  circunstancia  que  impida  confundirlas  con 
otras. 

Tercera.  La  situación  d»  las  fincas  urbanas  se  determinará  expresando  d 
pueblo  en  que  se  hallen,  el  nombre  de  la  calle  ó  lugar,  el  número,  si  lo  tuvie- 
ren; y  si  este  fuere  de  fecha  reciente  se  añadirá  el  que  hayan  tenido  antes;  d 
número  de  la  manzana,  cuadra  ó  cuartelada,  el  nombre  del  edificio,  sí  Aiesc 
conocido  con  alguno  determinado,  los  hnderos  y  cualquiera  otra  circunstancia 
que  sirva  para  distinguir  la  finca  inscrita  de  otra. 

Cuarta.  La  medida  superficial  se  expresará  en  la  forma  que  constare  del  tí- 
tulo y  con  las  mismas  denominaciones  que  en  él  se  empleen;  pero  si  del  título 
no  resultare. dicha  medida,  se  expVesará  en  la  inscripción  esta  circunstancia. 

Quinta.  La  naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  se  expresará,  con  elnom- 
brc  que  se  le  dé  en  el  titulo;  y  si  no  se  letiiere  ninguno,  no  se  designará  tam- 
poco en  la  inscripción. 

Sexta.  El  valor  de  la  finca  ó  derecho  inscrito  se  expresará;  si  constare  en  el 
título,  en  la  misma  forma  que  apareciese  en  él,  bien  en  dinero,  bien  en  especie 
de  cualquiera  claíc  que  sCa.  También  se  expresará  dicho  valor,  si  se  hubiere 
hecho  constar  para  el  pago  del  impuesto  por  medio  de  tasación,  ó  si  tratándose 
de  un  usufructo  ó  pensión,  se  hubiese  capitalizado  para  el  pago  de  dicho  im- 
puesto. 

Sétima.  Para  dar  á  conocer  la  extensión  y  cargas  del  derecho  que  deba  ins- 
cribirse, se^Tiará  mención  circunstanciada  y  literal  de  todo  lo  que  según  el  titu- 
lo limite  el  mismo  derecho  y  las  facultades  del  adquirente  en  provecho  de  otro, 
ya  sea  persona  cierta,  ó  ya  indeterminada,  así  como  los  plazos  en  que  venzan- 
laí?  obligaciones  contraidas,  si  fueren  de  esta  naturaleza  las  inscritas. 

Octava.  Las  cargas  de  la  finca  ó  derecho  que  afecte  la  inscripción  inmediata 
ó  inftnediatamente  podrán  resultar,  bien  de  alguna  inscripción  anterior,  ó  bien 
solamente  del  título  presentado.  En  el  primer  caso  se  indicarán  brevemente  su 
naturaleza  y  número;  citando^el  que  tuviere  cada  uno,  y  el  folio  y  libro  del  Re- 
gistro en  que  se  hallaren^  en  el  segundo  caso  se  referirán  literalmente,  advir- 
tiendo que  carecen  de  inscripción.  Si  apareciesen  dichas  cargas  del  título  y  del 
Registro,  pero  con  alguna  diferencia  entre  ambos,  se  notará  la  que  resulte. 

Novena.  Los  nombres  que  deban  consignarse  en  la  inscripción  se  expresarán 
según  conste  del  título,  sin  que  sea  permitido  al  Registrador,  ni  aun  con  acuer- 
do de  las  partes,  añadir  ni  quitar  ninguno.  Al  nombre  se  añadirán,  si  también 
resultaren  del  título,  la  edad,  el  estado,  la  profesión  y  el  domiciüo.  Las  socie- 
dades ó  establecimientos  pübli<:os  se  designarán  con  el  nombre  con  que  fueren 
conocidos,  expresándose  al  mismo  tiempo  su  domicilio,  y  adem;ls  el  de  la  per- 
sona que  en  su  representación  pida  la  inscripción  si  no  fuese  una  sociedad  co- 
nocida únicamente  por  su  razón.  *"  , 

Décima.  Toda  inscripción  de  actos  ó  contratos  que  hayan  devengado  dere- 
chos á  favor  del  Estado,  expresará  además  el  importe  de  estos  y^la  fedia  y  el 
número  de  la  carta  de  pago. 

Undécima.  Al  final  de  toda  inscripción  ó  anotación  expresará  el  Registrador 
los  honorarios  que  devengare  por  ella. 

93 5. -La  naturaleza  de  la  finca  se  expresará,  pues,  manifestando  si 
es  rustica  ó  urbana,  y  el  nombre  genérico  que  le  pertenezca.  Portante 
deberá  expresarse  si  es  casay  ingenioy  caj'eialy  potrero,  vega  ect,  [V. 
Modelos  oficiales,  Ap.  i9| — No  hay  que  confundir  el  nombre  gené- 
rico de  la  finca,  que  determina  su  natnraleza,  con  el  nombre |)rop¡o 
de  la  misma,  y  que  puede  ó  no  expresarse,  porque  pertenecí  al  ^Se- 
gundo grupo.  En  un  cafetal  llamado  Esperanza,  la  cualidad  de.efc- 
fetal  no  debe  omitirse,  porque  constitu/e  la  naturaleza  del  precSo; 
el  nombre   propio  tampoco   puede  omitirse  en  la  inscripción,  si  se 
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consignó  en  el  título,    pero  omitido  en  este,  no  será  obstáculo  para 
la  inscripción;  pues  no  daña  la  claridad. 

936. -La  situación  de  la  finca,  ó  sea  el  lugar  donde  radique 
se  expresará  en  las  rústicas;  designando  el  término  municipal,  partido 
rural  etc.,  donde  se  encuentre. — Y  aunque.parece  que  á  la  expre- 
sión del  término  municipal  deberia  adicionarse  la  de  la  provincia, 
para  no  dejar  duda  acerca  de  la  situación  de  aquelja,  es  sin  enjbar- 
go  innecesaria,  pues  inscribiéndose  los  títulos  en  el  Registro  cuya 
situación  es  conocida,  y  aun  en  el  libro  del  respectivo  Ayuntamien- 
to, queda  bien  determinada  la  situación  de  la  finca  respecto  de  la 
provincia  y  del  término  municipal.  La  expresión  del  pueblo  donde 
esté .  aquella  es  sin  duda  necesaria,  y  por  tanto  la  palaffta  término 
debe  entenderse  en  el  sentido  de  cualquier  subdivisión  que  el  uso  de 
la  Idealidad  le  tenga  asignada. 

937. — Si  la  finca  es  urbana,  se  determinarásu  situacipn  expresan- 
do el  pueblo  en  que  se  halle,  el  nombre  de  la  calle  óJugar,  el  núme- 
ro etc. — Es  decir  que  la  designación  es  diversa,  según  la  finca  sea 
rústica  ó  urbana,  y  así  lo  reasume  la  Instrucción  en  el  siguiente 

Artículo   s9  > 

Para  describir  las  ñncas  rústicas  se  determinará  su  situación  y  linderos  con 
la  mayor  exactitud  y  prolijidad.  Para  ello  deberá  consignarse  el  nombre  con 
que  fuese  conocida  la  finca,  y  si  antes  tuvo  otro  se  hará  mención  de  ambos:  se 
señalará  el  término  municipal  y  el  partido  ó  sitio  en  que  radicase;  se  expresa- 
rán sus  linderos  por  los  cuatro  puntos  cardinales,  prefiriendo  los  que  estuviesen 
señalados  con  límites  naturales  ó  artificiales  á  la  pimple  designación  de  los  nom- 
bres de  los  dueños  de  los  predios  contiguos;  se  indicarán  los  caminos  que  con- 
duzcan á  las  heredades  que  se  describan,  siempre  que  esta  circunstancia  pueda 
contribuir  á  distinguirlas,  y  se  hará  mención,  en  fin,  de  todas  las  demás  señales 
que  impidan  coo fundirlas  con  otras. 

Cuando  la  finca  sea  urbana,  además  del  nombre  del  pueblo  y  el  de  la  calle,  ' 
plaza  ó  sitio  en  que  estuviere,  se  expresará  su  numero  antiguo  y  el  moderno,  si 
hubiere  camíiado  el  que  antes  tenia,  y  si  no  estuviere  numerada,  se  hará  men- 
ción de  esta  falta. 

También  se  expresará  el  número  de  la  manzana  ó  cuartelada,  si  la  tuviere  el 
grupo  de  edificios  á  que  la  finca  corresponda;  su  nombre,  si  fuese  conocida  con 
alg«no  en  el  pueblo;  sus  linderos  pA-  izquierda,  derecha  y  espalda,  y  cualquie- 
ra otra  circunstancia  que  importe  conocer  para  distinguirla  de  las  demás. 

938.— Resulta,  pues,  que  los  linderos  de  las  fincas  rústicas  se  de- 
signarán por  los  cuatro  puntos  cardinales,  y  los  de  las  urbanas  por 
la  izquierda,  derecha  y  espalda. — Dudan  algunos  qué  debe  enten- 
derse por  izquierda  y  derecha  respecto  de  un  edificio  tí  otro  objeto 
material  cualquiera,  pues  al  paso  que  unos  sostienen  que  la  derecha 
de  una  casa  ó  de  un  árbol  es  la  parte  frontera  á  la  de  una  persona 
que  sé' coloque  delante,  es,  por  el  contrario  creen  que  es  la  opuesta, 
por  ser  la  que.  correspondería  á  la  persona  que  se  colocase  en  el 
propio  lugar  que  ocupa  la  casa  ó  árbol,  y  haciendo  frente  á  la 
primera.  En  tal  yirtud,  sabemos  de  algunos  Notarios  que  por  evitar 
esa  ambigüedad,  excusan  la  designación  de  linderos  en  esa  forma,  y 
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la  hacen  por  los  cuatro  puntos  cardinales,  como  sí  la  finca  fuese 
rústica.  El  artículo  de  la  Instrucción  que  hemos  transcrito  no  se 
presta  sin  embargo  á  semejante  vacilación.  Sabido  que  se  ^ntiendc 
-^x  frente  de  una  casa  el  lugar  por  donde  tiene  la  entrada  principal 
y  la  fachada,  y  que  espalda  es  la  parte  opuesta,  la  izquierda  y  la 
derecha  son  necesariamentelas  que  corresponderían  á  la  perso 
na  que,  colocada  en  el  lugar  que  ocupa  el  edificio,  tuviese  respec- 
tivamente su  frente  y  su  espalda  en  la  propia  dirección  que  las  par- 
tes que  figuradamente  se  designan  así  en  los  edificios.  Toda  duda, 
desaparece,  pues,  con  esta  sencilla  observación. 

939. — ^En  la  circunstancia  octava  de  este  artículo  reglamentario,  hay 
en  nuestra  edición  oficial  una  errata  que  debe  corregirse.  Dice  inme- 
diata ó  inmediatamente:  debe  leerse,  inmediata  ó  mediatamente^ 
pues  así  aparece  la  frase  en  el  Reglamento  peninsular  (Art.  25)  y 
en  el  de  Puerto-Rico  (Art.  115.) 

940. — La  Instrucción  completa  estas  reglas  eh  la  forma  siguiente: 

Artículo  i? 

Las  Autoridades  y  funcionarios  del  orden  judicial  ó  adminístratívt),  así  como 
los  Notarios  que  autoricen  documentos  que  deban  inscribirse,  harán  constar 
en  los  mismos,  bajo  su  responsabilidad,  todas  las  circunstancias  necesarias,  se- 
gún la  ley  Hipotecaria  y  su  reglamento,  para  inscribirlos  en  los  Registros  de 
Ui  propiedad. 

Artículo  2? 

La  designación  de  toda  persona  que  intervenga  en  cualquier  acto  ó  con- 
trato sujeto  á  inscripción,  se  hará  expresando  su  nombre,  apellidos  pa- 
terno y  materno,  aunque  no  acostumbre  á  usar  más  que  uno  de  ellos,  eckid, 
estado  civil,  profesión  y  domicilio.  Si  fuese  conocida  con  un  segundo  nombre 
unido  al  primero,  se  expresará  también  éste. 

Artículo  3^ 

Cuando  alguno  de  los  interesados  concurra  al  acto  en  nombre  de  una  Socie- 
dad, establecimiento  público,  corporación  ó  persona  jurídica,  se  hará  cons- 
tar el  título  que  acredite  su  representación,  expresando  el  nombre  y  clase  de 
dicha  entidad  y  su  domicilio  y  las  demás  circunstancias  relativas  á  la  persona- 
lidad del  representante,  quien  suscribirá  el  documento  con  la  firma  sodaL 

Artículo  4? 

Los  funcionarios  y  Autoridades  procurarán  que  en  los  documentos  que 
autoricen  no  se,  omita  ni  exprese  con  inexactitud  que  dé  lug^  4  error  y 
perjuicio  de  tercero,  cualquiera  de  las  circunstancias  siguientes: 

I*  La  naturaleza,  situación,  linderos  y  nombre  y  número,  si  existieren,  de 
la  finca  que  deba  ser  inscrita,  ó  á  la  cual  afecte  el  derecho  que  se  haya  de  ütth 
cribir.  También  se  expresará  la  medida  superficial  de  las  fincas  rústicas,  y  h 
,de  las  urbanas  sólo  cuando  constase  de  los  documentos  presentados,  ó  ia  ttt- 
nifestasen  los  interesados. 
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2*  La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y  cargas  de  cualquiera  especie  del 
derecho  que  se  inscriba  y  su  valor,  si  constare  del  tftulo  ó  las  partes  lo  mini- 
festaren. 

3*  La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y  cargas  del  derecho  sobre  el  cual 
se  constituya  el  que  sea  objeto  de  la  inscripción. 

4f    La  clase  y  fecha  del  acto  ó  contrato  que  se  otorgue. 

5*  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  á  cuyo  favor  se  constituya  ó  declare 
el  derecho. 

6'  El  nombre  y  apellidoMe  la  persona  que  trasmita  el  dominio,  ó  consti- 
tuya, reconozca  ó  renuncie  los  derechos  sujetos  á  inscripción. 

7*  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  de  quien  proceda  inmediatamente 
la  finca  ó  derecho  que  se  trasmita,  modifique  ó  extinga. 

Cuando  el  acto  ó  contrato  deje  de  inscribirse  por  alguna  omisión  ó  inexacti- 
tud padecida  por  dolo  ó  culpa  del  funcionario  autorizante,  subsanará  este  la 
falta  extendiendo  á  su  costa  un  nueto  documento,  si  fuere  posible.  Los  Nota- 
rios ademá¿  indemnizarán  á  los  interesados  de  los  perjuicios  que  les  hubiesen 
ocasionado,  en  los  términos  prevenidos  en  la  ley  Hipotecaria. 

Artículo  69 

Cuando  en  los  documentos  deba  hacerse  expresamente  de  la  cabida  ó  exten- 
sión de  las  fincas,  podrá  continuarse  señalándola  con  la  medida  acostumbrada 
en  el  país;  pero  siempre  se  añadirá  su  reducción  á  la  medida  equivalente  según 
el  sistema  métrico. 

Si  los  interesados  sólo  pudieren  señalar  la  cabida  ó  extensión  aproximada- 
mente, se  consignará  la  que  expresaren  en  los  mismos  términos;  y  si  tampoco 
pudieren  determinarla  de  este  modo,  se  hará  constar  así  en  el  documento. 

941. — Además,  el  5?  que  ya  reprodujimos  (par.  937)  el  7?,  que 
se  refiere  á  la  regla  5?  del  transcrito  art.  1177  que  también  repro- 
dujimos (par.  378);  y  el  siguiente 

•  Artículo  89 

En  todo  acto  ó  contrato  que  deba  inscribirse,  se  hará  también  mención  cir- 
cunstanciada ^e  todas  las  cargas  ó  gravámenes  reales  que  tuviesen  los  inmue- 
bles, á  cuyo  efecto  el  funcionario  que  autorice  el  documento  no  sólo  examinará 
cuidadosamente  los  títulos  que  obren  en  su  poder  y  los  interesados  le  presen- 
ten, sino  que  les  pedirá  todos  los  que  tuvierrtí,  y  de  los  Pruales  puedan  resultar 
dichas  cargas. 

Si  las  que  aparezcan  impuestas  no  se  cumpliesen  por  ignorarse  la  persona 
que  tenga  derecho  á  ellas,  ó  por  otro  motivo,  podrán  los  interesados  exigir  que 
conste  también  en  el  instrumento  esta  circunstancia. 

En  las  cartas  de  pago,  cancelaciones  de  hipotecas  y  demás  contratos  que  se 
refieran  á  otros  ya  inscritos  en  que  resulten  consignadas  las  cargas,  no  será 
preciso  expresarlas  de  nuevo. 

942.— Los  preceptos  que  anteceden  nos  ahorran,  como  ya  hemos 
manifestado,  muchas  explicaciones;  de  la  regla  qiíinta del  art.  117  re- 
glamentario, y  art  7?  de  la  instrucción  resulta  con  claridad  que  la  na- 
tura/e jsa  del  derecho  -á  que  se  refiere  la  círcunstanda  ó  sección  se- 
gunda del  art.  17  de  la  Ley  es  la  expresión  del  nombre  técnico  con 
que  sea  conocido. — La  extensión  del  mismo  derecho  se  expresa 
consignando  todo  aquello  que  limite  en  provecho  de  tercero  y  en 
perjuicio  del  adquirente  el  derecho  expresado,  si  se  han  estipulado 
restricciones  ó  modificaciones  en  el  mismo. — Las  cargas^  expresan- 
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do  las  que  se  hayan  consignado  en  el  título,  y  las  que  consten  del 
'Registro,  entendiéndose  por  tales  las  hipotecas,  censos  y  ^rvidum- 
bres  á  que  la  finca  esté  afecta.  En  cuanto  á  condiciones,  nada  dice 
el  Reglamento;  pero  entendemos  que  la  Ley  usa  esa  voz  en  su  sen- 
tido técnico,  ó  sea  significando  todo  hecho  futuro  é  incierto  del  que 
depende  que  nazca  ó  se  extinga  algún  derecho,  [i]  Quedan,  pues, 
comprendidas,  en  el  presente  artículo,  lo  mismo  la  condición  sus- 
pensiva que  la  resolutoria.  Siempre  que  el  contrato  inscribible 
comprenda  una  obligación  condicional,  siempre  que  en  él  se  conten- 
ga la  declaración  de  un  derecho,  subordinado  á  la  existencia  futura 
de  un  hecho,  [2]  se  hará  constar  ^n  el  Registro  la  condición  impues- 
ta, cualquiera  que  sea  su  naturaleza. 

943. — La  circunstancia  tercera  se  refiere  á  un  derecho  que  se  im- 
ponga sobre  otro  derecho.  Tales  son  los  que  afecten  v.  gr.  al  usufructo, 
á  la  mera  propiedad,  al  edificio  construido  en  suelo  ajeno,  y  en  ge- 
neral, á  cualquiera  de  los  que  detalla  el  artículo  121  de  la  Ley. 
Cuando  se" constituya,  pues,  un  derecho  sobre  otro  derecho,  se  ha 
de  expresar  en  la  inscripción  la  naturaleza,  la  extensión,  las  condi- 
ciones y  las  cargas  del  uno  y  del  otro  [Art.  17  L.,  insisos  2?  y  3?]; 
y  además  el  valor  del  que  se  pretenda  inscribir,  esto  es  del  que  se 
constituye  sobre  el  ya  existente,  pero  sólo  cuando  dicho  valor  cons- 
tare del  título  (Art.  citado,  inciso  29) 

944. — La  naturaleza  del  título  quedará  expresada  manifestándose 
^i  es  escritura  pública,  ejecutoria  lí  otra  clase  de  documento,  v.  gr.  una 
certificación,  como  en  el  caso  del  art  48  Reg.  ó  un  expediente  ori- 
ginal (Art.  89  L.);  y  en  el  caso  de  ser  escritura  publica  se  expresará 
también  la  clase  del  acto  ó  contrato  á  que  se  refiera;  v.  gr.  si  es  ven- 
ta, donación  etc.  Por  naturaleza  de  la  finca  se  entiende,  pues,  la 
expresión  del  nombre  que  determina  el  fin  á  que  se  destina;  por 
naturaleza  del  derecho,  la  ^sxpresion  del  nombre  técnico  con  que  se 
le  designa;  y  en  fin,  por  naturaleza  del  título,  la  manifestación  del 
nombre  que  designa  su  especife. 

945. — La  circunstancia  quinta  se  ha  redactado  en  una  forma  diver- 
sa de  la  que  se  le  dio  en  la  Ley  de  1861.  Decia  en  ésta:  El  nombre 
y  apellidó  déla  persona  á  cuyo  favor  se  hágala  inscripciofi,  y  en  vez 
de  esa  Jocucion,  se  lee  en  la  Ley  Reformada  lo  propio  que  en  la 
nuestra.— Estamos  en  el  caso  de  explicar  la  razón  de  esta  mudanza. 

946. --Se  presentó  al  Registro  dé  Pamplona  una  ó  más  escrituras  de 
obligación  hipotecaria  emitida  al  portador  por  cierta  Compañía.  Y 
no  sabiendo  cómo  llenar  el  precepto  formulado  en  dicha  regla  5? 
del  art.  9?  de  la  Ley  de  1861,  que  era  la  vigente,  elevó  el  Registra- 
dor la  consulta  pertinente  (Art.  276  L.,  290  de  la  nuestra)  y  cooio 
ella  requería  una  disposición  de  carácter  general  (Art.  267,  inciso  3? 
L.,  281  de  la  nuestra)  fuer  esuelta  por  una  Real  orden,  de  4  de 
Diciembre  de  1863,  disponiéndose   que   en  los   casos  como  el  qp& 

(i)    Véase  lo  que  acerca  de  las  definiciones  en  general  dijimos  en  el  par,  561. 

(2)    Las  palabras  subrayadas  constituyen  nuestra  definición  de  la  obltgaáon  ccndicitmtí* 
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motivaba  la  consulta  se  supliese  la  falta  del  nombre  del  adquirente, 
expresándose  en  el  asiento  que  la  inscripción  se  hacia  á  favor  de  los 
portadores  actuales  ó  faturos. — Aprovechándose  esta  experiencia  al 
verificarse  la  Reforma  de  1869,  se  introdujo  en  el  inciso  á  que  nos 
referimos  la  modificación  correspondiente.  Se  dijo  pues,  el  nombre 
de  h  corporación  ó  el  colectivo  de  los  interesados,  á  continuación  de, 
el  nombre  y  apellido  de  la  persona,  si  fuere  determinada,  adicionan- 
do así  el  texto  de  la  Ley,  y  presentando  los  dos  casos  posibles  en 
vez  del  tínico  que  anteriormente  se  previera.    / . 

947.— Tal  como  se  halla  redactado  el  presente  inciso  permite  con- 
signarel  nombre  de  una  corporación  cualquiera  que  sea  adquirente 
de  und  erecho  real,  con  la  propia  facilidad  que  el  nombre  y  apellido 
de  una  persona.  Y  también  se  puede  inscribir  á  favor  de  personas 
comprendidas  bajo  una  denominación  genérica  ó  colectiva. 

948. — Lá  sesta  circunstancia  ha  sufrido  una  modificación  análoga  á 
la  que  acabamos  de  expresar.  En  vez  de,  **el  nombre  y  apellido  de 
l{i  persona  de  quien  procedan"  etc,  que  decia  la  ley  de  1861,  se  lee 
en  la  Reformada,  "el  nombre  y  apellido  de  la  persona,  6  el  nombre 
de  la  (^rporacion  ó  persona  jurídica  de  quien  procedan",  etc.  Al- 
gunas observaciones  hace  necesarias  el  presente  inciso. 

949. — Nóta.se  en  primer  lugar,  que,  á  diferencia  del  anterior  se 
parte  de  ser  siempre  determinada  la  persona  de  quien  proceden  los, 
bienes,  pues  en  aquel  se  prevé  el  caso  de  que  no  lo  sea,  y  en  éste 
nada  se  dice.  La  diferencia  existe,  en  efecto: .  la  persona  que  ad- 
quiere, puede  no  ser  determinada,  como  se  observa  en  los  títufos  al 
portador,  la  persona  de  quien  se  adquiere  siempre  puede  señalarse, 
y  ser  designada  con  su  nombre  propio,  ya  de  persona,  ya  de  cor- 
poración. 

950. — La  palabra  inmediatamente  indica  que  basta  consignar  la  de- 
signación del  trasmitente,  sin  que  se  necesite  además  la  del  causante 
de  éste,  pues  practicándose  así  con  cada  finca,  en  el  Registro  viene 
á  aparecer  completa  la  historia  de  las  sucesivas  trasmisiones.  Es  de- 
ficiente sin  embargo  la  redacción  de  este  inciso,  pues  en  la  práctica, 
además  de  designarse  al  trasmitente,  que  es  el  único  á  quien  se 
puede  considerar  incluido  en  la  sesta  circunstancia  de  este  artículo, 
se  expresa  también  su  título  de  adquisición,  lo  cual  está  conforme 
con  lo  dispuesto  en  el  aVt.  28  de  la  L-ey;  y  con  la  ampliación  que 
dá  al  presente  el  4°  de  la  Instrucción  (reglas  6?  y  7?) 

951.— Lri  fecha  y  hora  de  la  presentación  en  el  Registro  del  título 
que  se  inscriba  es  esencial,  á  tenpr  de  lo  dispuesto  respecto  de  lá  pri- 
mera en  los  arts.  33  y  36  de  la  Ley,  en  cuanto  á  la  segunda,  en  el 
34;  y  respecto  de  una  y  otra,  en  el  25. — Resulta 'de  estás  varias  dis- 
posiciones-que  la  fecha  y  hora  de  una  inscripción  no  es  aquella  en 
que  la  inscripción  se  extienda,,  sino  las  en  que  se  extendió  el  asiento 
de  presentación  en  el  libro  Diario.  (V.  pars.  33  y  864.) 

952. — Nuestra  Ley  agrega  una  circunstancia,  que  es  la  décima;  y 
se  rcfiereála  fecha  de  la  inscripción  mism^^qqe,  aunque  no  tan  impor- 
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tahte  como  la  que  acabamos  de  citar,  no  debe  sin  embargo  omitirse. 
Como  se  dispone  que  los  Registradores  lleven  á  cabo  la  inscripción 
dentro  de  los  quince  dias  siguientes  al  asiento  de  presentación  ó  al 
pago  de  los  impuestos  (Art  J2  Reg.);  de  acj^í  que  se  haga  constar 
en  el  Registro  la  fecha  en  que  se  haya  extendido  aquella,  para  que 
aparezca  si  dicho  funcionario  ha  cumplido  ó  no  con  el  precepto.— 
Juzgamos,  pues,  acertada  la  adición  que  en  este  punto  se  ha  hecho 
á  la  Ley  peninsular. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

-953- — L^  qu^  corresponden  al  presente  artículo,  tanto  en  el  Regla- 
mento como  en  la  Instrucción,  nos  hemos  visto  obligados  á  insertar- 
las con  aquel,  ingiriéndolas  en  el  mismo,  por  el  íntimo  enlace  que 
con  él  tienen,  sirviéndoles  de  explicación.  Véanse,  pues,  nuestros 
pars.  934,  937,  940  y  941. 

954.— Por  R.  O.  de  24  de  Diciembre  de  1862  recomendó  el  Mi- 
nistro deGracia  y  Justicia  al  de  la  Gobernación  que  adoptase  las 
medidas  necesarias  para  que  los  Alcaldes  diesen  conocimient9  á  los 
Registradores  de  las  alteraciones  que  se  hiciesen  en  las  alineaciones 
de  calles,  ó  de  cualquiera  otra  que  pueda  influir  ^n  el  cambio  de  la 
numeración  de  los  edificios. — El  Sr.  Canales  y  los  Sres.  Moragas 
y  Pardo  se  quejan  del  incumplimiento  de  esta  disposición. 

Reglamento  de  Puerto-Rico. 

955— Nuestro  artículo  1 17  es  en  éste  el  1 15,  y  contiene  ligeras  va- 
riantes, como  la*  de  suprimirse  la  palabra  cuadra- ^xí  la  regla  tercera, 
sin  duda  por  no  ser  usual  en  esa  isla  la  acepción  de  dicha  voz  que  en 
Cuba  es  muy  frecuente;  y  la  de  omitirse  en  la  sefeta  la  cláusula 
que  empieza  con  la  palabra  También^  y  se  refiere  al  modo  de  ex- 
presarse el  valor,  cuando  no  consta  del  título,  por  medio  de  la  ta- 
sación hecha  para  el  pago  del  impuesto. 

JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

956. — Como  quiera  que  el  presente  artículo  se  refiere  á  la  íorma 
de  la  inscripción,  la  jurisprudencia  recaída  al  mismo  tiene  que  ser 
meramente  adjetiva,  como  el  propio  artículo.  [V.  par.  j6\. 

957. — La  omisión  de  las  cargas  en  los  documentos  presentados, 
ó  el  que  en  estos  se  diga  que  no  tiene  ninguna  la  firica  ó  derecho 
que  se  trata  de  registrar,  no  es  defecto  para  inscribir;  pero  el  Regis- 
trador deberá  hacer  mérito  de  las  que  aparezcan  del  Registro,  aun- 
que el  documento  diga  que  la  finca  ó  derecho  objeto  del  mismo  está 
libre  de  ellas,  [i] 

[Res.  de  5  de  Enero  de  1872.] 

(i)    Se  acomoda  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  117,  regla  8?  de  nuestro  Reglamento^ 
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958. — La  omisión  del  precio  ó  valor  de  una  finca  no  es  circuns- 
tancia bastante  para  suspender  la  inscripción. 

[Res.  de  i9  de  Febrero  de  1875. 


959- — No  habiéndose  iJesignado  en  la  escritura  de  poder  la  per- 
sona del  mandatario  de  la  manera  prevenida  en  el  artículo  19  de  la 
Instrucción,  (i)  esta  falta  no  ha  podido  subsanarse  por  la  simple 
manifestación  del  mismo  al  otorgar  la  carta  de  pago,  porque  la  enu- 
meración de  las  circunstancias  omitidas  tiene  por  objeto  determinar 
con  toda  exactitud  la  persona  á  quien  se  confiere  el  poder,  cuya  de- 
terminación corresponde  exclusivamente  al  mandante.  (2) 

[Res.  de  23  de  Junio  de  1874.] 


960. — No  con.stituye  defecto  en  la  escritura  de  préstamo  con  hipo- 
teca la  omisión  en  el  poder  de  la  edad  y  estado  civil  del  mandatario 
de  la  deudora,  si  se  determina  claramente  la  persona  á  quien  aquel 
se  refiere  por  el  nombre  y  apellidos,  título,  profesión  y  vecindad, 
no  pudiendo  invocarse  contra  esta  doctrina  la  consignada  en  Reso- 
lución de  23  de  Junio  de  1874  (3)  porque  en  ella  no  aparecia  deter- 
minada con  exactitud  la  persona. 

[Res.  de  13  de  Set  de  1876]. 


961. — Ei^  las  escrituras  de  cesión  de  arbolado  no  debe  omitirse  la 
naínra/eza,  situación^  medida  superficial  y  liftderos  de  las  fincas  á 
que  afecte  el  derecho  cedido,  debiendo  resultar  igualmente  de  la  es- 
critura ó  del  registro  inscrito  el  dominio  del  suelo  en  que  se  halle 
plantado  el  arbolado.  (4)  Tfil  omisión  comprende  un  defecto  sub- 
sanable,  contra  el  cual  rto  puede  alegarse  la  práctica  en  contrario 
seguida  por  algún  Registrador. 

[Res.  de  22  de  Julio  de  1874]. 


962. — No  es  bastante  la  omisión  de  los  linderos  para  negar  la 
inscripción  de  la  escritura,  porque  este  defecto  puede  suplirse  pre- 
sentando otros  documentos;  y  si  estos  no  fuesen  suficientes,  con  la 
nota  adicional  prevenida  en  los  arts.  21  y  314  del  Reg.  (5) 

[Res.  de  10  de  Set.  de  1875.] 

(I)    Es  el  2?  de  la  nuestra, 

I2)  Se  tratava  de  un  poder  en  (juc  se  omitía  el  apellido  materno,  estado  civil,  edad  y 
profesio  del  mandatario,  cuyas  circunstancias  consignó  luego  éste  en  la  escritura  de  pago 
que  otorgó. 

(3)    Es  la  inmediata  precedente. 

4    Respecto  á  este  último  punto,  véase  el  art.  129  Reg, 

(5)  •  En  el  nuestro,  los  artículos  471  y  486. 
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963- — Desde  el  momento  que  las  Administraciones  Económicas 
pretenden  los  beneficios  de  la  L.  H.  deben  someterse  á  sus  precep- 
tos, -uno  de  los  cuales  consiste  en  determinar  la  naturaleza,  extensión 
y  cargas  del  inmueble  ó  derecho  que  se  trate  de  inscribir  (i) 

[Res.  de  10  de  Marzo  de  1878.] 


96.4 — Al  expresar  en  una  escritura  de  venta  que  los  vendedores 
conservan  el  usufructo  mientras  vivan,  el  Notario  ha  redactado  la 
parte  del  instrumento  referente  al  derecho  que  se  reserva  el  vende- 
dor, en  la  forma  prevenida  en  el  art.  14  de  la  Instrucción  (2)  y  las 
reglas  5?  y  7?  del  artículo  25  del  Reg.,  [3]  la  cual  puede  hacerse 
constar  en  la  inscripción  copiando  literalmente  las  palabras  qne  com- 
ponen la  frase  ó  período  relativo  al  indicado  derecho,  y  que  constan 
subrayadas. 

[Res.  de  27  de  Enero  de  1879.] 


965.— El  no  consignar  el  Notario  el  objeto  de  la  advertencia  he- 
cha á  los  otorgantes,  sino  simplemente  que  los  enteró  del  cumpli- 
miento dd  artículo  19  de  1^  Instrucción,  [4J  no  constituye  defecto 
subsanable  ó  insubsanable  que  impida  la  inscripción,  debiendo  ser 
objeto  en  su  caso  de  una  corrección  disciplinaria. 

[Res.  de  igual  fecha.]  , 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  18.  ^ 

En  la  inscripción  de  los  contratos  en  que  haya  mediado  precio  ó  entrega  de 
metálico,  se  hará  mención  del  que  resulte  del  título,'  asi  como  de  la  forma  en 
que  se  hubiese  hecho  ó  convenido  el  pago. 

Artículo  19.-' 

Si  la  inscripción  fuere  de  traslación  de  dominio,  expresará  si  esta  se  ha  veri- 
ficado pagando  el  precio  al  contado  ó  á  plazos;  en  el  primer  caso,  si  se  ha  pa- 
gado todo  el  precio  ó  qué  pai^te  de  él;  y  en  el  segundo,,  la  forma  y, plazos  en 
que  se  haya  estipulado  el  pa^o. 

Iguales  circunstancias  se  expresarán  también  si  la  traslación  de  dominio  se 
verificare  por  permuta  ó  adjudicación'  en  pago  y  cualquiera  de  los  adquircntcs 
quedare  obligado  á  abonar  alguna  diferencia  en  metálico  ó  efectos. 

Artículo  20. 

Las  inscripciones  hipotecarias  de  créditos  expresarán,  en  todo  caso,  el  importe 
de  la  obligación  garantida  y  el  de  los  intereses,  si  se  hubiesen  estipulado,  sin^ 
cuya  circunstancia  no  se  considerarán  asegurados  por  la  hipoteca  dichos  inte- 
reses en  los  términos  prescritos  en  la  presente  ley. 

(i)  V.  lo  dicho  en  nuestros  pars.315  y  771. 

Í2)  Es  el  7?  en  la  nuestra. 

¡3)  Son  las  reglas  5?  y  *]^  del  art,  117  en  el  nuestro. 

(4)  Es  el  33  en  la  nuestra. 
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CONCORDANCIAS. 


Ley  Reformada  a&1869. 

Arts.  10,  II  y  12. 
(No  sufrieron  modificación). 


Ley  de  Puerto-Bioo. 

Arts.  i8,  19  V  20. 
[Como  los  de  la  nuestra.  ] 


lET  DE  1861.    . 

Ari.  10 

(Como  el  18  de  la  nuestra). 

Art.  II. 

(Como  el  19;. 

Art.  12. 
(Como  el  20). 


966. — El  art  17  contiene  las  reglas  generales  de  la  inscripción, 
las  condiciones  que  precisamente  se  han  de  llenar  en  toda  primera 
ijiscripcion  que  se  haga  de  una  finca.  Los  tres  que  acabamos  de 
transcribir  señalan  algunas  más  relativas  á  los  casos  especiales  á 
que  se  contraen.     Examinaremos  cada  uno  de  esos  casos. 

967. — Art.  18. — En  la  inscripción  de  los  contratos  en  que  haya' 
mediado  precio  ó  entrega  de  dinero  y  se  hará  mención  del  que  resulte 
del  título,  asi  como  de  la  forma  en  que  se  hubiese  hecho  ó  convenido 
el  pago, — Es  decir  que  en  tgdo  contrato  en  que  intervenga  causa 
onerosa,  se  expresará  en  la  inscripción  el  precio,  para  llenar  la  cir- 
cunstancia relativa  al  valor  que  exige  el  artículo  17.  Y  es  de  ad- 
vertir que  como  él  mayor  número  de  los  contratos  se  efectúa  por 
causa  onerosa,  el  presente  artículo  tendrá  casi  tanta  aplicación  como 
el  17,  que  contiene  las  circunstancias  generales.  Si  se  ha  hecho  en- 
trega de  dinero,  y  esta  es  la  totalidad*  del  precio,  se  expresará  la 
forma  en  que  sé  haya  hecho,  esto  es  la  clase  de  moneda  entregada, 
y  si  se  ha  verificado  en  el  acto,  ó  anticipadamente.  Si  se  ha  estipu- 
lado precio,  sin  entregar  cantidad  alguna,  se  expresará  entonces  en 
la  inscripción  la  forma  en  que  se  haya  convenido  el  pago,  esto  es,  la 
clase  de  moneda  en  que  haya  de  hacerse,  y  la  época  en  que  deba 
efectuarse.  Sí,  por  último,  la  cantidad  de  dinero  entregada  no  cu- 
bre la  totalidad  del  precio,  habrán  de  combinarse  las  dos  reglas,  ha- 
ciéndose expresión  de  la  forma  de  la  entrega  efectuada,  y  de  la  del 
pago  venidero. 

968. — ;En  resumen,  este  artículo  se  aplica  á  todos  los  contratos 
en  que  ha  mediado  precio,  ¡esto  es,  la  estipulación  de  cierta  cantidad 
de  dinero  como  equivalente  de  lo  que  se  dá  ó  promete;  y  pueden 
ocurrir  acerca  de  él  tres  casos;  á  saber,  que  no  se  entregue  cantidad 
alguna  de  contado,  que  se  entregue  la  totalidad  del  precio,  ó  que  se 
entregue  sólo  una  parte.  En  todo  caso  habrá  de  consignarse  en  la 
inscripción  el  precio  estipulado,  y  además,  la  forma  de  la  entrega 
realizada  ó  prometida,  ó  bien  de    una  y  otra  (i). — La   expresión  de 

(I)  La  Sema  y  Canales  opinan,  sin  embargo,  que  la  frase  ó  entrega  de  metálico^  es  acla- 
ratoria de  la  palabra/t^¿"/>. 

42 
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esa  forma  en  el  Registro  obedece  á  varias  causas,  i?  que  los  contra- 
tos celebrados  mediante  cierto  precio,  pueden  rescindirse  por  causa 
de  lesión  enorme,  (Art.  46  L.  regla  5?);  2?  que  es  una  garantía  más 
para  el  que  pagó  todo  ó  parte  del  precio,  de  que  no  se  le  volverá  á 
reclamar;  3?  que  la  venta  hecha  á  plazos  puede  rescindirse  por  la 
omisión  en  el  pago  del  precio,  según  la  Ley  Hipotecaria,  como  ten- 
dremos ocasión  de  ver  más  detenidamente  al  exponer  su  art.  46. 

969. — El  art.  19  explana  más  la  regla  anterior,  contrayéndose  al 
caso  de  la  traslación  de  dominio  por  cierto  precio,  ó  bien  cuando 
sin  constituir  éste  el  equivalente  principal  de  la  cosa  enagenada, 
interviene  accidentalmente  para  completar  la  diferencia  que  pueda 
re3ultar  en  una  permuta  ó  adjudicación  en  pago  de  alguna  deuda. 
Por  último,  se  hace  extensivo  el  precepto  al  caso  en  que  uno  de  los 
contrayentes  quede  obligado  al  saldo  de  dicha  diferencia,  no  ya  en 
metálico,  sino  en  efectos. 

'  970. — El  artículo  20  quedará  mejor  explanado  cuando  nos  ocu- 
pemos en  la  sección  que  la  Ley  consagra  á  la  hipoteca  respecto  de 
los  terceros  poseedores,  á  cuyas  reglas  hace  referencia  el  presente 
artículo. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

971. — No  existe  ninguna  en  el  Reglamento  ni  en  la  Instrucción 
que  se  refiera  directamente  á  los  tres  artículos  de  que  acabamos  de 
tratar,  pero  sí  una  Real  orden  vigente  en  la  Península,  cuya  dispo- 
sición debemos  exponer. 

972. — D.  Juan  Pedro  del  Pino  cedió  á  favor  de  D.  José  Serrano 
un  crédito  de  varios  plazos  estipulados  por  razón  de  la  venta  de  va- 
rios terrenos  que  habia  hecho  á  la  Sociedad  Constructora  Urbana. 
El  comprador  solicitó  la  inscripción  de  dicha  escritura»  y  le  fué  de- 
negada; y  hubo  sin  duda  de  interponer  recurso, contra  esa  decisión, 
pues  por  Real  orden  de  8  de  Junio  de  1866  se  declaró,  deconíormi- 
dad  con  lo  informado  por  la  Regencia  de  la  Audiencia,  Dirección  ge- 
neral del  Registro  de  la  Propiedad  y  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Retado,  **qtte  el  derecho  de  que  se  trata  es 
trasmisible,  pero  no  inscribible  en  el  Registro  de  la  propiedad  la  es- 
critura de  cesión  del  mismo." — Las  razones  alegadas  fueron,  i?que 
según  el  derecho  civil  general,  el  vendedor  á  plazo  de  una  cosa,  no 
tiene  hipoteca  legal  sobre  la  cosa  vendida,,  á  escepcion  del  huérfano 
menor  de  catorce  años;  (1)2?  que  la  Ley  Hipotecaria,  lejos  de  in- 
troducir variación  alguna  en  la  materia,  se  ha  atemperado  «il  derecho 
antiguo,  y  en  su  consecuencia,  al  establecer  en  su  art.  353  (2)  que 
las  hipotecas  legnles  existentes  cuya  inscripción  podrá  exigirse,  se- 

(I)     Comprado  scyendo  alguna  cosa  de  los  bienes  de  al^nd  huérfano  menor  de  catorce 
años,  aquella  cosa  siempre  finca  obligada  al  huérfano,  fasta  que  cobre  aquel  precio,  por 
que  la  compró  (Ley  25,  tít  13,  P.  5*) 
'  .  (2)    Es  d  367  de  la  nuestn^ 
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rán  las  que  á  la  publicación  de  ella  existan  con  el  carácter  de  táci- 
tas, no  ha  podido  comprender  el  caso  presente;  y  3?  que-  tampoco 
quedó  la  finca  especialmente  afecta  al  pago  del  precio. — Creemos 
que  esta  Real  orden  no  afecta  en  nada  á  la  cuestión  de  si  el  cesio- 
nario de  que  se  trata  padrá,  en  defecto  de  pago,  ejercitar  el  derecho 
que  la  nueva  ley  atribuye  al  vendedor  á  plazos  de  una  finca  para 
rescindir  la  venta,  y  cuya  cuestión,  depende,  á  nuestro  entender,  de 
los  términos  en,  que  se  haya  celebrado  la  obligación. 

JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

973. — Desde  el  momento  en  que  el  Estado  autoriza  la  inscripción 
de  las  ventas  de  bienes  nacionales  y  de  las  hipotecas  constituidas  á  la 
S'íguridad  del  precio  no  satisfecho,  entra  en  las  condiciones  del  dere- 
cho común  á  todos  los  ciudadanos,  y  somete  en  su  virtud  dichos 
bienes  á  las  prescripciones  de  la  Ley  Hipotecaria  sobre  trasmisión  , 
y  gravamen  de  los  inmuebles.  El  no  expresarse  en  la  escritura  la 
parte  del  precio  de  cada  una  de  las  fincas  que  no  se  ha  sati.sfecho,  y 
por  consiguiente  la  cantidad  de  que  han  de  responder  individual- 
mente cu  virtud  de  la  hipoteca  constituida  sobre  todas  ellas,  son 
defectos  que  impiden  la  inscripción  del  referido  documento  con  arre- 
glo á  los  artículos  11  y  1 19  de  la  Ley  Hipotecaria  [i]  y  99  del  Re- 
glamento. [2} 

,  [Res.  de  29  de  Set.  de  1877]. 

TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  21 

Las  ipscripciones  de  servidumbre  se  harán  constar; 

Primero.     En  la  inscripción  de  propiedad  del  predio  sirviente. 

Segundo.     En  la  inscripoion  de  propiedad  del  predio  dominante. 

Artículo   22.         . 

La  inscripción  dé  los  fideicomisos  se  hará  á  favor  del  heredero  fiduciario,  si 
oportunamente  no  4eclarare  con  las  formalidades  debidas  el  nombre  de  la  per- 
sona á  quien  hayan  de  pasar  los  bienes  ó  derechos  sujetos  á  inscripción. 

Si  hiciere  ei  fiduciario  aquella  djíclaracion,  se  verificará  la  inscripción  desde 
luego  á  nombre  del  fideicomisario. 


COKCORDANCIAB. 


LETDE1861. 

yht,  13 
(Igual  al  21  de  la  nuestra.) 

Arf,  14, 

[Igual  al  22  de  la  nuestra. ] 

(i)     19  y  27  de  la  nuestra. 
(2)    216  en  el  nuestro. 


Ley  Beformada  de  1869. 

Arís.  13  y  14 
(No  sufrieron  modificaciones.) 


Ley  de  Fuerto-Bioo. 

/Iris.   21/22. 
(Como  los  c'e  la  nuestra.) 
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TEXTODELALBT. 

Artículo  23. 

Las  inscripciones  de  las  ejecutorias  mencionadas  eñ  el  número  cuarto  del  ar- 
ticulo 2°  y  en  el  articulo  5?  de  esta  ley,  y  las  anotaciones  preventivas  de  las  de- 
más á  que  se  refiere  el  número  quinto  diel  artículo  50,  expresarán  clara- 
mente en  ella  la  especie  de  incapacidad  que  de  dichas  ejecutorias  ó  demandas 
resulte. 

CONCORDAN  cías. 


LETDE1S61. 

Art,  15. 

La  inscripción  de  las  eje- 
cutorías mencionadas  en  el 
número  cuarto  del  artículo  2? 
y  en  el  artículo  5°  de  esta  ley 
expresará  claramente  la  espe- 
cie de  incapacidad  que  de  ellas 
resulte. 


Ley  Beformada  de  1869. 

Afí.  15". 
Lar  inscripcion^x  de 


loe  anoteuionss preventivas  de 
las  demás  á  que  se  refiere  el 
númtto  5   del   att   42,   ex- 

EresaráM  claramente  en  ella 
L  especie  de  incapacidad  qae 
de  duhas  ejecutónos  ó  deman- 
das resulte. 


Ley  de  Fuerto-Rioo. 

Art  23, 
[Igual  al  de  la  nuestra.] 


974.*— Como  es  fácil  de  advertirse,  aunque  Los  artículos  que  in- 
mediatamente preceden  á  estas  líneas,  "siguen  tratando  de  la  forma 
de  la  inscripción,  difieren  de  los  anteriores,  en  la  naturaleza  de  las 
circunstancias  á  que  se  refieren.  En  el  18,  19  y  20  se  consignan  cir- 
cunstancias que  se  refieren  al  contrato;  el  2 1  trata  de  una  que  se  re- 
fiere á  la  cosa  misma,  el  22  se  contrae  á  \di  persona,  y  ^\  23  se  refiere 
al  mismo  acto  inscrito,  por  lo  que  debió  colocársele,  para  no  inte- 
rrumpir el  orden,  á  continuación  del  20,  variando  la  numeración  en 
él  y  en  los  dos  siguientes.  Como  nosotros  vamos  agrupando  los 
artículos  que  presenten  mayor  semejanza  en  sus  disposiciones,  pero 
sin  alterar  el  orden  de  la  Ley,  nos  hemos  visto  en  la  necesidad  de 
colocarle  fuera  del  lugar  que  verdaderamente  le  correspondía. 

975.' — El  precepto  del  art  21  es  muy  recomendable  por  la  conse- 
cuencia que  revela  con  el  plan  de  la  Ley.  No  debiendo  surtir  efecto 
contra  tercero  el  acto  que  no  conste  en  el  Registro  [Art.  31];  y  de- 
biendo llevarse  un  registro  especial  de  cada  finca  (Arts.  16  y  242) 
es  consiguiente  que  las  servidumbres  se  hagan  constar  en  la  inscrip- 
ción del  predio  sirviente  para  que  de  ese  modo  pueda  tener  conoci- 
miento de  ellas  todo  el  que  adquiera  éste.  Y  aunque  también 
debe  hacerse  constar  en  la  inscripción  del  predio  dominante»  ésto  oo 
es  tan  esencial,  pues  sin  llenar  la  primera  condición  la  servidumbre 
no  puede  reclamarse  contra  tercero  (Art  38)  y  sí  aunque  se  omitie- 
se la  segunda.— Una  circunstancia  se  ha  omitido  en  la  Ley,  y  es  la 
de  expresar  la  forma  en  que  deba  hacerse  constar  la  servidumbre 
cuando  se  constituye  estando  ya  inscritos  en  el  Rastro  los  predios 
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respectivos;  pues  si  en  un  mismo  acto  se  establece  aquella  y  se  ad- 
quiere el  predio,  no  es  dudoso  que  bastará  una  sola  inscripción. 

976. — Si,  pues,  se  establece  una  servidumbre  real  que  es  á  las  que 
este  artículo  se  refiere,  hallándose  ya  inscritas  en  sus  respectivos  re- 
gistros las  fincas  dominante  y  sirviente,  se  hará  constar  la  servidum- 
bre en  uno  y  otro  registro  por  medio  de  una  nueva  inscripción  á 
continuación  de  la  última  que  se  haya  practicado  referente  á  la  fin- 
ca respectiva.  Esto  es  claro,  porque  ya  se  haya  constituido  la  ser- 
vidumbre por  contrato,  ya  por  última  voluntad,  se  trata  aquí  de  un 
título  en  que  se  constituye  un  derecho  real  (Ar.  2?,  núm.  2?  L.)  y  si 
está  en  forma  [Art.  3?  L.]  es  consiguiente  su  inscripción.  Creemos, 
pues,  que  hay  un  defecto  de  redacción  en  él  presente  artículo,  pues 
hay  casos  en  que  no  es  posible  su  aplicación  literal,  y  por  tanto  que 
en  vez  d^  /as  inscripciones  de  servidumbres  se  harán  constar  en  la 
inscripción  de  propiedad^  <S'¿:.,  &c,y  debió  decir,  se  harán  constar  em 
el  registro  particular  del  predio  dotninaute  y  en  el  del  sirviente. 
Y  es  claro*  que,  redactado  así  el  artículo,  dejaría  comprender  que, 
cuando  en  un  mismo  título  se  trasmitiese  la  propiedad  y  se  constitu- 
yese servidumbre  acerca  de  un  mismo  predio,  ya  fuese  este  el  domi- 
nante, ya  el  sirviente,  bastaría  la  inscripción  de  propiedad,  mencio- 
nando en  ella  .la  servidumbre,  como  que  afecta  á  la  extensión  de 
aquella  (Art.  17,  circunstancia  2?  L.  y  art.  117,  regla  7?  Reg.) 

977. — Pantoja  y  Lloret  opinan  que  el  presente  artículo  es  aplicable 
no  sólo  á  las  servidumbres  reales,  sino  también  á  las  personales,  y  que 
para  signifiearlo  así  la  Ley  ha  dividido  esta  disposición  en  dos  nú- 
meros, en  vez  de  establecerla  en  un  solo  período  como  cree  que  hu- 
biera debido  hacerse  si  sólo  se  refiriese  á  las  reales.  La  Serna  en- 
tiende por  el  contrario  que  sólo  á  éstas  es  aplicable  y  recuerda  que 
ya  anteriormente  ha  usado  la  Ley  la  voz  servidumbres  con  aplicación 
exclusiva  á  las  reales.  (V.'  nuestro  par.  (39)  Con  solo  advertir  que 
las  servidun^bres  personales  no  necesitan  ninguna  declaración  espe- 
cial, porque  la  necesidad  de  su  inscripción  consta  ya  por  el  art.  2?, 
núm.  2?  de  la  Ley;  y  que  ella  ha  de  hacerse -en  el  predio  que  afecta 
también  es  claro,  por  el  art'  17,  núm.  2",  sin  que  pueda  hacerse  en 
ningún  otro' lugar,*  puesto  que  no  hay  en  ellas  predio  dominante,  se 
comprenderá  que  la  opinión  aceptable  es  la  del  Sr.  La  Serna.. 

978. — Art  22. — Lo  dispuesto  respectivamente  á  la  inscripción  de 
la  cosa  que  ha  sido  objeto  de  un  fideicomiso,  ha  dado  margen  á  una 
indicación  que  se  viene  haciendo  desde  que  apareció  el  texto  de  este 
artículo  en  la  Ley  de  1861,  sin  que,  no  obstante  se  haya  logrado  has- 
ta el  presente  su  modificación.  Es  sabido  que  ^\  fideicomiso  es  un  car- 
go de  confianza,  yque  admite  diversidad  de  especies.  Puede  ser  Uni- 
versal 6  singular  y  expreso  ó  tácitOy^  y  hay  uno  que  se  á\CQ  familiar. 
— Eli  presente  artículo  revela  en  la  palabra  heredero  que  se  refiere  al 
fideicomiso  universal  ó  herencia  fideicomisaria, — Trataremos,  pues, 
de  esta. 

979. — La  institución  de  heredero  acompañada  de  un  fideicomiso  se 
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considera  como  una  especie  de  sustitución  que  los  autores  designan 
con  la  calificación  á^  fideicomisaria.  Es  en  efecto  una  segunda  insti- 
tución (sub  institutio)  una  institución  subordinada  ó  indirecta.  Con- 
siste en  instituir  un  heredero  encargándole  que  entregue  Ja  herencia 
á  cierta  persona,  ya  inmediatamente;  ya  después  de  cierto  período, 
dentro  de  determinadas  condiciones,  debiendo  el  fiduciario  disfru- 
tarla entre  tanto.  El  presente  artículo  no  distingue  un  caso  del  otro, 
y  como  es  preciso  combinar  su  disposición  con  la  del  art.  2?,  niim. 
3?  de  la  Ley,  que  comprende  sin  duda  al  fideicomiso,  y  tampoco 
distingue,  creemos  deber  darle  á  aquel  una  interpretación  que  hace 
imposible  la  cuestión  á  que  antes  nos  referimos  y  explica  el  silencio 
prolongado  del  legislador  ante  las  objeciones  que  descansaban  en 
ella.  ' 

980. — En  nuestros  párs.  177  y  179  manifestamos  que  entendiamos 
comprendido  el  fideicomiso  de  la  primera  clase,  esto  es,  aquel  en  que 
la  entrega  ha  de  hacerse  inmediatamente  por  el  fiduciario  en  el  niím. 
3?,  art.  2?  de  la  Ley;  y  el  de  la  segunda  ó  sea  el  que  concede  al  fi- 
duciario el  disfrute  de  la  cosa  durante  cierto  tiempo,  en  los  casos  i9  y 
2?  del  propio  art,  como  acto  traslativo  ó  constitutivo  de  un  derecho 
real.  A  nuestro  juicio,  hay  que  partir  de  esa  doctrina  para  la  recta 
interpretación  del  presente  artículo. 

981. — Resultando  délas  disposiciones  establecidas  en  el  art.  2? 
de  la  Ley  que  los  bienes  objeto  de  un  fideicomiso  han  de  inscribirse 
á  nombre  del  heredero  fiduciario,  declara  el  presente  que  dejará  de 
observarse  esa  práctica  y  en  su  vez  se  efectuará  la  inscripción  á 
nombre  del  fideicomisario  si  aq^el  declarare  oportunamente,  esto  es, 
antes  de  practicarse  la  inscripción  de  la  herencia,  el  nombre  de  la  per- 
sona 4  quien  hayan  de  pasar  los  bienes,  es  decir,  con  el  propósito  al 
hacer  esta  declaración  de  que  se  inscriban  los  bienes  á  nombre  de 
esa  persona;  y  se  agrega,  que  lo  ha  de  declarar  cou  las  formalidades 
debidas,  esto  es,  en  instrumento  ique  revista  forma  competente  según 
el  art.  3?  de  la  Ley,  y  de  una  manera  que  no  permita  duda  en  la 
expresión  de  su  voluntad. 

982.-^Entencíemos,  pues,  que  el  presente  artículo,  partiendo  de 
lo  ya  dispuesto  en  el  2?  de  la  Ley,  recuerda  y  reitera  sus  declara- 
ciones en  la  parte  aplicable  al  caso,  como  regla  general,  agregando 
como  una  modificación  de  ésta  que,  si  d  heredero  fiduciario  quisie- 
se que  la  inscripción  se  haga,  no  á  su  nombre,  sino  al  del  fideicomi- 
sario, se  practique  así,  con  tal  que  el  primero  declare  oportunamente, 
esto  es,  en  el  momento  conveniente  ó  sea  antes  de  hacerse  inscrip- 
ción alguna  en  virtud  del  testamento  que  lo  instituye,  y  informa 
competente  para  la  inscripción  y  para  que  su  voluntad  conste  de  una 
manera  indudable,  quien  sea  la  persona  á  cuyo  favor  deban  inscri- 
birse los  bienes  dejados  en  fideicomiso.  Interpretado  así  este  artícu- 
lo, no  cabe  acerca  de  él  la  cuestión  propuesta  por  La  Serna  y  acep- 
tada por  otros  autores  respecto  á  lo  que  deba  efectuarse  cuando  por 
el  testamento  conste  el  nombre  de  la  persona  á  quien  deban  pasar  los 
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bienes.  Tal  duda  descansa  en  que  se  toma  la  circunstancia  de  ex- 
presión del  nombre  que  puede  hacer  el  fiduciario,  como  principal, 
como  determinante  de  la  inscripción;  siendo  así  que,  á  nuestro  jui- 
cio, sólo  ha  de  tomarse  como  accesoria:  esto  es,  dada  la  voluntad 
del  fiduciario  de  que  la  inscripción  se  haga,  no  en  favor  suyo,  según 
corresponde  por  la  regla  general,  sino  á  nombre  del  fideicomisario, 
es  indispensable  que  al  expresar  esa  voluntad  en  forma  competente, 
exprese  también  el  nombre  de  aquel.  Y  de  aquí  que  el  artículo  no 
haga  la  distinción  que  se  establece  por  el  autor  citado,  pues  ya  cons- 
te ó  no  el  nombre  del  fideicomisario  en  otra  forma,  la  inscripción  se 
hará  á  favor  del  fiduciario,  siempre  que  éste  no  determine  otra  cosa. 
Nuestra  interpretación  tiene,  pues,  la  ventaja  de  que  por  ella  la  dis- 
posición á  que  nos  referimos  resulta  clara,  completa,  comprensiva  de 
todos  los  casos,  y  como  tal,  no  necesitada  de  aclaraciones  ni  distin- 
ciones que  no  ha  hecho,  porque  para  su  objeto  eran  innecesarias. 

983. — Resulta,  en  efecto,  que  admitida  esa  opinión,  lo  mismo  se 
comprende  en  el  presente  artícnlo  el  fideicomiso  expreso,  ó  sea  aquel 
en  que  manifiesta  el  testador  la  persona  del  fideicomisario,  que  el 
tácito,  ó  sea  aquel  en  que  encarga  al  heredero  la  entrega  ó  distribu- 
ción de  los  bienes  según  instrucciones  secretas,  prohibiendo  que  se 
le  pidan  cuentas  y  aún  disponiendo  que  se  quede  con  la  herencia  si 
alguno  se  entromete  á  exigírselas;  y  en  fin,  lo  mismo  cuándo  la  en- 
treha  haya  de  efectuarse  inmediatamente,  en  cuyo  caso,  además  de 
corresponder  la  inscripción  á  nombre  del  fiduciario  por  el  núm.  3?, 
art.  2"  de  la  Ley,  ningún  peligro  ni  daño  se  le  sigue  á  nadie,  pues 
en  la  inscripción  ha  de  hacerse  constar  aquella  circunstancia  (Art. 
17,  núm.  2^  I^);  que  cuando  deba  reservarse  el  disfrute  ó  siquiera 
la  tenencia  de  la  cosa  hasta  cierto  tiempo  ó  determinada  condición, 
en  cuyo  caso  aun  más  que  en  el  anterior,  corresponde  la  inscripción 
á  nombre  suyo  (Ar.  2",  núms.  i**,  2?  y  3?  L.  y  Resolución  inserta  en 
nuestro  par.  404.) 

984. — Respecto  á  fideicomisos  familiares,  ó  sea  aquellos  en  que 
van  sucediendo  parientes  del  fundador,  es  de  tenerse  presente  que 
algunos  están  comprendidos  en  las  leyes  desvinculadoras,  (i)  y  otros, 
por  el  contrario  subsisten.  En  este  ultimo  caso  se  hallan  los 
temporales  por  una  ó  más  generaciones,  los  cuales  "constantemente 
"se  rigen  por  el  derecho  común  y  no  por  las  leyes  desvinculadoras," 
[Sent.  de  2^  de  Abril  de  1865]  pues  **al  declarar  el  art.  i?  de  la  Ley. 
*'de  II  de  Oct.  de  1820  suprimidos  todos  los  mayorazgos,  fideicomi- 
*'sos  y  cualquiera  otra  especie  de  vinculaciones  no  se  refirió,  según 
"se  deduce  de  su  literal  contexto,  á  los  fideicomisos  temporales,  y 
"enajenables,  sino  á  los  perpetuos  que  contuviesen  la  prohibición  de 
"enajenar,  como  se  infiere  de  su  locución,  y  cualquiera  otra  especie 
''de  vinculaciones.'*  [Id.,  id.,  id.]  La  misma  doctrinase  ha  reiterado 
después.   [Sents.  de  21  de  Abril  de  1866  y  21  de  Dic.  de  1867.] 

(i)    Véase  nuestro  par.  342. 
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985. — Los  Sres.  La  Serna,  Canales,  Gutiérrez  y  Fernandez  y  otros 
juzgan  aplica! jle  la  disposición  del  presente  artículo  á  los  fideicomi- 
sos singulares  del  mismo  modo  que  á  los  universales.  Aunque  la 
palabra  herederos  se  refiere  exclusivamente  á  los  últimos  y  la  frase 
bienes  ó  derechos^  en  que  se  apoya  el  primero,  es  ambigua  y  por 
tanto  no  demuestra  que  se  comprendan  en  la  disposición  los  sinpt- 
lares,  no  vemos  inconveniente  en  aceptar  esa  interpretación,  pues 
aunque  no  cabe  tal  sentido  claramente  en  el  texto,  hay  la  misma 
razón  de  la  Ley  en  un  caso  que  en  el  otro. 

986. — Art.  23^ — Las  ejecutorias  com'prendidas  en  el  niim.  4?  del 
art.  2?  de  la  Ley,  ó  sea  las  que  establecen  incapacidad  de  administrar 
ó  presunción  de  muerte,  y  las  comprendidas  en  el  art.  5?,  es  decir, 
aquellas  mfsmas  cuando  se  hayan  dictado  por  tribunales  extranjeros, 
y  hayan  de  cumplirse  en  el  Reino,  y  por  último,  las  anotaciones  pre- 
ventivas que  se  establecen  en  el  núm.  5?  del  art.  50,  es  decir,  las  de 
las  demandas  establecidas  para  obteiler  alguna  de  las  ejecutorias  ya 
referidas;  expresarán  claramente  la  especie  de  incapacidad  á  que  se 
refieran,  esto  es,  si  dimana  de  locura,  de  prodigalidad,  &c.  [V.  el 
par.  231.] 

987. — Como  se  habrá  observado  en  las  Concordancias  y  lo  referente 
á  las  anotaciones  preventivas  fué  adicionado  en  el  texto  peninsular 
por  la  Ley  Reformada.  Canales  censura  esta  adición,  fundándose  en 
que  no  debió  tratarse  de  aquellas  sino  en  el  título  que  especialmente 
les  consagra  la  Ley. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

988. — El  artículo  23  de  la  Ley  ofrece  las  siguientes: 

Art.  128  DEL  Reglamento. 

Para  los  efectos  del  párrafo  cuarto  del  artículo  2?  de  la  ley  y  del  artículo  33 
de  este  Reglamento,  se  hará  la  inscripción  de  las  sentencias  firmes  en  que  se 
declare  la  incapacidad,  consignando  las  circunstancias  siguientes: 

Primera.     Nombre,  apellido  y  vecindad  del  demandante. 

Segunda.     Objeto  de  la  demanda. 

Tercera.  Acta  dispositiva  de  la  sentencia,  con  expresión  del  Juzgado  ó  Tri- 
bunal que  la  hubiese  dictado  y  su  fecha. 

Cuarta.  Acta  de  publicación  de  la  incapacidad  y  designación  de  la  persona 
á  quien  se  haya  autorizado  para  administrar,  si  la  ejecutoria  la  determinare.. 

Artículo  i  i  üe  la  Instrucción. 

Las  ejecutorias  que  declaren  ó  reconozcan  el  dominio  de  los  inmuebles  ó  al- 
gún derecho  real  sujeto  á  inscripción,  y  las  que  modifiquen  la  capacidad  cml 
de  las  personas  y  deban  inscribirse  según  la  ley  Hipotecaria  y  su  reglamento, 
no  ñecesiitan  expresar  detalladamente  todas  las  circunstancias  de  la  inscripción, 
á  menos  que  verse  sobrcí  alguna  de  ellas  el  punto  litigioso  que  decidan,  en  cuyo 
caso  no  poálé  excusarse  la  clara  y  minuciosa  descripción  de  la  misma. 

989.— -toque  aquí  se  declara  está  basado  en  que  las  circunstancias 
necesaria^',  para  la   inscripción  que  no  hayan  sido  objeto  del  pleito 
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habrán  de  constar  en  los  títulos  respectivos;  y  se  acomoda  á  la  natu  - 
raleza  de  los  fallos  judiciales,   cuyo  único  objeto  es  la  resolución  de 
los  puntos  controvertidos. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO-RICO. 

990. — Nuestro  artículo  128  es  en  el  122,  y  no  contiene  diferencia 
alguna  en  cuanto  al  texto. 

TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  24. 

El  cumplimiento  de  las  condiciones  suspensivas,  resolutorias  ó  rescisorias  de 
los  actos  ó  contratos  inscritos^  se  hará  constar  en  el  Registro,  bien  poy  medio 
de  una  nota  marginal,  si  se  consuma  la  adquisición  del  derecho,  ó  bien  por 
una  nueva  inscripción  á  favor  de  quien  corresponda,  si  la  resolución  ó  rescisión 
llega  á  verificarse. 

También  se  hará  constar  por  medio  de  una  nota  marginal,  siempre  que  los 
interesados  lo  reclamen  ó  el  Juez  ó  el  Tribunal  lo  mande,  el  pago  de  cualquie- 
ra cantidad  que  haga  el  adquirente,  después  de  la  inscripción,  por  cuenta  ó 
saldo  del  precio  en  la  venta  ó  de  abono  de  diferencias  en  la  permuta  ó  adjudi- 
cación en  pago. 


CONCORDANGIA8. 


Ley  Beformada  de  1869. 

Arí.  16. 

(Igual  en  todo  al  24  de  la 
nuestra.) 


Ley  de  Puerto- Rioo. 

Arí,  24. 
(Igual  al  de  la  nuestra). 


LEY  DE  1861. 

Arí,  16. 

(Igual  al  24  de  la  nuestra, 
á  excepción  de  la  frase  (f  el 
Tribunal.,  que  no  se  lee  en 
ella.; 

991. — Habiéndose  declarado  ya  que  las  obligaciones  condiciona- 
les no  están  excluidas  del  Registro,  (Art  17,  num.  3?)  era  preciso 
indicar  la  manera  con  que  ha  de  hacerse  constar  el  cumplimiento  ó 
no  cumplimiento  de  las  condiciones  que  envuelvan.  Como  quiera  que 
el  derecho  inscrito  es  eventual,  llegado  el  caso  de  convertirse  en  defi- 
nitivo, hay  que  hacer  alguna  manifestación  en  el  Registro  que  dé  á 
conocer  esa  circunstancia.  Dos  casos  pueden  presentarse:  qtieel  dere- 
cho eventual  se  adquiera  definitivamente,  que  por  el  contrario  se  pier- 
da. En  el  segundo,  media  verdaderamente  una  traslación  de  dere 
cho,  que  requiere  para  su  consignación  en  el  Registro  un  título  trasl^i- 
vo[Art.  2?,  numero  i?  L.  y  nuestro  par.  132];  y  debe 
en  un  nuevo  asiento,  según  las  reglas  generales,  y  c< 
con  todas  las  trasmisiones  sucesivas  de  una  finca  ój 
16  y  242  L/    Este  segundo  caso  no  necesitaba,  p 
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especial:  el  objeto  del  presente.artículo  es  sólo  el  primero,  y  si  ade- 
más consigna  lo  relativo  á  aquel  es  para  evitar  confusión,  porque  la 
Ley  á  veces  se  repite  para  disipar  la  posibilidad  de  que  una  decla- 
ración nueva  venga  á  tomarse  como  correctoria  de  otra  anterior  y 
semejante.  Ya  lo  hicimos  notar  refiriéndonos  al  art  21  y  al  22,  y  lo 
hemos  de  advertir  ¿tras  veces  en  lo  sucesivo. 

992. — Establecido,  pues,  que  de  los  casos  declarados  en  el  pre- 
sente artículo,  sólo  el  primero  le  correspondia  realmente,  pues  el 
segundo  habria  de  entenderse  en  el  propio  sentido  que  aquí  se  mani- 
fiesta, aunque  nada  se  dijese  de  él,  pasemos  á  tratar  del  único  en  que 
se  contiene  una  disposición  nueva. 

993. — Inscrito  en  el  Registro  un  título  expresivo  de  una  obliga- 
ción condicional,  cuando  el  cumplimiento  de  la  cojidicion  suspensiva, 
ó  la  falta  de  cumplimiento  de  la  resolutoria,  viene  á  convertir  en 
definitivo  el  derecho  eventual,  se  expresará  ese  cambio  por  medio 
de  una  nota  marginal,  como  quiera  que  nada  hay  que  alterar  en  la 
inscripción  fuera  de  tal  circunstancia.  Pero  el  presente  artículo  ha- 
bla además  de  condiciones  rescisorias^  y  del  modo  de  hacer  constar 
su  cumplimiento,  y  hemos  de  examinar  esa  nueva  especie,  de  condi- 
ciones, ya  que  hemos  expuesto  [par.  942]  lo  referente  á  las  suspen- 
sivas y  resolutorias. 

994. — La  Serna  empieza  por  manifestar  qn  el  comentario  del  presen- 
te artículo  (ó  sea  16  de  la  Ley  peninsular)  que  no  recuerda  haber  visto 
en  ningún  autor  la  frase  condiciones  rescisorias,  sin  embargo  de  lo 
cual  afirma  que  su  uso  en  el  foro  es  frecuente,  y  ensaya  una  expli- 
cación, aunque  anticipando  con  laudable  modestia  que  no  tiene  en 
ella  plena  confianza.  No  omitir'^iijs  aprovechar  en  algo  sus  ideas, 
aunque  hemos  de  seguir  en  nuestra  investigación  un  método  algo 
distinto  del  suyo. 

995- — Si  en  el  presente  artículo  se  trata  de  condiciones  rescisorias 
y  resolutorias,  más  adelante  ("Art.  42)  sí  usa  la  voz  invalidar com^ 
genérica  á^  anular  y  resolver  un  derecho  y  en  otro  lujar  (Arts. 
44  y'4S)  de  acciones  rescisorias  y  resolutorias,  en  cuya  virtud  [Art 
46]  n  )  s;í  anular  in  ni  rescindirán  ele  tos  contratos  que  se  expresan, 
yeiicinbiosí  ^5  >  Iriii  revocar  i^KxX.:  \%)  otr^s  que  se  determinan. 
Cree:n:>sqae  j^ara  la  exacta  declaración  del  vocablo  que  estudiamos, 
hay  ]i*  tji^r  )-i>iit*í.  clasificar  y  Jefinirt  )d)^  los  d:í.nás  términos 
con  que,  por  ofrecer  alguna  analogía,  pudiera  confundirse. 

996. — Vemos,  pues,  que  la  Ley  emplea  las  palabras  invalidar^ 
anular,  rescindir,  resolver  y  revocar,  y  la  frase  acciones  rescisorias  y 
resolutorias   Procuraremos  fijar  el  sentido  de  cada  una  de  esas  voces. 

997. — Invalidar  es  la  más  gen*érica:  comprende  todo  acto  que 
por  ser  contrario  al  derecho,  debe  destruirse,  deshacerse,  y  se  con- 
tienen  en  él  dos  casos,  la  nulidad  y  la  rescisión,  cuyas  diferencias 
explicarecnos. 

998.' — Resolver  es  poner  término  á  un  acto  ó  contrato  en  vir- 
tud  de-  un  hecho  que   previamente   se   determinó   atribuyéndole 
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ese  efecto.  Lo  constituye  la  condición  llamada  resolutoria.  Resolver 
no  es  invalidar,  el  acto  que  se  resuelve  ha  sido  perfectamente  legal 
en  su  existencia,  perfectamente  legal  también  en  su  extinción. 

999. — Revocares  un  término  menos  preciso,  pues  observamos  que. 
se  revoca  la  enajenación  hecha  en  fraude  de  acreedores,  la  que  ha- 
blando con  propiedad,  deberia  rescindirse;  y  que  también  se  revoca 
la  donación  hecha,  por  nacerle  un  hijo  al  donante,  la  que  sin  embar- 
go no  puede  decirse  que  se  invalida. 

1000. — Fortalezxamos  ahora  con  la  razón  etimológica  las  distin- 
ciones estableicdas. — Según  ella,  invalidar  es  declarar  que  un  acto 
cualquiera  carece  de  valor  legal,  por  no  ajustarse  á  la  Ley:  com- 
prende dos  especies,  anular  y  rescindir.  Anular  es  declarar  que  el 
acto  es  ninguno,  [nullus]  ésto  es,  que  aunque  .se  haya  consumado 
materialmente,  para  la  Ley  no  ha  existido  nunca,  no  puede  tomarlo 
en  consideración  ni  reconocerle  efectos.  Rescindir  es  cortar,  esto 
es,  extinguir  un  acto  que,  si  bien  no  se  ajustó  á  la  Ley,  podía  con- 
valecer por  la  conformidad  del  perjudicado,  de  donde  se  sigue  que 
se  le  reputa  existente  hasta  el  momento  en  que  se  declara  legalmente 
su  invalidación.  Resolver  es  desatar,  y  por  tanto  la  obligación  con- 
traída se  disuelve,  el  vínculo  que  ligaba  á  los  contrayentes,  que 
coartaba  sus  facultades,  desaparece.  No  hay  aquí  nada  que  impli- 
que infracción  de  ley:  los  particulares  son  dueños  de  deshacer  sus 
obligaciones  como  lo  son  de  contraerlas. — Revocar,  en  fin,  es  volver 
á  llafnar,  esto  es,  reponer  las  cosas  en  el  estado  que  tenían  antes  de 
verificarse  el  acto  de  que  se  trate.  No  supone  ni  la  infracción  de  la 
Ley  ni  la  observancia  de  la  misma,  por  eso  vemos  que  de  la  propia 
manera  se  revoca  una  donación  por  la  infracción  de  un  deber,  como 
lo  es  la  ingratitud  del  donatario,  que  por  un  hecho  indiferente,  como 
el  sobrevenir  un  hijo  al  donante. 

icoi — En  cuanto  alas  acciones  que  de  tales  actos  se  derivan,  hay 
solo  para  ellas  tres  denominaciones,  de  nulidad,  rescisorias  y  resolu- 
torias, f'Art.  44  L^  De  aquí  que  haya  de  tomarse  la  rescisoria  en  un 
sentido  lato,  comprendiendo  no  solo  lasque  se  dirigen  á  pedir  la  res- 
cisión, tal  como  la  hemos  definido,  sino  también  aquellas  por  las  que  se 
obtiene  lo  que  en  términos  poco  explícitos  se  denomina  revocación, 
("Art.  46,  núm.  i?  L.^ 

1002 — Determinado,  pues,  cada  uno  d^  los  actos  que  se  dirigen  á 
obtener,  no  el  cumplimiento,  sino  la  conclusión,  la  destrucción  de 
los  efectos  dé  ün  contrato,  determinadas  también  las  especies  de  las 
acciones  con  que  puede  obtenerse,  veamos  ahora  la  diferencia  á  que 
aquí  se  alude. 

1003 — Con  la  fr^se  condiciones  rescisorias  ha  querido  referirse  el 
presente  artículo  á  las  causas  posteriores  al  contrato  que  puedan  de- 
terminar la  rescisión  ó  revocación  del  mismo,  haciendo  extensivo  á 
ellas  lo  dispuesto  respecto  de  las  verdaderas  condiciones,  ó  sea  aque- 
llas que,  por  haberlas  estipulado  los  contrayentes,  se  expresaron  en 
la  inscripción.     En  rigor,  toda  causa  dé   rescisión  que  pueda  surgir 
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respecto  del  contrato  equivale  á  una  condición  tácita,  por  cuanto  la 
subsistencia  del  derecho  que  emana  de  aquel  depende  de  que  so- 
brevenga ó  no  la  causa  de  rescisión.  Así  v.  gr.  una  donación  per- 
fecta ó  inscrita  en  el  Registro  podrá  deshacerse  por  ingratitud  del 
donatario  ó  por  cualquiera  otra  causa  de  las  que  la  Ley  determina, 
y  como  es  indudable  que,  de  haberse  estipulado,  constituiría  ese 
acto  una  condición  resolutoria,  por  su  omisión  no  puede  perder  su 
naturaleza  de  hecho  futuro  é  incierto  del  que  depende  un  derecho, 
esto  es,  de  lo  que  se  denomina  jurídicamente  condición,  y  que  la  I^y 
llama  entonces  rescisoria  para  distinguirla  de  otras  y  porque  no  dt- 
sata,  sino  corta  la  obligación,  puesto  que  nace  directamente  de  la 
Ley  y  no  de  la  voluntad  manifiesta  de  los  otorgantes. 

1004. — Las  condiciones  no  siempre  son  expresas;  existen  también 
tácitas,  según  determina  le  ley  10'  tít.  4?  P.  6"  y  por  tanto  toda  causa 
capaz  de  rescindir  un  contrato  es  condición,  porque  es  un  hecho  del 
que  depende  un  derecho,  y  es  tácita  siempre  que  no  se  haya  estipu- 
lado expresamente,  como  las  más  de  las  veces  no  se  estipulan  las 
que  tienen  ese  carácter. 

1005. — Réstanos  ahora  examinar  dos  puntos  con  referencia  á 
,este  artículo:  i9  en  qué  forma  deberá  hacerse  constar  por  los  intere- 
sados la  adquisición  definitiva  del  derecho,  para  que  el  Registrador 
pueda  trasladar  esa  constancia  al  Registro;  2?  si  toda  causa  de  res- 
cisión que  no  llegue  á  efectuarse  cae  dentro  del  precepto  de  este 
artículo  y  por  tanto  requiere  la  nota  marginal  que  él  establece.  De- 
cimos, la  causa  de  rescisión  que  no  llegue  á  efectuarse,  porque  res- 
pecto de  la  que  se  efectúe  no  hay  lugar  á  duda.  En  efecto,  ó  se 
alega  entonces  por  el  interesado,  y  originando"  un  verdadero  traspa- 
so del  derecho  inscrito  (par.  132),  que  se  debe  hacer  constar  en  el 
correspondiente  título,  caerá  de  lleno  en  la  declaración  de  este  artí- 
culo, pues  dará  lugar  á  un  nuevo  asiento;  ó  no  se  reclama  por  quien 
puede  la  rescisión  del  acto,  y  en  este  caso  nada  puede  hacerse  cons- 
tar mientras  no  haya  renuncia  expresa,  pues  la  simple  omisión  no 
surte  otro  efecto  que  el  que  la  acción  rescisoria  pueda  quedar  pres- 
crita, y  en  este  caso,  no  solo  han  de  permanecer  las  cosas  en  el  mismo 
estado  mientras  corra  aquel  término,  sino  que,  ni  aiín  transcurri- 
do motivará  el  que  se  dé  en  el  Registro  por  definitivamente  adqui- 
rido  el  derecho  eventual  Inscrito,  [i] 

icx)6. — Respecto  á  lo  primero,  ó  sea  á  la  íorma  en  que  se  deba 
hacer  constar  la  adquisición  definitiva  del  derecho  inscrito,  entende- 
mos que  es  la  señalada  en  el  art.  233  del  Reglamento,  que  aun 
cuando  se  refiere  expresamente  aPart  157  de  la  X-^y,  no  aparece 
razón  para  dejar  de  aplicarlo  en  todos  los  casos  en  que  se  trate  de 
obligaciones  condicionales  inscritas.  Por  tanto,  opinamos  que  en  tal 
caso  pueden  los  contrayentes  hacer  constar  la  adquisición  definitiva 
del  derecho  por  medio  de  un  instrumento  en  forma   (Art  3?  L)  ó 

(1)  Véanse  las  razones  aducidas  en  el  par.  731,  que  soc  enteramente  aplicaWcs  ácíte 
lugar  por  identidad  de  casos. 
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bien  en  una  solicitud  firmada  por  ambos,  en  que  se  pida  al  Regis- 
trador la  nota  marginal.  Y  si  el  interesado  en  ella  no  pudiese  conse- 
guir que  la  otra  parte  contratante  consienta  eh  adherirse  á  su  petición, 
tendrá  el  derecho  de  establecerle  demanda  ordinaria  para. com- 
pelerle á  ello;  lo  cual  es  sin  duda  largo  y  dispendioso,  pero  no  ad- 
mite la  Ley  ningún  otro  medio. 

1007. — Y  en  cuanto  á  lo  segundo,  ó  sea  á  la  facultad  de  expresar 
el  no  cumplimiento  de  una  condición  rescisoria,  entendemos  que  sólo 
existe  respecto  de  aqueflas  que  se  dan  contra  terceros  y  por  tanto 
en  los  niims.  i?  y  3?  del  art.  46  L.;  y  la  falta  de  expresión  no  podrá 
perjudicar  al  interesado  si  el  hecho  no  está  ya  en  tiempo  de  sobre- 
venir, de  manera  que  el  precepto  de  la  Ley  debe  entenderse  para  el 
efecto  de    tener  seguridad  en  la  adquisición  del  inmueble. 

1008.-— La  Serna  entiende  que  la  palabra  intetesados,  que  se  lee 
en  el  párrafo  segundo  de  este  artículo,  debe  tomarse  como  compren- 
siva de  las  distintas  personas  que,  según  el  art.  14  de  nuestra  Ley 
[6?  de  la  peninsular]  pueden  pedir  la  inscripción,  y  por  tanto  que 
también  podrán  pedir  la  nota  marginal  de  que  aquí  se  trata,  no  solo 
el  adquirente  y  trasmitente,  sino  también  el  que  tenga  interés  en 
asegurar  el  derecho  inscrito.  No  podemos  menos  que  aceptar  esa 
-doctrina,  puesto  que  la  nota  marginal  es  en  este  caso  parte  de  la 
inscripción,  por  cuanto  tiende  á  convertirla  en  definitiva,  y  concedi- 
da por  la  Ley  á  determinadas  personas  la  facultad  de  pedir  la  ins- 
cripción, debe  entenderse  igualmente  para  lo  que  es  una  parte  de 
ella,  pues  el  que  puede  lo  más  puede  lo  menos.  Hacemos  pues 
aplicable  á  este  artículo  todo  lo  que  en  la  exposición  del  14  deja- 
mos consignado. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

1009. — Por  Real  orden  de  27  de  Setieitibre  de  1867  se  declaró 
que  para  ponerse  la  nota  prevenida  en  el  art.  16  de  la  L.  H.  en  los 
casos  de  venta  de  bienes  con  pacto  de  retro,  bastará  que  transcurri- 
do el  término  estipulado  para  la  retroventa,  y  no  existiendo  en 
el  Registro  asiento  alguno  que  indique  la  resolución,  rescisión  ó 
modificación  del  contrato  de  venta,  se  haga  verbalmente  la  con- 
veniente reclamación  al  Registrador  por  el  interesado  ó  su  nian* 
datario,  debiendo  firmar  la  misma  nota  con  el  Registrador  el  re- 
clamante, y  si  no  supiere,  un  testigo  á  su  ruego.  Es  indudable 
que  esta  disposición  facilita  la  nota  marginal  en  el  caso  á  que  se  re- 
fiere, de  una  manera  mucho  más  amplia  délo  que  prescribe  para  un 
caso  análogo  el  art.  233  Reg.  que  citamos  en  el  texto,  pues  éste  exi- 
ge el  concurso  de  ambos  contrayentes  y  por  aquella  basta  la  mani- 
festación de  uno  solo.  Por  lo  demás  tal  disposición  es  acertada,  pues 
el  nó  cumplimiento  de  la  condición  resolutoria  del  pacto  no  requiere 
en  realidad  más  prueba  que  el  lapso  de  tiempo  sin  haberse  pedido 
dentro  de  él  ninguna  inscripción  basada  en  dicho,  pacto.  Véase  sin 
embargo  la  doctrina  que  á  continuación  insertamos. 
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JURISPRUDENCIA    ADJETIVA. 


loio. — No  es  obstáculo  para  la  inscripción  de  la  escritura  de  rc- 
troventa  el  haberse  hecho  constar  por  nota  marginal  en  el  Registro 
la  adquisición  definitiva  del  dominio  por  el  comprador  por  no  haber 
usado  el  vendedor  de  su  derecho  dentro  del  plazo  estipulado;  piíes 
aun  en  el  supuesto  de  que  la  retroventa  no  se  funde  en  unapróroga 
convenida  en  documento  privado,  es  lo  cierto  que  desde  el  momento 
en  que  el  comprador  ó  su  derecho  habiente  consiente  en  retroven- 
der la  finca  aunque  haya  espirado  el  plazo  concertado,  hay  una  ver- 
dadera novación  de  contrato  que  á  nadie  perjudica  y  es  válida  con 
arreglo  al  principio  de  libertad  de  los  contratantes;  y  partiendo  de 
esa  validez,  la  nota  marginal  no  puede  impedir  la  inscripción,  pues 
el  derecho  del  adquirente  se  deriva  del  que,  según  el  Registro,  tiene 
facultad  para  trasmitirlo. 

Res.  de  27  de  Mayo  de  1879. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  25. 

Inscrito  ó  anotado  preventivamente  en  el  Registro  cualquier  título  traslativo 
del  dominio  de  los  inmuebles,  no  podrá  inscribirse  ó  anotarse  ningún  otro  de 
fecha  anterior,  por  el  cual  se  trasmita  ó  grave  la  propiedad  del  mismo  inmue- 
ble. 

■  Si  sólo  se  hubiere  extendido  el  asiento  de  presentación  del  título  traslativo 
del  dominio,  no  podrá  tampoco  inscribirse  ó  anotarse  ningún  otro  titulo  de  la 
clase  antes  expresada,  durante  el  término  de  treinta  dias,  contados  desde  la 
fecha  del  mismo  asiento. 

CONCORDANCIAS. 


LEY  DE  1861.    • 

Afi.   17. 

Inscrito  en  el  Registro  cual 
quier' título  taaslativo  del  do-^ 
minio  de  los  inmuebles,  no 
podrá  inscribirse  ningún  otro 
de  fecha  anterior  por  el  cual  se 
trasmita  ó  grave  la  propidad 
del  mismo  inmueble. 


Ley  Beformada  de  1869, 

Artículo  17. 
^ó  anotado  preven- 


tivamenfe. 


mngun  otro. 


.ó  anotarse 


Si  solo  se  hubiere  extendido 
el  asiento  de  fnesentacion  del 
titulo  traslativo  del  dominto^ 
no  podrá  tampoco  inscribirse 
ó  anotarse  ningún  otro  titulo 
de  la  clase  antes  expresada,^ 
durante  el  término  de  treinta 
dicu,  contados  defde  la  fecha 
del  mismo  asiento. 


Ley  de  Puerto-Bíca 

Articulo  25. 

[Es  igual  al  25  de  la  nues- 
tra y  17  de  la  Reformada.] 
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ron. — El  presente  artículo  parece  referirse  más  bien  á  un  efecto 
de  la  inscripción  que  áJa  forma  de  ella,  y  recordando  el  epígrafe 
del  título  2?  de  la  Ley,  que  es,  De  la  forma  y  efectos  de  la  inscrip- 
ción, pudiera  creerse  que,  habiendo  tratado  los  anteriores  de  la  for- 
ma, comienzan  con  aquel  los  que  han  de  enumerar  los  efectos.  No 
es  así,  sin  embargo  de  ser  cierto  que  el  presente  artículo  marca  ya 
una  diferencia  en  la  materia  de  que  tratan  los  artículos  precedentes 
y  los  que  le  han  de  seg^iir.  En  realidad  desde  el  art.  14  hasta  el 
30  inclusive  se  refiere  la  Ley  á  \d^  forma  de  la  inscripción,  pero  á 
partir  del  25  la  trata  bajo  un  aspecto  diverso.  Hasta  él  se  habia 
tratado  de  los  preliminares  de  la  inscripcipn,  tales  como  las  perso- 
nas que  pueden  hacer  la  solicitud  que  ha  de  precederla  y  motivarla 
(Arts.  14  y  15)  la  independencia  de  cada  finca  en  el  Registro  (Art. 
16)  y  las  circunstancias  que  han  de  consignarse  en  la  inscripción 
(Arts.  17  a  24).  Pasa  ahora  á  expresar  las  condiciones  que  han  de 
cumplirse  para  que  pueda  efectuarse  la  inscripción  pedida.  En  todo 
rigor  no  se  trata  ya  de  la  forma  de  la  inscripcioa  misma,  sino  de  las 
que  han  de  llenarse  en  los  contratos  6  títulos  para  que  la  inscripción 
sea  procedente.  Y  se  comienza  por  establecer  que  no  lo  será  cuan- 
do en  el  Registro  conste  algún  asiento  relativo  á  título  posterior  acer- 
ca del  mismo  inmueble.  Los  siguientes  artículos  desde  el  26  al  30 
continúan  enumerando  los  requisitos  que  han  de  concurrir  para  que 
la  inscripción  pedida  pueda  obtenerse. 

1 01 2. — La  Comisión  explicó  el  precepto  formulado  en  la  Ley  de 
1 86 1,  con  las  siguientes  palabras: 

"En  el  sistema  de  la-  Comisión  no  cabe  fijar  un  término  dentro 
"del  cual  se  lleven  al  Registro  los  títulos  que  para  ser  eficaces  contra 
"terceros  necesitan  la  inscripción.  En  el  interés  de  los  que  adquie- 
"ren  un  derecho  está  la  adopción  de  las  medid?is  necesarias  para  que 
"no  sea  ilusorio:  al  que  se  descuida  le  debe  perjudicar  su  negligencia, 
"pero  sólo  cuando  esta  haya  inducido  á  otro  por  error  á  contraer 
"acerca  de  la  misma  cosa  que  dejó  de  inscribirse  oportunamente. 
"Fundada  en  estos  principios,  la  Comisión  hit  formulado  un  artículo 
"en  que  se  establece  que  inscripto  en  el  Registro  cualquier  título 
"traslativo  del  dominio,  no  pueda  inscribirse  ningún  otro  de  fecha 
"anterior,  por  el  cual  se  trasmita  ó  grave  la  propiedad  del  mismo 
"inmueble.  El  que  deja  de  inscribir  el  contrato  anterior  ydá  lugar  á 
"que  el  segundo  se  celebre  é  inscriba,  no  puede  quejarse:  la  Ley 
"presume  que  renuncia  su  derecho  en  concurrencia  con  un  tercero: 
"este  no  debe  por  la  incuria  ajena  ser  perjudicado,  perdiendo  la  cosa 
''comprada,  ó  minorándose  su  valor  por  cargas  reales  que  no  pudo 
"conocer  oportunamente. 

1013 — **No  es  extensivo  esto  á  las  hipotecas:  la  anterior  no  inscrip- 
"ta  será  postergada  á  la  que  de  fecha  más  moderna  se  inscribió  más 
"pronto:  aquí  ya  no  existe  peligro  alguno;  si  la  finca  hipotecada  basta 
"para  pagar  á  ambos,  ninguno  queda  perjudicado:  si  no  alcanza  á  tanto, 
"el  que  inscribió  primero  será  siempre  el  atendido  con  preferencia;  si 
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"sólo  se  puede  cubrir  el  crédito  del  primero  que  inscribió,  este  cx- 
"jlusivamente  se  aprovechará  de  la  hipoteca." 

1014. — Expónese  en  las  palabras  que  preceden  la  razón  del  pre- 
sente artículo  y  puede  observarse  que  la  Comisión  considera  en  él 
tres  puntos:  i9  que  declara  no  haber  término  fijo  para  la  ins- 
cripción de  los  títulos  sujetos  á  ella;  2?  que  en  su  lugar  se  establea 
la  prohibición  de  inscribir  títulos  anteriores  á  los  ya  inscritos,  cuan- 
do se  refieran  á  la  misma  finca,  y  sean  éstos  traslativos  de  dominio; 
3?  que  excluye  de  ese  precepto  los  no  traslativos,  porque  respecto 
de  ellos  basta  la  prelacion  que  se  determina  por  la  fecha  en  que  se 
hayan  presentado,  según  el  artículo  26  de  la  L.  pen.  [34  de  la  nues- 
tra]. La  fijación  de  un  término  perentorio  por  la  Ley  antigua  queda 
ventajosamente  reemplazada  por  la  prohibición  de  la  nueva  Ley, 
que  de  un  modo  indirecto,  pero  eficacísimo,  determina  la  necesidad 
de  la  inscripción  inmediata. 

1015-Inscripto,  pues,  en  el  Registro  un  título  por  el  que  se  trasmi- 
ta  la  propiedad  dejdeterminada  finca,  no  es  inscribible  ningún  otro 
de  fecha  anterior  por  el  que  se  trasmita  ó  grave  la  misma.  En  efecto, 
todo  título  de  fecha  anterior  no  inscrito  revela  un  fraude  poi'  parte 
del  antiguo  dueño;  porque  demuestra  que  éste  habia  traspasado  ó 
gravado  la.  propiedad  antes  de  trasmitirla  al  que  la  hizo  inscribir,  y 
como  éáte  no  debe  ser  responsable  ni  de  la  malicia  del  enajenante, 
ni  de  la  omisión  del  adquirente,'  que  dejó  de  inscribir  oportuna- 
mente su  título,  dispone  acertadamente  la  Ley  que  el  derecho  ins- 
crito prevalezca  sobre  el  no  inscrito.  Consecuencia  exactamente  de- 
ducida del  sisiema  de  publicidad  adoptado:  establecido  el  Registro 
para  servir  de  garantía,  lo  que  en  él  no  conste  no  puede  perjudicar 
á  los  terceros.  Y  la  justicia  de  tal  declaración  es  incontestable.  El 
que  no  ha  sido  parte  en  un  contrato,  no  tiene  otro  medio  para  saber 
si  se  ha  otorgado,  que  acudir  al  Registro.  Si  no  fué  parte,  si  ^n  el 
Registro  nada  aparece  tampoco,  no  debe  existir  para  él  un  acto  que 
e.stá  fuera  del  alcance  de  sus  medios  de  conocimiento.  El  perjuicio 
debe  recaer  sobre  el  que  fué  negligente,  no  sobre  el  que  estó  exento 
de  malicia  á  la  vez  que  de  omisión.  Verdad  que  el  propietario  in- 
curre en  dolo,  pero  éste  por  su  naturaleza  sólo  engendra  acciones 
personales;  nadie  responde  del  dolo  ajeno;  y  por  tanto  el  primer 
contrayente  podrá  reclamarle  al  enajenante  daños  y  perjuicios  que 
emanan  de  su  dolo,  y  aun  la  responsabilidad  criminal  en  qoe  ha 
incurrido;  [i]  pero  no  tiene  acción  alguna  contra  el  tercero  que  ins- 
cribió. Esta  conclusión  resuelve  con  mejor  acierto  que  la  Ley  anti- 
gua los  principios  legales  que  en  este  caso  se  presentan.  La  ley 
antigua  [2]  sólo  se  fundaba  en  un  rigor  técnico:Jpartiendo  de  que  la 
tradición  trasmitía  el  dominio,  era  preferido  entre  dos  compradores 
sucesivos  de  la  misma  cosa  aquel   á  quien  ésta  hubiese  sido  entre- 

f  I)     Art.  561  del  Código  penal  para  las  provincias  de  Cuba  y  Puerto  Rico. 
(2)     Ley  50,  tit.  5V,  P.  5? 
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gada.  La  tradición  en  rigor  no  es  aplicable  á  los  inmuebles;  hoy  se 
halla  ventajosamente  reemplazado  aquel  acto  material  por  la  inscrip- 
ción en  el  Registro. 

I0i6. — Pero  este  principióse  limita  á  los  títulos  traslativos.  Aquel 
por  el  que  sólo  se  grava  la  propiedad  no  se  opone  á  otro  que  poste- 
riormente haga  lo  mismo.  La  Ley  antigua  establecia  relación  en- 
tre ambos  por  la  fecha  del  contrato,  la  moderna  por  la  fecha  de  su 
inscripción.  Militan  para  esto  último  razones  análogas  á  las  expues- 
tas en  el  pái*rafo  precedente.  Por  eso  la  inscripción  de  un  título 
traslativo  de  dominio  impide  la  de  otro  anterior  de  la  misma  clase; 
y  no  sucede  lo  propio  con  el  constitutivo  de  un  derecho  real.  Dos 
de  esta  clase  puedep  coexistir,  al  contrario  de  lo  que  ocurre  en  las 
primeras. 

1017. — Hay  una  escepcion  á  lo  dispuesto  en  este  artículo.  Existe 
un  caso  en  que  la  inscripción  de  un  título  traslativo  de  dominio  no 
impide  la  inscripción,  pedida  posteriormente,  de  un  título  anterior 
por  el  que  se  grave  ese  mismo  dominio.  Este  case»  ocurre  cuando 
en  el  título  traslativo  de  éste  se  mencione  el  gravamen  anterior, 
y  éste  no  conste  en  asiento  especial;  podrá  entonces  obtenerse  en 
cualquier  tiempo  la  inscripción  omitida  mediante  la  presentación  del 
título  en  que  se  haya  impuesto  el  gravamen  fArt.  37  L.]  Importa 
tener  presente  este  caso,  de  escepcion  si  se  atiende  solo  al  contexto 
del  presente,  pero  del  que  más  bien  puede  decirse  que  sirve  para  fijar 
su  sentido.  Resulta  de  él  que  el  presente  artículo  25  sólo  niégala  ins- 
cripción de  los  títulos  que,  siendo  anteriores,  no  se  miencíonan  en  el 
que  fué  inscripto,  y  que  por  tanto  pueden  perjudicar  al  interesado  en 
éste  respecto  de  alguno  tie  los  derechos  estipulados.  El  título  que  fué 
citado  en  el  más  reciente  puede  decirse  que  forma  parte  de  él,  y  si 
oportunamente  no  se  inscribió,  conserva  sin  embargo  abiertas  las 
puertas  del  Registro. 

10 1 8. — La  adición  hecha  en  este  artículo  por  la  Reforma  de  1869 
tuvo  en  mira  subsanar  un  grave  defecto  que  ofrecía  la  redacción 
primitiva.  Expresábase  sólo  el  caso  de  que  el  título  traslativo  de  do- 
minio estuviese  ya  inscrito,  y  se  prescindía  de  otros  dos  muy  impor- 
tantes, á  saber,  el  deque,  presentado  á  inscripción  y  teniendo  algún 
defecto  subsanable,  se  hubiese  sólo  tomado  anotación  preventiva,  en 
virtud  del  numero  89  del  art.  42  de  la  Ley;  [i]  en  cuyo  caso,  el  in- 
teresado disfrutaba  dé  un  plazo  para  subsanar  el  defecto  y  obtener 
la  inscripción  (Art.  96)  (2)  que  se  habría  de  retrotraer  á  la  fecha  de  la 
presentación  del  título  (Art.  70)  (3);  ó  bien  que,  presentado  un  título, 
no  lo  hubiese  califix:ado  aun  el  Registrador,  y  dentro  de  los  ocho  días 
[Art  i6Reg.](4)  que  tenia  para  hacer  la  calificación  del  título,  ó  bien 
fuera  de  ellos  pero  dentro  de  los  treinta  que  duraba  el  asiento  (Art 


(i)  50  en  la  nuestra 
'^^  "loenl — - — 
tidem 


(2^  lio  en  la  misma. 

(3)  84  ídem. 

(4)  Por  el  nuestro  guinea,    (Art.  72.) 
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66  L,)  (i)  se  presentase  otro  de  fecha  anterior  sobre  el  mismo  inmue- 
ble. Aunque  no  era  dudoso  que  debian  comprenderse  también  dichos 
dos  casos  en  el  art.  17  de  la  Ley  peninsular,  en  virtud  de  una  regla 
de  la  interpretación  extensiva,  no  por  eso  dejaba  de  ser  defectuosa 
la  redacción  de  la  Ley,  que  quedó  corregida  en  la  Reformada, 
modelo  en  este  punto  de  la  nuestra. 

1019. — Quedan,  pues,  establecidos  con  precisión  los  casos  en  que 
ha  de  ser  rechazado  un  título  traslativo  de  dominio  por  la  razón  de 
haberse  presentado  anteriormente  en  el  Registro  otro  título  posterior 
sobre  el  mismo  inmueble.  Son  los  siguientes: 

I? — Que  el  título  posterior  conste  ya  inscrito. 

2?-^Que  dicho  título  haya  sido  anotado  preventivamente,  por 
contener  algún  defecto  subsanable,  en  cuyo  caso  no  podrá  ins- 
cribirse ni  anotarse  preventivamente  el  último  presentado,  mientras 
aquella  anotación  no  se  cancele,  ya  por  el  transcurso  del  tiempo 
f'Art  lio  L.)  ya  por  declaración   superior   f'Arts.    Soy   291   L.) 

3? — Que  dicho*  título  haya  sido  presentado  en  el  Registro  y 
no  calificado  aun  por  el  Registrador,  en  cuyo  caso  no  podrá  to- 
marse en  cuenta  el  últimamente  presentado  mientras  no  transcurran 
los  treinta  días  que  deben  durar  los  efectos  del  asiento  de  presenta- 
ción (Arts.  27  y  80  L)  porque  hallándose  aquel  título  pendiente  de 
calificación  y  debiendo  retrotraerse  la  inscripción  en  su  caso,  á  la 
fecha  del  asinto  de  presentación,  no  cabe  tomar  en  cuenta  el  segundo 
título  presentado  mientras  se  encuentre  en  ese  estado  el  primero. — 
Acerca  de  esto  pueden  ocurrir  varios  casos. 

1020. — Si  el  Registrador  que  ha  extendido  asiento  de  presentación 
de  un  título,  aplica  literalmente  el  precepto  del  segundo  párrafo  de 
este  artículo,  y  aguarda  el  transcurso  de  los  treinta  dias  para  inscribir 
ó  anotar  según  el  caso  el  título  anterior  que  se  le  haya  presentado 
después,  incurre  en  la  responsabilidad  que  determina  el  art  327, 
número  I*,  y  que  penan  los  artículos  33 1  y  336  tíe  la  Ley.  Ne- 
cesario será,  pues,-  que  empiece  por  calificar  el  título  prime- 
ramente presentado,  en  lá  forma  de  los  artículos  26  y  27  de  la  Ley,  y 
si  de  la  calificación  resulta  que  debe  inscribirio,  queda  reducido  este 
casó  al  del  primer  párrafo,  y  excluido  el  segundo  título  en  virtud 
del  precepto  contenido  en  aquel;  y  si  por  el  contrario,  debe  recíia- 
zarlo,  entonces  podrá  proceder  á  la  inscripción  del  segundo  si  lo  ha 
rechazado  por  defecto -insubsanable  y  el  interesado  no  ha  reclamado 
dentro  de  los  treinta  dias  que  dura  el  asiento  de  presentac^n; 
[Art  80  L.]  pero  si  sólo  ha  sido  rechazado  el  priiher  título  por  de- 
fecto subsanable,  entonces,  ó  se  ha  tomado  anotación  preventiva  del 
mismo  con  arreglo  al  art  27  de  la  Ley,  en  cuyo  evento  queda  tam- 
bién reducido  este  caso  al  del  primer  párrafo,  ó  no  se  ha  tomado,  y 
entonces  habrá  de  agfuardar  también  el  transcurso  de  dichos  trénU 


(I)  80  de  la  nuestnu 
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días,  porqne  dentro  de  ellos  se  puede  subsanar  la  falta  6  pedir  dicha 
anotación.  [Artículos  27  y  80  citados.] 

1021. — Los  dos  preceptos  del  presente  artículo  25  son,  pues,  tan 
precisos  como  exactos.  El  primero  dice  que,  una  vez  inscrito  6 
anotado  el  título  que  primeramente  se  presentó,  no  puede  hacerse  lo  . 
mismo  con  el  que  se  presentó  después,  aunque  sea  de  fecha  anterior; 
y  esta  declaración  ha  de  entenderse  mientras  subsistan,  mientras 
estén  vigentes  dicha  inscripción  ó  anotación,  pues  una  vez  cancela- 
da la  una  ó  la  otra  por  cualquier  causa  de  las  que  determina  la  Ley 
en  sus  artículos  93,  (números  3?  y  4?,)  y  1 10,  nada  impide  la  inscrip- 
ción del  segundo  título,  la  que  habrá  de  retrotraerse  á  la  fecha  de  su 
presentación  si  se  ha  establecido  por  el  interesado  la  respectiva  de- 
manda y  héchose  anotar  preventivamente  [Art.  80  L.];  ó  si  ha  cadu- 
cado la  anotación  preventiva  del  primero. 

1022. — En  fin,  el  precepto  del  segundo  párrafo  no  es  menos  ter- 
minante. Significa,  no  que  el  Registrador  pueda  esperar  el  trans- 
curso de  los  treinta  días,  para  después  inscribir  impunemente  el  se- 
gundo título,  sino  simplemente  que,  cualquiera  que  sealat:aliñcacion 
que  adopte  con  respecto  al  primero,  en  ningún  casp  podrá  inscribir 
el  segundo  antes  de  que  transcurran  dichos  treinta  dias,  que  vienen 
así  á  constituir  el  mínimum  del  tiempo  necesario  para  que  pueda 
precederse  á  la  inscripción  del  segundo.  En  efecto,  como  ya  dijimos, 
si  inscribe  el  primero,  sí  lo  anota  preventivamente  por  defecto  sub- 
sanable,  ya  el  caso  se  rige  por  el  párrafo  primero  de  este  artículo,  y 
está  impedida  la  inscripción  del  segundo  mientras  subsista  Ja  inscrip- 
ción ó  anotación  del  primero;  si  este  es  rechazado,  *el  interesado  tiene 
siempre  para  subsanar  la  falta  ó  reclamar  contra  el  Registrador,  el 
lapso  indicado.  En  ningún  caso  es,  pues,^  legalmente  posible  dar 
entrada  en  el  Registro  al  segundo  título  antes  de  los  treinta  dias 
contados  desde  la  presentación  del  primero.  Pero  sí  se  le  dará  en- 
trada en  el  libro  Diario,  pues  ésta  no  ha  de  negarse  en  ningún  caso 
[Art.  252  L.  y  63,  298 y  299  Reg.]  como  que  es  el  punto  de  partida 
para  el  ejercicio  de  los  derechos  que  puedan  asistir  al  interesado. 

1023. — No  dice  la  Ley  expresamente  cómo  hayan  de  entenderse 
los  treinta  dias  que  este  artículo  señala,  ni  los  sesenta  ó  ciento  ochen- 
ta en  su  caso  que  á  las  anotaciones  preventivas  marca  el  1 10  de  la 
Ley;  pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  los  Registros  no  funcionan  en  los 
dias  feriados  [Art.  275  Reg.]  y  ni  aun  se  puede  extender  en  ellos 
asientos  de  presentación  [Art.  257  L.  y  276  Reg.];  y  que  son 
dias  feriados  para  el  Registro  los  mismos  que  lo  son  para  los  Tribuna- 
les [Art  citado  275.],  se  inclina  el  ánimo  á  hacer  aplicable  á  los  tér- 
minos que  para  la  inscripción  señala  la  Ley  Hipotecaria  el  precepto 
del  art  26  de  la  L.  de  E.  C,  ó  sea,  que  en  dichos  términos  no  se 
imputen  los  dias  feriados.  Fuera  de  que  en  caso  de  duda  debe  estar- 
se á  lo  favorable,  corrobora  esa  conclusión  el  precepto  reglamentario 
á  que  nos  referimos  en  el  par.  28,  y  el  que,  como  reglamentario 
supone  la  existencia  de  un  principio  legal  que  aplica  á  casos  particu- 
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lares,  según  la  regla  dictada  por  el  Gobierno  Supremo  en  un  Decre- 
to que  ya  hemos  citado,  [i] — Ademas,  la  Serna  dice  que  así  lo  decla- 
ró la  Dirección  general  del  Registro,  si  bien  no  cita  la  fecha,  aunque 
hubo  de  ser  de  1863  a  1866,  por  ser  las  que  se  comprenden  en 
la  obra.  [2] 

1024. — No  concluiremos  sin  recordar  las  palabras  con  que  la  Ser- 
na explica  la  razón  del  art.  17  de  la  Ley  de  1861.  Dicho  autor, 
que,  sin  embargo  de  concederle  una  gran  importancia  al  citado 
artículo,  lo  examina  muy  brevemente,  dá  de  su  contenido  una  razón 
que,  si  bien  lo  es  sólo  bajo  el  punto  de  vista  práctico,  creemos  aten- 
dible y  que  pudo  pesar  en  el  ánimo  del  legislador.  Dice  que,  de 
admitirse  en  el  Registro  las  dos  inscripciones  de  la  adquisición  ante- 
rior y  posterior,  cuando  con.  arreglo  á  la  Ley  sólo  tiene  eficacia  la 
que  primero  se  inscribió,  seria  la  otra  una  "especie  de  amenaza  á 
"los  que  en  adelante  quisiesen  comprar  la  finca  ó  adquirir  sobre  ella 
"algún  otro  derecho  real,  que  creerian  ver  en  la  inscripción  ociosa 
"peligros  que  tal  vez  le  hicieran  desistir  de  su  propósito."  Que  no 
sirviendo  entonces  el  Registro  para  designar  al  que  la  Ley  considera 
dueño  de  la  cosa,  "quedaria  allí  perpetuamente  escrita  la  duda,  de 
"lo  que  resultaría  que  las  personas  asustadizas,-  y  suelen  serlo  todos 
**los  adquieren  y  prestan,  temerian  comprar  pleitos  en  lugar  de 
"derechos  claros  y  definidos."  Si  dentro  de  los  principios  del  dere- 
cho no  cabe  admitir  como  razón  lo  que  precede,  porque  nadie  puede 
alegar  ignorancia  de  la  Ley,  y  por  tanto  para  ésta  jamás  existe  ni 
puede  suponerse  esa  ignorancia,  en  la  vida  práctica  toma  gran  fuerza 
el  argumento  que  acabamos  de  citar. 

1025. — Hemos  explicado  ya  [par.  1015]  la  justicia  con  que  la  Ley 
declara  preferente  el  derecho  inscrito,  al  que  oportunamente  no  se 
inscribió.  De  la  inutilidad  del  segundo  se  deduce  en  buena  lógica 
su  no  admisión  en  el  Registro,  he  aquí,  pues,  la  razón  jurídica  del 
precepto  contenido  en  el  presente  artículo.  La  Serna  demuestra 
que,  prescindiendo  de  su  inutilidad  legal,  dicha  inscripción  seria  per- 
niciosa, prácticamente  considerada. 

1026.— El  presente  artículo  tiene  un  complemento  en  la  propia 
Ley,  que  es  el  28.  El  25  que  acabamos  de  exponer  prohibe  la  ins- 
cripción del  título  anterior  y  contradictorio  de  otro  inscrito,  el  con- 
tradictorio posterior  queda  también  excluido  por  las  disposiciones 
del  art.  28.  Uno  y  otro  tienden  al  mismo  fin,  á  que  el  Registro 
presente  siempre  el  dueño  legal  de  la  cosa,  sin  que  por  ningún  otro 
asiento  del  mismo  pueda  ponerse  en  duda  su  derecho.  Tal  es  el  ás- 
tema  de  la  Ley,  y  lo  desarrolla  en  reglas  claras  y  precisas:  si  no  se 
lleva  á  la  práctica  con  toda  perfección,  culpa  será  de  los  encargados 
de  aplicarlo. 


(i)  Véase  el  par.  679  y  su  nota  5? 

(2)  CoUccion  de  Reales  Disposiciones  y  Ordenes  de  la  Dirección  del  Registro  dé  k  /W- 
piedad,  inserto  como  apéndice  de  la  Ley  Hipotecaria,  t.  2?  pág.  988. 
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DISPOSICIONES,  complementarias: 

1027. — El  artículo  35  del  Reglamento  peninsular  declara  que  la 
prohibición  eontenida  en  el  artículo  17  de  la  Ley,  d^  inscribir  títulos 
de  fecha  anterior  al  último  inscrito,  se  entienda  sin  perjuicio  de  la 
facultad  que  los  artículos  389  y  392  de  la  misma  (i)  conceden  para 
la  inscripción  de  los  derechos  reales  adquiridos  antes  de  comenzar  á 
regir  la  Ley.  En  el  mismo  sentido  ha  de  entenderse  nuestro  art. 
25,  como  quiera  que  ninguna  disposición  de  la  Ley  puede  interpre- 
tarse en  sentido  opuesto  á  otra  de  la  misma  Ley.  En  la  Hi- 
potecaria especialmente  es  de  recordarse  esa  regla,  pues  muchos  de 
los  preceptos  que  ella  establece  se  desmienten  por  los  que  determi- 
nan el  tránsito  del  antiguo  al  nuevo  sistema,  y  que  se  contienen  en 
los  tits.  13  y  14.  Hay  que  tomar  los  primeros  como  reglas  genera- 
les, y  los  segundos  como  escepciones  esclusivamente  contraidas  al 
caso  que  declaran. 


JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

1028. — Al  describirse  en  un  segundo  mandamiento  judicial  cier- 
ta finca  que  debió  ser  anotada,  con  linderos  distintos  de  los  que  se 
expresaban  en  el  primero,  no  subsanó  en  rigor  el  defecto  de  que  éste 
adolecía,  consistiendo  en  no  aparecer  inscripto  el  dominio  ó  la- 
posesión  én  favor  del  deudor;  sino  que  rectificó  un  error  sustancial 
cometido  en  el  mismo  documento,  designando  otra  finca  diferente; 
por  cuya  razón,  habiéndose  acordado  y  llevado  al  Registro  esta 
rectificación  después  de  extendido  el  asiento  de  presentación  de  la 
escritura  de  venta  de  la  propia  finca,  otorgada  por  el  deudor  y  due- 
ño en  favor  de  un  tercero,  no  procede  la  anotación  del  referide 
segundo  mandamiento  con  arreglo  á  la  terminante  prohibición  del 
art  17  de  la  L.  H.  (2) 

(Res.  de  30  de  Nov.  de  1874.) 


1029. — La  prohibición  consignada  en  el  art.  17  de  la  L.  H.  es 
inaplicable  cuando  los  títulos  inscritos  en  el  Registro  no  son  tras- 
lativos del  dominio,   sino  de  la  simple  posesión. 

(Res.  de  27  de  Enero  de  1880.) 

(i)    Artículos  403  y  406  de  la  nuestra. 

(2)  Pedida  anotaaon  preventiva  de  un  embargo  de  finca  no  inscrita,  el  Registrador 
inscribió  k,  finca,  y  extendió  anotación  de  suspensión  [Art.  42,  regla  2?  Reg.  pen.,  146 
nuestro]  devolviendo  el  mandamiento  para  que  se  subsanase  la  falta.  Mientras  tanto  el 
deudor  vende  la  finca  con  sus  verdaderos  linderos,  distintos  de  los  que  constaban  en  el 
maodamiento,  y  extendido  asiento  de  presentación,  llega  nuevo  mandamiento  de  embargo, 
y  resulta  que  la  finca  vendida  es  la  misma  embargada.  Elste  fué  el  hecho  que  motivó  la 
«ioctnna  inserta  en  et  texto. 
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TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  26, 


Los  Registradores  calificarán,  bajo  su  responsabilidad,  la  legalidad  de  las 
escrituras,  en  cuya  virtud  se  solicite  la  inscripción,  y  la  capacidad  de  los  otor- 
gantes, por  lo  que  resulte  de  las  mismas  escrituras. 

Del  mismo  modo  calificarán  bajo  su  responsabilidad,  y  para  el  único  efecto 
de  admitir,  suspender  ó  negar  su  inscripción  ó  anotación,  todos  los  documcti- 
tos  expedidos  por  la  Autoridad  judicial. 

Contra  la  suspensión  ó  denegación  de  inscripción  ó  anotación  preventiva,  no 
se  darán  mas  recursos  que  los  señalados  en  esta  ley,  sin  que  los  Jueces  ó  Tribu- 
nales puedan  obligar  en  otra  forma  á  los  Registradores  á  que  inscriban  ó  ano- 
ten en  virtud  de  documentos  judiciales. 


Ley  de  1861. 

Articulo   18. 


CONGO  RDANOIAS. 

Ley  Beformada  de  1869. 

Ariículo  18.     • 


Los  Registradores  califica- 
rán bajo  su  responsabilidad 
la  legalidad  de  las  formas  ex- 
trínsecas de  las  escrituras  en 
cuya  virtud  se  solicite  la  ins- 
cripción, y  la  capacidad  de 
los  otorgantes  por  lo  que  re- 
sulte de  lar  mismas  escritu- 
ras. 


R  D- de  8  de  Enero  de  1876 

w4ff.  I? 


.. los  Registradores  ca- 
lificarán bajo  sn  responsabi- 
lidad todos  los  documentos 
expedidos  por  la  antorídid 
judicial  para  el  único  efecto 
de  admitir,  suspender  6  ■^ 
gar  la  inscripoion  ó  anottcíoii 
de  los  mismos.  Contra  la 
suspensión  ó  denegadon  de 

inscripción no  se   darán 

mas  recursos  que  los  señala- 
dos en  la ... .  ley,  sin  que  los 
Jueces  y  Tribunales  puedan 
obli^  en  otra  forma,  á  los 
Registradores  á  que  intcríban 
ó  anoten 

L£Y  DE  t^UERTO  RICO. 
Artículo  26. 

(Como  el  de  la  nuestra.) 

1030. — El  presente  artículo  es  uno  de  los  mas  importantes  de  la 
Ley:  por  él  se  declara  la  principal  facilitad  de  los  Registradores,  la  * 
que  constituye  la  parte  mas  importante  de  sus  funciones,  y  en  cier- 
to modo  su  prerogativa:  la  calificación  de  los  documentos  que  se 
presentan  á  inscripción;  calificación  cuyo  efecto,  según  se  declara  en 
el  segundo  párrafo,  es  el  de  admitir^  suspender  ó  negar  la  inscrip- 
ción ó  anotación,  según  las  palabras  de  este  artículo;  porque  aunque 
el  mismo  derecho  asiste  al  Registrador  respecto  á  los  documentos  de 
cancelación,  este  punto  no  se  contiene  en  el  presente  artículo;  la 
Ley  lo  reserva  para  sus  artículos  1 14  y  1 15,  en  el  título  espedal- 
mente  dedicado  á  las  cancelaciones,  que  es  el  4? 

103 1. — Se  habrá  observado  la  variación  de  nuestro  texto  coinpa- 
rado  con  el  vigente  en  la  Península,  cuya  redacción  se  há  hecho  más 
extensa  y  comprensiva.  Nos  ahorra  la  explicación  de  esta  mudan- 
za la  Comisión  que  redactó  la  Ley  *de  Puerto- Rico  y  la  nuestra,  <pie 
en  el  preámbulo  de  la  primera  se  expresa  así: 
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". . :  .Los  arts.  i8  y  19  de  la  Ley  de  la  Península  (26  y  27  de  la 
"de  Puerto-Rico)  han  sufrido  lá  modificación  de  conceder  á  los  Re- 
"gistradores  la  facultad  de  calificar,  bajo  su  responsabilidad,  la  lega- 
"lidad  de  las  escrituras  en  cuya  virtud  se  solicite  la  inscripción,  en 
"vez  de  la  de  calificar  solo  la  legalidad  de  las  formas  extrínsecas  de 
"las  mismas,  como  dice  la  ley  vigente,  y  la  de  calificar  también,  pa- 
"ra  el  único  efecto  de  admitir,  suspender  ó  negar  su  inscripción  ó 
"anotación,  todos  los  documentos  expedidos  por  la  Autoridad  judi- 
"cial.  Est  i  innovación,  hecha  después  de  discutida  extensamente, 
"la  propone  la  Comisión  por  creer  que  aclara  la  Ley,  y  para  evitar 
"dudas  en  su  aplicación,  como  sucedió  en  la  Península,  donde  se 
"dieron  para  este  objeto  la  orden  de  24  de  Noviembre  de  1874  y  el 
"Real  decreto  de  3  de  Enero  de  1876,  cuyos  fundamentos  y  los 
"considerandos  de  ambas  disposiciones  han  servido  de  norma  para 
"especificar  claramente  las  enunciadas  modificaciones  de  la  Ley. ." 

1032. — La  declaración  que  precede  es  para  la  recta  interpretación 
del  presente  artículo  un  guía  tanto  más  precioso  cuanto  es  auténti- 
co. Con  vista  de  lo  que  aquí  explican  los  autores  de  nuestra  Ley, 
no  puede  caber  duda  respecto  á  la  inteligencia  que  deba  darse  al 
art  26  de  ella.  Redúcese  á  expresar  que  dicho  artículo,  aunque 
redactado  de  distinto  modo  que  su  correspondiente  de  ía  Península, 
tiene  la  propia  extensión  que  á  éste  le  dieron  las  disposiciones  des- 
tinadas á  determinar  su  significación.  A  esta  conclusión  general, 
que  se  desprende  de  la  manifestación  reproducida,  se  agrega  expre- 
samente que  en  nuestro  artículo  26  deben  entenderse  refundidos: 

1 9 — El  art  18  de  la  Ley  de  1861,  trasladado  sin  modificación  al- 
guna á  la  Ley  Reformada  de  1859. 

2? — El  texto  y  considerandos  de  la  orden  de  24  de  Noviembre 
de  1874. 

3? — El  texto,  fundamentos  y  considerandos  del  Real  decreto  de 
3  de  Enero  de  1876. 

Expuestas,  pues,  en  resumen  las  dos  citadas  disposiciones,  com- 
plemento del  art.  18  de  la  Ley  peninsular,  inserto  en  las  Concordan- 
cias, habremos  completado  el  estudio  del  presente  artículo,  en  cuan- 
to se  refiere  á  lo  manifestado  por  la  Comisión. 

1033. — La  orden  de  ^4  de  Noviembre  de  1874  declaró  que,  se- 
gún el  espíritu,  claro  y  terminante  que  se  deriva  de  lo  determinado 
en  el  art  65  de  la  L.  H.  vigente  (i)  los  Registradores  de  la  propie- 
dad están  facultados  para  apreciar,  así  las  formen  extrínsecas  de 
todos  los  títulos  que  se  presenten  en  los  Registros  para  su  inscripción 
ó  para  la  cancelación  de  otros,  como  de  las  intrínsecas  que  puedan 
afectar  á  las  obligaciones  ó  derechos  contenidos  en  los  mismos. 

1034. — El  Real  decreto  de  3  de  Enero  de  1876  declaró  que,  con 
arreglo  á  las  facultades  que  la  L.  H.  atribuye  á  los  Registradores  de 
la  propiedad,    estos   funcionarios  calificarán  bajo  su  responsabilidad 


(I)    Es  d  79  de  la  nuestra. 
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todos  los  documentos  expedidos  por  la  Autoridad  judicial,  parad 
único  objeto  de  admitir,  suspender  ó  negar  la  inscripción  ó  anotación 
de  los  mismos  en  el  Registro,  ó  la  cancelación  de  algún  asiento. 
Contra  la  suspensión  ó  denegación  de  inscripción  ó  de  catuelacion,  no 
se  darán  mas  recursos  que  los  señalados  en  la  citada  ley^  sin  que  los 
Jueces  y  Tribunales  puedan  obligar  en  otra  forma  á  los  Registrado- 
res á  que  inscriban^  anoten  ó  caficelen  en  virtud  de  documentos  judi- 
ciales,^^Como  se  vé,  el  texto  que  precede  se  ha  trasladado  literal- 
mente al  art.  26  de  nuestra  Ley,  esceptuando  lo  referente  á  cance- 
laciones que  se  ha  reservado,  como  antes  dijimos,  para  el  art  115. 

1035. — De  los  dos  decretos  que  acabamos  de  citar  resulta  con 
claridad  que  fueron  interpretativos;  pues  ambos  invocan  la  misma 
Ley  para  deducir  después  la  doctriuci  que  establecen.  No  debía, 
pues,  prescindir  nuestra  Comisión  de  tan  importantes  precedentes,  y 
esta  vez.,  como  muchas  otras,   supo  llenar  acertadamente  su  misión. 

1036. — Resulta,  pues,  de  lo  declarado  por  la  Comisión  Antillana 
y  de  la  redacción  de  nuestro  art.  26,  que  el  Registrador  es  compe- 
tente para  calificar: 

V — 'La  legalidad  de  los  documentos  en  que  se  funde  la  inscrip- 
ción ó  anotación  pretendida,  entendiéndose  en  la  palabra  legalidad 
así  la  forma  misma  del  documento  como  la  validez  ó  eficacia  legal 
de  las  obligaciones  que   contenga.  • 

2? — La  capacidad  de  las  personas  que  en  dichos  documentos  apa- 
rezcan otorgantes. 

1037. — Es,  pues,  el  presente  artículo  el  primero  que  en  la  Ley  se 
propone  fijar  la  competencia  de  los  Registradores.  Esta  compe- 
tencia se  determina  además  en  ottt>s,  y  sin  perjuicio  de  que  la  ma- 
teria sea  ampliada  en  los  lugares  respectivos,  creemos  indispensable 
dar  al  presente  algunas  nociones  generales  acerca  de  esa  competencia 

1038. — Hemos  dicho  ya  que  lo  declarado  en  este  artículo  respec- 
to de  inscripciones  y  anotaciones  se  aplica  á  las  cancelaciones  por 
los  arts.  114  y  115.  Además,  el  art.  469  del  Reg.  ordena  que  los 
Registradores  rechacen  todo  título  que  omita  alguna  circunstanda 
esencial  de  la  inscripción,  y  el  art.  79  L.  establece  diferencia  en- 
tre el  defecto  subsanable  y  el  que  no  lo  es.  De  estas  diversas  dis- 
posiciones es  indispensable  partir. 

1039. — Por  regla  general  los  Registradores  tienen  determinada  la 
órbita  desús  atribuciones,  en  lo  que  se  refiere  á  calificación  de  los  tí- 
tulos, en  la  facultad  de  rechazar  los  que  adolezcan  de  algún  defecto 
que  produzca  cualquiera  de  las  tres  nulidades  siguientes: 

I? — Nulidad  del  título,  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  l^y 
del  Notariado  en  su  artículo  27. 

2? — Nulidad  del  acto  ó  contrato,  con  sujeción  á  las  reglas  geae- 
rales  del  derecho  común. 

l^-^^Nulidad de  la  inscripción  que  pudiera  practicarse  sin  más  da- 
tos  que  un  título  donde  se  cometa  alguna  de  las  omisiones  ^ic 
producen  aquella,  según  el  art.  38  de  la  Ley  Hipotecaria. 
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1040. — De  estas  tres  nulidades,  las  i?  y  3?  se  reducen  á  defecto 
subsanable  del  título  (Art.  79  L.)  la  2?  lo  constituye  insubsanable. 
(Id.) — Pero  además  hay  muchos  casos  particulares  en  que  la  Ley  ó 
el  Reglamento  ordenan  á  los  Registradores  rechazar  definitiva  ó 
particularmente  los  títulos  que  se  presentan  á  inscripción,  y  en  es- 
pecial son  de  recordarse  las  disposiciones  del  art.  28.  * 

1041. — Resulta,  pues,  que  por  regla  general,  el  Registrador  de- 
berá denegar  la  inscripción: 

I? — Cuando  sea  nulo  de  derecho  el  acto  ó  contrato  contenido  en 
él,  ya  por  que  el  pacto  sea  de  los  prohibidos,  ya  por  falta  de  capa- 
cidad del  otorgante.  . 

2? — Cuando  el  inmueble  ó  derecho  real  de  que  se  trate,  conste 
inscrito  á  nombre  de  persona  distinta  del  otorgante  (Art.  28  L.  par* 
cuarto) — Este  defecto  que  e^  insubsanable  de  derecho  (Art.  146  re- 
gla I?)  puede  á  veces  de  hecho  subsanarse. 

1042. — Y  deberá  suspenderla: 

I? — Cuando  sea  nulo  el  título  presentado,  y  válida  la  obligación 
en  él  contenida  [Art  79  L.] 

2? — Cuando  de  practicarse  la  inscripción,  habría  de  ser  nula  con 
arreglo  al  art.  38  L. 

3?— Cuando  el  inmueble  ó  derecho  no  conste  inscrito  á  nombre 
del  otorgante,  sin  que  lo  esté  tampoco  á  nombre  de  otro  á  menos 
que  se  justifique  que  la  adquisición  del  enajenante  es  anterior  á  la 
Ley  (Art.  28,  par.  tercero). 

1043. — Y  deberán  admitirlo  á  inscripción  no  solo  cuando  no  con- 
tenga defecto  alguno  el  título  presentado,  sino  también  cuando  los 
ofrezca  de  tal  naturaleza  que  no  induzcan  nulidad  ni  se  hallen  com- 
prendidos en  ninguna  de  las  prohibiciones  especiales  de  la  Ley  ó 
Reglamento. 

1044. — Las  palabras /¿^r  lo  que  resulte  de  las  mismas  escrituras  y 
prescriben  al  Registrador  no  entrar  en  minuciosas  investigaciones 
acerca  de  defectos  que  no  resalten  del  mismo  título.  Sólo  los  visi- 
bles, sólo  los  evidentes  pueden  ser  objeto  de  su  calificación. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

1045. — El  Reglamento  ofrece  las  siguientes: 

Artículo  74. 

.  El  Registrador  considerará,  conforme  á  lo  prescrito  en  el  artículo  26  de  la 
ley,  como  faltas  de  legalidad  en  los  documentos  ó  escrituras  cuya  inscripción 
se  solicite  todas  las  que  afecten,  tanto  á  la  forma  de  los  instrumentos  como  á 
la  eficacia  de  las  obligaciones  ó  derechos  obtenidos  en  los  mismos,  siempre  que 
resulten  del  texto  de  dichos  documentos  ó  escrituras,  ó  puedan  conocerse  por 
la  simple  inspección  de  ellos. 

Los  que  no  expresen,  ó  expresen  sin  la  claridad  suficiente,  cualquiera  de  las 
circunstancias  que  según  la  ley  debe  contener  la  inscripción  bajo  la  pena  de 
nulidad,  se  considerarán  comprendidos  en  el  artículo  26  de  aquella. 

45 
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1046. — Concuerda  con  el  art  37  del  Reglamento  peninsular,  mo- 
dificándolo con  arreglo  á  la  orden  de  24  de  Noviembre  de  1874.  El 
primitivo  contenia  esencialmente  la  propia  disposición  de  aquel. 

1047. — El  primer  párrafo  de  este  artículo  no  requiere  explicacio- 
nes, pues  se  ajusta  á  las  que  ya  tenemos  dadas.-El  segundo' contie- 
ne una  verdadera  adición  al  texto  de  la  Ley.  Declara  que  los  docu- 
mentos en  que  no  se  exprese,  6  en  que  se  exprese  sin  la  claridad 
necesaria,  alguna  de  las  circunstancias  esenciales  de  la  inscripción 
[Artículo  38  L.]  se  considerarán  comprendidos  en  el  art.  26  de  la 
Ley;  ésto  es,  en  la  falta  de  legalidad  que  en  él  se  menciona.  Nada, 
sin  embargo,  tenemos,  que  agregar  á  lo  que  expusimos  al  tratar  de 
la  nulidad  de  la  inscripción. 

Artículo  88. 

Los  Registradores  deberán  acudir  al  Presidente  de  la  Audiencia  respectiva 
en  <|ueja  de  los  apremios  que  los  Jueces  ó  Tribunales,  al  conocer  de  algún  ne- 
gocio civil  ó  criminal,  les  hicieren  para  inscribir  ó  anotar  un  documento^  ó  ex- 
tender en  los  libros  cualquier  asiento  que  dichos  funcionarios  hubieren  estima- 
do improcedente.  £1  Presidente,  en  vista  de  la  queja  del  Registrador,  pedirá 
informe  al  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dado  motivo  á  ella.  Una  vez  evacuado 
el  informe,  oirá  al  Fiscal  y  dictará  la  resolución  que  proceda,  observando^  los 
demás  trámites  sefialados  en  los  dos  artículos  anteriores. 

£1  Juez  ó  Tribunal  á  quien  el  Presidente  hubiere  pedido  informe,  suspenderá 
todo  procedimiento  contra  el  Registrador  hasta  la  resolución  definitiva  del  re- 
curso, la  cual  mandará  cumplir  y  ejecutar. 

1048. — Concuerda  con  el  art  7?  del  Real  decreto  de  3  de  Enero 
de  1 876,  y  es  la  sanción  de  lo  prescritoen  el  art.  i?  del  mismo  (v.  Con- 
cordancias) y  hoy  en  nuestro  art  26  de  la  Ley.  No  se  hace  mas  que 
prever  la  infracción  de  ese  precepto  por  algún  Juez  ó  Tribunal,  y 
dar  la  regla  para  ese  caso.  Ni  aun  se  indica  la  sanción  penal,  que 
debería  ser  grave,  porque  grave  la  merece  toda  infracción  patente 
de  la  Ley  cometida  por  quien  ejerce  el  ministerio  de  hacerla  cum- 
plir. 

Artículo  ioi. 

Para  calificar  la  capacidad  jurídica  de  las  religiosas  profesas  respecto  de  la 
adquisición  y  enajenación  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales,  los  Registra- 
dores, al  examinar  los  títulos  otorgados  por  ellas  individual  ó  colectivamente, 
tendrán  en  cuenta  la  legislación  vigente  en  la  época  del  otorgamiento  de  dichos 
actos  ó  cotitratos. 

1049. — Concuerda  con  el  art  3?  del  Real  Decreto  de  24  de  Fe- 
brero de  1876,  del  que  es  copia  casi  literal.-El  citado  ReaJ  Decreto 
declaró  además  que  la  Real  orden  de  19  de  Setiembre  de  1867  ha-- 
bia  sido  derogada  por  el  Real  decreto  de  25  de  Julio  de  1868,  áfl 
que  posteriormente  hubiese  tomado  fuerza  (Art  i?)  y  que  los  Re- 
gristradores  debian  calificar /t?r  sí  y  bajo  su  responsabilidad  (i)  tes 

(i)  Esto  es,  sin  dirigir  consultas  á  ese  respecto,  como  habia  dispuesto  la  R.  O.  de  19 
de  Setiembre  de  1867,  citada  en  nuestro  par.  1063. 
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títulos  que,  otorgados  por  religiosas  profesas,  se  presenten  á  ins- 
cripción, sin  perjuicio  de  los  recursos  que  la  L.  H;  concede  á  los  in- 
teresados (Art.  .2?)  Resulta,  pues,  que  de  dichos  tres  artículos  sólo 
se  ha  admitido  en  nuestro  Reglamento  el  tercero;  y  sin  duda  habrá 
habido   sus  razones  para  ello.  Estas  razones  procuraremos  indagar. 

1050. — Resulta  además  del  precepto  transcrito  en  nuestro  Regla- 
mento, que  han  existido  en  Cuba  diferentes  disposiciones  acerca  de 
la  capacidad  jurídica  de  las  religiosas  profesas,  y  que  hay  que  aten- 
der, para  calificarla  con  acierto,  á  Ja  legislación  vigente  en  la  época 
de  los  títulos  que  se  presenten  á  inscripción. 

105 1. — Necesario  es,  pues,  comenzar  por  el  examen  de  las  diver- 
sas disposiciones  que  acerca  de  la  materia  han  regido  en  la  Penínsu- 
la, descendiendo  luego  á  indicar  las  que  de  ellas  se  han  comuuicado 
á  nuestra  Isla,  y  siguiendo  así  un  sistema  análogo  al  que  adoptamos 
en  la  exposición  del  art.  30  de  nuestro  Reglamento  (V.  pars.  325  á 

343) 

1052. — Ante  todo,  necesario  es  fijar  una  distinción,  según  se  con- 
sidere á  las  religiosas  individual  ó  colectivamente,  distinción  que  por 
otr^  parte  se  marca  én  el  presente  artículo  reglamentario;  á  saber, 
la  legislación  referente  á  comunidadee  religiosas,  y  la  relativa  á  los 
individuos  de  ellas. 

1053. — Seguiremos  en  nuestras  explicaciones  una  guía  preciosísi- 
ma: el  Informe  del  Subdirector  de  los  Registros  civil,  de  la  Propie- 
dad y  del  Notariado  de  14  de  Junio  de  1875;  el  Dictamen  déla 
Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado  acer- 
ca del  mismo,  de  24  de  Diciembre  del  propio  año;  y  el  Informe  del 
Subdirector  referido  proponiendo  las  bases  de  un  proyecto  de  Ley 
fijando  la  capacidad  jurídica  de  las  religiosas  profesas.  En  todos  esos 
documentos  se  expone  luminosamente  la  legislación  vigente  acerca 
de  ellas,  y  además  los  dos  primeros  dieron  origen  á  la  Real  orden  de 
24  de  Febrero  de  1876,  (i)  fuente  del  artículo  reglamentario  cuyo 
estudio  nos  proponemos. 

1054..— En  la  legislación  referente  á  comunidades  religiosas  hay 
que  distinguir  cinco  épocas,  (2)  la  primera,  desde  la  publicación  del 
Decreto  de  las  Cortes  de  27  de  Setiembre  de  1820  (3)  la  segunda, 
desde  la  derogación  de  ésta  en  1823  hasta  su  restablecimiento  en  30 
de  Agosto  de  1836;  la  tercera,  desde  esta  fecha  hasta  la  publicación 
del   Concordato  como  ley  del   Reino  [27  de  Octubre  de   i85i;)la 


[i]  Véase ]sl  Jíívista  General  de  Legislación  y  yufisptudencia  de  Madrid,  tomo  48, 
ptg.  210. 
■  [2]  Con  anterioridad,  la  disciplina  monástica  permitía  á  las  corporaciones  poseer  in- 
muebles, y  aun  les  atríbuia  la  herencia  del  religioso  que,  al  profesar,  no  tuviese  descen- 
dientes (ley  17,  tit.  I?  P.  6?)  La  17,  tit.  20  de  la  Nov.  Rec.  declaró  que  los  Religiosos  eran 
incapaces  ae  suceder  abintestato  á  sus  parientes  y  que  no  podian  los  conventos  heredar  en 
representación  de  aquellos. — Pero  en  el  texto  se  parte  ae  las  leyes  que  vinieron  á  esta- 
blecer innovación  en  este  sistema. 

1 33  Se  llama  también  esta  disposición  legislativa,  Ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  fecha 
en  que  fioé  sancionada  por  el  Rey. 
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cuarta,   desde  entonces  hasta  la  promulgación  de  la  Ley  de  !•  de 
Mayo  de  1855;  lá  quinta,  desde  esa  fecha  hasta  hoy.  Examinaremos 
cada  una  de  esas  situaciones. 

1055. — Primera  época  [Ley  de  i  r  de  Octubre  de  1820]. — Supri- 
midas todas  las  vinculaciones  [Art.  i^  y  prohibida  para  lo  sucesivo 
la  fundación  de  otras  [Art.  14]  quedaron  además  las  comunidades 
eclesiásticas  seculares  y  regulares,  incapacitadas  para  adquirir  bie- 
nes raices  [Art.  15^.  Ese  orden  de  cosas  duró  tres  años,  hasta  que 
por  Real  decreto  de  i?  de  Octubre  de  1823,  Fernando  VII,  restau- 
rado en  el  poder  absoluto,  declaró  nulos  todos  los  actos  del  Gobier- 
no constitucional  [v.  par.  349].  Y  por  Real  cédula  de  23  de  Marzo 
de  1 824  restableció  las  vinculaciones. 

1056. — Segunda  época.  [Restablecimiento  de  los  vínculos]. — 
Derogada  la  ley  de  1820,  volvieron  las  cosas  al  estado  anterior,  y 
1^  comunidades  religiosas  á  su  antigna  aptitud  de  adquirir  y  poseer 
bienes  raices. 

1057. — Tercera  época  [Restablecimiento  de  las  leyes  de  desvin- 
culacion] — Por  Real  Decreto  de  la  Reina  Gobernadora  D?  Mana 
Cristina  de  Borbon,  de  30  de  Agosto  de  1836  se  declararon  resta- 
blecidos desde  la  propia  fecha  el  Decreto  de  las  Cortes  de  27  de  Se- 
tiembre ó  sea  Ley  de  1 1  de  Octubre  de  1820,  y  las  aclaraciones  de 
la  misma  contenidas  en  los  Decretos  de  15  y  19  de  Mayo  y  19  de 
Junio  de  1821.  Este  Real  Decreto  fué  confirmado  por  Ley  de  19  de 
Agosto  de  1 84 1,  dictada  para  determinar  la  legislación  aplicable  á 
los  bienes  vinculares  en  las  distintas  épocas.-Ni  el  Real  Decreto  de 
1836  ni  la  Ley  de  1841  rigieron  por  entonces  en  la  isla  de  Cuba 
[par.  348.] 

1058. — Cuarta  época. — La  publicación  como  Ley  del  Reino  del 
Concordato,  hecha  en  27  de  Octubre  de  1851,  devolvió  á  las  .Co- 
munidades religiosas  el  derecho  de  poseer  bienes  raices,  derogando 
los  art.  15  y  16  de  la  Ley  de  1820. 

1059. — Quinta  época. — Por  la  Ley  de  i?  de  Mayo  de  1855  las 
corporaciones  religiosas  quedaron  en  aptitud  de  adquirir  bienes  in- 
muebles, si  bien  con  la  condición  de  venderlos  é  invertir  su  importe 
en  efectos  públicos  ó  rentas  del  Estado  [Arts.  25  y  26];  pero  sin 
restricción  podian  imponer  capitales  sobre  fincas  y  adquirir  en  ga- 
rantía censos,  hipotecas  y  foros,  conservando  estos  derechos  como 
los  demás  ciudadanos.   [Sentencia  de  13  de  Setiembre  de  1867.] 

1060. — Se  distinguen,  pues,  en  la  legislación  referente  á  la  capa- 
cidad de  las  comunidades  religiosas  para  poseer  bienes  inmueUes, 
los  siguientes  estados: 

I? — El  de  libre  posesión  de  esos  bienes,  ó  sea  época  de  la  amortr- 
zadon.  Existió:  i9  por  la  legislación  anterior  á  1820;  2?  desde  i9dc 
Octubre  de  1823  haata  30  de  Agosto  de  1836;  3?  desde  27  de  Oc- 
tubre de  185 1  hasta  la  ley  de  i9de  Mayo  de  1855,  aunque  estairez 
algo  restringido. 

2? — El  de  incapacidad  de  adquirir  bienes  raices,  ó  sea  época,  déla 
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desamortización.  Existió:   i9  por  la  Ley  de  1820;  2?  por  su  restable- 
cimiento en  1836  hasta  la  publicación  del  Concordato  en  1851. 

3? — El  de  capacidad  de  adquirir  con  la  obligación  de  enajenar  en 
un  breve  plazo;   sistema  planteado   por  la  Ley   de  i?  de   Mayo  de 

1855. 

106 1. — Hay,  pueá,  en  la  legislación  de  la  Península  tres  situacio- 
nes y  cinco  épocas  para  aplicarlas,  en  la  legislación  referentes  á  co- 
munidades. Lanecesidaddeque  los  Registradores  atiendan  ala  fecha 
del  contrato  para  calificar  la  capacidad  de  las  comunidades  otorgan- 
tes, es,  pues,  evidente. 

1062. — En  cuanto  á  la  capacidad  individual  de  las  religiosas  pro- 
fesas para  adquirir  y  poseer  bienes  inmuebles,  la  cuestión  es  distinta 
y  en  cierto  modo  inversa  de  la  anterior.  La  Ley  de  29  de  Julio  de 
1837  les  declaró  todos  los  derechos  civiles  de  los  demás  ciudadanos; 
al  propio  tiempo  que  prohibía  á  las  comunidades  la  adquisición  de 
aquellos;  y  al  restablecerse  por  el  Concordato  de  .1851  varias  de  las 
comunidades  suprimidas,  se  empezó  á  dudar  si  éstas  venian  con  su 
carácter  antiguo  de  exclusiva  adquisición  ó  sin  él. 

1063. — Con  tal  motivo  se  dio  la  Real  orden  de  19  de  Setiembre 
de  1867,  ordenando  á  los  Registradores  que,  siempre  que  se  presen- 
tasen á  inscripción  títulos  otorgados  por  religiosas  profesas  después 
del  dia  \^  de  Octubre  de  1851,  se  tomase  anotación  preventiva,  y 
se  elevase  consulta.  Proponíase  el  Gobierno  dictar  una  disposición 
de  carácter  general,  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  resolviendo  lo 
relativo  ája  capacidad  que  correspondiese  á  aquellas  desde  la  pu- 
blicación del  Concordato,  ya  que  antes  de  publicarse  éste  como  ley 
del  Reino,  no  era  dudoso  que  la  de  29  de  Julio  de  1837  estaba  en 
todas  sus  partes  en  vigor. 

1064. — Realizóse  el  pf-opósito  del  Gobierno,  y  por  Real  decreto 
de  25  de  Julio  de  1868,  de  conformidad  con  el  Nuncio  Apostólico, 
se  declaró:  i?  que  eran  válidos  todos  los  actos  de  dominio  que  hasta 
esa  fecha  hubiesen  ejercido  individualmente  las  religiosas  en  virtud 
de  la  Ley  de  29  de  Julio  de  1837;  2?  que  en  adelante  no  podrian 
adquirir  individualmente  bienes  de  ninguna  especie;  3?  que  se  les 
concedía  el  plazo  de  tres  meses  para  disponer  libremente  de  los  que 
poseían  á  la  sazón.  Y  se  salvó  el  derecho  de  las  comunidades  para 
adquirir  y  poseer,  según  las  leyes  canónicas  y  convenios  celebra- 
dos con  la  Santa  Sede.  Este  Real  decreto,  vino  á  derogar  virtual- 
mente  la  Real  orden  de  1867,  pues  fijada  ya  con  precisión  la  capa- 
cidad jurídica  de  las  religiosas  en  cada  período,  era  innecesaria  la 
consulta  que  en  aquella  se  ordenaba. 

1065. — Surgió  luego  la  Revolución  de  Setiembre;  y,  antes  de  es- 
pirar los  tres  meses  que  designaba  el  Decreto  de  25  de  Julio,  se  dio 
por  el  Gobierno  Provisional,  en  15  de  Octubre,  un  nuevo  Decreto 
que  posteriormente  fué  elevado  á  Ley  por  la  de  20  de  Junio  de 
C869.  Este  decreto  derogó  en  todas  sus  partes  el  de  25  de  Julio, 
especialmente  en  cuanto  á  la  facultad  que  concedía  á  las  Comunida- 
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des  para  adquirir  y  poseer  inmuebles,  y  restableció  el  art  38 
Ijey  de  29  de  Julio  de  1837,    V^^  ^^  concedía  á  las  iñonjas   in| 
dualmente. 

1066. — Resulta,  pues,  en  cuanto  á  la  capacidad  jurídica  de  1; 
ligiosas  individualmente  consideradas: 

I? — Que   han  estado  en   completa   aptitud  de  adquirir  y 
bienes  raices  (Ley  de  29  de  Julio   de  1837,  ^^  38);  y  que  el 
cordato  de  185 1  no  les  ha  privado  de  semejante  facultad  en  ning 
de  sus  artículos,   ni  se  halla  en  contradicción  con  el  espíritu  de  j 
disposiciones,   según  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en 
tencia  de  4  de  Octubre  de  1860.  {i) 

2? — Que  sólo  se  les  privó  de  ella  por  el  Real  Decreto  de  2Í 
Julio  de  1868,  que  fné  derogado  inmediatamente  por  el  de  ij 
Octubre,  elevado  luego  á  ley. — Y  que  en  muchos  casos,  antes  y  1 
pues  de  aquel  decreto,  han  ejercido  las  monjas  esa  facultad,  áé 
notable  la  petición  hecha  por  el  Obispó  de  Mallorca  para  que  1 
pensase  á  aquellas  de  alzarse  el  velo  ante  el  Notario  autorizant 
los  contratos  particulares  que  otorgasen,  y  cuya  petición  re 
negativamente  la  R.  O.  de  10  dé  Marzo  de  1867,  de  confor 
con  el  Consejo  de  Estado  (2) 

1067. — Siendo,  pues,  tal  la  legislación  de  la  Península,  veng 
ahora  á  la  de  Cuba.  De  las  diversas  disposiciones  que  acábame 
citar  son  muy  contadas  las  que  han  regido  entre  nosotros. 

1068. — La  ley  de  11  de   Octubre  de  1820  rigió  en    nuestra! 
con  el  sistema  constitucional,  hasta  1823,  en  que  Fernando  VI^ 
restaurado  en  su  poder  absoluto.  Y,  según  el  Real  decreto  de  . 
Octubre   de  1863,  [V.  pars.  341  á  352]  rige  de  nuevo  desde 
Mayo  de  1864,  juntamente  con  sus  aclaratorias  de  15  y  19  de 
y  19  de  Junio  de  1821  y  19  de  Agosto  de  1841,  pero  sólo  en 
to  se  refieren   á  las  vinculaciones  civiles  conocidas  con  los  non 
de  mayorazgos  6  fideicomisos, 

1069. — La  ley  de  29  de  Julio  de  1837,  P^r  la  que  se  decía 
capacidad  jurídica  individual  de  las  religiosas  profesas,  como  q4 
que  se  basaba  en  la  facultad  que  para  exclaustrarse  en  cuald 
tiempo  se  les  concedía,  y  en  la  reducción  de  sus  conventos  díspi] 
en  Real  decreto  de  8  de  Marzo  de  1836,  no  ha  regido  hasta  he' 
Cuba,  donde  las  disposiciones  adoptadas  para  los  monasterios 
ligiosos  de  ambos  sexos  han  sido  diversas. 

1070. — El  Concordato  de  1851  rige  en  una  parte,  según 
á  ver.  La  ley  de  i?  de  Marzo  de  1855  tampoco  ha  regido, 
que  sirvió  de  modelo  á  un  decreto  que  examinaremos.  Y  i 
las  disposiciones  que  en  Cuba  han  venido  rigiendo  esta  ma 
son  las  que  á  continuación  exponemos. 

1 07 1. — Por   Decreto  del    Gobernador  Capitán  General  de 

(1)  Informe  del  Subdirector  de  los  Registros  proponiendo  las  bases  de  un 
Lev  sobre  capaddad  de  las  religiosas. 

(2)  Informe  dtsulo. 
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Noviembre  de  1841,  de  conformidad  con  el  Superintendente  Gene- 
ral Delegado  de  Real  Hacienda,  y  en  cumplimiento  de  la  Real  ór- 
den  de  28  de  Febrero  de  1839  sobre  enajenación  de  bienes  que 
fueron  de  regulares,  se  redujeron  á  ocho  los  diez  y  nueve  conventos 
de  religiosos  que  existían  en  la  Isla,  y  se  ordenó  dejar  á  la  disposi- 
ción de  la  Real  Hacienda  todos  los  bienes  y  censos  de  dichos  diez 
y  nueve  conv^tos  [Art.  4?]  consignándose  á  los  ocho  que  habian 
de  subsistir,  determinada  renta.  (Art  89) — Se  dio  cuenta  al  Gobier- 
no Supremo  en  31  de  Diciembre  del  mismo  año  de  1841,  y  por 
R.  O.  de  22  de  Marzo  de  1842  se  ordenó  informar  sobre  la  conve- 
niencia de  que  subsistiesen  algunos  institutos  religiosos,  '*á  fin  de 
"acordar  en  su  vista  lo  más  conveniente  al  orden  público  y  del  Es- 
"tado."  La  información  dio  el  resultado  que  aparece  de  la  disposición 
siguiente. 

1072. — Real  cédula  de  26  de  Noviembre  de  1852. — Declara 
que  la  reducción  y  casi  extinción  de  las  órdenes  religiosas  en  la  Isla 
de  Cuba,  "llevada  á  efecto  por  las  autoridades  superiores  de  esa  Isla 
"en  23  de  Noviembre  de  X841,  durante  mi  menor  edady  [i]"  no  ha- 
bía obtenido  la  aprobación  por  entonces  del  Gobierno,  que  abrió 
expediente  sobre  el  asunto,  y  considerando  en  su  vista  que  convcaia 
establecer  algunas  comunidades  religiosas,  ordenaba  la  erección  de 
varios  institutos,  como  los  de  Escolapios,  Jesuitas,  etc.7  etc. 

1073. — Declaraba   además  que  "el  último   Concordato se 

"contrae  en  su  mayor  parte*'  á  las  iglesias  de  la  Península,  pero  que 
"todavía  se  extiende  respecto  á  los  actos  de  Gobierno  á  todos  mis 
"dominios,  conjo  expresamente  se  manifiesta  en  varios  de  sus  pri- 
"meros  artículos,  y  muy  especialmente  en  el  42,  en  todo  lo  relativo 
"ala  enajenación  de  los  bienes  eclesiásticos." — De  conformidad  con 
esta  declaración  ordenaba  proceder  al  inventario  "de  todos  los  cen- 
"sos  y  fincas  rusticas  y  urbanas  que  hayan  pertenecido  á  las  comu- 
"nidades  religiosas  y  no  hubiesen  sido  enajenados,'*  y  que  como  no 
podía  tener  lugar  en  esta  Isla  su  conversión  en  inscripciones  in- 
transferibbs  de  la  Deuda  del  Estado,  acordada  respecto  de  la  Pe- 
nínsula, una  vez  terminado  el  inventario,  se  extendiese  por  el 
Superintendente  general  en  el  Real  nombre  obligación  formal  á  favor 
de  la  Iglesia,  y  en  su  representación  los  Diocesanos,  de  invertir  en 
sus  necesidades,  y  especialmente  en  el  sostenimiento  de  los  institu- 
tos religiosos  á  que  se  contrae  esta  Real  cédula  "todos  los  produc- 
**tos*'  que  se  obtuviesen  de  la  "venta  á  censo"  que  de  los  mismos 
bienes  habia  de  hacerse   conforme  á  instrucciones  que  se  dictarian, 

1074. — Finalmente  ordenaba,  conforme  también  al  Concordato, 
asegurar  en. la  posesión  de  sus  derechos  á  los  que,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  promulgadas  anteriormente,  hubiesen  comprado  bie- 
nes pertenecientes  á  comunidades  religiosas,  así  como  á  los  causa- 
habientes  de  aquellos. 

1075. — Para  el  cumplimiento  de  esta  Real  cédula  se  dictó  la  Ins- 

~)    Habla  la  Reina  D9  Isabel  II. 
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truccion  de  15  de  Noviembre  de  1856  estableciendo  la  administra- 
ción especial  de  los  bienes  de  regulares;  cuya  Instrucción  quedó 
modificada  en  el  sentido  de  suprimirse  la  intervención  de  la  Inten- 
dencia general,  por  Decreto  del  Gobernador  Superior  Civil,  de  29 
de  Marzo  de  1859. 

1076.— Real  Decreto  de  18  de  Julio  de  1862. — Se  declaran 
**en  estado  de  venta  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  este  Real 
"decreto,  y  sin  perjuicio  de  las  cargas  y  servidumbres  á  que  legiti- 
**mamente  estén  sujetos  todos  los  predios  rústicos  y  urbanos,  solares 
"y  censos  que  pertenecieron  á  Ins  suprimidas  órdenes  religiosas  de 
*'la  Isla  de  Cuba,"  (Art.  i?)  exceptuando  los  templos  destinados  al 
culto,  los  edificios  destinados  ó  que  el  Gobierno  destinase  al  servicio 
público  y  cualquier  otro  edificio  ó  finca  cuya  venta  no  creyese  el 
Gobierno  oportuna  por  razones  graves  [Art.  2?]  debiéndose  sacar  á 
pública  licitación  [Art.  3?]  en  doble  subasta  simultánea  (Art.  6*?)  y 
bajo  ciertas  condiciones  para  los  compradores  (Art.  15)  eximiéndo- 
se la  venta  del  pago  de  derechos  (Art.  20)  quedando  la  finca  hipo- 
tecada (Art  23)  y  sujeto  á  rescisión  el  contrato  por  la  falta  de  pago 
del  comprador.  (Art  24) — Se  dispuso  además  que  se  procediera  á 
formular  * 'el  reglamento  especial  que,  á  tenor  de  estas  bases,  ha  de 

"observarse ,  teniendo  presentes  'para  este  fin,  y  en  la  parte 

**que  le  es  aplicable,  la  Ley  de  16  de  Enero  de  1836,  el  Real  decreto 
'*de  19  de  Febrero  siguiente,  la  Ley  de  i"  de  Mayo  de  1855  y  los 
"reglamentos  para  la  ejecacion  de  ambas  disposiciones  legislativas." 
[Art  25] — El  Reglamento  se  publicó  en  efecto  con  fecha  de  12  de 
Agosto  de  1864. 

1077. — Del  conjunto  de  las  disposiciones  que  acabamos  de  dt», 
resulta: 

1 9 — Que  en  cuanto  á  la  capacidad  jurídica  de  las  comunidades  reli- 
giosas la  legislación  vigente  en  Cuba,  á  excepción  del  corto  período 
que  medió  de  1820  á  1823,  ha  sido  y  es  la  de  libre  facultad  de  adquirir 
y  poseer  bienes  raices,  pues  así  resulta:  i9,  de  la  antigua  disciplina 
eclesiástica,  2?,  de  la  derogación  en  1823  de  la  ley  de  1820  que  aí>olia 
dicha  facultad  y  que  si  bien  se  ha  restablecido  por  el  Real  decreto  de 
3 1  de  Octubre  de  1 863,  lo  ha  sido  con  restricciones;  3**,  de  lo  estipula- 
do en  el  Concordato  de  185 1,  que  debe  aplicarse  á  Cuba  en  lo  refe- 
rente á  todos  los  dominios  españoles,  como  lo  es  la  facultad  de  adquirir 
y  poseer,  concedida  á  las  corporaciones  eclesiásticas.-Y  aunque  la  ul- 
tima promulgación  en  nuestra  Isla  de  la  Ley  de  1 820  es  posterior  á  h 
del  Concordato  que  virtualmente  se  contiene  en  la  Real  cédala  de 
1852,  no  puede  considerarse  derogado  el  segundo  por  la  primera; 
I?,  porque  ésta  solo  rige  en  la  parte  que  se  determina;  y  2**,  porque 
al  aplicarse  con  expresión  de  su  fecha  y  las  de  sus  concordantes 
hasta  19  de  Agosto  de  1841,  como  esas  fechas  son  anteriora  á  la  dd 
Concordato,  no  puede  derogar  á  éste  á  menos  que  expresameBte 
se  ordenase,  pues  eso  seria  invertir  el  orden  que  respecto  (te  eBas 
rige  en  la  Península. 
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2? — Que  en  cuanto  á  la  capacidad  jurídica  de  las  religiosas  indi- 
vidualmente, no  hay  ninguna  disposición  promulgada  en  Cuba  que 
la  establezca:  i?,  porque  la  ley  de  1837  ^^  ha  regido  en  ella;  2?, 
porque  la  reducción  de  los  conventos  de  regulares  decretada  por  el 
Gobierno  de  esta  Isla  en  1841,  no  alcanzó  á  los  de  mujeres,  sino 
solo  á  los  de  hombres,  y  aquellos  continuaron  bajo  el  mismo  pié 
que  anterioripente,  y  que  por  tanto  hay  que  atenerse  para  calificar 
su  capacidad  individual  dentro  de  la  ley  á  las  antiguas  disposiciones 
canónicas  y  civiles,  que  por  ninguna  moderna  han  sido  modificadas 
en  Cuba. 

1078. — Pero  si  esto  ocurre  en  cuanto  á  ley  expresa,  no  por  eso 
han  de  darse  al  olvido  en  esta  Isla  doctrinas  y  principios  legales  de 
tal  valor  como  los  que  se  exponen  en  los  Informes  y  Dictamen  de 
que  ya  hemos  hecho  mérito,  y  á  que  dio  lugar  una  consulta  del  Re- 
gistrador de  la  propiedad  de  la  ciudad  de  Falencia.  Razones  de 
tanta  influencia  como  las  que  se  basan  en  la  nueva  forma  de  la  dis- 
ciplina monástica,  en  la  letra  y  espíritu  del  mismo  Concordato  cele- 
brado con  la  Santa  Sede,  y  en  la  práctica  constante  y  autorizada 
por  las  altas  autoridades  eclesiásticas  en  la  Península,  no  pueden 
ciertamente  pasar  como  objetos  poco  dignos  de  fijar  la  atención  en 
la  Isla  de  Cuba,  llamada  como  lo  está  hoy,  aunque  no  todavía  de 
una  manera  completa,  á  la  participación  del  espíritu  moderno 

1079. — En  nuestro  estudio,  comparando  las  disposiciones  locales 
con  las  peninsulares,  hemos  hecho  alto  en  la  lev  de  1855,  porque  las 
tres  disposiciones  que  después  han  regido  en  la  Península  y  hemos 
citado  ya,  á  saber,  la  Real  Orden  de  19  de  Setiembre  de  1867,  el 
Real  decreto  de  25  de  Julio  de  1868  y  el  Decreto  de  15  de  Octu- 
bre del  mismo,  es  claro  que  no  han  llegado  á  regir  en  Cuba.  La 
primera,  como  se  dirigía  á  los  Registradores  de  la  propiedad  y  á  su 
facultad  de  calificar  era  inaplicable  entonces;  la  segunda,  que  buscó 
una  solución  entre  la  ley  de  1837  Y  ^^  Concordato,  tampoco  proce- 
día donde  la  primera  no  rige;  la  tercera,  que  restableció  sencillamen- 
te dicha  ley,  no  está  vigente  tampoco  en  Cuba.  Necesario  es,  sin 
embargo,  derivar  de  ellas  algunas  doctrinas,  antes  de  entrar  eh  eU 
análisis  de  nuestro  art.  10  r  reglamentario  que,  concordante  del  Real 
decreto  de  24  de  Febrero  de  1876,  no  puede  considerarse  extraño 
á  dichas  disposiciones. 

1080. — La  *  legislación  antigua  de  la  Iglesia  respecto  á  disciplina 
monástica,  determinaba  como  caracteres  esenciales,  la  profesión  de 
los  tres  votos  de  obediencia,  pobreza  y  castidad,  y  además,  respecto 
de  las  comunidades  de  religiosas  la  clausura,  considerándose  los  vo- 
tos solemnes  con  el  carácter  de  perpetuos,  de  manera  que  los  reli- 
giosos quedaban  obligados  á  permanecer  en  el  Monasterio  hasta  su 
muerte,  á  no  obtener  autorización  especial  de  la  Santa  Sede.  Bajo 
este  carácter  de  perpetuidad  se  presentan  las  instituciones  monásti- 
cas fundadas  hasta  el  Siglo  XVI,  y  en  su  consecuencia  los  religiosos 
eran  considerados  por  el  Estado  como  muertos  civilmente.  Las  ins- 
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títuciones  creadas  después,  lo  han  sido  bajo  la  base  de  los  votos 
temporales,  pudiendo  citarse  como  ejemplos  el  instituto  de  la  Com- 
pañía de  Jesús,  el  de  las  hermanas  de  la  Caridad  ó  de  San  Vicente 
de  Paul,  y  otros  fundados  en  nuestro  siglo  para  obras  de  candad  ó 
enseñanza,  en  todos  los  cuales  la  profesión  suele  hacerse,  no  perpe- 
tuamente, sino  por  un  período  determinado  que  se  fija  en  los  estatu- 
tos, (i)  y  esta  temporalidad  se  ha  aplicado  también  á  las  institu- 
ciones anteriores,  en  Francia  por  el  breve  del  Pontífice  Gregorio  i6 
(i2  de  las  Kalendas  de  Abril  de  1837)  P^^  ^^  cual  se  consideran 
votos  simples  los  votos  solemnes  que  emiten  las  religiosas  al  profe- 
sar. Y  si  bien  para  la  Iglesia  de  España  no  se  ha  dictado  una  dis- 
posición semejante,  el  art.  30  del  Concordato  ha  modificado  el  rigor 
de  la  clausura  monacal,  tal  como  la  estableció  el  Concilio  de  Trento, 
pues  al  establecer  que  las  comunidades  de  religiosas  que  subsisten, 
han  de  dedicarse  á  obras  de  Caridad  ó  á  la  enseñanza,  hace  necesa- 
ria la  salida  frecuente  de  las  religiosas  ó  la  admisión  en  los  claustros 
de  personas  extrañas  á  las  Comunidades. — De  tales  precedentes  se 
deduce  que  *'no  es-  posible  ya  que  el  Estado  continúe  considerando 
"la  profesión  religiosa  como  una  verdadera  muerte  civil,  que  lleva 
'^consigo  necesariamente  la  extjncion  absoluta  y  completa  de  todos 
'*los  derechos  civiles  que  gozaba  antes  de  ella  la  religiosa.  Y  no 
**siendo  la  profesión  la  muerte  civil,  el  Estado  debe  reconocer  en 
**las  personas  que  se  dedican  á  lar  vida  monástica  todos  los  derechos 
"civiles  que  reconoce  á  los  demás  ciudadanos."  [2] 

1 08 1. — Teniendo,  pues  en  cuenta,  i?  las  razones  que  dentro  de 
la  disciplina  eclesiástica  quedan  expuestas;  2?  la  práctica  de  las  reli- 
giosas de  la  Península  que  no  juzgan  incompatible  con  la  vida  mo- 
nástica la  capacidad  de  adquirir  y  enajenar  bienes  raices;  3?,  el  Con- 
cordato de  185 1,  cuyo  art.  3?  prohibe  la  profesión  religiosa  sin  que 
antes. se  asegure  la  subsistencia  de  la  que  profesa;  4*?  que  la  propie- 
dad particular  de  las  monjas  no  se  opone  á  sus  deberes  dentro  de 
la  comunidad  si  ésta  percibe  las  rentas  y  ejerce  la  administración,  á 
lo  que  se  agrega  que  este  punto  sólo  afecta  á  las  relaciones  entre  la- 
monja  y  la  comunidad,  y  no  á  la  eficacia  legal  de  los  actos  que 
*aquellas  ejerzan;  y  5°,  que  en  casos  de  duda  debe  estarse  á  lo  favo- 
rable y  no  á  lo  adverso,  entendemos  que,  cuando  una  religiosa  pro- 
fesa mayor  de  edad  pretenda  otorgar  un  acto  de  adquisición,  ena-r 
jenacion,  etc.,  e'e  un  inmueble,  no  se  le  deben  crear» obstáculos  ni 
por  el  Notario  cuya  intervención  solicite,  ni  por  el  Registrador  á 
quien  corresponda  la  inscripción  del  instrumento. 

1082. — Sentados  estos  precedentes,  comparemos  el  texto  de  nues- 
tro art.  lOi  reglamentario  con  la  Real  orden  de  24  de  Febrero  de 
1 876,  que  es  su  fuente,  y  examinemos  por  qué,  tomándose  de  ella 
el  art.  3?  se  han  desechado,  el  i?  y  er2? 

( 1 )  Seguimos  en  las  doctrinas  que  vamos  exponiendo  el  Informe  relatívo  al  Proyecto 
de  Ley  que  ya  citamos. 

(2)  ralaoras  textuales  del  Informe  citado. 
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1083. — Hemos  visto  ya  que  la  Real  Orden  de  19  de  Setiembre 
de  1867  ordenó  que  los  Registradores  elevasen  en  consulta  los  títu- 
los que,  otorgados  por  religiosas  profesas,  se  presentasen  á  inscrip- 
ción, siendo  el  motivo  de  ese  precepto,  las  dudas  que  agitaban  los 
ánimos  acerca  da  si  el  Concordato  de  1851  habia  ó  no  derogado  la 
ley  de  1837  en  la  parte  respectiva  4  ^^  capacidad  de  las  religio- 
sas. 

1084. — Hemos  '  visto  también  que  por  Real  decretó  de  25  de  Ju- 
lio de  1 868  realizó  el  Gobierno  su  propósito  de  fijar,  de  acuerdo  con 
la  corte  de  Roma,  el  punto  cuestionado,  y  que,  en  virtud  de  las  dis- 
posiciones precisasque  contenia  aquel,  quedó  resuelta  la  duda,  y 
derogada  tácitamente  por  innecesaria  la  orden  relativa  á  la  con- 
sulta. 

1085. — ^^^o  el  Decreto  de  15  de  Octubre,  al  derogar  el  de  25  de 
Julio,  dio  pié  á  que  se  originara  la  duda  de  si  la  Real  orden  de  1867 
debía  considerarse  vigente,  esto  es,  si  habría  renacido  con  la  cjero- 
gacion  del  precepto  derogatorio  de  ella.  En  verdad  no  habia  ra- 
zón para  .esa  duda,  pues  si  se  consideró  derogada  dicha  Real  orden 
por  el  Decreto  de  Julio,  sólo  fforque  éste  determinaba  con  precisión 
la  capacidad  jurídica,  la  propia  razón  concurrió  en  el  de  15  de  Oc- 
tubre, que  determinaba  con  no  menos  precisión,  aunque  en  sentido 
opuesto,  dicha  capacidad. 

ro86. — Como  quiera  que  fuese,  dada  la  consulta  del  Registrador 
de  Falencia  de  que  hemos  hablado,  dada  la  diversidad  con  que  fué 
resuelta  por  el  Juez  y  Presidente  déla  Audiencia,  y  los  informes  que 
motivó  y  á  que  no3  hemos  contraído,  se  hacia  ya  precisa  una  dis- 
posición aclaratoria,  y  á  ese  fin  se  dictó  la  Real  orden  de  1876, 
declarando  lo  siguiente: 

I? — Que  la  Real  orden  de  1867  habia  sido  derogada  por  el  Real 
decreto  de  25  de  Julio  de  1868,  sin  que  después  hubiese  recobrado  su 
fuerza. — Esta  declaración  se  ha  omitido,  y  con  mucha  razón,  en 
nuestro  Reglamento,  pues  no  habiendo  podido  regir  entre  nosotros 
aquella  Real  orden,  por  no  hallarse  vigente  en  dicha  época  la  Ley 
Hipotecaria,  tampoco  pudo  suscitarse  la  duda  que  por  este  artículo, 
se  resuelve. 

2? — Que  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  respectivas  de  la 
L.  H.  los  Registradores  calificarán  por  sí  y  bnjo^sti  responsabilidad 
los  títulos  otorgados  por  religiosas  individual  ó  colectivamente  sin 
perjuicio  de  los  recursos  que  la  misma  Ley  concede  á  los  interesa- 
dos.— Esta  declaración,  útil  en  la  Península  por  cuanto  la  Real  or- 
den de  1867  habia  contrariado  las  disposiciones  de  la  L.  H.  respec- 
to á  calificación  de  la  capacidad,  era  superfina  en  Cuba,  porque 
dicha  declaración  se  halla  comprendida  en  el  texto  del  art.  26  y 
concordantes  de  nuestra  Ley. 

3? — Lo  que  es  materia  de  nuestro  art.  loi,  tomando  sin  embargo 
del  art.  2?  de  la  R.  O.  las  palabras  individual  ó  colectivamente,  que 
trasladadas  así   á  nuestro  Reglamento    tienden  á   conservar   entre 
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nosotros  la  propia  distinción  que  entre  comunidades  é  individuos 
hace  la  legislación  vigente  en  la  Península. 

1087. — Queda,  pues,  demostrado: 

iV— Que  la  reproducción  en  nuestro  Reglamento  de  un  solo  artí- 
culo entre  los  tres  de  que  consta  la  Real  orden  de  1 876,  no  signifi- 
ca, como  pudiera  creerse,  la  repudiación  de  los  otros  dos,  sino  sim- 
plemente que  el  i9  es  inaplicabfe  de  hecho,  y  el  2?  innecesario  por 
contenerse  ya  en  el  texto  de  la  Ley. 

2? — Que  en  consecuencia,  los  Registradores  habrán  de  resolver 
por st  {esto  es,  sin  consultar  á  los  superiores),  y  6ajo  su  responsabi- 
lidad, los  títulos  que  otorguen,  individual  ó  colectivamente,  las  reli- 
giosas profesas. 

3? — Que  para  ello  han  de  atender  á  la  legislación  vigente  en  la 
época  del  otorgamiento  de  dichos  contratos,  á  tenor  de  lo  que  res- 
pecto á  las  comunidades  dejamos  expuesto  en  el  párrafo  1,077 
y  en  lo  tocante  á  la  individualidad  de  las  religiosas,  ya  que  nues- 
tra legislación  guarda  silencio  (párrafo  citado),  han  de  observarse 
las  doctrinas  expuestas  en  nuestro  par.  1,081. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO-RICO. 

1088. — Los  arts.  74,  88  y  loi  del  nuestro  llevan  en  aquel  los 
números  71,  85  y  98. — Causa  esta  diferencia  la  supresión  de  nues- 
tros arts.  62  (par.  855^  70  (par.  903^  y  73,  en  el  Reglamento  de  la 
pequeña  Antilla. 

JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA. 

1089. — Cualquiera  que  sea  la  opinión  del  Registrador  sobre  los  1 
efectos  de  una  condición  suspensiva,  debe  reputarse  válida  y  subsis- 
tente para  su  inscripción  en  el  Registro  miéntms  no  se  preséntela 
oportuna  declaración  judicial  de  nulidad,  sin  que  esta  pueda  obte- 
nerse gubernativamente;  pues  si  bien  los  Registradores  están  facul- 
tados para  calificar  la  nulidad  ó  validez  de  los  actos  y  contratos 
sujetos  á  Registro,  y  por  consiguiente  de  las  condiciones  puestas  en 
los  mismos  que  producen  esta  nulidad,  no  lo  están  para  declarar  la 
nulidad  de  aquellas  que  no  vician  ni  anulan  el  derecho  que  se  ^pre- 
tende  inscribir. 

[Res.  de  20  de  Febrero  de  1875]. 


1090. — La  Dirección  carece  de  facultades  p^ra  declarar  la  nulidad 
de  las  condiciones  puestas  en  los  contratos;  esto  incumbe  á  los  Tri*r 
bunales,  y  mientras  que  no  la  declaren,  los  Registradores  las  repu- 
tarán como  válidas  y  subsistentes,     (i) 

(Res.  de  18  de  Nov.  de  1876). 


1091. — De  conformidad  con  la  doctrina  de  laL.  H.  repetidaaieft^ 
te  declarada  por  esta  Dirección^  una  vez  inscrito  un  documento^tt 
inoportuna  la   calificación  de  la  validez  del  mismo,  debiendo  d  Sj^ 
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gistrador  limitarse  á  calificar  el  instrumento  que  se  le  presente  para 
su  inscripción. 

('Res.  de  29  de  Mayo  de  1879/ 


1092. — La  trasmisión  de  la  propiedad  inmueble  hecha  por  testa- 
mento debe  regirse  con  arreglo  á  las  Leyes  que  fijan  la  capacidad 
del  testador  y  señalan  las  formalidades  de  los  actos  de  última  vo- 
luntad, aunque  en  ellos  se  disponga  de  bienes  inmuebles  situados  en 
territorios  donde  no  se  hallen  vigentes  aquellas  Leyes:  por  cuya  ra- 
zón el  otorgado  por  un  vecino  de  Barcelona,  así  como  las  mandas, 
legados  y  demás  disposiciones  contenidas  en  dicho  documento,  de- 
ben regirse  por  la  legislación  civil  vigente  en  la  expresada  ciu- 
dad. (2) 

(Res.  de  28  de  Abril  de  1876). 


I093- — El  poseedor  actual  y  el  sucesor  inmediato  del  mayorazgo 
á  que  corresponde  una  finca,  pueden  venderla  á  la  comisión  de  acree- 
dores del  primero,  siempre  que  tengan  capacidad  jurídica  para  con- 
tratar y  obligarse;  así  como  pueden  también  alterar  válidamente  la 
división  y  partición  de  dicho  mayorazgo,  sin  necesidad  de  autoriza- 
ción judicial. 

(Res.  de  3  de  Julio  de  1878.) 

JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

1094. — ^Al  calificar  loa  Registradores  un  documento  y  al  sostener 
la  calificación  en  la  vía  gubernativa,  lejos  de  incurrir  en  falta  alguna, 
se  limitan  á  ejercer  las  atribuciones  que  la  Ley  Hipotecaria  les  con- 
fiere.  (3) 

("Res.  de  3  de.  Junio  de  1S76J. 


1095. — Solo  corresponde  al  Registrador  hacer  la  calificación  del 
documento  después  de   extendido  el  asiento  de  presentación  y  den- 
tro del  término  que  señala  el  art.    16  del    Reglamento  [4]   para  el  • 
efecto  de  practicar,  suspender  ó  negar  la  inscripción  del  título  presen- 
tado. (S) 

(Res.  de  25  de  Nov.  de  1876).. 

(i)    Tratábase  en  este  caso  de  inscribir  una  hipoteca,  alegándose  la  nulidad  de  la  con- 
diaon  de  no  hipotecar  con  que  se  habia  adquirido  la  ñnca. 

Í2)    Conforme  con  la  Sentencia  inserta  en  nuestro  par.  505,  ^ 

3]  Se  consignó  esta  doctrina  con  motivo  de  haberse  pedido  á  la  Dirección  General, 
en  un  recurso  gubernativo,  que  se  condenase  al  Registrador  á  indemnizar  los  gastos  que 
su  negativa  habia  ocasionado. 

f4)  Art.  72  del  nuestro. 
5]  Reeayó  á  consulta  del  Registrador  de  Getafe  acerca  del  modo  de  extender  el  asien- 
to de  presentación  de  un  mandamiento  en  que  no  se  describian  las  ñncas  sino  se  expre- 
saba que  la  anotación  debía  recaer  sobre  todos  los  bienes  y  derechos  de  la  persona  aue  se 
nombraba. — Se  le  ordenó  practicar  inmediaf -i  ent*»  el  asiento  y  hacer  después  la  califíca- 
don,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidiid  ^  ^ne  hu  tra  fibdido  incurrir  con  arreglo  al  nú- 
mero I?  del  art.  3 13  de  la  L  H.  [327.i<irl»     "'»«tn    ^ 
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1096. — Los  Contadores  de  hipotecas  no  tenían  facultad  para  cali- 
ficar la  capacidad  de  los  otorgantes,  los  requisitos  esencisdes  y  las 
formas  extrínsecas  de  los  documentos,  ni  para  negar  ó  suspender  la 
inscripción. 

(Res.  de  14  de  Feb.  de  1877^. 


1097. — Los  Registradores  deben  calificar  por  sí  y  bajo  su  respon-  < 
sabilidad,  no  solo  las  formas  extrínsecas  de  las  escrituras,  sino  la 
capacidad  de  los  otorgantes,  bajo  cuya  palabra  se  comprende  el  de- 
recho para  disponer  de  la  cosa  que  es  objeto  del  acto  ó  contrato,  sin 
que  les  sea  lícito  consultar  las  dudas  que  se  les  ofrezcan  al  hacer  la 
calificación  de  dicha  capacidad.. 

(Res.  de  27  de  Nov.  de  1877). 

1998.— Las  calificaciones  que  versen  sobre  la  naturaleza  y  requi- 
sitos de  los  documentos  necesarios  para  la  inscripción  de  cualquier 
acto  ó  contrato  relativo  á  inmuebles  y  acerca  de  la  capacidad,  com- 
petencia ó  derecho  que  para  celebrarle  tengan  las  personas  que 
aparezcan  como  otorgantes,  incumben  á  los  Registradores. 

(Res.  de  17  deSet.  de  1874). 

1099.— Los  Registradores  y  sus  superiores  jerárquicos  en  el  or- 
den administrativo,  al  calificar  los  documentos  expedidos  por  los 
Tribunales,  no^  examinan  los  fundamentos  de  la  sentencia,  auto  ó 
providencia,  cuya  inscripción  se  solicita,  sino  que  se  limitan  á  exa- 
minad la  naturaleza  del  mandato  judicial  y  del  juicio  ó  procedimien- 
to en  que  ha  recaido,  para  apreciar  el  carácter  de  los  mismos  y  el 
efecto  que  las  leyes  en  cada  caso  atribuyen  á  dichos  mandatos  en 
toda  lo  relativo  á  la  adquisición,  trasmisión  y  gravamen  de  la  pro- 
piedad inmueble. 

[Res.  de  15  de  Oct.  de  1875  y  de  10  de  Abril  de  1876]. 

1 100. — ^Tampoco  pueden  examinar  si  se  ha  observado  el  orden 
riguroso  del  procedimiento. 

[Res.  de  10  de  Abril  citada]. 


( I )    £»  el  art.  66  del  nuestro. 


iioi. — El  haberse  acordado  por  un  Juez  la  protocolización  de 
unas  particiones  contra  lo  dispuesto  en  el  art.  76  del  Reglamento 
del  Notariado,  [i]  que  ordena  que  esta  protocolización  se  verifique 
ante  Notario  residente  en  el  punto  donde  se  halle  establecido  el  Tri- 
bunal, no  constituye  un  defecto  que  produzca  la  nulidad  de  la  pro- 
videncia judicial  ni  de  los  actos  notariales  ejecutados  en  su  cuni{d!- 
miento,  porque  para  ello  era  preciso  que  existiese  alguna  dispostcioa 
legal  que  expresamente  declarase   dicha  nulidad,  lo  cual  no  sucede. 

[Res.  de  5  de  Julio  de  1876]. 
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II02. — El  no  haberse  extendido  la  copia  de  la  escritura  en  el  pa- 
pel sellado  que,  según  el  Registrador,  debió  emplearse,  no  afecta  en 
ningún  caso  á  la  validez  del  instrumento,  ni  impide  que  éste  se  ins- 
criba definitivamente;  pero  como,  quiera  que  el  art.  88  del  R.  D.  de 
12  de  Setiembre  de  i86i  [i]  prohibe  que  sé  admitan  en  ninguna 
oficina  documentos  que  no  se  hallen  extendidos  en  el  papel  sellado 
correspondiente,  existe  una  verdadera  imposibilidad  de  practicar  la 
inscripción,  mientras  no  se  subsane  el  defecto  ó  se  decida  si  lo  hay, 
para  lo  cual  el  Registrador  debe  remitirlo  á  las  autoridades  de  Ha 
cienda,  y  éstas  decidirán  si  ha  habido  ó  no  defraudación.   [2] 

[Res.  de  31  de  Mayo  de  1878]. 


1 103. — Es  improcedente  la  inscripción  de  hipoteca  voluntaria  que 
no  exprese  con  exactitud  la  naturaleza  del  derecho  real  que  co- 
rresponde á  los  otorgantes,  y  cuya  redacción  resulta  pscura  y  confu"- 
sa  en  sus  cláusulas.   [3] 

[Res.  de  29  de  Nov.  de  1878J. 

1 104. — Si  bien  no  es  inscribible  la  partición  practicada  cuando 
adolece  de  defectos,  puede  verificarse  la  inscripción  del  testamento 
otorgado,  .con  la  partida  de  defunción,  con  arreglo  ala  doctrina  con- 
signada por  esta  Dircccioa  en  varias  resoluciones,  y  especialmente 
en  la  de  7  de  Enero  de  1875. 

[Res.  de  27  de  Nov.  de  1879]. 

1 105. — La  legalidad  de  las  escrituras  ha  de  calificarse  por  losRe- 
gistradores  según  lo  que  de  las  mismas*  resulte,  conforme  á  lo  termi- 
nantemente dispuesto  en  la  Ley  Hipotecaria  y  su  Reg.,con  arreglo  á 
cuya  doctrina  no  puede  influir  lo  consignado  respecto' del  verdade- 
ro nombre  del  interesado,  en  un  mandamiento  judicial,  al  efecto  de 
impedir  la  inscripción  de  que  se  trata. 

[Res.  de  20  de  Feb.  dé  1880]. 

1 106. — Los  Registradores  deben  calificar  la  legalidad  de  los  do- 
cumentos que  se  presenten  para  su  inscripción  por  lo  que  resulte  de 
las  mismas  escrituras,  según  lo  prevenido  en  el  art.  18  de  la  L.  H., 
conforme  á  cuya  regia  es  evidente  que  la  escritura  es  perfectamente 
inscribible  cuando  no  resulta  de  ella  defecto  alguno  que  impida  la 
inscripción. 

(Res.  de  29  de  Set.  de  1880.) 


1 107. — Aunque   las  certificaciones  de  los  actos  de  conciliación 
tienen  el  carácter  de   documentos  auténticos  cuando  se  refieren  á 

(i;  Art.  88  del  Decreto  del  Gobernador  General  de  i?  de  Set,  de  1880.— Véase  t^m 
bien  art.  90. — Gac,  del  5. 

[2]  Ténrase  presente  entre  nosotros  lo  dispuesto  en  los  arts.  114,  120  y  124,  [incisos 
3?  y  4?  J,  del  Re^.  prov,  para  la  Aimon,  y  fealixacion  df  I  impuesto  sobre  Derechos  Reales  y 
Trasmisión  de  bienes. — Gac.  d&i?'de  Oct.  de  1880. 

(3)    Véase  el  art:  74  de  nuestro  Reglamento, 
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convenios  acerca  de  constitución,  modificaoion,  trasmisión,  ó  extin- 
ción de  derechos  reales,  no  son  títulos  suficientes  para  los  efectos 
de  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  (i) 

(Res.  de  25  de  Julio  de  1880. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  27. 

Cuando  el  Registrador  notare  alguna  falta  referente  á  la  legalidad 
de  las  escrituras  ó  de  capacidad  de  los  otorgantes,  U  manifestará  á  Tos  que 
pretendaiT  la  inscripción,  para  que,  si  quieren,  recojan  la  escritura  y  subsanen 
la  falta  en  el  término  que  duran  los  efectos  del  asiento  de  presentación,  según 
el  artículo  25;  y  si  no  recogen  la  escritura  ó  no  subsanan  la  falta  á  satisfoccion 
del  Registrador,  devolverá  el  documento  para  que  puedan  ejercitarse  los  ^^ 
cursos  correspondientes,  sin  perjuicio  de  hacer  la  anotación  preventiva  que 
ordena  el  articulo  50  en  su  número  octavo,  si  se  solicita  expresamente. 

En  el  caso  de  no  hacerse  la  anotación  preventiva,  el  asiento  de  presentación 
del  título  continuará  produciendo  sus  efectos  durante  los  treinta  dias  ames 
expresados. 

El  Reglamento  determinará  especialmente  la  manera  de  proceder  en  los 
casos  en  que'  se  suspenda  ó  deniegue  la  inscripción  ó  anotación  solicitadas  en 
virtud  de  documentos  expedidos  por  la  autoridad  judicial. 


CONCORDANCIAS. 

LET  DE  1861.  Ley  Beformada  de  1869. 

Ari.  19.  Aft  19. 


Cuando  el  Registrador  no- 
tare faltas  en  las  formas  ex- 
trínsecas de  las  escrituras  ó 
de  capacidad  en  los  otorgan- 
tes, la  manifestará  á  los  que 
pretendan  la  inscripción;  y  si 
no  la  subsanaren  á  satisfac- 
ción suya,  les  devolverá  las 
mismas  escrituras  para  que 
recurran,  si  quieren,  á  los  tri- 
bunales, sin  perjuicio  de  ha- 
cer la  anotación  preventiva 
que  ordena  el  art.  42  en  su 
número  octavo. 


cripcion,  paru  que  si  quieren^ 
recojan  la  escritura  y  subsanen 
la  falta  eu  el  término  <^ue  du- 
lan  los  efectos  del  asiento  de 
presentación^  según  elaft»  17/ 
y  si  uo  recejen  la  escritura  ó 
no  subsanan  la  falta  á  satis- 
facción del  Registrador,  de- 
volverá el  documento  para 
que  puedan  ejercitarse  los  re- 
cursos conespondienteSj  sin 
perjuicio  de  hacer  la  anota- 
ción preventiva  que  ordena 
el  art.  42  en  su  num.  octavo, 
si  se  solicita  expresa niente. 

En  el  caso  de  no  hacerse  la 
anotación pteventiva^  elogien- 
to  de  presentación  del  titulo^ 
continttatd  produciendo  sus 
efectosy  durante  los  treinta 
dias  antes  expresados. 


Ley  de  Pnerto-Rioo. 
Art.  27, 

,[ Igual  al  de  la  nuestra.] 


í  í)  Véase  la  opinión  que  acerca  de  la  nalurale£ade  estas* certificaciones,  para  los  éttíf» 
del  Registro,  expusimos  en  nuestro  par.  447. 
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1 108. — Cuando  de  la  calificación  que  haga  el  Registrador,  resul- 
te que  el  título  presenta  un  defecto  subsanable  (v.  par.  1042^10 
manifestará  á  los  interesados,  quienes  en  tal  caso,  podrán  optar  en- 
tre los  tres  recursos  siguientes: 

i9 — Subsanar  la. falta,  otorgando  nuevo  título,  dentro  del  térmi- 
no que  duran  los  efectos  del  asiento  de  presentación,  ó  sea  treinta 
dias;  es  decir,  que  en  dicho  caso,  tendrán  para  efectuarlo,  lo  que 
falte  por  trascurrir  de  dicho  término,  sobre  la  parte  del  mismo  que 
haya  empleado  el  Registrador  en  hacer  la  calificación,  á  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  72  del  Reglamento. 

29 — Pedir  la  anotación  preventiva  del  título,  conforme  al  número 
octavo  del  art.  50  de  la  Ley,  en  cuyo  caso  disfrutarán  de  un  plazo 
de  sesenta  dias,  prorogable  hasta  ciento  ochenta,  según  el  art.  no 
de  la  Ley. 

3? — Establecer,  en  la  via  gubernativa,  el  recurso  á  que  se  refiere 
el  art.  JJ  Reg.,  en  cuyo  caso  quedará  en  suspenso,  hasta  la  resolu- 
ción del  recurso,  el  término  del  asiento  de  presentación  ó  de  la  ano- 
tación preventiva,  según  el  caso  ("Art.  80  L/ 

1 109. — Si,  por  el  contrario,  el  defecto  del  título  es  insubsanable, 
no  podrá  el  interesado  obtener  la  anotación  preventiva;  y  el  único 
medio  que  le  resta  es  interponer  aquel  recurso  contra  la  calificación 
del  Registrador,  ó  bien  demanda  ordinaria  contra  el  otro  contrayen- 
te, sobre  validez  del  título  ó  del  contrato,  dentro  áel  referido  térmi- 
no del  asiento  de  presentación,  y  tomando  en  el  segundo  de  dichos 
casos  anotación  preventiva  de  la  demanda. — Si  el  recurso  se  esta- 
blece ó  la  anotación  preventiva  de  la  demanda  se  obtiene  después 
de  transcurrido  aquel  término,  la  resolución  que  se  obtenga  no  po- 
drá retrotraerse  á  la  fecha  del  asiento  de  prcjsentacion,  y  le  perjudi- 
carán al  interesado  los  asientos  que  antes  del  suyo  ó  de  la  anotación 
preventiva  de  la  demanda  se  hayan  hecho  constar  en  el  Registro. 
[Res.  de  12  deNov.  de  1874  par.  1 139]. 

1 1 10. — La  referencia  que  en  el  último  párrafo  de  este  artículo  se 
hace  al  Reglamento  se  contrae  á  la  manera  de  poner  en  conocimien- 
to de  la  autoridad  judicial  que  haya  expedido  el  documento  pre- 
sentado á  inscripción,  el  defecto  que  impida  ésta.  Respecto  de'  los 
documentos  no  judiciales,  ya  se  .ha  visto  en  el  párrafo  primero  que 
es  suficiente  la  manifestación  al  interesado.  Esta  manifestación  de- 
be hacerse  verbalmente,  á  fin  de  que  el  interesado  opte  por  alguno 
de  los  medios  que  le  concede  el  presente  artículo,  y  una  vez  que 
declare  su  intención  al  Registrador,  éste  adoptará  la  forma  que  co- 
rresponda, es  decir,  pondrá  al  pié  del  título  la  tercera  nota  de  las 
que  determina  el  art.  310,  si  optase  aquel  por  la  anotación  preven- 
tiva, ó  la  primera  del  312  si,  prescindiendo  de  ella,  se  conformare 
con  el  término  que  dura  el  asiento  de  presentación.  Si  el  docu- 
mento fuere  judicial,  se  procederá  en  la  forma  siguiente: 


47 
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Artículo  83  del  Reglamento. 

Cuando  los  Registradores,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  último  párrafo 
del  artículo  27  de  la  ley,  suspendan  ó  nieguen  la  inscripción,  anotación  ó  can- 
celación de  documentos  expedidos  por  la  Autoridad  judicial  por  defectos  en  los 
mismos,  ó  por  algún  obstáculo  legal  que  proceda  del  Registro,  devolverán 
aquellos  al  Juez  ó  Tribunal  que  lo  hubiere  autorizado  con  la  oportuna  comuni- 
cación, en  la  que  manifestarán  las  disposiciones  legales  en  que  se  fundaren  pa- 
ra acordar  dicha  suspensión  ó  negativa. 

Í.1 1 1 . — Concuerda  con  el  art  2?  del  Real  decreto  de  3  de  Enero 
de  1876,  cuyo  art.  i9  se  refunndió  en  el  26  de  nuestra  Ley,  según 
hemos  visto  en  sus  Concordancias, 

1 112. — Los  términos  en  que  se  halla  redactado  son  explícitos,  y 
tienen  por  objeto  llenar  en  forma  respetuosa  el  precepto  cuya  omi- 
sión en  los  documentos  de  que  se  trata,  destruiría  el  sistema  déla 
Ley.  Una  vez  recibida  la  comunicación  en  el  Juzgado,  se  le  dará 
el  curso  que  ordena  el  siguiente 

Artículo  84.  í 

La  comunicación  del  Registrador  con  el  documento  que  la  acompañe  se  uni- 
rá á  los  autos  de  que  éste  procediere.  Si  el  defecto  fuere  subsanable,  y  d  Juez 
ó  Tribunal  estimaren  fundada  la  oposición  del  Reg^trador,  acordarán  lo  que 
proceda  pnra  que  desaparezca  el  obstáculo  que  impidiere  extender  el  corres- 
pondiente asiento  definitivo.  Cuando  la  consideraren  infundada  ó  el  defecto 
fuere  insubsanable,  darán  traslado  por  tercero  dia  á  las  partes,  y  siempre  que 
en  la  inscripción  solicitada  estuviesen  interesados  los  menores,  los  incapacita- 
dos ó  el  Estado,  ó  cuando  tuviere  por  objeto  asegurar  las  responsabilidades  pe- 
cuniarias en  un  juicio  criminal,  darán  también  traslado  por  igual  término  al 
Ministerio  público. 

1 1 13. — Concuerda  con  el  art.  3?  del  Real  decreto  citado. — ^En 
cuanto  a  los  recursos  que  pueden  establecerse  contra  la  suspensión 
6  negativa  de  inscripción  ó  anotación,  difieren  algo  los  dos  casos, 
según  puede  verse  en  la  tramitación  que  para  uno  y  otro  determi- 
nan los  siguientes  artículos  del  Reglamento. 

Artículo  ^6. 

En  los  casos  del  artículo  27  de  la  ley,  los  interesados  podrán  recojer  el  docu- 
mento y  subsanar  la  falta  dentro  de  los  treinta  días  que  duran  los  efectos  dd 
asiento  de  presentación;  pedir  la  anotación  preventiva,  que  durará  el  tiempo 
señalado  en  el  artículo  1 10  de  la  ley,  ó  reclamar  contra  el  Registrador  porU 
via  gubernativa. 

1 1 14. — Concuerda  con  el  párrafo  segundo  del  art  57  del  R^a^ 
mentó  Reformado.  El  primitivo  nada  contenta  acerca  del  recmso 
gubernativo  de  que  aquí  se  trata. 
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Artículo  77 

El  recurso  gubernativo  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  procederá  en  to- 
dos los  casos  en  que  el  Registrador  suspenda  ó  deniegue  la  inscripción  ó  ano- 
tación, cualquiera  que  sea  la  causa.  Los  interesados  acudirán  al  Ji^ez  de  pri- 
mera instancia  del  partido,  quien  decidirá,  oido  el  Registrador.  Contra  esta 
resolución  podrá  recurrirse  al  Presidente  de  la  Audiencia,  y  en  último  término 
á  la  Dirección  general  del  Ministerio  de  Ultramar. 

1 1 15. — El  término  para  interponer  el  recurso  es  indeterminado 
en  sí  mismo,  pero  no  en  cuanto  á  los  efectos.  Presentado  dentro 
de  los  treinta  dias,  sí  se  revoca  la  calificación  del  Registrador,  el 
asiento  se  retrotrae  á  la  fecha  de  la  presentación  del  título.  No  así 
en  caso  contrario;  según  hemos  manifestado  ya  en  nuestro  par.  1 102. 

1 1 16. — Concuerda  este  artículo  con  el  párrafo  ya  citado,  sólo  que 
en  éste  se  cita  la  Dirección  general  del  ramOy  en  vez  de  la  del  Minis- 
terio de  Ultramar  á  que  se  refiere  nuestro  artículo. — ^Y  dicho  párrafo 
concuerda  á  su  vez  con  el  ndm.  i9  de  la  Real  orden  de  17  de  Marzo 
de  1864  que,  como  ya  dijimos  (par.  405),  fué  la  que  estableció  el  re- 
curso gubernativo  contra  las  calificaciones  de  títulos  hechas  por  los 
Registradores.  Difiere  este  último  de  nuestro  art  y  del  57  del  Re- 
glamento peninsular  en  que,  al  conceder  la  alzada  ante  el  Regente 
(hoy  Presidente^  de  la  Audiencia,  de  la  decisión  dictada  por  el  Juez 
de  primera  instancia,  agrega,  sin  perjuicio  de  la  opción  que  permite  el 
art.  2\o  del  Reglamento  ( i )  cuando  ambos  residieren  en  el  mismo 
pueblo..  Esta  opción  no  tiene  lugar  entre  nosotros,  puesto  que  el 
presente  artículo  establece  claramente  dos  alzadas,  la  primera  ante 
el  Juez  y  la  segunda  ante  el  Presidente  de  la  Audiencia.  [V.  la 
Res.  de  30  de  Junio  de  1880  en  nuestro  par.  1 140.] 

Artículo  78 

Si  el  expediente  tuviere  por  objeto  pedir  la  inscripción,  sólo  podrá  ser  pro- 
movido por  los  interesados  en  la  misma  ó  sus  legítimos  representantes,  y  de 
ninguna  manera  por  los  Notarios  que  hubies  m  autorizado  los  instrumentos 
respectivos  por  este  mero  y  exclusivo  hecho. 

Cuando  acudan  los  interesados  por  haberse  suspendido  la  inscripción  por  de- 
fectos en  la  manera  de  haberse  extendido  ó  redactado  el  documento  sujeto  á 
registro,  se  oirá,  además  del  Registrador,  al  Notario  autorizante. 

Artículo  79. 

Sin  perjuicio  de  que  los  interesados  pidan,  si  quieren,  la  inscripción,  los  No- 
tarios, en  caso  de  suspensión  ó  denegación  de  la  inscripción  por  defectos  en  el 
instrumento,  podrán,  sujetándose  á  los  trámites  establecidos,  promover  el  opor- 
tuno expediente  gubernativo,  limitado  á  solicitar  que  se  declare  que  el  docu- 
mento se  halla  extendido  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  lega- 
les. Declarándose  en  definitiva  que  el  documento  se  halla  bien  extendido,  se 
declarará  asimismo  que  es  inscribible,  con  lo  cual  el  interesado,  sin  necesidad 
de  promover  nuevo  expediente,  obtendrá  en  su  caso  la  inscripción. 

(I)    Art  352  del  nuestro. 
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Artículo  8o. 

Los  Registradores,  los  Notarios  y  los  interesados  podrán  apelar  para  ante  la 
Dirección  general,  de  las  providencias  que  en  los  recursos  gubernativos  dictare 
el  Presidente  de  la  Audiencia  respectiva. 

£1  plazo  para  apelar  será  de  ocho  dias,  contados  desde  el  de  la  notiñcacioo 
de  dichas  providencias. 

1 1 17. — Concuerdan  los  precedentes  artículos  con  los  pars.  tercero 
al  sexto  del  citado  art.  57  del  Reglamento  Reformado;  el  cual  sigue 
á  su  vez  los  arts.  i?  al  4?  de  la  Real  orden  de  6  de  Enero  de  1866, 
recaída  á  la  consulta  de  si  los  Notarios  por  el  mero  hecho  de  haber 
autorizado  un  instrumento,  tenian  derecho  k  pedir  la  inscripción, 
promoviendo  al  efecto  recurso  gubernativo. — Lo  referente  á  los  que 
pueden  apelar  y  término  para  hacerlo,  no  se  contenia  en  dicha  Real 
orden,  y  fué  adicionado  en  el  Reglamento  de  1 869. 

Artículo  81. 

Independientemente  de  la  reclamación  gubernativa  expresada  en  el  artículo 
anterior,  los  interesados  podrán  acudir  á  los  Tribunales  para  ventilar  y  conten- 
der entre  si  acerca  de  la  validez  y  consiguiente  inscripción  de  las  escrituras,  así 
como  de  la  nulidad  ó  validez  de  la  obligación  en  ellas  contenida. 

En  el  juicio  que  con  estos  objetos  se  siga  entre  los  interesados  no  será  parte 
el  Registrador,  contra  quien  no  procederá  reclamación  judicial,  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  U  ley,  sino  en  el  caso  de  que  se  entable  contra  él  personal- 
mente formal  demanda  para  exigirle  la  responsabilidad  civil  ó  criminal  á  que 
por  sus  actos  haya  podido  dar  lugar. 

1 118. — Concuerda  con  los  dos  tíltimos  párrafos  del  repetido  artí- 
culo 57,  y  con  el  núm.  2?  de  la  Real  orden  de  17  de  Marzo  de  1864. 
— ^Tambiem  se  acomoda,  en  su  primera  parte,  á  las  disposiciones  del 
art.  80  de  la  Ley,  del  que  puede  considerarse  aclaratorio. 

Artículo  82. 

Los  recursos  gubernativos  promovidos  por  los  interesados  contra  lacaliñca- 
cion  del  título  hecha  por  los  Registradores,  ó  contra  la  negativa  de  estos  á  ins- 
cribir ó  anotar  cualquier  documento,  se  instruirán  de  oficio  y  sin  devengar  de- 
rechos algunos  arancelarios.  Asimismo  se  instruirán  de  oficio  y  sin  devengar 
derechos,  los  expedientes  gubernativos  formados  á  instancia  de  los  Notarios  en 
solicitud  de  que  se  declare  que  el  documento  tío  inscrito  por  defectos  en  el  mis- 
mo se  halla  extendido  con  arreglo  á  las  prescripciones  y  formalidades  léga- 
les, cualquiera  qne  sea  la  resolución  que  se  dicte. 

1 1 19. — Concuerda  con  el  Real  decreto  de  25  de  Octubre  de  1875, 
dictado  para  fijar  los  casos  en  que  los  expedientes  gubernativos  ce»- 
tra  Registradores  debían  devengar  ó  no  derechos;  pero  difiere  dd 
mismo  en  que  exime  de  ellos  los  que  se  promuevan  por  los  iuteise- 
sados  contra  las  calificaciones  de  los  Registradores,  á  los  que  el  dS^ 
do  Real  decreto  se  los  asignaba  (Art.  3?)— Las  palabras,  úualqu^a 
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fue  sea  la  resolución  que  se  dicte,  con  que  termina  nuestro  artículo 
reglamentario;  no  tienen  sentido  alguno  en  él,  y  han  debido  supri- 
mirse.— En  el  Decreto  concordante  hacen  alusión  á  los  expedientes 
gubernativos  sobre  faltas  de  los  Registradores,  los  que  se  declaran 
exentos  de  derechos  en  unos  casos,  y  no  en  otros;  mientras  que  los 
promovidos  por  Notarios  sobre  calificaciones  lo  estaban  sin  distin- 
ción alguna.  Como  el  presente  artículo  reglamentario  no  habla  de 
aquellos,  no  há  debido  tampoco  reproducir  la  frase  que  sólo  servia 
para  indicar  esa  diferencia. 

1 120. — Hasta  aquí  se  ha  tratado  del  recurso  contra  la  calificación 
de  documentos  no  judiciales.  Cuando  se  tratare  del  que  tenga  esta 
cualidad,  el  procedimiento  que  se  observe  será  el  que  determinan 
los  siguientes  artículos,  también  del  Reglamento. 

Artículo  85. 

La  reclamación  gubernativa  contra  la  suspensión  ó  negativa  de  los  Registra- 
dores á  inscribir  ó  anotar  un  documento  expedido  por  Autoridad  judicial  debe- 
rá entablarse  ante  el  Presidente  de  la  Audiencia  en  cuya  demarcación  estuviese 
situado  el  Registro.  El  Ministerio  fiscal  promoverá  necesariamente,  en  los 
casos  previstos  en  el  artículo  anterior,  el  correspondiente  recurso  gubernativo, 
formalizándolo  el  Fiscal  del  Juzgado  ó  Tribunal  que  hubiere  expedido  el  docu- 
menlo,  con  la  oportuna  solicitud  al  Presidente  déla  Audiencia,  que  dirigirá 
por  conducto  dsl  Fiscal  de  la  misma. 

Artículo  86. 

El  Presidente,  después  de  oir  al  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  expedido  el  do- 
cumento y.  al  Registrador,  dictará  la  providencia  que  proceda,  la  cual,  además 
de  ponerse  en  conocimiento  de  estos  funcionarios,  se  notificará  al  recurrente. 

Articulo  87. 

De  la  decisión  del  Presidente  podrán  apelar  para  ante  la  Dirección  general 
del  Ministerio  de  Ultramar,  dentro  del  plazo  señalado  para  los  demás  recursos 
gubernativos^  los  Jueces  y  Tribunales,  los  Registradores  y  los  recurrentes. 

I I2Í. — Concuerdan  con  los  arts.  4?,  5?  y  6"  del  ya  citado  Real 
decreto  de  3  de  Enero  de  1876. — Resultan,  pues,  para  los  que  de- 
seen seguir  paso  á  paso  las  innovaciones  Je  la  legislación  hipotecaria, 
á  fin  de  estudiar  en  esa  fuente  las  razones  y  precedentes  de  nues- 
tra ley;  que  se  han  dictado  en  la  Península  acerca  del  recurso  guber- 
nativo contra  las  calificaciones  de  los  Registradores,  las  disposiciones 
siguientes: 

I? — Real  orden  de  17  de  Marzo  de  1864. — Estableció  el  recurso 
gubernativo,  en  vista  de  las  numerosas  consultas  que  se  dirigian  por 
los  Regentes  acerca  de  la  tramitación  que  debia  seguirse  en  los  ca- 
sos de  negativa  ó  suspensión  de  un  título.  Contenia  esta  Real  orden 
tres   artículos,   de   los  cuales  dos   pasaron  al   57   del   Reglamento 
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al  hacerse  la  reforma  de  éste,  y  son  en  él,  el  segundo  y  los  dos  últi- 
mos párrafos;  y  en  nuestro  Reglamento,  los  artículos  ^^  y  8i. — ^H 
artículo  3?  de  la  Real  orden  fué  omitido,    por  su  carácter  de  transi- 
torio. 

2? — Real  orden  de  6  de  Enero  de  i866. — Establecido  el  recurso, 
surgió  la  duda  de  si  podian  promoverlo  los  Notarios  que  autorizasen 
los  títulos  rechazados,  y  fué  resuelta '  por  esta  Real  orden  en  cuatro 
artículos,  que  son  hoy  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  artículo 
57  en  el  Reglamento  peninsular,  y  los  artículos  78  y  79  dd 
nuestro. 

3? — Real  decreto  de  3  de  Enero  de  1876,  referente  á  la  califica- 
ción de  documentos  expedidos  por  autoridad  judicial..  Consta  de  9 
artículos,  de  los  que  el  primero  pasó  al  26  de  nuestra  Ley,  y  los  8 
restantes  son   en  nuestro   Reglamento   desde  el   83   hasta  el  9a 

1 1 22. — Examinemos  ahora  las  diferencias  que  aparecen  entre 
ambos  recursos;  es  decir,  según  dé  lugar  á  ellos  un  documento  judi- 
cial ó  no  judicial.  La  primera  que  se  advierte  es  que,  cuando  se  trata 
de  documento  judicial,  se  suprime  un  trámite  en  el  recurso.  Ya  he- 
mos visto  que  en  el  no  judicial  se  acude  en  primer  término  contra 
la  calificación  del  Registrador,  al  Juez  de  primera  instancia,  luego  al 
Presidente  y  después  á  la  Dirección  general  f'Art  yj  Reg:)  En  el 
recurso  relativo  á  documento  judicial,  debe  establecerse  desde  luego 
ante  el  Presidente  de  la  Audiencia,  y  de  su  decisión  puede  apelarse 
ante  la  Dirección  general.  Hay,  pues,  tres  instancias  en  el  primer 
caso,  y  sólo  dos  en  el  segundo. 

1 1 23. — Otra  diferencia  es  que,  cuando  el  documento  es  judicial, 
hay  casos  en  que  la  interposición  del  recurso  es  necesaria,  y  habrá  de 
sostenerse  por  el  Ministerio  fiscal.  Estos  casos  son,  qpe  en  la  inscrip- 
ción pretendida  se  halle  interesado  el  Estado,  ó  bien  menores  ó  in- 
capacitados, ó  que  tenga  por  objeto  asegurar  las  responsabilidades 
pecuniarias  en  un  juicio  criminsil.  Mediando  estas  circunstancias 
y  la  de  ser  insubsanable  el  defecto  alegado  por  el  Registrador, 
no  podrá  el  Ministerio  prescindir  de  sostener  el  recurso. — La 
redacción  del  artículo  85  engendra  materialmente  una  duda,  pues 
dice  que  los  casos  en  que  el  Ministerio  fiscal  promoverá  necesaria- 
mente el  recurso  son  los  previstos  en  el  artículo  anterior,  y  comO 
éste  se  refiere  á  aquellos  en  que  el  defecto  sea  insubsanable  6  en 
que,  siendo  subsanable,  el  Juez  considere  infundada  la  negativa  dd 
Registrador,  pues  en  uno  y  otro  ha  de  darle  vista  al  Promotor  fiscal 
si  media  alguno  de  los  intereses  enumerados,  parece  que  en  estoB 
mismos  casos  deberá  el  Ministerio  fiscal  promover  el  expediente 
gubernativo.  En  efecto,  aun  cuando  dicho  Ministerio  entienda  qoc 
el  defecto  es  subsanable  y  fundada  la  negativa  del  Registrador,  y  que 
por  tanto  cabe  promover  ante  el  Juez  lo  que  corresponda,  aunque 
éste  al  principio  lo  haya  estimado  de  otro  modo,  como  quiera  que 
puede  el  Juez  insistir  en  su  calificación,  lo  más  directo  para  el  IB* 
nisterio  es  interponer  el  recurso,  á  fin  de  que  no  cursen  inütümente 
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términos  que   señalan  los  artículos  25  y  i  lo  de  la  Ley,  y  pueda 

er  perjudicado  el  título  en  cuestión. 

1 1 24. — La  clase  de  papel  en  que  haya  de  sustanciarse  el  recurso 

los  demás  gastos  que  pueda  originar,  se  hallan  determinados  por 

bl  artículo  reglamentario  82,  ya  reproducido,  [v.  par.    1 1 18]  y  el  si- 

jiente: 

Artículo  89  del  Regl\mento. 

Los  recursos  gubernativos   promovidos  por  el  Ministerio  público  contra  la 
iliücacion  de  un  documenta?  judicial  hecha  por  los  Registradores,  y  losdeque- 
i  de  que  trata  el  articulo  anterior,  se  instruirán  de  oficio  y  sin  devengar  dere- 
chos algunos  arancelarios. 

1 125. — Concuerda  con  el  8?  del  Real  decreto  de  3  de  Enero  de 
I876.  El  artículo  anterior  á  que  uno-  y  otro  se  refieren  es  el  que 
Reprodujimos  en  el  par.  1047. 

1 126. — Por  ultimo,  como  regla  general  de  todo  recurso,  se  formu- 
la del  siguiente 

Artículo  90. 

Las  reisoluciones  definitivas  que  la  Dirección  general  del    Ministerio  de  Ul- 
amar  dictare  en  todos  los  recursos  gubernativos,  se  publicarán  en  las  Gacetas 
Pe  Madrid  y  de  la  Isla. 

1 1 27. — Concuerda  con  al  9?  del  Real  decreto  citado,  y  responde 

la  publicidad,  que  tiene  por  fin  uniformar  la  jurisprudencia.   Por  lo 

lemas,  no  se  hizo  otra  cosa  que  repetir  con  carácter  de  generalidad, 

hl  precepto  dictado  por  el  Gobierno  de  la  República,  y  al  que  nos 

eferimos  anteriormente  (par.  406/ 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

1 1 28. — Las   correspondientes   á  este  artículo  en  el    Reglamento 

rueden  verse  en  los  pars.  1 1 10,  1 112  á  1 1 17,  1 1 19,  1 124  y  1 126. — 

for  Real  orden  de  20  de  Mayo  de  1 878  se  declaró  que  no  procede 

L vía contencioso-administrativa contra  los  acuerdos  déla  Dirección 

íneral  resolviendo  los  expedientes  promovidos  con  ocasión  de  la 

^egativa  de  los  Registradores  á  inscribir  algún  documento. 

1 129. — Por  otra  de  3  de  Junio  de  1880  se  dispuso  que,  siempre 
iue  la  resolución  de  un  recurso  gubernativo  ó  de  una  consulta  sobre 
íplicacion  de  la  Ley,  verse  sobre  cuestiones  jurídicas  de  solución 
Sudosa,  se  oiga  en  junta  á  los  Oficiales  de  la  Dirección  General. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO-RICO. 

1 1 30. — Nuestros  artículos  76  á  82  son  en  éste  73  á  79.  Nuestro 
I3  es  80,  pero  tiene  una  ligera  variante,  reducida  a  que,  al  devolver 
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los  Registradores  á  la  autoridad  judicial  los  documentos  defectuosos, 
'* manifestarán  las  razones  legales  que  hubiefan  tenido  para  acordar 
'*dicha  suspensión  ó  negativa;"  acomodándose  en  las  palabras  sub- 
rayadas al  texto  peninsular  (Decreto  de  3  de  Enero  de  1876);  y 
separándose  del  nuestro,  que  dice,  las  disposiciones  legales  en  que  se 
fundaren. 

1 131. — Nuestros  arts.  ÍÍ4  á  87  son  en  aquel  81  á  84;  y  nuestros 
89  y  90,  se  cambian  en  86  y  87,  sin  otra  diferencia. 

JURISPRUDENCIA    ADJETIVA. 

1 9 — Recursos  gubernativos. 

1 1 32. — Seria  notoriaiíiente  injusto  el  negar  á  los  funcionarios  en- 
cargados de  la  fe  pública  el  derecho  de  defender  los  actos  ó  contra- 
tos que  otorguen,  del  vicio  de  nulidad  de  que  pudieran  ser  redar- 
güidos, tanto  por  la  obligación  que  les  impone  el  art.  22  de  la  L. 
H.  (i)  de  extender  á  su  costa  una  nueva  escritura,  como  por  la  prin- 
cipal de  indemnizar  en  todo  caso  á  los  interesados  de  los  perjuicios 
quQ  les  ocasionara  semejante  falta.  Es  extrictamente  legal  la  recla- 
mación del  Notario  que  se  limita  á  solicitar  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  57  del  Reg.  de  la  L.  H.  {2)  que  se  declare  que  el 
documento  objeto  de  la  negativa  del  Registrador  se  halla  extendido 
con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales;  siendo  en  su 
virtud  incuestionable,  con  arreglo  al  artículo  citado,  el  derecho  y  la 
personalidad  de  aquel  funcionario  para  promover  y  solicitar  esta 
clase  de  declaraciones. 

(Res.  de  i^  de  Oct-de  1874.) 


1 1 33. — No  tiene  personalidad  el  Notario  para  reclamar  contra  la 
negativa  de  inscripción,  si  ésta  no  se  funda  en  defectos  p  vicios  que 
se  atribuyan  al  mismo  instrumento.  . . . 

[Res.  de  20  de  Mayo  de  1879.] 

1 134. — Según  la  doctrina  legal  consignada  en  los  arts.  19  y  66 
de  la  L.  H.  (3)  y  75  del  Reg,  general  dictado  para  su  ejecución,  (4) 
únicamente  los  interesados  pueden  reclamar  gubernativamente  con- 
tra la  calificación  de  los  títulos  hecha  por  los  Registradores  de  la 
propiedad  (5). 

(Res.  de  31  de  Marzo  de  1876.) 


(i)    Art.  30  de  la  nuestra. 
(2)     Art.  79  del  nuestro. 
(3I.    Art.  80  de  la  nuestra. 

(4)  Art.  188  del  nuestro.  '         .  • 

(5)  Se  tratabgt  aquí  ^de  un  recurso  interpuesto  por  persona  distinta  del  interesado^  y 
que  no  era  su  mandatario.  ,    * 
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1 135. — Según  la  L.  H.  y  el  artículo  57  del  Reg.  dictado  para  su 
ejecución  (i)  solo  pueden  entablar  el  recurso  gubernativo  contra  los 
Registradores  los  interesados  en  la  inscripción  del  documento,  en- 
tendiéndose bajo  tal  nombre  las  personas  que  señala  el  artículo  69 
da  la  Ley  (2)  y  sus  representantes  legítimos. — No  puede  conside- 
rarse como  representante  legítimo  para  promover  un  recurso  el  man- 
datario verbal,  pues  el  carácter  de  representante  que  concede  al  sim- 
ple mandatario  verbal  el  artículo  1 1  Reg.  (3)  se  limita  al  acto  de  la 
presentación  del  documento  en  el  Registro. 

(Res.  de  6  de  Dic.  de  1879.) 


1 1 36. —Si  bien  la  facultad  dé  recurrir  gubernativamente  contra 
la  caliñcacion  de  los  títulos  hecha  por  el  Registrador,  sólo  se  conce- 
de al  interesado,  ésto  no  significa  que  lo  sea  necesariamente  alguno 
de  los  otorgantes  directos  del  título,  sino  que  lo  es  también  el  repre- 
sentante legítimo  de  cualquiera  de  éstos. — Dados  los  principios  en 
que  se  inspira  el  moderno  sistema  hipotecario,  no  cabe  pretender  que 
los  interesados  directos  recurran  por  sí  ó  con  poder  en  forma^  porque, 
ésto  ni  se  acomoda  á  la  naturaleza  de  esta  clase  de  recursos,  ni  ser- 
viría más  que  para  causar  dilaciones  y  perjuicios  innecesarios,  oca- 
sionándoles gastos  inmotivados. — Sentado  el  precedente  de  que  el 
mandatario  verbal  tuvo  representación  legítima  para  pedir  la  trans- 
cripción, cuya  representación  no  le  ha  negado  ni  podia  negarle  el 
Registrador,  no  seria  lógico  que  aquel  tuviese  personalidad  en  el 
Registro  y  no  en  el  Juzgado,  porque  la  variación  de  lugar  no  le  priva 
de  aquella  representación  ni  hace  variar  su  personalidad  (4). 

[Res.  de  13  de  Nov.  de  1880. — Gaceta  de 
la  Habana  de  13  de  Enero  de  1881  (s).] 

1 1 37. — Ni  la  Ley  ni  el  Reglamento  autorizan  la  audiencia  del 
Ministerio  Fiscal  en  la  tramitación  de  los-  recursos  gubernativos  de 
que  se  trata: 

(Id.  id.  id.) 

(1)  Art  75  del  nuestro. 

(2)  Art.  14  de  la  nuestra. 
•    (3)    Art.  65  del  nuestro. 

(4)  No  es  la  variación  del  lugar^  sino  la  distinta  naturaleza  de  la  gestión  promovida  la 
que  sirve  de  fuiídamento  á  la  interpretación,  absolutamente  opuesta  á  la  que  aquf  se  hace, 
contenida  en  la  Resolución  de  6  ae  Diciembre  de  1879  (par.  precedente). 

M  Recayó  esta  Resolución  en  recurso  gubernativo  promovido  por  D,  Luis  Aparicio 
y  Fanandez  á  nombre  de  D.  Lino  Guzman  contra  la  negativa  del  Kegisttador  de  la  pro- 
piedad de  la  Habana  á  verificar  una  traslación  de  inscrip>cion  de  los  antiguos  á  los  nuevos 
libros  de  Registro. — La  patente  contradicción  que  se  observa  entre  ella  y  la  que  inmediata- 
mente le  precede  en  nuestro  texto,  nos  obliga  a  recordar  lo  manifestado  en  el  par.  863  de 
la  presente  obra,  para  indicar  que,  conforme  con  la  Res.  de  1879,  no  lo  está  con  la  que  le 
ha  seguido  y  visto  la  luz  muchos  dias  después  de  haberse  dado  á  la  imprenta  la  parte  de 
nuestra  obra  en  que  se  contiene  aquel.  De  adoptarse  la  última  doctrina  dtada,  la  ae  nues- 
tro par.  863  resulta  modificada. 

48 
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1 1 38. — Sólo  procede  el  recurso  gubernativo  sobre  inscripción  de 
algún  documento  en  el  Registro  cuando  esta  ha  sido  denegada  6 
suspendida  por  el  Registrador  (i). 

[Res.  de  14  de  Febrero  de  1877.] 


1 139. — La  L.  H.  no  fija  término  para  interponer  reclamación  gu- 
bernativa contra  la  calificación  de  los  títulos  hecha  por  los  Regis- 
tradores, ni  para  acudir  á  los  Tribunales  para  contender  sobre 
la  validez  de  los  documentos. — Las  reglas  dictadas  por  los 
artículos  66  de  la  Ley  [2]  y  186  y  189  del  Reglamento  [3]  no  sig- 
nifican que  la  Ley  haya  querido  prohibirla  interposición  de  recuí-sos 
fuera  del  plazo  de  treinta  dias»  sino  que  se  ha  limitado  á  otorgar  á 
los  interesados  el  beneficio  de  tener  garantido  su  derecho  durante  la 
tramitación  gubernativa  ó  judicial,  en  lo  cual  no  hace  otra  cosa  que 
atribuir  diferentes  efectos  á  las  reclamaciones  indicadas,  según  se 
entablen  dentro  ó  fuera  de  los  susodichos  términos  ó  plazos. 

(Res.  de  12  de  Nov.  de  1874.) 


1 140. — Ni  la  Ley  Hipotecaria  primitiva  ni  el  reglamento  dictado 
para  su  ejecución,  establecieron  la  tramitación  que  debia  seguirse 
cuando  los  Regisfradores,  en  uso  de  sus  facultades  y  atribuciones 
denegasen  las  inscripciones  ó  cancelaciones  que  se  les  pidieran,  por 
cuya  razón  hubo  de  dictarse  la  R.  O.  de  17  de  Marzo  de  1864,  (4) 
en  la  que  se  previno  que  los  interesados  podian  recurrir  gubernati- 
vamente contra  la  denegación  ó  resistencia  de  dichos  funcionarios 
al  Juez  de  primera  instancia  correspondiente,  y  contra  la  decisión 
de  este,  al  Presidente  de  la  Audiencia,  sin  perjuicio  de  la  opción  que 
permite  el  artículo  210  del  ReglantentOy  (5)  cuando  ambos  residieren 
en  el  mismo  pueblo^  y  en  último  término  á  la  Dirección  General  del 
Registro  de  la  propiedad,  arreglándose  los  trámites  de  esta  reclama- 
ción á  la  forma  acostumbrada  en  la  vía  gubernativa. — El  derecho 
de  opción  á  que  se  refiere  el  artículo  210  del  Reg.,  aplicable  solo  se- 
gún los  términos  de  dicho  artículo  á  los  casos  en  que  la  Ley  con- 
signa este  derecho,  como  son  los  de  los  artículos  276,  286  y  296  de 
la  L.  H.,  [6]  se  hizo  estensivo  por  la  citada  Real  orden  al  en  que  se 
se  entablara  recurso  gubernativo  contra  la  calificación  del  Registra- 


(X)  Otorgada  escritura  de  venta  por  una  comunidad,  y  presentada  en  la  Contaduría  <le 
hipotecas,  advirtió  el  Contador  que  se  acudiese  antes  á  la  Hacienda.  En  1876  se  pidió  aote 
el  Juzgado  orden  de  inscripción  y  denegada  con  audiencia  del  Registrador,  se  inttrposo 
el  recurso  á  qu«  recayó  la  doctrina  citada. 

(2)    Art  80  de  la  nuestra. 

C3)    Arts.  306  y  307,  y  310  á  312  del  nuestro. 

(4)    Citada  en  nuestros  párs.  405  y  1121. 

U)    Art  352  del  nuestro,  como  dijimos  en  el  par.  1 1 16,  nota. 

N>)    Arts.  290,  300  y  310  respectivamente  de  la  nuestra. 
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dor. — Aquella  Real  orden  quedó  sin  efecto  al  publicarse  el  regla- 
mento reformado  en  29  de  Octubre  de  1870,  por  haber  pasado  en 
lo  sustancial  sus  disposiciones  al  artículo  $7  del  mismo,  si  bien  ex- 
cluyendo dicha  facultad  de  opción. — Ni  en  la  L.  H.  ni  en  su  Reg. 
ni  en  disposición  alguna  posterior  vigente  hay  texto  alguno  que 
autorice  para  recurrir  directamente  al  Presidente  de  la  Audiencia. 

(Res.  de  30  de  Junio  de  1880.) 


1 141. — ^La  circunstancia  de  haberse  deducido  un  recurso  contra 
las  notas  de  calificación  consignadas  por  el  Registrador  al  pié  de 
escrituras  diferentes  presentadas  en  distintos  tiempos  y  relativas  á 
diversas  personas^  no  puede  ser  obstáculo  á  la  tramitación  y  resolu- 
ción del  mismo,  ya  que  ni  en  la  L.  H.  ni  en  su  Reg.  se  encuentra 
4ísposicion  alguna  por  la  cual  hayan  de  limitarse  estos  expedientes 
á  las  cuestiones  nacidas  con  motivo  de  la  calificación  de  un  s(51o  do- 
cumento. * 

(Res.  de  28  de  Julio  de  1880.) 


29 — Calificación  de  títulos. 

1 142. — Para  admitir  ó  ne¿ar  la  inscripción  de  una  escritura  pre- 
sentada al  Registro,  no  necesita  el  Registrador  califica^  las  inscrip- 
ciones anteriores  relativas  á  la  finca,  ni  los  documentos  áque  se 
refieran,  pues  le  basta  examinar  el  contenido  de  la  citada  escritura, 
y  lo  que  resulte  de  los  libros  del  Registro,  y  resolver  en  su  vista  lo 
que  proceda  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes  sobre  la  manera 
de  redactar  los  instrumentos  públicos,  y  de  hacer  su  inscripción  en 
dichos  libros. 

(Res.  de  22  de  Julio  de  1874.) 


1 143. — A  pesar  de  ser  inscribible  un  testimonio  expedido  por  el 
Notario  de  partición  hereditaria  hecha  privadamente  entre  los  inte- 
resados, que  después  se  ratificó  por  éstos  y  aprobó  por  el  Juez  y  fué 
protocolizada,  el  Registrador  puede  exigirlos  documentos  que  acre- 
diten la  capacidad  de  las  personas  que  han  ratificado  y  aceptado  las 
operaciones  relativas  al  caudal  hereditario. 

[Res.  de  15  de  Nov.  de  1875.] 
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JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA. 

1 144. — El  valor  de  los  documentos  hipotecarios  anteriores  ala 
promulgación  de  la  L.  H.  vigente,  hay  que  estimarlo  con  arreglo  á 
la  legislación  del  tiempo  en  que  se  otorgaron. 

(Sent.  de  16  de  Marzo  de  1869.) 


1 1 45. — La  L.  H.  vigente  no  es  aplicable  á  los  contratos  de  venta 
celebrados  con  anterioridad  á  la  misma. 

[Sent.  de  22  de  Oct.  de  1868.] 


1 1 46. — La  L.  H.  no  puede  ser  infringida  por  la  inscripción  de 
contratos  otorgados  con  anterioridad  á  ella,  á  los  cuales  no  es  apli- 
cable (i). 

(Sent  de  5  de  Abril  de  1870.) 


1 147. — Hasta  la  public^icion  de  la  vigente  L.  H,  los  documentos 
sujetos  al  Registro  quedaban  completamente  habilitados  si  se  regis- 
traban antes  de  su  presentación  en  juicio.  Esta  habilitación  produce 
sus  efectos  con  relación  á  la  fecha  en  que  el  documento  se  otorgó,  y 
no  á  la  en  que  se  registró. 

(Sent  de  2  de  Abril  de  1869.) 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
^     Artículo  28. 

Para  inscribir  ó  anotar  los  títulos  en  que  se  trasfíera  ó  grave  el  dominio  de 
bienes  inmuebles,  deberá  constar  previamente  inscrito  ó  anotado  el  derecho  de 
la  persona  que  otorgue,  ó  en  cuyo  nombre  se  haga  la  trasn^ision  ó  gravamen. 

Los  Registradores  denegarán  la  inscripción  de  dichos  títulos  mientras  no  se 
cumpla  este  requisito,  siendo  responsables  directamente  de  los  perjuicios  que 
causen  á  un  tercero  por  la  infracción  de  este  precepto. 

No  obstante,  podrán  inscribir  sin  dicho  requisito  los  títulos  otorgados  por 
personas  que  hubieren  adquirido  el  derecho  sobre  los  mismos  bienes  con  an- 
terioridad al  dia  en  que  empiece  á  regir  la  presente  Ley,  siempre  que  justifi- 


(i)  Que  la  L.  H.  no  es  aplicable  á  los  contratos  anteriores  á  ella  se  ha  repetido  des- 
pués en  Sentencias  de  15  de  Octubre  de  1874,  26  de  Mayo  de  1877,  22  de  Junio  de  i8ft> 
y  otras. 
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quen  su  adquisición  con  documentos  fehacientes,  y  no  estuviere  inscrito  el 
mismo  derecho  á  favor  de  otra  persona^ 

£n  el  caso  de  resultar  inscrito  aquel  derecho  á  favor  de  persona  distanta  de 
la  que  otorgue  la  trasmisión  ó  gravamen,  los  Registradores  denegarán  la  ins- 
cripción solicitada. 

Cuando  no  resultare  inscripto  á  favor  de  persona  alguna  el  mencionado  de- 
recho, y  no  se  justificase  tampoco  que  lo  adquirió  el  otorgante  antes  de  la  ci- 
tada fecha,  *los  Registradores  tomarán  anotación  preventiva  á  solicitud  del 
interesado,  la  cual  subsistirá  durante  el  plazo  qué  señala  el  artículo  i  lo  de 
esta  Ley. 

1 1 48. — El  presente  artículo  no  tiene  correspondencia  exacta  con 
ninguno  de  la  Ley  peninsular,  pero  sus  antecedentes  legales  son  los 
que  á  continuación  transcribimos. 


CONCORDAN  cías. 


LETDE1861.   . 

Aft.  20 

También  será  cansa  bas- 
tante para  suspender  ó  dene- 
gar la  inscripción,  fi)  la  de 
no  hallarse  anteriormente  ins- 
crito el  dominico  derecho  de 
que  se  trate  á  favor  de  la  per- 
sona que  lo  transfiera  ó'gra- 
vc. 

Para  subsanar  esta  falta, 
deberá  hacerse .  previamente 
y  en  cualquier  tiempo  la  ins- 
cripción omitida,  mediante  la 
presentación  del  título  corres- 
pondiente, y  en  su  defecto, 
conforme  á  los  articolos  397 
y  410  de  esta  Ley.  (2) 


(1)  Se  habían  expuesto  en 
el  art.  19  los  defectos  de  las 
escrituras;  por  eso  se  dice 
aqoí,  laminen  será  causa. 

(2)  69  y  12  de  la  nuestra. 


£.0.  de  20  de  Febrero  de 
1862. 


El  artículo  20  de  la  Ley 
Hipotecaria  que  establece  co- 
mo causa  bastante  para  sus- 
pender ó  denegar  la  inscrip- 
ción la  de  no  nallarse  ante- 
riormente inscrito  el  dominio 
ó  derecho  de  que  se  trate  á 
favor  de  la  persona  que  lo 
transfiera  ó  grave,  solo  debe 
aplicarse  respecto  de  los  títu- 
los traslativos  de  dominio 
otorgados  con  posterioridad  al 
planteamiento  de  dicha  Ley;  y 
por  consiguiente,  los  anterio- 
res al  1 9  de  Enero  de  1863 
que  se  presenten  al  Registro 
para  ser  inscritos  con  arreglo 
al  artículo  389,  (i)  deben  ser- 
lo sin  necesidad  de  que  se 
halle  inscrito  el  anterior. 

29 

No  obstante  la  disposición 
anterior,  en  el  caso  de  que  el 
titulo  que  deba  inscribirse  no 
fuera  de  dominio,  y  sí  de 
constitución  de  cualquiera  o- 
tro  derecho  Real,  cúmplase 
lo  prescrito  en  el  artículo  228 
de  dicha  Ley.  (2) 


(i^    £1 403  en  la  nuestra. 
(2)    242  de  la  nuestra. 


Ley  Reformada  de  1869. 

Art,  20. 

El  no  hallarse  inscrito  el 
dominio  de  un  bien  inmueble 
ó  derecho  real  á  favor  de  la 
persona  que  lo  transfiera  ó 
grave,  sin  e^tar  tampoco  ins- 
crito á  favor  de  otra,  no  será 
motivo  suficiente  para  sus- 
pender la  inscripción  ó  ano- 
tación preventiva,  si  del  título 
presentado  ó  de  otro  docu- 
mento fehaciente  resulta  pro- 
bado que  aquella  persona  ad- 
quirió el  referido  dominio 
antes  del  dia  i9  de  Enero  de 
1863;  pero  en  el  asiento  soli- 
citado se  expresarán  las  cir- 
cunstancias esenciales  de  tal 
adquisición,  tomándolas  de 
los  documentos  necesarios  al 
efecto. 

En  el  caso  de  no  resultar  la 
fecha  de  la  adquisición,  ó  de 
ser  posterior  ál  ejtpresado  dia 
1 9  de  Enero  de  1863,  se  sus- 
penderá la  inscripción  soli- 
citada, tomándose  anotación 
preventiva,  si  lo  pidiere  el 
que  presente  el  título,  cuya 
anotación  subsistirá  el  tiem- 
po designado  en  el  artículo 
96,  (i)  y  en  el  caso  de  ao 
tomarse  dicha  anotación,  pro- 
ducirá el  asiento  de  presen- 
tación el  efecto  declarado  en 
el  art.  17.  (2) 

(I)     lio  de  la  nuestra. 
[21     25  de  la  nuestra. 
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LEY  DE  PUEETO  EICO. 

Art.    28. 
(Igual  al  de  la  nuestra.) 

I. 

RESUMEN     DE     LAS     DISPOSICIONES     QUE     PRECEDEN. 

1 1 49. — Se  establecía,  pues,  en  la  Ley  de  i86r  que  para  inscribir  I 
cualquier  título  en  que  se  transfiriese  ó  gravase  el  dominio  ó  derechol 
sobre  bienes  inmuebles,  era  indispensable  que  en  el  Registro  cons-l 
tase  inscrito  aquel  dominio  6  derecho.  Es  la  propia  declaración  quetl 
se  formula  en  el  primer  párrafo  de  nuestro  artículo  28,  sin  más  diíe«| 
rencia  que  la  distinta  redacción  que  se  le  ha  dado. 

1 1 50. — Y  se  declaraba  que  para  subsanar  la  falta  seria  predsol 
hacer  previamente  y  en  cualquier  tiempo  la  inscripción  omitida;  yai| 
presentando  el  título  correspondiente,  ya   ajustándose  á  las  disposi^ 
ciones  contenidas  en  la  Ley  para  las  inscripciones  de  posesión. 

II 5 1. — No  establecía,  pues,  el  artículo  20  de  la  Ley  de  i86í,  di- 
ferencia alguna  entre  las  adquisiciones   anteriores  y  posteriores 
ella,  y  parecía  que  unas   y  otras  habían  de  inscribirse,  antes  que  < 
título  que  de  aquellas  se  derivase. 

1 1 52. — Pero  vino  la  Real  Orden  de  20  de  Febrero  de  1862,  pof 
la  que  se   declaró,  que   dicha   disposición   era   aplicable  sólo  á  lod 
títulos  otorgados  con  posterioridad  al  planteamiento  de  la  Ley,  por-^ 
que  los  anteriores   se  hallaban   comprendidos  en   el   beneficio  quí 
explícitamente  les  concedia  el  artículo  .389  de  la  misma  Ley  Hipo* 
tecaria,  y   por  tanto,  exentos  de  tal  requisito. — En   dicho   artículo 
389  se  establecía,  en  efecto,  que  los  que  á  la  publicación  de  dich^ 
Ley  hubiesen  adquirido   y  no  inscrito  bienes  ó  derechos  que  segud 
ella  deban   registrarse,  pudiesen   inscribirlos  en   el  término  de  udl 
año,  con  el  beneficio  de  que,  en  tal  caso   se  retrotrajera  la  inscrip/ 
cíon,  á  la  fecha  de  la  adquisición  del  derecho,  si  á  ese  tiempo  cons-j 
taba  aquel  derecho  en  los  títulos  de  propiedad,  según  se  declara  ed 
el  artículo  391. — Igual  declaración,  aunque  extendiendo   el  plazo  i 
dos  años,  hace  el  artículo  403  de  nuestra  Ley. — Parecía,  pues,  que  ( 
mencionado  artículo  20  de  la  Ley  de  1861,  contradecía  lo  que  ; 
adelante  ordenaba  el  389  de  la  misma,  y  para  disipar  dudas,  se  dc-j 
claró  por  la   citada  Real   Orden  que   el  artículo   20  se  refería  á  1 
adquisiciones  posteriores  á  la  fecha   del  planteamiento  de  la  Ley, 
el  389  á  las  anteriores  á  ella.     Distinción  que  ya  viene  estable 
con  toda  claridad  en  nuestro  art.  28,  que  vamos  á  examinar. 

1 1 53. —Vino  después  la  Reforma  de  1869,   Y  ^^  pudiendo  pr 
cindir  de  la   atinada  aclaración   hecha  por  la  Real   Orden  refe 
refundió  áipbas   disposiciones,  ampliándolas   sin  embargo,  con 
nueva  declaración. 
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1 1 54- — Ordenó,  pues,  que,  de  presentarse  para  su  inscripción  ó 
anotación  preventiva  un  título  por  el  que  se  trasmita  ó  grave  el  do- 
minio de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  se  efectúe  el  asiento 
solicitado,  aunque  no  esté  inscrito  el  dominio  á  favor  del  otorgante, 
si  del  mismo  título  presentado  ó  de  otro  documento  fehaciente,  re- 
sulta que  dicho  otorgante  adquirió  su  dominio  antes  del  plantea- 
miento de  la  Ley,  y  si  además  tampoco  se  hallare  inscrito  aquel  do- 
minio á  favor  de  otra  persona. — Es  lo  mismo  que  se  dispone  en  el 
tercer  párrafo  de  nuestro  artículo  28. 

1 1 55. — Ordenó  además,  que  si  no  aparecia  la  fecha  de  la  adqui- 
sición, ó  si  resultaba  ser  posterior  á  la  del  planteamiento  de  la  Ley, 
se  suspendiese  la  inscripción,  tomándose  en  cambio  anotación  pre- 
ventiva, á  los  efectos  del  artículo  96  (i  10  de  la  nuestra),  si  la  solici- 
tare el  interesado. — Igual  declaración  en  su  primer  extremo,  á  la 
contenida  en  el  quinto  y  último  párrafo  del  referido  artículo  28  de 
nuestra  Ley. 

1 156. — Redactado  éste  con  vista  de  todas  las  citadas  modificacio- 
nes, enmiendas  y  adiciones,  ofrece  una  claridad  y  precisión  que  no 
se  haljan  en  ninguno  de  sus  antecedentes,  como  quiera  que  en  él  se 
han  refundido,  aclarado  y  ampliado  todas  aquellas  disposiciones. 

II. 

CASOS   COMPRENDIDOS    EN    NUESTRO   ARTICULO    28. 

1157. — ^1  párrafo  primero  del  artículo  á  que  nos  referimos  for- 
mula una  regla  general,  que  en  los  siguientes  se  explana  y  restrinje. 
La  regla  es,  que  para  tomar  razón,  ya  por  medio  de  inscripción,  ya 
de  anotación  •  preventiva,  de  un  título  por  el  que  se  trasmita  ó  gra- 
ve el  dominio  de  bienes  inmuebles,  es  necesario  que  conste  ya  en  el 
Registro  la  inscripción  de  ese  dominio,  á  favor  del  mismo  que  en 
dicho  título  aparece  dueño.  En  la  aplicación  de  esta  regla  pueden 
presentarse  varios  casos. 

1 1 5  8. — 1 9 — Que  se  halle  inscrito  ó  anotado  el  derecho  de  la  perso- 
na que  otorgue^  ó  en  cuyo  nombre  se  haga  la  trasmisión  ó  grava- 
men.— En  este  caso,  no  hay  dificultad  alguna:  se  halla  cumplido 
el  precepto  de  este  artículo,  y  deberá  practicarse  la  inscripción  ó 
anotación  solicitada,  si  por  otra  parte  el  titulo  presentado  no  adole- 
ce de  alguno  de  los  defectos  capaces  de  impedirlo,  según  lo  declara- 
do en  el  artículo  27  de  la  Ley  y  en  otros  lugares  de  la  misma  y  su 
Reglamento. 

1 1 59. — 2? — Que  no  se  encuentre  inscrito  ni  anotado  en  el  Registro 
el  derecho,  á  favor  de  aquel  á  qíUen  el  título  presentado  designa  como 
trasmitente. — Este  caso  se  descompone  en  varios,  porque  para  resol- 
verlo, ha  querido  la  Ley  atender  á  la  fecha  en  que  tuvo  lugar  la  adqui- 
sición del  derecho  no  inscrito,  y  esto  dá  lugar  á  que,  dentro  de  él, 
puedan  ocurrir  otros  tres  casos: 
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I  i6o. — 1°  Que  la  fecha  de  la  adquisición  sea  posterior  á  la  dd 
planteamiento  de  la  Ley. — En  este  caso,  que  es  para  el  que  se  ha 
dictado  la  regla, contenida  en  el  primer  párrafo  de  este  artículo,  ks 
Registradores,  según  lo  dispuesto  en  el  segundo,  denegarán  la  ins- 
cripción de  los  títulos  presentados,  MIENTRAS  NO  SE  CUMPLA  el  re- 
quisito de  inscribir  el  título  del  que  trasmite  ó  grave  el  derecho.  Y 
como  quiera  que  esta  negativa  es  sólo  condicional  é  interina,  no 
vemos  inconveniente  en  que  se  haga  anotación  preventiva  del  título, 
si  la  pidiere  el  interesado,  al  efecto  de  disfrutar  para  el  cumplimien- 
to de  aquel  requisito,  del  término  de  sesenta  dias,  y  de  la  prdroga 
en  su  caso,  á  tenor  del  artículo  i  lO  de  la  ley,  esto  es,  para  evitar 
que  dentro  de  dichos  términos  pueda  presentarse  en  el  Registro  al- 
gún título  que  impida  luego  la  inscripción  del  suyo.  Y  decimos  qoe 
no  vemos  inconvenienta,  porque  favorece  esa  opinión  lo  dispuesto 
en  el  artículo  50,  núm.  8?,  que  previene  la  anotación  preventiva  á 
favor  del  que  presente  en  el  Registro  algún  título,  cuya  inscripción 
no  pueda  hacerse  definitivamente /¿7r/d://a  ¿¿^  ¿j:/^«  requisito  sté^ 
sanable,  y  aunque  esta  frase  parece  referirse  con  especialidad  á  las 
faltas  que  aparezcan  del  mismo  título  presentado,  creemos  debe  ex- 
tenderse esta  disposición  á  las  que  resulten  de  la  comparación  »entre 
el  título  y  el  Registro,  por  no  constar  en  éste  el  derecho  que  en  aquel 
se  dá  por  existente.  Llama  sin  embargo  la  atención  el  que  la  Ley  no 
contenga  en  este  párrafo  igual  declaración  á  la  que  formula  en  el 
quinto  y  último;  pero  como  las  omisiones  déla  Ley  no  suponen 
prohibición,  cuando  la  propia  Ley  suministra  los  medios  de  suplirlas, 
mantenemos,  no  obstante  ese  silencio,  nuestra  opinión  de  ser  proce- 
dente en  el  caso  que  examinamos,  la  anotación  preventiva,  á  solici- 
tud del  interesado. 

1 16 1. — Pudiera  creerse  á  primera  vista  que  las  palabras  mientras 
fio  se  cumpla  (el  requisito  de  inscribir  el  título  del  otoi-gante)  signi- 
fican que  en  cualquier  tiempo  que  se  efectúe,  procede  la  inscripción, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  el  asiento  de  presentación  no  caduca  en 
este  caso  á  los  treinta  dias,  sino  que  dura  indefinidamente,  como  pa- 
recía disponer  la  Ley  de  186 1.  Impide  sin  embargo  semejante  inter- 
pretación el  precepto  del  último  párrafo,  por  el  que  se  concede  la 
anotación  preventiva  cuando  no  consta  la  adquisición  del  otorgante. 
La  fecha  q^e  no  consta  lo  mismo  puede  ser  anterior  que  posterior, 
y  si  se  concede  para  ella  la  anotación,  es  claro  que  ésta  es  compati- 
ble con  cualquiera  de  los  dos  extremos,  de  manera  que  la  declara- 
ción para  los  tres  casos  es  la  siguiente. — Si  desde  el  primer  momento 
se  prueba  que  la  adquisición  del  otorgante  es  anterior  á  la 
Ley,  bastará  esa  prueba  para  que  desde  luego  se  inscriba  el 
título  más  reciente;'  y  si  no  consta  la  fecha  desde  el  primer  momen- 
to, se  tomará,  á  petición  del  interesado,  anotación  preventiva.  Co^k) 
el  objeto  de  esta  anotación  no  puede  ser  otro  que  el  dé  disponer  del 
término  que  señala  el  artículo  no,  ya  para  acreditar  que  aqueOa 
fecha  es  anterior,   ya  para  presentar  si  fuese  posterior,   el  título  dd 
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causante,  y  obtener  en  uno  y  otro  caso  la  inscripción  pretendida,  es 
evidente  que  la  regla  que  aquí  se  da  es  común  á  los  dos  casos  ante- 
riores; por  tanto,  que  la  anotación  preventiva  procede  en  el  que  es- 
pecialmente examinamos  ahora;  y  en  fin,  que  las  palabras  mientras 
no  se  cumpla,  se  refieren  únicamente  á  los  plazos  que  respectivamen- 
te rigen  para  el  asiento  de  presentación  ó  la  anotación  preven- 
tiva, 

1162. — ^Y  es  tanto  n^ás  evidente  esta  conclusión,  cuanto  que  ni 
aun  en  la  Ley  de  1861,  se  producía  el  efecto  de  durar  indefinida- 
mente el  asiento  de  presentación.  Las  palabras,  en  cualquier  tiempo, 
según  la  Serna,  habian  de  entenderse  ''poniéndolas   en  relación  con 

"lo  qtie  dice  el  artículo  17. esto  es,  limitándolas  al  caso  en  que 

"flo  se  hubiese  inscrito  ningún  otro  título  de  fecha  anterior,  por  el 
''cual  se  trasmita  ó  grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble."  Es 
6»Ár  que,  si  bien  dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  á  la  presenta- 
ción del  título  no  podía  inscribirse  ninguno  anterior  relativo  á  la 
propia  finca,  sí  después  de  transcurridos. 

1 163 — 2?  Que  la  fecha  de  la  expresada  adquisición  sea  anterior 
á  la  en  que  empezó  á  regir  la  Ley. — Podrá  en  este  caso  inscribirse 
el  título,  aunque  no  conste  en  el  Registro  el  del  causante,  si  se  prue- 
ba la  adquisición  de  éste  con  cualquier  documento  fehaciente.  Di- 
fiere este  caso  del  anterior,  en  que  aquí  no  se  exije  la  insc];ipcion  del 
otro  título,  bastando  la  justificación  de  que  existió,  á  no  ser  que  el 
que  se  pide  sea  de  cualquier  derecho  distinto  del  dominio,  pues  en- 
tonces habrá  de  inscribirse  éste  previamente,  según  lo  ordena  el  ar- 
tículo 109  del  Reglamento,  en  conformidad  con  la  disposición  del 
242  de  la  Ley.  Y  siempre  que  no  se  inscriba  el  título  anterior,  ex- 
presarán los  Registradores  en  el  que  asienten  las  circunstancias  esen- 
ciales de  la  adquisición  del  causante,  según  se  recomienda  al  final 
del  primer  párrafo  en  el  art.  20  de  la  Ley  Reformada  de  la  Penín- 
sula; cuyo  precepto,  si  se  ha  omitido  en  este  lugar  de  la  nuestra,  es 
sin  duda  por  creer  suficiente  para  entenderlo  así,  las  reglas  generales 
que  determinan  la  forma  de  la  inscripción,  y  además  por  la  razón 
que  veremos  mas  adelante. 

1 1 64. — 3?  Por  último,  si  no  aparece  cuál  sea  la  fecha  de  la 
adquisición,  ó,  como  dice  la  Ley,  si  no  se  justifica  que  fué  anterior  á 
la*  del  planteamiento  de  ésta,  se  tomará  anotación  preventiva,  á  soli- 
citud del  interesado,  y  tendrá  la  duración  que  le  señala  el  articulo 
1 10. — ^Tales  son,  pues,  los  tres  casos  en  que  se  descompone  el  de  no 
constar  previamente  en  el  Registro,  la  adquisición  del  que  aparece 
dueño  en  el  título  que  se  presenta  para  ser  registrado.  Ocupémonos 
ahora  en  el  último  de  los  casos  principales,  que  es  al  que  se  refiere 
el  cuarto  párrafo  del  artículo  que  examinamos. 

1 165.— 3?  Que  el  derecho  conste  en  el  Registro  á  favor  de  persona 
distinta  déla  que  designa  el  título  presentado. — En  este  ca^o,  según 
expresa  concisamente  la  Ley,  los Registradores\^^WE.OkKk^  la  inscrip- 
ción solicitcula.  Es,  pues,  la  negativa  perentoria,  y  no  puede  atenuarse 
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por  medio  de  la  anotación  preventiva,  porque  es  visibtémm  %  ^kfibtt- 
el  titulo  otorgado  por  persona  distinta  de  la  que  el  Registro  proJtol^Ba 
como  única  autorizada.  Habrá  casos  sin  embargo,  en  que  e  apdbiDiia 
sea  un  causante  más  ó  menos  lejano  del  actual  poseedor,  jí  por-T 
muy  lejos  de  desmentir  el  derecho  de  éste,  marque  su  oríg«  y  i 
bore  su  legitimidad.  Entonces  habrá  de  llenarse  el  vacío  di  ~ 
con  la  inscripción  de  todos  los  títulos  intermedios,  y  si  n| 
alguno,  se  suplirá  con  las  informaciones  judiciales  dé  los 
II,  ó  12,  según  el  caso,  pero  sin  que  se  tome  anotación  ] 
pues  éstfi  se  halla  excluida  del  presente,  en  virtud  de  ser  la 
contraria  al  título  presentado,  desde  que  aparece  en  contrac 
loque  consta  del  Registro.  De  manera  que,  cuando  resulte  *^está- 1 
tradiccion,  sólo  tendrán  los  interesados  para  buscar  y  presentar  { 
Registro  los  títulos  intermedios,  á  lo  más,  el*  término  de  tr^knta  i 
que  es  lo  que  dura  el  asiento  de  presentación,  según  decla^  el 
culo  25  de  la  Ley. 

1 1 66. — Hemos  dicho  que,  cuando  el  que  aparece  en  el  Íl.c_ 
sea  causante  más  6  menos  lejano  del  que  aparece  en  el  útnh,  podiá 
éste  inscribirse,  haciéndolo  previamente  con  los  títulos  intermedios 
I?,  porque  seria  absurdo  privar  perpetuamente  de  inscrij>clpn  á  un 
inmueble  porque  alguno  de  sus  poseedores  hubiera  dejado  dé  inscri- 
bir su  derecho,  y  por  esta  razón  apareciese  en  el  Registro  é  ñivor 
de  persona  distinta  de  k  designada  én  el  título;  2?;  porque  el  Tri-' 
bunal  Supremo,  en  sentencia  de  5  de  Enero  de  1876,  ha  dedHarado 
que  el  artículo  20  de  la  Ley  Hipotecaria  no  impidió  ni  coaréí  en  lo 
más  mínimo  la  libre  enajenación  y  sucesiva  transferencia  de  hs  bie- 
nes inmuebles  y  derechos  reales,  NI  LA  FACULTAD  DE  LOS  (f LTE»- 
RIORBS  ADQÜIRENTES  PARA  "SUBSANAR  LAS  FALTAS  QUE  ÜO  LO 
HUBIEREN  SIDO  POR  SUS  CAUSANTES,  y  mucho  ménos  puede  atri- 
buirse esta  prohibición  al  artículo  20  de  la  Ley  Reformada^  srtGUN 
LOS  TÉRMINOS  EN  QUÉ  ESTÁ  CONCEBIDO,  (i)  y  3?,  porque  la  Direc- 
ción Gpeneral  en  Resolución  de  11  de  Noviembre  de  1876  dedanS 
que  en  los  libros  del  Registro  de  la  propiedad  deben  aparecer  tbdas 
las  trasmisiones  del  dominio  de  las  fincas  y  de  los  derechas  recUe^^  á 
fin  de  que  conste  sucesivamente  el  nombre  de  kt  persona  en  quici  fie- 
side  la  facultad  de  disponer  de  aquellas. 

II 67.— 'Nótese  además  que  el  impedimento  para  la  ínscripdotí, 
formulado  en  el  primer  párrafo  del  artículo  28,  queda  removido  dei^ 
de  el  motnento  en  que  se  presenten  sucesivamente  los  títulos  intel^ 
medios,  cuya  inscripción  no  podrá  denegarse,  si  se  llevan  al  Registro 
por  rigoroso  orden  de  fechas,  y  sin  que  la  anterioridad  de  éstas  pue* 
da  ser  obstáculo  para  admitir  dichos  títulos,  porque,  st  se  refieren  k 

{\)  Una  duda  sugiere  á  primera  vista  la  expresión  con  que  tertnina  (»sta  sehteiidH 
atendida  la  redacción  de  nnestro  artículo  28,  distinta  de  la  dd  20  de  la  Reformada,  fei|ie^ 
to  de  si  es  aplicable  á  aquel  la  interpretación  dictada  para  éste.  No  vaciIamo&  sin  eiáb«9  ' 
en  contestar  añrmativamente,  puesto  que  esa  distinta  redacción  no  implica  alt^oracíoQ  4 
tandal  de  lo  dispuesto  en  el  último. 
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liciones  anteriores  á  la  Ley,  estarán  comprendidos  en  el  ser- 
f  403  ó  406,  y  si  á  posteriores,  (que  no  obstante  el  nuevo  siste- 
ayan  descuidado  sus  poseedores  inscribir  j,  no  puede  decirse 
1  transcurso  del  tiempo  les  cierre  el  Registro,  puesto  que  la  Ley 
bSalá  término  alguno  perentorio  pStra  ejercitar  el  derecho  de  ins- 
ion,  y  el  tínico  perjuicio  que  de  la   morosidad  resulta  al  posee- 
es  que  su  título  ño  adquiere  eficacia  contra  tercero  sino  desde  la 
i  en  que  se  llene  aquel  requisito. 
ri68. — ^Si,  pues,  A.  compra  á  B.  cierta  heredad,  y  al  ir  á  inscri- 
L  en  el  Registro  encuentra  que  aparece  inscrita  á  pombre  de  E., 
tío  que  el  Registrador  deniega  la  inscripción;  instruido  A.  de  que 
*cs  uno  de  los  causantes  del  vendedor,  siendo  los  más  inmediatos 
[jéste,  é  intermedios  entre  él  y  dicho  E.,  dos  que  llamaremos  C.  y 
se  verá  precisado,  para  obtener  la  inscripción  de  su  título,  á  prac- 
\r  lo  siguiente:  ' 

-•'  .T 169. — Primero  buscará  el  título  por  donde  E.  (que  es  el  que  apa- 
'rece  en  el  Registro^,  trasmitió  la  fincaáD.,  y  ló presentará  á  la  inscrip- 
ción. Tiene  personalidad  para  hacerlo  por  elcaso  cuarto  del  art.  14,  y 
para  justificar  que  la  tiene  puede  exhibir  su  título  ó  utilizar  el  asiento 
de  presentación  del  mismo.  Hecho  ésto,  no  podrá  el  Registrador  ne- 
garse á  la  inscripción,  porque  en  aquel  título  E.  trasmite  á  D.,  y  el 
.'derecho  de  E.  consta  en  el  Registro,  sin  que  pueda  servir  de  obstá- 
culo á  la  inscripción,  el  que  la  fecha  de  dicho  título,  sea  remota  6  aun 
remotísima.  En  seguida  de  inscrito  ese  título,  presentará  el  intere- 
sado el  en  que  C.  adquirió  de  D.  el  riiismo  derecho,  cuya  inscripción 
obtendrá  por  las  mismas  razones;  luego  el  de  su  causante  inmediato 
B.,  y  por  último  el  suyo. 

1 1 70. — Pero  no  podria  obtenerse  anotación  preventiva,  bajo  el 
pretexto  de  haber  de  buscarse  los  títulos  intermedios,  porque  dicha 
anotación  solo  se  hace  cuando  por  ser  subsañable  el  defecto  del  tí- 
tulo, se  suspetide  su  inscripción;  cuando  es  insubsanable  se  deniegan 
tanto  la  inscripción  como  la  anotación  preventiva  (Art.  79  de  la 
Ley).  Y  el  defecto  de  que  tratamos  está  considerado  insubsanable 
en  el  artículo  146,  regla  i?,  de  nuestro  Reglamento.  Aun  es  du- 
doso que  el  asiento  de  presentación  surta  en  este  caso  su  efecto 
acostumbrado,  ó  sea  el  que  le  declara  el  artículo  25  de  la  Ley,  si  se 
tiene  en  cuenta  la  nota  marginal  que,  según  el  308  del  Reglamento, 
ha  de  ponérsele,  y  que  parece  destinada  á  anularlo.  Todos  estos  in- 
convenientes dimanan  de  darle  la  Ley  el  carácter  de  insabsanable  á 
lo  que  puede  alguna  vez  no  ser  otra  cosa  que  simple  omisión  ^de  al- 
gunos de  los  anteriores  poseedores.  Nosotros  creemos  que  el  apare- 
cer en  el  Registro  la  ultima  inscripción  déla  finca  ó  derecho  a  favor 
de  persona  distinta  de  la  que  designa  el  título  presentado,  deberia 
considerarse  subsañable,  desde  que  el  interesado  manifieste  que  aque- 
lla filé  uno  de  los  causantes  de  ésta;  pero  sin  duda  la  Ley  lo  ha  dis- 
puesto de  otro  modo,  ya  por  evitar  abusos,  ya  por  castigar  la  moro- 
skfad  en  la  observancia  de  sus  precitos;  castigo  que,  si  en  último 
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término  viene  á  recaer  en  el  poseedor  más  reciente,  y  precisamente 
en  el  que  intenta  llenar  el  precepto  de  la  Ley,  fácil  le  es  sin  embar- 
go evitar  las  consecuencias,  instruyéndose  antes  de  adquirir  la  finca, 
de  si  el  que  pretende  trasmitírsela  tiene  ó  no  inscrito  su  derecho. 

III. 

RESPONSABILIDAD  DEL  REGISTRADOR. 

II 7 1. — El  presente  artículo  declara  incurso  en  responsabilidad  al 
Registrador  que  infrinja  el  precepto  contenido  en  el  párrafo  seguodo 
ó  sea,  al  que  proceda  á  la  inscripción  de  un.  título,  sin  que  conste 
en  el  Registro  el  derecho  del  otorgante. 

II 72.— De  la  responsabilidad  de  los  Registradores  se  ocupan  tek 
especialidad,  el  título  XI  de  la  Ley,  y  casi  todos  los  de  la  secdoft 
4*  tít.  13  del  Reglamento,  llegando  esto^  últimos  hasta  conccdtr 
acción  pública  para  obtener  la  corrección  disciplinaria  (la  indemnizap 
cion  en  su  caso  corresponde  exclusivamente  ^  perjudicado^;  dd 
Registrador  que  en  el  desempeño  de  su  oficio  cometa  cualquiera  in- 
fracción legaL  Y  el  artículo  327  de  la  Ley  enumera  cinco  casos,  en 
ninguno  de  los  cuales  se  contiene  el  de  que  aquí  se  habla.  Esto  vie- 
ne á  demostrar  plenamente,  á  dar  mayor  fuerza  á  lo  que  desde  luego 
se  ocurre,  con  la  simple  inspección  de  dicho  artículo  327;  y  es  que  él 
no  abraza  todos  los  casos  de  responsabilidad  en  que  pueden  incurrir 
los  Registradores.  En  efecto,  los  principios  del  derecho  civil  son  ade- 
más aplicables  á  toda  infracción  que  cometan  con  perjuicio  de  otro; 
los  del  Código  Penal  á  los  actos  que  caigan  dentro  de  su  esfera;  y 
en  cuanto  á  las  simples  infracciones  que  ni  constituyan  acto  punible, 
ni  irroguen  perjuicio  á  nadie,  sin  comprenderse  tampoco  en  el  citado 
artículo  327,  á  esas  siempre  les  alcanzará  la  disposición  general  que 
formula  el  artículo  336  de  nuestra  Ley. 

IV.  * 

CASO    PRÁCTICO. 

1 1 73. — En  el  caso  29,  número  i9  se  puede  presentar  una  cue^on 
difícil  de  resolver.  Un  sujeto  B.  presenta  al  Registro  el  título  de 
compra  de  cierta  '  finca,  que  no  consta  inscrita  en  el  Registro,  ni  á 
nombre  del  vendedor  A.,  ni  al  de  ninguna  otra  persona.  Hec^o  el 
asiento  de  presentación  (Artículo  252  Ley  y  63  Reglamento j 
se  deniega  la  inscripción  (segundo  par.  del  presente  artículo)»  y 
corridos  ya  los  treinta  dias  (Art.  25  L.)  se  presenta  al  Registro  ot« 
escritura  de  venta  hecha  por  el  propio  A.  á  favor  de  C,  qttiw 
acompaña  además  el  título  de  A.  para  que  se  inscriba  y  lueg^  ^Jí' 
suyo.  En  tal  evento  ¿qué  deberá  hacer  el  Registrador?  En  nue^bb^ 
concepto  su  conducta  para  este  caso  se  encuentra  determinada  «i 
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el  art.  91  del  Reglamento;  suspenderá  6  no  la  inscripción  del  segundo 
título  y  dará  parte  á  la  Autoridad  judicial  de  que  aparece  de  la  com- 
paración entre  ambos  títulos,  qué  le  remitirá  si  los  conserva  en  su 
poder,  6  si  no  el  segundo  y  copia  del  asiento  de  presentación  del 
primero,  haberse  cometido  por  A.  el  delito  definido  en  el  art.  561 
del  Código  Penal  para  las  provincias  de  Cuba  y  Puerto  Rico\  pero 
una  vez  hecho  esto,  ¿procederá  á  la  inscripción  del  primer  título,  á 
la  del  segundo,  ó  deberá  abstenerse  de  una  y  otra?  A  primera  vista 
pudiera  creerse  lo  último,  porque  parece  que  ninguno  de  los  dos 
títulos  se  halla  rigurosamente  en  condiciones  de  ser  inscrito.  No  el 
primero,  porque  suspendida  su  inscripción  oportunamente,  no  acu- 
dió el  interesado  á  sul>sanar  el  defecto;  y  como  la  inscripción  sólo 
puede  hacerse  á  instancia  de  parte  legítima  [Art.  14  L.]  la  gestión 
incompleta  no  puede  bastar  para  el  efecto,  porque  el  hecho  sólo  de 
la  presentación,  cuando  recae  en  un  título  defectuoso,  no  es  sino 
simple  iniciativa.  Tampoco  el  segundo,  porque  su  título  se  basa  en 
un  delito,  del  que  si  bien  puede  estar  inocente  el  comprador,  tam- 
poco debe  aprovechar  sus  consecuencias.  En  el  espíritu  de  la  Ley 
Hipotecaria,  se  dirá,  no  puede  estar  la  inscripción  del  segundo  título 
en  el  supuesto  de*que  partimos;  i?  porque  el  título  del  primer  com- 
prador B.  si  bien  no  quedó  inscrito,  se  llevó  á  la  oficina  del  Re- 
gistro, y  quedó  en  ella  constancia  del  mismo;  29  porque  tampoco 
puede  reputarse  inocente  é  ignorante  del  hecho  al  segundo  ad- 
quirente  C,  que  pudo  y  debió  inspeccionar  en  el  Registro  los 
antecedentes  de  ía  finca  que  se  proponía  comprar;  3?  porque  si  bien 
la  Ley  protege  al  segundo  adquirente  cuando  es  el  primero  que  ins- 
cribe, esto  es  en  atención  á  su  diligencia  en  cumplir  la  Ley,  á  su  fal- 
ta de  culpa,  y  á  la  negligencia  del  primero;  pero  no  cuando  desde 
luego  aparece  el  fraude  de  que .  es  víctima  el  otro,  y  el  Registrador 
se  vé  compelido  á  proceder  de  oficio.  En  tal  caso,  pudiera  deducir- 
se que  el  segundo  adquirente  queda  excluido  de  la  inscripción,  y 
sólo  es  apto  para  obtenerla  el  primero  en  cualquier  tiempo  que  lo 
solicite. — Pero  no  es  la  cuestión  demasiado  llana,  por  las  diversas 
circunstancias  que  pueden  venir  á  complicarla. 

1 1 74. — En  primer  lu^r,  el  que  hemos  llamado  B.  puede  haber 
pedido  anotación  preventiva  de  su  título,  según  hicimos  notar  en 
el  par.  1 161.  No  vacilamos  en  recomendar  esa  precaución  en  todos 
los  casos  comprendidos  en  el  segundo  párrafo  del  presente  artículo, 
pues  constituye  una  verdadera  garantía.  La  anotación  preventiva  se 
extiende  en  el  libro  de  Registro  (Kxt.  89  L.)  y  se  lleva  al  índice  de 
fincas  (Art.  290  Reg.)  y  es  imposible,  legalmente  hablando,  que  de- 
je de  verla  el  Registrador  si,  presentándose  otro  título  referente  á  la 
misma  heredad,  se  propone  inscribirlo  ó  anotarlo;  y  aun  cuando  re- 
suelva rechazarlo,  pues  siempre  ha  de  exporíer  en  la  calificación  to- 
das las  causas  que  impidan  el  asiento  ( Arts.  74  y  3 10  Reg.)  Por  tanto, 
en  cualquier  tiempo  que  se  presente  un  nuevo  título,  si  aparece  otor- 
gado por  distinta  persona  que  el  primero,   éste  no  servirá  de  obstá- 
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culo,  pero  sí  cuando  lo  esté  t>ór  la  misiha;  [i]  'fiótiqiie  slrvletnld  en- 
tonces para  denunciar  el  delito  del  propietario  dará  lugar  á  que  d 
^Registrador  cumpla  el  precepto  del  art.  91  reglamentario.  No  suce- 
de lo  propio  cuando  existiendo  solo  el  asiento  de  presentación  dá 
título,  hayan  transcurrido  los  treinta  dias  que  duran  sus  efectos,'pucs 
entonces,  tanto  por  el  precepto  que  le  señala  ese  témiino  [Arts.  25, 
27  y  80  L.]  como  por  la  forma  en  que  se  lleva  el  libro  Diario  [Asi 
254  L.]  que  coloca  al  Registrador  en  la  imposibilidad  de  conocerlos 
asientos  de  presentación  relativos  á  cada  finca  á  menos  de  leerlos 
todos  para  cada  operación;  puede  y  está  sólo  obligado  á  consultar 
los  comprenididos  en  los  treinta  dias  anteriores  al  déla  inscripción  ó 
anotación  que  se  proponga  hacer.  Si  en  el  caso  de  que  hablamos  tefi 
pasado  ya  los  treinta  dias,  y  el  Registrador  recuerda  sin  embargo  ú 
asiento  de  presentación  denunciador,  debería  también  cumplir  el 
precepto  i-e'glamentario;  pero  no  incurrirá  en  responsabilidad  por 
omitirlo,  pues  no  está  obligado  á  recordarlo.  He  aquí,  pues,  la  ven- 
taja de  pedir  la  anotación  preventiva,  y  la  garantía  que  ella  ofrece 

1175. — Resulta,  por  tanto,  que  la  denuncia  del  delito  en  el  su- 
puesto que  vamos  examinando  es  obligatoria  para  el  Registrador,  ó 
mejor  dicho,  le  sujeta  su  omisión  á  responsabilidad,  en  los  casos  si- 
guientes: 

1 9 — Si  se  ha  tomado  anotación  preventiva  del  prinler  título/w 
cualquier  tiempo  que  se  presente  el  segundo  otorgada  por  el  mismo 
propietario. 

2? — Si  solo  se  ha  hecho  asiento  de  presentación,,  cuandb  se  pre- 
sente el  segundo  título  dentro  de  los  treinta  dias  siguientes. 

1 176. — Y  será  potestativa  de  hecho,  esto  es,  no  le  sujetará  su  omi- 
sión á  responsabilidad,  á  no  ser  que  por  circunstancias  especiales  re* 
sulte  probado  que  obró  de  mala  fe,  cuando,  hecho  el  asiento  de  pre- 
sentación del  primer  título,  el  segundo  sea  presentado  después  de 
los  treinta  dias. 

1 1 77. — Pueden  hacerse,  %\rx  embargo,  fuertes  objecdonesá  la  ex- 
clusión del  Registro  del  segando  título  que,  presdndiéntioya  tfe^la 
materia  criminal,  hemos  propuesto  en  hipótesis.  Vaftlos  á  pfeafisi- 
tarlas  y  examinarlas. 

I? — El  delito  que  se  supone  no  existe,  pues  la  Ley  seria 'láCOIi- 
gruente  si,  caducado  y  cancelado  el  asiento  de  presentación  \h3tt 
312  Reg.]  ó  la  anotación  preventiva  en  su  caso,  [Art. lio  L.  y  I^, 
caso  1 1?  Reg.)  y  extinguido  por  tanto  para  los  efectos  civilef-,  Id*  "tó- 
ciera  renacer  para  un  objeto  penal. 

2? — Siendo  tan  frecuentes  los  defectos  subsanablles  de  las  edCt4K*j 
ras,  y  rigiendo  respecto  á  ellas  un  término  fijo,  no  puede  ádflti 

— "■'  r 

fi]  La  prescripción  de  delitos  está  fuera  de  cuestión,  i9  porque  aunque  evita  Uj 
cucion  del  autor,  aquí  de  lo  que  se  trata  es  de  impedir  los  efectos;   2?  porque  «1.» 
para  ella  habria  de  contarse  desde  el  segundo  título,   que  fué  el  en  que  se  perpftM4 
131,  par.  penúltimo  de  nuestro   Código  FíHal);  3**  porque  la  declaración  4f  sidWb« 
ap^iarse  aquella^  corresjjonde  al  Juez,  y  el  Registríuior  no  debe  omitir  en  niii|^  <r" 
de]iuncia,aunque  en  su  opinión  esté  cumplida. 
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que  el  l^dador  omitiese  por  olvido  el  evento  tan  fácil  de  prever  de 
que,  vencido  aquel,  se  otorgue  nueva  escritura  sobre  la.  misma  cosa, 
pues  np  es  de  presumirse  que  la  propiedad  haya  de  quedar,  estan- 
cada* 

3? — Que  la  ley  penal  debe  e;ntenderse  extrictamente  [Art  20  del 
C.  P.}  y  por  tanto  el  art.  561  que  se  cita  no  debe  entenderse  apli- 
cable al  supuesto,  I*  porque  la  Ley  sólo  reput^,  dueño  al  que  apare- 
ce como  tal  en  el  Registro,  y  el  asiento  caducado  del  primer  adqui- 
rente  np  permite  que  éste  aparezca  como  dueño,  siendo  indispensable 
entender  esta  \oz  con  arreglo  al  derecho  civil,  puesto  que  el,  penaj[ 
no  la  define;  de  donde  se  sigue  que  si  para  la  Ley  Hipotecaria  no 
es  dueño  el  primer  comprador,  tampoco  puede  decirse  o^^' se  finge 
tal  el  vendedor,  con  lo  que  resulta  demostrada  la  impertinencia  ae 
la  cita. 

4? — Que  no  cabe,  por  tanto,  sentar  que  el  segundo  adquirénte 
tiene  por  base  un  delito,  y  que,  claudicando  así  el  argumento  que  se 
alega  para  rechazar  sii  título,  se  sigue  que  debe  por  el  contrario  ad- 
mitirse. 

1 178. — Con  vista  de  estas  ó  parecidas  razones  que  en,  pro  de  una 
opinión  y  de  la  otra  pudieran  aducirse,  vamos  á  establecer  la  nues- 
tra, examinando  atentamente  los  precedentes  legales.  En  nuestro 
concepto  es  indispensable  para  resolver  con  ^cierto,  distinguir  en 
esta  cuestión  el  aspecto  penal  del  civil. 

1 1 79. — Con  arreglo  á  la  Ley  Hipotecaria,  el  asiento  de  presenta- 
ción queda  cancelado  á  los  treinta  dias  [Art.  306  Reg.]  salvo  que 
9e  haya  interpuesto  recurso  contra  la  calificación  del  Registrador 
[Art  80  L.]  ó  elevado  consulta  relativa  al  pago  del  impuesto  [Art. 
260.  L.];  porque  en  ambos  casos  queda  en  suspenso  dicho  término, 
(i^  En  los  demás,  cancelado  el  asiento,  el  nuevo  título  que  se  pre- 
sente respecto  á  la  propia  finca,  no  incurre  en  la  prohibición  del  art. 
25  de  la  Ley,  y  por  tanto  es  apto  para  inscribirse-  La  responsabili- 
dad críaxinal  en  que  haya  incurrido  el  vendedor  no  puede  perjudicar 
al  segundo  adquirénte  en  un  derecho  civil  que  emana  de  la  Ley 
Hipotecaria,  porque,  según  dijimos  en  el  par.  1015,  nadie  responde 
del  dolo  ajeno.  Esto  no  obsta  á  que  el  Registrador,  al  propio  tiem- 
po que  inscriba  el  segundo  título,  cuya  inscripción  de  carácter  civil 
y  favorable  al  segundo  comprador,  se  funda  en  la  renuncia  que  tá- 
citamente envuelve  la  omisión  del  primero  en  subsanar  dentro  del 
término  de  la  Ley  el  defecto  que  impedia  la  inscripción  del  suyo; 
cumpla  con  el  precepto  del  art  91  reglamentario,  y  remita  el  título, 
inscrito  ya,  con  el  anterior  ó  la  certificación  mencionada,  al  Juez 
jCompetente,  para  que  proceda  á  la  causa  correspondiente.  Lo  penal 

(i)  El  término  de  treinta  dias  es  fatal  é  improrogable  fuera  de  los  casos  expresados  en 
I  «rts.  66  y  246  de  la  Ley,  de  tal  suerte  que  el  Registrador  debe  exteuder  al  margen  de 
i  asientos  de  presentación  las  correspondientes  notas,  según  los  arts.  185,  186  y  187  del 
faumento  general.  [líes,  de  24  de  Junio  de  1874.  ]-^Los  arts.  66  y  240  de  la  Ley  pe- 
sular  Reformada  son  en  la  nuestra  80  y  260,  á  que  nos  referimos  en  el  texto.  Los  arts. 
nentaríos  que  cita  la  anterior  Resolución  son  p^ra  nosotros  ^o^  ^9^^  39^  y  39$¡, 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


392 

en  este  supuesto  no  afecta  á  lo  civil:  la  calificación  del  título  pertene- 
ce al  Registrador,  por  esto  debe  proceder  á  su  inscripción  ó  anota- 
ción en  su  caso:  la  calificación  del  delito  pertenece  al  Juez;  por  ésto 
no  debe  el  Registrador  detenerse,  á  investigar  si  hay  ó  no  circuns- 
tancias que  puedan  impedir  la  pena,  como  el  lapso  de  tiempo  para 
la  prescripción,  ó  la  existencia  posible  de  un  convenio  que  haya  des- 
truido el  primero  de  los  contratos  y  eliminado  el  delito.  Desde  que 
aparezca  la  realización  simple  del  hecho  previsto  en  e!  art  citado 
del  Código  Penaly  el  Registrador  debe  proceder  á  la  denuncia. 
— ^También  la  anotación  preventiva  por  defecto  subsanable  ca- 
duca, por  regla  general,  á  los  sesenta  dias  de  su  fecha,  [Art  i  lo] 
si  bien  este  término  puede  prorogarse  [id]  ó  suspenderse  ya  por 
efecto  de  una  consulta  [Art  291  L.];  ya  á  consecuencia  de 
un  recurso.  [Art.  80  L.]  Y  una  vez  caducada,  debe  cancelarse 
de  oficio  en  el  libro  de  Registro,  por  analogía  con  lo  dispuesto  en 
los  arts.  198  y  206  Reg.  Y  como  una  vez  cancelada,  no  puede 
surtir  efecto  alguno  civil,  de  aquí  que  desde  entonces  no  impidan 
la  inscripción  del  nuevo  título.  [Art.  25  L.,  y  par.   10 19.] 

1 180. — Resulta  de  lo  expuesto: 

1 9 — Que  á  veces  coinciden  el  derecho  civil  y  el  penal,  como  su- 
cedería V.  gr.  si  se  presentase  el  segundo  título,  hallándose  todavía 
vigentes  el  asiento  de  presentación  ó  la  anotación  preventiva  del 
primero. — En  este  caso,  además  de  rechazarse  la  segunda,  procede 
la  denuncia  del  delito.  [Art  25  L.  y  91  'Reg.] 

2? — Que  en  otras,  se  realiza  el  efecto  civil  y  no  el  penal;  como 
en  el  caso  de  que,  dentro  de  los  términos  respectivamente  concedi- 
dos al  asiento  de  presentación  ó  anotación  preventiva  se  presente 
un  nuevo  título  referente  á  la  misma  finca,  que  no  implique  sin  em- 
bargo delito  alguno.  Tal  sucedería  v.  gr.  con  el  título  hereditario 
del  otorgante  que  se  presentase  por  su  heredero  pidiendo  la  inscrip- 
eion  de  la  propia  finca  á  favor  suyo.  En  este  caso  procederia  sen- 
cillamente suspender  la  inscripción  del  título  hereditario  respecto  de 
aquella  finca,  sin  proceder  á  la  denuncia,  porque  la  intención  osten- 
sible del  heredero  no  es  otra  que  la  de  subrogarse  á  su  causante,  lo 
cual  supone  el  ejercicio  de  un  derecho  y  no  la  comisión  de  un  deli- 
to, puesto  que,  teniendo  como  heredero  justa  causa  de  ignorancia 
respecto  á  los  hechos  de  su  causante  (i),  no  ha  de  presumirse  el  do- 
lo, y  mucho  menos  el  delito. 

3? — Que  finalmente  puede  también  ocurrir  el  efecto  penal  sin  d 
civil,  como  sucedería  si  el  titule  de  la  segunda  venta  se  presenta  des- 
pués de  caducado  el  respectivo  asiento  del  primer  título,'  en  cuy^ 
caso,  según  dijimos  ya,  (par.  11 79)  nada  impídela  inscripción  del 
segundo  título,  pero  procede  la  denuncia  del  delito  por  parte  d^ 
Registrador.  '  |^ 


(I)  Regla  30,  tít.  34,  P.  7? 
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DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 
ii8i.— £1  reglamento  contiene  las  siguientes. 
Artículo  io8. 

No  podrá  inscribirse  ningún  título  constitutivo  de  alguno  de  los  derechos* 
reales  consignados  en  el  número  segundo  del  artículo  2?  de  la  ley  sin  que 
conste  inscrita  la  propiedad  del  inmueble  á  favor  de  quien  lo  costituyere. 

Cuando  el  derecho  que  se  tratare  de  inscribir  fuere  el,  de  dominio  directo,  se 
deberá  inscribir  previamente  el  derecho  del  dueño  útil  sobre  la  misma  finca. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo  que  se  prescri- 
be en  el  articulo  28  de  la  ley. 

1 1 82. — El  primer  párrafo  de  este  artículo  se  acomoda  al  espíritu 
del  20  en  el  Reglamento- Reformado.  — El  tercero  contiene  una  re- 
ferencia al  art  28  de  la  Ley,  en  vez  de  la  reproducción  del  precep- 
to en  la  parte  pertinente,  como  hace  aquel. 

1 1 83. — El  segundo  párrafo  concuerda  con  lo  declarado  en  Real 
Orden  de  7  de  Junio  de  1866,  con  motivo  de  una  exposición  del 
Marqués  de  Monistrol,  conde  de  Sástago,  respecto  á  la  inscripción 
del  dominio  directo  cuando  no  existiese  la  del  útil,  y  se  mandó  ob- 
servar en  dicho  caso  el  art.  318  del  Reglamento,  que  tenemos  ex- 
tractado en  el  par.  830.  Esta  doctrina  fué  reiteraida  en  Resolu- 
ción de  14  de  Abril  de  1875. 

1 184. — La  declaración  del  primer  párrafo  no  es  más  que  la  apli- 
cación literal  del  artículo  28  de  la  Ley,^  y  la  del  tercero  se  reduce  á 
recordar  la  escepcion  que  el  mismo  contiene  á  favor  de  los  otorgan- 
tes cuya  adquisición  es  anterior  ala  Ley. 

Artículo  109. 

Cuando  el  primer  asiento  que  se  pida  sea  traslativo  de  un  derecho  real 
impuesto  sobre  una  ñnca  cuyo  dominio  no  constase  inscrito  en  el  antiguo 
Registro,  y  con  el  título  presentado  ó  con  otros  documentos  fehacientes  se 
acredite  la  adquisición  del  dominio  de  la  finca  y  del  derecho  real  antes  de  la 
fecha  en  que  empiece  á  regir  la  ley,  se  harán  dos  inscripciones. 

La  inscripción  del  dominio  de  la  finca  se  verificará  con  sujeción  á  las  reglas 
generales,  y  la  de  derecho  real  se  hará  como  corresponde  á  las  de  su  clase;  pe- 
ro sin  describir  de  nuevo  la  finca  y  refiriéndose  solamente  á  la  inscripción  de 
este. 

1 185. — Concuerda  con  los  dos  últimos  del  art  21  del  Reglamen- 
to Reformado. —  Y  su  precepto,  ó  sea  la  forma  en  que  ordena  la 
inscripción  para  este  caso  se  acomoda  al  sistema  de  la  ley,  concilian- 
do  con  los  beneficios  que  concede  el  presente  art.  28,  las  reglas  de 
que  la  primera  inscripción  de  toda  finca  ha  de  ser  la  de  dominio  |  Art. 
242  L.];  y  que  una  vez  descrita  en  ella  la  finca,  toda  nueva  inscrip- 
ción será  concisa. 

1 186. — Es  de  advertirse  que  aquí  se  trata  del  asiento  de  un  títu- 
lo traslativo  de  un  derecho  realy  por  esto  se  exige  la  justifíc^cipO  4^ 
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que  tanto  ese  derecho  real  como  el  dominio  se  hayan  adquirido  an- 
tes de  eomenzar  á  regir  la  Ley.  En  efecto,  el  derecho  real,  una 
vez  constituido,  no  puede  trasmitirse  sin  que  conste  inscrita  la  ad- 
quisición dei  mismo,  [primer  par.  del  art  28];  (i)  ó  por  lo  menos, 
sin  que  se  justifique  en  forma  fehaciente,  si  acaso  fué  anterior  á  la 
Ley.  [3«r  par.  del  mismo]  (2)  En  cuanto  al  dominio,  hay  la  mis- 
ma razón,  pues  al  justificarse  la  imposición  del  derecho  real,  que 
para  el  dueño  del  fundo  es  un  gravamen,  el  dominio  tiene  que  caer 
dentro  de  la  regla  del  primer  párrafo  ó  del  tercero.  De  aquí,  pues, 
que  el  precepto  reglamentario  que  examinamos  abrace  simultanea- 
menta  los  dos.  Pero  si  el  título,  en  vez  de  traslativo  dé  un  derecho 
real,  es  constitutivo  del  mismo,  bastará  justificar  que  la  adquisición 
del  dominio,  no  inscrita,  fué  anterior  á  la  Ley,  para  que  se  efectúen 
las  dos  inscripciones  y  en  la  propia  forma  que  el  presente  artículo 
establece.— El  artículo  28,  en  efecto,  se  refiere  á  los  títulos  otorga- 
dos después  de  regir  la  Ley,  los  cuales  pueden  referirse  á  bienes  ad- 
quiridos antes  ó  después  de  ella,  y  de  aquí  las  distinciones  que  es- 
tablece y  que  ya  hemos  estudiado.  En  cuanto  á  los  títulos  otorga- 
dos antes  de  regir  la  nueva  Ley;  si  se  inscribieron  oportunamente, 
se  rigen  por  el  art.  410,  y  si  no  lo  habían  sido  al  comenzar  aquella, 
por  las  disposiciones  de  los  arts.  403  á  409  de  la  Ley  y  sus  concor- 
dantes del  Reglamento. 

Artículo  137. 

Los  herederos  y  legatarios  no  podrán  inscribir  á  su  favor  bienes  inmueble 
ó  derechos  reales  que  no  hubiesen  inscrito  sus  causantes.  Los  bienes  ó  dere- 
chos que  se  hallen  en  este  caso  se  inscribirán  á  nombre  del  difunto  antes 
de  serlo  á  favor  de  la* persona  á  quien  se  haya  adjudicado.  Esta  inscrip- 
ción se  hará  á  costa  de  la  testamentaría  ó  abintestato,  y  á  petición  de 
cualquiera  de  los  interesados  ó  del  representante  del  Ministerio  fiscal  si  la 
herencia  estuviese  vacante 

No  será  necesaria  la  previa  inscripción  á  favor  del  causante  en  cuanto  á  los 
bienes  raices  y  derechos  reales  que  este  hubiese  adquirido  antes  del  dia  en  que 
empiece  á  regir  la  ley,  siempre  que  así  se  haga  constar  por  los  medios  expre- 
sados én  el  értículo  28  de  la  misma. 

1 1 87. — Concuerda  con  el  art.  34.  del  Reglamento  vigente  en  la 
Península,  que  en  su  primer  párrafo  siguió  el  34  del  primitivo,  y 
con  el  segundo  hizo  una  adición  en  armonía  con  la  reforma  del 
artículo  20  de  la  ley. 


[i]  Aunque  este  solo  contiene  la  palabra  dominwt  es  indudable  que  el  precepto  d^e 
extenderse  á  todos  los  derechos  reales. 

[3]  Este  párrafo  habla  ya  en  términos  generales,  usando  la  voz  derecho  en  vez  de  do» 
minio,  y  como  su  enlace  con  ttl  primero  es  intimo,  no^paede  rechazarse  como  medio  de  m- 
terprctaoioQ. 
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REGLAMENTO  DE  PUERTO  RICO. 


1 1 88. — Nuestros  artículos  io8,  109  y  137  llevan  en  aquel  los  nú- 
meros 104,   106  y  131  sin  diferencia  alguna  en  cuanto  al  texto. 

JURISPRUDENCIA    ADJETIVA. 

1189.- — El  hallarse  inscrito  un  inmueble  á  nombre  de  persona 
distinta  de  la  que  le  transfiera  ó  grave,  es  motivo  bastante  para  de- 
negar la  inscripción  6  anotación  del  título  presentado,  con  la  sola 
excepción  establecida  para  los  títulos  anteriores  al  año  de  1863. 

(Res.  de  13  de  Jnnio  de  1874,  15  y  31  de 
Marzo,  25  de  Noviembrede  1875  y  otras.) 

1 1 90. — Según  el  art.  20  de  la  Ley  Hipotecaria,  no  es  motivo  bas- 
tante para  suspender  la  inscripción  de  una  escritura  el  que  no  apa- 
rezca previamente  inscrito  el  dominio  de  la  finca  á  favor  de  la  perso- 
na que  constituye  la  hipoteca,  siempre  que  no  resulte  tampoco  ins- 
crito á  favor  de   otra. 

[Res.  de  23  de  Mayo  de  1874.] 


119 1. —  Al  exigir  el  art.  20  de  la  ley  las  pruebas  fehacientes  de 
la  adquisición  anterior  á  i?  de  Enero  de  1 863,  no  impone  la  obliga- 
ción de  extender  un  asiento  é  inscripción  de  dominio  independien- 
te del  asiento  ó  inscripción  de  hipoteca  solicitada,  antes  bien,  la  pro- 
hibe claramente  con  las  palabras:  pero  en  el  asiento  solicitado  se  ex- 
presarán  las  circunstancias  esenciales  de  tal  adquisición^  tomando- 
las  de  los  documentos  necesarios  al  efecto,  las  cuales  constituyen  una 
excepción  de  la  regla  general  consignada  en  el  art.  228  de  la 
Ley.  (I) 

(Id.,  id.,  id.) 

1 192. — Si  se  halla  inscrito  en  los  antiguos  libros  el  censo  que  se 
pretende  inscribir,  lo  que  procede  con  arreglo  á  los  dos  párrafos  úl- 
timos del  art.  21  del  Reglamento  (2)  es  trasladar  el  referido  asiento 
inscribiéndose  antes  el  dominio  de  la  finca  á  fin  de  que  tenga  cum- 
plimiento  lo  dispuesto   en  el   párrafo   segundo  del  art    228  de  la 

ley.   [3] 

(Res.  de  14  de  Abril  de  1879.) 

[1]  La  supresión  en  nuestro  artículo  28  de  las  palabras  subrayadas,  implica  sin  duda 
lo  contrario  de  lo  que  su  inserción  significaba;  es  decir,  que  no  hay  escepcion  en  este  caso; 
que  el  asiento  del  dominio  tiene  que  preceder  siempre  á  cualquiera  otro,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  de  los  arts.  242  L.,  y  109  R.  Así  lo  hemos  manifestado  en  nuestros 
párrafos  1 163  y  1 186. 

(2)  Art.  109  del  nuestro,  y.  por.  1 184. 

[3]  Es  el  142  de  la  nestra. 
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1 193. — Una  vez  verificada  la  inscripción  de  dominio  con  un  títu- 
lo anterior  al  i?  de  Enero  de  1863,  no  es  necesario  para  que  pueda 
inscribirse  la  adquisición  del  censo  el  que  inscriban  su  derecho  al 
*  mismo  tiempo  las  personas  que  sucesivamente  hayan  .  adquirido  el 
dominio  de  la  finca  gravada,  porque  ni  la  Ley  Hipotecaria  exige 
este  requisito,  ni  podría  exigirlo,  atendido  el  principio  de  ser  volun- 
taría la  inscrípcion. 

[Id,  id,  id] 


1 1 94. — La  previa  inscripción  debe  efectuarse  aun  cuando  la  ena- 
jenación tenga  por  objeto  pagar  las  deudas  del  testador  causante  de 
los  vendedores,  porque  ne  siendo  dicho  testador  el  que  otorga  la 
venta,  sino  sus  hijos. que  han  adquirido  el  dominio  de  las  mismas 
por  título  de  herencia,  les  es  aplicable  el  precepto  y  la  doctrina  dd 
art.  20,  que  no  establece  para  este  efecto  distinción  alguna  entre  los 
diversos  títulos  por  los  que  se  adquiere  el  domiilío,  ni  acerca  de  los 
motivos  ó  fines  con  que  se  hacen  las  trasmisiones  6  gravámenes  de 
los  inmuebles. 

(Res.  de  1 1  de  Noviembre, 
y  9  de  Diciembre  de  1876.) 


1 195. — No  resultando  inscrito  á  nombre  de  la  vendedora  el  domi- 
nio del  inmueble,  ni  acreditándose  por  documento  fehaciente  haber- 
lo adquirido  antes  de  i9  de  Enero  de  1863,  es  improcedente  la  ins- 
cripción de  la  escritura  de  venta,  con  arreglo  al  art  20  de  la  L.  H. 
— Si  bien  las  inscripciones  de  posesión  no  constituyen  un  obstáculo 
para  que  el  que  tenga  mejor  derecho  á  la  propiedad  del  inmueble 
pueda  inscribir  su  título,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  403  de 
esta  Ley,  ^i)  esta  doctrina  carece  de  aplicación  cuando  no  se  ha  pre- 
sentado ningún  título  que  acredite  la  adquisición  de  la  propiedad 
del  inmueble  antes  de  i9  de  Enero  de  1863,  ^  favor  de  la  persona 
que  lo  trasmite  en  la  mencionada  escritura. 

(Res.  de  19  de  Dic.  de  1879.) 


1 196.— Siendo  la  escritura  presentada,  de  trasmisión  de  un  dere- 
cho real  sobre  cierta  finca,  y  no  constando  inscrita  •  la  propiedad  de 
la  misma  en  los  antiguos  libros  ni  en  los  modernos,  sin  que  conste 
tampoco  de  dicho  documento  la  adquisición  de  la  referida  propie- 
dad antes  de  1 9  de  Enero  de  1863,  existe  un  obstáculo  legal  que 
impide  la  inscripción  de  la  mencionada  escritura. 

[Res.  de  26  de  Dic.  de  1879  y  6  de  Ott.  de  1880.J 


(I)    Es  el  10?,  par.  4?  de  la  nuestra. 
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1 197. — ^Respecto  de  la  finca  que  debe  entenderse  adjudicada  á  de- 
terminada persona  sólo  en  usufructo,  quedando  reservada  la  propie- 
dad á  sus  hijos,  es  obstáculo  para  inscribir  la  rectificación  de  la  par- 
tición, con  arreglo  al  art.  20  de  la  L.  H.,  el  hallarse  inscrito  el . 
dominio  de  dicha  finta  por  título  de  compra- venta  á  nombre  de 
quien  no  ha  manifestado  de  una  manera  expresa  y  solemne  su  (Con- 
sentimiento en  el  referido  acto  judicial. 

[Res,  de  2  de  Marzo  de  1880.] 

1 1 98. — No  es  procedente  la  inscripción  de  la  plena  propiedad  a 
favor  del  Estado,  hallándose  inscrito  el  dominio  útil  á  favor  de  otra 
persona. — El  dominio  útil  no  puede  estimarse  como  un  gravamen  6 
carga  de  la  finca. 

[Res.  de  30  de  Abril  de  1880.] 


1 199.  -Según  la  doctrina  de  la  L.  H.  y  su  Reg.,  repetidamente 
sancionada  por  este  Centro  directivo  en  sus  resoluciones,  la  primera 
inscripción  que  se  practique  en  el  Registro  especial  de  cada  finca 
en  los  nuevos  libros  ha  de  ser  necesariamente  de  dominio,  [i]  de 
ta!  suerte  que  los  Registradores  de  la  propiedad  están  obligados 
á  suspender  cualquiera  que  se  pida  que  no  sea  de  esta  clase,  mien- 
tras no  se  subsane  esta  falta,  mediante  la  presentación  de  los  docu- 
mentos oportunos  para  la  previa  inscripción  del  dominio. 

[Res.  de  27  de  Julio  de  1880.] 


1200. — Si  en  la  escritura  de  venta  se  afirma  que  la  verdadera  ca- 
bida de  la  finca  es  de  tres  fanegas,  y  nó  de  dos  y  cuatro  celemines 
como  aparece  en  el  Registro;  sin  que  se  acredite  tal  aserto  en  la  mis- 
ma escritura  ni  en  otro  documento  fehaciente;  teniendo  en  cuenta 
que  la  diferencia  observada  asciende  á  la  quinta  parte  próximamen- 
te de  la  cabida  total  de  la  finca;  y  que  el  vendedor  solo  puede  tras- 
mitir, con  arreglo  al  art.  20  de  la  Ley,  la  porción  que  tiene  inscrita, 
es  improcedente  la  inscripción,  en  cuanto  á  la  diferencia  de  ocho  ce- 
lemines que  resulta  entre  la  descripción  de  la  finca  en  el  Registro  y 
la  que  se  hace  en'  dicho  documento,  mientras  no  se  inscriba  á  favor 
del  trasmitente  ó  se  acredite  concluyentcmente  que  se  padeció  error 
involuntario  en  la  primera  medición. 

[Res.  de  7  de  Set.  de  1880.] 


1 201. — Si  la  finca  de  que  se  trata  aparece  inscrita  en  el  Registro 
á  nombre  de  persona  distinta  del  ejecutado  por   la  Hacienda,  tan 


(I)    Art  228  L.  H.,  243  de  la. nuestra. 
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luego  como  la  Autoridad  administrativa  tuvo  noticia  de  este  hecho, 
debió  observar  lo  dispuesto  en  el  núm.  6?  de  la  Real  orden  de  15  de 
Febrero  de  1 877,  y  el  no  haber  cumplido  ese  precepto  constituye 
una  infracción  en  el  procedimiento  que  impide  inscribir  la  escritura 
de  venta,  [i] 

[Res.  de  21  de  Oct  de  1880.] 


JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA. 

1202.— Las  inscripciones  verificadas  con  posterioridad,  sin  tener 
en  cuenta  la  anterior,  se  hacen  en  contravención  á  lo  determinado 
en  el  art.  9?,  caso  2?,  (2)  y  son  notoriamente  nulas  según  el  art  30 
de  la   L.  H.,  [3]  y  en  consecuencia  la  sentencia  que  así  lo  declara, 

no  infringe los  arts.  9?,    20,  30  y  32  [4]  de  la  L.  H.  y  2i  del 

Reglamento  para  su  ejecución.  [5) 

(Sent.  de  2  de  Julio  de  1875.) 


1203. — El  que  en  1821  se  reputase  como  inmediata  sucesora  á 
una  hija  del  actual  poseedor  de  ciertos  mayorazgos,  no  se  opone  á 
que  en  1861  se  considerara  como  sucesor  inmediato  á  un  hijo  del 
mismo  poseedor  actual,  atendido  el  carácter  provisional  que  tiene  la 
designación  del  sucesor  inmediato  durante  la  vida  de  aquel.  (6) 
(Res.  de  16  de  Marzo  de  1880.) 
[Véase  además  la  que  insertamos  en  el  texto,  par.  1 166.] 


L 


1204. — La  doctrina  de  que  el  comprador  de  una  fíncano  puede 
hipotecarla  mientras  aquella  no  esté  inscrita  á  su  nombre  en  el  Re- 
gistro, es  rechazada  por  los  buenos  principios  y  el  texto  literal  de 
artículos  de  la  Ley,  con  especialidad  el  20  {y)  y  conduciria  á  con- 
vertir una  ley  modal,  como  lo  es  en  muchas  partes  la  Hipotecaria, 
en  sustantiva  de  derechos  desconocidos  hasta  el  dia  en  la  legisla- 
ción positiva. 

("Res.  de  i9  de  Oct.  de  1874J 

(i)  Con  arreglo  al  art.  147  de  nuestro  Reg.  y  á  los  demás  que  dejamos  expuestos  en 
los  párs  315,  319,  322,  772,  775,  778  y  779,  y  que  establecen  la  necesidad  de  ajustar  á  los 
principios  de  la  Ley  Hipotecaria  las  inscripciones  en  que  se  interese  el  Estado,  es  induda- 
ble que  también  en  nuestros  Registros  habrá  de  negarse  la  inscripción  en  el  caso  á  que  se 
refiere  la  precedente  doctrina.  [  V.  Res.  insertas  en  los  párs.  803  y  963.  ] 

(2)  El  art.  9?  de  la  Ley  Hipotecaria  pen.  es  en  la  nuestra  el  17. 

(3)  Art.  38  de  la  nuestra. 

(4)  El  32  es  en  la  nuestra  40. 

(5)  En  parte,  el  109  del  nuestro. 

(6)  Art.     I?  de  la  Ley  de  28  de  Junio  de  1821. 
[7]    Y  el  126,  6  sea  14Q  en  la  nuextra. 
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TEXTO  DE  LA  LEY- 
Artículo  29. 

Las  escrituras  públicas  de  actos  ó  contratos  que  deban  inscribirse,  ex- 
presarán, por  lo  menos,  todas  las  circunstancias  que  bajo  pena  de  nulidad 
debe  contener  la  inscripción,  y  sean  relativas  á  las  personas  de  los  otorgantes, 
á  las  ñnras  y  á  los  derechos  inscritos. 

Los  dueños  de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  por  título  de  mayorazgo, 
testamento  ú  otro  universal  ó  singular,  que  no  los  señale  y  describa  individual- 
mente, podrán  obtener  su  inscripción,  presentando  dicho  título  con  el  docu- 
mento, en  su  caso,  que  pruebe  haberles  sido  aquel  trasmitido,  y  justificando 
con  cualquier  otro  documento  fehaciente  que  se  hallan  comprendidos  en  él  los 
bienes  que  traten  de  inscribir. 

Los  herederos  abintestato  que  sucedan  en  concepto  de  parientes  colaterales 
del  cuarto  grado  podrán  obtener  la  declaración  de  su  derecho  sin  necesidad  de 
la  publicación  de  anuncios,  y  sólo  en  virtud  de  información  judicial  practicada 
con  audiencia  del  Ministerio  público,  cuando  no  exceda  de  cinco  mil  pesetas 
($  i,cxx>)  el  valor  de  los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  que  correspondan 
al  mayor  interesado  en  dicha  herencin. 

Los  herederos  abintestato  descendientes  ó  ascendientes  legítimos  podrán  ob- 
tener en  igual  forma  la  declaración  de  sus  derechos,  cualquiera  que  sea  el  va- 
lor de  los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  en  que  cada  uno  haya  de  suceder. 

CONCOBDANCIAS. 


Ley  de  1861 

Art.  21 

Las  escrítursis  públicas  de 
actos  ó  contratos  que  deban 
inscribirse,  expresarán  por 
lo  menos  todas  las  circuns- 
tancias que,  bajo  pena  de  nu- 
lidad, debe  contener  la  ins- 
cripción y  sean  relativas  á  las 
personas  de  los  otorgantes, 
á  las  fincas  y  á  los  derechos 
inscritos. 


Ley  Reformadc.  de 
Artículo  21. 


Los  dueños  de  bienes  in- 
muebles ó  derechos  reales 
por  título  de  mayorazgo,  tes- 
tamento ú  otro  universal  ó 
singular,  que  no  los  señale  y 
describa  individualmente,  jx)- 
drán  obtener  su  inscripción, 
presentando  dicho  título  con 
el  documento  en  su  caso  que 
pruebe  haberles  sido  aquel 
trasmitido  y  justificando  con 
cualquier  otro  documento  fe- 
haciente que  se  hallan  com- 
prendidos en  él  los  bienes 
que  traten  de  inscribir. 


Ley  de  17  de  Julio  de  1877 

Art.  i? 

Se  añadirán  los  siguientes 
párrafos  al  art.  21  d^  la  I^ey 
Hipotecaria: 

Los  herederos  abintestato 
que  sucedan  en  concento  de 
parientes  colaterales  del  cuar- 
to grado,  podrán  obtener  la 
declaración  de  su  derecho  sin 
necesidad  de  la  publicación 
de  anuncios,  y  sólo  en  virtud 
de  información  judicial  prac- 
ticada con  audiencia  del  Mi- 
nisterio público,  cuando  no 
exceda  de  2,000  pesetas  el  va- 
lor de  los  bienes  inmuebles  ó 
derechos  reales  que  corres- 
pondan al  mayor  interesado 
en  dicha  herencia. 

lx)s  herederos  abintestato 
descendientes  ó  ascendientes 
legítimos  podrán  obtener  en 
igual  forma  la  declaración  de 
sus  derechos  cualquiera  que 
sea  el  valor  de  los  bienes  in- 
muebles ó  derechos  reales  en 
que  cada  uno  haya  de  suce- 
der. 
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LEY  DE  PUBETO  EICO. 

Art.    29. 
(Como  el  de  la  nuestra.) 

1205. — -El  presente  artículo  se  compone,  como  se  vé  en  las  Cw»- 
cordnncidSy  del  art.  21  de  la  Ley  primitiva,  y  de  las  dos  adiciones 
hechas  en  las  leyes  de  1869  Y  i877.~El  primer  párrafo  se  refiere 
exclusivamente  á  los  Notarios;  el  segundo  al  modo  de  obtener  la 
inscripción  en  oasos  que  podrían  parecer  dudosos;  el  tercero  y  cuarto 
modifican  notablemente  las  reglas  vigentes  de  procedimiento  sobre 
el  juicio  abintestato, 

1206. — Dispone,  pues,  en  el  párrafo  primero,  que  las  escrituras 
públicas  otorgadas  sobre  actos  ó  contratos  sujetos  á  inscripción  han 
de  contener  por  lo  menos,  todas  las  circunstancias  que  bajo  pena  iU 
nulidad,  se  deben  expresar  en  la  inscripción.  Contiénese  en  estas 
palabras  una  referencia  á  la  disposición  del  artículo  38  de  la  Ley, 
disposición  á  la  que  ya  nos  hemos  contraído,  al  señalar  en  nuestro 
par.  1,039  í^  nulidad  A^  la  inscripción  como  uno  de  los  fundamen- 
tos legales  que  debe  tener  presente  el  Registrador  para  la  califica- 
cion  de  los  títulos.  Según  hemos  de  ver  en  su  oportunidad,  el  art 
38  de  la  Ley  declara  nulas  aquellas  inscripciones  que  carezcan, 
siendo  hipotecarias,  délas  circunstancias' designadas  en  los  cinco 
primeros  números,  del  art.  1 7,  y  ,octavo  del  mismo;  y,  si  son  de 
otra  clase,  de  las  marcadas  en  los  seis  primeros  y  en  el  octavo. 
Además,  .si  fueren  servidumbres,  cuando  careciere  de  la  expresada 
en  elnúm.  primero  del  art.  21. 

1207. — Esas  circunstancias  son,  pues,  las  esenciales  de  la  inscrip- 
ción; aquellas  sin  las  cuales  la  inscripción  no  existe,  puesto  que  es 
nula;  pero  no  es  aplicable  á  todas  ellas  el  precepto  que  actualmente 
examinamos;  y  por  eso.  se  advierte  con  la  frase  de  que  dichas  cir- 
cunstancias han  de  ser  relativas  á  las  personas  de  los  otorgantes^  á 
las  fincas  y  dios  derechos  inscritos.  En  efecto,  de  esas  circunstan- 
cias esenciales,  hay  dos  que  no  son  de  aplicarse  á  las  escrituras; 
tales  son  las  de  los  números  cuarto  y  octavo.  La  naturaleza  del 
título  resulta  de  la  inspección  del  mismo,  y  por  tanto  no  necesita  d 
Registrador  para  conocerla  otra  circunstancia  que  la  presentación 
de  dicho  título.  La  fecha  y  hora  de  la  presentación  del  título  en  el 
Registro  claro  es  que  no  podria  consignarse  en  aquel,  puesto  que  se 
trata  de  un  hecho  futuro.  Por  eso  el  presente  artículo  declara  que, 
entre  aquellas  circunstancias  que  la  inscripción  ha  de  contener,  bsyo 
pena  de  nulidad,  según  el  art.  38  de  la  Ley,  se  expresen  en  la  es- 
critura las  que  sean  relativas  á  las  personas  de  los  otorgantes,  á  las 
fincas  y  á  los  derechos  inscritos.  Y  por  tanto,  las  que  precisameat» 
han  de  expresarse,  según  los  distintos  casos,  son  las  siguientes: 
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I208. — En  las  escrituras  de  obligación  hipotecaria,  las  conteni- 
das en  los  números  i®  al  3?,  y  5?  del  art  17  L. — Esto  es,  la  natura- 
leza^ la  situación  y  los  linderos  del  inmueble  sobre  que  se  imponga; 
expresándose  dichas  circunstanciad  en  la  forma  que  en  nuestros 
pars.  933  y  935  á  938  dejamos  expuesta;  la  naturaleza^  extensión^ 
condiciones  y  cargas  del  derecho  hipotecario  que  se  constituye,  y 
las  mismas  circunstancias  respecto  de  aquel  sobre  que  se  constituya, 
si  lo  que  se  hipoteca  no  es  una  finca,  sino  tan  sólo  algún  derecho 
impuesto  sobre  ella  (v.  par.  943);  entendiéndose  aquellos  términos 
seg^n  explicamos  en  el  pan  942;  el  nombre  y  apellido  del  adqui- 
rente,  si  fuese  persona  física,  ó  el  nombre  de  la  corporación,  ó  bien 
^1  genérico  ó,  como  dice  la  Ley,  el  colectivo^  que  .abrace  en  con- 
junto á  adquirentes  indeterminados,  á  tenor  de  lo  expuesto   [pars. 

9457946] 

1209. — En  las  escrituras  de  cualquiera  otra  clase  se  expresarán 
las  mismas  circunstancias  y  además  el  nombre  y  apellido  de  la  per- 
sona ó  nombre  de  la  corporación  ó  persona  jurídica  de  quien  pro- 
cedan; requisito  que,  respecto  de  las  obligaciones  hipotecarias,  no 
puede  tener  lugar,  porque  no  hay  trasmisión  de  cosa  ni  de  derecho; 
sólo  se  constituye  un  gravamen,  permaneciendo  la  propiedad  en  la 
misma  persona.  No  por  eso  es  menos  necesario  que  se  exprese  en 
dicha  escritura  el  nombre  del  dueño  de  la  finca,  puesto  que,  si  es  el 
mismo  hipotecante,  es  parte  en  el  contrato,  y  ha  de  asistir  y  suscri- 
bir á  él;  y  si  es  distinto  del  hipotecante,  es  necesario  también  que 
concurra  á  prestar  su  consentimiento  á  la  hipoteca,  no  para  que  la 
garantía  sea  válida,  pues  al  efecto  bastaria  su  consentimiento  tácito, 
con  arreglo  á  la  ley  10,  tít  4?  P.  6?  pero  sí  para  que  el  título  pueda 
inscribirse  f'Art  28,  par.  primero  L.);  si  bien  aquella  ley  de  Partí- 
das  debe  entenderse  derogada  á  los  efectos  del  Registro  por  el  art 
154  de  la  L.  H.,  sin  que  pueda  entenderse  la  derogación  en  abso- 
luto, por  cuanto  el  círculo  de  la  Ley  Hipotecaria  está  limitado  á  los 
casos  que  expusimos  en  nuestro  par.  93,  y  fuera  de  él,  es  consiguien- 
te que  conserve  aqueila  su  eficacia. 

1 2 10. — El  segundo  párrafo  de  este  artículo,  adicionado,  como 
hemo$  dicho,  en  la  Ley  Reformada,  prevé  el  caso  de  que,  poseyén- 
dose bienes  inmuebles  en  virtud  de  un  título  que,  pol*  no  ser  espe- 
cial, no  los  describa  individualmente,  se  desee  obtener  la  inscripción. 
A  dos  casos  se  contrae  en  concreto,  á  saber,  que  el  derecho  se  funde 
en  un  título  de  mayorazgo,  ó  en  un  testamento,  y  exige  tres  requisi- 
tos: !•,  la  presentación  del  título  del  mayorazgo,  ó  la  del  testamento, 
según  el  caso;  2?,  la  del  documento,  que  pruebe  la  trasmisión  del 
derecho  al  que  pretende  inscribir;  pero  esta  pretencion  sólo  se  exige 
en  su  caso\  esto  es,  cuando  del  título  mismo  no  resulte  esa  trasmi- 
sión, como  sucede  en  el  de  mayorazgo  respecto  de  todo  poseedor 
distinto  del  primero;  y  en  el  testamento,  cuando  se  reclame  por  un 
sustituto  ó  instituido  en  segundo  término;  3?,  la  justificación  de  que 
los  bienes  cuya  inscripción  se  pide  se  halún  comprendidos  en  el  tí- 
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tulo  de  que  se  trata;  cuya  justificación  ha  de  hacerse  con  cualquisr 
otro  documento  fehaciente.  Y  el  art.  TS  del  Reglamento  explica  lo 
que  ha  de  entenderse  ^ox  fehaciente  á  los  efectos  de  este  artículo. 

121 1. —En  todo  rigor,  el  caso  que  se  declara  en  el  párrafo  que 
examinamos,  es  únicamente  el  tercero  de  los  que  acabamos  de  enu- 
merar; pues  si  bien  se  citan  los  otros  dos,  es,  puede  decirse,  partien- 
do de  las  reglas  ya  establecidas,  y  según  las  que,  no  procede  la  ins- 
cripción sin  llenar  previamente  aquellos  requisitos.  El  objeto  de  la 
disposición  á  que  nos  referimos  es  determinar  la  forma  en  que  pueda 
obtenerse  la  inscripción,  cuando  en  el  título  no  conste  la  descripción 
de  los  bienes,  y  la  determina  expresando  que  bastará  justificar  d 
hallarse  éstos  comprendidos  en  aquel. 

12 12. — Los  párs.  tercero  y  cuarto  establecen  un  procedimiento 
especial  para  el  juicio  abintestato  entre  parientes,  comprendiendo 
dos  casos,  entre  ascendientes  y  descendientes,  y  entre  colaterales 
dentro  del  cuarto  grado;  unos  y  otros  legítimos;  ya  que  nuestras 
leyes  sólo  reservan  un  lugar  lejano  en  la  sucesión  al  que  no  posee 
esa  cualidad.  Los  hijos  naturales  que  sucedan  á  sus  madres,  en  de- 
fecto de  legítimos,  aunque  revisten  en  dicho  caso  el  carácter  de  he- 
rederos forzosos,  no  podrán  aspirar  á  los  beneficios  de  este  artículo, 
porque  él  usa  taxativamente  la  palabra  legítimos,  siendo  de  notarse 
que  la  emplea  al  hablar  de  descendientes,  y  nó  cuando  trata  de  los 
colaterales;  pero  como  en  este  caso  obra  con  mayor  fuerza  la  razón 
de  la  Ley,  le  es  aplicable  evidentemente  lo  establecido  respecto  del 
otro. 

1 2 13. — Una  incorrección  se  advierte  en  la  redacción  del  tercer 
párrafo.  La  frase,  mayor  interesado,  pudiera  entenderse  como  apli-- 
cada  á  la  edad,  pero  el  contexto  del  párrafo  demuestra  bien  á  las 
claras  que  no  se  trata  sino  de  (íantidad;  debió,  pues,  decirse,  el  inte- 
resado  por  mayor  suma,  en  vez  de,  el  mayor  interesado. 

1 2 14, — Por  último,  debemos  advertir  que,  aún  cuando  la  Ley 
Hipotecaria  sólo  es  aplicable  á  los  bienes  inmuebles,  por  cqya  ra- 
zón, sólo  para  los  efectos  del  Registro  han  de  entenderse  modifica- 
das por  el  presente  artículo  las  reglas  comunes  de  procedimiento  rc« 
lativas  al  juicio  abintestato,  por  identidad  de  razón  deben  aplicarse 
las  disposiciones  de  aquel  indistintamente  á  los  casos  en  que  la  suce- 
sión intestada  consista  en  otra  clase  de  bienes.  No  dudamos  que 
así  acabará  por  establecerlo  la  jurisprudencia,  aunque  al  principio  se 
observe  la  variedad  de  prácticas  que  dimana  casi  siempre  de  fi 
multiplicidad  de  criterios. 

12 1 5. — Como  es  fácil  de  observar,  los  cuatro  párrafos  deque 
consta  el  presente  artículo  abrazan  tres  materias  distintas:  el  pri- 
mero, las  circunstancias  que  han  de  comprender  las  escrituras  p¿U 
blicas;*el  segundo,  la  manera  de  obtener  la  inscripción  en  un  cáao 
determinado;  los  dos  últimos,  establecen  un  procedimiento  esperai 
en  el  juicio  abintestato.  Sin  duda  el  deseo  de  no  variar  la  numerar 
cion  correspondiente  á  los  artículos  de  la  Ley,  deseo  que  se  révda 
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en  la  Ley  Reformada,  y  que  era  de  imprescindible  necesidad  en  la 
de  1 877,  por  cuanto  ésta  scSlo  se  contrajo  á  determinados  artículos; 
es  lo  que  ha  producido  la  reunión  de  materias  tan  distintas  en  el 
artículo  29  de  la  Ley  vigente  en  la  Península;  aunque  pudo  orde- 
narse de  otra  manera  en  la  nuestra,  ya  que  en  lo  general  de  ésta  no 
se  ha  observado  escrupulosamente  el  método  seguido  en  la  Penín- 
sula. 

1 2 16. — Fácil  es  de  comprender  porqué  prevé  este  artículo  el  caso 
de  que  los  colaterales  llamados  á  la  sucesión  intestada  lo  sean  en 
porciones  diferentes,  siendo  así  que  parecia  más  probable  lo  contra- 
rio, puesto  que  según  la  regla  general  en  las  herencias,  los  parientes 
más  próximos  excluyen  á  los  más  remotos,  y  los  de  un  mismo  gra- 
do participan  con  igualdad. — Dos  razones  se  han  tenido  presentes 
para  el  caso. 

1217. — Es  la  primera,  que  el  deredio  de  representación,  admi- 
tido en  la*línea  colateral  respecto  de  los  sobrinos,  hace  posible  la 
concurrencia  de  c¿tos  con  hermanos  del  causante,  en  porciones  desi 
guales,  á  la  herencia  de  que  se  trate.  En  efecto,  los  hijos  de  un  her- 
mano premuerto  pueden  concurrir  con  uno  ó  más  hermanos  sobre- 
vivientes, y  entonces  aquellos  perciben  una  sola  porción  hereditaria, 
la  que  correspondería  á  su  padre  si  viviese;  pues  en  el  derecho  de 
representación  se  prescinde  del  número  de  los  verdaderos  partícipes 
para  fijarse  sólo  en  lo  que  debia  corresponder  al  repre.sentado.  (i) 
Si  vienen,  pues,  á  heredar  un  predio  del  difunto,  por  sucesión  in- 
testada, un  hermano  del  mismo  y  dos  ó  más  hijos  de  otro  hermano 
muerto  anteriormente,  la  porción  del  hermano  vivo,  que  es  el  inte- 
resado por  mayor  suma,  ó  sea  el  mayor  interesado,  como  dice  este 
artículo,  es  á  la  que  habrá  de  atenderse  para  determinar  si  pueden 
todos  disfrutar  de  los  beneficios  del  presente  artículo;  si  puede  la 
tramitación  del  juicio  acomodarse  á  las  reglas  en  el  mismo  estable- 
cidas. 

1 218. — La  otra  de  las  razones  anunciadas  es  que  la  Ley  no  toma 
en  cuenta  el  valor  de  la  porción  hereditaria  que  á  cada  uno  corres- 
ponda, sino  tan  solo  el  de  los  inmuebles  ó  derechos  reales  que  haya 
de  adjudicarse.  Esto,  que  por  una  parte  se  halla  en  armonía  con  el 
sistema  de  la  Ley,  que  solo  para  los  inmuebles  dicta  sus  disposicio- 
nes, dá  por  otro  lugar  á  que  se  obtenga,  sin  los  trámites  que  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  determina,  la  competente  declaración  judi- 
cial de  herederos  ab-intestato,  por  colaterales  que,  adjudicándose 
inmuebles  por  valor  de  mil  pesos  ó  inferior,  se  adjudiquen  también 
al  propio  tiempo  muebles  ó  semovientes  que  excedan  en  mucho  de 
ese  típo.  Tal  anomalía  se  explica  sin  embargo,  si  se  tiene  en  cuenta 
que  el  propósito  de  la  Ley  Hipotecaria  es  sólo  facilitar  y  hacer  eco  • 
nómica  la  inscripción,  euando  se  trata  de  bienes  de  escaso  valor, 
y  por  esto  atiende  sólo  á  los  inmuebles,  porque  son  los  que    se 

Ci)   .Ley  2*,  tít.  20,  libro  io9  Nov.  Rec, 
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inscriben.  En  cuanto  á  los  bienes  que  excedan  de  ese  tipo,  se  supo- 
ne que  á  los  interesados  no  les  detendrá  el  mayor  costo  que  respec- 
to de  los  favorecidos  por  el  presente  artículo,  causa  el  observar  por 
todos  sus  trámites  el  juicio  abintestato,  como  podría  detener  á  estos 
últimos. 

1 2 19. — 'Una  aclaración  viene  á  causar  en  las  disposiciones  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  el  contexto  del  presente  artículo.  Con 
vista  de  la  declaración  hecha  por  ella  de  que  sólo  puede  prevenirse  e\ 
juicio  abintestato  cuando  no  existan  descendientes,  ascendientes,  ni 
colaterales  dentro  del  cuarto  grado,  del  difunto  (Art.  351  L.  de  E. 
C.)  porque  si  existen  éstos,  deberá  el  Juez  limitarse  á  ciertas  medi- 
das de  prudencia  y  seguridad  en  ausencia  de  aquellos,  y  á  avisarles 
el  fallecimiento  (Art.  352  id.  id.)  cesando  la  intervención  judicial  tan 
luego  como  comparezcan  los  parientes,  á  no  ser  que  alguno  de  ellos 
la  solicite  (Id.  id.);  con  vista  de  que  mas  adelante  se  dispone  que, 
practicadas  en  debida  fprma,  las  diligencias  preventivas,  mandará  el 
Juez  fijar  edictos  convocando  á  los  que  se  crean  con  derecho  á  la 
herencia  intestada  (Art.  368);  deducían  algunos,  y  aun  hemos  visto 
aceptarse  esa  práctica  en  varios  Juzgados,  que  el  trámite  de  los  edic- 
tos sólo  tenia  lugar  en  los  casos  de  prevención  del  juicio,  supuesto 
de  que  se  viene  partiendo  desde  el  art.  351,  y  que  por  tanto,  cuando 
existiesen  parientes  en  línea  recta  ó  colaterales  dentro  del  cuarto 
grado,  como  entonces  el  juicio  no  puede  prevenirse,  la  intervención 
judicial,  9Í  se  solicita,  habría  de  limitarse  á  las  medidas  que  los  inte- 
resados pidan  como  necesarias,  y  en  todo  caso  á  la  justificación  que 
se  determina  en  los  arts.  372  á  376,  y  practicándose  también  en  sus 
casos  respectivos,  lo  dispuesto  en  los  378  á  384.  Fundábase  esta  opi- 
nión, I?  en  la  letra  de  feí  Ley,  atendidas  las  disposiciones  menciona- 
das de  los  arts.  35iy3S2yel  contexto  del  368;  2?  en  su  espíritu, 
porque  en  el  caso  de  prevención  del  juicio  por  nó  existir  parientes 
inmediatos,  es  sin  duda  necesario  el  llamamiento  de  los  que  se  crean 
con  derecho  á  suceder  al  finado,  y  no  así  cuando  existen  dichos  pa- 
rientes, porque  la  facilidad  que  hay  de  que  los  que  trataron  at  di— 
funto  conozcan,  siquiera  de  oidas,  á  sus  parientes  inmediatos,  per- 
mitiría suplir  el  largo  y  dispendioso  trámite  de  edictos,  por  medio 
de  la  información  establecida  en  el  art  385. — ^Tal  era,  pues,  la  opi- 
nión que,  acerca  del  procedimiento  aplicable  al  juicio  abintestato^ 
se  sostenia  por  muchos,  antes  de  pronÁulgarse  en  nuestro  país  b 
Ley  Hipotecaria. 

1220. — La  declaración  contenida  en  los  dos  últimos  párrafos  áú 
presente  artículo  impide  que,  dentro  de  los  buenos  príncipios  de  le- 
gislación, pueda  en  lo  sucesivo  aceptarse  la  interpretación  que  da- 
rnos indicada.  Al  eximirse  del  trámite  de  la  publicación  de  edictfks 
á  los  herederos  directos  ó  colaterales  inmediatos  en  los  casos  que  Se 
determinan,  implícitamente  se  declara,  x?  que  les  alcanzaba  esepfe- 
cepto;  2?  que  les  continuará  alcanzando  en  los  casos  no  exceptn»- 
dos.  Resulta,  pues,  que  en  la  mente  del  legislador,  el  art  3¿8*dle  Ift 
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Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  á  que  nos  hemos  referido,  era  aplica- 
ble á  todos  los  casos  en  que  se  promoviese  y  cursase  el  juicio  abin- 
testato. 

1 22 1. — Resulta,  pues,  también  que  se  hallan  comprendidos  en  el 
beneficio  del  presente  artículo: 

1 9 — Los  descendientes  ó  ascendientes  legítimos  del  que  falleció 
sin  t^tar,  cualquiera  que  sea  el  valor  de' los  bienes  inmuebles  6  de- 
rechos reales  sobre  los  mismos,  en  que  haya  de  suceder. 

2? — Los  colaterales,  también  legítimos,  (porque  en  ellos  obra  con 
mayor  fuerza  la  necesidad  de  esa  cualidad),  cuando  no  exceda  de 
mil  pesos  lo  que  á  cada  uno  de  ellos  corresponda  en  bienes  inmue- 
bles ó  derechos  reales  sobre  los  mismos. 

1222. — ^Y  se  hallan  expresamente  excluidos,  y  por  tanto  en  la  ne- 
cesidad de  sujetarse  á  todos  los  trámites  del  procedimiento  abintes- 
tato  según  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil: 

I? — Las  personas  llamadas  por  las  leyes  vigentes  á  la  sucesión 
abintestato  después  de  los  colaterales  del  cuarto  grado,  y  por  tanto 
los  hijos  naturales  del  finado;  (i)  el  cónyuge  supérstite,  (2)  y  los  co- 
laterales desde  el  quinto  hasta  el  décimo  grado  (3^ 

2? — Los  colaterales  dentro  del  cuarto  grado,  cuando  el  valor  de 
los  bienes  de  naturaleza  inmueble  que  correspondan  á  cualquiera  de 
ellos,  exceda  de  mil  pesos. 

1223.  —Y,  por  últin^B,  se  hallan  excluidos  literalmente  del  presen- 
te artículo,  pero  en  condiciones  de  que  sus  preceptos  les  sean  aplica- 
bles por  analogía: 

I? — Los  descfendientes  y  ascendientes  legítimos  cuando  en  la  he- 
rencia no  haya  bienes  de  naturaleza  inmueble. 

2? — ^Los  colaterales  de  igual  clase  dentro  del  cuarto  grado,  cuan- 
do la- porción  que  á  cada  uno  corresponda,  en  bienes  de  cualquier 
clase,  no  habiéndolos  de  naturaleza  inmueble,  no  exceda  de  mil  pesos. 

1224. — Decimos  que  estos  últimos  se  hallan  en  condiciones  de 
que  les  sea  aplicable  por  analogía  el  precepto  de  que  tratamois, 
porque  según  lo  expuesto  en  el  par.  12 14,  así  como  la  Ley 
Hipotecaria  lo  ha  establecido  respecto  de  los  inmuebles  para 
evitar  que  los  poseedores  de  bienes  de  exiguo  valor  se  abstengan 
de  promociones  judiciales  cuyos  gastos  pudieran  parecerles  des- 
proporcionados, la  misma  razón  existe  en  el  orden  genéraldel  dere- 
cho para  aplicar  esa  regla  cuando  no  figuren  inmuebles  entre  los 
bienes  relictos. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 
1225. — Son  de  tres  clases  las  que  pertenecen  á este  artículo,  como 

(i)  Ley  de  9  de  Mayo  de  1835,  llamada  de  mosítmcos,  y  que  hemos  citado  en los^  párs, 
637  y  641, 

(2)  Art.  2?,  inciso  2?  de  la  misma. 

(3)  Art  2?,  inciso  3? 
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quiera  que  también   son  de  tres  clases  los  preceptos  que  en  el  mis- 
mo se  contienen,  según  dejamos  expuesto  (par.  1203) 

1 1 26. — Las  que  se  refieren  á  los  requisitos  que  h?in  de  contener 
las  escrituras  se  encuentran  en  la  Instrucción,  y  son,  además  de  las 
que  hemos  insertado  en  los  pars.  937,  940,  941  y  988,  (Arts.  i?  al 
5?,  8?  y  I  i),  las  siguientes: 

Artículo   15. 

Los  funcionarios  que  autoricen  actos  ó  contratos  que  deban  inscribirse,  y  en 
que  no  medie  precio,  harán  constar  el  valor  de  los  inmuebles  ó  derechos  reales 
á  que  se  reñeran,  siempre  que  resultare  de  los  títulos  ó  las  partes  lo  manifes- 
taren. 

1227. — Concuerda  con  el  art.  15  de  la  Instrucción  de  9  de  No- 
viembre de  1874.  La  primitiva,  ó  sea  la  de  12  de  Junio  de  1861. 
disponia  sustancialmente  lo  mismo,  aunque  con  distinta  redacción. 

1228. — Por  lo  que  hemos  explicado  al  exponer  el  art.  17  de  la 
Ley,  se  tendrá  presente  que  la  circunstancia  del  valor  no  es  de  las 
esenciales  para  la  inscripción.  Si  bien  ha  de  expresarse  en  ésta,  cuán- 
do constate  del  titulo,  su  omisión  en  la  escritura  no  impide  por  con- 
siguiente la  inscripción;  y  por  tanto,  no  es  de  las  circunstancias  á 
que  se  refiere  el  presente  artículo  de  la  Ley;  al  que  sirve  sin  embar- 
go de  complemento,  por  cuanto  contribuye  á  determinar  su  exten- 
sión. 

Artículo   16. 


Cuando  fuere  objeto  del  acto  ó  contrato  un  censo  ó  una  pensión  periódica 
perpetua,  cuyo  capital  no  conste,  y  no  mediare  tampoco  precio,  se  fíjará  el  va- 
lor capitalizando  los  réditos  *á  razón  de  tres  por  ciento  anual,  á  menos  que  los 
interesados,  de  común  acuerdo,  elijan  otro  tipo  para  dicha  capitalización, 

Si  hubiere  mediado  precio,  se  expresará,  cualquiera  que  sea,  el  importe  de 
los  réditos  ó  pensiones. 

Cuando  la  pensión  consista  en  frutos,  se  reducirán  estos  á  metálico  por  el 
precio  medio  que  tuvieren  en  el  lugar,  para  hacer  la  capitalización. 

Si  la  pensión  fuere  vitalicia,  se  hará  la  capitalización  al  tipo  de  diez  ú  ocho  y 
un  tercio  por  ciento,  según  los  casos,  con  arreglo  á  la  ley  común,  á  menos  que 
los  interesados  establezcan  otro  diferente. 

1229. — Concuerda  con  el  que  lleva  el  mismo  número  en  las  dos 
Instrucciones  peninsulares  de  1861  y  1874,  que  dejamos  citadas.  £0 
este  lugar  se  aparta  la  nuestra  de  la  vigente  para  acomodarse  á  la 
primitiva  en  la  redacción  del  último  párrafo,  pues  en  vez  de  dedr, 
al  fijar  el  tipo  de  la  pensión  vitalicia,  con  arreglo  á  la  ley,  12,  Ht,  15, 
lib,  10?  de  la  Nov,  Ree.,  como  se  lee  en  la  Instrucción  peninsular 
vigente,  ha  preferido  la  locución,  con  arreglo  á  la  ley  común,  que  se 
usaba  en  la  primitiva. 
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1230. — Establecido  ya  en  el  art.  15  el  precepto  general  de  que  se 
exprese  el  valor,  se  procede  á  formular  reglas  particulares  para  casos 
en  que  no  se  puede  llegar  á  él  sino  por  medio  de  una  operación 
aritmética,  y  en  estas  reglas  se  ocupa  el  presente  artículo. 

1 23 1. — La  dictada  para  el  primer  caso  se  funda  en  que  la  ley  23 
tit  I  5  lib.  io9  Nov.  Rec.  señala  en  su  regla  2?  el  tres  por  ciento 
como  tipo  general  de  las  pensiones  perpetuas,  y  lo  mismo  la  24, 
reglas  8  y  10,  del  propio  tít.  y  lib.;  tipo  que  no  debe  sin  embargo 
subsistir  cuando  se  adopte  otro  por  los  interesados. 

1232. — La  segunda  es  suficientemente  clara  y  racional;  se  expli- 
ca y  justifica  por  sí  misma. 

Artículo  17. 

Cuando  en  los  actos  y  contratos  sajetos  á  registro  los  interesados  dejaren 
de  presentar  los  documentos  que  justifiquen  la  propiedad  del  inmueble  ó  de- 
recho real  que  se  trasmita  ó  grave,  se  expresará  el  título  de  adquisición  en 
cuya  virtud  pertenezca  á  determinada  persona  el  inmueble  ó  derecho  real,  in- 
dicando en  su  caso  el  libro  y  folio  en  que  resulte  hecha  la  inscripción. 

Esta  misma  disposición  será  aplicable  á  los  mandamientos  de  embargo  res- 
pecto de  los  bienes  del  deudor. 


1233. — Concuerda  con  el  art.  7?  de  la  Instrucción  vigente  en  la 
Península,  y  que  ha  venido  á  modificaren  tal  sentido  las  disposicio- 
nes de  la  Instrucción  primitiva  dirigidas  á  impedir  el  otorgamiento 
de  contratos  sobre  bienes  ó  derechos  que  no  estuviesen  inscritos. 
Estas  disposiciones  eran,  que  los  escribanos  no  admitiesen  títulos  no 
registrados  »en  justificación  del  derecho  que  se  quisiese  trasmitir 
(Art  I?);  que  no  expidiesen  copias  de  los  mismos  [Art  2?]  y  que 
en  todos  los  instrumentos  púbh'cos  relativos  á  inmuebles  y  que  se 
otorgasen  del  dia  en  que  empezase  á  regir  la  Ley  en  adelante,  se 
hiciese  fnencion  expresa  de  hallarse  inscritos  y  del  registro  en  que  lo 
estuvieren.  Esto  fué,  puede  decirse,  la  continuación  del  sistema  ini- 
ciado en  Real  decreto  de  26  de  Noviembre  de  1852.  [i]  La  Real 
orden  de  22  de  Diciembre  de  1862  vino  a  confirmar  la  necesidad  de 
la  previa  inscripción  [Art  2?]  al  propio  tiempo  que  permitía  al  No- 
tario ajustarse  á  lo  manifestado  por  las  partes  [Art  i?].  Otra  Real 
Orden,  de  13  de  Febrero  de  1864,  aplazó  el  cumplimiento  de  los 
tres  citados  artículos  de  la  Instrucción,  respecto  de  los  bienes  ad- 
quiridos antes  de  i?  de  Enero  de  1863,  por  el  mismo  tiempo  que 
durase  la  próroga  hecha  de  los  plazos  que  fijaban  los  arts.  34,  389 
y  sus  correlativos  de  la  L.  H.,  para  la  inscripción  de  aquellos.  [2] 
Dictóse  todavía  otra,  en  11  de  Julio  de  1865,  resolviendo  que  mién- 


(1)  Véase    par.  74  de  nuestra  Reseña  Histórica. 

(2)  Acerca  de  la  próroga  de  dichos  plazos  hemos  hablado  en  el  par.    209  de  nuestra 
RtSiUa  Histórica, 
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tras  durase  la  suspensión  del  cumplimiento  de  los  arts.  34  etc.»  de 
la  L.  H.  los  transferentes  de  dominio  no  estuviesen  obligados  á  pre- 
sentar á  los  Notarios  el  título  escrito  en  que  lo  fundasen.  Y  por  ulti- 
mo, efectuada  la  Reforma  de  la  Ley  en  1869,  la  nueva  Instrucción 
de  1874  trocó  la  disposición  de  que  venimos  hablando  en  la  que 
dejamos  expuesta. 

1234, — Las  palabras  usadas  en  el  presente  artículo,  indicando  EN 
SU  CA§ó  el  libro  y  folio  etc.,  dgan  comprender  claramente  que  para 
el  otorgamiento  de  un  acto  ó  contrato  relativo  á  inmueble  no  es  ne- 
cesaria la  previa  inscripción  del  mismo;  pues  el  Registrador  cui4ará 
de  cumplir  en  su  oportunidad  lo  prevenido  en  el  art  28  de  la  Ley; 
pero  si  el  título  se  halla  inscrito,  deberá  manifestarse  al  Notario  el 
libro  y  folio  en  que  conste  el  asiento,  para  que  lo  exprese  en  la  es- 
critura. 

1235. — Aunque  el  segundo  párrafo  no  se  refiere,  como  se  habrá 
observado,  al  art.  29  de  la  Ley,  sino  á  uno  de  los  casos  comprendi- 
dos en  el  50,  hemos  creído  deber  insertarlo  en  este  lugar,  porque  á 
el  corresponde  la  principal  de  sus  disposiciones. — ^Esta,  en  todo  ri- 
gor, .mas  bien  hace  relación  á  lo  dispuesto  en  el  art  28  que  al  pre- 
sente, pero  como  éste  es  en  toda  la  Ley  el  artículo  que  habla  mas 
directamente  y  en  términos  mas  generales  con  los  Notarios,  no 
creeríamos  llenar  el  objeto  de  nuestra  obra  si  nos  limitásemos  á  ex- 
plicar con  motivo  de  él  las  circunstancias  cuya  omisión  produce  la 
nulidad  del  asiento,  con  arreglo  al  art.  38  de  la  Ley. 

Artículo  19. 

Los  instrumentos  públicos  contendrán  todos  los  requisitos  generales  estaUe- 
cidos  por  las  leyes,  y  especialmente  por  la  del  Notariado  y  su  reglamento,  s:b 
perj,uicio  de  las  particulares  que  exija  la  naturaleza  del  acto  ó  contrato  que 
tenga  por  objeto  cada  uno  de  aquellos. 

1236. — Las  escrituras  públicas  pueden  considerarse  bajo  un  doble 
aspecto,  ya  se  atienda  al  acto  ó  contrato  que  en  ellas  se  consigne; 
ya  á  las  condiciones  de  forma  cuya  observancia  constituye  el  instru- 
mento público.  A  esa  dualidad  se  contrae  el  presente  articulo,  abra- 
zando ambos  caracteres  con  la  generalidad  del  precepto  que  esjta- 
blece. 

1237. — Las  escrituras  públicas,  .deben,  pues,  contener 
I? — ^Todos  los  requisitos  generales  establecidos  por  las  leyes,., y 
en  espececial  por  las  disposiciones  relativas  al  Notariado,  yquecQO»* 
tituyen  su  carácter  de  escritura  pública.-^Tales  son  las  que  se  coa- 
traen á  la  comparecencia  del  otorgante  ante  el  Notario,  á  la  aptitjsijd 
de  esté  por  razón  de  su  título  profesional  ó  del  territorio,  á  la  fiS  de 
conocimiento,  á  la  asistencia  de  testigos  etc. — ^Y  también  á  los. iip^- 
quisitos  esenciales  de  todo  contrato,  como  son  la  capacidad  de  los 
otorgantes,  la  causa  lícita  que  lo  motive,  ó  sea,  que  no  se  encueft* 
tre  entre  los  prohibidos.  Respecto  á  este  punto  es  de  tenerse  en 
cuenta  que  en  todo  contrato  son  requisitos  esenciales,  esto  es. 
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cuales  no  existiría  legalmente  contrato,    seria  nulo  el   que  material- 
mente se  hubiese  celebrado,  los  cuatro  siguientes: 

1 9 — Capacidad  del  otorgante. — ^Y  por  tanto  son  nulos  los  que  ce- 
lebren en  su  perjuicio,  ó  sea  contrayendo  alguna  obligación,  los  me- 
nores de  edad,  sin  asistencia  de  su  curador;  las  mujeres  casadas,  sin 
intervención  de  sus  maridos,  etc. 

2? — Consentimiento  de  los  contrayentes  acerca  de  lo  que  es  ma- 
teria del  contrato. — ^Y  por  tanto  se  hallan  sujetos  á  rescisión  (v. 
acerca  de  esta  palabra  nuestro  par.  looo)  aquellos  en  que  ha  interve- 
nido error  sustancial,  dolo  que  haya  dado  causa  al  contrato,  esto  es, 
sin  el  cual  el  que  fué  la  víctima  no  se  hubiese  movido  á  contraer,  ó 
miedo  grave,  ó  sea  el  que  afecte  á  la  vida,  á  la  honra  ó  á  la  hacien- 
da del  que  lo  sufre. 

3? — Cosa  sobre  que  recaiga/y  que  sea  de  las  que  pueden  ser  ob- 
jeto de  contratación,  y  por  tanto  no  de  las  que  pertenecen  al  domi- 
nio publico  ni  de  las  destinadas  al  culto.. 

4? — Causa  lícita  que  dé  origen  al  contrato.  En  cuya  virtud  no 
son  válidas  aquellas  que  se  celebran  con  algún  objeto  contrario  á  la 
moral  ó  á  las  leyes. 

1238. — Es,  pues,  indispensable  que  se  llene  en  las  escrituras  esa 
doble  serie  de  requisitos  generales,  esto  es,  los  que  se  refieren  á  la 
escritura  publica  en  sí  misma,  ó  sean  los  instrumentales,  y  los  que 
afectan  á  los  contratos  que  aquellas  están  destinadas  á  perpetuar. 

1239. — 2° — Los  requisitos  particulares  que  exíjala  naturaleza  del 
acto  ó  contrato  de  que  se  trate. — ^Y  aquí  se  presenta  la  materia  bajo 
el  mismo  doble  aspecto  que  en  el  caso,  anterior. 

1240. — El  derecho  común,  á  mas  de  los  requisitos  esenciale;s  co- 
munes á  todos  los  contratos,  señala  otros  especiales  de  cada  uno. 
Así  en  el  de  compra-venta,  es  un  requisito  esencial  particular  .el 
precio]  en  el  de  censo,  el  canon  ó  pensión;  en  el  de  seguros,  el  riesgo, 
y  así  los  demás.  La  falta  de  un  requisito  esencial  hace  que  no  haya 
contrato  ó  que  mude  de  naturaleza.  La  falta  de  capacidad  ó  la  de 
consentimiento  invalida  el  contrato;  la  falta  del  precio  convertiría  la 
venta  en  donación;  la  del  riesgo  convertiría  el  contrato  qué  se  hu- 
biese titulado  de  seguros  en  otro  de  naturaleza  lucrativa,  contra  la 
índole  que  la  ley  le  atribuye;  y  es  muy  importante  que  los  Notarios 
tomen  en  cuenta  todas  esas  circunstancias  para  atribuirles  á  los  con- 
tratos que  autoricen  su  verdadera  naturaleza  y  denominación. 

1 241. — ^También  las  escrituras  publicas  están  sujetas  como  tales  á 
reglas  particulares  aplicables  á  los  diversos  actos  ó  contratos.  La 
misma  Ley  Hipotecaria  podria  ofrecernos  numerosos  ejemplos.  Los 
artículos  que  exigen  condiciones  especiales  á  las  inscripciones  de 
ciertas  clases  (18  al  20)  implícitamente  las  establecen  también  res- 
pecto de  las  escrituras  en  que  se  hagan  constar  los  actos  inscribibles 
de  esas  propias  clases. 

1 242. — Fuera  de  los  requisitos  propios  de  los  contratos,  para 
cuya   calificación  es  indispensable  al   Notario  el  conocimiento  del 
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derecho  común;  son  de  observarse  en  Is^  escrituras  publicas  ^ 
condiciones  ^i)  que  hemos  llamado  instrumentales,  tales  como  bs 
siguientes: 

1243. — Se  redactarán  en  lengua  castellana  [Ley  del  Notariado, 
art  25]  y  por  tanto  quedan  excluidos,  notólo  los  idiomas  extranje- 
ros, sino  aun  los  dialectos  provinciales,  [v.  par.  528]  y  se  escribiraa 
con  letra  clara,  sin  abreviaturas,  [Art.  25  Ley]  aunque  no  se  com- 
prenden en  la  prohibición  **las  reconocidas  comúnmente  para  trata- 
"mientos,  títulos  de  honor,  expresiones  de  cortesía,  de  respeto  ó 
buena  memoria"  [Art.  52  Reg.]  y  sin  blancos  [Art.  citado  de  la 
Ley]  aunque  tampoco  se  reputan  tales,  esto  es,  no  se  comprenden 
en  la  prohibición,  **los  espacios  que  resulten  al  fin  de  una  línea 
cuando  la  siguiente  empiece  formando  cláusula"  [Art  citado  Reg.); 
sin  usar  en  las  matrices  "mas  que  de  tinta  negra,  sin  ingredientes 
"que  puedan  corroer  el  papel,  atenuar,  borrar  ó  hacer  que  desapa- 
"rézca  lo  escrito."  [Art  48  Regí;  sin  emplear  guarismos  en  la  ex- 
"presion  de  fechas  ó  cantidades  [Art.  citado  L.)  y  usando  de  estilo 
"claro,  puro,  preciso,  sin  frase  ó  término  alguno  oscuro  ni  suscep- 
"tibie  de  ambigüedad."  [Art.  5 1  Reg.] 

1244. — ^Darán  fe  los  Notarios  de  que  conocen  á  las  partes  ó  de 
haberse  asegurado  de  su  conocimiento  por  los  testigos  instruatienta* 
les,  ó  por  otros  especiales  que  se  llaman  de  conocimiento  (Art.  25 
L.);  también  de  la  profesión  y  vecindad  de  los  otorgantes  (Id.  id) 
aunque  hoy  es  mas  extensa  su  obligación  respecto  á  la  identidad  de 
la  persona,  pues  han  de  exigirles  que  justifiquen  su  personalidad  ex- 
hibiendo su  cédula  de  vecindad,  y  consignando  en  el  instrumento(2) 
el  número  de  ótden^  punto  y  fecJia  de  expedición  de  la  cédula.  (3) 

1245. — Los  testigos,  tanto  instrumentales  como  de  conocimiento, 
deberán  firmar  el  instrumento,  [4]  á  pesar  de  que  primeramente  se 
les  eximió  de  ese  acto  cuando  los  otorgantes  supiesen  firmar  [Art 
55  Reg.];  de  los  de  conocimiento  uno  por  lo  menos  deberá  saber 
firmar  y  firmará  (Art.  citado)  por  sí  y  por  el  que  no  sepa  (5);  ^b 
que  sea  .necesario  que  suscriba  de  su  propio  puño  la  antefirma,  (6) 
aunque  así  se  disponia  expresamente  respecto  de  los  instrui^entales 
en  el  art  53  del  Reglamento  citado. 

1246. — Pero  la  mas  importante  de  las  disposiciones  por  qu^  se  rige 
el  Notariado,  y  la  que  conviene  tener  mas  presente,  es  la  que  decía* 
ra  la  nulijiad  de  los  instrumentos  que  contengan  alguna. (ÚsposÍGiod 
á  favor  del  Notario  autorizante;  en  que  sean  testigos  los  parim%ifí^ 

(i)  Usamos  aquí  la  palabra c<7ff</<V/<7»^j,  no  en  la  acepción  que  expusimqs  en  noeslro  par. 
942,  sino  en  la  ae  circunstancias,  cualidades  ó  requisitos,  que  es  otra  de  siís  acepeioncsi. 

(2)  Decreto  del  Gobierno  General  de  29  de  Noviembre  de  1879  (Art,  S?) — Gme^éi 
la  Habaua  del  dia  30  de  los  mismos. 

(3)  Art  3?  del  mismo. 

UV  Or^en  de  la  Real  Audiencia  de  la  Isla  de  QMha  de  4  de  Agosto  de  1877  {GtaiA 
■8).       •     •  ••  .   "  ^   .    -^   ^    •    ..     ■  .    .     • 


del  o)  mandando  cumplir  la  R.  O.  de  18  de  Junio  del  mismo,  pnor  la  que  se  hada 
vo  á  esta  Isla  el^t.  60  del  nuevo  Reglamento  del  Notariado,  vigente  en  la  Península. 

|>isposicion  citada  en  la  nota  anterior. 

f  dq^  ídem,  idem. 
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escribientes  6  criados  del  mismo;  ó  los  parientes  dé  las  partes  intere- 
sadas en  ellos  [Art.  27  L.]  dentro  del  cuarto  grado  de  consangui- 
nidad ó  secundo  de  afinidad  [Art.  21  L,.];  ó  en  que  el  Notario  no 
de  fé  del  conocimiento  de  los  otorgantes,  ó  de  haberse  asegurado 
del  mismo  en  la  forma  que  expresa  el  art  23  [v.  par.  1244];  ó,  final- 
mente, en  que  no  aparezcan  las  firmas  de  las  partes  y  testigos  cuan- 
do deban  hacerlo,  y  la  firma,  rúbrica  y  signo  del  Notario  (Art.  27 

L.) 

1247. — Continúa  la  Instrucción. 

Articulo  2o. 

Los  Notarios  redactarán  con  claridad  y  concisión  las  cláusulas  de  las  escritu- 
ras en  que  se  declaren  los  derechos  y  obligaciones  de  los  otorgantes,  abstenién- 
dose de  consignar  toda  fórmula  inútil.  Procurarán  atei^erse  literalmente  á  las 
minutas  de  los  contratos  y  á  las  instrucciones  verbales  que  aquellos  les  dieren; 
pero  si  notaren  ambigüedad,  confusión  ó  falta  de  claridad,  lo  advertirán  á  los 
interesados,  proponiéndoles  la  redacción  que,  en  su  concepto,  exprese  mejor 
el  .sentido  de  lo  que  se  hubiere  estipulado. 

1248. — Concuerda  con  el  art.  1 9  de  la  Instrucción  peninsular  vi- 
gente, que  á  su  vez  concuerda  con  el  9?  de  la  primitiva,  si  bien  este 
usaba  la  palabra  escribanos  en  vez  de  Notarios. — La  nuestra  adi- 
ciona el  texto  con  la  frase,  absteniéndose  de  consignar  toda  fórmula 
iftútiL 

1249. — Como  es  fácil  de  observar,  el  presente  artículo  es  el  com- 
plemento de  las  disposiciones  de  la  Ley  y  Reglamento  del  Notaria- 
do, que  hemos  citado  anteriormente,  y  que  se  refieren  á  la  forma  de 
redactar  las  escrituras.  La  frase  adicionada  en  nuestro  texto  impo- 
ne á  los  Notarios  la  necesidad  de  un  conocimiento  exacto  del  dere- 
cho, pues  solo  así  se  hallarán  en  aptitud  de  discernir  las  fórmulas 
inútiles,  de  las  que  son  necesarias.  El  precepto  alude,  sin  embar- 
go, especialmente  á  una  multitud  de  fórmulas  que  la  rutina  del  foro 
tenia  consagradas,  y  que  solian  estamparse  en  todos  los  instrumen- 
tos.— Desde  que  se  inició  la  reforma  del  Notariado,  aspira  la  Ley  á 
que  el  Notario  sea  un  funcionario  inteligente,  de  verdadera  compe- 
tencia, que  se  dé  cuenta  de  sus  propios  actos  y  sirva  para  ilustrar  á 
las  partes;  y  nó  una  especie  de  escribiente  mecánico  encargado  tan 
sólo  de  reducir  á  un  formularismo  convencional  las  e^pplaciones 
que  se  propongan  por  los  particulares;  sin  examinar  siquiera  si 
son  ó  no  válidas. 

1 250. — ^Este  espíritu  se  revela  todavia  mas  patente  en  la  disposi- 
ción que  sigue: 

Articulo  22. 

t^os  Notarios  omitirán  toda  cláusula  que  no  produzca,  exima,   modiñque  de- 
clare ó  altere  de  cualquier  modo  alguna  obligación  ó  derecho  exigible  en  jui- 
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cío,  suprimiéndose  en  su  virtud  las  renuncias  de  leyes  que  no  sean  por  su  na- 
turaleza renunciables,  ó  que  siéndolo,  nó  maniñesten  los  otorgantes  claramente 
su  voluntad  de  renunciar  á  ellas,  asi  como  cualquier  otra  cláusula  supérñoa  ó 
impertinente. 

Articulo  23. 

Se  escribirán  las  cláusulas  con  la  debida  separación  en  párrafos  distintos  y 
correlativamente  numerados,  procurando  incluir  en  cada  uno  aquellas  circuns- 
tancias que  tengan  entre  sí  alguna  conexión  ó  analogía. 

125 1. — La  concordancia  de  estos^dos  artículos,  así  como  la  del  19 
de  nuestra  Instrucción,  se  encuentra  en  Real  Orden  de  14  de  Junio 
de  1863. 

1252. — Son  tan  claros  en  sí  mismos  los  preceptos  contenidos  en 
los  dos  artículos  que  preceden,  y  tan  patente  la  utilidad  de  su  exac- 
ta observancia,  que  consideramos  supérflua  toda  explicación.  Res- 
pecto al  art.  22,  demuestra  lo  que  ya  hemos  indicado;  al  Notario  le 
es  indispensable  hoy  el  conocimiento  del  derecho  común. 

Articulo  25. 

Los  Notarios  harán  constar  en  toda  escritura  que  los  otorgantes  tienen  la  ca- 
pacidad legal  necesaria  para  celebrar  el  acto  ó  contrato  á  que  se  reñeran:  cuya 
circunstancia  se  determinará  ajuicio  propio  del  Notario,  no  bastando  que  este 
lo  consigne  en  el  instrumento  apoyándose  en  el  solo  dicho  de  los  mismos  otor- 
gantes. 

1253. — Concuerda  con  el  art.  69  de  la  Instrucción  vigente  en  la 
Península;  que  se  acomodó,  aunque  dándole  una  redacción  mas  ex- 
plícita, al  22  de  la  Instrucción  antigua. 

Articulo  .  26. 

Las  personas  que  otorguen  cualquier  acto  ó  contrato  sujeto  á  inscripción^ 
desÍKnarán  el  lugar  en  que  deban  practicarse  todas  las  notiñcaciones,  citacio- 
nes y  demás  diligencias  judiciales  ó  extrajudiciales  á  que  dé  origen  el  expresa- 
do acto  ó  contrato. 

1254. — Cpncuerda  sustancíalmente  con  el  art.  4?  de  la  Instmc- 
cion  novísima  y  19  de  la  antigua,  que  al  exigir  la  expresión  en  la 
escritura  de  Ja  vecindad  del  otorgante  según  apareciese,  dice  aque* 
lia,  de  la  cédula  personal,  prevén  el  caso  de  que  tenga  vecindad  en 
un  punto  y  residencia  en  otro,  disponiendo  que  en  tal  evento  seña- 
len expresamente  uno  de  ellos  para  todas  las  diligencias  y  notifica- 
clones  á  que  pueda  dar  lugar  el  acto  ó  contrato.  Como  se  vé,  nues- 
tra Instrucción  le  da  mas  latitud  al  precepto,  pues  lo  aplica  á  todos 
los  casos,  aunque  al  propio  tíempo  sin  tratar  de  investigar  si  el  punto 
que  se  señale  por  el  interesado  es  ó  no  el  de  su  vecindad  6  residencsEL 
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125  5* — No  hay  que  tomar  la  designación  de  lugar  que  aquí  se  orde- 
na como  una  sumisión  expresa  al  Juez  ó  Tribunal  que  en  el  mismo 
radique  6  que  á  él  extienda  su  jurisdicción.  La  sumisión  expresa  so- 
lo puede  hacerse  renunciando  clara  y  terminantemente  al  fuero  propio  • 
y  designando  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se  someten  (Art.  3? 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil);  precepto  que,  como  emanado  de 
una  Ley,  no  puede  entenderse  derogado  por  la  Instrucción^  cuyo 
objeto  es  "instruir  y  adoctrinar  á  los  funcionarios  públicos  que  au- 
torizan documentos  sugetos  á  registro,  en  todos  los  requisitos  y  cir- 
cunstancias que  exige  la  Ley  Hipotecaria"  (i);  que  por  tanto  ni  aiin 
formula  ningún  precepto  nuevo;  sino  reduce  á  reglas  prácticas,  bre- 
ve y  metódicamente  distribuidas,  los  que  se  contienen  en  la  Ley  y . 
Reglamento.  No  hallándose,  pues,  en  éstos  la  necesidad  de  esa  su- 
misión, ocioso  seria  buscarla  en  aquella,  y  ni  aun  se  le  podria  con- 
ceder dentro  de  los  buenos  principios  fuerza  de  Ley,  si  en  ella  se 
encontrase.' 

1256. — El  efecto,  pues,  de  la  designación  de  lugar  que  aquí  se 
ordena  es  que  las  diligencias  practicadas  en  dicho  lugar  tengan  el 
mismo  valor  y  paren  el  mismo  perjuicio  que  si  se  hiciesen,  con  ar- 
reglo á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  el  domicilio  verdadero  6 
presunto  del  otorgante;  con  la  considerable  ventaja  de  evitar  la  pa- 
ralización de  un  litigio  porque  se  ignore  donde  se  halla  el  que  qui- 
zás procura  maliciosamente  no  ser  hallado;  y  además  que  se  prac- 
tiquen allí  diligencias  como  las  del  art.  42  de  la  Ley  y  otras  espe- 
ciales. 

Articulo  29. 

En  los  contratos  en  que  haya  mediado  precio  ó  dinero  de  cuya  entrega  no 
dé  fé  el  Notario,  se  omitirá  toda  renuncia  de  excepciones  y  leyes  favorables,  y 
en  su  lugar  declarará  dicho  funcicyiario  haber  advertido  á  los  otorgantes  que;, 
confesado  el  pago  de  dicho  precio,  queda  libre  la  finca  ó  derecho  de  toda  res- 
ponsabilidad por  razón  del  mismo,  aunque  se  justificare  en  lo  sucesivo  no  ser 
cierta  su  entrega  en  todo  ó  en  parte. 

1257. — Concuerda  con  el  art.  23  de  la  Instrucción  primitiva,  cu- 
yo precepto  no  fué  reproducido  en  la  nueva,  acaso  porque  habiendo 
cesado  en  la  Península  la  práctica  que  aquel  se  propuso  dester- 
rar, se  juzgó  ya  innecesario. 

1258. — La  prevención  que  aquí  se  ordena  es  claro  que  solo  está 
destinada  á  surtir  efecto  contra  tercero.  Es  .  aclaratoria  de  los  pre- 
ceptos contenidos  en  los  arts.  18,  19  y  46  (causa  tercera),  de  la  Ley. 
Debiendo  hacerse  constar  en  la  inscripción  el  aplazamiento  del  pre- 
cio para  que  el  tercero  sea  responsable,  es  consiguiente  que,  si  por 
el  contrario,  se  confiesa  el  pago,  esté  aquel   libre  de  toda  responsa- 


£  I  ]     Informe  de  la  Comisión  Antillana  acerca  de  la  Instrucción  General  sobre  la  manera 
de  redactar  hs  documentos  públicos  sujetos  á  registro  en  las  Islas  de  Cuba  y  Puerto- Rico, 
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bilidad  ulterior,    supuesto  que,  ni  fué   parte  en  el   contrató,  ni  hay 
constancia  en  el  Registro  del  hecho  que  pudiera  motivarla  (V.  nujcs- 
tro  par.  1015.)     Entre  las  partes  queda  la  cuestión  sujeta  á  las  re- 
glas del  derecho  común. 

1259. — Hemos  dicho  ya  que  el  art  29  de  la  Ley  se  refiere  á  tres 
materias  distintas,  y  que  lo  mismo  ocurre  con  las  disposiciones  que 
le  sirven  de  complemento.  Acabamos  de  insertar  las  que  se  refie- 
ren á  su  primera  parte,  ó  sea  á  las  escrituras  publicas.  Tenemos 
que  tratar  ahora  de  las  demás. — Sirven  de  complemento  á  lo  deda- 
rado  en  d  segundo  párrafo  de  dicho  artículo,  los  sigfuierites  del  Re- 
glamento. 

Articulo  35. 


Se  entenderá  por  título  para  todos  los  efectos  de  la  inscripción  et  documento 
público  y  fehaciente,  entre  vivos  ó  por  causa  de  muerte,  en  que  funde  su  dere- 
cho sobre  el  inmueble  ó  derecho  real  la  persona  á  cuyo  favor  deba  hacerse  la 
inscripción  misma. 

Cuando  dicha  persona  tuviere  más  de  un  título,  bien  porque  siendo  herede- 
ro ó  legatario  funde  su  derecho  en  un  testamento  y  en  una  partición,  bien  poir 
que  poseyendo  bienes  que  le  hayan  sido  disputados,  esté  mantej^ido  en  su  ptt>- 
piedad  por  transacción  ó  sentencia  ejecutoria,  ó  bien  por  otra  cualquiera  causa, 
deberán  inscribirse  todos  los  títulos,  comprendiéndolos,  siendo  posible,  en  una 
misma  inscripción. 

1260. — Concuerda  con  el  art.  69  del  Reglamento  Reformado  y 
con  el  que  llevó  igual  número  en  el  primitivo,  sólo  que  éste  declara- 
ba polestativa  la  circunstancia  de  comprenderse  todos  los  títulos  en 
una  misma  inscripción,  que  el  nuestro  y  el  Reformado  declaran  ne- 
cesaria, siempre  que  sea  posible. 

1261. — Fácil  es  comprender  á  qué  casos  se  contrae  esta  posi- 
bilidad. Cuando  los  diversos  títulos  se  presenten  simultáneamente 
para  pedir  la  inscripción,  será  á  veces  posible,  y  por  tanto  necesa- 
rio, según  este  artículo,  comprenderlos  en  una  scrfa,  es  decir,  hacer 
mención  de  todos  ellos  con  las  circunstancias  propias  de  la  inscrip- 
ción, en  la  de  dominio  que  se  practique.  Si,  por  el  contrarío,  la 
transacción  ó  la  ejecutoria  ha  venido  después  de  inscrito  e^  derecha 
que  aquellas  corroboran,  claro  es  que  no  será  posibie  en  este  caso 
comprender  el  último  título  obtenido,  en  una  inscripción  que  se  efec- 
tuó mucho  antes;  pero  como  el  nuevo  título  es  de  los  inscribibles, 
con  arreglo  al  art.  2?,  inciso  i?  de  la  Ley,  se  practicará  con  A  tm 
nuevo  asiento. 

1262. — Llama  la  atención  el  ttso  en  este  artículo  de  la  pahAm 
deberifif  que  parece  implicar  contradicción  con  la  cualidad  de  pótes^ 
tativa,  de  voluntaria,  que  la  Ley  ha  dado  á  la  inscripción.  Gree^ 
mos,  no  obstante,  que  bien  meditado,  no  implica  contradicdoa  aU 
guna — El  acto  mismo  de  pedir  la  inscripción  es  potestativo;  poto 
si  al  pedirse,   resulta  que  descansa  en  varios  títulos  el  derecb^  Vcsai 


Digitized  by  VjOOSI^  ' 


415 

de  que  se  trate,  deberán  inscribirse  todos;  porque  no  siendo  ninguno 
de  ellos  prueba  bastante  del  derecho,  ninguno  puede  admitirse  co- 
mo suficiente  para  el  efecto.  La  petición  de  inscripción  es  volun- 
taria, pero  no  \k  forma,  de  efectuarla,  que  obedece  por  el  contrario 
á  reglas  severísimas.  Todo  título  qne  por  sí  sea  insuficiente,  nece- 
sita ser  corroborado  por  otro. 

1263. — El  contenido  del  primer  párrafo  del  presente  artícíulo  35 
reglamentario,  lo  expusimos  detenids^mente,  al  examinar  el  art  2?  de 
la  Ley,  (pars.  97  á  1 25);  y  reservamos  para  otro  lugar  el  que  acabamos 
de  exponer,  por  cuanto  se  refiere  á  la  forma  de  la  inscripción.  Ade- 
mas, incidentalmcnte,  y  con  motivo  de  un  caso  práctico  que  propu- 
simos en  nuestro  par.  162,  nos  ocupamos  algo  en  lo  referente  al 
segundo  párrafo  de  dicho  artículo.  [V.  pars.  163  y  164.] 

Articulo  73  del  Reglamento. 

Se  considerarán  documentos  fehacientes  para  los  efectos  del  párrafo  segundo 
del  articulo  29  de  la  'ley,  las  escrituras  de  arr^ndamieiito  de  los  diez  últimos 
años  en  las  cuales  se  haga  mención  del  título  universal,  las  diligencias  judicia- 
les de  posesión,  apeo  ó  deslinde,  las  sentencias  de  interdictos  ó  cualesquiera 
otros  instrumentos  que  han  fé  y  expresa  mención  délos  bienes  y  de  su  proceden- 
cia; ajuicio  del  Registrador,  y  salvo  en  todo  caso,  contra  su  decisión,  el  recur- 
so gubernativo  correspondiente. 

1 264. — El  presente  artículo  no  tiene  correspondencia  en  el  Re- 
glamento de  la  Península,  sino  sólo  en  el  proyecto  de  Ley  de  1864 
^Stiiyck  y  Reig).  La  Comisión  Antillana,  en  el  preámbulo  de 
nuestro  Reglamento,  lo  explica  así: 

** Desarrollando  y  completando  el  sentido  del  art.  29  de  la  misma, 
"se  propone  también  otra  disposición  en  el  adjunto  reglamento,  de- 
"terminando  los  documentos  que  pueden  inscribirse  para  completar 
"y  perfeccionar  otros  que  no  describan  ni  determinen  los  bienes  á 
"que  los  mismos  se  refieren.  Estos  documentos  complementarios 
"pueden  ser,  ó  los  títulos  de  adquisición  del  causante,  ó  el  inventa- 
"rio  de  sus  bienes  judicialmente  aprobado,  ó  la  partición  y  adjudi- 
"cacion  de  los  mismos  bienes,  ó  testimonio  de  apeos  6  deslindes  de 
"ellos,  ó  los  de  posesión  judicial.  Si,  aun  así,  el  propietario  no  pu- 
"diese  completar  su  titulación,  podrá  inscribir  su  derecho  en  cuanto 
"á  la  posesión  por  medio  del  expediente  prevenido  en  la  Ley  hipo- 
"tecaría." 

1265. — Las  palabras  que  preceden  son  bastante  explícitas  para 
alejar  toda  duda.  El  art.  73  del  Reglamento  tiene  por  objeto  faci- 
litar la  justificación  del  derecho  que  se  pretende  inscribir.  Si  aun 
así  la  prueba  documental  resultase  insuficiente,  quedará  expedita  la 
vía  de  las  informaciones,  á  tenor  de  lo  que  dejamos  expuesto  con 
referencia  á  los  arts.  6?  al  r  i  .de  la  Ley. 

1266. — Réstanos  ahora  examinar  las  disposiciones  relativas  á  la 
áltipia  de  las  que  contiene  el  art.  29  de  la  Ley.  Se  hallan  también 
cfk  el  Reglamento^  y  son  las  siguientes: 
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Articulo  99. 

Para  inscribir  la  adquisición  de  bienes  raices  ó  derechos  reales  por  titulo  de 
herencia  intestada  3e  presentará  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  que  ha)ra  de 
hacerse  la  inscripción  el  testimonio  de  la  sentencia  ejecutoria  de  declaración  de 
heredero,  dictada  previo  los  trámites  señalados  en  los  artículos  368  al  375  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

No  obstante,  los  que  sucedan  abintestato  á  sus  parientes  legítimos  en  la  linea 
recta,  cualquiera  que  sea  la  cuantía  de  la  herencia,  y  á  sus  colaterales  dentro 
del  cuarto  grado  cuando  no  exceda  de  cinco  mil  pesetas  (1,000  pesos)  el  valor 
de  los  inmuebles  adjudicados  al  mayor  interesado,  podrán  obtener,  con  arreglo 
al  articulo  29  de  la  ley,  la  inscripción  presentando  testimonio  de  la  sentencia 
ejecutoria  dictada  en  virtud  de  información  judicial,  practicada  con  audiencia 
del  Ministerio  ñscal,  sin  necesidad  del  trámite  relativo  á  la  publicación  de  los 
edictos. 

La  justiñcacion  de  la  cuantía  se  practicará  al  mismo  tiempo  que  la  expresada 
información,  y  será  Juez  competente  para  conocer  de  esta  el  que  determina  el 
articulo  354  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

1267 — Concuerda  este  artículo  con  el  i9del  Real  Decr^eto  de  20 
de  Mayo  de  1878,  que  reformó  varios  artículos  de!  Reglamento  pe- 
ninsular, acomodándolo  á  las  alteraciones  hechas  en  la  Ley,  por  la 
de  1 877. — Difiere  el  Real  Decreto  citado  de  nuestro  art.  reglamen- 
tario, en  que  señala  como  máximtmi  dos  mil  pesetas  en  vez  de  las 
cinco  mil  del  nuestro,  y  en  que  cita  el  arL  309  de  la  Ley  sobre  el 
Poder  judicial,  en  vez  del  354  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil.  Am- 
bos artículos  coinciden  en  determinar  la  competencia  del  Juez  en 
los  abintes tatos,  pero  nuestro  Reglamento  cita  la  ley  vigente  en 
Cuba. 

1268. — Testimonio  déla  sentencia  <?;Vr«/¿?r/Ví  se  dice  que  hade 
presentarse,  para  obtener  la  inscripción.  Tómase  aquí  la  palabra 
ejecutoria  en  un  sentido  análogo  al  que  ya  hemos  explicado  en  otro 
lugar.  Ejecutoria  significa  en  este  caso  la  providencia  'definitiva 
que  termina  el  juicio. — Las  demás  disposiciones  del  presente  artícu- 
lo son  claras. 

Articulo   roo. 

Siempre  que  sin  mediar  providencia  judicial  se  pidiese  la  inscripción  ó  anor 
tacion  preventiva  de  bienes,  que  por  fallecimiento  de  alguno  deban  pasar  á  su 
heredero  ó  legatario,  se  presentará  y  quedará  archivada  en  el  Registro  la  par- 
tida que  acredite  la  fecha  de  dicho  fallecimiento. 

1269. — Concuerda  con  el  art.  48  del  Reglamento  Reformado, 
que  siguió  literalmente  al  primitivo. — Como  es  fácil  de  observar» 
el  presente  artículo  no  es  aplicable  al  caso  del  art.  29  de  la 
Ley,  pues  en  éste  media  providencia  judicial,  pero  lo  insertamos  aquí 
precisamente  porque  determina  una  diferencia*  Ha  de  quedáor. 
archivada  la  partida  de  defunción,   al  efecto  de  acreditar   la  fecha 
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del  fallecimiento;  y  si  no  se  exige  cuando  media  providencia  judi- 
cial» es  porque  entonces  se  ha  de  proceder  en  la  forma  de  manda- 
miento, uno  de  cuyos  ejemplares  conservaráel  Registrador  [Art 
265  L.]  de  manera  que  siempre  se  logra  el  objeto  de  que  en  su 
oficina  quede  la  necesaria  constancia.  Verdad  es  que  el  Real  de* 
creto  de  1878,  dado  para  el  cumplimiento  de  la  reforma  de  1877,' 
parece  apartarse  de  esa  regla  general,  al  exigir  tan  solo  un  testi- 
monio de  la  sentencia  ejecutoria  [Art.  99  Reg.];  pero  en  los  casos 
no  comprendidos  en  dicha  reforma  [V.  par.  1.222]  ha  de  quedar 
vigente  aquel  precepto. 

1270. — Las  partidas  de  defunción  que  se  archiven  en  el  Registro 
han  de  ocupar  el  lugar  que  por  sus  fechas  les  corresponda  en  el  le- 
gajo respectivo  de  los  cuatro  órdenes  de  estos  que  han  de  formarse, 
en  aquel.  [Arts.  322  al  324]  Reg.] — Por  Real  Orden  de  23  de  Se- 
tiembre de  1867  se  declaró  que  la  falta  de  firma  y  signo  del  Nota- 
rio autorizante,  en  el  registro  de  una  escritura  otorgada  con  anterio- 
ridad á  la  Ley  del  Notariado  no  sirve  de  obstáculo  para  la  inscrip- 
ción en  el  Registro  de  la  propiedad  de  dicho  título,  siempre  que 
esté  debidamente  signado  el  protocolo  que  contenga  el  referido  Re- 
gistro. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO  RICO. 

1 27 1. — Nuestro  art  35  lleva  ese  mismo  numero;  la  disposición  de 
nuestro  73  no  se  contiene,  y  nuestros  99  y  100  son  96  y  97,  en  el 
de  aquella  isla  heriínana. 

JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA. 

1272. — Con  arreglo  á  las  Leyes  iii  y  114,  tít  18  de  la  P.  3?  y 
I?,  tít.  23;  lib.  Ip9  de  la  Nov.  Rec,  la  omisión  del  dia  de  la  fecha 
del  otorgamiento  en  las  escrituras  publicas,  produce  su  nulidad. 

[Sent  de  13  de  Mayo  de  1864.] 

1273. — Es  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia,  que  la  circuns- 
tancia accidental  de  no  haberse  extendido  una  escritura  en  el  papel 
sellado  correspondiente,  no  afccja  á  su  esencia  y  verdad,  [i] 

[Sent.  de  26  de  Feb.  de  1867.] 

1274. — ^En  la  Ley  del  Notariado  de  28  de  Mayo  de  1862,  (2) 
se  revela  claramente  el  propósito  de  que  el  Notario,  en  los  actos  en 
que  intervenga  con  tal  carácter,  esté  exento  hasta  de  sospecha  de 
p^cialidad;  y  para  conseguir  este  objeto,  consigna  en  su  artículo  22 
la  prohibición  de  autorizar  contratos  que  contengan  disposición 

Ci)    Véase,  sin  embargo,  la  Resolución  de  31  de  Mayo  de  187S,  inserta  en  nuestro 
par.  1.102. 
(2)    I^  nuestra  es  de  29  de  Octubre  de  iS73«  7  comenzó  i  regir  en  i?  de  Abril  de  1874. 
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en  su  favor,  ó  en  que  alguno  de  los  otorgantes  sea  pariente  suyo 
dentro  del"  cuarto  grado  civil  ó  segundo  de  afinidad  y  en  el  28  (r) 
que  no  produzca  efecto  respecto  á  los  parientes  dentro  del  grado 
anteriormente  prohibido  del  que  autorizó  el  instrumento,  pero  no 
establece  la  nulidad  de  este,  concretándose  á  dejarle  sin  eficacia  en 
este  particular. 

(Sent.  de  31  de  Dic.  de  1867.) 

1275. — Según   la  ley  55,  tít  5?,  P.  5?,  cualquiera  de  los  condue- 
ños en  una  cosa  puede   vender  su  parte,  **magüer  la  cosa  non    sea 
•'partida,  é  puédela  vender  á  cualquier  de  los  que  han  en  ella  parte, 
"ó  á  otro  extraño;"  siendo  de  todo  punto   innecesaria  la  presencia, 
.  en  dicho  acto,  de  los  otros  condueños. 

[Res.  de  28  de  Julio  de  1880.] 


JURISPRUDENCIA    ADJETIVA. 

ESCRITURAS    PÚBLICAS. 

1276. — Si  bien  el  Notario  autorizante  debe  dar  fe  de  la  vecindad 
y  profesión  de  las  personas  que  otorguen,  ó  suplir  esta  diligencia  en 
lá  forma  que  previene  el  párrafo  tercero  del  art  23  de  la  ley  del 
Notariado,  la  omisión  de  estas  formalidades  no  constituye  un 
defecto  que  impida  la  inscripción  del  documento,  porque  no  afecta 
a  la  validez  del  mismo,  según  la  expresada  ley. 

(Res.  de  18  de  Abril  de  1879;^ 


1277. — El  no  haber  determinado  el  Notario  la  capacidad  legal 
de  los  contratantes  en  virtud  de  su  propio  juicio  y  sin  referirse  á  lo 
dicho  por  los  mismos,  si  bien  constituye  una  infracción  del  -  art.  69 
de  la  Instrucción,  no  impide  la  inscripción  del  documento  (2),  toda 
vez  que  resulte  del  mismo  que  los  otorgantes  por  su  edad,  sexo 
y  estado  tienen  la  •capacidad  necesaria  para  el  otorgamiento  de  la 
citada  escritura. 

[Id.  id.  id.] 

.1278. — Promovido  un  recurso  por  el  Notario  autorizante  de  la 
escritura  de  cuya  inscripción  se  trata,  sólo  pueden  discutirse  y  re- 
solverse las  cuestiones  relativas  á  los  defectos  atribuidos  por  el  Re- 
gistrador al  citado  documento  en  la  nota  puesta  al  pié  del  misma 

[Res.  de  22  de  Nov.  de  1879.] 


(i^  Los  arts.  22  y  28  de  la  Ley  peninsular  del  Notariado  llevan  los  propios  Mmeras 
en  la  nuestra,  y  advertimos  para  lo  sucesivo  que,  siempre  que  esto  ocurra,  no  haremos 
refn'enda  alguna  á  nuestra  Ley. 

(2)    Véase  lo  dicho  en  nuestros  pors.  1207  &  1209. 
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1279. — ^Tratándose  en  la  citada  escritura  de  la  liquidación  y  divi- 
sión de  una  herencia,  ha  debido  el  Notario  autorizante  consignar, 
previa  su  justificación,  las  circunstancias,  en  virtud  délas  cuales  han 
adquirido  el  carácter  de  herederos  personas  no  designadas  en  el  tes- 
tamento; con  el  fin  de  que  la  división  practicada  fuese  un  acto  váli- 
do y  eficaz. 

('Id.  id.  id.) 


1280. — El  no  expresarse  por  el  Notario  con  la  debida  claridad 
que  unas  mismas  fincas  se  adjudicaban  á  todos  los  interesados,  ni  la 
proporción  ó  interés  en  que  cada  uno  sea  partícipe,  constituye  una 
(alta  de  legalidad  en  las  formas  extrínsecas  del  mencionado  docu- 
mento. 

[Id.  id.  id.] 

1 28 1. — ^También   lá  constituye  la  omisión  déla  intervención  de 
una  de  las  interesadas,    sin  que  baste  á  subsanarla  el  consignarse 
aquella  intervención  en  otro  testimonio  procedente  del  mismo  docu- 
mento, porque  habiéndose  presentado  separadamente,  el  Registra- ' 
dor  debe  calificar  cada  uno  por  lo  que  resulte  de  su  contenido. 

[Id.,  id.,  id.] 

1282. — Según  lo  dispuesto  en  el  art.  37  del  Reg.  [i]  y  4?  de  la 
Real  Orden  de  23  de  Dic.  de  1862,  son  faltas  de  legalidad  en 
las  formas  extrínsecas  de  los  documentos  anteriores  al  año  de 
1863,  y  por  consiguiente  subsanables,  las  que  consistan  en  no  ex- 
presar, ó  expresar  sin  la  claridad  suficiente  cualquiera  de  las  circuns- 
tancias que,segun  la  ley,  debe  contener  la  inscripción,  siempre  que 
el  documento  sea  válido. — Una  de  dichas  circunstancias  es  la 
exacta  determinación  del  inmueble,  de  suerte  que  no  pueda 
confundirse  con  otro  inmueble. 

(Res.  de  4  de  Dic.  de  1879.) 

1283. — Las  leyes  i?,  7?  y  8?,  tít.  3?,  lib.  io9  Nov.  Rec.  prohiben 
que  la  donación  que  hace  el  esposo  á  la  esposa  por  vía  de  arras  pue- 
da exceder  en  ningún  caso  de  la  décima  parte  de  los  bienes  del  do- 
nante, estableciendo  ciertas  formalidades  para  la  celebración  de  estas 
donaciones,  imponiendo  á  los  Notarios  que  intervienen  en  tales  ac- 
tos varios  deberes  para  impedir  que  se  traspase  aquel  límite,  y  cas- 
tigando además  la  infracción  de  alguno  de  ellos  con  la  privación  del 
oñcio.  [2] — Una  de  las  solemnidades  que  exigen  las  leyes  7?  y  8? 
consiste  en  que  los  Jueces  practiquen  las  informaciones  necesarias 
para  averiguar  si  la  cantidad  entregada  por  vía  de  arras  excede  de 

(I)    Art.  74  del  uuestro. 

(3)  Tal  es  la  {fena  que  se  impone  por  la  primera  de  dichas  leyes  al  Escribano  <]ae 
diere  íé  de  algún  contrato  en  que  intervenga  renuncia  de  la  ley  que  prohibe  al  mando 
dar  en  arras  más  de  la  décima  parte  de  sus  bienes.. 
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la  tasa  legal.— La  cláusula  consignada  en  lá  escrítufa  de  que  si  el 
importe  de  la  finca  excediere  de  dicha  décima  parte,  "se  entenderá 
"para  cuando  ocurra  el  fallecimiento  del  otorgante  como  legado  dd 
"quinto  de  que  puede  disponer  libremente  con  arreglo  á  la  ley,"  no 
es  bastante  para  dispensar  del  cumplimiento  de  aquella  formalidad, 
toda  vez  que  constituye  por  sí  sola  un  acto  jurídico  de  distinta  na- 
turaleza, que  se  rige  por  principios  diferentes  y  que  produce  otros 
efectos. — La  necesidad  de  cumplir  con  el  requisito  de  la  información 
judicial  es  inexcusable  por  tratarse  de  una  donación  hedía  por  el 
marido  teniendo  hijos  de  otro  matrimonio,  y  consistente  en  un  in- 
mueble que  sin  gravamen  ni  condidon  alguna  [i]  se  pretende  tras- 
mitir á  la  Altura  esposa  del  donante,  adquiriéndola  ésta  con  todos 
los  efectos  que  produce  la  inscripción. 

[Res.  de  30  de  Enero  de  1880.] 


1284.— Uno  de  los  requisitos  esenciales  para  la  validez  de  los  ins- 
trumentos públicos  de  actos  inter  vivos,  según  el  precepto  termi- 
nante del  art  27  de  la  Ley  del  Notariado,  consiste  en  que  el  Notario 
autorizante  dé  fé  del  conocimiento  de  los  otorgantes,  ó  que  supla 
esta  diligencia  con  lá  forma  establecida  en  el  art.  23  de  aquella. — 
Según  el  art.  23,  la  dnica  manera  de  suplir  la  fé  del  conocimiento 
que  debe  dar  todo  Notario  consiste  en  asegurarse  de  él  por  el  dicho 
de  los  testigos  instrumentales  ó  de  otros  dos  que  conozcan  á  las  par- 
tes, llamatdos  por  lo  tanto,  testigos  de  conocimiento. — Examinadas 
las  disposiciones  contenidas  en  el  párrafo  tercero  del  art  23  de  la 
Ley  y  d  69  del  Reglamento  [2]  se  advierte  cierta  contradicción, 
pues  mientras  el  primero  se  refiere  á  la  manera  de  suplir  la  falta  de 
fé  que  tenga  el  Notario  sobre  la  vecindad  y  profesión  de  los  otor- 
gantes; el  segundo  se  dirige  á  suplir  la  falta  de  fé  de  conocimiento 
de  los  mismos;  y  al  paso  que  aqud  quiere  que  se  supla  la  falta  con 
lo  que  conste  al  Notario  y  manifiesten  los  testigos,  éste  sfc  satisface 
con  que  se  reseñen  los  documentos  acompañados  para  identificar  las 
personas.^ — Aunque  se  entienda  de  ambos  artículos  que  en  casos 
graves  y  extraordinarios  puede*  prescindirse  también  de  la  fé  de  co- 
nocimiento de  los  otorgantes,  no  puede  aplicarse  tal  precepto  al  ins- 
trumento que  el  Notario  no  ha  podido  legalmente  considerar  com- 
prendido entre  esos  casos  graves  y  extraordinarios.  (3) 

[Res.  de  17  de  Febrero  y  19  de  Abril  de  í88o,] 


[  1 1  Esto  es,  sin  imponerle  la  oUigacion  de  restítoir  exceso  algnno  pan  el  caso  4e  m 
excediendo  de  la  décima,  excediese  también  del  (quinto  de  los  bienes  ^ue  el  otorgMilB  de- 
jase á  su  fallecimiento.  De  manera  «^ue  la  donación  á  que  esta  Resolnaon  se  refiere  infirin- 
gla  á  la  ves  lo  mismo  las  r^^  rdatims  á  las  arras  que  las  apUoables  á  los  legados. 

(2)    Es  el  58  del  nuestro. 

S{\)    En  una  escritura  de  venta  manifestó  el  Notsjrío  que  no  coaoQícado  al  voidedoi^  aí 
nmendoéste  presentar  testigos  de  conocimiento  i  quienes  conócese  aauel,  habla  mmá 
o,  para  identificar  su  pasaporte  y  circunstanstao^as,  eÜ  pafia|»«rt9 expfOidd  A  salivar piT 
el  Secretario  del  Gobierno  uóieral  de  la  Isla  de  CuImu 
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1285. — El  funcionArío  piíblico  competente  para  dar  féde  los  con- 
tratos y  actos  extrajudiciales  es  el  Notario,  según  se  dispone  en  el 
art  I?  de  ía  Ley  del'Notariado. — Las  certificaciones  expedidas  por 
los  Secretarios  de  los  Juzgados  municipales,  con  respecto  á  lo  con- 
venido en  ios  actos  de  concili¿^cion,  no  eximen  á  los  interesados  de 
haéer  constar  en  escritura  publica  sus  convenios  ó  avenencias  cuan- 
do se  refieran  á  la  constitución,  trueque  6  trasmisión  de  derechos 
reales  sobre  bienes  inmuebles,  según  se  dispone  en  la  ley  14,  tít  12, 
libro  29  de  la  Nov.  Reo.  (i) 

(Res,  de  25  de  Julio  de  1880.)  (2] 


1286. — El  Notario  que  autorice  algún  acto  ó  contrato  que  no  tu- 
viere nombre  conocido  en  el  derecho,  absténgase  de  dárselo,  limi- 
tándose á  consignar  los  derechos  y  obligaciones  que  estipularen  los 
interesados,  (3)  con  las  demás  declaraciones  que  éstos  hicieren  en  la 
forma  prevenida  en  la  Instrucción  para  redactar  los  documentos  pú- 
blicos sujetos  á  registro.  (4) 

(Res.  de  7  de  Junio  de  1880.) 


i287.-^Los  arts.  89  y  26  de  la  Instrucción  de  12  de  Junio  de 
1861  (5)  lejos  de  haber  sido  derogados  por  los  de  la  L.  H,  refor- 
niada  y  su  reglamento  acerca  de  la  necesidad  de  omitir  la  descrip- 
ción de  la  finca  en  las  segundas  y  posteriores  inscripciones  relativas 
á  ella,  los  coifirman  y  corroboran  al  declarar  el  art.  28  del  regla- 
mento (6)  que  podrá  omitirse  dicha  inscripción  "siempre  que  délos 
títulos  presentados  resultasen  designados  de  igual  manera  el  nom- 
bre, la  situ?cloi,  la  medida  superficial,  los  linderos  u  otra  circuns- 
tancia importante,"  porque  este  precepto  supone  necesariamente  la 
descripción  de  la  finca  en  todos  los  títulos  que  en  lo  sucesivo  se  otor- 
guen á  fin  de  que  el  Registrador  pueda  comprobarla  con  laque  apa- 
rece en  el  Registro,  y  prescindir  6  no  de  hacerla  nuevamente,  según 
el  resultado  de  dicha  comprobación. 

,  [Res.  de  23  de  Junio  de  1874.] 

<i)  Hoy  error  en  esta  cita,  pues  el  tít  12  dd  lib.  2?  de  la  Noy.  Rec,  sólo  tiene  12  leyes. 
La  qoA  dispone  lo  que  aqa(  se  refiere  es  la  14,  tit.  12,  libro  cUcimo  del  Código  citado. 

(2)  Es  la  que  citamos  anteriormente,  (par.  1107,) 

(3)  Tratábase  en  este  caso  de  la  cesión  de  cuatro  fincas  mediante  una  pensión  anual 
y  vitalicia,  ctt)ro  contrato  denominó  el  Notario  de  censo  vitalicio;  siendo  a^í  que  por  la  ley 
6",  tít.  15,  lib.  10  Nov.  Rec.  para  constituir  dicho  censo,  es  indispensable  la  entrega  de  ca- 
pital en  dinero  metálico.  .    1 

(4)  El  art.  7?  de  la  Instrucción  previene  al  Notario  hacer  expresa  mención  del  dere- 
cho real  sobre  que  se  contrate,  cnando  tuviere  nombre  conocido  en  derecho.  La  presente 
Resolución,  á  la  inversa,  ordena  que  cuando  el  acto  no  tuviere  ese  nombre,  no  se  le  bus- 
que ninguno,  sino  se  consignen  las  estipulaciones. 


(5)    Son  4?  y  14  en  la  nuestra. 
(O)  ,£s  el  126  del  nuestro. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


422 

Modos  de  obtener  la  inscripción. 

1288. — Las  particiones  de  bienes  no  son  documentos  inscribibles 
si  no  se  acompañan  los  que  acrediten  el  derecho  de  los  interesados 
en  los  bienes  sobre  que  recae  la  partición,  división  y  adjudicación. 

[Res.  de  18  de  Marzo  de  1875.] 

1289. — No  es  documento  fehaciente  la  escritura  de  descripción 
de  bienes  de  un  mayorazgo,  ni  esta,  por  sí  sola,  constituye  un  tí- 
tulo de  dominio  acabado  y  completo. 

[Res.  de  15  de  Junio  d^  1875.] 


JUICIO  ABINTESTATO. 

1290. — Los  beneficios  de  la  Ley  de  17  de  Julio  de  1877  (i)  debe 
extenderse  á  las  declaraciones  judiciales  obtenidas  antes  de  su  pu- 
blicación. 

^Res.  de  10  de  Enero  de  1878.J 


1 29 1. — La  manifestación  de  los  interesados  de  que  ellos  son  los 
tínicos  herederos  abintestato  de  sus  padres,  y  que  como  tales  han 
adquirido  e{  dominio  de  los  bienes  que  á  éstos  últimos  pertenecían, 
no  puede  considerarse  como  prueba  legal  y  suficiente  del  título  de 
dominio. 

(Res.  de  12  de  Mayo  de  1875.) 


1292. — Expedido  el  testimonio  de  la  declaración  de  herederos 
abintestato  por  el  Escribano  de  actuaciones  del  Juzgado  de  primera 
Instancia,  es  indiscutible  que  el  documento  es  auténtico  con  arreglo 
á  los  arts.  3?  de  la  L.  H.  y  8?  del  Reg.  para  su  ejecución,  y  i?  del 
R.  D.  de  20  de  Mayo  de  1878.  (2) 

(Res.  de  7  de  OcL  de  1880.) 


1293. — La  Resolución  de  15  de  Octubre  de  1875  ^^  1^  Dirección 
general  de  los  Registros,  solo  es  aplicable  á  los  expedientes  de  ju- 
risdicción voluntaria  en  cuanto  por  ellos  se  pretenda  acreditar  la  ad- 
quisición de  un  derecho,  cual  es  el  de  herederos  ab-intestato,  lo  que 
no   ocurre   cuando  la  justificación   se  verifica  para  el  solo  efecto  de 

(i)  Esto  es,  de  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art.  29  de  nuestra  Ley.-rPor  esta  Re- 
solución se  hacen  extensivos  los  benencios  de  la  nueva  Le^  á  las  declaraciones  obtenidss 
antes,  y  en  que  se  haya  omitido  alguno  de  los  trámites  exigidos  por  la  Ley  de  Ef^akb- 
miento  Civil. 

(2)    Entre  nosotros,  3?  de  la  Ley,  3^  y  99  clel  Reglamento. 
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probar  un  hecho^  como  el  de  estar  escrito  y  firmado  un    testamento 
militar  por  el  que  aparece  como  otorgante. 

(Res.  de  30  de  Mayo  de  1876. 


Justificación    del  fallecimiento 


1294. — No  basta  la  fe  del  Notario  acerca  del  fallecimiento'de  un 
testador,  sino  que  es  necesaria  la  presentación  de  la  partida  de  de- 
función del  mismo,  la  cual  ha  de  quedar  en  el  archivo  del  Registra- 
dor, según  prescribe  la  Ley. 

(Res.  de  28  de  Oct.  de  1863.) 


1295. — Inscrito  en  el  antiguo  Registro  el  derecho  de  cierto  inte- 
resado como  linico  heredero  usufructuario  de  su  esposa,  á  conse- 
cuencia del  fallecimiento  de  la  co-usufructuaria;  es  innecesaria  la  pre- 
sentación de  la  partida  de  defunción  de  esta  ultima,  supuesto  que 
se  halla  inscrita  la  adquisición  verificada  por  aquel  en  virtud  del  fa- 
llecimiento, con  anterioridad  al  i?  de  Enero  de  1863  en  que  empezó 
á  regir  la  Ley  Hipotecaria,  y  no  se  trata  ahora  de  inscribirla  nueva- 
mente ni  de  rectificar  aquella  inscripción,  la  cual  surte  todos  sus 
efectos  mientras  en  debida  forma  no  se  declare  su  nulidad  y  consi- 
guiente cancelación. 

[Res.  de  15  de  Nov.  de  1876.] 


1 296. — Solicitándose  la  inscripción  de  los  bienes  á  favor  de  los 
herederos  en  virtud  de  providencia  judicial,  el  Registrador  no  tiene 
derecho  á  exigir  la  presentación  de  la  partida  de  defunción,  .[i] 

(Res.  de  10  de  Enero  de  1878J. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 
Artículo  30. 

El  Notario  que  cometiese  alguna  omisión  que  impida  inscribir  el  acto  ó  con- 
trato, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  la  subsanará  extendien- 
do á  su  costa  una  nueva  escritura,  si  fuere  posible,  é  indemnizando,  en  todo 
caso,  á  los  interesados  de  los  perjuicios  que  les  ocasione  su  falta. 

[13    Véase  lo  dicho  tn  nuestro  par.  1269. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


424 


OOHaOBDAHOIAS. 


Ley  de  1861 

ÁrT.   22 

El  escribano  que  cometíere 
alguna  omisión  que  impida 
inscribir  el  acto  ó  contrato 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  aoteriar,  Ísl  subsanará 
extendiendo  á  su  costa  uha 
nueva  escritura,  si  fuere  po- 
sible, é  indemnizando  en  to- 
do caso  á  los  interesados  de 
los  perjuicios  que  les  ocasio- 
ne su  mita. 


Ley  Reformada  de  1869- 

ARTÍCULO  22. 
£1  Notario  que  cometiese.. 


Ley  de  Paerto  Bico. 

Art.  30. 
(Como  el  de  la  muestra.) 


1297. — El  presente  artículo  es.  sencillamente  la  sanción  del  ante- 
rior, pues  se  limita  á  expresar  las  dos  responsabilidades  en  que  in- 
curre el  Notario  por  la  omisión  de  lo  que  el  ultimo  le  ordena. 

1298. — En  primer  lugar  consiste  esa  responsabilidad  en  extender 
á  su  costa  una  nueva  escritura,  si  fuere  posible^  esto  es,  si  no  ha  sur- 
gido con  posterioridad  una  causa  que  lo  impida,  como  lo  sería  v.  gr. 
la  enagenacion  del  predio  de  que  se  trate  á  distinta  persona;  la  ins- 
cripción de  un  nuevo  titulo  que  impida  la  del  rechazado;  la  muerte 
ó  ausencia  de  alguno  ó  varios  de  los  otorgantes.  Y  tanto  en  el  caso 
de  no  ser  posible  la  nueva  escritura,  como  en  el  de  haberse  otorga- 
do, indemnizará  el  Notario  los  perjuicios  que  hubiere  ocasionado  su 
falta. .  Puede  ocurrir,  en  efecto,  que  extendida  la  nueva  escritura 
subsanando  esa  falta,  al  acudir  al  Registro  sea  cuando  el  interesado 
encuentre  impedida  la  inscripción,  y  como  este  obstáculo  no  habría 
sobrevenido  sin  la  dilación  causada  por  aquella  falta,  de  aqui  que 
también  en  este  caso  esté  el  Notario  obligado  á  indemnizar.  Creemos 
que  en  el  evento  que  acabamos  de  indicar,  la  responsabilidaddel  No- 
tario ejciste  sólo  cuando  la  omisión  cometida  sea  de  las  que,  con  arre- 
glo á  la  Ley,  producen  defecto  insubsanable  (Art.  79  L.)  en  cuyo 
caso,  por  no  poderse  tomar  anotación  preventiva  (Id.),  si  ademas 
no  se  ha  subsanado  la  falta  á  tiempo,  habrá  podido  legalmente 
inscribirse  el  título  contrario  al  defectuoso.  Siempre  que  el  Re- 
gistrador haya  rechazado  indebidamente  el  título,  ó  indebidamente 
también  admitido  el  que  le  sea  contrario,  procederá  exigir  responsa- 
bilidad á  aquel  funcionario  ó  pedir  la  nulidad  del  nuevo  asiento;  pero 
nó  la  indemnización  al  Notario,  pues  éste  debe  responder  de  los 
perjuicios  que  cau.se  su  falta,  y  en  manera  alguna  de  los  que  nazcw 
del  error  ó  la  injusticia  ajenos. 

1399, — La  Instrucción  marca  á  los  Notarios  la  conducta  que  de- 
ben seguir  para  no  ser  víctimas  de  las  omisiones  que  cometan  los 
otorgantes,  y  que  después  pudieran  atribuirse  á  aquellos.  Es  la  qoe 
resulta  de  la  disposición  siguiente: 
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Articulo  21. 

Cuando  las  notas^  minutas  ó  instrucciones  verbales  suministradas  por  los 
otorgantes  para  la  redacción  del  acto  ó  contrato  no  expresen  algunas  de  las 
circunstancias  que  deba  contener  la  inscripción,  según  lo  dispuesto  en  la  Ley 
Hipotecaria  y  su  reglamento,  el  Notario  procurará  que  los  interesados  las  de- 
claren; y  si  no  quisieren  ó  no  pudieren  hacerlo,  salvará  su  responsabilidad  ma- 
nifestando en  el  instrumento  que,  advertidas  las  partes  de  la  conveniencia  de 
dicha  declaración,  dejaron  de  hacerla.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entien- 
de sin  perjuicio  de  que,  si  las  circunstancias  omitidas  fueren  necesarias  para  la 
validez  del  instrumento,  conforme  á  las  leyes,  deba  el  Notario  negarse  á  redac- 
tarlo y  autorizarlo. 

1300. — Concuerda  con  el  art  3?  de  la  Instrucción  de  9  de  No- 
viembre de  1874,  y  io9  de  la  de  12  de  Junio  de  1861;  con  la  sola 
diferencia  dé  que  esta  última  no  mencionaba  las  instrucciones  Ver- 
bales. 

1 301. — Se  declaran  en  el  presente  artículo  dos  casos:  i?  que  las 
circunstancias  omitidas  sean  necesarias  sólo  para  la  inscripción; 
2?  que  lo  sean  también  para  la  validez  del  instrumento.  En  el  pri- 
mero, cumplirá  el  Notario  con  advertirlo  á  los  interesados,  y  con- 
signar en  la  escritura  que  ha  hecho  la  advertencia;  en  el  segundo 
deberá  negarse  á  la  redacción  del  instrumento. 

1302. — La  justicia  de  una  y  otra  disposición  es  evidente.  Siendo 
voluntaria  la  inscripción,  no  cabe  obligar  á  los  contrayentes  á  que 
expresen  circunstancias  que  sólo  para  aquel  acto  se  exigen:  lo  único 
que  podia  temerse  es  que  la  omisión  procediese  de  ignorancia,  y  esta 
causa  queda  removida  con  la  advertencia  que  debe  hacerles  el  No- 
tario. 

1303. — Si,  por  el  contrario,  la  omisión  es  de  tal  naturaleza  que 
priva  de  eficacia  legal  al  instrumento,  el  Notario  no  puede  prestarse 
á  autorizarlo,  como  quiera  que  su  misión  no  es  otra  que  la  de  for- 
mar instrumentos  públicos;  y  por  tanto,  autorizarlos  en  condiciones 
que  los  priven  de  tal  carácter  con  arreglo  á  la  Ley;  sería  sencilla- 
mente una  farsa,  una  especie  de  comedia  indigna  de  la  seriedad  del 
ministerio  que  ejerce,  de  la  importancia  de  las  funciones  que  está 
llamado  á  desempeñar. 

1304. — Es  de  advertirse,  sin  embargo,  que,  aun  cuando  aquí  se 
dice  la  validez  del  instrumento^  dando  á  entender,  por  consiguiente, 
que  se  trata  de  la  nulidad  de  la  escritura^  y  no  de  la  del  acto  ó  con- 
trato que  en  ella  se  contenga,  hay-  que  entender  lo  segundo  y  no  lo 
primero,  pues  entre  las  causas  capaces  de  producir  la  nulidad  de  las 
escrituras  públicas  [Art.  27  L.  del  Not]  ninguna  hay  que  pueda 
depender  de  omisión  cometida  en  las  notas,  minutas  ó  instrucciones 
verbales  de  los  interesados,  [i]  Creemos,  por  tanto,  que  aquí  se 
usa  la  palabra  instrumento  por  la  del  acto  contenido  en  él,  y  lo  que 


[i  ]    Tampoco  se  halla  en  dicho  caso  la  omisión  de  la  fecha,  que  igualmente  produce  la 
Quliiíad,  según  la  sentencia  citada  en  nuestro  par.  1,272, 

54 
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se  declara  es  qué  el  Notario  nú  debe  autorizarlo  cuando  la  circuns- 
tancia omitida  sea  indispensable  para  la  validez  legal  de  dicho  acto 
ó  contrato.     (Véase  par.  1,237.) 

Artículo  24. 

Se  prohibe  á  los  Notarios  autorizar  ningún  instrumento  público  otorgado  por 
personas  á  quienes  no  conozcan,  ó  sin  haberse  asegurado  previamente  de  su 
conocimiento  por  el  dicho  de  dos  testigos  que  las  conozcan. 

1305.— No  hace  más  que  reiterar  el  precepto  contenido  en  elart 
23  de  la  Ley  del  Notariado,  si  bien  omitiendo. la  escepcion  contenida 
en  esta  y  en  el  art  58  de  su  Reglamento,  relativa  á  los  casos  graves  y 
extraordinarios  en  que  puede  prescindirse  de  ese  conocimiento.  De 
aquí  podría  deducirse  por  alguno  que  debe  entenderse  sin  efecto  la 
excepción,  pero  semejante  creencia  sería  errónea,  por  razones  idén- 
ticas á  las  que  expusimos  [par.  1,255]  con  referencia  al  art  26  de  la 
Instrucción  y  precepto  correspondiente  de  la  Ley  de  Enjuicianüen- 
to  Civil.— Por  eso  decimos  que  el  presente  no  hace  más  que  reiterar 
sin  modiñcar,  la  disposición  de  la  Ley  y  el  Reglamento  Notariales 
acerca  de  la  fé  de  conocimiento,  [véase  Res.  inserta  en  nuestro 
par.  1,284.1 

1306.— Corresponde  también  á  la  materia  del  presente  artículo 
en  nuestra  Instrucción  la  siguiente 

DISPOSICIÓN  Í*INAL. 

Articulo  76. 

L<^  íuneionaHds  qae  infringieren  cualquiera  de  las  disposiciones  contenidas 
en  esta  instrucción,  serán  corregidos  disciplinariamente  por  sos  superior»  ge- 
rárquicos  en  la  forma  que  prescriban  las  leyes  y  reglamentos;  y  en  cualquier 
tiempo  que  llegaren  á  tener  conocimiento  oe  la  infracción  cometida. 

Los  Notarios,  además,  estarán  sujetos  á  la  réáfíonsabilidad  que  les  imt>one  el 
articulo  30  de  U  ley  Hipotecaria 

1307. — Concuerda  con  el  art.  70 déla  Instrucctoñ  j^fíiitívi^  y  5$ 
de  la  vigente  en  la  Península,  sólo  que  uno  y  otro  se  f  efieren  cMhi- 
sivamente  á  los  Notarios,  en  vez  de  qtfe  d  nuestro  abraia,  como  M 
echa  de  ver,  á  todos  los  functcmaríos. 

1308.— *La  corrección  disciplinaria  que  aquí  se  establece,  se  rige 
en  lo  que  hace  relación  á  los  Notarios  por  los  arts.  43  d^  la  Ley  y 
lOOi,  loi  y  103  del  Reglamento  del  Notariada. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

1309.— 'Además  de  las  contenidas  en  los  arts.  21,  24  y  76  de  k 
Instrucción,  que  dejamos '  reproducidos,  existe  en  la  Península  la 
Real  orden  de  28  de  Marzo  de  1865,  por  la  que  se  dedam  quefUi 
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escrituras  íuiícionales  hechas  para  subsanar  defectos  cometidos  en 
otras,  como  quiera  que  tienen  la  misma  cuantía  y  se  refieren  á  lo$ 
mismos  objetos  que  ellas;  deben  extenderse  en  papel  del  mismo  sello 
en  que  debieron  serlo  estas  últimas. 

JURISPRUDENCIA  ADJETIVA. 

X  310. —-El  Registrador  no  tiene  obligación  de  denunciai;  al  juez 
las  infracciones  u  omisiones  que  cometan  los  Notarios  al  extender 
los  documentos,  [i] 

[Res.  de  26  de  AgostQ  de  1863.]     [2] 

131 1. — Una  de  las  formas  extrínsics^  de  las  escrituras  publicas 
(3)  consiste  en  la  redacción  clara  y  concUa  de  las  cláusulas  en  que 
se  declaren  los  derechos  y  obligaciones  de  los  otorgantíes,  siendo  tal 
su  importancia,  que  el  art.  i?  de  la  Instrucción  [4]  impone  á  los 
Notarios  la  obligación  de  advertir  a  los  interesados  la  ambigüedad, 
confusión  ó  falta  de  claridad  que  advirtiereq,  así  en  las  minutas  que 
aquellos  les  entregasen,  como  en  las  instrucciones  v^bales  que  les 
diesen,  y  de  proponerles  la  redacción  que  en  su  concepto  exprese 
mejor  el  sentido  de  lo  que  se  hubiere  estipulado;  y  constituyendo 
este  defecto  un  obstáculo  que  impide  la  inscripción  en  el  Registro, 
no  existe  otro  medio  legal  para  subsanarlo  que  el  establecido  en 
el  artículo  9**  de  la  Instrucción  [5]  de  conformidad  con  el  22  de  la 
Ley  Hipotecaria.    [6] 

(Res.  de  '^2  de  Diciembre  de  1875.) 


1 3 12. — El  Notario  debe  extender  4  sn  costa  una  nueva  escritura 
cuando  omita  dar  fé  del  conocimiento  de  los  otorgantes,  lo  cual  es  un 
defecto  insubsanable  [7]  que  impide  la  inscripción  del  documento 
en  el  Registro. 

[Res.  de  17  de  Enero  de  1876.] 

(1)  Se  armoniza  esta  declaración  con  la  del  art.  58  Reg.  pen.  [91  del  nuestro]^  y  |-esulta 
de  ambas  que  los  Registradores  deben  denunciar  los  delitos  que  de  los  documentos 
presentados,  aparezca  jii^berso  cometido;  pero  nó  las  inüraccione^  que  qo  copstjtuyan 
delito. 

(2)  Cita  esta  doctrina  el  Sr.  la  Sema  en  su  CoUccion  de  disposiciones  y  á  la  pag.  1046» 
tomp  2?,  de  su  Ley  JJifoiffaria. 

q)    Según  el  texto  de  la  X^y  peninsular,  los   Registradores  sólo  podían  deificar  1^ 
formas  ¿xttinsecas  de  las  escrituras.     Véanse  las  Concordancias  del  artículo  26  de  la 
nuestra. 

(4)  £s  el  20  de  la  nuestra. 

(5)  Es  el  4?  de  la  nuestra. 
f})    £s  el  50  de  la  nuestra. 

\i^  Sin  duda  se  ha  cometido  en  estg  Resolución  un  error  material,  llamando  insubsa- 
nable el  defecto  de  omitirse  la  fé  de  conocimiento,  que  si  bien  produce  la  nulidad  del  ins- 
trumento (Art.  27,  inciso  3?»  L.  del  Notariado)  no  asi  la  del  contrato  que  en  él  se  conten- 
ga, y  en  tal  virtud  dicho  defecto  merece  la  caUfícacion  legal  de  subs^naole  (Art.  79,  par.  i9 
L.  H.)  y  puesto  que  para  distinguir  este  carácter  de  aquel,  hay  precisamente  que  atender 
á  si  el  documento  seiuede  fe/ormat  ó  extender  de  nuevo  d  voluntm  de  hs  imteresttdos  en  la 
inscripción  (Art  57  Reg.  p«n„  75  d^  westro.) 
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13 1 3- — Es  requisito  esencial  para  la  validez  de  los  instrumentos 
públicos  Ínter  vivos  que  el  Notario  autorizante  défé  concreta  y  es- 
pecialmente de  conocer  á  los  otorgantes,  6  de  asegurarse  del  cono- 
cimiento de  los  mismos  por  el  dicho  de  los  testigos,  conforme  á  la 
doctrina  clara  y  terminante  de  los  arts.  23  y  27  de  la  Ley  del  No- 
tariado. Inspirándose  el  Reglamento  vigente  en  esta  doctrina,  impo- 
ne a  los  Notarios  la  obligación  de  expresar,  en  la  fórmula  general 
que  deben  emplear  para  dar  fé  del  contenido  de  las  escrituras,  que 
la  dan  también  especialmente  de  conocer  á  los  otorgantes  ó  á  los 
testigos  de  conocimiento  en  su  caso.  El  Notario,  al  omitir  en  las 
escrituras  la  fórmula  de  la  fé  de  conocimiento  especial  de  los  otor- 
gantes, ha  infringido  dichos  preceptos;  sin  que  esta  fórmula,  esen- 
cial en  los  citados  instrumentos  públicos,  pueda  entenderse  cumpli- 
da y  expresada  en  las  palabras,  y  de  todo  lo  contenido  en  cuanto  es 
procedente  yo  el  Notario  doy  fé,  porque  semejante  frase,  atendida  su 
vaguedad  é  indeterminación,  no  responde  á  los  importantes  fines 
que  se  propuso  el  legislador  obligando  á  los  Notarios  á  valerse  de 
ciertas  fórmulas  concretas  y  precisas.  La  omisión  padecida  por  el 
Notario  al  extender  las  escrituras  constituye  un  defecto  subsanabk 
por  noafectxr  ala  validez  del  contrato,  (i)  conforme  á  la  doctrina 
de  los  arts.  18  y  65  de  la  L.  H.  (2),  37  y  57  del  Reg.  (3),  cuyasub- 
sanacion  deberá  practicar  el  mismo  Notario  en  la  forma  que  proce- 
da, siendo  de  cuenta  suya  los  gastos  y  perjuicios  que  por  esta  causa 
sufrieren  los  otorgantes,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  22  de 
la  citada  Ley  Hipotecaria. 

[Res.  de  12  de  Enero  de  1878.] 

13114. — Si  bien  no  son  aplicables  á  los  actos  de  última  voluntad 
y  demás  disposiciones  mortis  causa  las  reglas  establecidas  en  la  Ley 
del  Notariado  sobre  la  forma  de  los  instrumentos,  y  por  consiguiente 
la  sanción  impuesta  en  su  artículo  29  á  aquellos  en  que  el  Notario 
no  dá  fé  expresamente  del  conocimiento  de  las  partes,  es  una  verdad 
inconcusa  con  arreglo  á  la  doctrina  legal  sobre  el  ejercicio  de  la  fé 
pública,  que  los  Notarios  no  pueden  ni  deben  autorizar  acto  alguno 
de  última  voluntad  sin  conocer  perfectamente  al  otorgante  y  tener 
seguridad  acerca  del  libre  uso  de  sus  facultades  intelectuales;  pues 
de  lo  contrario  podrian  coadyuvar  á  la  falsificación  de  la  última  vo- 
luntad de  una  persona  que  realmente  falleció  intestada. — Si  el  No- 
tario autorizante  afirma  con  claridad  de  una  manera  especial  y  con- 
creta conocer  al  testador,  y  que  al  tiempo  de  otorgar  el  testamento 
se  hallaba  aquel  en  el  libre  y  completo  uso  de  sus  facultades,  el  ins- 
trumento no  adolece  de  defecto  en  cuanto  a  ese  punto.     Í4) 

(Res.  de  27  de  Abril  de  1878.) 

(i)    Conforme  con  la  doctrina  que  expusimos  en  nuestra  nota  anterior. 

(2)  Son  26  y  79  respectivamente  en  la  nuestra. 

(3)  Son  74  y  75  en  el  nuestro. 

[4]    £s  decir,  que  basta  la  afirmación  clara,  especial  y  concreta  de  conocer  al  testadoi^ 
aunque  no  se  use  la  fórmula  de  que  se  dáfé  de  dicho  conocimiento. 
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13 1 5- — -Atendido  el  principio  fundamental  consignado  en  el  art. 
20  de  la  L.  H.,  (i)  por  el  que  debe  denegarse  la  inscripción  de  todo 
apto  ó  contrato  cuando  la  persona  de  quien  se  adquiere  el  derecho 
sea  distinta  de  la  que. lo  transfiera  ó  /grave,  debe  el  Notario,  con 
arreglo  á  los  arts.  2?  y  3?  de  la  Instrucción,  (2)  advertir  á  los  otor- 
gantes la  necesidad  de  designar  la  persona  de  quien  inmediatamen- 
te se  adquiere  el  inmueble,  con  los  nombres  y  apellidos  que  resultan 
del  Registro,  suspendiendo,  entre  tanto,  la  redacción  del  instrumen- 
to.— Al  aparecer  como  distinta  la  persona  que  figura  en  el  Registro, 
del  causante  de  la  que  otorgó  el  instrumento,  puede  provenir  de 
error  en  este  caso,  y'procede  la  suspensión,  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones del  tit.  7?  de  la  Ley  Hipotecaria  (3)  y  su  Reg.  (4) — No  re- 
sultando si  la  diferencia  que  se  advierte  en  el  segundo  apellido  del 
causante  procede  de  error  del  funcionario  que  practicó  la  inscripción 
ó  de  equivocación  del  Notario  autorizante,  no  es  de  aplicarse  el  art. 
22  de  la  L.  H.     (5)  - 

(Res.  de  28  de  Feb.  de  1879.) 


13 16. — Al  consignarse  en  una  escritura  que  el  comprador  queda- 
ba dueño  absoluto  de  una  casa  y  cerca,  siendo  así  que  lo  que  ad- 
quiría era  la  mitad  de  una  casa  y  parte  de  una  cerca,  de  cuya  otra 
mitad  y  porción  restante  era  dueña  la  esposa  de  aquel,  se  cometió 
un  error  ó  inexactitud  que;  constituye  la  falta  de  claridad  á  que  se 
refiere  el  art.  37  del  Reg.,  (6)  el  cual  debe  ser  subsanado  por  el  No- 
tario á  su  costa,  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  interesados,  á  pedir 
del  mismo  la  indemnización  correspondiente  por  los  perjuicios  que 
se  les  hayan  ocasionado,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  22  de  la  Ley 
Hipotecaria. 

[Res.  de  28  de  Julio  de  1880.] 


JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA. 
Indemnización   de   perjuicios. 
1 317. — Cuando  se  reclama  la  indemnización  de  perjuicios  y  no  se 


(i)     Corresponde  en  la  nuestra  al  28. 

(2)  Son  los  I?  y  21  en  la  nuestra. 

(3)  Q**®  ^'■*^  ^^  ^^  rectificación  de  los  asientos.  (V.  arts.  273  y  277  en  nuestra  L. 

(4)  Aunque  esta  parte  de  la  Res.  se  reñere  exclusivamente  á  los  Registradores,  por  su 
intimo  enlace  con  la  que  le  precede,  y  la  que  le  sigue,  hemos  creído  .conveniente  no  eli- 
minarla. 

(5)  Se  trataba  de  un  testamento  en  que  se  designaba  el  segundo  apellido  del  causante 
como  Rausell,  y  la  inscripción  practicada  en  «1  Registro  lo  expresaba  Rossell.    Cc^mo  el . 
error  lo  mismo  podia  haberse  cometido  por  el  Notario  autorizante  que  por  el  Registrador, 
se  abstiene  la  Dirección  de  aplicar  el  art.  22  de  la  Ley  [30  de  la  nuestra],  mientras  no  se 
aclare  elpunto. 

(6)  Es  el  74  del  nuestro. 
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ntenta  siquiera  probar  su  existencia,  falta  la  base  para  la  condena- 
tcion.     [i] 

(Sent.  de  8  de  Febrero  de  1861.) 
"^^^^"■"^ 
13 1 8. — Ni  la  doctrina  consignada  en  la  ley  11,  tit  33,  P.  7?,  que 
deñne  lo  que  es  dolo,  culpa  ó  caso  fortuito,  ni  la  referente  á  la  clase 
de  culpa  que  debe  prestarse  en  algunos  contratos,  son   aplicables  á 
los  casos  de  indemnización  establecidos  expresamente  por  la  ley 

(Sent.  de  9  de  Abril  de  1866.) 


1 3 19.— ^Cuando  no  se  ha  intentado  prueba  respecto  á  los  perjui- 
cios causados,  la  sentencia  que  no  condena  á  su  indemnización  no 
infringe  las  leyes  y  doctrinas  relativas  á  que  deben  indemnizarse  los 
perjuicios  que  se  causaren. 

f'Sents.  de  9  de  Marzo  de  1866  y  29 
de  Abril  de  1867,^ 


1 3  20. •'^Cuando  es  imposible  iijar  la  cuantía  de  lo  que  deba  in- 
demnizarse, la  reserva  del-derecho  para  que  en  otro  juicio  se  fijé  su 
importancia  es  una  consecuencia  necesaria  de  la  condenación  de 
cantidad  ilíquida.   [2] 

(Sent  de  35  de  Feb.  de  1867.) 


1 32 1. -^Contra  las  sentencias  en  que  se  fija  la  cantidad  que  debe 
abonar  el  condenado  por  ejecutoria  al  pago  de  daños  y  perjuicios 
cuando  no  se  hubiese  determinado  su  cuantía,  no  se  dá  recurso  al- 
guno, según  lo  que  dispone  el  art.  9 19  de  la  L.  de  E.  C. 

(Sent.  de  I  Me  Abril  de  1869.) 


1322. — El  principio  según  el  cual  ''los  dafios  y  perjuicios  debe 
abonarlos  aquel  que  los  causó"  (3)  viene  á  establecer  como  tesis  ge- 

[i]  Amiqiie  esta  doctrint»  como  otras  de  las  que  insertamos  eo  este  lugar,  no  se  re* 
fiere  en  oonoreto  al  articulo  ele  la  Ley  Hipotacaria  que  acabamos  4e  exanunar»  kamos  (yo- 
do conveniente  su  inserción  por  i^u  cajricter  de  generalidad., 

(2)  Art.  63  delaL.deE.C, 

(3)  DaHof  fé/oH^  les  omé4  vnos  4  oirás  en  s(  nufmos  ó  en  sus  cosas,  qm  man  sim  f^ht, 
frin  huftosy  ninfuergas,  J^as  acaecen  d  las  vegadas^  ocasión,  ealas  vegcuias  psf  cu^ 
de  otro,  <Proem.  del  tit.  15,  P.  7*] — Emendar  t  pechar  debt  eldas^  aquel  ftt^  lo  fao$ 
aquel  que  lo  rescibU,  E  4sto  le  puede  ser  denutnaado^  ffuier  lo  oviesff  fecAo  por  s^f  1 
o  aiHniessepor  su  culpa  ó fuesse  fecho  par  su  mandado  ¿por  sii  consejo.  [Ley  fi  díl 
títyP.] 
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neral  un  derecho  que  puede  invocar  todo  el  que  se  considere  perju- 
dicado por  otro;  pero  para  que  se  declare  un  derecho  por  los  Tribu- 
nales es  menester  que  se  pruebe  que  esos  d:iño.5  y  perjuicios  se  han 
causado,  y  por  la  persona  contra  quien  se  reclaman. 

[Sent  de  9  de  Dic.  de.  1873.) 


1323. — La  existencia  y  la  importancia  de  los  desperfectos  y  per- 
juicios, según  constantemente  lo  ha  consignado  el  Tribunal  Supre- 
mo, son  meras  cuestiones  de  hecho  de  la  competencia  de  la  Sala 
sentenciadora,  la  cual  debe  resolverlas  con  sujeción  á  las  pruebas 
presentadas  por  las  partes,  no  pudiendo^alterarse  la  apreciación  que 
de  éstas  haga,  sino  en  el  caso  de  demostrarse  que  con  ella  ha  in- 
fringido alguna  ley  ó  doctrina  legal. 

f'Sent.  de  17  deFcb.  de  1877.^ 


1324. — Para  que  pueda  tener  aplicación  d  principio  de  que  el  que 
causa  un  perjuicio  á  otro  está  obligado  á  su  reparación,  es  necesario 
que  se  haya  causado  por  culpuy  dolo  ó  malicia]  [i]  y  si  en  el  pleito 
no  consta  que  haya  mediado  alguna  de  aquellas  circunstancias,  al 
absolver  al  demandado  no  3e  infringe  aquel  principio. 

(Sent  de  12  de  Junio  de  1877.) 


FIN  DEL  TOMO  PRIMERO. 


(1)    Será,  paes,  indispensable  respecto  del  Notario  que  la  omisión  á  qtie  se  refterc  el 
srt.  30  de  la  Ley,  haya  sido  causada  al  menos,  por  su  culpa. 
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de  los  artículos  del  reglamento  para  la  aplicación  de  la  lsv 

Hipotecaria  de  Cuba,  insertados  en  este  tomo. 

(por  su  orden  numérico.) 
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25 - 25 

TITULO  SEGUNDO. 

DE  LOS  TÍTULOS  SUJETOS  A  INSCRIPCTON. 

26 106 

27 107 

28 III 

29 6S 

30 116 

31 i^ 
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33 • «3 

34 9^ 

35 •. 4H 

36 yfi 
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38 246 

39 266 
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47? 268 
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49) 

50  ? 269 

SO 
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53 270 
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56 115 

57 270 

58) 

59? 116 

60) 

.61 270 

62.... 290 

TITULO  TERCERO. 

DÉLA    PRESENTACIÓN  Y  CAUFICACION   DE 
LOS  TÍTULOS. 

63) 
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DE  LOS  ARTÍCULOS  DE  LA  INSTRUCCIÓN  GENERAL  SOBRE  REDACCIÓN  DE 

INSTRUMENTOS  PÚBLICOS  SUJETOS  k  REGISTRO,  QUE 

SE   INSERTAN    EN    ESTE  TOMO. 
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índice  general 

DE  LAS  MATEI^IAS  CONTENIDAS  EN  ESTE  TOMO. 


Advertencia. — PÁG.  III. 

Reseña  Histórica  de  nuestro  sistema  hipotecario. — 
Pág.  V. 

Oscuridad  del  origen  de  la  hipoteca,  i. — Plan  de  esta  Reseña,  2. 

Origen  de  nuestra  hipoteca,  pág.  V. 

Carácter  de  la  hipoteca  en  Grecia  y  Roma,  3. 

Hipoteca  Romana,  pág.  VI. 

Quien  la  introdujo,  4. — Garantía  primitiva,  5. — Contrato  de  pren- 
da, 6. — Etimología  de  esta  voz,  7. — ^Accion  pignoraticia,  8. — Ac- 
ción hipotecaria,  9  y  10. — ^Diferencias  entre  ambas,  11. — Diferencia 
fundamental,  12. — Analogías  entre  el  sistema  antiguo  y  el  noví- 
simo, 13  a  18. — Introducción  de  la  hipoteca  tácita,  19  á  21, — Me- 
didas contra  el  fraude,  22  á  24. — Pignus  prcetorium,  25  á  27,  y  29. 
Missio  in  possessioneniy  25,  28  y  29. 

La  Hipoteca  en  España, — Pág.  XV. 

Su  desenvolvimiento,  30. —Sus  períodos  históricos,  31  á  33. 
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Primer  periodo. — Dominación  visigoda. — Pág.  XVII. 

Derecho  de  castas,  34. — La  prenda  en.el  Fuero  Juzgo,  35  á  37. 

Segundo  período. — Invasión  Árabe. — Pág.  XIX. 

Diversidad  de  fueros,  38. — Fuero  Viejo,  39. — Fuero  Real,  40. — 
Las  Partidas,  41  á  43. 

Tercer  período.— Unidad  del  Reino.— Pág.  XXI. 

Reaparece  la  palabra  hipoteca,  44. — Origen  del  Registro,  45  á 
47. — Su  introducción  en  España,  48  á  50. — Examen  déla  pragmá- 
tica de  1539,  51  á  57. — Su  desuso,  58  á  61. — Nuevas  disposiciones, 
62  y  63.— Examen  de  la  Instrucción  de  1768,  64  á  68. — Prórogas 
para  la  toma  de  razón,  69.-r-Decretos  de  1829,  70. — Enajenación 
de  los  oficios  de  hipotecas,  71.— Provisión  interina  de  los  oficios  de 
hipotecas,  72. — Decreto  de  23  de  Marzo  de  1845,  73. — Otras 
disposiciones,  74  y  75.— Método,  7¿. 

Ley  Hipotecaria. — Pág.  XXIX. 

Su    FORMACIÓN. 

La  Codificación  en  España,  jj, — Se  inicia  la  reforma  de  la  legis- 
lación de  hipotecas,  78  á  81. — Plan  de  la  reforma,  82. — Presentación 
á  las  Cortes  del  Proyecto  de  Ley,  83. — Exposición  de  motivos  y  su 
división,  84  y  85. 

Examen  dp  la  Exposicion.-^Inconvenientes  del  sistema  antiguo, 
86. — Sistemas  modernos,  87  á  89. — Sistema  adoptado  en  el  Pro- 
yecto, sus  consecuencias,  90. — Motivos  de  la  innovación  propuesta, 
91  y  92. — Extensión  que  debe  darse  al  Proyecto,  93  y  94.— Com- 
paración entre  los  distintos  sistemas,  95  á  97.-7-Carácteres  distintivos 
de  la  nueva  Ley,  y  su  explicación,  98áioiyi03á  105. — Subsis- 
tencia de  la  hipoteca  tácita  en  la  Ley,  102. — Defectos  atribuidos  á 
la  Ley,  107  á  1 10. 

Discusión  en  Cortes. — Senado. — Pág.  XL. 

Método,  III— Personas  que  en  ella  tomaron  parte,  112. — Oser- 
vacion  del  Sr.  Huelves,  y  réplica  del  Sr.  Gómez  de  la  Sema, 
113. — ElSr.  Luzuriaga:  codificación,  defectos  de  la  Ley,  114. 
— Ministro  de  Gracia  y  Justicia\  defensa  de  la  Ley,  115.  y  iiá 
— Gómez  de  la  Serna:  codificación,  117;  orden  de  la  Ley,  ii8;  re-^ 
ferencias,  119  á  121;  extensión,  122;  casuismo,  123; — Rodrigue» 
Camakñó:  codificactoa,  1 24. — Ministro  de  Gracia  y  yusiicia:  of%eii 
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de  la  Ley,  125;  sistema  romano  y  germánico,  126;  método  en  la  re- 
forma, 127  á  130. — Carramolino\  bondad  del  nuevo  sistema,  131. 
— Arrazola\  (síntesis  de  su  discurso,  132  y  133);  necesidad  de  la  re- 
forma, 134;  espíritu  de  la  Ley,  135. — Alvares  (naturaleza  de  su 
discurso)  136. — Rodríguez  Camaleño  y  la  Serna,  inconvenientes  de 
la  inscripción,  137. — Sierra  y  Fernandez  Baeza,  138. — ^Aprobación 
del  proyecto  en  el  Senado,  139. 

.  Congreso  de  los  Diputados. — Pág.  XLVIII. 

Partes  de  que  constó  esta  discusión,  140. — Señores  que  tomaron 
parte  en  el  débate,  141.  -Voto  particular,  142. — Su  impugnación 
por  el  Ministró  de  Gracia  y  Justicia,  143  y  144;  Ortiz  de  Zarate, 
145  á  150;  Aurioles,  152  y  153. — Su  defensa  por  el  Sr.  García  Gó- 
mez, 151,  y  i54áiS9. — Réplica  del  Ministro,  160. — Id.  del  Sr.  Au- 
rioles, ^6i  y  162. — García  Gómez  demuestra  un  defecto  de  la  Ley, 
163.— -Resultado  del'debate,  164. — Dictamen  de  la  Comisión,  165. 
— Sr.  Fuente  Alcázar,  Impugnación  de  las  bases  del  Proyecto  de 
Ley  Hipotecaria,  166. — Ventajas  del  sistema  mixto  sobre  el  de  es- 
pecialidad, 167. — Oposición  de  la  buena  fé  con  ti  sistema  adoptado, 
168;  perjuicio  del  crédito  territorial  por  el  nuevos  istema,  169;  in- 
moralidad de  éste,  170;  inconformidad  del  mismo  con  las  dos  escue- 
las existentes,  171. — Sr.  Garda  Lomas:  razón  histórica  de  la  refor- 
ma; mejora  del  crédito  territorial,  172. — Rectifica  el  Sr.  Fuente, 
173.— Sr.  García  Torres,  defensa  de  los  intereses  fiscales,  174.— Sr. 
Aurioles,  defensa  del  sistema  de  la  Ley  en  cuanto  al  Fisco,  175. — 
Sr.  Ortiz  de  Zarate:  consideraciones  históricas,  176;  caracteres  de 
la  Ley,  177;  especialidad  y  publicidad  inconvenientes  de  la  fianza 
hipotecaria,  178  y  179;  inmoralidad  de  su  exajeracion,  180;  superio- 
ridad del  crédito  sobre  la  hipoteca,  181;  divisibilidad,  sus  inconve- 
nientes, é  incosecuencia  de  la  Ley  al  adoptarla,  182;  tasa,  sus  incon- 
venientes, 183;  el  sistema  seguido  no  es  radical,  sino  mixto,  184; 
preferencia  del  tercero  sobre  el  propietario,  su  injusticia,  185;  ultima 
parte  de  su  discurso,  186. 

Sr.  Permanyer.  reflexión  acerca  del  debate,  187;  fueros  provin- 
ciales, también  lo  es  el  llamado  Derecho  general  del  reino,  188;  es- 
tabilidad de  la  Ley  Hipotecaria,  id.;  defensa  de  la  Ley  en  lo  relativo 
a  la  fianza  hipotecaria,  189;  la  Ley  no  admite  la  divisibilidad,  como 
suponía  el  Sr.  Ortiz,  190;  tampoco  la  tasa  sino  como  escepcion,  191; 
sistema  de  la  nueva  Ley,  192;  efecto  de  la  inscripción,  y  su  confor- 
midad con  el  antiguo  .sistema,  193. 

Rectificación  del  Sr.  Ortiz:  sostiene  sus  opiniones,  194. 

.Sr.  Alvarez  Bugallah  la  Ley  llena  el  principio  económico,  y  des- 
atiende el  principo  moral,  195. — Sr.  Ministro  de  Justicia,  cuadro 
histórico  de  los  sistemas  hipotecarios,  196. — Sr.  Fages,  197. — Sr. 
Aurioles,  198. — Sr.  Maríchalar,  199. — Sr.  Olózaga,  200. 

Sr.  Paz:  su  enmienda  al  proyecto,  201;  discurso  con  que  la  apoya, 
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202. — Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,   contestación  al   anterior, 
203.— Sr.  Permanyer,  id.,  204. — Sr.  Paz:  rectifica,  y  retira  su   en- 
mienda, 205. 

Aprobación  y  promulgación  de  la  Ley,  206. — Disposiciones  pre- 
paratorias, 207. — Dificultades  en  la  práctica  de  aquella,  208. 

Ley  Reformada  de  1869.— Pág.  LXIX. 

Prórogas  para  la  inscripción  de  los  derechos  creados  por  las  antiguas 
leyes;  primera  medida  para  reformar  la  Ley;  proyectos  de  reforma, 
209. — Nuevo  Proyecto  en  1869,  210. — Razón  de  no  detallarse  este 
Proyecto,  211. — Comisión  para  dictamen,  212. — Discusión  del  Pro- 
yecto por  los  Sres.  Bueno,  Morales  Diaz,  y  otros,  213  y  214. 

Otras  adiciones  á  la  Ley,  215. — Discusión  referente  á  la  organi- 
zación de  los  Registradores,  2 1 6. — Ley  de  1877.  217. — Reglamentos, 
218. 

La  Hipoteca  en  las  Antillas. — Pág.  LXXIIL 
Sistema  Hipotecario  de  Cuba.— Sus  periodos,  219. 

Primer  periodo. — Legislación  americana,  220. — Especialidad 
de  ella,  221.— -Inconveniente  práctico  de  la  especialidad,  222. — Re- 
cop¡lacion]de  Indias,  223. — Falta  del  registro  de  hipotecas,  224. — ^Su 
instalación  en  la  Península,  225. — Su  verdadero  origen  en  Cuba  ca- 
llado por  los  escritores  peninsulares,  226  y  227. 

Acta  dé  Cabildo  en  que  se  mandó  establecer  en  la  Habana, 
228. — Análisis  del  acta,  229. — Resumen,  230. 

Segundo  Período. — Real  Cédula  ordenando  el  establecimiento 
del  registro  en  los  paises-de  América,  23 1. — Otra  reiterando  laórden, 
232. — Re\l  Cédula  de  25  de  Agóstu  de  1802  sobre  organixa- 
cion  y  modo  de'funcionar  de  los  Registros,  233  y  234. — Su  compa- 
ración con  la  ley  recopilada  3?,  tit  16,  lib.  io9  235. — Gravámenes 
fiscales,  236. 

Autos  Acordados. — De  5  de  Octubre  de  1846,  sobre  tomas 
de  razón: — ley  aplicable — interdicciones — hipotecas  de  esclavos — 
simples  traslaciones  de  dominio,  237. — De  22  de  Noviembre  de 
1847,  sobre  anotaciones  hechas  hasta  la  fecha  del  anterior,  238. — De 
6  de  Diciembre:  arreglo  de  libros — escrituras  registrables — expresm 
de  linderos  y  demás  en  las  escrituras  !¡d. — De  25  de  Febrero  de  1849, 
resolviendo  consultas — sobre  toma  de  razón  de  instrumentos  en  que 
se  renuncia  el  fuero— <le  los  en  que  se  gravan  fincas  de  distintas  ju- 
risdicciones— de  las.  hipotecas  de  esclavos — de  los  en  que  se  <«ni- 
ten  los  linderos  y  la  jurisdicción — sobre  modo  de  llevar   los  libros, 

239. 
Real  orden  sobre  obligaciones  de  los  anotadores,  240.— Cfatldlf 
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de  la  Audiencia,  de  12  de  Enero  de  1865^  sobre  modo  de  tomar 
razón,  241. — Real  Decreto  sobre  emisión  de  obligaciones  hipoteca- 
rias, 242. -—Reforma  del  sistema  de  contribuciones,  243.— Derecho  de 
hipotecas,  244.— Anuncio  de  reforma  del  mismo,  .245.— D' -posición 
preparatoria  para  el  establecimiento  de  la  Ley  Hipotecaria,  246. 

Reglamento  de  1870  para  la  imposición  y  exacción  del  dere- 
cho sobre  traslaciones  de  dominio,  247. — Exposición:  necesidad  dfe 
la  reforma,  248;  armonia  del  impuesto  y  el  Registro,  249  y  250; 
tarifa  del  pí^¡mero,25i,  principales  disposiciones,  252. — Observación 
acerca  de  él,  253 — Innovación  respecto  á  títulos  inscribibles,  254.— 
Base  fundamental  del  sistema  hipotecario,  255. — Nota  de  presenta- 
ción por  el  Notario,  256. 

Circular  de  la  Audiencia  resolviendo  consulta  sobre  términos 
para  la  presentación: — expresión  de  gravámenes  en  '  '  escrituras, 
257 — orden  de  inscripciones,'  258. — Derechos  de  hipoteca,  259. — 
Baja  de  gravámenes  en  los  registros  260, 

Tercer  periodo:  Sistema  de  la  Ley  Hipotecaria. 

Instalación  del  nuevo  sistema,  261. — Creación  de  Juntas  informa- 
tiv^LSy  262. — Su  organización  y  atribuciones,  263.— Comisión  para 
redactar  la  Ley,  264.  Método,  265. 

Sistema  hipotecario  de  Puerto  Rico. 

Antiguas  disposiciones,  266 — Aumento  de  los  oficios  dé  hipote- 
cas, 267. — ^Reglas^  visitas,  268  y  269.— Método,  270. 

Ley  Hipotecaria  de  Puerto  Rtco. 

Comisión  para  redactarla,  271. — Plan  seguido  en  el  Dictamen, 
272. — Reproducción  de  éste:  su  objeto,  273;  importancia  de  la  obra, 
274;  plan.de  la  reforma,  275;  método  de,  discusión,  276;  bases  del 
proyecto,  277;  antecedentes  estudiados,  278;  resultado,  279. — Re- 
glamento, 280. 

Ley  hipotecaria  de  Cuba. 

Método,  281. — Estabilidad  de  la  ley  en  general,  282. — Nuestra 
reforma,  28J, — Ventajas  de  la  Ley  de  Cuba  sobre  la  peninsular 
284.™ Cambios  que  causa  el  nuevo  sistema,  285.— Su  relación  con, 
las  demás  ramas  del  Derecho,  286.— -Ventajas  de  nuestra  situación 
con  respecto  á  él,  287. 

Dictamen  de  la  Comisión  acerca  de  nuestra  Ley. 

Método  para  exponerlo,  288. — Plan  dei  Dictamen,  289. — Curso 
del  debatey  290.— Sistema  adoptado,   291    y  292.— Ventajas  de  la 
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Ley,  293. — Urgencia  de  su  aplicación,  294. — Dificultades  de  la  em- 
presa, 295. — Reglamento  é  Instrucción,  296. — Planteamiento   de  la 
Ley,  297. 

Capítulo  primero. 

De   los  títulos  sujetos    á  inscripción. — ^Texto    de  la 
Ley.  Art.  i? — Pág.    i. 

Concordancias. — Método  en  la  exposición,  i. — Diferencias  de 
nuestro  texto  y  el  de  la  Ley  Reformada:  lugar  en  que  se  estable- 
cen los  Registros,  2;  supresión  y  creación  de  los  mismos,  3  y  4;  su 
circunscripción  territorial,  5  y  6;  alteración  de  ésta,  7  y  8;  lugar  de 
inscripción  para  cada  finca,  9. 

Disposiciones  complementarias. 

Cuadro  de  los  Registros  de  la  propiedad  de  la  Isla  de  Cuba,  10 
— Traslación  de  los  mismos,  11,  12  y  13. — ARTÍCULOS  2?  al  11  DEL 
Reglamento. — Observación  acerca  de  que  la  traslación  sea  á  costa 
y  bajo  la  responsabilidad  del  Registrador,  14 — Alteración  de  la 
circunsqripcion  territorial  de  los  Registros,  15. — ARTÍCULO  12  DEL 
Reglamento. — su  razón,  y  vacíos  que  se  notan,  16. — Por  qué  causas 
y  á  quien  corresponde  formar  el  expediente,  17. — Atribución  del 
Presidente  de  la  Audiencia,  18. — Motivos  para  alterar  la  circuns- 
cripción, 19. — Intervención  de  los  Registradores,  20. — Artículo 
13  DEL  Reglamento.— Su  razón,  21.— Artículo  14  del  Regla- 
mento.—Sentido  de  la  frase,  libros  del  pueblo  segregado^  22. — Do- 
cumentos á  que  aquí  se  alude,  23. — Artículo  :  3  DEL  REGLAMEN- 
TO.— Qué  se  entiende  por  índices  antiguos^  24.— Artículo  16  DEL 
Reglamento. — Operaciones  para  la  entrega,  25. — Inconveniente 
práctico  de  este  artículo,  y  modo  de  salvarlo,  26. — Duda  que  su- 
giere acerca  de  la  responsabilidad  del  Registrador,  27. — ¿Son  hábiles 
6  naturales  los  treinta  dias  á  que  aquí  se  alude?,  28. — ARTÍCULO  17 
DEL  Reglamento.— Artículo  18  del  mismo.— Caso  práctico 
que  ofrece  el  segundo,  y  su  resolución,  29. — ARTÍCULO  19  DEL  RE- 
GI^AMENTO. — Artículo  20  del  mismo.— Explicación  de  éste  por 
su  enlace  con  el  art.  15,  30. — Consecuencia  de  loque  ordena,  31.-^ 
Libro  de  Registro^  su  naturaleza  y  objeto,  $2,-^Diaria  de  operada' 
nes,  33.— Operaciones  en  el  Diario^  34  á  36 — Orden  material  dd 
mismo,  37.— Operaciones  en  tí  Registro  ^z^. — ^Acepción  de  la  palabra 
asientos,  39. — De  las  de  inscripción,  cancelación  y  anotación  preven- 
tiva, 40  á  42. — Notas  marginales  del  libro  de  Registro,  43. — Seme- 
janza en  la  nomenclatura  de  las  operaciones  de  ambos  libros,  44.— 
Otros  libros,  los  de  Índices,  sus  clases  y  formación;  él  de  incapacita- 
dos, el  de  inventario,  45  á  47.— Los  libros  que  han  de  entregacse 
son  únicamente  los  de  Registro^  48. — Caso  en  que  han  de  adida* 
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narse  los  índices,  49. — Aplicación  del  artículo  20  del  Reglamento, 
50. — Uso  y  efecto  de  la  anotación  preventiva  en  este  caso,S  i. — Opor- 
tunidad para  extenderla,  52. — Modo  de  hacerlo  cuando  todavía  no 
se  hayan  recibido  los  libros  correspondientes,  53  y  54. — ARTÍCULO 
21  DEL  Reglamento.— Su  explicación,  55.— Artículos  22  y  21 
DEL  Reglamento, — Recursos  gubernativos  pendientes  al  efectuarse 
la  entrega,  56. — ARTÍCULO  24  DEL  REGLAMENTO. — Declaracio/j  del 
mismo,  57. — Sentido  de  lo  que  en  él  se  ordena,  58. — ARTÍCULO  25 
DEL  Reglamento. — Inoportunidad  que  se  le  puede  atribuir,  y  su 
explicación,  59. — Real  orden  de  17  de  Setiembre  de  1868,  su  infe- 
rioridad respecto  de  aquel  artículo,  60  y  61. 

Reglamento  de  Puerto  Rico. 

Artículo  i9  y  cuadro  de  los  Registros  de  la  propiedad  deesa  isla, 
62. — Su  comparación  con  el  i9  del  nuestro,  63. — Arts.  2?  y  3?,  y 
su  comparación  con  los  del  nuestro,  64. — ^4?  y  S",  65. — 69  y  7? 
66. — 8?  y  9^  su  diferencia,  Sy. — 10,  11  y' 12,  diferencia  en  éste,  68 
— Art.  13,  su  diferencia  respecto  del  nuestro,  y  significación  que 
tiene,  69 — Otras  diferencias,  70  y  71. — Artículos  14  á  19,  y  diferen- 
cia de  éste,  72. — Artículo  20,  su  diferencia,  73. — Artículos  21  á  24, 
su  identidad,  74. 

Consideraciones  generales  acerca  del  art.  i  9 

DE  NUESTRA  LEY. 

Distinción  de  las  leyes  en  sustantivas  y  adjetivas,  su  explicación, 
sus  ventajas  y  sus  límites:  la  Hipotecaria  participa  de  ambas  natu- 
ralezas, 75. — Parte  que  en  ella  debe  considerarse  adjetiva,  y  porqué, 
76. — Ojeada  general  acerca  de  la  naturaleza  de  sus  disposiciones, 
77. — Armonía  entre  la  institución  del  Registrador  y  la  circunscrip- 
ción que  se  le  asignaal  Registro,  78. — Mayor  importancia  de  aquella, 
79. — Examen  de  la  opinión  de  que  los  Registros  se  encomendasen 
á  los  Ayuntamientos,  80. — Razón  del  sistema  adoptado,  ségun  la 
Exposición  de  Motivos  de  la  Ley,  81  y  82. — Importancia  de  la  Ex- 
posición de  motivos,  83. — Resumen  y  examen  de  lo  que  aquí  de- 
clara, 84. — Su  inconformidad  con  disposiciones  recientes,  85. — 
Razón  é  importancia  de  la  nomenclatura,  86. 

Texto  de  la  Ley. — Art.  2? — Pag.  36. 

Concordancia: 

Ley   de  1861,  Reformada,  y  de  Puerto  Rico. 

La  inscripción  no  es  forzosa;  razones  que  lo  justifican,  87  y  88. 
— Necesidad  de  efectuarla,  89. — Porqué  no  se  ha  fijado  plazo  alguno 
para  ello,  90. — Principal  estímulo  para  la  inscripción,  91. — Los  tí- 
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tutos  no  inscritos  se  rigen  pcH*  las  antiguas  leyes*  92.*«-CírcaIo  de 
aplicación  de  la  Ley  Hipotecaria,  93. — La  modificación  que  causa 
en  otras  leyes  no  existe  en  todos  los  casos,   94. 

Inciso  lí  de  este  artículo:  puntos  que  ofrece,  9S.**-Qué  cebe  en- 
tenderse por  título,  (art.  35  Reg.)  96  y  97. — Consecuencias  de  la  de- 
finición, 98. — Doble  uso  de  la  palabra  título  en  la  Ley,  99  y  100. — 
Sentido  de  la  frase,  fiara  todos  ios  efectos  de  la  inscripción,  loi. 
-«Acepción  de  la  palabra  Ütulo  en  el  derecho  antiguo,  102  á  104. 
—Su  diferencia  dd  modo  de  adquirir,  105. — División  de  los  modos 
de  adquirir,  106. — Ocupación,  lO^.^-Clase  de  ésta  llamada  invención, 
108. — Accesión,  sus  clases,  su  etimología,  su  explicación,  109 y  lio. 
— Tradición,  sus  clases,  iii. — Innovación  causada  en  esta  materia 
por  la  nueva  Ley,  112. — Documentos  públicos,  clases  que  compren- 
den, 113. — Distinción  antigua  entre  documento /¿¿//Vi?  y  documen- 
to auténtico,  114  á  120. — DocuaitntofeAaciente,  121  á  123. — Signi- 
ficado de  la  frase,  entre  vivos  á  por  causa  de  muertr,y  razón  de  que  el 
testamento  sea  inscribible,  124. — Significado  de  la  frase,  en  que 
funde  su  derecho.  125. — Diiferencia  entre  títulos  traslativos  y  decla- 
rativos, 126  á  128. — Ejemplos  de  ambas  clases,  129  á  133. — Exten- 
sión de  esos  términos,  134.— Importancia  de  su  unión  en  el  texto 
Ugal,  135. 

Inciso  2?  de  este  artículo,  136. — Es  distinto  del  i9,  137.— Partes 
que  abraza,  138. — Impropiedades  que  presenta  al  enumerar  los  de- 
rechos reales,  139. — fíaturaleza  del  usufructo,  140  y  141. — Uso,  142. 
— Habitación,  i^l.-r-Enfitéusis,  su  etimología,  su  origen,  su  natura- 
leza, su  confusión  primitiva  con  otros  contratos,  su  especialidad,  144 
— Censos  consignativo  y  reservativo  (id.) — Hipotecas,  145.— Servi- 
dumbres reales,  y  su  división  en  rústicas  y  urbanas,  146. — En  conti- 
nuas y  discontinuas,  147. — Legales,  148. — Posesión,  149. — Derecho 
de  superficie,  150. — Entre  los  derechos  de  que  trata  este  inciso,  se 
halla  el  dominio,  151. — Método,  iS2.*-Camb¡os  que  puede  sufrir  el 
acto  inscrito,  153. — Sentido  de  la  palabra  itiscripcion,  154  á  159. — 
Impropiedad  de  su  uso  en  este  inciso,  160  y  .161. — Espedes 
en  que  puede  comprenderse  el  dominio,  162. — Inscripción  de 
varios  títulos  [Art.  35  Reg},  163  y  164. — Modificación  del  dominio, 
165. — Su  extinción  inseparable  de  su  transferencia,    166, 

Inciso  3?,  167. — Puntos  que  ofrece,  168. — Acepción  propia  del 
vocablo  adjudicar,  169  y  174. — Casos  en  que  se  emplea  con  pro- 
piedad, 170  a  173. — Casos  que  este  inciso  comprende  bajo  ese 
nombre,  170. — Diferencia  eptre  actos  y  contratos,  175  y  176.— 
Casos  contenidos  en  este  inciso,  177. — Razón  de  la  Ley,  178. — 
Las  adjudicaciones  de  que  aquí  se  trata,  ¿constituyen  derecho  real?. 
179. — Por  qué  son  inscribibles,  180  y  181. — ARTICULO  29  DEL 
Reglamento,  i82.-^ucoBtcaifdancia,  y  adverteacia,  i8j- — State- 
sis,  184. — Declaración,  185. — Mayorazgo,  186, — Otros  derechos^ 
187.— Concursos  y  quiebras,  i 88  y  189. — Sentido  y  fi-ase  fittd 
del  art,,  19Ú.— -Divisibilidad  del  dominio,  y  Aumero  indctermso^lí» 
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de  los  derechos  reales,  191  á  i95.-^Resijtnefl  de  las  diapodcioncs . 
del  art.  2?  de  la  Ley,  194  á  199. — Resumen  de  las  dd  art  29  del 
Reg.20p — Descomposición  del  dominio  según  Ortolan,  201  y  202. — 
Según  iBentham,  203  y  204. — Según  Gutiérrez,  205  y  206.— Con- 
secuencia, 207  y  208. — Cuestiones  prácticas,  209.— Solución  de  la 
relativa  á  la  cesión  de  alquileres,  210  á  214.— Enajenación  del  usu- 
fructo y  de  la  cosa  en  que  consiste,  211. — Arrendamiento  del  usu- 
fructo y  venta  de  los  frutos,  2 1 2.— Hipoteca  del  usufructo,  213. — 
Cuestión  relativa  á  la  administración  de  un  inmueble,  215  a  217. — 
Art.  136  Reg. — Su  concordancia,  su  armonía  con  la  Ley,  218. 

Inciso  4*,  219.-^  Su  explicación  por  la  Comisión  de  C<Sdi- 
gos,  220. — Resumen,  de  ésta,  221. ^-Utilidad  de  criticar  las  Ic- 
yes,222. — ^Vacíoque  se  atribuye  á  este  artículo,  223.-*Opinionea  de 
Vcúrios  comentadores,  224. — No  existe  el  vacío,  22 5. •^Estudio  de  la 
cuestión  en  nuestra  Ley:  Art.  33  Reg.,  226.-^Infbrme  de  la  Co- 
misión Antillana,  227  á  230. — Resumen,  231  y  232.— Casos  de  in- 
capacidad por  derecho  común,  233  y  234. — Curador  ejemplar,  235, 
—Impropiedad  de  la  voz  ejecutoria  en  este  inciso,  236.'— Privación 
de  administrar  impuesta  al  marido,  237.— Presunción  de  muerte: 
ley  14,  tít  14  P.  3?,  238  y  239. — Casos  comprendidos  en  esa  Ley, 
240.— -Glosa  de  Gregorio  Lói)ez,  jurisprudencia  del  Tribunal  Su-^ 
premo  y  resultado  de  ambas,  240  á  242. — Son  inscribibles  ambos 
títulos,  243  y  244. — ^Pena  <k  interdicción;  en  qué  consiste,  245;  en 
que  bienes  se  practica  la  inscripción,  246;  utilidad  de  ella,  247. — 
Frase  final  de  este  inciso,  248. — Libro  de  incapacitados:  sus  asien- 
tos, 249,  su  origen,  250;  autos  de  concurso  y  quiebra,  251.— Inca- 
pacidades por  ministerio  de  la  Ley,  252  á  255. 

Inciso  5**  de  la  Ley;  256. — Ley  de  1861,  257. — Expo- 
sición de  la  Comisión,  258  á  26ol-^^ntesis  de  ésta,  261. — Arrenda- 
miento por  la  Ley  de  Partidas  262. — Resumen  de  ésta,  263. — 
Innovación  de  la  Ley  Hipotecaria,  264. — Inconveniente  de  la  primi- 
tiva en  este  punto,  265  á  268. — Duda  que  sugiere  la  nueva,  269. — 
Disposiciones  anteriores  sobre  inscripción  de  arrendamientos,  270. — 
Efecto  de  su  inscripción,  271  á  273. — Art.  34  Rég.>  274. — Su  con- 
cordancia, 275. — Su  síntesis,  276. — Dudas  que  ofrece,  y  método  para 
adararhs,  277  y  278;  subarriendo,  279;  subrogación;  su  doble  sen- 
tido, y  cual  le  toca  en  este  caso,  280;  planteo  de  las  cuestiones  in- 
dicadas, 281;  su  resolución,  282;  demostración  de  ésta,  283  á  286; 
confirmación  por  otros  autores,  287;  nota  marginal,  su  motivo,  288. 

Inciso  6?  del  art.  2?  L,  289. — Su  origen,  29a. — Resumen,  291Í 
cxteiifiion,  292  y  293. 

Disposiciones  complementarias. 

Enumeración  y  examen  general,  294  á  297. — Art.  26.  Reg.  — 
Declaración  del  mismo,  298. — Art.  27  Reg. — Su  concordancia,  299. 
— Islas,  300. — Servidumbres  legales,  301:   Informe  de  nuestra  Co- 
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misión  acerca  del  Reglamento,  302,  á  305,  resumen,  306;  aplicación 
al  caso  examinado,  307. — ^Templos,  308;  Art.  28  Reg.  su  concor- 
dancia, 309;  informe  de  la  Comisión,  310  y  31 1;  su  resumen,  312. — 
Mudanza  en  los  bienes  públicos  y  su  inscripción,  3 13  y  3 14. — Arts. 
43,  44  y  45  Reg. — Su  síntesis,  315 — Modo  de  inscribir,  316  y  317. 
— Art.  54  Reg.— Su  declaración,  318.— Art/ss  Reg. — Su  razón, 
319, — Su  relación  con  el  art.  48  Reg.,  320. — Con  el  28  del  mismo, 
321. — Art.  56  Reg. — Casos  que  comprende,  322. — Art.  52 
Reg. — Su  armonía  con  el  8^  déla  Ley,  323.— ARTÍCULOS  58,  59  y 
60  Reg. — Método   que  observamos,    324. 

Art.  30  Reg. — Referencias,  325. — Concordancia,  326. — Dis- 
posiciones á  que  se  contraQ,  327  y  328. — Exposición  de  la  ley  de  19 
de  Agosto  de  1841,  329. — Id.  de  la  de  i?  de  Mayo  de  1855,  330. — 
Ley  de  15  de  Junio  de  1856,  331. — Examen  de  la  de  ii  de  JuUo 
de  1856,  332. — Decreto  de  28  de  Noviembre,  y  Convenio  ley,  333. 
Resumen,  334. — Épocas  de  vigor  de  la  Ley  de  1841,  335. — Conve- 
nio-ley, 336.— -Cuadro  de  disposiciones,  337.— Real  decreto  de  12 
de  Agosto  de  1^71,  338.— R.  D.  de  12  de  Agosto  de  1874,  y 
Cuadro  comparativo,  339.— Disposiciones  especiales  de  nuestra 
isla,  340.— Error  cometido  en  el  art,  30  de  nuestro  Reglamento,  y 
su  causa,  341.— Contenido  del  Real  Decreto  de  31  de  Octubre 
de  1863,  sobre  aplicación  á  Ultramar  de  las  leyes  de  desvincula- 
cion,  342.-— Rasúmen  de  lo  expuesto,  343.— -Razón  del  método 
seguido  en  la  exposición  de  este  artículo,  344.— Examen  de  las 
disposiciones  vigentes  sobre  desvinculacion  civil,  345  a  352. 

Art.  32  Reg,— Método  para  su  exposición,  353.-— Partes  que 
contiene,  354.-— Error  de  redacción,  y  su  causa  355.— Planteo  de 
la  cuestión,  356. — Naturaleza  de  la  obligación  futura,  357  y  358. — 
Admite  la  división  en  las  propias  clases  que  la  ordinaria,  359  y  360. 
—Diferencias  entre  la  obligación  futura  y  la   condicional,    361    á 

367. 
Instrucción  para  redactar  los  documentos  inscribibles:  su  relación 

con  el  sistema  de  la  Ley,  368  y  369.-— Su  división,  370.— Su  pre- 
ámbulo, 371  á  375.— Importancia  legal  de  la  Instrucción,  376  y 
377.— -Método  adoptado  para  su  exposición,  378. — Art,  7?  .de  ella 
— Su  concordancia,  y  su  declaración,  379. — Art.  9?  INSTRUCCIÓN. 
— Su  novedad,  según  la  Comisión,  380.— Su  conformidad  con  el  sis- 
tema de  la  Ley,  381.— Su  extensión,  382, 

Ojeada  general  á  las  disposiciones  peninculares  acerca  de  la  Ley 
Hipotecaria,  su  ajplicacion  á  la  nuestra,  383  y  384— Exposición  de 
la  Real  orden  de  5  de  Febrero  de  1867,  sobre  instrumentos  públi- 
cos, 385. 


Reglamento  de  Puerto  Rico. 
Difiere  del  nuestro  en  sus  arts.  27,  29  y  33;  386. 
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Jurisprudencia. 


Su  división  según  sus  fuentes  y  sus  clases,  387.-— La  Dirección 
general  y  el  Tribunal  Supremo,  388  y  389.— Nomenclatura,  390. 
—Jurisprudencia  adjetiva,  391.— Jurisprudencia  sustantiva,  392.-— 
Diferencia  entre  ambas,  393. 

Jurisprudencia  adjetiva  del  presente  artículo. 

Método  seguido,  394.-"Títulos  traslativos  de  dominio:  Derecho  á 
recuperar  cierta  finca,  395;  Adquisiciones  de  la  mitad  reservablede 
mayorazgos,  396. ---Títulos  en  que  se  constituyen  ó  trasmiten  de- 
rechos reales:  contratos  sobre  aprovechamiento  de  aguas,  397;  pro- 
videncia eq  el  interdicto  de  adquirir,  398.— Bienes  matrimoniales, 
399.— Venta  hecha  por  mujer  casada,  400.— Escritura  de  descrip- 
ción de  bienes,  401  y  402.— Propiedad  de  las  mismas,  403.-— Con- 
venio entre  acreedores  y  deudor,  404. 

Jurisprudencia  sustantiva  del  presente  artículo. 

Porqué  la  Dirección  General  declara  puntos  de  derecho  sustan- 
tivo'.  origen  del  recurso,  405. — Publicidad  de  las  Resoluciones,  406 
y  407. — Capacidad  de  las  comunidades  religiosas,  408  — Enajena- 
ción de  bienes  pertenecientes  á  hijos  de  familia,  409. 

Texto  dé  la  Ley. — Artículo  3? — Pág  142. 

Concordancias. — Objeto  de  este  artículo,  410. —  Su  explicación 
por  la  Comisión,  411. — Resumen  de  ésta,  412. — Ley  recopilada, 
A\Z  -Real  Decreto  de  1845,  4I4- — Ley  de  Partidas,  415. — Docu- 
mentos privados,  416. — Escrituras  públicas,  417  á  427. — Escrituras 
inscribibles.  428. — Escrituras  otorgadas  por  los  Cónsules  y  Vice- 
cónsules, 429, — Ejecutorias,  430. — Documento  auténtico:  Art.  36 
Reg.,  431. — Su  concordancia,  432. — ¿Son  inscribibles  las  certifica- 
ciones de  los  actos  de  conciliación?  433  á  447. 

Jurisprudencia. 

Su  especie,  448. — Certificaciones  de  Ayuntamientos,  449  y  450. 
—  Testamento  militar,  451. — Documentos  ante  los  Párrocos,  452. — 
Falta  de  la  primera  hoja  de  una  escritura,  453. — Testamento  de  un 
Escribano,  454. — ^Testamento  escrito  por  el  mismo  heredero,  455. 
— Particiones,  456. — Documento  separado  del  pfrotocolo,  457. — Fir- 
mas de  los  testigos,  458. — Capellanía  colativa,  459. — Particiones 
extrajudiciales,  460. — Representación  de  los  hijos  por  sus  padres  en 
las  particiones,  461. — Particiones  en  documento  privado,  462. — De- 
claración de  heredero  en  información  ad  perpetuam,  463. — Requi- 
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sitos  para  que  sean  inscribibles  los  actes  de  partición,  464. — Escri- 
turas de  venta  por  orden  judicial,  465- — Representación  del  compra- 
dor por  el  Notario,  466.-^ertificaciones  de  los  Jefes  de  Montes, 
467. 

Texto  de  la  Ley.— Articulo  4^— Pág.  156. 

Concordancias.— Puntos  que  ofinece  este  artículo,  468.— Razón 
del  mismo,  según  la  Comisión,  469  y  470;  y  472. — Resumen,  471 
y  473.-^Orígen  histórico  del  derecho  real  de  que  se  trata,  474. — 
Acciones  de  minas,  475. — Innovación  de  la  Ley  en  la  clasifícacion 
de  inmuebles:  frutos,  476;  opinión  del  Sr.  Ortíz  de  Zarate,  477  y 
478;  defensa  de  la  Ley,  479  4481. — Art.  31  Rbg.  482 — Su  origen 
y  explicación,  483  y  484. 

Texto  de  la  Ley:— Artículo  5?— Pág  162. 

Concordancias. — Objeto  de  este  artículo,  485. — Su  explicación 
por  la  Comisión,  486  á  490. — Su  resumen,  491. — Opinión  de  la 
Serna,  492. — Derecho  internacional:  su  naturaleza,  493;  estatutos, 
494;  el  real,  495;  el  formal,  496  á  498. 

Contratos  ante  los  agentes  en  el  extranjero,  499. — Dificultadas  en 
la  práctica,  500. — Sentencia  del  Tribunal  Supremo,  acerca  de  esta 
materia,  501  á  505. — Otras  sentencias,  506  á  511. — Sentido  de  la 
frase,  en  España^  5 12.— Real  Decreto  sobre  actos  otorgados  en  el  ex- 
tranjero, 513. — Id.  sobre  extranjeros  residentes  en  España,  514. — 
Ley  de  Extranjería  vigente  en  Cuba,  515. — ^Ejecutorias  extranjeras 
inscribibles,' 516. — Examen  de  lo  dispuesto  en  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  y  razones  que  la  apoyan,  517  á  '521. — Aplicación  de 
lo  que  precede  al  caso  de  la  inscripción,  522. — Actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  523..  .Mayores  requisitos  en  las  sentencias  que  en  los 
contratos,  y  su  razón,  524. — Legalización,  525. 

Disposiciones  complementarias. 

Art.  37  Reg.,  526. — Variación  hecha  en  él,  y  su  exposición,  52  7 
— Real  orden  sobre  escrituras  en  latín  ó  en  dialectos,  528  y  529. 

jurisprudencia  adjetiva. 

Traducción  por  el  Notario,  530  á  532. 

Reglamentó  de  puerto-rico. 

No  difiere,  533. — Transición. 
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CAPITULO  II. — DEL  MODO  DE  SUPLIR  LA  FALTA  DE  TÍTULO  ESCRITO. 

Texto  de  la  Ley,  Art.  6?  P    1 79. 

Concordamias:  Ley  de  1861,  Reformada,  y  Proyecto  de  Código 
Civil. 

Texto  de  la  Ley.     Art.  7? 
Concordancias.  Ley  de  1861,  Reformada,  y  de  17  de  Julio  de  1877. 

Texto  de  la  Ley.     Art.  89 
Concordancias:  Ley  de   1861,  Reformada,  y  de  Puerto  Rico. 

Texto  de  la  Ley.     Art.  9? 
Concordancias:  Ley  de  1861,  Reformada,  y  de  17  de  Julio  de  1877. 

Texto  de  la  Ley.     Art.  10. 
Concordancias:   Ley   de    1861  y   Reformada. 

Texto  de  la  Ley.     Art.  i  i. 

Concordancias:   Ley   Reformada,  Proyecto  de  Código  Civil. 

Motivo  de  reunir  estos  artículos,  534. — Casos  á  que  se  refieren, 
535. — Informe  de  la  Comisión  de  1861,  536  á  542. — Resumen,  543. 
— Método  adoptado,  544. — Observación  del  Sr.  Ortiz  de  Zarate, 
545. — Ley  Reformada,  su  preámbulo,  546  y  547. — Otra  innovación 
al  hacerse  nuestra  Ley,  548. — Su  explicación,  549  y  550. — Diferen- 
cias >entre  el  artículo  6**  y  el  11  de  la  Ley,  551. — Método,  552. — 
Caso  de  aplicación  de  uno  y  otro- artículo,  553. 

Efectos  de  la  inscripción  posesoria,  554. — Puntos  de  examen,  555. 
— Clases  de  posesión,  según  la  ley  de  Partidas,  556. — Su  consecuen- 
cia, 557. — Savigny,  558. — Idea  de  la  posesión,  559. — Su  distinción 
de  otros  estados,  560. — Posesión  civil;  su  definición  y  explicación, 
561  á  567. — Descomi)Osic!oa  de  la  misma  por  la  disgregación  de  su? 
elementos,  570  á  571. — Extensión  de  las  inscripciones  posesorias, 
57*2  y  573. — Puntos  que  declara  el  artículo  [O  de  la  Ley,  574. 

Mera  posesión,  método  para  explicarla,  575. — Idea  común  de  la 
posesión,  576  y  577.  -Resumen  de  la  teoría  de  Savigny,  y  vicio  en 
la  nomenclatura  romana,  578  á  580. — Su  trascendencia  á  nuestras 
leyes,  581. — ^Texto  y  resumen  del  art.  respectivo  de  la  í,ey,  582  á 
584. — Quiénes  son  terceros  respecto  de  las  incripciones  posesorias, 
585  á  587. — Por  qué  la  Ley  se  refiere  sólo  á  los  terceros,  588  á  590. 
— La  mera  posesión  es  la  posesión  jurídica,  591  á  593. — Demostra- 
ción de  esta  conclusión;  defecto  de  la  Ley  Hipotecaria  en  este  pun-- 
to,  594  á  596. 

Etimología  y  acencion  propia  de  la  posesión,  597. — Nomenclatu- 
ra de  la  Ley  de  Partidas.  598. — Explanación  de  la  misma,  599  á  606. 
— Resumen,  607.— Nomenclatura  adoptada,  608.— Efectos  de  la' 
mera  posesión,  609. — Modos  de  perderla;  texto  y  explanación  de  la 
ley  de  Partidas,  610. — Pérdida  por  la  falta  del  elemento  físico,  61 1. 
— Razón  de  la  Ley,  612  á  614. — Retención  de  la  propiedad,  615, 
— Se  itido  de  la  regla  relativa  al  modo  de  conservar  la  pose- 
.sion,  616. 
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Efectos  de  la  mera  posesión  respecto  ai  uso  de  los  interdictos: 
clases  de  estos,  617  y  618. — Opinión  de  Maaresa  acerca  del  inter- 
dicto de  retener,  su  impugnación,  619. — Opinión  del  mismo  acerca 
de  la  prueba,  620. — Aplicación  de  la  doctrina  á  los  poseedores  ins- 
critos, 621. — Interdicto  de  recobrar,  622. — Casos  de  despojo  según 
la  Ley  de  Partidas,  623. — Razón  de  la  Ley,  624. — Derecho  del  dé- 
tentador,  625. — Interdicto  de  adquirir,  626. 

Efectos  de  la  mera  posesión  respecto  de  la  prescripción:  prescrip- 
ciones sin  título,  ^2T. — Prescripciones  de  30  años,  628. — Prescrip- 
ción ordinaria,  629. — Verdadera  prescripción  de  30  años,  630. — Ley 
21,  tít  29,  P.  3?,  su  texjo,  631. — Su  resumen,  631. — Su  aplicación 
ala  materia,  632.— rSu  limitación  por  leyes  posteriores,  su  eficacia 
actual,  633  á  636. — Ley  de  mostrencos,  su  utilidad  en  este  estudio, 
637. — Derecho  de  ocupación  por  las  leyes  de  Partidas,  638  y  639. — 
Requisitos  que  establecen,  640  y  641. — Disposiciones  de  la  ley  de 
mostrencos,  642. — Consecuencias  ¡de  ella  en  la  teoría  de  la  prescrip- 
ción, 643. — ^Jurisprudencia  del  Supremo.  644. — Derecho  que  adquie- 
ren los  que  inscriban  la  posesión,  645. — Prescripción  inmemorial, 
puntos  de  examen,  646. — Su  naturaleza,  según  el  Tribunal  Supre- 
mo, Sancho  Llamas  y  Gregorio  López,  647  y  648. — Cosas  sobre  que 

recae,  649  y  650. — Modo  de   probarla,    651  y  652 Su   extensión, 

653. — Aplicación  de  la  doctrina  á  los  poseedores  inscritos,  654  y 
655. — A  la  posesión  sin  título,  656. — Vacío  que  se  ñuta  en  esta  par- 
te de  la  Ley  Hipotecaria,  657. — Dificultad  para  la  aplicación  de  las 
doctrinas  que  preceden,  ¿Ua  posesión  inscrita,  658. — Prescripción  por 
terceros  poseedores,  659  y  660. — Demostración  de  lo  dicho,  661. — 
Ra/.on  y  crítica  de  esta  disposición,  662. — Resumen  de  las  doctrinas 
aplicables  alas  informaciones  posesorias, 663. — Su  inconveniente,  664. 

Derechos  reales  distintos  del  dominio:  665;  su  indeterrni nación, 
sus  clases  principales;  cuáles  se  comprenden  en  el  art  io9  de  la  Ley, 
666. — Razón  de  excluirse  el  de  hipoteca,  66^  (i). — Servidumbres, 
668  á  673. — Exposición  del  método,  674. 

Art.  6?  de  la  Ley. — Adiciones  sobre  el  texto  peninsular,  675. — 
Explicación  de  la  primera,  6^6, — Resolución  del  Gobierno,  677  á 
681. — Importancia  y  significación  de  lo  adicionado,  682. — Otra  adi- 
ción, y  su  motivo,  683. — Impropiedad  de  término,  684. 

Artículo  7?  de  la  Ley. — Su  comparación  con  el  texto  peninsular, 
685. — Circunstancias  que  exige,  y  motivo  de  ellas,  686  y  687. — 
Clases  en  que  deben  dividirse,  688. — Requisitos  cuando  se  trate  de 
un  derecho  real  distinto  del  dominio,  689. — Razón  de  la  Ley,  690. 
— Defecto  de  la  Ley,  691. — Especialidad  del  caso,  692. — Testigos  y 
sus  cualidades,  693. — Certificación,  y  pago  de  contribución,  694  y 
695. — Reglas  5?  y  6?,  696  y  697. — Inscripción  de  la  demanda,  698 


Ll]  Por  error  de  imprenta  se  le  ha  dado  á  este  párrafo  el  número  668,  debiendo  ser 
66  7,  V  se  ha  repetido  luego  en  el  siguiente,  que  es  al  que  le  corresponde. — En  los  párra- 
fos 568  y  569  y  en  el  631  se  han  cometido  otras  erratas  que  se  salvan  en  el  lugar  corres 
pondiente. 
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y  699.— Art.  j8  Reg.:  su  relación  con  disposiciones  de  la  Penín- 
sula,  defecto  en  su  redacción  y  su  causa,  701  á  703. 

Artículo  89  de  la  Ley. — Aprobación  del  expediente,  704. — Opo- 
sición de  que  aquí  se  trata:  texto  del  Art.  40  Reg.,  705;  concordan- 
cia de  éste,  706;  consecuencia  de  ambas  disposiciones,  707.  — Ape- 
lación, 708. — Ampliación  sobre  el  texto  de  la  Península,  709. 

Artículo  9?  de  la  Ley. — Asientos  que  han  de  quedar  cancelados 
710. — Asientos  qlie  contradicen  la  posesión,  711. — Anotación  pre- 
ventiva, su  duración,  712. — Procedimiento  judicial*,  713. — Reglas  de 
dirección  para  el  Juez;  714  á  717.— Escrupuloso  cuidado  de  los  Jue- 
ces en  estas  informaciones,  7 18.  ^Asientos  de  censo,  hipoteca, 
etc.,  719. 

Artículo  10  de  la  Ley. — Naturaleza  de  sus  disposiciones,  720. — 
Explicación  de  la  frase  circunstancias  peculiares  de  la  inscripción^ 
721. — Caso  en  que  se  sujeta  á  prueba  el  tiempo  de  posesión,  722  y 
723. — Opinión  de  Canales  acerca  de  este  punto,  y  su  refutación,  724. 
Opinión  de  Pantoja  acerca  de  una  declaración  de  este  artículo,  y  su 
refutación:  situación  de  los  poseedores  inscritos,  725. — Advertencia 
acerca  de  lo  expuesto,  726. 

Artículo  II  de  la  Ley. — Método,  727. — Advertencia  previa,  728. 
— Casos  de  aplicación  de  este  artículo,  729. — Cuestiones  que  sugiere, 
730. — Primer  caso:  prescribente  de  una  cosa  por  el  tiempo  ordinario, 
731. — Segundo  caso:  posesión  inmemorial,  73 2.-Objeciones  que  pue- 
den hacerse  y  su  refutación,  733. — Tercer  caso:  poseedores  con  do- 
cumentos privados,  puntos  que  ofrece  esta  cuestión,  734  y  735. — 
Legislación  peninsular  acerca  de  la  inscripción  de  documentos  pri- 
vados, su  omisión  en  la  nuestra,  consecuencias,  736  á  738. — Cuarto 
caso:  derechos  reales  distintos  del  dominio,  739  y  740. 

Análisis  del  artículo  11  de  la  Ley,  su  conformidad  con  el  6?,  741  y 
742. — Examen  de  la  regla  i*,  sus  efectos,  743. — Regla  segunda:  sus 
consecuencias,  744. — Regla  tercera:  su  analogía  con  la  del  Enjuicia- 
miento civil;  sentido  en  ella  de  la  voz  dominio,  y  demostración  de 
que  es  el  verdadero,  745. — Regla  cuarta,  746. — Regla  quinta:  pun- 
tos que  ofrece,  747. — No  es  aplicable  la  casación  á estos  juicios,  748. 
— En  su  caso,  significación  de  esta  frase,  749. — Providencia,  sentido 
en  que  se  usa,  750. — Dominio,  751. — Regla  6?,  su  síntesis,  752. 

Diferencias  entre  las  informaciones  posesorias  y  X^s  Justificaciones 
del  dominio,  7^1, — Diferencias  de  sustanciacion,  754. — Cómo  debe 
entenderse  la  legitimidad  de  la  adquisición,  755  y  756. — La  senten- 
cia en  esta  clase  de  juicios  no  causa  ejecutoria,  757. — Dominio,  apli- 
cación impropia  de  esta  voz,  y  razón  de  aplicarse,  758. — Resumen 
de  lo  exj  uesto  acerca  de  unas  y  otras.  759. — Nuestras  opinio- 
nes, 760. 

DISPOSICIONES    COMPLEMENTARIAS. 

Sus  clases,  761. — Art.  39  Reg.,  762. — Su  concordancia,  763. — 
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Art.  41  Reg. — Concordancia,  764. — Art.  42  Reg. — Concordanda, 
765. — Art.  131  Reg. — Concordancia,  766. — Inscripciones  á  nombre 
del  Estado,  767.— Arts.  46  Y  47  ReG.— Concordancia,  768.— Art. 
48  Reg. — Sentido  de  la  frase  cuando  constare^  769. — Su  d'ferenda 
con  el  art  7?  de  la  Ley,  y  razón  de  ella,  770. — Akts.  49  Y  50  Reg. 
— Su  concordancia,  771. — Art.  51  Reg. — Su  objeto,  772. — Art  52 
Reg»  773— Art.  53  Reg.— Concordancia,  774.— Art.  57  Reg.— 
Concordancia,  775. — Incorrección  en  su  texto,  y  su  origen,  776. — 
Art.  61  Reg. — Concordancia,  TTJ. — Caso  á  que  se  refiere  este  ar- 
tículo, 778. — Razón  de  esta  interpretación,  779. — Real  orden  sobre 
informaciones  posesorias,  780. — Otra  sobre  lo  que  debe  enten- 
derse* por /W¿¿7.  781. — Aplicación  de  ambas  á  nuestra  legisla- 
ción', 782. 

reglamento  de  puerto  rico. 

Arts.  38  á  40:  su  conformidad,  783. — Art  41,  sus  diferencias, 
784. — Los  demás  no  difieren,  785. 

JURISPRUDENXIA    SUSTANTIVA. 

I. POSESIÓN^. 

La  posesión  de  30  años  es  modo  de  ganar  el  dominio,  787  ( i ). — In- 
terdicto de  despojo,  cuándo  procede,  788. — \^di  q\2m%w\^  sin  perjuicio 
de  tercero  de  mejor  derecho  comprende  á  los  que  lo  tengan  igual,  789. 

1 1. PRESCRIPCIÓN. 

La  prescripción  inmemorial  requiere  buena fé,  790.  -Prescripción 
de  acciones,  791. — Prueba  de  la  posesión  inmemorial,  792. — Qué  se 
entiende  por  dueño,  en  materia  de  prescripciones,  793. — Acertada  in- 
terpretación de  la  ley  21,  tit.  29,  P.  3?,  794. — Cosas  poseidas  á  nom- 
bre de  otro,  795. — El  título  de  sucesión  no  ts  justo  tituh  para  el 
efecto  de  la  prescripción,  796. 

II L — INFORMACIONES    POSESORIAS. 

Efecto  de  estas  informaciones,  797. — A  quienes  corresponde  ins- 
cribir la  posesión,  798. 

JURISPRUDENCIA    ADJETIVA. 

Inscripción  á  favor  de  persona  distinta  de  la  que  paga  la  contri- 


( I )    Véase  la  fé  de  erratas. 
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bucion,  799.— Certificaciones  de  posesión,  su  requisito,  800.— Certifi- 
cación de  que  nadie  paga  contribución  por  determinada  finca,  801. — 
Necesidad  de  las  certificaciones  relativas  al  pago  de  la  contribución 
en  los  expedientes  posesorios,  802.— No  inscripción  de  finca  á  favor 
del  Estado,  803. 

Texto  de  la  Lev. — Art.  12. — P.  277. 

Concordancias:  Ley  de  1861,  Reformada,  y  de  Puerto-Rico. 

Relación  de  este  artículo  con  los  que  le  han  precedido,  804.-— 
Casos  que  señala,  y  sus  diferencias,  805.— Art.  no  Reg.- -Primer 
caso,  cuando  la  propiedad  se  halla  inscrita,  806.— Segundo,  que  no 
lo  esté  la  propiedad  ni  el  derecho  real  de  que  se  trate,  807.-— For- 
mación de  expediente  en  este  caso,  8o8.---Resümende  este  artículo 
reglamentario,  809.— Su  comparación  con  las  disposiciones  déla 
Península  y  consecuencia  que  de  ella  se  desprende,  810.--ART.  1 1 1 
Reg.,  811.— Su  concordancia,  8i2.---Error  material  que  contiene, 
813.— Otras  concordancias,  814  y  815.— Art.  112  Reg.— Concor- 
dancia, error  de  cita,  816.— -Art.  113  Reg.-— Concordancia,  817.-- 
Modo  de  convertir  en  inscripción  una  anotación  preventiva,  818. — 
Art.  114  Reg.— -Concordancia,  819.— Duda  que  .sugiere,  820.— 
Duración  en  este  caso  de  la  anotación  preventiva,  821  y  822.-— 
Forma  de  convertir  la  anotación  en  inscripción,  duda  y  su 
explicación,  823  á  825,— -Valor  de  lo  dispuesto  en  la  legislación  pe- 
ninsular y  en  la  nuestra,  826  á  828.— Art.  115  Reg.— Concordan- 
cia, 829.-— Art.  116  Reg.— Comparación  con  los  peninsulares,  830 


•     .  DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

Sus  clases,  831.— R.  O.  sobre  inscripción  del  dominio  directo, 
832.-— Otra  sobre  la  forma  de  exigir  á  los  dueños  de  bienes  grava- 
dos con  algún  derecho  real,  la  inscripción  de  su  propiedad,  833. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO-RICO. 
Arts.  107,  108  109  y  III  al  113:  sus  diferencias,  834  á  837. 

Texto  de  la  ley. — ^Art.  13. — P.  288. 

Concordancias:  Leyes  de  1861;  Reformada,  de  Puerto-Rico,  y 
Reglamento  de  1870. 

Relación  de  este  artículo  con  los  que  le  preceden,  838. — Tra-s 
posición,  839. — Resumen,  840. — Razón  de  la  Ley,  841. — Expli- 
cación de  la  Comisión,  842. — Remisión  al  art.  31,  843. 
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DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

Sus  fuentes,  844. -^Art.  62  Reg. — Explicación  de  nuestra  Conii- 
sion,  845. — Cómo  debe  entenderse,  846. — Ampliación  que  este  ar- 
tículo causa  en  la  Ley,  847  á  849. — Art.  468  Reg. — Su  explicación 
por  la  Comisión,  850. — Su  resume  1,  851. — Concordancia,  852. — 
Art.  13  de  la  Instrucción,  833.— Su  armonía  con  disposi- 
ciones anteriores,  854. 

reglamento  de  puerto  rico. — Su  diferencia,  855. 

jurisprudencia  sustantiva. 

Efecto  de  la  falta  de  inscripción,  856  á  858. — La  sentencia  que 
declara  haber  ó  no  lugar  á  una  tercería  no  afecta  al  art.  13  de  nues- 
tra Ley,  859- — ^Testamentos  no  registrados,  860. 

capítulo  tercero. DE  LA  FORMA  DÉLA  INSCRIPCIÓN. P.  295. 

Texiodela  Ley. — Art.    14. — Id. 

Concordancias:  Ley  de  1861,  Reformada  y  de  Puerto-Rico.— 
Objeto  de  este  artículo,  y  observaciones  que  se  le  hicieron  en  el 
Cojigreso,  861  y  862. — Resumen,  863. — Arts.  63  Y  64  Reg., 
864. — Quién  puede  reclamar  la  responsabilidad  de  que  se  trata,  865. 
— Art.  65  Reg. — Concordancia,  866. — Qué  debe  entenderse  por 
mandatario,  867. — Sentido  de  la  palabra  indistintamente ,  868. — 
Interés  del  trasmitente  en  la  inscripción,  869. — Del  adquirente.  870. 
— Representación  legítima:  á  quiénes  comprende,  871  y  872. — Otros 
interesados  en  la  inscripción:  opiniopes  diversas  acerca  de  este  pun- 
to, 873. — Enumeración  de  ellos,  874. 

DISI^OSICIONES     COMPLEMENTARIAS. 

Art.  66  del  Reg.,  875.— Concordancia,  876. — Arts.  67  y  68 
Reo.— Su  concordancia,  877. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO  RICO. 

Arts.  62  á  67,  878. 

* 

JURISPRUDENCIA   ADJETIVA. 

Admisión  de  títulos  pi^esentados  por  desconocidos  no  interesados. 
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879- — No  admisión  de  los  que  se  envíen   por  ej  correo,  88o. — La 
entrega  de  títulos  hecha  por  el  actuario   equivale  á  la   presentación 
en  el  Registra,  88 1. 

JURISPRUDENCIA  SUSTANTIVA. 

El  derecho  á  la  inscripción  no  puede  quitarse  sino  en  juicio,  882 
y  883. 

TEXTO  DE  LA  LEY. ARTÍCULO   1 5. PÁG.  3O2. 

Concordancias:  Ley  de  1861,  Reformada,  y  de  Puerto-Rico. --- 
Objeto  de  este  artículo  y  casos  que  comprende,  884. — Obligación 
del  Notario,  885. — Inconvenientes  de  esta  disposición,  884. — En- 
mienda en  la  redacción  primitiva,  y  vacío  que  deja  la  actual,  887. 
— Ejemplo  de  un  caso  práctico  no  declarado  en  la  Ley,  888. — 
Acepción  de  la  voz  personas,  889. 

disposiciones  COMPLEMENTARIAS. 

Sus  clases,  890. — Art.  69  Reo. — Concordancias,  891. — Sentido 
de  los  términos  remitirá  y  directamente,  892. — Gastos,  893. — Cur- 
so eorrespondiente,  894. — Precepto  legal  á  que  se  hace  referencia, 
895. — Sentido  de  la  frase  no  verificará  la  inscripcicn  hasta  haberse 
efectuado  el  pago  del  impuesto,  896. — Art.  71  Reg. — Concordancia, 
897..  .Error  material  ae  este  artículo,  898. — Respónsabilidady  899. 
— Art.  12.  InstruccioUy  900. — Sentido  del  mismo,  901. 

REGLAMENTO  DE  PUERTO-RICO. 

Arts.  68  y  69,  902. — Omisión  en  él,  903. 

Jurisprudencia  sustantiva. 

Extencion  del  art.  1 5  de  la  Ley,  904. 

Texto  de  la  Ley.  Ajit.    16 — Pag.  307. 

Concodancias.  Ley  de  í86í.  Reformada  y  de  Puerto-Rico. 
Claridad  de  este  artículo,  sentido  de  la  voz  especial,  995. 

Disposiciones  complementarias. 

Art.  106  Reg.,  906 — Concordancia,  y  utilidad  de  este  artículo, 
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907 — Art.  107  Reg. — Concordancia,  y  explicaciones  de  la  Comi- 
sión, 908  á  910 — Objeto  de  este  artículo,  911. — Primer  caso:  finca 
compuesta  de  distintas  porciones,  912  y  913. — Segundo:  finca  de  dis- 
tintos dueños,  914. — Finca  urbana  y  finca  rústica^  915.  Caso  terce- 
ro, 916. — Caso  cuarto,  917. — Art.  125  Reg. — Concordancia,  918.— 
Relación  entre  este  artículo  y  el  107,  y  su  consecuencia,  919. — Art. 
132  Reg. — Concordancia,  relación  con  otras  disposiciones,  y  conse- 
cuencia que  resulta,  920. 


Reglamento  de  Puerto- Rico. 
Arts.  J03,  104  y  119,  921. 

Jurisprudencia  adjetiva. 

Unidad  de  fincas,   922  y  9Í23. — División  ó  agrupación,  924. 
Agrupacion,  925  y  926. 

Texto  de  la  Ley.    Art.  17.    Pág.  315. 

Concordancias.  Ley  de  1861,  Reformada  y  de  Pto.-Rico. 

Ley  recopilada,  927. — Real  Decreto  de  1845,  928. — Regla- 
mento de  1870,  929. — Observaciones  hechas  en  las  Cortes  acerca  de 
este  artículo,  930  y  93  l — Inexactitud  cometida  en  su  texto,  932. 
— Requisitoá  esenciales  de  la  inscripción,  933. — Art.  117  Reg.,  934 
— Resumen  de  éste:  natnraleza  de  la  finca,  935;  situación^  936 
y  937- — Art.  5?  Instrucción. — Resumen  de  éste;  qué  debe  enten- 
derse por  derecha  é  izquierda^  938. — Errata  de  la  edición  oficial, 
939. — Arts.  I?  al  4?,  y  6?  de  la  Instrucción,  940. — Art.  89  de  la 
misma,  941. — Su  relación  con  el  17  de  la  Ley,  942. — Constitución 
de  un  derecho  sobre  otro  derecho,  943. — Naturaleza  del  título  de 
la  finca,  y  del  derecho;  qué  se  entiende  en  cada  uno  de  estos  casos, 
944. — Circunstancia  quinta:  su  reforma,  y  razón  de  ella,  945  á  947. 
Circunstancia  sesta:  semejanza  con  la  anterior,  948;  diferencia, 
949;  sentido  de  la  voz  inmediatamente  y  950. — Fecha  y  hora  de  pre- 
sentación, 951. — Circunstancia  décima,  adicionada  en  nuestra  Ley, 
su  importancia,  952. 

Disposiciones  complementarias. 

Cita  de  las  de  este  artículo,  953. — Real  Orden  sobre  cambios  de 
numeración  en  las  casas,  954. 
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Reglamento  de  Puerto- Rico. 

Artículo  115,  sus  diferencias,  955. 

Jurisprudencia  adjetiva. 

Por  qué  es  de  esta  clase  la  del  art.  17  de  la  Ley,  956. — Omisión 
ó  inexactitud  en  la  expresión  de  cargas,  957. — Omisión  del  valor, 
858. — Designación  del  mandatario,  959  y  960. — Cesión  de  arbola- 
do, 961. — Omisión  de  linderos,  962. — Las  Administraciones  Eco- 
nómicas están  sujetas  á  la  Ley  Hipotecaria,  963. — Expresión  del 
derecho  que  se  inscribe,  964. — Modo  de  cumplir  el  artículo  19  de 
la  Instrucción  (33  en  la  nuestra,)  965. 


Texto  de  la  Ley.— Art.  18 

„    19  J>— PÁG.  328. 
.,    20 


I- 


Concordancias:  Ley  de  1861,  Reformada  y  de  Pto.-Rico. 

Relación  de  estos  artículos  con  el  17.I-I966. 

Artículo  18.— Casos  que  comprende,  967. — Resumen,  y  razón 
del  precepto,  968. 

Art.   19. — Su  objeto,  969.  • 

Art.  20. — Su  relación  con  otros  de  la  Ley,  970. 

Disposiciones  complementarias. 

Real  Orden:  Cesión  del  precio  de  una  venta,  pagadero  á  plazos, 
971  y  972. 

Jurisprudencia  adjetiva. 

Bienes  nacionales:  se  rigen  por  la  Ley  Hipotecaria,  973. 

|— PÁG.  331. 

Concordancias:  Ley  de  1861,  Reformada  y  de  Puerto-Rico, 
Texto  de  la  Ley:— Art  23.— Pág  332. 
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Concordancias:  Ley  de  i86|,  Rjoformad^  y  de  Puerto-Rica — 

Relación  de  estos  artículos  con  los  anteriores,  974, 

Art  21. — Inscripción  de  servidumbres,  omisión  de  la  Ley,  975-"" 
Modo  de  salvarla,  976. — Opiniones  de  Pantoja  y  La  Serna,  977. 

Art  22. — Clases  de  fideicomiso,  978. — Institución  fideicomisaria; 
979.-«:Relaeion  de  este  artículo  con  el  2?  de  la  LeY,  980. — Declara- 
ción del  presente  art,  981. — Objeto  que  se  propone,  y  como  se 
desvanece  la  objeción  hecha  por  algunos  autores.  982. — Resuaien 
de  lo  expuesto,  983. — Fideicomisos  familiares,  984, — Fideicomisos 
singulares:  se  comprenden  también  por  este  artículo,  985. 

Art  23. — Ejecutorias  á  que  se  refiere,  986. — Anotaciones  pre- 
ventivas, 987. 

DISPOSICIONES    COMPLEMENTAIOAS. 

Art.  128  Reg.— Art.  ii  de  la  Instrucción.— Razón  de 
éste,  989. 

reglamento  de  puerto-rico. 

Arts.  122,  990. 

Texto  de  la  Lev. — ^Art.  24. — P,  337. 

Concordancias:  Ley  de  1861,  Reformada  y  de  Puerto-Rico. 

Objeto,  razón  y  casos  de  este  artículo,  991.— Caso  á  que  propia- 
mente se  contrae,  992.  — Condidiones  rescisorias;  su  uso  en  la  Ley, 
manifestación  de  la  Serna;  términos  semejantes  usados  en  la  Ley, 
993  á  996;  invalidar  y  resolver  y  revocar ^  anular  y  rescindir ^  signifi- 
cación respectiva  de  estas  voees,  997  á  1000;  acción  rescisoria  100 1; 
acepción  que  dá  la  Ley  Hipotecaria  á  la  frase  condiciones  rescisorüts^ 
I002  y  1003. — ^Toda  causa  capaz  de  rescindir  un  contrato  constitu- 
ye condición,  1004. — Puntos  que  ofrece  este  artículo,  looS.-r-Fonna 
que  ha  de  observarse,  1006. — Expresión  del  no  cumplimiento  de  b 
condición  resolutoria,  lOO/.-rSentidode  la  palabra /«/J^r^^^wfoí,  1008. 

disposiciones  complementarias. 

Real  Orden  sobre  nota  marginal  en  los  casos  de  venta  con  pacto,' 
1009. 

jurisprudencia  adjetiva. 

Retroventa  no  obstante  la  nota  marginal  en  que  se  hizo  constar 
la  adquisición  deánitiva  de  ia  cosa.  foio. 
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TÉXtO  DE  LA  tBY.— AllT.  25. — P.  342. 

Concordancias:  Leyes  de  1861;  Reformada,  de  Puerto-Rico. 

Este  artículo  se  refiere  todavía  á  informa  de  la  insctipcion:  bajo 
qué  aspecto,  ion. — Explicación  por  la  Comisión  de  Códigos,  1012 
y  1013. — Resumen,  1014. — Razón  de  la  Ley,  1015. — Limitación 
del  precepto,  1016. — Excepción  que  hay  que  admitir,  1017.— -Am- 
pliación del  texto  primitivo  en  la  Ley  Reformada,  10 18. — Resumen 
de  este  artículo:  casos  de  su  ablicaciotí,  I019.— Cómo  ha  de  enten- 
derse el  i)árrafo  segundo  de  este  artículo:  1020.— Comparación  en- 
tre los  dos  preceptos  de  este  artículo:  declaración  del  primero,  1021; 
declaración  del  segundo,  1022.— En  los  términos  que  señala  la  Ley 
Hipotecaria  no  deben  imputarse  los  dias  feriados,  1023.— Razón  de 
e<5te  artículo,  según  la  Serna,  1024.™ Su  examen,  1025.— Relación 
del  presente  artículo  con  el  28  de  la  Ley,  Í026. 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS. 

Art  35  del  Reglamento  peninsular  su  aplicación  á  nuestra  Ley, 
1027. 

Jurisprudencia  adjetiva. 

Diferencia  entre  subsanar  un  defecto  y  rectificar  un  error,  1028. 
—Títulos  traslativos  de  simple  posesión,  1029. 

Texto  de  la  Ley. — Art.  26. — Pág.  350. 

CoNCORDANCUS:  téy  iáe  1 861,  Ley  reformada,  R.  D.  de  3  de 
Enero  de  1876,  Ley  de  Puerto-Rico. 

Importancia  de  eáte  artículo,  1030.— Informe  de  nuestra  Comi- 
sión acerca  de  la  variación  hecha  en  este  artículo,  103 1.— Resumen, 
ro3 2.— Concordancias,  1033  á  1035. — Resumen:  competencia  de 
los  Registradores,  1036  á  1040. — Casos  en  que  deben  denegar  la 
inscripción,  1041. — Casos  en  que  deben  suspenderla,  1042. — Cuán- 
do deberán  admitirla,  aunque  el  título  contenga  algún  defecto,  1043. 
-^Sentido  de  la  frase,  por  lo  que  resulte  de  la^  mismas  escrituras, 
íd44. 

Disposiciones  complemíntátias. 

Art.  74  DEL'  Reg.,  1045. — Concordancia,  1046. — Declaración 
del  íextOj  1047.— Art.  88  Reo.— Concordímcia  y  declaración, 
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1048. — Art.  ioi  Reg — Concordancia,  1049. — Consecuencia.  1050. 
— Método  de  exposición,  1051. 

Capacidad  jurídica  de  las  religiosas. — Doble  aspecto  de 
la  cuestión,  1052. — Fuentes,  1053. — Legislación  peninsular  relativa 
á  comunidades,  sus  épocas  y  situaciones,  1054  á  1060. — Resumen, 
1 06 1. — Legislación  peninsular  relativa  á  la  capacidad  individual,  , 
1062  á  1065. — Resumen,  1066. — Legislación  de  Cuba,  aplicación  á 
ella  de  las  disposiciones  de  la  Península,  1067  á  1070. — Disposicio- 
nes especiales;  Reducción  de  conventos,  1071. — Erección  de  otros, 
1072  á  1075. — Ventas  de  bienes  de  Regulares,  1076. — Resumen  de 
nuestra  legislación  en  la  materia,  1077. — Aplicación  entre  nosotros 
de  la  legislación  vigente  en  la  Península,  1078  á  1080. — Resumen: 
razones  para  que  deba  considerarse  vigente,  108 1. — Comparación 
de  nuestro  artículo  loi  reglamentario  con  las  disposiciones  de  la 
Península  contraidas  al  mismo  asunto,  1082  á  1086. — Consecuencia 
para  la  rectq  interpretación  de  aquel,  1087. 

Reglamento  de  Puerto-Rico. 
Sus  arts.  71,  85  y  98,  1088. 

Jurisprudencia  sustantiva. 

Competencia  del  Registrador  para  calificar  la  nulidad,  sus  límites, 
1089. — Competencia  de  la  Dirección  para  lo  mismo,  1090. — Califi- 
cación de  documentos  inscritos,  es  improcedente,  1091. — ^Trasmi- 
sión de  la  propiedad  inmueble  en  testamento,  1092. — Mayorazgo,. 
1093. 

Jurisprudencia  adjetiva. 

La  calificación  no  constituye  falta,  1094. — Oportunidad  de  la  ca- 
lificación, 1095. — Contadores  de  hipotetas,  1096. — Capacidad  de 
los  otorgantes,  1097. — Materia  de  las  calificaciones,  1098. — Califica- 
ción de  documentos  judiciales,  1099  á  i  loi. — Nulidad  por  protoco- 
lización contraria  al  Reglamento  Notarial,  iioi. — La  omisión  del 
papel  sellado-constituye  defecto  subsanable,  11 02. — Redacción  con- 
fusa, 1 103.— Inscripción  de  testamentó,  1104. — Calificación,  sobre 
qué  ha  de  hacerse,  1 105  y  i  i  06. — Las  certificaciones  de  actos  cond- 
liatoríos  no  son  inscribibles,  1107. 

Texto  de  la  Ley. — Art.  27.— Pág.  368. 
Concordancias:  Ley  de  186 1,  Reformada,  y  de  Puerto-Rioo, 
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Procedimíeito  cuando  el  título  contiene  defecto  subsanable,  i  io8. 
— <^uando  es  insubsanable,  1109. —  Manifestación  al  interesado, 
1 1 10. — Art.  83  Reg. — Concordancia,  un. — Su  objeto,  11 12. — 
Art.  84  Reg. — Concordancia,  y  enlace  de  este  artículo  con  otros, 
1 1 13. — Art  76  Reg. — Concordancias,  11 14. — Art.  J7  Reg. — Di- 
ferencia en  los  efectos  del  recurso,  según  la  época  en  que  se  inter- 
ponga, 1115. — Concordancia  y  diferencias,  11 16. — Art.  78  RéG.- 
Art.  79  ID. — Art.  8o. — Concordancias,  11 17. — Art.  81  Reg. — 
Concordancia,  11 18. — ArT.  82  Reg. — Concordancia,  defecto  de 
nuestro  artículo,  11 19. — Recurso  acerca  de  documentos  judiciales, 
1 1 20. — Arts.  85,  86  y  87  Reg. — Concordancia,  y  resumen,  1121. 
— Comparación  entre  ambas  clases  de  recurso,  1122  y  11 23. — Pa- 
pel y  otras  circunstancias,  11 24. — Art.  89  Reg. — Concordancia, 
1 125. — ^Art.  90  Reg.  i  126. — Concordancia,  1127. 


Disposiciones  complementarias. 

Cita  de  los  arts.  del  Reg.;  y  Real  orden  sobre  acuerdos  de  la  Di- 
rección General,  i  1 28. — Otra  sobre  sustanciacion  délos  recursos 
II 29. 

Reglamento  de  Puerto-Rico. 

Sus  arts.  73  á  79;  80;  81  á  84;  86  y  87;  sus  diferencias,  1130 
yii3i. 

Jurisprudencia  adjetiva. 

I?  Recursos  gubernativos. 

Justicia  de  que  se  concedan  al  Notario,  1132. — Sus  límites,  1133. 
Quienes  otros  pueden  establecerlos,  11 34. — El  mandatario  verbal 
no  puede  establecerlos,  1 135  — El  mandatario  verbal  puede  estable- 
cerlos^ 1 1 36. — No  procede  la  audiencia  del  Ministerio  Fiscal,  1137. 

Caso  en  que  procede  el  recurso^  1138. — Término  para  interpo- 
nerlo, 1 1 39. — ^Tramitación  de  los  recursos,  no  se  puede  acudir  di- 
rectamente al  Presidente  de  la  Audiencia,  1 140. — Recurso  relativo 
á  distintos  títulos,  1141. 

2?  Calificación  de  títulos. 

Las  inscripciones  anteriores  no  deben  calificarse,  1 142.  Inscrip- 
ción de  particiones,  1 143* 
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JüRISPküDEÍÍCIA  SUSTANTIVA. 

Documentos  hipotecarios  anteriores  á  la  nueva  Ley:  se  rigen  por 
la  ley  de  su  época,  1 144  á  1 146,  su  habilitación  cuando  no  estaban 
inscritos,  1 147. 

Texto  de  lá  Ley. — ^Art.  28.-^Pág.  380. 

Concordancias:  Ley  de  1861,  R.  O.  de  20  de  Febrero  de  1862, 
Ley  Reformada,  Ley  de  Puerto-Rico. 


Resumen  de  las  disposiciones  que  preceden. 

Ley  de   186 r,  y  su   armonía  con  nuestro  artículo,    1 149. — Otras . 
disposiciones  de  aquella,  1150  y  1151. — Real  orden  de  1862,  su  de- 
claración, IÍ52. — Reforma  de  1869:   su  armonía  con  nuestro  ar- 
tículo, 1153  á  1155. — Ventajas  de  nuestro  art.  28,  1156. 


IL 

Casos  comprendidos  en  nuestro  artículo  28. 

Ojeada  general,  1157. — Caso  i9.  inscripción  á  nombre  del  otor- 
gante, 1158. — Caso  2?,  no  inscripción  á  nombre  del  mismo,  y  casos 
en  que  se  subdivide;  1 159. 

Adquisición  posterior  á  la  Ley. — Si  procede  la  anotación  preven- 
tiva, 1 160. — Sentido  de  la  frase,  mientras  no  se  cumpla^  1 1.61  y  1 162. 

Adquisición  anterior  ala  Ley,  1163. — Adquisición  cuya  época 
no  consta,  1164. 

Caso  3?,  inscripción  á  nombre  de  otro,  sentido  de  la  palabra  de- 
negarán,  116$. — Inscripción  de  títulos  intermedios,- y  sus  razones, 
1 1 66  y  1 167. — Ejemplo  práctico,  1168  y  1169. — ^Exclusión  déla 
anotación  preventiva,  y  su  inconveniente,  1170. 

IIL 

RESróf78AStLl0A0  0&L  RÉCtsf  ftÁDOR. 

Su  caso,  1171.— Sü  felacidncofl  d  art.  3^7  L.;  ílsgla  geüetó, 
1 172. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


4*3 
IV. 

Caso  práctico. 

Doble  venta  de  la  misma  cosa:  presentación  del  segundo  título, 
hallándose  suspendida  la  inscripción  del  primero. — Denuncia  del 
Registrador,  y  situación  desfavorable  de  ambos  títulos,  1 173. — Vén- 
taja  de  tomar  anotación  preventiva,  1 174. — Resiímen  respecto  á  la 
necesidad  de  la  denuncia  por  parte  del  Registrador,  117S  y  1176. — 
Razones  á  favor  de  la  admisión  del  segundo  título,  11 77. — Distin- 
ción que  ha  de  establecerse,  11 78. — Doble  aspecto,  civil  y  penal  de 
la  cuestión,  11 79. — Resumen,  1180. 

Disposiciones^  complementarias. 

Art.  108  Reg.,  Concordancias,  1182  y  11 83. — Relación  de  este 
Vtículo  con  el  28  de  la  Ley,  ,ii84.-^Art.  109  Reg. — Su  coAcor- 
d^mcia,  y  armonía  con  la  Ley,  1 185. — Títulos  traslativos  de  un  de- 
recho real,  y  constitutivos  del  mismo,  diferencia,  ii86. — Art.  137 
R£G.-p-Concordancia,  11 87. 

.  Reglamento  de  Puerto-Rico. 

Sus  arts.  104,  106  y  131,  su  semejanza,  i'^^ 

Jurisprudencia  adjet 

Inscripción  á  nombre  de  persona  distinta 
Falta  de  inscripción  previa,  1190. — Unidad 
peninsular,  1191. — ^Traslación  de  un  censo  i: 
libros.  1 192. — No  se  necesita  en  dicho  caso' 
los  títulos  sucesivos  de  dominio,  1 193.  — Nec 
previa  en  Ja  enajenación  pitra  pagar  deudas 
Falta  de  inscripción  previa,  y  de  prueba  de 
cripcion,  1 195  y  1196. — Inscripción  á  nombí 
cripcion  á  favor  del  Estado,  1 198. — La  prir 
ser  de  dominio,  1 199. — Medida  superficial:  c 
el  título  y  el  Registro,  1 200. — Inscripción  d 
de  ejecución  seguida  por  la  Hacienda,  1201. 

Jurisprudencia  sustan 

Nulidad  de  las  inscripciones  contrarias  á  al 
Inmediato  sucesor  á  un  mayorazgo,  1203,- 
9ja  previa  inscripción^  1:^04. 
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Texto  de  la  Ley.— Art.  29.— Pág.  399. 

Concordancias:  Leyes  de  1861,  Reformada,  de  17  de  JuUo  de 
1877  y  de  Puerto- Rico.     ^ 

Distinción  entre  sus  conceptos,  1205. — Sentido  de  la  frase,  bajo 
pena  de  nulidad,  1206. — Sentido  de  la  expresión,  relativas  á  las  per- 
sonas de  los  otorgantes,  a  las  fincas  v  á  los  derechos  inscritos^  1207. 
— Circunstancias  que  han  de  expresarse  en  las  escrituras:  de  obliga- 
ción hipotecaria,  1208;  de  cualquiera  otra  clase,  y  razón  de  la  dife- 
rencia, 1209. 

Título  no  descriptivo  de  los  bienes,  12 10. — Caso  á  que  se  contrae 
especialmente  este  artículo  121 1. 

Juicio  abintestato:  consecuencia  de  usar  la  Ley  A  término,  legí- 
timos, 12 1 2. — Mayor  interesado,  1213.— Aplicación  de  estas  dispo- 
siciones á  los  casos  en  que  no  haya  inmuebles,  12 14. —Diversidad 
de  materias  en  este  artículo,  12 15. —Razones  de  la  Ley  al  prever 
que  los  colaterales  sucedan  en  partes  desiguales,  I2i6ái2i8. — 
Aclaración  que  el  presente  artículo  hace  en  las  disposiciones  respec- 
tivas de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  .Civil,  12 19  y  1220. — Resumen: 
individuos  comprendidos  en  el  beneficio,  1221;  expresamente  ex- 
cluidos, 1222;  incluibles  por  razón  de  analogía,  1223  y  1224. 

D1SPOSICIONES  complementarias. 

Su  división,  en  armonía  con  la  de  las  disposiciones  mismas  del 
artículo,  1225. — Las  relativas  á  escrituras  publicas,  1226. — Art.  15 
DE  LA  Instrucción.— Concordancia,  1227.— Relación  con  el  art,  29 
L,  1228. — Art  16  de  la  Instrucción. — Concordancia,  1229. — 
Objeto  de  este  artículo,  1230. — Razón  de  su  precepto,  1231  y  1232. 
— Art.  17  DE  LA  Instrucción. — Disposiciones  que  acerca  de  ese 
punto  han  venidorigiendo  en  la  Península,  1233. — Sentido  de  la  frase 
en  su  caso,  i234.--Relacioii  de  este  artículo  con  otros  de  la  Ley,  1 235. 
—Art.  19  DE  la  Instrucción.— Doblé  aspecto  de  las  escrituras  pu- 
blicas, 1236. — Requisitos  generales  de  las  escrituras  y  de  los  contia- 
tos,  1237  y  1238. — Requisitos  particulares  de  unos  y  de  otros,  1239  á 
Í241. — Condiciones  instrumentales,  1242  á  1245. — Nulidad  délos 
instrumentos,  1246. — Art.  20  DE  LA  Instrucción,  i247.--Concor- 
dancia,  1248. — Necesidad  de  que  el  Notario  esté  versado  en  el  dene- 
cho,  1249.— Art.  22  de  la  Instrucción,  1250.— Art. 23  déla  mis- 
ma.—-Sus  concordancias,  1251. — Su  objeto,  1252. — Art.  25  DE  LA 
Instrucción. -r-Concordancia,  1253.— Art.  26  de  la  Instruc- 
ción.—Su  comparación  con  los  textos  de  la  Península,  1254.— -No 
equivale  ala  sumisión  expresa,  1255.— Su  verdadero  efecto,  1256,-** 
Art.  29  DE  LA  Instrucción.— Concordancia,  1257.— Limitad», 
en  el  efecto  legal  de  este  artículo,  1258. 

Disposiciones  relativas  al  segundo  precepto  del  art.  29  de  la  1j^ 
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1259- — Art.  35  Reg. — Concordancia,  1260. — Sentido  de  la  frase» 
siendo  posible,  casos  en  que  lo  es,  1 261. ---Sentido  de  la  palabra,  de- 
berán, 1262.— Otros  lugares  de  esta  obra  en  que  se  cita  el  art.  35 
del  Reg.,  1263. — Art.  73  Reg. — Su  explicación  por  la  Comisión 
Antillana,  1264.— Resumen  de  aquella,  1265. 

Disposiciones  relativas  al  tercer  precepto  del  art.  29  L.  ó  sea  al 
juicio  abintestato,  1266 — Art.  99  Reg. — Comparación  con  sus  con- 
cordantes, 1267. — Sentido  déla  palabra ^>¿:«/<?r/Vr,  1268. — Art.  100 
Reg. — Concordancia,  y  relación  de  este  artículo  con  el  2()  de  la  Ley, 
1269. — Legajos  del  Registro;  y  falta  de  la  firma  y  el  signo  del  No- 
tario, 1270. 


Reglamento  de  Puerto-Rico. 
Sus  arts.  35,  96  y  97.  1271. 


Jurisprudencia  sustantiva 

Omisión  de  la  fecha  en  las  escrituras,  1272. — No  uso  de  papel 
sellado,  1273. — Imparciali  lad  del  Notario,  1274.- -Venta  por  un 
condueño,  1275. 


Jurisprudencia  adjetiva. 
Escrituras  públicas. 

Fé  de  vecindad  y  profesión,  1276. — Expresión  de  la  capacidad 
legal  de  los  contratantes,  1277. — Cuestiones  que  pueden  resolverse 
en  los  recursos  interpuestos  por  Notarios^  1278. — Herederos  distin- 
tos de  los  designados  en  el  testamento.  1279. — Falta  de  legalidad 
por  defecto  de  expresión,  1280. — Omisión  de  la  intervención  de  una 
interesada,  1281. — Falta  de  expresión  ó  de  claridad,  1282. — Dona- 
ción ppr  via  de  arras  convertida  condicionalmente  en  legado  del 
quinto,  1283. — Fé  de  conocimiento,  1284. — Necesidad  de  la  escri- 
tura publica  en  los  convenios  relativos  á  inmuebles,  1285. — Contra- 
tos que  no  tienen  nombre  conocido  en  derecho,  1286. — Descripción 
de  la  finca  en  todos  los  títulos  que  se  refieran  á  ella,  1287. 

Modos  de  obtener  la  inscripción. — Particiones  de  bienes,  1288. — 
Descripción  de  los  de  un  mayorazgo,  1289. 

Juicio  Abintestato, — Retroacción  de  la  Ley,  1290. — Manifestación 
de  interesados,  1291. — Testimonio  de  la  declaración  de  herederos, 
1292. — Expedientes  de  jurisdicción  voluntaria,  1293. 
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Justificación  del  fallecimento. 

Fe  notarial  del  fallecimiento,  1294. — Casos  en  que  no  es  necesa- 
ria la  partida  de  defunción,  1295  y  1296. 

Texto  de  la  Ley. — Art.  30— Pág.  423. 

Concordancias:  Ley  de  1861,   Reformada  y  de  Puerto-Rico. 

Síntesis  del  artículo,  1297. — Sentido  de  la  frase,  si  fuere  posible^ 
1298. — Conducta  que  deben  seguir  los  Notarios,  1299. — Art.  21.  DE 
LA  Instrucción. — Concordancia,  1300. — Resumen  del  artículo:  ca- 
sos que  resuelve,  1 301— Razón  de  lo  primero,  1302. — Razón  delose- 
gundo,  1303. — Cómo  debe  entenderse  la  palabra  instrumento^  1304. 
— Art.  24  de  la  Instrucción. — Su  aplicación,  teniendo  en  cuenta 
la  legislación  Notarial,  1305. — Art.  76  DE  LA  INSTRUCCIÓN,  1306. 
— Concordancia,  1307. — Su  relación  con  la  Ley  y  Reglamento 
Notariales,  1308. 

D1SPOSICÍONES   COMPLEMENTARIAS. 

Se  enumeran:  R.  O.  sobre  escrituras  adicionales,  1309. 

Jurisprudencia  adjetiva. 

Denuncias  por  el  Registrador,  13 10. — Redacción  clara  de  las 
escrituras,  131 1. — Omisión  de  da  fe  de  conocimiento,  13 12. — Fé  de 
conocimiento  en  las  escrituras  sobre  actos  inter  vivos,  1 3 1 3- — Expre- 
sión de  conocer  al  otorgante  en  los  testamentos,  13 14. — Designación 
déla  persona  de  quien  se  adquiere  derecho,  1315. — Falta  dej 
claridad,  13 16. 

Jurisprudencia  sustantiva. — Indemnización  de 

perjuicios. 

Improcedencia  de  la  condenación,  13 17  y  13 19. — Doctrinal 
inaplicables,  13 18. — Reserva  del  derecho,  1320. — Sentencia  sobrí 
cuantía,  1321. — Generalidad  de  la  doctrina  sobre  perjuicios,  yrequi» 
sitos  para  aplicarla,  Í322. — La  existencia  é  importancia  de  ellol 
incumbe  á  la  Sala.  1323. — Causa  para  determinar  la  indemnizacioi 
1324 
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RECTIFICACIÓN. 


En  la  nota  (3)  á  la  pag.  LXXVII  copiamos  un  asiento  del  antiguo  Re- 
gistro, manifestando  ser  el  primijivo,  porque  así  nos  lo  aseguró  uno  de  los 
.  principales  empleados  de  aquella  oficina.  Impresa  ya  esa  parte  de  nuestra 
obra,  el  Sr.  Registrador  Guitart  nos  ha  puesto  de  manifiesto  otro  asiento, 
de  fecha  más  atrasada,  y  por  el  que  comienza  el  folio  marcado  con  el  nú- 
mero I  del  propio  lomo.  Dicho  primer  asiento  lleva  la  fecha  de  2  de  junio 
de  1638,  y  el  que  copiamos  en  la  citada  nota  (ó  sea  de  5  del  mismo)  resul- 
ta ser  el  sétimo. — Como  se  vé,  la  diferencia  en  cuanto  á  la  fecha,  es  muy 
pequeña,  y  sólo  importante  en  cuanto  habíamos  dicho  que  aquel  era  el 
asiento  mas  antiguo. 
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